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Subsección 1. 
POR REITERACIÓN

ACTA DE DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO LABO­
RAL. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE LOS INTEGRANTES DEL 
TRIBUNAL DE TRABAJO O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA Y 
DA FE, NO DA LUGAR A ANALIZARLA DE OFICIO EN EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, CUANDO EL QUEJOSO NO FORMULA CON­
CEPTO DE VIOLACIÓN Y NO SE TRATA DEL TRABAJADOR O 
SUS BENEFICIARIOS (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 
2a./J. 147/2007).

AMPARO DIRECTO 201/2019. 6 DE JUNIO DE 2019. UNANIMIDAD DE 
VOTOS. PONENTE: JUAN CARLOS MORENO CORREA. SECRETARIA: SILVIA 
VALESKA SOBERANES SÁNCHEZ.

CONSIDERANDO:

SEXTO.—Estudio del asunto.

Como cuestión preliminar al estudio de los argumentos hechos valer 
en esta vía constitucional, debe destacarse que quien acude al juicio de am
paro es **********, por sí y como propietario de la negociación denominada 
********** quien tuvo el carácter de parte demandada en el juicio natural (en 
su calidad de patrón), motivo por el cual los conceptos de violación hechos 
valer serán analizados bajo el principio de estricto derecho pues, con fun
damento en lo dispuesto por el artículo 79, fracción V, de la Ley de Amparo 
vigente, la suplencia de la queja deficiente en materia laboral procede única-
mente en beneficio de la clase trabajadora; además, no se advierte que el 
laudo reclamado se encuentre fundado en una ley declarada inconstitucional 
por jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, o por el Pleno 
en materia de trabajo de este Circuito, o que se trate de una persona que, por 
sus condiciones de pobreza o marginación, se encuentre en clara desventaja 
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social, para que, en su caso, se obrara conforme a las fracciones I o VII del 
preinvocado precepto legal.

Al respecto, es aplicable la jurisprudencia 2a./J. 158/2015 (10a.), sus-
tentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 25, Tomo I, diciembre de 2015, página 359, registro digital: 2010624 «y en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de diciembre de 2015 a las 
10:30 horas», de título y subtítulo: "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE 
EN EL JUICIO DE AMPARO LABORAL. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE SÓLO 
OPERE EN BENEFICIO DEL TRABAJADOR, NO VULNERA EL DERECHO 
HUMANO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN."

Ahora bien, es menester precisar que este cuerpo colegiado analizará 
la violación procesal que hace valer el quejoso en sus conceptos de violación, 
así como la formal advertida por este tribunal oficiosamente (falta de validez 
del laudo reclamado por no encontrarse firmado por el representante de los 
trabajadores y/o vocal [sic] obrero de la Junta responsable), en estricto aca
tamiento a la jurisprudencia 2a./J. 58/2014 (10a.), emitida por la Segunda Sala 
del Máximo Tribunal del País, consultable en la página 814, Libro 7, Tomo I, 
junio de 2014, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, registro digital: 2006744 «y en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 20 de junio de 2014 a las 10:35 horas», que dice:

"VIOLACIONES PROCESALES EN EL JUICIO LABORAL. EL TRIBU
NAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE ANALIZAR TODAS LAS QUE LE PRO
PONGAN LAS PARTES O QUE ADVIERTA EN SUPLENCIA DE LA QUEJA, 
CON INDEPENDENCIA DE QUE EL LAUDO CAREZCA DE LA FIRMA O DE LA 
IDENTIDAD DE LOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL DEL TRABAJO O DEL 
SECRETARIO QUE LO AUTORIZA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 
DE ABRIL DE 2013). De los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 171, 172, 174 y 182 de la 
Ley de Amparo, se advierte la obligación de las partes, al reclamar la senten
cia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, de hacer valer en la 
demanda de amparo principal y, en su caso, en la adhesiva, todas aquellas vio
laciones procesales que estimen se cometieron, precisando la forma en que 
trascendieron al resultado de la resolución, así como la obligación para los Tri
bunales Colegiados de Circuito de decidir respecto de todas las que se hicieron 
valer y las que, en los casos que proceda, adviertan en suplencia de la queja, 
con la consecuencia de que si tales violaciones no se invocaron en un primer 
amparo, ni el Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente las hizo valer de 
oficio, no podrán ser materia de concepto de violación ni de estudio oficioso 
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en un juicio de amparo posterior. Así, cuando en el juicio de amparo directo 
promovido contra un laudo emitido por una autoridad en materia laboral, el 
órgano jurisdiccional que conozca de él advierta que la resolución respectiva 
carece de la firma o de la identidad del secretario o de uno de sus integrantes, 
si bien es cierto que debe conceder el amparo para subsanar tal omisión, con 
independencia de quién promueva la demanda, en términos de la jurispruden
cia 2a./J. 147/2007 (*), también lo es que conforme al nuevo sistema esta
blecido en los preceptos constitucional y legales citados, los señalados órganos 
jurisdiccionales están obligados a analizar las demás violaciones procesales 
propuestas en la demanda de amparo, en el amparo adhesivo e, incluso, 
las que adviertan en suplencia de la queja, cuando proceda, pues de no ser 
así, la consecuencia será que no podrán hacerse valer o analizarse de oficio 
en un juicio de amparo posterior."

El quejoso alega en uno de sus conceptos de violación, que la Junta 
responsable vulneró sus derechos fundamentales de audiencia y debido pro
ceso, al haber considerado que ya había precluido el momento procesal opor
tuno para que ofreciera la prueba pericial en grafoscopia y dactiloscopia para 
que acreditara que la firma y huellas dactilares que obran al calce del escrito 
de renuncia que exhibió al juicio natural, corresponden al actor; ello, a pesar de 
que en la audiencia de diez de enero de dos mil dieciocho, en la que se ofre
cieron los medios de prueba correspondientes, únicamente se reservó el 
derecho a proporcionar los datos del perito especialista.

Por tanto, estima que el referido desechamiento fue ilegal, en virtud de 
que la Junta responsable, al proveer sobre el escrito de renuncia y sus medios 
de perfeccionamiento, se reservó acordar sobre dicha pericial hasta en tanto 
fuera desahogada su ratificación de contenido y firma; sin embargo, al llevarse 
a cabo esta última, determinó que no había lugar a admitir tal medio de prueba, 
dejándolo en total estado de indefensión, al no permitirle perfeccionar la docu
mental que fuera objetada por el actor. (foja 11 del juicio de amparo directo)

Tales manifestaciones devienen inoperantes pues, en principio, la que
josa omite establecer la trascendencia que la supuesta violación procesal 
alegada tuvo en el laudo reclamado, pues únicamente se limita a señalar que 
el desechamiento de la aludida experticia fue incorrecto, sin exponer especí
ficamente cómo o de qué forma, de haberse desahogado dicha probanza, 
hubiese trascendido al sentido del laudo y cómo ello afectó sus defensas, 
bastando con que señalara de manera clara cuál es la lesión que tal actuación 
le causó, se insiste, en el resultado del laudo, para que se entendiera satisfe
cho el requisito de que se trata, a fin de que este tribunal estuviese en aptitud 
de abordar el estudio correlativo, en términos de lo dispuesto por los artículos 
171 y 174 de la Ley de Amparo en vigor, que establecen lo siguiente:
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"Artículo 171. Al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución 
que ponga fin al juicio, deberán hacerse valer las violaciones a las leyes del 
procedimiento, siempre y cuando el quejoso las haya impugnado durante la 
tramitación del juicio, mediante el recurso o medio de defensa que, en su caso, 
señale la ley ordinaria respectiva y la violación procesal trascienda al resultado 
del fallo.

"Este requisito no será exigible en amparos contra actos que afecten 
derechos de menores o incapaces, al estado civil, o al orden o estabilidad de 
la familia, ejidatarios, comuneros, trabajadores, núcleos de población ejidal o 
comunal, o quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuen
tren en clara desventaja social para emprender un juicio, ni en los de naturaleza 
penal promovidos por el inculpado. Tampoco será exigible el requisito cuando 
se alegue que, la ley aplicada o que se debió aplicar en el acto procesal, es 
contrario a la Constitución o a los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea Parte."

"Artículo 174. En la demanda de amparo principal y en su caso, en la 
adhesiva el quejoso deberá hacer valer todas las violaciones procesales que 
estime se cometieron; las que no se hagan valer se tendrán por consentidas. 
Asimismo, precisará la forma en que trascendieron en su perjuicio al resultado 
del fallo.

"El Tribunal Colegiado de Circuito, deberá decidir respecto de todas 
las violaciones procesales que se hicieron valer y aquellas que, en su caso, 
advierta en suplencia de la queja.

"Si las violaciones procesales no se invocaron en un primer amparo, ni el 
Tribunal Colegiado correspondiente las hizo valer de oficio en los casos en que 
proceda la suplencia de la queja, no podrán ser materia de concepto de vio
lación ni de estudio oficioso en juicio de amparo posterior."

Se cita en apoyo a lo anterior, por su exacta aplicación al caso, la juris
prudencia 2a./J. 126/2015 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 23, Tomo II, octubre de 2015, página 
2060, registro digital: 2010151 «y en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 9 de octubre de 2015 a las 11:00 horas», de título, subtítulo y texto:

"VIOLACIONES PROCESALES. EL QUEJOSO DEBE PRECISAR EN SU 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO LA FORMA EN QUE TRASCENDIERON 
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EN SU PERJUICIO AL RESULTADO DEL FALLO, A FIN DE QUE EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO CUMPLA CON LA OBLIGACIÓN DE EXAMINAR
LAS, SALVO LAS QUE ADVIERTA EN SUPLENCIA DE LA QUEJA. El artículo 
107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece que los Tribunales Colegiados de Circuito que conozcan 
del juicio de amparo directo contra sentencias definitivas, laudos o resolucio-
nes que pongan fin al juicio, deberán decidir respecto de todas las violaciones 
procesales que se hacen valer, sea que se cometan en dichas resoluciones o 
durante el procedimiento, siempre y cuando afecten las defensas del quejoso 
trascendiendo al resultado del fallo, así como en relación con aquellas que, 
cuando proceda, adviertan en suplencia de la queja. Ahora bien, el que la dis
posición constitucional no señale los requisitos que debe reunir la demanda 
de amparo directo para el estudio de las violaciones procesales, no significa 
que la ley secundaria no pueda hacerlo, en tanto que a ésta corresponde 
desarrollar y detallar los que deben cumplir las demandas para su estudio, 
ajustándose a los principios y parámetros constitucionales, esto es, deben 
ser razonables y proporcionales al fin constitucionalmente perseguido. Por 
tanto, el incumplimiento de la carga procesal a cargo del quejoso, en térmi
nos del artículo 174 de la Ley de Amparo, consistente en precisar en la de
manda principal y, en su caso, en la adhesiva, la forma en que las violaciones 
procesales que haga valer trascendieron en su perjuicio al resultado del fallo, 
traerá como consecuencia que el Tribunal Colegiado de Circuito no esté obli
gado a su análisis, excepto en los casos en que proceda la suplencia de la 
queja y siempre que no pase por alto su obligación de atender a la causa de 
pedir expresada por los promoventes. Este requisito procesal además de resul
tar razonable, pues se pretende proporcionar al tribunal de amparo todos los 
elementos necesarios para el estudio del asunto, no puede catalogarse como 
excesivo y, por tanto, denegatorio de justicia y contrario al nuevo marco cons
titucional de los derechos humanos, previsto en el artículo 1o. constitucional, 
porque las garantías judiciales se encuentran sujetas a formalidades, presu
puestos y criterios de admisibilidad de los recursos y medios de defensa que 
deben observarse por razones de seguridad jurídica, para una correcta y fun
cional administración de justicia, y efectiva protección de los derechos 
humanos."

En lo conducente, (sic) la jurisprudencia 1a./J. 30/2019 (10a.), emitida 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 65, 
Tomo I, abril de 2019, página 627, registro digital: 2019692 «y en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas», del 
tenor siguiente:
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"VIOLACIONES PROCESALES QUE TRASCIENDEN AL RESULTADO DEL 
FALLO. EL ARTÍCULO 174 DE LA LEY DE AMPARO NO VULNERA EL NUMERAL 
107, FRACCIÓN III, INCISO A), DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. La constitucionalidad de una norma secun-
daria no depende de que su contenido esté previsto expresamente en la Cons-
titución, sino de que respete los principios constitucionales. De ahí que el 
mero hecho de que el artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución 
Federal no establezca expresamente que la parte quejosa debe precisar en su 
demanda por qué la violación procesal trasciende al resultado del fallo, no con
vierte en inconstitucional el artículo 174 de la Ley de Amparo. De una interpre
tación teleológica, tanto del artículo 107, fracción III, inciso a), constitucional, 
como del artículo 174 de la Ley de Amparo, se advierte que el Constituyente 
fue claro en imponer a la parte quejosa la carga de invocar todas las violaciones 
procesales que estime hayan sido cometidas en el procedimiento de origen, 
y consideró que la suplencia de la queja por parte del Tribunal Colegiado del 
conocimiento sólo procede en las materias civil y administrativa en los casos 
previstos en el artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo vigente. En otras 
palabras, cuando haya habido, en contra del recurrente, una violación evidente 
de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en 
el artículo 1o. de la propia Ley de Amparo. Lo anterior, se traduce en que los 
tribunales de amparo sólo están obligados a suplir la deficiencia de la queja 
cuando adviertan una violación clara, innegable, que afecte sustancialmente 
al quejoso en su defensa. Sólo en esos casos, no se exigirá al quejoso que 
haya hecho valer la violación de que se trate, ni que haya cumplido con los 
requisitos que establece la Ley de Amparo para el estudio de los conceptos de 
violación. Lo anterior es así, porque si el propio inciso a), de la fracción III, 
del artículo 107 constitucional, establece que en el amparo directo sólo se 
estudiarán las violaciones procesales ‘que afecten las defensas del quejoso 
trascendiendo al resultado del fallo’, y se parte de la base de que la suplencia 
de la queja sólo procede en los casos en que el Tribunal Colegiado advierta 
que hubo una violación evidente que dejó al quejoso sin defensa por afec
tar sus derechos fundamentales. Por demás, resulta razonable que la ley exija 
que la parte quejosa precise aquellas violaciones que no son evidentes, y que 
proporcione al tribunal de amparo todos los elementos que puedan ser nece
sarios para proceder a su estudio, incluyendo la precisión de por qué trascen
dieron al resultado del fallo."

Así como la diversa tesis 2a. X/2016 (10a.), sustentada por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo II, abril 
de 2016, página 1371, registro digital: 2011402 «y en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas», que se lee:
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"VIOLACIONES PROCESALES. EL ARTÍCULO 174 DE LA LEY DE AM
PARO, AL ESTABLECER QUE EL QUEJOSO DEBE PRECISAR LA FORMA 
EN QUE TRASCENDIERON EN SU PERJUICIO AL RESULTADO DEL FALLO, NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS 
HUMANOS. Con motivo de la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación de 6 de junio de 2011 al artículo 107, fracción III, inciso a), párrafo 
primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con
forme al numeral 174 de la Ley de Amparo, el quejoso debe precisar la forma 
en que las violaciones procesales que hizo valer trascendieron en su perjui
cio al resultado del fallo, para que el Tribunal Colegiado de Circuito cumpla con 
su obligación de examinarlas, salvo las que advierta en suplencia de la queja, 
como lo sostuvo la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la jurisprudencia 2a./J. 126/2015 (10a.)(*), lo que supera lo dis
puesto en el artículo 158 de la Ley de Amparo abrogada, así como lo previsto 
en la jurisprudencia 2a./J. 27/2013 (10a.)(**). Ahora bien, la nueva regulación 
legal no transgrede el principio de progresividad de los derechos humanos, 
contenido en el artículo 1o. constitucional, dado que busca cumplir con el prin
cipio de concentración procesal del juicio de amparo, con lo que se le dota de 
mayor rapidez y celeridad en su tramitación para analizar todas las posibles 
violaciones existentes en un proceso, a fin de resolver en definitiva sobre ellas 
y evitar dilaciones innecesarias, lo que permite que la tutela jurisdiccional en 
el juicio de amparo directo sea pronta y completa, como lo mandata el artículo 
17 constitucional; así, la obligación procesal a cargo del quejoso, si bien 
podría considerarse una disminución en el grado de tutela, lo cierto es que 
permite incrementarlo. Además, el citado artículo 174 cumple con los requi
sitos del test de proporcionalidad, en atención a que la finalidad señalada 
resulta constitucionalmente válida; el medio elegido por el legislador resulta 
idóneo, en la medida en que dicha obligación procesal posibilita el cumplimien
to del fin buscado, así como necesario para paliar los múltiples reenvíos que se 
presentaban con la anterior regulación legal; y cumple con el principio de pro
porcionalidad en sentido estricto o ponderación, al existir una adecuada rela
ción de precedencia entre el fin buscado y el medio elegido."

Al margen de lo anterior, es inoperante el citado concepto de violación, 
pues la Junta del conocimiento le otorgó valor probatorio pleno al aludido 
escrito de renuncia que exhibió el quejoso; pero estimó que éste quedó des
virtuado con la prueba confesional a cargo del actor, toda vez que con las 
posiciones que le formuló la parte patronal, aquí quejosa, se acreditó la sub
sistencia de la relación laboral con posterioridad a la indicada renuncia. (foja 
73 ídem)
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Además de que a la parte patronal no corresponde perfeccionar el 
escrito de renuncia, pues cuando el patrón niega el despido alegado afirman-
do que el trabajador renunció a su empleo, a aquél corresponde la carga de 
demostrar la renuncia que alega, y para ello bastará con que exhiba como 
prueba el documento privado original en que conste dicha renuncia, sin que 
tenga obligación de ofrecer además un diverso medio de prueba para perfec
cionarlo, sino que corresponderá al trabajador reconocerlo expresa o táci
tamente, o bien objetarlo y, en su caso, demostrar su objeción a través de los 
medios de convicción conducentes, para que la Junta del conocimiento 
determine su valor probatorio.

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia 2a./J. 142/2013 (10a.), emi
tida por la Segunda Sala del Máximo Tribunal del País, publicada en la página 
1211, Libro XXV, Tomo 2, octubre de 2013, Décima Época del Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, registro digital: 162347, de título, subtítulo y texto 
siguientes:

"RENUNCIA. SI EL TRABAJADOR OBJETA EL ESCRITO RELATIVO EN 
CUANTO A SU CONTENIDO, FIRMA O HUELLA DIGITAL, A ÉL LE CORRES
PONDE LA CARGA DE PROBAR SU OBJECIÓN.—Si el trabajador, en la audien
cia de desahogo de pruebas objeta la documental privada que contiene 
la renuncia al trabajo, en cuanto a su contenido, firma o huella digital, a él le 
corresponde demostrar sus objeciones mediante prueba idónea, atento al artícu
lo 811 de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 30 de noviembre de 2012, 
que establece que si se objeta la autenticidad de un documento en cuanto a 
uno de los mencionados elementos, las partes podrán ofrecer pruebas con 
respecto a las objeciones."

En mérito de lo expuesto, es inconcuso que la violación procesal ale
gada resulta inoperante.

En otro contexto, como se adelantó, se advierte, de oficio, que el laudo 
de tres de diciembre de dos mil dieciocho (fojas 67 a 77 ídem), carece de 
firma por parte del representante de los trabajadores, integrante de la Junta 
responsable, lo que trae consigo su nulidad; de ahí que no se está en el caso 
de hacer pronunciamiento sobre su constitucionalidad, pues no debe surtir 
efecto jurídico alguno, ya que de lo contrario se estaría subsanando el desta
cado vicio de origen.

Circunstancia que debe analizarse, aun cuando no se hubiesen expre
sado motivos de inconformidad al respecto y con independencia de quien 
promueva el juicio de amparo, ello con fundamento en lo dispuesto por la 
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Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurispru
dencia 2a./J. 147/2007, visible en la página 518, Novena Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, abril de 2011, registro digital: 
162347, de rubro y texto:

"LAUDO. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE LOS INTEGRANTES DE 
UN TRIBUNAL DE TRABAJO, CUANDO FUNCIONA EN JUNTA ESPECIAL O 
EN SALA, O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA Y DA FE, CONDUCE A DECLA
RAR DE OFICIO SU NULIDAD Y CONCEDER EL AMPARO PARA QUE SEA 
SUBSANADA TAL OMISIÓN, INDEPENDIENTEMENTE DE QUIÉN PROMUE-
VA LA DEMANDA.—La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que la falta de firma del laudo por parte de alguno de los integrantes de un 
Tribunal de trabajo o, del secretario de acuerdos, trae consigo su nulidad, 
sin que para el caso pueda hacerse pronunciamiento sobre su constituciona
lidad, pues no debe surtir efecto jurídico alguno, ya que de lo contrario se 
estaría subsanando el vicio de origen. Conforme a ello, el órgano de control 
constitucional oficiosamente, sin necesidad de que en la demanda de am
paro correspondiente se expresen conceptos de violación sobre tal aspecto 
e independientemente de quién la promueva, deberá declarar la nulidad del 
laudo y ordenarle al Tribunal que lo emitió subsanar tal formalidad, sin que 
ello se traduzca en suplir la deficiencia de la queja en un caso no permitido 
por la Ley de Amparo."

En efecto, los artículos 839, 889 y 890 de la Ley Federal del Trabajo, en tér
minos de lo dispuesto en el artículo primero transitorio del decreto de reforma 
de dicho ordenamiento, publicado el treinta de noviembre de dos mil doce, en 
el Diario Oficial de la Federación, establecen:

"Artículo 839. Las resoluciones de las Juntas deberán ser firmadas por los 
integrantes de ellas y por el secretario el día en que las voten, en los térmi
nos del artículo 620 de esta ley."

"Artículo 889. Si el proyecto de resolución fuere aprobado, sin adiciones 
ni modificaciones, se elevará a la categoría de laudo y se firmará de inmediato 
por los miembros de la Junta.

"Si al proyecto se le hicieran modificaciones o adiciones, se ordenará 
al secretario que de inmediato redacte el laudo, de acuerdo con lo aprobado. 
En este caso, el resultado se hará constar en acta."

"Artículo 890. Engrosado el laudo, el secretario recogerá, en su caso, 
las firmas de los miembros de la Junta que votaron en el negocio y, una vez 
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recabadas, turnará el expediente al actuario, para que de inmediato notifique 
personalmente el laudo a las partes."

De los preceptos en cita se advierte que tratándose de resoluciones 
deben ser suscritas por los integrantes de la Junta y por el secretario, de tal 
manera que si esos requisitos de validez no se satisfacen, la actuación o reso
lución correspondiente será nula.

En otras palabras, si no se encuentra firmado el laudo reclamado por 
uno de los integrantes del tribunal laboral, se incumplen las formalidades del 
procedimiento, lo que impide que se pueda hacer pronunciamiento sobre su 
constitucionalidad o inconstitucionalidad, puesto que tal acto no podrá surtir 
efecto jurídico alguno que autorice ponderar la prevalencia de argumentos 
con un mayor beneficio, como los de fondo, pues no se puede estar en el caso 
de los artículos 79, párrafo final y 189 de la Ley de Amparo, cuando se carece del 
presupuesto básico que permita analizar el asunto tanto desde su perspec
tiva formal, como de fondo, esto es, el acto reclamado que en la especie es el 
laudo, porque simplemente no existe como acto jurídico válido.

Ahora bien, como se destacó previamente, en el caso, el laudo de tres 
de diciembre de dos mil dieciocho no fue suscrito por el representante de los 
trabajadores de la Junta del conocimiento; pues sólo se encuentra firmado 
por los licenciados **********, ********** y **********, en su carácter de 
presidente de la Junta, representante patronal y el secretario de Acuerdos, 
respectivamente; por lo que es claro que carece de validez, en términos de 
los artículos 839, 889 y 890 de la Ley Federal del Trabajo, ante la falta de firma 
de la totalidad de los integrantes de la autoridad obrera, tal como se observa 
en la imagen siguiente:

Laudo:

(SE SUPRIME IMAGEN)

Lo anterior encuentra mayor sustento en lo establecido por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción 
de tesis que dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 147/2007, previamente invo
cada, en relación con que la falta de firma en el laudo correspondiente por 
parte de alguno de los integrantes del tribunal de trabajo o, en su caso, del 
secretario de Acuerdos que autoriza y da fe, trae consigo su nulidad y, en 
consecuencia, no se puede hacer pronunciamiento sobre su constitucionali
dad o inconstitucionalidad.
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Asimismo, señaló que ante la falta de la formalidad antes mencionada, 
el órgano de control constitucional tiene la obligación de analizar, inclusive 
de oficio, tal aspecto, sin que ello implique suplencia de la deficiencia de la 
queja, puesto que la falta de firma del laudo trae consigo su invalidez, lo que 
impide necesariamente que se haga pronunciamiento sobre su constitucio-
nalidad o inconstitucionalidad pues, de lo contrario, se estaría convalidando 
el vicio de referencia, obligando a las partes a acatar un acto viciado por no cum
plir con las formalidades exigidas por la Ley Federal del Trabajo.

Al efecto, destaca el contenido del artículo 890 de la Ley Federal del 
Trabajo que ordena que engrosado el laudo, el secretario deberá recoger las 
firmas de los miembros de la autoridad laboral que votaron en el negocio y, 
una vez recabadas, turnar el expediente al actuario para que de inmediato 
practique personalmente la notificación correspondiente.

Lo que implica que si no se encuentra firmado el laudo por los inte-
grantes del tribunal laboral y por el propio secretario que autoriza y da fe del 
acto, se incumplen las formalidades del procedimiento, lo que como se ha 
señalado, impide que una vez impugnado a través del juicio de amparo, el Tri
bunal Colegiado de Circuito pueda hacer pronunciamiento sobre su constitu
cionalidad o inconstitucionalidad, puesto que tal acto no podrá surtir efecto 
jurídico alguno, por lo que necesariamente, aun ante la ausencia de concep
tos de violación sobre ese aspecto, se deberá declarar su invalidez y ordenar 
al tribunal que lo emitió que subsane tal vicio satisfaciendo las formalidades 
exigidas por la norma legal; ello, sin necesidad de que se hubieran expresado 
conceptos de violación sobre el tema en particular.

De modo que, si en la especie, el laudo que se tilda de inconstitucional 
no contiene la firma del representante del trabajo de la Junta del conocimiento, 
resulta inconcuso que dicho acto carece de validez, lo que impide a este Tri
bunal Colegiado de Circuito emprender el examen de su constitucionalidad.

Finalmente, debe precisarse que este tribunal advierte otra violación de 
índole procesal, pero que no es jurídicamente de atenderse conforme lo dis
pone la jurisprudencia 2a./J. 58/2014 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 814, Libro 7, 
Tomo I, junio de 2014, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, registro digital: 2006744 «y en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 20 de junio de 2014 a las 10:35 horas», de título y subtí-
tulo: "VIOLACIONES PROCESALES EN EL JUICIO LABORAL. EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE ANALIZAR TODAS LAS QUE LE PROPON-
GAN LAS PARTES O QUE ADVIERTA EN SUPLENCIA DE LA QUEJA, CON 
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INDEPENDENCIA DE QUE EL LAUDO CAREZCA DE LA FIRMA O DE LA 
IDENTIDAD DE LOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL DEL TRABAJO O DEL SE-
CRETARIO QUE LO AUTORIZA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE 
ABRIL DE 2013).", porque el quejoso no formula conceptos de violación al 
respecto, la cual se observa a foja sesenta y seis vuelta del expediente labo-
ral, consistente en que el acta de la audiencia de discusión y votación relativa 
al laudo reclamado tampoco se encuentra signada por el representante de los 
trabajadores, lo cual refleja otro vicio, luego, al no observarse en su dictado el 
contenido del artículo 839 y el diverso 889 de la Ley Federal del Trabajo, ya 
transcritos, pero que para mayor claridad se transcribe nuevamente el primer 
párrafo del último de los mencionados, que es del tenor siguiente:

"Artículo 889. Si el proyecto de resolución fuere aprobado, sin adicio-
nes ni modificaciones, se elevará a la categoría de laudo y se firmará de inme
diato por los miembros de la Junta.

"..."

Las circunstancias antes destacadas no se observan de la siguiente 
imagen:

(SE SUPRIME IMAGEN)

Pese a ello, como se dijo, en la demanda constitucional no se hacen 
valer argumentos tendentes a destacar esa infracción, por lo tanto, al ser la 
patronal quien acude al juicio de amparo, no se está en condiciones de estu
diarla oficiosamente; sin que se advierta que esas violaciones procesales 
estén fundadas en alguna disposición legal declarada inconstitucional por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación o por el correspondiente Pleno de este 
Séptimo Circuito, ni obviamente se está en el caso de una entidad quejosa de 
atraso cultural económico para obrar en un momento dado como lo determi
nan las fracciones I y VII del artículo 79 de la Ley de Amparo.

Al respecto, es aplicable la jurisprudencia 2a./J. 158/2015 (10a.), sus
tentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 25, Tomo I, diciembre de 2015, página 359, registro digital: 2010624 «y en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de diciembre de 2015 a las 
10:30 horas», que dice:

"SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUICIO DE AMPARO 
LABORAL. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE SÓLO OPERE EN BENEFICIO DEL 
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TRABAJADOR, NO VULNERA EL DERECHO HUMANO DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN. El artículo 76 Bis, fracción IV, de la Ley de Amparo vigente 
hasta el 2 de abril de 2013, sustituido por el numeral 79, fracción V, de ley de 
la materia en vigor al día siguiente, al prever expresamente que la suplencia 
de la queja deficiente en materia laboral procede sólo a favor del trabajador, es 
producto de los procesos históricos de reforma constitucional y legal, cuya 
distinción de trato, en relación con el patrón, radica en que su finalidad es 
solventar la desigualdad procesal de las partes y la necesidad de proteger 
bienes básicos, derivado de que: a) el artículo 123 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal del Trabajo regulan la relación 
laboral como un derecho de clases; b) el patrón tiene mayores posibilidades 
económicas, lo cual le permite acceder a los servicios de mejores abogados y, 
al tener la administración de la empresa, cuenta con una mejor posibilidad 
de allegarse medios probatorios para el juicio; y, c) la protección a bienes 
elementales tiene como base el hecho de que la subsistencia del trabajador 
y de su familia, con todo lo que lleva implícito, depende de su salario y pres-
taciones inherentes, razón que evidencia la importancia que tiene para el tra
bajador un litigio derivado de la relación laboral; motivo por el cual se le liberó 
de la obligación de ser experto en tecnicismos jurídicos, lo que contribuyó, 
por un lado, a que no se obstaculizara la impartición de justicia y, por otro, a 
la salvaguarda de los derechos fundamentales consagrados en el referido 
artículo 123 de la Carta Magna. En esas condiciones, la Segunda Sala reitera 
el criterio de la jurisprudencia 2a./J. 42/97 (*), en el sentido de que es impro
cedente la suplencia de la queja deficiente a favor del patrón, inclusive bajo 
el contexto constitucional sobre derechos humanos imperante en el país, y en 
consecuencia, la circunstancia de que sólo opere en beneficio del trabajador, 
no vulnera el de igualdad y no discriminación, porque la distinción de trato en 
referencia con el trabajador está plenamente justificada y, por lo mismo, re-
sulta proporcional, es decir, sí guarda una relación razonable con el fin que 
se procura alcanzar, ya que tal diferenciación constituye una acción positiva 
que tiene por objeto medular compensar la situación desventajosa en que 
históricamente se ha encontrado la clase trabajadora frente a la patronal."

No es obstáculo a la conclusión antes alcanzada, en sí, la relativa a 
requerir concepto de violación para declarar la invalidez del acta de discusión 
y votación del laudo, a pesar de que esta última se encuentra en íntima vincu
lación con el fallo, pues de ser el caso de no haberse modificado el proyecto 
del laudo, la falta de firma de alguno de sus integrantes o del secretario, 
incluso la inexistencia misma de dicha acta devendría intrascendente, 
como lo estableció la entonces Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en la jurisprudencia 4a./J. 48/93, publicada en la página 55 de la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 72, diciembre de 1993, 
Octava Época, registro digital: 207741, de rubro y texto siguientes:
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"LAUDO, ACTA DE DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO DEL. 
DEBE LEVANTARSE Y FIRMARSE POR EL SECRETARIO CUANDO EL PRO
YECTO SE MODIFICA O ADICIONA Y LA CONSECUENCIA JURÍDICA DE LA 
OMISIÓN ES LA INVALIDEZ DE LA ACTUACIÓN.—El artículo 885 de la Ley 
Federal del Trabajo dispone que a partir de que se declara cerrada la instruc
ción, el auxiliar tiene fijado un término de 10 días para formular el proyecto de 
resolución ya en forma de laudo, esto es con extractos de la litis, señalamiento 
de hechos, estudio de pruebas, consideraciones jurídicas y hasta puntos reso
lutivos. El artículo 887 de la propia ley establece que el Presidente de la Junta 
citará a los miembros de la misma, para la discusión y votación y el diverso 
889, dispone que si de dicha discusión y votación aparece que el proyecto del 
laudo es aprobado sin adiciones, ni modificaciones, se elevará a la categoría 
de laudo y se firmará de inmediato por los miembros de la Junta. En cambio, 
si existen modificaciones y adiciones, se ordenará al secretario que redacte el 
laudo de acuerdo con lo aprobado, exigiendo que en tal caso, el resultado se 
haga constar en acta. Del sistema vigente se advierte, por tanto, que si el pro
yecto es aprobado sin adiciones ni modificaciones, las firmas inmediatas de 
los miembros de la Junta y del secretario autentifican la certeza y fidelidad de la 
resolución acordada, puesto que el proyecto automáticamente se convierte 
en laudo, siendo intrascendente el levantamiento del acta o la falta de la firma 
del secretario en ella. En cambio si hubo adiciones y modificaciones, sí es 
necesario que el resultado se haga constar en el acta, como lo exige el segundo 
párrafo del artículo 889 de la Ley Federal del Trabajo, acta que debe ser auto-
rizada por el secretario con su firma de acuerdo con lo dispuesto por el artícu
lo 721 del mismo ordenamiento, lo cual resulta lógico para resguardar la 
certeza de lo resuelto dado el tiempo transcurrido entre el acuerdo y el engrose. 
De ahí que si en este supuesto, el acta de discusión y votación omite la firma del 
secretario, tal omisión puede producir la invalidez del procedimiento relativo 
con trascendencia al laudo."

De ahí que este tribunal estime que no se está en el caso de examinar 
de oficio esa falta de firma como sí se hace para el supuesto de dicha ausen
cia pero en el laudo.

En ese contexto, lo procedente es conceder el amparo solicitado, para 
el efecto de que la autoridad responsable deje insubsistente el laudo recla
mado; y en su lugar dicte otro, en el que, con plenitud de jurisdicción, se 
pronuncie sobre todas las prestaciones reclamadas, cumpliendo las formali-
dades exigidas por la ley, es decir, deberá estar firmado por todos los inte-
grantes de la Junta que intervengan en su dictado y por el secretario que 
autoriza y da fe, en el entendido de que las firmas de dichos funcionarios 
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deberán encontrarse identificadas con el cargo que ostenten, su nombre y 
apellidos, conforme al diverso precepto 890 del citado ordenamiento.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

ÚNICO.—La Justicia de la Unión ampara y protege a **********, por 
sí y como propietario de la negociación **********, contra el acto recla
mado de la autoridad responsable precisados en los resultandos primero y 
segundo de esta sentencia, para los efectos señalados en el último consi-
derando de la misma.

Notifíquese; por lista a la parte quejosa, tercero interesado y Ministerio 
Público de la adscripción; por oficio a la autoridad responsable; requiérase a 
esta última para que en el plazo de tres días, dé cumplimiento a la presente 
ejecutoria, con el apercibimiento que de no hacerlo sin causa justificada, se 
le impondrá una multa consistente en cien Unidades de Medida y Actuali
zación; lo anterior, conforme lo establecen los artículos 192, 238 y 258 de la 
Ley de Amparo en vigor; en su caso, se remitirá el expediente a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para seguir el trámite de inejecución, que puede 
culminar con la separación de su puesto y consignación.

Ahora bien, tomando en cuenta que la emisión del nuevo laudo implica 
cumplir trámites procesales, se aumenta dicho término en diez más, para que 
dé cumplimiento a la presente ejecutoria, por lo cual el plazo para el cum
plimiento será, en total, trece días hábiles; lo anterior con fundamento en el 
último párrafo del artículo 192 de la Ley de Amparo citada, así como en la juris
prudencia 2a./J. 33/2014 (10a.), sustentada por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 926, Libro 5, Tomo I, 
abril de 2014, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, registro digital: 2006184 «y en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas», de título y subtítulo siguientes: 
"CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO DIRECTO. LOS TRIBUNA
LES COLEGIADOS DE CIRCUITO ESTÁN FACULTADOS PARA AMPLIAR EL 
PLAZO OTORGADO PARA TAL FIN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 
DE ABRIL DE 2013)."

Se precisa que la Unidad de Medida y Actualización, es la unidad de 
cuenta, base, medida o referencia para determinar la cuantía de las obliga-
ciones y supuestos previstos en las leyes federales, estatales o en cualquier 
otra disposición jurídica, en términos del artículo 26, apartado B, penúltimo y 
último párrafos, de la Constitución Federal, asimismo, el numeral tercero 



2248 ENERO 2020

transitorio del "Decreto por el que se declara reformadas y adicionadas diver-
sas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de desindexación del salario mínimo", publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el veintisiete de enero de dos mil dieciséis, en vigor a partir del 
día siguiente al de su publicación, al efecto dispone:

"...Tercero. A la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, todas 
las menciones al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, me
dida o referencia para determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos 
previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal, así como en 
cualquier disposición jurídica que emane de todas las anteriores, se entende
rán referidas a la Unidad de Medida y Actualización..."

De igual forma, en términos del artículo 5 del Decreto de la Ley para 
Determinar el Valor de la Unidad de Medida y Actualización, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el treinta de diciembre de dos mil dieciséis, 
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, el diez de enero de dos mil 
diecinueve en el referido medio oficial, dio a conocer que los valores de la 
Unidad de Medida y Actualización son el valor diario de $84.49 (ochenta y 
cuatro pesos 49/100 moneda nacional); el mensual de $2,568.50 (dos mil qui-
nientos sesenta y ocho pesos 50/100 moneda nacional); y anual de $30,822.00 
(treinta mil ochocientos veintidós pesos 00/100 moneda nacional); vigentes 
a partir del uno de febrero del año citado en último término, lo que se asienta 
para el caso de que se tuviese que individualizar tal sanción.

Anótese en el libro de gobierno; con testimonio de la presente resolu
ción, devuélvanse los autos del juicio laboral a su lugar de origen y, en su 
oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Séptimo Circuito, por unanimidad de votos de los Magistrados Jorge Sebas
tián Martínez García, Juan Carlos Moreno Correa y Jorge Toss Capistrán; el 
primero de los nombrados en su calidad de presidente y el segundo como 
ponente.

En términos de lo previsto en los artículos 66, 118, 120 y demás 
conducentes en lo relativo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, en esta versión pública se suprime la infor­
mación considerada legalmente como reservada o confidencial que 
encuadra en esos supuestos normativos.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.



2249QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 1a. Jurisprudencia 

ACTA DE DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO 
LABORAL. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE LOS INTE­
GRANTES DEL TRIBUNAL DE TRABAJO O DEL SECRETARIO 
QUE AUTORIZA Y DA FE, NO DA LUGAR A ANALIZARLA DE 
OFICIO EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CUANDO EL QUE­
JOSO NO FORMULA CONCEPTO DE VIOLACIÓN Y NO SE TRATA 
DEL TRABAJADOR O SUS BENEFICIARIOS (INAPLICABILI­
DAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 147/2007). La Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 
147/2007, de rubro: "LAUDO. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE LOS 
INTEGRANTES DE UN TRIBUNAL DE TRABAJO, CUANDO FUNCIONA 
EN JUNTA ESPECIAL O EN SALA, O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA 
Y DA FE, CONDUCE A DECLARAR DE OFICIO SU NULIDAD Y CONCEDER 
EL AMPARO PARA QUE SEA SUBSANADA TAL OMISIÓN, INDEPEN-
DIENTEMENTE DE QUIEN PROMUEVA LA DEMANDA.", determinó 
que el órgano de control constitucional, oficiosamente, sin necesidad 
de que en la demanda de amparo se expresen conceptos de violación 
y con independencia de quien la promueva, el Tribunal Colegiado de 
Circuito deberá declarar la nulidad del laudo si carece de alguna de las 
firmas a que se refieren los artículos 839 y 889 de la Ley Federal del 
Trabajo, por lo que debe ordenar su nueva emisión, subsanando esa 
formalidad, sin que ello se traduzca en suplir la deficiencia de la queja 
en un caso no permitido por la Ley de Amparo; sin embargo, dicho cri
terio es inaplicable cuando esa omisión formal tiene lugar en el acta de 
la audiencia de discusión y votación prevista en el artículo 888 de la ley 
referida, porque se trata de un acto procesal previo al dictado del laudo; 
de ahí que si quien acude al amparo no es el trabajador o sus benefi-
ciarios, al ser un asunto en donde impera el principio de estricto derecho, 
necesita formular conceptos de violación específicos, tendentes a 
plantear dicha violación adjetiva, ya que en esta materia sólo procede 
la suplencia de la queja en favor del trabajador, lato sensu, máxime que la 
infracción procesal no es de las que estén fundadas en alguna disposi
ción declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, por el correspondiente Pleno de Circuito, o que se encuentre 
probado que la entidad peticionaria de amparo se ubique en un atraso 
cultural y económico relevantes, en términos de las fracciones I, V y VII 
del artículo 79 de la Ley de Amparo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T. J/54 L (10a.)
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Amparo directo 337/2019. 30 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Sebastián Martínez García. Secretario: Juan Manuel Jiménez Jiménez.

Amparo directo 213/2019. 30 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Toss Capistrán. Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera.

Amparo directo 273/2019. 6 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss 
Capistrán. Secretario: Renato de Jesús Martínez Lemus.

Amparo directo 269/2019. 6 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Sebastián Martínez García. Secretario: Juan Manuel Jiménez Jiménez.

Amparo directo 201/2019. 6 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos 
Moreno Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 147/2007 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, abril de 2011, página 
518, con número de registro digital: 162347.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LAS DILACIONES 
PRESUNTAMENTE EXCESIVAS EN EL DICTADO DE PROVEÍDOS, 
LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA DILIGEN­
CIA, EN JUICIOS BUROCRÁTICOS SUSTANCIADOS AL TENOR DE 
LA LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE JALIS­
CO Y SUS MUNICIPIOS. PROCEDE SI TRANSCURREN MÁS DE 22 
DÍAS HÁBILES DESDE LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ EL PLAZO 
EN EL QUE LEGALMENTE DEBIERON PRONUNCIARSE O DILIGEN­
CIARSE LOS ACTOS PROCESALES RESPECTIVOS [INAPLICABILI­
DAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 33/2019 (10a.)].

QUEJA 75/2019. 29 DE MARZO DE 2019. UNANIMIDAD DE VOTOS. 
PONENTE: GABRIELA GUADALUPE HUÍZAR FLORES. SECRETARIO: FER-
NANDO COTERO TORRES.

CONSIDERANDO:

OCTAVO.—Estudio del asunto. El análisis de los agravios expuestos en 
el presente recurso conducen a las siguientes consideraciones jurídicas:

En principio, es oportuno establecer que no es propio el examen de los 
argumentos a través de los cuales se afirma que con el dictado del auto im-
pugnado, el a quo transgredió en perjuicio del ahora recurrente sus derechos 
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sustantivos contenidos en el artículo 17 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Sino que, el análisis de esos argumentos se realiza a la luz de la obser-
vancia que el Juez de Distrito debe a la norma que regula su función como 
órgano de control constitucional.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la jurisprudencia P./J. 2/97,4 
del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece: 

"AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON LOS QUE SOSTIENEN QUE LOS 
JUZGADORES DE AMPARO VIOLAN GARANTÍAS INDIVIDUALES, SOLA-
MENTE EN ESE ASPECTO.—Históricamente las garantías individuales se 
han reputado como aquellos elementos jurídicos que se traducen en medios 
de salvaguarda de las prerrogativas fundamentales que el ser humano debe 
tener para el cabal desenvolvimiento de su personalidad frente al poder públi-
co. Son derechos públicos subjetivos consignados en favor de todo habitante 
de la República que dan a sus titulares la potestad de exigirlos jurídicamente a 
través de la verdadera garantía de los derechos públicos fundamentales del 
hombre que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos con-
signa, esto es, la acción constitucional de amparo. Los Jueces de Distrito, al 
conocer de los distintos juicios de amparo de su competencia, y no de proce-
sos federales, ejercen la función de control constitucional y, en ese caso, 
dictan determinaciones de cumplimiento obligatorio y obran para hacer cum-
plir esas determinaciones, según su propio criterio y bajo su propia responsa-
bilidad, por la investidura que les da la ley por lo que, a juicio de las partes, 
pueden infringir derechos subjetivos públicos de los gobernados. Ahora bien, 
aun y cuando en contra de sus decisiones procede el recurso de revisión, éste 
no es un medio de control constitucional autónomo, a través del cual pueda 
analizarse la violación a garantías individuales, sino que es un procedimiento 
de segunda instancia que tiende a asegurar un óptimo ejercicio de la función 
judicial, a través del cual, el tribunal de alzada, con amplias facultades, inclu-
so de sustitución, vuelve a analizar los motivos y fundamentos que el Juez de 
Distrito tomó en cuenta para emitir su fallo, limitándose a los agravios ex-
puestos. Luego, a través del recurso de revisión, técnicamente, no deben ana-
lizarse los agravios consistentes en que el Juez de Distrito violó garantías 
individuales al conocer de un juicio de amparo, por la naturaleza del medio de 
defensa y por la función de control constitucional que el a quo desempeña ya 

4 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo V, enero de 1997, Novena Época, página 5, 
con número de registro digital: 199942.
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que, si así se hiciera, se trataría extralógicamente al Juez del conocimiento 
como otra autoridad responsable y se desnaturalizaría la única vía estableci-
da para elevar las reclamaciones de inconstitucionalidad de actos, que es el 
juicio de amparo; es decir, se ejercería un control constitucional sobre otro 
control constitucional."

No pasa inadvertido que la citada jurisprudencia haga referencia úni-
camente a las garantías consagradas en la Constitución y no a los derechos 
humanos, pues ello fue tema de debate en la solicitud de sustitución de juris-
prudencia 9/2012, por parte del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en las sesiones celebradas el once y doce de noviembre del año dos 
mil trece, que determinó desechar el proyecto y desestimar dicha solicitud, 
porque la mayoría de los Ministros estimaron que antes de la reforma consti-
tucional de junio del año dos mil once, se habla de garantías individuales y 
ahora de derechos humanos, pero seguían siendo los mismos, por lo que se 
estimó que debía prevalecer dicha jurisprudencia.

Pues bien, expresa la parte inconforme, en esencia, que contrario a lo 
señalado por el Juez de Distrito, la dilación del juicio de origen afecta su de-
recho fundamental de impartición de justicia pronta y expedita, por lo que no 
debió desecharse la demanda de amparo.

Tal alegación se estima fundada, aunque para ello sea necesario suplir 
la deficiencia de la queja, en términos de la fracción V del artículo 79 de la Ley 
de Amparo, por ser éste la parte obrera.

En principio, cabe precisar que la parte recurrente reclamó del Tribunal 
de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco, el acuerdo de diecisiete de di-
ciembre del año dos mil dieciocho, en el que se señaló como fecha para el 
desahogo de la audiencia prevista en el artículo 128 de la Ley para los Servido-
res Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, el veintinueve de abril del 
año dos mil diecinueve.

En tanto, en el auto recurrido, en esencia, el juzgado del conocimiento 
consideró:

• Que en el particular era procedente desechar de plano la demanda 
de amparo indirecto, por actualizarse una causa de improcedencia, en razón de 
lo previsto en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el diverso 107, 
fracción V, en sentido contrario, ambos de la Ley de Amparo.

• Que del estudio de la demanda se observaba que el acto reclamado 
se hizo consistir en la fecha señalada para que tuviera verificativo la audien-



2253QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 1a. Jurisprudencia 

cia prevista en el artículo 128 de la Ley para los Servidores Públicos del Esta-
do de Jalisco y sus Municipios, para el veintinueve de abril del año dos mil 
diecinueve que, por tanto, no constituía un acto de imposible reparación dic-
tado en el proceso que afectara materialmente derechos sustantivos, pues 
únicamente tenía como consecuencia una afectación a derechos de natura-
leza adjetiva o procesal, sin que se encontrara en alguno de los supuestos de 
excepción previstos en la norma.

• Su determinación la apoyó en las jurisprudencias 2a./J. 48/2016 
(10a.) y 1a./J. 7/2015 (10a.), así como en la tesis aislada IV.2o.C.55 K, de rubro: 
"ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. NO LO ES EL SIMPLE RETARDO EN LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA."

Determinación que este órgano colegiado considera incorrecta, como 
a continuación se explica.

Al resolver la contradicción de tesis 325/2015, la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la jurisprudencia 2a./J. 48/2016 
(10a.),5 que, como se dijo, citó la secretaria de juzgado en funciones de Juez 
de Distrito en el auto recurrido, la cual establece lo siguiente:

"AMPARO INDIRECTO. POR REGLA GENERAL, ES NOTORIAMENTE 
IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO 
NATURAL, CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL DE 
ACORDAR PROMOCIONES O DE PROSEGUIR EN TIEMPO CON EL JUICIO, 
AL TRATARSE DE UNA VIOLACIÓN INTRAPROCESAL QUE NO AFECTA DE-
RECHOS SUSTANTIVOS. De conformidad con la fracción V del artículo 107 de 
la Ley de Amparo, el amparo indirecto procede contra actos en juicio cuyos 
efectos sean de imposible reparación; y para ser calificados como ‘irrepara-
bles’ deben producir una afectación material a derechos sustantivos; es decir, 
sus consecuencias deben impedir en forma actual el ejercicio de un derecho, 
y no únicamente producir una lesión jurídica formal o adjetiva, que no nece-
sariamente llegará a trascender al resultado del fallo. Así, por regla general, 
cuando un particular se duele exclusivamente de una afectación cometida 
dentro de un procedimiento jurisdiccional, aun cuando alegue violaciones a 
los artículos 8o., 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los actos reclamados no pueden considerarse como de ejecución 

5 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 30, Tomo II, mayo de 2016, 
página 1086, con número de registro digital: 2011580 «y Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas».
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irreparable, sino como violaciones de carácter adjetivo, pues no se trata de 
una ‘omisión’ autónoma al procedimiento, sino que se presenta justamen-
te dentro de éste, como la falta de respuesta a una petición expresa sobre el 
desahogo de pruebas o de prosecución del trámite. Lo anterior, pese a que 
uno de los requisitos que caracteriza a los actos irreparables es la afectación 
que producen a derechos sustantivos de forma directa, como lo puede ser la 
transgresión al artículo 8o. constitucional; sin embargo, dicha afectación no 
se produce de forma independiente, sino dentro del procedimiento en que el 
quejoso es parte, por lo que no se actualiza el caso de excepción para acudir 
al juicio de amparo indirecto; de ahí que el interpuesto contra actos de esta 
naturaleza es, por regla general, notoriamente improcedente, a menos de que 
el Juez de amparo advierta del contenido de la propia demanda que existe 
una abierta dilación del procedimiento o su paralización total, pues en ese 
caso el juicio será procedente." (Énfasis añadido)

De lo anterior, se advierte que el Alto Tribunal estimó que en los casos 
en que se aduzca exclusivamente una afectación cometida dentro de un 
procedimiento jurisdiccional, aun cuando se aleguen violaciones a los ar
tículos 8o., 14 y 17 de la Constitución Federal, los actos que se reclamen no 
pueden considerarse como de ejecución irreparable, sino como violaciones 
de carácter adjetivo, pues no se trata de una "omisión" autónoma al proce
dimiento en el que se encuentra el particular, sino que se da justamente den-
tro de él.

Asimismo, consideró la referida Segunda Sala, que pese a que uno de 
los requisitos que caracteriza a los actos irreparables es la afectación que 
producen a derechos sustantivos de forma directa, como lo puede ser la 
transgresión al artículo 8o. constitucional; sin embargo, señaló que debe tener-
se presente que dicha afectación no se produce de forma independiente, sino 
dentro del procedimiento en el que el quejoso es parte, por lo que no se ac-
tualiza el caso de excepción previsto para acudir al juicio de amparo en la vía 
indirecta.

Por otra parte, refirió el Alto Tribunal que tratándose de procedimientos 
jurisdiccionales, el derecho de acción, como facultad de provocar la actividad 
estatal, presenta la posibilidad de que la autoridad que conozca del asunto 
resuelva sobre la pretensión que es sometida a su conocimiento, por lo que debe 
sujetarse a los plazos y términos que rigen el procedimiento, en los que las 
partes deben obtener respuesta completa a sus pretensiones; de ahí que, por 
regla general, no es procedente el juicio de amparo en la vía indirecta. 
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Por tanto, concluyó que el criterio general es que la demanda de ampa-
ro que se interponga contra actos de esta naturaleza es notoriamente impro-
cedente, a menos de que el Juez de Distrito advierta de la demanda que existe 
una abierta dilación del procedimiento o la paralización total del mismo, pues 
en tal caso la demanda de amparo es procedente por excepción.

Asimismo, al resolver la contradicción de tesis 294/2018, la propia Se-
gunda Sala señaló:

"Cuarto.—Determinación de la existencia de la contradicción de tesis. 
Existe la contradicción de tesis denunciada, pues los Tribunales Colegiados 
de Circuito involucrados se ocuparon de la misma cuestión jurídica, tomaron 
en consideración argumentos similares y, al resolver, llegaron a posturas 
discrepantes.

"El propósito para el que fue creada la figura de la contradicción de 
tesis es salvaguardar la seguridad jurídica ante criterios opuestos y realizar la 
función unificadora de la interpretación del orden jurídico nacional.

"Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que se 
precisa de la reunión de los siguientes supuestos, para que exista contradic-
ción de tesis:

"a. La presencia de dos o más ejecutorias en las que se adopten crite-
rios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independiente-
mente de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente 
iguales; y,

"b. Que la diferencia de criterios emitidos en esas ejecutorias, se pre-
sente en las consideraciones, razonamientos o respectivas interpretaciones 
jurídicas.

"Al respecto, resulta ilustrativa la jurisprudencia del Tribunal Pleno, 
cuyos rubro y datos de identificación se reproducen a continuación:

"‘CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXISTE CUANDO LAS SALAS DE LA SU-
PREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLEGIA-
DOS DE CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS CRITERIOS JURÍDICOS 
DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DERECHO, INDEPENDIEN-
TEMENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO RODEAN NO SEAN 
EXACTAMENTE IGUALES.’ (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXII, agosto de 2010, tesis P./J. 72/2010, página 7)
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"Pues bien, esta Segunda Sala observa que sí existe contradicción de 
tesis entre lo que sostuvo el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito, al resolver el recurso de queja 123/2017, y el Tribu-
nal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, al fallar el 
recurso de queja 375/2017.

"En efecto, el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito, al declarar infundado el recurso de queja sostuvo, entre 
otras consideraciones, que resultaba arbitraria la decisión del Juez de Distri-
to que desechó la demanda por notoriamente improcedente, al considerar 
dicho juzgador que para estimar que si se ha configurado una dilación proce-
sal excesiva que haga procedente en forma excepcional el amparo indirecto, 
deben haber transcurrido más de tres meses entre el momento en que se 
inició la dilación reclamada, y la fecha en que la parte quejosa insto la protec-
ción constitucional, porque con este proceder el órgano de amparo no toma 
en cuenta la naturaleza del caso concreto, ni las circunstancias del problema 
jurídico sometido a su consideración y, en suma, se soslayan los elementos 
que permitan tener un panorama amplio para determinar si se trata o no de 
una violación autónoma del procedimiento, o bien, de una mera violación 
procesal reclamable en amparo directo. De cualquier manera, este Tribunal 
Colegiado de Circuito consideró infundado el recurso de queja por diversa 
razón a la señalada por el Juez de Distrito.

"Por su parte, el Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Décimo Circuito, al declarar fundado el recurso de queja, sostuvo entre otras 
consideraciones que, contrariamente a lo resuelto por el Juez de Distrito, las 
omisiones reclamadas no actualizaban una causa manifiesta e indudable de 
improcedencia del juicio de amparo indirecto, porque, en el caso concreto, 
había existido una auténtica paralización del juicio laboral, pues desde la 
fecha de la última actuación de la Junta responsable (22 de agosto de 2017) y 
la fecha en que presentó el quejoso su demanda de amparo (22 de noviembre 
de 2017) habían transcurrido aproximadamente tres meses, y era criterio de 
ese órgano de amparo que ‘... cuando se reclaman actos consistentes en la 
dilación procesal, debe existir una paralización en el trámite del expediente 
natural de cuando menos dos meses, para considerar que ese supuesto se 
actualiza, y en la especie transcurrieron tres meses (noventa días) que se dejó 
de efectuar el trámite correspondiente.’

"Por lo anterior, es claro que los Tribunales Colegiados de Circuito sí 
adoptaron criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, 
consistente en la manera de apreciar si hubo o no en el juicio laboral, una 
dilación excesiva que se traduzca en una paralización del juicio laboral que 
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haga procedente el amparo indirecto en forma excepcional, por implicar esa 
demora un caso equivalente a la afectación de derechos sustantivos.

"No es obstáculo para la conclusión anterior, la circunstancia de que el 
Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito 
hubiese declarado de cualquier forma infundada la queja sometida a su con-
sideración, pero por distintas razones a las sustentadas por el Juez de Distri-
to, toda vez que, de cualquier manera, dicho tribunal determinó que fue 
incorrecto el razonamiento de tal juzgador federal al sujetar a un plazo fijo e 
invariable (tres meses) la configuración del lapso de la dilación procesal que 
haga procedente el amparo indirecto contra esa demora, aspecto que es el 
que sí se confronta con el que analizó el otro Tribunal Colegiado de Circuito 
contendiente, pues éste sostuvo en esencia que dicha procedencia debía 
analizarse caso por caso.

"Sirve de apoyo a lo anterior, por identidad de razones, el siguiente 
criterio:

"‘Novena Época
"‘Registro digital: 174764
"‘Instancia: Pleno
"‘Tipo de tesis: aislada
"‘Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
"‘Tomo XXIV, julio de 2006
"‘Materia: común
"‘Tesis: P. XLIX/2006
"‘Página: 12

"‘CONTRADICCIÓN DE TESIS. LOS CRITERIOS JURÍDICOS EXPRESA-
DOS «A MAYOR ABUNDAMIENTO» SON DE TOMARSE EN CUENTA PARA 
RESOLVER AQUÉLLA.—El procedimiento de fijación de jurisprudencia firme 
vía contradicción de tesis tiene una finalidad clara y esencial: unificar crite-
rios en aras de la seguridad jurídica. Así, para uniformar la interpretación del 
orden jurídico nacional son de tomarse en cuenta todos los razonamientos 
vertidos por los órganos jurisdiccionales contendientes a lo largo de la parte 
considerativa de sus sentencias, sean constitutivos de la decisión final –el o 
los puntos resolutivos– o resulten añadidos prescindibles, vinculados indirec-
ta o marginalmente con la cuestión concreta que debe decidirse, pues en 
ambos casos se está frente a la posición que asume un órgano jurisdiccional 
ante determinada cuestión jurídica y de la que cabe presumir que seguirá 
sosteniendo en el futuro. En efecto, en el procedimiento de contradicción de 
tesis no se decide si una sentencia es congruente con las pretensiones de las 
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partes ni si en la relación entre sus consideraciones y la decisión final hubo 
exceso o defecto, pues no es un recurso, sino que su función es unificar la 
interpretación jurídica a fin de eliminar la coexistencia de opiniones diferen-
tes respecto de la forma en la que debe interpretarse o aplicarse una norma 
legal, y obtener un solo criterio válido, pues su teleología es garantizar la se-
guridad jurídica. En congruencia con lo anterior, se concluye que para satis-
facer esa finalidad, en el procedimiento de contradicción de tesis no es 
menester que los criterios opuestos sean los que, en los casos concretos, 
constituyan el sostén de los puntos resolutivos, pues en las condiciones mar-
ginales o añadidos de «a mayor abundamiento» pueden fijarse criterios de 
interpretación que resulten contrarios a los emitidos por diversos órganos 
jurisdiccionales y sean la posición que un Tribunal Colegiado de Circuito 
adopta frente a ciertos problemas jurídicos que, presumiblemente, sostendrá 
en lo futuro.’

"Consecuentemente, el punto de contradicción estriba en determinar 
si existe un lapso específico para saber si se ha configurado o no una dilación 
excesiva en el juicio laboral que haga procedente el juicio de amparo 
indirecto.

"QUINTO.—Estudio. Esta Segunda Sala en su jurisprudencia 2a./J. 
48/2016 (10a.), estableció lo siguiente:

"‘Décima Época
"‘Registro digital: 2011580
"‘Instancia: Segunda Sala
"‘Tipo de tesis: jurisprudencia
"‘Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
"‘Libro 30, Tomo II, mayo de 2016
"‘Materias: constitucional y común
"‘Tesis: 2a./J. 48/2016 (10a.)
"‘Página: 1086

"‘AMPARO INDIRECTO. POR REGLA GENERAL, ES NOTORIAMENTE 
IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO 
NATURAL, CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL DE 
ACORDAR PROMOCIONES O DE PROSEGUIR EN TIEMPO CON EL JUICIO, 
AL TRATARSE DE UNA VIOLACIÓN INTRAPROCESAL QUE NO AFECTA DE-
RECHOS SUSTANTIVOS. De conformidad con la fracción V del artículo 107 de 
la Ley de Amparo, el amparo indirecto procede contra actos en juicio cuyos 
efectos sean de imposible reparación; y para ser calificados como «irrepara-
bles» deben producir una afectación material a derechos sustantivos; es 
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decir, sus consecuencias deben impedir en forma actual el ejercicio de un 
derecho, y no únicamente producir una lesión jurídica formal o adjetiva, que 
no necesariamente llegará a trascender al resultado del fallo. Así, por regla 
general, cuando un particular se duele exclusivamente de una afectación co-
metida dentro de un procedimiento jurisdiccional, aun cuando alegue viola-
ciones a los artículos 8o., 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, los actos reclamados no pueden considerarse como de 
ejecución irreparable, sino como violaciones de carácter adjetivo, pues no se 
trata de una «omisión» autónoma al procedimiento, sino que se presenta jus-
tamente dentro de éste, como la falta de respuesta a una petición expresa 
sobre el desahogo de pruebas o de prosecución del trámite. Lo anterior, pese 
a que uno de los requisitos que caracteriza a los actos irreparables es la afec-
tación que producen a derechos sustantivos de forma directa, como lo puede 
ser la transgresión al artículo 8o. constitucional; sin embargo, dicha afecta-
ción no se produce de forma independiente, sino dentro del procedimiento en 
que el quejoso es parte, por lo que no se actualiza el caso de excepción para 
acudir al juicio de amparo indirecto; de ahí que el interpuesto contra actos de 
esta naturaleza es, por regla general, notoriamente improcedente, a menos 
de que el Juez de amparo advierta del contenido de la propia demanda que 
existe una abierta dilación del procedimiento o su paralización total, pues en 
ese caso el juicio será procedente.’

"Ahora bien, dentro del juicio laboral existen múltiples plazos para que 
los órganos jurisdiccionales, y servidores públicos que participan en ellos, 
provean los diversos trámites que la secuela procesal exija, así como nume-
rosas razones para que algunos de tales periodos no se observen a cabalidad, 
ya sea por la interposición de recursos, la excesiva carga de trabajo, fuerza 
mayor o hecho fortuito, etcétera.

"Tan solo por dar un ejemplo, basta con señalar que el artículo 838 de 
la Ley Federal del Trabajo dispone un lapso de cuarenta y ocho horas como el 
plazo genérico para el dictado de resoluciones y autos, pero tales actos no 
son los únicos dentro del juicio laboral, porque existen muchos más periodos 
legales, inclusive, algunos de ellos también computados por horas, de muy 
distinta naturaleza.

"El plazo genérico al cual se ha hecho mención, es el siguiente:

"‘Artículo 838. La Junta dictará sus resoluciones en el acto en que con-
cluya la diligencia respectiva o dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes 
a aquellas en la que reciba promociones por escrito, salvo disposición en 
contrario de esta ley.’
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"Por ello, resulta difícil establecer un lapso genérico de la duración de 
la demora que pueda ser establecido de manera uniforme e indiscutible, para 
saber si se ha configurado o no, una dilación excesiva que se traduzca en una 
auténtica paralización del procedimiento que haga procedente el amparo 
indirecto.

"Por otra parte, la interpretación del artículo 8o. de la Constitución Fe-
deral, ha establecido que, si la falta de respuesta llega a un extremo de cuatro 
meses, es indudable que se viola el derecho de petición, lo cual tampoco 
significa que la autoridad cuente con ese periodo para responder, sino exclu-
sivamente que ese lapso hace indiscutible la infracción al derecho funda-
mental de obtener una respuesta en breve término.

"Así se explica en el siguiente criterio:

"‘Sexta Época
"‘Registro digital: 802908
"‘Instancia: Segunda Sala
"‘Tipo de tesis: jurisprudencia
"‘Fuente: Semanario Judicial de la Federación
"‘Volumen CII, Tercera Parte
"‘Materias: común y constitucional
"‘Página: 55

"‘PETICIÓN, DERECHO DE.—La tesis jurisprudencial número 767 del 
Apéndice de 1965 al Semanario Judicial de la Federación, expresa: «Atento lo 
dispuesto en el artículo 8o. de la Constitución, que ordena que a toda petición 
debe recaer el acuerdo respectivo, es indudable que si pasan más de cuatro 
meses desde que una persona presenta un ocurso y ningún acuerdo recae a 
él, se viola la garantía que consagra el citado artículo constitucional.» De los 
términos de esta tesis no se desprende que deban pasar más de cuatro meses 
sin contestación a una petición, para que se considere transgredido el artícu
lo 8o. de la Constitución Federal, y sobre la observancia del derecho de peti-
ción debe estarse siempre a los términos en que está concebido el repetido 
precepto.’

"Conforme a lo anterior, tampoco puede adoptarse la interpretación del 
artículo 8o. constitucional para instituir un plazo único para conocer cuándo 
la autoridad jurisdiccional laboral ha incurrido en una demora que, práctica-
mente, constituya una verdadera interrupción arbitraria del proceso, surgien-
do entonces una violación autónoma que justifique la promoción del amparo 
indirecto, en tanto ya no se trate solamente de una mera inobservancia de las 
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normas que rigen el procedimiento, sino de una auténtica denegación de 
justicia, no sólo contraventora del precepto citado, sino también de lo dis-
puesto en el párrafo segundo del artículo 17 de la Constitución Federal, el 
cual establece que ‘Toda persona tiene derecho a que se le administre justi-
cia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y térmi-
nos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, 
completa e imparcial.’

"No obstante todo lo anterior, a fin de proporcionar un estándar mínimo 
objetivo que ofrezca seguridad jurídica a las partes en el juicio laboral, cuyo 
trámite y resolución se ha procurado agilizar por virtud de las recientes refor-
mas legales en la materia, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que, para efectos de la promoción del juicio de ampa-
ro indirecto contra dilaciones presuntamente excesivas en el dictado de pro-
veídos y laudos, o en la realización de cualquiera otra diligencia, que la 
demanda de amparo será procedente cuando han transcurrido al menos cua-
renta y cinco días naturales, contados a partir de la fecha en la que concluyó 
el plazo en que debieron legalmente pronunciarse o realizarse los actos pro-
cesales respectivos, si se toma en cuenta que es precisamente ese periodo el 
máximo que el artículo 772 de la Ley Federal del Trabajo tolera para que el 
juicio permanezca inmóvil, cuando sea necesaria alguna promoción del tra-
bajador, en los siguientes términos:

"‘Artículo 772. Cuando, para continuar el trámite del juicio en los térmi-
nos del artículo que antecede, sea necesaria promoción del trabajador y éste 
no la haya efectuado dentro de un lapso de cuarenta y cinco días naturales, 
el presidente de la Junta deberá ordenar que se le requiera personalmente 
para que la presente, apercibiéndolo de que, de no hacerlo, operará la cadu-
cidad a que se refiere el artículo siguiente.

"‘Si el trabajador está patrocinado por un procurador del trabajo, la 
Junta notificará el acuerdo de que se trata al trabajador y a la Procuraduría de 
la Defensa del Trabajo, para los efectos correspondientes. Si no estuviera pa-
trocinado por la procuraduría, se le hará saber a ésta el acuerdo, para el 
efecto de que intervenga ante el trabajador y le precise las consecuencias 
legales de la falta de promoción, así como para que le brinde asesoría legal 
en caso de que el trabajador se la requiera.’

"De lo dispuesto en el precepto anterior se observa que el legislador 
federal ya estableció en la ley un lapso preciso (45 días naturales) para que la 
Junta oficiosamente provea lo necesario a fin de que el juicio continúe con su 
trámite, bajo la condición de que si no se activa éste por la parte actora, la 
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sanción procesal será la caducidad; periodo que evidentemente tiene el pro-
pósito de que los juicios no queden indefinidamente paralizados, y resulta un 
referente útil, por identidad de razones, para determinar cuándo debe consi-
derarse que se ha configurado una dilación excesiva que se traduce en una 
paralización del procedimiento."

Así, de lo transcrito resalta que el punto materia de contradicción estri-
bó en determinar, si existe de un lapso específico para saber en qué momento 
se configura una dilación excesiva en el juicio laboral que, conforme a la Ley 
Federal del Trabajo, haga procedente el juicio de amparo indirecto.

Sobre lo cual, el Alto Tribunal señaló que resulta difícil establecer, de 
manera uniforme e indiscutible, un lapso genérico respecto de la demora en 
la prosecución del procedimiento, que se traduzca en una dilación excesiva o 
una auténtica paralización del procedimiento, que torne procedente el juicio 
de amparo indirecto; ello, toda vez que existen múltiples plazos para que los 
órganos jurisdiccionales, y servidores públicos que participan en ellos, pro-
vean los diversos trámites que la secuela procesal exija, así como numerosas 
razones para que algunos de tales periodos no se observen a cabalidad, ya 
sea por la interposición de recursos, la excesiva carga de trabajo, fuerza 
mayor o hecho fortuito, etcétera.

Que así, es difícil conocer cuándo se ha incurrido en una demora que 
prácticamente constituya una verdadera interrupción arbitraria del proceso, 
surgiendo entonces una violación autónoma que justifique la promoción del 
amparo indirecto, es decir, que se traduzca en una auténtica denegación de 
justicia, contraventora del artículo 17 constitucional.

Que por ello, es necesario proporcionar un estándar mínimo objetivo que 
ofrezca seguridad jurídica a las partes en el juicio laboral.

Así, la Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que, 
para efectos de la promoción del juicio de amparo indirecto contra dilaciones 
presuntamente excesivas por parte de los órganos de justicia laboral (ya sea pro
veídos, laudos o en la realización de cualquier otra diligencia), la demanda de 
amparo será procedente cuando hayan transcurrido al menos cuarenta y cinco 
días naturales, contados a partir de la fecha en la que concluyó el plazo en 
que debieron legalmente pronunciarse o realizarse los actos procesales res-
pectivos; ello, al tomar en cuenta que ése es el periodo máximo que el artículo 
772 de la Ley Federal del Trabajo tolera para que el juicio permanezca inmóvil, 
cuando sea necesaria alguna promoción del trabajador.
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Que en ese artículo es donde el legislador establece ese lapso preciso 
para que la Junta, oficiosamente, provea lo necesario, a fin de que el juicio con
tinúe con su trámite. Periodo, dijo la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
tiene el propósito de que los juicios no queden indefinidamente paralizados y, 
por ello, resulta el referente útil por identidad de razones, para determinar 
cuándo debe considerarse que se ha configurado una dilación excesiva que 
se traduzca en una paralización del procedimiento.

Consideraciones que dieron origen a la jurisprudencia 2a./J. 33/2019 
(10a.),6 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
cuyos título, subtítulo y texto rezan:

"AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LAS DILACIONES PRE
SUNTAMENTE EXCESIVAS DE LAS JUNTAS EN EL DICTADO DE PROVEÍDOS, 
LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA DILIGENCIA, SI TRANS
CURREN MÁS DE 45 DÍAS NATURALES DESDE LA FECHA EN LA QUE CON-
CLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE LEGALMENTE DEBIERON PRONUNCIARSE O 
DILIGENCIARSE LOS ACTOS PROCESALES RESPECTIVOS. La Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su jurisprudencia 2a./J. 48/2016 
(10a.), sostuvo que, por regla general, el juicio de amparo indirecto es impro-
cedente contra dilaciones procesales, a menos que el Juez de amparo advierta 
del contenido de la propia demanda que existe una abierta demora del pro
cedimiento o su paralización total, pues en ese caso deberá darse cauce legal 
a la demanda, aunque en principio se trate de violaciones de naturaleza adje-
tiva. Ahora bien, si se toma en cuenta que resulta difícil fijar un lapso genérico 
de la duración de la demora que pueda establecerse de manera uniforme e 
indiscutible, para saber si se ha configurado o no una dilación excesiva que 
se traduzca en una auténtica paralización del procedimiento que haga pro
cedente el juicio de amparo indirecto, debe complementarse ese criterio –por lo 
que hace a la materia laboral– a fin de proporcionar un estándar mínimo 
objetivo que ofrezca seguridad jurídica a las partes en el juicio y, por ello, se 
determina que para efectos de la promoción del juicio de amparo indirecto 
contra dilaciones presuntamente excesivas en el dictado de proveídos, laudos 
o en la realización de cualquier otra diligencia, el juicio de amparo procede 
cuando transcurren más de 45 días naturales, contados a partir de la fecha en 
la que concluyó el plazo en que legalmente debieron pronunciarse o realizarse 
los actos procesales respectivos, si se toma en cuenta que es precisamente 

6 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 64, Tomo II, marzo de 2019, 
página 1643, con número de registro digital: 2019400 «y Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas».
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ese periodo el máximo que el artículo 772 de la Ley Federal del Trabajo tolera 
para que el juicio permanezca inmóvil, cuando sea necesaria alguna promo-
ción del trabajador."

Ahora bien, es necesario establecer que, en lo que aquí interesa, no puede 
retomarse el plazo de cuarenta y cinco días que establece el artículo 772 de 
la Ley Federal del Trabajo a que se refirió el Alto Tribunal, toda vez que dicha 
hipótesis no se encuentra contemplada en la legislación burocrática local; sin 
que pueda ser aplicada de forma supletoria, pues no existe una regulación 
deficiente sobre la figura de la caducidad en la Ley para los Servidores Públi-
cos del Estado de Jalisco y sus Municipios, sino que el legislador local dispuso 
la figura de la caducidad de forma distinta.

Así lo ha determinado este tribunal, en la tesis de clave III.3o.T.1 L,7 
cuyos rubro y texto rezan:

"CADUCIDAD EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL 
ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. PARA QUE DICHA FIGURA OPE
RE, ES IMPROCEDENTE REQUERIR PREVIAMENTE AL TRABAJADOR PARA 
IMPULSAR EL PROCESO EN CASO DE INACTIVIDAD (INAPLICABILIDAD 
SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 772 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO).—
La supletoriedad de normas exige, entre otros requisitos: a) una deficiencia 
normativa a suplir; y b) la compatibilidad de reglas con el ordenamiento su-
pletorio, extremos que no se cumplen tratándose de los presupuestos para 
que transcurra la caducidad en el juicio laboral burocrático en el Estado de 
Jalisco y sus Municipios. En efecto, el artículo 138 de la Ley para los Servi
dores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios regula los requisitos 
fundamentales de tal figura, optando por un diseño ordinario o simple de 
caducidad, como gran parte de las normas procesales del país, es decir, con 
elementos básicos para aplicarla, sin supeditarla a requerimientos previos, 
dirigidos a las partes para que impulsen el proceso. Este precepto señala un 
determinado plazo para que opere ante la inactividad procesal en cualquier 
estado antes del dictado del laudo, con algunas limitantes mínimas, pues no 
procede ante la falta de desahogo de diligencias que deban practicarse fuera 
del local del tribunal, o por estar pendientes de recibirse informes, o copias 
certificadas que hayan sido solicitadas, expresión de las facultades del legis-
lador de fijar límites racionales para el ejercicio de los derechos de acción y 
defensa, lo que es congruente con el artículo 17 de la Constitución Política de 

7 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, 
página 1661, con número de registro digital: 2001249.



2265QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 1a. Jurisprudencia 

los Estados Unidos Mexicanos, que dispone la impartición de justicia pronta 
y expedita conforme a los plazos y términos que fijen las leyes. Ahora bien, esa 
caducidad no era ajena a la materia laboral, pues anteriormente la establecía 
el artículo 479 de la Ley Federal del Trabajo abrogada, incluso, un mecanismo 
similar existe en el orden burocrático federal, ya que no exige un requerimiento 
previo de impulso procesal a la parte obrera (artículo 140 de la Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado). En cambio, el numeral 772 de la Ley 
Federal del Trabajo vigente refleja la decisión expresa de matizarla, según los 
trabajos legislativos de la reforma publicada el 4 de enero de 1980, incluyendo 
un mecanismo de mayor tutela, reforzándolo mediante el requerimiento pre-
vio al trabajador para que impulse el proceso, en caso de falta de promoción 
por tres meses. Por ello, el legislador federal dispuso limitantes de mayor in-
tensidad para que opere dicha figura, cuyo fin es reducir los casos en que 
pudiera ocasionarle perjuicio la falta de impulso procesal. En consecuencia, 
se trata de dos formas diferentes de regular la caducidad, no de un vacío le-
gislativo a suplir, por lo que en la ley burocrática local se contiene una diversa 
expresión de reglamentarla. De ahí que tampoco hay compatibilidad norma-
tiva entre los referidos mecanismos de caducidad; por un lado, en el Estado 
de Jalisco y sus Municipios, se optó por atender preferentemente al simple 
transcurso del tiempo e inactividad procesal, mediante un mecanismo senci-
llo, simple y de mínima formalidad para declararla, por otro, en el ámbito de 
aplicación de la Ley Federal del Trabajo, se estableció un requerimiento previo 
al trabajador por inactividad procesal por determinado tiempo. Consecuente-
mente, sería contradictorio introducir mayores restricciones para que dicha 
figura opere en el ámbito local, que son propias de un mecanismo de tutela 
obrera reforzada y que no fue el elegido por el legislador estatal, como lo es 
prevenir a la parte actora para que reactive el procedimiento."

Igualmente aplicable resulta, por identidad jurídica sustancial, la juris-
prudencia 2a./J. 128/2009,8 emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, del tenor literal siguiente:

"CADUCIDAD EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 97 DE LA LEY 
DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE CHIAPAS LA RE-
GULA EN FORMA COMPLETA, POR LO QUE NO OPERA LA APLICACIÓN 
SUPLETORIA DE LOS ARTÍCULOS 772 Y 773 DE LA LEY FEDERAL DEL TRA-
BAJO.—El citado precepto señala que cuando la actora deje de promover 
durante el plazo de tres meses, siempre que esa promoción sea necesaria para 

8 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, septiembre de 2009, 
página 468, con número de registro digital: 166491.
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continuar el procedimiento, el tribunal, de oficio o a petición de parte, decla-
rará la caducidad de la acción. Lo anterior no implica que deban aplicarse 
supletoriamente los artículos 772 y 773 de la Ley Federal del Trabajo, pues el 
artículo 116, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos establece que la Legislatura Local debe emitir su ley burocrática con 
base en la ley reglamentaria del artículo 123, apartado B de aquélla, es decir, 
la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, que en su artículo 140 
prevé que para decretar la caducidad de la acción, de oficio o a petición de 
parte, basta que la actora deje de promover durante el plazo de tres meses, 
siempre que esa promoción sea necesaria para continuar el procedimiento. 
Esto es, si bien es cierto que de los artículos 772 y 773 de la Ley Federal del 
Trabajo se advierte que la caducidad en materia laboral reviste características 
excepcionales, pues para que se declare es insuficiente el mero transcurso 
del tiempo, debiendo mediar notificación al trabajador y, en su caso, a la Pro-
curaduría de la Defensa del Trabajo apercibiéndolos de que, en caso de no 
promover dentro del lapso señalado, operará la caducidad, también lo es que 
la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado regula un procedimiento 
diferente y no permite la aplicación del indicado artículo 772, pues limita la 
caducidad a lo dispuesto en su artículo 140, que a pesar de no prever una 
audiencia en la que la Junta, después de oír a las partes y recibir las pruebas 
que ofrezcan, dicte resolución como lo dispone el referido artículo 773, ello no 
implica que el procedimiento previsto en la Ley Federal de los Trabajadores al 
Servicio del Estado se encuentre incompleto o deficientemente regulado, sino 
que el legislador dispuso la figura de la caducidad en forma diferente, igual a 
la disposición contenida en el artículo 97 de la Ley del Servicio Civil del Estado 
y los Municipios de Chiapas. De ahí que no opera la supletoriedad de la Ley 
Federal del Trabajo, pues las normas existentes en dicha ley local no son insu-
ficientes para regular la situación concreta presentada, por carencia total o 
parcial de la regulación necesaria, sino que la caducidad o extinción de la 
instancia por abandono de las pretensiones de las partes se encuentra cabal-
mente prevista en el indicado artículo 97, además de que es acorde con las 
disposiciones de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado."

No obstante ello, considerando las bases otorgadas por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la referida jurisprudencia 2a./J. 33/2019 (10a.), 
es dable realizar una análisis a la Ley para los Servidores Públicos del Estado 
de Jalisco y sus Municipios, de donde se obtendrá, como se verá, el estándar 
mínimo objetivo que ofrezca seguridad jurídica a las partes, entiéndase de 
juicios burocráticos, para establecer cuándo se ha incurrido en una demora 
que prácticamente constituya una verdadera interrupción arbitraria del pro-
ceso, surgiendo entonces la violación autónoma que justifique la procedencia 
del amparo indirecto, o sea, cuándo esa violación se traduzca en una auténti-
ca denegación de justicia, contraventora del artículo 17 constitucional.
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Ese examen a la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco 
y sus Municipios, se realiza a partir de precisar un periodo que tenga como 
propósito el que los juicios burocráticos no queden paralizados indefinida-
mente, es decir, se buscará un referente útil por identidad de razón al artículo 
772 de la Ley Federal del Trabajo, de donde se advierta la obligación que tenga 
la autoridad laboral burocrática para actuar oficiosamente, o proveer lo necesa
rio, a fin de que el juicio continúe con su trámite.

Así, se determinará ese estándar mínimo objetivo, que muestre un plazo 
máximo que tolere la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco 
y sus Municipios, para que el juicio permanezca inmóvil en correlación, como 
se dijo, con la obligación legal de la responsable de actuar, a fin de que los jui
cios continúen. De manera que transcurrido ese plazo que se fijará, entonces 
se estará en condición de configurarse una dilación excesiva que se traduzca 
en una paralización del procedimiento burocrático estatal.

Así, conviene traer a colación el contenido de los artículos 117, 129, 135, 
136, 138, 139, 141 y 143 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de 
Jalisco y sus Municipios:

"Artículo 117. El procedimiento será público, gratuito, inmediato, y se 
iniciará a instancia de parte. Los integrantes del Tribunal de Arbitraje y Esca-
lafón deberán tomar las medidas conducentes para lograr la mayor economía 
de tiempo, concentración y sencillez en el proceso."

"Artículo 129. Si las partes no comparecen a la celebración de la audien
cia señalada se les tendrá por ratificada su demanda y contestación de de-
manda; en caso de no asistir a la etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas, 
se les tendrá por perdido el derecho a presentar pruebas e inconformes con 
todo arreglo, dándose por concluidas todas y cada una de las etapas procesa-
les y se pronunciará laudo en un término que no exceda de quince días."

"Artículo 135. El Tribunal de Arbitraje y Escalafón tendrá las más am-
plias facultades para la práctica de las diligencias de desahogo de pruebas. 
Los servidores públicos autorizados pondrán a su disposición los documentos, 
archivos y constancias que se refieran o se relacionen con los hechos inves-
tigados en el procedimiento, sin perjuicio de que envíen las copias que expre-
samente les solicite el tribunal.

"Concluida la recepción de pruebas y practicadas las diligencias orde-
nadas por el tribunal, se dictará auto en el que se declare concluida la etapa 
probatoria y concederá a las partes un término de tres días para que presen-
ten sus alegatos por escrito.
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"Una vez transcurrido el término para formular alegatos, con o sin ellos, 
se declarará concluido el procedimiento y se dictará el laudo dentro de un 
término que no excederá de veintidós días hábiles."

"Artículo 136. El tribunal apreciará en conciencia las pruebas que se le 
presenten, sin sujetarse a reglas fijas para su estimación, y resolverá los asun
tos a verdad sabida y buena fe guardada, debiendo expresar en el laudo las 
consideraciones en que se funde la decisión. El tribunal está facultado y obli-
gado a adoptar todas las medidas necesarias que estén a su alcance para el 
efecto de resolver los juicios en un término máximo de doce meses a partir de 
la presentación de la demanda."

"Artículo 138. La caducidad en el proceso se producirá, cuando cual-
quiera que sea su estado, no se haya efectuado algún acto procesal, ni promo-
ción durante un término mayor de seis meses. No operará la caducidad, aun 
cuando dicho término transcurra, por estar pendiente el desahogo de diligen-
cias que deban practicarse fuera del local del tribunal o de recibirse informes 
o copias certificadas que hayan sido solicitadas. A petición de parte interesa-
da, o de oficio, el tribunal declarará la caducidad cuando se estime consumada.

"La caducidad no operará después de cerrada la instrucción, cuando 
únicamente esté pendiente la emisión del laudo correspondiente."

"Artículo 139. Las resoluciones dictadas por el Tribunal de Arbitraje y 
Escalafón serán inapelables, excepto el auto de admisión de demanda res-
pecto del cual se establece el incidente de inadmisibilidad por demanda frívola 
e improcedente, el cual debe de promoverse por la parte demandada, dentro 
del improrrogable término de los cinco días siguientes al emplazamiento, y 
resolverse como de previo y especial pronunciamiento por el Pleno del Tribu-
nal dentro de los diez días siguientes a su interposición; la promoción de este 
incidente suspende todo el procedimiento. Todas las resoluciones del tribunal 
deberán cumplirse, especialmente por parte de quien sea condenado en el 
laudo. Pronunciado el laudo, el tribunal deberá notificarlo personalmente a las 
partes al siguiente día hábil."

"Artículo 141. El tribunal tiene la obligación de proveer a la eficaz e inme
diata ejecución de los laudos y, a ese efecto, dictará todas las medidas nece-
sarias en la forma y términos que, a su juicio, sean procedentes."

"Artículo 143. Notificado el auto de ejecución, el condenado deberá 
dar cumplimiento al laudo dentro de los 30 días siguientes. El tribunal, para hacer 
cumplir sus determinaciones, podrá imponer sanciones de diez hasta cien 
veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización.
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"..."

De una interpretación sistemática y teleológica de los numerales insertos, 
se puede deducir que al otorgarse la facultad y el deber al Tribunal de Arbi-
traje y Escalafón del Estado de Jalisco, para tomar las medidas necesarias para 
lograr la mayor economía de tiempo, concentración y sencillez en el proceso, 
a efecto de resolver los juicios en un término máximo de doce meses a partir 
de la presentación de la demanda, el Constituyente local busca privilegiar la 
celeridad en la resolución de los procedimientos sometidos a la jurisdicción 
del tribunal burocrático, cuyo procedimiento debe ser, entre otras cuestiones, 
inmediato.

Por su parte, al fijarse en el artículo 135 del citado ordenamiento legal, 
el plazo de veintidós días hábiles, como el máximo para que, una vez conclui-
do el procedimiento, el tribunal laboral resuelva sobre la controversia sometida 
a su jurisdicción, este plazo válidamente es el que se considera como el máximo 
que esa ley tolera para que el juicio permanezca inmóvil, y es el referente útil, 
por identidad de razones, por estar ahí prevista, la obligación oficiosa del tri-
bunal en resolver lo necesario para que el juicio continúe con su trámite; ello, toda 
vez que dicho término es otorgado para que aquel órgano jurisdiccional de-
cida lo relativo al fondo de la litis planteada, lo cual constituye su mayor 
potestad jurisdiccional, de modo que el desahogo de las etapas procesales 
respectivas de menor complejidad, pueden realizarse dentro de ese mismo 
periodo.

Así, para efectos de la promoción del juicio de amparo indirecto contra 
dilaciones presuntamente excesivas en el dictado de proveídos, laudos o en 
la realización de cualquier otra diligencia, entiéndase de juicios burocráticos, el 
amparo indirecto será procedente cuando hayan transcurrido, al menos vein
tidós días hábiles, contados a partir de la fecha en la que concluyó el plazo en 
que legalmente debieron pronunciarse o realizarse los actos procesales res-
pectivos, pues una vez transcurrido ese plazo, se concreta la dilación excesiva 
que se traduce en una paralización del procedimiento burocrático estatal, al 
constituir una verdadera interrupción arbitraria del proceso, surgiendo enton-
ces, la violación autónoma que justificará la promoción del amparo indirecto; es 
decir, se traducirá en una auténtica denegación de justicia, contraventora, no 
sólo de los artículos relativos de la Ley para los Servidores Públicos del Estado 
de Jalisco y sus Municipios, sino del derecho humano previsto en el artículo 
17 constitucional.

Ahora bien, en el caso particular, este tribunal revisor advierte que el 
impetrante del amparo en su escrito de demanda se dolió, sustancialmente, 
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del acuerdo de diecisiete de diciembre del año dos mil dieciocho, dictado en 
el juicio laboral **********, por el Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado 
de Jalisco, en el que señaló como fecha para el desahogo de la audiencia 
prevista en el artículo 128 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de 
Jalisco y sus Municipios, el veintinueve de abril del año dos mil diecinueve.

Cabe precisar, que como la legislación burocrática de la entidad no 
establece plazo alguno para que se celebre la audiencia de ley a partir de que 
se haya recibido el escrito de demanda, se debe acudir a la supletoriedad que ese 
mismo ordenamiento prevé en su numeral 10, para lo cual, siguiendo el orden 
que dicho precepto establece, se destaca que en los principios generales de 
justicia social, que derivan del artículo 123, apartado B, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Ley Federal de los Trabajado-
res al Servicio del Estado, no se regula dicho aspecto, de suerte que se debe 
acudir a la Ley Federal del Trabajo, vigente a partir del uno de diciembre de 
dos mil doce –que es la aplicable al caso concreto–, cuyo artículo 873 prevé 
que la audiencia de ley deberá efectuarse dentro de los quince días siguien-
tes a aquel en que se haya recibido el escrito de demanda.

En ese sentido, a consideración de este órgano colegiado, el aludido 
actuar del tribunal responsable actualiza una dilación excesiva que se traduce 
en una paralización del procedimiento, pues en el caso, se evidencia que re-
basa en más de veintidós días hábiles el plazo de quince días previsto por el 
artículo 873 de la Ley Federal del Trabajo, para llevar a cabo la celebración de la 
audiencia de conciliación, demanda y excepciones; por tanto, es de conside-
rarse que, en la especie, sí resulta procedente el juicio de amparo indirecto.

En efecto, según se desprende de las manifestaciones expuestas en el 
libelo constitucional (únicos datos con que de momento se cuentan), en auto 
de diecisiete de diciembre del año dos mil dieciocho, se fijó para la celebra-
ción de dicha audiencia de ley el día veintinueve de abril del año dos mil die-
cinueve, lo que excede, en primer término, el plazo de quince días que tiene 
la responsable para celebrar la audiencia de conciliación, demanda y excep-
ciones, toda vez que éste se encontraba comprendido del dieciocho de diciem
bre del año dos mil dieciocho, al veintitrés de enero del año dos mil diecinueve; 
además, también excede el plazo de veintidós días hábiles que constituye el 
estándar mínimo objetivo dentro del que la autoridad responsable estuvo en 
aptitud de celebrar la audiencia de ley, el cual comprendió del veinticuatro de 
enero al veinticinco de febrero del año dos mil diecinueve, por lo que al haberse 
fijado la fecha para la audiencia, hasta el veintinueve de abril del año dos mil 
diecinueve, se configuró la aludida dilación excesiva que paralizó el proce
dimiento burocrático.
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Y con ello, se contravine el artículo 17 constitucional al surgir una vio-
lación autónoma auténtica de denegación de justicia.

En razón de lo anterior, se estima que al no existir el motivo manifiesto 
e indudable de improcedencia a que alude el artículo 113 de la Ley de Amparo, 
lo que procede es declarar fundado el recurso de queja de que se trata y, 
como consecuencia, revocar el acuerdo recurrido que desechó la demanda de 
amparo registrada con el número **********, del índice del Juzgado Décimo 
de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco, 
y ordenar al a quo que emita otro proveído, en el que prescinda de estimar 
actualizada de modo manifiesto e indudable el motivo de improcedencia, sus-
tento de su determinación, y provea sobre la demanda de amparo.

Es aplicable al caso, la jurisprudencia 2a./J. 73/2014 (10a.), de la Se-
gunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,9 de título, subtítulo 
y texto siguientes:

"RECURSO DE QUEJA CONTRA EL AUTO QUE DESECHA UNA DE-
MANDA DE AMPARO. DE SER FUNDADO, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIR
CUITO DEBE DEVOLVER LOS AUTOS AL JUEZ DE DISTRITO A EFECTO DE 
QUE SE PRONUNCIE SOBRE LA ADMISIÓN Y, EN SU CASO, SOBRE LA ME-
DIDA CAUTELAR. El artículo 97, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo 
establece que procede el recurso de queja en amparo indirecto contra las 
resoluciones que desechen una demanda de amparo. Por su parte, el diverso 
103 del mismo ordenamiento prevé que, en caso de resultar fundado el recur-
so, se dictará la resolución que corresponda sin necesidad de reenvío, salvo 
que ésta implique la reposición del procedimiento. Así, del análisis relacionado 
de esas disposiciones, tomando en consideración la naturaleza del recurso de 
queja en el que no existe devolución de jurisdicción, cuando un Tribunal Cole
giado de Circuito declare fundado el recurso de queja contra el desechamiento 
de una demanda de amparo, éste dictará la resolución que corresponda, orde
nando al Juez de Distrito proveer lo conducente en relación con la admisión, 
en términos de los artículos 112 a 115 del propio ordenamiento, lo que impli-
ca que no puede asumir la jurisdicción que a éste corresponde."

Por lo expuesto, fundado y motivado, se resuelve:

ÚNICO.—Es fundado el recurso de queja.

9 Publicada en la página 901 de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 9, Tomo II, agosto de 2014, con número de registro digital: 2007069 «y en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 8 de agosto de 2014 a las 8:05 horas».
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Notifíquese; anótese en el libro de registro correspondiente, con testi-
monio de esta ejecutoria vuelvan los autos respectivos a su lugar de origen y, 
en su oportunidad, archívese el expediente.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvió el Pleno del Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, integrado por los Magis-
trados Alejandro López Bravo, presidente, Gabriela Guadalupe Huízar Flores, 
ponente y Julio Ramos Salas.

En términos de lo previsto en los artículos 1, 3, 6, 8, 9, 12, 15, 68, 71, 
97, 98, 110, 113 y 118 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el nueve de mayo de dos mil dieciséis, en esta versión pública se suprime 
la información considerada legalmente como reservada o confidencial 
que encuadra en esos supuestos normativos.

Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 294/2018 
citada en esta ejecutoria, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 64, Tomo II, marzo de 2019, página 1621, con nú-
mero de registro digital: 28374.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LAS DILACIONES 
PRESUNTAMENTE EXCESIVAS EN EL DICTADO DE PROVEÍ­
DOS, LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA 
DILIGENCIA, EN JUICIOS BUROCRÁTICOS SUSTANCIADOS AL 
TENOR DE LA LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL 
ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. PROCEDE SI TRANS­
CURREN MÁS DE 22 DÍAS HÁBILES DESDE LA FECHA EN LA 
QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE LEGALMENTE DEBIERON 
PRONUNCIARSE O DILIGENCIARSE LOS ACTOS PROCESALES 
RESPECTIVOS [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 
2a./J. 33/2019 (10a.)]. Si bien la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, a fin de proporcionar un estándar mínimo objeti-
vo que ofrezca seguridad jurídica a las partes en el juicio, sostuvo en la 
jurisprudencia citada que para efectos de la promoción del juicio de 
amparo indirecto contra dilaciones presuntamente excesivas en el dic-
tado de proveídos, laudos o en la realización de cualquier otra diligen-
cia, el amparo procede cuando transcurren más de 45 días naturales, 
contados a partir de la fecha en la que concluyó el plazo en que legal-
mente debió pronunciarse la Junta o realizarse los actos procesales 
respectivos; ello, al tomar en cuenta que ese periodo es el máximo que 
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el artículo 772 de la Ley Federal del Trabajo prevé para que el juicio 
permanezca inmóvil, cuando sea necesaria alguna promoción del tra-
bajador. Sin embargo, dicho precepto es inaplicable de manera suple-
toria a la legislación burocrática del Estado de Jalisco, toda vez que el 
legislador local dispuso la figura de la caducidad de forma distinta. Por 
tanto, a fin de proporcionar un estándar mínimo objetivo, se considera 
que en los procedimientos laborales instaurados conforme a la Ley para 
los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, el juicio 
de amparo procede cuando transcurren más de 22 días hábiles, contados 
a partir de la fecha en la que concluyó el plazo en que legalmente de-
bieron pronunciarse o realizarse los actos procesales respectivos, al tomar 
en cuenta que ése es el plazo que el artículo 135 de la citada ley otorga 
para que el órgano jurisdiccional decida lo relativo al fondo de la litis 
planteada, lo cual constituye su mayor potestad jurisdiccional, de modo 
que el desahogo de las etapas procesales de menor complejidad puede 
realizarse dentro de ese mismo periodo y, por tanto, es el máximo ad-
misible para que el juicio permanezca inmóvil.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER 
CIRCUITO.

III.3o.T. J/8 L (10a.)

Queja 75/2019. 29 de marzo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Gabriela Guadalupe 
Huízar Flores. Secretario: Fernando Cotero Torres. 

Queja 87/2019. Leticia Paola Gómez Llamas. 25 de abril de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Julio Ramos Salas. Secretaria: Norma Cruz Toribio. 

Queja 141/2019. Marisol Cabrera Mena. 17 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gabriela Guadalupe Huízar Flores. Secretario: Fernando Cotero Torres. 

Queja 147/2019. Diana Elizabeth Solano Mejía. 5 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Norma Cruz Toribio, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de 
Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones 
de Magistrada. Secretario: Rolando Zúñiga Zúñiga.

Queja 162/2019. Berenice González Jiménez. 13 de septiembre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Alejandro López Bravo. Secretario: José Luis Alvarado García.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 33/2019 (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO 
INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LAS DILACIONES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS 
DE LAS JUNTAS EN EL DICTADO DE PROVEÍDOS, LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE 
CUALQUIER OTRA DILIGENCIA, SI TRANSCURREN MÁS DE 45 DÍAS NATURALES 
DESDE LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE LEGALMENTE DE
BIERON PRONUNCIARSE O DILIGENCIARSE LOS ACTOS PROCESALES RESPECTI-
VOS." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
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1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 64, Tomo II, marzo de 2019, página 1643, con número de 
registro digital: 2019400.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de enero de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CONFLICTO COMPETENCIAL SUSCITADO ENTRE TRIBUNALES, JUN­
TAS O SALAS LABORALES DE DISTINTA JURISDICCIÓN. CORRES­
PONDE DIRIMIRLO AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE 
TENGA JURISDICCIÓN SOBRE LA AUTORIDAD QUE PREVINO EN EL 
CONOCIMIENTO DEL JUICIO.

CONFLICTO COMPETENCIAL 3/2019. SUSCITADO ENTRE LA JUNTA DE 
ARBITRAJE PARA LOS EMPLEADOS AL SERVICIO DE LOS PODERES DEL 
ESTADO DE OAXACA Y LA OCTAVA SALA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE CON-
CILIACIÓN Y ARBITRAJE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 30 DE 
MAYO DE 2019. UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: DAVID GUSTAVO LEÓN 
HERNÁNDEZ. SECRETARIA: MIRIAM FABIOLA NÚÑEZ CASTILLO.

CONSIDERANDO:

ÚNICO.—Incompetencia. Este Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito carece jurídicamente de com-
petencia, por razón de territorio, para conocer del conflicto competencial que 
se suscitó entre la Octava Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, 
con residencia en la Ciudad de México, y la Junta de Arbitraje para los Emplea
dos al Servicio de los Poderes del Estado, residente en Tlalixtac de Cabrera, 
Oaxaca, por los motivos que se exponen a continuación:

De las constancias que informan el presente asunto, se advierte que:

**********, como trabajador docente en la telesecundaria foránea perte
neciente a la Zona Escolar 031, con cabecera en Putla Villa de Guerrero, Oaxaca, 
promovió juicio laboral en contra de la Secretaría de Educación Pública; el Go
bierno Federal de los Estados Unidos Mexicanos; el presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos; el director del Instituto Estatal de Educación Pública de 
Oaxaca; y, finalmente, del gobernador del Estado de Oaxaca, de quienes reclamó, 
entre otras prestaciones, "...el pago de descuentos quincenales 20 y 21 de los 
meses de octubre y noviembre de 2015, que por ley no fueron legales, ya que 
sin causa justificada la SEP nos descontó los respectivos meses y que hasta el 
día de hoy desconozco..."
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Por auto de veintisiete de enero de dos mil diecisiete, dictado en el expe
diente número **********, los Magistrados integrantes de la Octava Sala del 
Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, con residencia en la Ciudad de 
México, declararon carecer de competencia legal para avocarse al conocimiento 
de la misma.

Por su parte, en auto de diez de enero de dos mil diecinueve, emitido 
en el expediente **********, el Pleno de la Junta de Arbitraje para los Emplea
dos al Servicio de los Poderes del Estado, residente en Tlalixtac de Cabrera, 
Oaxaca, no aceptó la competencia declinada a su favor para conocer de la 
demanda promovida por **********.

Por lo anterior, ordenó remitir los autos a este Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito, con residencia en 
San Bartolo Coyotepec, Oaxaca, a efecto de que resolviera lo que en derecho 
correspondiera.

Como puede advertirse, el órgano jurisdiccional que previno en el cono
cimiento del juicio laboral instaurado por **********, en contra de la Secretaría 
de Educación Pública; el Gobierno Federal de los Estados Unidos Mexicanos; 
el presidente de los Estados Unidos Mexicanos; el director del Instituto Esta-
tal de Educación Pública de Oaxaca y, finalmente, del gobernador del Estado 
de Oaxaca, fue la Octava Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, 
con residencia en la Ciudad de México.

En ese sentido, el Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo de 
dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará para su re
solución, y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los 
Tribunales Colegiados de Circuito, en el punto cuarto, fracción II y punto 
octavo, fracción II, establecen lo siguiente:

"Cuarto. De los asuntos de la competencia originaria de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, con las salvedades especificadas en los puntos se-
gundo y tercero de este acuerdo general, corresponderá resolver a los Tribuna
les Colegiados de Circuito:

"...

"II. Los conflictos de competencia, con excepción de los que se susci-
ten entre los Tribunales Colegiados de Circuito.
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"...

"Octavo. La remisión de los expedientes a los Tribunales Colegiados de 
Circuito se sujetará, con independencia de los acuerdos administrativos que 
pudieran existir, a las reglas siguientes:

"...

"II. Los conflictos de competencia y los reconocimientos de inocencia se 
remitirán directamente al Tribunal Colegiado de Circuito que tenga jurisdic-
ción sobre el órgano que previno en el conocimiento del juicio, aplicando en 
lo conducente el párrafo segundo de la fracción anterior, y"

Asimismo, los puntos primero, fracción I, segundo, fracción I, número 1, 
y tercero, fracción I del Acuerdo General 3/2013, del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, en vigor, establecen:

"Primero. El territorio de la República se divide en treinta y dos circuitos, 
cuya circunscripción territorial es la siguiente:

"I. Primer Circuito: Ciudad de México.

"Segundo. Cada uno de los Circuitos a que se refiere el punto primero 
comprenderá los Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y los Juzgados 
de Distrito que a continuación se precisan:

"I. Primer Circuito:

"1. Sesenta y tres Tribunales Colegiados especializados: diez en materia 
penal, veintiuno en materia administrativa, quince en materia civil y diecisiete 
en materia de trabajo, todos con residencia en la Ciudad de México."

"Tercero. La jurisdicción territorial de los Tribunales Colegiados y Unita-
rios de Circuito es la que enseguida se indica:

"I. Primer Circuito: Ciudad de México."

En consecuencia, resulta competente para conocer del presente con-
flicto competencial, el Tribunal Colegiado de Circuito especializado en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito, en turno, ya que ejerce jurisdicción por mate-
ria y territorio en la Ciudad de México, lugar donde reside la Octava Sala del 
Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, que conoció en primer término de la 
demanda laboral.
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Sin que sea obstáculo el hecho que por acuerdo de veinticinco de fe-
brero de dos mil diecinueve, el presidente de este Tribunal Colegiado de Cir-
cuito haya admitido a trámite el presente conflicto competencial, toda vez 
que los autos de presidencia no causan estado.

Es aplicable la tesis sustentada por la anterior Tercera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época, Tomo I, Primera Parte-1, enero a junio de 1988, página 357, con 
número de registro digital: 207617, del tenor siguiente: 

"ADMISIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO. EL AUTO RESPECTIVO NO 
CAUSA ESTADO.—El auto admisorio de una demanda de amparo no reclama 
un estudio profundo de la misma y, por ello, no causa ejecutoria. Por consi-
guiente, si con posterioridad al dictarse la sentencia se advierte que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación carece de competencia para conocer de dicha 
demanda de garantías, aun cuando ya hubiese sido admitida, procede hacer 
la declaración correspondiente y ordenar sea turnada al tribunal competente 
para conocer de ella."

Por lo expuesto y fundado, con apoyo, además, en los artículos 106 cons
titucional y 37, fracción IX, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción, se resuelve:

PRIMERO.—Este Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo 
del Décimo Tercer Circuito se declara legalmente incompetente para conocer del 
conflicto competencial que se suscitó entre la Octava Sala del Tribunal Fede-
ral de Conciliación y Arbitraje, con residencia en la Ciudad de México, y la 
Junta de Arbitraje para los Empleados al Servicio de los Poderes del Estado, 
residente en Tlalixtac de Cabrera, Oaxaca, con motivo de la demanda laboral 
planteada por **********.

SEGUNDO.—Con testimonio de esta resolución remítanse los autos a la 
Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito.

Notifíquese; anótese en el libro de gobierno, remítase testimonio de esta 
resolución a la Junta de Arbitraje para los Empleados al Servicio de los Poderes 
del Estado, residente en Tlalixtac de Cabrera, Oaxaca, y a la Octava Sala del 
Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, residente en la Ciudad de México, 
para los efectos a que haya lugar y, en su oportunidad, archívese este asunto 
como concluido.
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Así lo resolvió el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Tra-
bajo del Décimo Tercer Circuito, por unanimidad de votos de sus integrantes, 
Magistrados David Gustavo León Hernández (presidente) y José Luis Legorreta 
Garibay; así como el licenciado David Rojas Rodríguez, secretario de este tri-
bunal, quien por oficio CCJ/ST/335/2019, de veintidós de enero de dos mil 
diecinueve, de la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura 
Federal, fue autorizado para desempeñar las funciones de Magistrado de Cir-
cuito, conforme a lo previsto en el artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, en relación con el artículo 40, fracción V, del 
Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que reglamenta 
la organización y funcionamiento del propio Consejo. Fue ponente el primero 
de los nombrados.

En términos de lo previsto en los artículos 8, 13, 14, 18 y demás 
conducentes en lo relativo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, en esta versión pública se suprime la información 
considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en 
esos supuestos normativos.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONFLICTO COMPETENCIAL SUSCITADO ENTRE TRIBUNA­
LES, JUNTAS O SALAS LABORALES DE DISTINTA JURISDIC­
CIÓN. CORRESPONDE DIRIMIRLO AL TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO QUE TENGA JURISDICCIÓN SOBRE LA AUTO­
RIDAD QUE PREVINO EN EL CONOCIMIENTO DEL JUICIO. De la 
interpretación sistemática de los artículos 106 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, 21, fracción VI, y 37, fracción IX, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con 
el punto cuarto, fracción II, del Acuerdo General Número 5/2013, de trece 
de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que 
el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su compe-
tencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, 
se advierte que corresponde al Poder Judicial de la Federación dirimir, 
entre otras controversias, las que se susciten por razón de competen-
cia entre las Juntas Locales o Federales de Conciliación y Arbitraje y el 
Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, y es una facultad origina
ria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; sin embargo, el Pleno 
del Alto Tribunal, en ejercicio de su facultad constitucional, a través del 
Acuerdo General citado, delegó esa competencia a los Tribunales Cole-
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giados de Circuito, especificando en su punto octavo, fracción II, que se 
remitirán al que tenga jurisdicción sobre el órgano que previno en el 
conocimiento del juicio. Por tanto, la competencia para dirimir un con-
flicto competencial suscitado entre tribunales laborales de distinta ju-
risdicción, como son una Sala del Tribunal Federal de Conciliación y 
Arbitraje y una Junta de Arbitraje para los Empleados al Servicio de los 
Poderes del Estado de Oaxaca, corresponde al Tribunal Colegiado de 
Circuito que tenga jurisdicción sobre la autoridad que previno en el co
nocimiento del juicio.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO TERCER CIRCUITO.

XIII.1o.P.T. J/3 L (10a.)

Conflicto competencial 3/2019. Suscitado entre la Junta de Arbitraje para los Empleados 
al Servicio de los Poderes del Estado de Oaxaca y la Octava Sala del Tribunal Federal 
de Conciliación y Arbitraje, con residencia en la Ciudad de México. 30 de mayo de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: David Gustavo León Hernández. Secretaria: Miriam 
Fabiola Núñez Castillo.

Conflicto competencial 7/2019. Suscitado entre la Junta de Arbitraje para los Empleados 
al Servicio de los Poderes del Estado de Oaxaca y la Octava Sala del Tribunal Federal de 
Conciliación y Arbitraje, con residencia en la Ciudad de México. 11 de julio de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Lino Camacho Fuentes. Secretaria: Nahieli Avendaño 
Palacios.

Conflicto competencial 10/2019. Suscitado entre la Junta de Arbitraje para los Emplea-
dos al Servicio de los Poderes del Estado de Oaxaca y la Sexta Sala del Tribunal Fede
ral de Conciliación y Arbitraje, con residencia en la Ciudad de México. 5 de septiembre 
de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Legorreta Garibay. Secretaria: Fanny 
Soledad Lazo Vásquez.

Conflicto competencial 15/2019. Suscitado entre la Junta de Arbitraje para los Emplea-
dos al Servicio de los Poderes del Estado de Oaxaca y la Segunda Sala del Tribunal 
Federal de Conciliación y Arbitraje, con residencia en la Ciudad de México. 24 de 
octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Lázaro Guzmán, secretario 
de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judica-
tura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 
81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con 
el diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, por el que se expide el similar que reglamenta la organización y funcionamiento 
del propio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos 
generales. Secretaria: Elia Irma Hernández Antonio.

Conflicto competencial 18/2019. Suscitado entre la Junta de Arbitraje para los Empleados 
al Servicio de los Poderes del Estado de Oaxaca y la Cuarta Sala del Tribunal Federal 
de Conciliación y Arbitraje, con residencia en la Ciudad de México. 31 de octubre de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: Lino Camacho Fuentes. Secretario: Juan Carlos 
Herrera García.
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Nota: El Acuerdo General Número 5/2013 citado aparece publicado en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, 
página 2173, con número de registro digital: 2350.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 4 de febrero de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE 
INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO, PARA 
EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL CONTENER UNA TABLA PARA SU 
CÁLCULO QUE PERMITE QUE AL AUMENTAR EN UNA UNIDAD EL 
LÍMITE SUPERIOR DE UN RANGO, LOS CONTRIBUYENTES QUEDEN 
COMPRENDIDOS EN EL SIGUIENTE, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS 
TRIBUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD.

AMPARO EN REVISIÓN 314/2019. ALIMENTOS RÁPIDOS DE OCCI-
DENTE, S. DE R.L. DE C.V. 15 DE OCTUBRE DE 2019. UNANIMIDAD DE VOTOS. 
PONENTE: GLORIA AVECIA SOLANO. SECRETARIO: JOSÉ CARLOS FLORES 
SANTANA.

CONSIDERANDO:

OCTAVO.—Los agravios son ineficaces.

De la sentencia recurrida se advierte, en lo que aquí interesa, que la 
a quo consideró infundado el concepto de violación en el cual la quejosa sos-
tuvo que el precepto impugnado transgrede el principio de legalidad, en razón 
de que no justifica en su exposición de motivos las razones que dieron lugar al 
incremento de las tasas y tarifas hasta en un 80% (ochenta por ciento), a dife
rencia del ejercicio dos mil dieciocho, lo que no le permite conocer los motivos 
y razones que se consideraron para imponer una carga tributaria, resultando 
un impuesto ruinoso y contrario a la garantía de legalidad.

Que lo anterior es así, toda vez que el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al interpretar los alcances del principio de legalidad tri
butaria ha determinado que éste consiste en que los tributos sean establecidos 
mediante un acto legislativo; es decir, que provengan del órgano con la atri
bución para crear leyes (aspecto formal) y que los elementos esenciales de 
aquéllos, tales como el sujeto, objeto, base, tasa o tarifa y época de pago, 
se encuentren consignados en la ley (aspecto material), con la finalidad de 
proporcionar seguridad jurídica al contribuyente al momento de cumplir sus 
obligaciones y evitar cualquier arbitrariedad por parte de las autoridades hacen
darias en la determinación y cobro respectivos. 
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Citó en apoyo de sus consideraciones las tesis de rubros: "IMPUESTOS, 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE EN MATERIA DE, CONSAGRA LA CONSTITU-
CIÓN FEDERAL." e "IMPUESTOS, ELEMENTOS ESENCIALES DE LOS. DEBEN 
ESTAR CONSIGNADOS EXPRESAMENTE EN LA LEY." 

Que la Suprema Corte de Justicia de la Nación también ha dicho que 
para determinar el alcance del principio de legalidad tributaria es útil acudir 
al concepto de reserva de ley, el cual guarda estrecha semejanza y mantiene 
vinculación con aquél. 

Que al respecto es aplicable la tesis P.CXLVIII/97, del Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "LEGALIDAD TRIBUTARIA. ALCANCE 
DEL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY."

Que los elementos esenciales del impuesto predial se encuentran pre-
vistos en los artículos 92, 93, 94 y 98 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado 
de Jalisco, así como en el numeral 22 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, ya que de dichos 
preceptos legales se desprenden el objeto, sujeto, base, tasa y tarifa, y que al 
contener el último de los numerales una estructura de rangos, una cuota fija 
y una tasa para aplicarse sobre el excedente del límite inferior, no viola el 
principio de legalidad, establecido en el artículo 31, fracción IV, de la Consti-
tución Federal.

Cita en apoyo de sus consideraciones las tesis «I.4o.A.533 A y P. XXII/95», 
de rubros: "PREDIAL. EL ARTÍCULO 152, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FINAN-
CIERO DEL DISTRITO FEDERAL VIGENTE EN 2005, QUE ESTABLECE UNA TABLA 
QUE CONTIENE LOS RANGOS QUE PERMITEN DETERMINAR LA TARIFA DEL 
IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLA LA GARANTÍA DE LEGALIDAD TRIBUTA-
RIA." y "DERECHOS. PARA QUE CUMPLAN CON EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
TRIBUTARIA BASTA CON QUE SUS ELEMENTOS ESENCIALES SE CONSIGNEN 
EXPRESAMENTE EN UNA LEY, AUN CUANDO ÉSTA SEA LA DE INGRESOS."

Que contrario a lo afirmado por la quejosa, en la exposición de motivos 
de la Ley de Ingresos referida sí se estableció la justificación para aumentar 
las tasas o tarifas, en relación con el ejercicio fiscal anterior, sobre los predios 
rústicos, en relación con el año pasado, ya que éste (sic) se aumentó sólo en 
un 5% (cinco por ciento) para estar en sintonía con los incrementos de la diná-
mica macroeconómica de las finanzas gubernamentales (transcribe la parte 
referente a los puntos del XVI al XX de la exposición de motivos) y concluye 
que el artículo 22 de la Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara, Jalisco, 
para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, no transgrede el principio de legali-
dad tributaria.
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Que en relación con el principio de proporcionalidad tributaria, la Su
prema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que éste implica que los 
sujetos pasivos deben contribuir al gasto público en función de su respectiva 
capacidad contributiva, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus 
ingresos, utilidades, rendimientos o de la manifestación de riqueza gravada, 
por lo que los elementos de cuantificación de la obligación tributaria deben 
hacer referencia al mismo, o sea, que la base gravable permita medir esa 
capacidad económica y la tasa o tarifa exprese la parte de la misma que corres
ponde al ente público acreedor del tributo.

Que la capacidad de cada sujeto pasivo se entiende como la potencia
lidad real para contribuir al gasto público, de manera que las personas que 
tengan mayor riqueza gravable tributen en forma diferenciada y superior a 
aquellos que la tengan en menor proporción, por lo que, atendiendo a dicho 
factor, el impacto del tributo es distinto, lo cual puede trascender cuantitativa 
o cualitativamente en lo tocante al mayor o menor sacrificio, o bien, en la 
disminución patrimonial que proceda, y que debe encontrarse en proporción 
a los ingresos, utilidades, rendimientos o a la manifestación de riqueza 
gravada.

Que el Alto Tribunal ha sostenido que un gravamen es proporcional 
cuando existe congruencia entre el impuesto creado por el Estado y la capa
cidad contributiva de los causantes. Por tanto, la potestad tributaria implica 
para el Estado la facultad de determinar el objeto de los tributos, involucrando 
cualquier actividad de los gobernados que sea reflejo de su capacidad contri
butiva; de ahí que uno de los principios que legitima la imposición de las 
contribuciones es, precisamente, el de la identificación de la capacidad 
para contribuir al gasto público por parte de los gobernados.

Así, el principio de proporcionalidad tributaria se respeta, en la medida 
en que se atiende a la capacidad contributiva de los sujetos pasivos, pues 
debe pagar más quien tiene mayor capacidad contributiva y menos el que la 
tiene en menor proporción.

Que lo anterior se corrobora con las jurisprudencias «P./J. 109/99 y P./J. 
10/2003», de rubros: "CAPACIDAD CONTRIBUTIVA. CONSISTE EN LA POTEN
CIALIDAD REAL DE CONTRIBUIR A LOS GASTOS PÚBLICOS." y "PROPORCIO
NALIDAD TRIBUTARIA. DEBE EXISTIR CONGRUENCIA ENTRE EL TRIBUTO Y 
LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA DE LOS CAUSANTES."

Que la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que para ana
lizar la proporcionalidad de un impuesto, debe atenderse a los términos en 
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los que se realiza el respectivo hecho imponible, tomando en cuenta sus 
características o su naturaleza; es decir, si grava una manifestación general 
de la riqueza de los gobernados, lo cual se advierte de las tesis de rubros: 
"IMPUESTOS, VALIDEZ CONSTITUCIONAL DE LOS." e "IMPUESTOS, PROPOR
CIONALIDAD Y EQUIDAD DE LOS."

Que de igual forma es infundado el argumento en el que la quejosa 
aduce que el incremento de las tarifas aplicables al impuesto predial trans-
grede los principios tributarios (sic), ya que las nuevas tasas y tarifas no se 
encuentran motivadas en cuanto al incremento respecto del ejercicio anterior. 

Que lo anterior es así, toda vez que la tarifa progresiva del impuesto 
predial que se establece en el artículo 22 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, se estructura 
por diez rangos; cada uno tiene un límite inferior y uno superior, los cuales 
se fijan según el valor fiscal del inmueble –valor catastral que constituye la 
base gravable–, existiendo para cada rango cuotas fijas y tasas marginales 
aplicables sobre el excedente del límite inferior.

Que en relación con este mecanismo, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación sostiene que, tratándose de impuestos que recaen 
sobre la propiedad raíz –como lo es el impuesto predial–, la capacidad econó
mica de los contribuyentes puede gravarse diferencialmente a través de tarifas 
progresivas, a fin de que en cada caso el impacto sea distinto.

Consideración que se encuentra reflejada en la jurisprudencia 2a./J. 
222/2009, de rubro: "PREDIAL. LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA EN EL IMPUESTO 
RELATIVO, PUEDE GRAVARSE INDISTINTAMENTE A TRAVÉS DE TASAS 
FIJAS O DE TARIFAS PROGRESIVAS (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2008).", de la 
cual destacan dos ideas: la primera, que para hablar de una tarifa progresiva 
se requiere que exista variación de la base así como del porcentaje aplicable; 
la segunda, que su uso o implementación permite que pague más quien 
revela una mayor capacidad contributiva y menos el que la tiene en menor 
proporción.

Que en el citado criterio se hace referencia a la ejecutoria de la acción 
de inconstitucionalidad 29/2008, resuelta por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en sesión de doce de mayo de dos mil ocho, de cuyo 
texto se desprende que tras el estudio de los diferentes tipos de tarifas, se 
consideró que la progresividad escalonada se aproxima en mayor medida a 
la capacidad contributiva de los contribuyentes, así como que su utilización es 
adecuada para impuestos reales, como lo es el impuesto predial.
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Que en la tarifa prevista en el artículo 22 de la Ley de Ingresos del Muni
cipio de Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, los 
principios de proporcionalidad y equidad tributarias se aplican mediante la 
estructura de distintos rangos o parámetros de la base gravable, cada uno 
definido por un límite mínimo y uno máximo, con una cuota fija (aplicable al 
límite inferior) y una tasa aplicable sobre el excedente del límite inferior, dado 
que ello permite cuantificar el gravamen en atención a la verdadera capaci
dad contributiva del causante.

Que esto se debe a que la tasa no se aplica sobre el total de la base, 
sino únicamente sobre la porción que excede de cada rango y al resultado se le 
suma la cuota fija, cuya cuantía debe corresponder a la del impuesto a pagar 
en el límite superior del rango inmediato anterior, para compensar la diferen
cia de una unidad de medición de la base gravable entre un rango y otro.

Que el artículo cuestionado de inconstitucional contiene la fundamen-
tación para el incremento de las tarifas del impuesto predial, toda vez que entre 
un rango y otro se encuentran compensadas con la cuota fija que se adi
ciona al impuesto marginal (que es el resultado de aplicar la tasa respectiva 
al excedente del límite inferior), evitando que el impuesto se eleve de manera 
desproporcionada.

Así, aunque el aumento de la base gravable provoca un cambio de 
rango al rebasarse el límite superior y eso conduce a que el sujeto activo 
quede comprendido en el rango siguiente e implica que la carga tributaria es 
mayor, el mecanismo diseñado se sigue ajustando a los principios constitu-
cionales de motivación que se dicen violados.

Que en mérito de las consideraciones que anteceden, es dable concluir 
que, contrario a lo que sostiene la quejosa, la tarifa progresiva contenida en 
el artículo 22 de la Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara, Jalisco, 
para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, no viola los principios de legalidad, 
seguridad, proporcionalidad y equidad tributarias, que consagra el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución General de la República.

Que en relación con lo que argumenta la quejosa, en el sentido de que 
existe un incremento en la tarifa del periodo dos mil dieciocho al dos mil dieci
nueve, hasta del 80% (ochenta por ciento) de un año a otro, no existió el in
cremento en forma desproporcionada, ya que éste tuvo como base el recibo 
de pago folio **********, cuyo importe bruto es por $********** (********** 
M.N.) y en relación con el ejercicio dos mil dieciocho, del recibo que allega se 
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observa que es por importe bruto (sic) la cantidad de $********** (********** 
M.N.); de lo que se advierte que el incremento no fue del 80% (ochenta por 
ciento) como lo aduce, sino menor, el cual se fue incrementando conforme a 
los costos de las cargas administrativas, en sintonía con la dinámica macro
económica progresiva en los predios urbanos y rústicos, de acuerdo con las 
finanzas públicas gubernamentales. 

Así, aunque el aumento de la base gravable provoca un cambio de 
rango ubicado en el número cinco de la tabla, y éste rebase el límite inferior, 
ello conduce a que el sujeto activo quede comprendido en el rango de la tasa 
marginal sobre el excedente de 0.000330, lo que implica que la carga tribu
taria se sujeta a los mecanismos diseñados al ajuste de la tabla.

Hasta aquí las consideraciones de la sentencia recurrida.

Frente a tales consideraciones, la recurrente aduce que, contrario a lo 
considerado por la a quo, la mecánica empleada por el legislador para deter-
minar el pago del impuesto predial para el Municipio de Guadalajara, Jalisco, 
transgrede el principio de proporcionalidad tributaria, pues no obstante que 
establece una fórmula a base de rangos, tasa sobre el excedente y cuota fija, 
no atiende a la capacidad real del contribuyente.

Que el legislador no fundó ni motivó el incremento del impuesto pre
dial, el cual llega hasta el 80% (ochenta por ciento), lo cual es desproporcional, 
máxime que en el resto de los Municipios de la zona metropolitana de Guada
lajara no hubo incremento alguno; aunado a que respecto de otros impuestos 
aumentó en un 5% (cinco por ciento), manifestando que ello fue atendiendo 
a la dinámica macroeconómica y a las finanzas públicas gubernamentales del 
país, lo que hace más importante que se justificaran las razones por las cua
les exceptuó al impuesto predial y, más aún, porque consideró que las tasas 
y tarifas aplicables resultaron las establecidas, las que representan un aumento 
en un 80% (ochenta por ciento) con relación al ejercicio fiscal de dos mil 
dieciocho.

Cita en apoyo de sus argumentos la tesis «P./J. 117/2006», de rubro: 
"EVALUACIÓN DEL REQUISITO DE RAZONABILIDAD DE LOS ARTÍCULOS 6o. Y 
7o. DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE MORELIA, MICHOACÁN, 
PARA 2006, QUE REGULAN LA TARIFA DEL IMPUESTO PREDIAL, AL CUM
PLIR CON LA MOTIVACIÓN ADECUADA EXIGIBLE A LAS LEGISLATURAS 
ESTATALES CUANDO SE APARTAN DE LAS PROPUESTAS MUNICIPALES, SON 
CONSTITUCIONALES.", de la cual se advierte que para tener como válido un 
incremento en las tasas o tarifas para efectos del entero del impuesto predial, 
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resulta necesario que el legislador justifique su determinación de una manera 
razonable.

Que se viola el principio de proporcionalidad tributaria, pues se deja de 
observar que si bien diversos tribunales han realizado pronunciamiento res
pecto de la constitucionalidad de la mecánica establecida con base en tarifas 
progresivas, ello es aplicable únicamente para el impuesto sobre la renta, el 
cual grava ingresos obtenidos por los contribuyentes, resultando lógico que 
quien gana más tendrá que contribuir en mayor proporción, sin que dicha 
lógica sea aplicable al impuesto predial, pues el objeto del impuesto no es un 
ingreso, sino la propiedad, tenencia o usufructo de un bien inmueble, lo cual 
no necesariamente atiende a la capacidad contributiva de los particulares.

Que en razón de ello, la mecánica establecida en la norma reclamada 
transgrede el principio de proporcionalidad tributaria, resultando contraria a 
los principios de legalidad y seguridad jurídica, contenidos en los artículos 
14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 
al principio de proporcionalidad tributaria, contenido en la fracción IV del 
artículo 31 del mismo ordenamiento.

Solución al caso.

Como se dijo, los agravios son ineficaces.

En efecto, resulta infundado el agravio en el que expresa que del proceso 
legislativo no se desprende motivación alguna que justifique el aumento del 
tributo.

Para evidenciar lo anterior, conviene establecer que el artículo 115, 
fracción IV, incisos a) y c), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone: 

"Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma 
de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo 
como base de su división territorial y de su organización política y administra-
tiva, el Municipios Libre, conforme a las bases siguientes:

"...

"IV. Los Municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se for
mará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las 
contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y 
en todo caso:
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"a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que 
establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, 
división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base 
el cambio de valor de los inmuebles.

"Los Municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste 
se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la administra
ción de esas contribuciones.

"...

"c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a 
su cargo.

"Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para esta-
blecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán 
exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establece
rán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto 
de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de 
la Federación, de las entidades federativas o los Municipios, salvo que tales 
bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo 
cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su 
objeto público.

"Los Ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a 
las Legislaturas Estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, dere-
chos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y 
construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre 
la propiedad inmobiliaria.

"Las Legislaturas de los Estados aprobarán las Leyes de Ingresos de los 
Municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los Presupuestos de 
Egresos serán aprobados por los Ayuntamientos con base en sus ingresos 
disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de 
las remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, suje
tándose a lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución.

"Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en 
forma directa por los Ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, confor
me a la ley."

Del precepto constitucional transcrito se desprenden los siguientes 
supuestos:
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Los Municipios manejarán su patrimonio conforme a la ley y adminis
trarán libremente su hacienda.

La forma en que se integra la hacienda municipal. El derecho de los 
Municipios a percibir las contribuciones que establezcan las Legislaturas sobre 
la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, 
traslación y mejoras, así como las que tengan como base el cambio de valor 
de los inmuebles.

La prohibición para que las leyes federales no (sic) limiten a los Estados 
para establecer las contribuciones sobre los conceptos que corresponden a 
los Municipios, ni para que concedan exenciones en relación con los mismos.

La prohibición a las leyes estatales para que establezcan exenciones o 
subsidios respecto de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, de su 
fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejoras, así como las 
que tengan como base el cambio de valor de los inmuebles.

La regla de que sólo estarán exentos los bienes de dominio público de 
la Federación, Estados o Municipios, con las salvedades que ahí se anotan.

La facultad de las Legislaturas Estatales para aprobar las Leyes de Ingre
sos de los Ayuntamientos y para revisar sus cuentas públicas, y la facultad 
de los Ayuntamientos para aprobar sus Presupuestos de Egresos.

Como se advierte, el artículo 115 de la Constitución Federal establece, 
en principio, aquellos conceptos de la hacienda municipal que quedan suje
tos al régimen de libre administración hacendaria, tal como lo ha sostenido 
el Máximo Tribunal de la Nación, en el sentido de que la hacienda municipal 
se integra por los ingresos, activos y pasivos de los Municipios y que, por su 
parte, la libre administración hacendaria debe entenderse como un régimen 
establecido en la Constitución Federal, tendiente a fortalecer la autonomía y 
autosuficiencia económica de los Municipios, con el fin de que éstos puedan 
tener libre disposición y aplicación de sus recursos y satisfacer sus necesi
dades, todo esto en los términos que fijen las leyes y para el cumplimiento de 
sus fines públicos, de tal manera que, atendiendo a sus necesidades propias 
y siendo éstos los que de mejor manera y en forma más cercana las conocen, 
puedan priorizar la aplicación de sus recursos sin que se vean afectados por 
intereses ajenos o por cuestiones que, por desconocimiento u otra razón, los 
obligaran a ejercer sus recursos en rubros no prioritarios o distintos de sus 
necesidades reales.
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Ahora bien, de entre aquellos conceptos en particular que forman la 
hacienda municipal, afectos al régimen establecido por el Poder Reformador 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tendientes a 
fortalecer la autonomía y autosuficiencia económicas de los Municipios, están 
las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, así como las relativas a su 
fraccionamiento, división, consolidación, traslación, mejoras y cambio de valor. 

En efecto, el diseño tributario municipal conlleva un amplio margen de 
configuración, de modo tal que el hecho de que en un momento determinado 
se decida la eliminación o la incorporación de nuevos regímenes fiscales o 
contribuciones, no implica, en sí mismo, la inconstitucionalidad de la norma de 
que se trate, siempre que ésta no contravenga algún dispositivo constitucional.

Esa libertad de configuración en materia impositiva permite al legisla
dor, conforme a la política fiscal aplicable en su momento, realizar alteracio-
nes a las leyes que prevean los tributos que permitirán sufragar los gastos 
públicos del Estado, lo que significa que no existe en la Constitución el derecho 
a que el sistema tributario permanezca inmodificable y estático sino, por el 
contrario, es indispensable que el poder público goce de la más amplia liber
tad para adaptar la normativa fiscal al contexto económico, tanto nacional e 
internacional, así como a las necesidades públicas.

En otras palabras, la decisión del legislador de aumentar las contribu-
ciones establecidas, eliminar determinados regímenes fiscales o modificar 
los elementos esenciales de un tributo hacia el futuro no implica, por sí mismo, 
que se afecten situaciones anteriores o que se transgredan derechos adquiri-
dos por los causantes, puesto que éstos no cuentan, dentro de su esfera 
jurídica, con la posibilidad de contribuir permanentemente en un modo o forma 
inmutable; es decir, no tienen un derecho adquirido a pagar siempre sobre 
una misma base gravable o tasa, toda vez que contribuir al gasto público cons
tituye una obligación y no un bien que ingrese al patrimonio del contribuyente.

Robustece lo anterior, por las razones que la informan, la jurispruden
cia P./J. 105/99, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, 
noviembre de 1999, página 27, registro digital: 192855, que establece:

"CONTRIBUCIONES. LAS LEYES QUE LAS INCREMENTAN NO VIOLAN 
LA GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD.—Esta garantía, consagrada en el ar
tículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consiste 
en que una ley no puede contener disposiciones que regulen hechos acaeci
dos con anterioridad a su vigencia o afectar derechos adquiridos; el Congreso 
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de la Unión, en ejercicio de la potestad tributaria que la propia Constitución le 
confiere, anualmente determina las contribuciones del año fiscal correspon
diente, y cuando las incrementa hacia el futuro, es claro que no afecta si
tuaciones anteriores y los particulares no pueden alegar violación a dicha 
garantía, porque no tienen el derecho adquirido para pagar siempre sobre 
una misma base o tasa, ya que contribuir al gasto público es una obligación 
de los mexicanos consagrada en el artículo 31, fracción IV, constitucional, y no un 
bien que ingrese al patrimonio del contribuyente."

Máxime que en la exposición de motivos de la Ley de Ingresos del Muni
cipio de Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, sí se 
estableció la justificación para la imposición de tasas o tarifas progresivas, 
puesto que en la parte conducente se lee lo siguiente:

"XVI. Ante estas consideraciones, de las premisas empleadas en los 
Criterios Generales de Política Económica, el proyecto de Ley de Ingresos para 
el Municipio de Guadalajara para el ejercicio fiscal 2019 propone, en esta 
ocasión, un aumento diferenciado, considerando un 5% (cinco por ciento) de 
incremento en sintonía con la dinámica macroeconómica y de las finanzas 
públicas gubernamentales, a excepción de algunas tarifas de derechos que 
fueron ajustadas con los costos de la carga administrativa; inclusión de una 
tabla con tasas progresivas para predios urbanos y rústicos para el pago del 
impuesto predial y la fórmula para la aplicación de la misma. Dicha tabla 
contiene 10 rangos segmentados por importes, atendiendo a los valores de 
los inmuebles que expresan el nivel de riqueza, con la finalidad de atender los 
principios de equidad y proporcionalidad tributaria, consagrados en el ar
tículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, así como la modificación de la tabla de tasas progresivas en el 
impuesto sobre transmisión patrimonial, la cual fue homologada con los ran
gos establecidos en la tabla para el cálculo del pago del impuesto predial, 
con incremento progresivo en las tasas marginales, hasta llegar a un 0.5% de 
incremento en la tasa marginal máxima. Por lo anterior, se contempla una 
estimación de los ingresos al Municipio de Guadalajara por un monto de 
$9,208’437,438.00 pesos (Nueve mil doscientos ocho millones, cuatrocientos 
treinta y siete mil, cuatrocientos treinta y ocho pesos 00/100 M.N.).

"XVII. Que acorde con lo dispuesto en el párrafo tercero del precitado 
artículo 115, fracción IV, de la Constitución Federal, los Ayuntamientos, en 
el ámbito de su competencia, propondrán a las Legislaturas Estatales las 
cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejo
ras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones, que sirvan de 
base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. 
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"...

"XVIII. Asimismo, se actualizan las tablas de valor unitario para el Muni
cipio de Guadalajara; esto debido a que debe guardar relación el valor catastral 
de cada inmueble y las construcciones que en él pudieran haber, obteniendo 
con esto un registro más acercado al valor comercial de cada bien y brindan
do una mayor certeza a los contribuyentes sobre el valor real; lo anterior en aten
ción y cumplimiento a lo señalado en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en su artículo quinto transitorio, que fue publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 23 de diciembre de 1999, que menciona:

"Artículo quinto. Antes del inicio del ejercicio fiscal de 2002, las Legis-
laturas de los Estados, en coordinación con los Municipios respectivos, adop
tarán las medidas conducentes a fin de que los valores unitarios de suelo que 
sirven de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmo-
biliaria sean equiparables a los valores de mercado de dicha propiedad y pro
cederán, en su caso, a realizar las adecuaciones correspondientes a las tasas 
aplicables para el cobro de las mencionadas contribuciones, a fin de garanti
zar su apego a los principios de proporcionalidad y equidad tributaria. 

"...

"XIX. En razón de lo anterior, existen diversos esquemas por medio de 
los cuales los Municipios buscan recaudar recursos de forma tal que, tanto 
para el Municipio como para el ciudadano, exista certeza jurídica, económica 
y financiera, respetando en todo momento los derechos constitucionales de 
equidad y proporcionalidad; uno de esos esquemas es el denominado técnica
mente como ‘tasas o tarifas progresivas’.

"Para lo cual, existe una tabla con tasas o tarifas progresivas para pre-
dios urbanos y rústicos para el pago del impuesto predial, así como la fórmula 
para la aplicación de la misma. Dicha tabla contiene 10 rangos segmentados, 
los cuales cada uno concentra la misma cantidad de riqueza.

"Esta distribución se basó en los valores catastrales de los predios, 
que es el marco de las contribuciones inmobiliarias y no en la población (que 
no es el marco del catastro y que afecta a aquellos cuyos predios tienen un 
valor más bajo).

"Si la estimación por deciles (medida estadística de posición que divide 
a una distribución ordenada de menor a mayor, en partes iguales) se hubiera 
calculado sobre el número de predios o sobre la población, al crear deciles 
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habría un mayor número de predios/contribuyentes que pagarían más, afec
tando a la población de menos recursos.

"La distribución es lineal y presenta la mayoría de predios en los estra
tos bajos, pero aun así es equitativa en relación con la concentración de 
riqueza de cada rango, atendiendo a los valores de los inmuebles que expre
san el nivel de riqueza, con la finalidad de atender los principios de equidad y 
proporcionalidad, consagrados en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

"La aplicación de esta tabla para el cálculo de pago del impuesto predial 
ya ha sido analizada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, misma 
que ya se pronunció ante el planteamiento de la legalidad y constitucionali
dad sobre el referido método de cálculo del impuesto predial, y la cual ha 
emitido criterios, los cuales se desprenden a continuación:

"...

"XX. La tabla atiende en todo momento los principios de proporcionalidad 
y equidad, al encontrarse regulada por los límites inferior y superior, además 
de una cuota fija y una tasa marginal sobre el excedente del límite inferior; 
misma tabla, que en cada rango se encuentra con una diferencia de un cen-
tavo respecto de su rango anterior, para así no resultar desproporcional e 
inequitativa, como lo establece el siguiente criterio: ..."

De ahí que, contrario a lo alegado por el quejoso, el proceso legislativo 
del numeral reclamado no adolece de motivación.

Sin que pase inadvertido que tanto en las discusiones al interior del 
Ayuntamiento como en la Legislatura Estatal haya habido oradores que hayan 
manifestado su inconformidad con la propuesta tributaria, ya que tal cues
tión no hace en sí mismo inconstitucional el proceso legislativo y, por ende, 
la norma, ya que la misma se aprobó por mayoría de los integrantes de tales 
órganos.

En apoyo a lo anterior, por las razones que la contiene, se cita la tesis 
2a. XXVII/2009, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, consultable en la página 470, Tomo XXIX, marzo de 2009, Novena 
Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro digital: 
167712, con el rubro y texto siguientes:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LEYES QUE DAN TRATO 
DESIGUAL A SUPUESTOS DE HECHO EQUIVALENTES. NO NECESARIAMEN
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TE DERIVAN DE LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE LA LEY CORRESPONDIENTE 
O DEL PROCESO LEGISLATIVO QUE LE DIO ORIGEN, SINO QUE PUEDEN 
DEDUCIRSE DEL PRECEPTO QUE LO ESTABLEZCA.—La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sostenido que tratándose de actos de autoridad legis
lativa, el requisito de fundamentación se satisface cuando aquélla actúa den-
tro de los límites de las atribuciones que la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos le confiere y la motivación se colma cuando las leyes que 
emite se refieren a relaciones sociales que deben regularse jurídicamente. 
Asimismo, la Segunda Sala de ese Alto Tribunal ha establecido que el princi-
pio de igualdad, contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, como límite a la actividad del legislador, no postula 
la paridad entre todos los individuos, ni implica necesariamente una igualdad 
material o económica real, sino que exige razonabilidad en la diferencia de 
trato, como criterio básico para la producción normativa. Así, del referido prin
cipio deriva un mandamiento vinculante para el legislador ordinario, que le 
exige dar trato igual en supuestos de hecho equivalentes, salvo que exista un 
fundamento objetivo y razonable que permita darles uno desigual. Por tanto, 
dada la posición constitucional del legislador, en virtud de su legitimidad demo
crática, no se exige que toda diferenciación normativa deba ser justificada en 
la exposición de motivos o bien, en todo el proceso legislativo, sino que es sufi
ciente que la finalidad perseguida sea constitucionalmente aceptable. De lo 
anterior se concluye, que dicha justificación objetiva y razonable, deberá ser 
valorada por el órgano de control, ya sea con base en lo expuesto en el proceso 
legislativo, o bien, con lo expresado en el propio texto de la ley, a efecto de 
contar con elementos suficientes que le permitan determinar la constitucio-
nalidad o inconstitucionalidad del precepto o preceptos reclamados: de ahí 
que, no será inconstitucional de suyo la norma jurídica que contenga un man
damiento que dé trato desigual a supuestos de hecho equivalentes, cuando el 
legislador no exprese las razones para ese trato diferenciado en la iniciativa, 
en los dictámenes, o en general en el proceso legislativo, si resulta un hecho 
notorio, derivado del texto de la ley, la finalidad que persigue la disposición 
respectiva, toda vez que fue el propio cuerpo legislativo el que en el orde
namiento jurídico de que se trate, ha consagrado esas razones."

Además, el Alto Tribunal del País ha determinado que el incremento 
considerable de un impuesto de un ejercicio fiscal a otro, incluso en más del 
cien por ciento, por sí solo, no puede dar lugar a estimar que se viole el derecho 
fundamental de proporcionalidad tributaria, toda vez que en la configuración 
del tributo son múltiples los factores que se deben tomar en cuenta, como lo 
son, entre otros, la capacidad contributiva, la fuente de riqueza gravada y las 
necesidades colectivas que deben satisfacerse. 
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Así se desprende de la jurisprudencia sin número, sustentada por el 
Tribunal Pleno, visible en la página 166 del Semanario Judicial de la Federación, 
Séptima Época, Volúmenes 205-216, Primera Parte, enero a diciembre de 
1986, registro digital: 232150, que dice:

"IMPUESTOS, EL AUMENTO CONSIDERABLE EN EL MONTO DE LOS, 
NO DEMUESTRA NECESARIAMENTE QUE SEAN DESPROPORCIONADOS E 
INEQUITATIVOS.—Si bien es cierto que de conformidad con lo establecido 
por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución, las contribuciones deben 
reunir los requisitos de proporcionalidad y equidad, sin embargo, no se puede 
estimar que el aumento considerable en el monto de un impuesto demuestre 
que se esté en presencia de un impuesto desproporcionado e inequitativo, 
pues, en la determinación del mismo, son múltiples los factores que se deben 
tener en cuenta, como la capacidad contributiva, las necesidades colectivas 
que deben satisfacerse, la redistribución de la riqueza, etcétera, por lo que 
el que un impuesto sea elevado, incluso considerablemente, de un año a otro, 
no significa, necesariamente, que se incurra en violación al artículo 31, frac-
ción IV, de la Constitución."

Asimismo, se invoca la tesis emitida por la Segunda Sala del Alto Tribu-
nal, que dice:

"IMPUESTOS, INCREMENTO EN MÁS DE CIEN POR CIENTO A LOS, 
NO LOS CONVIERTE EN DESPROPORCIONADOS E INEQUITATIVOS.—La cir
cunstancia de que el impuesto especial sobre consumo de energía eléctrica 
decretado en el artículo 32, transitorio, de la Ley que Establece, Reforma, Adi
ciona y Deroga Diversas Disposiciones Fiscales, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación de 31 de diciembre de 1982, sea superior al cien por ciento 
a la cantidad designada en años anteriores, no demuestra que se esté en 
presencia de un impuesto desproporcionado e inequitativo, ya que un tributo 
puede superar, en mucho, a las cantidades cubiertas en ocasiones anterio
res por determinados conceptos, sin que se incurra, por ese solo hecho, en 
violación del artículo 31, fracción IV, de la Constitución."21

En este orden, es evidente que la sola circunstancia de que el incremento 
de la tarifa que debe aplicarse para calcular el impuesto predial, correspon
diente al ejercicio fiscal de dos mil diecinueve, genere que el impuesto a 
pagar, en relación con el cubierto en ejercicios fiscales anteriores, aumente 
en un porcentaje mayor al índice inflacionario del INEGI, no implica una vio
lación al derecho fundamental de proporcionalidad tributaria.

21 Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo I, Primera Parte-1, enero a junio de 
1988, página 261. Registro digital: 206550.
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Además, debe recordarse que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha determinado que para analizar la constitucionalidad de un tributo, debe 
considerarse que el legislador cuenta con un amplio margen de configuración 
para estructurar los elementos de las contribuciones. En ese sentido, es dable 
afirmar que en ejercicio de su potestad tributaria, el legislador puede incre-
mentar los valores que se aplican para la cuantificación del tributo sin atender 
a un referente económico determinado, como lo es, en el caso específico, el in
cremento inflacionario.

Luego, aun cuando hay factores de inflación que sirven de referente 
para actualizar determinados valores, lo cierto es que no existe disposición 
constitucional o legal alguna que constriña a los Municipios a considerar 
dicho factor para modificar los valores que se aplican para la cuantificación 
del impuesto predial; sin embargo, tal referente sí fue tomado en considera
ción por el Ayuntamiento de Guadalajara, como el interés bancario y el tipo 
de cambio, según se advierte del punto XIV de la iniciativa de ley presentada al 
Congreso del Estado de Jalisco.

Entonces, al confrontar el texto constitucional aludido, bajo los lineamien
tos aquí puntualizados, con el contenido del artículo 22, fracción I, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil 
diecinueve, tildado de inconstitucional, se desprende que se ajusta a los prin
cipios de autonomía y autosuficiencia municipal, salvaguardados en la Carta 
Fundamental, ya que se trata de tasas fiscales que la autoridad, en ejercicio 
de la libre administración hacendaria, ha establecido en los ordenamientos 
tributarios vigentes para el ámbito municipal, en este caso, el de Guadalajara, 
Jalisco; es inconcuso que en esa hipótesis no se violenta el orden constitucio
nal, toda vez que es el propio Municipio el que, expresamente, acepta y reco
noce las tasas contenidas en el numeral 22 combatido.

Lo que permite arribar a la conclusión de que, en el caso concreto, no se 
transgrede la autonomía financiera y hacendaria como lo prescribe el Consti
tuyente Permanente, ya que el propio Ayuntamiento de Guadalajara, Jalisco, 
originalmente es quien propuso al Legislativo las tarifas que deberán cubrir 
los sujetos que en su caso se encuentren obligados al pago del impuesto 
predial de los bienes ubicados en su geografía municipal, lo que conlleva 
calificar de ineficaz el agravio en análisis.

Sin que resulte necesario que el Ayuntamiento de Guadalajara vigile 
las tasas fijadas por los diversos Municipios que conforman la zona conurbada 
de Guadalajara, en razón de que dicho Ayuntamiento, como ya se adelantó, 
cuenta con autonomía y autosuficiencia económicas, con el fin de que pueda 
tener libre disposición y aplicación de sus recursos y satisfacer sus necesi



2296 ENERO 2020

dades, pudiendo gravar de manera libre aquellas situaciones que considere 
necesarias para hacerse de los ingresos suficientes para sufragar el gasto 
público.

En efecto, la autonomía de cada Municipio permite que la configura-
ción tributaria sea diversa en cada Municipio, pues incluso puede no gravar 
determinadas situaciones de hecho que otro Municipio sí determine como 
generadoras de contribución municipal; de forma tal que la Legislatura Estatal 
puede modificar la propuesta municipal con base en un proceso de reflexión 
apoyado en argumentos sustentados de manera objetiva y razonable, sin que 
ello le implique una obligación.

Cobra aplicación al respecto la tesis P./J. 111/2006, del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

"HACIENDA MUNICIPAL. EN EL CASO DE LOS TRIBUTOS A QUE SE 
REFIERE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 115 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EXISTE UNA POTESTAD TRIBUTARIA 
COMPARTIDA ENTRE LOS MUNICIPIOS Y EL ESTADO EN EL PROCESO DE 
SU FIJACIÓN.—La regulación de las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, 
derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo 
y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones 
sobre la propiedad inmobiliaria, es el resultado de un proceso legislativo dis
tinto al ordinario: mientras en éste la facultad de iniciativa legislativa se agota 
con la presentación del documento ante la Cámara decisoria, en aquél la pro
puesta del Municipio sólo puede modificarse por la Legislatura Estatal con 
base en un proceso de reflexión apoyado en argumentos sustentados de manera 
objetiva y razonable, por lo que es válido afirmar que se trata de una potestad 
tributaria compartida, toda vez que en los supuestos señalados por la fracción 
IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
la potestad tributaria originalmente reservada para el órgano legislativo, con
forme al artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, se complementa 
con los principios de fortalecimiento municipal y reserva de fuentes, y con la 
norma expresa que le otorga la facultad de iniciativa; de ahí que, aun cuando 
la decisión final sigue correspondiendo a la Legislatura, ésta se encuentra 
condicionada por la Norma Fundamental a dar el peso suficiente a la facultad 
del Municipio, lo cual se concreta en la motivación que tendrá que sustentar 
en el caso de que se aparte de la propuesta municipal."22

22 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, octubre de 2006, 
página 1129. Registro digital: 174091.
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Así, si el Municipio de Guadalajara, Jalisco, en la iniciativa de ley esta-
bleció que la determinación del tributo se haría con base en tarifas progresivas, 
tal situación no encuentra desapego al artículo 31, fracción IV, constitucional, 
como lo ha establecido el Alto Tribunal en la jurisprudencia 2a./J. 222/2009, de 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

"PREDIAL. LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA EN EL IMPUESTO RELATIVO, 
PUEDE GRAVARSE INDISTINTAMENTE A TRAVÉS DE TASAS FIJAS O DE 
TARIFAS PROGRESIVAS (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2008).—Conforme a lo 
resuelto por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la acción de inconstitucionalidad 29/2008, aun cuando el legislador cuenta 
con un amplio margen para configurar los elementos esenciales del tributo, 
la tasa o tarifa impositiva debe ser coherente con su naturaleza a fin de evitar 
que se ponga en riesgo un postulado constitucional o el acceso a valores 
mínimos humanos. Para verificar esta circunstancia es importante conside
rar la diferencia medular entre un sistema y otro, de manera que en la tasa fija 
la cuota tributaria depende únicamente de la modificación de la base gravable, 
mientras que en la tarifa progresiva depende tanto de la variación de la base 
como del porcentaje aplicable. En el caso de los impuestos a la propiedad 
inmobiliaria como el predial, tanto una como otra permiten medir con preci-
sión la capacidad contributiva del causante, pues aunque dicho tributo recae 
sobre una manifestación aislada de riqueza, lo cierto es que guarda cierta sub
jetivización al considerar otros aspectos distintos al valor del inmueble para 
su determinación, como es su uso o destino y, en algunos supuestos, además 
de los anteriores, la situación personal del contribuyente. Importa destacar 
que la aplicación de una tasa fija a cualquier nivel de patrimonio particular no 
supone que se contribuya de manera desigual, en virtud de que ante la varia
ción de la base tributaria, la tasa, aunque es la misma, conlleva a que el con
tribuyente pague más o menos conforme a esa modificación, reconociéndose 
así la capacidad contributiva individual; igual acontece tratándose de la tarifa 
progresiva, la que al variar en función de la modificación de la base gravable, 
permite que pague más quien revela una mayor capacidad contributiva y 
menos el que la tiene en menor proporción. En consecuencia, tratándose del 
impuesto predial, tanto la tasa fija como la tarifa progresiva son idóneas para 
obtener la cuota tributaria respectiva y, por ende, en ejercicio de su potestad 
tributaria el legislador puede establecer una u otra."23

De igual forma, son infundados los argumentos en los cuales se aduce 
que la fracción I del artículo 22 de la Ley de Ingresos del Municipio de Guada

23 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, enero de 2010, 
página 301. Registro digital: 165462.
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lajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, establece una tasa 
y tarifa progresivas, las cuales aumentan de manera desproporcional el 
impuesto en relación con el año anterior, ya que representan un incremento 
de hasta un 80% ochenta por ciento, a diferencia de las que se aplicaban en 
dos mil dieciocho.

Para evidenciar lo anterior, conviene referir que los principios de equidad 
y proporcionalidad derivan de la fracción IV del artículo 31 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece:

"Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos: 

"...

"IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del 
Distrito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la manera propor
cional y equitativa que dispongan las leyes."

Del precepto constitucional transcrito se advierten los siguientes prin
cipios que rigen en materia tributaria:

I. El Estado tiene la obligación de destinar las contribuciones al gasto 
público de la Federación, Estados, Distrito Federal «ahora Ciudad de México» 
y Municipios.

II. Las contribuciones deben ser proporcionales y equitativas.

III. Las contribuciones deben estar establecidas en una ley.

El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que la parte quejosa estima vulnerado, establece como 
obligación de todos los mexicanos la de contribuir al gasto público de manera 
proporcional y equitativa, mandamiento del que se desprenden los principios 
tributarios, entre los que se encuentra el de proporcionalidad, que radica 
medularmente en que los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos públi-
cos en función de su capacidad contributiva, debiendo aportar una parte justa 
y adecuada de sus ingresos, de manera que las personas que obtengan ingre
sos elevados tributen en forma cualitativamente superior a los de medianos y 
reducidos recursos. 

Dicho de otra forma, los contribuyentes del tributo deben participar del 
gasto público en función de su respectiva capacidad económica, debiendo 
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24 Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 187-192, Primera Parte, julio a 
diciembre de 1984, página 113. Registro digital: 232309.

aportar una parte justa y adecuada de sus ingresos, utilidades o rendimien
tos; de suerte que los gravámenes deben fijarse de acuerdo con la particular 
capacidad económica de cada sujeto pasivo.

A fin de estar en aptitud de examinar el planteamiento de inconstitu-
cionalidad, es pertinente atender a la interpretación judicial que el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha pronunciado en relación con el 
principio de proporcionalidad, que se desprende de las jurisprudencias que 
dicen: 

"PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS ESTABLECIDAS EN EL 
ARTICULO 31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL.—El artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución establece los principios de proporcionalidad y equidad en 
los tributos. La proporcionalidad radica, medularmente, en que los sujetos 
pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva 
capacidad económica, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus 
ingresos, utilidades o rendimientos. Conforme a este principio, los graváme
nes deben fijarse de acuerdo con la capacidad económica de cada sujeto 
pasivo, de manera que las personas que obtengan ingresos elevados tributen 
en forma cualitativa superior a los de medianos y reducidos recursos. El cum
plimiento de este principio se realiza a través de tarifas progresivas, pues 
mediante ellas se consigue que cubran un impuesto en monto superior los 
contribuyentes de más elevados recursos. Expresado en otros términos, la 
proporcionalidad se encuentra vinculada con la capacidad económica de los 
contribuyentes que debe ser gravada diferencialmente, conforme a tarifas 
progresivas, para que en cada caso el impacto sea distinto, no sólo en canti
dad, sino en lo tocante al mayor o menor sacrificio reflejado cualitativamente 
en la disminución patrimonial que proceda, y que debe encontrarse en pro
porción a los ingresos obtenidos. El principio de equidad radica medularmente 
en la igualdad ante la misma ley tributaria de todos los sujetos pasivos de un 
mismo tributo, los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento 
idéntico en lo concerniente a hipótesis de causación, acumulación de ingresos 
gravables, deducciones permitidas, plazos de pago, etcétera, debiendo única
mente variar las tarifas tributarias aplicables, de acuerdo con la capacidad 
económica de cada contribuyente, para respetar el principio de proporcionali
dad antes mencionado. La equidad tributaria significa, en consecuencia, que 
los contribuyentes de un mismo impuesto deben guardar una situación de 
igualdad frente a la norma jurídica que lo establece y regula."24
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"IMPUESTOS, PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD DE LOS.—El artículo 
31, fracción IV, de la Constitución, establece los principios de proporcionali-
dad y equidad en los tributos. La proporcionalidad radica, medularmente, en 
que los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función de 
su respectiva capacidad económica, debiendo aportar una parte justa y ade
cuada de sus ingresos, utilidades o rendimientos. Conforme a este principio 
los gravámenes deben fijarse de acuerdo con la capacidad económica de 
cada sujeto pasivo, de manera que las personas que obtengan ingresos 
elevados tributen en forma cualitativamente superior a los de medianos y redu-
cidos recursos. El cumplimiento de este principio se realiza a través de tarifas 
progresivas, pues mediante ellas se consigue que cubran un impuesto en 
monto superior los contribuyentes de más elevados recursos y uno inferior los 
de menores ingresos, estableciéndose, además, una diferencia congruente 
entre los diversos niveles de ingresos. Expresado en otros términos, la propor-
cionalidad se encuentra vinculada con la capacidad económica de los contri-
buyentes que debe ser gravada diferencialmente conforme a tarifas progresivas, 
para que en cada caso el impacto sea distinto no sólo en cantidad sino en lo 
tocante al mayor o menor sacrificio, reflejado cualitativamente en la disminu-
ción patrimonial que proceda, y que debe encontrarse en proporción a los 
ingresos obtenidos. El principio de equidad radica medularmente en la igual
dad ante la misma ley tributaria de todos los sujetos pasivos de un mismo 
tributo, los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en 
lo concerniente a hipótesis de causación, acumulación de ingresos grava-
bles, deducciones permitidas, plazos de pago, etcétera, debiendo únicamente 
variar las tarifas tributarias aplicables de acuerdo con la capacidad econó
mica de cada contribuyente, para respetar el principio de proporcionalidad 
antes mencionado. La equidad tributaria significa, en consecuencia, que los 
contribuyentes de un mismo impuesto deben guardar una situación de igual-
dad frente a la norma jurídica que lo establece y regula."

De la primera de las jurisprudencias indicadas se desprende que la 
proporcionalidad se encuentra vinculada con la capacidad económica de los 
contribuyentes, capacidad que debe ser gravada diferencialmente para que 
en cada caso el impacto sea distinto respecto de la cantidad y respecto del 
mayor o menor sacrificio que se ve reflejado cuantitativamente en la disminu
ción patrimonial que se produce y en proporción a los ingresos obtenidos, 
tenencia de patrimonio o consumo realizado.

Por su parte, la segunda jurisprudencia establece que el principio de 
proporcionalidad obliga al legislador a graduar el impuesto, de manera que 
la contribución de los gobernados al gasto público se realice en función de la 
mayor o menor capacidad económica manifestada por los mismos al realizar 
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el hecho imponible (nivel de renta, cantidad y calidad del patrimonio o del 
consumo); por lo cual, los elementos de cuantificación de la obligación tribu
taria deben hacer referencia al mismo, es decir, que sea la base gravable la 
que permita medir esa capacidad económica y la tarifa o tasa, la que exprese 
la parte de la misma que corresponde al ente público acreedor del tributo, 
de lo que resulta que la capacidad económica no sólo marca el cauce lógico del 
tributo, sino que también lo legitima y explica su existencia, condicionando 
toda su estructura y contenido.

Pero la capacidad contributiva se vincula con la persona que tiene que 
soportar la carga del tributo y no podría ser de otro modo, por lo que el estu
dio de la proporcionalidad de un gravamen sólo puede llevarse a cabo en su 
vinculación con aquella persona que ve disminuido su patrimonio al pagar 
una cantidad específica por concepto de determinado gravamen, sea en su 
calidad de sujeto pasivo o como destinatario del respectivo tributo, por trasla-
ción que deba hacérsele por disposición legal o por las características propias 
del tributo de que se trate.

Por su parte, el principio de equidad tributaria persigue evitar que exis-
tan normas que, llamadas a proyectarse sobre situaciones de igualdad de 
hecho, produzcan como efecto de su aplicación, la ruptura de esa igualdad 
al generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas; o bien, propi
ciar efectos semejantes sobre personas que se encuentran en situaciones 
dispares, lo que se traduce en desigualdad jurídica.

La equidad tributaria significa pues, que los contribuyentes de un 
mismo impuesto deben guardar una situación de igualdad frente a la norma 
jurídica que lo establece y regula, por lo que han de recibir el mismo trato 
en lo referente a dicho impuesto, resultando, por consiguiente, que junto con el 
principio de proporcionalidad tributaria, por virtud del cual los impuestos 
deben ajustarse a la capacidad económica de quienes están obligados a 
pagarlos, la justicia tributaria consagrada en la Constitución Federal busca el 
mismo trato a quienes se encuentren en situaciones semejantes y, contraria
mente desigual, a situaciones disímiles.

Encuentra sustento el argumento anterior en la jurisprudencia por reite
ración P./J. 42/97, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, que dice:

"EQUIDAD TRIBUTARIA. IMPLICA QUE LAS NORMAS NO DEN UN 
TRATO DIVERSO A SITUACIONES ANÁLOGAS O UNO IGUAL A PERSONAS 
QUE ESTÁN EN SITUACIONES DISPARES.—El texto constitucional establece 
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que todos los hombres son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer dis
criminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión o cualquier 
otra condición o circunstancia personal o social; en relación con la materia 
tributaria, consigna expresamente el principio de equidad para que, con carác
ter general, los Poderes públicos tengan en cuenta que los particulares que 
se encuentren en la misma situación deben ser tratados igualmente, sin pri
vilegio ni favor. Conforme a estas bases, el principio de equidad se configura 
como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico, lo que significa 
que ha de servir de criterio básico de la producción normativa y de su poste-
rior interpretación y aplicación. La conservación de este principio, sin embargo, 
no supone que todos los hombres sean iguales, con un patrimonio y necesida
des semejantes, ya que la propia Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos acepta y protege la propiedad privada, la libertad económica, el 
derecho a la herencia y otros derechos patrimoniales, de donde se reconoce 
implícitamente la existencia de desigualdades materiales y económicas. El valor 
superior que persigue este principio consiste, entonces, en evitar que existan 
normas que, llamadas a proyectarse sobre situaciones de igualdad de hecho, 
produzcan como efecto de su aplicación la ruptura de esa igualdad al generar 
un trato discriminatorio entre situaciones análogas, o bien, propiciar efectos 
semejantes sobre personas que se encuentran en situaciones dispares, lo 
que se traduce en desigualdad jurídica."25

Pero no todo tratamiento desigual resulta inconstitucional. Sobre ese 
tema, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que para 
cumplir con el principio de equidad tributaria, el legislador no sólo está facul
tado, sino que se encuentra obligado a crear categorías o clasificaciones de 
contribuyentes, siempre que éstas no sean caprichosas o arbitrarias y se sus
tenten en bases objetivas de índole económica, financiera, social o extrafiscal, 
que razonablemente justifiquen ese trato diferencial en armonía con los prin
cipios constitucionales rectores de los tributos, de suerte tal que el principio 
de equidad tributaria se cumple dando un trato igual a las personas que se 
encuentren en un plano de igualdad y, por tanto, deberá darse un trato desigual 
a las personas que no se encuentren en igualdad de condiciones.

Es aplicable al caso la jurisprudencia por reiteración P./J. 24/2000, sus
tentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

25 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, junio de 1997, página 
36. Registro digital: 198402.
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"IMPUESTOS. PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA PREVISTO POR 
EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL.—De una revisión a las 
diversas tesis sustentadas por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en torno al principio de equidad tributaria previsto por el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Federal, necesariamente se llega a la conclusión de que, en 
esencia, este principio exige que los contribuyentes de un impuesto que se 
encuentran en una misma hipótesis de causación, deben guardar una idéntica 
situación frente a la norma jurídica que lo regula, lo que a la vez implica que 
las disposiciones tributarias deben tratar de manera igual a quienes se 
encuentren en una misma situación y de manera desigual a los sujetos del 
gravamen que se ubiquen en una situación diversa, implicando, además, que 
para poder cumplir con este principio el legislador no sólo está facultado, 
sino que tiene obligación de crear categorías o clasificaciones de contribu
yentes, a condición de que éstas no sean caprichosas o arbitrarias, o creadas 
para hostilizar a determinadas clases o universalidades de causantes, esto 
es, que se sustenten en bases objetivas que justifiquen el tratamiento diferente 
entre una y otra categoría, y que pueden responder a finalidades económicas 
o sociales, razones de política fiscal o incluso extrafiscales."26

Además, a través de dicho principio, el Constituyente Permanente de la 
Federación busca alcanzar una igualdad material entre las distintas clases de 
contribuyentes. En ese sentido se ha pronunciado el Pleno del Alto Tribunal 
del País, en la jurisprudencia P./J. 42/97 por reiteración, citada con anteriori-
dad, de rubro: "EQUIDAD TRIBUTARIA. IMPLICA QUE LAS NORMAS NO DEN 
UN TRATO DIVERSO A SITUACIONES ANÁLOGAS O UNO IGUAL A PERSO-
NAS QUE ESTÁN EN SITUACIONES DISPARES."

Asimismo, sirve de apoyo la jurisprudencia P./J. 41/97, que sustenta 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto 
siguientes:

"EQUIDAD TRIBUTARIA. SUS ELEMENTOS.—El principio de equidad 
no implica la necesidad de que los sujetos se encuentren, en todo momento 
y ante cualquier circunstancia, en condiciones de absoluta igualdad, sino 
que, sin perjuicio del deber de los Poderes públicos de procurar la igualdad 
real, dicho principio se refiere a la igualdad jurídica, es decir, al derecho de 
todos los gobernados de recibir el mismo trato que quienes se ubican en 

26 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, marzo de 2000, página 
35. Registro digital: 192290.
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similar situación de hecho porque la igualdad a que se refiere el artículo 31, 
fracción IV, constitucional, lo es ante la ley y ante la aplicación de la ley. De lo 
anterior derivan los siguientes elementos objetivos, que permiten delimitar 
al principio de equidad tributaria: a) no toda desigualdad de trato por la ley 
supone una violación al artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, sino que dicha violación se configura única-
mente si aquella desigualdad produce distinción entre situaciones tributarias 
que pueden considerarse iguales sin que exista para ello una justificación 
objetiva y razonable; b) a iguales supuestos de hecho deben corresponder 
idénticas consecuencias jurídicas; c) no se prohíbe al legislador contemplar 
la desigualdad de trato, sino sólo en los casos en que resulta artificiosa o injus
tificada la distinción; y d) para que la diferenciación tributaria resulte acorde 
con las garantías de igualdad, las consecuencias jurídicas que resultan de la 
ley, deben ser adecuadas y proporcionadas, para conseguir el trato equitativo, 
de manera que la relación entre la medida adoptada, el resultado que produce 
y el fin pretendido por el legislador, superen un juicio de equilibrio en sede 
constitucional."27

En suma, para cumplir con el principio de equidad tributaria, el legisla-
dor no sólo está facultado, sino que tiene la obligación de crear categorías o 
clasificaciones de contribuyentes, a condición de que éstas no sean capricho
sas o arbitrarias; esto es, que se sustenten en bases objetivas que justifiquen 
el tratamiento diferente entre una y otra categorías, y que pueden responder 
a finalidades económicas o sociales, razones de política fiscal o incluso 
extrafiscales.

Ahora bien, resulta necesario tener a la vista el contenido de los nume
rales en donde se prevé lo relativo al cobro del impuesto predial, es decir, los 
artículos 92, 93, 94 y 98 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, 
que prevén los elementos del tributo en estudio:

"Artículo 92. Es objeto del impuesto predial, según el caso, la propiedad, 
la copropiedad, el condominio, la posesión, el usufructo y el derecho de super
ficie de predios, así como de las construcciones edificadas sobre los mismos.

"Para los efectos de este impuesto, se estará a las definiciones que 
sobre diversos conceptos contiene la Ley de Catastro Municipal."

27 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, junio 1997, página 43. 
Registro digital: 198403.
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"Artículo 93. Son sujetos de este impuesto:

"I. Los propietarios, copropietarios y condóminos de predios;

"II. Los titulares de certificados de participación inmobiliaria o de cual
quier otro título similar;

"III. Los fideicomitentes y los fideicomisarios, según el caso;

"IV. Los titulares de los derechos agrarios sobre la propiedad ejidal o 
comunal, de conformidad con el libro segundo, capítulo sexto, de la Ley Fede-
ral de Reforma Agraria; así como los propietarios o poseedores, a título de 
dueño, de las construcciones permanentes que se hagan en predios ejidales 
o comunales;

"V. Quienes tengan la posesión, a título de dueño o útil, de predios;

"VI. Los poseedores que, por cualquier título, tengan la concesión del 
uso y goce de predios de dominio del Estado, de sus Municipios o de la 
Federación;

"VII. Los poseedores de bienes vacantes, mientras los detenten;

"VIII. Los usufructuarios; y

"IX. Los propietarios de predios donde se ubiquen plantas de beneficio, 
establecimientos mineros y metalúrgicos, en los términos de la legislación 
federal de la materia."

"Artículo 94. La determinación de la base del impuesto predial se suje
tará a las siguientes disposiciones:

"I. La base de este impuesto será el valor fiscal de los predios y de las 
construcciones o edificaciones;

"II. El valor fiscal deberá ser determinado y declarado por los contribu
yentes, a más tardar el último día del mes de febrero de cada año;

"III. Asimismo, el valor fiscal deberá ser determinado y declarado por los 
contribuyentes, dentro de los dos meses siguientes a la fecha en que ocurra 
alguna modificación de los predios o, en su caso, de las construcciones;
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"IV. Los contribuyentes determinarán y declararán el valor fiscal en los 
formatos autorizados;

"V. La determinación y declaración del valor fiscal deberá comprender 
las superficies, tanto del terreno como de las construcciones permanentes 
realizadas en el mismo, aun cuando un tercero tenga derecho sobre ellas;

"VI. Para determinar el valor fiscal se estará al valor de los predios y en 
su caso de las construcciones, mismo que deberá apegarse al valor real, con
siderando a éste como el que rija en el mercado, por metro cuadrado, durante 
el último bimestre del año inmediato anterior;

"VII. La autoridad catastral deberá proporcionar a los contribuyentes 
que así lo soliciten, los valores y demás datos de los predios de su propiedad 
existentes en dicha dependencia, para la elaboración de la citada determina
ción y declaración;

"VIII. Si el causante acepta tanto los valores como los datos proporcio-
nados por la autoridad catastral, así como la determinación del valor fiscal y 
la liquidación correspondiente para el impuesto predial, podrá optar por efec
tuar el pago, con lo cual se tendrá por cumplida la obligación de la declara-
ción, sin necesidad de ningún otro aviso o manifestación; y sin perjuicio de 
poder intentar las acciones a que se refiere el artículo 55 de esta ley;

"IX. Cuando el causante no acepte los valores o alguno de los datos 
proporcionados por la autoridad catastral, podrá solicitar la rectificación de 
los mismos;

"X. Si la resolución emitida por la autoridad catastral con motivo de la 
rectificación solicitada por el causante tampoco fuere aceptada, el contribu
yente podrá presentar ante la Tesorería Municipal, un avalúo por su cuenta y 
costo, que comprenda las características particulares del inmueble a valor 
real, y que sea realizado por perito valuador acreditado en los términos de la 
Ley de Catastro Municipal;

"XI. Si el contribuyente incumple con lo establecido en las fracciones I, 
II, III y IV de este artículo, o bien los valores declarados y determinados sean 
inferiores a los valores de mercado, la Tesorería Municipal procederá a deter-
minar el valor fiscal del predio y construcciones, con base en los datos del 
inmueble que proporcione la autoridad catastral, aplicando las tablas de valo
res unitarios aprobados por el Congreso del Estado, y publicados en los térmi
nos de la Ley de Catastro Municipal; y
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"XII. La aprobación y publicación de las tablas de valores unitarios a 
que se refiere la fracción anterior, deberán ser anteriores a la fecha de publi
cación de la Ley de Ingresos Municipal para el ejercicio fiscal en que las mis
mas vayan a tener vigencia. En caso de que no se publiquen tablas de valores 
para ese ejercicio fiscal, regirán los valores que hubieran sido aplicados en el 
ejercicio fiscal inmediato anterior."

"Artículo 98. El impuesto predial se causará y pagará, conforme a las 
bases, tasas, cuotas y tarifas que fijen las leyes de ingresos municipales."

"Artículo 103. El pago de este impuesto deberá efectuarse dentro de los 
primeros quince días del primer mes de cada bimestre, en la oficina recauda
dora que le corresponda al contribuyente, por la ubicación del predio, o en la 
recaudadora autorizada por la Tesorería Municipal, o en cualquier institución 
bancaria autorizada para tal efecto."

De los preceptos legales antes transcritos se advierten los elementos 
esenciales del impuesto predial, los cuales son los siguientes:

Objeto: La propiedad, la copropiedad, el condominio, la posesión, el 
usufructo y el derecho de superficie de predios, así como de las construccio
nes edificadas sobre los mismos.

Sujetos: Los propietarios, copropietarios y condóminos de predios, titu
lares de certificados de participación inmobiliaria o de cualquier otro título 
similar, fideicomitentes y los fideicomisarios, según el caso; titulares de los 
derechos agrarios sobre la propiedad ejidal o comunal; así como los propie-
tarios o poseedores, a título de dueño, de las construcciones permanentes 
que se hagan en predios ejidales o comunales; quienes tengan la posesión, a 
título de dueño o útil, de predios; los poseedores que, por cualquier título, 
tengan la concesión del uso y goce de predios de dominio del Estado, de sus 
Municipios o de la Federación; los poseedores de bienes vacantes, mientras 
los detenten; los usufructuarios; y, los propietarios de predios donde se ubi
quen plantas de beneficio, establecimientos mineros y metalúrgicos, en los 
términos de la legislación federal de la materia.

Base: Valor fiscal de los predios y de las construcciones o edificaciones, 
el cual deberá ser determinado, así como declarado, por el contribuyente; o 
bien, en caso de que no se manifieste valor alguno ante la autoridad recauda
dora o que los valores declarados sean inferiores a los valores de mercado, la 
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Tesorería Municipal procederá a establecer el valor fiscal del predio y cons
trucciones, con base en los datos del inmueble que proporcione la autoridad 
catastral, aplicando las tablas de valores unitarios aprobados por el Congreso 
del Estado, y publicados en los términos de la Ley de Catastro Municipal.

Tasa o tarifa: Se hace remisión a la Ley de Ingresos respectiva.

En relación con este tema, es el artículo tildado de inconstitucional el 
que prevé tal elemento; es decir, en tal precepto se incluyó una tabla que con
tiene una estructura de rangos, una cuota fija para cada rango –tarifa– y una 
tasa para aplicarse sobre el excedente del límite inferior, como se ve de la trans
cripción del precepto que se hace a continuación.

Época de pago: los primeros quince días del primer mes de cada 
bimestre.

Doctrinariamente, el impuesto predial ha sido clasificado como un gra
vamen directo que recae sobre el poseedor o propietario del inmueble.

También se clasifica como real, debido a que grava valores económi-
cos determinados por una cosa o un bien (suelo, o éste y las construcciones 
adheridas a él) y, local, ya que es el Municipio el orden de gobierno que se 
encarga de su recaudación y control, aunque quienes establecen el grava
men son las Legislaturas Locales, en acatamiento a lo establecido en la frac
ción IV del artículo 31 de la Constitución Federal.

Ahora bien, (sic) analizar el contenido de la porción normativa recla
mada, el cual es el siguiente:

"Artículo 22. Este impuesto se causará y pagará de forma bimestral de 
conformidad con las disposiciones contenidas en el capítulo correspondiente 
de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, y de acuerdo a lo 
que resulte de aplicar a la base fiscal, las tasas y tarifas a que se refiere esta 
sección y demás disposiciones establecidas en la presente ley; debiendo apli-
car en los supuestos que correspondan, las siguientes tasas:

"I. Predios rústicos y urbanos:

"Para predios cuyo valor real se determine en los términos de la Ley 
de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco y la Ley de Catastro Municipal del 
Estado de Jalisco, sobre el valor determinado, se aplicará la tabla 1:
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Tabla 1

Límite inferior Límite superior Cuota fija Tasa marginal 
sobre excedente 

del límite 
inferior 

 0.00  776,142.90  0.00 0.000254

 776,142.91  1.053,400.41  197.14 0.000254

 1,053,400.42  1,325,856.37  267.56 0.000279

 1,325,856.38  1,668,739.75  343.69 0.000305

 1,668,739.76  2,188,818.99  448.20 0.000330

 2,188,819.00  3,146,685.51  619.93 0.000356

 3,146,685.52  4,944,269.48  960.55 0.000381

 4,944,269.47  9,858,156.01  1,645.43 0.000406

 9,858,156.02 42,976.151.21  3,642.43 0.000432

42,976,151.22 en adelante 17,942.78 0.000457

"Para el cálculo del impuesto predial bimestral, al valor fiscal se le dis-
minuirá el límite inferior que corresponda y a la diferencia de excedente del 
límite inferior, se le aplicará la tasa marginal sobre el excedente del límite 
inferior, al resultado se le sumará la cuota fija que corresponda, y el importe de 
dicha operación será el impuesto predial a pagar en el bimestre.

"Para el cálculo del impuesto predial bimestral se deberá de aplicar la 
siguiente fórmula:

"((VF-LI)*T)+CF = impuesto predial a pagar en el bimestre

"En donde:

"VF = valor fiscal

"LI = límite inferior correspondiente

"T = tasa marginal sobre excedente del límite inferior correspondiente
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"CF = cuota fija correspondiente."

En la porción normativa inserta se establece que el impuesto por concepto 
de "predial" se causará y pagará en forma bimestral y de acuerdo a la cantidad 
obtenida, luego de que se realice la operación aritmética consistente en tomar 
como base el valor fiscal del predio sujeto de impuesto, éste deberá ubicarse 
en el rango que le corresponda, dentro de los establecidos en la tabla inserta; 
así, a dicho valor fiscal deberá restarse el límite inferior que corresponda, a 
cuyo resultado se aplicará la tasa marginal que le asista para después ser 
sumado a la cuota fija que se establezca.

Por estas razones, si la porción normativa que se analiza contiene una 
estructura de rangos denominados límite inferior y límite superior, una cuota 
fija y una tasa marginal para aplicarse sobre el excedente del límite inferior, 
en relación con el valor fiscal del inmueble de que se trate, no viola los princi
pios de proporcionalidad y equidad tributarias, establecidos en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Federal, pues el hecho de que los contribuyentes 
rebasaran en una unidad el límite superior de un rango, y quedar comprendi
dos en el siguiente, no puede considerarse desproporcional, porque la tabla 
no determina una tarifa progresiva con base únicamente en la diferencia de un 
número, sino que señala una cuota fija a aplicar, en relación con la cantidad 
inmersa entre el límite inferior y el superior, además de una tasa marginal 
para cada rango.

Así, la tasa del impuesto se aplica sobre el excedente del límite inferior 
en un porcentaje que considera todos estos elementos, esto es, refleja la capa
cidad contributiva del obligado, con lo cual se le permite al legislador estable
cer diversas categorías de causantes a las que otorgará un trato fiscal diferente 
y que reflejan una diversa capacidad contributiva del sujeto obligado, con base 
en el valor del inmueble materia del impuesto predial.

Luego, la estructura de rangos, cuotas fijas y porcentajes de la tasa mar
ginal, aplicados a la porción de la base gravable que exceda del límite inferior 
de aquél, no da lugar a un incremento desmesurado como incorrectamente 
aduce el recurrente, porque si bien es cierto que se establece un límite inferior 
y un límite superior, entre los cuales deberá ubicarse la base gravable, tam
bién lo es que la tasa marginal no se aplica al hecho imponible en su totalidad, 
sino sólo a la porción que exceda del límite inferior de cada rango.

Es decir, aun cuando la tarifa agrupa a los contribuyentes según el 
monto total de la riqueza que constituye la base gravable, en orden creciente, 
no se aplica a esa base una parte alícuota del monto total, sino que la tasa 
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marginal se aplicará sólo a la cantidad que exceda el límite inferior del rango, 
a la cual se adicionará una cuota fija que gradúa el incremento entre rangos, 
lo que impide la generación de un salto cuantitativo que provoque un pago 
desproporcional.

Debe precisarse que el valor fiscal del inmueble constituye solamente 
uno de los elementos que sirven para la determinación de la base gravable 
del tributo, ya que sólo significa el punto de partida para el cálculo que corres
ponda, por lo que puede afirmarse que no se está gravando sólo el valor del 
inmueble de que se trate, sino la capacidad contributiva que refleja respecto 
del sujeto que tiene el carácter de propietario, tenedor o usufructuario del 
mismo.

Por tanto, contrario a lo que señaló el inconforme promovente de la 
acción constitucional, la porción normativa reclamada no viola los derechos de 
proporcionalidad y equidad tributaria establecidos en el diverso 31, fracción IV, 
de la Constitución Federal, pues a través de la misma únicamente se determi-
na el mecanismo para calcular el impuesto predial con base en una estructura 
de rangos, una cuota fija y una tasa marginal aplicable al excedente del límite 
inferior, lo que en modo alguno eleva de manera desproporcional o inequitativa 
el monto de la contribución a pagar.

Sirve de sustento jurídico a lo anterior, por identidad de razón, la tesis 
I.4o.A.533 A, sustentada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Admi
nistrativa del Primer Circuito, la cual se comparte, que dice:

"PREDIAL. EL ARTÍCULO 152, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FINANCIERO 
DEL DISTRITO FEDERAL VIGENTE EN 2005, QUE ESTABLECE UNA TABLA QUE 
CONTIENE LOS RANGOS QUE PERMITEN DETERMINAR LA TARIFA DEL IM
PUESTO RELATIVO, NO VIOLA LA GARANTÍA DE LEGALIDAD TRIBUTARIA.—
Del artículo 152, fracción I, del Código Financiero del Distrito Federal vigente 
en 2005, se advierte que la tarifa del impuesto se establece de acuerdo con 
una tabla que contiene diferentes rangos correlativos con el valor de los inmue
bles y, en cada uno de estos valores, se prevé un límite inferior y superior 
de valor catastral con una cuota fija y un porcentaje para aplicarse sobre el 
excedente del límite inferior. Ahora bien, conforme a dicha tabla, el concepto 
‘valor catastral del inmueble’ debe ubicarse en un rango atendiendo al ‘límite 
inferior’ y ‘límite superior’; la ‘cuota fija’ está integrada con cantidades deter
minadas e invariables que corresponden a cada valor catastral del inmueble 
en función del ‘rango’ en que se ubique; y, ‘el porcentaje para aplicarse sobre el 
excedente del límite inferior’ como su nombre lo indica, se aplica sobre el exce
dente que exista entre el valor catastral del inmueble y el límite inferior que le 
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corresponda, de tal suerte que se obtiene una cantidad a la que se suma 
la cuota fija, de lo que resulta la tarifa, por lo que se concluye que el precepto 
sí establece la manera en que debe determinarse el impuesto predial y, por 
tanto, no viola la garantía de legalidad tributaria consagrada en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Federal. No pasa inadvertido que la redacción 
de la disposición en cuestión no es explícita en cuanto al procedimiento para 
calcular el monto del impuesto, sin embargo, tal cuestión en nada trasciende 
a su constitucionalidad, en atención a que no es obligación del legislador 
definir y precisar con todo detalle los términos y conceptos que se empleen 
en las normas generales conforme al criterio que ha sostenido nuestro Máximo 
Tribunal (tesis P. XI/96, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo III, febrero de 1996, página 169, de rubro: ‘LEGALIDAD TRIBU
TARIA. DICHA GARANTÍA NO EXIGE QUE EL LEGISLADOR ESTÉ OBLIGADO 
A DEFINIR TODOS LOS TÉRMINOS Y PALABRAS USADAS EN LA LEY.’), amén 
de que como máxima de experiencia y hecho público y notorio, conforme a 
esas reglas y procedimientos se aplican la generalidad de los impuestos que 
se calculan conforme a tablas establecidas, lo que viene a constituir un cono
cimiento generalizado y de uso común entre contribuyentes y autoridades 
que no se puede desconocer."28

Asimismo, es aplicable, por las razones que la integran, la jurispruden-
cia 2a./J. 111/2006, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, que establece:

"TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. LA TARIFA CONTENIDA EN EL AR-
TÍCULO 5o., FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO TRANS-
GREDE LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2005).—El citado precepto establece una tarifa 
para el pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos, con base en una 
estructura de rangos, una cuota fija y una tasa que deberá aplicarse sobre el 
excedente del límite inferior, y si bien el aumento en una unidad del paráme-
tro de medición de la base gravable origina un cambio de rango, al rebasar su 
límite superior, ello no eleva de manera desproporcional o inequitativa el monto 
de la contribución, respecto de la del renglón anterior, ya que se prevé una 
cuota a aplicar entre un límite y otro, en atención al porcentaje excedente del 
límite inferior, lo cual refleja la capacidad contributiva real del sujeto obligado, 
en virtud de que la tasa no se aplica al total de la base, sino únicamente a la 
porción excedente del límite inferior de cada rango, otorgándose un trato idén

28 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, julio de 2006, página 
1285. Registro digital: 174655.
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tico para todos aquellos contribuyentes que se encuentran en la misma situa-
ción frente a la ley. En consecuencia, la tarifa contenida en el artículo 5o., 
fracción I, de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos no 
transgrede los principios tributarios de proporcionalidad y equidad conteni
dos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos."29

En razón de lo anterior, no son inconstitucionales los actos reclamados 
del Congreso del Estado de Jalisco, consistentes en la discusión, aprobación 
y expedición del Decreto contentivo del artículo 22, fracción I, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil 
diecinueve, ni los actos reclamados del gobernador del Estado de Jalisco, con
sistentes en su promulgación y orden de publicación, pues tales actos resul
tan acordes con las atribuciones que tienen dichas autoridades.

Por tanto, tampoco es inconstitucional la omisión que se reclama al 
gobernador del Estado de Jalisco, de vetar el cuestionado decreto.

Por lo que se refiere al alegato formulado por el agente del Ministerio 
Público de la Federación adscrito a este órgano jurisdiccional, debe decirse 
que este Tribunal Colegiado no tiene obligación de pronunciarse al respecto, 
en términos de la jurisprudencia 2a./J. 133/2019 (10a.), de título, subtítulo y 
texto siguientes:

"ALEGATOS EN EL RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. 
AL NO ESTAR EXPRESAMENTE REGULADOS EN LA LEY DE AMPARO, NO 
EXISTE OBLIGACIÓN DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DE PRONUN
CIARSE RESPECTO DE ELLOS. No existe disposición en la Ley de Amparo que 
prevea la formulación de alegatos en el recurso de revisión en amparo in
directo, lo cual obedece a la naturaleza sumaria de este medio de impugna-
ción, donde la litis está fijada y su materia se circunscribe a analizar si se 
ajusta a derecho lo resuelto por el Juez de Distrito, a la luz de los agravios que 
las partes expresen. Por ello, el órgano revisor no está obligado a pronunciar-
se sobre los alegatos al momento de dictar sentencia; esto, sin menoscabo 
del análisis oficioso de las causales de improcedencia que deba hacerse y sin 
que pase inadvertido que si durante la tramitación del recurso surge algún 
motivo de improcedencia, las partes tienen la obligación de comunicar esa 

29 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, agosto 2006, página 
399. Registro digital: 174329.
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circunstancia al Tribunal Colegiado de Circuito, en términos del artículo 64, 
párrafo primero, de la ley referida."30

Finalmente, se establece que en términos del artículo sexto transitorio 
de la Ley de Amparo, vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, las 
tesis de jurisprudencia invocadas en la presente ejecutoria que se integraron 
conforme a la ley de la materia abrogada, se estiman aplicables, toda vez que 
no se oponen a lo previsto en el ordenamiento jurídico citado en primer orden.

En estas condiciones, al no advertirse la ilegalidad de la sentencia recu
rrida, a la luz de los agravios formulados en su contra, lo que procede es con
firmar el fallo impugnado, bajo las consideraciones aquí expresadas.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.—Con la corrección de la incongruencia advertida, se con-
firma la sentencia recurrida que dictó la secretaria del Juzgado Décimo de 
Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco, 
en funciones de Juez de Distrito, en el expediente de amparo indirecto 611/2019, 
que terminó de engrosar el veintisiete de mayo de dos mil diecinueve.

SEGUNDO.—Se sobresee en el juicio de amparo promovido por Alimen
tos Rápidos de Occidente, Sociedad de Responsabilidad Limitada de Capital 
Variable, contra los actos reclamados del Ayuntamiento y Tesorería, ambos 
del Municipio de Guadalajara, Jalisco, por los motivos que se precisaron en la 
sentencia recurrida.

TERCERO.—La Justicia de la Unión no ampara ni protege a Alimentos 
Rápidos de Occidente, Sociedad de Responsabilidad Limitada de Capital 
Variable, contra los actos reclamados del Congreso del Estado de Jalisco, con
sistentes en la discusión, aprobación y expedición del Decreto por el que se 
expide la Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara, Jalisco, para el ejer
cicio fiscal dos mil diecinueve, en particular el artículo 22, que prevé el impues
to predial; y del gobernador del Estado de Jalisco, consistentes en la omisión de 
vetar el mencionado decreto, así como su promulgación y orden de publica
ción, por las razones contenidas en el fallo que se recurre.

30 Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas y Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo II, octubre de 2019, página 
1549. Registro digital: 2020712.
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Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos a su 
lugar de origen; háganse las anotaciones correspondientes y, en su oportuni
dad, archívese este expediente.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvió el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito, integrado por el Magistrado René 
Olvera Gamboa, presidente, la Magistrada Gloria Avecia Solano, ponente, y el 
Magistrado Jesús de Ávila Huerta.

Nota: Las tesis de rubros: "IMPUESTOS, PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE EN MATERIA 
DE, CONSAGRA LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", "IMPUESTOS, ELEMENTOS ESENCIA
LES DE LOS. DEBEN ESTAR CONSIGNADOS EXPRESAMENTE EN LA LEY.", "IMPUES
TOS, VALIDEZ CONSTITUCIONAL DE LOS." e "IMPUESTOS, PROPORCIONALIDAD Y 
EQUIDAD DE LOS." y de claves: P. CXLVIII/97, P. XXII/95, P./J. 109/99, P./J. 10/2003 y P./J. 
117/2006 citadas en esta ejecutoria, aparecen publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 91-96, Primera Parte, julio a diciembre de 
1976, páginas 173 y 172; 187-192, Primera Parte, julio a diciembre de 1984, página 
111 y 199-204, Primera Parte, julio a diciembre de 1985, página 144 y en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos VI, noviembre de 
1997, página 78; I, junio de 1995, página 37; X, noviembre de 1999, página 22; XVII, 
mayo de 2003, página 144 y XXIV, octubre de 2006, página 998, con números de 
registro digital: 232797, 232796, 232308, 232197, 197375, 200367, 192849, 184291 y 
174098, respectivamente.

La sentencia relativa a la acción de inconstitucionalidad 29/2008 citada en esta ejecuto-
ria, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXVIII, agosto de 2008, página 327, con número de registro digital: 21099.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA 
LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JALIS­
CO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL CONTENER UNA 
TABLA PARA SU CÁLCULO QUE PERMITE QUE AL AUMENTAR 
EN UNA UNIDAD EL LÍMITE SUPERIOR DE UN RANGO, LOS 
CONTRIBUYENTES QUEDEN COMPRENDIDOS EN EL SIGUIEN­
TE, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE PROPOR­
CIONALIDAD Y EQUIDAD. El precepto citado contiene una tabla para 
calcular el impuesto predial, basada en una estructura de rangos deno
minados límite inferior y límite superior, una cuota fija y una tasa mar
ginal para aplicarse sobre el excedente del límite inferior, en relación 
con el valor fiscal del inmueble de que se trate. En estas condiciones, 
el hecho de que al aumentar en una unidad el límite superior de un 
rango, los contribuyentes queden comprendidos en el siguiente, no eleva 
de forma desproporcional o inequitativa el monto de la contribución a 
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enterar, porque la tabla no determina una tarifa progresiva con base 
únicamente en la diferencia de un número, sino que señala una cuota 
fija a aplicar, en relación con la cantidad inmersa entre el límite inferior 
y el superior, además de una tasa marginal para cada rango, lo cual no da 
lugar a un incremento desmesurado, pues la tasa marginal no se aplica 
al hecho imponible en su totalidad, sino sólo a la porción que exceda del 
límite inferior de cada rango, a la cual se adicionará una cuota fija que 
gradúa el incremento entre rangos. Por tanto, la porción normativa 
mencionada no viola los principios tributarios de proporcionalidad y 
equidad, previstos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Polí
tica de los Estados Unidos Mexicanos Constitución.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO.

III.1o.A. J/4 A (10a.)

Amparo en revisión 261/2019. Cepa Internacional de Jalisco, S.A. de C.V. 18 de septiembre 
de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretario: Francisco 
Javier Elizarrarás Monroy.

Amparo en revisión 282/2019. Delia Fabiola González Jiménez y otra. 8 de octubre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Mauricio Fernando 
Villaseñor Sandoval.

Amparo en revisión 311/2019. Adolfo Tovar Macías. 8 de octubre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jesús de Ávila Huerta. Secretaria: Jacqueline Molina González.

Amparo en revisión 293/2019. Adriana Tovar Macías y otro. 15 de octubre de 2019. Unani-
midad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretario: Francisco Javier Elizarrarás 
Monroy.

Amparo en revisión 314/2019. Alimentos Rápidos de Occidente, S. de R.L. de C.V. 15 de 
octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretario: 
José Carlos Flores Santana.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE 
INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO, PARA 
EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER UNA REDUCCIÓN EN 
SU PAGO A LOS PREDIOS RÚSTICOS DESTINADOS A FINES AGRO­
PECUARIOS O LOS QUE TENGAN USO HABITACIONAL POR PARTE 
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DE SUS PROPIETARIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA.

AMPARO EN REVISIÓN 322/2019. EDUARDO MARTÍNEZ GONZÁLEZ. 
6 DE NOVIEMBRE DE 2019. UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: RENÉ OLVE
RA GAMBOA. SECRETARIO: RICARDO MANUEL GÓMEZ NÚÑEZ.

CONSIDERANDO:

X.—Son parcialmente fundados los argumentos de inconstitucionalidad.

Por cuestión de método, se analizan en orden diverso al propuesto.

Contrario a lo argumentado en el concepto de violación segundo, no re
sulta inconstitucional el precepto reclamado, al establecer que los propietarios 
o poseedores de inmuebles rústicos que se destinen a fines agropecuarios o 
tengan uso habitacional por parte de sus propietarios, aplicarán un factor de 
0.5 sobre el monto del impuesto que les corresponda pagar, después de apli-
car la tabla contenida en dicho numeral (lo que se traduce en una reducción 
del 50% del monto del impuesto) respecto a los propietarios o poseedores de 
predios urbanos.

A efecto de realizar un estudio atinente, es menester considerar el con-
tenido de los artículos 92 y 93 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de 
Jalisco, los cuales establecen:

"Artículo 92. Es objeto del impuesto predial, según el caso, la propiedad, 
la copropiedad, el condominio, la posesión, el usufructo y el derecho de super
ficie de predios, así como de las construcciones edificadas sobre los mismos.

"Para los efectos de este impuesto, se estará a las definiciones que sobre 
diversos conceptos contiene la Ley de Catastro Municipal."

"Artículo 93. Son sujetos de este impuesto:

"I. Los propietarios, copropietarios y condóminos de predios;

"II. Los titulares de certificados de participación inmobiliaria o de cual-
quier otro título similar;

"III. Los fideicomitentes y los fideicomisarios, según el caso;
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"IV. Los titulares de los derechos agrarios sobre la propiedad ejidal o 
comunal, de conformidad con el libro segundo, capítulo sexto, de la Ley Fede-
ral de la Reforma Agraria; así como los propietarios o poseedores, a título de 
dueño, de las construcciones permanentes que se hagan en predios ejidales 
o comunales;

"V. Quienes tengan la posesión, a título de dueño o útil, de predios;

"VI. Los poseedores que, por cualquier título, tengan la concesión del uso 
y goce de predios de dominio del Estado, de sus Municipios o de la Federación;

"VII. Los poseedores de bienes vacantes, mientras los detenten;

"VIII. Los usufructuarios; y

"IX. Los propietarios de predios donde se ubiquen plantas de beneficio, 
establecimientos mineros y metalúrgicos, en los términos de la legislación 
federal de la materia."

De lo transcrito se advierte que los preceptos citados establecen el 
objeto del impuesto predial, así como quiénes son los sujetos del referido 
tributo.

El impuesto predial ha sido definido como: "el gravamen que recae sobre 
la propiedad y posesión de los bienes inmuebles".

Doctrinariamente, este tributo se ha clasificado como un gravamen direc
to, que recae sobre el poseedor o propietario del inmueble; también se clasi-
fica como real, debido a que grava valores económicos determinados por una 
cosa o un bien (suelo, o éste y las construcciones adheridas a él); y, local, ya 
que es el Municipio el orden de gobierno que se encarga de su recaudación 
y control, aunque quienes establecen el gravamen son las Legislaturas Locales, 
en acatamiento a lo establecido en la fracción IV del artículo 31 de la Consti-
tución Federal.

El citado numeral 31, fracción IV, de la Ley Fundamental establece los 
principios de proporcionalidad y equidad de los tributos. Textualmente dice:

"Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

"...
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"IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del 
Distrito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la manera propor-
cional y equitativa que dispongan las leyes."

La proporcionalidad radica, medularmente, en que los sujetos pasivos 
deben contribuir al gasto público en función de su respectiva capacidad eco-
nómica, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus ingresos, utilida-
des o rendimientos.

Conforme a este principio, los gravámenes deben fijarse de acuerdo 
con la capacidad económica de cada sujeto pasivo, de manera que las perso-
nas que obtengan ingresos elevados tributen en forma cualitativamente su-
perior a los de medianos y reducidos recursos. Así pues, la proporcionalidad 
está vinculada con la capacidad económica de los contribuyentes que debe 
ser gravada diferencialmente, conforme a tarifas progresivas, para que en cada 
caso el impacto sea distinto, no sólo en cantidad, sino en lo tocante al mayor 
o menor sacrificio reflejado cualitativamente en la disminución patrimonial que 
proceda, y que debe encontrarse en proporción a los ingresos obtenidos.

Por su parte, el principio de equidad radica en la igualdad ante la mis
ma ley tributaria de todos los sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en 
tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en lo concerniente a 
hipótesis de causación, acumulación de ingresos gravables, deducciones per
mitidas, plazos de pago, entre otros aspectos, debiendo únicamente variar las 
tarifas tributarias aplicables de acuerdo con la capacidad económica de cada 
contribuyente, para respetar el principio de proporcionalidad antes men-
cionado.

Lo narrado permite colegir que la equidad tributaria no es otra cosa 
que la igualdad que los contribuyentes de un mismo impuesto deben guardar 
frente a la norma jurídica que lo establece y regula.

La equidad tributaria significa, en consecuencia, que los contribuyen-
tes de un mismo impuesto deben guardar una situación de igualdad frente a 
la norma jurídica que lo establece y regula.

Al respecto, puede consultarse el siguiente criterio:

"PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS ESTABLECIDAS EN 
EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL.—El artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución establece los principios de proporcionalidad y equidad en 
los tributos. La proporcionalidad radica, medularmente, en que los sujetos 
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pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva 
capacidad económica, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus 
ingresos, utilidades o rendimientos. Conforme a este principio, los graváme-
nes deben fijarse de acuerdo con la capacidad económica de cada sujeto 
pasivo, de manera que las personas que obtengan ingresos elevados tributen 
en forma cualitativa superior a los de medianos y reducidos recursos. El cum
plimiento de este principio se realiza a través de tarifas progresivas, pues 
mediante ellas se consigue que cubran un impuesto en monto superior los 
contribuyentes de más elevados recursos. Expresado en otros términos, la 
proporcionalidad se encuentra vinculada con la capacidad económica de los 
contribuyentes que debe ser gravada diferencialmente, conforme a tarifas 
progresivas, para que en cada caso el impacto sea distinto, no sólo en canti-
dad, sino en lo tocante al mayor o menor sacrificio reflejado cualitativamente 
en la disminución patrimonial que proceda, y que debe encontrarse en pro-
porción a los ingresos obtenidos. El principio de equidad radica medularmen-
te en la igualdad ante la misma ley tributaria de todos los sujetos pasivos de 
un mismo tributo, los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento 
idéntico en lo concerniente a hipótesis de causación, acumulación de ingre-
sos gravables, deducciones permitidas, plazos de pago, etc., debiendo única-
mente variar las tarifas tributarias aplicables, de acuerdo con la capacidad 
económica de cada contribuyente, para respetar el principio de proporcionali
dad antes mencionado. La equidad tributaria significa, en consecuencia, que 
los contribuyentes de un mismo impuesto deben guardar una situación de 
igualdad frente a la norma jurídica que lo establece y regula." (Séptima Época. 
Registro digital: 232309. Instancia: Pleno. Jurisprudencia. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Volúmenes 187-192, Primera Parte, julio a diciembre 
de 1984. Materias: constitucional y administrativa. Página: 113.)

El artículo cuya constitucionalidad se cuestiona establece:

"Artículo 22. Este impuesto se causará y pagará de forma bimestral de 
conformidad con las disposiciones contenidas en el capítulo correspondien-
te de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, y de acuerdo a lo que 
resulte de aplicar a la base fiscal, las tasas y tarifas a que se refiere esta sec-
ción y demás disposiciones establecidas en la presente ley; debiendo aplicar 
en los supuestos que correspondan, las siguientes tasas:

"I. Predios rústicos y urbanos:

"Para predios cuyo valor real se determine en los términos de la Ley de 
Hacienda Municipal del Estado de Jalisco y la Ley de Catastro Municipal del 
Estado de Jalisco, sobre el valor determinado, se aplicará la tabla 1:
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Tabla 1

Límite inferior Límite superior Cuota fija 

Tasa marginal 
sobre excedente 

del límite 
inferior 

0.00 776,142.90 0.00 0.000254

776,142.91 1,053,400.41 197.14 0.000254

1,053,400.42 1,325,856.37 267.56 0.000279

1,325,856.38 1,668,739.75 343.69 0.000305

1,668,739.76 2,188,818.99 448.20 0.000330

2,188,819.00 3,146,685.51 619.93 0.000356

3,146,685.52 4,944,269.46 960.55 0.000381

4,944,269.47 9,858,156.01 1,645.43 0.000406

9,858,156.02 42,976,151.21 3,642.43 0.000432

42,976,151.22 en adelante 17,942.78 0.000457

"Para el cálculo del impuesto predial bimestral, al valor fiscal se le dis-
minuirá el límite inferior que corresponda y a la diferencia de excedente del 
límite inferior, se le aplicará la tasa marginal sobre el excedente del límite in-
ferior, al resultado se le sumará la cuota fija que corresponda, y el importe de 
dicha operación será el impuesto predial a pagar en el bimestre.

"Para el cálculo del impuesto predial bimestral se deberá de aplicar la 
siguiente fórmula:

"((VF-LI)*T)+CF = Impuesto predial a pagar en el bimestre 

"En donde:

"VF = valor fiscal

"LI = Límite inferior correspondiente

"T = Tasa marginal sobre excedente del límite inferior correspondiente
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"CF = Cuota fija correspondiente

"Si los predios rústicos a que se refiere esta fracción cuentan con dicta
men que valide que se destinen a fines agropecuarios, o tengan un uso habi-
tacional por parte de sus propietarios, se les aplicará un factor de 0.5 sobre el 
monto del impuesto que les corresponda pagar.

"Tratándose de predios baldíos que no reúnan las características que 
se señalan en el artículo 25 de esta ley, cuyo valor real se determine en los tér
minos de las Leyes de Hacienda Municipal y de Catastro Municipal del Estado 
de Jalisco, sobre el valor determinado, se les aplicará por razones extrafisca-
les, una sobre tasa (sic) del 100% respecto de la tasa que le corresponda al 
aplicar la tabla 1 de este artículo.

"La anterior sobre tasa se aplica en congruencia con las políticas públicas 
en materia de desarrollo urbano, como la del repoblamiento del Municipio, 
para evitar el deterioro de la imagen urbana, tiraderos clandestinos de residuos, 
focos de infección que deterioran la salud pública y propician inseguridad; 
así entonces esta sobre tasa (sic) busca incentivar a los propietarios de esos 
predios para que hagan un mejor uso y aprovechamiento de éstos que deriven 
en un impacto ambiental positivo y coadyuven a mejorar la calidad de vida de 
los habitantes del Municipio."

Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado 
que el cumplimiento de los principios de razonabilidad y proporcionalidad en 
la confección legislativa implica, en casos como el mostrado:

a) Perseguir una finalidad constitucionalmente legítima; 

b) Ser adecuada, idónea, apta y susceptible de alcanzar el fin perseguido; 

c) Ser necesaria, es decir, suficiente para lograr dicha finalidad, de tal 
forma que no implique una carga desmedida, excesiva o injustificada para 
el gobernado; y, 

d) Estar justificada en razones constitucionales.

Lo anterior conforme al principio de legalidad, de acuerdo con el cual 
el legislador no puede actuar con exceso de poder ni arbitrariamente en per-
juicio de los gobernados.

Desde otra perspectiva, la razonabilidad, como principio aplicado al 
derecho, funge como herramienta del juzgador:
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a) Interpretativa, directiva o pragmática, en cuanto orienta la actividad 
de los creadores de las normas; 

b) Integradora, en tanto proporciona criterios para la resolución de lagu
nas jurídicas; 

c) Limitativa, ya que demarca el ejercicio de determinadas facultades; 

d) Fundamentadora del ordenamiento, en cuanto legitima o reconoce 
la validez de otras fuentes del derecho; y, 

e) Sistematizadora del orden jurídico. 

Además, dicho principio exige, en su aplicación, una relación lógica y pro
porcional entre los fines y los medios de una medida por la cual pueda otor-
gársele legitimidad.

Así, de dicha relación derivan las siguientes consecuencias:

I) La razonabilidad reestructura la base de una serie de criterios de aná
lisis que integran todos los juicios necesarios para comprender la validez de 
una medida;

II) Opera como pauta sustancial de validez y legitimidad en la creación 
normativa, en su aplicación e interpretación y, para esto, los juzgadores que 
tienen esta potestad deben analizar la norma de modo que ésta guarde una 
relación razonable entre los medios y los fines legítimos o constitucionales; 
además, para que la norma sea válida, es necesario que esté de acuerdo con 
las finalidades constitucionales o de derechos humanos y con sus principios. 
Así, un completo control de razonabilidad debe incluir el examen acerca de la 
afectación a los derechos fundamentales y su contenido esencial; y, 

III) Busca trascender la idea de que el control de razonabilidad es una 
mera ponderación o análisis de proporcionalidad, entre principios, ya que si 
bien ésta puede ser una propuesta plausible para la razonabilidad en la inter-
pretación, en cuanto control material de constitucionalidad y derechos huma
nos, se trata más bien de una herramienta que pretende examinar la relación 
entre los medios y fines mediatos e inmediatos de una medida, que debe ser 
proporcionada, pero no se limita únicamente a esto; además, debe analizarse 
la legitimidad de la finalidad, pues no cualquier finalidad propuesta es com-
patible con la esencia y fines de los derechos humanos de fuente nacional e 
internacional y el logro de sus objetivos.
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Luego, para un análisis acabado, resulta imprescindible examinar si el 
medio afecta, limita, restringe o altera el contenido esencial de otros derechos 
fundamentales, de acuerdo con la finalidad de máxima eficacia de la Consti-
tución y lograr la armonización de los derechos, conforme a los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, lo que se opone 
a entender que los derechos están en conflicto. En ningún caso puede poster-
garse un derecho, ya que quien tiene derecho merece protección.

Ello se sustenta en la jurisprudencia y tesis aislada siguientes: 

"IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. FUNCIONES Y CONSECUENCIAS 
EN EL USO DEL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD. La razonabilidad como 
principio aplicado al derecho, funge como herramienta: a) interpretativa, di-
rectiva o pragmática, en cuanto orienta la actividad de los creadores de las 
normas; b) integradora, en tanto proporciona criterios para la resolución de 
lagunas jurídicas; c) limitativa, ya que demarca el ejercicio de determinadas 
facultades; d) fundamentadora del ordenamiento, en cuanto legitima o recono-
ce la validez de otras fuentes del derecho; y, e) sistematizadora del orden jurí-
dico. Además, dicho principio exige una relación lógica y proporcional entre 
los fines y los medios de una medida, por la cual pueda otorgársele legitimi-
dad. Así, de dicha relación derivan las siguientes consecuencias: I) la razona-
bilidad reestructura la base de una serie de criterios de análisis que integran 
todos los juicios necesarios para comprender la validez de una medida; II) ope
ra como pauta sustancial de validez y legitimidad en la creación normativa, 
en su aplicación e interpretación, y para esto, los juzgadores que tienen esta 
potestad deben analizar la norma de modo que ésta guarde una relación razo
nable entre los medios y los fines legítimos o constitucionales; además, para 
que la norma sea válida, es necesario que esté de acuerdo con las finalidades 
constitucionales o de derechos humanos y con sus principios. En este senti-
do, un completo control de razonabilidad debe incluir el examen acerca de la 
afectación a los derechos fundamentales y su contenido esencial; y, III) busca 
trascender la idea de que el control de razonabilidad es una mera ponderación 
o análisis de proporcionalidad, entre principios, ya que si bien ésta puede ser 
una propuesta plausible para la razonabilidad en la interpretación, en cuanto 
control material de constitucionalidad y derechos humanos, se trata más bien 
de una herramienta que pretende examinar la relación entre los medios y fines 
mediatos e inmediatos de una medida, que debe ser proporcionada, pero no 
se limita únicamente a esto; además, debe analizarse la legitimidad de la fi-
nalidad, pues no cualquier finalidad propuesta es compatible con la esencia 
y los fines de los derechos humanos de fuente nacional e internacional y el 
logro de sus objetivos. Luego, para un análisis acabado, resulta imprescindible 
examinar si el medio afecta, limita, restringe o altera el contenido esencial de 
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otros derechos fundamentales, de acuerdo con la finalidad de máxima efica-
cia de la Constitución y lograr la armonización de los derechos, conforme a los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, 
lo que se opone a entender que los derechos están en conflicto. En ningún 
caso puede postergarse un derecho, ya que quien tiene derecho merece 
protección." (Décima Época. Registro digital: 2007923. Instancia: Primera Sala. 
Tesis: aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 12, 
Tomo I, noviembre de 2014. Materia: constitucional. Tesis: 1a. CCCLXXXV/2014 
(10a.). Página: 719 «y Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de 
noviembre de 2014 a las 9:20 horas».)

"GARANTÍAS INDIVIDUALES. EL DESARROLLO DE SUS LÍMITES Y LA 
REGULACIÓN DE SUS POSIBLES CONFLICTOS POR PARTE DEL LEGIS
LADOR DEBE RESPETAR LOS PRINCIPIOS DE RAZONABILIDAD Y PROPOR-
CIONALIDAD JURÍDICA.—De los criterios emitidos por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación se advierte que el cumplimiento de los principios de ra
zonabilidad y proporcionalidad implica que al fijar el alcance de una garantía 
individual por parte del legislador debe: a) perseguir una finalidad constitucio
nalmente legítima; b) ser adecuada, idónea, apta y susceptible de alcanzar el 
fin perseguido; c) ser necesaria, es decir, suficiente para lograr dicha finalidad, 
de tal forma que no implique una carga desmedida, excesiva o injustificada 
para el gobernado; y, d) estar justificada en razones constitucionales. Lo an-
terior conforme al principio de legalidad, de acuerdo con el cual el legislador 
no puede actuar en exceso de poder ni arbitrariamente en perjuicio de los 
gobernados." (Novena Época. Registro digital: 170740. Instancia: Pleno. Juris-
prudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, 
diciembre de 2007. Materia: constitucional. Tesis: P./J. 130/2007. Página: 8.)

La transcrita fracción I del precepto reclamado establece una disminu-
ción en el pago del impuesto predial determinado, de un factor de 0.5, que co
rresponda al impuesto predial, lo que implica una reducción del impuesto 
concedido a los predios rústicos destinados a fines agropecuarios.

Ahora bien, la palabra "praedium" deriva del latín y se encuentra confor-
mada por las siguientes partes:

• El prefijo "prae", que puede traducirse como "antes".

• El sustantivo "aedes", que es sinónimo de "casa o templo".

En el sentido más amplio, un predio es una pertenencia inmueble de 
una cierta extensión superficial. Puede decirse, por tanto, que los predios son 
tierras o terrenos delimitados.
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Así, es posible clasificar a los predios de distinta manera según su ubi
cación. Un predio urbano es aquel que se encuentra en un sitio poblado, mien
tras que un predio rústico está situado en las afueras y, por lo general, se 
destina a tareas rurales.

Precisa destacar que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha establecido que los predios destinados totalmente a fines agrope-
cuarios no se encuentran en una situación similar, en comparación con el 
resto de los contribuyentes que son sujetos del impuesto predial, lo que justi-
fica que se les dé un trato diverso para efectos de tal tributo.

El criterio del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación está 
contenido en la tesis de rubro, texto y datos de identificación siguientes: 

"PREDIAL. LAS EXENCIONES ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 23 DE 
LA LEY DE HACIENDA DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL, VIGEN
TE A PARTIR DE 1990, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTA-
RIA.—El precepto legal citado no contraviene el principio de equidad tributaria 
consagrado en el artículo 31, fracción IV, constitucional al exentar del pago 
del impuesto predial a los propietarios o poseedores de los inmuebles que ahí 
se describen, a saber, los de uso común, los del Departamento del Distrito 
Federal, los del dominio público de la Federación, incluyendo los de organis-
mos descentralizados en los términos de la fracción VI del artículo 34 de la 
Ley General de Bienes Nacionales, las pistas y predios accesorios, andenes y 
torres de control de los aeropuertos federales, los andenes y vías férreas, las 
vías y andenes de los sistemas de transporte colectivo operado por el Depar-
tamento del Distrito Federal o por entidades paraestatales adscritas al mismo 
y los predios que sean ejidos o constituyan bienes comunales explotados total
mente para fines agropecuarios, pues éstos se encuentran en situación diferen
te a la del resto de los contribuyentes del impuesto, ya sea por el uso o destino 
del inmueble objeto del tributo o en virtud de la condición objetiva que refleja 
intereses sociales o económicos de los sujetos exentos que los diferencia del 
resto de los sujetos pasivos del gravamen y que amerita se les dé un tratamiento 
fiscal desigual por encontrarse en situación desigual." (Octava Época. Regis-
tro digital: 205562. Instancia: Pleno. Tesis: aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Número 67, julio de 1993. Materias: administrativa y 
constitucional. Tesis: P. XLIII/93. Página: 26.)

De tal forma, el artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Munici-
pio de Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, en opo-
sición a lo alegado por la quejosa, no es violatorio de los principios de equidad 
y proporcionalidad tributarias, contenidos en el numeral 31, fracción IV, de la 
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Constitución Federal, al establecer la reducción en el pago del impuesto en 
un factor de 0.5 al tributo determinado.

El referido artículo, en la porción que se vincula a las actividades agro-
pecuarias no vulnera los principios de equidad y proporcionalidad tributaria, 
ya que tal diferenciación persigue una finalidad constitucionalmente válida, 
adecuada para el logro de tal fin y, además, guarda una relación razonable 
con el objeto que se procura alcanzar.

En el caso, como ya se precisó, el Pleno del Máximo Tribunal del País 
precisó, entre otros, que el uso o destino agropecuario del inmueble objeto 
del tributo refleja intereses sociales o económicos de los propietarios que los 
diferencia del resto de los sujetos pasivos del gravamen y que amerita se les dé 
un tratamiento fiscal desigual por encontrarse en situación desigual.

Por ello, se estima que el legislador, al conceder el beneficio cuestionado 
a las personas, respetó el principio de equidad tributaria, pues la distinción 
se encuentra justificada en el hecho de que a través de dicho incentivo se 
cumple con la finalidad constitucional perseguida, consistente en fomentar 
el sector agropecuario, pues se apoya a diversas integrantes de dicha área de 
desarrollo con mayor intensidad en aras de contribuir al crecimiento econó-
mico del país.

Lo anterior es así, pues las personas que desarrollan actividades agríco
las se ubican en el sector primario (producción alimentaria) y, por tanto, es 
razonable que se les otorgue un trato diferenciado.

Por otro lado, la norma controvertida no transgrede las garantías de 
proporcionalidad y equidad tributarias a que se refiere el artículo 31, fracción 
IV, de la Constitución Federal, porque se trata de propietarios o poseedores de 
predios con distintas características; por una parte, se trata de predios rústicos 
y, por otra, predios urbanos, lo que hace que los contribuyentes no se ubiquen 
dentro de la misma categoría de causante o en la misma hipótesis de causa-
ción, ya que, entre otras cuestiones, el impuesto se causa atendiendo a la 
ubicación del inmueble objeto del gravamen.

En lo conducente, puede acudirse a la tesis P. LVIII/90, del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece lo siguiente: 

"PREDIAL. EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY DE INGRESOS DE LOS MUNICI-
PIOS DEL ESTADO DE GUERRERO PARA 1989 NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD.—El artículo citado no viola el principio de equidad establecido en 
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el artículo 31, fracción IV, constitucional, al establecer diferentes tasas aplica-
bles sobre el valor catastral determinado para el pago del impuesto predial, 
según se trate de predios urbanos ubicados o no en zonas predominante-
mente turísticas, de predios rústicos, edificados, que contengan plantas de 
beneficio y establecimientos metalúrgicos, o sean ejidales o comunales, pues 
estos factores hacen diferentes las características de los predios y por tanto 
la situación de los contribuyentes, lo cual justifica el establecimiento de una 
tasa igual para los causantes que se encuentran en la misma situación deri-
vada de las características de sus predios, y una tasa diferente para aquellos 
cuya situación es también distinta según la ubicación, destino o uso, y demás 
particularidades de los predios." (Octava Época. Registro digital: 205842. Ins-
tancia: Pleno. Tesis: aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo 
VI, Primera Parte, julio-diciembre de 1990. Materias: constitucional y adminis-
trativa. Página: 17.)

En similar criterio se pronunció este Tribunal Colegiado, al resolver los 
amparos en revisión 721/2015, 289/2019 y 323/2019, en sesiones celebradas el 
doce de julio de dos mil dieciséis, así como dieciocho y treinta de septiembre 
del año en curso, respectivamente.

En relación con los diversos criterios invocados en el concepto de vio-
lación en estudio, debe decirse que no son útiles para apoyar los argumentos 
del quejoso, por las razones antes expuestas.

Por otra parte, es fundado el concepto de violación primero.

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la 
jurisprudencia 2a./J. 109/2007, con registro digital: 172170, visible en la pági-
na 336, Tomo XXV, junio de 2007, Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, que dice: 

"PREDIAL. EL ARTÍCULO 8o., FRACCIÓN I, INCISOS A) Y C), DE LAS 
LEYES DE INGRESOS PARA EL MUNICIPIO DE ACAPULCO DE JUÁREZ, 
GUERRERO, PARA LOS EJERCICIOS FISCALES DE 2005 Y 2006, TRANSGRE-
DE LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIA.—
El citado precepto al establecer que el impuesto predial se pagará, respecto 
de predios urbanos y suburbanos baldíos, a una tasa del veinte al millar anual 
sobre el valor catastral determinado (inciso a), y en relación con predios urba-
nos y suburbanos edificados, a una tasa del doce al millar anual sobre el valor 
catastral determinado (inciso c), transgrede los principios de proporcionali-
dad y equidad tributaria contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Cons
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no obstante que los 
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contribuyentes tienen las mismas características objetivas (ser propietarios o 
poseedores de predios urbanos o suburbanos) y realizan un mismo hecho 
generador del gravamen (propiedad o tenencia de un predio urbano o subur-
bano), lo que hace que constituyan una misma categoría, el legislador local 
les otorga un tratamiento desigual por el solo hecho de que el predio esté 
baldío o edificado, además de que desatiende a la real capacidad contributiva 
del causante en relación con el valor real del predio, ya que obliga a contribuir 
en mayor proporción al propietario o poseedor de un baldío que al de un pre-
dio edificado."

Como se observa, la Segunda Sala del Alto Tribunal, al analizar la cons-
titucionalidad del artículo 8o., fracción I, incisos a) y c), de las Leyes de Ingresos 
para el Municipio de Acapulco de Juárez, Guerrero, para los ejercicios fiscales 
dos mil cinco y dos mil seis, respectivamente, sostuvo que dichos preceptos re
sultan violatorios del principio de equidad tributaria, al establecer para los 
contribuyentes del impuesto predial, propietarios o poseedores de predios y 
suburbanos baldíos, la obligación de pagar una tasa del veinte al millar anual 
sobre el valor catastral determinado, mientras que a los propietarios o posee-
dores de predios urbanos y suburbanos edificados, se les obliga a pagar el 
impuesto predial una tasa del doce al millar anual sobre el valor catastral 
determinado.

Arribó a tal determinación, al considerar que a los primeros contribu-
yentes se les sitúa en un plano de desigualdad frente a los segundos, pues no 
obstante que ambos tipos de contribuyentes tienen las mismas características 
objetivas (ser propietarios o poseedores de predios urbanos o suburbanos y 
las construcciones ubicadas en ellos) y realizan un mismo hecho generador 
del gravamen (la propiedad o tenencia de predios urbanos o suburbanos y las 
construcciones adheridas a los mismos), lo que hace que constituyan una 
misma categoría, el legislador local les otorga un trato desigual, por el solo 
hecho de que el predio esté baldío o edificado, sin que para ello exista una 
razón legal que justifique esa desigualdad.

Asimismo, indicó la aludida Segunda Sala que ese trato desigual gene-
ra, a su vez, que se viole el principio de proporcionalidad tributaria, dado que 
establece un pago mayor del impuesto predial a los propietarios o poseedores 
de predios urbanos y suburbanos baldíos y un pago menor sobre ese concep-
to, a los propietarios o poseedores de predios urbanos y suburbanos edifica-
dos, lo que revela que no se atiende a la auténtica capacidad contributiva en 
cada caso; esto es, en relación al valor real del predio, pues el objeto del im-
puesto predial, en lo que interesa, es la propiedad o posesión de los predios 
urbanos y suburbanos, teniendo más capacidad económica los propieta-
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rios de predios urbanos y suburbanos edificados, que aquellos que sólo tienen 
baldíos, lo cual resulta ser contrario a lo dispuesto en los preceptos legales 
respectivos.

Relacionado con lo anterior, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación emitió la jurisprudencia 2a./J. 9/2012 (10a.), con registro 
digital: 2000230, visible en la página 1123, Libro V, Tomo 2, febrero de 2012, 
Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: 

"IMPUESTO PREDIAL. EFECTOS DE LAS SENTENCIAS QUE DECLAREN 
VIOLATORIO DEL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA EL ESTABLECIMIENTO 
DE UNA TASA SUPERIOR PARA LOS PREDIOS URBANOS NO EDIFICADOS 
(LEGISLACIÓN DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO).—El artículo 21 
de las Leyes de Ingresos del Municipio de Guadalajara, Jalisco, para los ejer-
cicios fiscales de 2010 y 2011, establece, entre otros supuestos, que el im-
puesto predial se causará y pagará acorde con lo que resulte de aplicar la 
tasa del 0.23 sobre el valor real de los predios urbanos edificados, y del 0.81 
sobre el valor real de los no edificados. Ahora, aun cuando a esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación no le ha correspondido examinar la constitu-
cionalidad de tales ordenamientos, la sola existencia de ejecutorias de Tri
bunales Colegiados de Circuito que han declarado violatorio del principio de 
equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el establecimiento de una tasa 
superior para los predios no edificados respecto a los que sí lo estén, señalando 
distintas formas de cumplir con dichas sentencias, obliga a fijar sus alcan-
ces, a fin de proporcionar seguridad jurídica. Para este propósito se determi-
na que, por regla general, la concesión del amparo contra una ley fiscal tiene 
por efecto que no se aplique al quejoso el precepto declarado inconstitucio-
nal y que se le restituyan las cantidades enteradas con apoyo en él, tomándo-
se en cuenta que el Tribunal en Pleno en la jurisprudencia P./J. 18/2003, de 
rubro: ‘EXENCIÓN PARCIAL DE UN TRIBUTO. LOS EFECTOS DEL AMPARO 
CONCEDIDO CONTRA UNA NORMA TRIBUTARIA INEQUITATIVA POR NO 
INCLUIR EL SUPUESTO EN QUE SE HALLA EL QUEJOSO DENTRO DE AQUÉ-
LLA, SÓLO LO LIBERA PARCIALMENTE DEL PAGO.’, sostuvo que cuando la 
protección se otorga exclusivamente por el trato fiscal injustificadamente 
diferenciado, la sentencia no tiene por efecto liberar al quejoso del pago de la 
totalidad del tributo, sino únicamente de hacer extensivo el beneficio otorgado 
por la ley a determinados contribuyentes que se encontraban en su misma 
situación, porque la concesión del amparo no recayó sobre los elementos 
esenciales del impuesto y, por tanto, no existe obstáculo alguno que impida 
su posterior aplicación, a condición de que se le brinde el mismo trato que a 
aquellos sujetos a los que la ley situó en una posición más favorable que a otros. 
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De manera que, en los casos en que se haya estimado que la tasa del 0.81 
sobre el valor real de los predios urbanos no edificados es contraria al prin
cipio de equidad tributaria, la restitución al quejoso en el pleno goce de la 
garantía individual violada consistirá, por un lado, en hacerle extensiva en un 
futuro la tasa del 0.23 sobre el valor real de los predios urbanos edificados 
y, por otro, en devolverle, en su caso, las cantidades que hubiere pagado corres
pondientes al diferencial entre ambas cantidades, el cual es del orden de 0.58 
puntos, ya que la concesión del amparo no impide a la autoridad fiscal cobrar 
el impuesto predial, siempre y cuando lo haga conforme a la tasa aplicable a 
quienes, según la ejecutoria a cumplimentar, se encontraban en la misma 
situación que el quejoso frente a la ley tributaria."

Además, el Pleno de Circuito en Materia Administrativa del Tercer Cir-
cuito, al resolver la contradicción de tesis 3/2016, integró la jurisprudencia, 
PC.III.A. J/24 A (10a.), con registro digital: 2013540, visible en la página 1744, 
Libro 38, Tomo III, enero de 2017, Décima Época de la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación «y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
27 de enero de 2017 a las 10:28 horas», de título, subtítulo y texto siguientes: 

"PREDIAL. EL ARTÍCULO 41, FRACCIÓN II, INCISO B), DE LA LEY DE 
INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZAPOPAN, JALISCO, PARA EL EJERCICIO 
FISCAL 2015, AL ESTABLECER TASAS DIFERENCIADAS PARA PAGAR DICHO 
IMPUESTO, CUANDO SE TRATE DE PREDIOS URBANOS CON O SIN EDI
FICACIÓN, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA, AL NO 
ACREDITARSE UN FIN EXTRAFISCAL. El precepto mencionado, al establecer 
que el impuesto predial se causará y pagará acorde con lo que resulte de 
aplicar la tasa del 0.23 sobre el valor real de los predios urbanos edificados, y 
del 0.81 sobre el valor real de los no edificados, viola el principio de equidad 
tributaria previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, pues no obstante que los contribuyentes tienen 
iguales características objetivas (ser propietarios o poseedores de predios 
urbanos y las construcciones ubicadas en ellos) y realizan idéntico hecho ge
nerador del gravamen (propiedad o tenencia de un predio urbano y las construc
ciones adheridas a éste), lo que hace que constituyan una misma categoría, el 
legislador local les otorga un trato desigual por el solo hecho de que el predio 
esté o no edificado. Lo anterior es así, porque aun cuando el fundamento legal 
de los fines extrafiscales se encuentra en el artículo 25 de la Constitución Fede
ral, como un instrumento eficaz de la política financiera, económica y social 
que el Estado tenga interés en impulsar, orientar o desincentivar ciertas acti-
vidades o usos sociales, si se consideran útiles o no para el desarrollo armó-
nico de la población; empero, no obstante que el legislador, en la exposición 
de motivos de la iniciativa de la citada legislación, sustentó la diferencia en el 
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cobro de las tasas del impuesto predial entre predios edificados y no edifica-
dos, con base en un fin extrafiscal, para regular la conducta o actividad de los 
propietarios o poseedores, esa distinción no se encuentra objetiva y razona-
blemente justificada para atribuirle la característica de fin extrafiscal."

Dicho Pleno de Circuito determinó que el impuesto predial, contenido 
en el artículo 41, fracción II, inciso b), del Municipio de Zapopan, Jalisco, para 
dos mil quince, que establece que se causará y pagará acorde con lo que re-
sulte de aplicar la tasa del 0.23 sobre el valor real de los predios urbanos 
edificados y del 0.81 sobre el valor real de los no edificados, viola el principio 
de equidad tributaria previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no obstante que los contribu-
yentes tienen iguales características objetivas (ser propietarios o poseedores 
de predios urbanos y las construcciones ubicadas en ellos) y realizan idéntico 
hecho generador del gravamen (propiedad o tenencia de un predio urbano y 
las construcciones adheridas a éste), lo que hace que constituyan una misma 
categoría, por lo que el legislador local les otorga un trato desigual por el solo 
hecho de que el predio esté o no edificado, dado que concluyó que en la expo
sición de motivos de la iniciativa de la citada legislación sustentó la diferen-
cia en el cobro de las tasas del impuesto predial entre predios edificados y no 
edificados, con base en un fin extrafiscal, para regular la conducta o actividad 
de los propietarios o poseedores, esa distinción no se encuentra objetiva y 
razonablemente justificada para atribuirle la característica de fin extrafiscal, 
porque aun cuando el fundamento legal de los fines extrafiscales se encuen-
tra en el artículo 25 de la Constitución Federal, como un instrumento eficaz de 
la política financiera, económica y social que el Estado tenga interés en im-
pulsar, orientar o desincentivar ciertas actividades o usos sociales, si se con-
sideran útiles o no para el desarrollo armónico de la población, no se justifica 
tal desigualdad.

En esa tesitura, este órgano colegiado considera que tales criterios son 
aplicables analógicamente al caso que nos ocupa, aun cuando se trate de una 
legislación diferente a la reclamada; ello, si se tiene en cuenta que la misma 
contiene el mismo vicio de inconstitucionalidad, esto es, una tasa diferente 
para los predios edificados y no edificados, puesto que los baldíos (que no 
reúnan las características previstas en el numeral 25 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve), 
tienen una sobretasa del 100% respecto de los demás.

Como se ve, los preceptos reclamados contienen la misma nota distinti-
va que el diverso declarado inconstitucional por la Segunda Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, o sea, una tasa diferente para los predios 
edificados y no edificados.
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Ahora, este Tribunal Colegiado estima que las citadas jurisprudencias 
tienen aplicación en relación con normas de contenido similar a las analiza-
das en la misma, es decir, en las que se contenga la obligación de pagar el 
impuesto predial a quienes son propietarios de predios urbanos sin construc-
ciones, a tasas diferentes de los que están edificados, pues tales disposicio-
nes los colocan en un plano de desigualdad frente a estos últimos, sin que 
exista justificación objetiva y razonable alguna, ya que los sujetos del impues-
to, propietarios o poseedores de predios urbanos, con o sin edificaciones, 
forman una misma categoría de contribuyentes, por lo que deben encontrarse 
en igual situación frente a la ley.

De ahí que este tribunal federal, por analogía, considera la aplicabilidad 
del principio contenido en las mencionadas jurisprudencias y advierte que el 
artículo 22, fracción I, penúltimo párrafo, en relación con los párrafos primero 
y su tabla, y segundo, incluso su tarifa, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, sí se ubica en 
los parámetros definidos por el Alto Tribunal sobre el tema, en cuanto a la 
inconstitucionalidad de los preceptos que, como en el caso, establecen una 
sobretasa de pago del impuesto predial para los predios baldíos, respecto de 
los construidos.

Cabe agregar que del artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal 
se desprende, entre otras cuestiones, que las contribuciones deben estar des
tinadas a satisfacer el gasto público, es decir, el fundamento jurídico para 
tributar reside en la necesidad de los mexicanos de sufragar el gasto público, 
el cual está destinado a satisfacer las funciones y servicios públicos en bene-
ficio del pueblo. De aquí se sigue que al recaudar el Estado busca afrontar el 
gasto que le significará satisfacer las necesidades colectivas o sociales.

En efecto, el propósito fundamental de las contribuciones es el recau-
datorio para sufragar el gasto público de la Federación, Estados y Municipios, 
al cual se le puede agregar otro de similar naturaleza, relativo a que dichas 
contribuciones pueden servir como instrumentos eficaces de política finan-
ciera, económica y social que el Estado tenga interés en impulsar (fines extra-
fiscales); es decir, que tendrá que ser ineludiblemente el legislador quien 
establezca expresamente, en la exposición de motivos, dictámenes o en la 
misma ley, estos fines extrafiscales que persiguen las contribuciones con su 
imposición. Empero, ese trato diferenciado debe obedecer a fines extrafisca-
les plenamente justificados, pues está destinado a fomentar ciertas activida-
des o sectores económicos específicos.

En relación con las anteriores consideraciones, atinentes a que corres-
ponde al legislador justificar los fines extrafiscales en el proceso de creación 
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de las contribuciones –aunque pueden ocurrir casos excepcionales en los que 
la contribución esté encaminada a proteger o ayudar a clases marginales, en los 
que el fin extrafiscal resulta evidente–, es de aplicación la jurisprudencia 
1a./J. 46/2005, que sustentó la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXI, mayo de 2005, página 157, registro digital: 178454, 
que es del rubro y texto siguientes: 

"FINES EXTRAFISCALES. CORRESPONDE AL ÓRGANO LEGISLATIVO 
JUSTIFICARLOS EXPRESAMENTE EN EL PROCESO DE CREACIÓN DE LAS 
CONTRIBUCIONES.—Una nueva reflexión sobre el tema de los fines extrafis-
cales conduce a la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
a considerar que si bien es cierto que el propósito fundamental de las contri-
buciones es el recaudatorio para sufragar el gasto público de la Federación, 
Estados y Municipios, también lo es que puede agregarse otro de similar na-
turaleza, relativo a que aquéllas pueden servir como instrumentos eficaces 
de política financiera, económica y social que el Estado tenga interés en im-
pulsar (fines extrafiscales), por lo que ineludiblemente será el órgano legislativo 
el que justifique expresamente, en la exposición de motivos o en los dictáme-
nes o en la misma ley, los mencionados fines extrafiscales que persiguen las 
contribuciones con su imposición. En efecto, el Estado al establecer las con-
tribuciones respectivas, a fin de lograr una mejor captación de los recursos 
para la satisfacción de sus fines fiscales, puede prever una serie de mecanis-
mos que respondan a fines extrafiscales, pero tendrá que ser el legislador 
quien en este supuesto refleje su voluntad en el proceso de creación de la 
contribución, en virtud de que en un problema de constitucionalidad de leyes 
debe atenderse sustancialmente a las justificaciones expresadas por los ór-
ganos encargados de crear la ley y no a las posibles ideas que haya tenido o 
a las posibles finalidades u objetivos que se haya propuesto alcanzar. Lo ante
rior adquiere relevancia si se toma en cuenta que al corresponder al legislador 
señalar expresamente los fines extrafiscales de la contribución, el órgano de 
control contará con otros elementos cuyo análisis le permitirá llegar a la con-
vicción y determinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del precep-
to o preceptos reclamados. Independientemente de lo anterior, podrán existir 
casos excepcionales en que el órgano de control advierta que la contribución 
está encaminada a proteger o ayudar a clases marginales, en cuyo caso el fin 
extrafiscal es evidente, es decir, se trata de un fin especial de auxilio y, por tan
to, no será necesario que en la iniciativa, en los dictámenes o en la propia ley 
el legislador exponga o revele los fines extrafiscales, al resultar un hecho no-
torio la finalidad que persigue la contribución respectiva."

En ese contexto, debe decirse que los impuestos con fines extrafisca-
les son aquellos que se establecen con un objetivo distinto del recaudatorio; es 
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decir, mediante este tipo de impuestos el Estado no persigue como objetivo 
fundamental allegarse de recursos para afrontar el gasto público (aunque los 
recursos que se obtengan con motivo de tales impuestos deben destinarse a 
dicho gasto), sino que busca impulsar, orientar o desincentivar ciertas activi-
dades o usos sociales, según sean considerados útiles o no para el desarrollo 
armónico del país. 

Así, los impuestos que tienen los mencionados fines constituyen instru
mentos de política financiera, económica y social que el Estado emplea para 
encauzar, incentivar o desalentar determinadas actividades o sectores econó-
micos para el mejoramiento y desarrollo del país. El establecimiento de impues
tos con fines extrafiscales encuentra sustento en los artículos 25, párrafos 
primero, tercero, cuarto y séptimo, así como 73, fracciones XXIX y XXX, ambos de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que en lo condu-
cente dicen: 

"Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional 
para garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la Soberanía 
de la Nación y su régimen democrático y que, mediante la competitividad, el 
fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución 
del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de 
los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Consti-
tución. La competitividad se entenderá como el conjunto de condiciones ne-
cesarias para generar un mayor crecimiento económico, promoviendo la 
inversión y la generación de empleo.

"...

"El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad eco-
nómica nacional, y llevará al cabo la regulación y fomento de las actividades 
que demande el interés general en el marco de libertades que otorga esta 
Constitución.

"Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad 
social, el sector público, el sector social y el sector privado, sin menoscabo 
de otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la 
nación.

"...

"Bajo criterios de equidad social, productividad y sustentabilidad se 
apoyará e impulsará a las empresas de los sectores social y privado de la eco
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nomía, sujetándolos a las modalidades que dicte el interés público y al uso, en 
beneficio general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y el 
medio ambiente."

"Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

"...

"XXIX. Para establecer contribuciones:

"...

"XXX. Para expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de hacer 
efectivas las facultades anteriores, y todas las otras concedidas por esta Cons
titución a los Poderes de la Unión."

Como se ve, el artículo 25 de la Constitución Federal establece que co
rresponde al Estado la rectoría económica del desarrollo nacional; de donde 
se colige que constituye uno de los fundamentos constitucionales para deter-
minar la constitucionalidad de los fines extrafiscales. Además, prevé que los 
fines extrafiscales no pueden justificar trato discriminatorio entre los contribu
yentes o gobernados. El Congreso de la Unión está facultado para establecer 
contribuciones y debe expedir, entre otras, las leyes que resulten indispensa-
bles para encauzar y fomentar el desarrollo económico del país y el crecimien
to del empleo, así como para lograr una justa distribución de la riqueza.

Resulta de aplicación a lo antes expuesto la jurisprudencia 1a./J. 28/2007, 
que aprobó la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXV, marzo de 2007, página 79, registro digital: 173020, que dice: 

"FINES EXTRAFISCALES. LAS FACULTADES DEL ESTADO EN MATERIA 
DE RECTORÍA ECONÓMICA Y DESARROLLO NACIONAL CONSTITUYEN 
UNO DE SUS FUNDAMENTOS.—De conformidad con el artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, corresponde al Estado 
la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y sus-
tentable, el cual debe ser útil para fortalecer la soberanía nacional y su régimen 
democrático, en el que se utilice al fomento como un instrumento de cre
cimiento de la economía, del empleo y para lograr una justa distribución del 
ingreso y de la riqueza, y que permita el pleno ejercicio de la libertad y digni-
dad de los individuos, grupos y clases sociales protegidos por la Constitución 
Federal, por lo que el ente estatal planeará, coordinará y orientará la actividad 
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económica, y llevará a cabo la regulación y fomento de las actividades que 
demande el interés general en el marco de libertades otorgado por la propia 
Ley Fundamental. Asimismo, el citado precepto constitucional establece que 
al desarrollo nacional concurrirán, con responsabilidad social, los sectores 
público, privado y social, así como cualquier forma de actividad económica 
que contribuya al desarrollo nacional; que el sector público tendrá, en exclu-
siva, el control y propiedad de las áreas estratégicas que señala la Consti
tución, y podrá participar con los sectores privado y social, en el impulso de 
las áreas prioritarias; que bajo criterios de equidad social y productividad se 
apoyará e impulsará a las empresas sociales y privadas, con sujeción a las 
modalidades que dicte el interés público, así como al uso de los recursos pro
ductivos, donde se atienda al beneficio general, cuidando su conservación y el 
medio ambiente, y que en la ley se alentará y protegerá la actividad económi-
ca de los particulares, y proveerá las condiciones para que el desenvolvimien
to del sector privado contribuya al desarrollo económico social. En congruencia 
con lo anterior, al ser los fines extrafiscales, razones que orientan a las leyes 
tributarias al control, regulación y fomento de ciertas actividades o sectores eco
nómicos, matizando sus objetivos con un equilibrio entre la rectoría estatal y 
las demandas del interés público, se concluye que el indicado artículo 25 cons
titucional constituye uno de los fundamentos de dichos fines, cuya aplicación 
debe reflejarse en la ley, sus exposiciones de motivos, o bien, en cualquiera de 
sus etapas de formación."

Conviene precisar que los fines extrafiscales se alcanzan no únicamente 
mediante el establecimiento de contribuciones, sino también con su exención. 
En efecto, se está frente a una exención cuando una disposición determina que 
una norma tributaria no es aplicable a supuestos de hecho que actualizan la 
hipótesis de dicha norma o cuando impide que se deriven los efectos jurídi-
cos del mandato, previsto en la propia norma para los sujetos delimitados en 
la disposición que fija la exención tributaria. De aquí se sigue que, si mediante 
ésta se libera de la obligación fiscal al sujeto pasivo de la relación tributaria, es 
inconcuso que tal liberación puede válidamente responder a criterios de equi
dad, conveniencia o política económica. Siendo así, mediante las exenciones 
el Estado puede conseguir que se incremente el bienestar material de los go
bernados cuya capacidad contributiva es baja o puede impulsar determinado 
sector productivo al evitar que el precio de algún producto se incremente con 
motivo de que el monto del impuesto se incorpore a dicho precio.

Lo expuesto en el párrafo precedente encuentra apoyo, en lo condu-
cente, en la tesis aislada P. XXXII/2007, sustentada por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, localizable en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, página 17, 
registro digital: 170754, que es del tenor siguiente: 
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"EXENCIONES TRIBUTARIAS. SU ESTABLECIMIENTO PUEDE BASARSE 
EN RAZONES EXTRAFISCALES.—Los impuestos con fines extrafiscales son 
aquellos que se establecen con un objetivo distinto del recaudatorio, es decir, 
mediante ese tipo de impuestos el Estado no persigue como objetivo fundamen
tal allegarse de recursos para afrontar el gasto público, sino impulsar, orientar 
o desincentivar ciertas actividades o usos sociales, según se consideren útiles 
o no para el desarrollo armónico del país. Ahora bien, si mediante las exencio-
nes se libera de la obligación fiscal al sujeto pasivo de la relación tributaria, es 
inconcuso que tal liberación puede válidamente responder a fines extrafisca-
les, pues mediante aquéllas el Estado puede incrementar el bienestar material 
de los gobernados cuya capacidad contributiva es baja o impulsar determinado 
sector productivo al evitar que el precio del algún producto aumente con mo-
tivo de que el monto del impuesto se incorpore a él."

Pues bien, precisado que el fin extrafiscal está enmarcado en un prin-
cipio de justicia constitucional y no fiscal, que tienen otra connotación de la 
justicia constitucional pero en su vertiente social, son subsidiarios y com
plementarios a la equidad y proporcionalidad tributaria, por lo que no son 
autónomos.

En esa tesitura, las contribuciones tienen un fin eminentemente fiscal 
–recaudatorio– justificado en su destino al gasto público y, por otra parte, 
eventualmente, un fin accesorio, el cual puede ser de regulación económica 
o social, sin que por ello la contribución de que se trate pierda su naturaleza 
como tal.

Sobre lo antes considerado, sirve de apoyo la jurisprudencia P./J. 18/91, 
que emitió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la 
página 52 del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VII, 
junio de 1991, registro digital: 205798, que es del rubro y texto siguientes: 

"CONTRIBUCIONES. FINES EXTRAFISCALES.—Además del propósito 
recaudatorio que para sufragar el gasto público de la Federación, Estados y Mu
nicipios tienen las contribuciones, éstas pueden servir accesoriamente como 
instrumentos eficaces de la política financiera, económica y social que el Es
tado tenga interés en impulsar, orientando, encauzando, alentando o desa
lentando ciertas actividades o usos sociales, según sean considerados útiles 
o no, para el desarrollo armónico del país, mientras no se violen los principios 
constitucionales rectores de los tributos."

De igual manera, es de aplicación a las consideraciones vertidas, por 
los motivos y razones que la informan, la jurisprudencia 1a./J. 107/2011, que emi
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tió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, 
septiembre de 2011, página 506, registro digital: 161079, de rubro y texto 
siguientes: 

"FINES FISCALES Y EXTRAFISCALES.—En la teoría constitucional de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha existido una constante en cuanto 
a la noción de que las contribuciones siempre tienen un fin fiscal –la recauda
ción– y que adicionalmente pueden tener otros de índole extrafiscal –que 
deben cumplir con los principios constitucionales aplicables, debiendo funda
mentarse, entre otras, en las prescripciones del artículo 25 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos–. Sin embargo, esta Primera Sala 
estima necesario efectuar una precisión conceptual, a efecto de acotar los 
ámbitos en que puede contemplarse la vinculación de ambos tipos de fines, 
para lo cual es necesario distinguir los medios utilizados por el Estado para 
allegarse de recursos, sin que estas herramientas se confundan con el pro-
ducto de dicha actividad recaudatoria y financiera, esto es, los recursos en sí. 
Lo anterior en atención a que mientras los medios tributarios utilizados por el 
Estado para obtener recursos –las contribuciones– deben tener un fin nece-
sariamente fiscal –al cual, conforme a criterios jurisprudenciales, pueden 
adicionarse otros fines de índole extrafiscal–, los montos que generen las 
contribuciones y todos los demás ingresos del Estado apuntarán siempre hacia 
objetivos extrafiscales. Así, puede afirmarse que en materia de propósitos 
constitucionales, el ámbito fiscal corresponde exclusivamente a algunos de 
los medios utilizados por el Estado para allegarse de recursos –a los tributa-
rios, en los cuales también pueden concurrir finalidades extrafiscales–, mien-
tras que los ingresos que emanen de éstos –y de los demás que ingresan al 
erario, aun los financieros o no tributarios–, se encuentran indisolublemente 
destinados a fines delimitados en la política económica estatal, cuya natura-
leza será siempre extrafiscal. Ello, tomando en cuenta que la recaudación en 
sí no constituye un fin, sino que es un medio para obtener ingresos encami-
nados a satisfacer las necesidades sociales, dentro del trazo establecido en 
el texto constitucional, tal como se desprende del artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Federal, que conmina a contribuir a los gastos públicos, y no a 
la acumulación de recursos fiscales."

De ahí que, atento a las consideraciones previamente expuestas, rela-
tivas a que si bien el propósito fundamental de las contribuciones es el recau-
datorio para sufragar el gasto público, en el caso particular del Municipio de 
Guadalajara, Jalisco, además de que se puede agregar otro de similar natura-
leza, referente a que dichas contribuciones pueden servir como instrumentos 
eficaces de política financiera, económica y social que el Estado tenga interés 
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en impulsar, esto es, los fines extrafiscales, no menos cierto resulta que los 
impuestos con fines extrafiscales tienen objetivo distinto del recaudatorio, ya 
que no sólo se busca el allegarse de recursos para afrontar el gasto público 
–aun cuando los recursos que se obtengan con motivo de tales impuestos 
deben destinarse a dicho gasto–, sino que se pretende impulsar, orientar o desin
centivar ciertas actividades o usos sociales, según sean considerados útiles 
o no para el desarrollo armónico, en este caso, del Municipio de Guadalajara, 
Jalisco; en razón de que se examina el artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingre
sos del citado Municipio, relativa al ejercicio fiscal de dos mil diecinueve. Por 
tanto, el impuesto o los impuestos que contengan un fin extrafiscal, constituyen 
instrumentos de política financiera, económica y social que el Estado emplea 
para encauzar, incentivar o desalentar determinadas actividades o sectores 
económicos para el mejoramiento y desarrollo del país, en el asunto que nos 
ocupa, del Municipio que se trata.

En la exposición de motivos de la iniciativa de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve 
se estableció, toralmente que:

"XXI. Se constituye de igual forma una sobretasa con fines extrafiscales 
para predios baldíos que no cumplan con las características de limpieza y 
mantenimiento expresados en la propia Ley de Ingresos; es decir, a los predios 
baldíos que no constituyan jardines ornamentales, que no tengan un mante
nimiento adecuado permanente y que no sean visibles desde el exterior de la 
vía pública, sobre el valor determinado, se les aplicará por razones extrafisca-
les, una sobretasa del 100% respecto de la tasa que les corresponda, con la 
posibilidad de que no se le aplique la sobretasa si demuestra que su inmue-
ble cumple con las características de limpieza y mantenimiento antes descri-
tas, expresados en el artículo 25 de la propia Ley de Ingresos.—La anterior 
sobre tasa (sic) se aplica por razones extrafiscales como evitar el deterioro de 
la imagen urbana, tiraderos clandestinos de residuos, focos de infección que 
deterioran la salud pública y propician inseguridad; así entonces, esta sobre-
tasa busca incentivar a los propietarios de esos predios para que hagan un 
mejor uso y aprovechamiento de éstos que deriven en un impacto ambiental 
positivo y coadyuven a mejorar la calidad de vida de los habitantes del muni-
cipio, esto en congruencia con las políticas públicas en materia de desarrollo 
urbano, así como la del repoblamiento del Municipio."

Así, de la parte conducente antes transcrita se observa que el legisla-
dor, en lo medular, sustentó que la sobretasa por concepto del impuesto pre-
dial sería aplicable a predios baldíos que no cumplan con las características de 
limpieza y mantenimiento expresados en la propia Ley de Ingresos; es decir, a 
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los predios baldíos que no constituyan jardines ornamentales, que no tengan 
un mantenimiento adecuado, permanente, y que no sean visibles desde el 
exterior de la vía pública, sobre el valor determinado, se les aplicará, por razo-
nes extrafiscales, una sobretasa del 100% respecto de la tasa que le corres-
ponda, con la posibilidad de que no se le aplique la sobretasa si demuestra 
que su inmueble cumple con las características de limpieza y mantenimiento 
antes descritas, expresados en el artículo 25 de la propia Ley de Ingresos.

Asimismo, se estableció que la sobretasa se aplica por razones extra-
fiscales, como evitar el deterioro de la imagen urbana, tiraderos clandestinos de 
residuos, focos de infección que deterioran la salud pública y propician inse-
guridad; de ahí que esa sobretasa busca incentivar a los propietarios de esos 
predios para que hagan un mejor uso y aprovechamiento de éstos, que deriven 
en un impacto ambiental positivo y coadyuven a mejorar la calidad de vida de 
los habitantes del Municipio, esto en congruencia con las políticas públicas en 
materia de desarrollo urbano, así como la del repoblamiento del Municipio.

Empero, tales aspectos distintivos destacados por el legislador para 
justificar el cobro de la sobretasa por concepto del impuesto predial a predios 
no edificados en el Municipio de Guadalajara, Jalisco, en el ejercicio fiscal dos 
mil diecinueve, en modo y forma alguna es dable considerarla objetiva y razo-
nablemente justificada para atribuirle la característica de fin extrafiscal.

Ello se considera así, en razón de que, conforme con las consideracio-
nes previamente expuestas, así como atendiendo a los criterios jurisprudencia
les previamente transcritos, los que se estiman de aplicación al caso particular 
y orientadores a la determinación a la que arriba el Pleno en Materia Adminis-
trativa de este Tercer Circuito, fueron emitidos durante la vigencia de la Ley de 
Amparo abrogada; sin embargo, se estima su aplicación dado que no se opo-
nen a la legislación vigente, de conformidad con lo que establece el artículo 
sexto transitorio de la Ley de Amparo, vigente a partir del tres de abril de dos 
mil trece, permiten colegir que las razones y justificaciones expresadas por el 
legislador en la exposición de motivos de la Ley de Ingresos municipal que nos 
ocupa, no es dable considerarlas como objetivos con fines extrafiscales, toda 
vez que los mencionados fines extrafiscales constituyen instrumentos de po-
lítica financiera, económica y social que, en el caso particular, el Municipio 
de Guadalajara emplea para encauzar, incentivar o desalentar determinadas 
actividades o sectores económicos para el mejoramiento y desarrollo de esa 
población.

Sin embargo, en el caso que se examina, se está ante la existencia de 
un trato diferenciado que se da a los propietarios o poseedores de predios edi
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ficados y no edificados, respecto del pago del impuesto predial, atendiendo a 
diferentes tasas, ya que en el supuesto de predios urbanos no edificados se 
pagará una sobretasa del 100%, la que no aplica en el caso de los propietarios 
o poseedores de predios urbanos edificados.

Luego entonces, para la existencia de un fin extrafiscal, entendido éste 
como un objetivo distinto al recaudatorio que se pretende alcanzar con el es
tablecimiento de una determinada contribución, no debe convertirse en un 
elemento aislado que justifique la vulneración y transgresión a los principios 
consagrados por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos.

Sobre lo antes considerado, resulta de aplicación la tesis aislada P. 
CIV/99, que sustentó el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Épo
ca, Tomo X, diciembre de 1999, página 15, registro digital: 192744, de rubro y 
texto siguientes:

"CONTRIBUCIONES. LOS FINES EXTRAFISCALES NO PUEDEN JUSTI-
FICAR LA VIOLACIÓN AL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.—La existencia de un fin 
extrafiscal, entendido éste como un objetivo distinto al recaudatorio que se 
pretende alcanzar con el establecimiento de una determinada contribución 
no puede convertirse en un elemento aislado que justifique la violación a los 
principios de legalidad, proporcionalidad, equidad y destino al gasto público 
consagrados por el artículo 31, fracción IV de la Ley Fundamental. Los fines 
extrafiscales son exclusivamente otros elementos que debe analizar el órga-
no de control para determinar la constitucionalidad o no de un determinado 
precepto."

Por tanto, atento a lo anteriormente expuesto y justificado, por cuanto 
hace al tema relativo al fin extrafiscal, consistente en que la sobretasa se 
aplica por razones extrafiscales como evitar el deterioro de la imagen urbana, 
tiraderos clandestinos de residuos, focos de infección que deterioran la salud 
pública y propician inseguridad; de ahí que esa sobretasa busca incentivar a 
los propietarios de esos predios para que hagan un mejor uso y aprovechamien
to de éstos, que deriven en un impacto ambiental positivo y coadyuven a me-
jorar la calidad de vida de los habitantes del Municipio, esto en congruencia 
con las políticas públicas en materia de desarrollo urbano, así como la del 
repoblamiento del Municipio; en modo y circunstancia alguna justifica que 
se dé un trato desigual a los sujetos del impuesto predial en el Municipio de 
Guadalajara, Jalisco, conforme a la Ley de Ingresos del citado Municipio, vi-
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gente para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, ya que, en todo caso, es a las 
autoridades a quienes les corresponde, a través de diversos mecanismos, 
herramientas y disposiciones administrativas en su quehacer público, incluso 
sancionadoras, como deben combatir la inseguridad y preservar la salud públi
ca y el medio ambiente, no a través de la fijación de la distinción de categorías 
artificiales que violan el principio de equidad tributaria, al implementar una 
distinción injustificada en el cobro del impuesto predial.

Consecuentemente, lo que procede es modificar la sentencia recurrida, 
a fin de conceder el amparo solicitado en contra del artículo reclamado, para 
el efecto de que no se aplique al quejoso el precepto declarado inconstitucio-
nal y que se le restituyan las cantidades enteradas con apoyo en él.

La restitución al promovente en el pleno goce del derecho humano vio
lado consiste, por un lado, en que se le descuente del monto pagado por im-
puesto predial, la sobretasa aplicada de que se trata y, por otro, en devolverle, en 
su caso, las cantidades que hubiere pagado correspondientes al diferencial 
entre la tasa que corresponde al predio (0.000432) y la sobretasa que se aplicó 
(0.000864), ya que la concesión del amparo no impide a la autoridad fiscal 
cobrar el impuesto predial, siempre y cuando lo haga conforme a la tasa apli-
cable a quienes, según esta ejecutoria, se encontraban en la misma situación 
que el quejoso frente a la ley tributaria.

Además, las cantidades a devolver deberán entregarse debidamente 
actualizadas, para lo cual las responsables cuentan con un plazo de tres días, 
conforme al artículo 192, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, con el 
apercibimiento respectivo.

Por lo que se refiere a los alegatos formulados por la agente del Minis-
terio Público adscrita a este órgano jurisdiccional, cabe destacar que no existe 
obligación de pronunciarse al respecto, conforme a la jurisprudencia de la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que cita textual-
mente:

"ALEGATOS EN EL RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. 
AL NO ESTAR EXPRESAMENTE REGULADOS EN LA LEY DE AMPARO, NO 
EXISTE OBLIGACIÓN DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DE PRONUN
CIARSE RESPECTO DE ELLOS. No existe disposición en la Ley de Ampa-
ro que prevea la formulación de alegatos en el recurso de revisión en amparo 
indirecto, lo cual obedece a la naturaleza sumaria de este medio de impugna-
ción, donde la litis está fijada y su materia se circunscribe a analizar si se 
ajusta a derecho lo resuelto por el Juez de Distrito, a la luz de los agravios que 
las partes expresen. Por ello, el órgano revisor no está obligado a pronunciar-
se sobre los alegatos al momento de dictar sentencia; esto, sin menoscabo 
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del análisis oficioso de las causales de improcedencia que deba hacerse y sin 
que pase inadvertido que si durante la tramitación del recurso surge algún 
motivo de improcedencia, las partes tienen la obligación de comunicar esa 
circunstancia al Tribunal Colegiado de Circuito, en términos del artículo 64, 
párrafo primero, de la ley referida." (Décima Época. Registro digital: 2020712. 
Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación. Publicación del viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas.)

Finalmente, se establece que en términos del artículo sexto transitorio de 
la Ley de Amparo, vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, las tesis 
de jurisprudencia invocadas en la presente ejecutoria que se integraron con-
forme a la ley de la materia abrogada, se estiman aplicables, toda vez que no 
se oponen a lo previsto en el ordenamiento jurídico citado en primer orden.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.—Se modifica la sentencia sujeta a revisión.

SEGUNDO.—La Justicia de la Unión ampara y protege a Eduardo Mar-
tínez González, en contra del artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos para 
el Municipio de Guadalajara, Jalisco, para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, 
contenida en el Decreto Legislativo 27100/LXII/18, para los efectos precisados 
en la parte final del último considerando de esta ejecutoria.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos a su 
lugar de origen, háganse las anotaciones correspondientes y, en su oportuni-
dad, archívese este expediente.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvió el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito, integrado por los Magistrados 
René Olvera Gamboa y Jesús de Ávila Huerta, así como la Magistrada Gloria 
Avecia Solano, siendo presidente y ponente el primero de los nombrados.

Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 3/2016 
citada en esta ejecutoria, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 38, Tomo III, enero de 2017, página 1688, 
con número de registro digital: 26904.

La tesis de jurisprudencia de título y subtítulo: "ALEGATOS EN EL RECURSO DE REVI-
SIÓN EN AMPARO INDIRECTO. AL NO ESTAR EXPRESAMENTE REGULADOS EN 
LA LEY DE AMPARO, NO EXISTE OBLIGACIÓN DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIR-
CUITO DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE ELLOS." citada en esta ejecutoria, apa
rece pubicada con el número de identificación 2a./J. 133/2019 (10a.), en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo II, octubre de 2019, 
página 1549.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.



2345QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 1a. Jurisprudencia 

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA 
LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JA­
LISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER 
UNA REDUCCIÓN EN SU PAGO A LOS PREDIOS RÚSTICOS 
DESTINADOS A FINES AGROPECUARIOS O LOS QUE TEN­
GAN USO HABITACIONAL POR PARTE DE SUS PROPIETA­
RIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
El beneficio establecido en el precepto citado, consistente en aplicar un 
factor de 0.5 sobre el monto total del impuesto predial a pagar, esto es, 
una reducción del 50%, tiene justificación por sí mismo, ya que los pro
pietarios de predios rústicos que los destinen a fines agropecuarios o 
les den uso habitacional en su beneficio, no se ubican en la misma si-
tuación que los demás causantes de la contribución mencionada pues, 
por una parte, el destino de dichos inmuebles refleja razones sociales 
o económicas que los diferencian del resto de los contribuyentes, ad-
virtiéndose así inherente la finalidad del legislador de incentivar las ac
tividades primarias como la agropecuaria y, por otra, los propietarios de 
predios rústicos y urbanos tienen características distintas. Por tanto, la 
porción normativa señalada no viola el principio de equidad tributa-
ria, previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO.

III.1o.A. J/3 A (10a.)

Amparo en revisión 318/2019. Beck Inmuebles, S.A. de C.V. 18 de septiembre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jesús de Ávila Huerta. Secretario: Bernardo Olmos 
Avilés.

Amparo en revisión 289/2019. Inmuebles Marco Polo, S.A. de C.V. 18 de septiembre de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretario: Francisco 
Javier Elizarrarás Monroy.

Amparo en revisión 323/2019. María Teresa Beckmann González. 30 de septiembre de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretaria: Eunice Sayuri 
Shibya Soto.

Amparo en revisión 333/2019. José Luis Baruquí Michel. 15 de octubre de 2019. Unanimi-
dad de votos. Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Mauricio Fernando Villaseñor 
Sandoval.

Amparo en revisión 322/2019. Eduardo Martínez González. 6 de noviembre de 2019. Una-
nimidad de votos. Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Ricardo Manuel Gómez 
Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. NO LO ACREDITA LA ACEPTA­
CIÓN DE LA EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO POR LA AUTORI­
DAD RESPONSABLE, CUANDO ÉSTE SE HACE CONSISTIR EN EL 
LANZAMIENTO DECRETADO EN LA CAUSA DE ORIGEN RESPECTO 
DE LA CUAL EL QUEJOSO ES TERCERO EXTRAÑO.

AMPARO EN REVISIÓN 268/2019. 31 DE OCTUBRE DE 2019. UNANI-
MIDAD DE VOTOS. PONENTE: EMMA HERLINDA VILLAGÓMEZ ORDÓÑEZ. 
SECRETARIO: HUMBERTO SCHETTINO REYNA.

CONSIDERANDO:

TERCERO.—Son infundados en parte e inoperantes en lo demás los 
agravios aducidos.

En primer lugar, cabe indicar que el derecho fundamental de acceso a 
la jurisdicción a que se remite la recurrente –y que estima vulnerado con 
motivo del sobreseimiento decretado–, es atinente a lograr el trámite de una 
instancia legal, su correcto desarrollo y la emisión de una resolución que le 
ponga fin, cuya plena aplicación se encuentra supeditada a que no surjan 
impedimentos jurídicos o técnicos que converjan en la imposibilidad de que 
la autoridad jurisdiccional se pronuncie en cuanto al fondo del conflicto plan-
teado; como podría suceder de actualizarse una causal de improcedencia 
(como la advertida por el Juez Federal), que impida analizar la litis constitu-
cional en los términos propuestos y el dictado de una sentencia de fondo de 
acuerdo con las pretensiones de la parte quejosa; lo cual, además, no implica 
una violación a dicha prerrogativa de acceso a la justicia.

Por aplicación, en lo conducente, se cita la jurisprudencia de la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable con el número 
1a./J. 90/2017 (10a.), página doscientos trece, Libro 48, Tomo I, noviembre de 
dos mil diecisiete, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, con número de registro electrónico: 2015595 «y en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas», 
de título y subtítulo: "DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JURISDIC-
CIÓN. SU CONTENIDO ESPECÍFICO COMO PARTE DEL DERECHO A LA 
TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD CON LA EXIS-
TENCIA DE REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN. De la tesis de 
jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
1a./J. 42/2007, (1) de rubro: ‘GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PRE-
VISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES.’, deriva que el acceso a la tutela 
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jurisdiccional comprende tres etapas, a las que corresponden tres derechos 
que lo integran: 1) una previa al juicio, a la que atañe el derecho de acceso a 
la jurisdicción; 2) otra judicial, a la que corresponden las garantías del debido 
proceso; y, 3) una posterior al juicio, que se identifica con la eficacia de las 
resoluciones emitidas con motivo de aquel. En estos términos, el derecho fun
damental de acceso a la jurisdicción debe entenderse como una especie del 
diverso de petición, que se actualiza cuando ésta se dirige a las autoridades 
jurisdiccionales, motivando su pronunciamiento. Su fundamento se encuen-
tra en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, conforme al cual corresponde al Estado mexicano impartir justicia a 
través de las instituciones y procedimientos previstos para tal efecto. Así, es 
perfectamente compatible con el artículo constitucional referido, que el órgano 
legislativo establezca condiciones para el acceso a los tribunales y regule dis
tintas vías y procedimientos, cada uno de los cuales tendrá diferentes requi-
sitos de procedencia que deberán cumplirse para justificar el accionar del 
aparato jurisdiccional, dentro de los cuales pueden establecerse, por ejemplo, 
aquellos que regulen: i) la admisibilidad de un escrito; ii) la legitimación activa 
y pasiva de las partes; iii) la representación; iv) la oportunidad en la interposi-
ción de la acción, excepción o defensa, recurso o incidente; v) la competencia 
del órgano ante el cual se promueve; vi) la exhibición de ciertos documen
tos de los cuales depende la existencia de la acción; y, vii) la procedencia de la 
vía. En resumen, los requisitos de procedencia, a falta de los cuales se actua
liza la improcedencia de una acción, varían dependiendo de la vía que se ejer-
za y, en esencia, consisten en los elementos mínimos necesarios previstos en 
las leyes adjetivas que deben satisfacerse para la realización de la jurisdic-
ción, es decir, para que el juzgador se encuentre en aptitud de conocer la 
cuestión de fondo planteada en el caso sometido a su potestad y pueda resol-
verla, determinando los efectos de dicha resolución. Lo importante en cada 
caso será que para poder concluir que existe un verdadero acceso a la juris-
dicción o a los tribunales, es necesario que se verifique la inexistencia de 
impedimentos jurídicos o fácticos que resulten carentes de racionalidad, pro-
porcionalidad o que resulten discriminatorios."

Asimismo, por su apoyo se invoca la tesis aislada de la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable con el número 1a. 
CCCLXXI/2015 (10a.), visible en la página novecientos ochenta y uno, Libro 24, 
Tomo I, noviembre de dos mil quince, de la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, con número de registro electrónico: 2010501 «y en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de noviembre de 2015 a 
las 11:15 horas», de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AM-
PARO. EL HECHO DE QUE UN ÓRGANO JURISDICCIONAL OMITA ANALIZAR 
EN EL ESTUDIO DE FONDO LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, AL CONSIDE-
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RAR QUE SE ACTUALIZÓ LA CAUSAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRAC-
CIÓN XIV, DE LA LEY DE LA MATERIA, NO IMPLICA UNA VIOLACIÓN AL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JUSTICIA. El artículo 61, frac-
ción XIV, de la Ley de Amparo vigente, establece que el juicio de amparo es 
improcedente contra normas generales o actos consentidos tácitamente, en-
tendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de 
amparo dentro de los plazos previstos en el artículo 17, mismos que deberán 
ser computados de conformidad con lo establecido en el artículo 18 de la Ley 
de Amparo vigente. Ahora bien, el hecho de que un órgano jurisdiccional no 
analice en el estudio de fondo los conceptos de violación al considerar que se 
ha actualizado la causal de sobreseimiento contemplada en el artículo 63, 
fracción IV, en relación con el artículo 61, fracción XIV, de la Ley de Amparo 
vigente, no resulta violatorio del derecho fundamental de acceso a la justicia, 
toda vez que ello no implica imponer costos o dificultar el acceso del quejoso 
a un tribunal previamente establecido."

Bajo ese contexto, es inexacto que se hubiera violado en perjuicio de la 
quejosa el derecho fundamental de acceso a la justicia por no haberse consi-
derado acreditado su interés jurídico, si ello implicó que se actualizara la 
causal de improcedencia advertida por el Juez de Distrito, que impidió anali-
zar el fondo de la litis planteada en el juicio constitucional.

La recurrente sostiene que, en la especie, se acreditó su interés jurídico 
con motivo del informe justificado rendido por las autoridades responsables 
(Juez del conocimiento y diligenciario non de su adscripción), pues en ellos 
aceptaron la existencia de los actos reclamados, con lo cual se llegó a la cer-
teza de la existencia de la orden con la finalidad de lanzar a sus ocupantes, 
máxime que se demostró que la promovente del amparo es tercero extraña al 
juicio de origen y que, por consiguiente, de ejecutarse tales actos, se afecta-
ría su derecho de propiedad y posesión que ejerce sobre el inmueble materia 
del procedimiento judicial natural.

A lo que debe decirse, que la existencia del acto reclamado, por así ha
berlo aceptado la autoridad responsable al rendir su informe justificado, por 
sí es insuficiente para tener por acreditado el interés jurídico de la parte que-
josa, en virtud de que la carga de la prueba de tal extremo siempre recaerá 
en ésta, con independencia de ser o no tercero extraña al juicio de origen 
quien, además, se encuentra obligada a demostrarlo de manera fehaciente 
por no poder inferirse a base de presunciones.

Por su aplicación, en lo conducente, se cita la jurisprudencia del Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable 
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con el número I.1o.A. J/3, en la página novecientos veintitrés, Tomo III, Segunda 
Parte-2, enero a junio de 1989, del Semanario Judicial de la Federación, Octava 
Época, con número de registro electrónico: 229368, que dice: "INTERÉS JURÍ-
DICO EN EL JUICIO DE AMPARO. NO LO ACREDITA LA EXISTENCIA DEL ACTO 
RECLAMADO.—Cuando alguna autoridad emite un acto que el gobernado 
estime violatorio de sus garantías individuales, y lo impugne a través del me
dio de defensa instituido para atacar tales violaciones, como lo es el juicio de 
amparo, deberá observar las reglas que para su procedencia establece la ley 
respectiva. Así tenemos que para acudir al juicio de amparo, es necesario 
que exista un acto autoritario que, según la apreciación subjetiva del gober-
nado, sea violatorio de sus derechos fundamentales consagrados en nuestra 
Constitución Política. Ahora bien, no basta que exista el acto autoritario para 
que prospere el juicio de garantías, sino que es necesario que el peticionario 
del amparo acredite que dicho acto afecta su esfera de derechos subjetivos 
otorgados por la ley. Lo anterior es así ya que, entre otros requisitos de proce-
dencia del juicio de garantías, el artículo 107 constitucional, en su fracción I, 
reglamentada por el artículo 4o. de la Ley de Amparo, señala que dicho juicio 
se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, lo que equivale a decir que 
no basta que el acto autoritario exista, sino que es necesario, para efectos de 
procedencia del juicio de amparo, que transgreda un derecho subjetivo que 
le otorgue nuestra Carta Fundamental al quejoso."

En ese contexto, al margen de la existencia de la orden de lanzamiento 
o desalojo del inmueble materia del juicio de origen, lo realmente importante 
es que la quejosa tuvo a su cargo acreditar la afectación en la propiedad o 
posesión de ese bien objeto de la controversia –que dice es objeto–, a través 
de título suficiente de fecha cierta que demostrara el dominio que le asiste 
sobre esos derechos.

Esto, de conformidad con la tesis aislada de este Tribunal Colegiado, 
visible con el número VI.2o.C.692 C, en la página mil quinientos ochenta y 
tres, Tomo XXX, octubre de dos mil nueve, Novena Época del Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, con número de registro electrónico: 166133, 
que dice: "INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. NO LO ACREDITA LA ACEP-
TACIÓN DE LA EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO POR LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE, CUANDO ÉSTE SE HACE CONSISTIR EN EL LANZAMIENTO 
DECRETADO EN LA CAUSA DE ORIGEN RESPECTO DE LA CUAL EL QUEJOSO 
ES TERCERO EXTRAÑO.—El hecho de que la autoridad responsable al rendir 
su informe justificado acepte la existencia del acto reclamado, cuando éste se 
hace consistir en el lanzamiento decretado en la causa de origen, respecto de 
la cual el quejoso es tercero extraño, no implica que la acción constitucional 
ejercida sea procedente, ya que tal reconocimiento no demuestra su interés 
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jurídico para promover el juicio de amparo, pues aun con esa aceptación no 
se acredita que dicho inconforme efectivamente esté en posesión del inmue-
ble objeto de la referida desocupación."

La recurrente asevera que, en la especie, acreditó su interés jurídico 
con el contrato de donación otorgado en su favor por su hermano que radica 
en Estados Unidos de Norteamérica, y quien con el producto de su trabajo 
adquirió el bien cuya titularidad le transfirió (motivo de afectación del recla-
mado); por lo que el Juez de Distrito, al negarle eficacia jurídica efectuó un 
análisis y valoración que es propio de la autoridad judicial del conocimiento 
pero no del Juez constitucional puesto que "el derecho de propiedad y en su 
caso de posesión, así como la calidad de ésta, deberá probarse frente a la 
autoridad responsable y no frente a terceros, ya que la consideración de los 
derechos que pueda haber en favor de éstos o del quejoso es, en todo caso, 
materia del juicio de origen y no una situación sobre la cual deba pronunciar-
se el Juez de amparo".

Carece de razón la recurrente, pues una cosa es que un documento 
que ampare la titularidad de la propiedad y posesión de un inmueble pueda 
ser materia de una controversia legal y valoración ante un Juez del orden co
mún, y otra es la necesidad de acreditar en el juicio de amparo los derechos 
de un bien que se estima afectado con motivo de un acto de autoridad, para 
efectos exclusivos de demostrar el interés jurídico en el juicio constitucional 
pues, independientemente de que el título que ampare el dominio de algún 
inmueble sea sujeto de litigio ante un órgano jurisdiccional, lo cierto es que 
en la instancia de amparo el contrato o acto jurídico que sustente esa prerro-
gativa que, además, debe ser de fecha cierta, se analiza y valora, única y ex-
clusivamente con la finalidad de establecer la prueba del derecho que dice 
asistirle a la parte quejosa sobre el bien afecto del acto reclamado y, por 
consiguiente, para que en última instancia pueda ser objeto de protección en 
el juicio de amparo biinstancial, sin que tal estudio trascienda sobre la efica-
cia o no del título para diversa causa.

En su apoyo se invoca la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, consultable con el número P./J. 1/2002, visible en la 
página cinco, Tomo XV, febrero de dos mil dos, del Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Novena Época, con número de registro electrónico: 187733, 
que dice: "POSESIÓN. PARA QUE SEA OBJETO DE PROTECCIÓN EN EL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO, CUANDO EL QUEJOSO SE OSTENTA COMO 
PERSONA EXTRAÑA AL JUICIO DEL ORDEN CIVIL, DEBE ACREDITAR SU 
DERECHO A POSEER CON UN TÍTULO SUSTENTADO EN ALGUNA FIGURA 
JURÍDICA O PRECEPTO DE LAS LEGISLACIONES SECUNDARIAS RELATI-
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VAS.—En virtud de que de los antecedentes y reformas al artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no se desprende la exis
tencia de datos o elementos que puedan servir para determinar qué tipo de 
posesión es la que debe protegerse mediante el juicio de amparo, esto es, si 
se trata de aquella que se funda en un título sustentado en una figura jurídica 
prevista en la ley que genere el derecho a poseer o si es la simple tenencia 
material de las cosas, independientemente de que se tenga o no derecho de 
posesión sobre éstas, es indudable que se debe recurrir al estudio e interpreta
ción de las disposiciones legales que han regulado y regulan esa institución, y 
de las que colateralmente se relacionan con ellas, así como atender de ma
nera especial a los graves problemas y consecuencias que en la práctica pre-
senta el no exigir título alguno, por lo que la posesión protegida por la citada 
disposición constitucional no es otra que la definida por el derecho común. 
Sin embargo, aun cuando de conformidad con lo dispuesto en el artículo 790 
del Código Civil para el Distrito Federal (similar al de todas las legislaciones 
civiles locales del país), es poseedor de una cosa el que ejerce sobre ella un 
poder de hecho, debe entenderse que tal poder no constituye un hecho con 
consecuencias jurídicas, sino más bien la manifestación del derecho que se 
tiene para poseer un bien determinado, que debe tener origen en alguna de 
las figuras contempladas en las legislaciones relativas; por tanto, para que la 
posesión sea objeto de protección a través del juicio de amparo indirecto, 
cuando el quejoso se ostenta como persona extraña al juicio civil, es necesaria 
la existencia de un título que se sustente en alguna figura jurídica o precepto 
legal que genere el derecho a poseer, de manera que el promovente tenga 
una base objetiva, que fundada y razonablemente produzca la convicción de 
que tiene derecho a poseer el bien de que se trate, entendiéndose por título la 
causa generadora de esa posesión. No obstante lo anterior, las decisiones del 
órgano de control de constitucionalidad sobre la eficacia del título, tienen 
efectos exclusivos en el juicio de garantías, sin decidir sobre el derecho sus-
tantivo, esto es, respecto del derecho a la posesión del bien relativo, ya que 
estas cuestiones deberán ser dilucidadas ante la potestad común."

Por su aplicación, en lo conducente, se cita también la jurisprudencia 
de este propio órgano colegiado, consultable con el número VI.2o.C. J/308, 
visible en la página mil setecientos ochenta y siete, Tomo XXIX, abril de dos 
mil nueve, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
con número de registro electrónico: 167466, que dice: "INTERÉS JURÍDICO EN 
EL AMPARO. EL DOCUMENTO PRIVADO DE FECHA INCIERTA ES INSUFICIENTE 
PARA DEMOSTRARLO.—Si quien se queja en el amparo indirecto de haber 
sido afectado en sus derechos de propiedad y posesión de un bien inmueble, 
y exhibe un contrato privado de compraventa, con tal documento no puede te
nerse por demostrado, de manera fehaciente, su interés jurídico pues, para 
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que ello ocurra, resulta necesario que el referido título sea de fecha cierta, lo que 
acontece a partir del día en que un documento de tal naturaleza se inscribe 
en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio correspondiente, desde la 
muerte de cualquiera de los firmantes, o bien desde la fecha en que el docu-
mento se entrega a un funcionario público por razón de su oficio pues, en 
caso contrario, tal documento sólo produce efectos jurídicos entre las partes 
que originalmente intervinieron en la operación contractual, mas no frente a 
terceros, dado que la circunstancia de no tener fecha cierta, imposibilita 
determinar si el embargo y su inscripción en el Registro Público de la Propie-
dad y del Comercio de que se duele el quejoso, fueron actos anteriores o pos
teriores a la adquisición del bien litigioso. Y ello es así por resultar claro, que 
la fuerza convictiva de un título privado, que contiene un acto traslativo de 
dominio no abarca la fecha en que aparezca realizada la enajenación cuando 
éste es de fecha incierta, por no reunir ninguno de los apuntados requisitos."

Bajo ese contexto, fue que en la sentencia recurrida el Juez Federal 
luego de precisar los actos reclamados, consistentes en la orden de desocu-
pación y entrega de la posesión del inmueble materia del juicio reivindicato-
rio de origen, y de establecer la certeza de los mismos, precisó que de acuerdo 
a los antecedentes que se desprenden de las constancias de autos, se actualiza 
la causal de improcedencia prevista en los artículos 107, fracción I, constitu-
cional, 61, fracción XXII, en relación con el diverso 5 de la ley de la materia, 
pues de su texto se desprende que el juicio de amparo es improcedente cuando 
la parte quejosa no acredita que el acto reclamado afecta su interés jurídico 
o legítimo, consistente en el derecho que asiste a un particular para reclamar 
en esa instancia algún acto violatorio de derechos fundamentales en su per-
juicio, es decir, se refiere a un derecho subjetivo protegido por alguna norma 
legal que se vea afectado por el acto de autoridad en perjuicio de su titular; 
que así, para acreditar la afectación de la posesión o propiedad en el juicio de 
derechos fundamentales cuando el quejoso se ostenta como tercero extraño 
al juicio natural, se requiere: 1. Su condición de tercero extraño al procedimien
to judicial del que derivan los actos combatidos; 2. Su calidad de poseedor o 
propietario del inmueble materia de los mismos; y, 3. La afectación de esos 
derechos mediante tales actos.

Con base en ello, el Juez Federal procedió al análisis de las pruebas 
ofrecidas por la quejosa para acreditar la propiedad o posesión que dice tener 
sobre el inmueble afecto al acto reclamado y, por ende, su interés jurídico, 
dejando establecido que con ellos no se justificó el segundo de los elementos 
mencionados, porque la copia certificada del contrato privado de donación 
de treinta de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, celebrado entre 
********** en calidad de donante y **********, por sí y en representación de 
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la quejosa, entonces menor de edad (con el carácter de donatarios), no resulta 
idóneo para tal efecto ante la falta de identidad de los inmuebles, materia del 
juicio de origen, y el que aseguró poseer: "...Ello es así, dado que la quejosa 
refirió que tiene la posesión del inmueble ubicado en **********, del Munici-
pio de San Andrés Cholula, Puebla, para lo cual ofreció, como se dijo, la copia 
certificada del contrato privado de donación de treinta de septiembre de mil 
novecientos noventa y cinco, celebrado entre ********** (en su carácter de 
donante) y **********, por sí y en representación de la quejosa, quien enton-
ces era menor de edad (en su carácter de donatarios); sin embargo, dicho 
documento al ser un contrato privado de donación respecto del cual se soli-
citó su certificación el tres de abril de dos mil diecinueve, adquirió fecha cierta 
hasta ese momento y no desde su elaboración (treinta de septiembre de mil 
novecientos noventa y cinco), como lo pretende la solicitante de amparo.—
En efecto, para acreditar el interés jurídico en el juicio de amparo, en princi-
pio debe existir un documento en el cual conste el acto traslativo de posesión 
de la propiedad y luego dicho documento debe contar con fecha cierta, enten
diéndose por ésta cuando sucede lo siguiente: a) El documento privado se 
inscribe ante el Registro Público de la Propiedad. b) Desde la fecha en la que 
se presenta ante un fedatario público que certifique las firmas plasmadas. 
c) A partir de la muerte de cualquiera de los firmantes. ...", y en su apoyo citó 
las jurisprudencias «con números de registro digital: 223114, 207227 y 169963», 
de rubros: "DOCUMENTOS PRIVADOS, FECHA CIERTA DE LOS.", "POSESIÓN. 
CUANDO SE RECLAMA SU PRIVACIÓN Y NO SE DEMUESTRA AQUÉLLA, 
PROCEDE EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO POR FALTA DE INTERÉS 
JURÍDICO Y NO NEGAR EL AMPARO (INTERRUPCIÓN Y MODIFICACIÓN DE 
LA TESIS JURISPRUDENCIAL NÚMERO 217, PUBLICADA EN LA PÁGINA 631, 
CUARTA PARTE, DEL APÉNDICE AL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN 1917-1985)." y "ARRENDAMIENTO. CUANDO EL QUEJOSO RECLAMA 
EL DESPOSEIMIENTO DE UN INMUEBLE QUE DICE SER POSEEDOR EN 
CALIDAD DE ARRENDATARIO, OSTENTÁNDOSE COMO TERCERO EXTRAÑO 
AL JUICIO NATURAL, SI EL CONTRATO EXHIBIDO CARECE DE FECHA CIERTA, 
ES INSUFICIENTE POR SÍ MISMO PARA ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO 
EN EL AMPARO."

Respecto de la prueba testimonial ofrecida por la parte quejosa, el Juez 
de Distrito consideró que la misma se desechó en proveído de veintinueve de 
abril de dos mil nueve, pero que aun cuando dicho medio de convicción se 
hubiere desahogado en los términos propuestos, de cualquier modo resulta-
ba insuficiente para acreditar la posesión que dijo tener, pues aun cuando 
pudiera ser idónea para acreditar la posesión de un inmueble no es suficiente 
para acreditar el justo título del que deriva el derecho de una persona para po
seerlo, pues en realidad cuando más pudiere demostrar la simple detentación, 
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mas no el acto jurídico que le dio origen. Citó como sustento a lo anterior las 
tesis «con números de registro digital: 225186, 190119 y 168144», tituladas: "PO
SESIÓN PARA LOS EFECTOS DEL AMPARO.", "POSESIÓN, NO ESTÁ PROTE-
GIDA POR LA GARANTÍA DE PREVIA AUDIENCIA CUANDO NO SE JUSTIFICA 
LA CAUSA LEGAL DE LA." y "DOCUMENTOS, FECHA CIERTA DE LOS. NO SE 
DEMUESTRA CON LA PRUEBA TESTIMONIAL."

Culminó señalando en la sentencia recurrida, que la falta de interés jurí
dico recae en que la propia quejosa precisó que la superficie que refirió el 
actor del juicio de origen en su demanda, difiere en gran porción respecto de 
la que aduce aquélla ser poseedora, por lo que no existe identidad plena de la 
superficie de la que se reclamaba su reivindicación en el juicio natural, y de 
la que posee la promovente del amparo; y para así sostenerlo se consideró: "...
Ello es así, dado que en el citado juicio de origen se condenó a la parte de-
mandada a entregar a la parte actora, aquí quejosa, el inmueble materia de la 
reivindicación, siendo éste el conocido como una fracción de terreno que 
se encuentra ubicado en el paraje denominado **********, Municipio de 
San Andrés Cholula, Puebla, cuyas medidas y colindancias son: al norte, die-
cinueve metros con veinte centímetros y colinda con propiedad o posesión de 
**********; al sur, diecinueve metros con veinte centímetros y colinda con 
propiedad de **********; al oriente, en catorce metros con cuarenta y tres 
centímetros y colinda con propiedad de ********** y al poniente, quince me-
tros con cuarenta y ocho centímetros y colinda con **********.—Mientras 
que la quejosa refirió poseer el inmueble ubicado en el **********, Junta 
Auxiliar del mismo nombre, del Municipio de San Andrés Cholula, del Estado 
de Puebla, cuyas medidas y colindancias son: al norte, ciento diecisiete metros 
con sesenta centímetros y colinda con propiedad o posesión de **********; 
al sur, ciento diez metros con cuarenta y un centímetros y colinda con propie-
dad de **********; al noreste, en dieciséis metros con cuarenta y cuatro 
centímetros y colinda con carretera ********** y al sureste, quince metros 
con noventa y cinco centímetros y colinda con parcela de la cual se segrega 
dicha porción de terreno, propiedad del donante **********.—En razón de lo 
anterior, resulta válido concluir que no existe identidad entre el inmueble ma-
teria del juicio de origen y el que adujo la parte quejosa está en su posesión, 
por lo que le correspondía a ella ofrecer en este juicio de amparo el medio de 
prueba idóneo a fin de acreditar ello.—Para el caso, la prueba idónea para 
acreditar identidad de predios, es la pericial en materia de agrimensura, la cual 
tiene por objeto identificar éste y realizar una comparación con cada uno de 
los diversos materia del decreto expropiatorio, para concluir si existe relación 
entre éstos, y así determinar si el inmueble que defiende la solicitante de am
paro, es afectado con la orden de lanzamiento y entrega de posesión emitida 
en el juicio reivindicatorio de origen. ...", y en su apoyo se citó la tesis «con 
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número de registro digital: 190377» de epígrafe: "PERICIAL EN AGRIMENSURA. 
ES LA PRUEBA IDÓNEA PARA ACREDITAR LA IDENTIDAD DE INMUEBLES."

Conforme a ello sostuvo el Juez de Distrito que –dicho de otra forma– 
para el caso en el que el quejoso comparezca al amparo aduciendo la afec
tación de un bien inmueble de su propiedad, es menester que además de 
acreditar la titularidad del bien que asegura afectado por el acto de autoridad, 
mediante título respectivo que avale su dominio, también debe demostrar 
identidad del inmueble que reclamó con la que fue materia del acto reclamado, 
y este extremo no fue probado en la especie; e invocó como sustento las tesis 
«con números de registro digital: 209637, 203637 y 203341», de rubros: "INTERÉS 
JURÍDICO EN EL AMPARO. CUANDO SE RECLAMA LA DESPOSESIÓN DE 
UN PREDIO DEBE ACREDITARSE SU IDENTIDAD, PARA QUE SE DESMUESTRE 
ÉL.", "PROPIEDAD Y POSESIÓN DE INMUEBLE. NECESARIA IDENTIFICACIÓN 
CUANDO SE RECLAME PRIVACIÓN DE LA." y "POSESIÓN, IDENTIFICA
CIÓN DEL BIEN RESPECTO DEL CUAL SE RECLAMA LA PRIVACIÓN."

Dichas consideraciones, además, no fueron rebatidas frontalmente 
en vía de agravios, puesto que la recurrente sólo se circunscribe a afirmar de 
forma general que se trata del mismo inmueble citado por el actor en el juicio 
de origen, con el reclamado en este juicio de amparo, ya que se encuentra en 
el mismo lugar, sólo con diferente superficie, pero como quiera que sea se 
trata del mismo predio "pues, inclusive, en las actas de requerimiento y noti-
ficación del desalojo, a la que han encontrado, en dicho bien inmueble es a la 
suscrita y no a mi madre en mención".

Así las cosas, dado que lo anterior sólo son afirmaciones generales e 
imprecisas que para nada atacan y mucho menos desvirtúan las anteriores 
consideraciones con base en las cuales el Juez de Distrito desestimó las 
pruebas ofrecidas por la quejosa para acreditar el interés jurídico, ante la falta 
de identidad de los predios materia del juicio y el que se reclama en el juicio de 
amparo, trae como consecuencia que se mantengan firmes para continuar 
rigiendo el fallo que se revisa.

Al caso tienen aplicación las jurisprudencias sustentadas por este ór-
gano colegiado, previo a su especialización en materia civil, publicadas con 
los números 599 y 601, respectivamente, a páginas trescientos noventa y ocho, 
y trescientos noventa y nueve, Tomo VI, Parte TCC, Materia Común, del Apéndice 
al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Octava Época, con números 
de registro electrónico: 394555 y 394557 que, respectivamente, dicen: "AGRA-
VIOS INSUFICIENTES.—Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no 
se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, 
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ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el 
sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia 
de los propios agravios." y "AGRAVIOS. NO LO SON LAS AFIRMACIONES 
QUE NO RAZONAN CONTRA LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO QUE ATACAN.—
No puede considerarse como agravio la simple manifestación y opinión del 
recurrente de inconformidad con el sentido de la sentencia recurrida por con-
siderarla ilegal, ya que el mismo debe impugnar con razonamientos, los que 
la hayan fundado."

En esa virtud, son inatendibles las tesis «con números de registro digi-
tal: 2016155 y 2016402», invocadas por el recurrente en apoyo de sus afirma-
ciones, tituladas: "CONTRATO PRIVADO DE COMPRAVENTA CELEBRADO 
ENTRE EL QUEJOSO Y EL TERCERO INTERESADO. TIENE EFICACIA PARA 
ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO, PORQUE LA FECHA 
CIERTA DEL DOCUMENTO SURTE EFECTOS ENTRE LAS PARTES, MIENTRAS 
NO SE DEMUESTRE SU FALSEDAD, PUES ESE SÓLO BENEFICIA O PERJU-
DICA A LOS QUE LO SUSCRIBEN (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIU-
DAD DE MÉXICO)." y "REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN EL AMPARO 
INDIRECTO. DEBE ORDENARSE SI EL JUEZ DE DISTRITO OMITE RECABAR 
TODAS LAS CONSTANCIAS RELACIONADAS CON EL ACTO RECLAMADO, 
INCLUSO, AQUELLAS CON LAS QUE SEA FACTIBLE VERIFICAR LA AFECTA-
CIÓN A LA ESFERA JURÍDICA DEL QUEJOSO, POR TRASCENDER ELLO AL 
RESULTADO DEL FALLO."

Lo anterior es así pues, además de que la recurrente no refiere los moti
vos por los cuales considera son aplicables, por otra parte aluden a constancias 
que obran en el juicio de origen –que no es el caso–, por lo que, finalmente, se 
estima que nada tiene que ver con la hipótesis en estudio.

Las anteriores consideraciones conducen a confirmar la sentencia 
sujeta a revisión, en lo que fue materia del presente recurso.

Finalmente, los criterios judiciales invocados en la presente ejecutoria, 
que se integraron al amparo de la ley de la materia abrogada, se citaron en 
acatamiento a la regla prevista en el artículo sexto transitorio del decreto publi
cado en el Diario Oficial de la Federación, el dos de abril de dos mil trece, en 
que se expidió la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, actualmente en vigor, dado que el 
razonamiento contenido en ellos no se opone a la nueva legislación.

Por lo expuesto, y con fundamento en los artículos 81, fracción I, inciso 
e), 84 y 93 de la Ley de Amparo, 35 y 37, fracción IV, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, se resuelve:
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PRIMERO.—En lo que fue materia de la presente revisión se confirma 
la sentencia recurrida.

SEGUNDO.—Se sobresee en el juicio de amparo promovido por 
**********, en contra de los actos que reclamó del Juez Primero de lo Civil 
del Distrito Judicial de Cholula, Puebla; diligenciaria non de su adscripción; 
fiscal general del Gobierno del Estado de Puebla; secretario de Seguridad Pú
blica del Estado de Puebla; secretario de Seguridad Pública y Tránsito Muni-
cipal de San Andrés Cholula, Puebla y comisario de Seguridad Pública del 
Municipio de San Pedro Cholula, Puebla, los cuales quedaron transcritos en 
el resultando primero de esta ejecutoria.

Notifíquese; con testimonio de la presente resolución, devuélvase el 
expediente de amparo al Juez a quo y, en su oportunidad, archívese el toca.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvió el Segundo Tribunal Colegia-
do en Materia Civil del Sexto Circuito, integrado por los Magistrados Raúl Ar-
mando Pallares Valdez, Emma Herlinda Villagómez Ordóñez y José Gabriel 
Clemente Rodríguez. Fue ponente la segunda de los nombrados.

En términos de lo previsto en los artículos 14, fracción I y 18, frac­
ciones I y II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la informa­
ción considerada legalmente como reservada o confidencial que encua­
dra en esos supuestos normativos.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 599 y 601 citadas en esta ejecutoria, también aparecen 
publicadas en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 
80, agosto de 1994, página 86, con las claves VI.2o. J/322 y VI.2o. J/321, con números 
de registro digital: 210783 y 210782, respectivamente.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. NO LO ACREDITA LA ACEP­
TACIÓN DE LA EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO POR LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE, CUANDO ÉSTE SE HACE CON­
SISTIR EN EL LANZAMIENTO DECRETADO EN LA CAUSA DE 
ORIGEN RESPECTO DE LA CUAL EL QUEJOSO ES TERCERO 
EXTRAÑO. El hecho de que la autoridad responsable al rendir su in-
forme justificado acepte la existencia del acto reclamado, cuando éste 
se hace consistir en el lanzamiento decretado en la causa de origen, 
respecto de la cual el quejoso es tercero extraño, no implica que la 
acción constitucional ejercida sea procedente, ya que tal reconocimien
to no demuestra su interés jurídico para promover el juicio de amparo, 



2358 ENERO 2020

pues aun con esa aceptación no se acredita que dicho inconforme 
efectivamente esté en posesión del inmueble objeto de la referida deso
cupación.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.
VI.2o.C. J/34 C (10a.)

Amparo en revisión 209/2009. Alejandro Garrigos Cortina. 6 de agosto de 2009. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Eduardo Iván Ortiz 
Gorbea.

Amparo en revisión 67/2011. Óscar Fernández Cervantes. 25 de marzo de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Juan Carlos Cortés Salgado.

Amparo en revisión 511/2012. Frumencia Pérez Luna y otro. 24 de enero de 2013. Unani-
midad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretario: Nelson Loranca 
Ventura.

Amparo en revisión 74/2013. María Evelia Flores Aguilar y otras. 17 de mayo de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretario: Nelson 
Loranca Ventura.

Amparo en revisión 268/2019. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Emma Herlinda Villagómez Ordóñez. Secretario: Humberto Schettino Reyna.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA LEY DE PROCE­
DIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE 
OAXACA, ESTABLECE MAYORES REQUISITOS QUE LOS SEÑALA­
DOS EN LA LEY DE AMPARO PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN 
DEL ACTO RECLAMADO, POR LO QUE NO DEBE DESECHARSE 
LA DEMANDA DE AMPARO O SU AMPLIACIÓN EN EL AUTO INI­
CIAL, CON EL ARGUMENTO DE QUE PREVIAMENTE DEBE AGOTAR­
SE AQUÉL.

QUEJA 2/2019. 8 DE MARZO DE 2019. UNANIMIDAD DE VOTOS. 
PONENTE: LUZ IDALIA OSORIO ROJAS. SECRETARIO: VÍCTOR MANUEL 
JAIMES MORELOS.

CONSIDERANDO:

SÉPTIMO.—Estudio.

Es fundado el recurso de queja, en atención a las consideraciones 
siguientes:
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En primer término, es importante destacar que aun cuando el presente 
asunto versa sobre la materia administrativa, en el caso opera la suplencia 
de la queja deficiente, en términos del artículo 79, fracción VI, de la Ley de 
Amparo,22 en vinculación con la jurisprudencia P./J. 34/2018 (10a.),23 debido a 
que este Tribunal Colegiado advierte una violación manifiesta a lo dispuesto 
en el numeral 113 del citado ordenamiento legal, lo que dejó sin defensa al 
quejoso, por haberse desechado de plano la ampliación de su demanda, con 
base en una causa de improcedencia que no es manifiesta e indudable.

En efecto, a juicio de este órgano colegiado, la causa de improceden
cia invocada por el Juez de Distrito no cumple con los requisitos establecidos 
en el numeral 113 de la Ley de Amparo.24

Dicho precepto legal faculta al juzgador de amparo para desechar la 
demanda o su ampliación, cuya potestad está condicionada a que se presente 

22 "Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los 
conceptos de violación o agravios, en los casos siguientes:
"...
"VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular 
recurrente una violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos 
previstos en el artículo 1o. de esta ley. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere 
a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proce
dimiento en el que se dictó la resolución reclamada; y"
23 Jurisprudencia por contradicción de tesis P./J. 34/2018 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, publicada en la página 9 del Libro 62, Tomo I, enero de 2019, Décima 
Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación «y en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas», registro digital 2018980, de título, sub-
título y texto siguientes: "SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LOS AGRAVIOS. EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO, PROCEDE EN UN RECURSO DE 
QUEJA CUANDO EL ÓRGANO REVISOR ADVIERTE EL DESECHAMIENTO INDEBIDO DE LA 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO, POR NO ACTUALIZARSE UNA CAUSA MANIFIESTA E 
INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA. El precepto citado faculta al órgano jurisdiccional a suplir la 
deficiencia de los conceptos de violación o agravios cuando advierta que ha habido en contra del 
quejoso o del recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa por 
afectar los derechos previstos en el artículo 1o. de la Ley de Amparo. Ahora bien, la suplen
cia referida procede en un recurso de queja cuando se combate la resolución que desechó la 
demanda de amparo indirecto por actualizarse una causa manifiesta e indudable de impro
cedencia, siempre y cuando se advierta: i) la existencia de una violación manifiesta de la ley; y, 
ii) que dicha violación haya dejado sin defensa al quejoso. Lo anterior es así, pues al analizar la 
resolución recurrida, el órgano jurisdiccional debe verificar en primer lugar si se violó de manera 
evidente la ley, esto es, si se transgredió el artículo 113 de la Ley de Amparo y, en segundo lugar, 
si dicha transgresión dejó al quejoso sin defensa, lo cual debe entenderse como una afectación 
sustancial dentro del procedimiento y que se actualiza al negar el acceso a la acción de amparo 
con un desechamiento que no se apega al marco jurídico aplicable."
24 "Artículo 113. El órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo indirecto examinará el 
escrito de demanda y si existiera causa manifiesta e indudable de improcedencia la desechará 
de plano."
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una causa de improcedencia que cumpla con las características de ser mani
fiesta e indudable; debiendo entenderse, primero, lo que se advierte en forma 
patente, notoria y absolutamente clara y, segundo, que se tiene la certeza y 
plena convicción de algún hecho, esto es, que no puede existir duda ante la 
claridad y evidencia del asunto.25

Esto implica que un motivo de improcedencia manifiesto e indudable 
es aquel que no requiere mayor demostración, toda vez que se advierte en 
forma patente y absolutamente clara de la lectura del escrito de demanda o 
de su ampliación, de los escritos aclaratorios o de los documentos que se 
anexan, según sea el caso, a esas promociones.

Además, debe tenerse absoluta certeza y plena convicción de que la 
causa de improcedencia de que se trata es viable, de tal modo que aun en el 
supuesto de admitirse la demanda de amparo y sustanciarse el procedimiento, 
no sería posible arribar a una convicción diversa, independientemente de los 
elementos que pudieran allegar las partes.

De esta manera, para adquirir plena convicción sobre la notoria e indu
dable improcedencia del juicio, el juzgador debe evaluar en su conjunto el 

25 Así lo ha determinado la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 
2a. LXXI/2002, publicada en la página 448, Tomo XVI, julio de 2002, Novena Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, registro digital: 186605, que dice: "DEMANDA DE AMPARO. 
DE NO EXISTIR CAUSA DE IMPROCEDENCIA NOTORIA E INDUDABLE, O TENER DUDA DE SU 
OPERANCIA, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE ADMITIRLA A TRÁMITE Y NO DESECHARLA DE 
PLANO.—El Juez de Distrito debe desechar una demanda de amparo cuando encuentre un motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia, debiendo entender por ‘manifiesto’ lo que se advierte 
en forma patente, notoria y absolutamente clara y, por ‘indudable’, que se tiene la certeza y plena 
convicción de algún hecho, esto es, que no puede ponerse en duda por lo claro y evidente que 
es. En ese sentido, se concluye que un motivo manifiesto e indudable de improcedencia es aquel 
que está plenamente demostrado, toda vez que se ha advertido en forma patente y absolutamente 
clara de la lectura del escrito de demanda, de los escritos aclaratorios o de los documentos 
que se anexan a esas promociones, de manera que aun en el supuesto de admitirse la demanda 
de amparo y sustanciarse el procedimiento, no sería posible arribar a una convicción diversa, 
independientemente de los elementos que pudieran allegar las partes, esto es, para advertir 
la notoria e indudable improcedencia en un caso concreto, debe atenderse al escrito de demanda 
y a los anexos que se acompañen y así considerarla probada sin lugar a dudas, ya sea porque los 
hechos en que se apoya hayan sido manifestados claramente por el promovente o por virtud de 
que estén acreditados con elementos de juicio indubitables, de modo tal que los informes justi
ficados que rindan las autoridades responsables, los alegatos y las pruebas que éstas y las 
demás partes hagan valer en el procedimiento, no sean necesarios para configurar dicha impro-
cedencia ni tampoco puedan desvirtuar su contenido, por lo que de no actualizarse esos requisi-
tos, es decir, de no existir la causa de improcedencia manifiesta e indudable o tener duda de su 
operancia, no debe ser desechada la demanda, pues, de lo contrario, se estaría privando al que-
joso de su derecho a instar el juicio de garantías contra un acto que le causa perjuicio y, por 
ende, debe admitirse a trámite la demanda de amparo a fin de estudiar debidamente la cuestión 
planteada."
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escrito de demanda o su ampliación (según sea el caso) y sus anexos, a efecto 
de despejar cualquier duda; de modo tal que los datos, información y pruebas 
incorporadas al juicio con posterioridad no sean necesarios para configurar 
dicha improcedencia, ni tampoco puedan desvirtuarla.

Ello no significa que toda causa de improcedencia, por el solo hecho 
de estar prevista en el artículo 61 de la Ley de Amparo, pueda justificar que al 
proveer sobre la admisión de la demanda o su ampliación, el Juez de Distrito 
la deseche de plano, pues existen causales de improcedencia que revisten 
cierto grado de complejidad, de modo que para demostrar que el caso se 
subsume a la hipótesis legal, es necesario que el juzgador efectúe un estudio 
ponderado de todos los requisitos legales y de las posibles excepciones al 
motivo de improcedencia, lo cual implica una labor argumentativa de mayor 
grado, con el objeto de demostrar su actualización. De ser éste el caso, la cau
sal de improcedencia deja de ser evidente, pues el estudio profundo de la 
temática relativa automáticamente pone en evidencia su falta de notoriedad.

Por ello, si la causa de improcedencia no es manifiesta e indudable 
o genera incertidumbre sobre su actualización, no debe ser desechada la 
demanda (o su ampliación), pues de lo contrario se estaría privando al que
joso de su derecho de acceso a la jurisdicción, en este supuesto, al control 
constitucional que se ejerce en el juicio de amparo. De ahí que deba admi
tirse a trámite la demanda (o su ampliación), a fin de estudiar debidamente la 
cuestión planteada, sin perjuicio de que al momento de dictar la sentencia 
se sobresea en el juicio, si el estudio más detallado del asunto así lo indica.

Sobre estas premisas, en primer lugar es necesario determinar si el motivo 
de improcedencia que generó el desechamiento de la ampliación de demanda 
es manifiesto e indudable.

Así, se tiene que el Juez de Distrito consideró actualizada la causa de 
improcedencia prevista en los artículos 107, fracción IV, de la Constitución 
Federal26 y 61, fracción XX, de la Ley de Amparo,27 debido a que el quejoso no 

26 "Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excep
ción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley 
reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:
"...
"IV. En materia administrativa el amparo procede, además, contra actos u omisiones que proven-
gan de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, y que
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agotó previamente el juicio contencioso administrativo, de conformidad con 
lo dispuesto en los numerales 1o., 3o. y 133, fracción I, de la Ley de Proce
dimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca; según dijo, porque 
ese medio de defensa es el idóneo para nulificar la negativa del Ayuntamiento 
de Santa María El Tule, Oaxaca, para retirar los sellos de clausura colocados 
en los locales comerciales ubicados en la calle **********, número **********, 
esquina **********, en dicho Municipio.

El artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo exige para su configu
ración diversos requisitos, como se destaca a continuación:

1. Se trate de actos emitidos por autoridades distintas de los tribunales 
judiciales, administrativos o del trabajo.

2. Que tales actos deban ser revisados de oficio, o proceda contra ellos 
algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser 
modificados, revocados o nulificados.

causen agravio no reparable mediante algún medio de defensa legal. Será necesario agotar 
estos medios de defensa siempre que conforme a las mismas leyes se suspendan los efectos de 
dichos actos de oficio o mediante la interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal 
que haga valer el agraviado, con los mismos alcances que los que prevé la ley reglamentaria y sin 
exigir mayores requisitos que los que la misma consigna para conceder la suspensión definitiva, 
ni plazo mayor que el que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional, indepen
dientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de 
acuerdo con dicha ley.
"No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa si el acto reclamado carece de 
fundamentación o cuando sólo se aleguen violaciones directas a esta Constitución;"
27 "Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:
...
"XX. Contra actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del tra
bajo, que deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra ellos 
algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revo
cados o nulificados, siempre que conforme a las mismas leyes se suspendan los efectos de dichos 
actos de oficio o mediante la interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal que haga 
valer el quejoso, con los mismos alcances que los que prevé esta ley y sin exigir mayores requi-
sitos que los que la misma consigna para conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que 
el que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional, independientemente de que el 
acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta ley.
"No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece 
de fundamentación, cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución o cuando el 
recurso o medio de defensa se encuentre previsto en un reglamento sin que la ley aplicable 
contemple su existencia.
"Si en el informe justificado la autoridad responsable señala la fundamentación y motivación del 
acto reclamado, operará la excepción al principio de definitividad contenida en el párrafo anterior;"
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3. Que el recurso, juicio o medio de defensa esté previsto en las leyes 
que rijan los actos reclamados.

4. La obligatoriedad de agotar el recurso ordinario está condicionada 
a que conforme a las mismas leyes, se suspendan los efectos de dichos 
actos, de oficio o mediante la interposición del juicio, recurso o medio de 
defensa legal:

4.1 Con los mismos alcances previstos en la Ley de Amparo.

4.2 Sin exigir mayores requisitos que los que la misma ley de la materia 
consigna para conceder la suspensión definitiva.

4.3 Ni plazo mayor que el establecido para el otorgamiento de la sus
pensión provisional.

4.4 Independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o 
no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta ley.

Adicionalmente, el legislador precisó que no existe obligación de agotar 
el medio ordinario de defensa:

I. Si el acto reclamado carece de fundamentación.

II. Cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución.

III. Cuando el recurso o medio de defensa se encuentre previsto en un 
reglamento, sin que la ley aplicable establezca su existencia.

IV. Si en el informe justificado la autoridad responsable señala la fun
damentación y motivación del acto reclamado.

La excepción al principio de definitividad prevista en los artículos 107, 
fracción IV, de la Constitución Federal y 61, fracción XX, de la Ley de Amparo 
vigente, encuentra justificación constitucional en el derecho humano a un 
recurso rápido, sencillo y efectivo, establecido en los «artículos» 25, nume
ral 1,28 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 107 de la 
Carta Magna.

28 "Artículo 25. Protección Judicial
"1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención, aún cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales."
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El primero de los referidos requisitos –se trate de un acto de autoridad 
emitido por autoridad distinta de los tribunales judiciales, administrativos o 
del trabajo– no reviste mayor complejidad, pues basta mencionar que el 
Ayuntamiento responsable no tiene la naturaleza de un tribunal, para con
cluir que estamos ante tal supuesto.

En cambio, los restantes elementos (relativos a la procedencia del jui
cio, recurso o medio ordinario de defensa; a la ley que rige el acto reclamado y 
a la procedencia de la suspensión dentro de los plazos y con los mismos 
requisitos y alcances que los establecidos en la Ley de Amparo), requieren 
de un estudio más extenso y detallado para adquirir la convicción de que se 
cumplen.

Ello implica que la causa de improcedencia establecida en el artículo 
61, fracción XX, de la ley de la materia, de suyo no es manifiesta ni indudable, 
salvo que sobre el imperativo de agotar un recurso ordinario exista jurispru
dencia obligatoria, al tenor del artículo 217 de la ley de la materia.

Se sostiene lo anterior, dados los múltiples requisitos para que se 
actualice, además de varias hipótesis de excepción, lo cual conduce a con
cluir que la causa de improcedencia requiere de un análisis complejo, que no 
es propio de un auto como el ahora recurrido.

En efecto, en dicho acuerdo materia de la queja se dice que el acto 
reclamado en ampliación de la demanda debe ser combatido previamente 
mediante el juicio contencioso administrativo previsto en los numerales 1o., 
3o. y 133, fracción I, de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para 
el Estado de Oaxaca.

Sin embargo, primero deben expresarse argumentos que expliquen al 
quejoso por qué razón dicho ordenamiento legal rige el acto reclamado, a 
pesar de tratarse de una normativa que no se invoca en el oficio mediante 
el cual el Ayuntamiento responsable dio respuesta a la petición del quejoso, 
a fin de que el administrado se halle en condiciones de saber si debe agotar 
algún recurso pues, precisamente por ello, el artículo 17, fracción XIII,29 de la 
precitada ley estatal establece como elemento y requisito de validez del acto 
administrativo, entre otros, que tratándose de actos recurribles, deban men

29 "Artículo 17. Son elementos y requisitos de validez del acto administrativo:
"...
"XIII. Tratándose de actos administrativos recurribles deberá hacerse mención de los recursos 
que procedan y el plazo de interposición de los mismos;"
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cionarse los recursos que procedan y el plazo de interposición de éstos, jus
tamente porque los recursos ordinarios fueron creados por el legislador para 
la defensa del particular administrado, no para confundirlo.

Pero sobre todo, un estudio preliminar de los requisitos previstos en la 
Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca 
permite advertir que dicho ordenamiento establece mayores exigencias que 
las señaladas en la Ley de Amparo para la suspensión del acto reclamado, 
como se demuestra con el siguiente cuadro comparativo:

Ley de Amparo Ley de Procedimiento y Justicia 
Administrativa para el Estado de 

Oaxaca

Artículo 128. Con excepción de los 
casos en que proceda de oficio, la 
suspensión se decretará, en todas 
las materias salvo las señaladas en

Artículo 215. El actor podrá solici
tar la suspensión del acto impug
nado, en la demanda o en cualquier 
momento del juicio, hasta antes de

el último párrafo de este artículo, 
siempre que concurran los requisi-
tos siguientes: 

citación para sentencia; tal medida 
cautelar tendrá por efecto mantener 
las cosas en el estado en que se 
encuentren hasta en tanto se pro-
nuncia la sentencia definitiva; el tri-
bunal deberá resolver lo conducente, 
haciéndolo saber inmediatamente a 
la autoridad demandada para su 
cumplimiento.
 
Se deberá analizar la apariencia del 
buen derecho y peligro en la demo-
ra al momento de decidir los efec-
tos de la suspensión.

Se concederá la suspensión siem-
pre que:

I. Que la solicite el quejoso; y I. Se conserve la materia del juicio;

II. Que no se siga perjuicio al interés 
social ni se contravengan disposi
ciones de orden público.
...

II. No se afecte el interés social, ni 
se contravengan disposiciones de 
orden público; y
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 III. Sean de difícil reparación los 
daños o perjuicios que se causen al 
solicitante con la ejecución del acto 
impugnado.

Lo anterior evidencia que la Ley de Amparo en vigor no establece como 
requisito para que se conceda la suspensión del acto reclamado que sean de 
difícil reparación los daños o perjuicios que se causen al solicitante con la 
ejecución del acto impugnado; en cuyo caso, el quejoso no estaría obligado a 
agotar el juicio contencioso administrativo previsto en la Ley de Procedimiento 
y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca.30

Bajo ese contexto, debe decirse que, en el caso concreto, la causa de 
improcedencia invocada por el Juez de Distrito no es manifiesta e indudable, 
como se anticipó, debido a que para generar plena certeza sobre su configu-
ración es necesario un estudio más detallado del asunto, en el que se expli-
quen al justiciable de manera exhaustiva, todos y cada uno de los requisitos 
establecidos en la fracción XX del artículo 61 de la Ley de Amparo, así como 
si existe o no alguna de las excepciones al principio de definitividad del acto 
reclamado; cuyo análisis no se debe realizar en el auto de inicio, por no ser el 
momento procesal adecuado para ello, sino que ese estudio ponderado 
del caso es propio de la sentencia que se dicte en el expediente principal.

30 Es aplicable la jurisprudencia 1a./J. 72/2017 (10a.), de la Primera Sala del Máximo Tribunal del 
País, publicada en la página 387 del Libro 49, Tomo I, diciembre de 2017, Décima Época de la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación «y en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 1 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas», registro digital: 2015700, que dice: "SUSPEN-
SIÓN DEFINITIVA. LA ACREDITACIÓN DE LOS DAÑOS DE DIFÍCIL REPARACIÓN DERIVADOS 
DE LA EJECUCIÓN DEL ACTO RECLAMADO NO CONSTITUYE UN REQUISITO PARA OTOR
GARLA. El artículo 124, fracción III, de la Ley de Amparo abrogada establece como requisito para 
decretar la suspensión del acto reclamado que los daños y perjuicios que se causen al agraviado 
con su ejecución sean de difícil reparación. Sin embargo, en la reforma constitucional en mate
ria de amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, se eliminó del 
artículo 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos lo referente 
a la difícil reparación de los daños y perjuicios que ocasione el acto reclamado. Asimismo, se 
privilegió la discrecionalidad de los jueces y se estableció su obligación de realizar un análisis 
ponderado entre la no afectación del interés social, el orden público y la apariencia del buen 
derecho, por lo que se fortaleció el rol protector de la suspensión. Ahora bien, la Ley de Amparo 
vigente no contempla como requisito para conceder la suspensión que se ocasionen daños de 
difícil reparación; de ahí que su acreditación no constituya un requisito para que proceda esa 
medida en el juicio de amparo. Debe resaltarse que esta interpretación es consistente con el pro
pósito de la reforma constitucional en materia de amparo –en cuanto a la suspensión– en el 
sentido de privilegiar la discrecionalidad de los jueces. En efecto, considerar como requisito 
la acreditación de un daño de difícil reparación para otorgar la suspensión definitiva, sería regre
sar al sistema de requisitos formales que fue superado con dicha reforma constitucional."
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Lo anterior porque, como se dijo, la causa de improcedencia invocada, 
por sí misma, reviste cierto grado de complejidad, de modo que para demos-
trar que el caso concreto se subsume a la hipótesis legal, es necesario efectuar 
un estudio ponderado de todos los requisitos previstos en la fracción XX del 
numeral 61 de la Ley de Amparo, así como de sus posibles excepciones al 
principio de definitividad, lo cual exige al juzgador efectuar una labor argumen
tativa de mayor grado, con el objeto de demostrar la actualización de la cau
sal de improcedencia.

En consecuencia, con fundamento en el artículo 103 de la Ley de Am-
paro, y dado que no se advierte motivo diverso de improcedencia manifiesto 
e indudable, lo que procede es declarar fundado el recurso de queja y ordenar 
al Juez de Distrito que, atento a lo expuesto en esta ejecutoria, provea lo con-
ducente en relación con la admisión de la ampliación de la demanda de 
amparo.

Es aplicable al caso la jurisprudencia 2a./J. 73/2014 (10a.), de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.31

Sin que ello prejuzgue en cuanto a que, posteriormente, inclusive al 
dictar la sentencia en el juicio de amparo, si el a quo advierte alguna causa 
de improcedencia decida lo conducente; es así, porque si bien el acto recla
mado podría generar un motivo de improcedencia del juicio biinstancial, 
atendiendo a los argumentos hechos valer vía conceptos de violación, éste no 
es manifiesto ni indudable como para desechar la ampliación de la demanda 
desde el primer acuerdo que se dicta, tal como lo exige el artículo 113 de la 

31 "RECURSO DE QUEJA CONTRA EL AUTO QUE DESECHA UNA DEMANDA DE AMPARO. DE 
SER FUNDADO, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE DEVOLVER LOS AUTOS AL 
JUEZ DE DISTRITO A EFECTO DE QUE SE PRONUNCIE SOBRE LA ADMISIÓN Y, EN SU CASO, 
SOBRE LA MEDIDA CAUTELAR. El artículo 97, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo estable-
ce que procede el recurso de queja en amparo indirecto contra las resoluciones que desechen 
una demanda de amparo. Por su parte, el diverso 103 del mismo ordenamiento prevé que, en caso 
de resultar fundado el recurso, se dictará la resolución que corresponda sin necesidad de reenvío, 
salvo que ésta implique la reposición del procedimiento. Así, del análisis relacionado de esas 
disposiciones, tomando en consideración la naturaleza del recurso de queja en el que no existe 
devolución de jurisdicción, cuando un Tribunal Colegiado de Circuito declare fundado el recurso de 
queja contra el desechamiento de una demanda de amparo, éste dictará la resolución que corres
ponda, ordenando al Juez de Distrito proveer lo conducente en relación con la admisión, en tér
minos de los artículos 112 a 115 del propio ordenamiento, lo que implica que no puede asumir la 
jurisdicción que a éste corresponde." Jurisprudencia 2a./J. 73/2014 (10a.), visible en la página 
901 del Libro 9, Tomo II, agosto de 2014, Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación «y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de agosto de 2014 a las 8:05 
horas», registro digital: 2007069.
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Ley de Amparo; estimar lo contrario implicaría privar a la parte quejosa del 
derecho a instar el juicio de garantías contra actos que le causan perjuicio, 
sin que se encuentre plenamente acreditada la causa de improcedencia que 
invocó el Juez de Distrito.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

ÚNICO.—Se declara fundado el recurso de queja.

Notifíquese; remítase testimonio de esta resolución al Juzgado de Dis
trito y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.

Así lo resolvió el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Admi-
nistrativa del Décimo Tercer Circuito, por unanimidad de votos de sus integran
tes, Magistrados Marco Antonio Guzmán González (presidente), Luz Idalia 
Osorio Rojas y Roberto Meixueiro Hernández. Fue ponente la segunda de los 
nombrados.

En términos de lo previsto en los artículos 3, 13, 14 y 18 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna­
mental, en esta versión pública se suprime la información considerada 
legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos su­
puestos normativos.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA LEY DE PRO­
CEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO 
DE OAXACA, ESTABLECE MAYORES REQUISITOS QUE LOS 
SEÑALADOS EN LA LEY DE AMPARO PARA CONCEDER LA 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO, POR LO QUE NO DEBE 
DESECHARSE LA DEMANDA DE AMPARO O SU AMPLIACIÓN 
EN EL AUTO INICIAL, CON EL ARGUMENTO DE QUE PREVIA­
MENTE DEBE AGOTARSE AQUÉL. Una de las excepciones al prin
cipio de definitividad, previsto en el artículo 61, fracción XX, de la Ley 
de Amparo, consiste en que la ley que rija el acto reclamado establezca 
la existencia de un juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud 
del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado el acto de autori
dad, en el que se suspendan sus efectos, sin exigir mayores requisitos 
que los previstos en dicho ordenamiento para conceder la suspensión 
definitiva. Al respecto, el numeral 215, fracción III, de la Ley de Proce
dimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca establece ma
yores exigencias que las señaladas en la Ley de Amparo para conceder 
la suspensión del acto impugnado, al disponer como requisito que con la 
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ejecución de éste se generen al solicitante daños y perjuicios de difícil 
reparación; elemento que no está previsto en el artículo 128 de la Ley 
de Amparo. Por tanto, al actualizarse la excepción señalada, la causal de 
improcedencia del juicio constitucional no es manifiesta e indudable, 
en términos del artículo 113 de la misma ley, por lo que la demanda 
de amparo o su ampliación no debe desecharse en el auto inicial con el 
argumento de que es necesario promover, previamente, el juicio con
tencioso administrativo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA 
DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO.

XIII.2o.C.A. J/1 A (10a.)

Queja 2/2019. 8 de marzo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Luz Idalia Osorio 
Rojas. Secretario: Víctor Manuel Jaimes Morelos.

Queja 11/2019. 29 de marzo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Luz Idalia Osorio 
Rojas. Secretario: Omar Sánchez Girón.

Queja 104/2019. 14 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Luz Idalia Osorio 
Rojas. Secretaria: Dolores Guadalupe Bazán Díaz.

Amparo en revisión 428/2019. 30 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Marco Antonio Guzmán González. Secretario: David Rojas Rodríguez.

Queja 256/2019. 11 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto 
Meixueiro Hernández. Secretaria: Juana Martha López Quiroz.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

PRESUNCIÓN DE INGRESOS POR DEPÓSITOS EN LA CUENTA BAN­
CARIA DEL CONTRIBUYENTE. PARA DESVIRTUARLA CON UN CON­
TRATO DE MUTUO SIMPLE O CON INTERÉS DEBE PROBARSE SU 
MATERIALIDAD, ENTRE OTROS MEDIOS, CON LOS RECIBOS O 
ESTADOS DE CUENTA DEL MUTUANTE.

AMPARO DIRECTO 179/2018. 12 DE JULIO DE 2018. UNANIMIDAD DE 
VOTOS. PONENTE: ARIEL ALBERTO ROJAS CABALLERO. SECRETARIA: SILVIA 
VIDAL VIDAL.

CONSIDERANDO:

SÉPTIMO.—Análisis de los conceptos de violación.

Los motivos de disenso propuestos son infundados unos e inoperante otro.
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En principio, es menester reseñar los antecedentes que se desprenden 
de autos, a fin de ubicarlos en su adecuado contexto.

Antecedentes.

Mediante oficio **********, de veintiséis de agosto de dos mil quince, 
la Administración Local de Auditoría Fiscal de Celaya, Guanajuato, del Servi-
cio de Administración Tributaria, ordenó la práctica de una visita domiciliaria 
a la persona moral denominada ********** Sociedad Civil, según se precisó, 
con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales a 
que está afecta como sujeto directo en materia del impuesto sobre la renta 
e impuesto empresarial a tasa única, por el ejercicio fiscal comprendido del 
primero de enero al treinta y uno de diciembre de dos mil trece. (fojas 92 a 94 
del juicio de nulidad)

El ejercicio de las facultades de comprobación culminó con la emisión 
del oficio **********, emitido por la Administración Desconcentrada de Audi
toría Fiscal de Guanajuato "3" del Servicio de Administración Tributaria, por el 
cual se determinó un crédito fiscal en su contra por la cantidad de $********** 
por concepto del impuesto sobre la renta, impuesto empresarial a tasa única, 
recargos y multas; así como por el monto de $********** por concepto 
de reparto de utilidades por pagar. (fojas 55 a 87)

Inconforme con lo anterior, la persona moral en cita demandó su nuli-
dad ante la Sala Regional del Centro III del Tribunal Federal de Justicia Adminis
trativa, donde se radicó bajo el progresivo **********, decidido en sentencia 
de quince de enero de dos mil dieciocho, en la que se declaró la nulidad de la 
resolución impugnada y se dejaron a salvo las facultades de la autoridad para 
emitir una nueva resolución en la que subsane la ilegalidad advertida. Dicha de
terminación constituye el acto reclamado en el juicio de amparo que ahora se 
resuelve.

Persona moral no lucrativa como sujeto directo del impuesto sobre la 
renta.

En los conceptos de violación identificados en supralíneas con los incisos 
a), b) y c), la quejosa esencialmente aduce que la orden de visita es ilegal, por-
que al ser una sociedad civil dedicada a la enseñanza, no es sujeto del impues-
to sobre la renta y, por ende, no era dable revisarla como sujeto directo de ese 
tributo, por lo que la visita que se le practicó es ilegal.
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Tales argumentos son infundados.

Los artículos 93 y 95 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 
dos mil trece disponían:

"Artículo 93. Las personas morales a que se refieren los artículos 95 y 
102 de esta ley, así como las sociedades de inversión especializadas de fondos 
para el retiro, no son contribuyentes del impuesto sobre la renta, salvo por lo 
dispuesto en el artículo 94 de esta ley. Sus integrantes considerarán como 
remanente distribuible únicamente los ingresos que éstas les entreguen en 
efectivo o en bienes.

"...

"Las personas morales a que se refiere este artículo determinarán el 
remanente distribuible de un año de calendario correspondiente a sus inte-
grantes o accionistas, disminuyendo de los ingresos obtenidos en ese periodo, 
a excepción de los señalados en el artículo 109 de esta ley y de aquellos por 
los que se haya pagado el impuesto definitivo, las deducciones autorizadas, 
de conformidad con el título IV de la presente ley.

"...

"En el caso de que las personas morales a que se refiere este título 
enajenen bienes distintos de su activo fijo o presten servicios a personas distin-
tas de sus miembros o socios, deberán determinar el impuesto que corresponda 
a la utilidad por los ingresos derivados de las actividades mencionadas, en 
los términos del título II de esta ley, a la tasa prevista en el artículo 10 de la 
misma, siempre que dichos ingresos excedan del 5% de los ingresos totales 
de la persona moral en el ejercicio de que se trate."

"Artículo 95. Para los efectos de esta ley, se consideran personas mora-
les con fines no lucrativos, además de las señaladas en el artículo 102 de la 
misma, las siguientes:

"...

"X. Sociedades o asociaciones de carácter civil que se dediquen a la 
enseñanza, con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estu-
dios en los términos de la Ley General de Educación, así como las instituciones 
creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza.
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"...

"Las personas morales a que se refieren las fracciones V, VI, VII, IX, X, 
XI, XIII, XVI, XVII, XVIII, XIX y XX de este artículo, así como las personas mora-
les y fideicomisos autorizados para recibir donativos deducibles de impues-
tos, y las sociedades de inversión a que se refiere este título, considerarán 
remanente distribuible, aun cuando no lo hayan entregado en efectivo o en bie-
nes a sus integrantes o socios, el importe de las omisiones de ingresos o las 
compras no realizadas e indebidamente registradas; las erogaciones que efec-
túen y no sean deducibles en los términos del título IV de esta ley, salvo cuando 
dicha circunstancia se deba a que éstas no reúnen los requisitos de la frac-
ción IV del artículo 172 de la misma; los préstamos que hagan a sus socios o 
integrantes, o a los cónyuges, ascendientes o descendientes en línea recta de 
dichos socios o integrantes salvo en el caso de préstamos a los socios o inte-
grantes de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo a que se refiere 
la fracción XIII de este artículo. Tratándose de préstamos que en los términos 
de este párrafo se consideren remanente distribuible, su importe se dismi
nuirá de los remanentes distribuibles que la persona moral distribuya a sus 
socios o integrantes.

"En el caso en el que se determine remanente distribuible en los términos 
del párrafo anterior, la persona moral de que se trate enterará como impuesto 
a su cargo el impuesto que resulte de aplicar sobre dicho remanente distri-
buible, la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que 
establece la tarifa contenida en el artículo 177 de esta ley, en cuyo caso se con
siderará como impuesto definitivo, debiendo efectuar el entero correspondiente 
a más tardar en el mes de febrero del año siguiente a aquel en el que ocurra 
cualquiera de los supuestos a que se refiere dicho párrafo."

De los preceptos transcritos se desprende lo siguiente:

– Las personas morales con fines no lucrativos, como son las sociedades 
o asociaciones de carácter civil que se dediquen a la enseñanza, con autori-
zación o con reconocimiento de validez oficial de estudios en términos de la Ley 
General de Educación, no son contribuyentes del impuesto sobre la renta, salvo 
por lo dispuesto en el artículo 94 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

– Las personas morales referidas tienen la obligación de determinar el 
remanente distribuible disminuyendo de los ingresos obtenidos en ese periodo, 
excepto los señalados en el artículo 109 de la legislación en cita y de aquellos 
por los que se haya pagado el impuesto definitivo, las deducciones autoriza-
das en términos de lo dispuesto en el título IV del citado ordenamiento;



2373QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 1a. Jurisprudencia 

– En caso de que las personas morales referidas enajenen bienes distin
tos de su activo fijo o presten servicios a personas distintas de sus miembros o 
socios, deben determinar el impuesto que corresponda a la utilidad por los in-
gresos derivados de las actividades mencionadas, en los términos del título II 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a la tasa prevista en el artículo 10 del 
citado ordenamiento, siempre que dichos ingresos excedan del cinco por cien-
to de los ingresos totales de la persona moral en el ejercicio de que se trate.

– Se presume remanente distribuible, aun cuando no lo hayan entregado 
en efectivo o en bienes a sus integrantes o socios, entre otros conceptos, el 
importe de las omisiones de ingresos.

– En caso de que se determine remanente distribuible en los términos 
del párrafo anterior, la persona moral de que se trate enterará como impuesto 
a su cargo el impuesto que resulte de aplicar sobre dicho remanente distri-
buible la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que 
establece la tarifa contenida en el artículo 177 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta.

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria 
de veinte de septiembre de dos mil doce, por la que resolvió la contradicción de 
tesis 222/2011, de la que derivó la jurisprudencia P./J. 31/2012 (10a.), de rubro: 
"RENTA. EL ARTÍCULO 95, PÁRRAFO PENÚLTIMO, DE LA LEY DEL IMPUES
TO RELATIVO (VIGENTE EN 2003 Y 2004), AL IMPONER A LAS PERSONAS 
MORALES DE CARÁCTER CIVIL DEDICADAS A LA ENSEÑANZA LA OBLIGA-
CIÓN DE CONSIDERAR REMANENTE DISTRIBUIBLE EN LOS SUPUESTOS 
SEÑALADOS EN EL PROPIO PRECEPTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUI-
DAD TRIBUTARIA.", en lo que interesa, para la solución del problema jurídico 
que se aborda, sostuvo:

"El precepto legal transcrito (se refiere al artículo 95 de la Ley del ISR) 
prevé las diversas personas morales que se considera no tienen fines lucrati-
vos, cuyo concepto de ‘lucro’ es definido en el Diccionario de la Real Academia 
de la Lengua Española (sic) como la ‘ganancia o provecho que se obtiene de 
alguna cosa’, por lo que la derivación lucrativa o lucrativo, se refiere a que ‘pro-
duce utilidad y ganancia’; de lo que se infiere que las entidades que tienen 
ese carácter, son aquellas que no tienen como finalidad directa generar a sus 
beneficiarios, socios o usuarios, algún tipo de ganancia, provecho o utilidad, 
pues no se pretende la obtención de ganancias económicas, sino más bien 
otros objetivos de índole social o de colaboración.

"Por tal motivo, por regla general, no se les considera contribuyentes 
del impuesto sobre la renta, al no tener como finalidad directa percibir ingre-
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sos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 de la legislación en 
comento, salvo que entreguen en efectivo o en bienes ingresos a sus integran-
tes, quienes deben considerar las percepciones relativas como ‘remanente 
distribuible’ y pagar el impuesto correspondiente."

De lo anterior se desprende que a las personas morales a las que se 
refiere el artículo 95 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no se les consi-
dera contribuyentes del impuesto sobre la renta, básicamente porque no tienen 
como finalidad directa percibir ingresos; es decir, no pretenden la obtención 
de ganancias económicas, sino más bien otros objetivos de índole social o de 
colaboración.

Con base en lo hasta aquí expuesto, resulta válido concluir que si bien 
a las personas morales con fines no lucrativos inicialmente no se les considera 
contribuyentes del impuesto sobre la renta, lo cierto es que esto obedece a 
que aquéllas no tienen como finalidad directa percibir ingresos; es decir, no 
pretenden la obtención de ganancias económicas, sino más bien otros obje-
tivos de índole social o de colaboración.

Empero, lo anterior no significa que las personas morales referidas no 
tengan obligaciones fiscales relacionadas con el impuesto sobre la renta, 
pues como se destacó, deben determinar el remanente distribuible y, en su 
caso, pagar el impuesto correspondiente, inclusive si obtienen ingresos por 
la enajenación de bienes distintos de su activo fijo o presten servicios a per-
sonas distintas de sus miembros, o socios y aquéllos excedan el cinco por 
ciento de los ingresos totales de la persona moral en el ejercicio de que se 
trate, deben pagar el impuesto que resulte en los términos del título II de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta.

Es decir, si bien las sociedades o asociaciones de carácter civil que se 
dediquen a la enseñanza, con autorización o con reconocimiento de validez 
oficial de estudios, tienen la naturaleza jurídica de personas morales con fines 
no lucrativos, en términos del artículo 95 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
lo cierto es que pueden percibir ingresos de terceros, por los servicios educa-
tivos que proporcionan, pues se encuentran facultadas para cobrar diversos 
conceptos, tales como el de inscripción o reinscripción, colegiaturas, dere-
chos por incorporación, entre otros.

En efecto, los ingresos que se perciben por la prestación del servicio, 
ordinariamente son obtenidos a través de terceros (educandos), por concepto 
de inscripciones o colegiaturas, forman parte de aquellos que darán lugar al 
remanente distribuible a que se refiere el artículo 93 de la Ley del Impuesto 
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sobre la Renta, pues son obtenidos directamente como contraprestación del 
servicio prestado, por ende, dando lugar al pago del impuesto sobre la renta.

Conforme al artículo 93, penúltimo párrafo, de la legislación en cita, los 
ingresos obtenidos por inscripciones o colegiaturas derivan directamente del 
objeto para el que fueron creadas las instituciones (enseñanza); además, al 
establecer una distinción en relación a ingresos de los servicios prestados a 
sus miembros, para solamente gravar aquellas que son a terceros, se aprecia 
que el supuesto se refiere a aquellos ingresos ajenos al fin del servicio que 
proporcionan.

En ese contexto, es dable concluir que las mencionadas sociedades o 
asociaciones de carácter civil que se dediquen a la enseñanza, con autorización 
o con reconocimiento de validez oficial de estudios, si bien son personas mora-
les con fines no lucrativos y, por consiguiente, se considera que no son con-
tribuyentes para efectos del impuesto sobre la renta, lo cierto es que prestan 
servicios educativos a terceras personas a cambio de una contraprestación 
económica.

Con base en lo hasta aquí expuesto, este Tribunal Colegiado concluye 
que no asiste razón a la quejosa, al argüir que no es sujeto directo del impues-
to sobre la renta, al estar demostrado que aquélla debe pagar tal impuesto por 
los ingresos que obtenga (remanentes) como contraprestación del servicio 
de enseñanza prestado a terceros y, en ese sentido, es factible que la autoridad 
fiscal verifique el cumplimiento de las obligaciones que tiene como sujeto 
directo en términos de lo dispuesto en el artículo 42 del Código Fiscal de la 
Federación; de ahí lo infundado de los motivos de disenso de que se trata.

Por lo anterior, no abona a su pretensión la tesis invocada como apoyo 
«2a./J. 27/93», de rubro: "IMPUESTOS, CAUSANTES DE, Y CAUSANTES EXEN-
TOS, CONCEPTO."

En ese sentido se pronunció este Tribunal Colegiado, al resolver el am-
paro directo administrativo **********, en sesión de uno de septiembre de 
dos mil dieciséis.

Obligación de llevar contabilidad (omisión de la Sala de analizarlo).

En los motivos de disenso identificados con el inciso g), la quejosa ase-
gura que la responsable no se pronunció sobre el concepto de impugnación 
octavo, en el que se planteó que la fracción III del artículo 59 del Código Fiscal 
de la Federación sólo es aplicable a las personas obligadas a llevar contabilidad 
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y, en el caso, al tratarse de una persona moral no contribuyente del impuesto 
sobre la renta, no está obligada a llevarla, sino únicamente un libro de ingresos, 
egresos y de registro de inversiones y deducciones.

El argumento de mérito es fundado, pero a la postre inoperante.

Lo fundado del argumento radica en que, efectivamente, del análisis del 
considerando cuarto de la sentencia reclamada, en el que la Sala analizó de 
manera conjunta los conceptos de impugnación identificados como sexto, sép-
timo, octavo, noveno, decimotercero, decimocuarto y vigesimosegundo, no se 
advierte que haya contestado de manera frontal ni implícita el motivo de di-
senso contenido en el octavo, relativo a la inaplicabilidad de la fracción III del 
artículo 59 del Código Fiscal de la Federación, por no estar obligada a llevar 
contabilidad.

No obstante, el argumento de mérito es inoperante pues, por razones que 
ven al fondo del planteamiento propuesto, se tiene que no asiste la razón a la 
promovente.

En el título III de la Ley del Impuesto sobre la Renta se contienen las 
disposiciones relativas al régimen de las personas morales con fines no lucra-
tivos, entre las que se encuentran las sociedades civiles que se dediquen a la 
enseñanza, con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estu-
dios, en términos de la Ley General de Educación, como es el caso de la per-
sona moral quejosa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 95, 
fracción X, de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

El artículo 101 de la citada legislación contiene un listado de las obliga-
ciones a cargo de las personas morales a que se refiere el mencionado título 
III, esto es, de las personas morales con fines no lucrativos:

"Artículo 101. Las personas morales a que se refiere este título, ade
más de las obligaciones establecidas en otros artículos de esta ley, tendrán 
las siguientes:

"I. Llevar los sistemas contables de conformidad con el Código Fiscal 
de la Federación, su reglamento y el reglamento de esta ley y efectuar registros 
en los mismos respecto de sus operaciones.

"II. Expedir comprobantes que acrediten las enajenaciones que efec-
túen, los servicios que presten o el otorgamiento del uso o goce temporal de 
bienes y conservar una copia de los mismos a disposición de las autoridades 
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fiscales, los que deberán reunir los requisitos que fijen las disposiciones fis-
cales respectivas.

"III. Presentar en las oficinas autorizadas a más tardar el día 15 de febrero 
de cada año, declaración en la que se determine el remanente distribuible y 
la proporción que de este concepto corresponda a cada integrante.

"IV. Proporcionar a sus integrantes constancia en la que se señale el 
monto del remanente distribuible, en su caso. La constancia deberá propor-
cionarse a más tardar el día 15 del mes de febrero del siguiente año.

"V. Expedir las constancias y proporcionar la información a que se refieren 
las fracciones III y VIII del artículo 86 de esta ley; retener y enterar el impuesto 
a cargo de terceros y exigir la documentación que reúna los requisitos fisca-
les, cuando hagan pagos a terceros y estén obligados a ello en los términos 
de esta ley. Asimismo, deberán cumplir con las obligaciones a que se refiere el 
artículo 118 de la misma ley, cuando hagan pagos que a la vez sean ingresos 
en los términos del capítulo I del título IV de esta ley.

"VI. Presentar, a más tardar el día 15 de febrero de cada año, la informa-
ción siguiente:

"a) De las personas a las que en el año de calendario inmediato ante-
rior les hubieren efectuado retenciones de impuesto sobre la renta, así como 
de los residentes en el extranjero a los que les hayan efectuado pagos de 
acuerdo con lo previsto en el título V de esta ley.

"b) De las personas a las que les hubieran otorgado donativos en el año 
de calendario inmediato anterior.

"Cuando la persona moral de que se trate lleve su contabilidad mediante 
el sistema de registro electrónico, la información a que se refieren los incisos 
anteriores deberá proporcionarse en dispositivos magnéticos procesados en 
los términos que señale el Servicio de Administración Tributaria mediante 
reglas de carácter general. Dichos dispositivos serán devueltos al contribu-
yente por las autoridades fiscales dentro de los seis meses siguientes a su 
presentación. Tratándose de las personas morales a que se refiere este título, 
que lleven su contabilidad mediante sistema manual o mecanizado o cuando 
su equipo de cómputo no pueda procesar los dispositivos en los términos 
señalados por la mencionada secretaría, la información deberá proporcionarse 
en las formas que al efecto apruebe dicha dependencia.
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"Tratándose de las declaraciones a que se refiere el artículo 143, último 
párrafo, de esta ley, la información sobre las retenciones efectuadas y las per-
sonas a las cuales las hicieron, deberá proporcionarse también en dispositi-
vos magnéticos procesados en los términos del párrafo anterior.

"Los sindicatos obreros y los organismos que los agrupen quedan rele-
vados de cumplir con las obligaciones establecidas en las fracciones I y II de 
este artículo, excepto por aquellas actividades que de realizarse por otra per-
sona quedarían comprendidas en el artículo 16 del Código Fiscal de la Fede-
ración. Asimismo, quedan relevadas de cumplir con las obligaciones a que se 
refieren las fracciones III y IV de este artículo las personas señaladas en el artícu
lo 95 de esta ley que no determinen remanente distribuible.

"Las personas a que se refieren las fracciones V a XIX del artículo 95 de 
esta ley, así como las personas morales o fideicomisos autorizados para reci-
bir donativos deducibles de impuestos y las sociedades de inversión a que se 
refiere este título, presentarán declaración anual en la que informarán a las 
autoridades fiscales de los ingresos obtenidos y de las erogaciones efectua-
das. Dicha declaración deberá presentarse a más tardar el día 15 de febrero de 
cada año.

"Cuando se disuelva una persona moral de las comprendidas en este 
título, las obligaciones a que se refieren las fracciones III y IV de este artículo, 
se deberán cumplir dentro de los tres meses siguientes a la disolución."

Por su parte, el artículo 106 del reglamento de dicha ley, vigente en el 
dos mil trece establecía:

"Artículo 106. Las personas morales a que se refiere el título III de la ley, 
podrán cumplir con la obligación prevista en la fracción I del artículo 101 de 
la misma, llevando el libro de ingresos, egresos y de registro de inversiones y 
deducciones que establece el artículo 32 del Reglamento del Código Fiscal de 
la Federación.

"No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior, tratándose de 
sociedades de inversión en instrumentos de deuda y de renta variable, así como 
de las demás personas morales que obtengan periódicamente ingresos pro-
venientes de actividades por las que deban determinar el impuesto que corres
ponda en los términos del último párrafo del artículo 93 de la ley."

De lo hasta aquí expuesto se desprende que, contrariamente a lo adver-
tido por la quejosa, las personas morales que tributen conforme al régimen 
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previsto en el título III de la Ley del Impuesto sobre la Renta, esto es, aquellas 
con fines no lucrativos, como es el caso de la quejosa, sí están obligadas a 
llevar contabilidad, pues así lo establece de manera expresa la fracción I del 
numeral 101 de la legislación en cita.

La circunstancia de que el cumplimiento de dicha obligación lo pue-
dan realizar en los términos previstos en el artículo 106 de su reglamento, lo 
que comúnmente se conoce como contabilidad simplificada, no implica que 
no la tengan o que ese deber desaparezca, sino únicamente que pueden satis
facerla a través de determinada forma.

Luego, si la quejosa hace derivar la inaplicabilidad de la fracción III del 
artículo 59 del Código Fiscal de la Federación, de que no tiene obligación de 
llevar contabilidad, y ese aserto es infundado, de acuerdo con lo previsto en la 
fracción I del numeral 101 de la Ley del Impuesto sobre la Renta antes trans-
crito, es evidente que carece de asidero jurídico tal aserto, al haber quedado 
de manifiesto que sí cuenta con dicha obligación, al margen de que pueda 
satisfacerla de un modo más simple.

Fundamentación de la resolución determinante.

Artículo 63 del Código Fiscal de la Federación.

En los conceptos de violación agrupados con el inciso h), la inconforme 
sostiene que, contrariamente a lo advertido por la responsable, no se cuestionó 
si la autoridad fiscalizadora tenía o no facultades para basar sus determina-
ciones en consultas a sus bases de datos. Lo que se cuestionó es que hubiera 
realizado esa consulta en forma legal y, sobre todo, que el supuesto "diario 
webb" existiera y, en caso de existir, fuera una base de datos de esa autoridad.

Agrega que la responsable debió valorar que nunca se motivó la reali-
zación de una consulta, ni se acreditaron los elementos materiales de que la 
misma se hubiera llevado a cabo, menos se acreditó su existencia como base 
de datos del Servicio de Administración Tributaria.

Los argumentos de mérito son infundados.

En el concepto de impugnación identificado como quinto, la actora 
derivó la ilegalidad de la resolución determinante del hecho de que la autori-
dad fiscal no fundamentó ni motivó la consulta efectuada al "diario webb", ni los 
preceptos legales que amparen su aplicación para determinar contribucio-
nes, sin que se advierta que, contrariamente a lo que ahora aduce, haya cues-
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tionado la existencia de esa base de datos del Servicio de Administración 
Tributaria.

Al atender a ese motivo de disenso, la Sala lo declaró infundado, según 
precisó, porque en la resolución impugnada se citó como fundamento el 
artículo 63 del Código Fiscal de la Federación, conforme al cual, la autoridad 
está facultada para motivar sus resoluciones en los hechos que consten en 
los expedientes, documentos o bases de datos que lleven, tengan acceso o 
en su poder las autoridades fiscales y que, en todo caso, es carga del actor 
acreditar que los datos invocados no son los correctos, lo que no ocurrió en 
el caso.

Ahora bien, de conformidad con el primer párrafo del precepto acabado 
de reproducir, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como cualquier 
autoridad u organismo descentralizado competente en materia de contribu-
ciones federales "podrán motivar" las resoluciones que emitan, en cualquiera 
de los siguientes hechos:

a) Los que conozcan con motivo del ejercicio de las facultades de com-
probación previstas en el Código Fiscal de la Federación;

b) Los que conozcan con motivo del ejercicio de las facultades de com-
probación previstas en otras leyes fiscales;

c) Los que consten en los expedientes, documentos o bases de datos 
que lleven, tengan acceso o en su poder las propias autoridades fiscales;

d) Los que consten en expedientes, documentos o bases de datos que 
les proporcionen otras autoridades.

Al señalar dicha porción normativa que los hechos conocidos a partir 
de determinadas actuaciones o documentos, pueden servir a las autoridades 
fiscales para motivar sus resoluciones, es indudable que su finalidad es la de 
respetar el derecho fundamental de seguridad jurídica de los particulares, 
previsto en el artículo 16 constitucional, en su vertiente de fundamentación y 
motivación de los actos de autoridad.

La expresión "podrán servir para motivar sus resoluciones...", debe inter
pretarse en un sentido de obligatoriedad, conforme al cual las autoridades 
fiscales, al motivar sus resoluciones en hechos que conozcan con motivo del 
ejercicio de las facultades de comprobación previstas en el Código Fiscal de 
la Federación o en otras leyes fiscales, así como los que consten en los expe-
dientes, documentos o bases de datos que tengan en su poder, o bien, les sean 
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proporcionados por otras autoridades, deben precisar expresamente las ac-
tuaciones, documentos o expedientes de los cuales se desprenden los motivos 
y circunstancias que dan lugar a su determinación, a efecto de que el par
ticular los conozca y, en su caso, pueda impugnarlos.

Tales exigencias se encuentran colmadas en el caso, pues en la resolu-
ción determinante, al aludir al régimen fiscal de la ahora quejosa, la autoridad 
determinó, en la parte que interesa: (foja 55 vuelta, último párrafo, del juicio de 
nulidad)

"De la consulta realizada a la base de datos de los sistemas institucio-
nales denominado ‘diario webb’, a la cual tiene acceso esta autoridad, con-
sulta realizada de conformidad con el artículo 63, párrafos primero y último, del 
Código Fiscal de la Federación, se conoció que la contribuyente **********, 
S.C., tiene manifestado ante el Registro Federal de Contribuyentes el giro de: 
Servicios Remunerados de Educ Dif Niv Enseñanza, así como la obligación 
de sociedad mercantil u otra persona moral Régimen General de Ley personas 
morales, con fecha de movimiento 8 de febrero de 2006 y fecha de alta de 
operación 13 de febrero 2006; así también, se conoció que a partir del ejercicio 
de 2013 la contribuyente contó con el reconocimiento de validez oficial de estu-
dios para el nivel primaria y secundaria... con lo cual se ubica en el supuesto 
establecido en el artículo 95, primer párrafo, fracción X, de la Ley del Impues-
to sobre la Renta, el cual establece que se consideran personas morales con 
fines no lucrativos, las sociedades (así) o asociaciones de carácter civil que se 
dediquen a la enseñanza, con autorización o con reconocimiento de validez 
oficial de estudios en términos de la Ley General de Educación..."

Basta con imponerse de la parte de la resolución determinante acabada 
de reproducir, para advertir que la información a que aludió la autoridad en ese 
apartado, la obtuvo de sus propias bases de datos institucionales, a las que 
denominó como "directorio webb" (sic); lo que se corrobora si se toma en con
sideración que se trata sólo de datos relativos al régimen fiscal de la persona 
moral quejosa, pues se hizo referencia al giro manifestado ante el Registro 
Federal de Contribuyentes, a las obligaciones registradas y a la fecha de alta 
de operación.

Además, tal como lo sostuvo la responsable, en todo caso, es carga de la 
actora acreditar que los datos invocados no son los correctos, lo que no ocurrió 
en la especie, pues la quejosa no controvirtió que no se ubica en el régimen 
fiscal aducido por la autoridad, o que las obligaciones registradas son diversas; 
de ahí lo infundado de los argumentos en cuestión.
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Omisión de citar el artículo 7 de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa 
Única.

En otro apartado, en los conceptos de violación identificados con el 
inciso j), la quejosa asegura que, contrariamente a lo aducido por la respon-
sable, era necesario que en la resolución determinante se citara como funda-
mento del cálculo del impuesto empresarial a tasa única, el artículo 7 de la Ley 
del Impuesto Empresarial a Tasa Única, porque en ese dispositivo se establece 
la obligación del impuesto empresarial a tasa única que fue determinada como 
incumplida por la autoridad fiscal, lo que implica la necesidad de su cita, al ser 
parte de la competencia del ejercicio de una facultad por parte de la autoridad.

El argumento de mérito es infundado, pues al margen de lo conside
rado por la Sala administrativa, lo cierto es que el precepto en cuestión sí fue 
citado por la autoridad hacendaria en la resolución determinante, al estable-
cer el monto del crédito, por lo que atañe al impuesto empresarial a tasa única, 
como se desprende de la foja 76 vuelta del juicio de nulidad.

Luego, no abona a su pretensión la tesis que invocó como apoyo 
«VI.2o. J/248», de rubro: "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS."

Presunción de ingresos por depósitos en la cuenta bancaria del contri-
buyente.

En los conceptos de violación agrupados bajo el inciso d), la quejosa 
asegura que no incurrió en una omisión de ingresos, porque las cantidades 
obtenidas eran producto de colegiaturas e inscripciones y por las mismas no 
se debe pagar impuesto sobre la renta; luego, no se puede considerar omitido 
un monto que ni siquiera se tenía que pagar.

Mientras que en los identificados con el inciso e), refiere que la Sala no 
tomó en consideración que la determinación presuntiva basada en la fracción 
III del artículo 59 del Código Fiscal de la Federación quedó desvirtuada.

De la interpretación jurisprudencial que la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha hecho del citado numeral, añade, se advierte que la determina-
ción de ingresos por depósitos bancarios se desvirtúa con la existencia del 
registro contable y documentación comprobatoria de los mismos, elementos 
que en el caso sí fueron aportados y reconocidos por la autoridad fiscal dentro 
de la propia determinación.
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Durante el procedimiento de fiscalización, insiste, se aportaron los 
documentos suficientes para acreditar que los importes determinados como 
ingresos por la cantidad de $**********, correspondían a préstamos reci
bidos en las cuentas bancarias. Se demostró la materialidad del préstamo, 
derivado de la capacidad económica del acreedor (solvencia), el acuerdo de 
voluntades mediante el cual se dio certeza a la operación, el registro contable 
que respaldó su realización y los depósitos bancarios reflejados en las cuen
tas de la contribuyente, que demuestran la entrega del dinero pactado. Esos 
elementos, en conjunto, generan convicción plena del préstamo recibido y, por 
ende, que se trata de ingresos por los que no se tienen que pagar contribu
ciones. Además, no se cuestionó el valor probatorio de tales elementos y la 
propia autoridad fiscal admitió la capacidad económica del acreedor.

Luego, reitera, se cumplió con los únicos requisitos previstos en la frac
ción III del artículo 59 del Código Fiscal de la Federación, a saber: haberse 
registrado como préstamo y corresponder y estar amparado con la documen
tación comprobatoria, como en el caso fue el contrato, registro contable, reci
bos de nómina del acreedor y los propios estados de cuenta donde se refleja 
la entrega del dinero.

Añade que la Sala inobservó la jurisprudencia «2a./J. 56/2010», de rubro: 
"PRESUNCIÓN DE INGRESOS ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 59, FRAC
CIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO 
EL REGISTRO DE LOS DEPÓSITOS BANCARIOS EN LA CONTABILIDAD DEL 
CONTRIBUYENTE OBLIGADO A LLEVARLA, NO ESTÉ SOPORTADO CON LA 
DOCUMENTACIÓN CORRESPONDIENTE.", y no valoró que se logró desvir
tuar la presunción de ingresos, pues el requisito que exige la responsable, 
consistente en comprobar la entrega real del dinero, no está previsto en el 
artículo 59, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, que sólo establece 
como tales la existencia del registro y que éste coincida con la documenta-
ción comprobatoria, sin que fuera obligación la exhibición de mayores elemen
tos probatorios de los citados, para acreditar fehacientemente la entrega del 
importe pactado.

Además del registro y contrato de mutuo, se exhibieron pruebas que 
demostraban la solvencia del acreedor, el retiro de importe de su cuenta, 
las requisiciones de los socios por la necesidad económica y, sobre todo, los 
estados de cuenta que la propia autoridad fiscal tomó y valoró para presumir 
los ingresos, lo que demuestra la entrega real del dinero, pues consta en el 
propio estado de cuenta bancario y en la manifestación voluntaria del contrato 
de mutuo.
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Si la entrega de dinero fue en efectivo, no se le puede obligar a lo impo
sible, como es acreditar documentalmente o a través de un estado de cuenta, 
la salida de ese dinero de la esfera patrimonial del acreedor, por lo que bastaba 
con acreditar que dicho acreedor, por su obtención de dinero mediante asimi
lados, tiene la posibilidad de manejar los importes que percibe en efectivo.

Los argumentos en cita son infundados.

Para sustentar ese aserto, es pertinente exponer cuál es la naturaleza 
jurídica de las presunciones en materia fiscal, específicamente la contenida 
en el numeral 59, fracción III, del Código Fiscal de la Federación –precepto en el 
que la autoridad demandada sustentó la determinación presuntiva impug
nada en el juicio de nulidad–, tema que abordó la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 39/2010.

El Alto Tribunal expuso que las presunciones fiscales, al igual que las 
inferencias en el ámbito procesal, son figuras mediante las cuales, por medio 
de una operación lógica, a través de un hecho conocido, se deduce uno des
conocido y que tienen como finalidad auxiliar a la autoridad exactora dentro 
de sus facultades de comprobación, para reconstruir hechos que son difíci
les de probar, con lo que se facilita su investigación y el control de los supues-
tos imponibles, esto es, constituyen un instrumento que facilita a la autoridad 
fiscal la corrección y represión de conductas potencialmente defraudatorias.

En esa ejecutoria, la Segunda Sala examinó también la hipótesis nor
mativa contenida en el artículo 59, fracción III, del Código Fiscal de la Federa
ción, numeral que prevé una estimativa indirecta de ingresos, en la cual la 
autoridad fiscal se encuentra facultada para considerar los depósitos banca
rios no registrados en la contabilidad del contribuyente como ingresos y valor 
de actos o actividades por los que se deben pagar contribuciones –precepto 
que, cabe precisar, citó la autoridad fiscal como sustento para la determina
ción presuntiva que generó el crédito fiscal impugnado en el contencioso–.

La presunción prevista en el numeral citado, destacó, cumple la fun
ción de herramienta para facilitar al fisco el proceso de estimación en la ave
riguación de los hechos que hacen posible fijar la magnitud de la obligación 
tributaria, ya que los depósitos obtenidos por un contribuyente constituyen 
manifestaciones de riqueza susceptibles de ser gravados, pero de difícil 
identificación.

En tales términos, estimó que la presunción de mérito se encuentra 
sujeta a la omisión de registro en la contabilidad, lo cual evidencia que ésta 
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fue considerada por el legislador como un elemento relevante para poder veri
ficar el cumplimiento de las obligaciones fiscales.

Dada la trascendencia de la contabilidad para efectos del supuesto nor
mativo analizado –en virtud de que ésta constituye la base para la autodeter
minación de las obligaciones fiscales del contribuyente, de conformidad con 
el artículo 6o., primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación–, la Sala 
examinó los elementos que la integran y los principios que la norman, para 
determinar su alcance.

Precisó que ésta se define como el conjunto de sistemas y métodos 
que los contribuyentes están obligados a utilizar para la clasificación, ordena
ción y registro de los actos o actividades que producen movimiento o modifi
caciones en su patrimonio y que son tomados en cuenta por las leyes fiscales 
para el pago de los impuestos.

Agregó que ese sistema se rige por los principios contables de objetivi
dad y veracidad, que se obtienen de los artículos 28, fracciones I y II, del 
Código Fiscal de la Federación y 26, fracciones I y VI, de su reglamento, nume
rales que, además, prevén que los registros contables están integrados por la 
documentación que los respalda.

Así, continuó, el fin de la contabilidad es la representación cualitativa y 
cuantitativa de los elementos que forman el patrimonio del contribuyente, debi
damente descritos y valorados al inicio de un ejercicio fiscal, para que poste
riormente se registren las variaciones que en el citado patrimonio se vayan 
produciendo.

Por ende, expuso, para que la contabilidad constituya un eficaz ins
trumento de análisis económico y fiscal, debe cumplir con una serie de 
condiciones. Entre ellas la de que toda la anotación contable tenga una jus
tificación lógica, legal y económica, basada en una operación soportada 
documentalmente, de acuerdo con los principios de veracidad y objetividad 
contenidos en los artículos 28, fracción II, del Código Fiscal de la Federación 
y 26, fracción VI, de su reglamento, respecto de la contabilidad.

Puntualizó que los hechos económicos que se traducen en modifica-
ciones o movimientos en el patrimonio del contribuyente –al ser resultado 
de transacciones comerciales–, se plasman en documentos que reflejan 
dichas transacciones a través de facturas, comprobantes, recibos, notas 
y demás documentación correspondiente, por lo cual, para que un registro 
pueda considerarse como fiel y veraz indicador de la realidad económica del 
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sujeto, debe acompañarse de la documentación correspondiente pues, ésta 
es una consecuencia natural de las transacciones comerciales.

Con base en ambas premisas (la utilidad de las presunciones en materia 
fiscal, como herramientas de inferencia y los principios que rigen la adecuada 
integración de la contabilidad), el Alto Tribunal concluyó que la referencia con
tenida en el artículo 59, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, concer
niente a que los depósitos bancarios deben encontrarse registrados en la 
contabilidad, a efecto de que no opere la estimativa indirecta de ingresos, com
prende también a la documentación comprobatoria, pues es parte integrante 
de los registros y asientos contables, de acuerdo con lo preceptuado en el 
Código Fiscal de la Federación, en su reglamento y en los principios que nor
man a la contabilidad.

Las consideraciones anteriores dieron origen a la tesis de jurispruden
cia que enseguida se reproduce:

"Novena Época
"Registro digital: 164552
"Instancia: Segunda Sala
"Jurisprudencia
"Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
"Tomo: XXXI, mayo de 2010
"Materia: administrativa
"Tesis: 2a./J. 56/2010
"Página: 838
"PRESUNCIÓN DE INGRESOS ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 59, 

FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SE ACTUALIZA 
CUANDO EL REGISTRO DE LOS DEPÓSITOS BANCARIOS EN LA CONTABILI
DAD DEL CONTRIBUYENTE OBLIGADO A LLEVARLA, NO ESTÉ SOPORTADO 
CON LA DOCUMENTACIÓN CORRESPONDIENTE.—De la interpretación 
armónica, literal, lógica, sistemática y teleológica del artículo 59, fracción III, 
del Código Fiscal de la Federación, se concluye que la estimativa indirecta de 
ingresos se actualiza cuando el contribuyente no sustenta documentalmente 
en su contabilidad el registro de los depósitos bancarios, pues el registro con
table se integra con los documentos que lo amparen, conforme al artículo 28, 
último párrafo, parte final, del Código, por lo cual, no basta el simple registro, ya 
que volvería nugatoria la presunción de ingresos, toda vez que uno de los 
fines del sistema de las presunciones fiscales en materia de contabilidad, 
consiste en que todos los movimientos o modificaciones en el patrimonio 
del contribuyente se registren debidamente, pues dicha contabilidad es la 
base de las autodeterminaciones fiscales; de esta manera, los registros sus
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tentados con los documentos correspondientes contribuyen a que se refleje 
adecuadamente la situación económica del sujeto pasivo en el sistema 
contable."

De lo hasta aquí expuesto deriva que, contrariamente a lo advertido por 
la quejosa, en términos de la ejecutoria antedicha, para que no opere la esti-
mativa indirecta de ingresos prevista en la fracción III del artículo 59 del Código 
Fiscal de la Federación, no basta que el depósito bancario esté registrado en 
su contabilidad y que se ampare documentalmente, sino que será menester 
que ese soporte probatorio efectivamente refleje la situación económica del 
sujeto pasivo en el sistema contable.

Asumir una posición contraria implicaría que cualquier sustento docu
mental del registro de un préstamo fuera suficiente para que no operara la 
presunción de que se trata, sin tomar en cuenta que cualquier anotación 
contable debe tener una justificación lógica, legal y económica, basada en 
una operación soportada documentalmente, de acuerdo con los principios de 
veracidad y objetividad respecto de la contabilidad, contenidos en los artículos 
28, fracción II, del Código Fiscal de la Federación y 26, fracción VI, de su 
reglamento.

En el caso, como se anticipó, la actora pretendió justificar en el juicio 
de nulidad, que los depósitos efectuados en su cuenta bancaria, por el monto de 
$**********, detectados por la fiscalizadora, derivan de un contrato de mutuo 
con interés, de quince de enero de dos mil trece, pactado con **********.

Con la finalidad de probar esos hechos (según se asentó en la resolu
ción determinante del crédito fiscal, específicamente en el primer párrafo de 
la foja 68 del expediente de origen), durante el procedimiento de fiscaliza
ción, la actora aportó las documentales siguientes:

a) Contrato de mutuo con interés de quince de enero de dos mil trece, 
llevado a cabo entre **********, como acreedor y la contribuyente **********, 
Sociedad Civil, como deudora, en donde la persona moral en cita se compro
metió a que la cantidad prestada –$**********–, la restituiría a más tardar el 
quince de enero de dos mil dieciséis.

b) Recibos de nómina de **********.

c) Declaración anual de **********, por el ejercicio fiscal de dos mil 
trece.
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d) Estados de cuenta del citado acreedor (en el escrito en el que el con
tribuyente los ofreció, de veintiséis de abril de dos mil dieciséis, no se detalla 
respecto de qué fechas, ni tampoco en la resolución determinante), así como 
copias de cheques (no se describe cuántos ni de qué fechas) girados a nom
bre del acreedor.

Contrariamente a lo alegado por la quejosa, los referidos medios de 
convicción no son eficaces para justificar que los depósitos bancarios detec
tados por la autoridad hacendaria en su cuenta bancaria por el monto de 
$**********, deriven del contrato de mutuo pactado con **********, en vir
tud de que no existen elementos de convicción que justifiquen que dicha 
persona física hubiese depositado los aludidos importes en la cuenta de 
la persona moral quejosa durante el ejercicio de dos mil trece revisado.

Cabe mencionar que en términos del artículo 1832 del Código Civil 
Federal, en los contratos civiles cada uno se obliga en la manera y términos 
que aparezca que quiso obligarse, en tanto que los artículos 2384 al 2397 que 
regulan el contrato de mutuo y el mutuo con interés, no exigen determinada 
formalidad para su validez.

Empero, lo relevante es que, en el caso concreto, debió justificarse ple
namente la veracidad del préstamo contratado, pues el contrato de quince de 
enero de dos mil trece, solamente informa del acuerdo de pactar que la per
sona moral quejosa recibiría préstamos de dinero de **********, hasta por la 
cantidad de $**********, en una o varias exhibiciones, a más tardar el veinti-
cinco de julio de dos mil trece.

No obstante, con ese acuerdo de voluntades no se justifica la efectiva 
realización de la transferencia del numerario que ahí se indica, pues al momento 
de suscribir el contrato no se realizó alguna entrega, parcial o total, del dinero 
ofrecido en préstamo, como tampoco se aportó al sumario la documentación 
que así lo acreditara, pues no constan, por ejemplo, los recibos ni los estados 
de cuenta bancarios en los que consten cada una de las operaciones que, 
como depósitos, detectó la autoridad durante el procedimiento de revisión, 
pues la relación conjunta de tales recibos y estados de cuenta, con el acto jurí
dico antes mencionado, pudieran constituir elementos justificativos de los 
depósitos cuestionados.

Mientras que la declaración anual del ejercicio fiscal de dos mil trece, 
así como los comprobantes de nómina y estados de cuenta del acreedor (los 
que por cierto se describieron en la resolución determinante, pero no fueron 
aportados en el juicio de nulidad, por lo que no se tienen a la vista), en todo 
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caso, lo más que podrían revelar es la solvencia del acreedor para realizar el 
préstamo, pero no la efectiva realización y depósito de su parte en la cuenta 
bancaria de la quejosa, en que fueron detectadas por la autoridad hacendaria, 
que es lo jurídicamente relevante.

Sobre el particular es ilustrativa la tesis emitida por este Tribunal Cole
giado, que enseguida se reproduce:

"Décima Época
"Registro digital: 2013343
"Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
"Tesis: aislada
"Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
"Libro 37, Tomo II, diciembre de 2016 «y Semanario Judicial de la Federa­

ción del viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas»
"Materia: administrativa
"Tesis: XVI.1o.A.116 A (10a.)
"Página: 1837
"PRESUNCIÓN DE INGRESOS POR DEPÓSITOS EN LA CUENTA BAN-

CARIA DEL CONTRIBUYENTE. PARA DESVIRTUARLA CON UN CONTRATO DE 
MUTUO CON INTERÉS DEBE PROBARSE SU MATERIALIDAD, ENTRE OTROS 
MEDIOS, CON LOS RECIBOS O ESTADOS DE CUENTA DEL MUTUANTE. 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurispru-
dencia 2a./J. 56/2010, consultable en la página 838 del Tomo XXXI, mayo de 
2010, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: 
‘PRESUNCIÓN DE INGRESOS ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 59, FRAC
CIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO 
EL REGISTRO DE LOS DEPÓSITOS BANCARIOS EN LA CONTABILIDAD DEL 
CONTRIBUYENTE OBLIGADO A LLEVARLA, NO ESTÉ SOPORTADO CON LA 
DOCUMENTACIÓN CORRESPONDIENTE.’, determinó que la estimativa indi
recta de ingresos contenida en el precepto señalado, faculta a la autoridad 
fiscal a considerar los depósitos bancarios no registrados en la contabilidad del 
contribuyente como ingresos y valor de los actos o actividades por los que 
debe pagar contribuciones, cuando no sustenta documentalmente en su con
tabilidad el registro de sus transacciones comerciales. De acuerdo con lo 
anterior, para desvirtuar con un contrato de mutuo con interés la presunción 
relativa a que los depósitos en la cuenta bancaria del contribuyente son ingre
sos, debe probarse su materialidad y que el mutuatario depositó en la cuenta 
del contribuyente el importe pactado en ese acuerdo de voluntades, precisa-
mente para cubrir el adeudo, entre otros medios, con los recibos o estados de 
cuenta del mutuante, pues la exhibición del contrato solamente acredita la 
realización de éste, pero es insuficiente para justificar la efectiva transferen-
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cia del numerario que en él se indica, sobre todo que en la presunción aludida 
se encuentra implícito el principio ontológico de la prueba, en el sentido de 
que lo ordinario es que los contribuyentes que desarrollan actividades lucra
tivas perciben ingresos con motivo de éstas, salvo prueba en contrario, por lo 
cual, la norma fiscal considera que los depósitos en las cuentas bancarias 
del contribuyente constituyen ingresos."

Aplicación retroactiva de la tesis aislada.

En los motivos de disenso agrupados bajo el inciso f), la quejosa asegura 
que la Sala aplicó de manera retroactiva la tesis aislada de título y subtítulo: 
"PRESUNCIÓN DE INGRESOS POR DEPÓSITOS EN LA CUENTA BANCARIA 
DEL CONTRIBUYENTE. PARA DESVIRTUARLA CON UN CONTRATO DE MUTUO 
CON INTERÉS DEBE PROBARSE SU MATERIALIDAD, ENTRE OTROS ME
DIOS, CON LOS RECIBOS O ESTADOS DE CUENTA DEL MUTUANTE.", la 
cual, además de no ser obligatoria, no puede estar por encima de la jurispru
dencia 2a./J. 56/2010, emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
que es la exactamente aplicable.

Dicho argumento es infundado.

En principio, debe precisarse que en la jurisprudencia 2a./J. 56/2010, de 
la Segunda Sala del Máximo Tribunal, reproducida en supralíneas, como ya se 
precisó, se concluyó que la referencia contenida en el artículo 59, fracción III, 
del Código Fiscal de la Federación, concerniente a que los depósitos banca
rios deben encontrarse registrados en la contabilidad, a efecto de que no opere 
la estimativa indirecta de ingresos, comprende también a la documentación 
comprobatoria, pues es parte integrante de los registros y asientos contables, 
de acuerdo con lo preceptuado en el Código Fiscal de la Federación, en su 
reglamento y en los principios que norman a la contabilidad.

En la tesis aislada cuya aplicación retroactiva arguye la quejosa, emitida 
por este Tribunal Colegiado, se partió de la citada jurisprudencia y se determinó 
que para desvirtuar con un contrato de mutuo con interés la presunción rela
tiva a que los depósitos en la cuenta bancaria del contribuyente son ingresos, 
debe probarse su materialidad y que el mutuatario depositó en la cuenta del 
contribuyente el importe pactado en ese acuerdo de voluntades.

Los criterios de mérito, aunque ciertamente sólo el primero constituye 
jurisprudencia obligatoria, y el segundo un criterio aislado y ambos versan 
sobre el tema general de la presunción de ingresos descrita en la fracción III 
del artículo 59 del Código Fiscal de la Federación, lo cierto es que el punto 
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específico que se abordó en cada uno de ellos fue diverso, de ahí que al mar
gen del criterio jerárquico, que es uno de los parámetros que tutelan la obliga
toriedad de la jurisprudencia para los operadores jurídicos, lo jurídicamente 
relevante es que no se esté ante un problema de aplicación retroactiva, al 
tratar sobre aspectos distintos.

Por ende, no abona a su pretensión la tesis «2a. XCII/2015 (10a.)», que 
invocó como apoyo, de título y subtítulo: "JURISPRUDENCIA. ALCANCE DEL 
PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE AQUÉLLA TUTELADO EN EL ARTÍCULO 
217, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY DE AMPARO."

Deducción ciega en IETU.

Finalmente, en los conceptos de violación agrupados bajo el inciso i), 
la quejosa señala que la responsable apreció indebidamente el artículo 19 de la 
Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, pues de su segundo párrafo se 
advierte que el coeficiente del 54% puede ser aplicado únicamente cuando 
existan ingresos determinados presuntivamente, lo que ocurre sólo ante el 
ejercicio de facultades de comprobación y determinación por parte de las 
autoridades fiscales.

En el caso, agrega, no estuvo en posibilidad de manifestar su derecho, 
pues la determinación y no aplicación del artículo en cuestión fue decidida en 
forma arbitraria por la autoridad fiscal, sin que le haya brindado la posibilidad 
de realizar manifestaciones al respecto, pues la notificación de la resolu
ción determinante fue realizada sin que previamente se le hubiera señalado 
si quería o no optar por la aplicación del coeficiente del 54%.

La Sala debió indicar cuál era el momento procesal oportuno para 
hacerlo, pues no se le permitió ejercer el derecho previsto en ese precepto 
legal, pues fue hasta la notificación de la resolución determinante cuando se 
conoció que no se aplicó el citado coeficiente, pese a que era obligación de la 
autoridad fiscal indicar, como parte de sus derechos como contribuyente, 
que existía la opción del coeficiente del 54%, así como el momento procesal 
oportuno para ejercerlo.

Los argumentos son infundados.

El artículo 19 de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única dispone:

"Artículo 19. Cuando se determinen en forma presuntiva los ingresos 
por los que se deba pagar el impuesto empresarial a tasa única en los térmi
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nos de esta ley, a los mismos se les disminuirán las deducciones que, en su 
caso, se comprueben y al resultado se le aplicará la tasa a que se refiere 
el artículo 1 de esta ley.

"Los contribuyentes podrán optar por que las autoridades fiscales en 
lugar de aplicar lo dispuesto en el párrafo anterior, apliquen el coeficiente 
de 54% a los ingresos determinados presuntivamente y al resultado se le apli
que la tasa a que se refiere el artículo 1 de esta ley."

De conformidad con el primer párrafo del numeral acabado de repro
ducir, cuando las autoridades determinen en forma presuntiva los ingresos 
por los que se deba pagar el impuesto, deben disminuirle las deducciones 
que en su caso se comprueben, y al resultado se le aplicará la tasa establecida 
en el artículo 1 de dicha legislación.

Mientras que en su segundo párrafo establece que, en lugar de aplicar 
las deducciones comprobadas, los contribuyentes podrán optar por que la 
autoridad les aplique el coeficiente de 54% a los ingresos determinados pre
suntivamente y al resultado, la tasa prevista en el mencionado artículo 1.

De lo anterior es claro que el supuesto contenido en el primer párrafo 
constituye una obligación que la autoridad debe cumplir en forma directa.

Empero, la hipótesis descrita en el párrafo segundo establece una opción 
para los contribuyentes, lo que implica que serán éstos los que decidan si la 
ejercen o no y, en consecuencia, la autoridad sólo podrá aplicar la deducción 
ciega que ahí se contempla, cuando el contribuyente de que se trate así se lo 
solicite.

No obsta a lo anterior que la Sala Fiscal no haya indicado a la quejosa 
cuál era el momento procesal oportuno para ejercer esa opción, pues debe 
tenerse en cuenta que la aplicación de las deducciones, ya sea comprobadas 
o ciega, a que se refiere el numeral en comento, parte de la premisa de que la 
autoridad determinó presuntivamente ingresos a cargo del contribuyente, 
lo que únicamente ocurre en el ejercicio de facultades de comprobación, 
como en el caso aconteció.

Luego, si en la especie, la facultad ejercida fue la prevista en la fracción 
III del artículo 42 del Código Fiscal de la Federación (visita domiciliaria), el 
momento en que el contribuyente visitado debía ejercer esa opción, a fin de 
que la autoridad estuviera en aptitud de aplicarla, era al comparecer para 
desvirtuar los hechos u omisiones que pudieran entrañar incumplimiento de 
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las disposiciones fiscales, dados a conocer en la última acta parcial, de con-
formidad con lo dispuesto en el numeral 46 de la legislación en cita.

Ante este panorama, lo que se impone es negar la protección de la 
Justicia Federal solicitada.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 73, 74, 75 
y 217 de la Ley de Amparo, se resuelve:

ÚNICO.—La Justicia de la Unión no ampara ni protege a la persona 
moral denominada **********, Sociedad Civil, en contra de la sentencia de 
quince de enero de dos mil dieciocho, dictada por la Sala Regional del Centro 
III del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en el juicio de nulidad 
**********.

Notifíquese. Anótese lo conducente en el libro de registro correspon-
diente; con testimonio de esta ejecutoria vuelvan los autos a su lugar de origen 
y, en su oportunidad, archívese el expediente, el cual se clasifica como depu
rable en cumplimiento a lo previsto en la fracción III del punto vigésimo primero 
del Acuerdo General Conjunto 2/2009, de los Plenos de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal.

Así, por unanimidad de votos y sin discusión lo resolvió el Primer Tribu
nal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, integrado 
por los Magistrados Ariel Alberto Rojas Caballero, Enrique Villanueva Chávez 
y Víctor Manuel Estrada Jungo, siendo presidente y ponente el primero de los 
mencionados.

En términos de lo previsto en los artículos 97, 98, fracción III, 104, 
110, 113, 118, 119 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor­
mación Pública, 3, fracción XXI, 100, 116 y 120 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, 20 y 21 de la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados, así como el diverso 8, párrafo tercero, del Reglamento de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura 
Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, en esta versión pública se suprime la infor­
mación considerada legalmente como reservada o confidencial que 
encuadra en esos supuestos normativos.

Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 31/2012 (10a.), 2a./J. 27/93 y VI.2o. J/248, y aislada 
2a. XCII/2015 (10a.) citadas en esta ejecutoria, aparecen publicadas en el Semanario 
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Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 1, diciembre de 
2012, página 65; en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, 
Números 72, diciembre de 1993, página 25 y 64, abril de 1993, página 43 y en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 
horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 22, Tomo I, septiembre de 2015, página 691, con números de registro digital: 
2002385, 206383, 216534 y 2010022, respectivamente.

La sentencia relativa a la contradicción de tesis 222/2011 citada en esta ejecutoria, apare
ce publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 2013, página 105, con número de registro digital: 24315.

La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 39/2010 citada en 
esta ejecutoria, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXII, julio de 2010, página 903, con número de registro digital: 
22299.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRESUNCIÓN DE INGRESOS POR DEPÓSITOS EN LA CUENTA 
BANCARIA DEL CONTRIBUYENTE. PARA DESVIRTUARLA 
CON UN CONTRATO DE MUTUO SIMPLE O CON INTERÉS 
DEBE PROBARSE SU MATERIALIDAD, ENTRE OTROS MEDIOS, 
CON LOS RECIBOS O ESTADOS DE CUENTA DEL MUTUANTE. 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 2a./J. 56/2010, consultable en la página 838 del Tomo 
XXXI, mayo de 2010, Novena Época del Semanario Judicial de la Federa­
ción y su Gaceta, de rubro: "PRESUNCIÓN DE INGRESOS ESTABLECIDA 
EN EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE
RACIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO EL REGISTRO DE LOS DEPÓSITOS 
BANCARIOS EN LA CONTABILIDAD DEL CONTRIBUYENTE OBLIGADO 
A LLEVARLA, NO ESTÉ SOPORTADO CON LA DOCUMENTACIÓN 
CORRESPONDIENTE.", determinó que la estimativa indirecta de ingre-
sos contenida en el precepto señalado, faculta a la autoridad fiscal a 
considerar los depósitos bancarios no registrados en la contabilidad 
del contribuyente como ingresos y valor de los actos o actividades por 
los que debe pagar contribuciones, cuando no sustenta documental-
mente en su contabilidad el registro de sus transacciones comerciales. 
De acuerdo con lo anterior, para desvirtuar con un contrato de mutuo 
simple o con interés la presunción relativa a que los depósitos en la 
cuenta bancaria del contribuyente son ingresos, debe probarse su mate
rialidad y que el mutuatario depositó en la cuenta del contribuyente el 
importe pactado en ese acuerdo de voluntades, precisamente para 
cubrir el adeudo, entre otros medios, con los recibos o estados de 
cuenta del mutuante, pues la exhibición del contrato solamente acre-
dita la realización de éste, pero es insuficiente para justificar la efectiva 
transferencia del numerario que en él se indica, sobre todo que en la 
presunción aludida se encuentra implícito el principio ontológico de 
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la prueba, en el sentido de que lo ordinario es que los contribuyentes 
que desarrollan actividades lucrativas perciben ingresos con motivo de 
éstas, salvo prueba en contrario, por lo cual, la norma fiscal considera 
que los depósitos en las cuentas bancarias del contribuyente constitu-
yen ingresos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SEXTO CIRCUITO.

XVI.1o.A. J/55 A (10a.)

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
21/2013. Administrador Local Jurídico de Celaya, unidad administrativa encargada 
de la defensa jurídica del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Ser-
vicio de Administración Tributaria y del Administrador Local Jurídico de León. 11 de 
abril de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secreta
ria: Esthela Guadalupe Arredondo González.

Amparo directo 511/2013. Aceros, Tubos y Andamios de Irapuato, S.A. de C.V. 14 de 
noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. 
Secretario: Pedro Hermida Pérez.

Amparo directo 552/2015. Jegco, S.A. de C.V. 17 de marzo de 2016. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretario: Arturo Amaro Cázarez.

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
62/2016. Director de lo Contencioso, en suplencia por ausencia del Secretario de 
Finanzas, Inversión y Administración del Gobierno del Estado de Guanajuato, así 
como la Administradora Desconcentrada Jurídica de Guanajuato "3", en suplencia 
por ausencia del Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 18 de agosto de 2016. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretario: Arturo 
Amado Cázarez.

Amparo directo 179/2018. 12 de julio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto 
Rojas Caballero. Secretaria: Silvia Vidal Vidal.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE LA DEMANDA 
DE AMPARO COMO DEL RECURSO DE REVISIÓN Y RATIFICADO 
JUDICIALMENTE. PARA DECRETARLO ES INNECESARIO OTORGAR 
AL QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 64, PÁ­
RRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA.

AMPARO EN REVISIÓN 334/2019. 5 DE DICIEMBRE DE 2019. UNANI
MIDAD DE VOTOS. PONENTE: MARTÍN SOTO ORTIZ. SECRETARIA: EYRA 
DEL CARMEN ZÚÑIGA AHUET.
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CONSIDERANDO:

TERCERO.—En el caso concreto, se considera innecesario el examen 
de las consideraciones que rigen la sentencia recurrida, así como de los agra
vios hechos valer, toda vez que el quejoso se desistió simultáneamente del 
juicio de amparo del que deriva el presente medio de impugnación, así como 
de este último recurso.

En efecto, consta que mediante escrito presentado el once de noviem-
bre de dos mil diecinueve, en este órgano jurisdiccional (foja 207), el quejoso 
********** expresó su voluntad de desistirse simultáneamente del juicio de 
amparo indirecto como del recurso de revisión interpuesto en contra de la 
reseñada sentencia federal, dictada por el Juez Décimo Sexto de Distrito 
en el Estado de Veracruz, con sede en la ciudad de Córdoba, en los autos del 
juicio de amparo indirecto **********.

Asimismo, de dicha promoción se aprecia que el mencionado quejoso 
autorizó a su apoderada legal licenciada Liliana López Coronado, para que en 
su representación ratificara el escrito de desistimiento de mérito, de acuerdo 
con el instrumento notarial agregado en autos y cuya personalidad se encuen
tra reconocida en autos. (fojas 72 a 75 del tomo I)

En la inteligencia de que dicha apoderada tiene personalidad jurídica 
reconocida en el aludido juicio de amparo, y quien además cuenta con facul
tades amplias para desistir del citado juicio, al tenor de lo dispuesto en el 
testimonio del instrumento notarial número doce mil ciento ochenta, inscrito 
en el volumen centésimo décimo, tomo II, pasado ante la fe del licenciado 
Sergio Alfieri Verón Casazza, notario púbico adscrito en funciones a la Notaría 
Pública Número Veintisiete de la Décima Primera Demarcación Notarial, con 
domicilio en la ciudad de Xalapa, Veracruz; documento que se encuentra 
agregado a los autos, del que se advierte que, entre otras facultades, el aquí 
recurrente le confiere, en términos de lo dispuesto por los artículos 2582 y 
2587, ambos del Código Civil Federal, para "...desistirse del juicio de amparo, 
seguirlo en todos sus términos y desistirse de ella..."

En observancia de lo anterior, el presidente de este tribunal, en acuerdo 
de once de noviembre de dos mil diecinueve, entre otras cosas, giró despacho 
vía electrónica al Juzgado de Distrito en el Estado en turno, con residencia en 
Córdoba, Veracruz, con el fin de que se notificara personalmente dicho pro
veído a la apoderada legal del quejoso, licenciada Liliana López Coronado, 
para que en el acto de la notificación o dentro de los tres días hábiles, conta
dos a partir del siguiente al en que surtiera efectos la notificación de dicho 
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proveído, manifestara expresamente ante la presencia judicial si ratificaba 
el contenido y firma del escrito en que el aludido impetrante desiste de la 
demanda de amparo que dio origen al juicio de amparo 939/2018, del índice del 
Juzgado Décimo Sexto de Distrito en el Estado de Veracruz, con sede en 
aquella ciudad, así como del presente amparo en revisión 334/2019, del cro
nológico de este órgano jurisdiccional; apercibida que, de no ratificar el 
contenido de dicho escrito, se continuaría el trámite de ley en este último 
expediente. (fojas 212 a 214)

En su cumplimiento, en diligencia actuarial practicada el catorce de 
noviembre de dos mil diecinueve, la aludida apoderada legal ratificó el con
tenido y firma del escrito de desistimiento en comento, como se desprende 
de la imagen siguiente:

(Se suprime imagen por contener datos sensibles). (foja 298)

Ahora bien, la manifestación de voluntad de **********, promovente del 
amparo y del presente recurso de revisión, externada a través de su apoderada, 
licenciada Liliana López Coronado, mediante el poder general que corre agre
gado en autos, en cuya cláusula primera, romano I, contiene la facultad 
para desistirse del juicio de amparo (foja setenta y dos de autos), de modo 
fehaciente, ante una autoridad con fe pública como lo es la actuaria judicial 
adscrita al Juzgado de Distrito de referencia, constituye la renuncia o dimi
sión del derecho a que el órgano de control despliegue su actividad para, 
eventualmente, proceder al examen de la juridicidad del acto reclamado, lo 
que puede realizarse en cualquier momento hasta antes de que el fallo dic
tado en el juicio haya causado ejecutoria, es decir, es posible aún después de 
que se pronunció la sentencia de amparo, y de que, como en la especie, 
se interpuso al respecto el recurso de revisión por dicha parte accionante.

En la inteligencia de que los supuestos que pueden presentarse son:

a) Que el quejoso que interpone el recurso solamente se desista de 
éste, entonces debe dejarse firme la sentencia recurrida;

b) Que quien desista del recurso sea el tercero perjudicado que lo inter
pone, caso en el que debe dejarse firme la sentencia recurrida;

c) Que el quejoso que interpone el recurso desista simultáneamente 
de la demanda de amparo y de aquél, supuesto en el cual, debe atenderse 
al desistimiento de la acción de amparo por ser preferente y decretar el 
sobreseimiento en el juicio;
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d) Que el quejoso desista de la demanda de amparo que originó la 
sentencia impugnada mediante recurso de revisión promovido por un tercero 
perjudicado, caso en el que debe sobreseerse en el juicio, pues el recurso 
queda sin materia, al desaparecer la sentencia que lo generó.

Es aplicable la tesis 1a. IV/2013 (10a.), pronunciada por la Primera Sala 
del Más Alto Tribunal del País, visible en la página 628, del Libro XVI, enero de 
2013, Tomo 1, materia común, Décima Época, con registro «digital»: 2002508, 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de epígrafe y contenido 
siguientes:

"DESISTIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO EN REVISIÓN. SUPUES
TOS QUE PUEDEN PRESENTARSE.—El desistimiento de la acción de amparo 
consiste en la declaración de voluntad del quejoso en el sentido de no prose
guir con el juicio de garantías, el cual, debidamente ratificado, origina una 
resolución con la que finaliza la acción constitucional sin importar la etapa 
en que se encuentre. Ahora bien, si una persona que promovió el juicio de 
amparo puede desistirse, también tiene dicha facultad tratándose del recurso 
de revisión que haya interpuesto respecto del juicio de garantías; en este sen
tido, los supuestos que pueden presentarse son: (i) que el quejoso que inter
pone el recurso solamente se desista de éste, entonces debe dejarse firme la 
sentencia recurrida; (ii) que quien desista del recurso sea el tercero perjudi
cado que lo interpone, caso en que debe dejarse firme la sentencia recurrida; 
(iii) que el quejoso que interpone el recurso desista simultáneamente 
de la demanda de amparo y de aquél, supuesto en el cual debe atenderse 
al desistimiento de la acción de amparo por ser preferente y decretar el 
sobreseimiento en el juicio; y, (iv) que el quejoso desista de la demanda 
de amparo que originó la sentencia impugnada mediante recurso de revisión 
promovido por un tercero perjudicado, caso en el que debe sobreseerse en el 
juicio, pues el recurso queda sin materia al desaparecer la sentencia que 
lo generó." (énfasis añadido)

Asimismo, tiene aplicación al caso la jurisprudencia 2a./J. 104/2015 (10a.), 
sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
visible en la página 970, Libro 21, agosto de 2015, Tomo I, registro «digital»: 
2009731, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, «y 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto de 2015 a las 
10:05 horas», cuyos título, subtítulo y texto dicen:

"DESISTIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO REALIZADO POR EL APO
DERADO. PARA QUE PROCEDA, EL PODER GENERAL DEBE CONTENER 
CLÁUSULA ESPECIAL QUE LO FACULTE PARA ELLO CONFORME AL AR
TÍCULO 2587, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL. Si bien es cierto 
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que la Ley de Amparo vigente no contiene un precepto correlativo al artículo 
14 de la legislación abrogada, que requiere cláusula especial en el poder gene
ral para que el mandatario desista del juicio constitucional, también lo es que 
como tal ordenamiento no regula el contrato de mandato, sino sólo permite su 
ejecución, debe partirse de la base de que la efectividad del instrumento res
pectivo está supeditada a la satisfacción de los requisitos que la legislación 
común consigna, en tanto que la exigencia del legislador de comparecer a 
través de apoderado debe entenderse en el sentido de que dicho nombramiento 
constituya la expresión de un acto jurídico regular, en el que se hayan cum
plido los elementos materiales que lo condicionan, así como los requisitos 
formales que deba contener para su validez, lo que se traduce en que debe 
atenderse al Código Civil Federal, de cuyo artículo 2587, fracción I, se advier
te que el procurador necesita poder o cláusula especial para desistirse; de ahí 
que para que se sobresea en el juicio en términos del artículo 63, fracción I, 
de la Ley de Amparo, si bien no se requiere una cláusula que, específicamente, 
autorice el desistimiento –en esos precisos términos–, sí es necesario que el 
órgano que conozca del juicio examine, a la luz del poder general, si al apode
rado le fue conferida la facultad de desistirse de las acciones a que se refiere 
el artículo 2587, fracción I, citado, que exige poder o cláusula especial para 
ese efecto, pues sólo en caso de que así sea, será válido otorgar eficacia a 
la ratificación del escrito de desistimiento, siendo suficiente para ello que 
en el instrumento se exprese que el poder general se otorga con todas las 
facultades generales y las especiales que requieran cláusula especial conforme 
a la ley, para que se entiendan conferidos sin limitación alguna, conforme al 
artículo 2554 del Código Civil Federal."

En función de lo anotado, en la especie cobra aplicación la hipótesis 
enmarcada en el inciso c), si se tiene en cuenta que el quejoso (representado 
por su apoderada legal) se desistió simultáneamente de la demanda de am
paro y del presente recurso de revisión, supuesto en el cual, debe atenderse 
al desistimiento de la acción de amparo por ser preferente y decretarse el 
sobreseimiento en el juicio.

En esa línea argumentativa, ante el desistimiento de la acción constitucio
nal, se actualiza la hipótesis prevista en el mencionado artículo 63, fracción I, 
de la Ley de Amparo en vigor,2 que conduce a sobreseer en el juicio de amparo, 

2 "Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando:
"I. El quejoso desista de la demanda o no la ratifique en los casos en que la ley establezca 
requerimiento. En caso de desistimiento se notificará personalmente al quejoso para que ratifi-
que su escrito en un plazo de tres días, apercibido que de no hacerlo, se le tendrá por no desistido 
y se continuará el juicio.
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a pesar de que se haya externado con posterioridad a la fecha en que se dictó 
la sentencia constitucional de primer grado e, incluso, a que en contra de tal 
fallo se presentó el recurso de revisión relativo, si se tiene en cuenta que el 
accionante conserva, en todo tiempo, su derecho para renunciar al ejercicio 
de su acción en el momento en que lo considere conveniente a sus intereses, 
y el órgano de control constitucional tiene el deber de aceptar esa renuncia.

Sustenta lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 33/2000, emitida por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se publicó 
en la página 147, del Tomo XI, abril de 2000, materia común, Novena Época, 
con registro «digital»: 192108, del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, de rubro y texto siguientes:

"DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA DE AMPARO. PUEDE MANIFES
TARSE EN CUALQUIERA DE LAS INSTANCIAS DEL JUICIO, MIENTRAS NO SE 
HAYA DICTADO LA SENTENCIA EJECUTORIA.—De acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 107, fracción I, de la Constitución General de la República, la 
voluntad para promover el juicio de amparo es un principio fundamental, de 
modo que siempre debe seguirse a instancia de parte agraviada, de ahí que 
pueda, válidamente, desistir en cualquier momento con la sola declaración 
de su voluntad. Lo anterior se encuentra reconocido en el artículo 74, frac
ción I, de la Ley de Amparo, que establece como una de las causas de sobre
seimiento en el juicio el desistimiento de la demanda, que para la misma 
disposición constituye una abdicación o renuncia del sujeto a que el órgano 
de control constitucional ejerza su actividad jurisdiccional en un caso concreto 
y determinado, implicando el desistimiento de la demanda. Por consiguiente, 
el desistimiento ratificado por el quejoso, actualiza la hipótesis prevista por el 
mencionado artículo 74, fracción I, a pesar de que se haya externado ante 
el a quo y con posterioridad a la fecha en que éste dictó la resolución de pri
mera instancia e incluso, a que en contra de tal fallo se haya interpuesto 
el recurso de revisión, porque el quejoso conserva su derecho para desis­
tir de la demanda en el momento en que lo considere conveniente a sus 
intereses, y el órgano de control constitucional tiene el deber de aceptar 
esa renuncia." (énfasis propio)

"No obstante, cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar 
de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o 
núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, no procede el 
desistimiento del juicio o de los recursos, o el consentimiento expreso de los propios actos, salvo 
que lo acuerde expresamente la asamblea general, pero uno y otro sí podrán decretarse en su 
beneficio."
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En consecuencia, procede confirmar, aunque por motivo distinto, la 
sentencia impugnada y sobreseer en el juicio biinstancial.

Sin que en la especie proceda otorgar la vista a que se contrae el artículo 
64, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, en atención a la tesis VII.1o.P.1 K (10a.), 
de este Tribunal Colegiado de Circuito, visible «en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas» y en la 
página 2570, del Libro 58, septiembre de 2018, Tomo III, Décima Época de 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de título, subtítulo y texto 
siguientes:

"SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE LA DEMANDA 
DE AMPARO COMO DEL RECURSO DE REVISIÓN Y RATIFICADO JUDICIAL
MENTE. PARA DECRETARLO ES INNECESARIO OTORGAR AL QUEJOSO LA 
VISTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
DE LA MATERIA. De la intelección del precepto citado se colige que, cuando 
un órgano jurisdiccional de amparo advierta de oficio una causal de improce
dencia no alegada por alguna de las partes ni analizada por un órgano juris-
diccional inferior, dará vista al quejoso para que, en el plazo de tres días, 
manifieste lo que a su derecho convenga. Sin embargo, cuando es el propio 
accionante quien se desiste tanto de la acción de amparo, como del recurso 
de revisión, no se actualiza ese presupuesto normativo, porque no se trata de 
una causa legal de improcedencia advertida de oficio, no alegada por alguna 
de las partes, ni analizada en la primera instancia del juicio biinstancial, sino 
que la decisión de sobreseer se sustenta en la declaración de desistimiento 
del quejoso, lo que hace cesar la jurisdicción del juzgador y, atento al prin
cipio de instancia de parte agraviada que rige el juicio de amparo en ambas 
instancias, en términos de los artículos 107, fracciones I y IV, de la Constitu
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5o., 6o., 82, 86, 88, párrafos 
primero y tercero, 89 y 93, fracción V, de la Ley de Amparo. En ese orden, sería 
ocioso dar vista con la actualización de una hipótesis que ella promovió, ya 
que, acorde con la exposición de motivos del artículo 64 mencionado, es que 
no quede en estado de indefensión ante la aparición de la causa que da lugar al 
sobreseimiento en el juicio, hipótesis que no puede actualizarse en el supuesto 
de que esta última tenga su génesis en el desistimiento ratificado legalmente 
por el propio accionante, pues sería tanto como pensar que deba otorgársele 
oportunidad para que se dé por concluida la acción constitucional. Estimar 
lo contrario, significaría ir en contra de uno de los derechos fundamentales 
del quejoso, previsto en el artículo 17 constitucional, consistente en que se le 
administre justicia cuando lo solicite."

Similar criterio adoptó este Tribunal Colegiado en los recursos de revi
sión números 504/2017 y 477/2018, resueltos en sesiones de uno de febrero 
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de dos mil dieciocho y diez de enero de dos mil diecinueve, respectivamente, 
así como el juicio de amparo directo 154/2016, resuelto en sesión de doce de 
abril de dos mil dieciocho, que se invocan como hechos notorios, en términos 
de lo dispuesto por el artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civi
les, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, conforme a lo establecido en 
el artículo 2o. de esta última.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, en los artículos 80 y 81, 
fracción I, inciso e), 84 y 86 de la Ley de Amparo en vigor; 37, fracción IV y 38 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se resuelve:

PRIMERO.—Se confirma la sentencia materia de análisis.

SEGUNDO.—Se sobresee en el juicio de amparo indirecto 939/2018, 
promovido por **********, respecto de los actos reclamados de las autori
dades responsables precisados en el antecedente primero de esta ejecutoria 
de amparo.

Notifíquese como corresponda; háganse las anotaciones pertinentes 
en el libro de gobierno; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos 
al Juzgado Décimo Sexto de Distrito en el Estado, con sede en la ciudad de 
Córdoba, Veracruz; al engrosar la presente ejecutoria, se deberá agregar 
al expediente copia certificada de la sentencia recurrida y, en su oportunidad, 
archívese este amparo en revisión como asunto concluido.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvió el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Séptimo Circuito que integran los Magistrados Martín 
Soto Ortiz, Salvador Castillo Garrido y Vicente Mariche de la Garza. Fue ponente 
el primero de los nombrados.

En términos de lo previsto en el artículo 20 de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en 
esta versión pública se suprime la información considerada legalmente 
como reservada o confidencial que encuadra en ese supuesto normativo.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE LA DE­
MANDA DE AMPARO COMO DEL RECURSO DE REVISIÓN Y 
RATIFICADO JUDICIALMENTE. PARA DECRETARLO ES INNECE­
SARIO OTORGAR AL QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE 
EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MA­
TERIA. De la intelección del precepto citado se colige que, cuando 
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un órgano jurisdiccional de amparo advierta de oficio una causal de 
improcedencia no alegada por alguna de las partes ni analizada por 
un órgano jurisdiccional inferior, dará vista al quejoso para que, en el plazo 
de tres días, manifieste lo que a su derecho convenga. Sin embargo, 
cuando es el propio accionante quien se desiste tanto de la acción de 
amparo, como del recurso de revisión, no se actualiza ese presupuesto 
normativo, porque no se trata de una causa legal de improcedencia 
advertida de oficio, no alegada por alguna de las partes, ni analizada 
en la primera instancia del juicio biinstancial, sino que la decisión de 
sobreseer se sustenta en la declaración de desistimiento del quejoso, 
lo que hace cesar la jurisdicción del juzgador y, atento al principio de 
instancia de parte agraviada que rige el juicio de amparo en ambas ins
tancias, en términos de los artículos 107, fracciones I y IV, de la Consti
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5o., 6o., 82, 86, 88, 
párrafos primero y tercero, 89 y 93, fracción V, de la Ley de Amparo. En ese 
orden, sería ocioso dar vista con la actualización de una hipótesis que 
ella promovió, ya que, acorde con la exposición de motivos del artículo 
64 mencionado, es que no quede en estado de indefensión ante la apa
rición de la causa que da lugar al sobreseimiento en el juicio, hipótesis 
que no puede actualizarse en el supuesto de que esta última tenga su 
génesis en el desistimiento ratificado legalmente por el propio accio
nante, pues sería tanto como pensar que deba otorgársele oportunidad 
para que se dé por concluida la acción constitucional. Estimar lo con
trario, significaría ir en contra de uno de los derechos fundamentales 
del quejoso, previsto en el artículo 17 constitucional, consistente en que 
se le administre justicia cuando lo solicite.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.1o.P. J/2 K (10a.)

Amparo en revisión 215/2018. 12 de julio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Martín 
Soto Ortiz. Secretaria: Eyra del Carmen Zúñiga Ahuet.

Amparo en revisión 477/2018. 10 de enero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Martín 
Soto Ortiz. Secretario: Abel Uribe Salgado.

Amparo en revisión 104/2019. 9 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador 
Castillo Garrido. Secretaria: Aída Viridiana Meneses García.

Amparo en revisión 348/2019. 28 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Vicente Mariche de la Garza. Secretario: Luis Gabriel Aguilar Virgen.

Amparo en revisión 334/2019. 5 de diciembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Martín Soto Ortiz. Secretaria: Eyra del Carmen Zúñiga Ahuet.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA LABORAL. 
OPERA EN FAVOR DE QUIEN SE OSTENTA COMO BENEFICIARIO 
DEL TRABAJADOR FALLECIDO, AUN CUANDO EN EL LAUDO SE 
HAYA DETERMINADO QUE NO TIENE ESA CALIDAD.

AMPARO DIRECTO 973/2018. 12 DE SEPTIEMBRE DE 2019. UNANIMI-
DAD DE VOTOS. PONENTE: JUAN CARLOS MORENO CORREA. SECRETA-
RIA: ANABEL MORALES GUZMÁN.

CONSIDERANDO:

SEXTO.—Estudio del asunto. Los conceptos de violación expuestos son 
ineficaces, sin que se advierta queja deficiente que suplir en beneficio de la 
quejosa, en términos del artículo 79, fracción V, y penúltimo párrafo, de la Ley 
de Amparo.

En primer término, debe precisarse que el principio procesal de la su-
plencia de la queja sería aplicable en el presente asunto, en caso de existir 
razones para ello, aun cuando en la resolución reclamada no se reconoció a 
la actora, aquí quejosa, la calidad de beneficiaria del trabajador fallecido, to-
mando en consideración, en principio, que ése es el tema sustancial aquí 
controvertido, pues aquélla se ostentó con ese carácter en el juicio laboral de 
origen; por lo tanto, si su pretensión radica en que en esta instancia se anali-
ce la constitucionalidad de dicha determinación, al considerar, precisamen-
te, que sí debió reconocérsele como tal y, en consecuencia, condenar al 
otorgamiento y pago de una pensión por viudez, así como a la devolución de 
diversas prestaciones económicas reclamadas, entonces, al margen de lo que 
se decida al final en el fondo del asunto, debe estimarse actualizada la hipó-
tesis legal preinvocada, porque para definirlo así, basta con apreciar la natura-
leza del acto reclamado y la calidad o rol que como parte tuvo la promovente 
del amparo dentro de dicho proceso de origen; todo lo cual es útil para con-
cluir que en este asunto resultaría aplicable suplir la deficiencia de la queja.

Igual consideración sostuvo este Tribunal Colegiado de Circuito al re-
solver los amparos directos **********, **********, ********** y 
**********, en sesiones públicas ordinarias de treinta de mayo, seis de junio 
y ocho de agosto, todas de dos mil diecinueve, mismos que dieron origen a la 
tesis VII.2o.T.229 L (10a.), que se lee:

"SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA LABORAL. 
OPERA EN FAVOR DE QUIEN SE OSTENTA COMO BENEFICIARIO DEL TRA-
BAJADOR FALLECIDO, AUN CUANDO EN EL LAUDO SE HAYA DETERMI
NADO QUE NO TIENE ESA CALIDAD. La figura de la suplencia de la queja 
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deficiente en amparo ha tenido una evolución legal y jurisprudencial para 
ampliar su ámbito de aplicación, como ocurre en materia de trabajo; por ello, 
cuando en un juicio laboral una de las partes se ostenta como beneficiario 
del trabajador fallecido y en el laudo se resuelve que no demostró ese carác-
ter, si impugna esa decisión en amparo, debe aplicarse aquel principio proce-
sal, tomando en consideración que esa cuestión constituye el tema sustancial 
controvertido, en tanto que en el proceso de origen aquél afirmó tener esa 
calidad; entonces, si su pretensión radica en que en el juicio de amparo se 
analice la constitucionalidad de dicha determinación, al considerar precisa-
mente que sí debió reconocérsele como tal y, por consecuencia, condenar a 
la devolución de las prestaciones económicas reclamadas, al margen de lo 
que se decida al final en el fondo del asunto, debe estimarse actualizada la 
hipótesis legal preinvocada, porque para definirlo así, basta con apreciar la na-
turaleza del acto reclamado y la calidad o rol que como parte tuvo el promo-
vente del amparo dentro de dicho proceso de origen; de lo que se concluye 
que procede suplir la deficiencia de la queja en su beneficio y abordar el es-
tudio oficioso del acto reclamado."

Ahora, cabe destacar que la litis constitucional se ciñe a la absolución 
en favor del Instituto Mexicano del Seguro Social, al otorgamiento de una 
pensión por viudez, en favor de la quejosa **********, así como del pago de 
la totalidad de las prestaciones reclamadas en su carácter de concubina del 
trabajador fallecido **********, tanto de **********, como del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores.

Antes de proceder al estudio de los conceptos de violación, es propicio 
señalar algunos de los antecedentes más destacados que se advierten de las 
constancias del juicio laboral, a saber:

a) ********** compareció ante la Junta responsable a reclamar del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, el otorgamiento de una pensión por 
viudez, entre otras prestaciones, ostentándose como concubina y beneficia-
ria del trabajador fallecido **********.

b) Al dar contestación a la demanda, el Instituto Mexicano del Seguro 
Social precisó que la actora carecía de acción y derecho para reclamar la 
aludida pensión, pues el de cujus tenía "otra concubina" de nombre 
**********, lo que hacía improcedente su reclamo, ya que de conformidad 
con el artículo 130 de la Ley del Seguro Social "...si al morir el asegurado o 
pensionado por invalidez tenía varias concubinas, ninguna de ellas tendrá 
derecho a recibir la pensión", y para sustentar su defensa aportó las pruebas 
que estimó pertinentes.
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c) La Junta responsable determinó en el laudo reclamado la improce-
dencia de las acciones intentadas, bajo el razonamiento siguiente:

"...la parte actora si bien es cierto acreditó haber vivido en concubinato 
con el asegurado **********, también lo es que la demandada IMSS tam-
bién logró acreditar sus excepciones y defensas, es decir, que el hoy finado 
vivía en concubinato con **********, tomando en consideración lo estableci-
do por el artículo 130 de la Ley del Seguro Social vigente y al existir dos con-
cubinas del asegurado hoy finado, es procedente absolver y se absuelve al 
instituto demandado de las prestaciones reclamadas por la actora en su es-
crito de demanda.

"En razón de lo anterior, resulta procedente absolver a la ********** e 
Infonavit a la entrega y devolución del total de los fondos existentes en las 
subcuentas de **********, de retiro, cesantía y vejez y cuota social, retiro 92, 
retiro 97, vivienda 92, Infonavit 97, así como el pago de intereses y rendimien
tos legales..." (fojas 259 vuelta y 260 ídem)

Hasta aquí la relación de antecedentes.

Una vez precisado lo anterior, se procede al estudio de los motivos de 
inconformidad expuestos en la demanda constitucional.

Así, en su primer y único concepto de violación, la quejosa aduce que 
el laudo reclamado no se encuentra fundado ni motivado, además de que tam-
poco se dictó a verdad sabida y buena fe guardada, ya que la Junta responsa-
ble omitió citar los fundamentos y las razones por las que arribó a la decisión 
que adoptó.

Asimismo, estima que el laudo en estudio resulta incongruente pues, 
por un lado, reconoció que le asistía el carácter de concubina y, por otro, se-
ñaló que al existir dos concubinatos, su pretensión era improcedente; sin 
embargo, soslayó que era ella la dependiente económica del trabajador falle-
cido, tal como lo acreditó con la información testimonial ofrecida, ya que fue 
ella quien "lo asistió en los últimos momentos" e, incluso, quien identificó al 
finado, según se advierte del acta de defunción.

De igual forma, aduce que el artículo 130 de la Ley del Seguro Social 
vigente, resulta violatorio del derecho fundamental de igualdad.

Los resumidos conceptos de violación resultan ineficaces.
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Lo anterior se estima así pues, al margen de que esas razones serían 
apegadas a derecho en la medida en que cuando se prueba que existen dos 
concubinas, se debe negar el otorgamiento de la pensión por viudez, como lo 
dispone el artículo 130 de la Ley del Seguro Social vigente, lo cierto es que, 
contrariamente a lo aducido por aquélla, dicho precepto no es violatorio de 
derechos fundamentales.

Antes de exponer las razones de la conclusión alcanzada, es necesa-
rio señalar que para estar en aptitud de analizar en amparo directo un con-
cepto de violación en el cual se plantea la inconstitucionalidad de un precepto 
legal, deben verificarse ciertos requisitos, atento a lo dispuesto en los artículos 
170, fracción I, y penúltimo párrafo, y 175, fracción IV, párrafo segundo, de la 
Ley de Amparo, los cuales establecen:

"Artículo 170. El juicio de amparo directo procede:

"I. Contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin 
al juicio, dictadas por tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del tra-
bajo, ya sea que la violación se cometa en ellos, o que cometida durante el 
procedimiento, afecte las defensas del quejoso trascendiendo al resultado 
del fallo.

"...

"Cuando dentro del juicio surjan cuestiones sobre constitucionalidad 
de normas generales que sean de reparación posible por no afectar derechos 
sustantivos ni constituir violaciones procesales relevantes, sólo podrán ha-
cerse valer en el amparo directo que proceda contra la resolución definitiva."

"Artículo 175. La demanda de amparo directo deberá formularse por 
escrito, en el que se expresarán:

"...

"IV. El acto reclamado.

"Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que 
haya puesto fin al juicio por estimarse inconstitucional la norma general apli-
cada, ello será materia únicamente del capítulo de conceptos de violación de 
la demanda, sin señalar como acto reclamado la norma general, debiéndose 
llevar a cabo la calificación de éstos en la parte considerativa de la sentencia."
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De los preceptos legales en cita se constata, en principio, que a fin de 
que un Tribunal Colegiado de Circuito esté facultado para abordar el estudio 
de constitucionalidad de un artículo, éste debe haber sido aplicado en sede 
administrativa, en el acto impugnado de ilegal vía la acción respectiva, o que 
se hubiese aplicado en la propia secuela del procedimiento tildado de ilegal 
en el juicio ordinario, o bien, en este último, generalmente en el laudo recla-
mado; lo que en la especie así habría acontecido, pues fue con fundamento 
en el artículo 130 de la Ley del Seguro Social vigente, que se determinó la 
improcedencia de la condena al otorgamiento y pago de una pensión por 
viudez a favor de la actora, aquí quejosa.

Ahora, el artículo 130 de la Ley del Seguro Social vigente, establece:

"Artículo 130. Tendrá derecho a la pensión de viudez la que fue esposa 
del asegurado o pensionado por invalidez. A falta de esposa, tendrá derecho 
a recibir la pensión, la mujer con quien el asegurado o pensionado por invali-
dez vivió como si fuera su marido, durante los cinco años que precedieron 
inmediatamente a la muerte de aquél, o con la que hubiera tenido hijos, siem-
pre que ambos hayan permanecido libres de matrimonio durante el concubi-
nato. Si al morir el asegurado o pensionado por invalidez tenía varias 
concubinas, ninguna de ellas tendrá derecho a recibir la pensión.

"..." (Énfasis añadido)

El artículo transcrito, en la parte que interesa, establece que la que fue 
esposa del asegurado o pensionado por invalidez tendrá derecho a la pensión 
por viudez, y que a falta de esposa, tendrá derecho a recibir la pensión, la 
mujer con quien el asegurado o pensionado por invalidez vivió como si 
fuera su marido, durante los cinco años que precedieron inmediatamente a 
la muerte de aquél, o con la que hubiera tenido hijos, siempre que ambos 
hayan permanecido libres de matrimonio durante el concubinato. Sin embar-
go, agrega que si al morir el asegurado o pensionado por invalidez tenía va-
rias concubinas, ninguna de ellas tendrá derecho a recibir la pensión.

En este sentido, este órgano de control constitucional estima que el alu-
dido artículo 130 de la Ley del Seguro Social vigente no es violatorio del dere-
cho fundamental de igualdad ni del principio de no discriminación previstos 
en los artículos 1o. y 4o. de la Carta Magna, por las razones que a continua-
ción se precisan:

Los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos tutelan el derecho humano de igualdad, en los términos 
siguientes:
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"Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas go-
zarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte, así como 
de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece.

"Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de con-
formidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la mate-
ria favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

"Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obli-
gación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibi-
lidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos 
que establezca la ley.

"Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los es-
clavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este 
solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.

"Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o na-
cional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condicio-
nes de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado 
civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas."

"Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá 
la organización y el desarrollo de la familia.

"..."

Conforme a los numerales transcritos, en lo que aquí interesa, todas 
las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en dicha Cons-
titución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
Parte, así como de las garantías para su protección, tutelando el derecho que 
tiene todo gobernado a recibir un trato igual que aquellos que se encuentren 
en similar situación de hecho, haciendo énfasis que el varón y la mujer son 
iguales ante la ley.

Lo anterior significa que no toda desigualdad de trato es violatoria de 
garantías, sino sólo cuando produce distinción entre situaciones objetivas y 
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de hecho iguales, sin que exista para ello una justificación razonable e igual-
mente objetiva; por ello, a iguales supuestos de hecho corresponden similares 
situaciones jurídicas, pues en este sentido el legislador no tiene prohibición 
para establecer en la ley una desigualdad de trato, salvo que ésta resulte arti-
ficiosa o injustificada.

Por tanto, el hecho de que la norma tildada de inconstitucional prevea 
la improcedencia del derecho al otorgamiento y pago de una pensión por 
viudez, en aquellos casos en los que el asegurado haya tenido varias concu-
binas, no implica un trato discriminatorio ni una diferencia de trato, sino que, 
por el contrario, la norma prevé un trato igualitario para todas aquellas perso-
nas (concubinas o concubinarios) que se encuentren en dicho supuesto.

Esto es, la norma en estudio prevé que si existen varias concubinas, 
ninguna de ellas tendrá derecho a gozar de la pensión por viudez; lo que im-
plica una exclusión general y trato igualitario para cada una de ellas, ya que, 
contrariamente a lo estimado en los conceptos de violación, dicho artículo no 
reconoce el derecho de una ni excluye al resto de las personas que demues-
tren haber tenido una relación de concubinato con el trabajador fallecido, 
sino que la prohibición de recibir la pensión por viudez respectiva aplica a 
todas las concubinas que hubiese tenido el trabajador al momento de 
fallecer.

Máxime que la negativa de pensión ante la existencia de diversas con-
cubinas no obedece a cuestiones de discriminación, sino a aspectos relativos 
a seguridad social y a las aportaciones hechas por el trabajador durante su 
vida laboral.

Al respecto, cabe destacar que si bien la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha sostenido que el reconocimiento del concubinato como una 
institución fundadora de la familia tiene como fin proteger a las personas que 
deciden tener una vida en común con intención de permanencia, estabilidad 
y ayuda mutua, como si fuese un matrimonio; ello no implica que se deba 
reconocer jurídicamente que una persona pueda sostener, a un mismo tiem-
po, dos o más relaciones de concubinato, dado que ello es contrario a la na-
turaleza y a los fines de esa institución jurídica; máxime cuando en el sistema 
jurídico mexicano sólo se reconocen los matrimonios y concubinatos 
monogámicos.

En esa tesitura, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación al analizar la constitucionalidad del artículo 72 de la Ley del Seguro 
Social derogada (que es de contenido similar al que aquí se analiza, pero del 
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ordenamiento vigente), determinó que el hecho de que el asegurado haya 
cotizado en los diversos ramos del seguro social para asegurar su bienestar y 
el de su familia, de modo alguno significa que todas las personas con las que 
vivió en pareja y/o tuvo hijos en común, tengan derecho a la pensión por viu-
dez, habida cuenta que su objeto es garantizar la subsistencia de quien vivió 
con él hasta la fecha de su deceso, como si fuese su cónyuge, durante un 
plazo mínimo de cinco años, o por un tiempo menor, en caso de haber pro-
creado hijos en común; concluyendo que la condición impuesta consistente 
en que el asegurado no tenga varias concubinas al morir, no transgrede el 
derecho a la seguridad social.

Las referidas consideraciones se encuentran plasmadas en la tesis 2a. 
L/2019 (10a.) «con número de registro digital 2020475», emitida por la Segun-
da Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, el 23 de agosto del año que 
transcurre, materia constitucional, que se lee:

"PENSIÓN DE VIUDEZ. EL ARTÍCULO 72 DE LA LEY DEL SEGURO SO-
CIAL DEROGADA, AL PREVER UNA CONDICIÓN PARA SU OTORGAMIENTO 
A LA CONCUBINA DEL ASEGURADO, NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD SOCIAL QUE TUTELA EL ARTÍCULO 123, APARTADO A, FRAC-
CIÓN XXIX, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el 
reconocimiento del concubinato como una institución fundadora de la fami-
lia tiene como fin proteger a las personas que deciden tener una vida en 
común con intención de permanencia, estabilidad y ayuda mutua, como si 
fuese un matrimonio; por tal razón, no es jurídicamente posible aceptar que 
una persona pueda sostener, a un mismo tiempo, dos o más relaciones de 
concubinato, dado que ello es contrario a la naturaleza y a los fines de esa 
institución jurídica. En tal contexto, la circunstancia de que el asegurado 
haya cotizado en los diversos ramos del seguro social para asegurar su bien-
estar y el de su familia, de modo alguno significa que todas las personas con 
las que vivió en pareja y/o tuvo hijos en común, tengan derecho a la pensión 
de viudez, habida cuenta de que su objeto es garantizar la subsistencia de 
quien vivió con él hasta la fecha de su deceso, como si fuese su cónyuge, 
durante un plazo mínimo de 5 años, o por un tiempo menor, en caso de haber 
procreado hijos en común; de ahí que el artículo 72 de la Ley del Seguro So-
cial derogada, al prever una condición para el otorgamiento de esa pres-
tación económica, consistente en que el asegurado no tenga varias concubinas 
al morir, no transgrede el derecho a la seguridad social, máxime que su 
financiamiento se calcula atendiendo a que en nuestro sistema jurídico sólo 
se reconocen los matrimonios y concubinatos monogámicos."
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Lo anterior, sin que la perspectiva de género que solicita la quejosa se 
aplique en el caso permita concluir de un modo diverso, en razón de que la 
referida determinación deriva de una insuficiencia probatoria para sustentar 
sus pretensiones, y no así de situaciones de asimetría e inequidad que ame-
riten el estudio de los derechos humanos a la igualdad y a la no discrimi
nación por razones de género contenidos en los artículos 1o. y 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; máxime que la pers-
pectiva de género en la administración de justicia no significa que en cual-
quier caso los órganos jurisdiccionales deban resolver el fondo del asunto 
conforme a las pretensiones planteadas en razón de su género, ni que dejen 
de observarse los requisitos de procedencia y de fondo.

Cobra aplicación al particular la tesis VII.2o.T.179 L (10a.) «con número 
de registro digital: 2018103», emitida por este órgano jurisdiccional, y publi-
cada en la Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 59, Tomo III, octubre de 2018, materias constitucional y laboral, página 
2536, de título, subtítulo y texto:

"VIOLENCIA DE GÉNERO Y DISCRIMINACIÓN. NO SE CONFIGURAN 
POR EL HECHO DE QUE LA ACCIÓN LABORAL HAYA SIDO EJERCIDA POR 
UNA MUJER Y NO OBTENGA RESOLUCIÓN FAVORABLE. La circunstancia 
de que la quejosa sea mujer y no haya obtenido resolución definitiva favorable 
en cuanto a la acción laboral que intentó, no puede llevar a establecer, por sí 
sola, que fue con motivo de que la autoridad le haya aplicado un trato discri-
minatorio, si del análisis de las constancias que integran el sumario natural 
no se advierte una atención o trato diferenciado en el procedimiento jurisdic-
cional hacia la actora por ser del sexo femenino, y que ello le impidiera el 
pleno y efectivo ejercicio del derecho a la igualdad, o bien, que se hubiese 
hecho uso de algún lenguaje basado en estereotipos o prejuicios. En esas 
condiciones, al no estar ante un caso que amerite juzgar con perspectiva de 
género para determinar si, efectivamente, la realidad socio-cultural en que se 
desenvuelve la mujer colocó a la trabajadora en una situación de desventaja, 
se concluye que la decisión de la autoridad responsable, a partir del análisis 
de la litis definida en el juicio, desde la óptica de la procedencia de derechos 
y obligaciones que establecen las normas laborales, no puede estimarse vio-
latoria de la equidad de género."

Así como también la tesis II.1o.1 CS (10a.) «con número de registro di-
gital: 2012773», que se comparte, emitida por el Primer Tribunal Colegiado del 
Segundo Circuito, con residencia en Ciudad Nezahualcóyotl, Estado de Méxi-
co, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 2016, materia constitucional, página 3005, 
de contenido siguiente:
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"PERSPECTIVA DE GÉNERO. LA OBLIGACIÓN DE LOS ÓRGANOS JU-
RISDICCIONALES DE JUZGAR BAJO DICHO PRINCIPIO, NO SIGNIFICA QUE 
DEBAN RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO CONFORME A LAS PRETEN-
SIONES PLANTEADAS POR LAS O LOS GOBERNADOS. El reconocimiento 
de los derechos de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación y de 
acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los órganos 
jurisdiccionales del país impartan justicia con perspectiva de género, lo cual 
constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las barreras y 
obstáculos que discriminan a las personas por condición de sexo o género, 
es decir, implica juzgar considerando las situaciones de desventaja que, por 
cuestiones de género, discriminan e impiden la igualdad; sin embargo, la 
perspectiva de género en la administración de justicia no significa que en 
cualquier caso los órganos jurisdiccionales deban resolver el fondo del asun-
to conforme a las pretensiones planteadas por las o los gobernados en razón 
de su género, ni que dejen de observarse los requisitos de procedencia y de 
fondo previstos en las leyes nacionales para la interposición de cualquier 
medio de defensa, ya que las formalidades procesales son la vía que hace 
posible arribar a una adecuada resolución, por lo que el principio de juzgar 
con perspectiva de género, por sí mismo, resulta insuficiente para declarar pro
cedente lo improcedente."

Además de lo anotado, en el caso, al margen de las consideraciones 
emitidas por la Junta responsable en el laudo reclamado, para absolver de las 
prestaciones exigidas, lo cierto es que las referidas diligencias de jurisdicción 
voluntaria (tanto las exhibidas por la actora, como por el instituto demanda-
do), si bien es verdad que son actuaciones judiciales y, por tanto, documenta-
les públicas, no menos lo es que éstas son ineficaces, por sí solas, para 
acreditar un derecho sustantivo como lo es el estado de concubinato, porque 
no son capaces de sostener, por sí mismas, la legalidad definitiva de determi-
nado acto, precisamente, por ser susceptibles de modificación o alteración; 
de ahí que su firmeza sólo puede referirse a cuestiones de trámite, pero no 
puede establecerse que una diligencia de esa naturaleza sea idónea para fijar 
una situación jurídica e incontrovertible para decretar un derecho.

Sirve de apoyo a lo anterior, por lo ilustrativo de su contenido, la tesis 
III.4o.C.27 C (10a.) «con número de registro digital: 2007750» del Cuarto Tribu-
nal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, que se comparte, visible en 
la página 2781, Libro 11, Tomo III, octubre de 2014, de la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, de título, subtítulo y texto:

"ACCIÓN DE PETICIÓN DE HERENCIA. LAS DILIGENCIAS DE JURIS-
DICCIÓN VOLUNTARIA NO SON APTAS PARA DEMOSTRAR LA LEGITIMA-
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CIÓN EN LA CAUSA DE QUIEN SE OSTENTA COMO CONCUBINA DEL AUTOR 
DE LA SUCESIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). El artículo 778, 
segundo y tercer párrafos, del Código Civil del Estado de Jalisco establece 
que se entiende por concubinato el estado por el cual un hombre y una mujer 
solteros viven como si fueran cónyuges, durante cinco años o más, o si trans-
curridos tres años de iniciada esa unión procrean entre sí algún hijo, así 
como haberse establecido en un mismo domicilio. Por su parte, el diverso 
2941 prevé que tendrá derecho a heredar la persona con quien el autor de la 
herencia vivió en el mismo domicilio durante el tiempo referido, siempre que 
ambos hayan permanecido libres de matrimonio durante el concubinato. 
Ahora bien, si la tercera interesada demandó en la vía civil ordinaria, en ejer-
cicio de la acción de petición de herencia a la sucesión quejosa la declarato-
ria de que es heredera de la misma, es inconcuso que debe acreditar su 
legitimación en la causa y demostrar la existencia de la relación de concubi-
nato con el autor de la sucesión a través de un juicio contencioso autónomo 
y no como lo pretende por medio de las diligencias de jurisdicción voluntaria, 
toda vez que éstas no son la vía idónea para probar derechos sustantivos, al 
no constituir cosa juzgada, ya que se tramitan unilateralmente por el intere-
sado, sin la intervención de quien pudiera tener derechos opuestos, como lo 
sostiene el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito en la 
tesis I.3o.C.186 C, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XII, agosto de 2000, página 1203, de rubro: ‘JU-
RISDICCIÓN VOLUNTARIA, DILIGENCIAS DE. NO SON APTAS PARA ACRE-
DITAR UN DERECHO SUSTANTIVO COMO EL CONCUBINATO.’, y que este 
órgano comparte; consecuentemente, si la tercera interesada no justifica el 
carácter con que se ostenta, carece de legitimación en la causa, lo que hace 
improcedente la acción de petición de herencia."

Al respecto, resulta pertinente destacar, como un hecho notorio para 
este tribunal, en términos del artículo 88 del Código Federal de Procedimien
tos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, conforme a su nume-
ral 2, que en sesión de siete de agosto del año en curso, la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resolvió la contradicción de tesis 
137/2019 «con número de registro digital: 29045», suscitada entre los crite-
rios sostenidos por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil, Quinto y 
Sexto Tribunales Colegiados en Materia de Trabajo, todos del Primer Circuito, 
así como el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir-
cuito, cuyo tema consistió en determinar si las diligencias de jurisdicción 
voluntaria hacen prueba plena para acreditar un derecho sustantivo como el 
concubinato; concluyendo, por unanimidad de votos, que éstas no son aptas, 
por sí solas, para demostrar el concubinato, cuando se reclama ante el Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social el otorgamiento de una pensión por viudez, 
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como en esencia se aprecia de la versión estenográfica que a continuación se 
cita:

"...Primero.—Es inexistente la contradicción de tesis denunciada entre 
el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.

"Segundo.—Existe la contradicción de tesis denunciada en términos 
del considerando cuarto del presente fallo.

"Tercero.—Debe prevalecer con carácter de jurisprudencia el criterio 
sustentado en la presente ejecutoria.

"Notifíquese; ...

"Señor Ministro presidente, me permito informarle que el texto de la 
jurisprudencia que posteriormente será aprobada, se oriente en el sentido de 
que las diligencias y (sic) jurisdicción voluntarias en el Estado de Veracruz y 
Ciudad de México no son aptas por sí solas para demostrar el concubinato, 
cuando se reclama ante el Instituto Mexicano del Seguro Social el otorgamien
to de una pensión de viudez..." (Énfasis añadido)

De ahí que si ninguna de las partes robusteció las referidas diligencias 
de jurisdicción voluntaria para determinar la existencia del concubinato, re-
sulta inconcuso que éste no se demostró en autos del juicio natural, de ahí 
que la absolución controvertida devenga objetivamente correcta.

En relación con la invocación del criterio adoptado por la citada Segun-
da Sala del Más Alto Tribunal del País, se precisa que con ello no se transgrede 
el principio de irretroactividad, tutelado en el artículo 217, párrafo último, de la 
Ley de Amparo pues, en el caso, no existía una jurisprudencia firme, aplicable 
al tema ahí aludido, que estableciera lo contrario; luego, su aplicación en el 
caso, resulta apegada a derecho.

Ello, pues además de las aludidas diligencias de jurisdicción volunta-
ria, la quejosa únicamente ofreció como pruebas de su parte la instrumental 
de actuaciones, la presuncional legal y humana y un estado de cuenta expe-
dido por **********, en favor del trabajador finado, con lo que no justificó 
haber sido concubina de este último, ya que ninguno de estos medios de 
convicción se encuentra encaminado a probar tal circunstancia, y aun cuan-
do en los hechos de su demanda laboral señaló que fue declarada como 
única beneficiaria de los derechos laborales de aquél en el diverso juicio la-
boral ********** del índice de la Junta Especial Número Siete de la Local de 
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Conciliación y Arbitraje, con sede en Córdoba, Veracruz, lo cierto es que en 
autos del juicio de origen no hay prueba de tal afirmación. Tampoco es idóneo 
para ello lo manifestado en su demanda constitucional, en el sentido de que 
fue ella quien identificó al actor en el acta de defunción, pues además de 
que ésta no se aportó al indicado juicio, lo cierto es que esa sola circunstan-
cia resultaría insuficiente para probar el vínculo de concubinato con el traba-
jador fallecido.

De ahí que ante la falta de prueba del carácter de concubina, se insiste, 
resulta esencialmente correcto que la Junta responsable absolviera al Institu-
to Mexicano del Seguro Social, Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores y **********, de la totalidad de las prestaciones recla-
madas, en razón de que aquel aspecto era la base de sus pretensiones.

Luego, ante la ineficacia de los conceptos de violación planteados, sin 
que se haya advertido queja deficiente que suplir en beneficio de la quejosa, 
en términos de lo dispuesto en el artículo 79, fracción V, y penúltimo párrafo, 
de la Ley de Amparo, procede negar la protección constitucional solicitada.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

ÚNICO.—La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, 
contra el acto reclamado de la autoridad responsable, precisado y puntualiza-
da, respectivamente, en los resultandos primero y segundo de esta ejecuto-
ria, por las razones expuestas en el último considerando de la misma.

Notifíquese; personalmente a las partes quejosa y tercero interesada, 
en términos de la jurisprudencia 2a./J. 78/2016 (10a.) «con número de regis-
tro digital: 2012056», de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 32, Tomo I, julio de 2016, página 350, de título y subtítulo: "AMPA-
RO DIRECTO. LA SENTENCIA RELATIVA DEBE NOTIFICARSE PERSONAL-
MENTE SI EN LA DEMANDA SE PLANTEÓ LA INCONSTITUCIONALIDAD DE 
ALGUNA NORMA GENERAL O SE PROPUSO LA INTERPRETACIÓN DIRECTA 
DE ALGÚN PRECEPTO DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, Y EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO SE PRO-
NUNCIÓ AL RESPECTO U OMITIÓ HACERLO."; por lista al Ministerio Público 
de la adscripción y por oficio a la autoridad responsable, con testimonio de la 
presente resolución; anótese en el libro de gobierno; una vez que cause eje-
cutoria el presente fallo, remítanse los autos del sumario laboral correspon-
diente a su lugar de origen; y, en su oportunidad, archívese este asunto como 
concluido.
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Así lo resolvió el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Séptimo Circuito, por unanimidad de votos de los Magistrados Jorge Sebas-
tián Martínez García, Juan Carlos Moreno Correa y Jorge Toss Capistrán; el 
primero de los nombrados en su calidad de presidente y el segundo como 
ponente.

En términos de lo previsto en los artículos 66, 118, 120 y demás 
conducentes en lo relativo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, en esta versión pública se suprime la infor­
mación considerada legalmente como reservada o confidencial que 
encuadra en esos supuestos normativos.

Nota: La tesis aislada VII.2o.T.229 L (10a.), integró la jurisprudencia VII.2o.T. J/60 L (10a.), 
cuyos título y subtítulo aparecen al inicio de esta ejecutoria.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA LABO­
RAL. OPERA EN FAVOR DE QUIEN SE OSTENTA COMO BENE­
FICIARIO DEL TRABAJADOR FALLECIDO, AUN CUANDO EN 
EL LAUDO SE HAYA DETERMINADO QUE NO TIENE ESA CALI­
DAD. La figura de la suplencia de la queja deficiente en el juicio de 
amparo ha tenido una evolución legal y jurisprudencial para ampliar 
su ámbito de aplicación, como ocurre en materia de trabajo; por ello, 
cuando en un juicio laboral una de las partes se ostenta como benefi-
ciario del trabajador fallecido y en el laudo se resuelve que no demos-
tró ese carácter, si impugna esa decisión en amparo, debe aplicarse 
dicho principio procesal, tomando en consideración que esa cuestión 
constituye el tema sustancial controvertido, en tanto que en el proceso 
de origen aquél afirmó tener esa calidad; entonces, si su pretensión 
radica en que en el juicio de amparo se analice la constitucionalidad 
de dicha determinación, al considerar precisamente que sí debió reco-
nocérsele como tal y, en consecuencia, condenar a la devolución de 
las prestaciones económicas reclamadas, al margen de lo que se deci-
da al final en el fondo del asunto, debe estimarse actualizada la hipóte-
sis legal invocada, porque para definirlo así, basta con apreciar la 
naturaleza del acto reclamado y la calidad o rol que como parte tuvo el 
promovente del amparo dentro del proceso de origen; de lo que se con-
cluye que procede suplir la deficiencia de la queja en su beneficio y 
abordar el estudio oficioso del acto reclamado.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T. J/60 L (10a.)
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Amparo directo 805/2018. 30 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Carlos Moreno Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo Alvarado.

Amparo directo 538/2018. 30 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes.

Amparo directo 292/2019. 6 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos 
Moreno Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez.

Amparo directo 853/2018. 8 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Carlos Moreno Correa. Secretaria: Anabel Morales Guzmán.

Amparo directo 973/2018. 12 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Anabel Morales Guzmán.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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Subsección 2. 
SENTENCIAS QUE INTERRUMPEN 

JURISPRUDENCIA

PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO LABORAL. POR REGLA 
GENERAL, NO ES IDÓNEA PARA ACREDITAR LAS SEMANAS COTI­
ZADAS NI EL SALARIO PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS 
DE COTIZACIÓN PARA LA OBTENCIÓN Y CUANTIFICACIÓN DE 
LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y CESANTÍA EN EDAD 
AVANZADA, EXCEPTO CUANDO DE SU DESAHOGO SE ADVIERTE 
INFORMACIÓN APTA Y SUFICIENTE QUE DEMUESTRE ESOS ELEMEN­
TOS [INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA VII.2o.T. J/9 (10a.)].

AMPARO EN REVISIÓN 129/2018. 12 DE SEPTIEMBRE DE 2019. UNA
NIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: JORGE SEBASTIÁN MARTÍNEZ GARCÍA. 
SECRETARIO: JUAN MANUEL JIMÉNEZ JIMÉNEZ.

CONSIDERANDO:

CUARTO.—Resultan ineficaces los agravios hechos valer contra la 
sentencia que se revisa, sin que suplidos en su deficiencia, acorde con lo dis
puesto por el artículo 79, fracción V, y penúltimo párrafo, de la Ley de Amparo, 
se pueda arribar a otra conclusión.

Para una mejor comprensión del tema, se estima necesario destacar 
brevemente los siguientes antecedentes del caso:

1. Mediante escrito presentado el veinte de junio de dos mil trece, ante 
la Junta Especial Número Cincuenta y Cuatro de la Federal de Conciliación y 
Arbitraje, con sede en Orizaba, Veracruz, ********** demandó del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, entre otras prestaciones, el otorgamiento de una 
pensión por cesantía en edad avanzada y vejez. (fojas uno a tres del tomo de 
pruebas)
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2. Por auto de seis de septiembre de dos mil trece, la Junta responsable 
radicó el expediente bajo el número **********; previas diversas actuaciones 
dictó su laudo el trece de agosto de dos mil catorce, en cual condenó al ins
tituto demandado al pago de una pensión por cesantía en edad avanzada y lo 
absolvió de otros reclamos. (fojas cuarenta y seis y cincuenta y dos ibídem)

3. Inconforme con tal resolución, el accionante promovió el juicio de 
amparo directo **********, del que conoció este tribunal, quien en sesión 
pública ordinaria de nueve de abril de dos mil quince, en su anterior integra
ción, por unanimidad de votos, determinó conceder la protección constitucio
nal (fojas 83-109 del tomo de pruebas), para los efectos siguientes:

"En las relatadas condiciones, al haber resultado violatorio de derechos 
fundamentales el laudo reclamado, se impone conceder al quejoso el amparo 
y protección de la Justicia Federal, para el efecto de que la autoridad respon
sable deje insubsistente el laudo reclamado y en su lugar emita otro, en el que 
reitere lo que no fue materia de concesión (condena a la pensión de cesantía, 
a la asistencia médica, quirúrgica y farmacéutica, así como al servicio de 
hospitalización; procedencia del pago de aguinaldo correspondiente a los 
años dos mil doce y dos mil trece; y, absolución al pago de pensión de vejez); 
asimismo, determine que el contenido de la hoja de certificación de derechos 
exhibida por la parte demandada, se encuentra desvirtuado con las pruebas 
ofrecidas por el trabajador; hecho lo cual, con plenitud de jurisdicción, resuelva 
lo que en derecho corresponda en relación al monto del salario promedio que 
será el que determine el cuantum de la pensión y aguinaldo, subsanando la 
incongruencia advertida, teniendo en consideración que la fecha de inicio de 
su pensión no podrá ser posterior a la del veintinueve de febrero de dos mil 
doce que se reconoce en el laudo y que el Instituto Mexicano del Seguro Social 
no combate, incluso, en sus conceptos de violación." (foja 106 del tomo de 
pruebas)

4. En acatamiento a la ejecutoria de amparo en mención, la Junta res
ponsable dejó insubsistente el laudo reclamado y, en su lugar, emitió uno 
nuevo el treinta de abril de dos mil quince (fojas 116-118), en el que nueva
mente condenó al instituto demandado al pago de una pensión por cesantía 
en edad avanzada a favor del actor, a partir del veintinueve de febrero de dos 
mil doce; asimismo, ordenó abrir el incidente de liquidación respectivo, con 
el fin de establecer el salario promedio de las últimas doscientas cincuenta 
semanas cotizadas y el número total de semanas reconocidas al actor.

5. Inconforme con ese fallo, el instituto demandado promovió el diverso 
juicio de amparo directo ********** del índice de este órgano jurisdiccional, 
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quien en sesión pública ordinaria de veintiocho de enero de dos mil dieciséis, 
en su anterior integración, por unanimidad de votos, negó el amparo solicitado. 
(fojas 172-191 del tomo de pruebas)

6. Por auto de treinta y uno de mayo de dos mil dieciséis, la autoridad 
responsable tuvo al actor solicitando la apertura del incidente de liquidación 
(foja 203), en el cual, previas diversas actuaciones, mediante resolución de 
dos de marzo de dos mil dieciocho (acto reclamado), determinó lo siguiente:

"Primero.—En el incidente de liquidación que se resuelve: la parte actora 
probó parcialmente la procedencia de su planilla de liquidación, en los mis
mos términos, la parte demandada justificó sus excepciones y defensas, rela
tivas a la planilla de liquidación propuesta por su contraparte.

"Segundo.—En el incidente que nos ocupa, se cuantifica en un gran 
total de ********** salvo error u omisión de carácter aritmético; en conse
cuencia se condena al Instituto Mexicano del Seguro Social a que pague al 
actor la cantidad antes descrita, por concepto de pensión de cesantía en edad 
avanzada por el periodo comprendido del 29 de febrero de 2012 al 28 de febrero 
de 2018; sin perjuicio de las cantidades que por este concepto e incrementos, 
que en su caso se generen conforme a lo establecido en el artículo 172 de la 
Ley del Seguro Social; y hasta que la demandada lo incluya en la nómina de 
los jubilados y pensionados del Instituto Mexicano del Seguro Social. Ahora 
bien, la pensión de cesantía de edad avanzada, actualizada a la presente reso
lución asciende a la cantidad de ********** mensuales.

"Así también, se condena al instituto reo, al pago de aguinaldo, de la 
pensión de cesantía e incrementos, por los años: 2012 al 2017, lo que arroja 
un total de **********. Salvo error u omisión de carácter aritmético; sin per
juicio de las cantidades que por este concepto, que (sic) en su caso gene
ren..." (fojas 224-227 ibídem)

7. Contra dicha resolución, el trabajador promovió juicio de amparo 
indirecto, donde mediante sentencia terminada de engrosar el veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciocho, el a quo determinó negar la protección 
de la Justicia Federal solicitada; determinación que constituye la materia del 
presente recurso de revisión.

Hasta aquí los antecedentes más relevantes del presente asunto.

Ahora bien, en principio debe desestimarse lo alegado por el recurrente 
en el sentido de que el Juez de Distrito violó en su perjuicio lo previsto en los 
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numerales 14 y 16 de la Constitución Federal; ello es así, en razón de que 
según ha sido considerado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la tesis de jurisprudencia P./J. 2/97, cuyos rubro y texto a continua
ción se citan e identifican, los motivos de agravio esgrimidos en un recurso de 
revisión, en el que la parte recurrente alega, esencialmente, que el Juez Federal 
al emitir la sentencia violó sus derechos fundamentales, deben reputarse 
como inoperantes, ya que siendo el recurso de revisión un procedimiento de 
segunda instancia que tiende a asegurar un óptimo ejercicio de la función 
judicial, con el objeto de que el tribunal de segundo grado vuelva a analizar 
los motivos y fundamentos que aquél tomó en cuenta para emitir su fallo, limi
tándose a los agravios expuestos; luego, a través del recurso de revisión, 
técnicamente no deben analizarse los agravios planteados en ese sentido, por 
la naturaleza del medio de defensa y por la función de control constitucional 
que el a quo desempeña, ya que si así se hiciera, se trataría al Juez del cono
cimiento como otra autoridad responsable y se desnaturalizaría la única vía 
establecida para elevar las reclamaciones de inconstitucionalidad de actos, 
que es el juicio de amparo.

El criterio jurídico del que se acaba de dar noticia, aparece publicado en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, 
enero de 1997, página 5, registro digital: 199492, del siguiente contenido:

"AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON LOS QUE SOSTIENEN QUE LOS 
JUZGADORES DE AMPARO VIOLAN GARANTÍAS INDIVIDUALES, SOLAMENTE 
EN ESE ASPECTO.—Históricamente las garantías individuales se han repu
tado como aquellos elementos jurídicos que se traducen en medios de salva
guarda de las prerrogativas fundamentales que el ser humano debe tener para 
el cabal desenvolvimiento de su personalidad frente al poder público. Son 
derechos públicos subjetivos consignados en favor de todo habitante de la 
República que dan a sus titulares la potestad de exigirlos jurídicamente a 
través de la verdadera garantía de los derechos públicos fundamentales del 
hombre que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos con
signa, esto es, la acción constitucional de amparo. Los Jueces de Distrito, al 
conocer de los distintos juicios de amparo de su competencia, y no de proce
sos federales, ejercen la función de control constitucional y, en ese caso, dic
tan determinaciones de cumplimiento obligatorio y obran para hacer cumplir 
esas determinaciones, según su propio criterio y bajo su propia responsabili-
dad, por la investidura que les da la ley por lo que, a juicio de las partes, pueden 
infringir derechos subjetivos públicos de los gobernados. Ahora bien, aun y 
cuando en contra de sus decisiones procede el recurso de revisión, éste no es 
un medio de control constitucional autónomo, a través del cual pueda anali
zarse la violación a garantías individuales, sino que es un procedimiento de 
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segunda instancia que tiende a asegurar un óptimo ejercicio de la función 
judicial, a través del cual, el tribunal de alzada, con amplias facultades, incluso 
de sustitución, vuelve a analizar los motivos y fundamentos que el Juez de 
Distrito tomó en cuenta para emitir su fallo, limitándose a los agravios expues
tos. Luego, a través del recurso de revisión, técnicamente, no deben analizarse 
los agravios consistentes en que el Juez de Distrito violó garantías indivi
duales al conocer de un juicio de amparo, por la naturaleza del medio de 
defensa y por la función de control constitucional que el a quo desempeña 
ya que, si así se hiciera, se trataría extralógicamente al Juez del conocimiento 
como otra autoridad responsable y se desnaturalizaría la única vía estable
cida para elevar las reclamaciones de inconstitucionalidad de actos, que es 
el juicio de amparo; es decir, se ejercería un control constitucional sobre otro 
control constitucional."

De igual manera se invoca como apoyo a lo antes apuntado, la tesis 
aislada II.2o.C.2 K (10a.), emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Segundo Circuito, que se comparte, publicada en la Décima Época 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIII, Tomo 4, octubre de 
2012, materia(s): constitucional y común, página 2624, registro digital: 2001960, 
de rubro y texto:

"JUZGADORES DE AMPARO. NO PUEDEN INCURRIR EN TRANSGRE
SIÓN A LOS DERECHOS CONSTITUCIONALMENTE PROTEGIDOS DE TODA 
PERSONA, PUES LOS SALVAGUARDAN Y OBRAN EN SU DEFENSA COMO 
ÓRGANOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL.—Es de reconocido derecho que 
los Jueces de Distrito al conocer de los distintos juicios de amparo de su 
competencia, y no de procesos federales, ejercen funciones propias de con-
trol constitucional y de legalidad, pues dictan determinaciones de cumplimiento 
obligatorio según su criterio y responsabilidad. Así, a juicio de las partes pue
den infringir algunos preceptos legales en agravio de los gobernados. De con
siguiente, aun cuando en contra de sus decisiones procede el recurso de 
revisión, éste no se intenta como un medio de control constitucional autónomo 
a través del cual pudiera examinarse la violación alegada a los derechos y 
garantías que reconoce la Constitución Fundamental y que se aduzca infrin
giera el Juez de Distrito, quien actúa en su defensa, las tutela y salvaguarda, 
pues la revisión en la segunda instancia del juicio constitucional tiende a 
asegurar un óptimo ejercicio de la función jurisdiccional, porque a través de 
dicho recurso el Tribunal Colegiado competente, con amplias facultades, incluso 
de sustitución, vuelve a analizar los motivos y fundamentos que el Juez de 
Distrito tomó en cuenta para emitir su fallo, limitándose, en ciertos casos, 
al alcance de los agravios expuestos. Luego, en tal secuencia lógica y jurí
dica, al resolver sobre ello vía el recurso de revisión, técnica y legalmente 
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deben declararse inoperantes los agravios referentes a que el Juez de Distrito 
violara los derechos que consagra la Constitución Federal al conocer y decidir 
en un juicio de amparo, por la naturaleza de ese medio de defensa, pues si 
así se hiciera, se convertiría al Juez Federal del conocimiento en otra auto
ridad responsable y se desnaturalizarían las reclamaciones respectivas en 
orden con lo alegado en el juicio de amparo."

En otro apartado de sus motivos de inconformidad, la parte inconforme 
aduce que el Juez Federal no analizó debidamente lo que manifestó en su 
ocurso constitucional, ya que al negarle la protección de la Justicia Federal 
solicitada quedará firme la resolución del incidente reclamada, por lo que se 
le pagaría la cantidad precisada por el Instituto Mexicano del Seguro Social, lo 
cual no tiene asidero jurídico, trayendo como consecuencia que quede en una 
situación económica perjudicial.

Resulta infundado el argumento antes destacado, pues de la lectura de 
la resolución reclamada, se aprecia que la Junta Federal desestimó la planilla 
de liquidación que el instituto demandado presentó en el incidente respec
tivo, en los términos siguientes:

"...es de considerarse que la carga de la prueba en el presente incidente, 
le corresponde a la parte demandada, conforme a lo que disponen los artículos 
784 y 804 de la Ley Federal del Trabajo; ahora bien, analizando la planilla de 
liquidación ofrecida por ésta, la misma resulta improcedente, toda vez que en 
la cuantificación que realiza y que ofrece a la parte actora, no se indican los 
incrementos previstos en el artículo 172 de la anterior Ley del Seguro Social, 
ni se señala el pago por concepto de aguinaldo; por otra parte, si bien es cierto 
que para acreditar el salario promedio de las últimas doscientas cincuenta 
semanas de cotización, ofreció como medio de prueba la documental consis
tente en la hoja de certificación de derechos, a nombre del hoy inconforme 
(foja 212) de los autos, de donde se advierte que el emolumento intermedio de 
las últimas 250 semanas de cotización es de $323.59 pesos; a este respecto 
es de tomarse en consideración que se trata de un instrumento unilateral 
elaborado por la propia estatal que sólo la obliga a ella, porque es quien lo 
suscribió, en el que nunca aparece la intervención del diligente, por lo que 
carece de eficacia probatoria para tomarla en consideración para acreditar 
tales extremos..." (fojas 224 vuelta y 225 del tomo de pruebas)

Como se aprecia de la transcripción anterior, la autoridad laboral deter
minó negarle todo valor probatorio a la planilla de liquidación ofrecida por la 
parte demandada, bajo las consideraciones relativas a que no se indicaban 
los incrementos previstos en el artículo 172 de la Ley del Seguro Social dero
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gada, ni se señalaba el pago por concepto de aguinaldo; de igual manera 
desestimó la hoja de certificación de derechos que presentó el instituto deman
dado, porque consideró que se trataba de un instrumento unilateral que sólo 
obligaba a quien lo suscribió; de ahí que no es verdad que en la resolución 
incidental se haya establecido que la cantidad a cubrir al actor por conceptos 
de pensiones vencidas y aguinaldos haya sido la señalada por su contraparte 
en el sumario de origen.

Además, la Junta Federal también precisó que tampoco era posible 
tomar en cuenta la planilla de liquidación que al efecto había ofrecido el actor, 
en razón de que realizó las cuantificaciones con base en la cantidad de 
**********, pues era equivalente a un emolumento diario y no el salario pro-
medio de las últimas doscientas cincuenta semanas de cotización, lo cual es 
correcto, como bien lo apreció el a quo en su sentencia.

Sirve como apoyo, en lo conducente, la jurisprudencia 2a./J. 85/2010, 
también invocada por el juzgador primario, de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 311, Tomo XXXII, julio 
de 2010, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
registro digital: 164218, de rubro y contenido:

"SEGURO SOCIAL. EL SALARIO PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SE-
MANAS DE COTIZACIÓN, BASE PARA CUANTIFICAR LAS PENSIONES POR 
INVALIDEZ, VEJEZ Y CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, TIENE COMO LÍMITE 
SUPERIOR EL EQUIVALENTE A 10 VECES EL SALARIO MÍNIMO GENERAL 
VIGENTE EN EL DISTRITO FEDERAL, ACORDE CON EL SEGUNDO PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 
1997.—De los artículos 136, 142, 147 y 167 de la referida ley, deriva que el 
salario diario que sirve de base para determinar la cuantía básica de las pen
siones por invalidez, vejez y cesantía en edad avanzada, es el que corresponde 
al promedio de las últimas 250 semanas de cotización. Por otra parte, el 
numeral 33 de la misma legislación establece como límite superior al salario 
base de cotización el equivalente a 25 veces el salario mínimo general vigente 
que rija en el Distrito Federal, excepto para los seguros de invalidez, vejez, ce
santía en edad avanzada y muerte, que tendrán como límite superior el corres
pondiente a 10 veces el referido salario; en el entendido de que aquel límite 
rige para los seguros de enfermedad general y maternidad. Así, cada rama de 
aseguramiento tiene autonomía financiera y los recursos no pueden sufragar 
ramas distintas, de manera que los generados para los seguros de enfermedad 
general y maternidad serán encauzados para ampliar su cobertura, aumentar 
la eficacia de los servicios médicos y continuar con la reposición y moder
nización del equipo, mientras que los de invalidez, vejez, cesantía en edad 
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avanzada y muerte serán canalizados para financiar el otorgamiento de las 
pensiones respectivas, de ahí que el límite previsto a este último debe apli
carse al salario promedio de las 250 semanas de cotización, que sirve de base 
para cuantificar las pensiones correspondientes."

Por otra parte, cabe señalar que no pasa inadvertida para este tribunal 
la circunstancia de que el Juez de Distrito validó el hecho de que la Junta del 
conocimiento estableciera el salario promedio de las últimas doscientas 
cincuenta semanas cotizadas y el número total de semanas reconocidas al 
actor con base en la prueba de inspección desahogada el doce de agosto 
de dos mil dieciséis, en el incidente de liquidación, cuando este tribunal en la 
jurisprudencia VII.2o.T. J/9 (10a.), sostuvo que ese medio de convicción no es 
idóneo para tales fines, ya que esa información no puede apreciarla a simple 
vista el funcionario que la realiza, sino que para ello, deben efectuarse deter
minadas operaciones aritméticas, esto es, para obtener la cantidad total de 
semanas cotizadas deben sumarse cada una de éstas y para determinar el 
promedio salarial, deben sumarse los salarios registrados de las últimas dos
cientas cincuenta semanas de cotización, y después dividir la cantidad resul
tante entre ese número de semanas; de ahí que la referida prueba, dado su 
objeto y naturaleza, se estimó inadecuada para demostrar dichos aspectos.

El criterio en comento, se encuentra publicado en la Décima Época de 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 40, Tomo IV, marzo 
de 2017, página 2544 «y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas», registro digital: 2013799, de título, 
subtítulo y contenido:

"PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO LABORAL. NO ES LA IDÓ
NEA PARA ACREDITAR LAS SEMANAS COTIZADAS NI EL SALARIO PROME
DIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN PARA LA OBTENCIÓN 
Y CUANTIFICACIÓN DE LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y CESAN-
TÍA EN EDAD AVANZADA. De conformidad con los artículos 138 y 146 de la 
Ley del Seguro Social derogada, a fin de disfrutar de una pensión de invalidez, 
vejez o cesantía en edad avanzada, el asegurado debe tener reconocidas un 
mínimo determinado de semanas cotizadas, entre otros requisitos; asimismo, 
de los numerales 136, 142, 147 y 167 de la referida ley, se advierte que el sala
rio que sirve de base para determinar la cuantía básica de esas pensiones es 
el que corresponde al promedio de las últimas 250 semanas de cotización. Por 
otra parte, la prueba de inspección prevista en los artículos 827 y 829, frac
ción II, de la Ley Federal del Trabajo, tiene por objeto verificar, por conducto 
del servidor público facultado para ello, aquellos hechos que no requieren de 
conocimientos técnicos, científicos o artísticos especiales, y de los cuales 
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pueda darse fe, tales como la existencia de documentos, cosas o lugares y 
sus características perceptibles a través de los sentidos, principalmente el de 
la vista. En esas condiciones, la prueba referida no resulta idónea para deter
minar, per se, la suma total de semanas cotizadas, ni el salario promedio de 
las últimas 250 semanas de cotización requeridas para la procedencia y cuan
tificación de las pensiones por invalidez, vejez y cesantía en edad avanzada, 
toda vez que esa información no puede apreciarla a simple vista el funcionario 
que realiza la inspección, sino que para ello, deben efectuarse determinadas 
operaciones aritméticas, esto es, para obtener la cantidad total de sema
nas cotizadas deben sumarse cada una de éstas y para determinar el promedio 
salarial, deben sumarse los salarios registrados de las últimas 250 semanas 
de cotización, y después dividir la cantidad resultante entre ese número de 
semanas; de ahí que, la prueba de inspección, dado su objeto y naturaleza, 
es inadecuada para demostrar tales aspectos."

Sin embargo, una nueva reflexión de este tribunal en torno al tema, 
permite concluir y aclarar que el criterio jurídico en consulta debe constituir 
sólo una regla general que por lo mismo permite excepciones, siendo una de 
ellas ese supuesto que se da cuando la información que se obtenga en el 
desahogo de la prueba de inspección practicada por el actuario de la Junta 
laboral se puedan desprender elementos suficientes para establecer con pre
cisión, tanto el salario promedio de las últimas doscientas cincuenta sema-
nas de cotización de la parte trabajadora, como el número total de semanas que 
cotizó, como pudiera ser, a manera de ejemplo: que los documentos sobre los 
cuales se ofreció dicho medio de convicción, consistentes en los avisos de 
inscripción, avisos de baja, avisos de modificación de salarios, registros patro
nales, avisos de alta al régimen obligatorio del seguro social, catálogo de 
avisos originales o del Sistema Integral de Derechos y Obligaciones (SINDO), 
puedan apreciarse los periodos de cotización y el monto de los salarios con los 
que estuvo dado de alta el trabajador y que el actuario refleje dicha informa
ción en el acta que al efecto lleve a cabo o que anexe a la misma documentos 
de los que se aprecien los datos en comento, para que con los mismos, la 
autoridad laboral, al momento de valor (sic) el medio de convicción de que 
se trata pueda establecer con plena certeza el salario promedio y el total 
de semanas cotizadas por la parte trabajadora; hipótesis que no está contem-
plada en la jurisprudencia de este tribunal, por lo que el referido criterio no 
es aplicable al particular, pues no contiene prevista la excepción a la regla 
antes destacada.

En estas condiciones, justamente en este caso concreto es que se actua
liza la excepción a la regla en comento, ya que en el desahogo de la prueba 
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de inspección el actuario hizo constar diversos datos, como fueron los regis
tros patronales, periodos y salario base de cotización del actor, de los cuales 
la Junta obtuvo información idónea y suficiente para determinar los elemen
tos citados en primer término, tal como se observa de la imagen siguiente:

SE SUPRIMEN IMÁGENES

(fojas 221 y 222 del tomo de pruebas).

De ahí que se estime correcto que el Juez Federal avalara la decisión 
de que la autoridad laboral, para considerar apegada a derecho la aprecia
ción de que el salario promedio de las últimas doscientas cincuenta semanas 
cotizadas y el número total de semanas reconocidas al actor se probaron con 
el resultado de la prueba de inspección de que se trata, practicada en los 
términos y alcances explicados por el fedatario, actuario adscrito a la Junta 
responsable.

Por otro lado, tampoco es verdad que la Junta del conocimiento deter
minara el pago de una cantidad incorrecta que deje al recurrente en una 
"situación económica perjudicial", como lo aduce en sus agravios, si se tiene 
en cuenta lo que a continuación se expone.

Los artículos 143, 144, 164, fracción I, 167 y 171 de la Ley del Seguro 
Social, vigente hasta el treinta de junio de mil novecientos noventa y siete, en 
su orden, disponen:

"Artículo 143. Para los efectos de esta ley, existe cesantía en edad avan
zada cuando el asegurado quede privado de trabajos remunerados después 
de los sesenta años de edad."

"Artículo 144. La contingencia consistente en la cesantía en edad avan
zada obliga al instituto al otorgamiento de las siguientes prestaciones:

"I. Pensión;

"II. Asistencia médica, en los términos del capítulo IV de este título;

"III. Asignaciones familiares, de conformidad con lo establecido en la 
sección séptima de este capítulo; y

"IV. Ayuda asistencial, en los términos de la propia sección séptima de 
este capítulo."
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"Artículo 164. Las asignaciones familiares consisten en una ayuda por 
concepto de carga familiar y se concederán a los beneficiarios del pensionado 
por invalidez, vejez o cesantía en edad avanzada, de acuerdo con las siguien
tes reglas:

"I. Para la esposa o concubina del pensionado, el quince por ciento de 
la cuantía de la pensión;..."

"Artículo 167. Las pensiones anuales de invalidez y de vejez se compon
drán de una cuantía básica y de incrementos anuales computados de acuerdo 
con el número de cotizaciones semanales reconocidas al asegurado con pos-
terioridad a las primeras quinientas semanas de cotización.

"La cuantía básica y los incrementos serán calculados conforme a la 
siguiente tabla:

Porcentaje de los Salarios

Grupo de salario en veces 
el salario mínimo general para 

el D. F.
Cuantía básica

Incremento 
anual

% %

Hasta 1 80.00 0.563

de 1.01 a 1.25 77.11 0.814

de 1.26 a 1.50 58.18 1.178

de 1.51 a 1.75 49.23 1.430

de 1.76 a 2.00 42.67 1.615

de 2.01 a 2.25 37.65 1.756

de 2.26 a 2.50 33.68 1.868

de 2.51 a 2.75 30.48 1.958

de 2.76 a 3.00 27.83 2.033

de 3.01 a 3.25 25.60 2.096

de 3.26 a 3.50 23.70 2.149
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de 3.51 a 3.75 22.07 2.195

de 3.76 a 4.00 20.65 2.235

de 4.01 a 4.25 19.39 2.271

de 4.26 a 4.50 18.29 2.302

de 4.51 a 4.75 17.30 2.330

de 4.76 a 5.00 16.41 2.355

de 5.01 a 5.25 15.61 2.377

de 5.26 a 5.50 14.88 2.398

de 5.51 a 5.75 14.22 2.416

de 5.76 a 6.00 13.62 2.433

de 6.01 a LÍMITE SUPERIOR 
ESTABLECIDO 13.00 2.450

"Para los efectos de determinar la cuantía básica anual de la pensión y 
sus incrementos, se considera como salario diario el promedio correspon-
diente a las últimas doscientas cincuenta semanas de cotización. Si el asegu
rado no tuviere reconocidas las doscientas cincuenta semanas señaladas se 
tomarán las que tuviere acreditadas, siempre que sean suficientes para el otor
gamiento de una pensión por invalidez o por muerte.

"El salario diario que resulte se expresará en veces al salario mínimo 
general para el Distrito Federal vigente en la fecha en que el asegurado se 
pensione, a fin de determinar el grupo de la tabla que antecede en que el pro
pio asegurado se encuentre. Los porcentajes para calcular la cuantía básica, 
así como los incrementos anuales se aplicarán al salario promedio diario 
mencionado.

"El derecho al incremento anual se adquiere por cada cincuenta y dos 
semanas más de cotización.

"Los incrementos a la cuantía básica, tratándose de fracciones del año, 
se calcularán en la siguiente forma:

"a) Con trece a veintiséis semanas reconocidas se tiene derecho al cin
cuenta por ciento del incremento anual.
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"b) Con más de veintiséis semanas reconocidas se tiene derecho al 
cien por ciento del incremento anual.

"El instituto otorgará a los pensionados comprendidos en este capítulo, 
un aguinaldo anual equivalente a una mensualidad del importe de la pensión 
que perciban."

"Artículo 171. Al asegurado que reúna las condiciones para el 
otorgamiento de la pensión de cesantía en edad avanzada, le corresponde 
una pensión cuya cuantía se calculará de acuerdo con la siguiente tabla:

Años cumplidos en la fecha en que 
se adquiere el derecho a recibir la 

pensión

Cuantía de la pensión expresada  
en % de la cuantía de la pensión de 
vejez que le hubiera correspondido 
al asegurado de haber alcanzado 

65 años

60 75%

61 80%

62 85%

63 90%

64 95%

"Se aumentará un año a los cumplidos cuando la edad los exceda en 
seis meses."

Por su parte, el inciso b) del artículo décimo cuarto transitorio que 
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social, refor
mado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el cinco 
de enero de dos mil cuatro, vigente desde el uno del mes y año citados, 
dispone:

"Décimo cuarto. Las pensiones otorgadas con fundamento en el título 
segundo, capítulo III, artículo 65, fracciones II y III, artículo 71, fracciones II, 
III, IV y V, artículo 73, párrafo tercero y, capítulo V, secciones segunda, tercera, 
cuarta y quinta de la Ley del Seguro Social publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 12 de marzo de 1973; y en el título segundo, capítulo III, artículo 
58, fracciones II y III, artículo 64, fracciones II, III, IV, V y VI, artículo 66, párrafo 
tercero, capítulo V, secciones segunda y tercera y capítulo VI, secciones segunda 
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y tercera de la Ley del Seguro Social vigente, se determinarán de acuerdo con 
los factores y modalidades siguientes:

"...

"b) Para los pensionados de 60 años o más, con pensión igual o mayor 
a un salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, el monto de su pen
sión será el resultado de multiplicar la pensión que reciban al 31 de diciembre 
de 2003, o la pensión que se determine si se pensionan después de esa fecha, 
por el factor de 1.11;..."

De la interpretación de los referidos preceptos se desprende que, cuando 
el asegurado quede privado de un trabajo remunerado, después de los sesenta 
años de edad, tendrá derecho, entre otras prestaciones, al otorgamiento de 
una pensión de cesantía en edad avanzada, misma que se calculará tomando 
como base la edad del asegurado y la cuantía de la pensión de vejez, pues ello 
determina el porcentaje que de esta última le correspondería por concepto de 
pensión de cesantía en edad avanzada que, cabe destacar, se compone por 
una cuantía básica y por incrementos anuales, los cuales se computan de 
acuerdo con el número de semanas cotizadas con posterioridad a las prime
ras quinientas.

Asimismo, se tiene que para determinar la cuantía básica de la pensión 
de vejez (base para el cálculo de la diversa de cesantía reclamada), se debe 
tomar como punto de partida, el salario promedio de las últimas doscientas 
cincuenta semanas de cotización, el cual deberá expresarse en "veces el sala-
rio mínimo general para el Distrito Federal vigente" en la fecha en que el ase
gurado se pensione, esto es, el salario promedio en cita se dividirá entre el 
salario mínimo general en el entonces Distrito Federal que se encuentre en 
vigor al momento de obtener ese beneficio, a fin de identificar el número 
de veces que aquél contiene al salario mínimo; con base en lo anterior, se deter-
minará el grupo al que corresponde el asegurado, según la tabla inserta en el 
artículo 167 de la legislación en cita, para así definir el porcentaje que corres
ponde, tanto para la cuantía básica como para el incremento anual.

Aquí, es relevante hacer mención que la tabla contenida en el artículo 
167 ibídem, que debe aplicarse para determinar los montos correspondientes 
a las pensiones de invalidez, cesantía en edad avanzada y vejez, es aquella que 
fue aprobada por el legislador, y se cita de forma expresa en párrafos prece
dentes de esta ejecutoria, y no la publicada en el Diario Oficial de la Federa
ción de veintisiete de diciembre de mil novecientos noventa, pues en ese acto 
se cometió un yerro, que desfasó en un renglón los porcentajes aprobados 
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para la cuantía básica y el incremento anual, que hace parecer, que a aque-
llos trabajadores cuyo sueldo promedio equivalga a 3.30 (tres punto treinta) 
veces el salario mínimo, tendrán derecho a una cuantía básica del 25.60% 
(veinticinco punto sesenta por ciento) de su salario, y a un incremento anual 
del 2.096% (dos punto cero noventa y seis por ciento), cuando los porcentajes 
correctos son 23.70% (veintitrés punto setenta por ciento) y 2.149% (dos punto 
ciento cuarenta y nueve por ciento), respectivamente.

Corrobora lo anterior, la tesis I.15o.T.14 L del Décimo Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, que se comparte, publi-
cada en la página 2017, Tomo XXX, julio de 2009, Novena Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, materia laboral, registro digital: 166889, 
que se lee:

"PENSIONES DE INVALIDEZ, CESANTÍA EN EDAD AVANZADA Y VEJEZ. 
PARA FIJAR LA CUANTÍA Y LOS INCREMENTOS PREVISTOS EN EL AR
TÍCULO 167 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL VIGENTE HASTA EL 30 DE 
JUNIO DE 1997, LA TABLA CONTENIDA EN ESTE PRECEPTO DEBE APLICAR
SE CONFORME FUE APROBADA EN EL PROCESO LEGISLATIVO Y NO COMO 
ERRÓNEAMENTE SE PUBLICÓ EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
DE 27 DE DICIEMBRE DE 1990.—Para determinar la esencia de una norma y, 
en consecuencia, su alcance real, debe atenderse al contenido del proceso 
legislativo llevado a cabo ante el órgano u órganos correspondientes, como son 
las Cámaras del Congreso de la Unión, por ser precisamente en dicho pro
ceso donde se encuentra plasmada la intención del legislador. Por esta razón, 
para fijar la cuantía básica y los incrementos anuales a que se refiere el 
artículo 167 de la Ley del Seguro Social, en vigor hasta el 30 de junio de 1997, 
la tabla contenida en este dispositivo debe aplicarse conforme fue aprobada 
por las Cámaras de Senadores y de Diputados del Congreso de la Unión, esto 
es, que en el renglón relativo ‘Hasta 1’ (en la columna ‘Grupo de salario en veces 
el salario mínimo general para el D.F.’) le corresponden como ‘Porcentaje de 
los salarios’, por ‘Cuantía básica’ y por ‘Incremento anual’, 80.00% y 0.563%, 
respectivamente, y así de manera sucesiva; y no como erróneamente se 
publicó en el Diario Oficial de la Federación de 27 de diciembre de 1990, 
en cuyo primer renglón aparece, tanto para la ‘Cuantía básica’ como para el 
‘Incremento anual’, sólo el signo porcentual (%), lo que deriva en un desfase 
respecto de la tabla aprobada por las citadas Cámaras."

A su vez, debe tomarse en consideración que por cada cincuenta y dos 
semanas de cotización posteriores a las primeras quinientas, deberá aplicarse 
el incremento previsto en la tabla en cita; y que tratándose de fracciones, si el 
trabajador tiene reconocidas de trece a veintiséis semanas, tendrá derecho 
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al cincuenta por ciento del incremento anual previsto, pero si tiene más de 
veintiséis semanas tendrá derecho a que se le aplique el ciento por ciento 
del mismo.

Establecidas las premisas normativas para el otorgamiento y cálculo 
del monto de una pensión de cesantía en edad avanzada, en el caso se tiene, 
por una parte, que el a quo de manera acertada estableció que la Junta Federal, 
conforme a derecho, señaló que el actor cotizó mil cuatrocientas sesenta y 
cinco (1,465) semanas ante el instituto demandado, al señalar que conforme 
a su número de seguridad social y los resultados de la prueba de inspección 
comenzó a cotizar para el Instituto Mexicano del Seguro Social desde el año 
de mil novecientos ochenta y cuatro (1984) sin interrupciones, por lo que del 
treinta y uno de enero de esa anualidad al uno de marzo de dos mil doce, trans
currieron veintiocho años, un mes y un día, equivalentes a diez mil doscientos 
cincuenta y siete días que divididos entre los siete días, daban como resultado 
"1,465" semanas cotizadas.

En cuanto al salario promedio en las últimas doscientas cincuenta 
semanas cotizadas por el actor, la Junta estableció que era de **********, ya 
que con el desahogo de la diligencia de inspección obtuvo que el trabajador 
cotizó ante el instituto un salario correspondiente a un día, por la cantidad de 
**********; ciento doce punto cincuenta y siete semanas, por un equivalente 
a **********; veintiuno punto ochenta y cinco semanas de **********; 
dieciocho punto ochenta y cinco semanas, de **********; setenta y nueve 
punto cuarenta y dos semanas, de ********** y cincuenta y nueve punto 
cuarenta semanas, de **********, cantidades que arrojaron un importe de 
**********, dividido entre los registros patronales y/o periodos anotados 
(seis) dio como resultado el salario promedio previamente señalado.

En consecuencia, si para la Junta responsable se tuvo por acreditado 
que el salario promedio de las últimas doscientas cincuenta semanas que 
cotizó el quejoso fue de **********, mismo que, dividido entre **********, 
que era el salario vigente en el entonces Distrito Federal en el año dos mil 
doce (se le otorgó la pensión a partir del veintinueve de febrero de dos mil doce), 
da un total de 6.97 (seis punto noventa y siete) veces el salario mínimo.

Ante ello, es evidente que el quejoso se encontraba en el supuesto 
señalado en el último renglón de la tabla inserta en el artículo 167 de la Ley 
del Seguro Social derogada, el cual establece que cuando el sueldo promedio 
se encuentre en el rango superior al establecido de 6.01, la cuantía básica 
corresponderá al 13.00% (trece por ciento) del salario promedio de las últimas 



2435QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 1a. Jurisprudencia 

doscientas cincuenta semanas cotizadas; y que tendrá derecho a un incremen
to del 2.450% (dos punto cuatrocientos cincuenta por ciento).

Además, que en el sumario se tuvo por demostrado que el operario 
cotizó un total de mil cuatrocientas sesenta y cinco (1,465) semanas; de las 
cuales, sólo procede tomar en consideración novecientas sesenta y cinco, 
para efecto de establecer el número de veces que debe aplicarse el incremento 
anual a que tiene derecho el trabajador, que como se vio son un total de 
diecinueve.

Atento a lo anterior, para determinar la cuantía básica anual, se debe 
multiplicar el salario promedio referido de **********, por los trescientos 
sesenta y cinco días del año, lo que arroja **********; cantidad a la que se le 
aplica el porcentaje correspondiente de 13.00% (trece por ciento), lo que 
da **********; monto al que se aplica el factor 1.11 (uno punto once), y arroja 
un total de **********.

Por su parte, el incremento anual se obtiene al multiplicar el salario pro
medio de las últimas doscientas cincuenta semanas cotizadas de **********, 
por los trescientos sesenta y cinco días del año, lo que arroja **********, can
tidad que multiplicada por el incremento de 2.450% (dos punto cuatrocientos 
cincuenta por ciento), da **********; suma que se multiplica por diecinueve, 
que corresponde al número de incrementos a que tiene derecho el ahora 
quejoso, lo que arroja **********; monto que se multiplica por el factor de 
1.11 (uno punto once), lo que arroja **********.

Así, sumando la cuantía básica anual de **********, más el incremento 
anual de **********, da un total de **********, cantidad que dividida entre 
doce meses resulta la de ********** de la que se obtiene el 80% de acuerdo 
a lo previsto en el artículo 171 de la Ley del Seguro Social, lo que omitió reali-
zar la Junta Federal, pues tomó el 100% (cien por ciento), no obstante, tal 
circunstancia lo benefició, por lo que no se hace mayor consideración al res
pecto, resultando la suma de **********.

Sin que sea el caso de que se le tenga que sumar el concepto de asig
naciones familiares, ya que en la especie no se actualiza la hipótesis prevista 
en la fracción I del artículo 164 de la Ley del Seguro Social, vigente hasta el 
treinta de junio de mil novecientos noventa y siete; concepto que es autó
nomo a la pensión de cesantía en edad avanzada que se le otorgó al actor, pues 
ello no quedó establecido en el laudo de treinta de abril de dos mil quince, 
que rige el incidente de liquidación en estudio.
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Así las cosas, se tiene que la suma anual y mensual de la pensión de 
cesantía se compone en los términos siguientes:

Cuantía básica e incrementos $**********
$********** =

Total  $********** X 80%

 = $**********

Total anual $********** /12

Total mensual $**********

De acuerdo con lo antes destacado, se pone en evidencia que al recu-
rrente en realidad le correspondía una pensión de ********** y no de **********, 
(sin actualizaciones); no obstante, al serle más beneficiosa y no haberlo 
impugnado el instituto tercero interesado, es la que debe prevalecer, así como 
la condena al pago de **********, por conceptos de pensiones vencidas y 
aguinaldo, ya que dicha suma fue calculada con base en la cantidad citada 
en segundo término.

Conforme a todo lo antes expuesto, queda evidenciado que la pensión 
calculada no deja al inconforme en una "situación económica perjudicial", 
por lo que también procede desestimar tal agravio, por lo que se estima ajus
tada a derecho la sentencia que se revisa.

Luego, lo que procede es confirmar la sentencia recurrida y negar el 
amparo solicitado.

QUINTO.—De conformidad con lo establecido en el considerando que 
antecede, este tribunal estima necesario solicitar la sustitución de la jurispru-
dencia VII.2o.T. J/9 (10a.), publicada en la Décima Época de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 40, Tomo IV, marzo de 2017, página 
2544, registro digital: 2013799 «y en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas», de título, subtítulo y contenido:

"PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO LABORAL. NO ES LA IDÓ
NEA PARA ACREDITAR LAS SEMANAS COTIZADAS NI EL SALARIO PROME
DIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN PARA LA OBTENCIÓN 
Y CUANTIFICACIÓN DE LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y CESAN
TÍA EN EDAD AVANZADA. De conformidad con los artículos 138 y 146 de la 
Ley del Seguro Social derogada, a fin de disfrutar de una pensión de invalidez, 
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vejez o cesantía en edad avanzada, el asegurado debe tener reconocidas un 
mínimo determinado de semanas cotizadas, entre otros requisitos; asimismo, 
de los numerales 136, 142, 147 y 167 de la referida ley, se advierte que el sala
rio que sirve de base para determinar la cuantía básica de esas pensiones es 
el que corresponde al promedio de las últimas 250 semanas de cotización. 
Por otra parte, la prueba de inspección prevista en los artículos 827 y 829, 
fracción II, de la Ley Federal del Trabajo, tiene por objeto verificar, por conducto 
del servidor público facultado para ello, aquellos hechos que no requieren de 
conocimientos técnicos, científicos o artísticos especiales, y de los cuales 
pueda darse fe, tales como la existencia de documentos, cosas o lugares y 
sus características perceptibles a través de los sentidos, principalmente el de 
la vista. En esas condiciones, la prueba referida no resulta idónea para deter
minar, per se, la suma total de semanas cotizadas, ni el salario promedio de 
las últimas 250 semanas de cotización requeridas para la procedencia y 
cuantificación de las pensiones por invalidez, vejez y cesantía en edad avan-
zada, toda vez que esa información no puede apreciarla a simple vista el 
funcionario que realiza la inspección, sino que para ello, deben efectuarse 
determinadas operaciones aritméticas, esto es, para obtener la cantidad 
total de semanas cotizadas deben sumarse cada una de éstas y para determi-
nar el promedio salarial, deben sumarse los salarios registrados de las últimas 
250 semanas de cotización, y después dividir la cantidad resultante entre ese 
número de semanas; de ahí que, la prueba de inspección, dado su objeto y 
naturaleza, es inadecuada para demostrar tales aspectos."

Lo anterior, en razón de que como se ha visto, una nueva reflexión de 
este órgano jurisdiccional en torno al tema, permitió concluir y aclarar que 
como excepción a la regla general referida en el criterio transcrito, se da 
cuando la información que se obtenga en el desahogo de la prueba de ins
pección practicada por el actuario de la Junta laboral se puedan desprender 
elementos suficientes para establecer con precisión tanto el salario promedio 
de las últimas doscientas cincuenta semanas de cotización de la parte traba-
jadora, como el número total de semanas que cotizó, como pudiera ser, a ma
nera de ejemplo: que los documentos sobre los cuales se ofreció dicho medio 
de convicción, consistentes en los avisos de inscripción, avisos de baja, avi-
sos de modificación de salarios, registros patronales, avisos de alta al régimen 
obligatorio del seguro social y catálogo de avisos originales (CAO), puedan 
apreciarse los periodos de cotización y el monto de los salarios con los que 
estuvo dado de alta el trabajador y que el actuario refleje dicha información 
en el acta que al efecto lleve a cabo o que anexe a la misma, documentos de 
los que se aprecien los datos en comento, para que con los mismos, la autori
dad laboral, al momento de valorar el medio de convicción de que se trata 
pueda establecer con plena certeza el salario promedio y el total de semanas 
cotizadas por la parte trabajadora; hipótesis que no está contemplada en la 
jurisprudencia de mérito.
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De acuerdo con lo antes anotado, se debe solicitar al titular de la Coor-
dinación de Compilación y Sistematización de Tesis de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la sustitución de la jurisprudencia VII.2o.T. J/9 (10a.), 
con base en lo establecido en el artículo 230 de la Ley de Amparo, aplicable 
en la especie por similitud jurídica sustancial, incorporando los nuevos título, 
subtítulo y texto que debe llevar el criterio jurídico de este tribunal, el cual 
en su oportunidad y mediante oficio se le hará llegar, una vez que en Pleno se 
analice la nueva tesis a que se hace referencia.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.—Se confirma la sentencia recurrida.

SEGUNDO.—La Justicia de la Unión no ampara ni protege a ********** 
contra el acto que reclama de la autoridad señalada en el resultando primero 
de esta ejecutoria.

TERCERO.—Se solicita la sustitución de la jurisprudencia VII.2o.T. J/9 
(10a.), al titular de la Coordinación de Compilación y Sistematización de Tesis 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de conformidad con lo estable-
cido en el considerando quinto de esta sentencia.

Notifíquese; por lista tanto a la parte quejosa-recurrente, tercero intere
sada, así como al Ministerio Público de la adscripción; y por oficio al Juzgado 
de Distrito a quo, este último con testimonio de la presente resolución; de 
igual manera, en su oportunidad, envíese oficio al titular de la Coordinación 
de Compilación y Sistematización de Tesis de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación; vuelvan los autos al lugar de su procedencia, anótese en el libro 
de gobierno y, en su oportunidad, archívese este expediente como asunto 
concluido.

Así, por unanimidad de votos de los Magistrados Jorge Sebastián 
Martínez García, Juan Carlos Moreno Correa y Jorge Toss Capistrán, lo resol-
vió el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito; 
siendo presidente y ponente el primero de los nombrados.

En términos de lo previsto en los artículos 66, 118, 120 y demás 
conducentes en lo relativo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, en esta versión pública se suprime la infor­
mación considerada legalmente como reservada o confidencial que 
encuadra en esos supuestos normativos.

Nota: El título y subtítulo a que se aluden al inicio de esta ejecutoria, corresponden a la 
tesis aislada VII.2o.T.258 L (10a.), publicada en la página 2638 de esta Gaceta.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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A

ACUMULACIÓN DE JUICIOS EN MATERIA LABORAL. CUANDO EL 
JUICIO ACUMULANTE SE INICIÓ EN LA VÍA ORDINARIA POR RE­
CLAMARSE PRESTACIONES QUE DEBEN RESOLVERSE DE ESA 
FORMA Y EL ACUMULADO EN LA ESPECIAL, EL PROCEDIMIENTO 
DEBE SUSTANCIARSE CONFORME A LAS REGLAS PREVISTAS 
PARA LA PRIMERA, AL SER MÁS GARANTISTA. Cuando se inicia un 
juicio laboral en el cual se demanda el cumplimiento de prestaciones que por su 
naturaleza deban tramitarse en la vía ordinaria y, posteriormente, exista acumu
lación de un diverso juicio, promovido por el mismo actor contra el mismo 
demandado, pero en el que se reclaman prestaciones que deben tramitarse 
en la vía especial, el juicio laboral debe ajustarse a las reglas del procedimiento 
ordinario, por ser más garantista ya que, por una parte, la demanda inicial es 
la que define desde el comienzo el procedimiento por el cual se conducirá la 
controversia y, por otra, porque todas las prestaciones se resolverán en un 
solo laudo, en el cual la autoridad debe pronunciarse respecto de reclamos 
mixtos. Aunado a lo anterior, debe tenerse presente que en el procedimiento 
ordinario existen formalidades esenciales que no se prevén en el especial, como 
otorgar a las partes el término de dos días para formular alegatos, el cierre de 
instrucción, la formulación de un proyecto por escrito por parte del auxiliar de la 
Junta, la discusión y votación del proyecto de laudo, en términos de los artícu
los 884, fracción V, 885, 886 y 887 de la Ley Federal del Trabajo, las cuales se 
inobservarían en caso de que el juicio se tramitara por la vía especial, que prevé 
una sola audiencia. En este sentido, aun cuando por diversas razones deba 
ordenarse la reposición del procedimiento, ello no da lugar a recomponer la vía 
por la cual se sustanció el juicio, pues las formalidades para emitir un laudo 
en el procedimiento ordinario son distintas al especial, de manera que al no 
coincidir en estas últimas formalidades, deben seguirse las del ordinario en 
ambos procesos, tanto más si se toma en cuenta que cuando queda firme el 
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primer expediente, el acumulante, por ser legal tanto su tramitación como su 
resolución, la cual fue en la vía ordinaria, rige para el ulterior, el acumulado lo 
que, además, es acorde con la jurisprudencia 2a./J. 70/2019 (10a.), de la Se-
gunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: 
"PROCEDIMIENTO ORDINARIO EN EL JUICIO LABORAL. DEBE SEGUIRSE 
PARA SUSTANCIAR LAS DEMANDAS CON RECLAMOS MIXTOS QUE CON-
TIENEN PRESTACIONES, INDEPENDIENTES ENTRE SÍ, EXIGIBLES EN LA VÍA 
ORDINARIA Y EN LA ESPECIAL DE SEGURIDAD SOCIAL."

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.259 L (10a.)

Amparo directo 854/2018. 29 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 70/2019 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 66, Tomo 
II, mayo de 2019, página 1458, con número de registro digital: 2019882.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AGRAVIOS EN EL RECURSO DE APELACIÓN EN EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO. EN SU FORMULACIÓN EL TRIBUNAL DE ALZADA NO 
DEBE EXIGIR LA SATISFACCIÓN DE TECNICISMOS LÓGICO JURÍ­
DICOS, COMO CONDICIÓN NECESARIA PARA ANALIZAR EL FALLO 
RECURRIDO. De la armonización de la jurisprudencia 1a./J. 17/2019 (10a.) 
y la tesis aislada 1a. CCL/2018 (10a.), ambas de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, se concluye que si bien la suplencia de la queja 
en la apelación en el sistema de justicia oral contra la sentencia definitiva, se en
cuentra acotada a actos violatorios de derechos fundamentales, lo cierto es 
que dicha limitación no llega al extremo de que el tribunal de alzada exija en 
la formulación de los agravios la satisfacción de tecnicismos lógico jurídicos, 
como condición necesaria para analizar el fallo recurrido, porque ello haría 
ilusorio el derecho a la doble instancia que asiste a las partes, y permitiría que 
los órganos jurisdiccionales de segundo grado incumplan su obligación de ga
rantizar el examen integral de la decisión de un órgano jurisdiccional de ins-
tancia. Por tanto, sin apartarse de la materia del recurso, el tribunal de alzada 
debe analizar los agravios, para de ellos advertir qué ocasiona la lesión de la 
que se duele el recurrente, y extraer el verdadero y real motivo de inconformidad 
para emprender su análisis. Ello, sin soslayar que, de advertir violación a de-
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rechos fundamentales, el tribunal de segundo grado debe repararla oficiosa-
mente en virtud de la revisión integral a la que está obligado porque, en ese 
caso, el estudio debe emprenderse aun ante la ausencia de agravios.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.
XI.P.36 P (10a.)

Amparo directo 207/2019. 26 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Omar 
Liévanos Ruiz. Secretario: Gabriel Villada Ramírez.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 17/2019 (10a.) y aislada 1a. CCL/2018 (10a.), de títu
los y subtítulos: "RECURSO DE APELACIÓN PENAL EN EL SISTEMA ACUSATORIO. 
LAS SALAS DEBEN SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA PARA REPARAR OFICIO
SAMENTE VIOLACIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL IMPUTADO." y 
"RECURSO DE APELACIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA FRAC
CIÓN IV DEL ARTÍCULO 470 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENA-
LES QUE ESTABLECE SU INADMISIBILIDAD, ES CONSTITUCIONAL." citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de los viernes 26 de abril de 2019 
a las 10:30 horas y 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libros 65, Tomo I, abril de 2019, página 
732 y 61, Tomo I, diciembre de 2018, página 395, con números de registro digital: 
2019737 y 2018791, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALEGATOS EN EL AMPARO DIRECTO. DEBEN TENERSE POR NO 
FORMULADOS CUANDO SE RECIBAN TRANSCURRIDO EL PLAZO 
PREVISTO POR EL ARTÍCULO 181 DE LA LEY DE LA MATERIA, SIN 
QUE SE HAYAN PRESENTADO EN LA OFICINA PÚBLICA DE COMU­
NICACIONES DEL LUGAR DE RESIDENCIA DEL INTERESADO O BIEN 
EN FORMA ELECTRÓNICA A TRAVÉS DEL USO DE LA FIRMA ELEC­
TRÓNICA. El artículo 181 de la Ley de Amparo dispone que el escrito de ale
gatos podrá presentarse dentro del término de quince días siguientes al en que 
surta efectos la notificación del auto en que se admita la demanda de amparo. 
Ahora bien, al ser el primer escrito de la parte tercero interesada, tratándose 
de asuntos donde ésta radique fuera del lugar de residencia del Tribunal Cole
giado de Circuito, una vez transcurrido el plazo referido, si de la revisión de 
autos no se aprecia que hiciere uso de la oficina pública de comunicaciones 
del lugar de su residencia, en la más cercana en caso de no haberla, o bien, 
en forma electrónica a través del uso de la firma electrónica, como lo establece 
el artículo 23 de la ley de la materia, para hacer más accesible a los gober
nados la presentación de los escritos, evitando traslados innecesarios al lugar 
donde reside la autoridad que, en este caso, estaría encargada de la recep-
ción del mismo; por tanto, los mencionados alegatos deberán tenerse por no 
formulados al haberse presentado en forma extemporánea.
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO.
XV.4o.10 K (10a.)

Recurso de reclamación 23/2019. Oficial Mayor Municipal del Ayuntamiento de Tijuana, 
Baja California. 17 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Isaías Corona 
Coronado. Secretario: Francisco Lorenzo Morán.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALEGATOS EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. DEBEN ATENDER­
SE CUANDO LA QUEJOSA LOS HACE VALER Y ESTÁN ENCAMINA­
DOS A CONTROVERTIR LAS CONSIDERACIONES PROPUESTAS EN 
EL PROYECTO DE SENTENCIA EN EL QUE SE ABORDAN TEMAS DE 
CONTROL CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL, DERIVADAS DE LA 
PUBLICIDAD DADA A DICHO PROYECTO. En la jurisprudencia P./J. 27/94, 
de rubro: "ALEGATOS. NO FORMAN PARTE DE LA LITIS EN EL JUICIO DE AM
PARO.", el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que 
los alegatos no forman parte de la litis, pues ésta sólo la constituyen la inter-
pretación que los juzgadores hacen al analizar las pruebas y las circunstan-
cias del caso, además de que por su propia naturaleza, aquéllos son meras 
opiniones lógico-jurídicas de las partes respecto de sus pretensiones, de ahí 
que no tienen fuerza procesal alguna para ser respondidos; sin embargo, aten
diendo al principio de acceso a una justicia completa, previsto en el artículo 
17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y al párrafo 
segundo del artículo 73 de la Ley de Amparo, que obliga a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación y a los Tribunales Colegiados de Circuito, a hacer 
públicos los proyectos en los que se aborden temas de control de constitucio-
nalidad y convencionalidad; ello obliga a pronunciarse respecto de los alega-
tos hechos valer por la quejosa que propuso ejercer ese control, siempre que 
estén encaminados a controvertir las consideraciones propuestas en el pro-
yecto de sentencia respectivo, exclusivamente en lo relativo a los conceptos 
de violación que hizo valer en ese aspecto.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.16o.T.19 K (10a.)

Amparo directo 1187/2017. 15 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Manuel Vega Tapia. Secretario: Juan Carlos García Campos.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 27/94 citada, aparece publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 80, agosto de 1994, pá
gina 14, con número de registro digital: 205449.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.



2445QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 2a. Ejecutorias y tesis que no integran jurisprudencia 

AMPARO ADHESIVO. EL TERCERO INTERESADO CARECE DE LEGI­
TIMACIÓN PARA PROMOVERLO, SI LA SENTENCIA DEFINITIVA, 
LAUDO O RESOLUCIÓN RECLAMADA RESULTA DE ALGÚN MODO 
ADVERSA A SUS INTERESES. El artículo 182 de la Ley de Amparo esta-
blece la figura del amparo adhesivo, que sigue la suerte procesal del principal 
y puede ser promovido por la parte que haya obtenido sentencia favorable, así 
como por la que tenga interés jurídico en que el acto reclamado subsista; además, 
limita su procedencia a los casos siguientes: I) cuando el adherente trate de 
fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo impugnado, con la finalidad 
de no quedar indefenso al resolverse el amparo principal; y, II) cuando existan 
violaciones al procedimiento que pudieran afectar sus defensas, trascendiendo 
al resultado del fallo; asimismo, prevé que los conceptos de violación deben estar 
encaminados a fortalecer las consideraciones que le favorecen –a fin de que 
adquieran mayor fuerza persuasiva– o a controvertir las que concluyen en un 
punto decisorio que le perjudica, debiendo hacer valer también las violaciones 
procesales enunciadas, so pena de preclusión del derecho a alegarlas con pos
terioridad. En consecuencia, la legitimación para promover el amparo adhesivo 
la tiene quien es parte tanto en la contienda natural, en la cual obtuvo sentencia 
favorable, como en el juicio de amparo principal y que, además, tiene interés ju
rídico en que subsista el acto reclamado; luego, si la sentencia definitiva, laudo 
o resolución reclamada resulta de algún modo adversa a los intereses del ter
cero interesado, éste se encuentra vinculado a promover amparo principal y, 
por ende, carece de legitimación para instar el adhesivo, el cual debe estimarse 
improcedente, con fundamento en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con 
el 182, ambos de la ley de la materia.

DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.12o.C.35 K (10a.)

Amparo directo 929/2018. Dante Espinoza Aguilar. 9 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán. Secretaria: Nancy Michelle Álvarez 
Díaz Barriga.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DICTADO 
EN UN JUICIO CIVIL QUE ADMITE LA PRUEBA DE INFORME DE INS­
TITUCIÓN MÉDICA OFRECIDA POR LA CONTRAPARTE DEL QUE­
JOSO, PARA QUE AQUÉLLA REMITA COPIA DEL EXPEDIENTE CLÍNICO 
DEL HIJO FINADO DE ÉSTE, AL CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSI­
BLE REPARACIÓN. El derecho sustantivo a la protección de datos persona-
les tutelado en los artículos 6o. y 16, párrafo segundo, de la Constitución 
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, consiste en el control de cada indi
viduo sobre el acceso y uso de la información personal, en aras de preservar 
la vida privada de las personas. En relación con este derecho, el artículo 111 A 
de la Ley del Seguro Social y la Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de octubre de 2012, esta
blecen la obligación del personal de los establecimientos para la atención 
médica de manejar con discreción y confidencialidad la información contenida 
en los expedientes clínicos, pudiendo ser únicamente proporcionada a terce
ros cuando medie la solicitud escrita del paciente, el tutor, representante 
legal o de un médico debidamente autorizado por alguno de éstos; asimismo, 
en el citado numeral 111 A, se señala que la revelación de los datos y registros 
que consten en los expedientes clínicos electrónicos a terceros ajenos al 
Instituto Mexicano del Seguro Social, sin autorización expresa de las autori-
dades de éste y del derechohabiente o de quien tenga facultad legal para 
decidir por él, o sin causa legal que lo justifique, será sancionada en térmi
nos de la legislación penal federal como revelación de secretos, con indepen
dencia del pago de la indemnización que, en su caso, corresponda. En ese 
orden de ideas, el acuerdo dictado en un juicio civil que admite la prueba 
de informe de institución médica ofrecida por la contraparte del quejoso, 
para que aquélla remita copia del expediente clínico del hijo finado de éste, 
constituye un acto de imposible reparación, en términos de la fracción V del 
artículo 107 de la Ley de Amparo, en la medida en que su desahogo pudiera 
implicar que terceras personas tengan acceso a dicho expediente sin autori
zación previa de quien deba otorgarla, lo cual consumaría irreparablemente 
la afectación del derecho a la protección de datos personales del hijo finado 
del quejoso, pues aun cuando éste obtuviera sentencia favorable en el juicio de 
origen, no desaparecería la afectación resentida con motivo de la divulgación 
de la información confidencial relativa al historial médico del difunto; máxime 
cuando éste era menor de edad. Lo anterior, en la inteligencia de que el carác
ter de imposible reparación del acuerdo reclamado, no implica que éste sea 
inconstitucional por sí mismo, sino únicamente justifica la procedencia del 
juicio de amparo indirecto, por lo que en todo caso será el Juez de Distrito 
quien en el momento procesal oportuno resuelva este aspecto, ponderando 
las particularidades del caso concreto.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 
QUINTO CIRCUITO.

V.3o.C.T.10 K (10a.)

Queja 84/2019. Esther Alicia Palma Macías. 5 de septiembre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Manuel Blanco Quihuis. Secretario: Germán Gutiérrez León.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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AMPLIACIÓN DEL TÉRMINO CONSTITUCIONAL. LA INADMISIÓN 
DE DATOS DE PRUEBA AL MINISTERIO PÚBLICO DENTRO DE DICHO 
PLAZO NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD PROCE­
SAL NI DE CONTRADICCIÓN, PUES SU PRÓRROGA SE TRADUCE 
EN UN DERECHO EN FAVOR DE LA DEFENSA Y EL IMPUTADO QUE NO 
PUEDE OPERAR EN PERJUICIO DE ÉSTOS. Los artículos 11 y 134, frac
ción I, del Código Nacional de Procedimientos Penales establecen que los 
juzgadores deben resolver los asuntos sometidos a su consideración, con suje
ción a los principios que deben regir el proceso penal, entre ellos, el de igual
dad entre las partes; sin embargo, de conformidad con los artículos 19 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 314 del propio código, 
el órgano de acusación no puede solicitar la ampliación del término constitu-
cional, ni ofrecer datos de prueba recabados dentro de dicha ampliación, pues 
se trata de un derecho exclusivo del imputado y su defensa. Esto, debido a 
que el plazo de setenta y dos horas establecido en el precepto constitucional 
citado, constituye un derecho fundamental, cuya ampliación procede única y 
exclusivamente cuando el imputado lo solicita, lo cual implica que esa exten
sión temporal debe operar a su favor y nunca en su contra. Por ello, podría 
pensarse que, al no darle la oportunidad al Ministerio Público de ofrecer 
datos de prueba dentro de ese periodo, se vulneran los principios de contra
dicción e igualdad, sin que esto sea así, pues, en principio, es un derecho del 
imputado o de su defensor presentar datos de prueba que considere necesa
rios durante el plazo constitucional o su ampliación; pero, además, porque 
existe obligación para la representación social de revelar los datos de prueba 
al imputado y su defensor, conforme al artículo 219 del código mencionado, 
en el cual se establece que una vez convocados a la audiencia inicial, el impu
tado y su defensor tienen derecho a consultar los registros de la investigación 
y a obtener copia, con la oportunidad debida para preparar la defensa; y otra 
razón es porque, precisamente, a propósito de esos datos de prueba reve
lados por el Ministerio Público es que el imputado y su defensor pueden 
preparar la defensa. Por lo cual, no se vulneran los principios de contradic
ción e igualdad en perjuicio de la fiscalía, pues durante la etapa intermedia 
ésta tiene la obligación de dar a conocer los medios de prueba que pre
tende ofrecer en la audiencia de juicio, en términos del artículo 337 del código 
referido.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSI-
MO SEGUNDO CIRCUITO.

XXII.P.A.64 P (10a.)

Amparo en revisión 426/2018. 20 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Luis 
Almazán Barrera. Secretario: Roberto Jaime Nieto Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY EN BENEFICIO. ACORDE CON 
ESTE PRINCIPIO, LAS CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES DE UN 
ILÍCITO NO PUEDEN SER OBJETO DE VALORACIÓN PARA INDIVI­
DUALIZAR LA PENA, CUANDO HAYAN SIDO SUPRIMIDAS DE LA 
NORMA SUSTANTIVA PENAL, COMO ES EL CASO DE LA CALIFICA­
TIVA "A BORDO DE VEHÍCULO" EN EL DELITO DE SECUESTRO. La in
terpretación a contrario sensu del artículo 14 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos es el fundamento de la aplicación retroactiva 
de la ley en beneficio del gobernado. En materia penal, en la jurisprudencia 
1a./J. 4/2013 (9a.), de rubro: "TRASLACIÓN DEL TIPO Y ADECUACIÓN DE LA 
PENA. CONSTITUYEN UN DERECHO DEL GOBERNADO PROTEGIDO CONS-
TITUCIONALMENTE.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluyó que la traslación del tipo y la consecuente adecuación de 
la pena son derechos constitucionalmente tutelados. Así, cuando derivado de la 
entrada en vigor de una ley sustantiva, determinada conducta deje de ser consi
derada delictiva, o bien, exista reducción de las penas, entonces, en aplicación 
retroactiva de la ley en beneficio, el gobernado tiene derecho a ser puesto en 
libertad o a la disminución de la sanción originalmente impuesta. En la misma 
línea, cuando por mandato del legislador, cierta agravante que originalmente 
se encontraba prevista en la norma penal hubiera sido suprimida de la legis-
lación vigente y el órgano jurisdiccional concluya que la legislación primi
genia (abrogada) resulta más benéfica para el procesado, será necesario que 
el Juez atienda la voluntad del legislador de excluir la conducta agravante del 
catálogo de conductas punibles, y no la considere para individualizar las sancio
nes. En particular, en el caso del delito de secuestro, con motivo de la entrada 
en vigor de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de 
Secuestro, quedaron abrogados los apartados relativos del Código Penal para 
el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, que tipificaban dicho 
ilícito, pero en la nueva legislación general se suprimió la agravante "a bordo 
de vehículo". Entonces, si al realizar la traslación del tipo se concluye que la 
legislación abrogada resulta más favorable al gobernado, pero en la nueva le
gislación general, que resulta más perjudicial, ya no se prevé la agravante 
aludida, sino que ahora se trata de un tipo especial cualificado en cuya des-
cripción típica se contienen tanto al básico como las modificativas agravantes, 
ello constituye una circunstancia que incide en la individualización de sancio
nes, en consideración de la voluntad del legislador de suprimir dicha califica-
tiva y dejar de considerarla punible, por lo que acorde al principio constitucional 
de aplicación retroactiva de la ley en beneficio, será necesario que la autoridad 
judicial aminore el grado de reproche y disminuya las penas condignas.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.263 P (10a.)
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Amparo directo 146/2019. 7 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Irma 
Rivero Ortiz de Alcántara. Secretario: José Trejo Martínez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 4/2013 (9a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo 
de 2013, página 413, con número de registro digital: 159862.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ARRESTO COMO CORRECTIVO DISCIPLINARIO EN EL EJÉRCITO Y 
FUERZA AÉREA MEXICANOS. ES INNECESARIO OTORGAR EL DE­
RECHO DE AUDIENCIA PREVIA AL IMPONERLO, DADO EL RÉGIMEN 
DE SUJECIÓN ESPECIAL AL QUE SE ENCUENTRAN SUJETOS LOS 
INTEGRANTES DE LAS FUERZAS ARMADAS. La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. CXCI/2011 
(9a.), sostuvo el criterio consistente en que uno de los elementos definitorios 
de un ejército es la disciplina militar, la cual constituye el principio organiza-
tivo esencial que, por su propia naturaleza, trasciende a la esfera interna del 
individuo y supone, a su vez, uno de los aspectos que separa al militar del resto 
de la sociedad, además de que si bien es cierto que la disciplina es común a 
todos los sectores de la administración pública, también lo es que en las fuer-
zas armadas goza de una especial importancia, ya que permite la cohesión y 
mantenimiento del orden, indispensables para que el ejército lleve a cabo su 
misión constitucional. Así, de los artículos 3o., 3 Bis, 4o., 24 Ter, 24 Quáter, 25, 
28, 33, 33 Bis y 33 Ter de la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexi-
canos, así como 49, 50 y 57 del Reglamento General de Deberes Militares, se 
advierte que para preservar la disciplina al interior de la institución, las dispo-
siciones citadas prevén la imposición de correctivos disciplinarios, entre los 
que se encuentra el arresto, definido como la reclusión que sufre un militar 
por un plazo de 24 horas a 15 días en su alojamiento, cuartel o en las guardias 
de prevención, debiendo darse por escrito y, en caso de que un militar se vea 
precisado a imponerlo por orden verbal, surtirá efectos de inmediato, pero 
dicha orden deberá ser ratificada por escrito dentro de las 24 horas siguien-
tes, anotando su motivo y fundamento. En este contexto, al imponer un arres-
to como correctivo disciplinario dentro de las fuerzas armadas es innecesario 
otorgar el derecho de audiencia previa, pues únicamente debe constar por 
escrito, fundado y motivado; de lo contrario se desconocería el régimen de su-
jeción especial al que se encuentran sujetos sus miembros, del que derivan 
situaciones que constitucionalmente justifican limitar derechos fundamenta-
les, una especial concepción e intensidad del orden público y aplicar princi-
pios de derecho con una connotación peculiar o específica, aunado a que 
también se soslayarían los principios de disciplina y jerarquía, que constitu-
yen la piedra angular del régimen castrense, como se desprende de los ante-
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cedentes legislativos del artículo 13 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, de donde deriva la necesidad de castigos severos y rápi-
dos que produzcan una fuerte impresión colectiva, para reprimir los desórde-
nes que se cometan dentro de la institución militar.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.4o.A.181 A (10a.)

Amparo en revisión 347/2018. Oficial de Cuartel; Jefe de la Sección de Personal, 
Abastecimiento y Ayudantía, y Comandante, todos de la Tercera Compañía de Inge-
nieros de Combate. 14 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza.

Nota: La tesis aislada 1a. CXCI/2011 (9a.), de rubro: "DISCIPLINA EN EL ÁMBITO MILI-
TAR. SU FUNCIÓN Y ALCANCE CONSTITUCIONAL COMO PRINCIPIO ORGANIZATIVO 
DE LAS FUERZAS ARMADAS." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 2, octubre de 2011, página 
1085, con número de registro digital: 160868.

En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 2a./J. 
158/2019 (10a.),  de título y subtítulo: "ARRESTOS MILITARES. LA REGULACIÓN DE 
LOS QUE SE IMPONEN CON FUNDAMENTO EN LA LEY DE DISCIPLINA DEL EJÉR-
CITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS POR UN SUPERIOR JERÁRQUICO O DE 
CARGO, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.", publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 73, Tomo I, 
diciembre de 2019, página 427, con número de registro digital: 2021193.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AUTOCORRECCIÓN EN MATERIA FISCAL. EL EJERCICIO DE ESA 
PRERROGATIVA NO ESTÁ CONDICIONADO A QUE SE ENTREGUE A 
LA AUTORIDAD COPIA DE LA DECLARACIÓN CORRESPONDIENTE, 
SINO A QUE ÉSTA SE PRESENTE OPORTUNAMENTE. En términos del 
artículo 15 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, quienes opten 
por corregir su situación fiscal mediante la presentación de la declaración que 
corresponda (normal o complementaria), en términos del Código Fiscal de 
la Federación, deben entregar a la autoridad revisora una copia de ese do-
cumento. Por su parte, de la exposición de motivos de la creación de dicho 
ordenamiento se advierte que la intención del legislador al introducir esa obli-
gación, fue brindar seguridad jurídica a los contribuyentes al ejercer esa pre-
rrogativa, ya que la recepción de la declaración de autocorrección se traduce 
en la certeza del conocimiento por parte de la autoridad de que aquéllos opta-
ron por regularizar su situación fiscal y, por tanto, que será tomada en cuenta 
para definir ésta. En ese contexto, el incumplimiento de esa carga (entregar 
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copia) no puede tener como consecuencia hacer nugatorio el derecho del 
particular a autocorregirse y, por ende, que la autoridad esté relevada de exa-
minar la declaración de autocorrección, dado que ello no deriva de la legislación 
aplicable pues, además de que la prerrogativa mencionada opera de pleno 
derecho, la inclusión de ese deber sólo tuvo como propósito otorgar certeza al 
gobernado; de ahí que siempre que la declaración normal o complementaria 
se presente oportunamente, esto es, a partir del inicio de las facultades de com
probación y hasta antes de la notificación del crédito fiscal, la autoridad está 
obligada a verificar si, mediante ella, efectivamente se regularizó la situación 
del contribuyente y a notificarle la decisión que asuma, pues en caso de que la 
corrección no se realice correctamente o en forma total, las autoridades podrán 
seguir ejerciendo sus facultades hasta su terminación, es decir, emitir su reso-
lución determinante de las contribuciones omitidas, ya que arribar a una inter-
pretación contraria implicaría privar a los contribuyentes de derechos que el 
legislador les reconoció expresamente.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.1o.A.228 A (10a.)

Amparo directo 449/2019. Sticky Business, S.A. de C.V. 16 de octubre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretaria: Esmeralda Gómez Aguilar.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO. NO TIENE ESE CARÁCTER EL MÉDICO PRI­
VADO A QUIEN SE LE IMPUTA LA OMISIÓN DE ENTREGAR A UN 
PACIENTE SU EXPEDIENTE CLÍNICO DE FORMA DETALLADA Y 
COMPLETA.

AMPARO EN REVISIÓN 337/2019. 14 DE NOVIEMBRE DE 2019. MAYO-
RÍA DE VOTOS. DISIDENTE: GUSTAVO ROQUE LEYVA. PONENTE: SILVERIO 
RODRÍGUEZ CARRILLO. SECRETARIO: ARTURO MONTES DE OCA GÁLVEZ.

CONSIDERANDO:

V.—Estudio de los conceptos de agravio.

• Suplencia de la deficiencia de la queja.

20. La quejosa-recurrente aduce que en razón de que se encuentra en 
un estado de vulnerabilidad, derivado de que la omisión reclamada se encuen
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tra relacionada con su esfera más íntima, por tratarse de cuestiones de su 
salud ginecológica y reproductiva, además de juzgar con perspectiva de gé-
nero, de ser necesario deberá suplirse la deficiencia de la queja.

21. Contrariamente a lo que refiere la recurrente, no procede que este 
tribunal supla la deficiencia de sus agravios, en virtud de que no se ubica en 
alguna de las hipótesis previstas en el artículo 79 de la Ley de Amparo.12

22. Si bien podemos sostener que la suplencia está sujeta a una racio-
nalidad: la búsqueda de la igualdad procesal que, como se sabe, es uno de 
los más importantes principios procesales;13 no obstante, la racionalidad de la 

12 "Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los 
conceptos de violación o agravios, en los casos siguientes: I. En cualquier materia, cuando el 
acto reclamado se funde en normas generales que han sido consideradas inconstitucionales por 
la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Plenos de Circuito. La 
jurisprudencia de los Plenos de Circuito sólo obligará a suplir la deficiencia de los conceptos de 
violación o agravios a los juzgados y tribunales del circuito correspondientes; II. En favor de los 
menores o incapaces, o en aquellos casos en que se afecte el orden y desarrollo de la familia; III. 
En materia penal: a) En favor del inculpado o sentenciado; y b) En favor del ofendido o víctima en 
los casos en que tenga el carácter de quejoso o adherente; IV. En materia agraria: a) En los casos 
a que se refiere la fracción III del artículo 17 de esta ley; y b) En favor de los ejidatarios y comune-
ros en particular, cuando el acto reclamado afecte sus bienes o derechos agrarios.—En estos 
casos deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, 
así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios; V. En mate-
ria laboral, en favor del trabajador, con independencia de que la relación entre empleador y em-
pleado esté regulada por el derecho laboral o por el derecho administrativo; VI. En otras materias, 
cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación 
evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 
1o. de esta ley. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el 
amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el procedimiento en el que se 
dictó la resolución reclamada; y VII. En cualquier materia, en favor de quienes por sus condicio-
nes de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para su defensa en el 
juicio.—En los casos de las fracciones I, II, III, IV, V y VII de este artículo la suplencia se dará aun 
ante la ausencia de conceptos de violación o agravios. En estos casos sólo se expresará en las 
sentencias cuando la suplencia derive de un beneficio.—La suplencia de la queja por violaciones 
procesales o formales sólo podrá operar cuando se advierta que en el acto reclamado no existe 
algún vicio de fondo."
13 Resulta ilustrativa la jurisprudencia 1a./J. 9/2015 (10a.), cuyo contenido es el siguiente: "SUPLEN
CIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. EL HECHO DE QUE EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN III, INCISO 
B), DE LA LEY DE AMPARO NO LA PREVÉ A FAVOR DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO 
CUANDO ACUDE AL RECURSO DE REVISIÓN COMO TERCERO INTERESADO, NO IMPLICA 
UNA TRANSGRESIÓN A LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES O CONVENCIONALES. En el jui
cio de amparo, la implementación de la suplencia de la queja deficiente supone la existencia de 
un mandato según el cual, cada una de las partes (quejoso, autoridad responsable y tercero in-
teresado), debe poder presentar su caso bajo condiciones y garantías judiciales que permitan 
equilibrar los medios y las posibilidades de actuación procesal, de manera que no se genere una 
posición sustancialmente desventajosa de una frente a la otra, como la que se presenta entre la 
autoridad responsable y el quejoso, a favor de la primera y, en detrimento del segundo. Ahora bien, 
este tipo de ajustes sólo puede predeterminarlos el legislador, pues el juzgador los lleva a cabo 
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suplencia, basada en el principio de igualdad procesal, queda en la mayoría de 
los casos advertida previamente por el legislador; por ello, es menester que el 
Juez se ajuste a ella, a menos que advirtiera una situación que por sus carac-
terísticas específicas pueda equipararse a las hipótesis previstas por el crea-
dor de la norma, toda vez que si un juzgador introduce un ejercicio semejante 
a la suplencia en una situación no determinada por el artículo 79 de la ley de 
la materia, podría alterar la racionalidad e, inclusive, afectar la aludida igualdad 
procesal, al introducir una ventaja indebida a favor de alguna de las partes.

23. Luego, adversamente a lo que sostiene la quejosa, el solo hecho de 
ser mujer no la coloca en automático en alguna de las hipótesis previstas en 
el referido artículo 79, pues de haberlo así considerado el legislador, lo hubie-
ra incluido expresamente en el catálogo previsto en el artículo en cita, dado 
que la operatividad de la suplencia de la queja no se construye como una 
categoría absoluta, sino a partir de las condiciones normativas y fácticas que 
justificarían la intervención judicial, a fin de equilibrar los medios y posibilida-
des de actuación procesal de las partes.

24. Ahora, atendiendo a la naturaleza de la omisión reclamada, en rela-
ción con los antecedentes narrados bajo protesta de decir verdad en su escri-

con las limitaciones que la ley le impone. Así, la situación procesal del tercero interesado en el juicio 
de amparo es concordante con la de la autoridad responsable, por la conexión jurídica de sus 
intereses comunes, por ello, el legislador pensó en dirigir la suplencia a favor del quejoso, ya que 
es la única parte en desventaja en la litis constitucional y, por ello, no habría podido dirigirla a la 
autoridad responsable ni al tercero, porque ninguna de estas dos partes se encuentra en desven-
taja con relación al quejoso. Por otra parte, para definir si debe o no suplirse la queja al tercero 
interesado, no se cumplen las exigencias metodológicas inherentes a la aplicación del principio 
pro persona, porque no existe una oposición entre los derechos de las víctimas y los de los indicia
dos y procesados, ya que obedecen a lógicas distintas: para la parte quejosa indiciada o acusada, 
debe buscarse el respeto irrestricto de los derechos inherentes al debido proceso; para las vícti-
mas, su derecho a la participación en el proceso, la restitución y reparación de sus bienes lesio-
nados por el delito, así como la posibilidad de acceder a la verdad y, en particular, a la búsqueda 
de la justicia. De ahí que el hecho de que el artículo 79, fracción III , inciso b), de la Ley de Amparo no 
prevea la suplencia de la queja deficiente a favor de la víctima u ofendido del delito cuando acude 
al recurso de revisión como tercero interesado, no implica una transgresión a los principios 
constitucionales o convencionales, porque es una norma adjetiva que solamente persigue la fina
lidad de equilibrar dos fuerzas de las partes en el juicio de amparo, que el legislador democrático 
supone desiguales: la quejosa y la autoridad responsable. Por lo demás, no es que el artículo no 
reconozca los derechos de las víctimas y no hubiere pensado en ellas como candidatas a la suplen
cia de la queja deficiente, pues precisamente el artículo referido les reconoce esa prerrogativa; 
lo único que el legislador busca, al acotar esa posibilidad a los casos en los que aquéllas sean 
quejosas o adherentes, es el respeto a la racionalidad de la institución procesal de la suplencia, 
esto es, la igualdad procesal." Consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Dé
cima Época, Libro 20, Tomo I, julio de 2015, página 635 «y en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 10 de julio de 2015 a las 10:05 horas», con número de registro digital: 2009593.
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to inicial de demanda y, las propias manifestaciones contenidas en el recurso 
de revisión que se resuelve, este tribunal estima que la quejosa no se encuen-
tra en una desigualdad procesal que pueda equipararse a las hipótesis previs-
tas por el creador de la norma en el artículo 79 de la Ley de Amparo.

25. Pues al margen de que dicha omisión se encuentre o no relaciona-
da con su esfera más íntima, por tratarse de cuestiones de su salud ginecoló-
gica y reproductiva, ello no limita o disminuye por sí mismo su capacidad de 
intervenir en igualdad de posibilidades que el resto de las partes en el juicio 
de amparo indirecto, ni le impidió esgrimir los motivos de disenso que estimó 
pertinentes y, en todo caso, resultaba indispensable que esgrimiera razones y 
argumentos que evidenciaran al menos por qué su situación se equipara a 
alguna de las hipótesis previstas en las fracciones del artículo 79 de la ley de 
la materia, lo que evidentemente no hizo; de ahí que se trata de un asunto en 
el que debe operar el principio de estricto derecho.

• Perspectiva de género.

26. Ahora, por lo que respecta a la obligación de juzgar con perspectiva 
de género, que exige a quienes imparten justicia que actúen remediando los 
potenciales efectos discriminatorios que el ordenamiento jurídico y las prác-
ticas institucionales pueden tener en detrimento de las personas, principal-
mente de las mujeres, no es sinónimo de suplencia de la deficiencia de la 
queja, ni se puede subsumir en automático en alguna de las hipótesis previs-
tas en el artículo 79 de la ley de la materia sino, en todo caso, el contenido de 
la obligación en comento tiene aplicabilidad a través de la labor jurisdiccio-
nal, en la medida en que se detecten posibles situaciones de desequilibrio de 
poder entre las partes como consecuencia de su género, seguidas de un 
deber de cuestionar la neutralidad de las pruebas y el marco normativo apli-
cable, así como de recopilar las pruebas necesarias para visualizar el contexto 
de violencia o discriminación y, finalmente, resolver los casos prescindien
do de cualesquiera cargas estereotipadas que resulten en detrimento de mu-
jeres u hombres.14

27. En el caso concreto, se señaló como omisión reclamada la falta de 
entrega de un expediente clínico en posesión del médico respecto de quien, 

14 Véase la tesis aislada 1a. XXVII/2017 (10a.), visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fe­
deración, Décima Época, Libro 40, Tomo I, marzo de 2017, página 443 «y en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas» con número de registro digital: 
2013866, de título y subtítulo: "JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. CONCEPTO, APLICA-
BILIDAD Y METODOLOGÍA PARA CUMPLIR DICHA OBLIGACIÓN."
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según refiere la propia quejosa, hasta mayo de dos mil diecinueve fue su pa-
ciente, pues la propia promovente del amparo narró, en el capítulo de antece-
dentes de la omisión reclamada, que ya no es su médico tratante, por tanto, 
resulta inconcuso que a la fecha no le brinda servicio médico alguno y, en 
consecuencia, desde la presentación de la demanda de amparo ya no existía 
la relación médico-paciente respecto del tratamiento de una enfermedad.

28. Lo anterior conlleva que al menos desde el mes de mayo del año en 
curso, el médico señalado como autoridad responsable no se encuentra invo-
lucrado directamente en las decisiones que respecto a su salud tome la pro-
movente del amparo, pues al ya no ser su paciente no lo necesita a él como 
profesionista especializado, para poder someterse a cualquier diagnóstico, 
revisión o tratamiento relacionado ginecológico, incluido el reproductivo a que 
hace alusión.

29. De ahí que este tribunal no advierta cómo es que el médico señalado 
como autoridad responsable la "coloca en una condición asimétrica con alto 
grado de vulnerabilidad", mucho menos que ejerza de facto "su poder de hom-
bre sobre aspectos de salud ginecológicos y reproductivos" de la quejosa, que 
son las dos premisas sobre las cuales se sustenta su petición de suplencia de 
la queja, tan es así que ella misma reconoce que actualmente: 1) es paciente 
de un diverso especialista en ginecología y 2) que inició un tratamiento repro-
ductivo, por lo que en todo caso era necesario que, al menos, expusiera los 
hechos y los argumentos por los que pese a que el médico señalado como 
autoridad responsable ya no es su ginecólogo tratante, ejerce tal poder sobre su 
persona o los médicos que actualmente la atienden, de tal forma que sea capaz 
de vulnerar aspectos de su salud como tal y como se limita a afirmarlo.

30. Establecido que éste es un asunto de estricto derecho, se procede 
al estudio de sus conceptos de agravio, los cuales, por su estrecha relación y 
con fundamento en el artículo 76 de la Ley de Amparo se analizarán de mane
ra conjunta y en los que aduce esencialmente lo siguiente:

• Que de los actos y omisiones vertidos en su demanda de amparo se 
advierte que el médico señalado como responsable actuó de manera unilateral 
y discrecional al no entregar el expediente clínico de la quejosa y los documen
tos anexos de manera detallada, tal como lo exige la Norma Oficial Mexicana 
NOM-004-SSA3-2012, Del expediente clínico; circunstancia que, contrario a lo 
que discurre el Juez recurrido, no derivan de una relación contractual.

• Que los actos y omisiones de un médico del sector público al entre-
gar o no un expediente clínico de manera completa son de idéntica naturaleza 
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a los que realiza un médico privado, pues éste debe conducirse de conformi-
dad con la referida norma oficial mexicana.

• Que tanto los médicos del sector público como los del privado inte-
gran un "Sistema Nacional de Salud", en términos de lo que tutela el artículo 
5o. de la Ley General de Salud; de ahí que sí sea equivalente el actuar del 
médico responsable al de una autoridad para efectos del juicio de amparo.

• Que los actos reclamados trascienden a la esfera jurídica de la pro-
movente del amparo, pues conculcan su derecho a la salud, tutelado en el 
artículo 4o. de nuestra Carta Magna, en virtud de que no le permiten gozar del 
más alto nivel de salud posible.

• Que la falta de datos médicos históricos completos pone en riesgo su 
vida y su proyecto de vida, más aún tratándose de un médico ginecólogo, pues 
su actuar es respecto de cuestiones ginecológicas y reproductivas de alta tras-
cendencia para ella y sus bebés –en caso de lograr quedar embarazada con 
el tratamiento reproductivo que inició o pueda iniciar–, revistiéndole entonces 
al asunto en concreto un interés público.

• Que la propia Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012 refiere que 
el expediente clínico incide en la calidad de los registros médicos, así como 
de sus servicios y resultados, lo que implica que no contar con su expediente 
médico le impide la toma de decisiones que pudieran derivar de la informa-
ción que ahí se contenga, afectando con ello las decisiones que respecto a 
su salud pueda tomar y la calidad del servicio médico que pueda prestarle el 
doctor que la atienda.

• Que la tenencia de su expediente clínico contribuye a la materializa-
ción de los principios de disponibilidad, accesibilidad y aceptabilidad en los 
que se encuentra inscrito su derecho a la salud.

• Que el Juez de Distrito hace referencia a las leyes sobre protección 
de datos personales y su origen constitucional, soslayando que la obtención de 
su expediente clínico de manera completa y detallada no se reduce únicamen
te a un asunto de acceso a datos personales, tal como lo indicó este órgano 
colegiado al resolver los recursos de queja administrativos 71/2019 y 72/2019.

• Que la pretensión de que le sea entregado su expediente médico de 
manera completa no se limita solamente a un acceso a sus datos personales, 
sino a obtener la información que ahí se contenga y ésta se le proporcione 
conforme a lo dispuesto en la Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012.
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• Que no debe perderse de vista que los procedimientos de acceso a 
datos personales tratándose de médicos públicos, no han sido impedimento 
para la concesión de los amparos cuando se trata de la entrega del expedien-
te clínico en términos de la norma general y, además, no contienen medidas 
cautelares tan efectivas como las del juicio de amparo, que establece con-
ceptos como el "peligro en la demora" o la "apariencia del buen derecho" y no 
se refieren a la tutela en específico del derecho a la salud, por lo cual no se 
podría exigir una especie de "agotamiento de definitividad" en torno a esos 
procedimientos.

• Que contrario a lo establecido por el Juez recurrido, la tesis aislada 
1a. CXX/2015 (10a.) «con número de registro digital: 2008752», de título y sub-
título: "SERVICIOS DE SALUD PRESTADOS POR HOSPITALES PRIVADOS. 
SUS USUARIOS CONSTITUYEN UN GRUPO EN CONDICIÓN ASIMÉTRICA, 
AUN CUANDO NO SE IDENTIFIQUE CON UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA O 
UN ESTEREOTIPO.", sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, sí tiene relación con el caso concreto, puesto que ahí 
se fijó una postura respecto a: 1) la participación trascendental en el desarrollo 
de la salud; 2) el interés público y la especial protección constitucional al tra
tarse de la salud y/o la vida; y, 3) los usuarios de los servicios de salud como 
grupo vulnerable.

• Que el Juez de Distrito no toma en cuenta la jurisprudencia que cla-
ramente hace referencia al derecho fundamental de la salud, al no ser "exac-
tamente aplicable", pero que utiliza criterios relacionados con notarios públicos, 
administradoras de fondos para el retiro y universidades privadas.

31. Los anteriores argumentos resultan infundados.

32. Como punto de partida se destaca que este tribunal, al resolver el 
recurso de queja administrativo 71/2019 y el incidente en revisión administra-
tivo 295/2019, los cuales se encuentran relacionados con el juicio de amparo 
cuya sentencia dictada en audiencia constitucional se revisa, fue enfático al 
determinar que la omisión reclamada, consistente en la negativa de entregar 
el expediente clínico de **********, efectivamente tiene estrecha relación con 
su derecho a la salud; asimismo, que el derecho humano en controversia no es 
solamente el de acceso a la información, por lo que la litis no podía centrarse 
exclusivamente en el acceso por parte de la promovente del amparo a su ex-
pediente clínico –derechos ARCO–.

33. No obstante, este tribunal considera correcta la conclusión a la que 
arribó el Juez de Distrito, en cuanto a que el médico señalado como particular 
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responsable, no es autoridad en términos de la fracción II del artículo 5o. de 
la Ley de Amparo y, por consecuencia, se configura la causa de improceden-
cia contenida en la fracción XXIII del artículo 61 de la referida ley.

34. Pues si bien las instituciones médicas, tanto públicas como priva-
das, se encuentran obligadas a preservar el derecho fundamental a la salud 
de sus pacientes, de ello no se sigue que a todos los médicos, en todos los 
casos, les revista la calidad de autoridad responsable para efectos del juicio 
de amparo, pues por lo que hace al juicio de amparo, el particular al que se le 
atribuye el carácter de autoridad responsable, tal como lo destacó el Juez de 
Distrito, debe actuar bajo las siguientes características:

"1) Que realice actos equivalentes a los de autoridad, esto es, que dicte, 
ordene, ejecute o trate de ejecutar algún acto en forma unilateral y obligato-
ria, o bien, que omita actuar en determinado sentido; 2) Que afecte derechos 
creando, modificando o extinguiendo situaciones jurídicas; y, 3) Que sus fun-
ciones estén determinadas en una norma general que le confiera las atribucio
nes para actuar como una autoridad del Estado, cuyo ejercicio, por lo general, 
tenga un margen de discrecionalidad."

35. Bajo esa premisa, el punto jurídico a dilucidar no es si se está en 
presencia de una omisión vinculada con el derecho a la salud de la quejosa, 
sino si el particular a quien se le atribuye tiene o no el carácter de autoridad 
responsable para efectos del juicio de amparo, por lo que desde este momen-
to debe quedar claro que la calidad a que se refiere la fracción II del artículo 
5o.15 de la ley de la materia, no la determina por sí misma la naturaleza del 
derecho que se estima violado –salud–, ya que será indispensable que su ac
tuar satisfaga las tres características referidas en el punto que antecede.

• Presupuestos para que un particular sea considerado como autori-
dad responsable.

36. En este sentido, es necesario entender los alcances de la relación a 
través de la cual el legislador ordinario estructuró una garantía que tutela de

15 "Artículo 5o. Son partes en el juicio de amparo: ...II. La autoridad responsable, teniendo tal ca-
rácter, con independencia de su naturaleza formal, la que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecu-
tar el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria; u 
omita el acto que de realizarse crearía, modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas.—
Para los efectos de esta ley, los particulares tendrán la calidad de autoridad responsable cuando 
realicen actos equivalentes a los de autoridad, que afecten derechos en los términos de esta 
fracción, y cuyas funciones estén determinadas por una norma general."
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rechos fundamentales que inciden en las relaciones entre particulares, al reco
nocer la posibilidad de que éstos puedan llegar a tener la calidad de autoridades 
responsables, solamente en aquellos casos previstos por la propia norma, de 
modo que permita hacer valer esta clase de derechos directamente ante la 
jurisdicción del Juez de Distrito.

37. En efecto, del contenido de la fracción II del artículo 5o., de la Ley 
de Amparo se desprende que para efectos del juicio de amparo, los particula
res tienen la posibilidad de ser señalados con la calidad de autoridades res-
ponsables, cuando realicen actos equivalentes a los de autoridad, en los que 
se dicte, ordene, ejecute o trate de ejecutar un acto que cree, modifique o 
extinga situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria.

38. Así, el legislador, con la introducción de esta disposición, por un lado 
muestra la aspiración de proteger al individuo ante potenciales amenazas que, 
en la actualidad, ya no provienen únicamente del Estado, sino de otros parti-
culares que realizan actos delegados por la propia norma en calidad de auto-
ridad y, por el otro, la doctrina sostenida históricamente de que los derechos 
fundamentales son derechos públicos subjetivos, solamente oponibles al po
der estatal, privando de tal carácter a las relaciones entre particulares, por lo 
que al margen de que se esté de acuerdo o no con los requisitos que el legis-
lador plasmó para considerar a un particular como autoridad responsable, lo 
cierto es que se trata de una cuestión excepcional, cuya hipótesis se encuen-
tra en una norma general vigente que debe observar el juzgador de amparo al 
analizar la procedencia de la demanda.

39. Bajo ese contexto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 408/2017 «con número de 
registro digital: 27934», de la que derivó la jurisprudencia «2a./J. 65/2018 (10a.), 
con número de registro digital: 2017394», de título y subtítulo: "UNIVERSIDA-
DES PRIVADAS. CUANDO REALIZAN ACTOS RELACIONADOS CON LA INS-
CRIPCIÓN O INGRESO, EVALUACIÓN, PERMANENCIA O DISCIPLINA DE SUS 
ALUMNOS, NO TIENEN EL CARÁCTER DE AUTORIDAD RESPONSABLE PARA 
EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.", interpretó los requisitos que el legisla-
dor estableció para que un particular pueda ser considerado como autoridad 
responsable –situación que fue expuesta por el Juez de Distrito en la senten-
cia recurrida–; interpretación que, cabe destacar, realizó en abstracto, por lo 
que resulta aplicable al caso concreto al margen de que en aquel asunto el 
particular señalado como autoridad responsable lo haya sido una universidad 
privada, por lo que esa distinción peculiar –médico privado y universidad pri-
vada–, resulta irrelevante para efectos de la aplicabilidad de la jurisprudencia, 
al pronunciarse expresamente el Máximo Tribunal del País en lo que aquí in-
teresa, de la manera siguiente:
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– Será autoridad responsable el particular:

1. Que realice actos equivalentes a los de autoridad, esto es, que dicte, 
ordene, ejecute o trate de ejecutar algún acto en forma unilateral y obligatoria, 
o bien, que omita actuar en determinado sentido;

2. Que afecte derechos creando, modificando o extinguiendo situacio-
nes jurídicas; y,

3. Que sus funciones estén determinadas en una norma general que le 
confiera las atribuciones para actuar como una autoridad del Estado, cuyo 
ejercicio, por lo general, tenga un margen de discrecionalidad.

40. En este sentido, podemos válidamente concluir que el legislador, al 
momento de introducir a la reforma de dos mil trece el concepto de particu-
lares en calidad de autoridad responsable, no pretendió que el juicio de am-
paro fuese la garantía específica para resolver cualquier tipo de violaciones 
horizontales de derechos fundamentales, sino simplemente amplió el catálo-
go de sujetos que por la relación de sub a supra ordinación, derivada de la 
potestad atribuida por una norma general que le confiera las atribuciones 
para actuar como una autoridad del Estado al particular, éste pueda ser seña-
lado como responsable, tan es así que la misma Segunda Sala, en la contra-
dicción en cita estableció:

"...se concluye que, a la luz del nuevo alcance del concepto ‘autoridad’ 
para efectos del juicio de amparo, no resulta posible que se reclamen todos los 
actos de particulares que pudieran dar lugar a una violación de derechos fun
damentales, sino sólo aquellos homologables a los de autoridad, y que ten-
gan su origen en una norma general..."

41. Luego, en sentido inverso, aquellos asuntos en los que se vulneren 
derechos fundamentales por parte de particulares, no podrán ser impugna-
dos por vía de amparo, salvo que sea alguno de los casos en los que el acto u 
omisión sea homologable a los de las autoridades producto de la facultad ins
tituida por una norma general, como consecuencia de haber contenido atribu
ciones para actuar como una autoridad del Estado; de ahí que la jurisprudencia 
2a./J. 65/2018 (10a.), derivada de la contradicción de tesis referida, contraria
mente a lo que alude la quejosa-recurrente, sí resulta aplicable al caso y es 
oportuna para ubicar el acto u omisión que se reclama al particular, a fin de 
verificar si los tres requisitos previstos en el artículo 5o., fracción II, de la Ley 
de Amparo se satisfacen en el caso concreto o no.
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42. No pasa inadvertido que la quejosa-recurrente en sus agravios, no 
cuestiona expresamente la determinación del Juez de Distrito, en cuanto a la 
inaplicabilidad de la tesis 1a. XXIII/2013 (10a.), emitida por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "DERECHO FUNDAMEN-
TAL A LA SALUD. IMPONE DEBERES TANTO A LOS PODERES PÚBLICOS 
COMO A LOS PARTICULARES QUE SE DEDICAN AL ÁMBITO DE LA SALUD.";16 
sin embargo, además de insistir que resulta aplicable por analogía, algunos 
aspectos de sus motivos de disenso tendentes a evidenciar la calidad de au-
toridad responsable del médico **********, se sostienen en puntos jurídicos 
que fueron abordados por el Alto Tribunal del País, al resolver el amparo en 
revisión 117/2012, del que derivó la tesis aislada en cita, lo que justifica que 
este tribunal se pronuncie al respecto, puesto que subyace ese argumento 
en este recurso de revisión, aunado a que de resultar aplicable la citada tesis de 
la Primera Sala del Máximo Tribunal del País, o bien su contenido argumenta-
tivo, podría llegarse a una conclusión diversa a la asumida por el Juez de 
Distrito.

43. En efecto, tal como lo sostuvo el Juez recurrido, los argumentos 
expresados en el amparo en revisión 117/2012 no resultan aplicables al caso 
concreto, puesto que no resuelve el punto jurídico que nos ocupa, ya que a 
diferencia de este asunto, el acto reclamado versó sobre un laudo arbitral, 

16 Tesis emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 1, enero de 
2013, página 626, con número de registro digital: 2002501, de texto siguiente: "El derecho a la 
salud consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone deberes 
complejos a todos los poderes públicos dentro del Estado, desde el legislador y la administra-
ción, hospitales públicos y su personal médico, hasta los tribunales; pero también a los particu-
lares, tales como los médicos, hospitales privados, empleadores y administradores de fondos de 
pensiones y jubilaciones. En consecuencia, del análisis del contenido y estructura del derecho 
fundamental a la salud, se desprende que éste es vinculante no sólo frente a los órganos del 
Estado, sino que adicionalmente, posee eficacia jurídica en ciertas relaciones entre particulares. 
Por ello, en los asuntos de su conocimiento, los tribunales deben atender a la influencia de los 
valores que subyacen en el derecho a la salud, fungiendo como un vínculo entre la Constitución 
y los particulares al momento en que resuelven un caso concreto. Así las cosas, en virtud de la 
fuerza normativa de la Constitución, no resulta compatible concebir que los hospitales privados 
y su personal médico son regidos únicamente bajo figuras de derecho privado, en especial cuan-
do estos sujetos obran en aras a la protección de la salud de las personas. En efecto, en virtud de 
la complejidad de los sistemas jurídicos en la actualidad, y de la estrecha relación entre sus 
componentes normativos, es claro que existen numerosos ámbitos en los cuales no se puede 
hacer una división clara y tajante entre derecho público y privado. Lo anterior se actualiza en el 
ámbito de los hospitales privados y su personal médico, ya que su actuar tiene repercusiones en 
la protección de la salud de los pacientes. En conclusión, no puede negarse que el objetivo con-
sistente en proteger el derecho a la salud de los pacientes es un fin público, pues excede el mero 
interés de los particulares al ser una meta inherente del Estado Mexicano."
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cuyo tema central fue el hecho de que producto de una negligencia médica 
se realizó una cirugía innecesaria que, a la postre, trajo consecuencias de 
salud. En ese asunto, se estudió el derecho humano a la salud, pero desde la 
óptica de la responsabilidad médica; es decir, el problema a dilucidar radicaba 
en si los médicos particulares, al igual que los incorporados al sector público, 
tenían o no el deber de tutelar este derecho fundamental –eficacia horizon-
tal–, siendo que en el caso que nos ocupa, se pretende señalar como autori-
dad responsable a un médico que posee un expediente clínico propiedad de 
la quejosa cuya omisión reclama, consistente en la entrega completa de dicho 
expediente.

44. Por tanto, el problema dilucidado en aquella ejecutoria no resuelve 
si los médicos particulares también son autoridad para efectos del juicio de 
amparo, ya que la Segunda Sala del Máximo Tribunal en el País, efectivamen-
te como lo destacó el Juez de Distrito, no se pronunció sobre si derivado de 
ese deber de tutela al derecho fundamental a la salud que tienen los médicos, 
en automático sus actos u omisiones se equiparan a los de una autoridad, 
por la sencilla razón de que ello no fue materia de la litis; de ahí que no le re-
sulte aplicable.

45. Sumado a lo anterior, el propio análisis realizado por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al derecho fundamental a 
la salud, refuerza el hecho de que el tema tocado no resuelve el problema 
planteado por la quejosa, pues en lo que interesa, la sentencia establece sus-
tancialmente lo siguiente:

• Que no puede aceptarse la concepción consistente en que los hospi-
tales privados y su personal médico son regidos únicamente bajo figuras de 
derecho privado, en especial cuando estos sujetos obran en aras a la protec-
ción de la salud de las personas. En efecto, en virtud de la complejidad de los 
sistemas jurídicos en la actualidad, y de la estrecha relación entre sus com-
ponentes normativos, es claro que existen numerosos ámbitos en los cuales 
no se puede hacer una división clara y tajante entre derecho público y privado.

• Que lo anterior se actualiza en el ámbito de los hospitales privados y 
su personal médico, ya que su actuar tiene repercusiones en la protección de 
la salud de los pacientes. Por otra parte, no puede negarse que el objetivo 
consistente en proteger el derecho a la salud de los pacientes es un fin público, 
pues excede el mero interés de los particulares, al ser una meta inherente del 
Estado Mexicano.

• Que así, tomando en consideración que uno de los bienes jurídicos 
protegidos mediante la atención médico privada es el derecho a la salud, y en 
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17 Así lo ha sostenido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia al emitir los criterios siguientes: 
tesis aislada P. LXVIII/2009, de rubro: "DERECHO A LA SALUD. NO SE LIMITA AL ASPECTO FÍSI-
CO, SINO QUE SE TRADUCE EN LA OBTENCIÓN DE UN DETERMINADO BIENESTAR GENE-
RAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
diciembre 2009, página 6, con número de registro digital: 165826; tesis aislada P. XVI/2011, de 
rubro: "DERECHO A LA SALUD. IMPONE AL ESTADO LAS OBLIGACIONES DE GARANTIZAR 
QUE SEA EJERCIDO SIN DISCRIMINACIÓN ALGUNA Y DE ADOPTAR MEDIDAS PARA SU 
PLENA REALIZACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 29, con número de registro digital: 161333; y la tesis 
aislada P. XV/2011, de rubro: "DERECHO A LA SALUD. SU NATURALEZA NORMATIVA.", publica-
da en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 
2011, página 31, con número de registro digital: 161331. De igual forma, la Primera Sala de esta 
Suprema Corte se ha pronunciado sobre tal temática al emitir los siguientes criterios: tesis aisla-
da 1a. LXV/2008, de rubro: "DERECHO A LA SALUD. SU REGULACIÓN EN EL ARTÍCULO 4o. DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SU COMPLEMENTA-
RIEDAD CON LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, julio 
de 2008, página 457, con número de registro digital: 169316; y la tesis aislada 1a. CXCVI/2012, de 
rubro: "REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO O JUSTA INDEMNIZACIÓN. SU DETERMINACIÓN 
JUDICIAL EN CASO DE VULNERACIÓN AL DERECHO A LA SALUD.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 1, septiembre de 2012, pági-
na 522, con número de registro digital: 2001745.

virtud de que el mismo constituye un valor tutelado tanto en la Constitución 
como en tratados internacionales,17 es que no se puede restringir al ámbito 
normativo del derecho privado.

• Que tomando en consideración lo anterior, la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación determinó que el derecho fundamental 
a la salud debe respetarse por hospitales privados y su personal médico.

46. En primer lugar, cabe destacar que la ejecutoria en cita fue dictada 
previo a la entrada en vigor de la Ley de Amparo de dos mil trece y, por conse-
cuencia, no se encontraba instituida la posibilidad de que los particulares 
fuesen considerados como autoridad responsable para efecto del juicio de am
paro, cuando su actuar tenga sustento en atribuciones como una autoridad 
del Estado, por lo que el tamiz bajo el cual analizó el Alto Tribunal del País la 
cuestión sometida a su potestad, lo hizo a partir de la teoría de la mediación 
judicial, reconociendo la eficacia horizontal de los derechos fundamentales, 
concepto que se vino construyendo desde la Novena Época.

47. En segundo término, si bien a primera vista la ejecutoria pareciera 
indicarnos que los médicos particulares también son susceptibles de ser se-
ñalados como autoridad responsable en el juicio de amparo, lo cierto es que 
lo único que refiere es que los médicos tanto del sector público como del 
privado se encuentran obligados a tutelar el derecho a la salud, no así que la 
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garantía que rige las posibles violaciones sea de manera tajante el juicio de 
amparo, pues al actualizarse la reforma, se puede perfeccionar aquella inter-
pretación cuando se violente el derecho humano a la salud y los médicos 
particulares gocen de una disposición normativa que confiera las atribucio-
nes para actuar como una autoridad del Estado.

48. Si tomamos en cuenta que los anteriores argumentos implican la 
actualización del contenido de la reforma, no es de extrañar que la quejosa 
concluyera que los médicos particulares, al brindar servicios de salud, pue-
den realizar actos de autoridad para efectos del juicio de amparo.

49. No obstante, la efectividad horizontal de los derechos humanos no 
debe confundirse con la garantía que tutela derechos fundamentales pues, 
se insiste, el solo hecho de que en una relación entre particulares pueda verse 
menoscabado un derecho fundamental de alguna de las partes, no le da en 
automático la calidad de autoridad responsable al transgresor a que se refiere 
la Ley de Amparo vigente y, por tanto, tampoco hace procedente esa vía de 
control constitucional.

50. Asimismo, en su escrito de expresión de agravios, también mani-
fiesta la recurrente que le resultan aplicables las tesis aisladas 1a. CXX/2015 
(10a.), de título y subtítulo: "SERVICIOS DE SALUD PRESTADOS POR HOSPI-
TALES PRIVADOS. SUS USUARIOS CONSTITUYEN UN GRUPO EN CONDICIÓN 
ASIMÉTRICA, AUN CUANDO NO SE IDENTIFIQUE CON UNA CATEGORÍA 
SOSPECHOSA O UN ESTEREOTIPO."18 y 1a. CXXII/2015 (10a.), intitulada: 

18 Tesis emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 16, Tomo II, marzo de 2015, 
página 1118 «y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de marzo de 2015 a las 9:30 
horas», con número de registro digital: 2008752, de texto siguiente: "Los hospitales privados tienen 
una participación trascendental en el desarrollo del sistema de salud, ya que el objeto de su ope
ración, a diferencia de otro tipo de establecimientos mercantiles, es de interés público y de una 
especial protección constitucional, al tratarse de la salud y/o de la vida. Así, en lo que respecta a 
los hospitales privados, los servicios de salud tienen una naturaleza integral, en virtud de la plu-
ralidad de entes que participan y por la diversidad de actividades que desarrollan en torno a 
la salud, que los hace complejos, lo que puede originar diversas responsabilidades, atendiendo a la 
participación y al tipo de daño causado, las cuales pueden ser de diferente índole, ya sea penal, 
administrativa o civil; asimismo, pueden proceder tanto de acciones como de omisiones, gene-
rando una afectación moral o patrimonial, de forma directa o indirecta, y las cuales pueden ser 
objeto de lo establecido en los convenios suscritos con los usuarios o los ajenos a tales conve-
nios. En ese sentido, los usuarios de los servicios de salud se convierten en un grupo vulnerable, 
sin que necesariamente se identifique con una categoría sospechosa o un estereotipo como ocurre 
tratándose de adultos mayores, mujeres, niños y niñas o indígenas, entre otros, por la posición 
de disparidad frente a quienes manejan, desarrollan y controlan los servicios de salud; situación en 
la que se ven vulnerados en sus derechos fundamentales ante la asimetría de poder entre el 
hospital y los usuarios, por la propia naturaleza de los servicios y por la complejidad de la medi-
cina como profesión."
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"SERVICIOS DE SALUD. LAS OBLIGACIONES DEL PERSONAL MÉDICO DE-
RIVADAS DE SU PRESTACIÓN EN LOS HOSPITALES PRIVADOS NO SE LIMI-
TAN A LAS DISPOSICIONES DE DERECHO PRIVADO.",19 emitidas por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el am-
paro en revisión 584/2013; sin embargo, contrariamente a lo que sostiene, 
tampoco resultan aplicables al caso concreto.

51. En la ejecutoria de la que derivan las tesis invocadas por la recu-
rrente, el Alto Tribunal del País resolvió un asunto que versaba sobre la respon
sabilidad civil fincada producto de una negligencia médica. En este asunto, la 
Primera Sala estudió cuatro cuestiones, a saber: 1) si puede existir o no res-
ponsabilidad para hospitales y/o centros de salud, conforme al marco norma-
tivo; 2) si era posible derivar algún tipo de responsabilidad para el hospital por 
los actos de los médicos señalados como negligentes; 3) si la responsabilidad 
del hospital era solidaria o no; y, 4) si la existencia de un contrato podía o no 
eximir de responsabilidad al hospital.

52. En esa tesitura, resulta claro que si bien en dicha ejecutoria se es-
tudiaron y definieron los alcances del derecho a la salud en cuanto a presta-
dores de servicios médicos particulares, esto no implica, por un lado, que se 
resuelva el hecho de si los médicos se consideran autoridad para efecto del 
juicio de amparo, o no, ni que la Primera Sala del Máximo Tribunal del País se 
haya pronunciado en cuanto a que las funciones que desempeñan los profe-
sionistas referidos estén determinadas en una norma general que, pese a ser 
particulares, les confieren atribuciones para actuar como autoridad del Esta-
do; luego, no es aplicable el criterio de referencia.

53. Luego, no queda duda de lo siguiente:

a) Que sí resultan aplicables al caso que nos ocupa las razones jurídi-
cas que sostienen el sentido de la jurisprudencia 2a./J. 65/2018 (10a.), emitida 

19 Tesis emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 16, Tomo II, marzo de 2015, 
página 1117 «y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de marzo de 2015 a las 9:30 
horas», con número de registro digital: 2008751, de texto siguiente: "La actuación de los hospitales 
privados y de su personal médico tiene repercusiones en la protección de la salud de los pacien-
tes, lo cual reviste un interés de carácter público, por lo que excede el mero interés de los particu
lares, al ser una meta inherente del Estado Mexicano, de manera que los profesionales de la salud 
pueden tener un deber concreto, derivado del contrato de prestación de servicios, pero también uno 
que va más allá de lo pactado o convenido por las partes, consistente en observar los estándares 
correspondientes a su profesión; de ahí que las obligaciones derivadas de la prestación de servi-
cios de salud en los hospitales privados no se limitan a las disposiciones de derecho privado."
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por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título 
y subtítulo: "UNIVERSIDADES PRIVADAS. CUANDO REALIZAN ACTOS RELA-
CIONADOS CON LA INSCRIPCIÓN O INGRESO, EVALUACIÓN, PERMANENCIA 
O DISCIPLINA DE SUS ALUMNOS, NO TIENEN EL CARÁCTER DE AUTORI-
DAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.",20 en la cual 
se pronunció el Máximo Tribunal en torno a los requisitos que debe satisfacer un 
particular, a efecto de que se le pueda considerar autoridad responsable al rea
lizar un análisis abstracto de la fracción II del artículo 5o. de la Ley de Amparo.

b) Que las tesis invocadas por la quejosa-recurrente en sus agravios no 
resultan aplicables al caso concreto.

c) Que no basta que las funciones con base en las cuales actúa el parti
cular estén determinadas en una norma general, sino que resulta indispensable 
que dicha norma le confiera las atribuciones para actuar como una autoridad 
del Estado, cuyo ejercicio por lo general, tenga un margen de discrecionali-
dad, pues solamente así el particular a quien se le atribuye el acto u omisión 
reclamada, tendrá el carácter de autoridad responsable para efectos del jui-
cio de amparo.

• Actos u omisiones que transgreden derechos fundamentales.

54. Como se adelantó, la quejosa parte de la premisa errónea de que 
por el solo hecho de que exista una transgresión a un derecho fundamental por 
parte de un particular, el juicio de amparo resulta procedente; por lo que debe 
dejarse patente que no hay que confundir los derechos fundamentales con 
las garantías constitucionales previstas por el Constituyente Permanente para 
salvaguardarlos, y si bien la garantía por excelencia es precisamente el juicio 
de amparo previsto y regulado por los artículos 103 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ello no implica que en todos los 
casos en que un ente diverso al Estado violente esta clase de derechos, el 
juicio constitucional será el medio para salvaguardarlos.

55. Pues sostener lo contrario, sería tanto como ignorar los requisitos 
que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver 

20 Jurisprudencia visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
56, Tomo I, julio de 2018, página 647 «y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
julio de 2018 a las 10:13 horas», con número de registro digital 2017394.
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21 1) Que realice actos equivalentes a los de autoridad, esto es, que dicte, ordene, ejecute o trate 
de ejecutar algún acto en forma unilateral y obligatoria, o bien, que omita actuar en determinado 
sentido; 2) Que afecte derechos creando, modificando o extinguiendo situaciones jurídicas; y, 3) 
Que sus funciones estén determinadas en una norma general que le confiera las atribuciones 
para actuar como una autoridad del Estado, cuyo ejercicio, por lo general, tenga un margen de 
discrecionalidad.

la contradicción de tesis 408/2017 clarificó,21 a partir de la interpretación de la 
fracción II del artículo 5o. de la Ley de Amparo.

56. Pues a manera de ejemplo, basta pensar en un homicidio doloso 
cometido por un particular, que indudablemente constituye una violación a 
derechos fundamentales cometida por un particular, por tratarse de la vida; 
no obstante, pese a la gravedad de la transgresión a ese derecho fundamen-
tal, y aun suponiendo que los ofendidos no desearan el actuar punitivo del 
Estado, encarnado en el sistema de justicia penal, sino simplemente busca-
ran la reparación del daño, que de una u otra manera pudiera materializarse, 
en este caso, por medio del incidente de cumplimiento sustituto a que se re-
fiere el artículo 204 de la Ley de Amparo, de cualquier forma el juicio de am-
paro sería improcedente, puesto que con todo y que el homicida pudiera 
haber realizado actos equivalentes a los de autoridad, afectando derechos 
creando, modificando o extinguiendo situaciones jurídicas, lo cierto es que 
bajo ninguna circunstancia podría estimarse que sus funciones están deter-
minadas en una norma general que le confiera las atribuciones para actuar 
como una autoridad del Estado, lo que evidencia que la transgresión por sí 
misma de un derecho fundamental, ni la existencia de un mandato constitu-
cional y legal de respetar la vida, le atribuyen en automático el carácter de 
autoridad responsable a un particular.

57. Por lo cual, si bien pudiera llegarse a la conclusión de que, en el caso, 
el médico señalado como autoridad responsable realizó actos equivalentes a 
los de una autoridad; esto es, que dictó, ordenó, ejecutó o trató de ejecutar 
algún acto en forma unilateral y obligatoria, o bien omitió actuar en determi-
nado sentido; asimismo, que como consecuencia de ello afectó derechos 
creando, modificando o extinguiendo situaciones jurídicas de la promovente 
de amparo, lo cierto es que las conductas desplegadas u omisiones que se le 
atribuyen no corresponden a funciones que le están determinadas en una 
norma general que le confiera las atribuciones para actuar como una autori-
dad del Estado, pues ni la Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012, ni la 
Ley General de Salud le confirieron tal atribución, tal como se evidencia a 
continuación.
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• Alcance y función de las normas oficiales mexicanas.

58. En el caso, atendiendo a la causa de pedir, se puede advertir que de 
una u otra manera la recurrente arguye que dicha calidad de autoridad se des
prende de la Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012, que regula el ma-
nejo de los expedientes médicos, situación que resulta incorrecta, pues las 
normas oficiales mexicanas no delegan facultad alguna que otorgue u homo-
logue la calidad de autoridad a sus destinatarios, sino que imponen exclusi-
vamente obligaciones de carácter técnico-cualitativas, en virtud de que de la 
existencia de una norma oficial no se sigue en automático que el médico par
ticular, por el solo hecho de llevar un expediente clínico y estar obligado a 
hacerlo con específicas características técnicas, adquiera atribuciones para 
actuar como una autoridad del Estado.

59. En efecto, las funciones y finalidades de las normas oficiales mexi-
canas encuentran su fundamento en el artículo 40 de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización.22 De una interpretación sistemática del referido 

22 "Artículo 40. Las normas oficiales mexicanas tendrán como finalidad establecer: I. Las caracte-
rísticas y/o especificaciones que deban reunir los productos y procesos cuando éstos puedan 
constituir un riesgo para la seguridad de las personas o dañar la salud humana, animal, vegetal, 
el medio ambiente general y laboral, o para la preservación de recursos naturales; II. Las carac-
terísticas y/o especificaciones de los productos utilizados como materias primas o partes o mate
riales para la fabricación o ensamble de productos finales sujetos al cumplimiento de las Normas 
Oficiales Mexicanas, siempre que para cumplir las especificaciones de éstos sean indispensa-
bles las de dichas materias primas, partes o materiales; III. Las características y/o especificacio-
nes que deban reunir los servicios cuando éstos puedan constituir un riesgo para la seguridad 
de las personas o dañar la salud humana, animal, vegetal o el medio ambiente general y laboral 
o cuando se trate de la prestación de servicios de forma generalizada para el consumidor; IV. Las 
características y/o especificaciones relacionadas con los instrumentos para medir, los patrones 
de medida y sus métodos de medición, verificación, calibración y trazabilidad; V. Las especifica-
ciones y/o procedimientos de envase y embalaje de los productos que puedan constituir un ries-
go para la seguridad de las personas o dañar la salud de las mismas o el medio ambiente; VI. (Se 
deroga); VII. Las condiciones de salud, seguridad e higiene que deberán observarse en los cen-
tros de trabajo y otros centros públicos de reunión; VIII. La nomenclatura, expresiones, abrevia-
turas, símbolos, diagramas o dibujos que deberán emplearse en el lenguaje técnico industrial, 
comercial, de servicios o de comunicación; IX. La descripción de emblemas, símbolos y contra-
señas para fines de esta ley; X. Las características y/o especificaciones, criterios y procedimien
tos que permitan proteger y promover el mejoramiento del medio ambiente y los ecosistemas, así 
como la preservación de los recursos naturales; XI. Las características y/o especificaciones, cri-
terios y procedimientos que permitan proteger y promover la salud de las personas, animales o 
vegetales; XII. La determinación de la información comercial, sanitaria, ecológica, de calidad, 
seguridad e higiene y requisitos que deben cumplir las etiquetas, envases, embalaje y la publici-
dad de los productos y servicios para dar información al consumidor o usuario; XIII. Las caracte-
rísticas y/o especificaciones que deben reunir los equipos, materiales, dispositivos e instalaciones 
industriales, comerciales, de servicios y domésticas para fines sanitarios, acuícolas, agrícolas, 
pecuarios, ecológicos, de comunicaciones, de seguridad o de calidad y particularmente cuando
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precepto podemos advertir que son disposiciones de carácter obligatorio que 
establecen las dependencias de la administración pública en diversas mate-
rias, conteniendo los criterios, reglas, instructivos, manuales, entre otras, en 
las cuales se determinen las características y/o especificaciones que deban 
reunir las actividades productivas del país, ya sea a través de la elaboración 
de productos o servicios, estableciendo sus mínimos necesarios para mante-
ner la calidad en ellos.

60. Estas normas técnico-cualitativas, son especificaciones mínimas 
que deben reunir los productos y servicios fijados en estándares internacio-
nales que buscan proteger la seguridad de las personas y evitar que se dañe 
la salud humana, animal, vegetal y el medio ambiente en general.

61. Por tanto, las regulaciones en cita, en este caso, no tienen de nin-
guna forma la finalidad de imponer o delegar responsabilidades o encargos 
públicos a los particulares; esto es, no confieren las atribuciones para actuar 
como una autoridad del Estado, a que se refirió la Segunda Sala del Alto Tri-
bunal en el País, toda vez que el fin de las normas es imponer regulaciones 
técnicas, que no consisten en atribuciones, sino en cualidades y estánda
res mínimos para el ejercicio profesional, industrial y la producción de bienes 
en general.

62. En consecuencia, el hecho de que exista una disposición que regu-
le los expedientes clínicos tanto para el sector público como para el privado 
–NOM-004-SSA3-2012–, no implica que estos médicos, al obedecer dicha nor
ma, se les confieran las atribuciones para actuar como una autoridad del 
Estado, sino que es una regla técnica que se tienen que observar como con-
dición de su ejercicio profesional; de ahí que su incumplimiento no conlleva 
que se convierta en un acto susceptible a ser reclamado por medio del juicio 
de amparo.

sean peligrosos; XIV. (Se deroga); XV. Los apoyos a las denominaciones de origen para productos 
del país; XVI. Las características y/o especificaciones que deban reunir los aparatos, redes y 
sistemas de comunicación, así como vehículos de transporte, equipos y servicios conexos para 
proteger las vías generales de comunicación y la seguridad de sus usuarios; XVII. Las caracterís-
ticas y/o especificaciones, criterios y procedimientos para el manejo, transporte y confinamiento 
de materiales y residuos industriales peligrosos y de las sustancias radioactivas; y XVIII. Otras 
en que se requiera normalizar productos, métodos, procesos, sistemas o prácticas industriales, 
comerciales o de servicios de conformidad con otras disposiciones legales, siempre que se ob-
serve lo dispuesto por los artículos 45 a 47.—Los criterios, reglas, instructivos, manuales, circu-
lares, lineamientos, procedimientos u otras disposiciones de carácter obligatorio que requieran 
establecer las dependencias y se refieran a las materias y finalidades que se establecen en este 
artículo, sólo podrán expedirse como Normas Oficiales Mexicanas conforme al procedimiento 
establecido en esta ley."
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63. Afirmar lo contrario, implicaría considerar que todos los sujetos obli
gados por las normas oficiales mexicanas, por el simple hecho de ser destina
tarios de ellas –ya sean productores, ganaderos, técnicos, ingenieros, arquitectos, 
etcétera–, ante su incumplimiento, que eventualmente podría llegar a menos
cabar los derechos fundamentales de otro particular, podrían ser señalados 
como autoridad responsable en términos del segundo párrafo de la fracción II 
del artículo 5o. de la Ley de Amparo.

64. En ese orden de ideas, a manera de ejemplo, llegaríamos al extre-
mo de sostener que ante un accidente automovilístico en el que los cinturo-
nes, las bolsas de aire o cualquier otro mecanismo de seguridad del vehículo 
fallen o no se accionen, trayendo como consecuencia de ello que los tripulan-
tes resulten lesionados, resultaría procedente el juicio de amparo indirecto; 
asimismo, que la empresa armadora del automotor tendría el carácter de 
autoridad responsable siempre que se alegue en los conceptos de violación 
que no se observó en el armado del medio de transporte alguna norma oficial 
mexicana que resulte obligatoria.

• El sector privado bajo la perspectiva del Sistema Nacional de Salud.

65. La recurrente refiere que el hecho de que tanto los médicos priva-
dos como los públicos, de conformidad con el artículo 5o. de la Ley General 
de Salud, integran el Sistema Nacional de Salud, permite equiparar la omi-
sión reclamada a un acto de autoridad para efectos del juicio de amparo; sin 
embargo, contrariamente a lo que sostiene y al margen de que es omisa en 
señalar y concretar algún razonamiento que evidencie tal situación, ya que 
únicamente se limita a afirmarlo sin exponer los motivos que evidencien que de 
la interpretación del citado precepto legal se puede llegar a la conclusión 
de que el médico particular señalado como responsable la atendió como pa-
ciente derivado de la potestad atribuida por una norma general que le confiera 
las atribuciones para actuar como una autoridad del Estado, lo cierto es que 
de la interpretación armónica a la ley general que invoca en su motivo de di-
senso no se puede arribar a esa conclusión.

66. Efectivamente, el artículo 5o. de la Ley General de Salud señala que 
el Sistema Nacional de Salud está constituido por las dependencias y enti
dades de la administración pública, tanto federal como local, y las personas 
físicas o morales de los sectores social y privado que presten servicios de 
salud, así como por los mecanismos de coordinación de acciones, tiene por 
objeto dar cumplimiento al derecho a la protección de la salud, lo que es acor
de si se parte de la premisa que el diverso artículo 23 define los servicios de 
salud, como todas aquellas acciones realizadas en beneficio del individuo 
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y de la sociedad en general, dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud 
de la persona y de la colectividad.

67. Luego, al comprender los servicios de salud un aspecto tan amplio, 
el legislador precisó con claridad en el artículo 24 de la citada ley general, que 
dichos servicios se clasifican en tres tipos, a saber: 1) de atención médica; 
2) de salud pública; y, 3) de asistencia social; siendo la primera de ellas defi-
nida por el precepto legal 32 de esa ley, como el conjunto de servicios que se 
proporcionan al individuo, con el fin de proteger, promover y restaurar su salud, 
cuyas actividades, en términos del diverso numeral 33 comprenden: i) las 
preventivas, que incluyen las de promoción general y las de protección espe-
cífica; ii) las curativas, que tienen como fin efectuar un diagnóstico temprano 
y proporcionar tratamiento oportuno; y, iii) las de rehabilitación, que incluyen 
acciones tendentes a corregir las discapacidades físicas o mentales.

68. Así, la relación que existió entre el particular señalado como respon
sable y la quejosa-recurrente, es precisamente la de atención médica, dado 
que su vínculo no deriva de la asistencia social ni cuestiones derivadas de la 
salud pública y, por tanto, no queda duda de que debe considerarse usuaria de 
los servicios de salud en términos del artículo 50 de la ley que nos ocupa, por lo 
que dicha relación médico-paciente está sujeta a las condiciones y conforme 
a las bases que para esta modalidad se establezcan en las disposiciones apli-
cables; asimismo, tampoco está a debate que como usuaria tiene derecho a 
obtener prestaciones de salud oportunas, de calidad idónea y a recibir aten-
ción profesional y éticamente responsable, un trato respetuoso y digno de los 
profesionales, técnicos y auxiliares, a recibir información suficiente, clara, opor
tuna y veraz, la orientación que sea necesaria respecto de su salud y sobre los 
riesgos y alternativas de los procedimientos, diagnósticos terapéuticos y qui-
rúrgicos que se le indiquen o apliquen –artículos 51 y 51 Bis–; y que a la par 
de ser derechos del paciente, también constituyen estándares mínimos con 
los que se debe prestar la atención médica.

69. Por su parte, el artículo 4o.23 de la ley en comento también deja 
bastante claro que las autoridades sanitarias lo serán, únicamente: a) el pre-
sidente de la República; b) el Consejo de Salubridad General; c) la Secretaría 
de Salud; y, d) los gobiernos de las entidades federativas, incluyendo el del 
Departamento del Distrito Federal, ahora Ciudad de México.

23 "Artículo 4o. Son autoridades sanitarias: I. El presidente de la República; II. El Consejo de Salubri
dad General; III. La Secretaría de Salud, y IV. Los gobiernos de las entidades federativas, incluyendo 
el del Departamento del Distrito Federal."
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70. En esa tesitura, los artículos 10 y 11 de la normativa en cita24 refie-
ren que será la Secretaría de Salud la que promoverá la participación en el 
Sistema Nacional de Salud de los prestadores de servicios de salud de los 
sectores público, social y privado, así como de sus trabajadores y de los usua-
rios de los mismos, cuyas acciones se concertarán con base en lo siguiente:

• Definición de las responsabilidades que asuman los integrantes de 
los sectores social y privado;

• Determinación de las acciones de orientación, estímulo y apoyo que 
llevará a cabo la Secretaría de Salud;

• Especificación del carácter operativo de la concertación de acciones, 
con reserva de las funciones de autoridad de la Secretaría de Salud; y,

• Expresión de las demás estipulaciones que de común acuerdo esta-
blezcan las partes.

71. A su vez, el artículo 38 de la Ley General de Salud25 define los servi-
cios de salud privados, como aquellos que presten personas físicas o morales 
en las condiciones que convengan con los usuarios, y sujetas a los orde
namientos legales, civiles y mercantiles, acotando únicamente de manera 
expresa el tema de las tarifas –artículo 43– de la manera siguiente: los servi-
cios de salud de carácter social y privado, con excepción del servicio personal 
independiente, estarán sujetos a las tarifas que establezca la Secretaría de Co
mercio y Fomento Industrial (sic), oyendo la opinión de la Secretaría de Salud.

72. Ahora, cabe precisar que si bien la omisión reclamada –entrega del 
expediente clínico–, se dio en el contexto de la atención médica que recibió la 

24 "Artículo 10. La Secretaría de Salud promoverá la participación, en el Sistema Nacional de 
Salud, de los prestadores de servicios de salud de los sectores público, social y privado, así como 
de sus trabajadores y de los usuarios de los mismos, en los términos de las disposiciones que al 
efecto se expidan."
"Artículo 11. La concertación de acciones entre la Secretaría de Salud y los integrantes de los 
sectores social y privado, se realizará mediante convenios y contratos, los cuales se ajustarán a 
las siguientes bases: I. Definición de las responsabilidades que asuman los integrantes de los 
sectores social y privado; II. Determinación de las acciones de orientación, estímulo y apoyo que 
llevará a cabo la Secretaría de Salud; III. Especificación del carácter operativo de la concertación 
de acciones, con reserva de las funciones de autoridad de la Secretaría de Salud, y IV. Expresión de 
las demás estipulaciones que de común acuerdo establezcan las partes."
25 "Artículo 38. Son servicios de salud privados los que presten personas físicas o morales en las 
condiciones que convengan con los usuarios, y sujetas a los ordenamientos legales, civiles y 
mercantiles. En materia de tarifas, se aplicará lo dispuesto en el artículo 43 de esta ley."
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quejosa-recurrente por parte del particular señalado como responsable, ello 
no sucedió en un establecimiento para la atención médica a que se refiere la 
fracción III del artículo 7o. del Reglamento de la Ley General de Salud en Ma-
teria de Prestación de Servicios de Atención Médica,26 sino en el consultorio 
del ginecólogo, que se define por el diverso precepto legal 56,27 como todo 
establecimiento público, social o privado, independiente o ligado a un servi-
cio hospitalario, que tenga como fin prestar atención médica a pacientes am-
bulatorios, lo que resulta trascendental, dado que el médico privado, aunque 
se sostenga que pertenece al Sistema Nacional de Salud, en términos del 
artículo 5o. de la Ley General de Salud, no existe precepto legal alguno que le 
confiera las atribuciones para actuar como una autoridad del Estado, sino 
que únicamente constriñe al responsable del consultorio a que cumpla con 
lo siguiente:

• Que obtenga la licencia sanitaria correspondiente, debiendo previa-
mente señalar las actividades que se realizarán en su consultorio;

• Que cuente con el equipo e instrumental señalados en las normas 
técnicas que emita la secretaría, tanto para medicina general como para las dis
tintas especialidades médicas;

• Que lleve un registro diario de pacientes en la forma que al efecto se
ñalen las normas técnicas, entre ellas, precisamente la Norma Oficial Mexi-
cana NOM-004-SSA3-2012;

• Que cuenten con un botiquín de urgencia, con los insumos que esta-
blezcan las normas técnicas que emita la Secretaría de Salud;

• Que las recetas médicas expedidas a los usuarios tengan el nombre 
del médico, el nombre de la institución que les hubiere expedido el título profe
sional, el número de la cédula profesional emitido por las autoridades educa-

26 "Artículo 7o. Para los efectos de este reglamento se entiende por: I. Atención médica. El con-
junto de servicios que se proporcionan al individuo, con el fin de proteger y promover y restaurar 
su salud; II. Servicio de atención médica. El conjunto de recursos que intervienen sistemática-
mente para la prevención y curación de las enfermedades que afectan a los individuos, así como 
de la rehabilitación de los mismos; III. Establecimiento para la atención médica.—Todo aquel, 
público, social o privado, fijo o móvil cualquiera que sea su denominación, que preste servicios 
de atención médica, ya sea ambulatoria o para internamiento de enfermos, excepto consulto
rios; ..."
27 "Artículo 56. Para los efectos de este reglamento, se entiende por consultorio a todo estable
cimiento público, social o privado, independiente o ligado a un servicio hospitalario, que tenga 
como fin prestar atención médica a pacientes ambulatorios."
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tivas competentes, el domicilio del establecimiento y la fecha de su expedición; 
asimismo, si son expedidas por especialistas, además de lo mencionado, de-
berán contener el número de registro de especialidad emitido por la autori-
dad competente; y,

• Que si se trata de un consultorio especializado, exista por lo menos 
un profesional de la salud con especialidad en el área de que se trate.

73. Lo que evidencia que, en el caso concreto, el servicio de atención 
médica que prestó el médico señalado como autoridad responsable: 1) lo hizo 
como responsable de su consultorio, de cuyas obligaciones contenidas en el 
Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios 
de Atención Médica no se advierte cómo es que se le confieran las atribucio-
nes para actuar como una autoridad del Estado; y, 2) que atendiendo a la 
naturaleza de la omisión reclamada, que consiste en la falta de entrega del 
expediente clínico a su paciente, aquí quejoso-recurrente, tampoco se aprecia 
cómo es que esa conducta la haya desplegado como autoridad del Estado.

74. Luego, resulta inconcuso que la elaboración del aludido expediente 
clínico no es una facultad o potestad exclusiva de las autoridades en estricto 
sentido, ni siquiera originaria de éstas que, con motivo de la Ley General de 
Salud, el reglamento en cita o alguna norma oficial mexicana, se haya dele-
gado a los médicos privados, sino simplemente que dicha normativa es acor-
de con la obligación del Estado de velar para que terceros, es decir, actores 
no estatales, de ningún modo interfieran en el disfrute del derecho a la salud 
de las personas mediante la verificación de su cumplimiento.

75. Tan es así que en relación con el mandato que establece el artículo 
5o. de la Ley General de Salud a que alude la recurrente, la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, en su artículo 39, relativo al despacho de los 
asuntos que corresponden a la Secretaría de Salud, dispone en sus fraccio-
nes VI, VII y VIII, que la referida secretaría de Estado propiciará y coordinará 
la participación de los sectores social y privado en dicho Sistema Nacional de 
Salud y determinará las políticas y acciones de inducción y concentración 
correspondientes, así como planear, normar y controlar los servicios de aten-
ción médica, salud pública, asistencia social y regulación sanitaria que co-
rrespondan al sistema; además de dictar las normas técnicas a que quedará 
sujeta la prestación de los servicios de salud en las materias de salubridad 
general, incluyendo las de asistencia social, por los sectores público y priva-
do –entre ellas las NOM–, y verificar su cumplimiento.

76. Lo que pone de manifiesto que la integración del sector privado en 
el Sistema Nacional de Salud atiende a que la propia naturaleza del derecho 
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que se pretende proteger, promover y restaurar –salud–, que hace necesario que 
el Estado, a través de la Secretaría de Salud, lo regule, defina las responsabi-
lidades y vigile el cumplimiento de la legislación aplicable, en torno aquellos 
aspectos relevantes que asume este sector, por el solo hecho de prestar aten-
ción médica a una persona, sin que de ello se desprenda que las actividades 
que despliegan, por esa razón, se equiparan a los de una autoridad estatal, 
menos aún que derivado del ejercicio de la profesión médica por una persona 
de carácter privado, la Ley General de Salud les confiera las atribuciones para 
actuar como una autoridad del Estado.

77. Con todo lo anterior se puede concluir que resultó correcto, por 
parte del Juez de Distrito, considerar que, en el caso, la persona física seña-
lada como responsable incumplía el requisito de la preexistencia de una nor
ma general que le confiera las atribuciones para actuar como una autoridad 
del Estado.

78. En tales condiciones, ante lo infundado de los agravios planteados 
por la parte quejosa inconforme, procede confirmar la resolución recurrida.

RESOLUTIVOS:

Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, en los artículos 61, frac-
ción XXIII, 63, fracción V, 73, 74, 93, 186 y 188 de la Ley de Amparo, así como 
35 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se resuelve:

PRIMERO.—Se confirma la sentencia recurrida, dictada el cinco de sep
tiembre de dos mil diecinueve por el Juez Primero de Distrito en el Estado de 
Aguascalientes, en el juicio de amparo indirecto **********.

SEGUNDO.—Se sobresee en el juicio de amparo promovido por 
**********, contra la autoridad y por el acto precisados en el punto 12 de 
esta ejecutoria.

Notifíquese como legalmente corresponda; agréguese copia certifica-
da de la resolución recurrida para que obre en el expediente de este recurso; 
anótese en el libro de registro; con testimonio de este fallo devuélvanse los 
autos al lugar de su procedencia y, en su oportunidad, archívese el toca como 
concluido.

Así lo resolvió el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, por 
mayoría de votos de los Magistrados Silverio Rodríguez Carrillo (ponente) y 
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Yolanda Islas Hernández, contra el voto particular del Magistrado Gustavo 
Roque Leyva (presidente).

En términos de lo previsto en los artículos 110, 113 y 116 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en esta 
versión pública se suprime la información considerada legalmente como 
reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Voto particular del Magistrado Gustavo Roque Leyva: 1. Aunque atendible, no comparto 
la tesis contenida en la ejecutoria de la mayoría, pues estimo que en el presente 
asunto se debió revocar la sentencia recurrida y entrar al fondo del asunto, porque el 
acto reclamado sí es equivalente a los de autoridad, atento a las consideraciones 
siguientes: 2. La Organización Mundial de la Salud ha señalado que el sistema de 
salud está constituido por todas las organizaciones, instituciones, recursos, infraes-
tructura y personal, cuyo propósito primario es mejorar la salud de las personas.28—3. 
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Ximenes 
Lopes Vs. Brasil, sentencia de cuatro de julio de dos mil seis, estableció que la salud 
es un bien público, cuya protección está a cargo de los Estados, por lo que éstos 
tienen la obligación de prevenir que terceros interfieran indebidamente en el goce de 
los derechos a la vida y a la integridad personal, que son particularmente vulnera-
bles cuando una persona se encuentra bajo tratamiento médico.29—4. Sostuvo que 
es por esto que el Estado debe regular y fiscalizar toda la asistencia de salud presta-
da a las personas bajo su jurisdicción, como deber especial de protección a la vida y 
a la integridad personal, independientemente de si la entidad que presta tales servi-
cios es de carácter público o privado.30—5. En ese tenor, la obligación de los Estados 
de regularla no se agota en los hospitales que prestan los servicios públicos, sino 
que abarca a todas las institución de salud.31—6. Incluso, en los párrafos 86 y 87 de 
dicho fallo se estableció, textualmente, lo siguiente: "86. Los supuestos de responsa-
bilidad estatal por violación a los derechos consagrados en la Convención, pueden 
ser tanto las acciones u omisiones atribuibles a órganos o funcionarios del Estado, 
como la omisión del Estado en prevenir que terceros vulneren los bienes jurídicos 
que protegen los derechos humanos. No obstante, entre esos dos extremos de res-
ponsabilidad, se encuentra la conducta descrita en la resolución de la Comisión de 
Derecho Internacional, de una persona o entidad, que si bien no es un órgano esta-
tal, está autorizada por la legislación del Estado para ejercer atribuciones de autori-
dad gubernamental. Dicha conducta, ya sea de persona física o jurídica, debe ser 
considerada un acto del Estado, siempre y cuando estuviere actuando en dicha ca-
pacidad.—87. Es decir, la acción de toda entidad, pública o privada, que está autori-
zada a actuar con capacidad estatal, se encuadra en el supuesto de responsabilidad 

28 Organización Mundial de la Salud, Temas de Salud, Sistemas de Salud, disponible en: http://
www.who.int/topics/health_systems/es/
29 Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, sentencia de 4 de julio de 2006, Serie C, No. 149, Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, párrafo 89.
30 Ibídem, párrafo 90.
31 Ibídem, párrafo 94.
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por hechos directamente imputables al Estado, tal como ocurre cuando se prestan 
servicios en nombre del Estado.".—7. Por su parte, el artículo 4o., párrafo tercero, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone: "Artículo 4o. ...
Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley definirá las bases y 
modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de 
la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme 
a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.".—8. Ahora, la 
ley que reglamenta las directrices esenciales del artículo 4o., párrafo tercero, de 
la Constitución General de la República y define las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud, es la Ley General de Salud, cuyas disposiciones son 
de orden público e interés social. El artículo 1o. Bis de dicha legislación define la 
salud en los términos siguientes: "Artículo 1o. Bis. Se entiende por salud como un 
estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de 
afecciones o enfermedades.".—9. El artículo 2o. de la misma ley dispone como obje-
tivos del derecho a la protección de la salud los siguientes: "Artículo 2o. El derecho a 
la protección de la salud, tiene las siguientes finalidades: I. El bienestar físico y men-
tal de la persona, para contribuir al ejercicio pleno de sus capacidades; II. La prolon-
gación y mejoramiento de la calidad de la vida humana; III. La protección y el 
acrecentamiento de los valores que coadyuven a la creación, conservación y disfrute 
de condiciones de salud que contribuyan al desarrollo social; IV. La extensión de ac-
titudes solidarias y responsables de la población en la preservación, conservación, 
mejoramiento y restauración de la salud; V. El disfrute de servicios de salud y de 
asistencia social que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades de la pobla-
ción; VI. El conocimiento para el adecuado aprovechamiento y utilización de los ser-
vicios de salud, y VII. El desarrollo de la enseñanza y la investigación científica y 
tecnológica para la salud.".—10. Por su parte, el artículo 5o. de la referida Ley Gene-
ral de Salud dispone que el Sistema Nacional de Salud está integrado de la manera 
siguiente: "Artículo 5o. El Sistema Nacional de Salud está constituido por las depen-
dencias y entidades de la administración pública, tanto federal como local, y las 
personas físicas o morales de los sectores social y privado, que presten servicios de 
salud, así como por los mecanismos de coordinación de acciones, y tiene por objeto 
dar cumplimiento al derecho a la protección de la salud."32—11. Por otro lado, el 
artículo 34 de la Ley General de Salud clasifica los servicios de salud, dependiendo 
del sector que los provea; en lo que interesa, el artículo 38 dispone cuáles son los 
servicios de salud privados, artículos que a continuación se transcriben: "Artículo 34. 
Para los efectos de esta ley, los servicios de salud, atendiendo a los prestadores de 
los mismos, se clasifican en: I. Servicios públicos a la población en general; II. Servi-
cios a derechohabientes de instituciones públicas de seguridad social o los que con 
sus propios recursos o por encargo del Poder Ejecutivo federal, presten las mismas 

32 Con relación al mandato que establece el artículo 5o. de la Ley General de Salud, la Ley Orgá
nica de la Administración Pública Federal, en su artículo 39, relativo al despacho de los asuntos 
que corresponden a la Secretaría de Salud, dispone en sus fracciones VI, párrafo segundo, VII y 
VIII, que la referida secretaría de Estado propiciará y coordinará la participación de los sectores 
social y privado en dicho Sistema Nacional de Salud, y determinará las políticas y acciones de 
inducción y concentración correspondientes; así como planear, normar y controlar los servicios 
de atención médica, salud pública, asistencia social y regulación sanitaria que correspondan al 
sistema; además de dictar las normas técnicas a que quedará sujeta la prestación de los servicios 
de salud en las materias de salubridad general, incluyendo las de asistencia social, por los sec-
tores público y privado, así como verificar su cumplimiento.
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instituciones a otros grupos de usuarios; III. Servicios sociales y privados, sea cual 
fuere la forma en que se contraten, y IV. Otros que se presten de conformidad con lo 
que establezca la autoridad sanitaria.".—"Artículo 38. Son servicios de salud priva-
dos los que presten personas físicas o morales en las condiciones que convengan 
con los usuarios, y sujetas a los ordenamientos legales, civiles y mercantiles. En ma
teria de tarifas, se aplicará lo dispuesto en el artículo 43 de esta ley.—Estos servicios 
pueden ser contratados directamente por los usuarios o a través de sistemas de se-
guros, individuales o colectivos.".—12. Ahora, el Reglamento de la Ley General de 
Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica, cuyas disposicio-
nes también son de orden público e interés social, y que tienen por objeto proveer en 
la esfera administrativa, en lo que se refiere a la prestación de servicios de atención 
médica33 el cumplimiento de la Ley General de Salud, en sus artículos 18 y 19, dispo-
nen que en los establecimientos en los que se presten servicios de atención médica 
se deberá contar con lo siguiente: "Artículo 18. Los establecimientos en los que se 
presten servicios de atención médica, deberán contar con un responsable, mismo 
que deberá tener título, certificado o diploma, que según el caso, haga constar los 
conocimientos respectivos en el área de que se trate.".—"Artículo 19. Corresponde a 
los responsables a que hace mención el artículo anterior, llevar a cabo las siguientes 
funciones: I. Establecer y vigilar el desarrollo de procedimientos para asegurar la 
oportuna y eficiente prestación de los servicios que el establecimiento ofrezca, 
así como para el cabal cumplimiento de la ley y las demás disposiciones aplica-
bles.".—13. En ese tenor, se puede establecer que el derecho a la salud previsto en el 
artículo 4o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, es un derecho humano indispensable para el ejercicio de otros derechos, y 
que debe ser entendido como la posibilidad de las personas a disfrutar de una gama 
de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarias para alcanzar el más alto 
nivel de salud, por lo que el Estado Mexicano tiene la obligación de respetar ese de-
recho y dar una efectividad real, garantizando servicios médicos en condiciones de: 
disponibilidad y accesibilidad, física y económica; así como el acceso a la informa-
ción, aceptabilidad y calidad, sin importar que sean hospitales públicos, sociales o 
privados.—14. Además de que, la Ley General de Salud no distingue en cuanto a si 
el prestador de los servicios de salud es una dependencia o entidad pública o priva-
da, si es una persona moral o física, ni el tipo de servicio que, en específico, cada 
uno pueda prestar, en razón de que la atención médica es el conjunto de servicios 
que proporcionan esos prestadores de forma conjunta para proteger, promover o 
restaurar la salud de las personas; por ende, las obligaciones vinculadas con los 
servicios de salud no excluyen a los particulares en su participación.—15. Sirve de 
apoyo la tesis aislada 1a. CXXI/2015 (10a.), con número de registro digital: 2008750, 
de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 16, Tomo II, 
marzo de 2015, materias constitucional y administrativa, página 1116 «y en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 27 de marzo de 2015 a las 9:30 horas», la 
cual establece: "SERVICIOS DE SALUD. LA EXISTENCIA DE UN MÉDICO RESPON-
SABLE QUE VIGILE EL DESARROLLO DE LOS PROCEDIMIENTOS QUE SE REALI-
CEN DENTRO DE UN HOSPITAL PRIVADO HACE EVIDENTE QUE LA INSTITUCIÓN 
TRABAJA DE FORMA COORDINADA CON SUS MÉDICOS EMPLEADOS O DEPEN-
DIENTES. La Ley General de Salud no distingue en cuanto a si el prestador de los 

33 Artículo 1o. del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios 
de Atención Médica.
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servicios de salud es una dependencia o entidad pública o privada, si es una persona 
moral o física, ni el tipo de servicio que, en específico, cada uno pueda prestar, en 
razón de que la atención médica es el conjunto de servicios que proporcionan esos 
prestadores de forma conjunta para proteger, promover o restaurar la salud de las 
personas; por ende, las obligaciones vinculadas con los servicios de salud no exclu-
yen a los particulares en su participación. En ese sentido, los artículos 18 y 19 del 
Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de 
Atención Médica, prevén que todos los establecimientos, sin distinguir entre públi-
cos, privados, físicos o morales, deben contar con un médico responsable que, entre 
otros supuestos, establezca y vigile el desarrollo de procedimientos para asegurar 
que la prestación de servicios que el establecimiento ofrezca sea oportuna y eficien-
te, así como para que se cumpla cabalmente la ley, por lo que, suponer que éstos 
actúan de forma independiente, es decir, que no son empleados o dependientes, 
sería incongruente, pues no podrían cumplir con sus funciones. De ahí que la exis-
tencia de un médico responsable que vigile el desarrollo de los procedimientos que 
se lleven a cabo al interior del establecimiento, hace evidente que los hospitales 
trabajan de manera coordinada con sus médicos empleados o dependientes.".—16. 
Sobre el particular, cabe destacar que la Primera Sala del Alto Tribunal, al fallar el 
amparo en revisión 117/2012 sostuvo lo siguiente: "Esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación confirma lo asentado en la sentencia del Juez de Distrito, ya que como 
se ha afirmado, los actos desplegados por los particulares –como los hospitales y 
médicos privados– no se encuentran fuera del control constitucional. ...En conse-
cuencia, es inconcuso que los derechos fundamentales, como el derecho a la salud, 
poseen eficacia no sólo frente a los órganos del Estado, sino incluso en las relacio-
nes entre particulares, situación que no sólo reafirma la naturaleza jurídica de la 
Constitución, sino que también justifica la introducción de tales derechos funda-
mentales en ámbitos aparentemente privados como la atención médica ‘privada’. 
...Adicionalmente, no puede aceptarse la concepción consistente en que los hospi-
tales privados y su personal médico son regidos únicamente bajo figuras de derecho 
privado, en especial cuando estos sujetos obran en aras a la protección de la salud 
de las personas. En efecto, en virtud de la complejidad de los sistemas jurídicos en 
la actualidad, y de la estrecha relación entre sus componentes normativos, es claro 
que existen numerosos ámbitos en los cuales no se puede hacer una división clara y 
tajante entre derecho público y privado.—Lo anterior se actualiza en el ámbito de los 
hospitales privados y su personal médico, ya que su actuar tiene repercusiones en la 
protección de la salud de los pacientes. Por otra parte, no puede negarse que el ob-
jetivo consistente en proteger el derecho a la salud de los pacientes es un fin público, 
pues excede el mero interés de los particulares al ser una meta inherente del Estado 
Mexicano.—Así, tomando en consideración que uno de los bienes jurídicos protegi-
dos mediante la atención médico privada es el derecho a la salud, y en virtud de que 
el mismo constituye un valor tutelado tanto en la Constitución como en tratados in-
ternacionales, es que no se puede restringir al ámbito normativo del derecho priva-
do.—Tomando en consideración lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina, al igual que lo hizo el Juez de Distrito, que el dere-
cho fundamental a la salud debe respetarse por hospitales privados y su personal 
médico.".—17. También resulta conveniente señalar lo que la Norma Oficial Mexica-
na NOM-004-SSA3-2012, Del expediente clínico, en los apartados relativos a la intro-
ducción y campo de aplicación, prevé: "0. Introducción.—La revisión y actualización 
de esta norma, tiene como propósito establecer con precisión los criterios científi-
cos, éticos, tecnológicos y administrativos obligatorios en la elaboración, integra-
ción, uso, manejo, archivo, conservación, propiedad, titularidad y confidencialidad 



2480 ENERO 2020

del expediente clínico, el cual se constituye en una herramienta de uso obligatorio 
para el personal del área de la salud, de los sectores público, social y privado que 
integran el Sistema Nacional de Salud. ...2. Campo de aplicación.—Esta norma es de 
observancia obligatoria para el personal del área de la salud y los establecimientos 
prestadores de servicios de atención médica de los sectores público, social y priva-
do, incluidos los consultorios.".—18. De lo anterior se obtiene que el derecho a la 
salud debe ser respetado por hospitales privados y su personal médico, además de 
que la obligación de integrar el expediente clínico que impone la Norma Oficial Mexi-
cana NOM-004-SSA3-2012, también está dirigida al sector privado, incluidos los con-
sultorios; entonces, es claro que en el caso procede el juicio de amparo, en virtud de 
que el acto reclamado está íntimamente vinculado con la prestación de un servicio 
público como el de la salud, el cual ya se indicó, cuya protección y titularidad de la 
obligación de proveerlos corresponde al Estado; por ende, la delegación a la iniciativa 
privada de proveer esos servicios, exige como elemento fundamental la responsabi-
lidad de los Estados en fiscalizar su ejecución para garantizar una efectiva protec-
ción de los derechos humanos de las personas bajo su jurisdicción y para que los 
servicios públicos sean provistos a la colectividad sin discriminación, con la mejor 
calidad y de la forma más efectiva posible.—19. Sirve de sustento a lo anterior la 
tesis aislada 1a. XXIII/2013 (10a.),34 de esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes: "DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
SALUD IMPONE DEBERES TANTO A LOS PODERES PÚBLICOS COMO A LOS PAR-
TICULARES QUE SE DEDICAN AL ÁMBITO DE LA SALUD.—El derecho a la salud 
consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone 
deberes complejos a todos los poderes públicos dentro del Estado, desde el legisla-
dor y la administración, hospitales públicos y su personal médico, hasta los tribuna-
les; pero también a los particulares, tales como los médicos, hospitales privados, 
empleadores y administradores de fondos de pensiones y jubilaciones. En conse-
cuencia, del análisis del contenido y estructura del derecho fundamental a la salud, 
se desprende que éste es vinculante no sólo frente a los órganos del Estado, sino que 
adicionalmente, posee eficacia jurídica en ciertas relaciones entre particulares. Por 
ello, en los asuntos de su conocimiento, los tribunales deben atender a la influencia 
de los valores que subyacen en el derecho a la salud, fungiendo como un vínculo 
entre la Constitución y los particulares al momento en que resuelven un caso con-
creto. Así las cosas, en virtud de la fuerza normativa de la Constitución, no resulta 
compatible concebir que los hospitales privados y su personal médico son regidos 
únicamente bajo figuras de derecho privado, en especial cuando estos sujetos obran 
en aras a la protección de la salud de las personas. En efecto, en virtud de la comple-
jidad de los sistemas jurídicos en la actualidad, y de la estrecha relación entre sus 
componentes normativos, es claro que existen numerosos ámbitos en los cuales no 
se puede hacer una división clara y tajante entre derecho público y privado. Lo ante-
rior se actualiza en el ámbito de los hospitales privados y su personal médico, ya que 
su actuar tiene repercusiones en la protección de la salud de los pacientes. En con-
clusión, no puede negarse que el objetivo consistente en proteger el derecho a la 
salud de los pacientes es un fin público, pues excede el mero interés de los particu-
lares al ser una meta inherente del Estado mexicano.".—20. Por estas razones es que 
considero que se debió revocar la sentencia recurrida y entrar al fondo del asunto, 

34 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 1, enero de 
2013, página 626, con número de registro digital: 2002501.
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resolviendo lo que conforme a derecho procediera, en virtud de que el particular a 
quien se atribuye el acto es autoridad para efectos del juicio de amparo, ya que ejer-
ce facultades que están reguladas en la Constitución y en los ordenamientos legales 
analizados; por ende, sus actos son equivalentes a los de autoridad al ser de natura-
leza pública la fuente del servicio que proporciona a la colectividad.

Este voto se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DE LA PROCE­
DENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. NO TIENE ESE CARÁCTER 
EL MÉDICO PRIVADO A QUIEN SE LE IMPUTA LA OMISIÓN DE 
ENTREGAR A UN PACIENTE SU EXPEDIENTE CLÍNICO DE FOR­
MA DETALLADA Y COMPLETA. La Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
408/2017, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 65/2018 (10a.), de tí-
tulo y subtítulo: "UNIVERSIDADES PRIVADAS. CUANDO REALIZAN 
ACTOS RELACIONADOS CON LA INSCRIPCIÓN O INGRESO, EVALUA-
CIÓN, PERMANENCIA O DISCIPLINA DE SUS ALUMNOS, NO TIENEN 
EL CARÁCTER DE AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DEL 
JUICIO DE AMPARO.", interpretó los requisitos que el legislador esta-
bleció en el artículo 5o., fracción II, párrafo segundo, de la Ley de Am-
paro para que un particular pueda ser considerado como autoridad 
responsable, lo cual realizó en abstracto, por lo que los parámetros ahí 
establecidos resultan aplicables, siempre que se trate de particulares, 
entre los que destaca el relativo a "que sus funciones estén determina-
das en una norma general que les confiera las atribuciones para ac-
tuar como una autoridad del Estado, cuyo ejercicio, por lo general, 
tenga un margen de discrecionalidad". En ese sentido, la omisión de 
entregar de forma detallada y completa su expediente clínico a un pa-
ciente, que se atribuye a un médico privado, no corresponde a funcio-
nes que le estén determinadas en una norma general que le confiera 
las atribuciones para actuar como una autoridad del Estado, pues la 
Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012, Del expediente clínico, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de octubre de 2012, 
ni la Ley General de Salud le confirieron esa obligación. Por tanto, no 
tiene el carácter de autoridad responsable para efectos de la proceden-
cia del juicio de amparo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO.
XXX.3o.13 K (10a.)

Amparo en revisión 337/2019. 14 de noviembre de 2019. Mayoría de votos. Disidente: 
Gustavo Roque Leyva. Ponente: Silverio Rodríguez Carrillo. Secretario: Arturo Montes 
de Oca Gálvez.
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Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 408/2017 
y la tesis de jurisprudencia 2a./J. 65/2018 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de julio de 2018 a las 10:13 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 56, Tomo I, 
julio de 2018, páginas 624 y 647, con números de registro digital: 27934 y 2017394, 
respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AUTORIDADES RESPONSABLES PARA EFECTOS DE LA PROCE­
DENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. LO SON LAS AUTORIDADES TRA­
DICIONALES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS DEL 
ESTADO DE JALISCO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación consi
dera como autoridad responsable para efectos de la procedencia del juicio de 
amparo, a quien dentro de una relación de supra a subordinación emita actos 
unilaterales con los que pueda crear, modificar o extinguir, por sí o ante sí, 
situaciones jurídicas que afecten la esfera legal de los particulares. Por otro 
lado, el artículo 2o., apartado A, fracción II, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos reconoce a los pueblos y comunidades indígenas 
como autoridades comunitarias, para que actúen en la regulación y solución de 
sus conflictos internos. Así, es un derecho constitucional su libre determina-
ción y autonomía, entre otras cuestiones, para aplicar sus propios sistemas 
normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, de acuerdo 
con sus usos y costumbres, sujetándose siempre al marco constitucional. Por 
su parte, de los artículos 7, 9, 11, 14 y 16 de la Ley sobre los Derechos y el 
Desarrollo de los Pueblos y las Comunidades Indígenas del Estado de Jalisco 
se advierte que las autoridades tradicionales son las que aplican los sistemas 
normativos internos de dichos pueblos y comunidades, las cuales son ele
gidas de acuerdo a sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales para 
el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, así como para regular 
y solucionar sus problemas y conflictos conforme a sus sistemas normativos. 
En consecuencia, aquéllas pueden emitir actos que afectan la esfera jurídica 
de los gobernados y, por ende, son autoridades responsables para efectos de la 
procedencia del juicio de amparo.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO.

III.5o.A.18 K (10a.)

Amparo en revisión 50/2019. Agustín Chino Chino y otros. 8 de agosto de 2019. Unani
midad de votos. Ponente: Juan José Rosales Sánchez. Secretaria: Karla Lizet Rosales 
Márquez.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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AYUNTAMIENTOS CONSTITUCIONALES DEL ESTADO DE VERA­
CRUZ. EL CABILDO, COMO ÓRGANO MÁXIMO DE AUTORIDAD EN 
EL MUNICIPIO, ESTÁ FACULTADO PARA OTORGAR PODERES 
EN FAVOR DE TERCEROS PARA QUE LOS REPRESENTEN EN LOS 
JUICIOS LABORALES EN QUE SEAN PARTE. De los artículos 18, 28 y 
37, fracción I, de la Ley Número 9 Orgánica del Municipio Libre del Estado de 
Veracruz, se advierte que el cabildo es el órgano máximo de autoridad en el 
Municipio, al que le corresponde la definición de las políticas de la adminis-
tración pública, el cual se integra por el presidente municipal, el síndico y los 
regidores. En ese contexto, si bien es cierto que el citado artículo 37 establece 
como atribución del síndico único el otorgar poderes a terceros, no menos lo 
es que, atendiendo a que esa facultad depende de una autorización previa del 
cabildo, se concluye que la escritura pública mediante la cual dicho órgano 
colegiado otorgue su representación en favor de terceras personas, es apta 
para acreditar la personalidad de quienes se encuentren ahí designados 
como apoderados legales ante la autoridad jurisdiccional respectiva; pues el 
cabildo es la autoridad máxima del Municipio libre e, incluso, se integra por 
el propio síndico, de ahí que el referido documento conlleve la voluntad del 
Ayuntamiento Constitucional de ser representado por las personas que se 
mencionan, por contener tanto el consentimiento expreso del síndico para 
otorgar poderes en su favor, como, de manera implícita, la autorización del 
Pleno de dicho cuerpo gubernamental para que el apoderado actúe en con-
secuencia, cumpliendo de esa manera con los requisitos previstos en la alu-
dida ley.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.269 L (10a.)

Amparo directo 51/2019. 23 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Carlos Moreno Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo Alvarado.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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CADUCIDAD DE LA INSTANCIA O PERENCIÓN. LA FRACCIÓN IV 
DEL ARTÍCULO 373 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES, PARA SER CONFORME CON EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTI­
TUCIÓN FEDERAL, EN CUANTO AL DERECHO A LA TUTELA JU­
RISDICCIONAL EFECTIVA –EN SU VERTIENTE DE ACCESO A LA 
JUSTICIA–, DEBE INTERPRETARSE EN EL SENTIDO DE QUE EL ÓR­
GANO JURISDICCIONAL, PREVIO A LA CONCLUSIÓN DEL LAPSO 
AHÍ ESTABLECIDO, DEBERÁ PREVENIR AL INTERESADO PARA 
QUE EN UN PLAZO QUE CONSIDERE PRUDENTE CUMPLA CON SU 
CARGA PROCESAL, CON EL APERCIBIMIENTO DE QUE, EN CASO DE 
INCUMPLIMIENTO, SE DECRETARÁ AQUÉLLA.

AMPARO DIRECTO 403/2018. 20 DE JUNIO DE 2018. MAYORÍA DE VOTOS. 
DISIDENTE Y PONENTE: CARLOS ORTIZ TORO, SECRETARIO DE TRIBUNAL 
AUTORIZADO POR LA COMISIÓN DE CARRERA JUDICIAL DEL CONSEJO DE 
LA JUDICATURA FEDERAL PARA DESEMPEÑAR LAS FUNCIONES DE MA-
GISTRADO. ENCARGADO DEL ENGROSE: VÍCTOR FRANCISCO MOTA CIEN-
FUEGOS. SECRETARIO: KARLO IVÁN GONZÁLEZ CAMACHO.

CONSIDERANDO:

QUINTO.—Estudio. Es fundado lo que alega la inconforme.

Lo que se estima así con base en las siguientes consideraciones:

El artículo 373 del Código Federal de Procedimientos Civiles establece:

"Artículo 373. El proceso caduca en los siguientes casos:

"I. Por convenio o transacción de las partes, y por cualquier otra causa 
que haga desaparecer substancialmente la materia del litigio;
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"II. Por desistimiento de la prosecución del juicio, aceptado por la parte 
demandada. No ese (sic) necesaria la aceptación cuando el desistimiento se 
verifica antes de que se corra traslado de la demanda;

"III. Por cumplimiento voluntario de la reclamación antes de la sentencia, y

"IV. Fuera de los casos previstos en los dos artículos precedentes, cuando 
cualquiera que sea el estado del procedimiento, no se haya efectuado nin­
gún acto procesal ni promoción durante un término mayor de un año, 
así sea con el solo fin de pedir el dictado de la resolución pendiente.

"El término debe contarse a partir de la fecha en que se haya realizado 
el último acto procesal o en que se haya hecho la última promoción.

"Lo dispuesto por esta fracción es aplicable en todas las instancias, tanto 
en el negocio principal como en los incidentes, con excepción de los casos de 
revisión forzosa. Caducado el principal, caducan los incidentes. La caducidad 
de los incidentes sólo produce la del principal cuando hayan suspendido el pro
cedimiento en éste." (énfasis añadido)

El precepto transcrito establece los supuestos para que en materia civil 
federal opere la caducidad de la instancia, así como sus condiciones, conse-
cuencias y excepciones.

• La naturaleza jurídica de la caducidad de la instancia o perención 
como institución procesal.

La perención o caducidad de la instancia ha sido calificada como un 
modo anormal de terminación del proceso que se produce cuando el mismo se 
ha paralizado durante cierto tiempo, debido a que no se realizan actos proce-
sales de parte. La ley entonces autoriza que, transcurrido cierto término de 
inactividad, el Juez la declare de oficio o a petición de la parte interesada.

No obstante, a esta afirmación cabe una crítica, pues como señala Palla
res, no se ajusta a la verdad porque el efecto propio de la caducidad es el de 
nulificar los actos procesales constitutivos de la instancia, lo que no es igual 
a que ésta concluya al realizar sus fines o cuando las partes, mediante tran-
sacción o convenio la den por terminada.2

Son 4 los fundamentos teóricos en que descansa esta figura jurídica, 
unos subjetivos y otros objetivos:

2 Cfr. Pallares, Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal Civil, Ed. Porrúa, México, 2008, p. 120.
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1. El hecho de que tanto el actor como el demandado no promuevan 
nada en el juicio durante cierto tiempo, establece una sanción natural de que 
no es su deseo llevarlo adelante, de que han perdido todo interés en continuar 
la contienda y de que sólo por desidia o por otros motivos no han manifestado 
su voluntad de darla por concluida. Lo que no hacen ellos lo lleva a cabo la ley 
por razones de orden público.

2. La sociedad y el Estado tienen interés en que no haya litigios ni jui-
cios, porque éstos son estados patológicos del organismo jurídico, perturbacio
nes más o menos graves de la normalidad tanto social como legal. Sería de 
desearse que no los hubiese nunca; pero en la imposibilidad de que tal ideal 
se alcance, cuando es posible poner fin a un juicio, hay que aprovechar la 
ocasión.

3. Los juicios pendientes por tiempo indefinido producen daños sociales; 
mantienen un estado de inseguridad e incertidumbre a los intereses tanto 
económicos como morales que son materia de la contienda y a las relaciones 
jurídicas que son objeto de la litis, así como a las que de ellas dependen, con 
trastornos evidentes en la economía social.

4. Es irracional que un juicio en el cual durante años y aun siglos, no 
se ha promovido nada, pueda surgir de nuevo y dar nacimiento a nuevas in-
certidumbres, gastos de pérdida de tiempo y de energías, inseguridad jurídica, 
etcétera. La estabilidad y firmeza de las relaciones tanto económicas como 
jurídicas y morales, exigen que se dé muerte a un proceso que debiera estar 
enterrado mucho tiempo ha (sic).

Así las cosas, para un sector de la doctrina, la perención involucra una 
renuncia tácita al litigio (presunción), para otros es una sanción por la inac
tividad de las partes y algunos sostienen que no es lo uno ni lo otro, sino que 
su fundamento se encuentra en la operancia de una causal objetiva que es la 
inactividad prolongada de las partes. En lo que sí existe cierta unanimidad de 
criterios es en que la institución opera dentro del contexto de un proceso civil 
de carácter dispositivo o mixto, en el cual el impulso del mismo corresponde 
en mayor o menor grado a las partes.

De esta manera, en un proceso en que sólo existiera el impulso oficioso 
del Juez, no cabría la caducidad. "...En este sentido Alsina explica que el inte-
rés público exige que los procesos no permanezcan paralizados indefinida-
mente, no sólo porque la subsistencia de la litis es contraria al restablecimiento 
del orden jurídico, sino porque la relación procesal también comprende al 
órgano jurisdiccional, y esa vinculación no puede quedar supeditada en el tiempo 
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al arbitrio de las partes, a quienes en materia civil corresponde el impulso del 
procedimiento."3

• Antecedentes.

En cuanto a los antecedentes de la perención, algunos los encuentran 
en la lex properandum dictada por Justiniano (Cód. 111, 1, 13), que limitaba a 3 
años la duración de los juicios; sus efectos anulaban la acción, por lo cual en 
el nuevo proceso se proponía la excepción de cosa juzgada.

Nuestro primer código procesal civil que es el de 1872, tomó como mo
delo a la Ley de Enjuiciamiento Civil Española de 1855 que tampoco consagró 
la caducidad.

En España vino a adoptarse la caducidad hasta 1881, pero no se siguió en 
México hasta que en 1942 el Código Federal de Procedimientos Civiles la 
aceptó, aunque combinada con el sobreseimiento, en los artículos 373 a 378.

A partir de ahí, los Estados de la República la establecieron paulatina-
mente. Al igual que diversos ordenamientos especiales, como la Ley Federal 
del Trabajo.

De la exposición de motivos del Código Federal de Procedimientos Civi
les (1942), sobre las razones que justifican la existencia de la caducidad de la 
instancia, se estableció lo siguiente:

"Caducidad.

"En los dos capítulos precedentes se han tratado anormalidades que se 
presentan en el desenvolvimiento de la relación procesal; pero que no extin-
guen dicha relación. En el presente capítulo se han agrupado, bajo la denomi
nación de caducidad, aquellos casos de anormalidad que evitan que se 
pronuncie sentencia de mérito, por haber desaparecido la controversia 
que constituía el motivo de la disputa, o por haber desaparecido, aunque 
sea transitoriamente, el interés que se movió a las partes a requerir la 
intervención del tribunal; pérdida de interés que se entiende no sólo 
cuando así se desprende por actos positivos de los litigantes, sino por 
mero abandono del pleito, por un término que prudentemente se ha juz­

3 Alsina, Hugo, Tratado teórico práctico de derecho procesal civil y comercial, t. IV, Ed. Buenos 
Aires, Ediar, S.A., 1963, p. 423.
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gado bastante para hacer presumir la falta de interés, y que la fracción 
IV del artículo 373 ha fijado en un año. Este último caso de caducidad 
se ha argüido que no debiera darse si el negocio está ya para sentencia, pues 
entonces no hay abandono, atento a que ya agotaron las partes sus posibili-
dades de defensa, y toca sólo a los tribunales hacer la aplicación del derecho 
al caso particular sometido a su resolución. No obstante la fuerza aparente de 
estos argumentos, se consignó el caso aludido con toda su extensión, en primer 
lugar, porque su finalidad esencial es la de que no se acumulen inde­
finidamente los negocios en los tribunales, sino que rápidamente desa­
parezcan de la atención de los mismos, para que puedan dedicarla al 
tratamiento de los nuevos pleitos que se les sometan, esto es: una razón 
de interés público, la de la expedición de la justicia, ante la que cede 
todo interés particular, y, en segundo, no es verdad que haya terminado 
la injerencia de las partes en los juicios que estén pendientes de sen­
tencia, pues su interés está vivo, y mientras el Estado no satisfaga sus 
demandas de impartir coactivamente justicia, están legitimados para 
exigir el dictado del fallo, tanto más cuanto que es exclusivamente por su 
interés por lo que se ha puesto en movimiento el órgano jurisdiccional. 
Por último, reiteradamente se ha dicho que el proyecto está elaborado 
sobre la base de un perfecto equilibrio de facultades, entre las partes y 
los tribunales, para impulsar el desenvolvimiento procesal, equilibrio que 
se conserva para el caso de caducidad que se estudia, pues tanto a las 
partes como al órgano les compete hacer que el juicio llegue normal­
mente a su fin, y para que caduque se requiere la abstención concurrente 
de los tribunales y de las partes.

"Los casos más obvios que evitan a los tribunales pronunciar su fallo, 
son el de cumplimiento voluntario de la reclamación, el de convenio o transac
ción de las partes, y los de cualquier otra causa que haga desaparecer sustancial
mente la materia del litigio, pues, si no existe controversia que componer, no 
es posible ya que se ejerza la esencial función de sustituirse el Estado, a las 
partes, en la composición del pleito.

"Los órganos jurisdiccionales son puestos en movimiento por ges­
tión de parte. Cuando ambos litigantes están conformes en que el juicio se 
tenga por ni (sic) iniciado, dependiendo de la voluntad de ellos la intervención 
estatal, es evidente que no puede llevarse adelante el proceso, como tampoco 
puede serlo cuando el actor desiste de seguirlo, sin que, hasta el momento del 
desistimiento, haya sido llamada la contraparte mediante el traslado de la de
manda, que es cuando se perfecciona la relación procesal.

"En su oportunidad se trataron los casos de ampliación del contenido 
de la litis, bien por iniciativa de las partes, bien por mandamiento judicial. 
Paralelamente a esos casos de ampliación, se presentan los de extinción par-
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cial de la materia controvertida. Se opera entonces una caducidad del proce-
so, limitada a los puntos respecto de los que ya no se requiere que el órgano 
ejerza su función de componerlos coactivamente; pero queda vivo el proceso 
respecto de los puntos restantes, en relación con los cuales ha de pronun-
ciarse la sentencia de mérito, como lo ordena el artículo 374, para los casos 
comprendidos en las fracciones I a III del 373.

"Los casos de caducidad por actividad de las partes, o sean los consig-
nados en las tres primeras fracciones del artículo 373, exigen, como es obvio, 
que lleguen al conocimiento del tribunal los actos determinantes de la cadu-
cidad, requisito que, una vez satisfecho, será el fundamento de la resolución 
que declare la caducidad, y que será dictada a petición de parte o de oficio. 
En cambio, la caducidad por inactividad, por su esencia misma, repudia 
toda iniciativa de las partes y del órgano jurisdiccional, por lo que es 
correcto afirmar que opera de pleno derecho, por el simple transcurso del 
término indicado en la fracción IV del artículo 373; pero si la caducidad 
que se consigna en esta fracción se opera en la segunda instancia, habiendo 
ya sentencia de fondo de primer grado, como ya ésta decidió las cuestiones 
controvertidas, no puede presumirse, con el abandono de la apelación, sino 
que las partes se conformaron con el fallo pronunciado, razón que funda la con
clusión de que la caducidad de estos casos, trae como consecuencia que cause 
ejecutoria la sentencia de primera instancia. El artículo 375 ha sido elaborado 
en congruencia con las ideas precedentes, distinguiendo los casos de cadu-
cidad por actividad de las partes de los de inactividad, y, entre estos últimos, 
aquellos en que ya existe sentencia de mérito de primer grado.

"Todavía da lugar, la distinción entre caducidad por actividad y caduci­
dad por abandono, a un tratamiento diverso de los casos, en materia de costas. 
Evidentemente: si la caducidad es debida (sic) a convenio, se estará a la vo-
luntad de las partes sobre este capítulo, y, si nada convinieron al respecto, ha de 
presumirse que renunciaron a toda reclamación sobre costas; si se trata 
de desistimiento de la prosecución del juicio, antes del emplazamiento de la 
contraparte, como ésta no ha sufrido aún molestia, ni ha sido obligada a hacer 
gasto alguno, ningunas costas deben causarse; pero si se trata del caso del 
cumplimiento voluntario de la reclamación, con ello se admite la legitimidad 
de la misma, y por ande (sic), han de sufrirse las consecuencias conexas en re-
lación con gastos y costas, que deben cubrirse con arreglo a lo mandado en 
el capítulo II del título primero del libro primero. Si la caducidad es debido 
a abandono, la falta de interés por lo principal demuestra, superabundan­
temente y con mayoría de razón, esa misma falta por la accesoriedad 
de gastos y costas. El diverso tratamiento de los casos expuestos está con-
signado en los artículos 376 y 377.

"El artículo 378 precisa las consecuencias de la caducidad por desis
timiento o por abandono. Si las partes no tienen la voluntad de proseguir el 
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juicio, lo actuado pierde toda significación, porque cada acto procesal es signi
ficativo sólo en tanto que, coordinado en la serie de pasos del desenvolvimiento 
procesal, sirve como precedente de la resolución final que ha de dictarse, y si 
ya ésta no se habrá de dictar, todo lo hecho carece de finalidad, y las cosas han 
de quedar como si no se hubiera interpuesto la demanda, es decir, se nulifi-
cará ‘ipso jure’ todo lo actuado, y no podrá invocarse en ningún juicio futuro. 
Esta última consecuencia amerita más profunda aclaración. Se dice que, si 
existe una prueba rendida con todas las formalidades legales, v. gr.: de peri-
tos, testigos, documentos o confesión, es absurdo privarla de valor. Es ésta una 
consideración completamente superficial del problema, porque una prueba 
en un juicio no tiene valor aislado, sino que ha de ser vista en confrontación 
con otras, tanto de la misma parte como de su contraria; si es (sic) un mo-
mento del juicio pierden las partes el interés en continuarlo, ya no se preocu-
parán por rendir pruebas destinadas a destruir los efectos perjudiciales de las 
ya rendidas, y, por consiguiente, éstas quedarán sin otros elementos adecua-
dos para precisar su valor en la disputa; en el mundo de las relaciones huma-
nas todo es cambiante, y esto explica que las cosas y las personas se alteren 
y desaparezcan con el tiempo, y si, en el momento del abandono de un juicio, 
existía la posibilidad de presentar unos documentos, de dar fe de una cosa, 
de poder proporcionar los datos para un dictamen pericial, de obtener una 
confesión o la declaración de testigos, es evidente que esa posibilidad pueda 
ya no existir en el futuro, y sería inicuo que se aprovechase lo actuado en el 
proceso caduco, contra quien, precisamente por haberlo dejado caducar, no 
aportó oportunamente los datos que entonces pudo llevar para contradecir los 
que le perjudicasen. Ademán, (sic) ya en oportunidad anterior se fundó debi-
damente la carencia de valor, en juicio diverso, de las pruebas rendidas en 
otro.

"Corolario de la nulificación radial del juicio caduco, es que la caduci-
dad misma no influye en nada sobre las relaciones de derecho existentes entre 
las partes, pues la caducidad tiene significado sólo procesal o formal, y de ma
nera alguna, sustantivo. ..." (énfasis añadido)

Como se aprecia, la incorporación de la caducidad de la instancia en el 
ordenamiento legal en cita se consideró necesaria, en esencia, por 3 razones: 
1) para descongestionar a los juzgados civiles de juicios inconclusos (política 
judicial); 2) para impedir a muchos litigantes valerse de esa laguna de la ley 
para alargar, indefinidamente, los procesos; y, 3) por el interés del Estado en 
procurar una administración de justicia pronta y expedita, en que la actividad 
de los órganos jurisdiccionales no se despliegue innecesariamente.

Actualmente, la caducidad de la instancia se conserva si no es que, en 
todas, en la mayoría de las codificaciones adjetivas del país.
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• Condiciones para la eficacia de la perención dentro del contexto del 
proceso civil dispositivo o mixto.

Usualmente la doctrina señala las siguientes:

a. Que el proceso se encuentre en la primera o en la segunda instancia.

b. Que no se produzcan actos de impulsión del proceso provenientes 
de las partes. En este punto la doctrina y la jurisprudencia hacen hincapié en 
que debe tratarse de una inactividad de parte, por lo que si el proceso estuvie-
ra al despacho del Juez, o si el paso siguiente fuera un acto suyo o del secre-
tario, no habría lugar a la perención.

Al respecto, Chiovenda expresa:

"Aquí debemos añadir que la inactividad debe ser inactividad de parte 
(voluntaria o involuntaria, no importa), no del Juez, puesto que si la simple 
actividad del Juez pudiese producir la caducidad, sería remitir al arbitrio de los 
órganos del Estado la cesación del proceso. Por lo tanto, debe decirse que la 
actividad de los órganos jurisdiccionales basta para mantener en vida el pro-
ceso, pero su inactividad no basta para hacerlo desaparecer, cuando durante 
la inactividad de los órganos públicos (por ejemplo, en el intervalo entre la 
discusión y la sentencia) las partes no pueden realizar actos de desarrollo del 
proceso."4

Por lo anterior, la doctrina y la jurisprudencia5 están de acuerdo en que 
todo acto del Juez interrumpe la perención y en que la perención no se produce 
cuando la inactividad es del juzgador.

Ahora bien, sobre la base de que lo que produce la perención es la in-
actividad de las partes, debe aclararse que dentro del contexto de un proceso 

4 Chiovenda, Guiseppe, Principios de derecho procesal civil, t. II, 3a. Ed., Madrid, Ed. Reus, p. 429.
5 Jurisprudencia 2a./J. 86/2013 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, página 689, «con número de registro digital: 2003929» que dice: 
"CADUCIDAD EN EL JUICIO AGRARIO. NO SE CONFIGURA POR INACTIVIDAD PROCESAL ATRI-
BUIBLE AL TRIBUNAL.—El artículo 190 de la Ley Agraria establece la caducidad en el juicio agrario 
como sanción procesal a la inactividad o a la falta de promoción del actor durante el plazo de 4 
meses. Ahora bien, de la interpretación de dicho precepto conforme al artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que garantiza el derecho fundamental a la tutela judi-
cial efectiva, se colige que la caducidad, al constituir una sanción para el actor, no se configura 
cuando la inactividad sea imputable al órgano jurisdiccional, máxime si se debe a la falta de 
desahogo de diligencias o de pruebas, en cuya realización aquél no tiene injerencia, pues no se 
justifica que padezca los efectos perjudiciales derivados de una omisión que no le es atribuible; 
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dispositivo o mixto, en la primera instancia corresponde activar el proceso al 
demandante, pero que esta carga puede corresponder al demandado si ha 
propuesto un incidente, pues se convierte en actor para ese solo propósito y que 
en la segunda instancia el impulso le corresponde al apelante.

c. Que transcurra el tiempo de inactividad señalado por el legislador.

Efectos de la perención.

Los efectos propios de la perención, a diferencia de lo que sucedía en 
las normas de Justiniano, consisten en que el proceso termina como si hubiera 
sido anulado; pero, más allá de esta consecuencia, en principio no afecta el 
derecho de acción, ni el derecho sustancial objeto del litigio.

Sobre el punto Chiovenda expresa:

"...la caducidad es un modo de extinguir la relación procesal, que tiene 
lugar al transcurrir un cierto periodo de tiempo en estado de inactividad. 

más aún si se toma en cuenta que, tratándose de la justicia agraria, la fracción XIX del artículo 
27 constitucional establece la obligación de los tribunales de realizar su función jurisdiccional en 
forma ‘expedita y honesta’, lo cual significa que al ejercer sus atribuciones deberán hacerlo pro
curando en todo momento cumplir con los plazos legalmente previstos para llevar a cabo las 
diligencias y actuaciones procesales necesarias para poner los juicios en estado de resolución, dic
tando sus fallos con celeridad, en acatamiento de ese postulado constitucional, instituyéndose al 
mismo tiempo su obligación ineludible de evitar que los juicios queden injustificadamente para-
lizados por causas atribuibles a ellos."
Tesis aislada P. XLIII/98, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pu-
blicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, mayo de 
1998, página 66, «con número de registro digital: 196237» que dice: "CADUCIDAD. EL ARTÍCULO 
850, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DE CHIHUAHUA, QUE LA PRE-
VIENE, ES INCONSTITUCIONAL.—La caducidad es la presunción que la ley establece de que los 
litigantes han abandonado sus pretensiones, por haber dejado de promover o de concurrir al 
juicio en los términos correspondientes; es un modo de extinción de la relación procesal, que se 
produce después de cierto tiempo, en virtud de la inactividad de los sujetos procesales, cerrando 
la relación procesal, con todos sus efectos. Ahora bien, esa presunción no opera cuando esa 
actividad ya no puede realizarse por encontrarse agotada la intervención de los litigantes y 
pendiente sólo el dictado de la resolución, que es a cargo del órgano jurisdiccional, ya que 
el fundamento de la institución está en el hecho objetivo de la inactividad prolongada; que con-
siste en no hacer actos de procedimiento, correspondientes a las partes, pues si la inactividad 
del Juez por sí sola pudiera producir la caducidad, se dejaría al arbitrio de los órganos del Estado la 
facultad de parar el proceso. En estas condiciones, la fracción III del artículo 850 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua, que libera al juzgador de su obligación de re-
solver el fondo de las cuestiones planteadas, aun cuando se haya citado para sentencia, en la 
segunda instancia, resulta contrario al artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos por privar a las partes del derecho a la administración de justicia, a pesar de que ya no 
pueden tener intervención procesal alguna, ni tienen a su cargo la realización de ningún acto 
que impulse el procedimiento."
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No extingue la acción, sino que hace nulo el procedimiento... esto es, extin-
gue el proceso con todos sus efectos procesales y sustanciales."6

Es decir, la perención no extingue el derecho sustancial ni la acción co
rrespondiente, la cual, en principio, una vez declarada la caducidad puede ser 
intentada ex novo.

En efecto, la perención extingue la instancia pero no la acción, convir-
tiendo en ineficaces las actuaciones del juicio y volviendo las cosas al estado 
que tenían antes de la presentación de la demanda.

También sobre los efectos de la perención una vez declarada, la doctrina 
es unánime al reconocer que es indivisible, es decir, que beneficia o perjudica 
a todos los intervinientes dentro de la relación procesal.

• La caducidad de la instancia o perención frente a la Constitución. Rela
ción entre esta institución procesal y el derecho fundamental de tutela juris-
diccional efectiva en sus vertientes de justicia pronta, expedita y completa.

En muchas oportunidades la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
emitido jurisprudencia relativa a la constitucionalidad de la figura de la pe-
rención o caducidad de la instancia, pronunciamientos en los cuales se ha 
abordado especialmente el tema de la relación que existe entre esta institu-
ción procesal y el citado derecho fundamental, consagrado en el artículo 17 de 
la Constitución Federal.

A la fecha ningún argumento en contra de la perención ha prosperado 
y se ha creado una muralla casi inexpugnable sobre la constitucionalidad de 
los ordenamientos que la prevén.

En efecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 
que la preclusión no vulnera los derechos que contempla el precepto consti-
tucional en cita e, inclusive, el debido proceso reconocido en los diversos 
numerales 14 y 16 de ese Magno Ordenamiento.

Al respecto, ha dicho:

• No vulnera el derecho fundamental a la administración o impartición 
de justicia, porque:

6 Chiovenda, Guiseppe, op. cit., p. 427.
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a) No coarta el derecho de la parte actora de acudir a los tribunales 
para resolver un caso concreto.7

b) Dicho derecho fundamental se refiere a los términos y plazos que 
fijen las leyes procesales correspondientes; lo que significa que al expedirse 
las disposiciones reglamentarias de las funciones jurisdiccionales de los tri-
bunales, pueden fijarse las normas que regulan la actividad de las partes en 
el proceso y la de los Jueces cuya intervención se pide para que decidan las 
cuestiones surgidas entre los particulares, por lo que la mayor o menor am-
plitud de acción en el tiempo, concedido a los litigantes, no debe considerarse 
sino como forma procesal más o menos técnica o jurídica, pero no contraria 
al artículo 17 constitucional.8

7 Tesis aislada (sic)1a./J. 27/2006, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXIV, julio de 2006, página 17, «con número de registro digital: 174785» que dice: "CADUCIDAD DE 
LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. EL NUMERAL 1076 DEL CÓDIGO DE COMERCIO QUE 
AUTORIZA A DECRETARLA AUN CUANDO NO SE HAYA PRACTICADO EL EMPLAZAMIENTO, 
NO VIOLA EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI-
CANOS.—Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
1a./J. 22/2003, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XVII, mayo de 2003, página 149, con el rubro: ‘CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATE-
RIA MERCANTIL. OPERA DESDE EL PRIMER AUTO QUE SE DICTE EN EL JUICIO AUNQUE NO 
SE HAYA EMPLAZADO AL DEMANDADO.’, sostuvo que el artículo 1076 del Código de Comercio 
establece que la caducidad de la instancia opera de pleno derecho una vez que transcurran 
ciento veinte días de inactividad procesal, desde el primer auto que se dicte en el juicio y hasta la 
citación para oír sentencia, por lo que dicha figura opera en cualquier momento de éste, sin ne-
cesidad de que haya sido emplazado el demandado, pues este requisito sólo es necesario para fijar 
la litis. En ese orden de ideas y tomando en consideración que la garantía de acceso a la justicia 
no es un beneficio para el particular, sino un derecho del gobernado para que se le administre 
justicia dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, con la obligación correlativa de que aquél 
cumpla con los requisitos exigidos por la ley, de manera que a pesar de que la voluntad de las 
partes es la que impera en los juicios mercantiles, ésta siempre está supeditada a lo dispuesto 
por las leyes procesales, se concluye que el indicado artículo 1076 que constituye un reflejo del 
principio dispositivo consistente en que el ejercicio de la acción, su desarrollo a través del proce-
so, sus límites y la actividad del Juez, se regulan por la voluntad de las partes contendientes, no 
viola el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ello es así porque 
el citado artículo 1076 no impide el acceso a la impartición de justicia, pues no coarta el derecho 
de la parte actora de acudir a los tribunales para resolver un caso concreto, y si bien corresponde 
a la autoridad judicial emplazar a la parte demandada a efecto de hacerle saber que se ha instau-
rado un juicio en su contra, en caso de que dicha notificación no haya ocurrido, la parte actora 
puede impulsar el procedimiento, solicitando al Juez que ordene el emplazamiento al demandado 
con el fin de que no opere la caducidad de la instancia, por lo que en el supuesto de que ésta se 
actualice, únicamente es imputable a la actora, en virtud de que es la interesada en que se re-
suelva la controversia planteada."
8 Tesis aislada emitida por la extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LXXIV, página 3706, 
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c) Dicho derecho fundamental se desarrolla de acuerdo con las nor-
mas previstas en las leyes procesales entre las que se comprenden las relativas 
a la institución de la caducidad, conforme a la cual, si la instancia ha proce-
dido a petición de parte, cuando ésta demuestra su falta de interés por su 
inactividad en el proceso, debe sobrevenir una sanción.9

• No vulnera el derecho fundamental de acceso a la justicia, porque si 
la caducidad genera que la parte actora no pueda continuar con su proce
dimiento por inactividad procesal, ello no significa que el Estado deje de asumir 
tal deber, toda vez que dicha condición es una forma de garantizar las forma-

«con número de registro digital: 351692» que dice: "CADUCIDAD DE LA INSTANCIA, CONSTITU-
CIONALIDAD DE LAS LEYES QUE LA ESTABLECEN.—No puede reputarse contraria a la adminis-
tración de justicia, la ley que establece la caducidad de la instancia, pues ésta no impide, en 
manera alguna que se juzgue de las contiendas entre partes, sino que sólo se funda en que la 
abstención por parte de los interesados, en promover durante un periodo determinado, hace 
presumir el abandono de la acción. El artículo 17 de la Constitución Federal, al elevar a la cate-
goría de garantía individual, la expedita administración de justicia, limitó ésta a los términos y 
plazos que fijen las leyes procesales correspondientes; lo que significa que al expedirse las dis-
posiciones reglamentarias de las funciones jurisdiccionales de los tribunales, pueden fijarse las 
normas que regulan la actividad de las partes en el proceso y la de los Jueces cuya intervención 
se pide para que decidan las cuestiones surgidas entre los particulares. Desde este punto de 
vista, la mayor o menor amplitud de acción en el tiempo, concedido a los litigantes, no debe 
considerarse sino como una forma procesal más o menos técnica o jurídica, pero no contraria a 
la disposición constitucional citada, y todo esto, aun cuando la caducidad se haya operado por 
falta de promoción, después de la citación para sentencia."
9 Tesis aislada emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 11, Primera Parte, página 43, «con 
número de registro digital: 233859» que dice: "CADUCIDAD DEL PROCESO. CONSTITUCIONALI-
DAD DEL ARTÍCULO 373, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVI-
LES.—El artículo 373, fracción IV, del Código Federal de Procedimientos Civiles, que establece 
que el proceso caduca cuando no se haya efectuado ningún acto ni promoción durante un tér-
mino mayor de un año, así sea para pedir el dictado de la resolución pendiente, no vulnera las 
garantías contenidas en los artículos 8 y 17 de la Constitución Federal, porque se advierte que el 
precepto combatido no se relaciona en ningún aspecto con el derecho de petición, puesto que 
sólo consigna una sanción para aquellas personas que no promueven en un juicio aunque sea 
solamente para pedir que se dicte sentencia. Tampoco viola el artículo 17 de la Constitución Fe-
deral, porque el precepto combatido entraña uno de los términos en que se administra justicia 
por los tribunales; la administración de justicia se desarrolla de acuerdo con las normas previs-
tas en las leyes procesales entre las que se comprenden las relativas a la institución de la cadu-
cidad, conforme a la cual, si la instancia ha procedido a petición de parte, cuando ésta demuestra 
su falta de interés por su inactividad en el proceso, debe sobrevenir una sanción. El interés de las 
partes subsiste en un proceso, aun cuando sólo esté pendiente de dictarse sentencia, en virtud de 
que no está satisfecha todavía su pretensión y están legitimadas para pedir el dictado de la sen-
tencia, tanto más cuando es por su interés e instancia por lo que se ha iniciado la actividad juris-
diccional; de manera que si las partes no lo demuestran por una simple promoción, su omisión 
se interpreta jurídicamente como falta de interés y se sanciona con la caducidad del proceso."
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lidades del procedimiento, mismas que deben ser respetadas por los órganos 
jurisdiccionales.10

• No vulnera el derecho fundamental de justicia completa, porque a partir 
del hecho de que la culminación del proceso puede sobrevenir por otros me-
dios donde la controversia planteada no queda resuelta, la caducidad de la 
instancia encuentra respaldo en el precepto constitucional citado, en la me-
dida en que el motivo por el cual se estableció (que es de orden público y 
constituye un fin constitucionalmente válido, que los juicios no permanezcan 
inactivos o paralizados indefinidamente, sin cumplir la función para la cual 
fueron instituidos), se erige como una de las condiciones necesarias para 
alcanzar la justicia completa, de modo que la falta de resolución sobre las pre
tensiones planteadas cuando aquélla se decreta es imputable al justiciable, 
por un uso indebido del derecho a la jurisdicción.11

10 Tesis aislada 1a. CIV/2011, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXIII, junio de 2011, página 170, «con número de registro digital: 161901» que dice: "CADUCI-
DAD. EL ARTÍCULO 1076 DEL CÓDIGO DE COMERCIO NO VULNERA EL DERECHO DE ACCESO 
A LA JUSTICIA TUTELADO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS.—La caducidad regulada en el artículo 1076 del Código de Comer-
cio, no vulnera el derecho de acceso a la justicia tutelado en el artículo 17 de la Constitución Federal, 
por el hecho de decretarla cuando el actor deja de impulsar el procedimiento en cualquiera de 
sus etapas procesales. Lo anterior es así, ya que es una consecuencia de la propia conducta de 
quien en determinado momento inició un procedimiento de naturaleza mercantil, y posteriormen-
te desatendió los plazos y términos previamente fijados por el legislador. En este sentido, si la 
caducidad genera que la parte actora no pueda continuar con su procedimiento por inactividad 
procesal en un periodo transcurrido de ciento veinte días contados a partir del día siguiente a aquel 
en que surtió efectos la notificación de la última resolución judicial, ello no significa que el Estado 
deje de asumir su deber de procurar el acceso a la justicia, toda vez que dicha condición es una 
forma de garantizar las formalidades del procedimiento, mismas que deben ser respetadas por los 
órganos jurisdiccionales."
11 Tesis aislada 1a. CCXCVII/2014 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 9, Tomo I, agosto de 2014, página 525, «con número de registro digital: 2007234» «y en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de agosto de 2014 a las 9:33 horas», que dice: 
"CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. EL ARTÍCULO 373, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES NO VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL A UNA JUSTICIA 
COMPLETA. El precepto y fracción citados, al establecer como causa de caducidad del proceso 
la inactividad procesal por más de un año, no vulneran el derecho fundamental a una justicia 
completa contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, entendido como el derecho a la resolución de todos y cada uno de los aspectos debatidos 
en el juicio cuyo estudio sea necesario. Lo anterior, porque si bien es cierto que el fin natural de 
un proceso es la composición de un litigio mediante la emisión de una sentencia donde se deter-
mine el derecho que ha de prevalecer y la cual constituye su modo normal de terminación, tam-
bién lo es que la culminación del proceso puede sobrevenir por otros medios donde la controversia 
planteada no queda resuelta, como el relativo a la caducidad de la instancia por inactividad procesal, 
el cual obedece a un fin constitucionalmente válido consistente en la consideración de orden pú-
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• No vulnera los derechos fundamentales de audiencia y debido proceso, 
porque la caducidad está contenida en leyes formales y materiales, expedi­
das por un órgano legislativo competente para legislar en materia civil; persi­
gue una finalidad constitucionalmente válida, en el sentido de que no haya 
litigios pendientes por tiempo indefinido y porque es necesaria para dar efica­
cia a la finalidad perseguida, en cuanto a que impone una sanción a las partes 
en caso de no sujetarse a los plazos y términos que fijan las leyes. Asimismo, 
es proporcional porque:

a) Sólo puede tener lugar por la omisión de las partes de cumplir con sus 
cargas procesales, mas no puede imponerse por la sola inactividad del tribunal;

b) Sólo extingue la instancia, lo que se traduce en que no se priva a las 
partes de su derecho a iniciar un nuevo juicio en el que hagan valer sus 
derechos;

c) Sólo tiene lugar en juicios regidos por el principio dispositivo, en los 
que se ventilan intereses particulares y, por ende, derechos disponibles; y,

d) Está sujeta a plazos razonables.12

Como se aprecia, para el Alto Tribunal del País la perención descansa 
tanto en la falta de interés de las partes, como en la necesidad de una sanción 

blico de que los juicios no permanezcan inactivos o paralizados indefinidamente, sin cumplir la 
función para la cual fueron instituidos. Al respecto, debe tenerse en cuenta que la relación jurí­
dica establecida con motivo del proceso es de carácter público y de interés social, pues tiene 
lugar entre los funcionarios del Estado y los justiciables para el cumplimiento de la función jurisdic­
cional; de ahí que para el ejercicio del derecho a la jurisdicción, correlativo del deber estatal de 
impartir justicia, resulte necesario que el justiciable se ajuste a los plazos y términos fijados en 
las leyes, como lo ordena el artículo 17 constitucional, entre los cuales se encuentra satisfacer 
las cargas procesales para dar impulso efectivo al proceso, a efecto de que éste llegue a su tér­
mino y cumpla su finalidad. De ahí que la caducidad de la instancia encuentra respaldo en el 
precepto constitucional citado, en la medida en que el motivo por el cual se estableció se erige 
como una de las condiciones necesarias para alcanzar la justicia completa, de modo que la falta 
de resolución sobre las pretensiones planteadas cuando aquélla se decreta es imputable al justi­
ciable, por un uso indebido del derecho a la jurisdicción."
12 Tesis aislada 1a. LXXIII/2014 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
3, Tomo I, febrero de 2014, página 632, «con número de registro digital: 2005616» «y en el Sema-
nario Judicial de la Federación del viernes 21 de febrero de 2014 a las 10:32 horas», que dice: 
"CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. EL ARTÍCULO 137 BIS DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, VIGENTE EN 2008, NO VULNERA LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES DE AUDIENCIA Y DEBIDO PROCESO. La caducidad que regula 
el artículo 137 Bis del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vigente en 2008, 
es parte de un procedimiento en el que se respetan las formalidades esenciales del procedimien-
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por omitir impulsar el proceso y porque interesa a la sociedad que los juicios 
no se eternicen.

Desde otra arista y en relación con los poderes del juzgador y su posi-
ción como director del proceso, el Alto Tribunal del País ha considerado que el 
principio dispositivo no limita el derecho fundamental de acceso a la justicia 
contenido en el artículo 17 de la Constitución Federal, pues la circunstancia de 
que impida la actuación oficiosa del juzgador en asuntos en los que la contro-
versia sólo atañe a los particulares, no les afecta, pues no les impide acceder a 
los tribunales a plantear una pretensión o defenderse de ella, para que a través 

to, toda vez que se permite a las partes iniciar un juicio, mediante la presentación de una deman-
da, ser emplazadas y tener la oportunidad de contestar la demanda, ofrecer y desahogar las 
pruebas que estimen convenientes, presentar alegatos y obtener una resolución que resuelva de 
fondo el problema, con base en leyes emitidas con anterioridad al hecho y por tribunales impar-
ciales y competentes. Así, la ley sujeta cada una de las etapas del procedimiento a plazos especí-
ficos, en atención a los principios de justicia pronta y expedita y de seguridad jurídica, para evitar 
que los procesos se alarguen indefinidamente. Por tanto, lo que ocasiona que el juicio culmine 
antes de que el Juez emita una decisión de fondo cuando se decreta la caducidad de la instancia, 
es el incumplimiento de las partes a su carga procesal, esto es, el incumplimiento a su obliga-
ción correlativa de sujetarse a los plazos y términos fijados por la propia ley. Ahora bien, ni la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, ni la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), establecen que los Estados deben conceder a las 
partes un plazo ilimitado para cumplir con sus cargas procesales dentro del procedimiento. En 
ese sentido, este Alto Tribunal y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han sostenido 
que los derechos fundamentales y, en particular, las garantías judiciales y de acceso a la justicia, 
pueden limitarse o restringirse, siempre que la medida restrictiva cumpla con los requisitos si-
guientes: a) persiga una finalidad que la Constitución Mexicana o la Convención Americana 
permita o proteja; b) sea necesaria en una sociedad democrática para la consecución de esa fi-
nalidad; y c) sea proporcional, esto es, que se ajuste estrechamente al logro del objetivo legítimo, 
de forma que no se alcance a costa de una afectación innecesaria o desmedida a otros bienes y 
derechos protegidos por la convención o la Constitución Mexicana; además, la Corte Interameri-
cana agrega que la limitación debe estar consignada en una ley formal y material. De ahí que el 
artículo 137 Bis del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal no vulnere los dere-
chos fundamentales de audiencia y debido proceso reconocidos por los artículos 14, 16 y 17 
constitucionales, así como 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por-
que está contenida en una ley formal y material, que es el Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal, expedido por un órgano legislativo competente para legislar en materia civil; 
persigue una finalidad constitucionalmente válida, en el sentido de que no haya litigios pendien-
tes por tiempo indefinido, y porque es necesaria para dar eficacia a la finalidad perseguida, en 
cuanto a que impone una sanción a las partes en caso de no sujetarse a los plazos y términos que 
fijan las leyes. Asimismo, es proporcional, siempre que se sujete a lo siguiente: a) sólo puede 
tener lugar por la omisión de las partes de cumplir con sus cargas procesales, mas no puede 
imponerse por la sola inactividad del tribunal; b) sólo extingue la instancia, lo que se traduce en 
que no se priva a las partes de su derecho a iniciar un nuevo juicio en el que hagan valer sus dere-
chos; c) sólo tiene lugar en juicios regidos por el principio dispositivo, en los que se ventilan inte-
reses particulares y, por ende, derechos disponibles; y, d) debe estar sujeta a plazos razonables, 
de forma que la caducidad sólo opere si es evidente que ha habido desinterés de las partes, o que 
han abandonado el juicio."
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de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la 
pretensión o la defensa que se plantea.

Por el contrario, ha dicho, este principio respeta la igualdad y el equili-
brio procesal que debe haber entre los contendientes en términos del princi-
pio de justicia imparcial derivado del derecho de acceso a la justicia, pues 
impide que el juzgador tome partido por alguna de las partes y a pretexto de 
ser el director del proceso, impulsarlo indebidamente o recabar pruebas ajenas 
a las ofrecidas para la solución de la controversia.

Además de que contribuye a que la justicia se administre en los plazos 
y términos que para tal efecto establezcan las leyes, pues la actividad que las 
partes están constreñidas a realizar debe ser oportuna, es decir, debe sujetar-
se a los plazos y términos que fijan las leyes.13

13 Tesis aislada 1a. CCVI/2013 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXII, Tomo 1, julio de 2013, página 566, «con número de registro digital: 2004058» que dice: 
"PRINCIPIO DISPOSITIVO EN MATERIA MERCANTIL. NO LIMITA EL DERECHO FUNDAMENTAL 
DE ACCESO A LA JUSTICIA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.—El principio dispositivo descansa en el hecho de que, 
por regla general, los derechos e intereses jurídicos que se discuten en el proceso son del domi-
nio absoluto de los particulares; de ahí que tenga plena operatividad en los juicios en materia 
mercantil, al discutirse en éstos cuestiones que incumben exclusivamente a los contendientes. 
Así, por virtud de dicho principio procesal, la tarea de iniciación e impulso del procedimiento 
está en manos de los contendientes y no del juzgador, razón por la que éste no puede sustituirse 
al actor y ejercer oficiosamente una acción, ni en relación con el demandado, contestar la deman-
da y fijar la litis; asimismo, no puede tomar la iniciativa de recabar las pruebas que estime condu-
centes para el esclarecimiento de la verdad en la resolución de la controversia, pues es en 
aquellos en quienes recae la obligación de probar sus pretensiones o defensas; tan es así, que el 
artículo 1194 del Código de Comercio señala que el que afirma está obligado a probar y, en conse-
cuencia, el actor debe probar su acción y el reo sus excepciones. Esta carga probatoria que recae 
en las partes y no en el juzgador, deja al arbitrio de los litigantes valorar la necesidad de ofrecer 
pruebas y determinar las que estimen conducentes a sus intereses, lo cual redunda en su propio 
beneficio, pues al formar parte de la contienda, se presume que nadie sabe mejor que los litigan-
tes cuándo ofrecer pruebas y abstenerse de hacerlo y, en su caso, cuáles son idóneas para de-
mostrar sus pretensiones o defensas; esto es, atendiendo al principio dispositivo, el cual cobra 
relevancia en materia probatoria, el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, sin 
que ello implique una limitación al derecho de acceso a la justicia consagrado en el artículo 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues la circunstancia de que el ci-
tado principio impida la actuación oficiosa del juzgador en asuntos en los que la controversia 
sólo atañe a los particulares, no les afecta, pues no les impide acceder a los tribunales a plantear 
una pretensión o defenderse de ella, para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas 
formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea; por el contrario, este 
principio respeta la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes en 
términos del principio de justicia imparcial derivado del referido derecho de acceso a la justicia, 
pues impide que el juzgador, tomando partido por alguna de las partes y a pretexto de ser el di-
rector del proceso, lo impulse indebidamente o recabe pruebas ajenas a las ofrecidas por ellas para 
la solución de la controversia. Además, contribuye a que la justicia se administre en los plazos y 
términos que para tal efecto establezcan las leyes, pues la actividad que las partes están cons-
treñidas a realizar debe ser oportuna, es decir, debe sujetarse a los plazos y términos que fijan 
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• La libertad legislativa de configuración de los procedimientos judiciales. 
Adopción de sistemas procesales dispositivos, inquisitivos o mixtos.

En los renglones anteriores se ha hecho un recuento doctrinal y juris-
prudencial que explica la naturaleza jurídica de la perención y las razones por 
las cuales esta institución ha sido considerada como constitucional y res
petuosa del debido proceso (artículos 14 y 16) y del derecho fundamental de 
acceso a la justicia, integrado por la justicia pronta, completa, imparcial y 
gratuita (artículo 17).

Toca explicar la libertad que tienen los órganos legislativos para confi-
gurar los procesos judiciales y establecer qué tipo de sistema procesal adopta, 
para luego referir cuál es el sistema que regula el Código Federal de Procedi
mientos Civiles.

Lo anterior, porque una de las razones que se enarbolan con mayor 
ímpetu para defender la existencia y operatividad de la caducidad de la ins-
tancia es, precisamente, el hecho de que son las partes, en concreto el enjui-
ciante y no el Juez, quien tiene la obligación de impulsar el procedimiento.

Si se llega a la conclusión de que al margen del principio dispositivo, 
en un sistema procesal mixto o publicista, el Juez está obligado a encauzar 
de oficio el procedimiento, es decir, a ser un verdadero director y no un simple 
espectador o "convidado de piedra", entonces se podrá afirmar que la peren-
ción, a la luz de la tutela judicial efectiva (derecho fundamental desde la óptica 
del órgano) y el acceso a la justicia (derecho fundamental desde la óptica del 
justiciable), deviene innecesaria y, en su caso, infractora de dicha tutela.

Bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación14 se ha referido a la liber
tad de configuración que le asiste al legislador para definir los procesos judi-
ciales y ha dicho que éste se encuentra facultado para establecer límites a la 
actividad procesal de las partes, siempre que no las deje en estado de inde-
fensión, sobre todo con la finalidad de cumplir con los principios de celeridad 
y economía procesal, derivados de la garantía de administración de justicia 
pronta y expedita, siempre que obedezca a los dos siguientes principios:

I) Que la limitación se establezca para alcanzar una finalidad constitu-
cionalmente válida; y

las leyes, ya que de lo contrario operará la preclusión y, en casos extremos, podrá actualizarse la 
caducidad de la instancia."
14 Amparo directo en revisión 259/2009, resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación el uno de abril de dos mil nueve.
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II) Que con la limitación no se prive a las partes de las instancias, re-
cursos o medios de defensa que les permitan ofrecer pruebas e impulsar su 
desahogo.

En concreto, respecto del derecho fundamental de audiencia, ha dicho 
que el espíritu "...del artículo 14 constitucional no puede interpretarse en el sen
tido de que el legislador ordinario deba ceñirse a un modelo procesal concreto, 
pues evidentemente el Constituyente no tuvo la intención de someterlo a un 
esquema procesal específico, sino únicamente al deber de respetar los ele-
mentos inherentes al derecho de audiencia."15

Asimismo, ha sostenido que atento al principio dispositivo, el legislador 
puede establecer cargas procesales relacionadas con el impulso procesal, con 
fundamento en el artículo 17 constitucional.16

En resumen, está establecido que el legislador puede regular libremente 
los procedimientos judiciales, siempre y cuando al hacerlo respete los prin
cipios y valores constitucionales y obre conforme a los principios de razona-

15 Tesis aislada 1a. LXXXVII/2012 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Jus
ticia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 1685, «con número de registro digital: 2002500» que dice: 
"DERECHO DE AUDIENCIA. EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS NO IMPONE AL LEGISLADOR EL DEBER DE CEÑIRSE A UN MODE-
LO PROCESAL ESPECÍFICO PARA SU OBSERVANCIA.—La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha definido que el indicado derecho consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de 
defensa previa al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido 
respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, que en el juicio que se siga se cum-
plan las formalidades esenciales del procedimiento, las cuales resultan necesarias para garanti-
zar la defensa adecuada antes del acto de privación. Así, cuando la Constitución se refiere al 
deber de las autoridades de cumplir con las formalidades esenciales del procedimiento, se con-
trae a la necesidad de que se colmen los requisitos relativos a: 1) La notificación del inicio del 
procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que 
se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y, 4) El dictado de una resolución que dirima 
las cuestiones debatidas; sin embargo, no se establece expresa ni tácitamente la manera, los 
tiempos o plazos en que han de cumplirse esas condiciones; es decir, para la plena satisfacción 
del derecho de audiencia, basta que la norma secundaria prevea los mecanismos procesales 
adecuados para que dentro de un procedimiento concreto se dé cabida a los aspectos menciona-
dos, sin que para ello sea condición ineludible que existan etapas o momentos procesales inde-
pendientes entre sí o plazos concretos para cada periodo, dado que esos extremos dependen del 
diseño legislativo propio de cada procedimiento; luego, el espíritu del artículo 14 constitucional 
no puede interpretarse en el sentido de que el legislador ordinario deba ceñirse a un modelo 
procesal concreto, pues evidentemente el Constituyente no tuvo la intención de someterlo a un 
esquema procesal específico, sino únicamente al deber de respetar los elementos inherentes al 
derecho de audiencia."
16 Tesis aislada 1a. CLVII/2009, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
septiembre de 2009, página 438, «con número de registro digital: 166488» que dice: "CARGAS PRO-
CESALES RELACIONADAS CON EL IMPULSO PROCESAL. ATENTO AL PRINCIPIO DISPOSITIVO, 
EL LEGISLADOR PUEDE ESTABLECERLAS CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA 
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bilidad y proporcionalidad. Facultades que le permiten, entre otros asuntos, 
establecer recursos y medios de defensa que procedan contra los actos de la 
autoridad, fijar las etapas de los diferentes procesos, establecer los términos 
y las formalidades que se deben cumplir y regular lo concerniente a los me-
dios de prueba.

Esta facultad le permite al legislador optar por sistemas procesales de 
carácter inquisitivo, dispositivo o mixto.

Según Alsina, el sistema dispositivo confiere a las partes el dominio del 
procedimiento y se caracteriza por los siguientes principios: (i) el Juez no 
puede iniciar de oficio (nemo jure sine actore); (ii) el Juez no puede tener en 
cuenta hechos ni medios de prueba que no han sido aportados por las partes 
(quod non est in actis non est in mundo); (iii) el Juez debe tener por ciertos los 
hechos en que las partes estén de acuerdo (ubi partis sunt conocerdes nihil ab 
judicem); (iv) la sentencia debe ser de acuerdo con lo alegado y probado (se­
cundum allegata et probata); y, (v) el Juez no puede condenar a más ni a otra 
cosa que la pedida en la demanda (en eat ultra petita partium).17

En el sistema inquisitivo el Juez debe investigar la verdad, al margen de 
la actividad de las partes. Por tanto, puede iniciar oficiosamente el proceso, 
decretar pruebas de oficio, impulsar o dirigir el proceso y utilizar cualquier 
medio que tienda a buscar la verdad.

En la mayoría de las legislaciones el proceso civil ha sido prevalentemente 
dispositivo y el penal prevalentemente inquisitivo. Sin embargo, en el derecho 
comparado el primero puede calificarse hoy en día como mixto,18 pues el pro-

CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA.—En los juicios de derecho público, en los que nor-
malmente se ventilan cuestiones que interesan y afectan a toda la sociedad, prevalece el principio 
inquisitivo del procedimiento, en términos del cual, el juzgador tiene la facultad y la función de 
llegar a la verdad de los hechos mediante el empleo de todos los medios a su alcance. En cambio, en 
los juicios de derecho privado, donde se afectan únicamente intereses particulares, como son, 
salvo excepciones muy concretas, los juicios del orden civil, debe prevalecer el principio disposi-
tivo sobre el inquisitivo, pues en términos del primero, son las partes quienes encauzan y deter-
minan el desarrollo del procedimiento, porque en éste se ventilan sus propios intereses; de 
manera que el Juez debe conformarse con llegar a la mayor veracidad posible respecto de los 
hechos controvertidos, a través de los medios de convicción y argumentos que aporten las par-
tes. Esto es, en este tipo de procedimientos pesa sobre las partes el impulso procesal; de ahí que 
al regular estos juicios, atento al mencionado principio dispositivo, el legislador puede establecer 
cargas procesales relacionadas con el impulso procesal, con fundamento en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en aras de procurar una pronta impartición 
de justicia y dar celeridad al procedimiento, el cual es una concatenación sucesiva de etapas en 
que la procedencia y naturaleza de cada una depende de la manera en que concluyó la anterior."
17 Alsina, Hugo, op. cit., p. 105.
18 Las legislaciones procesales civiles expedidas en el mundo a partir del siglo pasado, tienden a 
reforzar las facultades del Juez: los códigos adjetivos civiles de nuestro país (el del otrora Distrito 
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ceso civil moderno se considera de interés público y se orienta en el sentido 
de otorgar facultades al Juez para decretar pruebas de oficio y para impulsar el 
proceso, tiende hacia la verdad real y a la igualdad de las partes y establece 
la libre valoración de la prueba. No obstante, exige demanda del interesado, 
prohíbe al Juez resolver sobre puntos no planteados en la demanda o excep-
ciones y acepta que las partes pueden disponer del proceso por desistimiento, 
transacción o arbitramento.

Aquí es importante traer a colación el debate que existe en torno a si los 
poderes de instrucción del Juez (enmarcados dentro de la dirección del pro-
ceso), pueden ser considerados como un problema político, o sea, si la atri-
bución del Juez de poderes de iniciativa de instrucción implica la asunción 
de una ideología política antiliberal y sustancialmente autoritaria o, incluso, 
totalitaria.

Muchos son los doctrinarios que han opinado respecto a este punto. 
De entre ellos destaca la figura de Michele Taruffo, quien expresa:

"...es verdad que los sistemas que se inspiraron en la ideología liberal 
clásica han producido ideologías procesales vinculadas a la presencia de un 
Juez pasivo y al monopolio de todos los poderes procesales y probatorios re-
servado a las partes: es cuanto se ha verificado, por ejemplo, en los Estados 
Unidos con la configuración del adversarial system of litigation, en Italia con 
la codificación procesal del 1865, y en casi todas las codificaciones procesales 
del siglo XIX. No es verdad, en cambio, que los regímenes soi-disant liberales ten
gan o hayan tenido sistemas procesales con un Juez falto de poderes de instruc
ción. Por oposición, incluso es verdadero que algunos regímenes autoritarios, 
como el soviético, han extendido de modo relevante los poderes de instrucción 
del Juez, pero también es verdad que no todos los regímenes autoritarios lo 
han hecho, como demuestran los ejemplos antes referidos de la Italia fascista, 
de la Alemania nazi y de la España franquista. Es por otra parte verdad que 
muchos regímenes no autoritarios –como se verá– han introducido relevan-
tes poderes de instrucción. El hecho es que los poderes de instrucción del Juez 
han sido introducidos en algunos regímenes autoritarios, y en muchos regíme
nes democráticos, cuando estos últimos han abandonado la ideología liberal 
clásica para seguir ideologías más desarrolladas en las que se configura un 
papel activo del estado en el gobierno de la sociedad. Si estas ideologías son o 
no son autoritarias es –una vez más– un problema de definiciones o un pro-

Federal de 1932 y el Federal de 1942); la Ordenanza Procesal Austriaca de 1895, la Ordenanza 
Procesal Alemana de 1934 y el Código Italiano de 1940, contienen esta orientación, aunque con-
servan el sistema dispositivo. Igualmente este sistema sustenta el Código de Brasil de 1942 y el 
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación Argentina de 1967.



2505QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 2a. Ejecutorias y tesis que no integran jurisprudencia 

blema de teoría política que no puede ser adecuadamente afrontado en esta 
sede: sería, en todo caso, paradójica la tesis según la cual existirían sistemas 
democráticos que admiten modelos autoritarios de proceso civil.

"Consideraciones generales de este género serían probablemente sufi-
cientes para demostrar que las ecuaciones del tipo ‘poderes de instrucción del 
Juez = régimen autoritario’ y ‘Juez pasivo = régimen liberal’ son vagas y gené
ricas, y se reducen a slogans polémicos faltos de valor científico...

"...

"Todo esto no demuestra, sin embargo, que la atribución al Juez de 
poderes de instrucción sea el fruto de una opción exclusivamente ‘técnica’ y 
carente de implicaciones ideológicas. Al contrario: la decisión de si todos los 
poderes de iniciativa de instrucción tengan que ser otorgados exclusivamente 
a las partes, o si poderes más amplios de iniciativa instrucción puedan o tengan 
que también ser atribuidos al Juez, deriva de una elección de carácter sustan-
cialmente ideológico. Sin embargo, las ideologías que están en juego aquí no son 
las que inspiran las concepciones políticas generales dominantes en los sis-
temas en que en su momento el legislador se ocupa de la cuestión. En particu
lar, no se trata vagamente del contraste entre ideologías ‘liberales’ e ideologías 
genéricamente ‘autoritarias’. El problema, en cambio, está ubicado en un contexto 
ideológico bastante confuso, que atañe específicamente a las ideologías de 
la función del proceso civil y la decisión que lo concluye.

"Si se parte de la premisa, que deriva de una precisa elección ideológica, 
que la función del proceso civil sea exclusivamente aquella de solucionar con
troversias poniendo punto final a los conflictos entre los privados, pueden llevar 
a varias consecuencias. Una consecuencia es que parece razonable dejar exclu
sivamente a las partes la tarea de administrar como quieren la competencia 
procesal, y en particular la deducción de las pruebas: por lo tanto el Juez 
viene a encontrarse en la condición de ser un árbitro pasivo, que tendrá que 
juzgar, al final de un proceso administrado acaparadoramente por las partes, 
exclusivamente sobre la base de los elementos de convicción que las partes le 
han provisto. Otra consecuencia es que no se preocupa de la calidad de la de
cisión final: si lo que se quiere es que ella sea el fruto directo de la confrontación 
individual de las partes, que ponga, en todo caso, fin a la controversia, no im
porta el contenido de la decisión, tal como no importan los criterios según los 
que es formulada. ...

"Si partimos de una concepción según la cual no importa la calidad de 
la decisión que concluye el proceso, ya que se prescinde de los valores y las 
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exigencias que se toman en consideración, una conclusión a la que se puede 
llegar es que la comprobación de la verdad de los hechos tiende a ser consi-
derada como una cosa irrelevante como un objetivo imposible por alcanzar, o 
hasta como una eventualidad desagradable o contraproducente. ‘Un proceso 
dirigido a maximizar el objetivo de la resolución de los conflictos no puede...
aspirar al mismo tiempo a maximizar la exactitud de la comprobación del hecho’ 
afirma uno de los mayores estudiosos de estos problemas. De otra parte, ‘el 
proceso de resolución de los conflictos es indiferente a cuan efectivamente 
sean las cosas’ y, por lo tanto, no está interesado en conseguir una compro-
bación verdadera de los hechos de la causa.

"Existen numerosos sujetos que –más o menos conscientemente– adop-
tan algunas variantes de esta actitud: se ve al abogado escéptico al absolutis-
ta decepcionado y al nihilista filosófico, con muchas manifestaciones según la 
cultura jurídica o filosófica que se tome en consideración. Un aspecto impor-
tante de esta actitud concierne específicamente al tema de los poderes de 
instrucción del Juez. Siendo notorio, e históricamente confirmado, que el modo 
eficiente para descubrir la verdad de los hechos en juicio es restablecer ex-
clusivamente a las partes las iniciativas probatorias. Resulta obvio que quien 
asume una posición de absoluta indiferencia con respecto a la comprobación 
de la verdad también es propensa a adoptar un sistema en que las partes dis
pongan en vía exclusiva de todas las iniciativas de instrucción, sin que al Juez 
sea atribuido ningún poder. La teoría según la que el proceso está exclusivamente 
dirigido a la resolución de los conflictos se basa en una visión individualista 
que refleja un ‘sociologically impoverished universe’ en el que cuentan solamente 
los intereses y los objetivos privados. Por cuanto culturalmente y sociológica-
mente pobre, sin embargo, esta visión lleva a sustentar que solamente los in
dividuos privados pueden y deben desarrollar un papel activo en el proceso civil, 
y eso también vale a propósito de las iniciativas probatorias.

"...

"Si la comprobación de la verdad no interesa y, por lo tanto, el proceso no 
tiene que ser orientado hacia este objetivo, y si tampoco interesa la calidad de 
la decisión, entonces es difícil comprender porque las partes y el Juez deben 
perder tiempo en ofrecer y en admitir las pruebas. Si se cree que el verdadero 
y exclusivo fin del proceso y la decisión es ponerle fin a la controversia, enton-
ces hay otros modos, más rápidos y eficaces, de alcanzar el objetivo: lo fueron 
las ordalías, que pusieron sencillamente fin al proceso eliminando a una de las 
partes, y también lo sería echarlo a la suerte, como, por otra parte, alguien 
sugiere, al menos para los casos más difíciles, o bien el lanzamiento de una 
moneda. En esta perspectiva, la instrucción probatoria –así como todo el pro-
ceso– desarrollaría solamente una función marginal y simbólica: no sería otra 
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cosa que un tipo de representación ritual, que es celebrada no porque se 
trata de un instrumento institucional dirigido a administrar la justicia, sino 
porque sirve para hacer creer, a las partes y a la sociedad generalmente, que 
la justicia es hecha, con la esperanza de que, en tal modo, las partes se induz-
can a concluir la controversia y la paz social sea rehecha. En sustancia, el ritual 
procesal serviría sencillamente para legitimar la decisión, haciéndola parecer 
como aceptable, sin que la naturaleza o el contenido de ella tengan ninguna 
importancia: el proceso, y en particular la adquisición de las pruebas, sería 
destinada sencillamente a hacer que cualquier decisión, independientemen-
te de su justicia intrínseca y de su relación con los hechos reales de la causa, 
sea aceptada por sus destinatarios.

"...

"El panorama cambia completamente si se parte de una opción ideoló-
gica diferente y que Jerzy Wroblewski ha definido como ‘ideología legal-racio-
nal’ de la decisión judicial. Esta ideología pone al centro del problema de la 
administración de la justicia la calidad de la decisión, subrayando que ella 
tiene que estar fundada en una aplicación correcta, y racionalmente justifi
cada, del derecho. En la misma dirección se ubican otras concepciones según 
las que la administración de la justicia no se resuelve en la controversia entre 
individuos privados, sino que tiene que ser orientada a la realización de public 
values o a la consecución de decisiones justas. En este orden de ideas, una de 
las condiciones para que el proceso conduzca jurídicamente y de modo racio-
nal a decisiones correctas, y por lo tanto justas, es que éste sea orientado a 
establecer la verdad en orden a los hechos relevantes de la causa. Para esto 
podrían invocarse varias justificaciones pero dos de ellas parecen particular-
mente relevantes. La primera es que, especialmente en el ámbito de la admi-
nistración de la justicia, y también de la justicia civil, se advierte la ‘necesidad 
de la verdad’ que un acreditado filósofo indica como un aspecto esencial del 
pensamiento y la cultura moderna, más allá de un carácter esencial de las 
sociedades democráticas. La segunda justificación, en alguna medida más es
pecífica, es que ninguna decisión judicial puede considerarse legal y racio-
nalmente correcta, y por lo tanto justa, si se basa en una comprobación errónea 
y no verdadera de los hechos a los que se refiere."19

Disipado esto, ahora conviene señalar que el proceso civil mexicano 
establecido en el Código Federal de Procedimientos Civiles era puramente 

19 Taruffo, Michele, Poderes probatorios de las partes y del Juez en Europa, Revista Ius et Praxis, 
Universidad de Talca, Chile, 2006, 12 (2): 95-122.
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dispositivo. Hoy en día, al seguir la tendencia contemporánea, junto con el de 
Procedimientos Civiles para la Ciudad de México (sic), se ha orientado hacia 
un sistema mixto o publicista.

En efecto, el proceso civil es dispositivo por cuanto las partes inician el 
proceso por la demanda y lo terminan por transacción o desistimiento, lo impul-
san y piden pruebas y el Juez debe decidir sobre las pretensiones de la demanda 
y las excepciones formuladas por el demandado (principio de congruencia). 
Sin embargo, es inquisitivo en cuanto a que el Juez impulsa el proceso y de-
creta pruebas de oficio en primera o en segunda instancia, puede oficiosa-
mente declarar probadas algunas defensas o excepciones impropias cuando 
se encuentren probados los hechos que las constituyan (cosa juzgada, pago, 
novación, pérdida de la cosa, transacción, caducidad del derecho a la presta-
ción, confusión, realización de la condición resolutoria, etcétera) y emplear los 
poderes que la ley le otorga para evitar fallos inhibitorios, nulidades y castigar 
el fraude procesal.

La mejor muestra de la tendencia hacia el abandono del sistema dispo-
sitivo puro y de la incorporación de facultades probatorias del Juez, que per-
miten calificar de mixto, hoy en día, al proceso civil mexicano, la constituyen 
los artículos 79 y 8020 del Código Federal de Procedimientos Civiles y 278 y 27921 
del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México (sic), que se 
refieren a la iniciativa probatoria del Juez.

20 "Artículo 79. Para conocer la verdad, puede el juzgador valerse de cualquier persona, sea parte 
o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero, sin 
más limitaciones que las de que las pruebas estén reconocidas por la ley y tengan relación inme-
diata con los hechos controvertidos.
"Los tribunales no tienen límites temporales para ordenar la aportación de las pruebas que juzguen 
indispensables para formar su convicción respecto del contenido de la litis, ni rigen para ellos las 
limitaciones y prohibiciones, en materia de prueba, establecidas en relación con las partes."
"Artículo 80. Los tribunales podrán decretar, en todo tiempo, sea cual fuere la naturaleza del ne-
gocio, la práctica, repetición o ampliación de cualquier diligencia probatoria, siempre que se 
estime necesaria y sea conducente para el conocimiento de la verdad sobre los puntos contro-
vertidos. En la práctica de esas diligencias, obrarán como lo estimen procedente, para obtener el mejor 
resultado de ellas, sin lesionar los derechos de las partes, y procurando en todo su igualdad."
21 "Artículo 278. Para conocer la verdad sobre los puntos controvertidos puede el juzgador valerse 
de cualquier persona, sea parte o tercero, y de cualquiera cosa o documento, ya sea que perte-
nezca a las partes o a un tercero; sin más limitación que la de que las pruebas no estén prohibi-
das por la ley, ni sean contrarias a la moral."
"Artículo 279. Los tribunales podrán decretar en todo tiempo sea cual fuere la naturaleza del ne-
gocio, la práctica o ampliación de cualquiera diligencia probatoria, siempre que sea conducente 
para el conocimiento de la verdad sobre los puntos cuestionados. En la práctica de estas diligen-
cias, el Juez obrará como estime procedente para obtener el mejor resultado de ellas, sin lesio-
nar el derecho de las partes oyéndolas y procurando en todo su igualdad."



2509QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 2a. Ejecutorias y tesis que no integran jurisprudencia 

La propia Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver el amparo directo en revisión 3104/2013, en sesión de doce de febrero 
de dos mil catorce, confirmó esta apreciación.22

Lo hizo con base en un criterio previo, que dice:

"PRINCIPIO DISPOSITIVO. SU ALCANCE FRENTE AL JUZGADOR COMO 
DIRECTOR DEL PROCESO.—La circunstancia de que el principio dispositivo 
impida la actuación oficiosa del juzgador en asuntos en los que la controver-
sia sólo atañe a los particulares, no implica que el Juez sea un ente totalmente 
pasivo, carente de obligaciones que incidan en el impulso del procedimiento, 
pues si bien la iniciación de éste y su impulso está en manos de los conten-
dientes y no de aquél, no debe soslayarse que él es el director del proceso y 
como tal, no sólo debe vigilar que se cumplan a cabalidad las reglas del con-
tradictorio, sino que tiene a su cargo diversas obligaciones, tales como seguir 
el orden previamente establecido en la legislación para el desarrollo del pro-
ceso y estar al pendiente de las peticiones formuladas por las partes, a fin de 
que tengan una respuesta oportuna y congruente, no sólo con el estado pro-
cesal en que se encuentre el proceso, sino con lo solicitado, pues ello forma 

22 "¿El principio dispositivo implica que el juzgador es un ente totalmente pasivo, carente 
de obligaciones que inciden en el impulso del procedimiento?
"53.- La respuesta es negativa. En efecto, si bien es verdad que en virtud del principio dispositivo, 
la iniciación del procedimiento y su impulso está en manos de los contenientes (sic) y no en el 
juzgador, no se debe perder de vista que él es el director del proceso, y que como tal, no 
puede considerarse como un ente totalmente pasivo.
"54.- Se estima de esa manera, pues como director del proceso no sólo tiene el deber de vigilar 
que se cumplan a cabalidad las reglas del contradictorio; sino que como tal, tiene a su cargo 
diversas obligaciones, como lo son el seguir el orden previamente establecido en la legis­
lación para el desarrollo del proceso, y el estar al pendiente de las peticiones formuladas 
por las partes, a fin de que éstas tengan una respuesta oportuna y congruente, no sólo con 
el estado procesal en que se encuentre el proceso, sino con lo solicitado, pues ello, como ya 
se dijo, forma parte de las obligaciones que le incumben por ser el director del proceso.
"55.- Así, si bien las partes tienen a su cargo, por ejemplo, el ofrecer las pruebas que estimen 
convenientes preparándolas para su desahogo, es el juzgador quien debe decidir si su pre­
paración es o no adecuada, si deben o no admitirse y pronunciarse sobre el correspon­
diente desahogo; por tanto, una vez que las partes cumplen con esa carga, el juzgador 
también debe cumplir con la obligación que de ella se derive; así, por regla general, no es 
necesario que las partes insistan en peticiones que a pesar de haberse formulado de manera 
oportuna son omitidas, pues a criterio de esta Primera Sala, esa omisión representa una traba 
innecesaria y carente de razonabilidad en el derecho de acceso a la justicia, en tanto que deriva 
del incumplimiento injustificado de una obligación a cargo del juzgador.
"56.- Por tal motivo, aunque el principio dispositivo tiene plena operatividad en proce­
dimientos mercantiles como el de origen, ello de ninguna manera implica que el juzgador 
sea un ente totalmente pasivo y carente de obligaciones." (énfasis añadido)
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parte de las obligaciones que le incumben. Así, si bien las partes deben ofre-
cer las pruebas que estimen convenientes, preparándolas para su desahogo, es 
el juzgador quien debe decidir si su preparación es o no adecuada, si deben 
o no admitirse, pronunciarse sobre el correspondiente desahogo y, una vez que 
las partes cumplen con esa carga, debe acatar la obligación que de ella se 
derive; de ahí que, por regla general, resulta innecesario que las partes insis-
tan en peticiones que a pesar de haberse formulado oportunamente sean omi
tidas, pues esa omisión representa una traba innecesaria, carente de razonabilidad 
en el derecho de acceso a la justicia, en tanto deriva del incumplimiento injus
tificado de una obligación a cargo del juzgador."23

• La experiencia colombiana.

• La derogatoria de la perención y la creación del desistimiento tácito.

El desarrollo de este apartado debe iniciar con las siguientes preguntas:

¿Puede existir un proceso civil (lato sensu) en el que esté ausente la ca
ducidad de la instancia o perención?

¿Dicho proceso sería respetuoso del debido proceso, la tutela judicial 
efectiva y el acceso a la justicia, o su ausencia o derogación transgrediría 
esos derechos fundamentales?

Estas preguntas causan extrañamiento en el estado actual en que se 
encuentra el proceso civil mexicano (en sentido lato), pues la figura jurídica en 
análisis está arraigada a tal grado en el pensamiento de la academia, los liti-
gantes y los juzgadores, inclusive aquellos del orden constitucional, que en 
una primera impresión no se vislumbra su ausencia.

Empero, ambos cuestionamientos se responden de manera afirmativa 
y, para ello, en principio basta decir, en línea de lo antes expuesto, que la pe-
rención no nació con la mayoría de nuestros ordenamientos adjetivos y que 
su razón de ser obedece a una política judicial que tiene relación con la des-
congestión de los juzgados y tribunales (verdadera claudicación de la función 
jurisdiccional).

En efecto, no estaba regulada en el texto original del Código de Proce
dimientos Civiles para el otrora Distrito Federal de 1932 y fue introducida por 

23 Tesis aislada 1a. CCVII/2013 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, página 567 «con número de registro digital: 2004059».
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reforma publicada el 31 de enero de 1964. En el Código de Comercio fue in-
corporada por reforma publicada el 24 de mayo de 1996 (aunque por suplen-
cia desde antes se autorizó su utilización).

En materia estatal, por ejemplo, en el Código de Procedimientos Civiles 
de San Luis Potosí se incorporó recientemente con la reforma publicada en el 
periódico oficial de dicha entidad federativa, de 24 de mayo de 2016.24

Y aunque es innegable que sí nació con la expedición del Código Federal 
de Procedimientos Civiles (1942), también lo es –se reitera–, que su existencia 
obedeció simple y sencillamente a una cuestión de política judicial adoptada 
para descongestionar a los órganos jurisdiccionales, por más que su existen-
cia se ha pretendido justificar, en ocasiones, en una sanción por inactividad o 
en una cuestión de interés público consistente en evitar la eternización de los 
juicios, pues lo cierto es que históricamente no hubo necesidad de regularla 
sino hasta que la carga de trabajo superó a los órganos jurisdiccionales.

Dicho en otras palabras, la existencia de la perención no es una condi-
ción sine qua non de efectividad de los derechos fundamentales consagrados 
en los artículos 14 y 17 de la Constitución Federal, porque si así fuera existiría 

24 En la exposición de motivos de la reforma, su adopción se justificó de la siguiente manera:
"El derecho procesal es algo vivo y cambiante en un tiempo y una sociedad determinados, en el 
que interesa el derecho público y las buenas costumbres, por lo que el interés del Estado está 
relacionado con la sociedad, quien debe llevar a cabo las adecuaciones normativas que sean 
indispensables para una mejor impartición de justicia, siendo actualmente una necesidad que 
exista la figura de la caducidad en atención a disposiciones legales, como una sanción por la 
falta de ejercicio oportuno de un derecho, sanción que viene a ser una carga procesal para las 
partes, señalando un término y evitando además el abandono del ejercicio de la acción procesal, 
puesto que, la caducidad de la acción logrará en un futuro, poner fin a largos e interminables 
procedimientos, siendo que en la actualidad existen juicios perpetuos los que no deben legal-
mente existir, puesto que afectan la seguridad jurídica de los particulares, creando una incerti-
dumbre a los intereses económicos y morales, así como un trastorno a la economía social, 
provocando una perturbación a la normalidad, tanto social como legal, ante una paralización 
indefinida del proceso, puesto que con la sola presentación de la demanda se interrumpe la 
prescripción de la acción, quedando el proceso hasta el momento que alguna de las partes lo 
active que puede ser en todo tiempo, mientras no exista sentencia, dado que ésta cambia la si-
tuación jurídica y ya existiendo sentencia ejecutoria puede ocurrir la prescripción de la ejecución 
que es de diez años, siendo los efectos de la caducidad, con relación a la instancia, la cesación 
del derecho, en virtud de no haberlos ejercitado dentro del término que señala el código proce-
sal, afectando la caducidad a pretensiones procesales, pero no a las acciones deducidas, siendo 
una carga el impulso de las partes para evitar la caducidad que puede dictarse de oficio o a pe-
tición de parte jurídicamente interesada, siendo la caducidad de pleno derecho la que obliga al 
no abandono indefinido del proceso, con las limitaciones que en los juicios de alimentos, univer-
sales, jurisdicción voluntaria, medios preparatorios de juicio, no procedería la caducidad de la 
instancia, caducidad que abarcará en los términos que señala la ley, tanto en la primera instan-
cia, segunda instancia, incidentes y recursos, respecto de las limitaciones citadas."



2512 ENERO 2020

desde siempre; desde la perspectiva tradicional que intenta superar esta sen-
tencia, se ha querido ver en ella un componente que abona a la seguridad 
jurídica, pero nunca se ha afirmado y así lo corrobora la historia, que sea in-
dispensable para la plena satisfacción de esos derechos humanos.

Ésta fue precisamente la conclusión a la que se llegó en Colombia.

En dicho país, como en el nuestro, mucho tiempo estuvo vigente la fi-
gura en estudio, la cual se reguló en los artículos 34625 y 34726 del Código de 
Procedimiento Civil.

Y como nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nación, durante un 
largo periodo de tiempo la Corte Constitucional de Colombia defendió a capa 

25 "Artículo 346. Perención del proceso. Cuando en el curso de la primera instancia el expediente 
permanezca en la secretaría durante seis o más meses, por estar pendiente su trámite de un acto 
del demandante, el Juez decretará la perención del proceso, si el demandado lo solicita antes de 
que aquél ejecute dicho acto.
"El término se contará a partir del día siguiente al de la notificación del último auto o al de la 
práctica de la última diligencia o audiencia.
"En el mismo auto se decretará el levantamiento de las medidas cautelares, si las hubiere, y se 
condenará en costas al demandante.
"Dicho auto se notificará como la sentencia; ejecutoriado y cumplido se archivará el expediente.
"La perención pone fin al proceso e impide que el demandante lo inicie de nuevo durante los dos 
años siguientes, contados a partir de la notificación del auto que la decrete, o de la del auto de 
obedecimiento a lo dispuesto por el superior, si fuere el caso.
"Decretada la perención por segunda vez entre las mismas partes y en ejercicio de la misma 
pretensión, se extinguirá el derecho pretendido.
"El Juez ordenará la cancelación de los títulos del demandante si a ello hubiere lugar.
"Lo dispuesto en este artículo no se aplica a los procesos en que sea parte la Nación, una institución 
financiera nacionalizada, un departamento, una intendencia, una comisaría, un distrito especial 
o un Municipio. Tampoco se aplica a los procesos de división de bienes comunes, deslinde, liqui-
dación de sociedades, de sucesión por causa de muerte y jurisdicción voluntaria.
"En los procesos de ejecución podrá pedirse, en vez de la perención, que se decrete el desembar-
go de los bienes perseguidos, siempre que no estén gravados con prenda o hipoteca a favor de 
acreedor que actúe en el proceso. Los bienes desembargados no podrán embargarse de nuevo 
en el mismo proceso, antes de un año. En el trámite de las excepciones durante la primera ins-
tancia, el expediente permanece en secretaría seis meses o más, por estar pendiente de un acto 
del ejecutado, y el ejecutante lo solicite antes de que se efectúe dicho acto, el Juez declarará de
siertas las excepciones. El término se contará como dispone el inciso primero de este artículo.
"El auto que decrete la perención es apelable en el efecto suspensivo. El que decreta el desem-
bargo en procesos ejecutivos en el diferido y el que lo deniegue, en el devolutivo."
26 "Artículo 347. Perención de la segunda instancia. Con las excepciones indicadas en el inciso 
sexto del artículo precedente, a solicitud de la parte que no haya apelado ni adherido a la apela-
ción, el superior declarará desierto el recurso cuando por la causa indicada en el artículo ante-
rior, el expediente haya permanecido en la secretaría durante seis o más meses, contados como 
se dispone en el inciso primero del mismo artículo."
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y espada y con un desarrollo extraordinariamente parecido al patrio, la cons-
titucionalidad de dichos preceptos.27

Sin embargo, el 8 de enero de 2003, el Congreso de Colombia publicó 
la Ley 794 de 2003, "...por la cual se modifica el Código de Procedimiento Civil, se 
regula el proceso ejecutivo y se dictan otras disposiciones.", que entre otros 

27 En la Sentencia C-568 de 2000 se dijo que la institución desarrollaba los postulados constitu-
cionales relativos a los principios de celeridad y eficacia que deben presidir la administración 
judicial. Entre las consideraciones que se hicieron entonces para justificar la constitucionalidad 
de la expresión, se dijo sobre la perención:
"...esta figura puede ser considerada un adecuado desarrollo legal del principio constitucional, 
según el cual, la administración de justicia debe ser diligente, los términos procesales deben ser 
respetados y su incumplimiento será sancionado (CP art. 228). En esas condiciones, no parece 
lógico que la ley admita esa figura en los procesos de doble instancia y la excluya en los juicios 
de única instancia, puesto que la misma ley establece para los primeros procesos unos trámites 
más largos que para los segundos. No es entonces razonable que el estatuto procesal civil prevea 
la perención en los procesos de doble instancia, pero excluya esa figura, y admita una dilación 
en los procesos de única instancia, que ese mismo estatuto ordena que sean tramitados en 
forma más rápida que los procesos de doble instancia. Por ende, como esa conclusión es irrazo-
nable, es pues necesario concluir, por un clásico argumento ad absurdum, que la perención 
opera también en los procesos de única instancia. ..."
Posteriormente, en la Sentencia C-91801 de 2001 dicha Corte estimó nuevamente que la peren-
ción era una institución que se justificaba "en razón a la aplicación de los principios de celeridad, 
economía, efectividad y eficacia que informan nuestro ordenamiento procesal, con fundamento 
en los cuales se debe propender por la agilidad de los procedimientos, porque toda actuación, 
instancia o proceso llegue a su fin, evitando que queden inconclusas, indefinidas o sin agotarse 
por la incuria de la parte que tiene la carga procesal de actuar y en perjuicio de la otra."
De igual forma, en la Sentencia C-110401 de 2001 acogió la doctrina según la cual la perención 
era una institución sancionatoria propia del proceso civil de carácter dispositivo, de donde surgía 
que sólo operaba por inactividad de las partes y no del Juez, y que se justificaba por el incum
plimiento de las cargas procesales impuestas a las partes. Ahí se dijo:
"La perención –también denominada caducidad de la instancia–, consiste en una sanción o con-
secuencia jurídica que el ordenamiento jurídico ha establecido cuando se presenta inactividad 
procesal de las partes, proveniente de su conducta omisiva o negligente en cuanto hace al 
cumplimiento de las cargas procesales que les ha impuesto el legislador con arreglo a su com-
petencia para configurar los procedimientos judiciales.
"La perención es, pues, un instituto claramente inspirado en el principio dispositivo que informa 
al procedimiento civil, una de cuyas consecuencias más significativas es el impulso del proceso 
a instancia de parte. Por ello, solamente cuando la paralización del proceso se debe a la exclusi-
va negligencia o aquietamiento de las partes y no al incumplimiento de los deberes de impulso 
procesal de oficio atribuidos al órgano judicial, procede decretar la perención del proceso."
En el mismo pronunciamiento la Corte Constitucional de Colombia expresó que, como institu-
ción, la perención armonizaba con la Constitución, teniéndose en cuenta que su finalidad era la 
de cumplir los principios de eficacia, economía y celeridad de la Administración de Justicia. Ahí 
se expuso:
"La perención tiene por finalidad imprimirle seriedad, eficacia, economía y celeridad a los proce
dimientos judiciales en la medida en que permite racionalizar la carga de trabajo del aparato de 
justicia, dejando en manos de los órganos competentes la decisión de aquellos asuntos respecto 
de los cuales las partes muestran interés en su resolución en razón del cumplimiento de las 
cargas procesales que les ha impuesto la legislación procedimental.
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cambios derogó los preceptos antes mencionados y prescindió de la peren-
ción como forma de terminación anormal de los procesos, es decir, desapa-
reció dicha institución del proceso civil (lato sensu).

El estudio de los antecedentes legislativos de dicha ley, permite con-
cluir que el propósito del Congreso de Colombia al derogar expresamente los 
artículos 346 y 347 del Código de Procedimiento Civil, no fue otro que el de 
avanzar aún más en el abandono del carácter exclusivamente dispositivo del 
proceso civil que rigiera antaño, para profundizar en ciertos rasgos inquisiti-
vos que estimó más adecuados para garantizar el interés general implícito en 
que las controversias judiciales sean resueltas oportunamente mediante pro-
videncias de fondo.

Las siguientes expresiones, contenidas en la ponencia para primer deba
te al proyecto que devino en la Ley 794 de 2003, son ilustrativas acerca del 
espíritu del legislador que impulsó la reforma:

"Artículos nuevos (artículo 41 y 42 del pliego). Con estos artículos se 
pretende modificar los artículos 346 y 347 del C. de P.C. sobre perención. Esta pro
puesta se justifica en el hecho de que un sistema procesal mixto (como el que 
actualmente nos rige), en el que el Juez ha de ser protagonista principal de los 
debates judiciales, no tiene sentido insistir en la centenaria figura de la pe-
rención como forma anormal de terminación del proceso. Tal institución se 

"En este sentido, la perención armoniza perfectamente con los mandatos constitucionales que le 
imponen al Estado el deber de asegurar la justicia dentro de un marco jurídico democrático y 
participativo que garantice un orden político, económico y social justo (Preámbulo y artículos 2, 
228 y 229 de la C.P.)"
Asimismo, en este fallo la Corte explicó que las cargas procesales cuyo incumplimiento acarreaba 
la perención del proceso, tenían fundamento jurídico en lo reglado por el numeral 7o. del artículo 
95 de la Constitución. Dijo:
"...es claro que el establecimiento de las cargas procesales se fundamenta en el deber constitu-
cional de colaboración con los órganos jurisdiccionales (art. 95-7 de la C.P.), que en el plano 
procesal se proyecta en la obligación de la parte demandante (principio dispositivo) de coadyuvar 
e interesarse por la marcha del proceso en el que pretende la defensa de sus derechos e intere-
ses legítimos, so pena de correr con las consecuencias legales adversas que se derivan de su 
inactividad.
"...cabe anotar que el derecho de acceder a la administración de justicia (art. 229 de la C.P.) su-
friría grave distorsión si pudiera concebirse como una posibilidad ilimitada abierta a todos los 
ciudadanos sin condicionamientos de ninguna especie. Semejante concepción conduciría a la 
parálisis de aparato encargado de administrar justicia, e implícitamente supondría la exonera-
ción, para quienes acceden a la justicia, de toda ética de compromiso con la buena marcha de 
la justicia y con su prestación recta y eficaz. En fin, si el legislador no pudiera establecer requisitos 
y condiciones razonables para acceder a una tutela judicial efectiva, se llegaría a la imposibilidad de 
que el Estado brindara a los ciudadanos reales posibilidades de resolución de sus conflictos."
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justificaba en el derogado sistema dentro den (sic) cual el Juez era un convi-
dado de piedra al proceso, atado como estaba al impulso del mismo por las 
partes. Ese principio fue abolido primero en la reforma del año 70, y finalmen-
te sepultado en la Constitución Política del 91, cuando en su artículo 228 se 
dijo que prima en derecho sustancial sobre el procedimental.

"Bajo esa óptica, el legislador colombiano debe dar un paso revoluciona
rio suprimiendo la perención, que en cierta forma constituye una disimulada 
denegación de justicia. A quienes se rasgarán las vestiduras alegando que hay 
situaciones en las que el Juez no puede continuar un proceso porque depende 
de las actuaciones de las partes, hay que recordarles que para esas situacio-
nes extremas ese Juez cuenta con poderes de instrucción, ordenación y dis-
ciplinarias, previstos en el propio estatuto procesal y en la ley estatutaria de 
la administración de justicia para vencer las resistencias y, en todo caso, para 
proferir las sentencias que definan la suerte del litigio. Por lo tanto, se propo-
ne reglar la derogatoria de la perención."

Como se aprecia, los pilares de la reforma que derogó del código adje-
tivo civil colombiano la perención, fueron por un lado el reconocimiento de que 
el juzgador a esa fecha ya no era un simple espectador pasivo (causa de pedir 
de la quejosa), sino el director del proceso (porque contaba con una serie de 
poderes y deberes a los que se hará referencia en breve) y por la literalidad del 
artículo 22828 de la Constitución, que estableció el principio de que lo sustan-
cial prima sobre lo procedimental (óptica recientemente adoptada en nuestro 
artículo 17 constitucional).29

Este drástico cambio no fue pacífico, pues existió una fuerte oposición y 
desde la academia, el foro y en el propio Congreso Colombiano,30 se alzaron 
las voces de quienes opinaban que su abolición violaba el debido proceso y el 
acceso a la justicia, que suponen una oportuna decisión de la demanda, con-
dición que se adujo, se pierde al quedar el proceso en un limbo jurídico, pues 
la pronta solución de la situación jurídica de las partes se vería amenazada al 

28 "Artículo 228. La administración de justicia es función pública. Sus decisiones son indepen-
dientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la 
ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con 
diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autó
nomo." (énfasis añadido)
29 "Artículo 17. ...
"Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los 
juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la 
solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales." (énfasis añadido)
30 Proyecto de Ley 268 de 2006. Senado. Proyecto de Ley 062/2007. Cámara (el texto original).
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no existir la sanción de la perención del proceso, pues se daría pie a que las 
partes fueran negligentes y no colaboraran para su ágil y adecuada solución.

Argumentos que en buena medida se redactaron con cita a los crite-
rios de esa Corte, que antaño consideraron constitucional a la perención.

No obstante, dicha Corte consideró que la derogatoria de la perención 
era constitucional, porque el carácter (actual) del procedimiento civil colom-
biano confería al Juez (como director del proceso) una serie de poderes que 
eran suficientes para asegurar un proceso sin dilaciones injustificadas, dentro 
del cual las partes cumplan con las cargas procesales que les son impuestas 
y se comporten dentro de los parámetros de lealtad procesal que exige el 
principio de la buena fe, así como poderes de ordenación31 y deberes32 que 

31 Código de Procedimiento Civil de Colombia:
"Artículo. 38. Poderes de ordenación e instrucción. El Juez tendrá los siguientes poderes de orde-
nación e instrucción:
"1. Resolver los procesos en equidad, si versan sobre derechos disponibles, las partes lo solicitan 
y son capaces, o la ley lo autoriza.
"2. Rechazar cualquiera solicitud que sea notoriamente improcedente o que implique una dila-
ción manifiesta.
"3. Los demás que se consagran en este código."
"Artículo 39. Poderes disciplinarios del Juez. El Juez tendrá los siguientes poderes disciplinarios:
"1. Sancionar con multas de dos a cinco salarios mínimos mensuales a sus empleados, a los 
demás empleados públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que 
les imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.
"Las multas se impondrán por resolución motivada, previa solicitud de informe al empleado o 
particular. La resolución se notificará personalmente y contra ella sólo procede el recurso de re-
posición; ejecutoriada, si su valor no se consigna dentro de los diez días siguientes, se convertirá 
en arresto equivalente al salario mínimo legal por día, sin exceder de veinte días.
"Las multas se impondrán a favor del Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia, salvo disposición 
en contrario; su cuantía y tasa de conversión en arresto, serán revisadas periódicamente por el 
gobierno.
"2. Sancionar con pena de arresto inconmutable hasta por cinco días a quienes le falten al debi-
do respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas.
"Para imponer esta pena será necesario acreditar la falta con certificación de un empleado de la 
oficina que haya presenciado el hecho, prueba testimonial o con copia del escrito respectivo.
"El arresto se impondrá por medio de resolución motivada que deberá notificarse personalmente 
y sólo será susceptible del recurso de reposición.
"Ejecutoriada la resolución, se remitirá copia al correspondiente funcionario de policía del lugar, 
quien deberá hacerla cumplir inmediatamente.
"3. Ordenar que se devuelvan los escritos irrespetuosos para con los funcionarios, las partes o 
terceros.
"4. Expulsar de las audiencias y diligencias a quienes perturben su curso.
"5. Sancionar con multas de dos a cinco salarios mínimos mensuales a los empleadores o represen
tantes legales que impidan la comparecencia al despacho judicial de sus trabajadores o repre-
sentados, para rendir declaración o atender cualquier otra citación que el Juez les haga."
32 Código de Procedimiento Civil de Colombia:
"Artículo. 37 Deberes del Juez. Son deberes del Juez:
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tienden a lograr la rápida decisión del proceso, a hacer efectiva la igualdad de 
las partes, a prevenir los actos contrarios a la lealtad y la buena fe, etcétera, 
con el fin de lograr una recta y pronta administración de justicia mediante el 
dictado de una sentencia.

Así, por ejemplo, en la sentencia C-874/03 dictada el 30 de septiembre 
de 2003, expuso:

"...en principio no estima la Corte que la eliminación de la perención 
como institución procesal que pone fin de manera irregular al proceso ponga 
en riesgo la garantía del derecho a una administración de una justicia pronta 
y recta, ni permita que las partes logren dilatar injustificada y deslealmente el 
proceso, incumpliendo con las cargas procesales que les son impuestas. Con
trariamente, la eliminación de la figura asegura en mejor manera que el pro-
ceso llegará a su fin natural, esto es a la decisión del asunto mediante un fallo 
que resuelve en el fondo el asunto, cosa que el decreto de perención no logra 
en ninguna circunstancia. En este sentido le asiste razón al interviniente que 
afirma que la derogatoria que se examina satisface en mejor forma el derecho 
de acceso a la justicia (C.P art. 229), con lo que logra realizar mayormente el 
fin del Estado social de derecho de garantizar la efectividad de los principios, 

"1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, adoptar las medidas conducentes para impe-
dir la paralización y procurar la mayor economía procesal, so pena de incurrir en responsabilidad 
por las demoras que ocurran.
"2. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso, usando los poderes que este código le 
otorga.
"3. Prevenir, remediar y sancionar por los medios que este código consagra, los actos contrarios 
a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe que deben observarse en el proceso, lo 
mismo que toda tentativa de fraude procesal.
"4. Emplear los poderes que este código le concede en materia de pruebas, siempre que lo con-
sidere conveniente para verificar los hechos alegados por las partes y evitar nulidades y providen-
cias inhibitorias.
"5. Guardar reserva sobre las decisiones que deban dictarse en los procesos, so pena de incurrir 
en mala conducta. El mismo deber rige para los empleados judiciales.
"6. Dictar las providencias dentro de los términos legales; resolver los procesos en el orden en 
que hayan ingresado a su despacho, salvo prelación legal; fijar las audiencias y diligencias en la 
oportunidad legal, y asistir a ellas.
"7. Hacer personal y oportunamente el reparto de los negocios.
"8. Decidir aunque no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, o aquélla sea oscura 
o incompleta, para lo cual aplicará las leyes que regulen situaciones o materias semejantes, y en 
su defecto la doctrina constitucional, la costumbre y las reglas generales de derecho sustancial 
y procesal.
"9. Verificar verbalmente con el secretario las cuestiones relativas al proceso, y abstenerse de 
solicitarle por auto informes sobre hechos que consten en el expediente.
"Parágrafo-La violación de los deberes de que trata el presente artículo constituye falta que se 
sancionará de conformidad con el respectivo régimen disciplinario."
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derechos y deberes consagrados en la Constitución. (C.P art. 2o.). Además, 
la derogatoria mencionada también da aplicación al principio de prevalencia 
de lo sustancial sobre lo adjetivo o procedimental, al propender por que los 
procesos lleguen a una decisión sustancial o de fondo y no a una decisión 
que no resuelve materialmente la controversia.

"Observa la Corte que el legislador tuvo en cuenta que la existencia 
de los poderes y deberes del Juez, tal como aparecen regulados en el Código de 
Procedimiento Civil, constituía garantía suficiente para que, aun sin la institu
ción de la perención, fuera posible adelantar satisfactoriamente el proceso y 
llegar a la decisión de fondo, incluso si llegaba a presentarse una actitud de 
abandono en cabeza de las partes ..."

Es importante señalar que en dicho fallo se reconoció que, en ciertos 
casos, como cuando se trate de una carga procesal que implique un pago o 
expensa por parte de una de las partes, que no puede satisfacer el juzgador, la 
derogatoria de la perención sí podría deparar en la paralización del proceso.

Empero, reconoció que dicha situación era "excepcionalísima" y que:

"...aun admitiendo que en ciertos casos la derogatoria de la perención 
puede traer como consecuencia la suspensión del trámite procesal, este hecho 
sólo perjudicará a la parte que incumple con la carga procesal de la cual de-
pende la continuidad del trámite, por lo cual no encuentra la Corte que de ello 
se derive una violación al derecho al debido proceso y específicamente al 
derecho de defensa que pueda estimarse contraria a la Constitución.

"No obstante, observa la Corte que, desaparecida la institución procesal 
de la perención, y dentro del espíritu que informa al legislador de profundizar 
en la figura del Juez como director del proceso, corresponderá a este funcio-
nario asumir con renovado énfasis sus facultades y deberes de impulsión del 
trámite a fin de evitar su paralización, dirigiéndolo hasta su culminación en la 
sentencia. Ello debe lograrse mediante el oportuno ejercicio de sus poderes 
de ordenación, instrucción y disciplinarios que le permiten proferir oportuna-
mente los autos que le dan curso progresivo al proceso, precluir sus etapas, 
decretar de oficio las pruebas en los términos probatorios de las instancias 
o de los incidentes o antes de fallar cuando las considere útiles, pertinentes y 
conducentes para la verificación de los hechos, exigir el cumplimiento de los 
deberes y obligaciones procesales que incumben a las partes, y sancionar a 
los sujetos procesales cuando sea el caso. En el cumplimiento de estas res-
ponsabilidades tienen los Jueces de la República la misión de hacer efectiva 
la pronta administración de justicia, como derecho constitucional y valor fun-
damental sobre el que se edifica la convivencia pacífica.
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"Por todo lo anterior no estima la Corte que la derogatoria de la peren-
ción ponga en peligro el derecho al debido proceso de las partes, ni limite 
irrazonablemente el derecho de acceso a la justicia."

Posteriormente, se expidió la Ley 1194 de 2008 (9 de mayo), "Por medio 
de la cual se reforma el Código de Procedimiento Civil y se dictan otras dispo-
siciones." en la que se creó la figura jurídica del desistimiento tácito, como una 
forma anómala de terminar el proceso.

Dicha ley está compuesta por 3 artículos.33

El artículo 1 expresa qué clase de hipótesis activan la declaración de 
desistimiento tácito –y ejemplifica algunas de ellas–, cuál es el tipo de cargas 
cuyo incumplimiento debe aparejar la declaración de desistimiento tácito; cuá
les son los efectos del desistimiento tácito; cómo se notifica el auto que im-
pone las cargas; cómo se notifica el auto que declara el desistimiento tácito; en 

33 "Artículo 1o. El libro segundo. Sección quinta. Título XVII. Capítulo III. Artículo 346 del Código 
de Procedimiento Civil, quedará así:
"Capítulo III. Desistimiento tácito.
"Artículo 346. Desistimiento tácito. Cuando para continuar el trámite de la demanda, de la denun-
cia del pleito, del llamamiento en garantía, del incidente, o de cualquiera otra actuación promo-
vida a instancia de parte, se requiera el cumplimiento de una carga procesal o de un acto de la 
parte que haya formulado aquella o promovido estos, el Juez le ordenará cumplirlo dentro de los 
treinta días siguientes, término en el cual, el expediente deberá permanecer en secretaría.
"Vencido dicho término sin que el demandante o quien promovió el trámite respectivo haya cum-
plido la carga o realizado el acto ordenado, quedará sin efectos la demanda o la solicitud y el Juez 
dispondrá la terminación del proceso o de la actuación correspondiente, condenará en costas y 
perjuicios siempre que como consecuencia de la aplicación de esta disposición haya lugar al 
levantamiento de medidas cautelares.
"El auto que ordene cumplir la carga o realizar el acto se notificará por estado y se comunicará al 
día siguiente por el medio más expedito. El auto que disponga la terminación del proceso o de 
la actuación, se notificará por estado.
"Decretado el desistimiento tácito por segunda vez entre las mismas partes y en ejercicio de las 
mismas pretensiones, se extinguirá el derecho pretendido. El Juez ordenará la cancelación de 
los títulos del demandante si a ellos hubiere lugar. Al decretarse el desistimiento tácito, deben 
desglosarse los documentos que sirvieron de base para la admisión de la demanda o libramien
to del mandamiento ejecutivo, con las constancias del caso, para así poder tener conocimiento 
de ello ante un eventual nuevo proceso.
"Parágrafo 1o. El presente artículo no se aplicará en contra de los incapaces, cuando carezcan 
de apoderado judicial.
"Parágrafo 2o. Cuando se decrete la terminación del proceso por desistimiento tácito de la de-
manda, esta podrá formularse nuevamente pasados seis meses, contados desde la ejecutoria de 
la providencia que así lo haya dispuesto.
"Artículo 2o. Derogatoria. Esta ley deroga todas las disposiciones que le sean contrarias del Códi
go de Procedimiento Civil y será aplicable solo a los procesos de naturaleza civil y de familia.
"Artículo 3o. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación."
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cuántas oportunidades puede declararse el desistimiento tácito; cuáles son 
los efectos de que sea declarado por segunda vez el desistimiento tácito entre las 
mismas partes; qué debe hacer el Juez con los títulos del demandante si se 
declara el desistimiento tácito; en cuáles hipótesis no se aplica el desistimien
to tácito y cuándo puede reintentarse la solicitud que ocasionó el desistimiento 
tácito.

El artículo 2 establece, por su parte, las derogatorias y el ámbito de apli
cación de la ley en comento. Por último, el artículo 3 dice que la ley rige a partir 
de su promulgación.

Como se aprecia de dicho articulado, el desistimiento tácito guarda 
algunas similitudes relevantes con la perención.

Primero, es una forma de terminación anormal del proceso, la instan-
cia o la actuación; segundo, tiene lugar a consecuencia de la inactividad de 
una parte; tercero, opera sin necesidad de que la parte la solicite y cuarto, está 
llamada a aplicarse en los procesos civiles y de familia.

Es fácil advertir que dicha ley constituye una síntesis entre la perención 
(tesis, sustentada en el principio dispositivo) y su derogatoria (antítesis, cons-
truida bajo la óptica del Juez como director del proceso y la prevalencia de lo 
sustantivo sobre lo procesal).

A este respecto, conviene señalar que la expedición de dicho orde
namiento legal no fue el primer intento del Congreso de Colombia de instau-
rar esa figura jurídica, pues ya desde el debate al proyecto de Ley 169 de 2007 
Senado, 062 de 2007 Cámara, se discutió su implementación, lo que final-
mente se concretó en la Ley 1194 de 2008.

En el citado proyecto de ley, como ventajas del desistimiento tácito (que 
luego serían tenidas en cuenta por la Corte Constitucional), se expusieron las 
siguientes:

"1. Es de aplicación en todo tipo de procesos civiles. No importa si se 
trata de un proceso de conocimiento, de un ejecutivo o de uno de liquidación. 
Lo cierto es que si el Juez no puede darle impulso en la forma en que la ley se lo 
ordena por falta de un acto de quien lo promovió, el proceso no debe seguir 
en el despacho judicial, pues sólo causa estorbo.

"2. Es de aplicación en toda actuación que se promueva, incluyendo los 
incidentes o la convocatoria de terceros. De manera que la desidia de los de
mandantes que promueven estas actuaciones no podrá causar el estancamien
to del proceso.
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"3. No genera discusiones en torno a los efectos de su declaratoria. 
La disposición propuesta claramente señala que queda sin efectos la deman-
da o la solicitud, y el proceso o la actuación respectiva deben terminar de in-
mediato. Esta no extingue el derecho reclamado, salvo que haya expirado la 
oportunidad para ejercerlo, como cuando se haya consolidado la caducidad 
o vencido el término para invocarlo dentro del proceso, según el caso.

"4. No termina el proceso inadvertidamente. Antes de decretar la termi-
nación del proceso, el Juez debe ordenarle en forma concreta al demandante 
o a quien haya promovido la actuación, la realización de un acto, y otorgarle 
el término de veinte días para obedecer. De modo que cuando se decrete la 
terminación del proceso, el actor está claramente avisado.

"5. No es consecuencia del simple olvido del litigante. Lo que reprocha 
esta disposición es la desobediencia de la parte a la orden impartida por el Juez, 
a pesar de la advertencia.

"6. No somete al Juez ni a la persona afectada con medidas cautelares 
a una espera tan prolongada (seis meses), como lo proponía el proyecto de 
ley con la figura de la perención judicial. En verdad el término de veinte días 
es suficiente para que el demandante o quien haya promovido cualquier otra 
actuación procesal realice lo que le corresponda en aras de facilitar el impul-
so del proceso. Por lo regular lo que se espera de la parte es el suministro de 
un dato o la manifestación de que lo ignora.

"7. No es manipulable por el demandante. A decir verdad, la escasa 
frecuencia con que operaba la perención obedecía a que para evitarla era 
suficiente con presentar cada cinco meses un memorial con solicitudes inúti-
les que obligaban al secretario a pasar el expediente al despacho. La dispo
sición que se propone no permite formas de dilación y de entrabamiento del 
proceso.

"8. No toma por sorpresa al afectado. La disposición que se propone 
plantea un juego limpio y frentero. Por un lado, con la orden que imparte el 
Juez, las partes quedan advertidas de lo que ocurrirá si no se obedece. Y por 
otro lado, el auto que decreta la terminación se notifica por estado, que es la 
notificación que las partes deben estar esperando mientras el proceso no 
haya ingresado para sentencia. ..."

También es importante señalar que, en la exposición de motivos del 
proyecto de Ley 169 de 2007 Senado, 062 de 2007 Cámara, se reconoció que 
mientras la derogatoria de la perención tuvo como destinatarios a los funcio-
narios judiciales, muchos de los cuales la utilizaban mañosamente como una 
herramienta para terminar los procesos sin sentencia, el desistimiento tácito 
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tuvo como destinatarios a los demandantes, quienes en su propio beneficio, 
abandonaban los procesos (abuso del derecho); es decir, esta última figura 
nació para eliminar una práctica viciosa que se generó a partir de la elimina-
ción de la perención.

Como se aprecia de la siguiente transcripción:

"...La derogación de los artículos que contemplaban la perención para 
los procesos civiles (Ley 794 de 2003) obedeció a la creencia de que era una 
herramienta al servicio de los funcionarios judiciales desidiosos para termi-
nar procesos sin solucionar los problemas que ellos entrañan. En verdad no 
faltaron los funcionarios que, en lugar de cumplir su deber de impulsar el 
proceso para darle solución de fondo, preferían sacarlo del despacho a la se
cretaría profiriendo autos innecesarios, con el propósito de procurarse la posi
bilidad de aplicar la perención si el demandante no solicitaba dentro de los 
seis meses siguientes el impulso procesal que por expresa disposición legal 
le correspondía al Juez de manera oficiosa. Esta conducta hizo perversa la 
perención y fue determinante para su eliminación.

"Empero, a partir de la derogatoria de las normas del Código de Proce
dimiento Civil, se generó en el ambiente la idea, también, que el demandante 
puede legítimamente promover procesos y abandonarlos impunemente sin 
importar que estén practicadas medidas cautelares o que esté notificado al-
guno de los demandados y sometido a vigilar indefinidamente un pleito que 
no avanza por inactividad del demandante.

"De modo que es importante diseñar como lo ha aprobado la Cámara 
de Representantes una disposición que basada en la figura del desistimiento 
tácito, ponga fin a esta práctica indebida que ha hecho carrera, sin caer en las 
dificultades que tiene en su implementación. ..."

Ahora bien, así como la derogatoria de la perención, la creación del 
desistimiento tácito tampoco fue aceptada de manera pacífica. No obstante, 
la Corte Constitucional de Colombia admitió que no restringía el debido pro-
ceso y el acceso a la justicia.

En la Sentencia C-1186/08, dictada o proferida el 3 de diciembre de 2008, 
dicho órgano de control constitucional estimó: a) que las finalidades del desis
timiento tácito son legítimas e imperiosas a la luz de la Constitución, tanto si 
se le considera como una voluntad genuina del peticionario o como una san-
ción; b) que la medida legislativa, si bien limita derechos fundamentales, es 
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razonable, proporcional e idónea; y, c) que dicha medida no establece limita-
ciones excesivas de los derechos constitucionales.34

34 Al respecto, la Corte Constitucional de Colombia expuso:
"5.2. Ahora bien, el mandato de respetar y proteger los derechos fundamentales, no puede inter-
pretarse como una prohibición categórica de incidir en ellos. La Corte ha expresado en ocasiones 
anteriores, que al legislador le está vedada la incidencia arbitraria en los derechos fundamenta-
les, es decir, la que es irrazonable y desproporcionada.
"Para determinar si las razones que justifican una limitación de derechos fundamentales, son 
suficientes, la Corte ha empleado el juicio de proporcionalidad, entendido como ‘un criterio de 
interpretación constitucional que pretende impedir los excesos o defectos en el ejercicio del 
poder público, como una forma específica de protección o de realización de los derechos y liber-
tades individuales’. En dicho juicio se analizan las finalidades de la norma acusada, los medios 
para alcanzarlas, su idoneidad y necesidad, así como si la limitación a los derechos es excesiva.
"5.3. En primer lugar, en cuanto a las finalidades del desistimiento tácito, la Corte estima que son 
legítimas. Estas finalidades han sido analizadas por la Corte a propósito de las llamadas ‘formas 
de terminación anormal del proceso’, como la perención o el desistimiento tácito.
"Así, ha identificado una pluralidad de finalidades al juzgar otra forma de terminación anormal 
del proceso: la perención...
"El desistimiento tácito guarda algunas similitudes relevantes con la perención. Primero, es una 
forma de terminación anormal del proceso, la instancia o la actuación (art. 1o., Ley 1194 de 
2008); segundo, tiene lugar a consecuencia de la inactividad de una parte (ídem); tercero, opera 
sin necesidad de que la parte la solicite (ídem); cuarto, está llamada a aplicarse en los procesos 
civiles y de familia.
"El desistimiento tácito ha sido entendido de diversas maneras. Si el desistimiento tácito es com-
prendido como la interpretación de una voluntad genuina del peticionario, entonces la finalidad 
que persigue es garantizar la libertad de las personas de acceder a la administración de justicia 
(arts. 16 y 229 de la C.P.); la eficiencia y prontitud de la administración de justicia (art. 228, C.P.); 
el cumplimiento diligente de los términos (art. 229); y la solución jurídica oportuna de los 
conflictos.
"En cambio, si se parte de que el desistimiento tácito es una sanción, como quiera que la peren-
ción o el desistimiento tácito ocurren por el incumplimiento de una carga procesal, la corporación 
ha estimado que el legislador pretende obtener el cumplimiento del deber constitucional de 
‘colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia’ (art. 95, numeral 7o., 
C.P.). Además, así entendido, el desistimiento tácito busca garantizar el derecho de todas las 
personas a acceder a una administración de justicia diligente, célere, eficaz y eficiente (art. 229); 
el derecho al debido proceso, entendido como la posibilidad de obtener pronta y cumplida justi-
cia (art. 29, C.P.); la certeza jurídica; la descongestión y racionalización del trabajo judicial; y la 
solución oportuna de los conflictos.
"Estas finalidades son no sólo legítimas, sino también imperiosas, a la luz de la Constitución.
"5.4. Los demandantes en este proceso no cuestionan que la finalidad perseguida por la ley acu-
sada sea ilegítima, sino que cuestionan la limitación que con ella se impone a algunos derechos 
constitucionales.
"En efecto, el desistimiento tácito que se decreta por primera vez puede dar lugar a la termina-
ción del proceso, o a la finalización de un trámite procesal. En esa medida, la ley puede significar 
una limitación del derecho de acceso a la administración de justicia (art. 229, C.P.), entendido 
como el derecho a obtener resoluciones de fondo a las pretensiones o solicitudes instauradas 
por las partes, así como del debido proceso, entendido como la posibilidad de llevar a término una 
determinada pretensión o solicitud por las vías procesales establecidas (art. 29, C.P.).
"Ahora bien, si el desistimiento tácito se declara por segunda vez, la limitación de los derechos es 
mayor. En este caso se produce la ‘extinción del derecho pretendido’ y la cancelación de los títulos
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del demandante, si a ello hubiere lugar. El legislador estableció como consecuencia jurídica de 
la inactividad –como ha dicho la Corte– ‘la extinción de la posibilidad de reclamar el derecho 
sustancial pretendido’ pues sólo de esa manera la norma es compatible con la garantía de los 
derechos adquiridos con arreglo a las leyes de la República (art. 58, C.P.). De tal suerte, lo que se 
pierde con la extinción del derecho sustancial no es, por ejemplo, el derecho a que el deudor 
cancele el precio de la venta, sino el derecho a exigir judicialmente que lo haga.
"Ciertamente, una condición para garantizar la efectividad de los derechos es la posibilidad de 
acceder a la administración de justicia (preámbulo y art. 22, C.P.; arts. 1o. y 2o., Ley 270 de 1996, 
Estatutaria de la Administración de Justicia). Por lo tanto, cuando se limita el derecho a pretender 
ante los Jueces el cumplimiento de ciertos derechos sustanciales, se incide en la efectividad de 
los mismos.
"5.5. Sin embargo, para que una ley que se presume constitucional pueda ser declarada contraria 
a la Carta, no basta con que incida en algunos derechos constitucionales, pues al mismo tiempo 
puede suceder que garantice otros principios y finalidades que la Constitución estima permiti-
dos, importantes o, incluso, imperiosos, como en este caso. Por tanto es necesario establecer si 
la medida legislativa es razonable y proporcional.
"5.5.1. La medida legal limita derechos fundamentales y, por eso, es caracterizada a menudo 
como una sanción, que pretende disuadir a las partes procesales de acudir a prácticas dilatorias 
–voluntarias o no–, en el trámite jurisdiccional.
"En cuanto a la idoneidad del desistimiento tácito para alcanzar los fines señalados, debe indi-
carse que en la regulación acusada el legislador previó que antes de que el Juez disponga la 
terminación del proceso, debe ordenar que se cumpla con la carga procesal o se efectúe el respec
tivo ‘acto de parte’ dentro de un plazo claro: treinta (30) días. De esta manera, se estimula a la 
parte procesal concernida a ejercer su derecho de acceso a la administración de justicia, a que 
respete el debido proceso y a que cumpla sus deberes de colaborar con el buen funcionamiento 
de la administración de justicia. Ello, a su turno, promueve las finalidades mencionadas, sin 
sorprender a la parte ni desconocer sus derechos procesales.
"5.5.2. Cabe recordar que, cuando la Ley 749 de 2003 derogó las normas que consagraban la pe-
rención en el proceso civil, la Corte consideró que la derogatoria de las normas sobre perención 
no resultaba inconstitucional, porque si bien la perención tenía cometidos importantes y legíti-
mos en el Estado Constitucional, esos mismos cometidos podían alcanzarse con los poderes 
ordinarios del Juez.
"No obstante, la Corte aclaró que en algunos casos –como, por ejemplo, la notificación del auto 
admisorio de la demanda–, sólo la perención es eficaz para evitar la parálisis del aparato judicial.
"El legislador ha acudido a diversas figuras procesales para lograr los cometidos antes mencio-
nados. A pesar de reformas sucesivas, la congestión procesal, las dilaciones prolongadas y la 
incertidumbre de las partes sobre sus derechos son problemas que continúan. Por eso, el legis-
lador estimó necesario acudir a la figura del desistimiento tácito para ciertos procesos. Es esta 
una conclusión plausible ante la persistencia de los problemas mencionados, sin que ello signi-
fique que por sí sola la figura del desistimiento tácito agota las medidas legislativas que podrían 
adoptarse para superar las fallas tradicionales de la justicia civil, ni que ella sea el único medio 
para lograr los fines mencionados.
"Además, al presente proceso constitucional no se han aportado informaciones ni argumentos 
sobre la existencia de medios alternativos con similar eficacia al desistimiento tácito, que incidan 
en menor medida sobre los derechos de las partes, y que demuestren que la figura del desis
timiento tácito es, entonces, innecesaria.

• La experiencia española. El impulso procesal de oficio.

En España está contemplada la caducidad de la instancia.
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"5.5.3. Finalmente, la ley acusada no establece limitaciones excesivas de los derechos constitu-
cionales.
"En primer lugar, la afectación que se produce con el desistimiento tácito no es súbita, ni sorpre-
siva para el futuro afectado. Este es advertido previamente por el Juez de su deber de colaborar 
con el buen funcionamiento de la administración de justicia. Además recibe de parte del Juez 
una orden específica sobre lo que le incumbe hacer procesalmente dentro de un plazo claro 
previamente determinado. De ésta forma, la carga procesal (i) recae sobre el presunto interesado
en seguir adelante con la actuación; (ii) se advierte cuando hay omisiones o conductas que im-
pidan garantizar la diligente observancia de los términos; (iii) se debe cumplir dentro de un tér-
mino de treinta (30) días hábiles, tiempo amplio y suficiente para desplegar una actividad en la 
cual la parte se encuentra interesada. Además, (iv) la persona a la que se le impone la carga es 
advertida de la imposición de la misma y de las consecuencias de su incumplimiento. Cabe re-
saltar, por demás, que el desistimiento tácito en la norma acusada opera por etapas. El primer 
pronunciamiento del Juez sobre el mismo tiene como efecto la terminación del proceso o de la 
actuación. El interesado puede volver a acudir a la administración de justicia. Sólo después, en 
un nuevo proceso entre las mismas partes y por las mismas pretensiones, se producen mayores 
efectos, en caso de que vuelva a presentarse el desistimiento tácito.
"En segundo lugar, en términos generales, el desistimiento tácito (i) evita la paralización del 
aparato jurisdiccional en ciertos eventos; (ii) permite obtener la efectividad de los derechos de 
quienes activan o participan en la administración de justicia, pues la efectividad de los derechos 
depende de la prontitud de los medios que sirven para materializarlos; (iii) promueve la certeza 
jurídica de quienes actúan como partes en los procesos, entre otros efectos constitucionalmente 
valiosos, dirigidos a que se administre pronta y cumplida justicia, y a que las controversias no se 
prolonguen indefinidamente a lo largo del tiempo. Por lo tanto, las limitaciones de los derechos 
fundamentales que resultan de la regulación acusada, no son desproporcionadas. ..."
35 "Artículo 236. Impulso del procedimiento por las partes y caducidad
"La falta de impulso del procedimiento por las partes o interesados no originará la caducidad 
de la instancia o del recurso.
"Artículo 237. Caducidad de la instancia
"1. Se tendrán por abandonadas las instancias y recursos en toda clase de pleitos si, pese al im-
pulso de oficio de las actuaciones, no se produce actividad procesal alguna en el plazo de dos 
años, cuando el pleito se hallare en primera instancia; y de uno, si estuviere en segunda instan-
cia o pendiente de recurso extraordinario por infracción procesal o de recurso de casación.
"Estos plazos se contarán desde la última notificación a las partes.
"2. Contra el decreto que declare la caducidad sólo cabrá recurso de revisión."
"Artículo 238. Exclusión de la caducidad por fuerza mayor o contra la voluntad de las partes
"No se producirá caducidad de la instancia o del recurso si el procedimiento hubiere quedado 
paralizado por fuerza mayor o por cualquiera otra causa contraria o no imputable a la voluntad 
de las partes o interesados."
"Artículo 239. Exclusión de la caducidad de la instancia en la ejecución
"Las disposiciones de los artículos que preceden no serán aplicables en las actuaciones para la 
ejecución forzosa.
"Estas actuaciones se podrán proseguir hasta obtener el cumplimiento de lo juzgado, aunque 
hayan quedado sin curso durante los plazos señalados en este título."

Como se aprecia de los artículos 236 a 240 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.35

Empero, su operatividad es casi nula porque dicha ley atribuye la orde-
nación formal y material del proceso, en definitiva, las resoluciones de impulso 
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procesal, a los secretarios judiciales,36 quienes están encargados de la 
correcta tramitación del proceso.

Por esta razón es que su artículo 236 refiere que: "La falta de impulso 
del procedimiento por las partes o interesados no originará la caducidad de 
la instancia o del recurso".

Regla que debe leerse paralelamente con lo que establecen los artícu
los 23737 y 456, punto 1,38 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de ese país.

Corolario.

Para este tribunal, en el derecho patrio están presentes las mismas 
circunstancias que condujeron al legislador de Colombia en un principio a 
derogar la perención (2002) y, en un momento posterior, a retomar algunas de 
sus características y crear el desistimiento tácito (2007) y, asimismo, se com-
parte el análisis que de los derechos fundamentales al debido proceso y al 
acceso a la justicia, hizo la Corte Constitucional de ese país cuando se con-
trovirtió su constitucionalidad; derechos elementales que como se advierte 
de lo expuesto, en esencia y comprensión, son los mismos que consagran los 
artículos 14 y 17 de la Constitución Federal.

"Artículo 240. Efectos de la caducidad de la instancia
"1. Si la caducidad se produjere en la segunda instancia o en los recursos extraordinarios men-
cionados en el artículo 237, se tendrá por desistida la apelación o dichos recursos y por firme la 
resolución recurrida y se devolverán las actuaciones al tribunal del que procedieren.
"2. Si la caducidad se produjere en la primera instancia, se entenderá producido el desistimiento 
en dicha instancia, por lo que podrá interponerse nueva demanda, sin perjuicio de la caducidad 
de la acción.
"3. La declaración de caducidad no contendrá imposición de costas, debiendo pagar cada parte 
las causadas a su instancia y las comunes por mitad."
36 "Artículo 179. Impulso procesal y suspensión del proceso por acuerdo de las partes.
"1. Salvo que la ley disponga otra cosa, el secretario judicial dará de oficio al proceso el 
curso que corresponda, dictando al efecto las resoluciones necesarias.
"2. El curso del procedimiento se podrá suspender de conformidad con lo que se establece en el 
apartado 4 del artículo 19 de la presente ley, y se reanudará si lo solicita cualquiera de las partes. 
Si, transcurrido el plazo por el que se acordó la suspensión, nadie pidiere, en los cinco días si-
guientes, la reanudación del proceso, el secretario judicial acordará archivar provisionalmente 
los autos y permanecerán en tal situación mientras no se solicite la continuación del proceso o 
se produzca la caducidad de instancia." (énfasis añadido)
37 "Artículo 237. Salvo que la ley disponga otra cosa, se dará de oficio al proceso el curso que 
corresponda, dictándose al efecto las resoluciones necesarias." (énfasis añadido)
38 "Artículo 456.
"1. El letrado de la administración de justicia impulsará el proceso en los términos que esta­
blecen las leyes procesales. ..." (énfasis añadido)
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En efecto, en la actualidad el Juez, como lo ha reconocido la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación es quien dirige el proceso, es decir, no es un ente 
pasivo, porque tiene a su cargo ciertas facultades y deberes en la conducción 
del debate.

Facultades y deberes que si bien es cierto no están condensados en 
normas específicas, existen de manera dispersa y en dado caso, se derivan 
inmediatamente de las normas constitucionales en cita, sobre todo del artícu
lo 17 constitucional, de aplicación directa por el órgano de control constitu-
cional, de la codificación procesal en cita e, incluso, de los principios de la 
función jurisdiccional y los valores éticos de los funcionarios judiciales, con-
tenidos en los códigos respectivos.

Así es, el Juez tiene facultades que le permiten asegurar un proceso sin 
dilaciones injustificadas, dentro del cual las partes cumplan con las cargas 
procesales que les son impuestas y se comporten dentro de los parámetros 
de lealtad procesal que exige el principio de la buena fe.

Como lo expresó la Suprema Corte de Justicia de la Nación a propósito 
del Código de Comercio (donde el principio dispositivo rige con mayor vigor), el 
Juez, como director del proceso, no sólo tiene el deber de vigilar que se cum-
plan a cabalidad las reglas del contradictorio sino que, como tal, tiene a su 
cargo diversas facultades, como lo son el seguir el orden previamente esta-
blecido en la legislación para el desarrollo del proceso y el estar al pendiente 
de las peticiones formuladas por las partes, a fin de que éstas tengan una 
respuesta oportuna y congruente, no sólo con el estado procesal en que se 
encuentre el proceso, sino con lo solicitado, pues ello forma parte de las fa-
cultades que le incumben por ser el director del proceso.

De ahí que pueda ordenar que se subsane toda omisión que advierta 
en la sustanciación, para el efecto de regularizar el procedimiento.

Asimismo, es el juzgador quien debe decidir si la preparación de las 
pruebas es o no adecuada; si deben o no admitirse y pronunciarse sobre el 
correspondiente desahogo y puede declarar probadas, de oficio, algunas de-
fensas o excepciones impropias cuando se encuentren probados los hechos 
que las constituyan (cosa juzgada, pago, novación, pérdida de la cosa, tran-
sacción, caducidad del derecho a la prestación, confusión, realización de la 
condición resolutoria, etcétera).

De igual manera, cuenta con facultades y deberes que tienden a lograr 
la rápida decisión del proceso, a hacer efectiva la igualdad de las partes, a 
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prevenir los actos contrarios a la lealtad y la buena fe, etcétera, con el fin de 
lograr una pronta y expedita impartición de justicia mediante el dictado de una 
sentencia.

Ejemplo de esas facultades, es la posibilidad de hacer cumplir sus de-
terminaciones, así sea coactivamente y dar parte al Ministerio Público en caso 
de advertir la posible existencia de un delito, como aquellos a que alude el ca
pítulo II del título décimo segundo del Código Penal Federal, intitulado "Delitos 
de abogados, patronos y litigantes",39 que indudablemente tienden a verificar la 
igualdad y lealtad procesal y la buena fe.

Buena fe que por su parte, es base inspiradora de nuestro derecho y 
está presente en todos los ordenamientos jurídicos.40

Y, desde una perspectiva negativa, la existencia de un delito en el Código 
Penal Federal establecido para el funcionario judicial, que sanciona el retardo 
o entorpecimiento de la impartición de justicia.41

De igual manera, esas facultades y deberes se encuentran también en 
las leyes orgánicas.

39 "Artículo 231. Se impondrá de dos a seis años de prisión, de cien a trescientos días multa y 
suspensión e inhabilitación hasta por un término igual al de la pena señalada anteriormente 
para ejercer la profesión, a los abogados, a los patronos, o a los litigantes que no sean ostensi-
blemente patrocinados por abogados, cuando cometan algunos de los delitos siguientes:
"I. Alegar a sabiendas hechos falsos, o leyes inexistentes o derogadas; y
"II. Pedir términos para probar lo que notoriamente no puede probarse o no ha de aprovechar su 
parte; promover artículos o incidentes que motiven la suspensión del juicio o recursos manifies-
tamente improcedentes o de cualquiera otra manera procurar dilaciones que sean notoriamente 
ilegales.
"III. A sabiendas y fundándose en documentos falsos o sin valor o en testigos falsos ejercite acción 
u oponga excepciones en contra de otro, ante las autoridades judiciales o administrativas; y
"IV. Simule un acto jurídico o un acto o escrito judicial, o altere elementos de prueba y los presente 
en juicio, con el fin de obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley."
40 "Como lo establece la tesis aislada emitida por la extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo 
CXXXII, página 353, «con número de registro digital: 338803» que dice: ‘BUENA FE, PRINCIPIO 
DE.—Siendo la buena fe base inspiradora de nuestro derecho, debe serlo, por tanto, del 
comportamiento de las partes en todas sus relaciones jurídicas y en todos los actos del proceso 
en que intervengan.’."
41 "Artículo 225. Son delitos contra la administración de justicia, cometidos por servidores públi-
cos los siguientes:
"...
"VIII. Retardar o entorpecer maliciosamente o por negligencia la administración de justicia;"
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Así, por ejemplo, en la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal (actualmente Ciudad de México), establece como princi-
pios que regulan la función judicial en su aspecto de impartición de Justicia: 
la expeditez, la imparcialidad, la legalidad, la honradez, la independencia, la 
sanción administrativa, la eficiencia y eficacia.42

Y, finalmente, se encuentran en los Códigos de Ética.

Por ejemplo, el del Poder Judicial de la Federación establece como un 
principio el profesionalismo, dentro de cuyos puntos está el dedicar el tiempo 
necesario para el despacho expedito de los asuntos de su juzgado o tribunal.43

Así que, aunque a diferencia del Código de Procedimiento Civil de Co-
lombia, en México los poderes y deberes que permiten afirmar que el Juez es 
el director del proceso (en lo que aquí interesa, el mercantil), están dispersos, 
es válido afirmar que los tiene.

Por otra parte, en nuestra Constitución ya se establece textualmente, 
como en la Carta Magna de Colombia, que el derecho sustantivo prevalece 
sobre el procesal, es decir, se reconoce de forma expresa que el fin de la acti-
vidad jurisdiccional y del proceso es la realización de los derechos consagra-
dos en abstracto por el derecho objetivo y, por consiguiente, la solución de los 
conflictos de intereses y, por tanto, que es evidente que en relación con la 
realización de los derechos y la solución de los conflictos, el derecho procesal 
y específicamente el proceso, es un medio.

Prevalencia sobre la que este Tribunal Colegiado ya se había pro
nunciado.44

42 "Artículo 1o. ...
"Se establecen como principios que regulan la función judicial, tanto en su aspecto de impartición 
de Justicia, como en su aspecto administrativo los siguientes: la expeditez, la imparcialidad, la
legalidad, la honradez, la independencia, la caducidad, la sanción administrativa, la oralidad, 
la calidad total en sus procesos operativos, administrativos y contables, la excelencia en recursos 
humanos, la vanguardia en sistemas tecnológicos, la carrera judicial, la eficiencia y eficacia."
43 "PROFESIONALISMO
"4. Es la disposición para ejercer de manera responsable y seria la función jurisdiccional, con 
relevante capacidad y aplicación. Por tanto, el juzgador:
"...
"4.6. Dedica el tiempo necesario para el despacho expedito de los asuntos de su juzgado o 
tribunal. ..."
44 Por ejemplo, la jurisprudencia I.3o.C. J/1 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 2, diciembre de 2012, página 1189, «con número 
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Por tanto, en México están presentes las mismas razones que en su mo
mento llevaron al legislador colombiano a derogar la perención y, en consecuen
cia, también están presentes las consideraciones que en esa fase histórica 
expuso la Corte Constitucional, esto es, que la eliminación de la perención como 
institución procesal que pone fin de manera irregular al proceso, no ponía en 
riesgo el derecho fundamental de acceso a la justicia, ni permitía que las par
tes dilataran injustificada y deslealmente el proceso, incumpliendo con las 
cargas procesales que les son impuestas pues, contrariamente, su deroga-
ción aseguraba en mejor manera que el proceso llegara a su fin natural, esto 
es, a la decisión del asunto mediante un fallo que resolviera en el fondo, cosa 
que el decreto de perención no logra en ninguna circunstancia; además de que 
la derogatoria también daba aplicación al principio de prevalencia de lo sus-
tancial sobre lo adjetivo o procedimental, al propender porque los procesos 
lleguen a una decisión sustancial o de fondo, y no a una decisión que no re-
suelve materialmente la controversia.

de registro digital: 2002388» que dice: "REQUISITOS PROCESALES BAJO LA ÓPTICA CONSTITU-
CIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.—Aunque doctrinal y jurisprudencialmente se afirma-
ba, con carácter general y sin discusión, la naturaleza de derecho público de las normas procesales, 
consideradas de cumplimiento irrenunciable y obligatorio, debe considerarse que con motivo de la 
reforma constitucional de junio de dos mil once, en la actualidad es en la finalidad de la norma, que 
tiene que mirarse en función del valor justicia, donde radica el carácter de derecho público de los 
requisitos procesales. Por ello, será competencia del legislador, de la jurisdicción ordinaria y de la 
jurisdicción constitucional, en su caso, velar porque los requisitos procesales sean los adecuados 
para la obtención de los fines que justifican su exigencia, para que no se fijen arbitrariamente y 
para que respondan a la naturaleza del proceso como el camino para obtener una tutela judicial con 
todas las garantías. Y si la ley no contempla expresamente esta flexibilidad,ello no será obstáculo 
para que el juzgador interprete y aplique la norma de una manera diversa a la prescrita, en aras 
de encontrar un equilibrio entre seguridad jurídica y justicia. De aquí se destaca la regla: fle­
xibilizar lo procesal y privilegiar lo sustantivo." (énfasis añadido)
Regla que también se ha expuesto en los siguientes criterios:
Tesis aislada I.3o.C.38 C (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XIII, Tomo 4, octubre de 2012, página 2719, «con número de registro digital: 
2002018» de rubro: "PRUEBAS EN MATERIA MERCANTIL. LA OMISIÓN DEL OFERENTE, DE PRE-
CISAR LAS RAZONES POR LAS QUE ESTIMA QUE CON LAS QUE APORTA DEMOSTRARÁ SUS 
AFIRMACIONES, NO CONDUCE A SU INADMISIÓN."
Tesis aislada I.3o.C.85 K (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 18, Tomo III, mayo de 2015, página 2105, «con número de registro digital: 
2009257» «y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de mayo de 2015 a las 9:40 
horas» de título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO. PROCEDE SIN NECESIDAD DE AGOTAR EL 
RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1339 DEL CÓDIGO DE COMERCIO 
CUANDO SE DEMANDAN PRESTACIONES TANTO DE CUANTÍA DETERMINADA COMO 
INDETERMINADA."
Tesis aislada I.3o.C.88 C (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XVIII, Tomo 3, marzo de 2013, página 1998, «con número de registro digital: 
2003037» de rubro: "DOCUMENTOS EN PODER DE LA INSTITUCIÓN BANCARIA. PRÓRROGA 
DEL PLAZO PARA SU EXHIBICIÓN."
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Tanto más cuando la existencia de los poderes y deberes del Juez cons-
tituía garantía suficiente para que, aun sin la institución de la perención, fuera 
posible adelantar satisfactoriamente el proceso y llegar a la decisión de fondo, 
incluso, si llegaba a presentarse una actitud de abandono en cabeza de las 
partes.

De igual forma, en nuestro país están presentes las razones por las que 
posteriormente, en una nueva reflexión derivada del abuso del derecho en 
que ahora incurrieron los abogados y los litigantes (pues cabe recordar, la 
derogatoria se pensó originalmente por los excesos del órgano jurisdiccional) 
y en un manifiesto proceso dialéctico, se creó el desistimiento tácito, como 
una síntesis entre la perención (tesis) y su eliminación (antítesis), pues aquí 
desde antaño también existe tal abuso.

Una vez dicho esto, ahora es dable señalar que el artículo 373 del Códi-
go de Comercio admite una interpretación conforme con la Constitución.

Interpretación que lleva a considerar que dicho precepto, para respetar 
el debido proceso (artículo 14) debe entenderse en el sentido de que no opera 
de pleno derecho y que es necesario un requerimiento previo al omiso, para que 
satisfaga la carga que le corresponde.

En efecto, la caducidad de la instancia es privativa de un derecho y se 
rige, entonces, por el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema, que obliga, 
entre otras cosas, a otorgar audiencia al particular, previamente a la emisión 
del acto de autoridad que le irroga perjuicio.45

Una recta interpretación del precepto aquí analizado conduce a con-
cluir que la circunstancia de que en el mismo no se establezcan requisitos ni 
formalidades previos a la emisión de una declaratoria de caducidad, no releva 
en modo alguno a las autoridades encargadas de ello de observar las forma-
lidades necesarias para respetar el derecho de audiencia que consagra tal 
dispositivo constitucional.

Desde la óptica del debido proceso, la interpretación conforme del ar
tículo impugnado lleva al convencimiento de que, en el caso, el órgano juris-
diccional, de forma previa a declarar que operó la caducidad de la instancia 

45 "Artículo 14. ...
"Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino me-
diante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho."
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debió requerir al gobernado para que acreditara que no dejó inactivo el juicio 
y, en su caso, aportara las pruebas pertinentes que demostraran su defensa y, 
hecho esto, emitir la resolución que en derecho proceda.

No obstante que el artículo 373 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles admite esta interpretación (conforme), existen 2 razones por las que 
debe descartarse.

La primera, porque la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación no la consideró adecuada, pues al resolver el amparo directo en revisión 
3196/2012, en sesión de nueve de enero de dos mil trece, donde se controvirtió 
la constitucionalidad del artículo 16146 del Estatuto Jurídico de los Trabajado-
res al Servicio de los Gobiernos del Estado de Aguascalientes, sus Municipios 
y Organismos Descentralizados, que establece la caducidad de la instancia, 
la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos adujo lo previamente expuesto, 
pero la mayoría no estuvo de acuerdo, al considerar que: "...la caducidad no 
tiene como finalidad privar al gobernado de un derecho sustancial sino sus-
pender el ejercicio de ese derecho de manera provisional, lo que pone de re-
lieve que no entraña un acto de privación regulado por el artículo 14 de la 
Constitución Federal."

La segunda, porque es dable afirmar que esa interpretación no condu-
ce a una situación ideal y útil, pues al fin y al cabo, y salvo las pruebas que el 
interesado pudiera presentar, que probaran que el omiso no está en el su-
puesto jurídico, la caducidad de la instancia sería declarada una vez culmina-
da la audiencia, lo que no quita a esa drástica medida el reproche de tener su 
origen en el simple olvido del litigante y tomar por sorpresa al afectado.

Empero, desde la óptica del acceso a la justicia es posible interpretar 
dicho precepto, conforme a la Constitución, con miras a realizar una función 
integradora de la norma, a efecto de corregir las omisiones que pudieran ge-
nerar su inconstitucionalidad.

Acorde con esa interpretación, que se nutre de la experiencia colombiana 
previamente relatada, el artículo 373 del Código de Comercio, para ser confor-
me al artículo 17 constitucional, en su vertiente de acceso a la justicia, debe 

46 "Artículo 161. Se tendrá por desistida de la acción intentada a toda persona que no haga pro-
moción alguna en el término de seis meses, siempre que ésta sea necesaria para la continuación 
del procedimiento. No operará la caducidad, aun cuando dicho término se cumpla, si está pen-
diente el desahogo de diligencia alguna que deba practicarse por el tribunal, la recepción de in-
formes o documentos que hayan sido solicitados por el tribunal o promoción alguna pendiente 
de acuerdo. A petición de las parte (sic) interesadas, o de oficio, el tribunal declarará la caduci-
dad, cuando se estime consumada."
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interpretarse en el sentido de que en el caso de que el órgano jurisdiccional, 
no obstante sus facultades y deberes como director, no pueda por sí mismo 
adelantar el proceso, por estar pendiente de cumplirse una carga procesal, 
previo a la conclusión del lapso establecido en el precepto (100 días), deberá pre
venir al interesado para que la satisfaga dentro de un plazo que considere 
prudente, con el apercibimiento de que en caso de incumplimiento se decreta
rá la perención.

En dicha prevención, deberá comunicarse al incumplido que, si poste-
riormente su apatía paraliza el proceso, la perención operará en los términos 
literales del precepto y su conducta procesal se tendrá como un abuso de 
derecho, con las consecuencias jurídicas que ello pueda acarrear, tanto para 
el litigante como para el abogado.

Con esta interpretación el proceso no terminará inadvertidamente ni 
será consecuencia del simple olvido del litigante, sino de la desobediencia 
del incumplido. De igual forma no será manipulable por el demandante, 
como lo ha sido hasta la fecha, pues la falta de cumplimiento de su carga 
procesal, es decir, de impulsión, creará la sospecha de una mala fe (pues por 
regla general no se inicia un juicio para dejarlo inactivo), lo que será tenido 
en cuenta en lo subsecuente.

Lo que no ocurre en la actualidad, donde el impulso viene justo antes 
de la conclusión del plazo y no existe otra actuación sino hasta que éste está 
por culminar nuevamente. Por último, no tomará por sorpresa al afectado, 
para el caso de que su olvido no sea de mala fe.

Sólo de esta manera la caducidad de la instancia respeta el acceso a la 
justicia, pues aunque supone una limitación, ésta es razonable, proporcional 
e idónea en los términos referidos por la Corte Constitucional de Colombia, 
que este tribunal hace suyos por ser compatibles con la visión que nuestro 
Tribunal Supremo tiene sobre dicho derecho fundamental.

Interpretación que parte de bases y consideraciones diversas a las que 
hasta ahora ha sustentado la Suprema Corte de Justicia de la Nación para 
considerar que la institución procesal de la caducidad de la instancia o pe-
rención no vulnera el acceso a la justicia y el debido proceso, porque aquí se 
tiene en cuenta el papel que desempeña el juzgador, como director del proce-
so, que lo obliga a adelantarlo, como regla, hasta la sentencia y sólo en casos 
excepcionales, a terminarlo sin ella; la prevalencia del derecho sustantivo 
sobre el adjetivo, que emana del artículo 17 constitucional y, muy importante, 
la experiencia comparada, que permitió apreciar de una manera muy clara 
que la satisfacción del derecho fundamental en cita se encuentra a la mitad 
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de dos posiciones que la historia mostró irreconciliables y que trajeron apare-
jadas consecuencias negativas al proceso, a saber, la perención y su elimina-
ción total.

Tal vez el signo más evidente de que la sociedad mexicana transita por 
circunstancias diversas a las que en su momento (política judicial) llevaron a 
los órganos de control constitucional a defender y blindar la perención, es 
precisamente, la reciente reforma al artículo 17 de la Constitución Federal.

En la exposición de motivos de dicha reforma, se expuso:

"...en México predomina la percepción de que la justicia funciona mal, 
y dos de los mayores problemas que se perciben son la injusticia y la desi
gualdad.

"Hoy se confunde la aplicación de normas con la impartición de justi-
cia. Esto causa insatisfacción y frustración en las personas, y convierte al 
sistema de impartición de justicia en un sistema que genera injusticias.

"En noviembre de 2015, el Gobierno de la República, en conjunto con el 
Centro de Investigación y Docencia Económicas y el Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, convocó a repre
sentantes de todos los sectores a los Diálogos por la Justicia Cotidiana.

"En este ejercicio de diálogo amplio y plural, se diagnosticaron los prin-
cipales problemas de acceso a la justicia y se construyeron soluciones. Una de 
las conclusiones fue que en la impartición de justicia en todas las materias y 
en el ejercicio de la abogacía y defensa legal en nuestro país prevalece una 
cultura procesalista. Esto genera que en el desahogo de una parte importante 
de asuntos se atiendan cuestiones formales y se deje de lado y, por lo tanto, 
sin resolver, la controversia efectivamente planteada.

"Asimismo, se identificaron dos categorías de obstáculos de acceso a 
la justicia: i) excesivas formalidades previstas en la legislación y ii) la inade-
cuada interpretación y aplicación de las normas por los operadores del siste-
ma de justicia.

"Esta conclusión es consistente con lo establecido por la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el amparo directo en 
revisión 1080/2014, en el sentido de que la obligación del Estado de desarrollar 
la posibilidad del recurso judicial es dual, por un lado, la ley no debe imponer lí
mites, salvo las formalidades esenciales para su trámite y resolución; por otro 
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lado, los órganos que imparten justicia deben asumir una actitud de facilita-
dores para ese fin.

"Puesto en los términos empleados por la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos, el Estado tiene la responsabilidad de establecer normativa-
mente un recurso eficaz, pero también la de asegurar la debida aplicación de 
ese recurso por parte de las autoridades judiciales.

"Las normas vulneran el derecho a la tutela judicial si imponen requisi-
tos que impiden u obstaculizan el acceso a la justicia, cuando éstos resultan 
innecesarios, excesivos o carecen de razonabilidad o proporcionalidad res-
pecto de los fines que legítimamente puede perseguir el legislador. La Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación en Pleno ha establecido que la potestad del 
legislador derivada del artículo 17 de la Constitución Federal para fijar los 
plazos y términos conforme a los cuales se administrará justicia, no es ilimi-
tada, los presupuestos procesales deben sustentarse en los principios y dere-
chos contenidos en la propia Constitución.

"Por ello, en los Diálogos por la Justicia Cotidiana se indicó que el aspec
to normativo de este problema requiere de una revisión profunda del orden 
jurídico en todos los niveles para identificar y ajustar aquellas disposiciones 
contenidas en las leyes generales, federales y de las entidades federativas que 
per se impiden el acceso a la justicia o que fomentan que se atiendan aspec-
tos formales o de proceso en detrimento de la resolución de la controversia.

"En cuanto al aspecto interpretativo y de aplicación de la norma, se 
encontró que en la impartición de justicia en todos los niveles y materias, las 
leyes se aplican de forma tajante o irreflexiva, y no se valora si en la situación 
particular cabe una ponderación que permita favorecer la aplicación del de-
recho sustantivo por encima del derecho adjetivo para resolver la controver-
sia, desde luego sin inaplicar este último arbitrariamente.

"Sobre este tema, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
establecido que los Jueces como rectores del proceso tienen el deber de diri-
gir y encauzar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia 
en pro del formalismo. También la Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación ha señalado que los tribunales deben resolver los conflictos 
que se les plantean evitando formalismos o interpretaciones no razonables que 
impidan o dificulten el enjuiciamiento de fondo. Los juzgadores al interpretar 
los requisitos y formalidades procesales que prevén las leyes, deben tener 
presente la ratio de la norma y los principios pro homine e in dubio pro actione 
para evitar que aquéllos impidan un enjuiciamiento de fondo.
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"Diversas Constituciones de Estados latinoamericanos consagran esa 
garantía de forma expresa. La Constitución de la República de Ecuador prevé 
en su artículo 169 que ‘El sistema procesal es un medio para la realización de 
la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de simplifica-
ción, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y 
harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia 
por la sola omisión de formalidades.’

"En el mismo sentido, el artículo 212 de la Constitución Política de la 
República de Panamá establece que ‘Las leyes procesales que se aprueben 
se inspirarán entre otros, en los siguientes principios: 1. Simplificación de los 
trámites, economía procesal y ausencia de formalismos. 2. El objeto del proce
so es el reconocimiento de los derechos designados en la ley substancial.’

"Por su parte, la Constitución Política de Colombia prevé en su 
artículo 228 que ‘Las actuaciones serán públicas y permanentes con las 
excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho 
sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su 
incumplimiento será sancionado.’

"Una disposición de ese carácter permite recordar que el proceso es un 
medio para facilitar y preservar, mediante la adecuada actualización de las 
normas, el reconocimiento de los derechos sustantivos de las personas.

"Las resoluciones favorables a los justiciables para el efecto de purgar 
vicios formales o procesales intrascendentes al sentido del fallo son inconsisten
tes con el principio de justicia pronta, pues sólo postergan la solución final 
del asunto.

"Ello también impacta en la eficacia del sistema jurisdiccional porque 
las controversias que pueden decidirse de una sola vez son sucesivamente 
planteadas cuando las violaciones formales o de procedimiento son reparadas, 
circunstancia que refleja que los gobernados no han obtenido solución defi-
nitiva sobre las pretensiones originalmente planteadas. Esto incumple con el 
principio de justicia completa porque se evita un pronunciamiento de fondo 
respecto de las cuestiones debatidas.

"Para hacer frente a este aspecto de la problemática, en los Diálogos 
por la Justicia Cotidiana se recomendó llevar a cabo una reforma que eleve a 
rango constitucional el deber de las autoridades de privilegiar, por encima de 
aspectos formales, la resolución de fondo del asunto.
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"Este deber exige también un cambio en la mentalidad de las autorida-
des para que en el despacho de los asuntos no se opte por la resolución más 
sencilla o rápida, sino por el estudio que clausure efectivamente la controver-
sia y la aplicación del derecho sustancial.

"La incorporación explícita de este principio en la Constitución Federal 
busca que éste permee el sistema de justicia a nivel nacional, es decir, que 
todas las autoridades judiciales y con atribuciones materialmente jurisdiccio-
nales del país, se vean sometidas a su imperio, pero más allá de su obliga
toriedad, reconozcan la razón y principio moral que subyacen a la adición al 
artículo 17 constitucional.

"La incorporación de esta prevención evitará que en un juicio o proce
dimiento seguido en forma de juicio se impongan obstáculos entre la acción 
de las autoridades y las pretensiones de los justiciables, o bien, límites a las 
funciones de las autoridades en la decisión de fondo del conflicto.

"Con esta reforma de ninguna manera se busca obviar el cumplimiento 
de la ley. La efectividad del derecho de acceso a la justicia no implica pasar 
por alto el mandato del párrafo segundo del artículo 17 constitucional de im-
partir justicia en los plazos y términos que fijen las leyes. Permitir que los tri-
bunales dejen de observar los principios constitucionales y legales que rigen 
la función jurisdiccional, daría lugar a un estado de incertidumbre en los des-
tinatarios de esa función, pues se desconocería la forma de proceder de esos 
órganos.

"En efecto, los juzgadores deben apegarse a los principios que rigen 
la función judicial, como el de debido proceso y el de equidad procesal, y 
que garantizan la seguridad jurídica y credibilidad en los órganos que admi
nistran justicia. Lo que pretende esta iniciativa no es la eliminación de 
toda formalidad, ni soslayar disposiciones legales, en cambio, se busca eli
minar formalismos que sean obstáculos para hacer justicia. ..." (énfasis 
añadido)

De conformidad con lo anterior conviene preguntarse lo siguiente:

Si uno de los principales factores del cambio de óptica del Tribunal 
Constitucional de Colombia sobre la perención fue la prevalencia de lo sus-
tantivo sobre lo procesal –derivada del artículo 228 de su Carta Magna que, 
incluso, es mencionado en la transcripción precedente–:
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¿Acaso la reforma al artículo 17 no es un claro indicativo de que es 
momento de aceptar que en realidad dicha figura jurídica constituye una ver-
dadera claudicación de la función jurisdiccional?

¿Acaso no es momento de anteponer los derechos fundamentales a la 
política judicial?

Este tribunal, acorde con lo hasta aquí expuesto, estima que ha lugar a 
responder afirmativamente ambos cuestionamientos.

SEXTO.—Decisión. En las referidas circunstancias, lo que procede es 
conceder la protección solicitada, al existir vulneración a los artículos 14 y 17 
de la Constitución Federal.

SÉPTIMO.—Consideraciones generales sobre el plazo para el cum
plimiento de la ejecutoria de amparo. Efectos de la concesión. Dada la con-
clusión alcanzada, la autoridad responsable deberá restablecer las cosas al 
estado que guardaban antes de la violación evidenciada y queda obligada a 
lo siguiente:

1. De inmediato deje insubsistente la resolución reclamada.

2. De inmediato emita otra en la que interprete el artículo 373 del Códi-
go Federal de Procedimientos Civiles conforme a las consideraciones expues-
tas en esta ejecutoria y, en consecuencia:

a) Ordene la reposición del procedimiento para el efecto de que el Juez 
natural determine si con sus facultades y deberes como director del proceso, 
puede por sí mismo adelantarlo, en concreto, si puede ordenar el emplazamien
to por edictos.

b) Si no es el caso, porque lo que está pendiente es una carga procesal 
que implica un pago o expensa, prevenga al interesado para que la satisfaga 
dentro de un plazo que considere prudente, con el apercibimiento de que en 
caso de incumplimiento se decretará la perención.

c) En dicha prevención deberá comunicar al incumplido que, si poste-
riormente su apatía paraliza el proceso, la perención operará en los términos 
literales del precepto y su conducta procesal se tendrá como un abuso de 
derecho, con las consecuencias jurídicas que ello pueda acarrear, tanto para 
el litigante como para el abogado.
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3. El cumplimiento a la presente ejecutoria de amparo deberá infor-
marlo y demostrarlo a este órgano colegiado.

Esto, en la inteligencia de que el término "de inmediato", se refiere a 
realizar un acto sin tardanza, es decir, con la mínima dilación posible; por lo 
que, atendiendo a los distintos factores que pueden influir en el cumplimien
to de la presente ejecutoria, para el caso particular este tribunal estima sufi-
ciente otorgar a la autoridad responsable un plazo de 5 días para que dicte 
una nueva sentencia.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, en los artículos 73 a 77, 
182, fracción II, último párrafo, 183 y 189 de la Ley de Amparo, se resuelve:

PRIMERO.—La Justicia de la Unión ampara y protege a **********, 
por conducto de **********, agente del Ministerio Público de la Federación 
adscrito a la Dirección General de Asuntos Jurídicos, contra la resolución de 
30 de abril de 2018, dictada por el Primer Tribunal Unitario en Materias Civil y 
Administrativa del Primer Circuito, en el toca 119/2018.

SEGUNDO.—En términos de lo dispuesto por el artículo 192 de la Ley 
de Amparo, se requiere a la autoridad responsable para que dentro del plazo 
y forma que señala la ley procesal que rija el acto reclamado, informe sobre 
su cumplimiento.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos 
a la autoridad responsable que los remitió y, en su oportunidad, archívese el 
presente expediente como asunto concluido.

Así lo resolvieron los integrantes del Tercer Tribunal Colegiado en Ma-
teria Civil del Primer Circuito, por mayoría de votos de los Magistrados Paula 
María García Villegas Sánchez Cordero y Víctor Francisco Mota Cienfuegos, 
contra el voto del licenciado Carlos Ortiz Toro, secretario en funciones de Ma-
gistrado de Circuito, conforme al artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, autorizado por la Comisión de Carrera 
Judicial del Consejo de la Judicatura Federal, mediante oficio CCJ/ST/3765/ 
2017; siendo encargado del engrose el Magistrado Víctor Francisco Mota 
Cienfuegos.

En términos de lo previsto en los artículos 110, fracción XI, 113, 
fracción I y 118 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor­
mación Pública, en esta versión pública se suprime la información con­
siderada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en 
esos supuestos normativos.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Voto particular del secretario en funciones de Magistrado Carlos Ortiz Toro: Con todo 
respeto el suscrito disiente del criterio de la mayoría, al decidir conceder la protec-
ción constitucional solicitada por el organismo quejoso, pues estimo que debió ne-
garse el amparo.—En primer lugar, considero que los razonamientos expresados por 
la peticionaria resultaban ineficaces, toda vez que, esencialmente, se limitaban a 
reiterar los agravios expuestos vía agravio ante el tribunal de alzada, sin combatir las 
consideraciones plasmadas en la resolución reclamada, por lo que lo señalado en 
los conceptos de violación resultaba insuficiente para establecer los motivos en los 
que la mayoría sustentó la sentencia de amparo.—Por otra parte, la decisión de la 
mayoría de conceder el amparo se apoya fundamentalmente en establecer que de 
acuerdo a una interpretación conforme del artículo 373 del Código Federal de Proce
dimientos Civiles, previo a que se cumpla el plazo regulado en ese precepto para que 
se configure la caducidad de la instancia, el Juez de la causa deberá prevenir al actor 
a fin de que impulse el procedimiento, apercibiéndolo que, en caso de ser omiso, se 
surtirá la perención del procedimiento.—El suscrito difiere de esas consideraciones, 
pues estima que se desnaturaliza la figura procesal de la caducidad de la instancia 
de acuerdo con el sistema adoptado por nuestro régimen jurídico.—La caducidad es 
una institución procesal de interés público, cuyo acogimiento tiene como propósito 
dar estabilidad y firmeza a los negocios, disipar incertidumbres del pasado y poner fin 
a la indecisión de los derechos, de ahí que se estime que tiene una finalidad válida 
en el sentido de que no haya litigios pendientes por tiempo indefinido y porque es 
necesaria para dar eficacia a la finalidad perseguida, en cuanto a que impone una 
sanción a las partes en caso de no sujetarse a los plazos y términos que fijan las 
leyes.—Por lo que el fundamento de la caducidad de la instancia se finca en que el 
Estado, como representante de la sociedad, tiene interés en que las causas judicia-
les en los tribunales no se paralicen por causas imputables a una o ambas partes, 
ante el incumplimiento de las cargas u obligaciones que les impone la ley, dado que 
esa inactividad genera mayor incertidumbre e inseguridad al Estado y a la sociedad, 
con afectación de la armonía, de la paz y del funcionamiento de las relaciones de 
todo tipo, entre las autoridades con las personas y las de éstas entre sí y que la per-
manencia de causas inactivas distraen a los tribunales para mejorar la atención de 
las que están activas.—El sistema legal rector de la caducidad de la instancia en 
materia civil, tiene como fundamento teórico una teoría mixta, con preeminencia 
publicística, que admite tener como causa o justificación de la institución, dos valo-
res y fines perseguidos, perfectamente vinculados; por un lado, la tutela de los intere
ses privados de las partes en la iniciación, consecución y disposición del proceso 
y, por el otro, el interés público, hacia donde existe propensión, relativo a la preo
cupación del Estado en la continuación armónica y eficiente de los procesos, hasta 
su conclusión, mediante certeza y toda la dedicación adecuada a cada uno de los 
asuntos sometidos a su potestad; enfrentados ambos valores, al supuesto en donde 
existe una paralización prolongada e injustificada del proceso, atribuible a las pro-
pias partes.—Es por tales motivos que el suscrito disiente de manera respetuosa de 
la resolución de mayoría, pues la circunstancia de que previo a la declaración judicial 
de que se ha configurado la caducidad, el Juez del conocimiento tenga la obliga-
ción de prevenir al interesado a fin de que se pronuncie sobre esa circunstancia e 
impulse el procedimiento lleva, de hecho, a excluir del régimen legal esa figura pro-
cesal que el legislador ha previsto, desde mi punto de vista, a fin de evitar la inactivi-
dad procesal que únicamente provoca incertidumbre e inseguridad al Estado y a la 
sociedad.—Es por las causas anotadas que considero debió negarse la protección 
federal solicitada.

Este voto se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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CADUCIDAD DE LA INSTANCIA O PERENCIÓN. LA FRACCIÓN 
IV DEL ARTÍCULO 373 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCE­
DIMIENTOS CIVILES, PARA SER CONFORME CON EL ARTÍCULO 
17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, EN CUANTO AL DERECHO 
A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA –EN SU VERTIENTE 
DE ACCESO A LA JUSTICIA–, DEBE INTERPRETARSE EN EL 
SENTIDO DE QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL, PREVIO A LA 
CONCLUSIÓN DEL LAPSO AHÍ ESTABLECIDO, DEBERÁ PREVE­
NIR AL INTERESADO PARA QUE EN UN PLAZO QUE CONSIDE­
RE PRUDENTE CUMPLA CON SU CARGA PROCESAL, CON EL 
APERCIBIMIENTO DE QUE, EN CASO DE INCUMPLIMIENTO, SE 
DECRETARÁ AQUÉLLA. Desde la óptica de ese derecho fundamen-
tal, es posible interpretar el primer precepto conforme a la Constitu-
ción Federal, con miras a realizar una función integradora de la norma. 
Acorde con esa interpretación, que se nutre de la experiencia colombia-
na (perención/derogatoria de la perención/desistimiento tácito), la 
fracción IV del artículo 373 del Código Federal de Procedimientos Civi-
les, para ser conforme con el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos –tutela jurisdiccional efectiva, en su ver-
tiente de acceso a la justicia–, debe interpretarse en el sentido de que 
en el caso de que el órgano jurisdiccional, no obstante sus facultades 
y deberes como director del proceso, no pueda por sí mismo adelantar-
lo, por estar pendiente de cumplirse una carga procesal, previo a la 
conclusión del lapso ahí establecido, deberá prevenir al interesado 
para que la satisfaga dentro de un plazo que considere prudente, con el 
apercibimiento de que, en caso de incumplimiento, se decretará la ca-
ducidad de la instancia o perención. En dicha prevención, deberá co-
municarse al incumplido que, si posteriormente su apatía paraliza el 
proceso, la caducidad de la instancia operará en los términos literales 
del precepto y su conducta procesal se tendrá como un abuso de dere-
cho, con las consecuencias jurídicas que ello pueda acarrear, tanto 
para el litigante como para el abogado. Con esta interpretación el proce-
so no terminará inadvertidamente, ni será consecuencia del simple 
olvido, sino de la desobediencia del incumplido. De igual forma no será 
manipulable por el demandante, pues la falta de cumplimiento de su 
carga procesal, es decir, de impulso, creará la sospecha de una mala fe, 
lo que se tomará en cuenta en lo subsecuente. Por último, no tomará 
por sorpresa al afectado, para el caso de que su olvido no sea de mala 
fe, por lo que sólo de esta manera en la caducidad de la instancia o 
perención se respeta el acceso a la justicia pues, aunque supone una 
limitación, ésta es razonable, proporcional e idónea en los térmi
nos referidos por la Corte Constitucional de Colombia, que en general 
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–aunque no específicamente respecto de la institución procesal en 
comento–, son compatibles con la visión que nuestro Tribunal Supremo 
tiene sobre dicho derecho fundamental; interpretación que parte de 
bases y consideraciones diversas a las que hasta ahora ha sustentado 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para considerar que dicha 
institución procesal no vulnera el acceso a la justicia, porque aquí se 
tiene en cuenta: a) el papel que desempeña el juzgador, como director 
del proceso; b) la prevalencia del derecho sustantivo sobre el adjetivo 
–paradigma recién incorporado al artículo 17 constitucional– y, muy 
importante c) la experiencia comparada, que permite apreciar de una 
manera muy clara que la satisfacción del derecho fundamental en cita 
se encuentra a la mitad de dos posiciones que la historia mostró irre-
conciliables y que trajeron aparejadas consecuencias negativas al pro-
ceso, a saber, la perención (tesis) y su eliminación total (antítesis), 
manifiesto proceso dialéctico del que resultó el desistimiento tácito 
(síntesis). La reciente reforma al artículo 17 constitucional citado (preva
lencia de lo sustantivo sobre lo procesal), constituye el signo más evi-
dente de que nuestro país transita por circunstancias diversas a las que 
en su momento (política judicial de descongestionamiento), llevaron a 
los órganos de control constitucional a defender y blindar la perención.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.C.361 C (10a.)

Amparo directo 403/2018. 20 de junio de 2018. Mayoría de votos. Disidente y Ponente: 
Carlos Ortiz Toro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 
del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, 
en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación. Encargado del engrose: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: 
Karlo Iván González Camacho.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COHABITACIÓN EN UNA RELACIÓN DE PAREJA. PUEDE CONFIGU­
RAR UNA PRESUNCIÓN HUMANA DE QUE SE TRATA DE UNA 
UNIÓN DE HECHO SUSCEPTIBLE DE GENERAR DERECHOS Y OBLI­
GACIONES ENTRE LAS PARTES (OTORGAR ALIMENTOS) Y MÁS 
AÚN SI SE PROCREARON HIJOS EN COMÚN, NO OBSTANTE SU 
ESTADO CIVIL. De acuerdo con el criterio emitido por la Primera Sala 
de nuestro Máximo Tribunal del País, en la tesis aislada 1a. VIII/2015 (10a.), de 
título y subtítulo: "PENSIÓN COMPENSATORIA. PROCEDE ANTE EL QUEBRAN-
TAMIENTO EN UNIONES DE HECHO, SIEMPRE Y CUANDO SE ACREDITE 
QUE SE TRATA DE UNA PAREJA QUE CONVIVIÓ DE FORMA CONSTANTE Y 
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ESTABLE, FUNDANDO SU RELACIÓN EN LA AFECTIVIDAD, LA SOLIDARI-
DAD Y LA AYUDA MUTUA.", y a fin de establecer si una relación de pareja 
constituye una unión de hecho susceptible de generar derechos y obligacio-
nes entre las partes, debe atenderse primordialmente a las características de 
la propia relación y verificar si por la convivencia estable entre ellas, fundada 
en la afectividad, generaron vínculos de solidaridad y ayuda mutua. Así, este 
órgano colegiado considera que en ocasiones se presentan condiciones atí-
picas en cuanto a las relaciones de pareja que pueden surgir en la sociedad 
y que no han pasado inadvertidas para el derecho, considerando también que 
el matrimonio no suele constituir un impedimento para que, de hecho, las 
personas puedan tener una relación sentimental con una diversa persona 
–paralela al matrimonio–, sin llegar a constituir propiamente un concubinato, 
que será susceptible también de protegerse legalmente, de reunir las carac-
terísticas de convivencia constante y estable, basada en una relación de afecti
vidad, solidaridad y ayuda mutua. Para ello, la cohabitación es susceptible de 
configurar una presunción humana, salvo prueba en contrario, de que los 
integrantes se encuentran en una relación fundada en tales características, 
pues voluntariamente decidieron unirse para compartir su vida en un mismo 
domicilio y más aún si a ello se suma el hecho de haber procreado hijos en 
común; de lo que deriva que se actualizaría el supuesto de otorgar alimentos 
a quien, durante la cohabitación, se dedique a las labores del hogar.

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.10o.C.22 C (10a.)

Amparo directo 545/2019. 12 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: J. 
Jesús Pérez Grimaldi. Secretaria: Patricia Ávila Jasso.

Nota: La tesis aislada 1a. VIII/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 23 de enero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo I, enero de 
2015, página 769, con número de registro digital: 2008267.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA EN MATERIA CIVIL. CUANDO SE RECLAMA LA DE­
VOLUCIÓN DE LA CANTIDAD DE DINERO QUE EL DEMANDADO 
RETIRÓ DE SU SUBCUENTA DE VIVIENDA, CORRESPONDE A LA 
AUTORIDAD LABORAL DILUCIDAR LA ACCIÓN INTENTADA (ENRI­
QUECIMIENTO ILEGÍTIMO) Y NO A LA CIVIL. La competencia es el límite 
de la jurisdicción, es decir, es el ámbito en el cual la autoridad judicial válida-
mente puede ejercer sus atribuciones y facultades otorgadas por el Estado, y 
constituye un presupuesto procesal de análisis preferente a la procedencia 
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o improcedencia de la demanda y, por ende, exige ser atendido primordialmen
te, sea expresa o tácitamente, por lo cual su examen debe hacerse de oficio. 
Así, existen cuatro criterios fundamentales para determinar la competencia: 
a) por materia; b) por la cuantía; c) por el grado y, d) por el territorio. El criterio 
por materia se basa en el contenido de las normas sustantivas que regulan el 
litigio sometido al proceso conforme a su naturaleza jurídica. Por razón de la ma
teria se permite determinar cuándo un litigio debe ser del conocimiento de los 
tribunales administrativos, fiscales, agrarios, laborales, civiles o penales, con 
la finalidad de lograr una mejor impartición de justicia. Por otro lado, en tér-
minos del artículo 899-A de la Ley Federal del Trabajo, los conflictos individua-
les de seguridad social son los que tienen por objeto reclamar el otorgamiento 
de prestaciones en dinero o en especie, derivadas de los diversos seguros que 
componen el régimen obligatorio del seguro social, organizado y administra-
do por el Instituto Mexicano del Seguro Social y la Ley del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, deban cubrir el instituto relati-
vo y las Administradoras de Fondos para el Retiro. En este orden de ideas, 
cuando de la acción hecha valer se advierte que la pretensión reclamada se 
enfoca exclusivamente a dirimir un conflicto individual de naturaleza laboral 
y no civil, por quien estima le asiste el derecho a obtener la devolución de la 
cantidad que una dependencia tomó de su subcuenta de vivienda (trabajador), 
corresponde a una autoridad laboral dilucidar la acción intentada, ya que es a 
ella a quien le compete resolver este tipo de controversias, pues debe tomar-
se en cuenta que este aspecto social de la materia laboral se sustenta en el 
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya 
que toda controversia derivada de una relación de trabajo o todo trámite ad-
ministrativo que apunte a preservar derechos laborales quedará enmarcado 
en los objetivos del derecho del trabajo. Máxime que la prestación en estudio, al 
constituir una garantía y un derecho social para los trabajadores que, confor-
me a los artículos 20 y 21 de la Ley Federal del Trabajo, presten a otra persona 
un servicio personal y subordinado mediante el pago de un salario, es inhe-
rente a la existencia de una relación de trabajo, pues nace junto con el vínculo 
jurídico que une a un trabajador con su patrón. Consecuentemente, es legal 
la resolución del Juez en la que determinó carecer de competencia para cono-
cer del juicio oral civil por razón de materia, si por la naturaleza de la acción 
planteada (enriquecimiento ilegítimo de la dependencia demandada) compe-
te dilucidarlo a una autoridad laboral.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.C.380 C (10a.)

Amparo directo 270/2019. Marco Antonio Flores González. 8 de mayo de 2019. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. Secretario: José Manuel Martínez 
Villicaña.
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Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa aislada 
2a. LVIII/99, de rubro: "COMPETENCIA LABORAL. CORRESPONDE CONOCER A LA 
JUNTA LOCAL CUANDO SE DEMANDAN DEL SEGURO SOCIAL O DEL INFONAVIT 
LAS RESPECTIVAS INSCRIPCIONES Y OTRAS PRESTACIONES SECUNDARIAS, 
AUNQUE LA DEMANDA SE HAYA PRESENTADO POR SEPARADO, DE OTRA, EN 
QUE SE RECLAMARON PRESTACIONES PRINCIPALES DE UN PATRÓN SUJETO AL 
RÉGIMEN LOCAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo IX, mayo de 1999, página 502, con número de registro digital: 
194003.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN HECHO CONSIDERADO COMO 
DELITO POR RAZÓN DE SEGURIDAD. EL ARTÍCULO 30, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 
ESTADO DE MÉXICO ABROGADO QUE LA REGULA, APLICA ENTRE 
JUECES DE LA PROPIA ENTIDAD FEDERATIVA, POR LO QUE NO 
PUEDE INVOCARSE PARA FINCÁRSELA A UNO DE DISTINTO ES­
TADO. El párrafo segundo del precepto citado establece que atendiendo a las 
características del hecho atribuido, circunstancias personales del inculpado 
u otras que impidan el desarrollo adecuado del procedimiento, podrá ser Juez 
competente, el que corresponda al centro de reclusión que el Ministerio Pú-
blico o el Juez estime apropiado. De ahí que cuando el acusado es trasladado 
de la circunscripción territorial del Estado de México donde se consuma un 
hecho considerado como delito, a diverso de la República Mexicana, no tiene 
como consecuencia que el Juez de origen pierda la competencia para seguir co
nociendo del juicio, ya que ese presupuesto procesal no deriva de que el impu
tado esté recluido en otra entidad federativa. Lo anterior, porque la porción 
normativa en comento regula la competencia por razón de seguridad para 
conocer de un hecho considerado como delito entre los Jueces del Estado de 
México y no puede invocarse como sustento para fincar competencia a uno 
de distinto Estado. Ello es así, en atención a que el artículo 121 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé una prohibición de extra
territorialidad de las normas expedidas en una entidad federativa respecto de 
otra; lo que se traduce en que cada entidad legisla para su propio ámbito terri
torial y, por tanto, no tiene obligatoriedad para otro.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.3o.P.69 P (10a.)

Conflicto competencial 4/2019. Suscitado entre el Juzgado de Juicio Oral del Distrito Ju
dicial de Ecatepec de Morelos, Estado de México y el Juzgado de Control de la Región 7 
del Estado, con sede en Huimanguillo del Poder Judicial del Estado de Tabasco. 2 de 
mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Pedro Contreras Navarro. Secre-
tario: Joel Luis Morales Manjarrez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA 
EL REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN DERI­
VADO DE UNA REVISIÓN DE ESCRITORIO O GABINETE. RECAE EN 
EL JUEZ DE DISTRITO QUE TENGA JURISDICCIÓN EN EL DOMICI­
LIO DE LA AUTORIDAD FISCAL ANTE LA CUAL DEBAN PROPOR­
CIONARSE. El artículo 37 de la Ley de Amparo establece distintas reglas 
para determinar la competencia de los Jueces de Distrito para conocer de la 
demanda de amparo, entre otras, que será competente aquel que tenga juris-
dicción en el lugar donde el acto que se reclame deba tener ejecución, trate de 
ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado. Por su parte, el artículo 
42, fracción II, del Código Fiscal de la Federación regula el ejercicio de la facul-
tad de comprobación denominada revisión de escritorio o gabinete y dispone 
que a fin de comprobar que los contribuyentes, responsables solidarios o los 
terceros con éstos relacionados han cumplido con las disposiciones fiscales y 
aduaneras y, en su caso, determinar las contribuciones omitidas o los créditos 
fiscales, así como para comprobar la comisión de delitos fiscales y para pro-
porcionar información a otras autoridades en la materia, las autoridades podrán 
requerirles para que exhiban en su domicilio, establecimientos, en las ofici-
nas de las propias autoridades o dentro del buzón tributario, dependiendo de la 
forma en que se efectuó el requerimiento, la contabilidad, datos, documentos 
e informes que se les requieran a efecto de llevar a cabo su revisión; mientras 
que el diverso 48, fracción II, del mismo ordenamiento establece que en la 
solicitud de requerimiento se indicará el lugar y el plazo en el que deberán entre
garse. En estas condiciones, la revisión de escritorio o gabinete supone, por 
definición, que no se practique en el domicilio del particular, sino en las ofici-
nas de las propias autoridades. Por tanto, en los casos en que se promueva un 
juicio de amparo contra el requerimiento de información y documentación que 
se funde en el artículo 42, fracción II, citado, serán competentes los Jueces de 
Distrito que tengan jurisdicción en el domicilio de la autoridad fiscal ante la cual 
los contribuyentes deban proporcionar aquéllas.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.1o.A.230 A (10a.)

Conflicto competencial 40/2019. Suscitado entre el Juzgado Sexto de Distrito en Materia 
Administrativa en la Ciudad de México y el Juzgado Tercero de Distrito en Materia Ad
ministrativa en el Estado de Nuevo León. 4 de septiembre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Carlos Ronzon Sevilla. Secretario: Damián Cocoletzi Vázquez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO. LA SUMISIÓN EXPRESA DE LAS PARTES PARA SOMETERSE 
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A LA JURISDICCIÓN DE UN TERRITORIO, NO COMPRENDE TAM­
BIÉN A LA DE ÍNDOLE CONSTITUCIONAL. El acuerdo de las partes sobre 
el sometimiento expreso a la jurisdicción de los tribunales competentes y 
leyes aplicables en cierta entidad federativa, renunciando a otro ámbito terri-
torial que en razón de sus domicilios les pudiera corresponder, no alcanza ni 
justifica que la competencia para conocer del juicio de amparo indirecto recaiga 
en un órgano con sede en aquel lugar, pues esa sumisión ocurre sólo en 
cuanto a la interpretación del contrato o título de crédito, normas regulado
ras, ejecución y cumplimiento, según lo convenido. Por tanto, no puede com
prender también a la jurisdicción constitucional, como lo es la del amparo 
(que no se trata de un tópico de legalidad), pues iría contra las reglas conte-
nidas en el artículo 37 de la ley de la materia, derivadas del diseño normativo 
establecido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que no permite que la competencia sea renunciable o convencional, por ser 
de orden público.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO.
III.3o.P.3 K (10a.)

Conflicto competencial 11/2019. Suscitado entre los Juzgados Sexto de Distrito de 
Amparo en Materia Penal, con sede en el Estado de Jalisco y Décimo Tercero de Dis
trito de Amparo en Materia Penal, con residencia en la Ciudad de México. 10 de 
octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Díaz Díaz. Secretaria: 
Andrea Raquel Suro Hernández.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO INTERPUESTO CONTRA LA ORDEN DE 
APREHENSIÓN, CUANDO POR NO HABERSE DESAHOGADO LA 
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO SE HAN IMPUGNADO LOS IN­
FORMES JUSTIFICADOS Y, POR TANTO, NO HA DESAPARECIDO 
LA POSIBILIDAD DE QUE SE EJECUTE EN MÁS DE UN DISTRITO. EN 
TÉRMINOS DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 37 DE LA LEY 
DE AMPARO SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO ANTE 
QUIEN SE PRESENTE LA DEMANDA. Del precepto y párrafo indicados se 
advierte que la competencia para conocer del juicio de amparo, cuando el acto 
reclamado puede tener ejecución en más de un Distrito o ha comenzado a 
ejecutarse en uno de ellos y sigue ejecutándose en otro, recae en el Juez de 
Distrito ante el que se presente la demanda. Dicha posibilidad surge con el 
señalamiento de autoridades ejecutoras con injerencia en distintas demarca-
ciones territoriales y se toma en consideración para que el Juez de amparo que 
reciba la demanda sea momentáneamente competente. De esta manera, si 
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se trata de la orden de aprehensión, y en los informes justificados las autori-
dades responsables ejecutoras niegan los actos reclamados y, acorde al mo-
mento procesal del juicio, aún no se ha desahogado la audiencia constitucional 
en la que pudieran impugnarse los informes y, así, desvirtuarse esa negativa, 
es inconcuso que no ha desaparecido la posibilidad de ejecución en más de un 
Distrito y, por tanto, debe conocer del procedimiento constitucional, conforme 
a la regla prevista en el párrafo segundo del artículo 37 de la Ley de Amparo, 
el Juez de Distrito ante quien se hubiere presentado la demanda.

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.10o.P.34 P (10a.)

Conflicto competencial 13/2019. Suscitado entre los Juzgados Sexto de Distrito de Am-
paro en Materia Penal en la Ciudad de México y Segundo de Distrito en Materia 
de Amparo y Juicios Federales en el Estado de México, con residencia en Toluca. 12 de 
septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Reynaldo Manuel Reyes Rosas. 
Secretaria: María Imelda Ayala Miranda.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN, 
EN EL QUE SE RECLAMA LA RESPUESTA INCONGRUENTE DE LA 
AUTORIDAD MINISTERIAL CON LO SOLICITADO, EN RELACIÓN CON 
LA DEVOLUCIÓN DE UN INMUEBLE ASEGURADO. AL TRATARSE DE 
UN ACTO DE NATURALEZA POSITIVA SIN EJECUCIÓN MATERIAL, 
SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA JURISDIC­
CIÓN SE PRESENTÓ LA DEMANDA. El efecto de la concesión del amparo 
en un juicio en el que se examine la violación al artículo 8o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, no puede quedar en la simple exigen
cia de respuesta, sino que debe buscar que ésta sea congruente, completa, rá
pida y, sobre todo, fundada y motivada, por lo que si el acto reclamado consiste 
en la respuesta incongruente de la autoridad ministerial a la petición de le-
vantar el aseguramiento y devolución de un inmueble, ello no entraña una 
negativa a devolverlo, para considerar que la ejecución material se llevaría en 
lugar diverso al en que se presentó la demanda de amparo. Por tanto, si el que
joso reclama que la respuesta emitida y notificada por la autoridad responsa-
ble a una petición presentada en forma pacífica y respetuosa, es incongruente 
a lo realmente solicitado, el acto reclamado es de naturaleza positiva sin ejecu
ción material, siendo la materia de la litis en el juicio de amparo el contenido 
propio del acto de autoridad, en cuyo caso, el juzgador de amparo deberá 
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analizar y calificar la congruencia de la respuesta frente a lo solicitado por el 
quejoso y, en el supuesto de concluir que no se respondió lo realmente pedi-
do, el amparo deberá concederse para que se responda congruentemente y 
se notifique la nueva contestación. De ahí que en atención a la tercera regla 
deducida del artículo 37 de la Ley de Amparo (actos que carecen de ejecu-
ción), y a la naturaleza jurídica del acto reclamado (no requiere de ejecución 
material) corresponde conocer del juicio constitucional al juzgador federal que 
ejerce jurisdicción en el lugar en que se presentó la demanda.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.9o.P.260 P (10a.)

Conflicto competencial 17/2019. Suscitado entre el Juzgado Primero de Distrito de Am-
paro en Materia Penal en la Ciudad de México y el Juzgado Quinto de Distrito en el 
Estado de Veracruz, con residencia en Boca del Río. 31 de octubre de 2019. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Emma Meza Fonseca. Secretaria: María del Carmen Campos 
Bedolla.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL JUICIO DE 
AMPARO PROMOVIDO CONTRA UNA ORDEN DE DETENCIÓN 
Y/O APREHENSIÓN. SI TODAS LAS AUTORIDADES NIEGAN LA 
EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO Y NO SE DESVIRTÚAN LOS 
INFORMES JUSTIFICADOS ANTES DE CELEBRADA LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL, SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO CON 
JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DONDE SE PRESENTÓ LA DEMANDA. 
Si en la demanda de amparo se señala como acto reclamado la orden de 
aprehensión y/o detención, por regla general, debe acudirse a las hipótesis 
de los dos primeros párrafos del artículo 37 de la Ley de Amparo, que regu
lan la competencia por razón de territorio para conocer del juicio de amparo 
indirecto; sin embargo, si al rendir los informes justificados las autoridades 
responsables –tanto ordenadoras como ejecutoras– niegan los actos recla-
mados y el quejoso no los desvirtúa hasta antes de celebrada la audiencia 
constitucional, es inconcuso que esa posibilidad de ejecución desaparece, 
pues al no existir otro elemento cierto y objetivo que sirva para concluir cate
góricamente que el acto se ejecutará en alguna de las diversas jurisdicciones 
correspondientes a los Jueces contendientes, debe conocer del procedimien
to constitucional el Juez de Distrito con competencia en el lugar donde se 
presentó la demanda, es decir, el que conoció a prevención, por ser ante quien 
acudió la parte agraviada solicitando la protección constitucional.
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO TERCER CIRCUITO.

XIII.1o.P.T.9 P (10a.)

Conflicto competencial 5/2019. Suscitado entre el Juzgado Decimoprimero de Distrito en 
el Estado de Oaxaca, con sede en San Bartolo Coyotepec y el Juzgado Sexto de 
Distrito en Materia Penal en el Estado de Nuevo León, residente en Monterrey. 14 de 
noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: David Gustavo León Hernández. 
Secretaria: Miriam Fabiola Núñez Castillo.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONFLICTO COMPETENCIAL. ES INEXISTENTE EL PLANTEADO EN­
TRE UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA Y UN ÓRGANO JURISDIC­
CIONAL. Conforme a los artículos 106 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 21, fracciones VI y VII, y 37, fracción VI, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, así como 35 del Código Federal de Pro
cedimientos Civiles y al punto cuarto, fracción II, del Acuerdo General Número 
5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, para que exista un conflicto de competencia 
del cual puedan conocer los Tribunales Colegiados de Circuito, se requiere 
que en un determinado asunto sometido a consideración de dos o más órga-
nos jurisdiccionales, uno de ellos declare su incompetencia para conocer del 
tema y, en consecuencia, envíe los autos al que en su opinión tenga faculta-
des para resolverlo y éste, a su vez, se declare incompetente. En consecuen-
cia, es inexistente el conflicto competencial planteado entre una autoridad 
administrativa y un órgano jurisdiccional, al tener aquélla una naturaleza dis-
tinta de éste.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.5o.A.11 K (10a.)

Conflicto competencial 44/2019. Suscitado entre el Director General de Responsabilida-
des y Situación Patrimonial de la Secretaría de la Función Pública y la Décimo Tercera 
Sala Regional Metropolitana y Auxiliar en Materia de Responsabilidades Administra-
tivas Graves del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 13 de noviembre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Elena Rosas López. Secretaria: Diana Abraján 
Peña.

Nota: El Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribu-
nal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación 
de los asuntos que el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su 
competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito citado, 
aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, página 2173, con número de registro digital: 2350.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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CONSENTIMIENTO EXPRESO O POR MANIFESTACIONES DE VO­
LUNTAD QUE LO ENTRAÑEN. SE ACTUALIZA EN EL JUICIO DE AM­
PARO ESA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA CUANDO EL PATRÓN 
CELEBRA UN CONVENIO CON EL QUE CUMPLE EN SU INTEGRIDAD 
CON EL LAUDO RECLAMADO. En la jurisprudencia 2a./J. 8/2018 (10a.), de 
título y subtítulo: "CONSENTIMIENTO EXPRESO O POR MANIFESTACIONES 
DE VOLUNTAD QUE LO ENTRAÑEN. NO SE ACTUALIZA EN EL JUICIO DE 
AMPARO PROMOVIDO POR EL PATRÓN CONTRA UN LAUDO RESPECTO 
DEL CUAL PREVIAMENTE HUBIERA CUMPLIDO SÓLO ALGUNA O ALGU-
NAS DE LAS PRESTACIONES A QUE FUE CONDENADO.", la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que conforme al 
artículo 61, fracción XIII, de la Ley de Amparo, el juicio de amparo es improce-
dente contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de vo-
luntad que entrañen ese consentimiento, lo que acontece cuando respecto 
del acto reclamado, el interesado expresa su allanamiento, anuencia o con-
formidad de manera verbal, por escrito o por signos inequívocos, pero que 
sea indudable y completo, es decir, debe revelar que se ha conformado con la 
decisión y consecuencias que implican el acto reclamado; por tanto, debe 
tenerse por actualizada la citada causa de improcedencia cuando estan-
do pendiente de resolución el amparo promovido por el patrón contra el laudo 
dictado en un juicio laboral, la autoridad responsable informa que aquél cele-
bró convenio con el que cumplió en su integridad con la condena impuesta 
en el laudo reclamado y, en consecuencia, se declaró cumplido, porque dicho 
convenio constituye un consentimiento expreso con el acto reclamado.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO 
CIRCUITO.

VI.1o.T.42 L (10a.)

Amparo directo 314/2019. Afore XXI Banorte, S.A. de C.V. 20 de septiembre de 2019. Unani-
midad de votos. Ponente: Samuel Alvarado Echavarría. Secretaria: Rosa Isela Luna 
Vázquez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 8/2018 (10a.) citada, aparece publicada en el Se­
manario Judicial de la Federación del viernes 16 de febrero de 2018 a las 10:18 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 51, Tomo I, 
febrero de 2018, página 626, con número de registro digital: 2016215.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTRATO DE SEGURO DE GASTOS MÉDICOS. CUANDO NO EXISTE 
UN MEDICAMENTO ESPECÍFICO PARA TRATAR AL ASEGURADO Y 
EL RECETADO POR SU MÉDICO TRATANTE ES DE PATENTE Y AUTO­
RIZADO PARA TRATAR UNA ENFERMEDAD DE ORIGEN SIMILAR A 
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LA SUYA, DICHA SITUACIÓN NO PUEDE GENERAR LA PROCEDEN­
CIA DE LA CLÁUSULA DE EXCLUSIÓN DE PADECIMIENTOS NI DE 
TRATAMIENTOS. Cuando el asegurado reclama el reembolso del monto 
de los medicamentos y tratamiento recetados y recomendados por su médico 
tratante y la compañía aseguradora rechaza el reclamo argumentando que la 
enfermedad que presenta el asegurado, su medicamentación, tratamiento y 
análisis están excluidos de la póliza de seguro, corresponde a la aseguradora 
acreditar dicha exclusión. Ahora bien, la reclamación no puede considerarse 
improcedente porque el medicamento recetado por el médico tratante no está 
autorizado por la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sani
tarios (Cofepris) para tratar la enfermedad del asegurado, si éste prueba que 
no existe un medicamento específico para curar la enfermedad que le aqueja 
y el recetado es un medicamento autorizado para tratar una enfermedad de 
igual origen que la suya. En efecto, considerar que un medicamento no se en
cuentra específicamente autorizado para tratar la enfermedad del asegurado 
porque únicamente lo está para tratar otra enfermedad de origen igual (autoin
mune) y, en consecuencia, negar la procedencia del reclamo, implicaría hacer 
nugatorios los efectos del contrato de seguro de gastos médicos, así como la 
posibilidad de que, ante la falta de medicamentos específicos, el asegurado 
pueda tener acceso a un tratamiento, para abatir tanto los efectos como la 
enfermedad que padece. Se explica, si el medicamento recetado al asegu
rado existe en el mercado y se encuentra debidamente registrado ante la au-
toridad sanitaria correspondiente, no puede considerarse como excluido por 
ser "experimental", dado que se intenta controlar su enfermedad mediante la 
suministración de un medicamento de patente reconocido y/o autorizado para 
tratar una enfermedad de origen autoinmune; además de que no se cuenta 
con otro medicamento probado fehacientemente para tratar la enfermedad; 
inferir lo contrario, es decir, que sólo se cubrirán los medicamentos autoriza-
dos para la enfermedad, daría lugar a que en casos en los que no existe una 
medicina específica, no se le aplicara algún tratamiento al asegurado, con 
los riesgos que conlleva el avance de la enfermedad, lo que no puede ser la 
finalidad del seguro contratado, ya que nadie celebra un contrato con la fina-
lidad de que su contraparte lo incumpla. Dicho de otra forma, cuando no 
existe un medicamento específico para tratar al asegurado y el recetado por 
su médico tratante es de patente y autorizado para tratar una enfermedad de 
origen similar a la suya, esa situación no puede generar la procedencia de la 
cláusula de exclusión de padecimientos ni de tratamientos, esto si se toma en 
cuenta que el contrato de seguro es de buena fe y el asegurado lo celebra 
partiendo de la premisa que el seguro de gastos médicos cubrirá las enferme-
dades o padecimientos que presenta.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.8o.C.79 C (10a.)
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Amparo directo 566/2019. Alejandra Fábrega Álvarez. 11 de septiembre de 2019. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Ma. del Refugio González Tamayo. Secretario: Roberto Sáenz 
García.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTRATO DE SEGURO DE VIDA. EL PLAZO APLICABLE PARA LA 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA RECLAMAR EL PAGO DE 
LA COBERTURA RELATIVA, ES EL ESTABLECIDO EN LA LEY VIGEN­
TE AL MOMENTO DEL FALLECIMIENTO DEL ASEGURADO, AL SER 
ÉSTE EL QUE MARCA EL SURGIMIENTO DE ESA ACCIÓN. La pres-
cripción extintiva o liberatoria, como medio que permite liberar obligaciones 
al considerar extinguido un derecho como consecuencia de su falta de ejer-
cicio durante el plazo establecido en la ley, se constituye como una excepción 
para repeler la acción y como tal, el inicio del plazo necesario para prescribir, 
surge paralelamente a la acción que tiene el beneficiario para reclamar el pago 
de la cobertura amparada en el contrato de seguro de vida, ya que la acción 
emerge del derecho insatisfecho. En esa medida, de conformidad con el ar
tículo 81 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, tratándose de la cobertura de 
fallecimiento en los seguros de vida, tanto las acciones que deriven del contra
to de seguro, como el inicio del plazo para que se configure la prescripción, se 
manifiesta a partir del acontecimiento que les dio origen, esto es, el fallecimien
to del asegurado, pues sólo hasta entonces, la acción puede ser ejercida 
legalmente y, en consecuencia, puede estar sujeta a quedar extinguida por 
prescripción. En ese orden, cuando el contrato de seguro se celebra bajo 
la vigencia del artículo 81 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, anterior a la 
reforma publicada el seis de mayo de dos mil nueve, que preveía como plazo 
para la prescripción el de dos años, y en armonía con ello se estableció ese 
plazo en las condiciones generales del seguro, pero el fallecimiento tiene 
lugar cuando ya está en vigor la reforma que amplió a cinco años el plazo 
para prescribir, el aplicable para la prescripción es el plazo establecido en la 
nueva ley, al ser la vigente al nacimiento de la acción y correspondiente al ini
cio del plazo para prescribir, sin que ello represente una aplicación retroactiva, 
porque antes de que aconteciera el hecho que dio surgimiento a la acción, el 
derecho del beneficiario a instaurarla no tenía el carácter de derecho adquiri-
do, sino se trataba de una mera expectativa de ese derecho, por lo cual, es el 
acontecimiento que da origen a la acción el que da inicio al plazo para prescri
bir. Es decir, es el fallecimiento del asegurado el que determina la ley aplicable, 
por ser este hecho el que marca el momento de surgimiento de la acción para 
reclamar el pago de la cobertura en los contratos de seguro de vida y de la 
posibilidad para prescribir.
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.2o.C.26 C (10a.)

Amparo directo 4/2019. Seguros Banamex, S.A. de C.V., Integrante del Grupo Financiero 
Banamex. 16 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Villagó-
mez Gordillo. Secretaria: Nélida Calvillo Mancilla.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN. AL NO SER UNA ATRI­
BUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL FEDERAL DEJÓ DE 
SER OPTATIVA LA IMPUGNACIÓN DE LEYES CONFORME A LA 
FRACCIÓN XIV, TERCER PÁRRAFO, DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY 
DE AMPARO. El juicio de amparo es un medio extraordinario de defensa; de 
esa idea deriva el principio de definitividad del acto reclamado, lo que signi
fica que el juicio de amparo sólo procede contra actos definitivos, es decir, 
aquellos respecto de los cuales no hay un juicio, recurso o medio ordinario de 
defensa susceptible de revocarlo, anularlo o modificarlo; la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos regula este principio en su artículo 107, 
fracciones III, inciso a) y IV; y la Ley de Amparo, en el artículo 61, fracciones 
XIX y XX. Ahora bien, el principio de definitividad del acto reclamado encuen-
tra su justificación en el hecho de que, al tratarse de un medio extraordinario de 
defensa de carácter constitucional, el quejoso debe, previamente a su promo-
ción, acudir a las instancias que puedan producir la insubsistencia del acto 
de autoridad que le produce afectación. Este principio tiene excepciones, 
entre las cuales se encuentra la prevista en la fracción XIV, tercer párrafo, del 
artículo 61 citado, en la que tratándose del amparo contra leyes establece: 
"Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso, será 
optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la norma 
general en juicio de amparo. ...". Esta excepción tiene una razón lógica, ya que 
hasta antes de la reforma constitucional de 2011, la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación negaba a los tribunales ordinarios 
la oportunidad de realizar control difuso de normas, ya que se había interpre-
tado hasta ese momento, que en México la revisión judicial de normas sólo se 
podría hacer mediante control concentrado, esto es, que sólo los tribunales 
federales, mediante el juicio de amparo estaban autorizados para revisar la 
constitucionalidad de una ley, por tanto, el recurso ordinario sería inútil con-
tra la inconstitucionalidad de ésta, al no poder la autoridad ordinaria que 
lo conozca, pronunciarse respecto del planteamiento de inconstitucionalidad 
de la norma que se le hubiera formulado. La razonabilidad de esa excepción 
carece de justificación, pues en la actualidad, el control judicial de la Consti-
tución dejó de ser una facultad exclusiva del Poder Judicial de la Federación, 
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en tanto que ya puede ser ejercido por los tribunales ordinarios, conforme a 
la fracción XIV, tercer párrafo, invocados.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.69 K (10a.)

Amparo directo 355/2019. María de los Ángeles Martínez Mendoza. 26 de septiembre de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretario: 
Lucio Huesca Ballesteros.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COSA JUZGADA. LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN ACTUALIZA, 
EXCEPCIONALMENTE, DICHA INSTITUCIÓN JURÍDICA. Aun cuando 
por regla general, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha sostenido que la institución de la cosa juzgada se ubica en la sentencia 
obtenida de un auténtico proceso judicial, entendido como el seguido con las 
formalidades esenciales del procedimiento, previstas en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; existen excepciones 
al respecto, en virtud de que la cosa juzgada no sólo se instituye en el orde
namiento jurídico como resultado de un juicio regular que ha concluido en 
todas sus instancias, sino también cuando sobreviene una causa de impro
cedencia que haga extinta la acción, como ocurre con la prescripción, pues 
de ella deriva la inmutabilidad de la sentencia. Por lo que dicha situación no 
puede desconocerse en un nuevo juicio en donde concurran identidad de la 
cosa demandada, las causas, las personas litigantes y la calidad con que inter
vinieron; consecuentemente, la prescripción de la acción actualiza, excepcio-
nalmente, la cosa juzgada.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.68 K (10a.)

Amparo directo 835/2018. Roberto Carlos Nieto Gamboa. 26 de septiembre de 2019. Una-
nimidad de votos. Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely 
Aguilar Lasserre.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COSTAS. EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 55, PÁRRAFO PRIMERO, 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, LAS PARTES 
NO PUEDEN CONVENIR PARA ALTERAR, MODIFICAR O RENUNCIAR 
A LAS NORMAS DEL PROCEDIMIENTO, ENTRE ELLAS, LOS SUPUES­
TOS DE PROCEDENCIA PARA EL PAGO DE AQUÉLLAS. Las costas son 



2556 ENERO 2020

una sanción procesal que se integra por los gastos del juicio y por los hono-
rarios del abogado que asesoró a la parte vencedora, pertenecen al proceso y 
se ubican en el ámbito del derecho público, aunque se conforman por elemen
tos de derecho privado. De ahí que las partes carecen de aptitud para acordar 
mediante contrato o convenio lo concerniente a éstas, pues para discernir en 
cada caso si ha lugar a imponer condena por ese concepto debe estarse a las 
reglas previstas en la legislación procesal respectiva y no a lo que pacten 
las partes. A diferencia de la materia mercantil en que éstas pueden convenir 
sobre el procedimiento, acorde con el artículo 1054 del Código de Comercio; 
en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para 
la Ciudad de México, no existe disposición en el mismo sentido, lo cual denota 
que el legislador local ha establecido que las controversias judiciales se diri-
man con observancia de las disposiciones adjetivas civiles. Máxime que el 
artículo 55, párrafo primero, del último código citado, establece que las partes 
no pueden convenir para alterar, modificar o renunciar a las normas del proce
dimiento, entre las que se encuentran los supuestos para la procedencia del 
pago de costas.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.C.409 C (10a.)

Amparo directo 185/2019. Marco Antonio España Rojas. 8 de mayo de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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DECLARACIÓN DE PERIODISTAS EN CALIDAD DE TESTIGOS EN UN 
PROCESO PENAL. ALCANCES DE SU DERECHO A NO RENDIRLA, PRE­
VISTO EN EL ARTÍCULO 243 BIS, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FEDE­
RAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES ABROGADO. Si bien el precepto 
citado establece el derecho de diversos profesionistas a no declarar sobre la 
información que reciban, conozcan o tengan en su poder, si así es su deseo, pero 
sólo respecto de los datos que conlleven la identificación de las personas que 
les proporcionen información reservada con motivo de su trabajo, lo cierto es 
que la existencia de ese derecho no exime a un periodista de su obligación de 
comparecer en su calidad de testigo, si así se le requiere por parte del Juez 
instructor, con motivo de que fue ofrecido por el procesado en ejercicio de su 
derecho de defensa y al desahogar dicha diligencia, previo a acreditar su ca-
lidad de periodista, al declarar, podrá hacer uso del derecho de que goza, rela
tivo a no revelar sus fuentes de información; además, ese requerimiento no 
vulnera en perjuicio del periodista quejoso los derechos de libertad de expre-
sión, acceso a la información, libertad de prensa y prohibición a la censura 
previa, pues la admisión de su testimonial y la consecuente citación por el juz
gador, únicamente tienen por objeto que comparezca ante la autoridad juris-
diccional al desahogo de dicha diligencia y declarar en cuanto a hechos que 
son materia de una investigación y que conoció por sí mismo y no con motivo 
de su calidad de periodista; de ahí que de acuerdo con la teoría de la ponde-
ración de principios, cuando dos derechos fundamentales entran en colisión, 
el problema debe resolverse atendiendo a las características y naturaleza del 
caso concreto. En ese sentido, si durante un procedimiento penal se requiere 
a un periodista que se presente ante la autoridad jurisdiccional a desahogar una 
diligencia en calidad de testigo, debe considerarse, por una parte, que de auto
rizar la no comparecencia del testigo se afectarían gravemente el interés de 
la sociedad y los principios que rigen el proceso penal, así como los derechos 
de los procesados, quienes ante tal circunstancia serían privados de la opor-
tunidad de cuestionar al testigo sobre los hechos materia de investigación 
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y, por otra, que la obligación de comparecer como testigo, no afecta los dere-
chos del quejoso, pues las preguntas que tendrá que responder versarán sobre los 
hechos que son materia de la indagatoria y no a revelar sus fuentes de infor-
mación por su calidad de periodista, por lo que no se violarían sus derechos 
sustantivos protegidos por la Constitución Federal; por consiguiente, debe pre
valecer el interés de la sociedad sobre el particular del quejoso, pues es evi-
dente el mayor beneficio que conlleva.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.7o.P.131 P (10a.)

Amparo en revisión 246/2019. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Miguel Enrique Sánchez Frías. Secretaria: Rosa Dalia Alicia Sánchez Morgan.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DEMANDA DE AMPARO INTERPUESTA CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL 
JUEZ DE CONTROL EMITIDA ORALMENTE EN LA AUDIENCIA DEL RE­
CURSO INNOMINADO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. AL TENERSE EN ESTE 
ACTO POR NOTIFICADAS LAS PARTES, EL PLAZO PARA SU PRE­
SENTACIÓN ES EL GENÉRICO DE QUINCE DÍAS. El artículo citado se-
ñala que las determinaciones del Ministerio Público sobre la abstención de 
investigar, el archivo temporal, la aplicación de un criterio de oportunidad y el 
no ejercicio de la acción penal, se notificarán a la víctima u ofendido, quien 
podrá impugnarlas dentro del término de diez días, caso en el cual, el Juez de 
control celebrará una audiencia para decidir en definitiva, y todas las razones 
para justificar su determinación serán esgrimidas en la audiencia. Esto es, la 
víctima u ofendido o su asesor jurídico debe exponer oralmente sus agravios 
en la audiencia; acto continuo, el Ministerio Público deberá justificar las razones 
de su determinación ante el Juez de control y este último procederá a resolver 
en definitiva; de ahí que se advierta que al momento en que se dictó dicho acto, 
se tiene por notificadas a las partes en esa misma diligencia, la cual surte sus 
efectos al día siguiente, como lo señala el artículo 82, fracción I, inciso a) y 
último párrafo, del Código Nacional de Procedimientos Penales. Sin que obste 
a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 9/2018 (10a.), de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "DEMANDA DE 
AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA AUTORIDAD RES
PONSABLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO 
PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO EL ACTO RECLAMADO DERIVE DE UN 
PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL O ADMINISTRATIVO LLEVADO EN FORMA 
DE JUICIO.". Ello es así, pues en la demanda de amparo se reclama una reso-
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lución emitida por el Juez responsable oralmente en una audiencia pública, por 
lo que la quejosa ya tenía conocimiento de los motivos y fundamentos que sus
tentaron la emisión del acto reclamado y no era necesario consultar las cons-
tancias escritas para conocerlas. Luego, es evidente que desde esa fecha, la 
quejosa conocía de la determinación reclamada, es decir, de la existencia del 
acto que ahora combate, y dada la naturaleza del acto reclamado, el plazo 
para presentar la demanda de amparo en su contra es el genérico de quince 
días que prevé el párrafo primero del artículo 17 de la Ley de Amparo, pues no 
se está en alguno de los casos de excepción que prevén las fracciones I a IV 
de dicho precepto, en que podrá presentarse en cualquier tiempo.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.262 P (10a.)

Queja 156/2019. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza 
Fonseca. Secretario: Miguel Ángel Sánchez Acuña.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 9/2018 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 23 de febrero de 2018 a las 10:25 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 51, Tomo I, 
febrero de 2018, página 673, con número de registro digital: 2016279.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DEMANDA EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL ESTADO DE 
JALISCO. FORMAS QUE CONLLEVA LA RATIFICACIÓN DE SU ACLA­
RACIÓN, MODIFICACIÓN SUSTANCIAL O AMPLIACIÓN (INTER­
PRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA LEY PARA LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICI­
PIOS Y APLICACIÓN SUPLETORIA DE LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO). De los artículos 128 a 132 de la Ley para 
los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, se advierte la 
forma en que se llevará a cabo la audiencia de conciliación, demanda, excep-
ciones, ofrecimiento y admisión de pruebas en el juicio laboral burocrático. 
Ahora bien, de la interpretación relacionada de los citados artículos, acorde 
con los principios de inmediatez, oralidad, economía, concentración y senci-
llez del proceso y en términos del artículo 685, primer párrafo, de la Ley Fede-
ral del Trabajo, aplicada supletoriamente a la legislación burocrática estatal, 
se obtiene lo siguiente: (i) La comparecencia del demandado a las audiencias 
relativas, lleva implícita la voluntad de ratificar las contestaciones a la demanda 
inicial y a su ampliación, que previamente se hubieran presentado por escrito 
ante el tribunal del conocimiento; (ii) Si no son ratificadas expresamente las 
contestaciones escritas o las exposiciones, deben prevalecer en las correspon
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dientes audiencias, por lo que si los demandados asisten a dichas actuacio-
nes, se entiende que existe la voluntad de sostener tales defensas; (iii) No se 
exige al demandado determinada palabra sacramental, como sería la expre-
sión "ratifico", para que se tenga por reiterada la defensa correspondiente, lo que 
se corrobora en el artículo 687 de la ley federal referida, en el cual se prevé 
que en las comparecencias, escritos, promociones o alegaciones, no se exi-
girá forma determinada, pero las partes deberán precisar los puntos petitorios; 
y, (iv) Sí se permite al demandado, previamente a llevar a cabo las ratificaciones 
de las contestaciones, aclarar los términos en que se producen las correspon
dientes defensas, y no se establece que en la primera audiencia de demanda 
y excepciones se ratifique la contestación, si el actor amplía, adiciona o mo-
difica el escrito inicial del respectivo proceso.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER 
CIRCUITO.

III.4o.T.55 L (10a.)

Amparo directo 915/2018. Enrique Ramos Gutiérrez. 8 de agosto de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Miguel Lobato Martínez. Secretario: Joel Omar Preciado Alonso.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A SER JUZGADO EN UN PLAZO RAZONABLE. SE VIOLA 
SI AL DESECHAR POR SEGUNDA OCASIÓN UNA DEMANDA SE 
ADUCEN RAZONES DISTINTAS, CUANDO ÉSTAS SE PUDIERON 
HABER ADVERTIDO DESDE LA PRIMERA DETERMINACIÓN. De los 
artículos 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, se colige que los Estados Partes se obligaron a "suministrar recur-
sos judiciales efectivos" los cuales deben sustanciarse conforme a las reglas 
del debido proceso y en un plazo razonable. En esa guisa, el derecho a la 
tutela judicial efectiva como parte de la obligación estatal de proveer de re-
cursos judiciales, exige a los Jueces que dirijan el proceso a modo de evitar 
que dilaciones y entorpecimientos indebidos derivados de las leyes o prácti-
cas jurisdiccionales conduzcan a la impunidad o frustren la debida protección 
judicial de los derechos humanos. En ese sentido, en el caso García Ibarra y 
otros Vs. Ecuador, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C. No. 306, párrafos 132, 158 y 159, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró: "los Jueces como 
rectores del proceso tienen el deber de dirigir y encausar el procedimiento 
judicial con el fin de no sacrificar la justicia y el debido proceso legal en pro del 
formalismo y la impunidad", todo ello en un plazo razonable. Es decir, que los 
juzgadores deben "actuar en forma diligente, procurando la celeridad en la 
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tramitación de los procesos". Además, que el plazo razonable al que se refiere 
el artículo 8, numeral 1, citado debe apreciarse en relación con la duración 
total del procedimiento que se desarrolla hasta que se dicta la sentencia defi
nitiva. En efecto, manifestó que la falta de razonabilidad en el plazo para el 
desarrollo de un procedimiento constituye, por sí misma, una violación de 
las garantías judiciales. De manera consistente ha tomado en cuenta cuatro 
elementos para determinar la razonabilidad del plazo: i) complejidad del asunto; 
ii) actividad procesal del interesado; iii) conducta de las autoridades judicia-
les; y, iv) afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada 
en el proceso. Por su parte, en el Caso Radilla Pacheco Vs. Estados Unidos 
Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-
tencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C. No. 209, párrafo 244, expresó 
que "la pertinencia de aplicar esos criterios para determinar la razonabilidad 
del plazo de un proceso depende de las circunstancias particulares" de cada 
caso, pues en determinados supuestos "el deber del Estado de satisfacer 
plenamente los requerimientos de la justicia prevalece sobre la garantía del plazo 
razonable"; sin embargo, que no es necesario analizar en su totalidad los cua-
tro criterios citados, sobre todo cuando se estima evidente que el tiempo 
transcurrido sobrepasa excesivamente el plazo que pudiera considerarse 
razonable. En lo que concierne al tercero de los elementos y por cuanto a las 
autoridades judiciales, lo que se evalúa consiste en los comportamientos 
que por acción u omisión afectan la prolongación de la actuación judicial in-
terna; así pues, se vulnera el derecho a un plazo razonable, cuando las autori
dades no toman las consideraciones atinentes para acelerar el procedimiento, 
o cuando no tienen en cuenta los efectos que el tiempo tendría sobre los 
derechos implicados y de forma expresa en el caso Myrna Mack Chang Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 
2003. Serie C. No. 101, párrafo 211, señaló: "el Juez interno, como autoridad 
competente para dirigir el proceso, tiene el deber de encauzarlo, de modo 
...que restrinja el uso desproporcionado de acciones que puedan tener efec-
tos dilatorios". Dicho lo anterior, este Tribunal Colegiado de Circuito estima 
que dentro de la obligación del Juez para dirigir diligentemente un proceso, 
evitando prácticas que no tomen en cuenta los efectos que el tiempo tendría 
sobre los derechos implicados al asumir determinaciones dentro del proceso, 
se encuentra aquella de resolver de forma exhaustiva. Esto es, en los casos 
en que se presente un escrito de demanda, de estimar que deba desecharse 
por no reunirse los requisitos legales, tiene el deber de agotar su jurisdicción y 
exponer todas las circunstancias en que funda su determinación. Lo anterior, 
busca ilustrar la idea de que el derecho a ser juzgado en un plazo razonable 
se vulnera cuando existe la práctica consistente en desechar demandas adu-
ciendo diversos motivos por los cuales no es posible tramitarlas en distintos 
momentos procesales. Así, la práctica consistente en desechar de plano un 
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escrito de demanda, fundado en un razonamiento toral y, con posterioridad, 
cuando por alguna circunstancia, se determina la ilegalidad del desechamiento 
dejando en libertad de jurisdicción al juzgador para dictar nueva determi
nación, se viola flagrantemente el derecho a juzgar en un plazo razonable, si 
aduce razones distintas para desechar de nueva cuenta la demanda, cuando 
éstas se pudieron haber advertido desde la primera determinación.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.71 K (10a.)

Amparo directo 536/2019. Óscar Luis Alfaro Castro, endosatario en procuración de 
Libertad Servicios Financieros, S.A. de C.V., S.F.P. 17 de octubre de 2019. Unani
midad de votos. Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretario: Alan Iván Torres 
Hinojosa.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO HUMANO A LA CULTURA FÍSICA Y A LA PRÁCTICA DEL DE­
PORTE. CORRESPONDE AL ESTADO VELAR POR QUE SE DESA­
RROLLE CONFORME A LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y 
LEGALES. La práctica deportiva resulta de interés público y social, por lo que 
corresponde al Estado no sólo fomentarla, sino velar porque se desarrolle con
forme a los principios constitucionales y legales ya que, al tratarse de un de-
recho humano, surgen tanto obligaciones estatales generales, por imperativo 
del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
como particulares, derivadas de las legislaciones secundarias en materia de-
portiva; con lo cual se busca la protección del derecho al deporte y su ejercicio 
en condiciones de igualdad y no discriminación, a través de garantizar el acceso 
a la práctica y competencia, acorde con los estándares de objetividad, trans-
parencia e imparcialidad, más aún tratándose de menores, así como también 
el Estado debe garantizar la vigencia de los principios de disponibilidad, acce
sibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad, en su ejercicio. Dado que el sistema 
nacional deportivo supone una organización conformada por entidades públi-
cas y privadas, tanto federales, estatales, como municipales, cuyos objetivos 
incluyen los procesos de formación, fomento, práctica y competencia, resulta 
claro que dichos organismos o entes del deporte asociado deben actuar con 
claridad e imparcialidad y llevar a cabo acciones suficientes para propiciar 
las condiciones idóneas a fin de crear un ambiente libre de opacidad en los pro
cesos selectivos y competiciones. Deber general que se traduce en otras obli
gaciones como: garantizar la divulgación y transparencia de los requisitos y 
condiciones establecidas en las convocatorias correspondientes, establecer 
de manera clara y detallada las condiciones que habrán de cumplimentarse 
para el acceso, inscripción, participación y selección, así como los lineamien
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tos o criterios de calificación, puntuación, eliminación, sanciones o, en su 
caso, desempate, lo que, se reitera, debe ser emitido conforme a los paráme-
tros referidos, con el fin de establecer reglas y acciones claras, conocidas por 
todos, así como adoptar medidas y acciones afirmativas orientadas a garan-
tizar la igualdad sustantiva de oportunidades y el derecho a la no discrimina-
ción en la práctica deportiva.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.2o.C.T.2 CS (10a.)

Amparo directo 982/2018. Gabriel Valenzuela Ramírez y otro. 13 de junio de 2019. Unani-
midad de votos. Ponente: Cuauhtémoc Cuéllar De Luna. Secretaria: Marissa Alejan-
dra Chávez Sánchez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO HUMANO A LA CULTURA FÍSICA Y A LA PRÁCTICA DEL DE­
PORTE. EN SU EJERCICIO DEBEN OBSERVARSE BASES ÉTICAS, EN 
PRO DE LA DIGNIDAD, INTEGRIDAD, IGUALDAD Y NO DISCRIMI­
NACIÓN. De conformidad con el artículo 4o., último párrafo, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en nuestro país el derecho a 
la cultura física y a la práctica del deporte se considera un derecho humano, 
por lo cual, toda persona puede ejercerlo sin discriminación de ningún tipo y 
debe ser respetado, protegido y garantizado. Aunado a que al estar plena-
mente reconocido, debe dejar de ser visto como parte integrante del derecho 
a la salud o a la educación, para ser concebido como un derecho humano espe
cífico, interrelacionado e interdependiente de éstos, por constituir un instru-
mento para la adaptación del individuo al medio en que vive, así como un 
mecanismo facilitador en su proceso de crecimiento y formación integral, una 
herramienta capaz de impulsar las bases de la comunicación y las relaciones 
interpersonales, como factor de equilibrio y autorrealización; de ahí que en la 
práctica deportiva deben observarse bases éticas, en pro de la dignidad, inte-
gridad, igualdad y no discriminación.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.2o.C.T.1 CS (10a.)

Amparo directo 982/2018. Gabriel Valenzuela Ramírez y otro. 13 de junio de 2019. Unani-
midad de votos. Ponente: Cuauhtémoc Cuéllar De Luna. Secretaria: Marissa Alejan-
dra Chávez Sánchez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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DERECHO HUMANO A LA CULTURA FÍSICA Y A LA PRÁCTICA DEL DE­
PORTE. SI LA EXPEDICIÓN DE LA REGLAMENTACIÓN TÉCNICA-
DEPORTIVA IMPLICA DISCRIMINACIÓN U OPACIDAD QUE LO 
IMPIDA, COBRAN VIGENCIA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN 
LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES EN SU EJERCICIO. Corres-
ponde a las asociaciones del sistema nacional deportivo definir las reglas o 
técnicas que sirven de sustento para el desarrollo de un deporte en concreto, 
quienes como auxiliares en el derecho en cuestión, no dejan de formar parte 
de las políticas públicas, de manera que aun cuando tienen reconocido un 
amplio margen de autonomía para ejercer su facultad de desarrollar reglas y 
aspectos técnicos, no pueden desconocer los principios constitucionales, ni 
vulnerar los derechos fundamentales de sus destinatarios, cuando ejerzan 
esas funciones; de ahí la trascendencia de que en la expedición de toda regla-
mentación técnica-deportiva, deban respetarse los elementos esenciales de 
ese derecho humano, con especial relieve en los aspectos de objetividad, trans
parencia e imparcialidad. Pues en caso de que su expedición implique discri-
minación u opacidad e impida el derecho humano a la cultura física y a la 
práctica del deporte de una persona, cobran vigencia los derechos funda-
mentales en las relaciones entre particulares, en la medida en que los entes del 
deporte asociado no se encuentran excluidos del imperativo constitucional de 
igualdad y no discriminación, pues dichas asociaciones están a cargo de un 
derecho fundamental, que debe ser respetado, protegido y garantizado.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.2o.C.T.3 CS (10a.)

Amparo directo 982/2018. Gabriel Valenzuela Ramírez y otro. 13 de junio de 2019. Unani-
midad de votos. Ponente: Cuauhtémoc Cuéllar De Luna. Secretaria: Marissa Alejan-
dra Chávez Sánchez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DESISTIMIENTO DE LA ACCIÓN LABORAL EN EL PROCEDIMIENTO 
BUROCRÁTICO. NO REQUIERE LA RATIFICACIÓN DEL PODERDANTE 
NI DEL MANDATARIO LEGALMENTE FACULTADO PARA ELLO (LEY 
ESTATAL DEL SERVICIO CIVIL DE VERACRUZ). Si el apoderado de un tra
bajador se encuentra expresamente autorizado por éste para que en su nombre 
y representación desista de la demanda laboral respectiva, resulta innece
saria la ratificación del escrito de desistimiento, en tanto la Ley Estatal del 
Servicio Civil de Veracruz no prevé –como sí lo hace expresamente, por ejemplo, 
la Ley de Amparo– esa figura jurídica, incluso, aun en el caso de que dicho 
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apoderado no comparezca personalmente a las audiencias que se celebren 
en el juicio, pues basta la presentación de ese ocurso, desde luego, sin que 
sea objetado de falso (en cuyo caso debe ser probada la mendacidad correla-
tiva), para que la autoridad del trabajo lo tenga por cierto y acuerde lo que en 
derecho corresponda. Esto es, ningún precepto del ordenamiento en consulta 
faculta al juzgador a condicionar la procedencia del desistimiento hecho por 
el mandatario con poder suficiente para ello, a la ratificación de éste o del 
poderdante. De actuar en diverso sentido, el tribunal se extralimitaría en sus 
funciones al no tener por desistido al trabajador sin más trámites, y al dispo-
ner que ratificado que fuera por éste el desistimiento formulado por su apode
rado, se acordaría lo conducente, ya que con tal actitud se desnaturalizarían los 
alcances de las facultades del mandatario, al supeditar las consecuencias jurí
dicas de los actos que realiza por poder, a la ratificación de éste o de su repre-
sentado, lo cual, de aceptarse, podría llevar al absurdo de que todos los actos 
ejecutados por apoderado requieran de la ratificación de éste o el otorgante 
del poder respectivo para que logren validez, lo que obviamente está en con-
traposición con la naturaleza misma del mandato.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.260 L (10a.)

Amparo directo 959/2018. 12 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Toss Capistrán. Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera.

Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 
2a./J. 92/2017 (10a.), de título y subtítulo: "DESISTIMIENTO DE LA ACCIÓN LABO-
RAL. ES INNECESARIA LA RATIFICACIÓN DEL ACTOR, CUANDO EL APODERADO 
LEGAL CUENTA CON FACULTADES EXPRESAS PARA ELLO.", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 45, Tomo II, 
agosto de 2017, página 891, con número de registro digital: 2014806.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DESPIDO DE UNA TRABAJADORA EMBARAZADA AL SERVICIO DEL 
ESTADO. AUN CUANDO TENGA EL CARÁCTER DE CONFIANZA Y POR 
ELLO NO TENGA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO, DEBE PRESUMIRSE 
QUE AQUÉL FUE CON MOTIVO DE SU EMBARAZO, SALVO PRUEBA 
FEHACIENTE EN CONTRARIO. El hecho de que una trabajadora de con-
fianza al servicio del Estado se encuentre embarazada, no significa que, bajo 
ninguna circunstancia, el Estado-patrón no pueda concluir la relación labo-
ral, pero ésta debe atender a alguna de las causas señaladas en la normativa 
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correspondiente y estar plena y objetivamente justificada, con elementos de 
prueba fehacientes; esto es, la terminación del vínculo laboral debe ser por 
motivos diferentes a los de su condición de embarazo y estar probado. De no 
ser así, habrá de presumirse que el despido se debió a su condición de emba-
razo, lo que lo tornaría ilegal, por ser una práctica discriminatoria por razón 
de género, prohibida por el artículo 1o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, lo cual no se contrapone con lo previsto en el artículo 
123, apartado B, fracción XIV, de la propia Constitución, pues la falta de esta-
bilidad en el empleo de las trabajadoras de confianza al servicio del Estado, 
aun cuando se encuentren embarazadas, no puede traducirse en una discri-
minación al amparo del derecho estatal a no reinstalar, pues ningún precepto 
de la Constitución autoriza a discriminar por razón de género; en otras pala-
bras, el derecho a no reinstalar, no da derecho a discriminar.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.16o.T.52 L (10a.)

Amparo directo 18/2019. 30 de mayo de 2019. Mayoría de votos con el voto particular del 
Magistrado Héctor Arturo Mercado López respecto del apartado II del considerando 
sexto y por unanimidad en cuanto al considerando séptimo, con el voto concurrente 
del Magistrado Juan Manuel Vega Tapia. Ponente: Armando I. Maitret Hernández. 
Secretario: Gersain Lima Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DISCRIMINACIÓN INDIRECTA. MÉTODO PARA DETERMINAR SI LA 
APLICACIÓN DE UNA NORMA JURÍDICA LA GENERA EN PERJUI­
CIO DEL MATRIMONIO DE PERSONAS DEL MISMO SEXO. El análisis 
relativo a si la aplicación de una norma genera una conducta o acto discrimi-
natorio indirecto debe realizarse conforme a los pasos siguientes: 1) El juzgador 
tiene que partir de la premisa de que si bien los preceptos aparentemente son 
neutros, pues no invocan explícitamente un factor prohibido de discrimina-
ción (discriminación directa), el resultado de su contenido o aplicación puede 
generar un impacto desproporcionado en personas o grupos en situación de des
ventaja histórica, sin que exista para ello una justificación objetiva y razonable 
(discriminación indirecta), en este caso, en los matrimonios de parejas del mismo 
sexo. 2) Debe tomar en cuenta factores contextuales o estructurales de las 
personas homosexuales; por ejemplo: la "heteronormatividad", que implica el 
sesgo cultural a favor de las relaciones heterosexuales, conforme al cual, di-
chas relaciones son consideradas "normales, naturales e ideales" y son prefe-
ridas sobre relaciones del mismo sexo o del mismo género, de manera que 
aquélla se compone de reglas jurídicas, sociales y culturales que obligan a las 
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personas a actuar conforme a patrones heterosexuales dominantes e impe-
rantes, privilegiando la heterosexualidad sobre la homosexualidad, a través de 
la estigmatización de las relaciones de este último tipo y de la "jerarquía sexual" 
según el cual, ciertas expresiones de sexualidad, como la heterosexualidad, son 
concebidas como "buenas, normales, naturales, bendecidas", mientras que 
otras como la homosexualidad, se estiman "malas, anormales, contra la natu-
raleza o maldecidas". 3) Debe tomar en consideración el factor histórico del 
acceso al matrimonio por parte de las personas del mismo sexo en la legisla-
ción nacional y, en específico, en la del ámbito territorial de residencia del 
matrimonio que dio origen a la controversia, y si ese contexto pudo generar 
un impacto negativo. 4) Finalmente, con base en el método señalado, es decir, en 
los factores de "heteronormatividad", "jerarquía sexual", histórico y territorial 
de acceso al matrimonio de personas del mismo sexo, con libertad de juris-
dicción deberá determinar si, en el caso particular, la norma jurídica cuestio-
nada genera discriminación indirecta.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.9o.A.3 CS (10a.)

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
196/2019. Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación. 22 de agosto de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Edwin Noé García Baeza. Secretario: Jorge Arturo 
Acosta Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO LABORAL. SI EN AMPARO IN­
DIRECTO SE IMPUGNA SU ILEGALIDAD O AUSENCIA ASÍ COMO EL 
LAUDO RESPECTIVO, OSTENTÁNDOSE EL QUEJOSO COMO PER­
SONA EXTRAÑA POR EQUIPARACIÓN, Y EL JUEZ DE DISTRITO 
DESECHA LA DEMANDA POR ESTIMAR QUE NO TIENE ESE CARÁC­
TER, SÓLO PROCEDE LA ESCISIÓN DE LA DEMANDA SI EN ELLA SE 
EXPRESARON CONCEPTOS DE VIOLACIÓN CONTRA EL LAUDO, O 
POR VIOLACIONES PROCESALES. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia P./J. 70/2010, de rubro: 
"EMPLAZAMIENTO. SI EN AMPARO INDIRECTO SE IMPUGNA SU ILEGA
LIDAD O AUSENCIA EN UN JUICIO LABORAL, ASÍ COMO EL LAUDO RES-
PECTIVO, OSTENTÁNDOSE EL QUEJOSO COMO PERSONA EXTRAÑA POR 
EQUIPARACIÓN, Y EL JUEZ DE DISTRITO RESUELVE QUE AQUÉL FUE LEGAL, 
SE DEBE ATENDER A LA DEFINITIVIDAD DE LA RESOLUCIÓN RECLAMADA 
PARA DECIDIR LO CONDUCENTE (MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDEN-
CIA P./J. 121/2005).", determinó que cuando el quejoso no fue emplazado al 
juicio laboral o fue citado en forma distinta de la prevenida por la ley, se le equi
para a una persona extraña a juicio, por lo que podrá impugnar su ilegalidad 
o ausencia a través del amparo indirecto; asimismo, podrá reclamar, simultá-
neamente, el laudo como acto destacado y una vez que se ha decidido la lega
lidad del emplazamiento reclamado, para determinar la consecuencia legal 
correspondiente en relación con los conceptos de violación contra las senten
cias, laudos o resoluciones que pongan fin al juicio, deben diferenciarse dos 
supuestos: a) que carezcan de definitividad; o, b) que se trate de resoluciones 
definitivas, respecto de las cuales no proceda recurso ordinario. En el primer 
supuesto, el Juez deberá declarar inoperantes los conceptos de violación adu
cidos en contra de dicho acto, dado el impedimento técnico para su análisis, 
al no haberse agotado el principio de definitividad y, respecto al segundo, al 
tratarse de una resolución definitiva que pone fin a un juicio tramitado por un 
tribunal del trabajo, conforme al artículo 107, fracción III, inciso a), de la Cons
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titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sí pueden analizarse los con
ceptos relativos al laudo, bien sea por vicios propios o por violaciones procesales, 
supuesto en el cual el Juez deberá negar el amparo por cuanto hace al 
emplazamiento y, al resultar incompetente para resolver sobre el laudo, deberá 
escindir la demanda y remitir el asunto al Tribunal Colegiado de Circuito co-
rrespondiente, para que asuma su competencia y resuelva lo pertinente. De lo 
anterior se concluye que sólo procede la escisión de la demanda, si contra el 
laudo o sentencia definitiva existen motivos de disenso encaminados a im-
pugnar infracciones procesales (distintas del emplazamiento), o bien, formales 
o de fondo, esto es, que es una condición para escindir la demanda y reservar 
competencia al Tribunal Colegiado de Circuito, que en ella se hayan expre
sado conceptos de violación contra el laudo o por violaciones al procedimiento, 
por lo que si éstos no se expresan, debe estimarse que se agotó la materia de la 
sede constitucional con el análisis del emplazamiento y, por ello, al no haber 
materia de estudio no procede dicha escisión.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.11o.T.28 L (10a.)

Queja 135/2019. Armando Serrano Rodríguez y otros. 6 de septiembre de 2019. Unanimi-
dad de votos; mayoría en cuanto al sentido y tema de la tesis. Ponente: Ángel Ponce 
Peña. Encargado del engrose: Héctor Pérez Pérez. Secretario: Pedro Durán Suárez. 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 70/2010 citada, aparece publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, agosto de 
2010, página 9, con número de registro digital: 164073.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS AL TERCERO INTERESADO EN EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. DEBE ORDENARSE SU PUBLICA­
CIÓN CON CARGO AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL SI 
EL QUEJOSO ES EL TRABAJADOR EN EL JUICIO DE ORIGEN Y, 
BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, MANIFIESTA SU IMPOSIBI­
LIDAD PARA PAGAR SU PUBLICACIÓN, AL OPERAR EN SU FAVOR 
LA PRESUNCIÓN DE INSOLVENCIA ECONÓMICA. En materia de tra
bajo, por regla general, la sola protesta de decir verdad emitida por el quejoso 
en cuanto a que es el trabajador y a su imposibilidad económica para pagar la 
publicación de los edictos para emplazar al tercero interesado en el juicio de 
amparo indirecto, es suficiente para tener por acreditado que se encuentra 
en una situación de insuficiencia económica o de vulnerabilidad que le impide 
cumplir con su obligación de publicar aquéllos a su costa; por lo que el Juez 
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de Distrito, al resolver sobre la petición de que las publicaciones de los edictos 
sean pagadas por el Consejo de la Judicatura Federal, debe considerar que la 
incapacidad económica del sector obrero se presume y, por ese motivo, actuar 
con sensibilidad social, protectora en todo momento de los derechos de los 
trabajadores, para ordenar la publicación relativa en términos del artículo 27, 
fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo. Lo anterior, sin desdoro de que 
también puedan tomarse en consideración otros indicios, como cuando el tra
bajador demanda su reinstalación y manifiesta en la demanda de amparo, bajo 
protesta de decir verdad, que no existe un laudo que resuelva su situación 
jurídica en relación con el despido alegado en el sumario laboral, lo que de 
suyo hace presumir, sin prueba en contrario, que se encuentra privado de tra-
bajo remunerado que lo dote de solvencia económica para asumir dicha carga 
de cubrir el costo de los edictos.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.67 K (10a.)

Queja 112/2019. 20 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss 
Capistrán. Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS. LA MANIFESTACIÓN DE IGNO­
RAR EL DOMICILIO CORRECTO DEL DEMANDADO BAJO PROTES­
TA DE DECIR VERDAD, ES UN REQUISITO INDISPENSABLE PARA 
ORDENARLO DE ESA FORMA, CON INDEPENDENCIA DE QUE SE 
HAGA AL MOMENTO DE PRESENTAR LA DEMANDA O DESPUÉS DE 
AGOTAR LOS MEDIOS DE LOCALIZACIÓN PERTINENTES (LEGISLA­
CIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA). La manifestación bajo protesta de decir 
verdad de ignorar el domicilio correcto de la demandada, de acuerdo con el 
artículo 62 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, no 
debe entenderse como un requisito que deba satisfacerse solamente cuando 
esa circunstancia acontece desde el inicio del juicio, sino que dicho requisi
to debe observarse siempre que se pretenda emplazar a la enjuiciada me-
diante edictos, con independencia de que se haga al momento de presentar 
la demanda o con posterioridad, incluso, después de haber agotado los medios 
y de haber realizado las gestiones necesarias para localizar el domicilio correcto 
del demandado, o de que el notificador haya acudido al domicilio proporcio-
nado por el Registro Federal de Electores, sin haber logrado el emplazamien
to. Por ese motivo, es una obligación ineludible para la actora manifestar el 
desconocimiento del referido domicilio bajo protesta de decir verdad, pues 
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constituye el elemento inicial para que el juzgador determine la manera en que 
deberá proceder para llamar a juicio al demandado. Por tanto, una vez que la 
actora manifieste su desconocimiento bajo protesta de decir verdad, queda 
vinculada con el contenido de su declaración, esto, con la finalidad de procu-
rar una relación procesal simétrica entre las partes dentro de juicio.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.
VI.2o.C.77 C (10a.)

Amparo en revisión 510/2018. Constructora Cuapiaxtla, S.A. de C.V. 24 de octubre de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Gabriel Clemente Rodríguez. Secretario: 
Víctor Manuel Mojica Cruz.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ENDOSO DE TÍTULOS DE CRÉDITO. SU ANTEFIRMA DEBE OBSER­
VARSE COMO FUNCIÓN Y NO UN LUGAR EN ESPECIFÍCO EN EL 
DOCUMENTO. El artículo 29 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito menciona cuáles son los requisitos que debe contener el endoso: 
(I) constar literalmente en el documento u hoja adherida; (II) el nombre del 
endosatario; (III) la firma del endosante o de quien firme en su nombre o 
ruego; (IV) la clase de endoso; y, (V) el lugar y fecha; de donde deriva que el 
legislador no señala que deba contener el nombre del endosante. En esa 
guisa, de la lectura conjunta de los artículos 29, 30, 31 y 32 del ordenamiento 
en comento, el único requisito de existencia en el endoso y para que pueda 
evitarse su nulidad, es la firma del endosante; y, de los artículos 38 y 39 se 
colige que el tenedor de un título nominativo para considerarse propietario, 
sólo debe justificar una serie no interrumpida de endosos; además, el que 
paga sólo debe verificar la continuidad de los endosos y la identidad del último 
titular, mas no está obligado a cerciorarse de la autenticidad de los endosos 
anteriores. Así lo consideró la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2014 (10a.). Ahora bien, no 
puede considerarse que la firma ponga fin al endoso, porque no existe dispo
sición normativa que lo establezca; así pues, si bien para que el deudor pueda 
verificar la continuación de los endosos, es importante que obre la denomi
nación de la persona moral endosante, lo cierto es que ello puede hacerse 
en el cuerpo del endoso considerándolo como un todo, y no propiamente en 
la "antefirma". En ese tenor, no puede obtenerse la convicción de que consti
tuye un requisito para la validez del endoso, que en la antefirma se mencione 
el nombre o razón social de la persona moral a cuyo nombre se realiza 
éste, máxime que el legislador verificó al endoso con elementos mínimos y 
a los títulos de crédito con características propias, a efecto de que tengan 
sólo los elementos indispensables para su circulación, que a través del orde
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namiento se busca evitar la imposición de requisitos innecesarios, presu-
miendo aquellos que no considera indispensables, y prohibiendo que se 
inserten condiciones y estipulaciones que puedan hacer complejo su conte-
nido y, por tanto, dificultar su ejecución, ya sea por vincularse con documentos 
externos o información que no se desprenda del propio título, en cuyo caso, 
pierden las características propias de los títulos de crédito, como lo es la 
incorporación y literalidad.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.C.220 C (10a.)

Amparo directo 1013/2018. Óscar Luis Alfaro Castro, endosatario en procuración de 
Libertad Servicios Financieros, S.A. de C.V., S.F.P. 7 de marzo de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Ezequiel Neri Osorio. Secretaria: Dulce Elvira Reyes Estrada.

Amparo directo 365/2019. Óscar Luis Alfaro Castro, endosatario en procuración de Caja 
Popular Mexicana, S.C. de Ahorro y Préstamo de R.L. de C.V. 15 de agosto de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Isidro Pedro Alcántara Valdés. Secretario: Flavio 
Bernardo Galván Zilli.

Amparo directo 536/2019. Óscar Luis Alfaro Castro, endosatario en procuración de Liber-
tad Servicios Financieros, S.A. de C.V., S.F.P. 17 de octubre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretario: Alan Iván Torres Hinojosa.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2014 (10a.), de título y subtítulo: "TÍTULOS DE 
CRÉDITO. PARA SU ENDOSO, NO ES REQUISITO INDISPENSABLE QUE LA PER
SONA FÍSICA QUE LO EMITE EN NOMBRE DE UNA PERSONA MORAL, ASIENTE EL 
CARÁCTER CON QUE LA REPRESENTA (INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO SOSTE
NIDO EN LA JURISPRUDENCIA 3a./J. 36/93, DE LA ANTERIOR TERCERA SALA DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN)." citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de diciembre de 2014 a las 
10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 13, Tomo I, diciembre de 2014, página 203, con número de registro digital: 
2008085.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EXTRADICIÓN. EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA LA ORDEN 
RELATIVA PROCEDE CONCEDER LA PROTECCIÓN CONSTITUCIO­
NAL AL SUJETO RECLAMADO A EFECTO DE REPONER EL PROCE­
DIMIENTO, AUN CUANDO ÉSTE NO HAYA OPUESTO EXCEPCIONES, 
SI EL ÓRGANO JURISDICCIONAL ADVIERTE UN RIESGO REAL Y 
PROBABLE DE UNA INMINENTE VIOLACIÓN AL DERECHO FUNDAMEN­
TAL NON BIS IN IDEM EN SUS DOS VERTIENTES (SUSTANTIVA Y 
ADJETIVA). Si bien de la interpretación del artículo 25 de la Ley de Extradi-
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ción Internacional, se advierte que el sujeto reclamado y su defensa tienen la 
carga procesal de oponer excepciones y ofrecer las pruebas conducentes para 
acreditarlas, lo cierto es que de la interpretación sistemática de la fracción I 
de dicho precepto, en relación con los diversos 27, párrafo segundo y 7, frac-
ción I, de esa legislación, se concluye que de no estar ajustada la petición de 
extradición a las prescripciones del tratado aplicable, o a las normas de dicha 
ley a falta de aquél, no debe concederse, lo que implica que ésta es improce-
dente cuando de llevarla a cabo se vulnere el derecho fundamental non bis in 
idem, lo cual es incluso materia de estudio oficioso por parte del Juez instruc-
tor. Esto obedece, como lo ha definido nuestro Máximo Tribunal, a que el solo 
hecho de que un Estado requirente haga la solicitud a otro (requerido), es insu
ficiente para que la persona sea entregada, pues dicha solicitud puede ser 
satisfecha o no por el Estado requerido, en razón del cumplimiento de las normas 
constitucionales o legales, así como en atención a las obligaciones pactadas en 
los tratados y convenios internacionales en la materia. Ahora bien, si en un 
procedimiento se concede al reclamado el plazo legal para oponer excepcio-
nes sin que éste realice manifestación alguna o, incluso, haga patente su 
voluntad de ser extraditado y, posteriormente, ante la promoción de un juicio 
de amparo contra la orden de extradición, el órgano de control constitucional 
advierta la existencia de un riesgo real y altamente probable de que sufrirá 
violaciones inminentes y evidentes a dicho derecho en el país requirente, ante 
el deber de prevención del Estado Mexicano, el cual, además, se encuentra 
sujeto al marco nacional e internacional de los derechos humanos y su irres-
tricto respeto, procede conceder la protección constitucional a efecto de re-
poner el procedimiento de extradición, para que se incorpore al proceso el dato 
correspondiente y, una vez hecho lo anterior, el Juez de control pueda emitir 
su opinión y, eventualmente, la Secretaría de Relaciones Exteriores se pro-
nuncie de forma definitiva en relación con la petición de extradición, salvaguar
dando los derechos fundamentales del reclamado. Lo anterior, aun cuando 
se trate de una petición de extradición a fin de someterlo a proceso, pues ese 
derecho fundamental no sólo implica que nadie puede ser sancionado dos 
veces por la misma conducta (vertiente sustantiva-material), sino que también 
protege que nadie debe ser juzgado o procesado dos veces por el mismo hecho 
(vertiente adjetiva-procesal). Razonar de forma contraria podría, incluso, ge-
nerar responsabilidad internacional para el Estado Mexicano.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.P.72 P (10a.)

Amparo en revisión 191/2018. 21 de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Miguel Ángel Medécigo Rodríguez. Secretario: Fredy Emmanuel Ayala Torres.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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FILIACIÓN. ELEMENTOS PARA SU DEMOSTRACIÓN (LEGISLACIÓN 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). Del artículo 341 del Código 
Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, se advierte 
que la filiación se demuestra, en primer lugar, con el acta de nacimiento o de 
reconocimiento en la que los progenitores expresan su voluntad para asu-
mir sus lazos de consanguinidad con el hijo; en segundo lugar, con el 
reconocimiento mediante escritura pública, testamento o confesión judicial, 
en términos del diverso artículo 369. Ahora bien, a falta o en defecto de esos 
documentos, el artículo 343 del propio código, señala que se justifica con la 
posesión constante de estado de hijo, lograda con la aportación de pruebas 
que hagan evidente la relación de parentesco de un individuo, sus progenito-
res y a la familia a la que dice pertenecer, a partir de los elementos sustancia-
les siguientes: 1. El nombre (nomen): Que la persona haya usado de forma 
constante el apellido de quien pretende tener por padres, con la anuencia de 
éstos; 2. El trato (tractatus): Que los progenitores le hayan proporcionado el 
trato de hijo y él, a su vez, los haya tratado como tales pero, además, 3. La fama 
(reputation): Que haya sido reconocido como hijo de esas personas ante la 
familia o la sociedad; y, 4. La capacidad jurídica (facultatem): Que los progeni
tores tengan la edad necesaria para contraer matrimonio civil y, por ende, para 
reconocer la filiación. Por último, si no se colman los elementos sustanciales 
para constatar el estado de hijo, la filiación se demuestra con los avances 
de la ciencia, en concreto, con la pericial en materia de genética molecular de 
ácido desoxirribonucleico (ADN), porque es la probanza idónea.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.C.411 C (10a.)

Amparo directo 492/2019. 4 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Sofía 
Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. ES INADMISIBLE 
OTORGARLA POR LA POSIBLE DISCRIMINACIÓN QUE PUEDA 
SUFRIR ÉSTE POR LA ACTIVIDAD LABORAL DE SU MADRE. La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, 
consideró que para justificar una diferencia de trato y restricción de un derecho, 
no puede servir de sustento jurídico la alegada posibilidad de discriminación 
social, probada o no, a la que se podrían enfrentar los menores de edad por 
condiciones de la madre o el padre. Por lo que si bien es cierto que algunas 
sociedades pueden ser intolerantes a condiciones como la raza, el sexo, la 
nacionalidad o la orientación sexual de una persona, también lo es que los 
Estados no pueden utilizar esto como justificación para perpetuar tratos discri
minatorios. Los Estados están internacionalmente obligados a adoptar las 
medidas que fueren necesarias "para hacer efectivos" los derechos establecidos 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como se ordena en 
el artículo 2 de dicho instrumento, por lo que deben propender, precisamente, 
por enfrentar las manifestaciones intolerantes y discriminatorias, con el fin 
de evitar la exclusión o negación de una determinada condición. El tribunal 
interamericano constató que en el marco de las sociedades contemporáneas 
se dan cambios sociales, culturales e institucionales encaminados a desa
rrollos más incluyentes de todas las opciones de vida de sus ciudadanos, lo 
cual se evidencia en la aceptación social de parejas interraciales, las madres 
o padres solteros o las parejas divorciadas, las cuales en otros momentos no 
habían sido aceptadas por la sociedad. En este sentido, el derecho y los Estados 
deben ayudar al avance social, de lo contrario se corre el grave riesgo de legi-
timar y consolidar distintas formas de discriminación violatorias de los dere-
chos humanos. Por otro lado, en cuanto al argumento de que el principio del 
interés superior del niño puede verse afectado por el riesgo de un rechazo 
por la sociedad, la Corte Interamericana estimó que un posible estigma social 
debido a la orientación sexual de la madre o el padre no puede considerarse un 
"daño" válido a los efectos de la determinación del interés superior del niño. 
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Si los Jueces que analizan este tipo de casos constatan la existencia de discri
minación social es totalmente inadmisible legitimar esa discriminación con 
el argumento de proteger el interés superior del menor de edad. En este 
caso, la Corte resaltó que, además, la señora Atala Riffo no tenía por qué sufrir 
las consecuencias de que en su comunidad presuntamente las niñas podrían 
haber sido discriminadas debido a su orientación sexual. Por tanto, concluyó 
que el argumento de la posible discriminación social no era adecuado para 
cumplir con la finalidad declarada de proteger el interés superior de las niñas. 
Con base en lo anterior, para el otorgamiento de la guarda y custodia de un 
menor de edad, no pueden ser utilizados los argumentos del padre en los que 
alega que su hijo puede sufrir discriminación por la actividad laboral de su 
madre.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.216 C (10a.)

Amparo directo 718/2018. 17 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely Aguilar Lasserre.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. LA EXCLUSIÓN DE 
UNO DE LOS PROGENITORES PARA EJERCERLA, POR EL SOLO 
HECHO DE DEDICARSE A UN TRABAJO SEXUAL, VIOLA LOS PRIN­
CIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. El tipo de trabajo de los 
padres de un menor de edad es irrelevante para el otorgamiento de la guarda 
y custodia, pues para ello únicamente debe atenderse a la idoneidad del pro
genitor respecto a que proporcione al menor los cuidados y la protección 
necesarios. Así, la exclusión de uno de los progenitores por desempeñar un 
trabajo sexual, para ejercer la custodia, vulnera los principios constituciona-
les de igualdad y no discriminación, pues es insostenible que el comercio 
sexual, por sí mismo, implique una afectación al interés superior de los 
menores.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.217 C (10a.)

Amparo directo 718/2018. 17 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely Aguilar Lasserre.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. SU OTORGAMIENTO 
SE BASA EN LA IDONEIDAD DEL PROGENITOR, SIENDO IRRELE­
VANTE EL TRABAJO QUE ÉSTE DESEMPEÑE. El Protocolo para Juzgar 
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con Perspectiva de Género, emitido por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que los estereotipos son aquellas características, actitudes 
y roles que de forma estructural la sociedad atribuye o asigna a las personas. 
En ese sentido, para establecer que una norma o política pública que no con
templa una distinción, restricción o exclusión explícita sí genera un efecto 
discriminatorio a una persona, es necesario introducir factores contextuales 
o estructurales en el análisis de la discriminación, entre los que pueden men
cionarse, las relaciones de subordinación en torno al género y las prácticas 
sociales y culturales. Dichos factores pueden condicionar que una ley o polí-
tica pública aunque se encuentra expresada en términos neutrales, finalmente 
provoque una diferencia de trato irrazonable o injustificable de acuerdo con 
la situación que ocupen las personas dentro de la estructura social. Ahora 
bien, en los juicios familiares cuando un progenitor señale que el otro debe 
perder la guarda y custodia de su hijo menor de edad, por el solo hecho de su 
dedicación al trabajo sexual, esa manifestación se basa en un estereotipo de 
género, el cual concibe a las personas sexo servidoras como inmorales y con 
poca o nula responsabilidad, lo cual trasciende en las relaciones paterno-
filiales, al descuidar las obligaciones con sus hijos. Sin embargo, el punto 
fundamental a considerar en el otorgamiento de la guarda y custodia es el 
interés superior del niño con la intención de que éste reciba afecto, cuidados, 
educación y las condiciones adecuadas para su desarrollo. Ahora bien, la 
idoneidad de una persona para ejercer la guarda y custodia de un menor de 
edad debe atender únicamente a la posibilidad de brindarle cuidado y protec
ción, por lo que es irrelevante el trabajo que desempeñe el progenitor custodio. 
Esto significa que quienes se dediquen a un trabajo sexual deben considerarse 
en igualdad de condiciones que cualquier otra persona con distinto empleo, 
y lo que debe ser tomado en cuenta es si la persona cumple con las caracte
rísticas, virtudes y cualidades para brindarle al menor de edad, los cuidados y 
educación que le permitan desarrollarse adecuadamente. Dentro de dichos 
requisitos esenciales no puede figurar el tipo de trabajo que desempeñe el 
progenitor, pues esta circunstancia no incide en su idoneidad para brindar a 
los niños un desarrollo integral. En ese sentido, es insostenible que la prosti-
tución por sí misma implica una afectación al interés superior de los menores.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.218 C (10a.)

Amparo directo 718/2018. 17 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely Aguilar Lasserre.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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HONORARIOS PROFESIONALES. AUNQUE LA ACTORA POR SU 
CONDICIÓN DE GÉNERO (INDÍGENA) ARGUMENTE QUE SU CLIEN­
TE NO LE HAYA CUBIERTO LA CONTRAPRESTACIÓN PACTADA 
POR SU ACTIVIDAD PROFESIONAL DESARROLLADA, LA AUTORI­
DAD JUDICIAL PUEDE REDUCIR OFICIOSAMENTE EL IMPORTE DE 
AQUÉLLOS, AL CONSIDERARLOS UNA EXPLOTACIÓN DEL HOM­
BRE POR EL HOMBRE. Aunque la actora por su condición de género (indí-
gena) argumente que su cliente abusó de ella por ser varón, que se benefició 
de su actividad profesional desarrollada en un proceso en que lo patrocinó, en 
razón de que él obtuvo resolución favorable, sin que le haya cubierto la con-
traprestación pactada; la autoridad judicial está facultada para reducir oficio-
samente el importe de los honorarios pretendidos de un cincuenta a un 
treinta por ciento, por considerarlo una explotación del hombre por el hom-
bre. Además, su condición, lejos de representar una desventaja frente a su 
contraparte, no lo es, pues su reclamo deriva, precisamente, de que ella tuvo 
la oportunidad de tener una preparación académica para obtener el grado de 
licenciada en derecho y, de esa manera, dedicarse a la abogacía, de modo que 
su doble condición de mujer e indígena no representó desventaja alguna.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.C.410 C (10a.)

Amparo directo 432/2019. Nancy Castillo Santes. 7 de agosto de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

HORAS EXTRAS DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO 
DE VERACRUZ. DEBEN EXCLUIRSE DE SU CONDENA LOS PERIODOS 
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VACACIONALES Y LOS DÍAS DE DESCANSO OBLIGATORIO O FES­
TIVOS, CUANDO NO EXISTA CONTROVERSIA RESPECTO DE QUE 
NO SE LABORARON. Cuando un trabajador al servicio del Estado de Vera-
cruz reclama en juicio el pago de horas extras, pero no especifica que prestó 
sus servicios en días de descanso obligatorio o festivos, así como en su periodo 
vacacional, debe entenderse que los descansó por mandato expreso, tanto 
del artículo 52 de la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz, 
como del calendario oficial de días de descanso obligatorio del Poder Ejecu-
tivo de esa entidad; por ende, la condena que los considera dentro del plazo 
correlativo es ilegal, sin que sea obstáculo a lo anterior que el patrón, al con-
testar la demanda, no se hubiese excepcionado sobre el particular, en tanto 
que los días de descanso obligatorio o festivos derivan de la propia legislación 
burocrática, y los periodos vacacionales del referido calendario oficial, que no 
son objeto de prueba, por lo que no se necesita demostrar su existencia, pues 
basta que la ley en cita esté publicada en la Gaceta Oficial del Estado de Ve-
racruz, y el referido calendario en las páginas oficiales de dicha entidad, para 
que la autoridad esté obligada a tomarlas en cuenta, como hechos notorios, 
en virtud de su naturaleza y obligatoriedad. En ese tenor, los días de descanso 
obligatorio o festivos, así como el periodo vacacional que quedan comprendi-
dos en el plazo de condena por concepto de tiempo extraordinario, no deben 
considerarse en su pago.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.263 L (10a.)

Amparo directo 1051/2018. 12 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo Alvarado.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO POR NO AGOTAR EL RE­
CURSO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. NO SE ACTUALIZA SI LOS ACTOS 
DE OMISIÓN O DECISIONES RECLAMADAS DEL MINISTERIO PÚ­
BLICO, EMANAN DEL TRÁMITE DE UNA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE 
DEBA LLEVARSE CONFORME AL PROCEDIMIENTO ANTERIOR, Y 
NO DE UNA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. Los artículos 258 del Có
digo Nacional de Procedimientos Penales y 20, apartado C, fracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se refieren al proceso 
penal acusatorio, único del que pueden conocer los llamados "Jueces de con-
trol", mas no así a los procedimientos de corte tradicional que siguen rigién
dose hasta su conclusión conforme a las reglas procesales anteriores, en este 
caso, del Código Federal de Procedimientos Penales abrogado y acorde con el 
artículo cuarto transitorio del Decreto de reforma constitucional publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, que así lo determinó 
en atención a la denominada "carga cero", como criterio aplicado en el sistema 
de implementación del nuevo sistema de justicia procesal penal en lo tocante 
a la competencia de los órganos judiciales operadores. Por tanto, los Jueces de 
Procesos Penales Federales no tienen competencia para conocer del recurso 
a que se refiere el citado artículo 258, ni los Jueces de control que pueden cono
cer del nuevo sistema, la tienen para conocer del referido recurso cuando se 
reclaman omisiones o decisiones derivadas de una averiguación previa ini-
ciada antes de la entrada en vigor del nuevo sistema; de modo que no puede 
pretenderse que el quejoso agote dicho recurso ante el Juez de control cuando 
éste carece de competencia para conocer del recurso señalado tratándose 
de "averiguaciones previas" y no de carpetas de investigación; de modo que 
en estos casos resulta incorrecto que el Juez de Distrito pretenda desechar la 
demanda de amparo bajo el argumento de que no se agotó el recurso previsto 
en el artículo 258 indicado, pues éste no le resulta aplicable al supuesto en 
cuestión; ello, con independencia de que tratándose de averiguaciones previas, 
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sean otros los parámetros conforme a los cuales pueda determinarse la exigen
cia o no de la definitividad como motivo de desechamiento, según lo han 
determinado los criterios de los tribunales federales, aplicables al procedimien
to de tipo tradicional conforme al cual debe seguirse rigiendo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO 
CIRCUITO.

II.2o.P.88 P (10a.)

Queja 145/2019. 3 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Nieves Luna 
Castro. Secretario: José de Jesús Junior Álvarez Alvarado.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO PARA EL FOMENTO DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA EN EL 
ESTADO DE DURANGO. LOS ARTÍCULOS 13 A 18 DE LA LEY DE HA­
CIENDA DE LA ENTIDAD, AL ESTABLECER COMO BASE GRAVABLE 
EL IMPORTE DE LOS PAGOS DE OTRAS CONTRIBUCIONES LOCA­
LES, VIOLAN EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
Y, EN CONSECUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFI­
CIENTE RESPECTO DE SU ACTO DE APLICACIÓN, AUN CUANDO 
SE TRATE DEL SEGUNDO O ULTERIOR [APLICABILIDAD DE LA JU­
RISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 126/2013 (10a.)]. La jurisprudencia 
indicada, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
reviste el carácter de temática para efecto de suplir la queja deficiente en el 
amparo promovido contra los artículos citados, al reunir los requisitos que 
para ello determinó el Pleno del Máximo Tribunal del País en las diversas ju-
risprudencias P./J. 104/2007 y P./J. 105/2007, en virtud de que contiene una 
construcción argumentativa que revela un nivel de abstracción que evidencia 
las reglas constitucionales siguientes: a) Al establecerse un impuesto a cargo 
de las personas físicas o morales que realicen pagos por concepto de otros 
impuestos y derechos, se viola el principio de proporcionalidad tributaria, pre-
visto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque no existe congruencia entre el mecanismo impo-
sitivo y la capacidad contributiva de los sujetos pasivos, ya que el hecho im-
ponible no gira en torno a una misma actividad denotativa de capacidad 
económica, como sucede con las "sobretasas"; y, b) Ese gravamen adicional 
no participa de la misma naturaleza jurídica del impuesto primigenio, pues no 
se circunscribe a una sola contribución mediante el pago de un doble por-
centaje, sino que tiene por objeto gravar todos los pagos por concepto de 
otros impuestos y derechos. En esa línea argumentativa, se concluye que los 
artículos 13 a 18 de la Ley de Hacienda del Estado de Durango, relativos al 
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impuesto para el fomento de la educación pública en la entidad, se ubican 
dentro del ámbito de regulación de la jurisprudencia 2a./J. 126/2013 (10a.), 
pues constituyen un acto legislativo que no puede realizarse válidamente, ya 
que fijan como objeto de esa contribución los créditos fiscales derivados de 
otras contribuciones locales, de manera que la base gravable del tributo se con-
forma con el importe de los pagos de otros impuestos o derechos estatales, lo 
que no refleja la verdadera capacidad contributiva de los contribuyentes, en 
contravención al principio de proporcionalidad tributaria señalado y, en con-
secuencia, opera la suplencia de la queja deficiente respecto de su acto de 
aplicación, aun cuando se trate del segundo o ulterior, ya que si bien no han 
sido específicamente declarados inconstitucionales por jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, se encuentran dentro del ámbito de 
regulación del criterio considerado por este órgano colegiado como temático.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO.
XXV.3o.4 A (10a.)

Amparo en revisión 95/2019. Daniel Antonio Barrales Flores. 3 de octubre de 2019. Una-
nimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Álvarez Bibiano. Secretario: Alonso Arias 
López.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 126/2013 (10a.), de título y subtítulo: "IMPUESTO 
ADICIONAL. LOS ARTÍCULOS 119 A 125 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNI-
CIPAL DEL ESTADO DE MORELOS QUE LO PREVÉN, VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.", P./J. 104/2007 y P./J. 105/2007, de rubros: 
"SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE CUANDO EXISTE JURISPRUDENCIA TE-
MÁTICA SOBRE INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. ES OBLIGATORIA EN EL 
AMPARO, A FIN DE HACER PREVALECER LA SUPREMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS." y "SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE. CONDICIONES PARA QUE OPERE RESPECTO DE ACTOS CONCRE-
TOS DE APLICACIÓN DE LEYES DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR JURIS-
PRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (AMPARO 
INDIRECTO Y DIRECTO)." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 2, septiembre de 2013, pági-
na 1288 y Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, páginas 14 y 13, con núme-
ros de registro digital: 2004487, 170582 y 170583, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO PARA LA MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚ­
BLICOS DEL ESTADO DE DURANGO. EL ARTÍCULO 44 BIS DE LA 
LEY DE HACIENDA DE LA ENTIDAD, AL GRAVAR CONTRIBUCIO­
NES EXCLUSIVAS DE LA HACIENDA MUNICIPAL LOCAL, VIOLA 
LOS PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA Y LIBRE ADMINISTRACIÓN DE 
ÉSTA Y, EN CONSECUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 
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DEFICIENTE RESPECTO DE SU ACTO DE APLICACIÓN (APLICABI­
LIDAD DE LA JURISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 105/2008). La juris-
prudencia indicada, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, reviste el carácter de temática para efecto de suplir la queja deficien-
te en el amparo promovido contra el artículo citado, al reunir los requisitos 
que para ello determinó el Pleno del Máximo Tribunal del País al resolver la 
contradicción de tesis 25/2006-PL, en virtud de que contiene una construc-
ción argumentativa que revela un nivel de abstracción que evidencia las reglas 
constitucionales siguientes: a) Corresponde al legislador local el estable
cimiento del impuesto sobre la propiedad inmobiliaria, conforme al artículo 
115, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
es decir, con respeto irrestricto a los principios de autonomía y libre adminis-
tración de la hacienda municipal; y, b) Si otro nivel de gobierno emite un acto 
que, conforme a la Carta Magna, corresponde en exclusiva al ámbito munici-
pal, invade su esfera de competencia. En esa línea argumentativa, se conclu-
ye que el artículo 44 bis de la Ley de Hacienda del Estado de Durango, relativo 
al impuesto para la modernización de los registros públicos de la entidad, al 
prever como objeto del gravamen la adquisición de títulos públicos o privados 
respecto de las operaciones que realicen las personas físicas y morales, me-
diante los cuales se adquiera, transmita, modifique o extinga el dominio o 
posesión sobre bienes inmuebles, se ubica dentro del ámbito de regulación 
de la jurisprudencia mencionada, pues constituye un acto legislativo que no 
puede realizarse válidamente, ya que grava contribuciones exclusivas de la 
hacienda municipal local, a quien compete la traslación en materia de pro-
piedad inmobiliaria y no a la hacienda estatal, por lo que la vinculación al 
gasto público que se le da a dicho tributo viola los principios constitucionales 
mencionados y, en consecuencia, opera la suplencia de la queja deficiente 
respecto de su acto de aplicación, ya que si bien no ha sido específicamen-
te declarado inconstitucional por jurisprudencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, se encuentra dentro del ámbito de regulación del criterio 
considerado por este órgano colegiado como temático.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO.
XXV.3o.6 A (10a.)

Amparo en revisión 109/2018. José María de la Parra Hernández. 28 de marzo de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Álvarez Bibiano. Secretario: Carlos 
Elías Vergara Cárdenas.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 105/2008, de rubro: "AMPARO. PROCEDE POR 
VIOLACIÓN AL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CUANDO EL PARTICULAR SE VEA AFECTADO 
EN SU ESFERA JURÍDICA POR ACTOS EMITIDOS POR UN NIVEL DE GOBIERNO 
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FEDERAL O ESTATAL, QUE CORRESPONDEN EN EXCLUSIVA AL MUNICIPIO." y la 
parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 25/2006-PL ci-
tadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomos XXVIII, julio de 2008, página 471 y XXVII, enero de 2008, página 
892, con números de registro digital: 169374 y 20718, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, PENÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADALA­
JARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER 
UNA SOBRETASA PARA SU PAGO TRATÁNDOSE DE PREDIOS BAL­
DÍOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El precepto 
mencionado, al establecer que el impuesto predial se causará y pagará acorde 
con lo que resulte de aplicar, por razones extrafiscales, una sobretasa del 100% 
sobre el valor determinado de los predios baldíos, viola el principio de equidad 
tributaria, previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, pues no obstante que los propietarios o posee
dores de predios baldíos y edificados tienen iguales características objetivas 
y realizan idéntico hecho generador del gravamen, lo que hace que constituyan 
una misma categoría, el legislador local les otorga un trato desigual por el 
solo hecho de que el predio no esté edificado. Lo anterior es así, porque aun 
cuando el fundamento legal de los fines extrafiscales se encuentra en el artícu
lo 25 de la Constitución Federal, como un instrumento eficaz de la política finan-
ciera, económica y social que el Estado tenga interés en impulsar, orientar o 
desincentivar ciertas actividades o usos sociales, si se consideran útiles o no 
para el desarrollo armónico de la población, en la exposición de motivos de la 
iniciativa de la ley citada, el legislador sustentó la diferencia en el cobro de las 
tasas del impuesto predial en la necesidad de evitar el deterioro de la imagen 
urbana, tiraderos clandestinos de residuos, focos de infección que dañan la 
salud pública y propician inseguridad; de ahí que esa sobretasa busca incen-
tivar a los propietarios de los predios no edificados para que hagan un mejor 
uso y aprovechamiento de éstos, que deriven en un impacto ambiental positivo 
y coadyuven a mejorar la calidad de vida de los habitantes de Guadalajara, en 
congruencia con las políticas públicas en materia de desarrollo urbano y repo
blamiento de ese Municipio, lo cual evidencia que esa distinción no se encuen-
tra objetiva y razonablemente justificada para atribuirle la característica de fin 
extrafiscal ya que, en todo caso, es a las autoridades a quienes corresponde, 
mediante diversos mecanismos, herramientas y disposiciones administrati-
vas, incluso sancionadoras, combatir la inseguridad y preservar la salud pública 
y el medio ambiente, pero no a través de la fijación de categorías artificiales 
que violan el principio de equidad tributaria.
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO.

III.1o.A.52 A (10a.)

Amparo en revisión 322/2019. Eduardo Martínez González. 6 de noviembre de 2019. Una-
nimidad de votos. Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Ricardo Manuel Gómez 
Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INCIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA DEL ESCRITO ACLARATORIO 
DE LA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. DEBE NOTIFICARSE PER­
SONALMENTE EL AUTO QUE RECAE A LA PROMOCIÓN POR LA QUE 
EL PROMOVENTE, ANTES DEL VENCIMIENTO DEL PLAZO OTOR­
GADO, PRETENDE DESAHOGAR LA PREVENCIÓN PARA EL OFRE­
CIMIENTO DE LA PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPIA, SIN CUMPLIR 
CON LOS REQUISITOS RESPECTIVOS. Bajo la perspectiva de garantizar 
el derecho fundamental de acceso a la justicia que tutela el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y atento a las consi-
deraciones de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
al resolver la contradicción de tesis 411/2011, que originó la jurisprudencia 
1a./J. 39/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 1, mayo de 2012, página 400, con núme
ro de registro digital: 2000702, de rubro: "ACLARACIÓN DE DEMANDA DE 
AMPARO. EL AUTO QUE RECAE A LA PROMOCIÓN DEL QUEJOSO PRESEN-
TADA ANTES DEL VENCIMIENTO DEL PLAZO CONCEDIDO PARA HACERLA, 
PERO SIN CUMPLIR CON LAS PREVENCIONES IMPUESTAS, DEBE NOTI
FICARSE PERSONALMENTE.", se concluye que tratándose del incidente de 
falsedad de firma del escrito aclaratorio de la demanda de amparo directo, en 
el que se otorga el plazo de tres días al promovente para ofrecer la prueba pe
ricial en grafoscopia, cuando dicho oferente, dentro del primer o segundo día 
del término conferido, presenta una promoción tendente a la preparación de 
esa probanza, y no cumple con el requisito del cuestionario original, el órgano 
de control constitucional debe: a) emitir un acuerdo que establezca que no se 
satisfizo esa exigencia; b) estimar interrumpido el lapso con la presentación 
del ocurso relativo, y determinar que se reanudará el día siguiente al en que 
surta efectos la notificación de ese auto, a fin de que el interesado tenga opor-
tunidad de emplear el tiempo restante del plazo, conforme a su interés con-
venga; y, c) ordenar que dicho proveído se notifique personalmente conforme 
al artículo 26, fracción I, inciso k), de la Ley de Amparo, por la relevancia de lo 
determinado en él. Lo anterior, en el entendido de que ese proceder no cons-
tituye un nuevo requerimiento para que el oferente subsane el requisito fal-
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tante, pues ello no está previsto en el artículo 119 de la ley citada en cuanto al 
cuestionario original, sino que obedece a la situación particular, consistente 
en que se realice una prevención y otorgue un término para ello, mientras que 
el libelo con el cual se pretendió cumplir con aquélla, se presenta en el primer 
o segundo día del periodo concedido, esto es, cuando aún no había fenecido, 
ante lo cual subsiste la prevención primigenia para garantizar la posibilidad de 
intervenir como lo estime conveniente. Estimar lo contrario, haría nugatoria la 
eficacia del lapso fijado para ofrecer y preparar la prueba pericial en cuestión, 
pues si éste no se interrumpe, al momento en que el oferente tenga cono
cimiento de que no se le tuvo proponiendo dicha prueba, seguramente habrá 
fenecido aquél.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.1o.C.T.46 K (10a.)

Recurso de reclamación 16/2019. Lindolfo Palafox Flores y otros. 17 de octubre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo Torres García. Secretaria: Brenda Nohemí 
Rodríguez Lara.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 411/2011 
citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro VIII, Tomo 1, mayo de 2012, página 368, con número de registro digital: 
23572.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN ASUNTOS CO­
LECTIVOS TRAMITADOS ANTE LA AUTORIDAD LABORAL. AL NO 
ACTUAR ÉSTA COMO ENTE JURISDICCIONAL EN UN PROCEDIMIEN­
TO CONTENCIOSO, SINO COMO ÓRGANO ADMINISTRATIVO Y 
REGISTRAL, ES INNECESARIO AGOTARLO PREVIO A LA PROMO­
CIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. Las notificaciones prac
ticadas en los procedimientos donde la autoridad laboral actúa meramente 
como órgano administrativo, pueden reclamarse en el juicio de amparo in
directo, sin necesidad de agotar el incidente de nulidad de notificaciones pre-
visto en el artículo 762, fracción I, de la Ley Federal del Trabajo, pues éste 
únicamente rige para los procedimientos contenciosos, en los que aquélla 
actúa como autoridad jurisdiccional; lo anterior, en aplicación del argumento 
sedes materiae, según el cual, para obtener sus alcances debe acudirse al 
contexto y ubicación de la norma sobre la cual se pretende obtener su atribu-
ción. En este sentido, se advierte que las "relaciones colectivas de trabajo", se 
encuentran contenidas en el título séptimo de la Ley Federal del Trabajo, en 
tanto que el referido incidente de nulidad está comprendido en el título cator-
ce denominado "Derecho Procesal del Trabajo", lo que permite colegir que el 
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agotamiento de dicho incidente no puede ser exigible en los procedimientos 
propios de relaciones colectivas, en los que la autoridad laboral actúa como 
mero órgano administrativo y registral, y no como ente jurisdiccional diri-
miendo cuestiones contenciosas; ello, siguiendo, en lo conducente, la idea 
contenida en las jurisprudencias P./J. 32/2011 y 2a./J. 101/2004, de rubros: 
"SINDICATOS. LA AUTORIDAD LABORAL ESTÁ FACULTADA PARA COTEJAR 
LAS ACTAS DE ASAMBLEA RELATIVAS A LA ELECCIÓN O CAMBIO DE DI-
RECTIVA, A FIN DE VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS 
FORMALES QUE RIGIERON EL PROCEDIMIENTO CONFORME A SUS ESTA-
TUTOS O, SUBSIDIARIAMENTE, A LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO (MODI
FICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 86/2000)." y "REGISTRO DE 
SINDICATOS FEDERALES. CONTRA SU NEGATIVA PROCEDE EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO SIN QUE DEBA AGOTARSE, PREVIAMENTE, EL RE-
CURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 83 DE LA LEY FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, EN VIRTUD DE QUE ES UN ACTO 
PREPONDERANTEMENTE LABORAL."

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.282 L (10a.)

Amparo en revisión 124/2018. 3 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Carlos Moreno Correa. Secretaria: Anabel Morales Guzmán.

Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 32/2011 y 2a./J. 101/2004 citadas, aparecen publi-
cadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos 
XXXIV, septiembre de 2011, página 7 y XX, agosto de 2004, página 417, con números de 
registro digital: 160992 y 180803, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN MATERIA LABO­
RAL. SU PROMOCIÓN NO SUSPENDE EL PROCEDIMIENTO. De la 
interpretación histórica, sistemática y conforme de los artículos 17 de la Cons
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 761, 762 y 763 de la Ley 
Federal del Trabajo, se colige que si bien el incidente de nulidad de notifica-
ciones es de previo y especial pronunciamiento, ello sólo debe entenderse 
en el sentido de que guarda relación inmediata con el juicio principal, y debe 
ser resuelto de manera previa al dictado del laudo que decida el fondo del 
asunto, es decir, no suspende el procedimiento, el cual deberá continuar hasta 
que sea el momento de dictar el laudo respectivo, que será cuando, en su 
caso, debe evitarse tal pronunciamiento. Ello se corrobora del artículo 725 de 
la Ley Federal del Trabajo (antes de su reforma de 4 de enero de 1980), que pre
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veía expresamente la posibilidad de que la Junta ordenara la suspensión del 
procedimiento ante la promoción de un incidente; sin embargo, el legislador 
suprimió dicha facultad de las Juntas, al redactar las nuevas reglas de sustan
ciación y resolución de los incidentes. Estimar lo contrario, sería tanto como 
dejar al arbitrio de las partes la promoción indefinida de tales incidentes, con 
el único objeto de paralizar el procedimiento laboral, lo cual contravendría el 
objeto y finalidad establecidos en el artículo 17 aludido.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE 
LA DECIMOPRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN COATZACOALCOS, 
VERACRUZ.

(XI Región)1o.7 L (10a.)

Amparo directo 39/2019 (cuaderno auxiliar 369/2019) del índice del Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Tercer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Ve
racruz. Benjamín de la Rosa Ibarra. 10 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Carlos Aldo Vargas Eguiarte. Secretario: Gabriel Ruiz Ortega.

Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contra
dicción de tesis 490/2019, pendiente de resolverse por la Segunda Sala.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INCIDENTE PARA HACER EFECTIVA LA GARANTÍA OTORGADA 
PARA LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. SUPUESTO EN 
QUE EXISTE COSA JUZGADA. Si la tercero interesada plantea por segun-
da ocasión el mismo incidente para hacer efectiva la garantía otorgada para 
la suspensión de los actos reclamados, pretendiendo subsanar las omisiones 
que motivaron la declaración de improcedencia del primer incidente, aun 
cuando el plazo para tramitarlo no ha fenecido, resulta inconcuso que ya ejer-
ció ese derecho y, por tanto, opera la figura de la cosa juzgada. De ahí que 
resulte inaplicable la tesis XVII.1o.C.T.45 K (10a.), de título y subtítulo: "INCI-
DENTE DE DAÑOS Y PERJUICIOS, DERIVADO DE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO 
RECLAMADO. EL PLAZO DE SEIS MESES PARA PROMOVERLO NO SE INTE-
RRUMPE CON LA PRESENTACIÓN DE UN PRIMER INCIDENTE DECLARADO 
INFUNDADO, Y TAMPOCO GENERA LA POSIBILIDAD DE PROMOVER UNA 
SEGUNDA INCIDENCIA DENTRO DE UN NUEVO PLAZO.", toda vez que la pro
cedencia de un nuevo incidente de daños y perjuicios con motivo de la suspen
sión, está supeditada a la circunstancia de que no exista un pronunciamiento 
de fondo de la cuestión debatida, lo que no acontece en el caso concreto en 
que existe resolución firme que declaró improcedente el incidente para hacer 
efectiva la garantía otorgada para que surta efectos la suspensión, sobre la 
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consideración de que la tercero interesada no allegó las constancias que de-
mostraran la afirmación de que obtuvo resolución interlocutoria favorable en 
un diverso incidente para lograr el cumplimiento sustituto de condena.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.8o.C.25 K (10a.)

Queja 269/2019. Inmobiliaria Hodaya, S.A. de C.V. 2 de octubre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Ma. del Refugio González Tamayo. Secretario: Rodrigo Pérez Maissón.

Nota: La tesis aislada XVII.1o.C.T.45 K (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 28 de junio de 2019 a las 10:34 horas y en la Ga­
ceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, Tomo VI, junio 
de 2019, página 5184, con número de registro digital: 2020199.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INDEMNIZACIONES DERIVADAS DE LA INSUMISIÓN AL ARBITRAJE. 
SE ENTIENDEN PAGADAS DESDE EL MOMENTO EN QUE LA DEMAN­
DADA PONE A DISPOSICIÓN DEL TRABAJADOR, A TRAVÉS DE LOS 
MEDIOS LEGALES PERMITIDOS, LAS CANTIDADES ADEUDADAS. 
Las indemnizaciones económicas decretadas en un laudo, como consecuen-
cia de la insumisión al arbitraje en términos de los artículos 50 y 947 de la Ley 
Federal del Trabajo, derivadas del derecho del patrón a no reinstalar al traba-
jador, se entienden pagadas desde el momento en que la demandada pone a 
disposición de éste, a través de los medios permitidos por la ley, las cantida-
des correspondientes por esos conceptos, como acontece cuando se exhibe ante 
la Junta un cheque que ampara el monto total de lo condenado. Ello debe 
entenderse así, en razón de que el cumplimiento de esa obligación no se en-
cuentra supeditado al deseo del operario de cuándo decida cobrar las cantida
des respectivas, sino únicamente al hecho de que el deudor las pague por los 
medios legales permitidos.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.11o.T.31 L (10a.)

Amparo en revisión 90/2018. Petróleos Mexicanos y otro. 9 de agosto de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Ángel Ponce Peña. Secretario: Luis Fernando Alfaro Palavicini.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INTERÉS JURÍDICO O LEGÍTIMO PARA RECLAMAR EN EL JUICIO 
DE AMPARO LOS ACTOS DE FISCALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA 
SUPERIOR DEL ESTADO DE JALISCO. NO LO TIENE EL PARTICU­
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LAR A QUIEN SE LE FINCA UN CRÉDITO FISCAL DERIVADO DE 
ÉSTOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2017). 
El procedimiento de auditoría pública tiene carácter externo, al practicarse de 
manera independiente y autónoma de cualquier otra forma de control, audi-
toría o fiscalización interna que puedan tener las autoridades auditables, de 
conformidad con el artículo 10 de la Ley de Fiscalización Superior y Auditoría 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, vigente hasta el 31 de diciem-
bre de 2017; de ahí que si de la revisión de la cuenta pública practicada por la 
Auditoría Superior del Estado de Jalisco derivan observaciones a una enti-
dad, como sujeto fiscalizable y auditable, debe entenderse que dicho 
procedimiento sólo afecta a ésta, al ser a quien se le podrían determinar res-
ponsabilidades y créditos fiscales, previa aprobación del informe final, en tér-
minos de los artículos 83 y 84 del mencionado ordenamiento. Por tanto, si con 
base en el procedimiento mencionado el ente auditado finca un crédito fiscal 
a un particular, esa circunstancia no le otorga a éste el interés jurídico o legí-
timo para reclamar en el juicio de amparo los actos de fiscalización, máxime 
que la Auditoría Superior no tiene facultad para intervenir en la determina-
ción o ejecución de créditos fiscales fincados por las autoridades inspeccio-
nadas a cargo de los particulares que no son sujetos de fiscalización, aun 
cuando tengan su origen en la revisión de la cuenta pública.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO.

III.6o.A.26 A (10a.)

Amparo en revisión 494/2018. Hogares Sustentables, S.A. de C.V. 11 de septiembre de 
2019. Mayoría de votos. Disidente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Ponente: Silvia 
Rocío Pérez Alvarado. Secretario: Alberto Aldrete Ramírez.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. DICHO PRINCIPIO NO PUEDE 
SERVIR DE MEDIDA IDÓNEA PARA RESTRINGIR A LA MADRE LA 
GUARDA Y CUSTODIA, POR DEDICARSE COMO FORMA DE TRA­
BAJO A LA PROSTITUCIÓN. La Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en su artículo 4o. y la Convención Americana sobre Dere
chos Humanos, establecen como principio el interés superior del menor. Asi-
mismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos resaltó en el caso 
Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, que el objetivo general de proteger el principio 
del interés superior del niño es, en sí mismo, un fin legítimo y es, además, 
imperativo. En ese mismo sentido, indicó que para asegurar en la mayor 
medida posible, la prevalencia del interés superior del menor, el preámbulo 
de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que éste requiere 
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"cuidados especiales" y el artículo 19 de la Convención Americana citada, 
señala que debe recibir "medidas especiales de protección". Igualmente, la 
Corte Interamericana constató que la determinación del interés superior del 
menor, en casos de cuidados y custodia de menores de edad debe hacerse a 
partir de la evaluación de los comportamientos parentales específicos y su 
impacto negativo en el bienestar y desarrollo del niño según el caso, los 
daños o riesgos reales o probados y no especulativos o imaginarios. Por tanto, 
no pueden ser admisibles las especulaciones, presunciones, estereotipos o 
consideraciones generalizadas sobre características personales de los padres 
o preferencias culturales o labores lícitas respecto a ciertos conceptos tradi
cionales de la familia. En esa medida, dicho tribunal observó que al ser, en 
abstracto, el "interés superior del niño" un fin legítimo, la sola referencia 
al mismo sin probar, en concreto, los riesgos o daños que podrían conllevar la 
orientación sexual de la madre para las niñas, no puede servir de medida idó
nea para la restricción de un derecho protegido como el de poder ejercer 
todos los derechos humanos sin discriminación alguna en contra de la madre 
por la orientación de la persona. Así, el interés superior del menor no puede ser 
utilizado para amparar la discriminación en contra de la madre o el padre 
por la orientación sexual de cualquiera de ellos. De este modo, el juzgador no 
puede tomar en consideración esa condición social como elemento para 
decidir sobre una tuición o custodia. Por ende, bajo un argumento por analo-
gía, el de que la madre se dedique como forma de trabajo a la prostitución, 
no puede ser considerado como un factor para excluirla de la custodia de 
sus hijos.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.219 C (10a.)

Amparo directo 718/2018. 17 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely Aguilar Lasserre.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. DENTRO 
DE ÉSTAS NO SE UBICAN LAS REALIZADAS A TRAVÉS DE TELÉFO­
NOS PÚBLICOS, POR LO QUE LA INFORMACIÓN OBTENIDA DE 
ÉSTOS, CON MOTIVO DE LA INVESTIGACIÓN DE UN DELITO, NO ES 
VIOLATORIA DE ESE DERECHO HUMANO. La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha desarrollado doctrina jurisprudencial en el 
sentido de que las comunicaciones privadas se mantendrán en todo momento 
protegidas frente a cualquier intervención no consentida por quienes partici-
pan en la comunicación o autorizada por una autoridad judicial que funde y 
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motive su decisión; luego, conforme a las premisas que ha establecido, es po
sible deducir que las comunicaciones privadas requieren que concurran los 
siguientes elementos para su protección: a) se canalice a través de un medio de 
comunicación; b) se produzca cuando los comunicantes se encuentren física
mente separados; y, c) se desarrolle de forma no pública, además de que los 
participantes decidan mantener el secreto de la comunicación. Asimismo, es 
posible establecer que los elementos que se requieren para estimar vulnerado 
el derecho a las comunicaciones privadas, son los siguientes: (i) la intención 
del tercero ajeno: el sujeto debe intervenir conscientemente en el proceso co
municativo, esto quiere decir que la intervención de la comunicación no podrá 
ser derivado de un mero accidente o casualidad; y (ii) un medio de transmi-
sión del mensaje distinto de la palabra o gesto percibido directamente entre 
dos individuos, que incorpora cualquier forma existente de comunicación y 
aquella que sea fruto de la evolución tecnológica. Así, acorde con esa doctrina 
jurisprudencial, cuando la comunicación intervenida emana de un teléfono 
público, ello escapa de la protección de las comunicaciones privadas, pues en 
esas particulares condiciones, la comunicación se entabla a través de un medio 
al cual tiene acceso cualquier persona, ya que lo público implica que es co-
nocido o sabido por todos, por tener libre acceso a él, al estar destinado al uso 
de cualquier persona; de ahí que al no ubicarse dentro de las comunicacio-
nes privadas, las realizadas a través de teléfonos públicos, la información obte
nida de éstos, con motivo de la investigación de un delito, no es violatoria del 
derecho humano que protege su inviolabilidad.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.261 P (10a.)

Amparo directo 88/2019. 24 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Pérez 
de la Fuente. Secretario: Miguel Enrique Hidalgo Carmona.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA 
POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN UN 
JUICIO DE LESIVIDAD. ES IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR LA 
AUTORIDAD DEMANDANTE. El artículo 7o., primer párrafo, de la Ley de 
Amparo establece que la Federación, los Estados, el Distrito Federal (actual-
mente Ciudad de México), los Municipios o cualquier persona moral pública 
podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o represen-
tantes que señalen las disposiciones aplicables, cuando una norma general, 
acto u omisión los afecten en su patrimonio, pero limita esa posibilidad al caso 
en que el daño se dé en relaciones jurídicas en las que se encuentren en un 
plano de igualdad con los particulares. Por otra parte, de los artículos 3o., frac
ción II, inciso b), 13, fracción III y 67, fracción I, de la Ley Federal de Proce
dimiento Contencioso Administrativo, así como 3, último párrafo y 34, penúltimo 
párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa se 
advierte que para la promoción del juicio de lesividad es necesaria la existen-
cia de una autoridad, única facultada para hacer uso de ese mecanismo de 
control de legalidad, con el que se busca la nulidad de una resolución favora-
ble a un particular, en aras de la protección del orden jurídico y del interés 
público, lo que evidencia que quien lo inste no actúa en un plano de igualdad 
con los particulares. En consecuencia, contra la resolución dictada por el Tribu
nal Federal de Justicia Administrativa en un juicio de lesividad, el juicio de am
paro directo promovido por la autoridad demandante es improcedente, pues 
su actuación en ese proceso jurisdiccional implica el ejercicio de una potes
tad exclusivamente reservada a las autoridades y la afectación patrimonial 
que, en todo caso, pudiera darse, no derivaría de una relación de igualdad con 
los particulares.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTI-
MO CIRCUITO.

VII.2o.A.6 A (10a.)
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Amparo directo 144/2019. Instituto Veracruzano de la Vivienda. 26 de septiembre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Hugo Mendoza Sánchez. Secretario: Salvador 
Pazos Castillo.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. AL EXISTIR EN ÉSTE UNA ETAPA 
PROBATORIA, ES LA VÍA IDÓNEA PARA RECLAMAR TANTO EL ILE­
GAL EMPLAZAMIENTO COMO LA FALSEDAD DE LA COMPARECEN­
CIA DEL DEMANDADO AL JUICIO NATURAL. Si bien es cierto que 
cuando la quejosa reclama una sentencia en amparo directo, el artículo 172, 
fracción I, de la Ley de Amparo, es el fundamento para analizar como violación 
procesal el tema de su emplazamiento al juicio, cuando de autos se advierte 
que sí compareció y no impugna la forma en cómo se dio por sentada esa 
comparecencia, lo que conlleva, por regla general, declarar inoperantes los con
ceptos de violación formulados al respecto, al no haberse agotado previa
mente el incidente de nulidad de actuaciones respectivo; también lo es que 
no acontece lo mismo cuando en amparo directo se reclaman tanto el laudo 
como el ilegal emplazamiento al juicio, pero también se impugna la forma 
en cómo la autoridad jurisdiccional tuvo por apersonado al quejoso al sumario 
natural; es decir, cuando éste impugna, por ejemplo, su presencia en alguna 
etapa de la audiencia de ley, así como las firmas ahí estampadas, incluso, 
cuando cuestiona y desconoce la forma en cómo el tribunal de trabajo obtuvo 
copia de su credencial para votar que fue glosada como elemento objetivo de 
su comparecencia. En ese caso, el amparo debe tramitarse ante un Juez de Dis
trito, en tanto además de reclamar el ilegal emplazamiento se impugna la 
falsedad de la comparecencia relativa, pues ésa es la vía idónea para probar 
la mendacidad de esas actuaciones, en razón de que por la naturaleza del 
amparo directo, no se tendría la oportunidad de probar que no se compareció 
al juicio natural; esto es, que no se estampó la firma en la actuación pues, por 
regla general, no pueden ofrecerse pruebas, en términos del artículo 75 de la 
ley referida, pues si bien por excepción pueden ofrecerse y admitirse medios 
de convicción, lo cierto es que sólo se permiten aquellos relacionados con la 
oportunidad en la presentación de la demanda. Por ende, lo argumentado 
contra la falsedad de la comparecencia e ilegal emplazamiento devendría 
inoperante, lo que daría lugar a una falacia de petición de principio, pues la 
comparecencia no podría desvirtuarse con medio de prueba alguno, todo 
lo cual conduce a establecer que un reclamo de esa naturaleza debe anali
zarse en el juicio de amparo indirecto, donde sí hay una etapa probatoria, 
conforme al artículo 119 de la ley de la materia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.68 K (10a.)
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Amparo directo 1068/2018. 26 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Toss Capistrán. Secretario: Renato de Jesús Martínez Lemus.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA ACTOS DICTA­
DOS DESPUÉS DE CONCLUIDO EL JUICIO, QUE POR SU NATURALEZA 
NO ESTÁN VINCULADOS CON EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN. 
Conforme al artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo, el juicio de amparo 
indirecto procede: 1. Contra actos de tribunales judiciales, administrativos, agra
rios o del trabajo realizados fuera de juicio; 2. Contra actos de tribunales judi-
ciales, administrativos, agrarios o de trabajo realizados después de concluido 
el juicio; y, 3. Tratándose del procedimiento de ejecución, procede contra la última 
resolución. En ese sentido, el segundo de los supuestos debe entenderse como 
aquellos actos emitidos después de concluido el juicio, los cuales, por su natu
raleza, no tienen vinculación con el procedimiento de ejecución y pueden origi
narse antes de que inicie, durante o de forma paralela a dicho procedimiento. 
Por tanto, lo que diferencia al supuesto segundo del tercero, es que son actos 
autónomos, ajenos al procedimiento de ejecución, tienen diversidad en el tema 
de su reclamo y, por ello, se desvinculan de los elementos que infieren con el 
cumplimiento del fallo dictado en el juicio natural; por ejemplo: el auto que 
niega declarar nulo el convenio que puso fin al juicio laboral. Así, procede su 
análisis en el juicio de amparo indirecto, sin que se considere necesario vis-
lumbrar su procedencia conforme a las condiciones que se deben satisfacer 
cuando se reclaman actos emitidos durante la etapa relativa al procedimiento 
de ejecución del juicio natural.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER 
CIRCUITO.

III.5o.T.3 K (10a.)

Queja 211/2019. José Luis Vergara Rivera. 16 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Julio Eduardo Díaz Sánchez. Secretaria: Erika Fabiola Beruben Villavicencio.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA NEGATI­
VA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL A PRESTAR 
EL SERVICIO MÉDICO A UNA TRABAJADORA DURANTE SU EMBA­
RAZO, BAJO EL ARGUMENTO DE QUE FUE DADA DE BAJA POR SU 
PATRÓN, CON LA FINALIDAD DE QUE AQUÉL SE EXTIENDA PARA 
EL CASO DE URGENCIA Y, SEGÚN EL GRADO DE GRAVIDEZ PRE­
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SENTADO, SE LE CANALICE A UNA INSTITUCIÓN DE SALUD PÚ­
BLICA DIVERSA EN LA QUE SE CONTINÚE SU ATENCIÓN. El Instituto 
Mexicano del Seguro Social es un ente público del Estado, facultado para 
emitir actos a través de los cuales resuelve lo relativo a las prestaciones de 
seguridad social, con los que pueden crearse, modificarse o extinguirse si-
tuaciones jurídicas de los asegurados o beneficiarios, como sucede cuando 
niega la prestación del servicio médico a una trabajadora durante su embara-
zo, bajo el argumento de que fue dada de baja por su patrón, pues esa deter-
minación entraña el ejercicio de facultades de decisión. Por tanto, si el 
derecho humano a la protección de la salud representa para el Estado la 
obligación de garantizar a todas las personas el disfrute de los servicios co-
rrespondientes por medio de la atención médica, para proteger, promover 
y respetar su salud, de manera preventiva, curativa, de rehabilitación o palia-
tiva, cuando se le atribuye a dicho instituto la negativa indicada, procede el 
juicio de amparo indirecto, sin mediar jurisdicción ordinaria, a pesar de tra-
tarse de un acto relativo a su carácter de ente asegurador y, por ello, surgido 
en un plano de coordinación con el particular, por ser necesario garantizar la 
salvaguarda efectiva del derecho humano señalado de la quejosa –así como 
la de su infante neonato–, reconocido en el artículo 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que, además, presupone la apli-
cación de la herramienta de perspectiva de género y evaluar la decisión de la 
autoridad en función del interés superior del menor, con la finalidad de que el 
servicio se extienda para el caso de urgencia y, según el grado de embarazo 
presentado, se le canalice a una institución de salud pública diversa en la que 
se continúe su atención. Lo anterior es acorde con lo razonado por la Segun-
da Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de juris-
prudencia 2a./J. 66/2016 (10a.), de título y subtítulo: "INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL. EL JUICIO DE AMPARO PROCEDE CONTRA LA OMI-
SIÓN DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD FORMULADA EN EJERCICIO 
DEL DERECHO DE PETICIÓN QUE DEBE RESPONDER EN SU CARÁCTER DE 
ENTE ASEGURADOR.", en la que determinó que cuando se atribuye al orga-
nismo mencionado la omisión de responder una solicitud en materia de pen-
siones, procede el juicio de amparo indirecto en su contra, debido a que, en este 
caso, es necesario garantizar la protección efectiva del derecho de petición, 
con la única finalidad de que el servidor público correspondiente dé respues-
ta al particular.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA 
DEL QUINTO CIRCUITO.

V.1o.P.A.8 A (10a.)

Amparo en revisión 864/2018. 28 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gabriel Alejandro Palomares Acosta. Secretaria: Claudia Guadalupe Téllez Fimbres.
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Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 66/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo II, 
junio de 2016, página 898, con número de registro digital: 2011948.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO 
DE PETICIÓN. NO PROCEDE ANALIZAR SI LA RESPUESTA DEL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) A UNA SO­
LICITUD QUE SE LE FORMULÓ COMO ENTE ASEGURADOR, ES 
CONGRUENTE O NO CON LO SOLICITADO [APLICACIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 66/2016 (10a.)]. El derecho de petición recono-
cido por el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos se conforma, a su vez, por diversos derechos que le dan contenido y 
que derivan de las diferentes conductas que deben acatar las autoridades 
ante quienes se presente una petición por escrito, en forma pacífica y respe-
tuosa, las cuales consisten en: I. Dar respuesta por escrito; II. Que ésta sea 
congruente con lo solicitado; y, III. Que se dé a conocer al particular en breve 
término. Sin embargo, tratándose de juicios de amparo promovidos por viola-
ción a ese derecho, ante la falta de respuesta a las solicitudes presentadas ante 
el Instituto Mexicano del Seguro Social, como ente asegurador, la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 
66/2016 (10a.), de título y subtítulo: "INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL. EL JUICIO DE AMPARO PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE DAR 
RESPUESTA A UNA SOLICITUD FORMULADA EN EJERCICIO DEL DERECHO 
DE PETICIÓN QUE DEBE RESPONDER EN SU CARÁCTER DE ENTE ASEGU-
RADOR.", determinó que su única finalidad es obligar a la autoridad respon-
sable a dar respuesta. Por tanto, el contenido de ésta no puede ser materia 
del juicio y, en consecuencia, no procede analizar si es congruente o no con lo 
solicitado.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO.

VI.1o.A.54 K (10a.)

Amparo en revisión 212/2019. 22 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretario: Salvador Alejandro Lobato Rodríguez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 66/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo II, 
junio de 2016, página 898, con número de registro digital: 2011948.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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JUICIO DE CONVIVENCIAS. SI SE DESAHOGA LA PRUEBA PERICIAL 
EN PSICOLOGÍA RESPECTO DE UN MENOR Y SE ORDENA LLEVAR 
A CABO UN PROCESO TERAPÉUTICO CON SUS FAMILIARES, DEBE 
REALIZARSE UN JUICIO DE PONDERACIÓN ENTRE LAS PARTICU­
LARIDADES DEL CASO CONCRETO Y LOS DERECHOS EN JUEGO 
PARA VERIFICAR LA VIABILIDAD O NO DE LA PRÁCTICA DE UNA 
NUEVA VALORACIÓN, SIN QUE ELLO IMPLIQUE LA REVICTIMIZA­
CIÓN EN EL MENOR. Si en un juicio de convivencias se desahoga la prueba 
pericial en psicología sobre un menor, y se ordena llevar a cabo un proceso 
terapéutico de éste y sus familiares, para recomponer los lazos afectivos, debe 
realizarse un juicio de ponderación entre las particularidades del caso con-
creto y los derechos en juego (convivencia efectiva del menor con su familia, 
en relación con el derecho a la no revictimización del niño), para verificar la 
viabilidad o no de la práctica de una nueva valoración psicológica al infante, 
dada la importancia que guarda el contexto, ante la posibilidad de un cambio 
en las condiciones inicialmente presentadas y una evolución favorable en su 
estado emocional; y de concluir que resulte imperiosa su verificación, el desaho
go de una nueva prueba pericial no implicaría por sí una revictimización en el 
menor, pues mediante un diagnóstico actualizado puede continuarse con 
el establecimiento de medidas saneadoras concretas y eficaces de los víncu
los afectivos fragmentados con esa rama familiar. En el entendido de que la 
autoridad responsable debe hacer uso de todas las herramientas con las que 
cuenta para la solución pronta y efectiva del conflicto presentado, a fin de brin
dar respuesta no sólo jurídica, sino holística, sistemática y permanente, a tra-
vés de cuyo actuar se dote finalmente de efectividad al derecho de convivencias 
entre el menor y esa otra parte de su familia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.2o.C.T.15 C (10a.)

Amparo en revisión 10/2019. 4 de julio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Cuauhtémoc 
Cuéllar De Luna. Secretaria: Marissa Alejandra Chávez Sánchez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JUICIO DE INTERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA DILACIÓN INEXCU­
SABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO SE TRATA DE ACTOS NEGATIVOS, 
RESULTA FACTIBLE DECRETAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL 
CON EFECTOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS. El artículo 
147 de la Ley de Amparo obliga al juzgador a analizar cada caso concreto, sin 
importar si el acto reclamado tiene carácter positivo, negativo u omisivo, por 
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lo que debe ponderarse la naturaleza de la violación alegada con la apariencia 
del buen derecho y la afectación o perjuicio que ocasiona el acto, para esta-
blecer los derechos humanos en disputa y la necesidad de garantizar su efi-
cacia inmediata. En ese sentido, si se hace valer la violación al derecho humano 
de acceso a la justicia, derivado de la existencia de una dilación inexcusable en 
un juicio de interdicción con motivo de diversas suspensiones al propio dere-
cho y la quejosa aduce encontrarse en un estado de vulnerabilidad (por cues-
tión de edad avanzada), ese aspecto debe tenerse en consideración, para 
actuar con diligencia excepcional, dada la interrelación entre la brevedad del 
proceso y el goce efectivo de derechos. Por lo que aun cuando se trate de actos 
negativos, es posible conceder la suspensión provisional con efectos provi-
sionalmente restitutorios, conforme a la apariencia del buen derecho y el pe-
ligro en la demora, pues una paralización del procedimiento implica violación 
al artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, si la 
autoridad responsable deja de cumplir injustificadamente con su obliga-
ción de administrar justicia dentro de los plazos y términos de ley. Máxime si 
se deja de dilucidar sobre la capacidad jurídica de ejercicio de una persona, 
lo que se vincula con los citados derechos de acceso a la justicia, de igualdad 
y no discriminación, debido proceso, así como al derecho de audiencia, a una 
vida independiente, a la privacidad, a la libertad de expresión, participación e 
inclusión en la sociedad, entre otros; los cuales, por mandato constitucional 
y jurisprudencial del parámetro de regularidad constitucional deben ser pro-
tegidos, respetados y garantizados por la autoridad responsable.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.2o.C.T.14 C (10a.)

Queja 35/2019. Graciela Leticia Delgado Casale. 19 de marzo de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Cuauhtémoc Cuéllar De Luna. Secretaria: Marissa Alejandra Chávez 
Sánchez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JUICIO ORAL MERCANTIL. LA VÍA PROCEDENTE PARA EJERCER 
LA ACCIÓN PERSONAL DE COBRO DE UN CRÉDITO REFACCIONA­
RIO CON GARANTÍA REAL, ES LA ESPECIAL, CON INDEPENDENCIA 
DE LA CUANTÍA DEL NEGOCIO. El artículo 1055 bis del Código de Comer-
cio establece que la actora, a su elección, podrá ejercer sus acciones en juicio 
ejecutivo mercantil, ordinario, especial, sumario hipotecario o el que corres-
ponda cuando el crédito tenga garantía real, de acuerdo con la legislación mer
cantil o a la legislación especial aplicable, conservando la garantía real y su 
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preferencia en el pago, aun cuando los bienes dados en garantía se señalen 
para la práctica de la ejecución, lo cual no conlleva un grado de arbitrariedad, 
ni importa una violación al derecho de las partes, ni de la igualdad procesal 
que debe regir para los contendientes, ya que la elección referida deberá hacer
se atendiendo a los supuestos, las finalidades y las pretensiones que hagan 
procedente una o varias vías conforme a las leyes aplicables, las que no con-
llevan a priori una violación constitucional. En ese sentido, la vía procedente 
para el ejercicio de la acción personal de cobro de un crédito refaccionario 
con garantía real, es la especial, con independencia de la cuantía del nego-
cio, ya que la verdadera pretensión de la actora, al no exhibir el pagaré que 
suscribió en su favor el acreditado, es ejecutar el monto del crédito contenido 
en el contrato de crédito refaccionario. Por lo que el juicio oral mercantil no es 
la vía para ejercer las acciones que surgen de lo dispuesto por el artículo citado, 
sino el juicio especial, al encontrarse previsto en la ley.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO.
XV.4o.5 C (10a.)

Amparo directo 311/2019. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal 
y Pesquero. 10 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Isaías Corona 
Coronado. Secretario: Francisco Lorenzo Morán.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JUICIO SUCESORIO. EL AUTO MEDIANTE EL CUAL SE ADMITE PAR­
CIALMENTE EL ESCRITO INICIAL DE DEMANDA, NO CONSTITUYE 
UNA VIOLACIÓN SUSTANTIVA CONTRA LA CUAL PROCEDA EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, PUES NO DA POR CONCLUIDA 
NINGUNA DE LAS ETAPAS QUE CONFORMAN AQUÉL. Los juicios 
sucesorios están conformados por cuatro etapas procesales: I. Sucesión; 
II. Inventarios y avalúos; III. Administración; y, IV. Partición y adjudicación; en 
ellas, se deciden por separado y mediante una resolución especial las actuacio
nes y derechos deducidos hasta ese momento procesal, dichas resoluciones, 
adquieren firmeza plena para las partes que intervienen en esos procedimien
tos; por ende, al emitirse el auto respectivo no es posible cuestionar aspectos ya 
decididos en etapas previas. En este sentido, debe señalarse que las violacio-
nes procesales acontecidas durante las tres primeras fases son impugnables 
en amparo indirecto, en tanto que la última en la vía directa. Por lo que para 
impugnar las violaciones procesales acontecidas en dichas etapas, debe 
esperarse a la emisión del auto que da por concluida la sección respectiva; 
esto es así, pues de impugnarse cada violación procesal se retardaría injusti-
ficadamente todo el juicio. En esas condiciones, para determinar la proceden
cia del juicio de amparo contra las violaciones cometidas durante un juicio 
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sucesorio deben analizarse dos supuestos: el primero, encaminado a analizar 
si el acto reclamado vulnera derechos sustantivos y, el segundo, el momento 
procesal en el que se ejercita la vía constitucional. Lo anterior, ya que si el 
acto reclamado no vulnera derechos sustantivos debe estarse a la espera de 
que se emita el auto que finaliza la etapa procesal respectiva (principio de defi
nitividad). En congruencia con lo anterior, el auto mediante el cual se admite 
parcialmente el escrito inicial de un juicio sucesorio y no por el resto de su 
contenido, no constituye una violación sustantiva, pues si bien impide el ejer-
cicio de algunas acciones, lo cierto es que esas cuestiones son de carácter 
meramente procesal que no vulneran de forma actual ni material la vida, el 
patrimonio, la libertad o algún otro derecho de tal naturaleza; en consecuencia, 
resulta improcedente el juicio constitucional, pues dicha actuación no da por 
concluida ninguna de las etapas que conforman el juicio sucesorio.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.70 K (10a.)

Amparo en revisión 250/2019. Irma Mendo Ovando y otras. 10 de octubre de 2019. Una-
nimidad de votos. Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely 
Aguilar Lasserre.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVER­
SIAS EN MATERIA CIVIL. SI UNA DE LAS PARTES NO ACUDE A 
ELLOS A PESAR DE HABER SIDO NOTIFICADA DE SU INICIACIÓN, 
ESTO NO SIGNIFICA LA PÉRDIDA DEL DERECHO DE ACUDIR A LA 
JUSTICIA FORMAL. La Declaración Universal de Derechos Humanos posee 
un conjunto de características exclusivas, entre las que se encuentra la rela
tiva a que los derechos humanos son irrenunciables e inalienables, dado que 
ninguna persona puede renunciar a ellos ni transferirlos. En ese sentido, si 
bien es cierto que el acceso a los medios alternativos de justicia constituye 
un derecho humano, también lo es que si al iniciar un medio alternativo de 
solución de controversias, una de las partes no quiere seguir en sus términos 
el procedimiento, ello no implica que no pueda acceder a la justicia formal. Ello, 
porque el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Es
tados Unidos Mexicanos establece que toda persona tiene derecho a que 
se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en 
los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de 
manera pronta, completa e imparcial, además de que su servicio será gra
tuito y prohibidas las costas judiciales. De modo que, atento al derecho 
constitucional de acceso a la impartición de justicia por tribunales previa
mente establecidos, cuando se elige para la solución de un conflicto de natu
raleza civil un medio alternativo y una de las partes no acude al mismo, a 
pesar de haber sido notificada de su iniciación, no puede significar la pérdida 
del derecho de acudir a la justicia formal, ya que es de igual forma un derecho 
humano; por tanto, de no prosperar el medio alternativo de solución de con
troversias, ello no significa que se pueda cerrar la puerta de la justicia formal, 
pues su acceso constituye un derecho fundamental, en tanto que uno de los 
principios rectores de los mecanismos alternativos de solución de controver
sias es la autonomía de la voluntad, la cual debe considerarse hasta el 
momento en que una de las partes se somete a la justicia alternativa.
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.C.427 C (10a.)

Amparo directo 474/2019. Seguridad Privada Independencia, S.A. de C.V. 14 de agosto de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. 
Secretaria: María Alejandra Suárez Morales.

Amparo directo 829/2019. Pegaso PCS, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 2019. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: 
Cinthia Monserrat Ortega Mondragón.

Amparo directo 879/2019. Pegaso PCS, S.A. de C.V. 4 de diciembre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 
EN MATERIA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. SI LAS PARTES 
PACTAN QUE DEBEN AGOTARSE ANTES DE ACUDIR A LOS TRIBU­
NALES COMPETENTES, DEBE PREVALECER EL ACUERDO DE VO­
LUNTADES. El acceso a los medios alternativos de justicia constituye 
un derecho humano reconocido por el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; por ello, es obligación de los impartidores de 
justicia promover y hacer extensivo el uso de dichos medios a la ciudadanía, 
sobre todo ante su éxito potencial en la solución de determinados conflictos 
en donde cobra especial notoriedad la reconstrucción de las relaciones inter-
personales, buscando siempre razonamientos de equidad y pretendiendo en 
todo momento restituir la paz social de manera rápida y eficaz. Atento a ello, 
las partes pueden acordar en el contrato basal que se someterán a la compe-
tencia de la Procuraduría Federal del Consumidor para la solución de los 
conflictos surgidos del propio contrato, que cuenta con el arbitraje como meca
nismo de solución de conflictos, que es un procedimiento heterocompositivo 
en virtud del cual las partes acuerdan someter a la decisión de un tercero, 
neutral y experto en la materia, la solución de una controversia presente o futura. 
Ello constituye una decisión que debe acatarse, ya que la voluntad de las 
partes es la suprema ley en los contratos. De modo que, ante tal acuerdo de 
voluntades y considerando que es obligación de los impartidores de justicia 
promover y hacer extensivo el uso de los mecanismos alternativos de solu-
ción de controversias, es inconcuso que primero debe acudirse ante dicha 
Procuraduría para efectuar el reclamo, y de no poder solucionarse ante ella, 
recurrir ante los tribunales competentes. Por tanto, dejar de cumplir lo pactado 
implicaría limitar a una de las partes el derecho de acudir ante la Procuradu
ría citada, como medio alternativo de justicia, a iniciar un procedimiento que 
resulta más ágil y tiene sustento constitucional.
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.C.426 C (10a.)

Amparo directo 474/2019. Seguridad Privada Independencia, S.A. de C.V. 14 de agosto de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. 
Secretaria: María Alejandra Suárez Morales.

Amparo directo 829/2019. Pegaso PCS, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 2019. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: 
Cinthia Monserrat Ortega Mondragón.

Amparo directo 879/2019. Pegaso PCS, S.A. de C.V. 4 de diciembre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN ADSCRITO A LA AUTO­
RIDAD DE AMPARO. CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER 
EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA QUE CONCE­
DE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL PARA QUE EL JUEZ DE 
CONTROL CALIFIQUE LA DETERMINACIÓN DE ABSTENCIÓN DE IN­
VESTIGAR, AL NO AFECTAR EL INTERÉS ESPECÍFICO QUE REPRE­
SENTA. Del artículo 5o., fracción IV, de la Ley de Amparo se advierte que como 
parte en el juicio de amparo, el Ministerio Público podrá interponer los recur-
sos que señala la propia ley; sin embargo, no significa que tenga legitimación 
para hacerlo en todos los casos, sino únicamente cuando sea en defensa del 
interés específico que representa, encomendado por la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, como es la existencia del interés social, a 
fin de preservar el orden constitucional. Un aspecto de interés social es que se 
lleve a cabalidad, entre otros temas: 1. La investigación de los delitos; 2. El ejer
cicio de la acción penal ante los tribunales; 3. La solicitud de las órdenes de 
aprehensión contra los inculpados; 4. Buscar y presentar las pruebas que acre
diten la responsabilidad de éstos; 5. Hacer que los juicios se sigan con toda 
regularidad para que la administración de justicia sea pronta y expedita; y, 6. 
Pedir la aplicación de las penas e intervenir en todos los negocios que la ley 
determine. En ese contexto, la sentencia que concede la protección de la Jus
ticia Federal para que el Juez de control califique –si confirma, modifica o 
revoca– la abstención de investigar del Ministerio Público, dando respuesta 
puntual de lo que se le solicita, es una determinación que refleja la ausencia 
de un perjuicio jurídico real al interés social que dentro del juicio de amparo 
representa el Ministerio Público de la Federación adscrito a la autoridad de 
amparo; por lo que en este caso, carece de legitimación para interponer el re
curso de revisión.
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.3o.P.70 P (10a.)

Amparo en revisión 111/2019. 24 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Pedro Contreras Navarro. Secretario: Joel Luis Morales Manjarrez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

MULTAS POR INFRACCIONES FORMALES DESCUBIERTAS EN EL 
EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN. LA AUTORI­
DAD FISCAL PUEDE ABSTENERSE DE IMPONERLAS, CONFORME 
AL ARTÍCULO 20-A DE LA LEY DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA. De la interpretación gramatical del artículo citado se colige 
que el Servicio de Administración Tributaria tiene la facultad de abstener
se de: a) la determinación de contribuciones y sus accesorios; y, b) la imposición 
de sanciones, sin que distinga el origen de las infracciones que pueden generar 
las sanciones correspondientes, es decir, si se trata de las de carácter sustan-
tivo o formal. Asimismo, esa disposición prevé tres condiciones que deben 
observarse para que proceda la abstención aludida, a saber: a) ningún contri-
buyente podrá beneficiarse de esa excepción dos veces; b) el monto total de 
los créditos fiscales no debe exceder el equivalente en moneda nacional a 
3,500 unidades de inversión; y, c) las contribuciones omitidas deben corres-
ponder a errores u omisiones no graves. En estas condiciones, el inciso a) no 
presenta ningún problema interpretativo, pues no tiene relación con el tipo de 
infracciones que puedan dar lugar a las sanciones, mientras que el b) se re-
fiere al monto de los créditos fiscales resultantes del ejercicio de las faculta-
des de comprobación, lo cual daría un indicio de que la disposición normativa 
es aplicable solamente a las infracciones de fondo; sin embargo, como se 
indicó, la ley no distingue respecto del origen de las infracciones, por lo que 
la relación con el monto señalado puede establecerse con multas, que tam-
bién son créditos fiscales. Por otra parte, el inciso c) establece que la absten-
ción aplicará siempre que las contribuciones omitidas correspondan a errores 
u omisiones no graves, de lo que se advierte que esa condición solamente 
aplica cuando el órgano exactor decida abstenerse de determinar contribucio
nes y sus accesorios, pero no significa necesariamente que pueda vincularse 
con infracciones sustantivas, lo cual es acorde con la interpretación funcio-
nal del artículo indicado, pues existen razones objetivas para distinguir entre 
los contribuyentes que infringen obligaciones de fondo, respecto de quienes lo 
hacen en cuanto a las formales, dado que la conducta de los primeros tiene 
trascendencia para la hacienda pública, mientras que la de los segundos no, 
lo que permite considerar que el sistema jurídico sea menos favorable para 
aquéllos y, por ende, se concluye que, ante el descubrimiento de infracciones 
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formales en el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad 
fiscal, ésta pueda abstenerse de imponer las multas correspondientes, si se 
dan las condiciones descritas.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA 
DEL NOVENO CIRCUITO.

IX.2o.C.A.3 A (10a.)

Amparo directo 699/2018. María Elena Castillo Mata. 20 de junio de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: René Rubio Escobar. Secretario: Francisco Eduardo Rubio Guerrero.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. LA REGLA 2.2.7. DE LA RESOLU­
CIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017, AL PERMITIR ESA FORMA 
DE COMUNICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES DE LA AUTORIDAD 
CUANDO EL CONTRIBUYENTE NO REGISTRE ALGÚN CORREO 
ELECTRÓNICO PARA REALIZARLA MEDIANTE BUZÓN TRIBUTA­
RIO, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE RESERVA Y DE PRIMACÍA DE LA 
LEY. La regla citada, en su penúltimo párrafo establece que en caso de que 
los contribuyentes no elijan el mecanismo de comunicación que prevé, esto 
es, ingresar de uno a cinco direcciones de correo electrónico para poder llevar 
a cabo las notificaciones por buzón tributario, "se actualizará el supuesto de 
oposición a la diligencia de notificación en términos del artículo 134, fracción 
III, del Código Fiscal de la Federación", por lo cual, ésta puede realizarse por 
estrados. Ahora, la disposición mencionada no excede este último precepto 
y, por ende, no viola los principios de reserva y de primacía de la ley, pues 
permite que la autoridad comunique sus actuaciones a los contribuyentes que 
no tienen registrada ante ella una dirección de correo electrónico, a través de 
un medio de comunicación distinto al buzón tributario; de ahí que más que 
exceder la ley, dicha regla permite que el contribuyente afectado tenga cono
cimiento del acto de autoridad por estrados, en sustitución del buzón tributa-
rio. Considerar lo contrario, implicaría que el único medio de comunicación 
con que la autoridad cuenta para notificar fuera el buzón tributario; sin em-
bargo, si el contribuyente no tiene registrada ninguna dirección de correo 
electrónico ante la demandada, ese tipo de notificación no podría llevarse a 
cabo. En consecuencia, la aplicación de la regla mencionada no afecta la 
esfera jurídica del particular, al otorgarle la posibilidad de conocer la resolu-
ción tributaria, por ejemplo, la recaída al procedimiento contenido en el 
artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, para impugnarla en el juicio 
contencioso administrativo. Lo anterior, aunado a que el artículo 17-K del pro-
pio código señala que los contribuyentes tendrán asignado un buzón tribu-
tario, lo cual constituye una cláusula habilitante, al ser la fuente de donde 
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emanan las atribuciones de la autoridad administrativa para regular los aspec-
tos técnicos u operativos relativos a dicho medio de comunicación de las re-
soluciones fiscales.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉP-
TIMO CIRCUITO.

VII.2o.A.4 A (10a.)

Amparo directo 359/2018. Comercial Fumet, S.A. de C.V. 17 de enero de 2019. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Anastacio Martínez García. Secretaria: Rosenda Tapia García.

Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Cir-
cuito al resolver un juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
VIII, septiembre de 1998, página 56, con número de registro digital: 195528, de rubro: 
"TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES 
SOBRE CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE 
AMPARO DIRECTO, NO SON APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA 
ÚTIL LA PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.", no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL JUICIO DE AMPARO AL QUE­
JOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN 
QUE IMPLIQUEN EL DESAHOGO DE PREVENCIONES O REQUERIMIEN­
TOS. A FIN DE GARANTIZAR SU DERECHO A UNA TUTELA JUDI­
CIAL EFECTIVA, DEBEN CONSIDERARSE EFECTUADAS DESDE EL 
MOMENTO EN QUE QUEDE LEGALMENTE ENTERADO SU DEFENSOR. 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la con
tradicción de tesis 187/2017, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 43/2019 
(10a.), de título y subtítulo: "TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. PARA GA-
RANTIZAR QUE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL 
SEA ACORDE CON ESE DERECHO, EL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD 
DEBE CONTAR CON LA ASISTENCIA DE UN ABOGADO.", estableció que en 
los casos en que el quejoso promueva la instancia constitucional por propio 
derecho y, además, se encuentre privado de la libertad, será menester que 
goce de asistencia técnica jurídica, en aras de tutelar su derecho constitucio-
nal de tutela jurisdiccional efectiva. Por ello, al recibir la demanda de amparo, 
el Juez de Distrito debe requerir al quejoso para que designe profesional en la 
materia que lo represente y, en caso de no poder o no desear hacerlo, le de-
signe uno de oficio. En este supuesto, las notificaciones personales practicadas 
en dicho procedimiento, particularmente aquellas que impliquen el desahogo 
de prevenciones o requerimientos, deben considerarse efectuadas desde el 
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momento en que quede legalmente enterado el defensor del quejoso. No ha
cerlo así, desatiende la situación de vulnerabilidad que envuelve el some
timiento al régimen de reclusión e impide la efectiva vigencia del derecho a la 
tutela judicial efectiva, pues se restringe la posibilidad del quejoso de afrontar 
directamente los trámites inherentes a la promoción del juicio de amparo.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.257 P (10a.)

Queja 124/2019. 12 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Irma Rivero 
Ortiz de Alcántara. Secretario: José Trejo Martínez.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 187/2017 y la 
tesis de jurisprudencia 1a./J. 43/2019 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo II, agosto 
de 2019, páginas 1272 y 1301, con números de registro digital: 28964 y 2020495, res
pectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

NULIDAD DE CONVENIO DE TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABO­
RAL POR VICIOS DEL CONSENTIMIENTO. PROCEDE AUN CUANDO 
PREVIAMENTE HAYA SIDO SANCIONADO POR UNA JUNTA DE CON­
CILIACIÓN Y ARBITRAJE [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRU­
DENCIA 2a./J. 17/2015 (10a.)]. Los vicios del consentimiento constituyen 
fenómenos de carácter subjetivo que afectan la voluntad de quien la expresa, 
los cuales se ven reflejados en el estado psicológico de las personas, y se dan a 
través del error, el dolo o la violencia; cuestiones que no presuponen la inexis-
tencia material de la voluntad exteriorizada en un negocio jurídico, sino más 
bien, parten del hecho de que dicha expresión, aun manifestada, carece de 
validez al no haber sido emitida de forma libre o inteligente. En esa medida, 
cuando se ejercita la acción de nulidad por vicios del consentimiento contra 
un convenio de terminación de la relación laboral sancionado por una Junta de 
Conciliación y Arbitraje, es inaplicable la jurisprudencia 2a./J. 17/2015 (10a.), 
de título y subtítulo: "CONVENIO LABORAL SANCIONADO POR LA JUNTA DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. ES IMPROCEDENTE EL PLANTEAMIENTO 
DE NULIDAD FORMULADO EN SU CONTRA CUANDO EL TRABAJADOR ADUCE 
RENUNCIA DE DERECHOS (ABANDONO DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 
105/2003, 2a./J. 162/2006, 2a./J. 195/2008 Y 2a./J. 1/2010).", en razón de lo si-
guiente: a) se trata de una cuestión jurídicamente distinta a la nulidad por 
renuncia de derechos a que se refiere dicho criterio, pues mientras que una 
versa sobre la validez de lo pactado y manifestado en un convenio a la luz del 
principio de irrenunciabilidad de derechos laborales contenido en los artícu
los 123, apartado A, fracción XXVII, de la Constitución Política de los Estados 
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Unidos Mexicanos y 5o. de la Ley Federal del Trabajo, la otra se sustenta en 
que la voluntad expresada en éste carece de validez por encontrarse viciada; 
b) el hecho de que el convenio laboral sea aprobado por una Junta de Conci-
liación y Arbitraje, no es obstáculo para plantear posteriormente la existencia 
de algún vicio del consentimiento, ya que en dicha calificativa, la autoridad 
no se encuentra en condiciones de determinar si la voluntad expresada por 
las partes está viciada o no, dada la naturaleza subjetiva de esos fenómenos 
jurídicos y, por ende, su pronunciamiento no puede constituir cosa juzgada 
sobre ese punto de debate; c) la ratificación del convenio ante la autoridad 
que lo aprueba tampoco es impedimento para analizar la existencia de algún 
vicio, pues como se dijo, dicho planteamiento no parte de la ausencia mate-
rial de la expresión de voluntad, sino de que haya sido emitida a través de la 
coacción o negligencia inducida, lo cual implica el análisis del propio acto de 
ratificación; y, d) la renuncia voluntaria al trabajo expresada por el operario a 
través de cualquier documento, no se encuentra dentro de los supuestos pre-
vistos por la figura de la irrenunciabilidad de los derechos laborales, al cons-
tituir un acto jurídico realizado por el trabajador en el ejercicio de su libertad. 
Por esas razones, y en consideración a que el citado criterio jurisprudencial no 
es absoluto, en la medida en que tiene como único fin proteger la certeza ju-
rídica de las resoluciones que emiten las autoridades del trabajo, se concluye 
que tratándose de la nulidad de un convenio laboral por vicios del consen
timiento, no se actualiza la hipótesis de improcedencia destacada por el 
Máximo Tribunal, resultando consecuentemente y, por excepción, procedente 
la acción promovida en esos términos.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.11o.T.29 L (10a.)

Amparo directo 598/2019. Jorge Peralta Romero. 11 de julio de 2019. Mayoría de votos. 
Disidente: María Soledad Rodríguez González. Ponente: Ángel Ponce Peña. Secretario: 
Luis Fernando Alfaro Palavicini.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 17/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo I, 
abril de 2015, página 699, con número de registro digital: 2008806.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

NULIDAD DE NOTIFICACIONES. DEBE INTERPONERSE EL INCIDEN­
TE RELATIVO CUANDO SE RECLAME LA INCONSTITUCIONALI­
DAD DEL ARTÍCULO 81 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
PARA EL ESTADO DE VERACRUZ. Cuando la parte quejosa en un juicio 
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de amparo directo se considere afectada por la notificación realizada por 
medio de lista de la sentencia definitiva, al considerar que debió ordenarse 
personalmente, deberá promover el mecanismo idóneo para verificar su lega
lidad e, incluso, para analizar la constitucionalidad de la norma que la ordena 
por medio de lista, ya que de conformidad con el nuevo marco constitucional, 
los órganos jurisdiccionales ordinarios pueden hacer control difuso de las 
normas y, por ende, es necesaria la interposición del incidente de nulidad 
cuando reclama la inconstitucionalidad del artículo 81 del Código de Proce
dimientos Civiles para el Estado de Veracruz.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.C.215 C (10a.)

Amparo directo 355/2019. María de los Ángeles Martínez Mendoza. 26 de septiembre de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretario: Lucio 
Huesca Ballesteros.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SU CALIFICATIVA TRATÁNDOSE DE 
ADULTOS MAYORES COMO GRUPO VULNERABLE. La Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha establecido en diversas tesis jurisprudenciales que 
la naturaleza jurídica de la oferta del trabajo es la de una propuesta concilia-
toria para que continúe la relación laboral interrumpida, además de que tiene 
el efecto procesal de revertir la carga de la prueba al trabajador para demos-
trar el hecho del despido, si el ofrecimiento es de buena fe. También ha soste-
nido que para calificar la oferta ha de atenderse al resultado de un análisis 
lógico jurídico con base en las siguientes reglas: a) estudiar el ofrecimiento 
en concreto; b) relacionarlo con los antecedentes del caso, la conducta pro-
cesal de las partes, las circunstancias en que se da y con todo tipo de situa-
ciones; y, c) concluir de manera prudente y racional que la proposición revela 
la intención del patrón de continuar la relación laboral. En este sentido, si se 
cumplen esas reglas la oferta es de buena fe, pero si del análisis se advierte 
que el patrón pretende engañar y burlar la norma que lo obliga a probar la 
justificación del despido o hastiar al trabajador para hacerlo desistir de su 
reclamo, habrá mala fe. Tomando en cuenta esos aspectos, en los casos en 
que el trabajador sea una persona mayor, la autoridad al calificar la oferta del 
trabajo, debe poner especial cuidado y valorar la situación de aquél y la con-
ducta del patrón en torno a los términos en que le ofrece regresar al trabajo. 
Por ello, cuando el trabajador tenga la condición de persona mayor debe te-
nerse en cuenta que forma parte de un grupo vulnerable que merece una 
especial protección por parte de los órganos del Estado y, por esa razón, no es 
creíble que la demandada al ofrecerle el regreso al trabajo tenga una sincera 
y honesta intención de reintegrar al accionante en su trabajo, aun cuando, 
según sea el caso, el ofrecimiento pueda resultar de buena fe y, en esas cir-
cunstancias, la oferta debe considerarse de mala fe, sin que ello implique que 
el patrón esté impedido para demostrar la inexistencia del despido con dife-
rentes medios de prueba.
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DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.16o.T.36 L (10a.)

Amparo directo 472/2019. 6 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Manuel Vega Tapia. Secretario: Jorge Dimas Arias Vázquez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

OPERACIÓN DE MERCADOS MÓVILES EN LA MODALIDAD DE TIAN­
GUIS, BAZARES Y COMPLEMENTARIOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
EL ARTÍCULO 10, NUMERAL 29 Y SEGUNDO PÁRRAFO, DE LOS LI­
NEAMIENTOS RELATIVOS, AL ESTABLECER COMO UNO DE LOS 
GIROS COMERCIALES LAS MASCOTAS DOMÉSTICAS Y ACUA­
RIOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 
El precepto mencionado establece como uno de los giros comerciales en 
tianguis, bazares y complementarios las mascotas domésticas y acuarios, con 
la precisión de que sólo se podrán vender aquellos animales previstos en la 
Ley de Protección a los Animales de la Ciudad de México, lo que no armoniza 
con la finalidad por la que los lineamientos fueron emitidos, que es promover 
y fomentar la economía social y la distribución de alimentos básicos, mediante 
los sistemas de abasto tradicionales, como los mercados públicos, tianguis, 
concentraciones y pequeños comercios, especificando que las mercancías 
abastecidas generalmente constituyen artículos de primera necesidad, o bien, 
materias primas utilizadas para elaborar otros productos, de lo cual deriva 
que la venta de animales vivos no se encuentra dentro de esos fines de abasto 
de alimentos básicos. Por otra parte, el artículo 25, fracciones V y XXI, de la 
Ley de Protección a los Animales de la Ciudad de México, prohíbe la venta de 
animales en la vía pública, así como en mercados públicos o en todos aquellos 
lugares que no cumplan con los supuestos del precepto 28 de ese ordenamiento, 
acorde con el artículo 13, apartado B, de la Constitución Política de la Ciudad 
de México, al garantizar con ello la protección, bienestar, el trato digno y respe
tuoso a los animales y el fomento de una cultura de cuidado y tutela responsa
ble. Por tanto, el artículo 10, numeral 29 y segundo párrafo, de los lineamientos 
inicialmente indicados, publicados en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México 
el 9 de julio de 2019, viola el principio de subordinación jerárquica, que es 
uno de los límites a la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo local, toda vez 
que modifica, altera, contradice y excede el contenido de la ley mencionada.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.5o.A.16 A (10a.)
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Amparo en revisión 461/2019. Fundación Frecda, A.C. 4 de diciembre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: María Elena Rosas López. Secretaria: Adriana Janette Castillo 
Hernández.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ORDEN DE EXTRADICIÓN. NO SE ACTUALIZA LA CAUSAL DE IMPRO­
CEDENCIA POR CONSENTIMIENTO EXPRESO DEL ACTO RECLAMA­
DO, SI DURANTE EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO EL QUEJOSO 
MANIFIESTA SU VOLUNTAD DE SER EXTRADITADO AL ESTADO 
REQUIRENTE SIN HABERSE EMITIDO AQUEL ACTO POR LA SECRE­
TARÍA DE RELACIONES EXTERIORES. El artículo 61, fracción XIII, de la 
Ley de Amparo dispone que el juicio es improcedente cuando se promueve 
contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad 
que entrañen ese consentimiento; esta figura se actualiza siempre que: i) el 
interesado exprese su anuencia con el acto que posteriormente pretende 
combatir en el amparo; ii) dicha manifestación de voluntad sea inequívoca, 
indudable y completa, dando cuenta de que la verdadera voluntad del intere-
sado es efectivamente conformarse con ese acto de autoridad; y, iii) esa con-
formidad se actualice respecto del acto o la decisión en sí misma y de todas sus 
consecuencias jurídicas. Ahora bien, si el quejoso manifestó en el proce
dimiento de extradición respectivo, ante el Juez de control su voluntad para 
ser enviado al país requirente, renunciando al derecho y término para oponer 
excepciones, no puede decirse que consintió el acto reclamado (orden de extra
dición), pues ésta aún no existía en la medida en que no había sido emitida por 
la Secretaría de Relaciones Exteriores; así, válidamente se infiere que no se 
colman los requisitos señalados, pues no tuvo conocimiento de los fundamen
tos y motivos que dieron origen a la determinación, ni de la totalidad de las 
consecuencias jurídicas que con motivo de dicha resolución se actualizan, es 
decir, no puede tenerse por consentido un acto que aún no nace a la vida ju-
rídica, ya que ese consentimiento debe ser total respecto de la resolución en 
sí misma y de sus consecuencias legales.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.P.71 P (10a.)

Amparo en revisión 191/2018. 21 de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Miguel Ángel Medécigo Rodríguez. Secretario: Fredy Emmanuel Ayala Torres.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PENSIÓN COMPENSATORIA. PROCEDE DEMANDARLA EN JUICIO 
AUTÓNOMO AL DE DIVORCIO CUANDO NO EXISTE COSA JUZ­
GADA. Si en el juicio en donde se decretó el divorcio no se realizó el estudio 
correspondiente para establecer la procedencia o improcedencia de la pen
sión compensatoria, entonces, resulta dable demandarla en juicio autónomo 
cuando no exista cosa juzgada. En efecto, no existe norma jurídica que prohíba 
la posibilidad de promover un juicio para demandar el pago de una pensión 
compensatoria en aquellos casos en donde se haya disuelto el matrimonio y 
el juzgador respectivo haya omitido realizar el análisis correspondiente al dese
quilibrio económico. Lo anterior es así, porque si en un juicio de divorcio no 
se llevó a cabo el estudio de la pensión compensatoria que pudiere decretarse 
derivado del desequilibrio económico que sufriera cualquiera de las partes, 
es decir, entre los cónyuges, no existe impedimento jurídico –al no haberse 
resuelto con antelación– para que el juzgador estudie en diverso proceso 
si por motivo del divorcio decretado existe el mencionado desequilibrio a fin 
de fijar una pensión compensatoria. Además, el derecho a poder recibir una 
pensión compensatoria parte de la obligación del Estado Mexicano de asegu-
rar la igualdad sustantiva y adecuada equivalencia de responsabilidades de 
los (as) ex cónyuges, al momento del divorcio, reconocida en el parámetro 
de regularidad constitucional conformado por los artículos 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 16, numeral 1, de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, 23, numeral 4, del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, 17, numeral 4, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y 16, numeral 1, inciso c), de la Convención sobre 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.213 C (10a.)



2624 ENERO 2020

Amparo directo 368/2019. 26 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Diana Helena Sánchez Álvarez.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PENSIÓN COMPENSATORIA. SU ANÁLISIS DEBE CIRCUNSCRI­
BIRSE AL MOMENTO EN EL CUAL SE DECRETÓ EL DIVORCIO, AUN 
CUANDO SE DEMANDE SU PAGO EN JUICIO AUTÓNOMO. Cuando se 
demanda el pago de una pensión compensatoria en un juicio autónomo al del 
divorcio derivado de la inexistencia de cosa juzgada, el juzgador deberá ana
lizar el posible desequilibrio económico entre los consortes, atendiendo a las 
circunstancias que existían a la fecha en la cual se decretó la disolución del 
vínculo matrimonial para resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 
pensión compensatoria, esto es, el estudio correspondiente a ésta deberá 
retrotraerse a la situación existente entre los cónyuges al momento de decre
tarse el divorcio, toda vez que esa prestación deriva del desequilibrio econó-
mico acaecido por motivo del propio divorcio y no de la situación que impera al 
momento de ejercitar la acción autónoma de pago de pensión compensatoria.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.C.214 C (10a.)

Amparo directo 368/2019. 26 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Diana Helena Sánchez Álvarez.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 131, FRACCIÓN 
III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL 
CIRCUNSCRIBIR EL DERECHO A ESE BENEFICIO A LOS DEPENDIEN­
TES ECONÓMICOS QUE SEAN ASCENDIENTES DISTINTOS DEL 
PADRE Y/O DE LA MADRE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO FALLE­
CIDO, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD 
JURÍDICA. El derecho fundamental mencionado, previsto en el artículo 1o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica que todos 
los gobernados deben recibir el mismo trato respecto de quienes se ubican en 
similar situación de hecho, así como un mandato de tratamiento desigual, que 
obliga al legislador a establecer diferencias entre supuestos de hecho distin-
tos. Ahora, conforme al artículo 131 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado, tienen derecho a obtener una 
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pensión por causa de muerte (de la persona que haya originado la pensión) 
los familiares derechohabientes siguientes: el cónyuge supérstite, la concubina 
o concubinario, los hijos, la madre o el padre o, en términos de su fracción III, 
última parte, los demás ascendientes cuando hayan dependido económica-
mente del trabajador o pensionado, en el orden y bajo las circunstancias ahí 
descritas. Así, dicha disposición legal circunscribe el derecho de acceder a la 
pensión por causa de muerte del trabajador o pensionado, a los familiares dere
chohabientes expresamente previstos, particularmente, para el caso de quie-
nes hubiesen dependido económicamente de éste, en favor de los ascendientes 
diversos del padre y/o de la madre, descartando la posibilidad de que ese 
beneficio de seguridad social sea otorgado a personas diversas respecto de 
las cuales también exista un vínculo estrecho de parentesco y que dependiesen 
económicamente de aquél. En estas condiciones, el precepto 131 citado no viola 
el derecho fundamental señalado, porque otorga un trato distinto a personas 
que se encuentran en situaciones jurídicas diversas, esto es, la ley presume que 
los ascendientes distintos del padre y/o de la madre que dependan económi-
camente del trabajador o pensionado fallecido (abuelos, bisabuelos, tatarabue-
los) no se encuentran en una misma situación jurídica que otras personas que 
también dependían económicamente de éste, dado que aquéllos, por lo general, 
pertenecen a un segmento de la población considerado como "adultos mayo-
res", quienes por razón de su edad constituyen un grupo vulnerable susceptible 
de protección especial por el legislador, ya que su avanzada edad los coloca 
con frecuencia en una situación de dependencia familiar, discriminación e, 
incluso, abandono.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.7o.A.174 A (10a.)

Amparo directo 615/2018. Celia Pineda Ramírez. 23 de octubre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Sandra de Jesús Zúñiga, secretaria de tribunal autorizada por la Comi-
sión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 
funciones de Magistrada. Secretario: Alejandro Lucero de la Rosa.

Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito 
al resolver un juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publi-
cada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, 
septiembre de 1998, página 56, con número de registro digital: 195528, de rubro: "TRI-
BUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES SOBRE 
CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE AMPARO 
DIRECTO, NO SON APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA 
PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.", no es obligatorio ni apto para integrar jurispru-
dencia.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 131, FRACCIÓN III, 
ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SER­
VICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL NO 
CONSIDERAR PARA TENER DERECHO A ESE BENEFICIO A FAMI­
LIARES SUSCEPTIBLES DE PROTECCIÓN QUE HUBIESEN DE­
PENDIDO ECONÓMICAMENTE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO 
FALLECIDO, DISTINTOS DE SUS ASCENDIENTES, VIOLA LOS PRIN­
CIPIOS CONSTITUCIONALES DE SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL. 
El artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos no sólo contiene las bases mínimas de la segu-
ridad social para los trabajadores al servicio del Estado, sino que de él también 
deriva el principio de previsión social, sustentado en la obligación de establecer 
un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar personal a los traba-
jadores y a sus familias, ante los riesgos a que están expuestos, orientados a 
procurar el mejoramiento de su calidad de vida. Por su parte, el artículo 4o., pri-
mer párrafo, constitucional reconoce el derecho fundamental a la protección 
de la familia (su organización y desarrollo), concebida en un sentido amplio, 
esto es, entendida como realidad social, lo que significa que esa protección 
debe cubrir todas sus formas y manifestaciones existentes en la sociedad, sea 
cual sea la forma en que se constituya, por lo que esa protección es la que debe 
garantizar el legislador ordinario, sin encontrarse sujeto a una concepción 
predeterminada. En estas condiciones, el artículo 131, fracción III, última parte, 
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, al establecer que los familiares derechohabientes que tienen derecho 
a gozar de una pensión por causa de muerte, a falta de cónyuge, hijos, concu
bina o concubinario, madre o padre del trabajador o pensionado fallecido, serán 
únicamente los demás ascendientes, en caso de que hubiesen dependido 
económicamente del trabajador o pensionado, sin considerar otro tipo de 
parentescos susceptibles de protección, viola los principios constitucionales 
de seguridad y previsión social. Lo anterior, porque la pensión por causa de 
muerte no es una concesión gratuita o generosa, sino que constituye un seguro 
que se activa con la muerte del trabajador o pensionado y deriva directamente 
de las aportaciones que éste realizó por determinado número de años y una de 
las finalidades de éstas es garantizar, aunque sea en parte, la subsistencia de su 
familia después de su muerte; de ahí que el disfrute de ese derecho busca 
hacer efectivo el principio de previsión social, orientado a otorgar tranquilidad 
y bienestar a los familiares del trabajador o pensionado muerto, por lo que no 
se advierte justificación alguna para restringir el acceso a ese tipo de pensio-
nes a integrantes de la familia diversos del cónyuge, hijos, concubina o concu
binario, madre o padre o demás ascendientes quienes, además de acreditar una 
dependencia económica formaban parte de un mismo núcleo familiar, sus-
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tentado en principios de solidaridad, asistencia y ayuda mutua que responden 
a vínculos sanguíneos y afectivos que deben ser protegidos.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.7o.A.175 A (10a.)

Amparo directo 615/2018. Celia Pineda Ramírez. 23 de octubre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Sandra de Jesús Zúñiga, secretaria de tribunal autorizada por la Comi-
sión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 
funciones de Magistrada. Secretario: Alejandro Lucero de la Rosa.

Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito 
al resolver un juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publi-
cada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, 
septiembre de 1998, página 56, con número de registro digital: 195528, de rubro: 
"TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES 
SOBRE CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE 
AMPARO DIRECTO, NO SON APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA 
ÚTIL LA PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.", no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN EN MATERIA DE SEGUROS. SU 
PLAZO SE INTERRUMPE POR EL PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO 
ANTE LA COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFEN­
SA DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS Y SE REINICIA 
CUANDO SE DEJAN A SALVO LOS DERECHOS DE LAS PARTES EN 
LA AUDIENCIA RESPECTIVA. El procedimiento de conciliación previsto 
en el artículo 60 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
Financieros interrumpe el plazo de la prescripción de la acción en materia de 
seguros, interrupción que, de conformidad con dicho precepto, continúa hasta 
que concluya el procedimiento, mismo que se encuentra previsto en los 
artículos 63, 67 y 68 de la ley citada, de los que se advierte que una vez iniciado 
mediante la reclamación presentada por un usuario de servicios financieros, 
la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servi-
cios Financieros debe citar a las partes a una audiencia de conciliación en donde 
las exhortará a llegar a un acuerdo y, en su caso, propondrá la resolución 
mediante el arbitraje, pero si las partes no se someten a éste, se dejarán a 
salvo sus derechos para que los hagan valer ante los tribunales competentes 
o en la vía procedente. De lo anterior se advierte que el procedimiento de con
ciliación concluye cuando, en la audiencia respectiva, las partes no llegan a 
un acuerdo y, además, no se someten al arbitraje propuesto por la comisión, 
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pues en ese supuesto se dejan a salvo sus derechos para que los hagan valer 
con posterioridad, sin que sea óbice para ello, el hecho de que el usuario pueda 
solicitar el dictamen técnico previsto en los artículos 68 Bis y 68 Bis 1 del 
ordenamiento invocado, toda vez que su emisión no forma parte del proce
dimiento de conciliación porque sólo puede elaborarse una vez que se han 
dejado a salvo los derechos de las partes. De esta manera, cuando esto últi-
mo ocurre es que el usuario tiene la posibilidad de promover la acción corres-
pondiente y, por tanto, es a partir de este momento cuando se reinicia el 
cómputo de la prescripción, dado que el afectado ya está en condiciones de 
hacer valer su derecho.

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.10o.C.23 C (10a.)

Amparo directo 637/2019. Grupo Nacional Provincial, S.A.B. 17 de octubre de 2019. Una-
nimidad de votos. Ponente: Martha Gabriela Sánchez Alonso. Secretario: Rafael 
García Morales.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR UN LAUDO. LA 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO NO TIENE EL ALCANCE DE INTERRUMPIR EL PLAZO 
RESPECTIVO. De los artículos 128, 139, párrafo primero, 147 y 157 de la Ley 
de Amparo, se advierte que el objeto primordial de la suspensión del acto 
reclamado consiste en mantener viva la materia del juicio e impedir que se 
consume irreparablemente, evitando que se causen al quejoso perjuicios que 
la ejecución del acto le pudiera ocasionar; de ahí que, por regla general, y 
salvo la excepción prevista en el segundo párrafo del artículo 147 aludido, la 
suspensión no puede tener efectos restitutorios, pues éstos son exclusivos de 
la sentencia que otorgue al quejoso la protección solicitada. Así, al margen 
de que la suspensión en amparo indirecto no procede contra la omisión de 
ejecutar un laudo, al tratarse de un acto negativo en que presumiblemente la 
responsable se rehúsa a obrar en favor de la pretensión del gobernado, lo cierto 
es que aquélla, de cualquier manera, no podría tener el alcance de interrum-
pir el plazo prescriptivo de dos años previsto en el artículo 519, fracción III, de 
la Ley Federal del Trabajo, lo cual únicamente acontece con la presentación 
de la promoción respectiva ante la Junta responsable; o bien, si la persona a 
cuyo favor corre la prescripción reconoce el derecho de aquella contra la que 
prescribe, conforme a lo previsto en la fracción II del artículo 521 de la ley fe-
deral referida e, incluso, ante la promoción del juicio de amparo directo pro-
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movido contra el laudo pero, en este supuesto, solamente en relación con la 
parte que se controvierte al no encontrarse firme y, por ello, no es ejecutable; 
así, cuando en el amparo indirecto se señale como acto reclamado la omisión 
de cumplir un laudo, no da lugar a la interrupción de dicho plazo prescriptivo, 
en virtud de que la quejosa en todo momento se encuentra en posibilidad de 
exigir su ejecución, al haber quedado firmes las condenas decretadas en su 
favor, lo que, además, es su obligación, y debe llevar a cabo cada vez que sea 
necesario, antes de que transcurra en su perjuicio ese término fatal.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.262 L (10a.)

Queja 80/2019. 24 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno 
Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo Alvarado.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PARA QUE OPERE SE INTERRUMPE POR EL EJERCICIO DE LA 
ACCIÓN PENAL, QUE DA INICIO SÓLO EN CUALQUIERA DE LAS 
HIPÓTESIS DEFINIDAS EN EL ARTÍCULO 211 DEL CÓDIGO NACIO­
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y NO CON LA SOLICITUD DE 
AUDIENCIA PARA DIRIMIR LA COMPETENCIA DEL JUEZ DE CON­
TROL. Para que opere el sobreseimiento del proceso, por la causal relativa 
a la extinción de la acción penal, con motivo de su prescripción, conforme al 
artículo 327, fracción VI, en relación con el diverso 485, fracción VII, ambos 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, debe considerarse que el 
cómputo del plazo de esta última sólo se interrumpe por el ejercicio de la 
acción penal, conforme a la jurisprudencia por contradicción de tesis 1a./J. 
152/2005, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro: "ACCIÓN PENAL. LA CONSIGNACIÓN INTERRUMPE SU 
PRESCRIPCIÓN."; y que el artículo 211 del código citado es exacto al prever 
que el ejercicio de la acción penal inicia únicamente en tres hipótesis, bien 
delimitadas: a) con la solicitud de citatorio a audiencia inicial; b) con la pues-
ta a disposición del detenido ante la autoridad judicial; o, c) cuando se soli
cita la orden de aprehensión o comparecencia; y que el proceso inicia con la 
audiencia inicial y termina con la sentencia firme. En ese contexto, al contar 
con una disposición clara y concreta, no ha lugar a efectuar un ejercicio in-
terpretativo, en el sentido de que se ejerció acción penal con la solicitud del 
Ministerio Público de señalar fecha y hora de audiencia para dirimir la com-
petencia del Juez de control, pues esta hipótesis no se encuentra contenida 
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en la legislación penal aplicable y, por ende, en atención al principio de lega-
lidad, como una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica, acorde 
con el cual, las autoridades sólo pueden hacer aquello para lo que expresa-
mente les facultan las leyes, es ilegal que la autoridad responsable incluya un 
supuesto no previsto jurídicamente para el ejercicio de la acción penal; máxime 
que la competencia del juzgador, como presupuesto procesal, es dable diri-
mirla en los momentos y las vías establecidas en el propio código, en sus 
artículos del 20 al 29, sin que se advierta la posibilidad de dirimirla en una 
audiencia preliminar al ejercicio de la acción penal, y mucho menos que con 
ella se dé por ejercida la acción penal, e iniciado el proceso.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO.
VI.2o.P.62 P (10a.)

Amparo en revisión 132/2019. 26 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Arturo Mejía Ponce de León. Secretaria: María del Rocío Moctezuma Camarillo.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 152/2005 citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, febrero de 2006, 
página 84, con número de registro digital: 176054.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRESCRIPCIÓN NEGATIVA ENTRE COPROPIETARIOS. NO LA IM­
PIDE EL ARTÍCULO 1167, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO CIVIL PARA 
EL DISTRITO FEDERAL, AHORA CIUDAD DE MÉXICO. Dicho precepto 
establece que la prescripción no puede comenzar ni correr entre copropie
tarios o coposeedores respecto del bien común. Esta disposición, como lo 
revela su propio texto, debe entenderse referida a la prescripción positiva o 
usucapión, puesto que la no posibilidad de prescripción la relaciona esa norma 
con la cosa que poseen varios, o de la que son copropietarios, y esto se corro-
bora atendiendo al contenido del artículo 1144 del mismo ordenamiento, en 
cuanto dispone que si varias personas poseen en común una cosa no puede 
ninguna de ellas prescribir contra sus copropietarios o coposeedores, pero sí 
puede prescribir contra un extraño y en este caso la prescripción aprovecha 
a todos los partícipes. En efecto, la primera de esas reglas no es sino conse-
cuencia del principio en el sentido de que el comunero posee tanto en nom-
bre propio, por la parte que le puede corresponder de la cosa común, como 
en nombre de sus demás copropietarios o coposeedores y, por lo mismo, su 
posesión no reúne ni puede reunir los requisitos que la ley exige para que 
se verifique la prescripción adquisitiva, esto es, que sea exclusiva y en nombre 
propio; lo que no sucede en la otra hipótesis que menciona el precepto últi-
mamente mencionado, toda vez que la posesión del coposeedor sí produce 
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efecto contra un extraño y aprovecha a todos los partícipes para la prescrip-
ción positiva, dado que el coposeedor posee también en nombre de ellos, los 
actos posesorios que ejerce les aprovechan necesariamente, y para pres
cribir basta poseer por el término y bajo las condiciones de la ley, pudiendo una 
persona poseer por sí misma o por otra en su nombre. Por tanto, es inexacto 
que la norma analizada impida la prescripción negativa, toda vez que se refiere 
a la prescripción positiva.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.8o.C.83 C (10a.)

Amparo directo 528/2019. Arteaga 823, A.C. 16 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE MALA FE. LOS VICIOS CONTENIDOS 
EN EL DOCUMENTO QUE ACREDITA LA CAUSA GENERADORA DE 
LA POSESIÓN SON MENOS TRASCENDENTES PARA LA PROCE­
DENCIA DE DICHA ACCIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERA­
CRUZ). El concepto de propietario constituye el eje rector bajo el cual se 
analiza la procedencia o improcedencia de la acción adquisitiva por prescrip-
ción, pues únicamente la posesión originaria es apta para usucapir; por tanto, 
para la actualización de ese supuesto es indispensable que el poseedor del 
bien cuente con el derecho de disposición (ius abutendi), el derecho de apro-
piarse de los frutos del bien (ius fruendi) y el derecho de usar el bien (ius 
utendi); es decir, que el propietario de la cosa se conduzca como el dueño y 
cuente con todos los derechos inherentes a ella. De ahí que si la posesión 
ejercida por una persona es originaria, a título de dueño y por el tiempo sufi
ciente, de forma continua, pública y pacífica, es procedente la prescripción 
adquisitiva de mala fe del bien a su favor. En ese sentido, sólo debe acreditar 
la causa generadora de la posesión y que ésta sea apta para prescribir, por lo 
que necesariamente debe aportar una prueba objetiva con la cual revele el ori
gen de ésta. Sin embargo, en caso de que dicha prueba consista en un contrato 
de compraventa, los vicios contenidos en dicho documento son menos tras
cendentes si se ejerce la prescripción adquisitiva por mala fe, esto, ya que al 
exigir la ley un lapso mayor para su procedencia (veinte años en términos 
del artículo 1185, fracción III, del Código Civil para el Estado de Veracruz), 
implica un desinterés prolongado y continuo del legítimo propietario para recu
perar el bien. Por lo cual, la diferencia entre este tipo de prescripción adqui
sitiva y la ejercida de buena fe radica en el grado de perfección del justo 
título, toda vez que, en el segundo supuesto, al establecerse un lapso menor 
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para su procedencia forzosamente requiere que la causa generadora sea lo 
más perfecta posible. En este contexto, si una persona suscribió un contrato 
de compraventa de un inmueble, se estima que dicha documental resulta 
apta para demostrar la posesión originaria del bien, porque implica su adquisi
ción tanto jurídica como material, es decir, que el inmueble es adquirido de 
forma íntegra y completa con todos sus derechos y obligaciones; de ahí que 
si bien el carácter del vendedor del inmueble puede afectar la validez del 
contrato, eso no demerita la calidad de la posesión del comprador, ya que 
para ello debe anularse el título de mérito por la ausencia de las facultades 
del vendedor para transmitir el dominio del bien, vicio que acarrea su nulidad. 
No obstante, si eso no es demostrado en el juicio y el legítimo dueño del inmue
ble no hizo las gestiones necesarias para su recuperación en el tiempo que 
exige la ley para usucapir, entonces, procede la prescripción adquisitiva del 
bien, aun cuando la causa generadora de la posesión presente vicios, como 
lo es la falta de facultades del vendedor para transmitir la propiedad del 
inmueble.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.222 C (10a.)

Amparo directo 335/2019. Rufina Sanchez Badillo. 22 de noviembre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Lucio Huesca Ballesteros, secretario de tribunal autorizado por la 
Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar 
las funciones de Magistrado, en términos de los artículos 26, párrafo segundo y 81, 
fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con 
el diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo; y re-
forma y deroga disposiciones de otros acuerdos generales. Secretaria: Rubí Sindirely 
Aguilar Lasserre.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRESUNCIÓN DE MUERTE DEL ASEGURADO BAJO LA DOBLE CO­
BERTURA "PROTECCIÓN POR FALLECIMIENTO" E "INDEMNIZACIÓN 
POR MUERTE ACCIDENTAL". LA RESOLUCIÓN QUE LA DECLARA, A 
CAUSA DE SECUESTRO O DE PRIVACIÓN ILEGAL DE LA LIBERTAD, 
RESULTA APTA NO SÓLO PARA DAR POR CIERTO, PARA LOS 
EFECTOS DE LA COBERTURA POR FALLECIMIENTO INCLUIDA EN 
EL SEGURO DE VIDA, QUE EL ASEGURADO MURIÓ, SINO TAM­
BIÉN PARA DETERMINAR QUE ESA MUERTE FUE ACCIDENTAL, 
POR LAS CARACTERÍSTICAS EXTERNAS, VIOLENTAS, SÚBITAS Y 
FORTUITAS, DE LAS QUE SE DISTINGUEN AQUELLOS DELITOS 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). Conforme al artículo 146 
del Código Civil del Estado de Jalisco, cuando la desaparición de una persona 
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sea a consecuencia de incendio, explosión, o algún otro siniestro semejante, 
basta el transcurso de tres meses contados a partir del acontecimiento, para 
que el Juez declare la presunción de muerte; y, cuando sea a consecuencia de 
un hecho relacionado con la privación ilegal de la libertad, secuestro o desa-
parición forzada de personas, el término para declarar esa presunción, tam-
bién será de tres meses, pero será a partir de que se haya denunciado ante la 
autoridad competente el acto ilícito correspondiente, y no exista ningún indi-
cio de que el afectado pudiera seguir con vida. En ese entendido, cuando en 
una póliza de seguro de vida, además de contratarse la cobertura denomina-
da "protección por fallecimiento", también se contrata la diversa cobertura 
"indemnización por muerte accidental", y el accidente es definido en las propias 
condiciones generales de la póliza, de la siguiente manera: "si la muerte del 
asegurado se debe exclusivamente a lesión o lesiones provenientes de un 
accidente, a causa de medios externos, violentos, súbitos y fortuitos, y cuan-
do la muerte ocurra dentro de los noventa días siguientes a la fecha del acci-
dente."; ante la existencia de una resolución jurisdiccional que declara la 
presunción de muerte del asegurado, como consecuencia de un secuestro, 
resulta correcto sostener que la presunción de que se trata, no únicamente 
se podrá referir al fallecimiento sujeto a una de las coberturas de la póliza, 
sino también, a la muerte accidental, sujeta a la diversa cobertura, puesto 
que la muerte que tiene como origen la privación ilegal de la libertad, secues-
tro o desaparición forzada de personas, resulta ser para el asegurado, víctima 
de ese hecho ilícito, un evento fortuito, resultado de un hecho imprevisto o 
fortuito, y debido a una acción externa y violenta, ejecutada sin su voluntad, 
imprevisible, inevitable para él, por persona distinta de él mismo y que direc-
tamente le causó la muerte. De igual modo, cabe enfatizar que el fallecimiento 
que ese precepto permite presumir, a causa del hecho ilícito mencionado, tiene 
la connotación de accidental, tanto más si se toma en cuenta, que para el 
afectado debe considerarse fortuito, aunque no lo fuera para quienes perpe-
traron la privación ilegal de la libertad, secuestro o desaparición forzada e, 
inclusive, aunque los plagiarios de la víctima hubieran o no tenido intención 
de privarlo en ese momento, o posteriormente, de la vida; en semejantes tér-
minos lo sostuvo la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la tesis aislada de rubro: "SEGURO, ACCIDENTE PARA EFECTOS 
DEL.", visible en la página 77, Volumen 64, Cuarta Parte, abril de 1974, Séptima 
Época del Semanario Judicial de la Federación, registro digital: 241729. En esas 
condiciones, la resolución que declara la presunción de muerte, a causa de 
secuestro o de privación ilegal de la libertad, resulta apta no sólo para dar por 
cierto, para los efectos de la cobertura por fallecimiento incluida en el seguro 
de vida, que el asegurado murió; sino también, para determinar que esa muerte 
fue accidental, por las características externas, violentas, súbitas y fortuitas, 
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de las que se distingue una privación ilegal de la libertad o secuestro, que 
sufre la persona que es víctima de ese ilícito.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.
III.2o.C.110 C (10a.)

Amparo directo 8/2019. Grupo Nacional Provincial, S.A.B. 14 de junio de 2019. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Víctor Manuel Flores Jiménez. Secretario: Jesús Antonio 
Rentería Ceballos.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRESUNCIÓN LEGAL Y HUMANA EN MATERIA CIVIL. CUANDO LAS 
REGLAS DE LA LÓGICA SE ROMPEN Y EN SU LUGAR SE EXPONEN 
ARGUMENTOS FALACES O INCONGRUENTES, AQUÉLLA DESAPA­
RECE (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
La presunción legal y humana en materia civil, tiene una gran importancia, pues 
dota al juzgador de consecuencias conjeturales a partir de hechos conocidos 
para acceder a otros desconocidos. Por ello, el Código de Procedimientos Ci
viles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, en su artículo 
402, en relación con los diversos artículos 379 al 383 del mismo ordenamiento, 
otorgan al juzgador, los lineamientos necesarios para valorar las presunciones. 
Así, el artículo 379 citado, denomina a la presunción como la consecuencia 
que la ley o el Juez deducen de un hecho conocido para averiguar la verdad 
de otro desconocido, siendo la primera legal y la segunda humana. De igual 
forma, de acuerdo con el artículo 380, la presunción legal existe cuando la ley 
la establece expresamente, o bien, cuando la consecuencia nace inmediata 
y directamente de ésta; y la presunción humana, cuando de un hecho debida-
mente probado, se deduce otro que es consecuencia ordinaria de aquél, es 
decir, ésta constituye una inferencia que el Juez hace partiendo de un hecho 
conocido para averiguar otro desconocido y para ser legítimo debe sujetarse 
a las reglas de la lógica. Por tanto, cuando dichas reglas lógicas se rompen y en 
su lugar se exponen argumentos falaces o incongruentes, la propia presun-
ción desaparece, dado que otra interpretación significaría violentar aquellos 
preceptos que regulan el valor probatorio de las presunciones. De tal manera 
que ninguna de las partes puede valerse de argumentos incongruentes o in-
verosímiles para forzar, en su beneficio, el ánimo del juzgador, puesto que el 
uso de la presunción, como elemento de fundamentación y motivación, gene-
ra una gran responsabilidad, más aún cuando el Juez debe resolver con un 
pleno sentido de justicia.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.C.417 C (10a.)
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Amparo en revisión 263/2019. Nicolás Roberto Beja Baruh. 25 de septiembre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secre-
taria: Cinthia Monserrat Ortega Mondragón.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRIMA DEL SEGURO DE RIESGOS DE TRABAJO. LOS ACCIDENTES 
QUE OCURRAN A LOS TRABAJADORES EN EL TRASLADO A UNA 
COMISIÓN, NO DEBEN TOMARSE EN CUENTA PARA SU CÁLCULO. 
De los artículos 41 y 42 de la Ley del Seguro Social se advierte que los riesgos 
de trabajo son los accidentes y enfermedades a que están expuestos los tra-
bajadores en ejercicio o con motivo del trabajo, considerándose también ac-
cidente de trabajo el que se produzca al trasladarse el trabajador directamente 
de su domicilio al lugar de trabajo o viceversa. Por su parte, el artículo 72, pri
mer párrafo, del propio ordenamiento prevé que para los efectos de la fijación 
de las primas a cubrir por el seguro de riesgos de trabajo, las empresas debe-
rán calcularlas, multiplicando la siniestralidad de la empresa por un factor de 
prima y al producto se le sumará el 0.005, cuyo resultado será la prima a aplicar 
sobre los salarios de cotización, conforme a la fórmula ahí establecida; sin 
embargo, su antepenúltimo párrafo dispone expresamente que no se toma-
rán en cuenta para la siniestralidad de las empresas, los accidentes que ocu-
rran a los trabajadores al trasladarse de su domicilio al centro de labores o 
viceversa, criterio que debe hacerse extensivo, en una interpretación análoga, 
a un accidente ocurrido en el traslado a una comisión de trabajo. Lo anterior 
es así, pues la lógica de ambos casos es la misma, porque lo que debe apre-
ciarse es el hecho de que el trabajador se encontraba prestando un servicio 
para la empresa en la que trabaja y que, una vez concluido éste, se dirigió a 
su domicilio.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.4o.A.182 A (10a.)

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
10/2019. Jefe del Departamento Contencioso, en suplencia por ausencia del titular 
de la Jefatura de Servicios Jurídicos de la Delegación Sur del Distrito Federal, ahora 
Ciudad de México, del Instituto Mexicano del Seguro Social. 28 de noviembre de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco 
Antonio Pérez Meza.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SOLUCIÓN DE CONTROVER­
SIAS ANTE EL CONSEJO DE VIGILANCIA ELECTORAL DEPORTIVA 
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(COVED). PROCEDE CONTRA LA CELEBRACIÓN DE UNA ASAMBLEA 
EXTRAORDINARIA LLEVADA A CABO POR UNA ASOCIACIÓN DEPOR­
TIVA NACIONAL EN PRESUNTA VIOLACIÓN DE SUS ESTATUTOS, 
EN LA CUAL SE ACUERDA ALGÚN CAMBIO EN SU ESTRUCTURA 
ORGÁNICA O DE REPRESENTACIÓN, PREVIO A INTERPONER EL 
RECURSO DE APELACIÓN ANTE LA COMISIÓN DE APELACIÓN Y 
ARBITRAJE DEL DEPORTE (CAAD). El artículo 59 de la Ley General de 
Cultura Física y Deporte dispone que los procesos electorales de los órganos 
de gobierno y representación de las asociaciones deportivas nacionales serán 
vigilados por la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte (CONADE), a 
través del Consejo de Vigilancia Electoral Deportiva (COVED), el cual verificará 
su legalidad y, en caso de que exista controversia en cualquiera de sus fases, 
planteada por las personas físicas o morales cuyos derechos o intereses legí-
timos, individuales o colectivos, resulten afectados por actos u omisiones de 
las asociaciones señaladas durante los procesos para elegir a sus órganos 
de gobierno y representación, resolverá de acuerdo con el procedimiento es-
tablecido en los artículos 58 y 59 de su reglamento y en los demás ordenamien
tos aplicables, y sus resoluciones definitivas en relación con dichas controversias 
podrán ser impugnadas mediante el recurso de apelación ante la Comisión 
de Apelación y Arbitraje del Deporte (CAAD). Por tanto, contra la celebración de 
una asamblea extraordinaria llevada a cabo por una asociación deportiva nacio
nal en presunta violación de sus estatutos, en la cual se acuerda algún cam-
bio en su estructura orgánica o de representación, procede el procedimiento 
administrativo de solución de controversias ante el COVED, el cual cuenta con 
la facultad de confirmar, modificar o revocar esa determinación, de acuerdo 
con la fracción IX del artículo 59 del Reglamento de la Ley General de Cultura 
Física y Deporte, previo a interponer el recurso de apelación ante la CAAD.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.4o.A.184 A (10a.)

Queja 323/2019. Federación de Dominó de la República Mexicana, A.C. 28 de noviembre 
de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Lorena 
Badiano Rosas.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SEGUIDOS EN FORMA DE 
JUICIO. LOS DOCUMENTOS QUE CONTIENEN EL RESULTADO DE LA 
VALORACIÓN PRACTICADA POR ESPECIALISTAS ADSCRITOS A 
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA QUE DAN SUSTENTO AL DICTADO 
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DEL AUTO DE INICIO O A LA EMISIÓN DE LA RESOLUCIÓN DEFINI­
TIVA CORRESPONDIENTE, NO SON ACTOS DE AUTORIDAD. En con
cordancia con lo establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación al emitir la jurisprudencia 2a./J. 81/2010, de rubro: "DICTAMEN 
TÉCNICO EN MATERIA ADUANERA. LA AUTORIDAD QUE LO RINDE NO ESTÁ 
OBLIGADA A FUNDAR SU COMPETENCIA.", los documentos que contienen 
el resultado de la valoración practicada por especialistas adscritos a la admi-
nistración pública, como dictámenes, opiniones técnicas o evaluaciones, que 
dan sustento al dictado del auto de inicio o a la emisión de la resolución defi-
nitiva en los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, son 
medios de prueba y no actos de autoridad, pues con independencia de que 
deriven de la solicitud formulada por la autoridad administrativa a las áreas de 
adscripción de los especialistas o sean resultado de evaluaciones cuya prác-
tica periódica ordena la ley, tienen como finalidad preconstituir pruebas para 
orientar el criterio de la resolutora y formar convicción en aspectos cuya per-
cepción o entendimiento está relacionado con reglas técnicas o científicas de 
la experiencia especializada, estando la autoridad administrativa en aptitud 
de otorgar o negar valor probatorio a lo expuesto por quien suscribe el documen
to en su carácter de experto en determinada materia.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.1o.A.229 A (10a.)

Amparo directo 360/2019. Digital Guru, S.A. de C.V. 21 de agosto de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Carlos Ronzon Sevilla. Secretaria: Paola Montserrat Guevara Arceo.

Amparo en revisión 356/2019. Manuel Gil Pineda. 2 de octubre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Julio Humberto Hernández Fonseca. Secretario: José de Jesús Alca-
raz Orozco.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 81/2010 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, junio de 2010, página 
261, con número de registro digital: 164474.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

"PROTOCOLO PARA LA LEGITIMACIÓN DE CONTRATOS COLECTI­
VOS DE TRABAJO EXISTENTES". ES IMPROCEDENTE LA SUSPEN­
SIÓN PROVISIONAL QUE SE SOLICITE EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA. Conforme al artículo 128 de 
la Ley de Amparo, la suspensión se decretará en todas las materias, salvo las 
señaladas en el último párrafo de dicho precepto, siempre que concurran 
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los requisitos siguientes: I. Que la solicite el quejoso; y, II. Que no se siga perjui
cio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público. Es por 
ello que debe negarse cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama la 
inconstitucionalidad del referido "Protocolo para la Legitimación de Contratos 
Colectivos de Trabajo Existentes", en razón de que de concederse se causaría 
perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público, 
pues mediante reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Fede
ración el 24 de febrero de 2017, el Constituyente Permanente adicionó la frac-
ción XXII Bis del apartado A del artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en la que se determinó que la ley ordinaria deberá 
establecer los procedimientos y requisitos para asegurar la libertad de la nego
ciación colectiva y los legítimos intereses de trabajadores y patrones, debiendo, 
además, garantizarse en esos procedimientos, los principios de representativi
dad de las organizaciones sindicales, certeza en la firma, registro y depósito de los 
contratos colectivos de trabajo; además de que la reforma laboral tiene dentro 
de sus objetivos permitir que los trabajadores definan sus condiciones de traba
jo con sus empleadores, a través de la legitimación de los contratos colectivos; 
esto es, que los reconozcan y los ratifiquen, para darles certidumbre y certeza, 
todo ello, en aras de lograr paz, seguridad y tranquilidad social; y, además, de 
concederse la suspensión solicitada, se permitiría que los sindicatos incumplan 
el mandamiento constitucional aludido, pues el protocolo reclamado regula, 
entre otras cuestiones, los procedimientos y requisitos para asegurar la legiti
mación de los contratos existentes, en los términos a que se refiere el artículo 
décimo primero transitorio de la Ley Federal del Trabajo, reformada median-
te decreto publicado en el referido medio de difusión el 1 de mayo de 2019.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.16o.T.61 L (10a.)

Queja 486/2019. Sindicato Industrial de Trabajadores en Plantas Maquiladoras y Ensam-
bladoras de Matamoros y su Municipio. 27 de septiembre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Juan Carlos García Campos, secretario de tribunal autorizado por la 
Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar 
las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 40, fracción V, 
del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se 
expide el similar que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. 
Secretaria: Abigail Ocampo Álvarez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO LABORAL. POR REGLA GE­
NERAL, NO ES IDÓNEA PARA ACREDITAR LAS SEMANAS COTIZA­
DAS NI EL SALARIO PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE 
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COTIZACIÓN PARA LA OBTENCIÓN Y CUANTIFICACIÓN DE LAS 
PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y CESANTÍA EN EDAD AVAN­
ZADA, EXCEPTO CUANDO DE SU DESAHOGO SE ADVIERTE INFOR­
MACIÓN APTA Y SUFICIENTE QUE DEMUESTRE ESOS ELEMENTOS 
[INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA VII.2o.T. J/9 (10a.)]. Este 
órgano jurisdiccional en la jurisprudencia VII.2o.T. J/9 (10a.), de título y subtí-
tulo: "PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO LABORAL. NO ES LA IDÓNEA 
PARA ACREDITAR LAS SEMANAS COTIZADAS NI EL SALARIO PROMEDIO 
DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN PARA LA OBTENCIÓN Y 
CUANTIFICACIÓN DE LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y CESANTÍA 
EN EDAD AVANZADA.", sostuvo que ese medio de convicción no es idóneo 
para tales fines, ya que esa información no puede apreciarla a simple vista el 
funcionario que la realiza, sino que para ello deben efectuarse determinadas 
operaciones aritméticas, esto es, para obtener la cantidad total de semanas co
tizadas deben sumarse cada una de éstas y para determinar el promedio sa-
larial, deben sumarse los salarios registrados de las últimas 250 semanas de 
cotización, y después dividir la cantidad resultante entre ese número de se-
manas; sin embargo, una nueva reflexión en torno al tema, permite concluir 
y aclarar que existen excepciones a esa regla general, como lo es cuando de 
la información que se obtenga en el desahogo de la prueba de inspección 
practicada por el actuario de la autoridad laboral puedan advertirse elemen-
tos suficientes para establecer con precisión tanto el salario promedio de las 
últimas 250 semanas de cotización de la parte trabajadora, como el número 
total de semanas que cotizó, como pudiera ser, a manera de ejemplos, que de 
los documentos sobre los cuales se ofreció dicho medio de convicción, consis-
tentes en los avisos de inscripción, avisos de baja, avisos de modificación de 
salarios, registros patronales, avisos de alta al régimen obligatorio del seguro 
social, catálogo de avisos originales o del Sistema Integral de Derechos y Obli
gaciones (SINDO), puedan apreciarse los periodos de cotización y el monto 
de los salarios con los que estuvo dado de alta el trabajador y que el actuario 
refleje dicha información en el acta que al efecto lleve a cabo o que anexe a 
la misma documentos de los que se aprecien los datos en comento, para que 
con éstos, la autoridad laboral, al momento de valorar el medio de convicción 
de que se trata, pueda establecer con plena certeza el salario promedio y el 
total de semanas cotizadas por la trabajadora. De ahí que, por excepción, la 
prueba de inspección sí puede ser idónea para acreditar las semanas cotiza-
das y el salario promedio de las últimas 250 semanas de cotización para la 
obtención y cuantificación de las pensiones por invalidez, vejez y cesantía en 
edad avanzada, lo que conduce a interrumpir la citada jurisprudencia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.258 L (10a.)
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Amparo en revisión 129/2018. 12 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: Juan Manuel Jiménez Jiménez.

Amparo directo 983/2018. 20 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: Juan Manuel Jiménez Jiménez.

Nota: Esta tesis interrumpe el criterio sostenido por el propio tribunal en la jurispruden-
cia VII.2o.T. J/9 (10a.), de título y subtítulo: "PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO 
LABORAL. NO ES LA IDÓNEA PARA ACREDITAR LAS SEMANAS COTIZADAS NI EL 
SALARIO PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN PARA 
LA OBTENCIÓN Y CUANTIFICACIÓN DE LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y 
CESANTÍA EN EDAD AVANZADA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo IV, marzo de 2017, página 
2544, con número de registro digital: 2013799, por lo que esta última dejó de consi-
derarse de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2020.

La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 129/2018, aparece 
publicada en la página 2419 de esta Gaceta.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBA PERICIAL EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. DEBE VA­
LORARSE CON BASE EN LO MANIFESTADO POR EL PERITO EN LA 
AUDIENCIA DE JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL INTERROGATORIO 
Y CONTRAINTERROGATORIO QUE REALICEN LAS PARTES, Y NO 
CON LA VERSIÓN ESCRITA DEL DICTAMEN RESPECTIVO (LEGISLA­
CIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA). La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. CLXXVI/2016 (10a.), de título y 
subtítulo: "PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EN ÉSTE SÓLO PUEDEN 
REPUTARSE COMO PRUEBAS LAS DESAHOGADAS PÚBLICAMENTE ANTE 
EL TRIBUNAL RESPECTIVO, EN PRESENCIA DE LAS PARTES.", estableció que 
el sistema procesal penal acusatorio y oral, regido por los principios de publi-
cidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, se basa en 
una metodología de audiencias, cuyos ejes rectores se establecen en el ar
tículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, razón por 
la cual, la lógica de las pruebas cambia respecto del sistema tradicional o 
mixto, pues para el primero sólo pueden reputarse como tales las desahogadas 
públicamente ante el tribunal respectivo, en presencia de las partes –salvo la 
denominada prueba anticipada–, lo que implica que el dictado de las senten-
cias debe sustentarse en elementos de convicción recibidos directamente por 
el tribunal de juicio oral, bajo un control horizontal, con plena satisfacción de 
los principios citados. En ese orden de ideas, si se trata de la incorporación 
de la prueba pericial en la audiencia de juicio, lo que manifieste el perito sobre 
su experticial, producto del interrogatorio y contrainterrogatorio que realicen 
las partes, es lo que tiene que valorar de manera libre y lógica el órgano juris-
diccional, no la versión escrita del dictamen pericial, pues lo que exponga el 



2641QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 2a. Ejecutorias y tesis que no integran jurisprudencia 

perito de viva voz sobre las razones, estudios o experimentos que lo hicieron 
llegar a concluir su opinión pericial, es lo que debe ser valorado al dictar senten
cia, de conformidad con los artículos 297, penúltimo párrafo y 361 del Código 
de Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua, aplicable hasta el 12 de 
junio de 2016, en virtud de la declaratoria de inicio de vigencia del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
XVII.2o.6 P (10a.)

Amparo directo 302/2019. 13 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Ricardo Martínez Carbajal. Secretario: Víctor Alfonso Sandoval Franco.

Nota: La tesis aislada 1a. CLXXVI/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo I, junio de 2016, 
página 702, con número de registro digital: 2011883.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA MOLECULAR. LA CONDUCTA EVA­
SIVA DEL DEMANDADO PARA SU DESAHOGO, CONTRARÍA EL 
PRINCIPIO DE LEALTAD PROCESAL Y VULNERA EL DERECHO DEL 
MENOR DE EDAD PARA CONOCER SU IDENTIDAD PARENTAL. 
La acción de reconocimiento de paternidad constituye una garantía para 
proteger y respetar el derecho humano que tienen los hijos para que en sede 
judicial se declare quién es su progenitor biológico. Los motivos de índole 
laboral que esgrima el demandado para justificar su inasistencia a proporcio-
nar sus muestras para llevar a cabo los análisis genéticos pertinentes, confi-
guran una conducta de deslealtad procesal, si a través de eventos académicos 
o laborales, el sujeto de la prueba imposibilita que se rinda el peritaje corres-
pondiente, haciendo nugatorio el derecho del infante a conocer su filiación 
paterna, pues estuvo en aptitud de ejercer frente a su fuente de empleo el 
derecho previsto en el artículo 47, fracción X, de la Ley Federal del Trabajo, 
que da a los trabajadores la posibilidad de registrar hasta tres faltas de asis-
tencia a sus labores en un periodo de treinta días, aunque no cuente con 
permiso del patrón o se presente alguna causa justificada, lo cual no pone en 
riesgo su relación subordinada. Máxime que para entregar las muestras de 
material genético, al enjuiciado se le impuso la carga de acudir un solo día, 
el cual fue agendado y reprogramado en varias ocasiones sin que se lograra 
que cumpliera con los requerimientos que se le hicieron, de modo que la con
ducta evasiva del demandado para el desahogo de la prueba pericial en gené-
tica molecular contraría el principio de lealtad procesal y vulnera el derecho del 
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menor de edad a conocer su identidad parental, cuya atención debe ser prio-
ritaria frente a los derechos fundamentales de los adultos.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.C.413 C (10a.)

Amparo directo 492/2019. 4 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Sofía 
Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA MOLECULAR. SI EN SU DESAHOGO 
EL DEMANDADO OBSTACULIZA QUE SE RINDA EL PERITAJE DE 
RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD, NO OBSTANTE EL EMPLEO 
DE MEDIDAS DE APREMIO, EL JUZGADOR DEBE ANALIZAR LAS 
CONSTANCIAS DEL LITIGIO Y DETERMINAR SI SE JUSTIFICA 
ESA CONDUCTA (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO). En los juicios de reconocimiento de paternidad, la prueba pericial 
en genética molecular es la idónea y el demandado puede asumir dos con-
ductas procesales: I. Una es que proporcione sus muestras orgánicas para que 
el genetista verifique si los marcadores del presunto padre son coincidentes 
con los del presunto hijo; y, II. La otra es negarse a proporcionarlas, pues el 
pretenso progenitor queda en libertad de someterse a la práctica de la peri-
cial, en este caso, debe asumir las consecuencias jurídicas que produce su 
negativa. Ahora bien, con esta conducta el demandado obstaculiza que se 
rinda el peritaje, por lo que para vencer esa contumacia, es adecuado que la 
autoridad judicial aplique las medidas de apremio conducentes y si a pesar 
de ello no logra vencer su negativa, operará la presunción legal de la filiación, 
prevista en el artículo 382 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable 
para la Ciudad de México. Por otra parte, también puede ser que el demandado 
no acuda a dar sus muestras, pero justifique sus inasistencias, ya sea porque 
se enferme o se le presente algún evento extraordinario que le imposibilite 
cumplir con el requerimiento. Sin embargo, el órgano jurisdiccional debe ana
lizar con sumo detenimiento las constancias del litigio para discernir si esa 
justificación formal envuelve un desacato material, en razón de que su con-
ducta tienda a obstaculizar de forma ostensible y reiterada el desarrollo normal 
de la prueba, porque en los juicios de investigación de la paternidad, como en 
todo proceso judicial, las partes deben conducirse con lealtad procesal, para 
hacer posible el descubrimiento de la verdad.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.3o.C.412 C (10a.)
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Amparo directo 492/2019. 4 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Sofía 
Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GENÉTICA (ADN). EL ARTÍCULO 
130 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA, AL PREVER LA TOMA DE MUESTRAS BIOLÓGICAS, LA 
CUAL TIENE COMO FIN EXCLUSIVO EL DE CONSTATAR O REVE­
LAR HECHOS QUE SIRVEN DE FUENTE O MEDIO DE PRUEBA EN UN 
PROCESO JUDICIAL, NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMEN­
TALES A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN Y A LA INTIMIDAD PERSO­
NAL, NI GENERA UN ACTO DE MOLESTIA A QUIEN SE DIRIGE. 
El precepto citado, aplicable hasta el 12 de junio de 2016, en virtud de la decla-
ratoria de inicio de vigencia del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
al prever la toma de muestras de carácter biológico contra la voluntad del 
quejoso autorizada judicialmente, no viola su derecho fundamental de no 
autoincriminación, pues de su redacción y alcances no se obtiene que se obli-
gue al individuo a hacer manifestaciones, decir o hacer declaraciones verba-
les o escritas que pudieran comprometer una sentencia condenatoria en su 
contra, ni permite una interpretación en el sentido de que de negarse a hacerla 
voluntariamente, conllevaría la aceptación tácita del hecho imputado; única-
mente dota al juzgador de la facultad de autorizarla cuando el imputado, el 
afectado por el hecho punible u otras personas, se hayan negado, y bajo las 
condiciones fácticas, técnicas y jurídicas ahí descritas, entre otras, que no 
ocasionen menoscabo en la salud o dignidad, actos de humillación ni degra-
dación o la toma de muestras bajo la producción de cierto grado de dolor o 
sufrimiento en la persona a quien va dirigida la autorización judicial, la cual 
se condiciona en todo momento a la observancia del derecho a su intimidad 
personal, el cual no es absoluto, como lo señala el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, al que sólo por ley, siempre que medie un in-
terés superior, se permite su intromisión o limitación en ciertos casos. Ade-
más, el artículo citado tampoco viola la intimidad personal ni genera un acto de 
molestia a quien se dirige la toma de la muestra del ácido desoxirribonucleico 
(ADN), al ser ésta una medida de inspección, registro o tratamiento sobre 
la interioridad del cuerpo humano, con el fin exclusivo de constatar o revelar 
hechos que sirven de fuente o medio de prueba en un proceso judicial, las 
cuales se sobreponen a la voluntad del individuo cuando se efectúan me
diante autorización judicial, porque su finalidad es comprobar o descartar 
hechos materia de investigación por parte del Ministerio Público, o bien de 
carga probatoria. Por tanto, las muestras para realizar un examen, entre 
ellos el de ADN, pueden tomarse en cualquier etapa que el proceso lo 
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permita, dependiendo del grado de urgencia en tomarlas, sin dejar de lado 
el hecho de que el acusado tiene derecho a la defensa y a controlar la 
toma de la muestra, además de los derechos referidos anteriormente.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA 
DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.1o.P.A.97 P (10a.)

Amparo en revisión 84/2019. 11 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Raymundo Cornejo Olvera. Secretario: Jorge Luis Olivares López.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO. OPORTUNIDAD DE SU OFRE­
CIMIENTO CUANDO EL ACTO RECLAMADO ES NEGADO POR LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE. Desde que se presenta la demanda, el que-
joso debe estar preparado para demostrar la existencia del acto reclamado y 
su inconstitucionalidad, sobre todo en aquellos casos en que éste no le resulta 
desconocido, al exponer en la demanda sus particularidades; sin que con ello 
se desconozca que la negativa del acto por parte de la autoridad responsable, 
genera una consecuencia específica para el quejoso, pues le irroga la carga 
probatoria para acreditar su existencia. De ahí que se justifique que cuente 
con la posibilidad de aportar las pruebas que estime pertinentes, respecto de 
lo cual, el artículo 119 de la Ley de Amparo, incluso regula la oportunidad con que 
deben ofrecerse la pericial, la testimonial y la inspección judicial, que guarda 
correlación con la fecha señalada para la audiencia constitucional, y una excep
ción aplicable cuando se trate de hechos que no hayan podido ser conocidos 
por las partes con la oportunidad legal suficiente para ofrecerlas. Ahora bien, 
si la autoridad se limita a negar el acto que se le reclama, en realidad no está 
aportando hechos o constancias novedosas, que no fueran del conocimiento 
del justiciable; por el contrario, sólo fija su postura, respecto de lo alegado en 
la demanda; por lo que en este caso no opera la excepción antes referida, 
para el ofrecimiento de las pruebas que requieren preparación, cuando la in-
tención del oferente es acreditar el acto, con base en los hechos que eran de 
su conocimiento desde la presentación de la demanda, ya que debió ofrecer 
las que tuviera a su alcance, en un procedimiento en el que se privilegia su 
expeditez y se le brinda una amplia posibilidad de probar; sin que la conse-
cuencia legal de presumir cierto el acto reclamado cuando la autoridad no 
rinde su informe justificado, sea una regla general a la que deba sujetar su 
oferta probatoria, sino un caso de excepción, que se reglamentó para hacer 
funcional un juicio de control constitucional, en un país en donde debe pre-
valecer el Estado de Derecho y en el que los actos de las autoridades se presu
men constitucionales y de buena fe. En tal virtud, en supuestos como el que 
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se refiere, no es dable supeditar la oportunidad en el ofrecimiento de pruebas, 
a uno diverso, como es la distribución de las cargas probatorias sobre la com-
probación de la existencia del acto reclamado, si desde el escrito de demanda se 
externan las particularidades de éste, con base en hechos que el quejoso alega 
de su pleno conocimiento, y son precisamente los que se pretenden acreditar 
con el ofrecimiento de las pruebas; por ello, no se justifica su ofrecimiento ino
portuno, bajo el argumento de que se pretende desvirtuar la negativa del acto 
reclamado contenida en el informe justificado. Lo que no se contrapone con la 
jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
de rubro: "INFORME JUSTIFICADO NEGATIVO.", ya que en dicho criterio, si bien 
es cierto que se reconoce la posibilidad de desvirtuar en la audiencia consti-
tucional la negativa del acto reclamado, también lo es que no permite que se 
lleve a cabo mediante el ofrecimiento inoportuno de las pruebas que se esti-
men pertinentes para tal finalidad.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
XXVII.1o.7 K (10a.)

Queja 123/2019. Jesús Gualberto Sánchez Pool. 27 de junio de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gerardo Dávila Gaona. Secretario: Édgar Alan Paredes García.

Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradic-
ción de tesis 487/2019, pendiente de resolverse por la Segunda Sala.

La tesis de jurisprudencia citada, aparece publicada con el número 285 en el Apéndice 
al Semanario Judicial de la Federación 1917–septiembre de 2011, Tomo II, Procesal 
Constitucional 1. Común, Primera Parte–SCJN Segunda Sección–Improcedencia y 
sobreseimiento, página 306, con número de registro digital: 1002351.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBAS EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA QUE PUEDAN 
VALORARSE DEBEN ESTAR RELACIONADAS CON LOS HECHOS A 
COMPROBAR, EXPRESADOS POR LAS PARTES EN LA DEMANDA 
O EN SU CONTESTACIÓN, SIN QUE SEA SUFICIENTE LA CIRCUNS­
TANCIA DE QUE OBREN EN EL EXPEDIENTE. Para que una prueba 
pueda y deba valorarse por el juzgador, inclusive, conforme al principio de 
adquisición procesal, no sólo debe obrar en autos, de facto o de jure, sino que 
debe estar relacionada con los hechos expresados en la demanda o en su 
contestación, pero además, éstos deben ser propios de las partes; es decir, 
aun cuando de acuerdo con el aludido principio, la prueba, una vez incorpo-
rada jurídicamente al proceso, ya no pertenece a quien la ofreció, sino al jui-
cio y, por ello, deba valorarse en el laudo conforme a derecho y, aun así, para 
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que pueda atribuírsele eficacia convictiva dentro de la libre apreciación, que 
en la materia implica la buena fe guardada y la verdad sabida, en términos del 
artículo 841 de la Ley Federal del Trabajo, siempre se requiere de un hecho a 
comprobar, pues de nada serviría una prueba respecto de una cuestión abs-
tracta o ajena a la controversia, sin que sea suficiente para realizar dicha valo
ración, la circunstancia de que el hecho a demostrar lo haya aducido una 
parte a la que no le es propio, por ser ajena a la relación que sostuvo con la 
contraparte, como ocurre, por ejemplo, cuando un sindicato, incorporado al pro
cedimiento como tercero interesado, exhibe la renuncia del trabajador, y se 
advierte que el patrón no compareció a contestar la demanda, pues él sería, 
exclusivamente, quien podría oponer como hecho propio la inexistencia del 
despido reclamado sustentado en la renuncia de la actora; por consiguiente, 
esa documental no merece valor probatorio alguno, a pesar de obrar en el 
expediente.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.267 L (10a.)

Amparo directo 183/2019. 3 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Sebastián Martínez García. Secretario: Juan Manuel Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PUBLICIDAD DE RESOLUCIONES DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO SOBRE CONSTITUCIONALIDAD O CONVENCIONALI­
DAD DE UNA NORMA GENERAL. ES INNECESARIA CUANDO EN RE­
LACIÓN CON EL TEMA DE QUE SE TRATE EXISTA JURISPRUDENCIA 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN QUE LO DE­
FINA, Y EL TRIBUNAL DEBA APLICARLA AL CASO CONCRETO. El pá
rrafo segundo del artículo 73 de la Ley de Amparo establece que el Pleno y las 
Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como los Tribunales 
Colegiados de Circuito, tratándose de resoluciones sobre la constitucionalidad 
o convencionalidad de una norma general y amparos colectivos, deberán hacer 
públicos los proyectos de sentencias que serán discutidos en las sesiones co
rrespondientes, cuando menos con tres días de anticipación a la publicación de 
las listas de los asuntos que se resolverán; así como en aquellos casos donde, 
bajo el prudente arbitrio, se analicen temas distintos de los que sustenten un 
criterio de importancia y trascendencia para el orden jurídico nacional, cuya 
hipótesis de publicidad se agregó en la jurisprudencia P./J. 53/2014 (10a.), del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 14 de noviembre de 2014 a las 9:20 horas 
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y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 12, 
Tomo 1, noviembre de 2014, página 61, registro digital: 2007922, de título y 
subtítulo: "PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTI
CIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO 
DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITU-
CIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, O 
BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONS-
TITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN MATERIA DE DERECHOS 
HUMANOS."; en donde determinó que la finalidad de publicar los proyectos de 
resolución que sean sometidos a las consideraciones, entre otros, de los Tribu
nales Colegiados de Circuito, fue transparentar las decisiones de los asuntos 
de gran trascendencia, como son los que versan sobre un tema de constitu-
cionalidad o de convencionalidad de una norma general, de la interpretación 
directa de un precepto constitucional o de un tratado internacional en materia 
de derechos humanos, lo que no ocurre cuando, habiéndose planteado tales 
aspectos, el tribunal, en realidad, no efectúa un análisis de constitucionalidad 
acerca del tema de fondo, sino que se limita a aplicar la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, por serle obligatoria en términos de 
lo dispuesto por el artículo 217 de la Ley de Amparo. En consecuencia, para 
efectos de la citada publicidad, el tema de constitucionalidad debe referirse 
al caso en que el estudio sea propio del Tribunal Colegiado de Circuito y no en 
aplicación de una jurisprudencia emitida por el Alto Tribunal del País que no 
permite ya una interpretación de constitucionalidad.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.11o.T.5 K (10a.)

Amparo en revisión 86/2018. Cámara de Diputados del H. Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos. 22 de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Ángel 
Ponce Peña. Secretario: Erasmo Cruz Ramírez.

Amparo directo 63/2019. Delegación Gustavo A. Madero (actualmente Alcaldía Gustavo 
A. Madero). 29 de marzo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Pérez Pérez. 
Secretaria: Marysol Coyol Sánchez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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RECLASIFICACIÓN DE LOS HECHOS MATERIA DE LA IMPUTACIÓN 
MINISTERIAL. ANTES DE RESOLVER LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL 
IMPUTADO, EL JUEZ DE CONTROL DEBE PERMITIRLE EJERCER SU 
DERECHO DE DEFENSA ADECUADA RESPECTO A ÉSTA (INTERPRE­
TACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 316, PENÚLTIMO PÁRRAFO, 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES). De la 
interpretación conforme del penúltimo párrafo del artículo 316 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, con la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y los tratados internacionales, así como de la jurispru-
dencia emitida tanto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se advierte que si bien es cierto 
que el Juez de control puede reclasificar los hechos materia de la imputación 
formulada por el agente del Ministerio Público, también lo es que antes de re
solver la situación jurídica del imputado, debe permitirle ejercer su derecho de 
defensa adecuada respecto a dicha reclasificación. Ello es así, pues el derecho 
humano a una defensa adecuada necesariamente debe ejercerse desde que 
se señala a una persona como posible autor o partícipe de un hecho punible 
y sólo culmina cuando finaliza el proceso, incluyendo, en su caso, la etapa de 
ejecución de la pena, pues sostener lo opuesto implicaría someter el derecho 
humano que protege una adecuada defensa, a que el imputado se encuentre 
en determinada fase procesal (investigación complementaria, intermedia o de 
juicio), dejando abierta la posibilidad de que se transgredan sus derechos a 
través de actos de autoridad que desconoce o a los que no puede controlar u 
oponerse con eficacia, lo cual es evidentemente contrario a dicho derecho 
humano, pues el Estado está obligado a tratar al individuo en todo momento 
como un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este con-
cepto, y no simplemente como objeto del mismo. Por tanto, el imputado no 
puede esperar hasta el dictado del auto de vinculación a proceso para que se 
le permita ejercer su derecho de defensa adecuada respecto a la reclasifica-
ción hecha por el Juez de control. Máxime que de permitírsele alegar en su 



2650 ENERO 2020

defensa respecto a dicha reclasificación, se le dejará ejercer oportunamente 
el derecho a una adecuada defensa que le otorgan la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales y la legislación 
procesal penal, pues inclusive puede darse el caso de que se desvirtúe la 
nueva clasificación hecha en su contra por parte del Juez de control, trayendo 
como consecuencia que se determine un auto de no vinculación a proceso.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.265 P (10a.)

Amparo en revisión 211/2019. 14 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Emma Meza Fonseca. Secretario: Miguel Ángel Sánchez Acuña.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE APELACIÓN EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACU­
SATORIO. SI EL TRIBUNAL DE ALZADA REVOCA LA SENTENCIA 
ABSOLUTORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR ACREDITADOS EL 
DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL DEL PROCESADO, DEBE 
REASUMIR JURISDICCIÓN PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUA­
LIZACIÓN DE LAS SANCIONES Y LA REPARACIÓN DEL DAÑO, SIEM­
PRE QUE ANTE EL ÓRGANO DE ENJUICIAMIENTO SE HUBIEREN 
DESAHOGADO LOS MEDIOS DE PRUEBA RELATIVOS. La fracción IX del 
artículo 403 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece que 
toda sentencia judicial debe contener, entre otros elementos, pronunciamiento 
en torno a los aspectos de individualización de sanciones, reparación del daño 
e indemnizaciones correspondientes. Por ello, dado que en materias común 
y de amparo, nuestro orden jurídico no admite la figura del reenvío en los re-
cursos, cuando los tribunales superiores adviertan alguna deficiencia en la 
resolución sometida a su potestad, éstos se encuentran obligados a reasumir 
jurisdicción y reparar el vicio destacado. En ese contexto, cuando el tribunal de 
apelación determine revocar la sentencia absolutoria de primer grado y tener 
por acreditados el delito y la responsabilidad penal del procesado, será nece-
sario examinar si los medios de prueba idóneos para la resolución de la litis de 
apelación fueron desahogados ante el órgano de enjuiciamiento. En ese caso, 
será factible que el tribunal de segunda instancia reasuma competencia ori-
ginaria para la resolución integral del recurso, que incluye el pronunciamiento 
sobre la individualización de sanciones y reparación del daño, pues no hacerlo 
conlleva la transgresión a los principios constitucionales de acceso a la tutela 
judicial efectiva y legalidad, en sus vertientes de fundamentación y motiva-
ción, congruencia externa, exhaustividad y completitud. Sin embargo, cuando 
no se hubieran desahogado la totalidad de las pruebas necesarias para resol-
ver la impugnación, a efecto de no comprometer el principio de inmediación, 
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característico del sistema procesal penal acusatorio, será necesario que la 
alzada reenvíe los autos al órgano de primera instancia para el desahogo de 
las faltantes. Aspecto que el tribunal de alzada debe dilucidar caso por caso.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.267 P (10a.)

Amparo directo 87/2019. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Irma 
Rivero Ortiz de Alcántara. Secretario: José Trejo Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 626 DEL CÓ­
DIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. 
ES OPTATIVO AGOTARLO PREVIO A PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, CONTRA LAS SENTENCIAS DICTADAS EN JUI­
CIOS DERIVADOS DE LA ACCIÓN ESPECIAL DE DESOCUPACIÓN 
DE INMUEBLES EN ARRENDAMIENTO SI EL NEGOCIO ES ESTIMA­
BLE PECUNIARIAMENTE. Cuando en un juicio se ejercita la acción especial 
de desocupación del inmueble dado en arrendamiento y el negocio sea esti-
mable pecuniariamente por reclamarse prestaciones periódicas, constituye 
una excepción al principio de definitividad, previo a la promoción del juicio de 
amparo directo, agotar el recurso de apelación, toda vez que para determinar 
su procedencia, es necesario realizar una interpretación adicional, pues ello 
no se obtiene de la simple consulta del artículo 626 del Código de Procedimien
tos Civiles del Estado de Chihuahua, que regula expresamente dicho recurso 
contra resoluciones judiciales si el importe del negocio excede de 500 Unida-
des de Medida de Actualización; sino que para conocer de su procedencia, se 
requiere que el gobernado acuda a la Ley para Determinar el Valor de la Uni-
dad de Medida y Actualización, como a los preceptos inmersos dentro del 
capítulo II, relativo a las "Reglas para la fijación de la competencia", del título 
tercero, denominado "Competencia", del código referido, ya que el artículo 
168 al que remite aquél (626), sólo expresa cómo debe determinarse la cuan-
tía del negocio. Por lo que también necesita desentrañarse si tiene que obser-
varse el siguiente precepto 169, donde se contempla una regla especial de 
computar el importe del negocio atendiendo al monto de un año, cuando se 
trate del ejercicio de acciones de actos o contratos en los que se pacten pres-
taciones o pensiones periódicas, o bien, omitirlo porque aplica sólo para fijar 
la competencia por cuantía.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.2o.C.T.13 C (10a.)
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Amparo directo 287/2019. Manuel Humberto Burciaga Vásquez y otro. 5 de septiembre 
de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Ignacio Cuenca Zamora. Secretaria: Beatriz 
Soto Silva.

Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradic-
ción de tesis 7/2019, pendiente de resolverse por el Pleno del Decimoséptimo 
Circuito.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO INDIRECTO. LA AUTO­
RIDAD RESPONSABLE CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPO­
NERLO CONTRA LAS MULTAS IMPUESTAS EN EL PROCEDIMIENTO 
DE EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA PROTECTORA, SI NO SE DIRIGIE­
RON A ELLA, SINO A SERVIDORES PÚBLICOS QUE LA ANTECEDIERON 
Y QUE YA NO EJERCEN LOS CARGOS QUE LAS ORIGINARON. Si bien 
el recurso de inconformidad es el medio de defensa idóneo para que la auto-
ridad responsable pueda impugnar las multas impuestas por la autoridad de 
amparo en el procedimiento de ejecución de la sentencia protectora, lo cierto 
es que esto sólo es factible cuando lo interponen los propios servidores públi-
cos a quienes se les impusieron aquéllas, por sí o por conducto de sus delega
dos, ya que la multa no afecta los derechos patrimoniales de la persona moral 
oficial ni de los servidores públicos que ejercen en ese momento los cargos, 
sino a las personas físicas a quienes les fueron impuestas en su carácter de 
servidores públicos; por tanto, sólo estos últimos tienen legitimación para con
trovertir ese tipo de decisiones.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.3o.P.18 K (10a.)

Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 12/2019. 30 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Antonio 
Santibáñez Camarillo, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera 
Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de 
Magistrado. Secretario: Julio Paredes Salazar.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE QUEJA EN EL JUICIO DE AMPARO. EL TERCERO IN­
TERESADO TIENE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO CONTRA 
LA INTERLOCUTORIA QUE RESOLVIÓ FUNDADO EL INCIDENTE 
POR EXCESO O DEFECTO EN EL CUMPLIMIENTO DE LA SUSPEN­
SIÓN PROVISIONAL. Uno de los objetivos de la suspensión en el amparo 
es mantener viva la materia del juicio, al impedir que el acto que lo motiva, al 
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consumarse irreparablemente, haga ilusoria para el agraviado la protección 
de la Justicia Federal, evitándole los perjuicios que la ejecución del acto re-
clamado pudiera ocasionarle. Luego, en los casos en los que, de concederse 
la suspensión pudieran ocasionarse daños o perjuicios al tercero interesado, 
éste está legitimado para interponer el recurso que proceda contra la deter-
minación correspondiente. Por tanto, si el quejoso promueve un incidente por 
exceso o defecto en el cumplimiento de la suspensión provisional, el cual se 
declara fundado, al margen de las consecuencias que implique para la auto-
ridad responsable la resolución de incumplimiento o cumplimiento defectuo-
so, una de las consecuencias es que se ordene ejecutar adecuadamente la 
suspensión otorgada; determinación que, al decretar la ejecución de la sus-
pensión, puede ocasionar daños o perjuicios al tercero interesado, por lo que 
éste tiene legitimación para interponer el recurso de queja contra la interlo-
cutoria relativa, cuya materia y finalidad consisten en analizar la legalidad de 
la resolución emitida en el incidente, lo cual implica verificar si la suspensión 
se cumplió o no en sus términos y si la autoridad responsable estuvo en apti-
tud de rectificar los errores en que pudo haber incurrido; lo que de suyo im-
plica que podría determinarse que no existió incumplimiento y, por ende, que 
no deba ejecutarse acto alguno que pudiera afectarle.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO.

III.6o.A.12 K (10a.)

Queja 316/2019. Banco Invex, S.A., I.B.M., Invex Grupo Financiero. 30 de octubre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Secretario: Javier 
Alexandro González Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO 
DEL JUEZ DE DISTRITO QUE DETERMINA NO DESAHOGAR UNA 
PRUEBA TESTIMONIAL A CARGO DE UN MENOR DE EDAD. De con-
formidad con el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, el recurso 
de queja es improcedente para recurrir un auto pronunciado durante la tra
mitación de un juicio de amparo indirecto, pues es imprescindible que tenga 
la particularidad de causar daño trascendental y grave, no reparable en sen-
tencia definitiva. Así, en términos del artículo 75 de la propia ley, en los ampa-
ros contra resoluciones jurisdiccionales, el acto reclamado debe ser analizado 
conforme a las pruebas que tuvo la autoridad responsable al emitir dicho 
acto; es decir, no es dable admitir en el amparo pruebas que no fueron con
sideradas por la autoridad responsable para comprobar los hechos que moti-
varon o fueron objeto de la resolución reclamada, rigiendo ese derecho de 
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ofrecer pruebas para aquellos casos en donde el acto reclamado sea una 
resolución, judicial o administrativa, sin previo juicio, o bien, cuando se alegue 
en el amparo violación al derecho de ser oído y vencido en juicio. Por tanto, 
contra el acuerdo del Juez de Distrito que determina no desahogar una prueba 
testimonial a cargo de un menor de edad es improcedente el recurso de 
queja, en virtud de que dicho acto deriva de un juicio tramitado ante una 
autoridad jurisdiccional en donde la quejosa es parte, ello es motivo sufi
ciente para apreciar el acto reclamado conforme a las pruebas ofrecidas 
antes de su emisión y, por ende, no se trata de un auto que por su naturaleza 
no pueda repararse en el dictado de la sentencia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.72 K (10a.)

Queja 246/2019. Sara Silvia Vázquez López. 7 de noviembre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Isidro Pedro Alcántara Valdés. Secretario: Pedro Carranza Ochoa.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE QUEJA. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE 
EL INTERPUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO DE AM­
PARO, CONTRA LA OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE ACOR­
DAR SOBRE LAS PRUEBAS OFRECIDAS, AL NO TRATARSE DE UN 
ACTO TRASCENDENTAL Y GRAVE QUE PUEDA CAUSARLE PERJUI­
CIO NO REPARABLE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA, SALVO QUE 
SE ESTÉ ANTE UNA "ABIERTA OPORTUNIDAD PARA PROVEER". 
De conformidad con el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, 
el recurso de queja procede contra las resoluciones que se dicten durante la 
tramitación del juicio que no admitan expresamente el recurso de revisión y 
que por su naturaleza trascendental o grave puedan causar perjuicio alguno 
a las partes, no reparable en la sentencia definitiva. Así, por regla general, 
cuando una de las partes reclama exclusivamente la omisión del Juez de Dis
trito de proveer sobre sus pruebas ofrecidas, el acto recurrido no puede sub
sumirse a esa hipótesis jurídica. Esto, pues dadas las condiciones procesales 
necesarias el Juez de Distrito estaría en posibilidad de pronunciarse sobre su 
admisión o no y, en su caso, de suceder esto último, estar en aptitud de inter-
poner el recurso de queja correspondiente para que el Tribunal Colegiado de 
Circuito analice la legalidad de dicha decisión, conforme a la jurisprudencia 
P./J. 37/97, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
"PRUEBAS. SU DESECHAMIENTO EN UN JUICIO DE AMPARO, MEDIANTE 
AUTO DICTADO POR UN JUEZ DE DISTRITO ANTES DE LA AUDIENCIA CONS
TITUCIONAL, ES IMPUGNABLE EN QUEJA Y NO EN REVISIÓN.". No obstante, 
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si el Tribunal Colegiado de Circuito advierte del escrito del recurso de queja, del 
auto recurrido o de las constancias, que se está ante una "abierta oportuni-
dad para proveer" sobre los medios probatorios ofrecidos, entonces sí será 
procedente el recurso de queja, y deberá considerarse una actuación de natu
raleza trascendental y grave que puede causar perjuicio a una de las partes, 
y convertirse en un obstáculo procesal que impida el acceso a la justicia, el 
derecho de defensa, recurso judicial efectivo o dilate injustificadamente 
la culminación de este medio de control constitucional que debe ser expedito 
para la protección de los derechos fundamentales de los gobernados. Situación 
que se presenta cuando la autoridad responsable ya rindió su informe justifi
cado, se integró la litis; se difirió la primera fecha señalada para la audiencia 
constitucional, donde generalmente ya se ofertó la totalidad del material pro-
batorio. Y, por su parte, el juzgador omite proveer la petición de admisión, sin 
motivación alguna.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.
III.1o.C.9 K (10a.)

Queja 147/2019. Punto Vertical S.A. Promotora de Inversión de C.V. 26 de junio de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Martha Leticia Muro Arellano. Secretario: Antonio 
Rodrigo Mortera Díaz.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 37/97 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, junio de 1997, página 87, 
con número de registro digital: 198409.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO EN EL QUE EL 
JUEZ SE INHIBE DE CONOCER DE LA DEMANDA POR RAZÓN DE 
TERRITORIO Y DEJA A DISPOSICIÓN DEL ACTOR LOS DOCUMEN­
TOS EXHIBIDOS CON ÉSTA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 
En la jurisprudencia 1a./J. 16/2014 (10a.), de título y subtítulo: "COMPETEN-
CIA. LA FACULTAD DE LOS TRIBUNALES PARA INHIBIRSE DEL CONOCI-
MIENTO DE UN ASUNTO EN EL PRIMER PROVEÍDO, SIGNIFICA DESECHAR 
LA DEMANDA Y PONERLA A DISPOSICIÓN DEL ACTOR CON SUS ANEXOS, 
MAS NO ENVIARLA A OTRO TRIBUNAL.", la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación estableció que de acuerdo con los artículos 
1115 del Código de Comercio y 165 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal (hoy Ciudad de México) y sus similares en otros ordenamien
tos, los tribunales están facultados para inhibirse del conocimiento de asuntos 
cuando consideren no tener competencia para ello, siempre y cuando lo 
hagan en el primer proveído respecto de la demanda; que el ejercicio de esa 
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facultad significa desechar ese escrito inicial y ponerlo a disposición del actor 
con sus anexos, pero no enviarlo a otro tribunal que se considere competen-
te; que lo anterior resulta así, porque en el contexto de la disposición, la pala-
bra "inhibirse" está usada en su acepción más simple de abstenerse o dejar de 
actuar, lo cual se cumple con el abandono del conocimiento del asunto 
mediante el desechamiento de la demanda, en razón que de considerar que 
en tal caso debe remitirse el escrito inicial a otro tribunal que se considere 
competente, conduciría a un contrasentido, porque implicaría suscitar una 
cuestión de competencia por el propio tribunal, lo cual está prohibido en los 
preceptos señalados; consecuentemente, el auto por el cual el Juez se inhibe 
de conocer de la demanda por razón de territorio y deja a disposición del 
actor los documentos exhibidos con ésta, si bien no constituye de forma 
expresa un desechamiento, por sus efectos y consecuencias, resulta equipa-
rable a éste en términos de la jurisprudencia referida; por ende, al ser una deter
minación en la que finalmente no se admite la demanda, actualiza el supuesto 
de procedencia del recurso de queja previsto en el artículo 1.393, fracción I, del 
Código de Procedimientos Civiles del Estado de México y no el de apelación 
que prevé el diverso 1.51 del propio ordenamiento, en virtud de que el último 
medio de impugnación citado está reservado exclusivamente para aquellos 
casos en los que el juzgador se considere incompetente por razón de materia, 
grado o cuantía y se inhiba del conocimiento del negocio.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.4o.C.32 C (10a.)

Amparo directo 650/2019. Baltazar González Vilchis. 31 de octubre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Javier Cardoso Chávez. Secretario: Manuel López Reyes.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 16/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de abril de 2014 a las 10:40 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo I, 
abril de 2014, página 611, con número de registro digital: 2006095.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO POR EL QUE EL 
JUEZ DE DISTRITO NIEGA AL QUEJOSO LA PUBLICACIÓN DE LOS 
EDICTOS CON CARGO AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDE­
RAL PARA EMPLAZAR AL TERCERO INTERESADO, AL NO ESTAR 
DEMOSTRADA SU INSOLVENCIA ECONÓMICA. Conforme a la frac
ción I, inciso e), del artículo 97 de la Ley de Amparo, el recurso de queja pro-
cede contra las resoluciones dictadas durante la tramitación del juicio o del 
incidente de suspensión, que reúnan los siguientes requisitos: 1) que no 
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admitan expresamente el recurso de revisión; y, 2) que por su naturaleza 
trascendental y grave puedan causar un daño o perjuicio a cualquiera de las 
partes no reparable en la sentencia definitiva. Así, el auto por el cual el Juez 
de Distrito niega al quejoso la publicación de los edictos con cargo al Con
sejo de la Judicatura Federal para emplazar al tercero interesado, bajo el 
argumento de que no se encuentra demostrada su insolvencia económica, 
reúne tales exigencias, en la medida en que, en cuanto al primer requisito, 
del artículo 81 de la ley referida se advierte que el diverso recurso de revisión 
no procede contra un auto de esa naturaleza y, por lo que respecta al segundo, 
debe decirse que se explica, dada la importancia de que el tercero intere
sado sea emplazado al juicio, pero sobre todo por las consecuencias que 
tendría la falta del mismo, pues podría generarse el sobreseimiento en el 
juicio, en términos del artículo 63, fracción II, de la citada ley e, inclusive, una 
eventual reposición del procedimiento, lo que ocasionaría un perjuicio irre
parable para el quejoso, máxime si manifestó dentro del procedimiento su 
imposibilidad material para sufragar los gastos de los edictos correlativos 
que tienden, precisamente, a dar a conocer al tercero interesado la existencia 
del juicio, por lo que un emplazamiento deficiente generaría la reposición del 
procedimiento, además de un daño irreparable, dado que el juzgador ya no 
tendría la oportunidad durante la secuela procesal de ocuparse de él.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.66 K (10a.)

Queja 112/2019. 20 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss 
Capistrán. Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE RECLAMACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPRO­
CEDENTE CONTRA ACUERDOS MERAMENTE INSTRUMENTALES 
DEL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO. El ar
tículo 104 de la Ley de Amparo prevé que el recurso de reclamación procede 
contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación o por los presidentes de sus Salas o de los Tribunales 
Colegiados de Circuito, y podrá interponerse por cualquiera de las partes, por 
escrito dentro del plazo de tres días siguientes al en que surta sus efectos la 
notificación de la resolución impugnada, en el que se expresen los agravios; 
sin embargo, no toda resolución de trámite ocasiona un perjuicio a las partes, 
sino solamente aquellas que definan un derecho, lo restrinjan o anulen defi
nitivamente. Por tanto, los acuerdos dictados por el presidente del Tribunal 
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Colegiado de Circuito, de carácter meramente instrumental, que por lo mismo 
no impongan un medio de apremio, restrinjan algún derecho, o bien, dese
chen un recurso o medio de impugnación, no causan perjuicio al recurrente, 
por lo que contra ese tipo de proveídos la reclamación es improcedente, toda 
vez que está ausente el perjuicio, como elemento imprescindible para que 
tenga alguna eficacia práctica la resolución que llegara a dictarse.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.65 K (10a.)

Recurso de reclamación 3/2016. 17 de marzo de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Toss Capistrán. Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera.

Recurso de reclamación 9/2019. 20 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Toss Capistrán. Secretario: Arturo Navarro Plata.

Recurso de reclamación 10/2019. 3 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Toss Capistrán. Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE RECONSIDERACIÓN PREVISTO EN EL REGLAMENTO 
DE QUEJAS MÉDICAS Y SOLICITUDES DE REEMBOLSO DEL INSTI­
TUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJA­
DORES DEL ESTADO, VIGENTE HASTA EL 28 DE ABRIL DE 2017. 
CONTRA SU RESOLUCIÓN PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. La resolución emitida en el recurso de re-
consideración previsto en el Reglamento de Quejas Médicas y Solicitudes de 
Reembolso del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado, vigente hasta el 28 de abril de 2017, es impugnable ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, por encontrarse regulado por la Ley Fede-
ral de Procedimiento Administrativo, como lo señala el artículo 11 del propio 
reglamento, al tratarse de una determinación que pone fin al procedimiento, 
por ejemplo, al de reembolso solicitado por el derechohabiente. Lo anterior, por
que si la fracción XII del artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa establece que este órgano conocerá de los juicios que 
se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y proce
dimientos, entre los cuales se encuentran "las dictadas por las autoridades 
administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una ins-
tancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal de Proce
dimiento Administrativo", procede el juicio contencioso administrativo contra 
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la resolución emitida en el recurso de reconsideración, al encuadrar en esta 
última hipótesis normativa.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.A.5 A (10a.)

Amparo directo 605/2018. Juan Manuel Cárcamo Sánchez. 30 de mayo de 2019. Unani-
midad de votos. Ponente: Roberto Castillo Garrido. Secretaria: Adriana Mora Saiz 
Calderón.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. PROCEDE CONTRA LAS SENTEN­
CIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE 
DECLAREN LA NULIDAD DE UNA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL 
CONSEJO NACIONAL PARA PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN, EN 
LA QUE DETERMINÓ QUE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL INCURRIÓ EN DISCRIMINACIÓN INDIRECTA EN PERJUICIO 
DE UN MATRIMONIO DE PERSONAS DEL MISMO SEXO, AL NEGAR LA 
PENSIÓN DE VIUDEZ. Para efectos de la procedencia del recurso de revisión 
fiscal, la importancia se entiende como "calidad de lo que importa, de lo que es 
muy conveniente, o interesante o de mucha entidad o consecuencia". Mientras 
que trascendencia denota "resultado, consecuencia de índole grave o muy 
importante". Por otra parte, si bien es cierto que la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación se ha pronunciado en cuanto al tema de la discriminación indirecta, 
también lo es que no ha realizado el análisis de los artículos 154, fracción III, 
de la derogada Ley del Seguro Social de 1973 ni 132, fracción I, de la vigente, en 
relación con el requisito de la temporalidad de los matrimonios integrados por 
personas del mismo sexo, a fin de que puedan obtener una pensión de viudez. 
En estas condiciones, un asunto sobre ese tema se considera importante, en 
razón de que implica fijar el alcance del derecho humano a la no discriminación, 
en su vertiente indirecta, aplicado a la prerrogativa de la pensión de viudez 
prevista en la Ley del Seguro Social, en un matrimonio de una pareja del mismo 
sexo y, por el mismo motivo es trascendente, pues se establecerá el criterio 
concerniente a si en las normas generales señaladas y, en el caso específico, 
aplica el esquema del derecho humano indicado, esto es, a no ser infravalorado 
por motivo de una condición o característica personal, derivada de factores 
estructurales y no de manera explícita y, en su caso, cuáles son los factores rele-
vantes para determinar si ese derecho fue vulnerado o no. Por tanto, el recurso 
de revisión fiscal procede contra las sentencias del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa que declaren la nulidad de una resolución dictada por el Consejo 
Nacional para Prevenir la Discriminación, en la que determinó que el Instituto 
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Mexicano del Seguro Social incurrió en discriminación indirecta en perjuicio de 
un matrimonio de personas del mismo sexo, al negar la pensión de viudez, al 
actualizarse los supuestos de importancia y trascendencia, previstos en el artícu
lo 63, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.9o.A.120 A (10a.)

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 196/2019. 
Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación. 22 de agosto de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Edwin Noé García Baeza. Secretario: Jorge Arturo Acosta Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE REVOCACIÓN. ES OPORTUNO, AUN CUANDO SE IN­
TERPONGA ANTES DE QUE SE NOTIFIQUE EL AUTO RECURRIDO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA). El artículo 667 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado de Oaxaca establece que el recurso 
de revocación puede pedirse verbalmente al notificarse la determinación res-
pectiva o por escrito dentro de las veinticuatro horas siguientes a su notifica-
ción, mientras que el artículo 73 del código en cita, prevé que las notificaciones 
hechas en forma distinta a la prevenida en la ley, serán nulas, pero si la per-
sona notificada se hubiese manifestado sabedora de la providencia, la notifi-
cación surte desde ese momento sus efectos como si estuviese legítimamente 
hecha. De ahí que la interposición del recurso a pesar de que el auto recurrido 
no fuera notificado legalmente, no es motivo suficiente para no admitirlo, en 
razón de que el legislador sólo quiso establecer un límite temporal a las partes 
para ejercer su derecho a recurrir las determinaciones que les agravian, sin 
que se advierta disposición alguna que prohíba la interposición del recurso 
de revocación cuando todavía no se notifique legalmente el auto impugnado, 
pues tal anticipación no infringe, ni sobrepasa el plazo otorgado por la ley para 
interponerlo. De modo que si la ley no limita ni considera extemporánea la 
presentación, el derecho a inconformarse debe ser garantizado por la autori-
dad jurisdiccional.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA 
DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO.

XIII.2o.C.A.2 C (10a.)

Amparo en revisión 86/2019. Irma Judith Sánchez Méndez. 20 de septiembre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Guzmán González. Secretario: David 
Rojas Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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REMATE. LA EXCEPCIÓN A LA REGLA CONTENIDA EN EL ARTÍCU­
LO 107, FRACCIÓN IV, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO, NO 
SE ACTUALIZA CUANDO QUIEN SE OSTENTA COMO QUEJOSA, 
NO ES PARTE PROCESAL DEL JUICIO DE ORIGEN Y SÓLO SE APER­
SONÓ A ÉL, EN AQUELLA ETAPA, A DEDUCIR SU DERECHO DEL 
TANTO O COMO ACREEDOR [ALCANCES DE LA JURISPRUDENCIA 
1a./J. 13/2016 (10a.)]. De acuerdo con el artículo 107, fracción IV, último pá-
rrafo, de la Ley de Amparo, tratándose del procedimiento de remate, el juicio 
de amparo sólo será procedente contra la última resolución dictada en aquél, 
entendida ésta, como aquella que en forma definitiva ordena el otorgamiento 
de la escritura de adjudicación o la entrega de los bienes rematados; lo que, 
incluso, ha sido considerado dentro de la tesis de jurisprudencia 1a./J. 
13/2016 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción. No obstante lo anterior, al no establecer dicho numeral, de manera pun-
tual y concreta, en contra de qué sujetos es aplicable dicha regla, puede 
inferirse, de una interpretación lógica y sistemática, que dicho supuesto sólo 
cobra aplicación respecto de las partes procesales del juicio, y más en espe-
cífico, contra el ejecutado (demandado), pues es en quien recaen, indistinta-
mente, esas órdenes (escrituración y entrega del bien rematado). En esa medida, 
cuando quien se ostenta como quejosa en el juicio de amparo, no es parte 
procesal del juicio de origen, puesto que si bien quedó integrada a la litis, 
únicamente en esa etapa (remate), sólo se le llamó o apersonó a deducir su 
derecho del tanto, al ser copropietaria del bien inmueble objeto del remate 
(que lo asimila a la de un acreedor); es indudable que no se actualiza la regla 
citada, toda vez que si bien es cierto que quedó sujeta a las reglas de esa 
etapa (remate), también lo es que ello no acontece en cuanto a los fines de la proce-
dencia del amparo, porque su actuar únicamente puede ser en la medida en 
que dicho litigio se lo permita y que el mismo le pueda deparar algún perjui-
cio pues, se insiste, su actuación se circunscribe a esa etapa. Con base en 
ello, es de indicarse, que la última resolución de dicho procedimiento que 
afecta a la quejosa (copropietaria), lo es el fincamiento y adjudicación del in-
mueble, que es la actuación anterior a la orden de escrituración y entrega del 
citado bien, por ser a partir de ese momento en que se le causa una afectación 
en sus derechos. Además, porque esa última actuación (fincamiento y adju-
dicación) es en la que la quejosa puede tener injerencia, pues ésta ya no 
podrá ser motivo de análisis en la última resolución del procedimiento de re-
mate que la Ley de Amparo regula para la procedencia del amparo indirecto; 
pues en ella, en todo caso, sólo podrán tener injerencia, el ejecutado y el eje-
cutante del bien inmueble.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.
IV.2o.C.15 C (10a.)
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Queja 188/2019. Adriana Guadalupe Villarreal Montemayor. 3 de octubre de 2019. Unani-
midad de votos. Ponente: José Jorge López Campos. Secretario: Luis Román Lechuga 
Ramírez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 13/2016 (10a.), de título y subtítulo: "REMATE. 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, LA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE, ES LA QUE INDISTINTAMENTE ORDENA 
OTORGAR LA ESCRITURA DE ADJUDICACIÓN, O BIEN ENTREGAR LA POSESIÓN 
DE LOS BIENES INMUEBLES REMATADOS (LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 
3 DE ABRIL DE 2013)." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 22 de abril de 2016 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo II, abril de 2016, página 1066, 
con número de registro digital: 2011474.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESOLUCIÓN "DE MERO TRÁMITE" EN EL PROCESO PENAL ACUSA­
TORIO. NO LA CONSTITUYE LA DETERMINACIÓN DEL TRIBUNAL DE 
ALZADA DE SUSPENDER EL TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN 
POR HABERSE DECRETADO EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN LA 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO COMO FORMA DE SO­
LUCIÓN ALTERNA. El recurso de revocación, regulado en los artículos 465 
y 466 del Código Nacional de Procedimientos Penales, procede en cualquier 
etapa del procedimiento penal en el que intervenga la autoridad judicial, con-
tra resoluciones de "mero trámite" que se resuelvan sin sustanciación, del cual 
conocerá el mismo órgano que las emitió. Ahora bien, resoluciones de mero 
trámite son aquellas que no determinan el inicio, conclusión o modificación de 
una fase procesal, tampoco la naturaleza o calidad de las partes que intervie-
nen, ni de las cuestiones que integran la litis en el proceso, esto es, son aque-
llas en las que no se pueden esbozar consideraciones que impliquen analizar 
cuestiones de fondo del asunto o el estudio concienzudo propio de una reso-
lución y no de un acuerdo de mero trámite. En estas condiciones, la determi-
nación del tribunal de alzada de suspender el trámite del recurso de apelación 
por haberse decretado en la carpeta de investigación la suspensión condicional 
del proceso como forma de solución alterna, no puede considerarse llanamente 
como una resolución de mero trámite, pues por virtud de ella se paraliza la sus
tanciación del procedimiento y, por ende, se impide la conclusión del asunto 
con el dictado de la resolución correspondiente e, incluso, puede dar lugar a 
la extinción de la acción penal, acorde con los artículos 191 y 485, fracción X, del 
código citado, pues la suspensión condicional del proceso es el planteamiento 
formulado por el Ministerio Público o por el imputado, el cual contendrá un 
plan detallado sobre el pago de la reparación del daño y el sometimiento del 
imputado a una o varias de las condiciones que refiere el capítulo de esa co-
dificación donde se encuentra contenida esa solución alterna, que garanticen 
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una efectiva tutela de los derechos de la víctima u ofendido y que, en caso de 
cumplirse, pueda dar lugar a la extinción de la acción penal.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.264 P (10a.)

Amparo en revisión 164/2019. 24 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Luis 
Pérez de la Fuente. Secretario: Miguel Enrique Hidalgo Carmona.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL JUEZ DE CONTROL EN EL RECURSO 
INNOMINADO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIO­
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. EN SU CONTRA ES INNECESA­
RIO AGOTAR MEDIO DE DEFENSA ALGUNO, PREVIO A PROMOVER 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. Del artículo mencionado se advierte 
que la resolución que emita el Juez de control en sus términos, no admite re
curso alguno, lo que significa que en su contra son improcedentes tanto 
la apelación como la revocación, con independencia de que el juzgador haya 
dado trámite al recurso y analizado el fondo de la controversia, o bien, resuelto 
sin mayor trámite. De ahí que contra la resolución emitida por el Juez de con
trol en el recurso innominado previsto en el citado numeral procedería, en su 
caso, el juicio de amparo indirecto, sin necesidad de agotar algún otro recurso 
o medio de defensa que conceda la ley ordinaria, pues de estimar lo contrario 
no sólo se estaría introduciendo un recurso no previsto por la ley, sino tam
bién se actuaría en perjuicio de la pronta impartición de justicia, a que se 
refieren los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 16 del Código Nacional de Procedimientos Penales.

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.10o.P.33 P (10a.)

Amparo en revisión 125/2019. 13 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Silvia 
Estrever Escamilla. Secretario: Aureliano Pérez Telles.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESPONSABILIDAD CIVIL SUBJETIVA EXTRACONTRACTUAL POR 
ACTUACIONES MÉDICAS. SI QUIEN LA RECLAMA FORMA PARTE 
DE UN GRUPO VULNERABLE, PARA PROBAR EL NEXO CAUSAL 
ENTRE LA ACTUACIÓN Y EL DAÑO MATERIAL O MORAL, DEBE APLI­
CARSE LA TÉCNICA PROBATORIA DENOMINADA "OPORTUNIDAD 
PERDIDA". Los estudios de razonamiento probatorio han identificado que 
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cuando el asunto obedece a una omisión (de asistencia, insuficiencia o ina
decuada) la prueba del nexo causal entre el daño y la actuación médica plantea 
en la práctica serias dificultades, pues es difícil deslindar las lesiones deriva-
das inevitablemente de la agresión o enfermedad del paciente, sumado al 
desconocimiento médico de los gobernados, lo que tiene consecuencias im-
portantes en términos de justicia. Ahora bien, como la víctima tiene la carga 
de probar, la incertidumbre puede llevar a declarar que no existe responsabi-
lidad y, por tanto, generar injusticias al denegar toda indemnización. Por otro 
lado, una facilitación excesiva de la prueba para el nexo causal puede provo-
car otorgar indemnizaciones médicas en todos los casos, desconociendo que 
toda práctica médica conlleva un riesgo (por mínimo que sea), lo que a la 
larga pudiera afectar en conjunto los servicios de salud ante un número indis
criminado de pagos; de ahí que para enfrentar estas problemáticas, debe apli
carse una técnica probatoria denominada "oportunidad perdida", por lo que el 
planteamiento medular de esta técnica parte de que aunque no pueda pro-
barse que la actuación médica incorrecta causó el daño (porque la probabili-
dad de ese nexo causal no alcanza el estándar exigido), sí puede probarse 
que esa actuación hizo que se perdiera una oportunidad real y seria de evitarlo, 
y no esté demostrado que el daño se debiera a otras causas; dicha técnica 
probatoria conlleva utilizar tres requisitos: (i) Que la parte que reclama la indem-
nización por daño material o moral pertenezca a un grupo vulnerable; (ii) Que 
exista incertidumbre causal; es decir, que el proceso de prueba se haya cerrado 
sin éxito: sea porque no está probado por la actora que la causa del daño 
necesariamente fue por la actuación indebida de la demandada; o porque 
tampoco la demandada probó que el daño no se ocasionó por falta de aten-
ción oportuna, sino por otra causa; y, (iii) Debe estar probado con datos obje-
tivos que exista una posibilidad significativa de haber evitado el daño con el 
comportamiento debido; la cual debe ser real y seria, no abstracta y débil; 
consecuentemente, cuando quien reclama la responsabilidad civil subjetiva 
extracontractual por actuaciones médicas forma parte de un grupo vulnera-
ble, para probar el nexo causal entre la actuación y el daño material o moral, 
debe aplicarse la técnica probatoria denominada "oportunidad perdida".

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.
III.1o.C.32 C (10a.)

Amparo directo 100/2018. Eduardo Esquivias Jaime, su sucesión. 2 de octubre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Martha Leticia Muro Arellano. Secretario: Antonio 
Rodrigo Mortera Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 29 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, LA INSTITUCIÓN DE 
SALUD PÚBLICA Y EL PACIENTE SON CORRESPONSABLES, CUAN­
DO EL DAÑO RECLAMADO DERIVÓ DE QUE AQUÉLLA NO OTORGÓ 
EL TRATAMIENTO A UNA ENFERMEDAD CRÓNICO DEGENERATIVA 
QUE DIAGNOSTICÓ Y ÉSTE OMITIÓ SOLICITAR LA ATENCIÓN MÉ­
DICA OPORTUNAMENTE. El artículo 77 Bis 38, fracciones IV y X, de la Ley 
General de Salud prevé la obligación de los beneficiarios del sistema de salud 
de colaborar con los médicos, informándoles verazmente y con exactitud sobre 
sus antecedentes, necesidades y problemas de salud, así como hacer uso 
responsable de los servicios relativos. Por su parte, el principio 9 de la Decla-
ración de Lisboa de la Asociación Médica Mundial sobre los Derechos del 
Paciente establece la responsabilidad personal de cada individuo por su pro-
pia salud. En estas condiciones, cuando un paciente es diagnosticado opor-
tunamente con una enfermedad crónico degenerativa, pero los médicos de la 
institución de salud pública correspondiente no realizan las gestiones para 
que reciba el tratamiento médico y el control requeridos y años después sufre 
un daño en su salud como consecuencia de la complicación del padecimiento, 
así como de su omisión de solicitar la atención médica adecuada, no puede 
considerarse que se actualice una responsabilidad exclusiva del Estado, pues 
el daño reclamado derivó tanto de la omisión de canalizar al paciente para que 
tuviera el tratamiento correspondiente, como de la de éste, al no haber solicita
do esa atención médica oportunamente y hacer uso responsable de los servi-
cios de salud a los que tenía derecho. Por tanto, al ser ambas partes cocausantes 
del daño sufrido, son corresponsables en partes iguales, en términos del ar
tículo 29 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.4o.A.183 A (10a.)

Amparo directo 349/2019. José Antonio Cervantes Islas. 14 de noviembre de 2019. Una-
nimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Lorena Badiano 
Rosas.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. NO SE ACTUALI­
ZA POR LA PROHIBICIÓN DE REINCORPORAR AL SERVICIO A LOS 
MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL. Los hechos generadores de la responsabilidad patrimonial del Es-
tado derivan de las actividades administrativas irregulares, vinculadas directa, 
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clara y fehacientemente con el daño producido a los particulares. Concomitan
temente, en términos de la jurisprudencia 2a./J. 99/2014 (10a.), de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la regulación constitucio-
nal de la responsabilidad patrimonial del Estado excluye los casos donde el 
daño es producto del funcionamiento regular o lícito de la actividad pública o 
el particular tenga el deber de soportarlo. Por su parte, acorde con el artículo 
123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, cuando los miembros de las instituciones policiales de la Federa-
ción, de la Ciudad de México, de los Estados y los Municipios son separados 
de sus cargos por no cumplir con los requisitos que las leyes vigentes en el 
momento del acto señalen para permanecer en aquéllas o son removidos por 
incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones y la autoridad 
jurisdiccional resuelve que esa separación, remoción, baja, cese o cualquier 
otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo está 
obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tengan dere-
cho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera 
que sea el resultado del juicio o medio de defensa promovido. En consecuen-
cia, el hecho de que en sede jurisdiccional se haya demostrado que fue ilegal 
la separación del cargo de uno de los servidores públicos señalados, la prohi-
bición de reincorporarlo no actualiza la responsabilidad patrimonial del Estado 
porque, al tratarse de una restricción constitucional, no puede considerarse 
irregular o ilícita.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.4o.A.179 A (10a.)

Amparo directo 757/2018. Israel Roberto Arouesty Martínez. 3 de octubre de 2019. Una-
nimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 99/2014 (10a.), de título y subtítulo: "RESPONSA-
BILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. SU REGULACIÓN CONSTITUCIONAL EXCLU-
YE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA REGULAR O LÍCITA DE LOS ENTES ESTATALES." 
citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de 
diciembre de 2014 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 13, Tomo I, diciembre de 2014, página 297, con número 
de registro digital: 2008114.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ROPA DE TRABAJO Y UNIFORMES. AL TRATARSE DE UNA PRES­
TACIÓN EXTRALEGAL QUE SE ENTREGA A LOS TRABAJADORES EN 
SERVICIO ACTIVO, NO INCREMENTA EL SALARIO NI PROCEDE SU 
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PAGO RETROACTIVO COMO PRESTACIÓN AUTÓNOMA O EN CON­
CEPTO DE SALARIOS CAÍDOS, CUANDO SE DECRETA LA REINS­
TALACIÓN DEL TRABAJADOR SEPARADO INDEBIDAMENTE DE SU 
EMPLEO. La obligación contractual por parte del patrón de proporcionar, 
como prestación extralegal, ropa de trabajo y uniformes a sus empleados, 
debe entenderse que beneficia exclusivamente a quienes se encuentren en 
servicio activo, pues el propósito fundamental de la misma es que se utilice y 
consuma al realizar las actividades para las que se contrató, lo que no implica 
que aquélla deba ser entregada a los trabajadores que no han prestado sus 
servicios, como cuando se interrumpe la relación laboral con motivo de un des
pido injustificado atribuible al patrón, declarado ilegal, y en el que el tribunal 
laboral ordenó la reincorporación en sus funciones, pues aun ante esta cir
cunstancia no procedería su entrega con efectos restitutorios por todo el tiempo 
de la ruptura, puesto que no cumpliría su finalidad, esto es, que se use y 
consuma con motivo de las labores diarias desempeñadas, pues ante la ausen
cia de actividades (justificada o no) por parte del empleado, es claro que la 
necesidad de la ropa de trabajo y uniformes sólo se generó respecto de aquellos 
trabajadores que sí se han desempeñado ininterrumpidamente y que han 
resentido el desgaste normal de su indumentaria, por lo que para decidir 
sobre la procedencia de la citada prestación, el operador jurídico debe inter
pretar esa disposición contractual, partiendo del hecho incontrovertido de que 
se trata de una prestación extralegal, y con un sentido de utilidad y efecto 
práctico considere que dicha prestación, al ser similar a las herramientas y 
útiles de trabajo, los cuales van sufriendo el deterioro y menoscabo natural 
conforme al uso en la ejecución reiterada de las labores para las que están 
destinadas, tienen como objetivo fundamental desarrollar el trabajo encomen
dado de manera eficiente; sin embargo, no incrementan el monto del salario, 
sino que sólo se entregan con motivo de las actividades que deben realizarse 
y para su ejecución. Por consiguiente, cuando se decreta la reinstalación del 
trabajador separado indebidamente de su empleo, es improcedente su pago 
retroactivo como prestación autónoma o en concepto de salarios caídos.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.265 L (10a.)

Amparo directo 127/2019. 26 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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SALARIOS CAÍDOS DERIVADOS DE LA INSUMISIÓN AL ARBITRAJE. 
SE GENERAN HASTA QUE SE PAGAN LAS INDEMNIZACIONES PRIN­
CIPALES, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE EN DICHO PAGO NO SE 
INCLUYAN OTROS CONCEPTOS ACCESORIOS QUE SE GENERAN 
CON MOTIVO DE LA MORA EN QUE INCURRA EL DEUDOR (LEY FEDE­
RAL DEL TRABAJO VIGENTE HASTA EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2012). 
Conforme a la teoría general de la responsabilidad civil puede explicarse que los 
salarios caídos generados dentro de la ejecución de una resolución de insumi
sión al arbitraje, tienen una doble naturaleza, por un lado, la de ser resarcitorios 
del daño ocasionado por la mora en la que incurre el patrón por no pagar a 
tiempo las indemnizaciones principales derivadas de la no reinstalación y, por 
otro, la de ser sancionatorios e inhibitorios, en la medida en que tienden a pro
curar el pronto cumplimiento de las obligaciones principales establecidas en 
el laudo. Así, dichos salarios tienen su génesis, única y exclusivamente, en el 
cumplimiento tardío de las indemnizaciones principales, en razón de que la 
mora, como hecho generador de éstos, atiende necesariamente a la falta de 
pago de una diversa prestación preestablecida, respecto de la cual se busca 
su cumplimiento de forma coaccionada con la sanción de más salarios; así se 
advierte de los artículos 50 y 947 de la Ley Federal del Trabajo, vigentes hasta 
el 30 de noviembre de 2012, en los que el legislador, luego de precisar cuáles 
son las indemnizaciones que deben pagarse por la no reinstalación, dispuso que 
los salarios vencidos se cubrirán desde la fecha del despido hasta que se pa
guen "las indemnizaciones", lo que lógicamente implica que estén supeditados 
al cumplimiento de lo primero y no de sí mismos. En ese sentido, no se desco
noce el carácter indemnizatorio de los salarios caídos producidos por la mora, 
ya que una de sus funciones es la de resarcir el daño ocasionado por el 
cumplimiento retardado; sin embargo, el punto que debe acotarse es el hecho 
que los genera. En consecuencia, los salarios caídos se generan hasta que se 
pagan las indemnizaciones principales derivadas directamente de la no reins
talación (20 días por cada año de servicio y 3 meses de salario), con indepen-
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dencia de que en ese momento no se pague el total del adeudo respecto de 
diversos salarios que se hayan generado a la fecha, puesto que la falta de pago 
de estos últimos no produce a su vez más salarios, sino únicamente la mora 
en el cumplimiento de las prestaciones indemnizatorias principales –al ser su 
accesorio–; por lo que, pagadas las primeras, se entiende reparado el daño 
principal, cesando la generación de más salarios vencidos. Considerar lo con
trario, implicaría reconocer la existencia de una especie de "anatocismo" no 
previsto por la legislación laboral, provocando la generación de deudas inter-
minables para el patrón, dado que el pago de dichos salarios se encuentra 
supeditado a la liquidación que de ellos se haga en el incidente respectivo, lo 
cual naturalmente ocasiona que se sigan generando más salarios vencidos sin 
la posibilidad de cumplirse. Las anteriores conclusiones no se contraponen 
con la jurisprudencia 2a./J. 132/2006, en razón de que dicho criterio no tuvo 
el alcance de establecer que los salarios caídos dejan de generarse cuando 
se pagan las indemnizaciones junto con ellos mismos, al no haberse determi-
nado así expresamente en la tesis ni en la ejecutoria de la que derivó.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.11o.T.30 L (10a.)

Amparo en revisión 90/2018. Petróleos Mexicanos y otro. 9 de agosto de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Ángel Ponce Peña. Secretario: Luis Fernando Alfaro Palavicini.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 132/2006, de rubro: "SALARIOS CAÍDOS. SE GE-
NERAN DESDE LA FECHA DEL DESPIDO HASTA QUE LAS INDEMNIZACIONES 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO SON CUBIER-
TAS Y PUESTAS A DISPOSICIÓN DEL TRABAJADOR DE CONFIANZA, CUANDO SE 
EXIMIÓ AL PATRÓN DE LA REINSTALACIÓN." citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, septiembre de 
2006, página 309, con número de registro digital: 174173.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR EL COMITÉ TÉC­
NICO DEL CENTRO PENITENCIARIO RELACIONADAS CON LAS 
CONDICIONES DE INTERNAMIENTO. EL ANÁLISIS DEL CUMPLI­
MIENTO DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA LA PROCE­
DENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA, DEBE REALIZARSE 
CON BASE EN EL RECURSO DE REVISIÓN ANTE EL JUEZ DE EJECU­
CIÓN. La petición administrativa establecida en el artículo 107 de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, es el medio ordinario que debe agotarse para 
cuestionar los hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de vida 
digna y segura en los centros penitenciarios, antes de acudir al juicio de 
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amparo indirecto. Sin embargo, de aceptar que también las sanciones disci
plinarias impuestas por el comité técnico que se relacionan con las condicio-
nes de internamiento, se impugnen mediante la petición administrativa, traería 
como consecuencia que la persona que dirige el cuerpo colegiado que impuso 
la sanción, sea la que –de forma individual– revise la medida disciplinaria 
impuesta. Por tanto, cuando se impugnan cuestiones relacionadas con el 
régimen disciplinario –particularmente las sanciones disciplinarias impuestas 
por el comité técnico del centro penitenciario– el medio de defensa que debe 
interponerse por el inconforme es el recurso de revisión establecido en el 
artículo 48 de la propia ley. Ello, no obstante que las sanciones pudieran estar 
relacionadas con las condiciones de internamiento. Aspectos que cobran rele
vancia al momento de que el juzgador estudie si se cumplió con el principio 
de definitividad que impera en el juicio de amparo, pues deberá realizar el 
análisis con base en el medio ordinario que efectivamente procede; de modo 
que, de combatir mediante el amparo una resolución del comité mencio
nado sin haber agotado el recurso de revisión, se actualizaría la causa de 
improcedencia establecida en el artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, 
salvo que operara alguna excepción al principio de definitividad.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO 
CIRCUITO.

II.4o.P.13 P (10a.)

Queja 217/2019. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz 
Landa. Secretaria: Sujey Azucena Villar Godínez.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR EL COMITÉ TÉC­
NICO DEL CENTRO PENITENCIARIO. SON IMPUGNABLES ANTE EL 
JUEZ DE EJECUCIÓN A TRAVÉS DEL RECURSO DE REVISIÓN Y NO 
MEDIANTE LA PETICIÓN ADMINISTRATIVA ANTE EL DIRECTOR 
DEL CENTRO, AUN CUANDO AQUÉLLAS PUDIERAN RELACIONARSE 
CON LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO. De conformidad con el 
artículo 107 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, las personas privadas 
de la libertad, a nombre propio o de manera colectiva, están legitimadas para 
presentar una petición administrativa ante el director del centro penitenciario 
en contra de los hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de 
internamiento. En ese sentido, la petición administrativa puede resultar un 
medio de defensa idóneo para determinar si se ha incurrido o no en una afec
tación al principio rector del sistema penitenciario de vida digna y segura en 
reclusión y, en su caso, proveer lo necesario para remediarla. Sin embargo, 
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cuando se impugne la resolución del comité técnico del centro penitenciario 
que impone sanciones disciplinarias, no procede la petición administrativa, 
sino la revisión ante el Juez de Ejecución establecida en el artículo 48 de la 
propia ley. Ello, no obstante que la sanción pudiera estar relacionada con las 
condiciones de internamiento, pues los aspectos de internamiento por los que 
procede la petición administrativa ante el director del centro penitenciario, no 
comprenden las situaciones en las que se encuentre el recluso, derivadas de 
una resolución sancionatoria emitida por el comité técnico respectivo, sino 
aquellas circunstancias en las que se encuentre de forma regular por el propio 
entorno del centro y que debe modificarse para propiciar o garantizar el nivel 
decoroso de vida en reclusión para todas las personas privadas de la libertad 
que pretende el modelo penitenciario actual.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO 
CIRCUITO.

II.4o.P.12 P (10a.)

Queja 217/2019. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz 
Landa. Secretaria: Sujey Azucena Villar Godínez.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SANCIONES IMPUESTAS POR EL COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO 
PENITENCIARIO. SE REGULAN BAJO EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO 
PREVISTO EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, AUN 
CUANDO PUDIERAN RELACIONARSE CON LAS CONDICIONES DE 
INTERNAMIENTO. La Ley Nacional de Ejecución Penal prevé varios regí-
menes relacionados con el internamiento por prisión preventiva, la ejecución 
de penas y las medidas de seguridad impuestas como consecuencia de una 
resolución judicial, siendo los principales los siguientes: i) internamiento: en 
el que se reglamentan las condiciones de las personas privadas de su libertad 
que deberán garantizar una vida digna y segura; ii) disciplinario: en el cual se 
establece que la determinación de las faltas disciplinarias estará a cargo del 
comité técnico del centro penitenciario; y, iii) traslados de las personas dete-
nidas: en el que se regulan los voluntarios, involuntarios y excepcionales o 
urgentes. A partir de ello, las peticiones administrativas pueden promoverse 
ante la autoridad penitenciaria contra los hechos, actos u omisiones rela
cionados con las condiciones de internamiento, que estarán reguladas bajo 
dicho régimen, conforme a los artículos 107 a 117 de la ley mencionada. Sin 
embargo, es bajo el régimen disciplinario mediante el que se regulan las 
sanciones impuestas por el comité técnico del centro penitenciario corres-
pondiente. A este régimen le es aplicable otro trámite y medios de impugnación 
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diversos al de internamiento, que se encuentran regulados en los artículos 38 
a 48 de la ley referida. Ello, no obstante que las sanciones pudieran estar rela
cionadas con las condiciones de internamiento.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO 
CIRCUITO.

II.4o.P.11 P (10a.)

Queja 217/2019. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz 
Landa. Secretaria: Sujey Azucena Villar Godínez.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SEGURO DE VIDA INSTITUCIONAL PARA SERVIDORES PÚBLICOS. 
ES INNECESARIO QUE EL ASEGURADO CUENTE CON UN FOR­
MATO ESPECÍFICO DE BAJA DE LA DEPENDENCIA PARA LA QUE 
LABORABA Y PROCEDA SU PAGO, YA QUE NO ES UN REQUISITO 
NECESARIO PARA QUE PROSPERE LA INDEMNIZACIÓN NI, POR 
ENDE, PARA QUE INICIE A PARTIR DE LA FECHA DE SU ENTREGA A 
AQUÉL, EL TÉRMINO DE LA PRESCRIPCIÓN. Conforme a las cláusulas 
de las condiciones del seguro de vida institucional, para el caso de incapaci-
dad total o incapacidad permanente total o invalidez, el siniestro se actualiza 
cuando se da la baja del asegurado en la secretaría, organismo autónomo o 
entidad correspondiente, por lo que, para el pago de la suma asegurada de-
berá presentarse a la compañía aseguradora, entre otros, el aviso de baja de 
la dependencia, o bien, la hoja única de servicios, pudiendo exhibirse a la ase
guradora cualquiera de los dos documentos mencionados. En esa virtud, para 
los efectos de la prescripción, ésta debe comenzar a partir de la fecha de baja 
y no a partir de aquella en que el asegurado recibe el formato correspondien-
te del organismo o dependencia gubernamental, puesto que mientras que el 
asegurado presente a la aseguradora un documento oficial del que pueda 
desprenderse la fecha de su baja y su motivo, no existe obstáculo para que la 
aseguradora, en su caso, pague el seguro; de ahí que no es necesario que 
el asegurado cuente con un formato específico de baja de la dependencia 
para la que laboraba, para que proceda el pago, ya que no es un requisito nece
sario para que prospere la indemnización ni, por ende, para que inicie, a par-
tir de la fecha de su entrega al asegurado, el término para la prescripción.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.8o.C.80 C (10a.)

Amparo directo 573/2019. Sandra Luz Vega Rojas. 11 de septiembre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Ma. del Refugio González Tamayo. Secretario: Roberto Sáenz 
García.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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SENTENCIA DE AMPARO. CUANDO SE TRATA DEL CUMPLIMIEN­
TO DE UN CONVENIO EN CANTIDAD LÍQUIDA, NO PUEDE DECLA­
RARSE CUMPLIDA CON PAGOS PARCIALES. De la interpretación del 
artículo 196 de la Ley de Amparo, el cumplimiento de las ejecutorias debe ser 
total, sin excesos ni defectos, de ahí que si se concede la protección constitu-
cional para que se dé el cumplimiento total de un convenio que, además, se 
ha fijado en una cantidad específica, con esa determinación la autoridad res-
ponsable queda vinculada a llevar a cabo todos los actos necesarios para 
satisfacer el importe en su totalidad, sin que pueda archivarse el asunto por 
haberse recibido pagos parciales, en virtud de que se trata de un todo inte-
gral, que solamente puede declararse cumplido cuando se paga el impor-
te completo.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO 
CIRCUITO.

VI.1o.T.12 K (10a.)

Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 24/2019. Belinda Lechuga Hernández. 20 de septiembre de 2019. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. Secretaria: Diana Berenice Gil 
Pérez.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

SENTENCIA DE AMPARO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETI­
CIÓN. FORMA EN QUE DEBE PROCEDER EL JUZGADOR PARA LO­
GRAR SU CUMPLIMIENTO CUANDO LA RESPONSABLE ALEGUE 
IMPOSIBILIDAD POR CASO FORTUITO. Para que la respuesta dada por 
la autoridad administrativa a la petición de un particular, en términos del ar
tículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sea con
gruente, debe ser definitiva y concluyente, lo cual conlleva, en caso de que se 
requiera la sustanciación de un procedimiento, informar al peticionario los trá
mites que se realicen para acatar la ejecutoria. En esas circunstancias, cuan-
do en cumplimiento a una sentencia que concedió el amparo por violación al 
derecho de petición, derivado de la omisión de la autoridad de atender dicha 
prerrogativa, la responsable alegue imposibilidad por caso fortuito, verbigracia, 
el extravío o destrucción del escrito de petición con motivo de algún acontecimien
to natural (sismo), el juzgador, al ser rector del procedimiento de cumplimiento 
del fallo protector debe requerir inclusive al quejoso para que, a fin de acele-
rar la emisión de la respuesta, coadyuve con la autoridad y, hecho lo anterior, 
verifique que aquélla sea congruente, concluyente y definitiva a la petición del 
quejoso y se le notifique personalmente, además de formular los requerimien
tos necesarios a la autoridad responsable para ese fin.
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VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.20o.A.40 A (10a.)

Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 4/2019. Gregoria Josefina Vite Rodríguez. 4 de abril de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Ma. Gabriela Rolón Montaño. Secretaria: Adriana Blanco López.

Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley 
de Amparo 32/2019. Francisco Lira Ortiz. 12 de septiembre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Guadalupe Ramírez Chávez. Secretaria: Yuritze Arcos López.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SENTENCIA DEFINITIVA PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA CONSTITUYE LA RESOLUCIÓN 
DEL TRIBUNAL DE ALZADA QUE DECIDE EN DEFINITIVA SOBRE LA 
ACREDITACIÓN DEL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL, AUN 
CUANDO NO CONTENGA PRONUNCIAMIENTO RESPECTO A LA IN­
DIVIDUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES Y REPARACIÓN DEL DAÑO. 
El artículo 170 de la Ley de Amparo dispone que el juicio de amparo directo 
procede, entre otros supuestos, contra sentencias definitivas. De acuerdo con 
la interpretación auténtica contenida en el segundo párrafo de su fracción I, las 
sentencias definitivas son aquellas que deciden el juicio en lo principal. A ese 
respecto, en materia penal la cuestión principal esencialmente consiste en 
dilucidar la existencia de un hecho que la ley punitiva tipifica como delito, así 
como la responsabilidad penal del procesado en su comisión. De ese modo, 
si en el marco del sistema procesal penal acusatorio, el acto reclamado es una 
sentencia dictada por un tribunal de alzada que revocó el fallo absolutorio dic
tado en primera instancia y consideró acreditados el delito y la responsabili-
dad penal del quejoso en su comisión, deviene incontrovertible que se trata de 
una resolución jurisdiccional que decide el juicio en lo principal, y al haber sido 
dictada por una autoridad de segunda instancia, no admite medio ordinario 
de defensa alguno por virtud del cual esa determinación sea susceptible de ser 
modificada o revocada. Por tanto, la circunstancia de que el acto reclamado no 
contenga pronunciamiento respecto a la individualización de las sanciones y 
reparación del daño, no le priva del carácter de sentencia definitiva para efec-
tos de la procedencia del juicio de amparo directo, en razón de que dichos as
pectos tienen carácter accesorio del tópico principal y, en todo caso, su falta 
de pronunciamiento es un vicio que atañe al estudio de fondo del asunto.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.266 P (10a.)
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Amparo directo 87/2019. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Irma Rivero 
Ortiz de Alcántara. Secretario: José Trejo Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. LA DICTADA EN PRIMERA INS­
TANCIA ADMITE EJECUCIÓN FORZOSA Y PROVISIONAL, POR 
TRATARSE DE UNA RESOLUCIÓN CAUTELAR, AUNQUE EN SU 
CONTRA SE INTERPONGA RECURSO DE APELACIÓN (LEGISLA­
CIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO).

AMPARO EN REVISIÓN 68/2019. 19 DE SEPTIEMBRE DE 2019. MAYO-
RÍA DE VOTOS. DISIDENTE: GABRIELA ELENA ORTIZ GONZÁLEZ. PONENTE: 
ALEJANDRO VARGAS ENZÁSTEGUI. SECRETARIO: LUIS ROBERTO JIMÉNEZ 
CABRERA.

CONSIDERANDO:

SÉPTIMO.—Análisis de los conceptos de violación. En el único concep-
to de violación, la quejosa sostiene que el oficio ********** de veintiocho de 
noviembre de dos mil dieciocho, que ordena ejecutar el tercer punto resolu-
tivo de la sentencia de doce de noviembre de esa anualidad, dictada en el 
juicio especial de alimentos **********, es ilegal y transgrede los principios 
de seguridad jurídica y legalidad previstos en el artículo 16 constitucional, 
pues por seguridad jurídica de la menor quejosa, antes de ejecutar la senten-
cia aludida debe estarse a las resultas del recurso de apelación interpuesto 
ante el tribunal de alzada, dado que aún no ha causado ejecutoria y, por ende, 
no ha sido vencida en juicio.

Lo anterior es infundado.

En relación con el concepto jurídico de cosa juzgada, cabe destacar 
que el procesalista Eduardo J. Couture,19 en su obra "Fundamentos del Dere-
cho Procesal Civil", señala que la cosa juzgada es una forma de autoridad y 
una medida de eficacia de una sentencia judicial cuando no existan contra ella 
medios de impugnación que permitan modificarla, y que esa autoridad con-
siste en la calidad, atributo propio del fallo que emana del órgano jurisdiccio-
nal cuando ha adquirido ese carácter definitivo y, por su parte, la medida de 

19 J. Couture, Eduardo, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Buenos Aires, Argentina: Roque 
Depalma Editor, 1958, pp. 401-402.
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eficacia se resume a la inimpugnabilidad, la inmutabilidad y la coercitividad. 
La primera ocurre cuando la ley impide todo ataque ulterior tendente a obte-
ner la revisión de la misma materia; la segunda, consiste en que, en ningún 
caso, de oficio o a petición de parte, otra autoridad podrá alterar los términos 
de una sentencia pasada en cosa juzgada; y, la tercera, se refiere a la eventua-
lidad de ejecución forzosa, esto es, como una consecuencia de las senten-
cias de condena que han adquirido dicha calidad, en el entendido de que esa 
consecuencia no implica que todas las sentencias de condena se ejecuten, 
pues será susceptible de ejecución si la parte lo pide.

Ahora bien, en relación con la forma de autoridad de la sentencia 
(calidad o atributo propio del fallo), los artículos 367 y 368 del Código Proce-
sal Civil del Estado de Guerrero, aplicables al caso concreto, disponen lo 
siguiente:

"Artículo 367. Cosa juzgada. Se considera pasada en autoridad de cosa 
juzgada, la sentencia que no está sujeta a impugnación por haber causado 
ejecutoria."

"Artículo 368. Declaración judicial de que la sentencia ha causado eje-
cutoria. Sólo se requerirá declaración judicial de que han causado ejecutoria, 
respecto de las sentencias de primera instancia que sean apelables. Procede 
la declaración en los siguientes casos:

"I. Cuando las sentencias hayan sido consentidas expresamente por 
las partes;

"II. Cuando, notificadas en forma, no son recurridas dentro del término 
señalado por la ley; y

"III. Cuando se interpuso recurso que no se continuó en la forma y tér-
minos legales o cuando quien lo interpuso se desistió. La declaración la hará 
el juzgador de oficio o a petición de parte en el caso de la fracción I. En el caso 
de la fracción II, la declaración se hará a petición de parte, excepto en el caso de 
divorcio voluntario en que la declaración se hará de oficio. En los casos de la 
fracción III, la declaración la hará el tribunal o el juzgador al resolver sobre 
la deserción o desistimiento del recurso. El auto que declara que la sentencia 
ha causado o no ejecutoria es recurrible en queja. En los demás casos, las sen-
tencias causarán ejecutoria por ministerio de ley, sin necesidad de declara-
ción expresa que lo indique, una vez que no estén sujetas a impugnación."

De acuerdo con las disposiciones legales citadas, la sentencia de pri-
mera instancia adquiere el atributo de cosa juzgada cuando no está sujeta a 
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impugnación alguna por haber causado ejecutoria; declaración judicial que 
sólo debe ser respecto de sentencias apelables cuando éstas fueron consen-
tidas expresamente por las partes; por no recurrirse dentro del plazo de ley; 
cuando interpuesto el recurso, no se continuó en la forma y términos legales 
o cuando quien lo interpuso desistió; y fuera de estos casos, cuando cause eje-
cutoria por ministerio de ley, esto es, sin necesidad de declaración expresa.

Luego, en relación con la medida de eficacia de una sentencia judicial, 
que constituye cosa juzgada, resumida a su coercitividad como consecuencia 
atribuible a los fallos de condena que han adquirido tal atributo; los diversos 
numerales 416, fracción II, 417, fracción I, 418, primer párrafo y 566 del código 
procesal anotado, disponen lo siguiente:

"Artículo 416. Procedencia de la ejecución forzosa. La ejecución forzosa 
tendrá lugar cuando se trate:

"I. De sentencias que tengan autoridad de cosa juzgada;

"II. De sentencias sin autoridad de cosa juzgada; pero respecto de las 
cuales procede, conforme a este código, la ejecución provisional;

"III. De transaciones (sic) y convenios celebrados en juicio o en escritura 
pública, y aprobados judicialmente;

"IV. De autos firmes;

"V. De laudos arbitrales firmes;

"VI. De títulos ejecutivos; y

"VII. De sentencias extranjeras cuya validez haya sido declarada por 
resolución firme conforme a este código."

"Artículo 417. Órganos competentes. Serán órganos competentes 
para llevar adelante la ejecución forzosa de las resoluciones judiciales los 
siguientes:

"I. El juzgador que haya conocido del negocio en primera instancia res-
pecto de la ejecución de sentencias definitivas que hayan causado ejecutoria, 
o las que lleven ejecución provisional;

"II. El juzgador que conozca del negocio principal, respecto a la ejecu-
ción de los autos firmes;
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"III. El juzgador que conozca del negocio en que tuvieren lugar respecto 
de la ejecución de los convenios aprobados judicialmente;

"IV. La ejecución de los laudos se hará por el juzgador competente de-
signado por las partes, y, en su defecto, por el del lugar del juicio; y

"V. La ejecución de la sentencia extranjera corresponderá al juzgador 
que declaró su validez."

"Artículo 418. Ejecución directa. Procederá la ejecución directa en los 
casos en que la ley o la resolución que se ejecute, la determinen y, además en 
los siguientes:

"I. Cuando se haga valer la cosa juzgada; y

"II. Cuando se trate de actos que deban cumplirse por terceros o por 
autoridades, como inscripciones en el Registro Público o Catastral, cancela-
ciones o anotaciones en el Registro Civil de sentencias declarativas o consti-
tutivas, y resoluciones que ordenen la admisión de pruebas, práctica de 
peritajes u otras diligencias en las que no tenga que intervenir necesariamen-
te el adversario de la parte que pida la ejecución.

"En estos casos, la ejecución directa se llevará a cabo a petición de 
parte interesada, y tan pronto como la resolución quede en estado de ser 
ejecutada."

"Artículo 566. Sentencia. La sentencia se pronunciará de manera breve 
y concisa, en el mismo momento de la audiencia de ser así posible o dentro 
de los cinco días siguientes. 

"Las resoluciones sobre alimentos que fueren apeladas, se ejecutarán 
sin fianza."

De lo anterior se puede desprender que compete al juzgador que cono-
ció del negocio en primera instancia, la ejecución forzosa y directa de la 
sentencia que tenga la autoridad de cosa juzgada, y de las que sin tenerla, 
proceda la ejecución provisional conforme lo disponga la ley, o bien, en los 
casos en que la ley o la resolución que se ejecute así lo determinen; y que 
respecto de las resoluciones que resuelvan sobre alimentos, siendo apela-
bles, procede su ejecución sin fianza. Sobre estas últimas, cabe destacar que 
la ley no hace distinción alguna en relación con el tipo de condena, esto es, 
que la ejecutividad de las sentencias de alimentos está condicionada a la 
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disminución o incremento del monto de la pensión, respecto del fijado previa-
mente como medida provisional.

En relación con las sentencias que resuelven sobre medidas cautela-
res, cabe citar nuevamente que el procesalista Eduardo J. Couture,20 señala 
que las medidas cautelares son previsiones que se encuentran expresamente 
en las leyes, y se decretan siempre mediante un conocimiento sumario, uni-
lateral y, en consecuencia, provisional. Asimismo, refiere que es posible 
modificar lo resuelto, ya sea a petición de parte, de oficio, por el superior en 
cumplimiento a un recurso, por ofrecimiento mediante contracautela, o por 
desestimarse la demanda principal; de manera que sobre estas providencias 
no puede hablarse de cosa juzgada sino en sentido meramente formal, por-
que no juzgan ni prejuzgan sobre el derecho del peticionante, y su extensión 
debe limitarse a lo estrictamente indispensable para evitar obstáculos ciertos 
y futuros.

En ese contexto, de la interpretación armónica y sistemática de los 
preceptos legales citados, en relación con los conceptos doctrinarios citados, 
se puede concluir que las sentencias de primera instancia que fueren apela-
bles, sólo tendrán la calidad o atributo de cosa juzgada cuando el órgano 
jurisdiccional que la emitió declare judicialmente que ésta ha causado ejecu-
toria, o bien, cuando dicha declaración sea por ministerio de ley (sin necesi-
dad de declaración expresa); de manera que sólo cuando ocurran estos 
supuestos procederá la ejecución forzosa o directa de las mismas y, por ex-
cepción, respecto de aquellas que aun sin tener tal calidad o atributo, proce-
de su ejecución provisional conforme a la ley.

Ahora bien, en el caso concreto, de las constancias que integran el 
expediente natural **********,21 se advierte que la Juez de origen, en lo que 
interesa, dictó sentencia el doce de noviembre de dos mil dieciocho bajo las 
consideraciones y puntos resolutivos siguientes:

"...En las narradas condiciones, resulta justo y apegado a derecho con-
denar al demandado **********, al pago de una pensión alimenticia definiti-
va a favor de su hija **********, del 30% (treinta por ciento) de las prestaciones 
ordinarias y extraordinarias que percibe mensualmente, en su centro de tra-
bajo...por consiguiente, gírese oficio al delegado regional de los Servicios 

20 J. Couture, Eduardo, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Buenos Aires, Argentina: Roque 
Depalma Editor, 1958, pp. 325-326.
21 Foja 334, misma fuente.
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Educativos de la Región Costa Grande, de la Secretaría de Educación en el 
Estado de Guerrero, para que realice en forma definitiva el descuento del por-
centaje señalado, del sueldo y demás prestaciones que percibe quincenal-
mente el demandado **********, a favor de su hija menor de edad **********, 
y la cantidad que resulte le sea entregada a su progenitora **********, para 
que por su conducto le sean suministrados los alimentos a la citada menor 
de edad.

"En base a lo anteriormente expuesto, y toda vez que se ha fijado como 
pensión alimenticia definitiva a favor de la menor de edad **********, el 30% 
(treinta por ciento) del sueldo y demás prestaciones ordinarias y extraordina-
rias que perciba en su fuente laboral, gírese el oficio ordenado en el párrafo 
que antecede a la fuente laboral del demandado, haciendo saber lo anterior, 
y que queda sin efecto la medida provisional de alimentos fijada en el auto de 
radicación de cinco de diciembre del año dos mil dieciséis.

"...

"PRIMERO.—**********, en representación de su menor hija 
**********, demostró los hechos constitutivos de su acción de alimentos, y 
el demandado **********, acreditó parcialmente sus defensas y la excep-
ción superviniente de nuevo acreedor alimentario, en consecuencia;

"SEGUNDO.—Se condena al demandado **********, al pago de una 
pensión alimenticia definitiva a favor de su hija **********, del 30% (treinta 
por ciento) del sueldo y demás prestaciones ordinarias y extraordinarias 
que percibe quincenalmente, en los términos y condiciones precisados en el 
último considerando de esta resolución.

"TERCERO.—Gírese el oficio correspondiente al delegado regional de 
los Servicios Educativos en Costa Grande, de la Secretaría de Educación del 
Estado de Guerrero, para que realice en forma definitiva el descuento del 30% 
(treinta por ciento) del sueldo y demás prestaciones ordinarias y extraordina-
rias que percibe **********, a favor de su menor hija **********, y la canti-
dad que resulte le sea entregada a la accionante **********, para que por su 
conducto se le administren los alimentos, en los términos y condiciones pre-
cisados en el último considerando del presente fallo.

"CUARTO.—Se deja sin efecto la medida provisional de alimentos fija-
da en el auto de radicación de cinco de diciembre de dos mil dieciséis y, por 
ende, el oficio de descuento número 2582, de ocho de diciembre del año dos 
mil dieciséis. ..."
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Inconformes, la actora y el demandado interpusieron recurso de apela-
ción y, en lo que interesa, respectivamente, les recayó la determinación22 
siguiente:

"...Auto. Tecpan de Galeana, Guerrero, a seis de diciembre del año dos 
mil dieciocho.

"Agréguese a sus autos el escrito de cuenta de **********, quien pro-
mueve en su carácter de demandado en el presente juicio, personalidad que 
tiene reconocida y acreditada en autos, atento a su contenido, y a la certifica-
ción que antecede, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 375, 
fracción II, 380, 384, 385, 386, fracción I, 387, fracción I, 388, 389 y demás 
aplicables del Código Procesal Civil del Estado de Guerrero, se tiene al de-
mandado por interpuesto en tiempo el recurso de apelación, que hace valer 
en contra de la sentencia definitiva de fecha doce de noviembre del año dos 
mil dieciocho; el cual se admite a trámite en el efecto devolutivo..."

"...Auto. Tecpan de Galeana, Guerrero, a trece de diciembre del año dos 
mil dieciocho.

"Agréguese a sus autos el escrito de cuenta de **********, promueve 
en su carácter de actora, personalidad que tiene reconocida y acreditada en 
autos, atento a su contenido, y a la certificación que antecede, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 375, fracción II, 380, 384, 385, 386, 
fracción I, 387, fracción I, 388, 389 y demás aplicables del Código Procesal 
Civil del Estado de Guerrero, se tiene a la actora por interpuesto en tiempo el 
recurso de apelación, que hace valer en contra de la sentencia definitiva de 
fecha doce de noviembre del año dos mil dieciocho; el cual se admite a trámi-
te en el efecto devolutivo..."

De lo anterior se advierte que los recursos de apelación se admitieron 
en el efecto devolutivo, y no existe constancia de que el tribunal de alzada 
haya resuelto sobre los mismos.

En ese sentido, le asiste razón a la parte quejosa cuando afirma que la 
sentencia de primer grado dictada en el procedimiento de origen, aún no cons-
tituye autoridad de cosa juzgada, puesto que en efecto, dicho fallo es objeto 
de impugnación por las partes a través del recurso de apelación en su contra 
y, por tanto, no puede hablarse de que la misma ha causado ejecutoria.

22 Foja 366, misma fuente.
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Sin embargo, es infundado que no proceda su ejecución hasta en tanto 
se resuelvan los recursos aludidos, pues al tratarse de una sentencia que resuel-
ve en definitiva sobre los alimentos de la menor quejosa, es procedente su 
ejecución provisional aun sin que tenga dicha calidad o atributo otorgado por 
la ley, porque el código procesal de la materia así lo dispone respecto de tales 
fallos.

En efecto, como se refirió en el artículo 566 del código procesal de la 
materia, las sentencias sobre alimentos que fueran apelables, se ejecutarán 
sin fianza, y esto otorga la provisionalidad en su ejecución como medio de 
eficacia de la misma, lo cual tiene correlación con el diverso numeral 
39223 del propio ordenamiento procesal, al disponer que la apelación en el 
efecto devolutivo no suspende la ejecución de la resolución apelada, pero 
podrá ejecutarse si previamente se otorga caución para responder de los 
daños y perjuicios que puedan ocasionarse a la contraparte con motivo de 
la ejecución provisional; y en tratándose de sentencia sobre alimentos, puede 
llevarse adelante su ejecución provisional sin necesidad de caución.

En ese tenor, si la autoridad responsable en cumplimiento al tercer 
punto resolutivo de la sentencia de doce de noviembre de dos mil dieciocho, 
giró el oficio 2353 de veintiocho de ese mes que constituye el acto reclamado 
en el juicio de amparo indirecto **********, mediante el cual ordenó dejar sin 
efectos la diversa misiva ********** de ocho de diciembre de dos mil dieci-
séis, que dispuso realizar el descuento del cuarenta por ciento (40%) del sa-
lario mensual y demás prestaciones obtenidas por el demandado ********** 
y, en su lugar, se aplicara en forma definitiva el descuento del treinta por 
ciento (30%) sobre tales emolumentos en favor de la menor **********, es 
correcta dicha determinación.

23 "Artículo 392. Apelaciones admitidas en el efecto devolutivo. La admisión de apelaciones en el 
efecto devolutivo, se sujetará a las siguientes reglas:
"I. Todas las apelaciones se admitirán en el efecto devolutivo, a menos que por mandato expreso 
de la ley deban admitirse en el suspensivo o preventivo;
"II. La apelación en el efecto devolutivo no suspende la ejecución de la resolución apelada ni la 
secuela del juicio en que se dicte;
"III. No obstante lo dispuesto en la fracción anterior, para ejecutar las sentencias, deberá otorgar-
se previamente caución para responder de los daños y perjuicios que puedan ocasionarse a la 
contraparte con motivo de la ejecución provisional. Podrá llevarse adelante la ejecución provisio-
nal sin necesidad de caución cuando se trate de sentencias sobre alimentos y en los demás 
casos en que la ley lo disponga. Si la caución es otorgada por el actor, su monto comprenderá la 
devolución del bien que deba percibir, sus frutos e intereses y la indemnización de daños y per-
juicios que se causen al demandado, si el superior revoca el fallo. Si se otorgare por el demanda-
do como contra garantía para evitar la ejecución del fallo, su monto cubrirá el pago de lo juzgado 
y sentenciado o el cumplimiento, si la sentencia condena a hacer o no hacer."
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Esto es así, porque la sentencia dictada en primera instancia se trata 
de una sentencia de condena que decidió sobre el derecho sustancial de ali-
mentos, lo que implica un dar o hacer por parte del obligado, en el caso, sumi-
nistrar alimentos al necesitado respecto del treinta por ciento (30%) sobre el 
salario mensual y demás prestaciones obtenidas por el demandado en favor 
de la menor aquí quejosa; de ahí que, conforme a la ley, sea factible su ejecu-
ción provisional porque emerge de procedimientos tendentes a asegurar la 
efectividad de la prestación reconocida en ese fallo (alimentos definitivos), 
para el caso de insatisfacción por parte del obligado o de ambas partes, como 
en el caso sucedió al interponer los recursos de apelación en contra del fallo 
de primera instancia; de manera que la eficacia de la sentencia aludida, no está 
limitada a una mera declaración del derecho, sino también a su ejecución 
provisional por tratarse de una sentencia cautelar.

Además, el hecho de que con el acto reclamado se ejecute provisional-
mente la sentencia que tiene por objeto la reducción de la pensión provisio-
nal por decretarse en su lugar la definitiva como resultado de una valoración 
de pruebas aportadas durante el juicio, en modo alguno vulnera el derecho de 
audiencia de la quejosa, porque el dictado de las medidas cautelares provi-
sionales responde a una necesidad efectiva y actual de alejar un daño jurídico 
mientras se determina en definitiva si ese posible daño en realidad afectó o 
no un derecho o un posible derecho, esto es, si el demandado debe o no los 
alimentos y en qué medida, o bien, quién de los dos debe hacerlo; de manera 
que al ejecutarse la pensión alimenticia definitiva, como se consideró, sólo 
se trata de un procedimiento tendiente al aseguramiento de la efectividad de 
la prestación reconocida en la sentencia de alimentos, mientras se decide lo 
conducente por el tribunal de alzada respecto de los recursos interpuestos en 
su contra por insatisfacción de las partes.

Es oportuno precisar que, al tenor de las consideraciones expuestas, la 
legalidad de la ejecución de la sentencia no puede calificarse en función de 
su contenido, comparado con la pensión provisional, esto es, que se haga 
depender de que en la definitiva se disminuya o se incremente el monto de la 
pensión, pues en ambos casos se trata de una sentencia que establece con-
dena sobre alimentos, única condición que exigen los artículos 392 y 566 del 
Código Procesal Civil del Estado de Guerrero, para su ejecución inmediata.

Además, para este caso en particular, la racionalidad de la ejecución 
inmediata de la sentencia definitiva de primera instancia se basa en una pre-
sunción de mayor validez de ésta, respecto de la resolución que fijó los ali-
mentos en forma provisional, porque dada su naturaleza suelen fijarse con la 
versión y la prueba de una de las partes, lo que implica un conocimiento limi-
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tado de los hechos y de las pruebas, el cual es superado una vez que la parte 
contraria ha tenido la oportunidad de plantear su versión y de probar a lo largo 
del proceso. Por este motivo, es más racional que la obligación alimentaria, 
cuando es de condena, se ejecute de acuerdo con lo fijado en la sentencia 
definitiva de primera instancia, y no mantener la situación fijada en la resolu-
ción provisional, racionalidad que se mantiene indistintamente para los casos 
en que se incremente o se disminuya el monto de la pensión.

Por tanto, el acto reclamado no vulnera en perjuicio de la menor quejo-
sa los derechos de legalidad y seguridad jurídica previstos en los artículos 14 
y 16 constitucionales, ante el hecho de que la sentencia de primera instancia 
se encuentre sujeta a un medio de impugnación por las partes, pues como se 
consideró, aun cuando no tenga la calidad o atributo de cosa juzgada, dicho 
fallo, por la naturaleza de los derechos que resuelve y la eficacia de la misma, 
se considera una determinación que conforme a la ley se debe ejecutar pro-
visionalmente y sin necesidad de garantía alguna.

Consecuentemente, al resultar infundado el concepto de violación pro-
puesto por la menor quejosa, sin que se advierta queja deficiente que suplir, 
de conformidad con el artículo 79, fracción II, de la Ley de Amparo, se impone 
negar el amparo; y por las consideraciones antes expuestas, se modifica la 
sentencia recurrida.

Por lo expuesto y fundado;

SE RESUELVE:

PRIMERO.—Se modifica la sentencia recurrida.

SEGUNDO.—Se sobresee en el juicio de amparo promovido por la menor 
quejosa **********, contra actos del delegado regional de los Servicios Edu-
cativos en Costa Grande, de la Secretaría de Educación del Estado de Guerre-
ro, atento a las razones jurídicas expuestas en el cuarto considerando.

TERCERO.—La Justicia de la Unión no ampara ni protege a la menor 
quejosa **********, contra el acto y autoridad precisados en el resultando 
primero de esta ejecutoria.

Notifíquese, publíquese y anótese en el libro de gobierno de este tribu-
nal; con testimonio autorizado de esta resolución, devuélvanse los autos a la 
autoridad responsable de origen y, en su oportunidad, archívese este expe-
diente como asunto concluido.
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Así lo resolvió el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Vigésimo Primer Circuito, por unanimidad de votos, respecto de los resolu-
tivos primero y segundo, de los Magistrados, presidente Gabriela Elena Ortiz 
González, Jerónimo José Martínez Martínez y Alejandro Vargas Enzástegui, 
siendo ponente el último de los nombrados; y por mayoría de votos respecto 
del resolutivo tercero, contra el voto particular de la Magistrada presidente.

En términos de lo previsto en los artículos 97, 98, fracción III, 104, 
110, 113, 118, 119 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor­
mación Pública; 3, fracción XXI, 100, 116 y 120 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como el diverso 
8, párrafo tercero, del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información con­
siderada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en 
esos supuestos normativos.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Voto particular de la Magistrada Gabriela Elena Ortiz González: En el presente asunto 
comparto las consideraciones que reflejan los resolutivos primero y segundo del pro-
yecto discutido; sin embargo, con todo respeto no comparto lo aducido en el consi-
derando séptimo y resolutivo tercero que negó el amparo a la quejosa, porque he 
sustentado en otro asunto similar que la pensión definitiva a que se condenó al de-
mandado y que redujo la pensión provisional no puede ser ejecutada, sino hasta que 
se resuelva el recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, por 
tener un efecto negativo que perjudica al acreedor alimentario que es el apelante.—
Ello, porque he considerado que los artículos 392, fracción III y 566 del Código Proce-
sal Civil del Estado, al establecer que en juicios de alimentos procede su ejecución 
sin necesidad de fianza, se refiere a la regla general en que beneficia al acreedor 
alimentario, pues no le impone fianza para su ejecución, esto es, cuando la senten-
cia tiene un efecto positivo y favorece al acreedor.—En el caso, la ejecución de la 
sentencia perjudica al acreedor alimentario, porque la pensión definitiva redujo la pro-
visional, y ello, considero que en este supuesto la sentencia debe ejecutarse hasta 
que se resuelva el recurso de apelación que interpuso esta parte, ya que considerar 
su ejecución inmediata (sin que se haya resuelto el recurso de apelación contra la 
sentencia de primer grado), implica inadvertir las reglas de la ejecución forzosa 
que sólo aplican cuando la sentencia ha quedado firme.—Por consiguiente, dado los 
efectos negativos de esa resolución al beneficiar al deudor alimentista, debe consi-
derarse que existe imposibilidad material para su ejecución, ya que la pensión provi-
sional no ha cesado porque subsiste hasta en tanto la pensión definitiva constituya 
cosa juzgada.—De ahí que, contrario a lo expuesto por la mayoría, al haberse ape-
lado el fallo de primera instancia, como lo aduce el quejoso, existe imposibilidad 
material para llevar a cabo la ejecución de la sentencia de primera instancia, dado 
que mientras no esté firme la sentencia dictada por la autoridad responsable, debe 
subsistir la pensión alimenticia provisional.—Ello, porque aun cuando formalmente 
el dictado de la sentencia que fijó la pensión alimenticia definitiva sustituye a la re-
solución que los estableció provisionalmente, los efectos materiales de la pensión 
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provisional sólo pueden dejar de producirse cuando la pensión definitiva ya ha 
quedado firme y esto sólo acontece hasta que se resuelva el recurso de apelación 
interpuesto en su contra.—Son aplicables por las razones que las informan las juris-
prudencias 1a./J. 85/2013 (10a.) y 1a./J. 92/2013 (10a.), con números de registro digi-
tal: 2005044 y 2005045, emitidas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de observancia obligatoria, se emitieron al tenor de los títulos y subtí-
tulos y contenidos siguientes: "PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. EL DICTA-
DO DE LA SENTENCIA QUE FIJA LA DEFINITIVA, NO ACTUALIZA LA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XVI, DE LA LEY DE AM-
PARO, VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013 (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
VERACRUZ). Si bien es cierto que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha señalado que la pensión alimenticia provisional subsiste hasta el dic-
tado de la sentencia en la que reconociéndose el derecho de la parte actora a recibir 
una pensión definitiva, ésta es fijada, también lo es que ello no implica que los efec-
tos de la provisional decretada en forma previa cesen inmediatamente, pues teniendo 
en cuenta que el pago de alimentos constituye una obligación de tracto sucesivo, al 
ser indispensables para la subsistencia de aquél a quien se le otorgan, eso sólo acon-
tece cuando la sentencia que los fija definitivamente es susceptible de ejecución, pues 
de lo contrario, se pondría en riesgo la subsistencia de aquel a quien se le reconoció 
el derecho de percibir alimentos por el demandado, en tanto que éstos se otorgaron al 
reconocer que requiere de ellos para cubrir sus necesidades más básicas y apre-
miantes. Por ello los efectos de la pensión provisional deben subsistir hasta que la 
sentencia que la fija en definitiva es susceptible de ejecución, lo que en términos de 
los artículos 341 y 349 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Vera-
cruz, ocurre cuando causa ejecutoria, lo que de acuerdo con lo dispuesto en el 
numeral 338 del propio ordenamiento, sólo acontece cuando: a) esa sentencia es 
consentida expresamente; b) no se agotó oportunamente el recurso de apelación 
procedente en su contra; c) interpuesto ese recurso se desiste de él; o, d) se dicta 
sentencia en el citado recurso. Ahora bien, conforme al artículo 509 del citado códi-
go, la sentencia de primer grado que fija el monto de la pensión alimenticia definitiva 
es susceptible de apelación; recurso que en términos de los numerales 516 y 517 del 
código procesal citado, es admisible en ambos efectos, lo cual implica que la ejecu-
ción de esa sentencia se encuentra suspendida hasta que cause ejecutoria; de ahí 
que considerar que los efectos de la pensión provisional cesan inmediatamente con 
el dictado de la sentencia que la fija de forma definitiva, sin importar que en contra 
de ésta se haya interpuesto el recurso mencionado, implicaría que la pensión provi-
sional no sería susceptible de cobrarse durante el tiempo que transcurra desde el 
dictado de la sentencia definitiva hasta resolverse el recurso correspondiente, pero 
a la vez, el acreedor tampoco podría acceder a la pensión definitiva decretada en 
tanto se tramita y resuelve el recurso de apelación, lo que es inaceptable ante la ur-
gencia y la necesidad probada de los alimentos. En consecuencia, el mero dictado 
de la sentencia que fija lo que debe proporcionarse por concepto de pensión alimen-
ticia definitiva, no actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 73, 
fracción XVI, de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013 (cesación de los 
efectos del acto reclamado), porque para ello es necesario que dicha resolución 
haya causado ejecutoria."1.—"PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. NO CESA EN 

1 Publicada en la página 398, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, de la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época. «y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
diciembre de 2013 a las 6:00 horas».
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SUS EFECTOS CON EL MERO DICTADO DE LA SENTENCIA QUE LOS FIJA EN DEFI-
NITIVA, PUES DEBEN APRECIARSE TANTO LOS YA PRODUCIDOS COMO LOS QUE 
PUEDE SEGUIR GENERANDO. La causal de improcedencia prevista en el artículo 
73, fracción XVI de la Ley de Amparo (en vigor hasta el 2 de abril de 2013), debe im-
plicar la desaparición total de la violación de los derechos transgredidos con el acto 
reclamado; en consecuencia, para su actualización, es preciso que los efectos de la 
violación reclamada desaparezcan en su totalidad, de modo que ya no sea posible 
cumplir con el objetivo buscado en el amparo. En esa virtud, el dictado de la senten-
cia que fija la pensión definitiva, no es suficiente para considerar que cesaron los 
efectos de la provisional, pues si se tiene en cuenta que los alimentos son de tracto 
sucesivo e indispensables para la subsistencia, los efectos de la pensión provisional 
deben analizarse en dos sentidos, pues por un lado deben tenerse en cuenta los que 
se produjeron desde el momento en que se emitió, hasta el dictado de la sentencia 
que fija la definitiva; y por otro, aquellos que a pesar de ese dictado se pueden seguir 
generando. Así, viendo hacia el pasado, es dable afirmar que la pensión alimenticia 
definitiva no extingue los efectos que la provisional ya ha producido, pues al ser autó-
noma e independiente de ésta, no elimina las violaciones a los derechos humanos 
que a través de la provisional se hayan cometido y reclamado en el amparo, por 
tanto, no puede considerarse que la finalidad perseguida en el juicio constitucional 
carezca de objeto. En efecto, si se tiene en cuenta que la parte acreedora general-
mente pretenderá combatir esa determinación en el amparo, argumentando que la 
pensión es deficiente, y que por su parte, el deudor puede alegar que es excesiva o 
que no debió concederse por no estar demostrado el vínculo en que la actora sus-
tentó su pretensión, es claro que ante esa posibilidad de reclamos, no puede consi-
derarse que la determinación que fija la pensión definitiva prive de sentido el análisis 
constitucional de la provisional, pues la pensión definitiva en modo alguno erradica 
las violaciones cometidas a través de la decisión que fija los alimentos de manera 
provisional, lo cual sí puede ocurrir con la concesión del amparo, de manera que en 
caso de actualizarse una causa de improcedencia ésta no es la relativa a la cesación 
de efectos. Por otro lado, viendo hacia el futuro, debe decirse que si bien esta Prime-
ra Sala ha señalado que la pensión provisional cesa con el mero dictado de la sen-
tencia que fija la definitiva, pues la provisional subsiste hasta el momento en que se 
dicta la sentencia que resuelve la controversia planteada, esta afirmación debe en-
tenderse desde un punto de vista meramente formal, mas no material, pues aunque 
formalmente el dictado de la sentencia que fija en definitiva los alimentos, sustituye 
a la resolución que los establece de manera provisional, ello no siempre es así desde 
el punto de vista material, pues como los alimentos son de tracto sucesivo, los efec-
tos materiales de la pensión provisional sólo pueden dejar de producirse cuando la 
pensión definitiva ya es susceptible de ejecución."2.—Lo anterior lo sostuve también 
en el diverso juicio de amparo en revisión **********, resuelto en sesión de diez de 
octubre de dos mil dieciocho, del índice de este Tribunal Colegiado de Circuito y que 
de igual manera realicé voto particular en el mismo sentido.

En términos de lo previsto en los artículos 97, 98, fracción III, 104, 110, 113, 118, 119 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3, frac­

2 Visible en la página 399, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, de la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época. «y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de di-
ciembre de 2013 a las 6:00 horas».
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ción XXI, 100, 116 y 120 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, así como el diverso 8, párrafo tercero, del Reglamento 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura 
Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la in­
formación considerada legalmente como reservada o confidencial que encua­
dra en esos supuestos normativos.

Este voto se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. LA DICTADA EN PRIMERA 
INSTANCIA ADMITE EJECUCIÓN FORZOSA Y PROVISIONAL, 
POR TRATARSE DE UNA RESOLUCIÓN CAUTELAR, AUNQUE 
EN SU CONTRA SE INTERPONGA RECURSO DE APELACIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO).  De acuerdo con 
los artículos 367, 368, 416, fracción II, 417, fracción I y 418, párrafo pri-
mero, del Código Procesal Civil del Estado de Guerrero, las sentencias 
de primera instancia que fueren apelables, sólo tendrán la calidad o 
atributo de cosa juzgada cuando el órgano jurisdiccional que las emitió 
declare judicialmente que han causado ejecutoria, o bien, por ministerio 
de ley; cuando ocurran estos supuestos, procederá su ejecución forzo-
sa o directa; sin embargo, por excepción, procede la ejecución forzosa 
de las sentencias que sin autoridad de cosa juzgada, conforme a la pro-
pia ley, admiten la procedencia de su ejecución provisional. En ese sen-
tido, la sentencia que resuelve en definitiva sobre los alimentos, es 
susceptible de ejecución forzosa y provisional, aunque en su contra 
se interponga apelación, porque los  artículos 392, fracción III y 566 del 
código citado, establecen que al admitirse la apelación en el efecto 
devolutivo, puede realizarse dicha ejecución provisional sin necesidad de 
fianza alguna. Así, por la naturaleza y contenido de lo decidido, la eficacia 
de esa resolución no está limitada a una mera declaración del derecho, 
sino que admite ejecución provisional por tratarse de una sentencia 
cautelar, que aun sin el atributo de cosa juzgada, tiende al aseguramien
to de la efectividad de la prestación reconocida en la sentencia, mientras 
el tribunal de alzada decide respecto del medio de impugnación. Ade-
más, la ejecución de la sentencia no puede depender de que en ella se 
disminuya o se incremente el monto de la pensión provisional, pues en 
ambos casos se trata de una sentencia que resuelve sobre los alimen-
tos, única condición que exigen los artículos mencionados para su eje-
cución inmediata.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL VIGÉ-
SIMO PRIMER CIRCUITO.

XXI.3o.C.T.7 C (10a.)
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Amparo en revisión 68/2019. 19 de septiembre de 2019. Mayoría de votos. Disidente: 
Gabriela Elena Ortiz González. Ponente: Alejandro Vargas Enzástegui. Secretario: 
Luis Roberto Jiménez Cabrera.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SENTENCIAS DE AMPARO DICTADAS POR TRIBUNALES COLE­
GIADOS DE CIRCUITO. DEBEN CUMPLIR CON EL PRINCIPIO DE 
CONGRUENCIA, ÚNICAMENTE EN RELACIÓN CON LOS CONCEP­
TOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS FORMULADOS RESPECTO DE 
LA CONCESIÓN, NEGATIVA O SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO 
DE AMPARO. El artículo 74, fracción IV, de la Ley de Amparo establece que la 
sentencia debe contener las consideraciones y fundamentos legales en que 
se apoye para conceder, negar o sobreseer; por tanto, no es obligación del 
Tribunal Colegiado de Circuito pronunciarse en la sentencia que resuelve un 
recurso o un amparo directo, sobre cualquier cuestión ajena a la procedencia 
del recurso, del juicio de amparo o al estudio de fondo. De ahí que no puede ser 
materia de la sentencia de amparo proveer sobre peticiones de suspensión 
del acto reclamado o que impliquen determinaciones de trámite que corres
ponden al presidente del tribunal o, en su caso, a la autoridad responsable o 
autoridad recurrida, sino únicamente debe cumplir con el principio de congruen
cia en relación con los conceptos de violación o agravios formulados respec-
to de la concesión, negativa o sobreseimiento en el juicio de amparo; con la 
salvedad de que el órgano colegiado pueda hacer un pronunciamiento espe
cífico que redunde en una justicia pronta, expedita y completa, para subsanar 
omisiones o proveer sobre promociones previas a la sesión correspondiente.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
CUARTA REGIÓN.

(IV Región)1o.1 K (10a.)

Amparo en revisión 275/2019 (cuaderno auxiliar 1024/2019) del índice del Tribunal Cole-
giado del Trigésimo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 
11 de diciembre de 2019. Álvaro Villarino Lezama. Unanimidad de votos. Ponente: 
Neófito López Ramos. Secretaria: Siloy Jazbeth Almanza Herrera.

Amparo directo 845/2019 (cuaderno auxiliar 938/2019) del índice del Tribunal Colegiado 
del Trigésimo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 11 de diciem
bre de 2019. Hernaldo Fabio Richaud Trejo. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Vega 
Ramírez. Secretaria: Lucero Edith Fernández Beltrani.

Amparo directo 945/2019 (cuaderno auxiliar 963/2019) del índice del Tribunal Colegiado 
del Trigésimo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
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Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 11 de diciem
bre de 2019. Instituto Mexicano del Seguro Social. Unanimidad de votos. Ponente: 
Luis Vega Ramírez. Secretaria: Lucero Edith Fernández Beltrani.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SEPARACIÓN DE PROCESOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 35 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. DEBE SOLI­
CITARSE ANTES DEL AUTO DE APERTURA A JUICIO, Y DECRE­
TARSE HASTA ANTES DE LA AUDIENCIA DE JUICIO. Acorde con el 
escenario en que se desarrolla la tutela judicial efectiva prevista en el artículo 
17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se condiciona 
la procedencia de lo pedido, entre otros requisitos, a la oportunidad en que se 
formule la solicitud respectiva. Por otro lado, la lectura del artículo 35 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, podría llevar a considerar que son dos 
momentos en que puede solicitarse la separación de procesos: a) antes del 
auto de apertura a juicio; o, b) hasta antes de la audiencia de juicio, lo que 
torna necesario esclarecer ese punto a partir de la interpretación que se asuma 
del precepto citado, en conjunción con el contexto normativo del que forma 
parte. Así, bajo una interpretación sistemática de los artículos 32, 33, 35, 211, 
fracción II y 344 del código indicado, se concluye que la separación de pro
cesos debe solicitarse por alguna de las partes antes del dictado del auto de 
apertura a juicio y puede decretarse hasta antes de la audiencia de juicio. 
Afirmación que comulga con dos de los principios en que se cimienta el 
sistema acusatorio: la continuidad en las actuaciones y la posibilidad de 
contradecir lo resuelto, sin causar mayores dilaciones en la decisión final del 
asunto.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.4o.P.34 P (10a.)

Amparo en revisión 234/2019. 24 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Olga Estrever Escamilla. Secretario: Germán Ernesto Olivera Sánchez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJADORA DE CONFIANZA 
AL SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA POR SU CONDICIÓN DE EM­
BARAZO. AL CONSTITUIR UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN 
DE GÉNERO, DA LUGAR A LA INDEMNIZACIÓN COMO MEDIDA DE 
REPARACIÓN. La separación ilegal de una trabajadora al servicio del Estado 
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motivada por su embarazo es ilegal, aun cuando tenga la categoría de con-
fianza, porque constituye, por sí misma, una discriminación por razón de gé-
nero, en virtud de que atenta contra la dignidad de la persona y el principio de 
no discriminación, contenidos en los artículos 1o., párrafo quinto, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1, numeral 1, de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos y 1 del Convenio Número 111, 
de la Organización Internacional del Trabajo, relativo a la Discriminación en 
Materia de Empleo y Ocupación y, especialmente, conforme al artículo 11.2 
de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW), lo cual, interpretado de conformidad con el artículo 
123, apartados A, fracciones V y XV, y B, fracción XI, inciso c), constitucional, 
debe concluirse que procede condenar al patrón a pagar una indemniza-
ción como medio de reparación por la violación a las medidas de protección 
durante el embarazo, los periodos de descanso obligatorios, pre y post nata-
les, en el entendido de que la maternidad, el alumbramiento y la lactancia, 
conllevan la necesidad de adoptar por parte de todas las autoridades y los 
patrones, las medidas necesarias para asegurar su óptima protección, espe-
cialmente frente a medidas discriminatorias, como la separación ilegal moti-
vada por el embarazo, porque no puede perderse de vista que lo que se tutela 
es la vida, salud, reposo y sustento adecuados de la madre y del producto de 
la concepción; derechos que no son ajenos respecto de las trabajadoras 
de confianza al servicio del Estado.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.16o.T.50 L (10a.)

Amparo directo 18/2019. 30 de mayo de 2019. Mayoría de votos con el voto particular del 
Magistrado Héctor Arturo Mercado López respecto del apartado II del considerando 
sexto y por unanimidad en cuanto al considerando séptimo, con el voto concurrente 
del Magistrado Juan Manuel Vega Tapia. Ponente: Armando I. Maitret Hernández. 
Secretario: Gersain Lima Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJADORA DE CONFIANZA 
AL SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA POR SU CONDICIÓN DE EM­
BARAZO. CONSTITUYE UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉ­
NERO, QUE ORIGINA LA REPARACIÓN INTEGRAL A LA VÍCTIMA. 
El artículo 46 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado prevé 
que el cese de un trabajador solamente será por causa justa y ello es aplica-
ble únicamente a los de base, pues los de confianza no gozan de estabilidad 
en el empleo. Sin embargo, la separación ilegal de una trabajadora al servicio 
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del Estado motivada por su estado de embarazo, aun cuando tenga la calidad de 
confianza, constituye, por sí misma, una discriminación por razón de género, 
al tratarse de una separación que atenta contra la dignidad de la persona y el 
principio de no discriminación, contenidos en los artículos 1o., párrafo quinto, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1, numeral 1, de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 1 del Convenio Número 
111, de la Organización Internacional del Trabajo, relativo a la Discriminación 
en Materia de Empleo y Ocupación y, especialmente, conforme al artículo 11, 
numeral 2, de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW), lo cual debe dar lugar a una repa-
ración integral a la víctima.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.16o.T.49 L (10a.)

Amparo directo 18/2019. 30 de mayo de 2019. Mayoría de votos con el voto particular del 
Magistrado Héctor Arturo Mercado López respecto del apartado II del considerando 
sexto y por unanimidad en cuanto al considerando séptimo, con el voto concurrente 
del Magistrado Juan Manuel Vega Tapia. Ponente: Armando I. Maitret Hernández. 
Secretario: Gersain Lima Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO. AUNQUE PARA SU PRESTACIÓN SE DEBE 
CONTAR CON EL TÍTULO DE CONCESIÓN RESPECTIVO, EL HECHO 
DE NO PORTAR ESE DOCUMENTO A BORDO DE LA UNIDAD, EN TODO 
MOMENTO, NO ES CAUSA DE INFRACCIÓN. Si bien es cierto que de acuer-
do con la Ley de Movilidad del Distrito Federal –actualmente Ciudad de México– 
y su reglamento, para la prestación del servicio público de transporte de pasajeros 
se debe contar con la concesión correspondiente, también lo es que ninguno 
de esos ordenamientos prevé, como obligación a cargo de los concesionarios, 
llevar a bordo de la unidad, en todo momento, el documento original que habi-
lite al interesado para proporcionar un servicio de esa naturaleza, es decir, la 
concesión expedida por la autoridad competente, lo que se corrobora con el 
análisis a los supuestos catalogados como infracciones en aquellas normas, 
en las que claramente se estableció una distinción entre las acciones de contar 
(tener) y portar (llevar consigo) respecto de los documentos necesarios para 
la operación y prestación del servicio, de los cuales no se advierte alguno que 
prevea que no llevar consigo el título de concesión que habilita al interesado 
para la prestación del servicio público de transporte de pasajeros, al momento 
en que se realice una visita de verificación, actualice alguna transgresión a la 
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normativa en la materia; de ahí que si la autoridad administrativa impone una 
sanción pecuniaria bajo el argumento de que al momento de la ejecución de 
la visita de verificación no se exhibió la concesión para la prestación de esa clase 
de servicio, ese proceder resulta incorrecto.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.1o.A.226 A (10a.)

Amparo directo 379/2019. María Guadalupe Cisneros Díaz. 21 de agosto de 2019. Unani-
midad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Roberto Zayas Arriaga.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SISTEMA DE ATENCIÓN MÉDICA DE URGENCIAS (SAMU) EN EL ES­
TADO DE JALISCO. LA OMISIÓN DE ESTABLECER PROTOCOLOS, 
POLÍTICAS PÚBLICAS Y CONTROLES PARA GARANTIZAR QUE 
LA COMUNICACIÓN CON EL PERSONAL MÉDICO SEA DESDE EL 
LUGAR DEL EVENTO, INFRINGE LA LEX ARTIS MÉDICA PARA HERI­
DOS POR ARMA DE FUEGO, LO QUE PUEDE GENERAR RESPONSA­
BILIDAD CIVIL SUBJETIVA EXTRACONTRACTUAL. El artículo 4o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que toda 
persona tiene derecho a que se proteja su salud, lo que implica que la aten-
ción médica debe ser oportuna e idónea para garantizar al más alto nivel el 
disfrute de este derecho conforme a las obligaciones suscritas por el Estado 
Mexicano. Ahora bien, el personal médico, establecimientos e instituciones de 
salud, que tienen la función social de prestarla, deben atender a los lineamien
tos de su profesión, caracterizados como la lex artis médica; entendido como 
las conductas específicas atendiendo a los principios científicos y éticos que 
orientan la práctica médica en un caso concreto, con base en el debido res-
paldo epistemológico. Por su parte, la Norma Oficial Mexicana NOM-237-SSA1- 
2004, aplicable a la atención pre hospitalaria de las urgencias médicas para 
abatir los índices de mortalidad, dispone la creación de una instancia técni-
ca-médica-administrativa, responsabilidad de la Secretaría de Salud Estatal 
con el objetivo de favorecer la coordinación entre los prestadores del servicio 
de atención pre hospitalaria desde el lugar del evento, traslado y recepción del 
establecimiento para la atención médica con la finalidad de brindarla de ma-
nera oportuna e idónea los trescientos sesenta y cinco días del año, esta de-
pendencia se denomina Sistema de Atención Médica de Urgencias (SAMU); 
por tanto, la comunicación entre ambos debe ser desde el lugar crítico del 
evento para establecer la secuencia específica de las actividades pre hospi
talarias hasta llegar a la recepción del paciente, conforme a la información 



2695QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 2a. Ejecutorias y tesis que no integran jurisprudencia 

proporcionada por el paramédico de la Cruz Roja (por ejemplo, designar con cele
ridad el establecimiento adecuado, ir preparando los requerimientos necesa-
rios, etcétera). Exigencia que, conforme a la lex artis médica, se torna apremiante 
cuando se trata de un herido por arma de fuego, pues el factor de mayor im-
portancia como determinante de la supervivencia de pacientes víctimas de 
este trauma parte de considerar las lesiones iniciales, y el tiempo transcurrido 
desde el momento del evento hasta su atención definitiva en un centro hospi-
talario idóneo. Por consiguiente, el Sistema de Atención Médica de Urgencias 
(SAMU), instancia técnica-médica-administrativa en el Estado de Jalisco creada 
para estos fines, debe establecer protocolos, políticas públicas y controles de 
vigilancia que garanticen, en casos de gravedad, la presta comunicación 
entre ésta y los prestadores del servicio médico, desde el lugar del evento, lo 
que significa evitar un traslado al puesto de socorros y permitir que de inme-
diato se ordene admitirlo al centro hospitalario más cercano y apropiado para 
atender las lesiones que presenta el paciente (como uno de tercer nivel), lo 
que puede permitir una oportunidad significativa de que éste recupere su 
salud; lo contrario podría generar una responsabilidad civil subjetiva extra-
contractual.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.
III.1o.C.30 C (10a.)

Amparo directo 100/2018. Eduardo Esquivias Jaime, su sucesión. 2 de octubre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Martha Leticia Muro Arellano. Secretario: Antonio 
Rodrigo Mortera Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SISTEMA DE PAGOS ELECTRÓNICOS INTERBANCARIOS (SPEI). LOS 
DEPÓSITOS REALIZADOS MEDIANTE EL USO DE ESA HERRAMIEN­
TA TECNOLÓGICA NO DEBEN CONSIDERARSE COMO INGRESOS 
GRAVABLES, SI SE ACREDITA QUE EL ORIGEN DE LOS RECUR­
SOS MONETARIOS ES OTRA CUENTA DEL PROPIO CONTRIBUYEN­
TE. El referido sistema constituye una infraestructura de pagos del Banco de 
México que, regularmente, se emplea para enviar y recibir pagos, es decir, para 
transferir dinero entre distintas cuentas bancarias en tiempo real; sin embar-
go, el hecho de que se utilice, en la mayoría de los casos, para recibir pagos de 
clientes o de terceros, no implica que su uso esté restringido a dicho propó-
sito, pues debido a su operatividad y a la facilidad y seguridad que brinda para 
transferir en forma expedita recursos monetarios de una cuenta bancaria a 
otra, también es utilizado para realizar traspasos entre cuentas propias de los 
usuarios. Entonces, si durante un procedimiento de fiscalización se advierte 
algún depósito realizado mediante el uso de esa herramienta tecnológica, esa 
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circunstancia será insuficiente para estimar que se está en presencia de pagos 
provenientes de clientes o de terceros y, por tanto, de ingresos gravables para 
efectos del pago de contribuciones, si con los estados de cuenta correspon-
dientes se acredita que el origen de los recursos monetarios en controversia 
es otra cuenta del propio contribuyente.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.1o.A.227 A (10a.)

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 194/2019. 
Secretario de Hacienda y Crédito Público y Administrador Desconcentrado Jurídico 
de México "2" de la Administración General Jurídica del Servicio de Administración 
Tributaria. 14 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. 
Secretario: Roberto Zayas Arriaga.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SISTEMA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LAS DETERMINACIONES 
Y RESOLUCIONES DICTADAS EN RECURSOS QUE INCIDAN EN EL 
TEMA DE LA PERSONALIDAD, EMITIDAS DENTRO DE LA AUDIEN­
CIA INICIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, 
AL NO CONSTITUIR ACTOS DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. De con-
formidad con la tesis de jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.), emitida por el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "PERSO
NALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCION QUE DESECHA LA EXCEPCIÓN 
DE FALTA DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE 
EL AMPARO INDIRECTO, RESULTANDO INAPLICABLE LA JURISPRUDEN
CIA P./J. 4/2001 (LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 
2013).", el juicio de amparo indirecto es improcedente contra las resoluciones 
que desechan la excepción de falta de personalidad, ya que no constituyen 
actos de imposible reparación, al no afectar materialmente derechos sustan
tivos. En la ejecutoria de la que derivó ese criterio jurisprudencial, se puntua-
lizó que a pesar de emanar de una contradicción de tesis en materia laboral, es 
vinculante en todas las materias. En este contexto, si en la audiencia inicial 
del sistema penal acusatorio se emite una determinación o se resuelve un 
recurso cuyos efectos inciden en el tema de la personalidad, el juicio de am
paro indirecto promovido en su contra es improcedente, al actualizarse la 
causa descrita en la tesis de jurisprudencia apuntada. Sin que sea óbice que 
ésta se apoye en el artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, el cual se 
refiere a "actos en juicio", y que en el caso de la audiencia inicial del sistema 
penal acusatorio, el acto reclamado derive de una etapa que, en estricto sen
tido, es anterior a la de juicio oral, pues la expresión "juicio" en los términos 
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que establece la propia ley, está empleada en un sentido lato, aunado a que 
el aspecto de la personalidad únicamente tendrá efectos intraprocesales, los 
cuales pueden ser reparados si se obtiene alguna resolución favorable a 
los intereses del quejoso.

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.10o.P.35 P (10a.)

Amparo en revisión 165/2019. 20 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Carlos López Cruz. Secretario: César Roberto Hernández Aguilar.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio 
de 2014, página 39, con número de registro digital: 2006589.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 63, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE LA MATERIA. ES INNE­
CESARIO DAR AL QUEJOSO LA VISTA RESPECTO DE LA CAUSAL 
DE IMPROCEDENCIA ADVERTIDA CONFORME AL ARTÍCULO 64, 
SEGUNDO PÁRRAFO, SI LA INSUBSISTENCIA DEL ACTO RECLA­
MADO QUE MOTIVÓ QUE SE DECRETARA AQUÉL, FORMA PARTE 
DE LOS EFECTOS PARA LOS CUALES SE CONCEDIÓ LA PROTEC­
CIÓN CONSTITUCIONAL EN UN DIVERSO JUICIO DE AMPARO CUYA 
MATERIA ES IDÉNTICA. El artículo 64, segundo párrafo, de la Ley de 
Amparo establece que cuando un órgano jurisdiccional de amparo advierta 
oficiosamente la actualización de una causal de improcedencia no alegada 
por alguna de las partes ni analizada por el órgano jurisdiccional inferior, 
debe dar vista al quejoso por el plazo de tres días para que manifieste lo que 
a su interés convenga, con lo que se privilegia su derecho humano de audien
cia, en relación con una situación jurídica que le es desconocida y respecto 
de la cual no ha tenido la oportunidad de expresarse, ante la trascendencia 
que implica la pérdida del derecho de la acción de amparo. Sin embargo, si 
en el caso la insubsistencia del acto reclamado forma parte de los efectos 
para los cuales se concedió la tutela constitucional, en un diverso juicio de 
derechos humanos promovido por los ahora terceros interesados, cuya materia 
fue idéntica, determinación que en su oportunidad fue legalmente notificada 
a las partes, quienes desde aquel momento tuvieron pleno conocimiento del 
motivo que dio lugar al sobreseimiento decretado en términos del artículo 63, 
fracción IV, de la citada ley, es innecesario dar al quejoso la vista a que se 
refiere el artículo 64, párrafo segundo señalado, en razón de que la situación 
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jurídica generada en virtud del cumplimiento que la responsable dio al fallo 
protector no le era desconocida, al haber sido parte dentro del juicio constitu
cional en el que se emitió; con independencia de que las manifestaciones 
que pudiera verter acerca de la actualización de la causa de improcedencia 
invocada, no serían susceptibles de modificar lo resuelto.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.3o.P.19 K (10a.)

Amparo directo 67/2019. 13 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: María de 
Lourdes Lozano Mendoza. Secretaria: Blanca Amparo Arizmendi Orozco.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO FUERA DE LA AUDIEN­
CIA CONSTITUCIONAL. ES IMPROCEDENTE DECRETARLO A 
PARTIR DE QUE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES RINDEN SU 
INFORME JUSTIFICADO, SI EL QUEJOSO, QUIEN SE OSTENTÓ 
COMO TERCERO EXTRAÑO POR EQUIPARACIÓN, NO CONOCE PLE­
NAMENTE LAS ACTUACIONES DE LAS QUE DERIVA EL ACTO RECLA­
MADO, NI JUSTIFICA SU FALSEDAD. Resulta improcedente decretar el 
sobreseimiento en el juicio de amparo fuera de la audiencia constitucional, 
a partir de la llegada del informe justificado rendido por las autoridades res-
ponsables, partiendo de que de las copias certificadas que se anexaron a 
éste, el quejoso no tiene el carácter de tercero extraño por equiparación, por 
existir constancias de las que se desprenda la posible participación del impe-
trante en el procedimiento de origen. La razón de ello, estriba en que al mo-
mento en que se recibe el informe justificado, el promovente no ha tenido la 
oportunidad legal de imponerse de su contenido y, en su caso, de aportar 
pruebas para desvirtuarlo, de acuerdo con los artículos 18 y 122 de la Ley de 
Amparo. Actuar de ese modo, implicaría limitar el derecho del quejoso de co
nocer plenamente las actuaciones de las que deriva el acto que reclama y la 
posibilidad de justificar su falsedad, lo que constituye una transgresión al debi-
do proceso jurisdiccional y, por ende, una violación manifiesta a las reglas de 
tramitación del juicio de amparo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.
VI.2o.C.27 K (10a.)

Amparo en revisión 232/2019. Julio González Ortega y otra. 10 de octubre de 2019. Una-
nimidad de votos. Ponente: Emma Herlinda Villagómez Ordóñez. Secretario: Juan 
Carlos Cortés Salgado.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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SUCESIÓN DE DERECHOS AGRARIOS. EL CÓDIGO CIVIL FEDERAL 
ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE A LA LEY AGRARIA PARA RESOL­
VER SOBRE LA VALIDEZ DE LA VOLUNTAD DEL EJIDATARIO PLAS­
MADA EN LA LISTA RELATIVA, CUANDO SE CONSIDERE VICIADA. 
El artículo 17 de la Ley Agraria establece un régimen peculiar que tiene por 
objeto la tutela jurídica del ejidatario en materia de sucesión de los derechos 
sobre su parcela y en los demás inherentes a su calidad de ejidatario, consis-
tente en que es innecesario sujetarse a las reglas o formulismos que en la 
generalidad de los casos imperan en la legislación civil en materia sucesoria, 
para formular la lista de sucesión en la que consten los nombres de las per-
sonas, así como el orden de preferencia conforme al cual deba hacerse la adju
dicación de derechos agrarios a su fallecimiento. Sin embargo, no por ello la 
elaboración de esa lista está exenta de cumplir los requisitos de existencia y 
validez que todo acto jurídico debe satisfacer, pues éstos necesariamente de-
berán colmarse para dar certeza y seguridad jurídica tanto al ejidatario como 
a sus herederos, pues sólo una voluntad libre de vicios en términos de los ar
tículos 1795, fracción II y 1812 del Código Civil Federal, podrá surtir efectos jurí
dicos. Por tanto, cuando se cuestione la validez de esa voluntad, al no prever 
la Ley Agraria los supuestos en que se considera viciada, de acuerdo con su 
artículo 2o. debe aplicarse supletoriamente la legislación civil federal para re
solver esa problemática.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO NOVENO CIRCUITO.
XXIX.3o.2 A (10a.)

Amparo directo 22/2019. Roselia Hernández García. 14 de noviembre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Aureliano Varona Aguirre. Secretaria: Irma Ramírez Rivera.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO EN REVISIÓN. OPERA RESPECTO DEL ACTO DE APLICA­
CIÓN DEL PRECEPTO CUYA INCONSTITUCIONALIDAD SE RECLA­
MA, CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DETERMINA 
QUE UNA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTI­
CIA DE LA NACIÓN QUE DECLARA INCONSTITUCIONAL UNA DIS­
POSICIÓN QUE CONTIENE EL MISMO SUPUESTO NORMATIVO QUE 
AQUÉL, ES TEMÁTICA [INTERPRETACIÓN DE LA JURISPRUDEN­
CIA 2a./J. 98/2019 (10a.)]. En las tesis aisladas 2a. CIII/2009, 2a. CXCVI/2007 
y 2a. CLXX/2007, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción determinó que la aplicabilidad por analogía de una jurisprudencia y la 
categorización de si es temática o no, correspondía en exclusiva al Máximo 



2700 ENERO 2020

Tribunal del País; empero, en una nueva reflexión, en la jurisprudencia 2a./J. 
98/2019 (10a.) estableció que la aplicación de la jurisprudencia o su califica-
ción como temática, a efecto de resolver un asunto, implica emplear razo
namientos jurídicos que deben realizar los Tribunales Colegiados de Circuito 
en ejercicio de su libertad de jurisdicción, experiencia adquirida, prudente 
arbitrio judicial y competencia delegada. En estas condiciones, cuando exista 
una jurisprudencia que declara inconstitucional un precepto que no es el recla
mado en el juicio de amparo indirecto, pero que contiene el mismo supuesto 
normativo que éste y, al examinarse en revisión, se determina que el criterio 
contenido en aquélla es temático, el Tribunal Colegiado de Circuito debe su-
plir la deficiencia de la queja, en términos de la fracción I del artículo 79 de la 
Ley Amparo, respecto del acto de aplicación de la norma impugnada, que si 
bien no ha sido específicamente declarada inconstitucional por la superiori-
dad, se ubica dentro del ámbito de regulación de una jurisprudencia temática 
sobre inconstitucionalidad de leyes, entendida ésta como aquella referida a 
los actos legislativos que no pueden realizarse válidamente, al estar facultado 
el órgano colegiado para decidir si el vicio alcanza a todas las disposiciones 
que prevean la misma figura.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO.
XXV.3o.5 K (10a.)

Amparo en revisión 109/2018. José María de la Parra Hernández. 28 de marzo de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Álvarez Bibiano. Secretario: Carlos 
Elías Vergara Cárdenas.

Nota: Las tesis aisladas 2a. CIII/2009, 2a. CXCVI/2007 y 2a. CLXX/2007, de rubros: "RE
VISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SÓLO A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA LE 
CORRESPONDE DECIDIR SI SE SURTE O NO SU COMPETENCIA ORIGINARIA 
CUANDO TENGA QUE ANALIZARSE LA APLICABILIDAD DE UNA JURISPRUDEN-
CIA A UN PRECEPTO REFORMADO O SI TIENE EL CARÁCTER DE TEMÁTICA O GE-
NÉRICA.", "REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA COMPETENCIA ORIGINARIA DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA CONOCER DE ESE RE-
CURSO SE SURTE CUANDO DEBA DECIDIR, A FIN DE DETERMINAR SOBRE LA 
PROCEDENCIA DE SUPLIR LA QUEJA DEFICIENTE, SI UNA JURISPRUDENCIA 
SOBRE INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY ES DE CARÁCTER TEMÁTICO." y 
"REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SE SURTE LA COMPETENCIA ORIGINARIA DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA CONOCER DEL RECUR-
SO, CUANDO SE INTERPONGA CONTRA UNA SENTENCIA DICTADA POR UN JUEZ 
DE DISTRITO QUE RESUELVA SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA 
EN MATERIA FISCAL RESPECTO DE LA CUAL EXISTE JURISPRUDENCIA DEL ALTO 
TRIBUNAL, SI SE RECLAMA CON MOTIVO DE UNA REFORMA QUE NO FUE MATE-
RIA DE LOS PRECEDENTES EN QUE AQUÉLLA SE SUSTENTÓ.", y la jurisprudencia 
2a./J. 98/2019 (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ESTÁN FACULTADOS PARA DETERMINAR 
LA APLICACIÓN ANALÓGICA DE UNA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O SI TIENE EL CARÁCTER DE TEMÁTICA O GENÉRICA 
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EN USO DE SU COMPETENCIA DELEGADA (ABANDONO DE LAS TESIS 2a. CIII/2009, 
2a. CXCVI/2007 Y 2a. CLXX/2007)." citadas, aparecen publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXX, septiembre de 2009, 
página 690; XXVII, enero de 2008, página 582 y XXVI, diciembre de 2007, página 250; 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de junio de 2019 a las 10:34 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
67, Tomo III, junio de 2019, página 1987, con números de registro digital: 166284, 170445, 
170599 y 2020218, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. SI LA CONSECUENCIA PROCESAL 
DEL DESECHAMIENTO DE UN RECURSO ES LA FIRMEZA DE LA RE­
SOLUCIÓN IMPUGNADA, ENTONCES EN LOS CASOS EN QUE ESTA 
ÚLTIMA TENGA ALGUNA CONSECUENCIA DE EJECUCIÓN, DEBE CON­
CEDERSE AQUÉLLA. Como la consecuencia procesal del desechamiento 
de un recurso es la firmeza de la resolución impugnada, debe decirse que en 
los casos en que esta última tenga alguna consecuencia de ejecución, habrá 
de concederse la suspensión en el amparo con una finalidad de conservación 
y para el efecto de que se mantengan las cosas en el estado en que se en-
cuentran al momento de solicitarse dicha medida cautelar y no se ejecute la 
resolución recurrida, hasta en tanto se resuelva el fondo del amparo; sin que 
ello implique la suspensión del procedimiento, por lo que en tal supuesto 
deberá fijarse el monto de la garantía que la parte quejosa habrá de exhibir 
para que surta efectos la medida suspensional y, en los casos en que de las 
constancias remitidas para la resolución del recurso de revisión, no obren los 
elementos de prueba suficientes para fijar el monto de la garantía, deberá 
reservarse jurisdicción al juzgador del amparo en primera instancia para que, 
de conformidad con los artículos 140 y 143 de la Ley de Amparo, recabe los 
informes y constancias necesarios a la autoridad responsable y, conforme a 
ellos, determine el monto de la garantía que las quejosas habrán de exhibir.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.8o.C.26 K (10a.)

Incidente de suspensión (revisión) 262/2019. Oro Negro Primus Pte. Ltd. y otras. 9 de 
octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. del Refugio González Tamayo. 
Secretario: Jesús Julio Hinojosa Cerón.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación..

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
ES IMPROCEDENTE CONTRA EL DECRETO POR EL QUE SE REFOR­
MAN, ADICIONAN Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPO­
SICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PUBLICADO EN EL 
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DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES 
CON ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICIPEN 
DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE LOS CONTRA­
TOS COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATEN­
TAR CONTRA LA INMUNIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y 
SUS DIRIGENTES. La reforma, entre otros, de los artículos 123, apartado A, 
fracciones XVIII, XX y XXII Bis, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como el decreto de reformas, entre otras normas, a la Ley Fede
ral del Trabajo, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 24 de febrero 
de 2017 y 1 de mayo de 2019, respectivamente, en específico los artículos 371, 
fracción IX; 110, fracción VI; 364, 245 Bis, 360, 369, 371 Bis, 373, 390 Ter, 399 
Ter, 400 Bis, 590 D, 897 F, 923, 927, fracción V; décimo primero, vigésimo se-
gundo, vigésimo tercero y vigésimo séptimo transitorios, de la ley referida 
prevén, entre otros supuestos: I) la obligación de los sindicatos para que el pro
cedimiento de elección de su directiva sea mediante voto directo, personal, 
libre y secreto; II) que el registro de éstos puede cancelarse cuando sus inte-
grantes o dirigentes extorsionen a los patrones; III) que las elecciones para 
elegir directivas sindicales estarán sujetas a un sistema de verificación a 
cargo del Centro Federal de Conciliación y Registro Sindical o de la Secretaría 
del Trabajo y Previsión Social; IV) que la directiva de los sindicatos deberá 
rendir, al menos cada seis meses, cuenta completa y detallada de la adminis-
tración de su patrimonio sindical, en la que se incluirá la situación de ingre-
sos por cuota sindical y otros bienes, así como su destino; V) que para el 
registro de un contrato colectivo inicial o convenio de revisión, el Centro Fede-
ral de Conciliación y Registro Laboral, verificará que su contenido sea aproba-
do por la mayoría de los trabajadores agremiados; y, VI) que cada dos años, 
los contratos serán revisados y sometidos a aprobación por la mayoría de los 
trabajadores. Ante ello, es improcedente conceder la suspensión provisional 
solicitada por un sindicato, pues la reforma aludida pretende proteger a la 
clase trabajadora frente al ejercicio indebido de la libertad sindical por parte 
de sus dirigentes, a través de su participación directa en la creación o modi-
ficación de los contratos colectivos de trabajo, ingreso, destino y uso de las 
cuotas sindicales, ya que sólo así los trabajadores podrán conocer si su sin-
dicato está realmente protegiendo sus derechos, según lo prevén la propia 
Constitución Federal, la Ley Federal del Trabajo y, entre otros, el "Convenio 
Número 87, sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindica-
ción", de la Organización Internacional del Trabajo; sin que esa negativa impli-
que atentar contra la "inmunidad" o "fuero" de los sindicatos y sus dirigentes, 
pues la naturaleza de estas organizaciones es proteger y mejorar los dere-
chos laborales, así como la calidad de vida de sus agremiados y, por ello, es 
inaceptable que las ventajas que tienen de contar con el apoyo de la masa de 
trabajadores a la que representan, la utilicen para tratar de restringir la liber-
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tad sindical que la reforma aludida promueve, esto es, empoderar a los traba-
jadores frente a los patrones y los propios sindicatos, a fin de evitar prácticas 
añejas como las consistentes en que éstos, sin la intervención o consulta de 
los trabajadores agremiados, pactaban directamente con los patrones las con
diciones de trabajo, siendo que la reforma busca que el pacto sea sobre la 
base de lo que sus agremiados determinen, a través de los mecanismos de 
participación directa mencionados.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.16o.T.62 L (10a.)

Queja 494/2019. Sindicato de Trabajadores Mecánicos, Técnicos y en lo General de la 
Industria Maquiladora de Exportación del Estado de Chihuahua, C.T.M. 9 de octubre 
de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Vega Tapia. Secretario: Juan 
Carlos García Campos.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO. NO OBSTANTE 
QUE EL ACTO RECLAMADO DERIVE DE UN JUICIO DE NATURALE­
ZA CIVIL, CUANDO EXISTA LA POSIBILIDAD DE QUE EL BIEN CON­
TROVERTIDO PERTENEZCA A UNA COMUNIDAD AGRARIA, DEBE 
LLAMARSE A JUICIO A ÉSTA POR CONDUCTO DE SU REPRESEN­
TANTE LEGAL CON AQUEL CARÁCTER. Conforme al artículo 5o., frac-
ción III, de la Ley de Amparo, la calidad que se exige para considerar legitimado 
a quien promueve el juicio de amparo, también es exigible a quien pretende 
que se le reconozca el carácter de tercero interesado, esto es, la afectación 
real y actual de un derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o co-
lectivo, según la naturaleza del acto. Por tanto, no obstante que el acto recla-
mado derive de un juicio de naturaleza civil, cuando exista la posibilidad de 
que el bien controvertido pertenezca a una comunidad agraria, debe llamarse 
a juicio a ésta por conducto de su representante legal, en su carácter de ter-
cero interesado, en términos del inciso b), parte final, de la fracción y artículo 
citados, pues se trata de un tercero extraño al juicio de origen y tiene un inte-
rés contrario a la parte quejosa.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA 
DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO.

XIII.2o.C.A.1 K (10a.)

Queja 193/2019. Adelfo García Gutiérrez. 18 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Marco Antonio Guzmán González. Secretario: David Rojas Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRABAJADORA EMBARAZADA. CUANDO ADUCE QUE LA RAZÓN DE 
SU DESPIDO FUE POR ENCONTRARSE EN ESE ESTADO DE GRA­
VIDEZ, LA AUTORIDAD DEBE RELEVARLA DE LA CARGA DE ACRE­
DITARLO, A FIN DE DESVIRTUAR, EN SU CASO, LA RENUNCIA 
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PRESENTADA POR EL PATRÓN, RECABANDO PRUEBAS AL RES­
PECTO. Si la trabajadora aduce como principal razón de su despido, el hecho 
de encontrarse embarazada cuando el patrón presentó el escrito de renuncia, 
la autoridad responsable, atendiendo a ese hecho discriminatorio, debe apli-
car el método de resolver con perspectiva de género, acorde con las directrices 
establecidas en la jurisprudencia 2a./J. 66/2017 (10a.), de la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "OFRE
CIMIENTO DE TRABAJO. AUN CUANDO SE CONSIDERE DE BUENA FE, NO 
DEBE TOMARSE EN CUENTA PARA LA DISTRIBUCIÓN DE LAS CARGAS 
PROBATORIAS CUANDO EL DESPIDO SE DA DURANTE EL PERIODO DE 
EMBARAZO DE LA TRABAJADORA, AL CONSTITUIR UN TEMA QUE OBLIGA 
A JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.", y los parámetros de protección 
establecidos para los grupos considerados vulnerables en el Protocolo para 
Juzgar con Perspectiva de Género, publicado por el Alto Tribunal, en donde se 
fija el alcance de los artículos 1o. y 123, apartado A, fracción V, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 11, numerales 1, incisos a), c), 
e) y f), y 2, incisos a), b), c) y d), de la Convención sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas 
en inglés); de ahí que la autoridad, en relevo de la carga de la prueba en favor 
de la mujer, debe hacer uso de la facultad prevista en los artículos 782 y 784, 
primera parte, de la Ley Federal del Trabajo, consistente en allegarse de prue-
bas encaminadas a lograr la verdad en el proceso, provenientes de quien las 
tenga en su poder, a efecto de que la trabajadora tenga oportunidad para de-
mostrar el estado de gravidez que adujo como razón de su despido. Lo anterior 
es de suma importancia, pues acreditado ello, el escrito de renuncia, aun per
feccionado o no objetado, sería insuficiente para demostrar que fue libre y 
espontánea, como lo determinó la propia Segunda Sala en la diversa juris
prudencia 2a./J. 96/2019 (10a.), de título y subtítulo: "TRABAJADORA EMBA-
RAZADA. SI EL PATRÓN SE EXCEPCIONA ADUCIENDO QUE LA ACTORA 
RENUNCIÓ Y ÉSTA DEMUESTRA QUE AL MOMENTO DE CONCLUIR EL VÍNCU
LO LABORAL ESTABA EMBARAZADA, EL SOLO ESCRITO DE RENUNCIA ES 
INSUFICIENTE PARA DEMOSTRAR QUE FUE LIBRE Y ESPONTÁNEA."; todo lo 
cual implicará para el juzgador ponderar la veracidad de la renuncia, juzgando 
con perspectiva de género, en función de la vulnerabilidad de aquélla, frente 
a la acusación de actos de discriminación con motivo de su maternidad.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO.

VII.2o.T.261 L (10a.)

Amparo directo 1037/2018. 12 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Toss Capistrán. Secretario: Arturo Navarro Plata.
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Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 66/2017 (10a.) y 2a./J. 96/2019 (10a.) citadas, 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de los viernes 16 de 
junio de 2017 a las 10:22 horas y 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libros 43, Tomo II, junio de 
2017, página 1159 y 68, Tomo II, julio de 2019, página 998, con números de registro 
digital: 2014508 y 2020317, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO DES­
PEDIDAS CON MOTIVO DE SU EMBARAZO. ELEMENTOS QUE CON­
FORMAN LA INDEMNIZACIÓN RESPECTIVA, COMO REPARACIÓN 
INTEGRAL A QUE TIENEN DERECHO. De acuerdo con el artículo 123, 
apartado B, fracción XIV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los trabajadores de confianza al servicio del Estado no gozan de 
estabilidad en el empleo; por tanto, no se les puede reinstalar con motivo 
de la separación de su empleo. Ahora bien, cuando se separa del cargo a una 
trabajadora de confianza al servicio del Estado por el hecho de estar embara-
zada, ello constituye una discriminación por razón de género que debe llevar 
al órgano jurisdiccional a la protección de los derechos, pero debido a que 
existe una restricción constitucional para su reinstalación, debe hacerse un 
ejercicio de ponderación entre la falta de estabilidad en el empleo y el dere-
cho de no discriminación por razón de género, ambos de naturaleza constitu-
cional, de manera que si bien no ha lugar a la reinstalación –para no inaplicar 
el artículo 123 referido–, sí debe ordenarse la reparación integral por la viola-
ción al artículo 1o. constitucional, consistente en la discriminación por razón 
de género de una mujer trabajadora embarazada, así como la afectación al 
núcleo esencial de la dignidad de la persona discriminada, pues en un con-
texto social, la violación a varios derechos como lo son al trabajo, a la dignidad 
y a la seguridad social, denota una segregación a pertenecer a una comuni-
dad económicamente activa, obstaculizando su proyecto de vida, motivo por 
el que debe condenarse a una indemnización, que abarque el resarcimiento 
de los servicios de salud, licencias de maternidad y cuidados de lactancia de 
que fue privada con motivo del ilegal actuar del Estado-patrón.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.16o.T.53 L (10a.)

Amparo directo 18/2019. 30 de mayo de 2019. Mayoría de votos con el voto particular del 
Magistrado Héctor Arturo Mercado López respecto del apartado II del considerando 
sexto y por unanimidad en cuanto al considerando séptimo, con el voto concurrente 
del Magistrado Juan Manuel Vega Tapia. Ponente: Armando I. Maitret Hernández. 
Secretario: Gersain Lima Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO DES­
PEDIDAS CON MOTIVO DE SU EMBARAZO. FORMA DE DISTRIBUIR 
LA CARGA DE LA PRUEBA PARA ACREDITAR LA DISCRIMINACIÓN 
POR RAZÓN DE GÉNERO. Conforme al método de juzgar con perspectiva 
de género, debe estimarse que cuando se separa del cargo a una trabaja
dora de confianza al servicio del Estado que se encuentre embarazada, la 
carga de la prueba para acreditar la discriminación directa por razón de gé-
nero se distribuye, en un primer momento, de dos formas: 1. La trabajadora 
debe acreditar, por lo menos, la sospecha racional de discriminación, ya sea 
por indicios o por presunción –principio de prueba–. 2. La demandada –luego 
de la existencia del principio de prueba– debe acreditar que no ocurrió la 
discriminación o las razones por las que no se actualiza. Por tanto, en aque-
llos procedimientos en los que las alegaciones de la parte actora se funda-
menten en actuaciones discriminatorias por razón de género, como haber 
sido separada del cargo por estar embarazada, corresponderá al demandado 
probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su propor-
cionalidad. Esto es así, porque está de por medio el reclamo de una violación 
a un derecho humano protegido en el artículo 1o., párrafo quinto, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por ello, el principio de la 
carga de la prueba respecto de que "quien afirma está obligado a probar", 
debe ponderarse de otra manera, pues en un caso de discriminación, para la 
aplicación efectiva del principio de igualdad de trato, la carga de la prueba 
debe recaer en la parte demandada, cuando se aporten indicios de la existen-
cia de dicha discriminación.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.16o.T.54 L (10a.)

Amparo directo 18/2019. 30 de mayo de 2019. Mayoría de votos, con el voto particular del 
Magistrado Héctor Arturo Mercado López respecto del apartado II del considerando 
sexto y por unanimidad en cuanto al considerando séptimo, con el voto concurrente 
del Magistrado Juan Manuel Vega Tapia. Ponente: Armando I. Maitret Hernández. 
Secretario: Gersain Lima Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA NOTIFICACIÓN DEL 
ACUERDO POR EL QUE SE CITA A LAS PARTES A LA AUDIENCIA DE 
PRUEBAS, ALEGATOS Y RESOLUCIÓN, DEBE HACERSE POR ESTRA­
DOS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 142 DE LA LEY RELATIVA. Con-
forme al artículo 142 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 
Estado, en el procedimiento burocrático se notificarán personalmente: a) la 
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demanda; b) los acuerdos o resoluciones en los que se cite a las partes a 
absolver posiciones; c) los que contengan un apercibimiento; d) la declarato-
ria de caducidad; y, e) el laudo. Fuera de esos casos de excepción, las restan-
tes notificaciones se realizarán por estrados, por lo que si el acuerdo en el 
que se cita a las partes al desahogo de la audiencia prevista en el numeral 
131 de esa ley (audiencia de pruebas, alegatos y resolución), no contiene al
guna de esas hipótesis, su notificación debe hacerse por estrados.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.9o.T.70 L (10a.)

Amparo directo 724/2019. Ruperto Núñez Solís. 28 de agosto de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Emilio González Santander. Secretaria: Esperanza Crecente Novo.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRABAJADORES DE BASE AL SERVICIO DEL ESTADO. CUANDO NO 
PROSPERE LA ACCIÓN DEL CESE DE SU NOMBRAMIENTO Y SE 
ENCUENTREN SUSPENDIDOS POR RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, ÉSTE DEBE PRONUN­
CIARSE EN EL MISMO LAUDO RESPECTO DE LA REINCORPORACIÓN 
EN EL CARGO Y EL PAGO DE LOS SALARIOS CAÍDOS, INDEPENDIEN­
TEMENTE DE QUE AQUÉLLOS NO LOS HUBIESEN RECLAMADO EN SU 
CONTESTACIÓN. De la interpretación del artículo 46 de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, se advierte que ningún trabajador podrá 
ser cesado sino por justa causa, lo que conlleva que su nombramiento o de-
signación sólo dejará de surtir efectos, sin responsabilidad para los titulares 
de las dependencias, por resolución firme del Tribunal Federal de Conciliación 
y Arbitraje, mediante el procedimiento establecido en el diverso 127 BIS de esa 
ley; asimismo, la fracción V y penúltimo párrafo del artículo 46 citado, prevé la 
posibilidad de que el titular de la dependencia suspenda los efectos del nom
bramiento en todos los casos que señala esa fracción, si con ello está conforme 
el sindicato correspondiente, pero si no lo está y se trata de una de las causas 
graves previstas en los incisos a), c), e) y h), el titular podrá demandar la con-
clusión de los efectos del nombramiento ante el citado tribunal, quien proveerá 
de plano, en incidente por separado, la suspensión de los efectos del nom
bramiento. Bajo este contexto, cuando el titular de una dependencia solicita 
al tribunal el cese del nombramiento de un trabajador de base por haber in-
currido en alguna de las causales establecidas en el artículo 46 referido, y 
con base en la suspensión solicitada, el trabajador es suspendido, el tribunal 
está obligado a pronunciarse en el propio laudo respecto de la reincorporación 
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del empleado y del pago de los salarios caídos, independientemente de que 
aquél no los hubiese reclamado en su contestación, cuando no prospere la 
acción del cese del nombramiento (que tiene por objeto separar al servidor de su 
plaza sin responsabilidad para el patrón), pues ello genera el regreso del em-
pleado a sus funciones en las mismas condiciones que regían la relación hasta 
antes de ser separado.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.11o.T.37 L (10a.)

Amparo directo 900/2019. Olga Patricia Cristóbal Medina. 9 de octubre de 2019. Unani-
midad de votos. Ponente: Héctor Pérez Pérez. Secretario: Pedro Durán Suárez.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DE LOS TRES PODE­
RES DEL ESTADO DE DURANGO. AL DETERMINAR LA LEY RESPEC­
TIVA CUÁLES SON LOS FUNCIONARIOS QUE TIENEN ESA CALIDAD, 
ES INAPLICABLE SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 5o. DE LA LEY 
FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, QUE 
PREVÉ UN CATÁLOGO DE PUESTOS QUE TIENEN ESE CARÁCTER 
A NIVEL FEDERAL. El artículo 17 de la Ley de los Trabajadores al Servicio 
de los Tres Poderes del Estado de Durango, prevé la aplicación supletoria, entre 
otras normas, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado; sin 
embargo, para el surgimiento de dicha figura deben actualizarse, entre otros, 
los siguientes requisitos: a) que la normativa a suplir no prevea una figura jurí
dica cuya aplicación sea necesaria para la resolución de una controversia, o 
bien, su regulación sea deficiente; y, b) que la ley a suplir permita esa posibi-
lidad, y que señale de manera específica cuál es la norma que debe aplicarse en 
suplencia, lo que no podrá verificarse si con ello se contraría el ordenamiento 
a suplir, o si se trata de regular instituciones que el legislador no tuvo la inten-
ción de establecer. Ahora bien, la propia legislación burocrática estatal en sus 
artículos 7o. y 9o., define que tendrán la categoría de trabajadores de con
fianza los que realicen funciones de dirección, inspección, vigilancia y fisca
lización; los que determinen las leyes o reglamentos especiales que regulen la 
organización y funcionamiento de las distintas dependencias o entidades admi
nistrativas; o bien, los que efectúen actividades que se relacionen con trabajos 
privados de un titular. Así, el legislador local, con fundamento en el artículo 
116, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
determinó cuáles son los funcionarios que tienen la calidad de trabajadores de 
confianza. En este sentido, si bien la ley burocrática local sí establece expre-
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samente la posibilidad de ser suplida e indica que es la legislación federal 
una de las que puede aplicarse para ese fin, entonces debe decirse que aqué-
lla define qué trabajadores deben considerarse como de confianza, además 
de que no se advierte una regulación deficiente al respecto; inclusive, la apli-
cación supletoria de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
contrariaría el ordenamiento local, pues hubo voluntad expresa del legislador 
de Durango de establecer la calidad de trabajadores de confianza a quie
nes desempeñen las actividades referidas, y no limitándolos a un catálogo. 
Asimismo, cabe hacer la acotación de que la legislación federal aludida no tiene 
el carácter de "ley especial", pues ésta es la que se aplica sólo a una o varias 
categorías de sujetos, o a hechos, situaciones o actividades específicas, y no 
sólo es de carácter principal, puesto que su aplicación no depende de insuficien
cia alguna en relación con otro ordenamiento, sino que resulta de aplicación 
preferente frente a las leyes generales; de ahí la inaplicabilidad supletoria de 
la ley federal de referencia, merced que la norma local es clara al definir a los 
trabajadores de confianza de diversa manera en que fue hecho por el legis
lador federal.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO.
XXV.3o.4 L (10a.)

Amparo directo 435/2018. Flor Aída Salas Acevedo y otro. 28 de marzo de 2019. Unani
midad de votos. Ponente: Miguel Ángel Álvarez Bibiano. Secretario: Eduardo Alfredo 
Herreman Ávalos.

Amparo directo 93/2019. María Guadalupe Mayela López Torres. 4 de julio de 2019. Unani
midad de votos. Ponente: Juan Carlos Ríos López. Secretario: José Enrique Guerrero 
Torres.

Amparo directo 195/2019. Juan Carlos Calderón Reyes. 8 de noviembre de 2019. Unani-
midad de votos. Ponente: Juan Carlos Ríos López. Secretario: Óscar Arturo Luévano 
González.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRABAJADORES DE CONFIANZA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO 
DE GUANAJUATO. CONFORME A LAS CONDICIONES GENERALES DE 
TRABAJO, TIENEN DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO. 
En cuanto al tema de estabilidad en el empleo de los trabajadores de confianza 
al servicio del Estado, el Alto Tribunal ha interpretado la fracción XIV del apar-
tado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en el sentido de que sólo tienen derecho a las medidas de protección 
al salario y a los beneficios del régimen de seguridad social; así se advierte 
de la jurisprudencia 2a./J. 21/2014 (10a.), de título y subtítulo: "TRABAJADO-
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RES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. SU FALTA DE ESTABILIDAD 
EN EL EMPLEO RESULTA COHERENTE CON EL NUEVO MODELO DE CONS-
TITUCIONALIDAD EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.". No obstante, 
tratándose de los trabajadores de confianza del Poder Judicial del Estado de 
Guanajuato, no les resulta aplicable la regla general de que carecen de esta-
bilidad en el empleo y que sólo disfrutarán de las medidas de protección al 
salario y de los beneficios de la seguridad social, pues conforme a las Condi-
ciones Generales de Trabajo del 1 de marzo de 1999, que regulan las relacio-
nes laborales entre ese Poder y sus servidores públicos, en sus artículos 2, 5, 
6, 19, 20, 38 y 39, se actualiza un supuesto de excepción al prever la tramita-
ción de un procedimiento para los casos en que un trabajador –cualquiera 
que sea su naturaleza: de base o confianza– incurra en alguna de las causas 
de rescisión previstas en ese ordenamiento, ya que el superior inmediato debe 
levantar un acta administrativa en la que asiente los hechos, la declaración 
del trabajador y, en su caso, las declaraciones de los testigos que se propon-
gan, y establece que cuando el servidor público sea rescindido de la relación 
laboral, deberá dársele aviso por escrito en el que se expresen las causas de la 
misma. También dispone que son obligaciones de ese Poder cubrir a los tra-
bajadores las indemnizaciones en términos de las condiciones generales y de 
la ley burocrática, así como reinstalar al personal en las plazas de las que 
hubiere sido separado, y ordenar el pago de los salarios caídos a que fuese 
condenado por laudo ejecutoriado o en virtud de una destitución injustificada. 
En este sentido, el mencionado instrumento normativo amplía los derechos 
de los trabajadores de confianza del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, 
consagrados en los artículos 123, apartado B, fracción XIV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8, párrafo primero, de la Ley del 
Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, 
pues incorpora la estabilidad en el empleo y, por ende, los derechos derivados 
de esta prerrogativa en beneficio de esa clase de trabajadores.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
SEXTO CIRCUITO.

XVI.2o.T.10 L (10a.)

Amparo directo 63/2019. 27 de junio de 2019. Mayoría de votos. Disidente: Ángel Michel 
Sánchez. Ponente: Celestino Miranda Vázquez. Secretario: Fidel Abando Sáenz.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 21/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de marzo de 2014 a las 10:18 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 4, Tomo I, 
marzo de 2014, página 877, con número de registro digital: 2005825.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANA­
JUATO. LOS ACTUARIOS DE ESA INSTITUCIÓN TIENEN LA CATEGO­
RÍA DE CONFIANZA. Conforme a las tesis de jurisprudencia P./J. 36/2006 y 
2a./J. 71/2016 (10a.), de rubro: "TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. 
PARA DETERMINAR SI TIENEN UN NOMBRAMIENTO DE BASE O DE CON-
FIANZA, ES NECESARIO ATENDER A LA NATURALEZA DE LAS FUNCIONES 
QUE DESARROLLAN Y NO A LA DENOMINACIÓN DE AQUÉL." y título y sub-
título: "TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DE LOS ESTADOS Y 
MUNICIPIOS DE LA REPÚBLICA MEXICANA. PARA DETERMINAR SI TIENEN 
ESA CATEGORÍA ES INDISPENSABLE COMPROBAR LA NATURALEZA DE 
LAS FUNCIONES QUE DESARROLLAN, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE AL
GUNA DISPOSICIÓN NORMATIVA LES ATRIBUYA UN CARGO O FUNCIÓN 
CON ESE CARÁCTER.", la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha estable-
cido que para determinar si un trabajador al servicio del Estado es de confianza 
o de base, debe atenderse a la naturaleza de las funciones que desempeña, 
con independencia de su nombramiento, en la inteligencia de que la sola 
existencia de un supuesto taxativo establecido por el legislador es insuficien-
te para considerar una categoría de confianza, en tanto puede no ser acorde 
con la realidad laboral de un trabajador, ni garantiza que se proteja integral-
mente a la parte débil de la relación. En ese tenor, de conformidad con los 
artículos 134, 135 y 136 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Guanajuato; 68, 319, 320, 322, 473, 474 y 480 del Código de Procedimientos 
Civiles de esa entidad, los actuarios del Poder Judicial del Estado de Guana-
juato, entre otras actividades, conducen las diligencias o actuaciones que prac
tican fuera del órgano jurisdiccional, en las cuales llevan su representación 
e, incluso, se les confiere poder de decisión en determinados aspectos del 
ejercicio de sus funciones, tanto que queda a su juicio –con prudencia y deter-
minación– la posible sospecha fundada en el caso de una notificación perso-
nal, además de que ante cualquier dificultad suscitada a propósito de una 
diligencia de embargo, por ejemplo, deben solventarla en ese momento y de 
la manera que consideren más prudente, asumiendo alguna decisión al res-
pecto. Ello significa que durante el desahogo de las diligencias que practican, 
pueden realizar determinados actos y adoptar medidas específicas que lleguen 
a trastocar derechos de las partes; además, cuentan con fe pública en el 
desempeño de sus funciones, por lo que deben presumirse válidos todos sus 
actos, salvo prueba en contrario; así, en razón de esas funciones tienen el 
carácter de confianza, dado el grado de responsabilidad que les asiste.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
SEXTO CIRCUITO.

XVI.2o.T.9 L (10a.)

Amparo directo 63/2019. 27 de junio de 2019. Mayoría de votos. Disidente: Ángel Michel 
Sánchez. Ponente: Celestino Miranda Vázquez. Secretario: Fidel Abando Sáenz.
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Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 36/2006 y 2a./J. 71/2016 (10a.) citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXIII, febrero de 2006, página 10 y en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas, así como en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo I, julio de 2016, página 771, 
con números de registro digital: 175735 y 2011993, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANA­
JUATO. LOS MEDIADORES Y CONCILIADORES ADSCRITOS AL 
CENTRO DE JUSTICIA ALTERNATIVA, TIENEN LA CATEGORÍA DE 
CONFIANZA. De los artículos 4, 6 y 7 de la Ley del Trabajo de los Servidores 
Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios de Guanajuato, y 6 de las 
Condiciones Generales de Trabajo del Poder Judicial del Estado de Guanajua-
to –publicadas en el Periódico Oficial el 27 de abril de 1999–, se advierte que 
serán considerados como trabajadores de confianza los servidores públicos 
que desempeñen funciones de inspección, vigilancia, fiscalización, manejo de 
fondos o valores, fedatación, auditorías, adquisiciones, asesorías y, en gene-
ral, todas aquellas que impliquen atribuciones de representatividad y poder 
de decisión en el ejercicio del mando. En ese sentido, los mediadores y con-
ciliadores adscritos al Centro de Justicia Alternativa del Estado de Guanajua-
to son trabajadores de confianza, en razón de que, conduciéndose en general 
como representantes del Poder Judicial gozan de fe pública y se constitu
yen como dirigentes de los procedimientos alternos de solución de controver-
sias (mediación y conciliación), pues a partir de un proceso de justipreciación 
–imparcial e independiente– de las condiciones y circunstancias del caso, así 
como de sus implicaciones y consecuencias, les corresponde proponer me-
didas de solución viables y armónicas con los intereses de los intervinientes 
y los derechos de terceros, incluyendo en materia penal lo relativo a la repa-
ración del daño, lo cual implica que realizan funciones con un grado superior 
de responsabilidad.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
SEXTO CIRCUITO.

XVI.2o.T.11 L (10a.)

Amparo directo 134/2019. 4 de julio de 2019. Mayoría de votos. Disidente: Ángel Michel 
Sánchez. Ponente: Celestino Miranda Vázquez. Secretaria: Francisca Tafoya Navarro.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRANSACCIONES REALIZADAS POR EL DISPOSITIVO TERMINAL 
PUNTO DE VENTA. EL PLAZO PARA CUALQUIER RECLAMO O ACLA­
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RACIÓN DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE GENERADO EL DEPÓSITO 
DERIVADO DE CADA TRANSACCIÓN EN LA "CUENTA CONCEN­
TRADORA" DEL BANCO, ES DECIR, CUANDO EL USUARIO GENERA 
MEDIANTE EL USO DE SU TARJETA EL PAGO DE MERCANCÍAS Y/O 
SERVICIOS BRINDADOS POR EL AFILIADO. De manera general, el 
modo de operar de las compras realizadas mediante terminales punto de venta, 
consiste en que cuando un usuario, paga mediante tarjeta, la operación y/o 
transacción se deposita en la cuenta del "afiliado", no así el importe; ahora 
bien, de todas las compras a través de transacciones con tarjeta, se genera un 
lote de éstas, el cual si "el afiliado" busca que sea depositado el importe que 
corresponde a las transacciones, deberá remitir al banco mediante el disposi
tivo terminal punto de venta, dicha información, a fin de que sea depositado el 
importe en la cuenta del "afiliado". De ahí que tratándose de transacciones 
realizadas a través del dispositivo terminal punto de venta, debe entenderse 
que el plazo para cualquier aclaración o reclamación por parte del afiliado, 
respecto del monto o importe de los depósitos derivados de transacciones 
con tarjeta, se computa a partir de la realización de la transacción con tarjeta 
por parte del usuario. Ello es así pues, para que se realice el depósito del 
importe en la "cuenta de cheques", perteneciente a la actora, previamente es 
carga del afiliado totalizar las transacciones del lapso de operaciones, así 
como generar el correspondiente "trámite de depósito" o "cierre de lote"; es 
decir, cumplimentar la suma de las transacciones autorizadas a través de la 
terminal punto de venta del periodo en que se realizó la operación con 
tarjeta materia de reclamo, pues es de esta manera que se desglosa de forma 
detallada cada una de las operaciones y consumos que se pagaron con tarjeta 
y esa información se envía al banco adquirente, siendo éste un presupuesto 
para que la institución, a su vez, haga el depósito del importe de todas las 
operaciones practicadas, en la "cuenta de cheques" del afiliado. Por ende, si 
es necesario aclarar o reclamar un depósito derivado de una transacción con 
tarjeta, el plazo otorgado al afiliado para hacerlo, se computa desde que se 
realiza esa operación, pues al versar la controversia sobre el procesamiento de 
la solicitud de pago y su consecuente autorización o rechazo, debe correr 
desde la propia transacción con tarjeta, ya que el convenio, cuyas definicio-
nes y términos se hallan en la cláusula primera, distingue entre la "transac-
ción", hecha mediante la tarjeta del usuario y depositada en la "cuenta 
concentradora" del banco, y el "importe de la transacción", que es el resultado 
del procesamiento de la solicitud y el posterior depósito en la "cuenta de 
cheques", siendo la primera operación, la que interesa e, incluso, el contrato 
impone la carga de conciliar diariamente las ventas realizadas por las tran-
sacciones con cargo a tarjeta, con lo depositado en su "cuenta concentra
dora". De ahí que el plazo para cualquier reclamo debe computarse a partir de 
generado el depósito derivado de cada transacción con tarjeta en la "cuenta 
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concentradora" del banco, es decir, a partir de que el usuario genera mediante 
el uso de su tarjeta el pago de mercancías y/o servicios brindados por el afi
liado. Luego, de no suscitar controversia dentro del plazo establecido contrac-
tualmente en estos términos, dará lugar a la preclusión del derecho y a que 
se le tenga conforme con los depósitos efectuados.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL 
VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO.

XXII.3o.A.C.7 C (10a.)

Amparo directo 46/2019. Energéticos El Garitón, S.A. de C.V. 15 de agosto de 2019. Unani
midad de votos. Ponente: Eligio Nicolás Lerma Moreno. Secretario: Dominico Eduardo 
Hernández Chávez.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. CUANDO AL­
GUNA DE SUS SALAS MANIFIESTA EXPRESAMENTE EN UNA SEN­
TENCIA QUE EXISTEN ASPECTOS TÉCNICOS QUE "ESCAPAN DE 
SU CONOCIMIENTO" PARA PRONUNCIARSE, EN EL JUICIO DE AM­
PARO QUE SE PROMUEVA EN SU CONTRA, DEBE ORDENARSE LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA QUE SE ALLEGUE DE 
LAS PRUEBAS PERICIALES QUE LE PERMITAN FIJAR ADECUADA­
MENTE LA LITIS SOMETIDA A SU CONSIDERACIÓN Y RESOLVER 
EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 41 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, establece la facultad de los Magistrados instruc-
tores del Tribunal Federal de Justicia Administrativa de que, hasta antes del 
cierre de la instrucción, para un mejor conocimiento de los hechos controver-
tidos, puedan ordenar la práctica de cualquier diligencia o proveer la prepa-
ración y desahogo de la prueba pericial cuando se planteen cuestiones de 
carácter técnico y no hubiera sido ofrecida por las partes. Por tanto, cuando 
alguna de las Salas de dicho órgano jurisdiccional manifiesta expresamente en 
una sentencia que existen aspectos técnicos que "escapan de su conocimien
to" para pronunciarse, en el juicio de amparo que se promueva en su contra 
debe ordenarse la reposición del procedimiento para que en uso de la facul-
tad mencionada, se allegue de las pruebas periciales necesarias que le pro-
porcionen los conocimientos especializados para fijar adecuadamente la litis 
sometida a su consideración y resolver el fondo del asunto, pues es aquélla la 
que manifiesta el desconocimiento y no las partes. Lo anterior no se opone al 
criterio sustentado en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 29/2010, de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "MAGISTRADOS 
INSTRUCTORES DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINIS-
TRATIVA. NO ESTÁN OBLIGADOS A ALLEGARSE PRUEBAS NO OFRECIDAS 
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POR LAS PARTES NI A ORDENAR EL PERFECCIONAMIENTO DE LAS DEFI-
CIENTEMENTE APORTADAS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATI-
VO, CON LAS QUE EVENTUALMENTE AQUÉL PUDIERA ACREDITAR LA 
ACCIÓN O EXCEPCIÓN DEDUCIDAS.", porque el desahogo de los medios de 
prueba que determine allegarse la Sala en el supuesto planteado, no tiene 
como finalidad acreditar hechos, ni las acciones o pretensiones deducidas, 
sino únicamente proporcionarle conocimientos especializados que le permi-
tan resolver correctamente.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.4o.A.180 A (10a.)

Amparo directo 15/2018. Fianzas Guardiana Inbursa, S.A., Grupo Financiero Inbursa. 31 
de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secreta-
ria: Aideé Pineda Núñez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 29/2010 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, marzo de 2010, página 
1035, con número de registro digital: 164989.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. NO SE GARANTIZA ESTE DE­
RECHO AL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD, POR EL HECHO 
DE QUE EL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, 
AL CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN, LE NOMBRE UN DEFEN­
SOR POR NO TENER UN LICENCIADO EN DERECHO QUE LO REPRE­
SENTE, SI EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO SE LE DESIGNÓ 
A UNO OFICIOSAMENTE, POR LO QUE DEBE REVOCARSE LA SEN­
TENCIA RECURRIDA Y ORDENARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCE­
DIMIENTO.

AMPARO EN REVISIÓN 199/2019. 17 DE OCTUBRE DE 2019. UNANI-
MIDAD DE VOTOS, CON VOTO CONCURRENTE DE LA MAGISTRADA IRMA 
RIVERO ORTIZ DE ALCÁNTARA, QUIEN NO ESTUVO DE ACUERDO CON EL 
CRITERIO MATERIA DE ESTA TESIS. PONENTE: EMMA MEZA FONSECA. 
SECRETARIA: MARÍA DEL CARMEN CAMPOS BEDOLLA.

CONSIDERANDO:

CUARTO.—Resulta innecesario la transcripción y el análisis de los agra
vios esgrimidos, en virtud de que se advierte la existencia de una violación a 
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las reglas fundamentales que norman el procedimiento del juicio de amparo, 
lo que conduce a revocar la sentencia impugnada y ordenar la reposición de 
aquél, en términos del artículo 93, fracción IV, de la Ley de Amparo.

En primer lugar, del escrito de demanda y de las constancias que inte-
gran el juicio de amparo, cabe destacar que el solicitante de amparo ********** 
se encuentra privado de la libertad en la Penitenciaría Santa Martha Acatitla, 
por el delito de secuestro exprés para cometer el delito de robo, y promovió el 
juicio constitucional por propio derecho, sin la asistencia de un abogado, en 
contra del auto de tres de junio de dos mil diecinueve, en la causa penal 
**********; medio de impugnación que el veinticuatro de julio del año en 
curso la Juez Primero de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de 
México, resolvió sobreseer en el juicio de amparo **********, al considerar 
que el acto reclamado deriva o es consecuencia de otro consentido, es decir, 
el acuerdo de treinta y uno de mayo de dos mil diecinueve, es consecuencia 
directa y necesaria de uno diverso y anterior acto de autoridad (acuerdo de 
veinticinco de abril de dos mil diecinueve) o no fue combatido en la vía de am
paro, previa interposición de los recursos ordinarios y medios de impugnación 
procedentes, o bien, fue consentido expresamente.

Ahora, el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos,5 en relación con los diversos numerales 8.1 y 25.1 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos,6 incorpora el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, entendida ésta en su sentido más amplio, como el de
recho de las personas a formular pretensiones o defenderse de ellas ante un 
órgano jurisdiccional, a través de un juicio en el que se respeten las garantías 

5 "Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para 
reclamar su derecho.
"Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos 
para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de mane-
ra pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibi-
das las costas judiciales. ..."
6 "Artículo 8. Garantías judiciales
"1. Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razona-
ble, por un Juez o tribunal competente independiente e imparcial establecido con anterioridad 
por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la de-
terminación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro ca-
rácter. ..."
"Artículo 25. Protección judicial
"1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los Jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. ..."
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del debido proceso, se emita una sentencia y, en su caso, se logre su plena y 
efectiva ejecución.

En ese contexto, los Estados tienen el deber de garantizar el derecho a 
la tutela jurisdiccional efectiva mediante distintos mecanismos legales que 
satisfagan los estándares mínimos, como lo pueden ser el derecho a un re-
curso efectivo, una justicia completa, pronta y gratuita, entre otros.

Ahora, los estándares mínimos del derecho a un recurso efectivo impli-
can no sólo a su previsión formal en la ley, sino que, además, sea el idóneo 
para los fines creados, esto es, que se garantice una tutela efectiva contra los 
actos o normas lesivas de derechos fundamentales.

En ese tenor, las autoridades jurisdiccionales deben ser garantes a fin 
de que durante la tramitación del juicio de amparo, se garantice al gobernado 
las condiciones mínimas necesarias para que se esté en posibilidad real de 
proteger, asegurar y hacer valer los derechos comprometidos.

Ahora, de acuerdo con las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia 
de las Personas en condición de Vulnerabilidad,7 deben garantizarse las con-
diciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vul-
nerabilidad, sin discriminación alguna, de manera que se permita el pleno 
goce de los servicios del sistema judicial y, en ese mismo sentido, los opera-
dores del sistema de justicia otorguen a las personas en condición de vulne-
rabilidad un trato adecuado a sus circunstancias singulares.

En ese tenor, la situación de reclusión, ya sea temporal o permanente, 
se considera una condición de vulnerabilidad,8 puesto que puede generar difi-
cultades para ejercer con plenitud –ante el sistema de justicia– el resto de de
rechos de los que se es titular (seguridad, alimentación, salud, integridad y 

7 Estas reglas, si bien no constituyen propiamente un tratado internacional de carácter vinculan-
te para quienes ejercen la función jurisdiccional, pueden resultar una herramienta de gran utili-
dad para estos últimos, en virtud de que establecen diversos estándares que, fundados en el 
respeto que se debe dar a la dignidad de las personas que se encuentran en estado de vulnera-
bilidad, favorecen que éstas tengan un efectivo acceso a la justicia.
8 Sección 2a. Beneficiarios de las Reglas, punto 10, reglas 22 y 23. "(22) La privación de la libertad, 
ordenada por autoridad pública competente, puede generar dificultades para ejercitar con plenitud 
ante el sistema de justicia el resto de derechos de los que es titular la persona privada de liber-
tad, especialmente cuando concurre alguna causa de vulnerabilidad enumerada en los aparta-
dos anteriores.
"(23) A efectos de estas Reglas, se considera privación de libertad la que ha sido ordenada por 
autoridad pública, ya sea por motivo de la investigación de un delito, por el cumplimiento de una 
condena penal, por enfermedad mental o por cualquier otro motivo."
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vida, entre otros aspectos); de ahí que lo que se pretenda es que se le brinde 
un proceso justo, ya que sus derechos fundamentales no han sido limitados 
o suspendidos durante su reclusión.

Ahora bien, el artículo 12 de la Ley de Amparo9 contempla la facultad 
con que cuentan las partes procesales para que sean representadas en el jui
cio de amparo por profesionales del derecho, de manera que la parte intere-
sada puede acudir –a través de dicha representación– ante el juzgado a instar 
o motivar la sustanciación del juicio de amparo.

Designación que permite –en términos amplios– que los autorizados fa
vorezcan los derechos e intereses de la parte procesal que representan, como 
es la interposición de recursos, el ofrecimiento de pruebas, la asistencia a las 
audiencias, la formulación de alegatos y, en sí, realizar cualquier acto que re
sulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante.

Derivado de lo anterior, es dable concluir que cuando una persona se 
encuentra privada de su libertad personal y promueve el juicio de amparo por 
propio derecho, sin pasar por alto que puede designar autorizado en términos 
del numeral arriba señalado, por lo general, existen condiciones de precarie-
dad que pueden constituir un obstáculo que repercuta en la efectividad del 
juicio de amparo; de ahí que el Juez de Distrito, de conformidad con los ar
tículos 1o. y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
8, numeral 2, incisos d) y e) y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y 14, numeral 3, incisos b) y d), del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, en aras de tutelar los derechos humanos de acceso a 
la justicia y defensa adecuada, al recibir un escrito de demanda de amparo 
proveniente de una persona que promueve el juicio de amparo por propio 
derecho, deba prevenirle para que nombre a un abogado que lo represente, 
ya sea en la diligencia en la que se comunique esa prevención, o dentro de los 
tres días posteriores a que surta efectos dicha notificación.

9 "Artículo 12. El quejoso y el tercero interesado podrán autorizar para oír notificaciones en su 
nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los 
recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspen-
sión o diferimiento y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los de-
rechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero.—En 
las materias civil, mercantil, laboral, tratándose del patrón, administrativa y penal, la persona 
autorizada, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de li-
cenciado en derecho o abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el es-
crito en que se otorgue dicha autorización. Sin embargo, las partes podrán designar personas 
solamente para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad 
legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere el párrafo anterior."
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Ello, se insiste, debido a las condiciones de vulnerabilidad de quien se 
encuentra en prisión, así como la dificultad de acceso a la justicia y las impor-
tantes consecuencias que puede conllevar la falta de representación jurídica.

Lo anterior derivó en la jurisprudencia 1a./J. 43/2019 (10a.), sustentada 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación «del viernes» 23 de agosto de 2019 «a 
las 10:31 horas», de título y subtítulo:

"TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. PARA GARANTIZAR QUE EL JUI
CIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL SEA ACORDE CON ESE 
DERECHO, EL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD DEBE CONTAR CON LA 
ASISTENCIA DE UN ABOGADO."

Al respecto, dicha Sala en la ejecutoria correspondiente a la contradic-
ción de tesis 187/2017, de la que derivó la jurisprudencia en cita, estableció que 
en el caso del quejoso privado de su libertad en virtud de un proceso penal, 
que promueve juicio de amparo indirecto en esa materia, por propio derecho 
y sin representación jurídica, existen condiciones de precariedad análogas a 
las que existen en el proceso penal que justifican, en principio, que el Estado 
lleve a cabo acciones para garantizar el derecho a la asistencia letrada; de ahí 
que cuando un quejoso está interno en algún centro de reclusión y promueve 
juicio de amparo indirecto por derecho propio, esa sola circunstancia entraña 
un serio obstáculo para representarse a sí mismo durante el juicio, pues exis
te una barrera física para allegarse de pruebas, acudir al órgano jurisdiccional 
a consultar actuaciones, realizar promociones, entre otras acciones de igual im
portancia, para tener mayores probabilidades de obtener una sentencia de 
amparo favorable.

Ahora bien, de las constancias de autos –como ya se dijo– se pone de 
manifiesto que, en el caso, no obstante que se aprecia que el quejoso se en-
cuentra privado de su libertad en la Penitenciaría Santa Martha Acatitla, me-
diante proveído de doce de junio de dos mil diecinueve, por el que se admitió 
la demanda de amparo indirecto, la Juez Primero de Distrito de Amparo en 
Materia Penal en la Ciudad de México, no lo previno para que nombrara a un 
abogado que lo representara, y en el supuesto de que no lo hiciere o no pudie
re nombrarlo, debía nombrarle al de oficio para que le proporcionara asisten-
cia jurídica para así ejercer adecuadamente el derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva.

Sin embargo, la Juez de Distrito resolvió el juicio de amparo sin respe-
tar ese derecho de defensa, por lo que tal omisión le generó indefensión que 
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trascendió al fallo, dado su estado de vulnerabilidad (privado de la libertad); 
de ahí que se estime transgredido su derecho a la asistencia de un abogado 
como condición de efectividad del juicio de amparo, a fin de que el quejoso 
pueda ejercer adecuadamente el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva.

En ese sentido, en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, la ju
risprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación es de apli-
cación obligatoria y, por tanto, aun cuando los hechos delictivos, la tramitación 
del juicio de amparo y la resolución impugnada, ocurrieron con antelación a 
la emisión del criterio jurisprudencial citado, en observancia del principio pro 
persona y a fin de garantizar la protección más amplia a los derechos del 
gobernado como base de la tutela de la dignidad humana, así como su defensa 
adecuada, se deberán acatar las pautas de interpretación establecidas en con-
sonancia con esa nueva tendencia proteccionista incorporada al régimen 
constitucional.

Por tanto, es evidente que las condiciones fácticas en las que se en-
cuentra el quejoso ********** le impiden ejercer adecuadamente su derecho 
a una tutela jurisdiccional efectiva, previsto en los artículos 17 constitucional, 
8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; por tanto, 
se encuentra justificado que en el presente asunto sea asistido de un aboga-
do, pues de esa manera se permitirá que pueda plantear y defender adecua-
damente sus pretensiones en el juicio de amparo.

Sin soslayar que al quejoso, una vez que este Tribunal Colegiado acep-
tó el conocimiento del asunto –por relación de precedente– y se avocó a su 
estudio, lo previno para que designara un licenciado en derecho para que lo 
asistiera, con el apercibimiento de que, si no lo hiciere, se le designaría un 
defensor de oficio; por lo que al momento de notificarle personalmente dicha 
circunstancia, solicitó que se le designara a un defensor de oficio; en atención 
a ello se giró oficio a la Dirección de la Defensoría Pública de la Ciudad de 
México, a fin de que designara defensor para que le brindara orientación y 
asesoría jurídica, siendo designada para tal efecto la licenciada Nina Concep-
ción Rosas Castañeda, pero dicho nombramiento debió ser requerido desde 
la presentación de la demanda de amparo indirecto ante la Juez de Distrito.

Sin embargo, el hecho de que este órgano colegiado acordara lo con-
ducente para la debida sustanciación del recurso de revisión, no tiene el im-
pacto suficiente para convalidar todas las actuaciones previas desahogadas 
durante el juicio de amparo indirecto y así abordar el fondo del asunto, pues de 
hacerlo, se consumaría un daño irreparable a los derechos del quejoso, des
critos en párrafos precedentes; en específico, los relativos a ofrecer pruebas, 
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mejorar los conceptos de violación, controvertir los informes justificados y 
consultar los autos de manera presencial para definir una estrategia procesal.

Es por esa misma razón, que para garantizar el derecho del quejoso a 
una tutela jurisdiccional efectiva, no basta que en el recurso de revisión opere 
a su favor la suplencia de la queja en términos del artículo 79, fracción III, 
inciso b), de la Ley de Amparo.

Lo anterior, ya que la figura de la suplencia de la queja, únicamente 
procede en el momento de emitir las resoluciones sobre el fondo del asunto 
para subsanar la deficiencia o ausencia total de agravios o conceptos de vio-
lación, no así en otros aspectos como los apuntados, en los que, invariable-
mente, subsiste la necesidad de asistencia de un licenciado en derecho, en 
virtud de que este último orientará al solicitante de amparo acerca de qué 
actos reclamar, decidir si se amplía la demanda, desistir total o parcialmente 
de la acción, ejercer la actividad probatoria del quejoso, controvertir los infor-
mes rendidos por las autoridades responsables, o hacer valer los recursos 
idóneos; de ahí la relevancia para ordenar la reposición del procedimiento.

Finalmente, cabe señalar que en el caso, la resolución del fondo del 
asunto y/o la suplencia de la queja, no generarían un mayor beneficio al que-
joso, pues con la reposición se podrían mejorar los conceptos de violación, 
los planteamientos con motivo de la vista del informe justificado, así como los 
agravios. Además, el quejoso, aquí recurrente, contará con una persona que 
le pueda asesorar respecto de los fallos que se emitan, y así esclarecer las 
dudas que éste pueda llegar a tener.

En esas condiciones, toda vez que ********** promovió juicio de pro-
tección de derechos fundamentales por propio derecho, sin asesoría de un 
profesional en derecho, se revoca la sentencia sujeta a revisión y se ordena la 
reposición del procedimiento en el juicio de amparo **********, a partir del 
auto admisorio, para el efecto de que la Juez de Distrito:

a) Requiera a la parte quejosa, ya sea en la diligencia en que comuni-
que esa prevención o dentro de los tres días posteriores a que surta dicha 
notificación, si es su deseo designar licenciado en derecho (defensor, asesor, 
representante, asistente jurídico, etcétera) para que lo asista en la tramitación 
del juicio de amparo y, en caso de que no quiera o no pueda nombrarlo, dado 
que en el caso se advierte que el procedimiento penal que dio origen al acto 
reclamado se instruyó en el fuero común, requiera a la Dirección de la Defen-
soría de Oficio y Orientación Jurídica, de la Consejería Jurídica y de Servicios 
Legales de la Ciudad de México, que proporcione uno que asista al quejoso 
en el presente juicio.
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b) Hecho lo anterior, notifique al quejoso y a su licenciado en derecho 
el contenido de la demanda, de los informes justificados rendidos por las auto
ridades responsables, y le otorgue el término de ocho días para imponerse de 
los mismos, a efecto que esté en aptitud de promover lo que a su representa-
ción convenga.

c) A fin de no retrasar el procedimiento, la reposición no implica dejar 
sin efecto las actuaciones llevadas a cabo desde el auto admisorio y hasta 
el auto donde tiene por recibido el informe, que ya ha rendido la autoridad 
responsable.

d) Continúe la sustanciación del juicio de amparo, como proceda, hasta 
el dictado de la sentencia que en derecho corresponda.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.—Se revoca la sentencia recurrida.

SEGUNDO.—Se ordena la reposición del procedimiento en el juicio de 
amparo **********, promovido por **********, en los términos establecidos 
en el último considerando del presente fallo.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución a la autoridad recurrida; 
vuelvan los autos a su lugar de origen; acúsese de recibo; háganse las anota-
ciones en el libro de gobierno y, en su oportunidad, archívese como asunto 
concluido.

Así lo resolvió el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Pri-
mer Circuito, por unanimidad de votos de los Magistrados Irma Rivero Ortiz 
de Alcántara (presidenta), Emma Meza Fonseca (ponente) y Luis Pérez de la 
Fuente, con voto concurrente de la primera de los nombrados.

En términos de lo previsto en los artículos 8, 103, 117 y demás 
aplicables de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa­
ción Pública, en esta versión pública se suprime la información consi­
derada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos 
supuestos normativos.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 43/2019 (10a.) y la parte conducente de la senten-
cia relativa a la contradicción de tesis 187/2017 citadas en esta ejecutoria, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de agosto de 2019 
a las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 69, Tomo II, agosto de 2019, páginas 1301 y 1272, con números de re-
gistro digital: 2020495 y 28964, respectivamente.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Voto concurrente de la Magistrada Irma Rivero Ortiz de Alcántara: Aun cuando coinci-
do con la determinación de revocar la resolución recurrida y ordenar la reposición 
del procedimiento en el juicio de amparo, considero que en la resolución se debió 
justificar detalladamente, acorde con las constancias existentes en autos, el porqué 
en este asunto, debe ordenarse la reposición del procedimiento para los efectos que 
se precisan, pues así lo dejó establecido la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 187/2017, de la que derivó 
la jurisprudencia 1a./J. 43/2019 (10a.).—En efecto, advierto que en el considerando 
cuarto de la resolución, luego de destacarse algunas de las consideraciones que 
emitió el Máximo Tribunal del País al resolver la referida contradicción de tesis, sólo 
se afirmó que la Juez de Distrito resolvió el juicio sin respetar el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva "por lo que tal omisión le generó indefensión que trascendió al 
fallo, dado su estado de vulnerabilidad (privado de la libertad); de ahí que se estime 
transgredido su derecho a la asistencia de un abogado como condición de efectividad 
del juicio de amparo, a fin de que el quejoso pueda ejercer adecuadamente el dere-
cho a la tutela jurisdiccional efectiva"; luego, se dijo que "es evidente que las condi-
ciones fácticas en las que se encuentra el quejoso" le impiden ejercer adecuadamente 
su derecho a una tutela jurisdiccional efectiva.—Y, finalmente, se expuso que en el 
caso, la resolución del fondo del asunto y/o la suplencia de la queja, no generarían 
un mayor beneficio al quejoso, pues con la reposición "se podrían mejorar los con-
ceptos de violación, los planteamientos con motivo de la vista del informe justificado, 
así como los agravios. Además, el quejoso, aquí recurrente, contará con una perso-
na que le pueda asesorar respecto de los fallos que se emitan, y así esclarecer las 
dudas que éste pueda llegar a tener.".—No obstante, considero que se debe abundar 
sobre cuáles son o en qué consisten las "condiciones fácticas en las que se encuen-
tra el quejoso", que le impidieron ejercer adecuadamente su derecho a una tutela 
jurisdiccional efectiva, a que se alude en la resolución, contrastado con las constan-
cias de autos, ya que la circunstancia de que el quejoso se encuentre privado de la 
libertad, ello por sí solo es insuficiente para ordenar la reposición del procedimiento, 
pues basta imponerse de la ejecutoria en comento para advertir con claridad que si 
bien, como se destaca en el proyecto a foja "13", el Máximo Tribunal del País en el 
párrafo "81" sostuvo que "...La reclusión, en sí misma, entraña un serio obstáculo para 
representarse a sí mismo durante el juicio de amparo indirecto en materia penal, pues 
implica una barrera física para allegarse de pruebas, acudir al órgano jurisdiccional 
a consultar actuaciones o realizar promociones, etcétera"; no menos cierto es que 
ese párrafo, en modo alguno, puede interpretarse de manera aislada con las demás 
consideraciones que también consideró el Máximo Tribunal del País, ya que de igual 
manera sostuvo que se ordenará la reposición del procedimiento, sólo en aquellos 
casos en que "converjan las condiciones destacadas", esto es, cuando el quejoso haya 
tenido obstáculos físicos, culturales y sociales para poder ejercer adecuadamente el 
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva o no haya contado con las condiciones mí
nimas necesarias para que "las personas estén en posibilidad real de proteger, ase-
gurar y hacer valer los derechos implicados" o cualquier acto necesario "para lograr 
que en el juicio de amparo indirecto efectivamente se estudie la violación a derechos 
humanos reclamada.". Atender sólo al contenido literal del párrafo "81", sería tanto 
como soslayar las demás consideraciones del Máximo Tribunal del País, al estimarse 
irrelevantes.—En ese orden de ideas, estimo que en el presente asunto debió preci-
sarse que el quejoso no contó con las condiciones mínimas necesarias que le permi-
tieron ejercer adecuadamente su derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, pues de 
los autos en consulta se advierte que, efectivamente, dicho impetrante promovió de
manda de amparo por su propio derecho, manifestó encontrarse privado de su libertad 
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personal en la Penitenciaría Santa Martha Acatitla, en esta ciudad y no señaló auto-
rizado alguno, en términos del artículo 12 de la Ley de Amparo.—Asimismo, se apre-
cia que la demanda que promovió la redactó de su puño y letra señaló, entre otras 
cosas, como acto reclamado el auto de tres de junio de dos mil diecinueve, atribuido 
al Juez Décimo Séptimo Penal de esta ciudad, manifestando los antecedentes del 
acto reclamado, así como los conceptos de violación.—Admitida la demanda, la au-
toridad responsable rindió su informe justificado, en el que negó categóricamente la 
existencia del acto reclamado; no obstante, realizó diversas manifestaciones en las que 
señaló la existencia de diversas actuaciones existentes en el sumario y agregó que una 
de ellas –la del 31 de mayo– podría constituir el acto reclamado; ante ello, la Juez de 
Distrito únicamente se constriñó a dar vista a las partes con el referido informe, orde
nando que se notificara personalmente al quejoso en el lugar de su reclusión.—Cabe 
hacer mención que de las constancias que remitió la autoridad responsable –relati-
vas a la causa penal de origen–, se advierte que el aquí quejoso presentó un escrito 
en el que solicitó al Juez responsable la expedición de copia certificada gratuita de 
"toda la causa penal", con la finalidad de presentar demanda de amparo directo; 
asimismo, refirió que de no ser procedente su petición, manifiesta su inconformi-
dad desde ese momento, "para los efectos del artículo 409 del código adjetivo de la 
materia.".—Así, el veinticinco de abril de dos mil diecinueve, el Juez de origen auto-
rizó la expedición de copia certificada únicamente de "algunos documentos" y en 
torno a la "inconformidad" planteada no acordó de conformidad su petición; motivo 
por el cual, el aquí amparista insistió, cuando menos en otros dos escritos, que el 
Juez de origen se pronunciara respecto de la aludida "inconformidad"; ante ello, la 
autoridad responsable dio vista a la defensora de oficio de su adscripción "para que 
se haga cargo de la defensa técnica adecuada que debe brindar al sentenciado ... y 
ésta le asesore sobre los planteamientos que desee realizar y, en su caso, le asista 
en las peticiones jurídicas que correspondan, las cuales deben encontrarse debida-
mente fundadas y motivadas, y con base en las leyes vigentes, que resulten exac
tamente aplicables al caso concreto, las cuales deberá presentar ante la autoridad 
competente..."; lo que sucedió hasta el tres de junio de dos mil diecinueve.—Poste-
riormente, ante el Juez de Distrito el quejoso presentó un escrito redactado de igual 
manera de su puño y letra, a través del cual realizó diversas manifestaciones a guisa 
de alegatos, entre las que destacan que "del auto de fecha 25 de abril de 2019 se des
prende que la responsable omite atender lo planteado sobre la inconformidad..."; 
ocurso que la Juez de Distrito relacionó en la audiencia constitucional.—Celebrada 
la audiencia constitucional, se dictó sentencia en la que la Juez de amparo sobrese-
yó en el juicio, al considerar que en el caso se actualiza la causal de improcedencia 
prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el numeral 217, ambos de la 
Ley de Amparo y la jurisprudencia de rubro: "ACTOS DERIVADOS DE ACTOS CON
SENTIDOS."(sic), pues estimó que el acto reclamado lo constituía el acuerdo de 
treinta y uno de mayo del año en curso y éste era consecuencia directa y necesaria 
de uno diverso y anterior al acto de autoridad –acuerdo de veinticinco de abril de dos 
mil diecinueve– que "o no fue combatido en la vía de amparo previa interposición de 
los recursos ordinarios y medios de defensa procedentes, o bien, fue consentido ex-
presamente.".—Por lo anterior estimo que, en el caso, la falta de asistencia letrada 
en el juicio de amparo, trascendió al resultado del fallo, pues el ahora quejoso no 
estuvo en aptitud de formular de la mejor manera posible los planteamientos que 
sustentaron la defensa de sus pretensiones, pues como se vio, en principio, no seña-
ló con precisión la fecha del acto reclamado, lo que trajo como consecuencia que el 
Juez de la causa, al rendir su informe justificado, negara su existencia; luego, ante 
las diversas manifestaciones de la autoridad responsable, la Juez de Distrito fijó la 
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litis y precisó que el acto reclamado lo era el acuerdo de treinta y uno de mayo del 
año en curso, soslayando que el aquí quejoso, al presentar su escrito de alegatos, 
manifestó que "del auto de fecha 25 de abril de 2019 se desprende que la responsa-
ble omite atender lo planteado sobre la inconformidad..."; lo que podría constituir el 
acto del que se duele.—De modo que, ante la existencia de diversas resoluciones 
pronunciadas por el Juez responsable relacionadas con el mismo tema del que se 
"duele" el quejoso, era necesario que éste contara con un abogado que le explicara, 
a suficiencia, sobre los alcances de tales actuaciones y los derechos implicados en 
ellas para, en su caso, aclarar cuál era el acto que realmente reclamaba y mejorar 
los conceptos de violación, o bien, ofrecer pruebas relevantes, controvertir el informe 
justificado rendido por la autoridad responsable o cualquier acto necesario para lo-
grar que en el juicio de amparo indirecto efectivamente se estudie la violación a de-
rechos humanos reclamada; cuestiones que, como lo estimó el Máximo Tribunal del 
País, sólo pueden llevarse a cabo adecuadamente con la asistencia de un aboga-
do.—Por todo lo anterior, es que formulo este voto concurrente, pues desde mi punto 
de vista, remitir a los argumentos sustentados por el Máximo Tribunal del País al resol
ver la contradicción de tesis aludida, sin exponer en el caso particular, cuáles fueron 
las condiciones fácticas en las que se encontraba el aquí quejoso y que le impidie
ron ejercer adecuadamente su derecho a una tutela jurisdiccional efectiva, contras-
tado con las constancia de autos, es insuficiente para justificar la resolución que se 
emite por este órgano colegiado.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 43/2019 (10a.) y la parte conducente de la ejecu-
toria relativa a la contradicción de tesis 187/2017 citadas en este voto, aparecen pu-
blicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de agosto de 2019 a 
las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 69, Tomo II, agosto de 2019, páginas 1301 y 1272, con números de registro digi-
tal: 2020495 y 28964, respectivamente.

Este voto se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. NO SE GARANTIZA ESTE 
DERECHO AL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD, POR EL 
HECHO DE QUE EL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO, AL CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN, LE 
NOMBRE UN DEFENSOR POR NO TENER UN LICENCIADO EN 
DERECHO QUE LO REPRESENTE, SI EN EL JUICIO DE AMPA­
RO INDIRECTO NO SE LE DESIGNÓ A UNO OFICIOSAMENTE, 
POR LO QUE DEBE REVOCARSE LA SENTENCIA RECURRIDA 
Y ORDENARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. Si bien 
el Magistrado Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito, una vez que 
admite a trámite el recurso de revisión y previene al quejoso para que de
signe licenciado en derecho para que lo asista, con el apercibimiento 
de que, si no lo hiciere, se le designaría un defensor de oficio; y, al no 
hacerlo, gira oficio a la Dirección de la Defensoría Pública correspondien-
te, a fin de que le designe un defensor para brindarle orientación y ase
soría jurídica, lo cierto es que ello no tiene el impacto suficiente para 
convalidar todas las actuaciones previas desahogadas durante el juicio 
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de amparo indirecto y así abordar el fondo del asunto, pues de hacerlo, 
se consumaría un daño irreparable a los derechos del quejoso, en es-
pecífico, los relativos a ofrecer pruebas, mejorar los conceptos de vio-
lación, controvertir los informes justificados, y consultar los autos de 
manera presencial para definir una estrategia procesal. Tampoco ga-
rantiza el derecho del quejoso a una tutela jurisdiccional efectiva, que 
en el recurso de revisión opere a su favor la suplencia de la queja en 
términos del artículo 79, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, ya 
que ésta únicamente procede en el momento de emitir las resolucio-
nes sobre el fondo del asunto para subsanar la deficiencia o ausencia 
total de agravios o conceptos de violación, no así en otros aspectos 
como los apuntados, en los que invariablemente subsiste la necesidad 
de asistencia de un licenciado en derecho, en virtud de que este último 
orientará al quejoso acerca de qué actos reclamar, decidir si se amplía 
la demanda, desistir total o parcialmente de la acción, ejercer la activi-
dad probatoria de aquél, controvertir los informes rendidos por las au-
toridades responsables, o hacer valer los recursos idóneos; de ahí que 
deba revocarse la sentencia recurrida y ordenarse la reposición del 
procedimiento.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.258 P (10a.)

Amparo en revisión 199/2019. 17 de octubre de 2019. Unanimidad de votos, con voto 
concurrente de la Magistrada Irma Rivero Ortiz de Alcántara, quien no estuvo de 
acuerdo con el criterio materia de esta tesis. Ponente: Emma Meza Fonseca. Secre-
taria: María del Carmen Campos Bedolla.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO. EL CONCEPTO 
"DIFERENCIA DE AUMENTO" QUE SE OTORGA A SUS TRABAJADO­
RES CON MOTIVO DEL INCREMENTO ANUAL QUE SE PACTA CON­
FORME A LA REVISIÓN CONTRACTUAL, INTEGRA EL SALARIO 
PARA EL PAGO DE LA GRATIFICACIÓN POR JUBILACIÓN. El concepto 
denominado "diferencias de aumento", debe considerarse en el salario para el 
pago de la gratificación por jubilación, ya que la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 24/2012 (10a.), de 
rubro: "UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO. LA GRATIFICA
CIÓN POR JUBILACIÓN DE SUS TRABAJADORES ADMINISTRATIVOS DEBE 
CALCULARSE CON BASE EN EL SALARIO INTEGRADO.", estableció que la 
gratificación por jubilación debe calcularse con el salario integrado; por tanto, 
si el pago de la prestación denominada "diferencia de aumento" que otorga la 
Universidad Nacional Autónoma de México a sus trabajadores con motivo del 
incremento anual que se pacta conforme a la revisión contractual, se trata 
del pago retroactivo de aquellos meses anteriores a la citada revisión, y 
mediante ese concepto se igualó el importe del salario de todos los meses del 
año, al recibirlo el trabajador durante el último año de servicios anterior a su 
jubilación, entonces integra el salario para el pago de aquélla.

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
PRIMER CIRCUITO.

I.13o.T.216 L (10a.)

Amparo directo 1023/2018. 24 de enero de 2019. Unanimidad de votos; mayoría en cuan-
to al sentido y tema de la tesis. Disidente: Nelda Gabriela González García. Ponente: 
Héctor Landa Razo. Secretaria: Carmen González Valdés.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 24/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 1, marzo 
de 2012, página 747, con número de registro digital: 2000480.
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Por instrucciones del Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de 
mayo de 2019 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 66, Tomo III, mayo de 2019, página 2606, con número de registro 
digital: 2019808, se publica nuevamente con las modificaciones en el precedente 
que el propio tribunal ordena sobre la tesis originalmente enviada.

Esta tesis se republicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

USUCAPIÓN. LA RATIFICACIÓN DEL ALLANAMIENTO A LAS PRES­
TACIONES DEL ACTOR NO TIENE COMO ALCANCE UN RECONO­
CIMIENTO PROPIO ACERCA DE QUE LA POSESIÓN SE HAYA 
DESARROLLADO EN FORMA PACÍFICA, CONTINUA Y PÚBLICA 
–INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA TESIS AISLA­
DA II.2o.C.258 C– (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). La in
terpretación sistemática de los artículos 5.59, 5.60, 5.61, 5.127, 5.128, 5.129 y 
5.130 del Código Civil del Estado de México, permite establecer que la usuca-
pión es un medio de adquirir la propiedad de un bien por el transcurso del 
tiempo, con las condiciones previstas por el legislador, y cuando la acción se 
promueve de buena fe respecto del inmueble, el actor debe acreditar que cuen-
ta con justo título para poseerlo en concepto de propietario, en forma pacífica, 
continua y pública, por más de cinco años. Ahora bien, el allanamiento cons-
tituye la actitud autocompositiva que implica el sometimiento incondicional 
por quien resiste en el proceso a las pretensiones del accionante, respecto a 
derechos renunciables, lo cual lleva implícita la admisión de la exactitud de 
los hechos, que puede hacerse en cualquier estado del juicio. Por ello, la ratifi-
cación del allanamiento por admisión de los hechos expresados en la demanda 
resultaría apto para probar, en su caso, la transmisión de la posesión en con-
cepto de propietario y de buena fe, al tenor del justo título requerido, cuando 
se reúna en el demandado la calidad de titular registral del inmueble objeto 
del juicio, pues dicha parte está en posibilidad de renunciar a la transmisión de 
la propiedad aducida como causa generadora de la posesión, así como a la 
inscripción de propiedad que obrare en su favor en la institución registral, 
porque la buena fe se presume siempre en favor de quien la invoca; sin em-
bargo, la ratificación del allanamiento a las pretensiones del actor no puede 
tener como alcance un reconocimiento propio acerca de que esa posesión se 
haya desarrollado en forma pacífica, continua y pública, pues aun cuando 
quedara acreditado que el actor adquirió sin violencia la posesión, por haber 
sido directamente otorgada por quien aparece como propietario en la inscrip-
ción registral, la continuidad en esa posesión no dependería del sometimien
to del demandado, pues confluye en un hecho que pudiera incidir en derechos 
de terceros o con afectación al interés público, condición exigida para poder 
realizar esa renuncia en el precepto 1.3 de dicha ley, pues el numeral 5.139 del 
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propio código establece diversas hipótesis de interrupción en el plazo para 
usucapir. Asimismo, el actor debe probar que ha poseído ininterrumpidamen-
te ese bien por el tiempo exigido, por lo cual, resolver con base en ese mero 
allanamiento, sería tanto como considerar la imposibilidad de terceros para 
hacer valer acciones en defensa de derechos de propiedad o posesión; ade-
más, si la posesión pública es la que se disfruta de manera que pueda ser 
conocida por todos, el allanamiento a la demanda no puede representar re-
nuncia de algún derecho del que pudiera disponer el demandado, pues atien-
de al conocimiento de más de una persona sobre el disfrute del bien respectivo 
ante la colectividad, incluso, el plazo de más de cinco años previsto para pres
cribir, tampoco podría justificarse con dicho allanamiento, debido a las causas 
que pueden dar lugar a la interrupción de la posesión, las cuales resultan aje
nas al demandado; consecuentemente, en una nueva reflexión, este Tribunal 
Colegiado de Circuito interrumpe el criterio sostenido en la tesis II.2o.C.258 C, 
de rubro: "USUCAPIÓN. EL ALLANAMIENTO A LA DEMANDA ES APTO PARA 
DEMOSTRAR LA POSESIÓN POR PARTE DEL ACTOR Y SUS DEMÁS ATRIBU-
TOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO).", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, enero de 2001, 
página 1810, registro digital: 190437.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO 
CIRCUITO.

II.2o.C.26 C (10a.)

Amparo directo 552/2015. Ma. del Rocío Loza Díaz y otro. 19 de octubre de 2015. Unani-
midad de votos. Ponente: José Antonio Rodríguez Rodríguez. Secretaria: Claudia 
Valeria Dávila Montero.

Nota: Esta tesis interrumpe el criterio sostenido por el propio tribunal en la diversa 
II.2o.C.258 C, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XIII, enero de 2001, página 1810, con número de registro digital: 190437.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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V

VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO PRO­
MOVIDO CONTRA EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN. SE ACTUALIZA 
CUANDO EL JUEZ DE LA CAUSA, SIN PREVIO AVISO Y AUTORI­
ZACIÓN DEL DE DISTRITO, SE PRONUNCIA EN RELACIÓN CON CUAL­
QUIER PETICIÓN CONCERNIENTE A LA LIBERTAD PERSONAL DEL 
QUEJOSO, SI SE CONCEDIÓ PARA EL EFECTO DE QUE QUEDARA 
A DISPOSICIÓN DE ÉSTE POR CUANTO HACE A DICHO TÓPICO, Y DE 
LA AUTORIDAD QUE DEBÍA JUZGARLO PARA LA CONTINUACIÓN 
DEL PROCESO. Aun cuando en el nuevo sistema penal acusatorio, se prevea 
la sustitución de la medida cautelar impuesta, con apoyo en el artículo quinto 
transitorio del decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de carácter penal federal, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 17 de junio de 2016, la única autoridad facultada para autorizar 
cualquier petición concerniente a la libertad personal del quejoso es el Juez de 
amparo, si con motivo de los efectos bajo los cuales otorgó la suspensión defi
nitiva cuando el acto reclamado es un auto de formal prisión, es que quede a 
su disposición en cuanto a su libertad personal, lo que legalmente impide al Juez 
del proceso, prima facie, proveer aquella petición concerniente a ese tópico 
(libertad personal); por lo que si el justiciable promueve ante el Juez ordinario, 
incidente no especificado de solicitud de revisión y sustitución de medidas 
cautelares y éste procede a dar trámite y resolver de manera fundada la soli-
citud realizada, cambiando la prisión preventiva por otras medidas, es claro que 
se viola la suspensión definitiva concedida, pues ello no concierne a la conti-
nuación del proceso, que es para el único efecto que está a su disposición; por 
tal motivo, con fundamento en el artículo 209 de la Ley de Amparo, procede re
querir al Juez del proceso para que en el término de veinticuatro horas cumpla 
con la suspensión definitiva, rectificando el error cometido, pues previo a pro-
veer sobre la solicitud de revisión y modificación de la medida cautelar plan-
teadas por el quejoso, debe informar al Juez de amparo de dicha solicitud 
para que, en su caso, le indique la manera de proveer, en la inteligencia de que 
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de no atender lo establecido, se procederá conforme a lo dispuesto en el pre-
cepto citado.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.259 P (10a.)

Queja 154/2019. 24 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Irma Rivero Ortiz 
de Alcántara. Secretario: Héctor Gabriel Espinosa Guzmán.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

VISTA A QUE SE REFIERE EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
64 DE LA LEY DE AMPARO. ES INNECESARIO QUE SE OTORGUE SI 
LA IMPROCEDENCIA PARCIAL DEL JUICIO NO IMPIDE EL ANALISIS 
INTEGRAL DE LA LITIS CONSTITUCIONAL PLANTEADA. La vista que 
se da a la quejosa con la posible actualización de una causal de improceden-
cia, en términos del segundo párrafo del artículo 64 de la Ley de Amparo, tiene 
como finalidad que se respeten los derechos de audiencia y de defensa que 
subyacen en la mencionada figura procesal, en tanto que con ello se le da la 
oportunidad para alegar lo que a su interés convenga respecto a esa cuestión 
jurídica. En ese sentido, si la improcedencia parcial decretada en un juicio de am
paro no impide el estudio integral del problema jurídico planteado en aquél, 
es innecesario otorgar la vista correspondiente, ya que en ese supuesto, la pro
tección de los derechos aludidos con esa medida procesal no tiene ningún 
sentido, dada la solución total del conflicto constitucional sometido a jurisdic
ción; verbigracia si en un caso concreto se determina el sobreseimiento en 
cuanto al secretario de Acuerdos –a quien se le reclama la emisión de una 
sentencia– por carecer del carácter de autoridad para efectos del juicio de 
amparo, y al mismo tiempo subsiste la materia de estudio del referido acto 
por la autoridad que sí lo emitió, pues esa determinación sólo constituye una 
cuestión periférica en la litis constitucional que no impide el estudio integral 
respectivo.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI-
MER CIRCUITO.

I.11o.T.4 K (10a.)

Amparo directo 482/2019. Compañía Panamericana de Tubos y Galvanización, S.A. de 
C.V. 15 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Ángel Ponce Peña. Secre-
tario: Luis Fernando Alfaro Palavicini.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
QUE REFORMA Y ADICIONA DISPOSI­
CIONES DE DIVERSOS ACUERDOS, EN 
RELACIÓN A LOS DÍAS DE ASUETO CON 
MOTIVO DE LA CELEBRACIÓN DEL DÍA 
DE LA MADRE Y DEL DÍA DEL PADRE.

CONSIDERANDO

PRIMERO. La administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial 
del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral, corresponde al Consejo de la Judi
catura Federal, con fundamento en los artículos 94, segundo párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 68 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación;

SEGUNDO. De conformidad con el artículo 100, primer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Consejo de la Judi-
catura Federal es un órgano del Poder Judicial de la Federación con indepen-
dencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones;

TERCERO. Es facultad del Consejo de la Judicatura Federal expedir 
acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones, de confor-
midad con lo previsto en los artículos 100 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judi
cial de la Federación;

CUARTO. Conforme al último párrafo del artículo 81 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal incorpo
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rará la perspectiva de género, de forma transversal y equitativa en el desem-
peño de sus atribuciones, programas y acciones, con el objeto de garantizar 
a las mujeres y hombres, el ejercicio y goce de sus derechos humanos, en 
igualdad de condiciones y velará por que los órganos a su cargo así lo hagan;

QUINTO. Por otra parte, y con el fin de reconocer la labor de las servi-
doras públicas del Consejo de la Judicatura Federal que son madres, el Con-
sejo les concede un día de asueto al año con motivo de la celebración del 10 de 
mayo, el cual es otorgado previo acuerdo con sus titulares, con el objeto de no 
afectar las labores en los centros de trabajo respectivos.

De manera similar, a partir de marzo de 2011 y con apoyo en la Circular 
10/2011, el Pleno del Consejo de la Judicatura autorizó otorgar un día de asue
to con motivo de la celebración del 10 de mayo a las juzgadoras federales.

La ampliación del día de asueto a los servidores públicos que son pa-
dres, es un paso que contribuye a modificar los patrones socioculturales que 
tradicionalmente han prevalecido, de acuerdo a lo planteado por el Ministro 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la 
Judicatura Federal, en las Líneas Generales de Trabajo 2019-2020, en las que 
se prevé abatir la brecha de desigualdad que existe entre mujeres y hombres 
en el goce de sus derechos humanos, mediante la adopción de políticas que 
permitan conciliar de mejor manera la vida laboral y familiar.

Esta acción promoverá el fortalecimiento familiar y el reconocimiento 
al rol de los padres respecto a los hijos, aspectos que resultan imprescindibles 
para el fomento de los derechos humanos, en particular, aquellos que se vincu
lan con la organización y desarrollo del núcleo familiar; y

SEXTO. Con el objeto de otorgar certidumbre jurídica, se estima con-
veniente consolidar la implementación de este Acuerdo, sin que sea dable, en 
aras de la igualdad, establecer mayores requisitos en comparación con los 
que han regido para concederlo en favor de las servidoras públicas y las juz-
gadoras federales, con motivo del 10 de mayo, siendo aplicables a los padres 
los lineamientos que se han emitido para otorgar un día de asueto con motivo 
de la celebración del día de las madres.

Por lo anterior, se expide el siguiente

ACUERDO

PRIMERO. Se reforman las denominaciones del Título Segundo, Capí-
tulo Segundo, Sección Primera del Libro Segundo; y se adicionan los artículos 
74 Bis a 74 Quater del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
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Federal, que establece las disposiciones en materia de actividad administra-
tiva del propio Consejo, para quedar como sigue:

"TÍTULO SEGUNDO
DE LOS PREMIOS, DÍAS DE ASUETO, PRESTACIONES Y 

LICENCIAS

CAPÍTULO SEGUNDO
DÍAS DE ASUETO

SECCIÓN PRIMERA
DEL DÍA DE LA MADRE Y DEL DÍA DEL PADRE

Artículo 74 Bis. Las madres y padres trabajadores del Consejo, gozarán 
de un día de asueto con motivo de la celebración del ‘Día de la Madre’ y del 
‘Día del Padre’, según corresponda.

Artículo 74 Ter. El día de asueto para las madres y padres trabajadores 
del Consejo, se otorgará previo acuerdo con el titular del área administrativa 
a la que se encuentre adscrito, a fin de no afectar las labores en los centros de 
trabajo respectivos.

Artículo 74 Quater. Para el otorgamiento del día de asueto, las madres 
y padres, deberán comunicar por escrito al titular del área administrativa a la 
que se encuentren adscritos, la fecha en la que se propone disfrutar de éste, 
con al menos cinco días hábiles de anticipación.

El día de asueto deberá estar comprendido entre los meses de mayo a 
diciembre, tratándose de las madres; y de junio a diciembre, tratándose de los 
padres; en el año que corresponda, no deberá ser inmediatamente previo o 
posterior a un periodo vacacional o licencia; y no podrá ser acumulado para 
años subsecuentes."

SEGUNDO. Se reforma la denominación del Título Noveno; y se adi-
cionan los artículos 104 Bis a 104 Quater al Acuerdo General del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la carrera judicial y las con-
diciones de los funcionarios judiciales, para quedar como sigue:

"TÍTULO NOVENO
De las Vacaciones, Días Inhábiles y Días de Asueto

Artículo 104 Bis. Las madres y padres adscritos a los órganos jurisdic-
cionales, gozarán de un día de asueto con motivo de la celebración del ‘Día 
de la Madre’ y del ‘Día del Padre’, según corresponda.
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Artículo 104 Ter. El día de asueto para las madres y padres adscritos a 
los órganos jurisdiccionales, con excepción de los titulares, se otorgará previo 
acuerdo con éstos, a fin de no afectar las labores del órgano jurisdiccional, 
observando, en lo conducente, lo dispuesto en el artículo 104 Quater del pre-
sente Acuerdo.

Artículo 104 Quater. En el caso de las juzgadoras y juzgadores federa-
les, para el otorgamiento del día de asueto, se deberá comunicar por escrito 
a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con al menos cinco días hábiles 
de anticipación al día de asueto.

La comunicación deberá contener:

I. La fecha en la que propone disfrutar del día de asueto, la cual deberá 
estar comprendida entre los meses de mayo a diciembre, tratándose de las 
madres; y de junio a diciembre, tratándose de los padres, en el año que corres
ponda, tomando en cuenta lo siguiente:

a) El día de asueto no deberá ser inmediatamente previo o posterior a 
un periodo vacacional o licencia;

b) El día de asueto no deberá coincidir con los periodos de turno, así 
como durante el desarrollo de visitas de inspección practicadas por la Visita-
duría Judicial; y

c) El día de asueto no podrá ser acumulado para años subsecuentes.

II. El nombre del secretario que quedará encargado del despacho del 
órgano jurisdiccional."

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el dos de enero de 
dos mil veinte.

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federa-
ción, en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; así como en el 
Portal del Consejo de la Judicatura Federal en Internet.

TERCERO. Se deja sin efectos la Circular 10/2011 del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal que establece los lineamientos para otorgar el día de 
asueto que con motivo de la celebración del día de las madres a las juzgado-
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ras federales del Consejo de la Judicatura Federal, así como las circulares 
11/2019 y 12/2019 emitidas por la Dirección General de Recursos Humanos.

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETA­
RIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL,

CERTIFICA:

Que este Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Fede-
ral que reforma y adiciona disposiciones de diversos acuerdos, en relación a 
los días de asueto con motivo de la celebración del día de la madre y del día 
del padre, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria de 
6 de noviembre de 2019, por unanimidad de votos de los señores Conseje-
ros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Antonio Cruz 
Ramos, Alejandro Sergio González Bernabé, Rosa Elena González Tirado y Martha 
María del Carmen Hernández Álvarez.—Ciudad de México, a 10 de diciembre 
de 2019 (D.O.F. DE 20 DE DICIEMBRE DE 2019).

Nota: Los Acuerdos Generales del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que esta-
blece las disposiciones en materia de actividad administrativa del propio Consejo; y 
el que reglamenta la carrera judicial y las condiciones de los funcionarios judiciales 
citados, aparecen publicados en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 14, Tomo III, enero de 2015, página 2256 y en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, marzo de 2008, página 
2025, registros digitales: 2592 y 1599, respectivamente.

Este acuerdo se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ACUERDO GENERAL 1/2020, DEL PLENO 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL, POR EL QUE SE ABROGAN LOS 
ACUERDOS GENERALES 38/2010 Y 4/2014, 
DEL PROPIO ÓRGANO COLEGIADO, RE­
LATIVOS A LOS SECRETARIOS ENCAR­
GADOS DEL DESPACHO PARA EL TURNO 
DE ASUNTOS DE NATURALEZA URGEN­
TE EN DÍAS Y HORAS INHÁBILES CON 
MOTIVO DE LOS OPERATIVOS DE AL­
COHOLIMETRÍA EN LOS JUZGADOS DE 
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DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRA­
TIVA EN EL DISTRITO FEDERAL, AHORA 
CIUDAD DE MÉXICO Y EN LOS JUZGADOS 
DE DISTRITO EN MATERIAS ADMINISTRA­
TIVA, CIVIL Y DE TRABAJO EN EL ESTADO 
DE JALISCO, RESPECTIVAMENTE.

CONSIDERANDO

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo 
segundo; 100, párrafos primero y octavo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y, 68 y 81, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano 
encargado de la administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial de los 
Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, con independencia técnica, de 
gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir 
acuerdos generales que permitan el adecuado ejercicio de sus atribuciones;

SEGUNDO. Los artículos 94, párrafo sexto, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracciones VI y XXIV; y 144 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, establecen que son atribucio-
nes del Consejo de la Judicatura Federal determinar el número, límites terri-
toriales y, en su caso, especialización por materia de los juzgados de Distrito, 
en cada uno de los Circuitos en que se divide el territorio de la República 
Mexicana; así como dictar las disposiciones necesarias para regular el turno 
de los asuntos de la competencia de los Juzgados de Distrito, cuando en un 
mismo lugar haya varios de ellos. Esta última atribución se ejerce a través de 
la Comisión de Creación de Nuevos Órganos, en términos del artículo 42, frac
ción III, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo;

TERCERO. El artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, establece que toda persona tiene derecho 
a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para im-
partirla en los plazos y términos que fijen las leyes;

CUARTO. Con motivo del alto ingreso de asuntos urgentes derivados 
de los arrestos administrativos por la aplicación del "Programa de Control y 
Prevención de Ingestión de Alcohol en Conductores de Vehículos en el Distri-
to Federal", ahora Ciudad de México, así como de la "Ley de Movilidad y Trans-
portes en el Estado de Jalisco" y su reglamento, en los Juzgados de Distrito en 
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Materia Administrativa en la Ciudad de México y en los Juzgados de Distrito 
en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco, con resi
dencia en Zapopan, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal aprobó los 
Acuerdos Generales 38/2010, relativo a los secretarios encargados del despa-
cho para el turno de asuntos con motivo del alcoholímetro (actos privativos 
de la libertad de naturaleza administrativa), en los Juzgados de Distrito en 
Materia Administrativa en el Distrito Federal y 4/2014, relativo a los secreta-
rios encargados del despacho para el turno de asuntos de naturaleza urgente 
en días y horas inhábiles con motivo de los operativos de alcoholimetría, en los 
Juzgados de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado 
de Jalisco;

QUINTO. El artículo 48 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de 
la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad 
administrativa de los órganos jurisdiccionales, considera como asuntos urgen
tes para su turno los siguientes: I. Ejercicio de la acción penal con detenido; 
II. Ejercicio de la acción penal sin detenido por delitos calificados como gra-
ves; III. Diligenciación de exhortos en que deba resolverse sobre la situación 
jurídica; IV. Solicitudes de orden de cateo; V. Solicitudes de intervención de 
comunicaciones privadas; VI. Solicitudes de extradición, VII. Orden de expul-
sión del país; VIII. Orden de arraigo; IX. Demandas de amparo contra actos que 
importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de 
procedimiento judicial, incomunicación, deportación o expulsión, destierro, 
extradición, desaparición forzada de personas, malos tratos, tortura psicoló-
gica, segregación y demás prohibidos por el artículo 22 de la Constitución; 
así como, las presentadas por falta de atención médica especializada de las 
personas privadas de su libertad en un centro de reclusión; X. Declaración de 
inexistencia de huelga; XI. Incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza 
Aérea Nacionales; y, XII. Aquellos que revistan tal carácter, conforme a las 
leyes que los rijan; y

SEXTO. El Consejo de la Judicatura Federal advierte que los Juzgados 
de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México y los Juzgados de 
Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco, 
con residencia en Zapopan, reciben asuntos urgentes de otros temas que 
inciden en la libertad e integridad personal de los quejosos, como son la falta 
de proporcionar medicamentos o atención médica, el aseguramiento o ex-
tracción de menores, arrestos administrativos diversos a los derivados del 
alcoholímetro e incluso cuestiones relacionadas con las condiciones de deten
ción, servicios de salud, alimentación, entre otros. Tales actos requieren ne-
cesariamente de un estudio acucioso del asunto, tarea que corresponde al 
titular del juzgado el realizar un análisis exhaustivo del caso concreto y, espe-
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cialmente pronunciarse sobre las medidas cautelares y sus efectos en este 
tipo de casos. En ese sentido, un secretario encargado del despacho no es el 
funcionario idóneo para pronunciarse sobre los asuntos urgentes ya mencio-
nados, pues los temas en cuestión requieren que el Juez de Distrito, como 
rector del procedimiento, sea quien materialice el principio de inmediación 
procesal, al emitir el pronunciamiento sobre la suspensión.

Por ello, en virtud de las características de los ingresos de asuntos ur-
gentes recibidos en días y horas inhábiles en los que se reclama el arresto 
administrativo derivado de los operativos de alcoholimetría en la Ciudad de 
México y en el Estado de Jalisco, no justifica la continuación de la medida 
implementada en los Acuerdos Generales 38/2010 y 4/2014 antes citados.

Adicionalmente, debe destacarse que aun cuando la medida adoptada 
en los Acuerdos Generales 38/2000 y 4/2014 aplica únicamente para los asun-
tos de alcoholimetría, y en estos casos es cuando surge la posibilidad de que 
un secretario encargado dicte las determinaciones respectivas, lo es cierto es 
que el acto que se reclama derivado de la aplicación de este programa impli-
ca una afectación a la libertad personal del quejoso. Por ende, en estos casos 
igualmente corresponde al Juez de Distrito, en cumplimiento al principio de 
inmediación, adoptar las medidas necesarias ante la posible violación del dere
cho a la libertad o cualquier otro reclamo que pudiera suscitarse, en términos 
del artículo 15 de la Ley de Amparo y otras disposiciones.

Por lo anterior, se expide el siguiente

ACUERDO

PRIMERO. Se abroga el Acuerdo General 38/2010, del Pleno del Con-
sejo de la Judicatura Federal, relativo a los secretarios encargados del despa-
cho para el turno de asuntos con motivo del alcoholímetro (actos privativos 
de la libertad de naturaleza administrativa), en los Juzgados de Distrito en 
Materia Administrativa en el Distrito Federal.

SEGUNDO. Se abroga el Acuerdo General 4/2014, del Pleno del Con-
sejo de la Judicatura Federal, relativo a los secretarios encargados del despa-
cho para el turno de asuntos de naturaleza urgente en días y horas inhábiles 
con motivo de los operativos de alcoholimetría, en los Juzgados de Distrito en 
Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco.

TERCERO. El Pleno y la Comisión de Creación de Nuevos Órganos del 
Consejo de la Judicatura Federal, estarán facultados para interpretar y resolver 
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las cuestiones administrativas que se susciten con motivo de la aplicación 
del presente Acuerdo en el ámbito de sus respectivas competencias.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO. Se deroga cualquier disposición que contravenga el pre-
sente Acuerdo.

TERCERO. La atención de asuntos urgentes que ingresen en el periodo 
de guardia previo al inicio de vigencia del presente Acuerdo, serán tramitados 
por el secretario encargado del despacho.

CUARTO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; así como en el portal del 
Consejo de la Judicatura Federal en Internet.

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETA­
RIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL,

CERTIFICA:

Que este Acuerdo General 1/2020, del Pleno del Consejo de la Judica-
tura Federal, por el que se abrogan los Acuerdos Generales 38/2010 y 4/2014, del 
propio órgano colegiado, relativos a los secretarios encargados del despacho 
para el turno de asuntos de naturaleza urgente en días y horas inhábiles con 
motivo de los operativos de alcoholimetría en los Juzgados de Distrito en Ma-
teria Administrativa en el Distrito Federal, ahora Ciudad de México y en los 
Juzgados de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado 
de Jalisco, respectivamente, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en 
sesión ordinaria de 8 de enero de 2020, por unanimidad de votos de los seño-
res Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Bernardo 
Bátiz Vázquez, Jorge Antonio Cruz Ramos, Eva Verónica de Gyvés Zárate, 
Alejandro Sergio González Bernabé, Sergio Javier Molina Martínez y Loretta 
Ortiz Ahlf.—Ciudad de México, a 27 de enero de 2020.

Nota: Los Acuerdos Generales del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que 
se expide el similar que reglamenta la organización y funcionamiento del propio 
Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos generales; 
38/2010, relativo a los secretarios encargados del despacho para el turno de asuntos 
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con motivo del alcoholímetro (actos privativos de la libertad de naturaleza adminis-
trativa), en los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal; 
4/2014 reformado por el 41/2018, relativo al cambio de denominación y competencia 
de los Juzgados de Distrito en Materia Civil y los Juzgados de Distrito en Materias 
Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan; la 
conclusión de funciones de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados 
de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan; el 
cambio de denominación de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados 
de Distrito en Materias Administrativa y de Trabajo en el mismo Estado y residencia; 
así como a las reglas de turno, sistema de recepción y distribución de asuntos entre 
los Juzgados de Distrito en la entidad federativa y residencia indicados; y que refor-
ma disposiciones de diversos acuerdos generales y el que reforma el que establece 
las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccio-
nales en relación con las órdenes de traslado citados, aparecen publicados en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 2, 
noviembre de 2013, página 1647; Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 
3401; Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libros 4, Tomo II, 
marzo de 2014, página 2063, 60, Tomo III, noviembre de 2018, página 2694 y 70, Tomo 
III, septiembre de 2019, página 2366, con números de registro digital: 2409, 2060, 
2458, 5290 y 5406, respectivamente.

Este acuerdo se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ACUERDO CCNO/1/2020 DE LA COMISIÓN 
DE CREACIÓN DE NUEVOS ÓRGANOS DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, 
RELATIVO AL CAMBIO DE DOMICILIO 
DEL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO, DEL 
PRIMER TRIBUNAL UNITARIO; ASÍ 
COMO DE LA OFICINA DE CORRESPON­
DENCIA COMÚN DE LOS TRIBUNALES 
COLEGIADOS EN MATERIAS CIVIL Y DE 
TRABAJO, TODOS DEL VIGÉSIMO PRI­
MER CIRCUITO, CON RESIDENCIA EN 
CHILPANCINGO, GUERRERO.

CONSIDERANDO

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo 
segundo; 100, párrafos primero y octavo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y 68 y 81, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano 
encargado de la administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial de los 
Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, con independencia técnica, de 
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gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir 
acuerdos generales que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones;

SEGUNDO. El artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, establece que toda persona tiene derecho 
a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para 
impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes; y

TERCERO. De conformidad con el artículo 42, fracción VIII, del Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la 
organización y funcionamiento del propio Consejo, la Comisión de Creación 
de Nuevos Órganos tiene la facultad para acordar las acciones tendentes a la 
adecuada y pronta instalación y cambio de domicilio de los órganos jurisdic-
cionales, entendido este último, como el cambio de ubicación del órgano 
jurisdiccional dentro de la misma ciudad o localidad en que se encuentra; 
para lo cual se dará aviso a la Comisión de Administración.

Por lo anterior, se expide el siguiente:

ACUERDO

Artículo 1. Se autoriza el cambio de domicilio del Primer Tribunal Co-
legiado en Materias Civil y de Trabajo; del Primer Tribunal Unitario y de la Ofi-
cina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materias 
Civil y de Trabajo, todos del Vigésimo Primer Circuito, con residencia en 
Chilpancingo, Guerrero.

Artículo 2. El nuevo domicilio del Primer Tribunal Colegiado en Mate
rias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, es en Calle 5 de mayo 
número 9, colonia Centro, Código Postal 39000, Chilpancingo, Guerrero.

El nuevo domicilio del Primer Tribunal Unitario del Vigésimo Primer 
Circuito y de la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados 
en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, con residencia en 
Chilpancingo, Guerrero, es en Boulevard Vicente Guerrero número 125, frac
cionamiento La Cortina, Código Postal 39090, Chilpancingo, Guerrero.

Artículo 3. El Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo, 
el Primer Tribunal Unitario, así como la Oficina de Correspondencia Común 
de los Tribunales Colegiados en Materias Civil y de Trabajo, todos del Vigésimo 
Primer Circuito, con residencia en Chilpancingo, Guerrero, iniciarán funcio
nes en su nuevo domicilio el veintisiete de enero de dos mil veinte.
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Artículo 4. A partir del veintisiete de enero de dos mil veinte, toda la 
correspondencia, trámites y diligencias relacionados con los asuntos de 
la competencia del Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo y 
del Primer Tribunal Unitario, ambos del Vigésimo Primer Circuito, con residen
cia en Chilpancingo, Guerrero, deberán dirigirse y realizarse en el domicilio 
precisado en el artículo 2 de este Acuerdo.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su 
aprobación.

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federa
ción, y para su mayor difusión en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, así como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal en Internet.

TERCERO. Los órganos jurisdiccionales a que se refiere el presente 
Acuerdo y la Oficina de Correspondencia Común de que se trata, deberán 
colocar avisos en lugares visibles con relación al cambio de domicilio.

LA JUEZA ILEANA MORENO RAMÍREZ, SECRETARIA EJECU­
TIVA DE CREACIÓN DE NUEVOS ÓRGANOS DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL,

CERTIFICA:

Que este Acuerdo CCNO/1/2020 de la Comisión de Creación de Nuevos 
Órganos del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al cambio de domicilio 
del Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo, del Primer Tribu-
nal Unitario; así como de la Oficina de Correspondencia Común de los Tribuna
les Colegiados en Materias Civil y de Trabajo, todos del Vigésimo Primer 
Circuito, con residencia en Chilpancingo, Guerrero, fue aprobado por la propia 
Comisión en sesión privada ordinaria celebrada el trece de enero de dos mil 
veinte, por los señores Consejeros: Presidente Bernardo Bátiz Vázquez, Jorge 
Antonio Cruz Ramos y Sergio Javier Molina Martínez.—Ciudad de México, 
a trece de enero de dos mil veinte. 

Nota: El Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se 
expide el similar que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Conse-
jo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos generales citado, 
aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XXVI, Tomo 2, noviembre de 2013, página 1647, con número de registro 
digital: 2109.

Este acuerdo se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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ACLARACIÓN AL TEXTO DE LAS CON­
DICIONES GENERALES DE TRABAJO DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS A CARGO 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL.

Dice:

Artículo 39. Con la finalidad de proporcionar una seguridad económica 
y preservar el ingreso de los servidores públicos ante la eventualidad de su 
separación del servicio público por cualquier causa, en tanto se reincorpo
ran, en su caso, al mercado laboral, se establece un Seguro de Separación 
Individualizado a favor de los servidores públicos de mando medio, quienes 
voluntariamente manifiesten su decisión de incorporarse a dicho beneficio.

...

Debe decir:

Artículo 39. Con la finalidad de proporcionar una seguridad económica 
y preservar el ingreso de los servidores públicos ante la eventualidad de su 
separación del servicio público por cualquier causa, en tanto se reincorpo
ran, en su caso, al mercado laboral, se establece un Seguro de Separación 
Individualizado a favor de los servidores públicos de mando y homólogos, 
quienes voluntariamente manifiesten su decisión de incorporarse a dicho 
beneficio.

...

ATENTAMENTE
Ciudad de México, a 28 de agosto de 2019

SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL

ARTURO GUERRERO ZAZUETA

Nota: Las Condiciones Generales de Trabajo de los servidores públicos a cargo del Con-
sejo de la Judicatura Federal citadas, aparecen publicadas en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo V, agosto de 2019, página 4738, 
registro digital: 5399.

Esta aclaración se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PRESENTACIÓN

El Consejo de la Judicatura Federal dentro de su dinámica organiza
cional, requiere mantener la vigencia de la información contenida en los 
instrumentos autorizados que conforman la normatividad administrativa dis-
ponible que regula la ejecución de las actividades inherentes a su operación 
y de quienes las realizan.

La actualización del presente documento denominado Catálogo Gene­
ral de Puestos del Consejo de la Judicatura Federal, con fecha de actua-
lización en noviembre 2019, contiene en forma jerarquizada y sistematizada 
la información de los 105 puestos de trabajo, que conforman el Tabulador 
General de Sueldos del Consejo de la Judicatura Federal, vigente.

Este Catálogo aprobado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Fede-
ral, es de aplicación obligatoria en los órganos jurisdiccionales y áreas ad
ministrativas, por lo que deberán ceñirse a las claves, denominaciones, niveles 
y rangos autorizados, así como a las políticas que se establecen tanto para el 
uso de los puestos existentes como para la solicitud o propuesta de creación, 
modificación o término de vigencia.

Asimismo, es importante resaltar que este Catálogo se constituye como 
el documento base de alineación que normará la elaboración de los docu-
mentos complementarios que compilan las distintas descripciones de los 
puestos autorizados, como son: el Manual General de Puestos del Consejo 
de la Judicatura Federal, Manuales Específicos de Organización y de Puestos de 
los Centros de Justicia Penal Federal y de las Áreas Administrativas del Con-
sejo de la Judicatura Federal, los cuales contendrán información detallada 
sobre el objetivo, las funciones y responsabilidades de los puestos y de los 
perfiles respecto de la formación académica, experiencia laboral y otros requi
sitos, que deberán cubrir los servidores públicos que los ocupen.

El presente documento se integra por cuatro apartados, el primero 
detalla la clasificación de los puestos de acuerdo al Tipo, Grupo y Rama con-
siderando la naturaleza jurídica y funcional de éstos.

El segundo apartado describe la conformación de los elementos de la 
Clave de Puesto y de los Niveles y Rangos Salariales; y, se incluye la tabla de 
agrupación de los puestos según su clasificación.

El tercer apartado define el objetivo de cada uno de los puestos, es 
decir, la razón fundamental de su existencia, considerando la aportación fun-
cional que desarrolla para la Institución.
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En el cuarto apartado se establecen las políticas que deberán aplicarse 
para el uso, creación y término de vigencia de los puestos, así como las restric
ciones para su adscripción.

I. CLASIFICACIÓN DE LOS PUESTOS

La agrupación de los puestos se realiza de acuerdo a su clasificación 
jurídica y funcional, entendiéndose por jurídica, la norma que lo fundamenta 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y por funcional, la orien
tación de su contribución en el Consejo de la Judicatura Federal.

Con base en lo anterior, se consideró que los elementos básicos para 
la clasificación de los puestos son: Tipo, Grupo y Rama y para su aplicación 
en el presente Catálogo General de Puestos se determinaron 3 Tipos, 5 Gru­
pos y 7 Ramas, quedando como sigue:

TIPO GRUPO RAMA

Código Denominación Código Denominación Código Denominación

CF CONFIANZA 1
MANDOS 
SUPERIORES

01
DIRECCIÓN DEL 
CJF*

CJ
CARRERA 
JUDICIAL

2
HOMÓLOGOS 
A MANDOS 
SUPERIORES

02 JURISDICCIONAL

BS BASE 3
MANDOS 
MEDIOS

03
JURÍDICA 
ESPECIALIZADA

4
HOMÓLOGOS 
A MANDOS 
MEDIOS

04
APOYO Y 
ASESORÍA

5 OPERATIVOS 05 ADMINISTRATIVA

06 TÉCNICA

07 SERVICIOS

Los elementos de clasificación guardan una relación entre sí, lo que 
permite disponer de diversas combinaciones para su agrupación, es decir, el 

* CJF: CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL
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Tipo puede contener total o parcialmente a los Grupos y Ramas; así como, un 
Grupo puede estar compuesto de una o varias Ramas.

Por lo que la estructura de clasificación adoptada permite disponer 
de diversos Grupos y Ramas en cualquiera de los tres Tipos, conforme a las 
necesidades funcionales de las plantillas de plazas autorizadas a los órganos 
jurisdiccionales y áreas administrativas del propio Consejo.

I.1 Tipo.

El Tipo se refiere a la clasificación jurídica del puesto conforme a lo 
señalado en los artículos 110, 181 y 182, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación y los Acuerdos Generales del Pleno del Consejo de la Judi
catura Federal, considerando 3 categorías relacionadas con las funciones que 
desarrollan los servidores públicos que los ocupan: Confianza, Carrera Judi­
cial y Base. A continuación, se detallan los puestos agrupados de acuerdo a 
esta clasificación:

I.1.1 Confianza (CF), corresponde a los puestos que tienen a su cargo 
funciones de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización y, en su caso, de 
apoyo especializado, asesoría y de ayuda y seguridad. Los puestos en este tipo 
son los que se ubican en el supuesto a que hace referencia el artículo 181 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, teniendo 77 puestos de 
Confianza con las siguientes nomenclaturas:

1. Consejero

2. Titular de Órgano Auxiliar

3. Visitador Judicial A

4. Titular de Unidad

5. Vocal

6. Secretario Ejecutivo

7. Coordinador de Asesores de la Presidencia

8. Secretario General de la Presidencia del Consejo de la Judicatura 
Federal

9. Coordinador Académico
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10. Coordinador de Seguridad

11. Secretario Técnico Coordinador de Ponencia de Consejero

12. Director General

13. Coordinador General

14. Coordinador de Administración Regional

15. Secretario Técnico de Ponencia de Consejero

16. Secretario Técnico AA de Comisión Permanente

17. Titular de Unidad Administrativa

18. Visitador Judicial B

19. Representante del CJF ante la Comisión Substanciadora

20. Representante del Sindicato de Trabajadores del PJF ante la Comi-
sión Substanciadora

21. Secretario Técnico A

22. Coordinador de Áreas

23. Administrador Regional A

24. Responsable de Archivos Judiciales

25. Delegado

26. Evaluador

27. Supervisor

28. Director de Área

29. Secretario de Apoyo B

30. Administrador Regional

31. Secretario de la Comisión Substanciadora Única del PJF
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32. Asesor Especializado

33. Coordinador Especializado

34. Secretario Particular

35. Coordinador de Gestión

36. Defensor Público

37. Asesor Jurídico

38. Asesor

39. Coordinador Especializado de Proyectos

40. Líder de Proyecto

41. Coordinador Técnico

42. Delegado Administrativo

43. Coordinador de Administración y Resguardo de Archivos Judiciales

44. Subdirector de Área

45. Jefe de Oficina de Correspondencia Común A

46. Coordinador Técnico A

47. Secretario Particular de Magistrado de Circuito

48. Secretario Particular de Juez de Distrito

49. Coordinador de Organización de Archivos Judiciales

50. Coordinador de Protección Civil

51. Coordinador de Mantenimiento del Centro Archivístico Judicial

52. Jefe de Departamento

53. Jefe de Seguridad Regional

54. Jefe de Oficina de Correspondencia Común B
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55. Auditor

56. Dictaminador

57. Coordinador Técnico B

58. Coordinador de Ayuda y Seguridad

59. Coordinador Técnico Administrativo

60. Profesional Operativo*

61. Técnico de Enlace Administrativo OCC

62. Asistente Administrativo

63. Técnico de Enlace

64. Jefe de Grupo de Seguridad

65. Técnico en Protección Civil

66. Oficial de Partes

67. Analista Especializado

68. Técnico de Videograbación

69. Técnico en Seguridad

70. Secretaria Ejecutiva A

71. Chofer de Funcionario

72. Chofer de Servicios

73. Oficial de Seguridad

74. Técnico Operativo*

(*) Este puesto puede ser de Tipo Confianza y/o Base por lo que se considera en ambas 
clasificaciones.
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75. Analista A

76. Analista

77. Técnico Administrativo

I.1.2 Carrera Judicial (CJ), corresponde a los puestos que contri
buyen directamente en la función de impartición de justicia. Los puestos en 
este tipo son los enunciados en el artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, adscritos a los órganos jurisdiccionales y centros 
de justicia penal federal, teniendo 7 puestos de Carrera Judicial con las 
siguientes nomenclaturas:

1. Magistrado de Circuito

2. Juez de Distrito

3. Secretario de Tribunal

4. Asistente de Constancias y Registro de Tribunal de Alzada

5. Secretario de Juzgado

6. Asistente de Constancias y Registro de Juez de Control o Juez de 
Enjuiciamiento

7. Actuario Judicial

I.1.3 Base (BS), corresponde a los puestos que realizan funciones 
de carácter técnico, administrativo, de servicios, de transporte y de oficina en 
general. Los puestos en este tipo son los que se ubican en el supuesto a que 
hace referencia el artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración, teniendo 21 puestos de Base con las siguientes nomenclaturas:

1. Profesional Operativo*

2. Secretaria

3. Analista Jurídico SISE

4. Auxiliar de Gestión Judicial

(*) Este puesto puede ser de Tipo Confianza y/o Base por lo que se considera en ambas 
clasificaciones.
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5. Taquígrafa Judicial Parlamentaria

6. Auxiliar de Actuario

7. Auxiliar de Sala

8. Oficial Administrativo

9. Enfermera Especializada

10. Educadora

11. Niñera

12. Cocinera CENDI

13. Técnico Operativo*

14. Secretaria A

15. Técnico Especializado

16. Analista Administrativo

17. Auxiliar de Servicios Generales

18. Cocinera

19. Chofer

20. Oficial de Servicios y Mantenimiento

21. Oficial de Servicios

I.2 Grupo.

El Grupo identifica la clasificación del puesto de acuerdo a su jerar­
quía en la estructura orgánica y responsabilidad funcional, conside
rando 5 categorías correspondientes a: Mandos Superiores, Homólogos a 
Mandos Superiores, Mandos Medios, Homólogos a Mandos Medios y Ope
rativos. A continuación, se detallan los puestos agrupados de acuerdo a esta 
clasificación:
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I.2.1 Mandos Superiores (1), este grupo se integra por puestos de 
nivel salarial 2, 2B, 3, 5, 6, 6A, 6B, 7, 8, 9, 10 y 11; cuyos ocupantes son fun
cionarios, que conforman la línea de mando en la estructura orgánica de los 
órganos jurisdiccionales y áreas administrativas, con responsabilidad en 
las decisiones de alto nivel que impactan en la misión y visión del Consejo 
de la Judicatura Federal y en el cumplimiento de las atribuciones encomenda
das al órgano jurisdiccional o área administrativa de su adscripción. Se tienen 
15 puestos de Mandos Superiores con las siguientes nomenclaturas:

1. Consejero

2. Titular de Órgano Auxiliar

3. Visitador Judicial A

4. Magistrado de Circuito

5. Titular de Unidad

6. Vocal

7. Secretario Ejecutivo

8. Coordinador de Asesores de la Presidencia

9. Secretario General de la Presidencia del Consejo de la Judicatura 
Federal

10. Juez de Distrito

11. Director General

12. Coordinador de Administración Regional

13. Titular de Unidad Administrativa

14. Visitador Judicial B

15. Secretario Técnico A

I.2.2 Homólogos a Mandos Superiores (2), este grupo se integra 
por puestos de nivel salarial 7A, 8, 8A, 9B, 9C y 11; cuyos ocupantes son fun-
cionarios que pueden conformar la línea de mando en la estructura orgánica 
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de las áreas administrativas del Consejo de la Judicatura Federal, con respon-
sabilidad técnica de alta especialización e impacto en el funcionamiento del 
área, y toma de decisiones del titular de su adscripción. Se tienen 8 puestos 
de Homólogos a Mandos Superiores con las siguientes nomenclaturas:

1. Coordinador Académico

2. Coordinador de Seguridad

3. Secretario Técnico Coordinador de Ponencia de Consejero

4. Coordinador General

5. Secretario Técnico de Ponencia de Consejero

6. Secretario Técnico AA de Comisión Permanente

7. Representante del CJF ante la Comisión Substanciadora

8. Representante del Sindicato de Trabajadores del PJF ante la Comi-
sión Substanciadora

I.2.3 Mandos Medios (3), este grupo se integra por puestos de nivel 
salarial 12, 13, 14, 20A, 21 y 24; que conforman una unidad orgánica de man
do a nivel de áreas, regiones, zonas o departamentos; cuyos ocupantes son 
servidores públicos con responsabilidad de decisión local en coordina
ción, supervisión y ejecución de las atribuciones que le son conferidas por 
el administrador del centro de justicia penal federal o el titular del área admi-
nistrativa de su adscripción. Se tienen 8 puestos de Mandos Medios con 
las siguientes nomenclaturas:

1. Coordinador de Áreas

2. Administrador Regional A

3. Director de Área

4. Administrador Regional

5. Delegado Administrativo

6. Subdirector de Área
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7. Jefe de Departamento

8. Jefe de Seguridad Regional

I.2.4 Homólogos a Mandos Medios (4), este grupo se integra por 
puestos de nivel salarial 12A, 13, 13A, 13B, 13C, 15, 16, 16A, 20, 21, 21A, 21B, 
21C, 24 y 24A; cuyos ocupantes son servidores públicos de mandos medios 
que conforman o no, una unidad de mando, con responsabilidad técnica 
especializada en el funcionamiento de los órganos jurisdiccionales y áreas 
administrativas de su adscripción, y para el asesoramiento y apoyo en la 
toma de decisiones de su jefe inmediato. Se tienen 35 puestos de Homólogos 
a Mandos Medios con las siguientes nomenclaturas:

1. Responsable de Archivos Judiciales

2. Secretario de Tribunal

3. Asistente de Constancias y Registro de Tribunal de Alzada

4. Delegado

5. Evaluador

6. Secretario de Juzgado

7. Asistente de Constancias y Registro de Juez de Control o Juez de 
Enjuiciamiento

8. Supervisor

9. Secretario de Apoyo B

10. Secretario de la Comisión Substanciadora Única del PJF

11. Asesor Especializado

12. Coordinador Especializado

13. Secretario Particular

14. Coordinador de Gestión
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15. Defensor Público

16. Asesor Jurídico

17. Asesor

18. Coordinador Especializado de Proyectos

19. Líder de Proyecto

20. Coordinador Técnico

21. Coordinador de Administración y Resguardo de Archivos Judiciales

22. Jefe de Oficina de Correspondencia Común A

23. Coordinador Técnico A

24. Actuario Judicial

25. Secretario Particular de Magistrado de Circuito

26. Secretario Particular de Juez de Distrito

27. Coordinador de Organización de Archivos Judiciales

28. Coordinador de Protección Civil

29. Coordinador de Mantenimiento del Centro Archivístico Judicial

30. Jefe de Oficina de Correspondencia Común B

31. Auditor

32. Dictaminador

33. Coordinador Técnico B

34. Coordinador de Ayuda y Seguridad

35. Coordinador Técnico Administrativo
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I.2.5 Operativos (5), este grupo se integra por puestos de nivel sala
rial 25, 25A, 25B, 26, 27, 27A, 28, 28A, 28B, 29, 29A, 30, 31, 32, 33, 33A y 33B; 
cuyos ocupantes son servidores públicos que auxilian en el funcionamiento 
de los órganos jurisdiccionales y áreas administrativas, con responsabilidad 
restringida a la ejecución y a los resultados señalados para el desempeño de 
sus actividades, bajo supervisión superior. Se tienen 39 puestos Operativos 
con las siguientes nomenclaturas:

1. Profesional Operativo (2)*

2. Secretaria

3. Analista Jurídico SISE

4. Auxiliar de Gestión Judicial

5. Taquígrafa Judicial Parlamentaria

6. Técnico de Enlace Administrativo OCC

7. Asistente Administrativo

8. Técnico de Enlace

9. Jefe de Grupo de Seguridad

10. Auxiliar de Actuario

11. Auxiliar de Sala

12. Técnico en Protección Civil

13. Oficial Administrativo

14. Enfermera Especializada

15. Educadora

16. Oficial de Partes

(*) Este puesto puede ser de Tipo Confianza y/o Base por lo que se considera en ambas 
clasificaciones.
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17. Analista Especializado

18. Técnico de Videograbación

19. Técnico en Seguridad

20. Niñera

21. Cocinera CENDI

22. Secretaria Ejecutiva A

23. Chofer de Funcionario

24. Chofer de Servicios

25. Oficial de Seguridad

26. Técnico Operativo (2)*

27. Analista A

28. Analista

29. Secretaria A

30. Técnico Especializado

31. Técnico Administrativo

32. Analista Administrativo

33. Auxiliar de Servicios Generales

34. Cocinera

35. Chofer

36. Oficial de Servicios y Mantenimiento

37. Oficial de Servicios
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I.3 Rama.

La Rama se refiere a la clasificación del puesto por su orientación 
funcional conforme a su contribución en la operación Institucional, conside
rando 7 categorías correspondientes a: Dirección del CJF, Jurisdiccional, 
Jurídica Especializada, Apoyo y Asesoría, Administrativa, Técnica y Servi
cios. A continuación, se detallan los puestos agrupados de acuerdo a esta 
clasificación:

I.3.1 Dirección del CJF (01), este grupo se integra por puestos de 
nivel salarial 2, 2B, 3, 6A, 6B, 8, 9 y 11; con funciones de planeación y deter
minación de estrategias, para establecer el rumbo que debe seguirse para el 
logro de los objetivos institucionales; así como, en la dirección, adminis
tración y evaluación de programas, recursos y unidades a su cargo. Se tienen 
los siguientes 11 puestos de Dirección del CJF con las siguientes 
nomenclaturas:

1. Consejero

2. Titular de Órgano Auxiliar

3. Titular de Unidad

4. Vocal

5. Secretario Ejecutivo

6. Coordinador de Asesores de la Presidencia

7. Secretario General de la Presidencia del Consejo de la Judicatura 
Federal

8. Director General

9. Coordinador de Administración Regional

10. Titular de Unidad Administrativa

11. Secretario Técnico A

I.3.2 Jurisdiccional (02), este grupo se integra por puestos de nivel 
salarial 6, 7, 13A, 13C, 21, 25, 26 y 27; con funciones para la resolución de los 
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asuntos que se conocen en los órganos jurisdiccionales y de dirección de 
éstos, o de participación en actividades del ámbito jurisdiccional. Se tienen los 
siguientes 13 puestos Jurisdiccionales con las siguientes nomenclaturas:

1. Magistrado de Circuito

2. Juez de Distrito

3. Secretario de Tribunal

4. Asistente de Constancias y Registro de Tribunal de Alzada

5. Secretario de Juzgado

6. Asistente de Constancias y Registro de Juez de Control o Juez de 
Enjuiciamiento

7. Actuario Judicial

8. Analista Jurídico SISE

9. Auxiliar de Gestión Judicial

10. Auxiliar de Actuario

11. Auxiliar de Sala

12. Oficial Administrativo

13. Oficial de Partes

I.3.3 Jurídica Especializada (03), este grupo se integra por puestos 
de nivel salarial 5, 10, 11, 13, 13A, 13B, 15 y 16A; con funciones especializa
das en materia jurídica para la inspección del funcionamiento de los órganos 
jurisdiccionales y supervisión de conductas de los integrantes de estos órga
nos; la prestación del servicio gratuito y obligatorio de defensa pública en 
asuntos del fuero federal y la resolución de conflictos laborales entre el Con-
sejo de la Judicatura Federal y sus servidores públicos. Se tienen los siguientes 
10 puestos Jurídico Especializados con las siguientes nomenclaturas:

1. Visitador Judicial A

2. Visitador Judicial B
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3. Representante del CJF ante la Comisión Substanciadora

4. Representante del Sindicato de Trabajadores del PJF ante la Comi
sión Substanciadora

5. Delegado

6. Evaluador

7. Supervisor

8. Secretario de la Comisión Substanciadora Única del PJF

9. Defensor Público

10. Asesor Jurídico

I.3.4 Apoyo y Asesoría (04), este grupo se integra por puestos de 
nivel salarial 8A, 9B, 9C, 12A, 13, 15, 16, 20 y 21A; con funciones técnicas 
especializadas en aspectos jurídicos y/o administrativos para el asesoramiento 
y desarrollo de estudios, investigaciones, opiniones y propuestas; así como, 
para el seguimiento y desahogo de los asuntos que le encomiende el titular 
del área administrativa y, en su caso, para la coordinación de recursos y pro
yectos asignados a su área de adscripción. Se tienen los siguientes 18 puestos 
de Apoyo y Asesoría con las siguientes nomenclaturas:

1. Coordinador Académico

2. Coordinador de Seguridad

3. Secretario Técnico Coordinador de Ponencia de Consejero

4. Coordinador General

5. Secretario Técnico de Ponencia de Consejero

6. Secretario Técnico AA de Comisión Permanente

7. Responsable de Archivos Judiciales

8. Secretario de Apoyo B



2771SEXTA PARTE NORMATIVA Y ACUERDOS RELEVANTES  •  Sec. 2a. CJF

9. Asesor Especializado

10. Coordinador Especializado

11. Secretario Particular

12. Coordinador de Gestión

13. Asesor

14. Coordinador Especializado de Proyectos

15. Líder de Proyecto

16. Coordinador Técnico

17. Secretario Particular de Magistrado de Circuito

18. Secretario Particular de Juez de Distrito

I.3.5 Administrativa (05), este grupo se integra por puestos de nivel 
salarial 12, 13, 14, 20A, 21, 24, 25, 25A, 25B, 28, 28B, 29, 30, 31 y 33B; con 
funciones de apoyo administrativo bajo supervisión superior, requeridas para 
la operación de las áreas administrativas de su adscripción, como son la direc
ción y supervisión de áreas, y recursos asignados para la prestación de ser
vicios o realización de trámites en un ámbito específico; la compilación y 
análisis de información; captura y validación de datos; manejo de equipos de 
cómputo; operación de sistemas de información; integración de expedientes; 
manejo de archivos; transcripción de documentos; atención telefónica y de 
visitantes; entre otras. Se tienen los siguientes 24 puestos Administrativos 
con las siguientes nomenclaturas:

1. Coordinador de Áreas

2. Administrador Regional A

3. Director de Área

4. Administrador Regional

5. Delegado Administrativo
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6. Subdirector de Área

7. Jefe de Oficina de Correspondencia Común A

8. Jefe de Departamento

9. Jefe de Oficina de Correspondencia Común B

10. Jefe de Seguridad Regional

11. Profesional Operativo (2)*

12. Secretaria

13. Taquígrafa Judicial Parlamentaria

14. Técnico de Enlace Administrativo OCC

15. Asistente Administrativo

16. Secretaria Ejecutiva A

17. Técnico Operativo (2)*

18. Analista

19. Secretaria A

20. Técnico Administrativo

21. Analista Administrativo

22. Oficial de Servicios

I.3.6 Técnica (06), este grupo se integra por puestos de nivel salarial 
21, 21B, 21C, 24, 24A, 25, 27, 28 y 30; con funciones de especialidad técnica 
bajo supervisión superior, requeridas para la prestación de los servicios que 

(*) Este puesto puede ser de Tipo Confianza y/o Base por lo que se considera en ambas 
clasificaciones.}
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proporcionan los órganos jurisdiccionales y áreas administrativas de su ads-
cripción, realizando auditorías, dictámenes, recomendaciones preventivas 
y correctivas; desarrollo de proyectos y estudios; trámite y seguimiento de 
asuntos; recepción y atención a enfermos y pacientes; enseñanza y cuidado 
infantil; entre otras. Se tienen los siguientes 16 puestos Técnicos con las 
siguientes nomenclaturas:

1. Coordinador de Administración y Resguardo de Archivos Judiciales

2. Coordinador Técnico A

3. Coordinador de Organización de Archivos Judiciales

4. Coordinador de Protección Civil

5. Coordinador de Mantenimiento del Centro Archivístico Judicial

6. Auditor

7. Dictaminador

8. Coordinador Técnico B

9. Coordinador Técnico Administrativo

10. Técnico de Enlace

11. Enfermera Especializada

12. Educadora

13. Analista Especializado

14. Técnico de Videograbación

15. Niñera

16. Técnico Especializado

I.3.7 Servicios (07), este grupo se integra por puestos de nivel salarial 
24, 25, 27A, 28, 28A, 29A, 32, 33 y 33A; con funciones de supervisión, análisis o 
ejecución de tareas necesarias para la prestación de servicios de seguridad, 
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transporte, fotocopiado, archivo, mantenimiento menor, talleres, alimentos e 
intendencia, entre otras labores de auxilio general necesarias para los servi-
dores públicos superiores y de mandos medios que se encuentran asignados 
a los órganos jurisdiccionales y áreas administrativas de su adscripción. 
Se tienen los siguientes 13 puestos de Servicios con las siguientes 
nomenclaturas:

1. Coordinador de Ayuda y Seguridad

2. Jefe de Grupo de Seguridad

3. Técnico en Protección Civil

4. Técnico en Seguridad

5. Cocinera CENDI

6. Chofer de Funcionario

7. Chofer de Servicios

8. Oficial de Seguridad

9. Analista A

10. Auxiliar de Servicios Generales

11. Cocinera

12. Chofer

13. Oficial de Servicios y Mantenimiento

II. INTEGRACIÓN DE LOS ELEMENTOS DE LA CLAVE DE 
PUESTO, NIVEL Y RANGO SALARIAL

II.1 Clave de Puesto.

Una vez identificados los criterios de clasificación para la agrupación 
de los puestos autorizados, el código de la clave de puesto, está conformado 
por una estructura de siete caracteres alfanuméricos, donde:
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• El primer y segundo caracteres corresponden al Tipo de puesto;

• El tercer carácter representa el Grupo al que pertenece el puesto;

• El cuarto y quinto caracteres reflejan la Rama a la que pertenece el 
puesto, y

• El sexto y séptimo caracteres corresponden al consecutivo del puesto 
dentro de un Tipo, Grupo y Rama específicos.

Por ejemplo, la clave de puesto de Consejero es CF10101, donde:

Lo que significa que pertenece al Tipo de Puesto de Confianza (CF); al 
Grupo 1 de Mandos Superiores; la Rama 01 de Dirección del CJF y su denomi
nación tiene asignado el consecutivo 01, dentro de esa clasificación.

II.2 Nivel y Rango Salarial.

El Nivel Salarial está conformado por números arábigos del 2 al 33, 
donde el 2 representa el nivel tabular mayor y el 33 el nivel tabular menor, 
también existen niveles intermedios utilizando letras, por ejemplo: 2B corres-
ponde a un nivel entre el nivel 2 y 3, pudiendo utilizarse sucesivamente 
hasta la Z con lo cual tendríamos hasta 27 posibilidades intermedias entre 
dos niveles.

En cuanto al Rango Salarial, éste podrá ser Único, Máximo, Medio o 
Mínimo, según se autorice para el nivel del puesto en cuestión.
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II.3 Agrupación de Puestos según su Clasificación.

Los siguientes cuadros incorporan la agrupación general de los puestos 
considerando su agregación de acuerdo a la clasificación por Tipo, Grupo y Rama 
e identificando la Clave de Puesto, Nivel y Rango Salarial correspondientes.

II.3.1 Del Tipo Confianza existen 77 puestos distribuidos en 5 
grupos y 7 ramas, como sigue:

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 1
MANDOS 

SUPERIORES
01

DIRECCIÓN 
DEL CJF

01 Consejero CF10101 2 ÚNICO

10
Titular de Órgano 
Auxiliar

CF10110 3 ÚNICO

17 Titular de Unidad CF10117 6A ÚNICO

11 Vocal CF10111 6B ÚNICO

12
Secretario 
Ejecutivo

CF10112 6B ÚNICO

18
Coordinador de 
Asesores de la 
Presidencia

CF10118 6B ÚNICO

19

Secretario 
General de la 
Presidencia del 
Consejo de la 
Judicatura 
Federal

CF10119 6B ÚNICO

06 Director General CF10106 8 ÚNICO

15
Coordinador de 
Administración 
Regional

CF10115 8 ÚNICO

07
Titular de Unidad 
Administrativa

CF10107 9 ÚNICO

08
Secretario 
Técnico A

CF10108 11 MX/MN

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 1
MANDOS 

SUPERIORES
03

JURÍDICA 
ESPECIALI-

ZADA

01
Visitador Judicial 
A

CF10301 5 ÚNICO

02
Visitador Judicial 
B

CF10302 10 ÚNICO
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TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 2

HOMÓLO-
GOS A 

MANDOS 
SUPERIORES

03
JURÍDICA 

ESPECIALI-
ZADA

01

Representante 
del CJF ante la 
Comisión 
Substanciadora

CF20301 11 MX

02

Representante 
del Sindicato de 
Trabajadores del 
PJF ante la 
Comisión 
Substanciadora

CF20302 11 MX

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 2

HOMÓLO-
GOS A 

MANDOS 
SUPERIORES

04
APOYO Y 

ASESORÍA

01
Coordinador 
Académico

CF20401 7A ÚNICO

09
Coordinador de 
Seguridad

CF20409 7A ÚNICO

13

Secretario Técnico 
Coordinador de 
Ponencia de 
Consejero

CF20413 8A ÚNICO

10
Coordinador  
General

CF20410 8 ÚNICO

11

Secretario 
Técnico de 
Ponencia de 
Consejero

CF20411 9B MD/MN

12

Secretario 
Técnico AA de 
Comisión 
Permanente

CF20412 9C MD/MN

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 3
MANDOS 
MEDIOS

05
ADMINIS-
TRATIVA

06
Coordinador de 
Áreas

CF30506 12
MX/MD/

MN

08
Administrador 
Regional A

CF30508 12
MX/MD/

MN

01 Director de Área CF30501 13 ÚNICO

02
Administrador 
Regional

CF30502 14 MX/MD

09
Delegado 
Administrativo

CF30509 20A MX/MD

03
Subdirector de 
Área

CF30503 21
MX/MD/

MN

05
Jefe de 
Departamento

CF30505 24
MX/MD/

MN

07
Jefe de 
Seguridad 
Regional

CF30507 24 MX
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TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 4

HOMÓLO-
GOS A 

MANDOS 
MEDIOS

03
JURÍDICA 

ESPECIALI-
ZADA

11 Delegado CF40311 13A ÚNICO

07 Evaluador CF40307 13B ÚNICO

08 Supervisor CF40308 13 ÚNICO

06

Secretario de la 
Comisión 
Substanciadora 
Única del PJF

CF40306 15 ÚNICO

09 Defensor Público CF40309 16A ÚNICO

10 Asesor Jurídico CF40310 16A ÚNICO

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 4

HOMÓLO-
GOS A 

MANDOS 
MEDIOS

04
APOYO Y 

ASESORÍA

11
Responsable de 
Archivos 
Judiciales

CF40411 12A ÚNICO

01
Secretario de 
Apoyo B

CF40401 13 ÚNICO

08
Asesor 
Especializado

CF40415 15 ÚNICO

12
Coordinador 
Especializado

CF40412 15 ÚNICO

02
Secretario 
Particular

CF40416 16 ÚNICO

13
Coordinador de 
Gestión

CF40413 16 ÚNICO

03 Asesor CF40417 20
MX/MD/

MN

14
Coordinador 
Especializado de 
Proyectos

CF40414 20
MX/MD/

MN

04 Líder de Proyecto CF40404 20 MD

05
Coordinador 
Técnico

CF40418 20 MN

09

Secretario 
Particular de 
Magistrado de 
Circuito

CF40409 21A ÚNICO

10
Secretario 
Particular de Juez 
de Distrito

CF40410 21A ÚNICO
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TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 4

HOMÓLO-
GOS A 

MANDOS 
MEDIOS

03
JURÍDICA 

ESPECIALI-
ZADA

11 Delegado CF40311 13A ÚNICO

07 Evaluador CF40307 13B ÚNICO

08 Supervisor CF40308 13 ÚNICO

06

Secretario de la 
Comisión 
Substanciadora 
Única del PJF

CF40306 15 ÚNICO

09 Defensor Público CF40309 16A ÚNICO

10 Asesor Jurídico CF40310 16A ÚNICO

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 4

HOMÓLO-
GOS A 

MANDOS 
MEDIOS

04
APOYO Y 

ASESORÍA

11
Responsable de 
Archivos 
Judiciales

CF40411 12A ÚNICO

01
Secretario de 
Apoyo B

CF40401 13 ÚNICO

08
Asesor 
Especializado

CF40415 15 ÚNICO

12
Coordinador 
Especializado

CF40412 15 ÚNICO

02
Secretario 
Particular

CF40416 16 ÚNICO

13
Coordinador de 
Gestión

CF40413 16 ÚNICO

03 Asesor CF40417 20
MX/MD/

MN

14
Coordinador 
Especializado de 
Proyectos

CF40414 20
MX/MD/

MN

04 Líder de Proyecto CF40404 20 MD

05
Coordinador 
Técnico

CF40418 20 MN

09

Secretario 
Particular de 
Magistrado de 
Circuito

CF40409 21A ÚNICO

10
Secretario 
Particular de Juez 
de Distrito

CF40410 21A ÚNICO

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 4

HOMÓLO-
GOS A 

MANDOS 
MEDIOS

05
ADMINIS-
TRATIVA

01
Jefe de Oficina 
de Corresponden-
cia Común A

CF40501 21
MX/MD/

MN

CF CONFIANZA 4

HOMÓLO-
GOS A 

MANDOS 
MEDIOS

05
ADMINIS-
TRATIVA

02
Jefe de Oficina 
de Corresponden-
cia Común B

CF40502 24
MX/MD/

MN

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 4

HOMÓLO-
GOS A 

MANDOS 
MEDIOS

06 TÉCNICA

06

Coordinador de 
Administración y 
Resguardo de 
Archivos 
Judiciales

CF40606 21B MX/MD

01
Coordinador 
Técnico A

CF40601 21
MX/MD/

MN

07

Coordinador de 
Organización de 
Archivos 
Judiciales

CF40607 21C
MX/MD/

MN

08
Coordinador de 
Protección Civil

CF40608 21C MN

09

Coordinador de 
Mantenimiento 
del Centro 
Archivístico 
Judicial

CF40609 21C MN

02 Auditor CF40602 24
MX/MD/

MN

03 Dictaminador CF40603 24
MX/MD/

MN

04
Coordinador 
Técnico B

CF40604 24
MX/MD/

MN

05
Coordinador 
Técnico 
Administrativo

CF40605 24A
MX/MD/

MN

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 4

HOMÓLO-
GOS A 

MANDOS 
MEDIOS

07 SERVICIOS 01
Coordinador de 
Ayuda y 
Seguridad

CF40701 24 MX

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 5 OPERATIVOS 02
JURISDIC-

CIONAL
02 Oficial de Partes CF50202 27 ÚNICO
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TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 5 OPERATIVOS 05
ADMINIS-
TRATIVA

01
Asistente 
Administrativo

CF50509 25 ÚNICO

08

Técnico de 
Enlace 
Administrativo 
OCC

CF50508 25 ÚNICO

05
Profesional 
Operativo

CF50505 25A
MX/M2/

MN

02
Secretaria 
Ejecutiva A

CF50502 28 ÚNICO

06
Técnico 
Operativo

CF50506 28B MXMD/MN

03 Analista CF50503 29 ÚNICO

04
Técnico 
Administrativo

CF50504 30 ÚNICO

TIPO GRUPO RAMA CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 5 OPERATIVOS 06 TÉCNICA

01
Técnico de 
Enlace

CF50601 25 ÚNICO

02
Analista 
Especializado

CF50602 27 ÚNICO

03
Técnico de 
Videograbación

CF50603 27 ÚNICO

TIPO GRUPO CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN CLAVE NIVEL RANGO

CF CONFIANZA 5 OPERATIVOS 07 SERVICIOS

04
Jefe de Grupo de 
Seguridad

CF50704 25 ÚNICO

08
Técnico en 
Protección Civil

CF50708 27A MX/MD

07
Técnico en 
Seguridad

CF50707 28A
MX/MD/

MN

02
Chofer de 
Funcionario

CF50702 28 ÚNICO

09
Chofer de 
Servicios

CF50709 28 ÚNICO

05
Oficial de 
Seguridad

CF50705 28 ÚNICO

06 Analista A CF50706 29A ÚNICO



2781SEXTA PARTE NORMATIVA Y ACUERDOS RELEVANTES  •  Sec. 2a. CJF

II.3.2 Del Tipo Carrera Judicial se tienen 7 puestos distribuidos 
en 2 grupos y 1 rama, como sigue:

TIPO GRUPO RAMA
CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN

CLAVE NIVEL RANGO

CJ
CARRERA 
JUDICIAL

1
MANDOS 

SUPERIORES
02

JURISDIC-
CIONAL

01
Magistrado de 

Circuito
CJ10201 6 ÚNICO

02 Juez de Distrito CJ10202 7 ÚNICO

TIPO GRUPO RAMA
CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN

CLAVE NIVEL RANGO

CJ
CARRERA 
JUDICIAL

4

HOMÓ
LOGOS 

A 
MANDOS 
MEDIOS

02
JURISDIC-

CIONAL

04
Secretario de 

Tribunal
CJ40204 13A ÚNICO

08

Asistente de 
Constancias 
y Registro de 
Tribunal de 

Alzada

CJ40208 13A ÚNICO

07
Secretario de 

Juzgado
CJ40207 13C ÚNICO

09

Asistente de 
Constancias y 

Registro de Juez 
de Control o 

Juez de 
Enjuiciamiento

CJ40209 13C ÚNICO

06 Actuario Judicial CJ40206 21 MX

II.3.3 Del Tipo Base se tienen 21 puestos distribuidos en 1 grupo 
y 4 ramas, como sigue:

TIPO GRUPO RAMA
CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN

CLAVE NIVEL RANGO

BS BASE 5 OPERATIVOS 02
JURISDIC-

CIONAL

01
Analista Jurídico 

SISE
BS50201 25 ÚNICO

04
Auxiliar de 

Gestión Judicial
BS50204 25 ÚNICO

02
Auxiliar de 
Actuario

BS50202 26 ÚNICO

05 Auxiliar de Sala BS50205 26 ÚNICO

03
Oficial 

Administrativo 
BS50203 27 ÚNICO
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TIPO GRUPO RAMA
CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN

CLAVE NIVEL RANGO

BS BASE 5 OPERATIVOS 05
ADMINIS-
TRATIVA

05
Profesional 
Operativo

BS50505 25A
MX/M1
/M2/MN

07 Secretaria BS50507 25B MD/MN

01
Taquígrafa 

Judicial 
Parlamentaria

BS50501 25 ÚNICO

06
Técnico 

Operativo
BS50506 28B

MX/MD/
MN

02 Secretaria A BS50502 29 ÚNICO

03
Analista 

Administrativo
BS50503 31 ÚNICO

04
Oficial de 
Servicios

BS50504 33B MX/MD

TIPO GRUPO RAMA
CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN

CLAVE NIVEL RANGO

BS BASE 5 OPERATIVOS 06 TÉCNICA

06
Enfermera 

Especializada
BS50606 27 ÚNICO

07 Educadora BS50607 27 ÚNICO

08 Niñera BS50608 28 ÚNICO

01
Técnico 

Especializado
BS50601 30 ÚNICO

TIPO GRUPO RAMA
CONSECUTIVO /
DENOMINACIÓN

CLAVE NIVEL RANGO

BS BASE 5 OPERATIVOS 07 SERVICIOS

05 Cocinera CENDI BS50705 28 ÚNICO

01
Auxiliar de 
Servicios 
Generales

BS50701 32 ÚNICO

02 Cocinera BS50702 32 ÚNICO

06 Chofer BS50706 33A ÚNICO

03
Oficial de 

Servicios y 
Mantenimiento

BS50703 33 ÚNICO
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II.4 Tabla de Puestos.

Con la finalidad de facilitar la identificación de los 105 puestos que se 
incluyen en esta actualización, se relacionan a continuación por orden de 
nivel salarial, de mayor a menor:

PUESTOS POR ORDEN DE NIVEL SALARIAL

No. TIPO NIVEL RANGO CLAVE PUESTO

1. CF 2 ÚNICO CF10101 Consejero

2. CF 3 ÚNICO CF10110 Titular de Órgano Auxiliar

3. CF 5 ÚNICO CF10301 Visitador Judicial A

4. CJ 6 ÚNICO CJ10201 Magistrado de Circuito

5. CF 6A ÚNICO CF10117 Titular de Unidad

6. CF 6B ÚNICO CF10111 Vocal

7. CF 6B ÚNICO CF10112 Secretario Ejecutivo

8. CF 6B ÚNICO CF10118 Coordinador de Asesores de la Presidencia

9. CF 6B ÚNICO CF10119 Secretario General de la Presidencia del 
Consejo de la Judicatura Federal

10. CF 7A ÚNICO CF20401 Coordinador Académico

11. CF 7A ÚNICO CF20409 Coordinador de Seguridad

12. CJ 7 ÚNICO CJ10202 Juez de Distrito

13. CF 8A ÚNICO CF20413 Secretario Técnico Coordinador de 
Ponencia de Consejero

14. CF 8 ÚNICO CF10106 Director General

15. CF 8 ÚNICO CF20410 Coordinador General

16. CF 8 ÚNICO CF10115 Coordinador de Administración Regional

17. CF 9B MD/MN CF20411 Secretario Técnico de Ponencia de 
Consejero

18. CF 9C MD/MN CF20412 Secretario Técnico AA de Comisión 
Permanente

19. CF 9 ÚNICO CF10107 Titular de Unidad Administrativa

20. CF 10 ÚNICO CF10302 Visitador Judicial B

21. CF 11 MX CF20301 Representante del CJF ante la Comisión 
Substanciadora

22. CF 11 MX CF20302
Representante del Sindicato de 
Trabajadores del PJF ante la Comisión 
Substanciadora

23. CF 11 MX/MN CF10108 Secretario Técnico A

24. CF 12 MX/MD/MN CF30506 Coordinador de Áreas

25. CF 12 MX/MD/MN CF30508 Administrador Regional A

26. CF 12A ÚNICO CF40411 Responsable de Archivos Judiciales

27. CJ 13A ÚNICO CJ40204 Secretario de Tribunal

28. CJ 13A ÚNICO CJ40208 Asistente de Constancias y Registro de 
Tribunal de Alzada

29. CF 13A ÚNICO CF40311 Delegado

30. CF 13B ÚNICO CF40307 Evaluador
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31. CJ 13C ÚNICO CJ40207 Secretario de Juzgado

32. CJ 13C ÚNICO CJ40209 Asistente de Constancias y Registro de 
Juez de Control o Juez de Enjuiciamiento

33. CF 13 ÚNICO CF40308 Supervisor 

34. CF 13 ÚNICO CF30501 Director de Área

35. CF 13 ÚNICO CF40401 Secretario de Apoyo B

36. CF 14 MX/MD CF30502 Administrador Regional

37. CF 15 ÚNICO CF40306 Secretario de la Comisión Substanciadora 
Única del PJF

38. CF 15 ÚNICO CF40415 Asesor Especializado

39. CF 15 ÚNICO CF40412 Coordinador Especializado

40. CF 16 ÚNICO CF40416 Secretario Particular

41. CF 16 ÚNICO CF40413 Coordinador de Gestión

42. CF 16A ÚNICO CF40309 Defensor Público

43. CF 16A ÚNICO CF40310 Asesor Jurídico

44. CF 20 MX/MD/MN CF40417 Asesor

45. CF 20 MX/MD/MN CF40414 Coordinador Especializado de Proyectos

46. CF 20 MD CF40404 Líder de Proyecto

47. CF 20 MN CF40418 Coordinador Técnico

48. CF 20A MX/MD CF30509 Delegado Administrativo

49. CF 21B MX/MD CF40606 Coordinador de Administración y 
Resguardo de Archivos Judiciales

50. CF 21 MX/MD/MN CF30503 Subdirector de Área

51. CF 21 MX/MD/MN CF40501 Jefe de Oficina de Correspondencia  
Común A

52. CF 21 MX/MD/MN CF40601 Coordinador Técnico A

53. CJ 21 MX CJ40206 Actuario Judicial

54. CF 21A ÚNICO CF40409 Secretario Particular de Magistrado de 
Circuito

55. CF 21A ÚNICO CF40410 Secretario Particular de Juez de Distrito

56. CF 21C MX/MD/MN CF40607 Coordinador de Organización de Archivos 
Judiciales

57. CF 21C MN CF40608 Coordinador de Protección Civil

58. CF 21C MN CF40609 Coordinador de Mantenimiento del Centro 
Archivístico Judicial

59. CF 24 MX/MD/MN CF30505 Jefe de Departamento

60. CF 24 MX CF30507 Jefe de Seguridad Regional

61. CF 24 MX/MD/MN CF40502 Jefe de Oficina de Correspondencia 
Común B

62. CF 24 MX/MD/MN CF40602 Auditor

63. CF 24 MX/MD/MN CF40603 Dictaminador

64. CF 24 MX/MD/MN CF40604 Coordinador Técnico B

65. CF 24 MX CF40701 Coordinador de Ayuda y Seguridad 

66. CF 24A MX/MD/MN CF40605 Coordinador Técnico Administrativo

67. CF 25A MX/M2/MN CF50505 Profesional Operativo

68. BS 25A MX/M1/M2/
MN BS50505 Profesional Operativo
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69. CF 25 ÚNICO CF50508 Técnico de Enlace Administrativo OCC

70. BS 25B MD/MN BS50507 Secretaria

71. BS 25 ÚNICO BS50201 Analista Jurídico SISE

72. BS 25 ÚNICO BS50204 Auxiliar de Gestión Judicial

73. BS 25 ÚNICO BS50501 Taquígrafa Judicial Parlamentaria

74. CF 25 ÚNICO CF50509 Asistente Administrativo

75. CF 25 ÚNICO CF50601 Técnico de Enlace

76. CF 25 ÚNICO CF50704 Jefe de Grupo de Seguridad

77. BS 26 ÚNICO BS50202 Auxiliar de Actuario

78. BS 26 ÚNICO BS50205 Auxiliar de Sala

79. CF 27A MX/MD CF50708 Técnico en Protección Civil

80. BS 27 ÚNICO BS50203 Oficial Administrativo

81. BS 27 ÚNICO BS50606 Enfermera Especializada

82. BS 27 ÚNICO BS50607 Educadora 

83. CF 27 ÚNICO CF50202 Oficial de Partes

84. CF 27 ÚNICO CF50602 Analista Especializado

85. CF 27 ÚNICO CF50603 Técnico de Videograbación

86. CF 28A MX/MD/MN CF50707 Técnico en Seguridad

87. BS 28 ÚNICO BS50608 Niñera

88. BS 28 ÚNICO BS50705 Cocinera CENDI

89. CF 28 ÚNICO CF50502 Secretaria Ejecutiva A

90. CF 28 ÚNICO CF50702 Chofer de Funcionario

91. CF 28 ÚNICO CF50709 Chofer de Servicios

92. CF 28 ÚNICO CF50705 Oficial de Seguridad

93. CF 28B MX/MD/MN CF50506 Técnico Operativo

94. BS 28B MX/MD/MN BS50506 Técnico Operativo

95. CF 29A ÚNICO CF50706 Analista A

96. CF 29 ÚNICO CF50503 Analista

97. BS 29 ÚNICO BS50502 Secretaria A

98. BS 30 ÚNICO BS50601 Técnico Especializado

99. CF 30 ÚNICO CF50504 Técnico Administrativo

100. BS 31 ÚNICO BS50503 Analista Administrativo

101. BS 32 ÚNICO BS50701 Auxiliar de Servicios Generales

102. BS 32 ÚNICO BS50702 Cocinera

103. BS 33A ÚNICO BS50706 Chofer

104. BS 33 ÚNICO BS50703 Oficial de Servicios y Mantenimiento

105. BS 33B MX/MD BS50504 Oficial de Servicios

Nota: Las claves, puestos, niveles y rangos salariales de los puestos, 
corresponden al Tabulador General de Sueldos del Consejo de la Judicatura 
Federal.
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III. OBJETIVO DE LOS PUESTOS.

A continuación, se describe el objetivo de cada uno de los puestos, es 
decir la razón funcional, motivo de su existencia, destacando los elementos 
fundamentales de su contribución en la operación Institucional.

No. PUESTO OBJETIVO

1. Consejero Conducir el funcionamiento del Consejo de 
la Judicatura Federal, decidiendo mediante 
acuerdos, con independencia e imparcialidad 
y en forma colegiada en Pleno o en comisiones 
permanentes, las estrategias, políticas y accio
nes a seguir en materia de administración, vi-
gilancia, disciplina, carrera judicial, adscripción 
y creación de nuevos órganos en los térmi-
nos que establecen la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Orgáni-
ca del Poder Judicial de la Federación, así 
como las demás disposiciones aplicables.

2. Titular de Órgano Auxiliar Garantizar el cumplimiento de las atribucio-
nes y la operación especializada del órgano 
auxiliar a su cargo, de conformidad con lo se-
ñalado en las disposiciones aplicables, para 
el adecuado funcionamiento del Consejo de la 
Judicatura Federal. 

3. Visitador Judicial A Representar al Consejo de la Judicatura Fede-
ral, en la inspección extraordinaria del fun
cionamiento de los órganos jurisdiccionales y 
unidades de notificadores comunes, así como 
supervisar las conductas de sus integrantes, 
conforme al programa de visitas establecido.

4. Magistrado de Circuito Impartir justicia pronta, completa, imparcial y 
gratuita, resolviendo los juicios promovidos 
ante el Tribunal Colegiado, Unitario de Circui-
to y Centro de Justicia Penal Federal de su 
adscripción, en los términos previstos en las 
disposiciones aplicables. 

5. Titular de Unidad Coordinar el desarrollo de las acciones nece-
sarias para la planeación y prospectiva, ca
pacitación, difusión, estudios y proyectos 
normativos, reorganización institucional y di-
gital, programación, asignación, ejecución y
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comprobación del presupuesto, y seguimien
to necesarios, que le sean encomendados; así 
como, proporcionar el asesoramiento técnico 
a través de informes o dictámenes, que contri-
buyan a la toma de decisiones de las instan-
cias superiores.

6. Vocal Orientar con decisiones colegiadas el funcio
namiento del Instituto Federal de Especialis-
tas de Concursos Mercantiles y coadyuvar al 
fomento y difusión de la cultura concursal. 

7. Secretario Ejecutivo Asegurar el cumplimiento de las atribuciones 
y acuerdos de la Comisión de su adscripción, 
así como la ejecución de los programas y conti
nuidad operativa de las áreas administrativas 
a su cargo, de conformidad con lo señalado en 
las disposiciones aplicables.

8. Coordinador de Asesores 
de la Presidencia

Asesorar y otorgar el apoyo técnico multi
disciplinario a la Presidencia con los órganos 
jurisdiccionales, unidades administrativas y 
órganos auxiliares; así como, fungir como en-
lace con otras instancias, para dotar de infor-
mación clara, pronta y precisa, de carácter 
cuantitativo y cualitativo, para la toma de 
decisiones.

9. Secretario General de la 
Presidencia del Consejo 
de la Judicatura Federal

Asistir al Presidente del Consejo de la Judica-
tura Federal en los asuntos que, de conformi-
dad con sus atribuciones le corresponde 
conocer.

10. Coordinador Académico Coordinar la organización, ejecución y eva
luación de los programas de investigación, 
formación, capacitación y actualización que 
imparte el Instituto de la Judicatura Federal, 
así como actividades relacionadas con la ad-
ministración del propio Instituto.

11. Coordinador de 
Seguridad

Proponer, desarrollar y coordinar los planes, pro
gramas, procedimientos y sistemas, tenden-
tes a preservar la seguridad de los servidores 
públicos, instalaciones, equipos y demás bie-
nes patrimoniales de los órganos jurisdiccio-
nales y áreas administrativas del Consejo de 
la Judicatura Federal. 
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12. Juez de Distrito Impartir justicia pronta, completa, imparcial y 
gratuita, resolviendo los juicios promovidos 
ante el Juzgado de Distrito, Centro de Justi-
cia Penal Federal y Centro Nacional de Justicia 
Especializado en Control de Técnicas de Inves
tigación, Arraigo e Intervenciones de Comuni-
caciones de su adscripción, en los términos 
previstos en las disposiciones aplicables.

13. Secretario Técnico 
Coordinador de Ponencia 
de Consejero

Coordinar la atención de los asuntos de la Po-
nencia del Consejero de su adscripción y, en 
su caso, realizar los que le sean encomenda-
dos, verificando que se apliquen las técnicas 
jurídico administrativas en la resolución de 
los asuntos y en la elaboración de los estudios, 
dictámenes, propuestas y opiniones; así como, 
asesorar e investigar sobre temas de interés 
para el Consejo de la Judicatura Federal.

14. Director General Garantizar el cumplimiento de las atribucio-
nes conferidas a la Dirección General a su 
cargo, con base en los principios de oportuni-
dad, transparencia, economía y observancia 
normativa, asumiendo la dirección técnica y 
administrativa como responsable de su correc
to funcionamiento ante las autoridades supe-
riores del Consejo de la Judicatura Federal.

15. Coordinador General Coordinar el desarrollo de las funciones espe-
cializadas y el seguimiento de los programas, 
proyectos, planes y tareas que le sean encomen
dados; así como, proporcionar el asesoramiento 
técnico a través de informes o dictámenes, que 
contribuyan a la toma de decisiones de las 
instancias superiores.

16. Coordinador de Adminis-
tración Regional

Proporcionar los servicios administrativos que 
en materia de recursos humanos, financieros, 
materiales y, de conservación y mantenimien
to, requieran para su operación los órganos 
jurisdiccionales y áreas administrativas, ubi-
cados en el interior de la República Mexicana, 
a través de las administraciones regionales y 
delegaciones administrativas.
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17. Secretario Técnico de 
Ponencia de Consejero

Colaborar en la atención de los asuntos de la 
Ponencia del Consejero de su adscripción, 
realizando con técnicas jurídico administra
tivas los estudios, dictámenes, propuestas y 
opiniones que le sean encomendados; así 
como, asesorar e investigar sobre temas de 
interés para el Consejo de la Judicatura 
Federal.

18. Secretario Técnico AA de 
Comisión Permanente

Asesorar técnica y administrativamente a los 
miembros de la Comisión Permanente de su 
adscripción, organizando la celebración de sus 
sesiones y la presentación de los asuntos que 
someten las áreas administrativas, así como 
en el registro y seguimiento de los acuerdos 
tomados y, en su caso, coordinando el desa-
rrollo de estudios y proyectos especiales.

19. Titular de Unidad 
Administrativa

Dar cumplimiento a las atribuciones del área 
administrativa de su adscripción, administran
do la prestación de los servicios y el desarrollo 
de los proyectos a su cargo, de conformidad 
con las disposiciones legales aplicables.

20. Visitador Judicial B Representar al Consejo de la Judicatura Fe
deral en la inspección ordinaria del funcio
namiento de los órganos jurisdiccionales y 
unidades de notificadores comunes, así como 
supervisar las conductas de sus integrantes, 
conforme al programa de visitas establecido. 

21. Representante del CJF 
ante la Comisión 
Substanciadora

Dictaminar los conflictos laborales entre el Con
sejo de la Judicatura Federal y sus servidores 
públicos, sometiéndolos a resolución del Pleno 
del Consejo, en términos de las disposiciones 
aplicables. 

22. Representante del 
Sindicato de 
Trabajadores del PJF 
ante la Comisión 
Substanciadora

Participar como representante del Sindicato 
de Trabajadores del Poder Judicial de la Fede-
ración, en la dictaminación de los conflictos 
laborales entre el Consejo de la Judicatura Fe
deral y sus servidores públicos. 
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23. Secretario Técnico A Participar con propuestas y opiniones técni-
cas especializadas en la resolución de los 
asuntos y proyectos de la oficina del titular 
del área administrativa de su adscripción, así 
como dirigir el funcionamiento de su área, 
coordinar los recursos a su cargo y asesorar 
sobre asuntos especiales. 

24. Coordinador de Áreas Coordinar técnica y administrativamente las 
áreas a su cargo y los proyectos que le sean 
encomendados, para contribuir al funcio
namiento del área administrativa de su adscrip
ción, conforme a la normatividad establecida 
en la materia de su competencia.

25. Administrador Regional A Coordinar el otorgamiento de los servicios ad-
ministrativos que requieren los órganos juris-
diccionales y las áreas administrativas del 
Consejo de la Judicatura Federal, ubicados en 
el interior de la República Mexicana, para su 
operación, de conformidad con los lineamien
tos vigentes en cada materia.

26. Responsable de Archivos 
Judiciales

Desarrollar los proyectos, procesos, dictáme-
nes y asuntos relativos al ingreso, préstamo, 
inventario, catalogación, destrucción, depura-
ción, digitalización y demás procedimientos 
archivísticos, determinando las mejoras para 
su control, agilización y simplificación en su 
ejecución; así como, para la rendición de cuen
tas de los procedimientos que sean requeridos 
por su titular.

27. Secretario de Tribunal Apoyar en el estudio y resolución de los asun-
tos que son del conocimiento del Tribunal Co-
legiado o Unitario de Circuito, o del Centro de 
Justicia Penal Federal al que se encuentre 
adscrito, según la materia de su especializa-
ción y, en su caso, practicar las diligencias y 
dictar las providencias de trámite.

28. Asistente de Constancias 
y Registro de Tribunal de 
Alzada

Apoyar al Magistrado de Alzada, en la elabora
ción de las versiones escritas de resoluciones 
que legalmente deban constar de esa forma y
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de aquellas otras actuaciones judiciales que 
se le instruyan, estableciendo la fundamenta-
ción y motivación pertinentes y congruentes al 
sentido de lo resuelto, en estricto cumplimien
to a las formalidades previstas por las disposi-
ciones aplicables.

29. Delegado Coordinar los servicios de defensa pública y 
asesoría jurídica en la circunscripción territo-
rial donde se determine su adscripción, así 
como gestionar y vigilar el aprovechamiento de 
los recursos humanos y materiales dentro 
de la propia demarcación.

30. Evaluador Evaluar técnicamente el desempeño de cada 
servidor público que realiza funciones de 
defensa penal y asesoría jurídica, para mejo-
rar la calidad de los servicios y garantizar la 
adecuada defensa pública.

31. Secretario de Juzgado Apoyar en el despacho de los asuntos que son 
del conocimiento del Juzgado de Distrito, 
Centro de Justicia Penal Federal y Centro Na-
cional de Justicia Especializado en Control de 
Técnicas de Investigación, Arraigo e Inter
venciones de Comunicaciones, al que se en-
cuentre adscrito. En su caso, practicar las 
diligencias, dictar las providencias de trámite 
y resoluciones de carácter urgente; así como, 
prestar el apoyo temporal cuando sea comi-
sionado, auxiliando en el trámite y resolución 
urgente de los asuntos encomendados, corres
pondientes a diversos órganos jurisdiccio
nales de aquél al que se encuentra adscrito.

32. Asistente de Constancias 
y Registro de Juez de 
Control o Juez de 
Enjuiciamiento

Apoyar al Juez Especializado en el Sistema 
Penal Acusatorio, en la elaboración de las ver-
siones escritas de resoluciones que legalmen
te deban constar de esa forma y de aquellas 
otras actuaciones judiciales que se le instru-
yan, estableciendo la fundamentación y moti-
vación pertinentes y congruentes al sentido 
de lo resuelto, en estricto cumplimiento a las 
formalidades previstas por las disposiciones 
aplicables.
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33. Supervisor Supervisar en forma directa y sistemática el 
cumplimiento de las normas que rigen la fun-
ción sustantiva y administrativa de cada servi-
dor público que realiza funciones de defensa 
penal y asesoría jurídica, permitiendo cono-
cer las condiciones de su desempeño.

34. Director de Área Asegurar el cumplimiento de las atribuciones 
del área administrativa de su adscripción, ad-
ministrando el desarrollo de los servicios, pro-
yectos y recursos que le sean encomendados 
para el adecuado funcionamiento del área a 
su cargo. 

35. Secretario de Apoyo B Apoyar en la toma de decisiones, proporcio-
nando elementos técnicos administrativos para 
el desahogo de los asuntos del área adminis-
trativa de su adscripción.

36. Administrador Regional Coordinar el otorgamiento de los servicios 
administrativos que requieren los órganos ju-
risdiccionales y las áreas administrativas, ubi-
cados en el interior de la República Mexicana, 
para su operación, de conformidad con los 
lineamientos vigentes en cada materia.

37. Secretario de la Comi-
sión Substanciadora 
Única del PJF

Apoyar al integrante de la Comisión Substan-
ciadora Única del Poder Judicial de la Fede
ración, en la formulación de proyectos de 
conflictos hasta la emisión del dictamen, par-
ticipar en el trámite de procedimientos de 
conflictos hasta la audiencia de ley y en el trá-
mite de ejecución de sentencias de resolucio-
nes definitivas.

38. Asesor Especializado Asesorar al titular del área administrativa de 
su adscripción, con base en los conocimientos 
especializados de su profesión, en la opinión 
de asuntos, revisión de dictámenes, elabora-
ción de propuestas y desarrollo de proyectos 
que le sean encomendados, de conformidad 
con la normatividad aplicable en la materia. 
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39. Coordinador 
Especializado

Proporcionar asistencia técnica y coordinar 
la implementación de proyectos y estudios, 
elaboración de dictámenes, entre otros, asig-
nados al área administrativa de su adscrip-
ción, así como la asistencia en asuntos 
especializados de acuerdo a los conocimien
tos de su profesión, de conformidad con la 
normatividad aplicable en la materia.

40. Secretario Particular Apoyar al titular del área administrativa de su 
adscripción, con la agenda, el control de ges-
tión y la atención y/o canalización de los 
visitantes; así como, dar seguimiento al 
cumplimiento de lo instruido o de los acuer-
dos generados en las reuniones de trabajo del 
titular con sus áreas internas.

41. Coordinador de Gestión Apoyar al área administrativa de su adscrip-
ción, en el control de gestión, la atención de 
los visitantes que asistan a reuniones del área, 
seguimiento al cumplimiento de los acuerdos 
generados, así como las actividades adminis-
trativas que le sean asignadas.

42. Defensor Público Otorgar el servicio de defensa penal en asun-
tos del orden penal federal, tanto en el sistema 
de justicia penal acusatorio como en el siste-
ma procesal mixto.

43. Asesor Jurídico Proporcionar el servicio de asesoría jurídica en 
asuntos del fuero federal, a fin de garantizar el 
acceso a la justicia, en asuntos no penales, 
salvo los expresamente otorgados por Ley Fe-
deral de Defensoría Pública a otras institu
ciones.

44. Asesor Proporcionar al titular del área administrativa 
de su adscripción, asesoría técnica e informa-
ción de acuerdo a la naturaleza funcional del 
área, que permita el cumplimiento de sus fun-
ciones, así como la toma de decisiones.

45. Coordinador 
Especializado de 
Proyectos

Apoyar en la coordinación de proyectos, estu-
dios y análisis, con base en los conocimientos 
especializados de su profesión, así como pro-
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porcionar información de acuerdo a la natura-
leza funcional del área de su adscripción, con 
el fin de dar cumplimiento a sus funciones, y 
facilitar la toma de decisiones.

46. Líder de Proyecto Consolidar el desarrollo de los proyectos que 
le sean encomendados y administrar el equi-
po de trabajo y recursos asignados durante su 
implementación, proponiendo alternativas de 
solución a problemas específicos conforme a 
la materia de su especialización. 

47. Coordinador Técnico Promover y coordinar las acciones que apo-
yen el desarrollo de las funciones técnicas y 
administrativas que le sean encomendadas 
de acuerdo en el área administrativa de su 
adscripción.

48. Delegado Administrativo Coadyuvar a la Administración Regional en el 
otorgamiento de los servicios administrativos 
que requieren los órganos jurisdiccionales y 
las áreas administrativas del Consejo de la Ju-
dicatura Federal, ubicados en el interior de la 
República Mexicana, para su operación, de 
conformidad con los lineamientos vigentes en 
cada materia. 

49. Coordinador de 
Administración y 
Resguardo de Archivos 
Judiciales

Intervenir técnicamente en el desarrollo de 
los proyectos, procesos, dictámenes y asuntos 
relativos al ingreso, préstamo, inventario, catalo
gación, destrucción, depuración, digitalización 
y demás procedimientos archivísticos, propo-
niendo mejoras para su control, agilización y 
simplificación en su ejecución.

50. Subdirector de Área Supervisar los productos o servicios y/o efec-
tuar los trámites de la subdirección a su 
cargo, desarrollando las funciones de con
formidad a la naturaleza funcional del área 
administrativa de su adscripción, coordinan-
do y optimizando los recursos asignados.

51. Jefe de Oficina 
de Correspondencia 
Común A

Supervisar y coordinar la recepción, registro, 
turno y entrega de los asuntos de la compe-
tencia de los órganos jurisdiccionales que
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se encuentren dentro del ámbito de su 
responsabilidad.

52. Coordinador Técnico A Intervenir técnicamente en el desarrollo de 
los proyectos, dictámenes y asuntos a cargo 
del área de su adscripción, proponiendo me-
joras para agilizar y simplificar su ejecución, 
conforme a la materia de su especialización. 

53. Actuario Judicial Realizar las notificaciones, citaciones y em
plazamientos que se deriven de los asuntos 
que conoce el órgano jurisdiccional, según la 
materia de su competencia y desarrollar las 
diligencias judiciales encomendadas por el 
titular del órgano jurisdiccional de su 
adscripción. 

54. Secretario Particular de 
Magistrado de Circuito

Apoyar al Magistrado de Circuito al que se en-
cuentra asignado, con la agenda, el control de 
gestión y la atención o canalización de los vi-
sitantes, así como la transcripción y archivo 
de documentos.

55. Secretario Particular de 
Juez de Distrito

Apoyar al Juez de Distrito al que se encuentra 
asignado, con la agenda, el control de gestión 
y la atención o canalización de los visitantes, 
así como la transcripción y archivo de 
documentos.

56. Coordinador de 
Organización de 
Archivos Judiciales

Generar los estudios y propuestas para el de-
sarrollo de los proyectos, procesos y asuntos 
relativos al ingreso, préstamo, inventario, ca-
talogación, destrucción, depuración, digitali-
zación y demás procedimientos archivís
ticos, a fin de cumplir con las funciones 
encomendadas.

57. Coordinador de Protec-
ción Civil

Apoyar en el diseño e instrumentación del 
programa interno de protección civil en los 
inmuebles propiedad o en posesión del Con-
sejo de la Judicatura Federal, conforme a la 
normatividad aplicable; así como, coordinar 
y, en su caso, desarrollar las actividades inhe-
rentes a dicho programa.
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58. Coordinador de 
Mantenimiento del 
Centro Archivístico

Diseñar e instrumentar el programa de man
tenimiento del Centro Archivístico Judicial, con
forme a la normatividad aplicable; así como, 
desarrollar las actividades inherentes a dicho 
programa.

59. Jefe de Departamento Proporcionar los servicios y/o efectuar los trá-
mites del departamento a su cargo, desarro-
llando las funciones de conformidad a la 
naturaleza funcional del área administrativa 
de su adscripción, coordinando y optimizando 
los recursos asignados.

60. Jefe de Seguridad 
Regional

Supervisar y coordinar la correcta aplicación 
de los planes, programas, procedimientos y 
sistemas en materia de seguridad en la región, 
para prevenir riesgos y preservar la seguridad 
de los servidores públicos y visitantes en los 
inmuebles de su adscripción.

61. Jefe de Oficina 
de Correspondencia 
Común B

Supervisar y coordinar la recepción, registro, 
turno y entrega de los asuntos de la com
petencia de los órganos jurisdiccionales que 
se encuentren dentro del ámbito de su 
responsabilidad.

62. Auditor Auditar y realizar visitas de inspección confor-
me al programa de trabajo autorizado, con 
el fin de emitir en los casos que correspon-
da, recomendaciones preventivas y correcti-
vas que mejoren la gestión de las áreas 
administrativas.

63. Dictaminador Dictaminar los resultados de los proyectos, 
revisiones y auditorías de la materia de su 
competencia, conforme a la normatividad es-
tablecida y las instrucciones recibidas. 

64. Coordinador Técnico B Generar los estudios y propuestas técnico ju-
rídicas o administrativas que apoyen el cum
plimiento de las funciones encomendadas al 
área de su adscripción.

65. Coordinador de Ayuda y 
Seguridad 

Proteger y transportar en vehículo oficial al 
Consejero de su adscripción y proporcionar 
ayuda en la gestión de trámites, comisiones y 
traslado de documentos y servidores públicos.
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66. Coordinador Técnico 
Administrativo

Generar los estudios y propuestas técnico jurí
dicas o administrativas que apoyen el cum
plimiento de las funciones encomendadas al 
órgano jurisdiccional de su adscripción.

67. Profesional Operativo* Apoyar en la organización, inventario, catalo-
gación; así como, al préstamo y consulta de 
expedientes requeridos tanto por los órganos 
jurisdiccionales, como por particulares y por 
la Unidad de Transparencia del Consejo de la 
Judicatura Federal, conforme a los proce
dimientos establecidos para ello.

68. Secretaria Auxiliar en la operación de su área de adscrip-
ción, realizando labores secretariales y de 
apoyo administrativo.

69. Analista Jurídico SISE Operar el Sistema Integral de Seguimiento de 
Expedientes (SISE), ejecutando el análisis, 
captura y actualización de los asuntos que co-
nocen los órganos jurisdiccionales de confor-
midad con la normatividad aplicable en la 
materia. 

70. Auxiliar de Gestión 
Judicial

Apoyar en el despacho de actos procedimen-
tales y demás actuaciones complementarias 
a la audiencia, referidas al trámite judicial, 
conducentes a la conclusión de los asuntos 
penales, según su ámbito de competencia, en 
los Centros de Justicia Penal Federal.

71. Taquígrafa Judicial 
Parlamentaria

Apoyar a su jefe inmediato en la transcripción 
de documentos, integración de expedientes y 
en la asistencia secretarial y de oficina.

72. Técnico de Enlace 
Administrativo OCC

Registrar y controlar administrativamente las 
promociones que correspondan de los órga-
nos jurisdiccionales que le sean asignados, 
conforme a los sistemas y lineamientos de 
turno establecidos.
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73. Asistente Administrativo Apoyar al área administrativa o órgano juris-
diccional de su adscripción, mediante la asis-
tencia en la transcripción y archivo de 
documentos, la comunicación oportuna con 
otros servidores públicos y canalización de 
usuarios.

74. Técnico de Enlace Ejecutar actividades técnicas jurídicas o ad-
ministrativas, según la especialidad del área 
administrativa de su adscripción y mantener 
actualizados los controles, expedientes y ar-
chivos a su cargo.

75. Jefe de Grupo de 
Seguridad

Ejecutar y supervisar el correcto funcio
namiento de los sistemas, mecanismos y 
programas en materia de seguridad; así 
como, coordinar la operación y desempeño 
del personal a su cargo, tendentes a preservar 
la integridad física de los servidores públicos, 
visitantes y bienes patrimoniales a cargo del 
Consejo de la Judicatura Federal.

76. Auxiliar de Actuario Auxiliar en la notificación y diligencias judicia
les de conformidad con las leyes aplicables, 
en apoyo a los órganos jurisdiccionales de su 
adscripción.

77. Auxiliar de Sala Proporcionar el apoyo oportuno, durante la 
celebración de audiencias en los actos proce-
dimentales de los Centros de Justicia Penal 
Federal.

78. Técnico en Protección 
Civil

Ejecutar las actividades de los programas, sis-
temas y mecanismos establecidos en materia 
de protección civil, tendentes a preservar la 
integridad física de los servidores públicos, 
visitantes y bienes patrimoniales del Consejo 
de la Judicatura Federal.

79. Oficial Administrativo Llevar el control y seguimiento de los expe-
dientes y trámites que le sean encomendados 
en el órgano jurisdiccional o área adminis
trativa de su adscripción, así como capturar 
la información de los proyectos de estu-
dios y resoluciones de carácter jurídico o 
administrativo.
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80. Enfermera Especializada Recibir y canalizar a los servidores públicos o 
infantes del Centro de Desarrollo Infantil y Es-
tancia Infantil que requieren atención mé-
dica y auxiliar en emergencias conforme a 
los procedimientos médicos de primer nivel 
establecidos.

81. Educadora Proveer la educación integral de los infantes 
del Centro de Desarrollo Infantil o Estancia 
Infantil, mediante la guía del proceso de en-
señanza y aprendizaje y la observancia de 
los hábitos de estudio, disciplina, higiene y 
trabajo.

82. Oficial de Partes Recibir, registrar, turnar y entregar la docu-
mentación de los asuntos que correspondan 
al órgano jurisdiccional de su adscripción, 
que le sean asignados, conforme a los siste-
mas y lineamientos establecidos.

83. Analista Especializado Apoyar en la operación del área de su adscrip-
ción mediante el análisis, diseño, captura de 
información y práctica de estudios según su 
especialidad.

84. Técnico de 
Videograbación

Registrar las audiencias de los Centros de 
Justicia Penal Federal, a través de medios 
de videograbación o cualquier medio tecnoló-
gico para asegurar su disposición, resguardo 
y conservación.

85. Técnico en Seguridad Realizar las acciones para dar cumplimiento a 
los protocolos, sistemas y mecanismos defini-
dos por la Coordinación de Seguridad del 
Poder Judicial de la Federación, con la finali-
dad de resguardar la seguridad de los servido-
res públicos, visitantes y bienes patrimoniales 
del Consejo de la Judicatura Federal, del in-
mueble de su adscripción.

86. Niñera Cuidar a los niños menores de 6 años que 
acuden al Centro de Desarrollo Infantil, propor-
cionando su alimentación, higiene y seguridad 
conforme a los procedimientos establecidos.
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87. Cocinera CENDI Preparar los alimentos de los infantes con la 
higiene necesaria, según el menú programa-
do y auxiliar en la limpieza del comedor del 
Centro de Desarrollo Infantil.

88. Secretaria Ejecutiva A Proporcionar asistencia secretarial y de ofici-
na para el desahogo de los asuntos encomen-
dados a su jefe inmediato.

89. Chofer de Funcionario Apoyar al titular en el puntual traslado al des-
tino que se le indique y auxiliar en la realiza-
ción de trámites que le encomiende.

90. Chofer de Servicios Apoyar al área administrativa de su adscrip-
ción en el traslado de los servidores públi-
cos o materiales al destino que se le indique  
y auxiliar en la realización de trámites que le 
encomienden.

91. Oficial de Seguridad Ejecutar las actividades de los programas, sis-
temas y mecanismos establecidos en materia 
de seguridad, tendentes a preservar la integri-
dad física de los servidores públicos, visitan-
tes y bienes patrimoniales del Consejo de la 
Judicatura Federal.

92. Técnico Operativo* Ejecutar actividades de organización, présta-
mo y demás procesos de archivo, conforme a 
los procedimientos establecidos para ello.

93. Analista A Preparar los alimentos que se proporcionan 
en los comedores a los servidores públicos 
que lo demanden, cuidando que los alimentos 
cumplan con las normas de higiene, calidad y 
niveles de nutrientes.

94. Analista Analizar todo tipo de documentos y materia-
les de información que le encomiende su jefe 
inmediato, realizando las aportaciones que 
considere útiles para la toma de decisiones.

95. Secretaria A Auxiliar en la operación de su área de adscrip-
ción, realizando labores secretariales y de 
apoyo administrativo.
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96. Técnico Especializado Ejecutar actividades de captura de datos, emi-
sión de reportes y diversas labores de oficina 
que demanda la operación del área de su 
adscripción.

97. Técnico Administrativo Ejecutar actividades de captura de datos, emi-
sión de reportes y diversas labores de oficina, 
que demanda la operación del área de su 
adscripción.

98. Analista Administrativo Realizar análisis administrativos mediante la 
recopilación, clasificación y resumen de infor-
mación que requiere la operación del área de 
su adscripción.

99. Auxiliar de Servicios 
Generales

Auxiliar en la prestación de los servicios gene-
rales que requieren el mantenimiento y con-
servación de los equipos, áreas y edificios que 
albergan a las áreas administrativas y a los 
Centros de Justicia Penal Federal, conforme 
al oficio de su especialidad. 

100. Cocinera Preparar los alimentos con la higiene necesa-
ria según el menú programado y auxiliar en la 
limpieza del comedor de su adscripción.

101. Chofer Realizar el traslado del acervo judicial al desti
no que se le indique y auxiliar en la realización 
de trámites que se le encomienden.

102. Oficial de Servicios y 
Mantenimiento

Realizar actividades de servicios, mante
nimiento, intendencia y mensajería; así como, 
ejecutar los trabajos y oficios que se le asig-
nen en Áreas Administrativas y órganos 
jurisdiccionales.

103. Oficial de Servicios Realizar actividades de integración, recorrido y 
traslado de legajos de expedientes judiciales; 
así como, auxiliar en labores de acomodo de 
mobiliario y equipo en los lugares requeridos 
de su adscripción.

(*) Este puesto puede ser de Tipo Confianza y/o Base.
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IV. POLÍTICAS

IV.1 Creación, Término de Vigencia o Modificación a la Nomencla­
tura y/o Reclasificación de Puestos.

1. Para la creación de puestos en el Consejo de la Judicatura Federal se 
deberá considerar:

a) Privilegiar, como primer posibilidad, el uso de las denominaciones, 
Tipos, Grupos, Ramas, Niveles y Rangos salariales de los puestos autorizados, 
contenidas en el presente Catálogo General de Puestos y en el Tabulador Gene
ral de Sueldos, cuya descripción de puesto se establece en el Manual General 
de Puestos.

b) Solicitar a la Dirección General de Innovación, Planeación y Desa
rrollo Institucional la creación del puesto genérico para el Consejo de la Judi-
catura Federal, en caso de que las denominaciones y descripciones vigentes 
no cubran la expectativa del puesto requerido, precisando:

–Denominación sugerida;

–Nivel y rango salarial propuesto, y

–Propósito y funciones que desempeñará.

c) Que la Dirección General de Innovación, Planeación y Desarrollo Ins
titucional analizará la información y emitirá el dictamen técnico organizacional 
de procedencia (sin perjuicio de la suficiencia presupuestal). En caso afirma-
tivo, se someterá, con visto bueno de la Secretaría Ejecutiva de Administración, 
la propuesta de creación de un nuevo puesto al Pleno del Consejo, a través de la 
Comisión de Administración.

d) Que las propuestas de creación de puestos se someterán al Pleno 
del Consejo, a través de la Comisión de Administración, con la finalidad de ga
rantizar que la asignación de denominaciones, claves, niveles y rangos, corres
pondan a la conceptualización y semántica adecuadas a los puestos genéricos 
que deben constituir el Catálogo General de Puestos y, por consiguiente, el 
Tabulador General de Sueldos; para evitar el crecimiento indiscriminado de 
puestos con denominaciones particulares y, en su caso, para una sola plaza, 
salvo que fuera indispensable por la naturaleza, grado de responsabilidad y 
especialidad de las funciones que se realizarán.
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2. Para el término de vigencia de puestos en el Consejo de la Judica
tura Federal, se deberá tomar en cuenta que únicamente, la Dirección General 
de Innovación, Planeación y Desarrollo Institucional será el área competente 
para someter propuestas de término de vigencia de puestos al Pleno del Con-
sejo, previa autorización de la Comisión de Administración, cuando se identi-
fique que un puesto no cuenta con plazas relacionadas al mismo y, por tanto, 
se considere que ya no es útil para la Institución; o porque, fue autorizada su 
sustitución por otro puesto.

3. Para la modificación de nomenclatura y/o reclasificación de puestos 
en el Consejo de la Judicatura Federal, se deberá considerar que la propuesta 
será autorizada únicamente por el Pleno del Consejo, cuando el dictamen téc
nico organizacional se derive de la necesidad de modificación de la nomen-
clatura del puesto y/o la reclasificación del grupo y/o rama del puesto, aunque 
signifique el cambio de clave de puesto y por tanto el término de vigencia del 
existente, considerando que no se trata de un nuevo puesto.

IV.2 Actualización y Aplicación del Catálogo General de Puestos.

La Dirección General de Innovación, Planeación y Desarrollo Institucio-
nal, será la responsable de revisar anualmente el contenido del Catálogo 
General de Puestos y, de ser necesario, lo actualizará con base en los puestos 
autorizados, con la opinión de las Direcciones Generales de Asuntos Jurídi-
cos y la de Recursos Humanos, en sus respectivos ámbitos de competencia.

Será obligatoria la aplicación del Catálogo General de Puestos en los 
órganos jurisdiccionales y áreas administrativas del Consejo de la Judicatura 
Federal, y su contenido constituirá la base para alinear la actualización del 
Manual General de Puestos del Consejo de la Judicatura Federal, que incluye la 
descripción genérica de cada uno de los puestos vigentes; y a su vez, ambos 
documentos serán la base para la elaboración de los Manuales Específicos de 
Organización y de Puestos de los Centros de Justicia Penal Federal y áreas 
administrativas.

IV.3 Restricciones para la Adscripción de Puestos.

La asignación de los puestos depende de la plantilla de plazas autori-
zada, del dictamen técnico organizacional y de la disponibilidad presupuestal 
del ejercicio para los órganos jurisdiccionales y áreas administrativas del Con
sejo de la Judicatura Federal; en cuanto al tipo de puesto que puede ser ads-
crito en cada caso se deberán considerar las siguientes restricciones:
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No PUESTO DE USO EXCLUSIVO EN:

1. Consejero Ponencias de Consejeros.

2. Titular de Órgano Auxiliar Órganos Auxiliares.

3. Visitador Judicial A Visitaduría Judicial.

4. Magistrado de Circuito
Tribunales de Circuito y Centros 
de Justicia Penal Federal.

5. Titular de Unidad
Unidad de Implementación de la 
Reforma en materia de Justicia 
Laboral.

6. Vocal
Instituto Federal de Especialistas 
de Concursos Mercantiles.

7. Secretario Ejecutivo Secretarías Ejecutivas.

8.
Coordinador de Asesores de la 
Presidencia

Coordinación de Asesores de la 
Presidencia.

9.
Secretario General de la 
Presidencia del Consejo de la 
Judicatura Federal

Secretaría General de la 
Presidencia.

10. Coordinador Académico Instituto de la Judicatura Federal.

11. Coordinador de Seguridad
Coordinación de Seguridad del 
Poder Judicial de la Federación.

12. Juez de Distrito

Juzgados de Distrito, Centros de 
Justicia Penal Federal y Centro 
Nacional de Justicia Especiali
zado en Control de Técnicas de 
Investigación, Arraigo e Interven
ción de Comunicaciones.

13.
Secretario Técnico Coordinador 
de Ponencia de Consejero

Ponencias de Consejeros.

14. Director General Direcciones Generales.

15. Coordinador General
Unidad para la Consolidación del 
Nuevo Sistema de Justicia Penal.
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16. Coordinador de Administración 
Regional

Coordinación de Administración 
Regional.

17. Secretario Técnico de Ponencia 
de Consejero Ponencias de Consejeros.

18. Secretario Técnico AA de 
Comisión Permanente

Secretarías Técnicas de Comi-
siones Permanentes.

19. Titular de Unidad 
Administrativa Áreas Administrativas.

20. Visitador Judicial B Visitaduría Judicial.

21. Representante del CJF ante la 
Comisión Substanciadora

Comisión Substanciadora Única 
del Poder Judicial de la Federación.

22.
Representante del Sindicato de 
Trabajadores del PJF ante la 
Comisión Substanciadora

Comisión Substanciadora Única 
del Poder Judicial de la Federación.

23. Secretario Técnico A Áreas Administrativas.

24. Coordinador de Áreas Áreas Administrativas.

25. Administrador Regional A
Administraciones Regionales ads
critas a la Coordinación de Admi-
nistración Regional.

26. Responsable de Archivos 
Judiciales

Dirección General de Archivo y 
Documentación.

27. Secretario de Tribunal Tribunales de Circuito y Centros 
de Justicia Penal Federal.

28. Asistente de Constancias y 
Registro de Tribunal de Alzada Centros de Justicia Penal Federal.

29. Delegado Instituto Federal de
Defensoría Pública.

30. Evaluador Instituto Federal de Defensoría 
Pública.

31. Secretario de Juzgado

Juzgados de Distrito, Centros de 
Justicia Penal Federal y Centro 
Nacional de Justicia Especializado 
en Control de Técnicas de Inves-
tigación, Arraigo e Intervención 
de Comunicaciones.
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32.
Asistente de Constancias y 
Registro de Juez de Control o 
Juez de Enjuiciamiento

Centros de Justicia Penal Federal.

33. Supervisor 
Instituto Federal de Defensoría 
Pública.

34. Director de Área Áreas Administrativas.

35. Secretario de Apoyo B Áreas Administrativas.

36. Administrador Regional
Administraciones Regionales 
adscritas a la Coordinación de 
Administración Regional.

37.
Secretario de la Comisión 
Substanciadora Única del PJF

Comisión Substanciadora Única 
del Poder Judicial de la Federación.

38. Asesor Especializado

Áreas Administrativas, (máximo 
tres plazas de este tipo de puesto 
por plantilla autorizada, adscrita 
directamente a la oficina del 
titular).

39. Coordinador Especializado
Áreas Administrativas (máximo 
tres plazas de este tipo de puesto 
por plantilla autorizada).

40. Secretario Particular

Áreas Administrativas, (máximo 
una plaza de este tipo de puesto 
por plantilla autorizada, adscrita di
rectamente a la oficina del titular).

41. Coordinador de Gestión
Áreas Administrativas (máximo 
1 plaza de este tipo de puesto 
por plantilla autorizada).

42. Defensor Público
Instituto Federal de Defensoría 
Pública y Centros de Justicia 
Penal Federal.

43. Asesor Jurídico
Instituto Federal de Defensoría 
Pública.
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44. Asesor

Áreas Administrativas, (máximo 
tres plazas de este tipo de puesto 
por plantilla autorizada, adscrita 
directamente a la oficina del 
titular).

45. Coordinador Especializado de 
Proyectos

Áreas Administrativas (máximo 
tres plazas de este tipo de puesto 
por plantilla autorizada).

46. Líder de Proyecto Unidades Administrativas, sólo en 
caso de proyectos.

47. Coordinador Técnico

Áreas Administrativas, (máximo 
una plaza de este tipo de puesto 
por plantilla autorizada, adscrita 
directamente a la oficina del 
titular).

48. Delegado Administrativo
Delegaciones Administrativas ads
critas a la Coordinación de Admi
nistración Regional.

49.
Coordinador de Administración y 
Resguardo de Archivos 
Judiciales

Dirección General de Archivo y 
Documentación.

50. Subdirector de Área Áreas Administrativas.

51. Jefe de Oficina de 
Correspondencia Común A

Oficinas de correspondencia 
común.

52. Coordinador Técnico A Áreas Administrativas.

53. Actuario Judicial Órganos Jurisdiccionales. 

54. Secretario Particular de Magis-
trado de Circuito Tribunales de Circuito.

55. Secretario Particular de Juez de 
Distrito

Juzgados de Distrito, Centro Na-
cional de Justicia Especializado 
en Control de Técnicas de Inves-
tigación, Arraigo e Intervención 
de Comunicaciones y Centros de 
Justicia Penal Federal.
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56. Coordinador de Organización 
de Archivos Judiciales

Dirección General de Archivo y 
Documentación.

57. Coordinador de Protección Civil Coordinación de Administración 
Regional.

58. Coordinador de Mantenimiento 
del Centro Archivístico Judicial

Coordinación de Administración 
Regional.

59. Jefe de Departamento Áreas Administrativas.

60. Jefe de Seguridad Regional Coordinación de Seguridad del 
Poder Judicial de la Federación.

61. Jefe de Oficina de Corresponden
cia Común B

Oficinas de Correspondencia 
Común.

62. Auditor
Dirección General de Auditoría ads
crita a la Contraloría del Poder 
Judicial de la Federación.

63. Dictaminador

Dirección General de Substan-
ciación, Registro y Seguimiento 
de la Evolución Patrimonial ads-
crita a la Contraloría del Poder 
Judicial de la Federación.

64. Coordinador Técnico B Áreas Administrativas.

65. Coordinador de Ayuda y 
Seguridad 

Ponencias de Consejeros y la 
Dirección General de Gestión 
Administrativa.

66. Coordinador Técnico 
Administrativo

Órganos Jurisdiccionales, con 
excepción de los Centros de Jus-
ticia Penal Federal y el Centro 
Nacional de Justicia Especiali
zado en Control de Técnicas de 
Investigación, Arraigo e Interven
ción de Comunicaciones.

67. Profesional Operativo* Dirección General de Archivo y 
Documentación.

68. Secretaria Dirección General de Archivo y 
Documentación.
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69. Analista Jurídico SISE Órganos Jurisdiccionales.

70. Auxiliar de Gestión Judicial Centros de Justicia Penal Federal.

71. Taquígrafa Judicial 
Parlamentaria

Instituto de la Judicatura Federal 
(Conforme vayan quedando vacan
tes las plazas adscritas, se deberán 
convertir al puesto de confianza 
de Asistente Administrativo).

72. Técnico de Enlace Administra
tivo OCC

Oficinas de correspondencia 
común.

73. Asistente Administrativo

Centros de Justicia Penal Federal 
y Áreas Administrativas (máximo 
una plaza de este tipo de puesto 
por plantilla autorizada, adscrita 
directamente a la oficina del 
titular).

74. Técnico de Enlace Áreas Administrativas.

75. Jefe de Grupo de Seguridad Coordinación de Seguridad del 
Poder Judicial de la Federación.

76. Auxiliar de Actuario Centros de Justicia Penal Federal 
y Unidad de Notificadores Común.

77. Auxiliar de Sala Centros de Justicia Penal Federal.

78. Técnico en Protección Civil Coordinación de Administración 
Regional.

79. Oficial Administrativo Órganos Jurisdiccionales y Áreas 
Administrativas.

80. Enfermera Especializada

Dirección General de Servicios al 
Personal en los Consultorios 
Médicos y en los Centros de 
Desarrollo Infantil.

81. Educadora 
Dirección General de Servicios al 
Personal en los Centros de Desa
rrollo Infantil y Estancia Infantil.
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82. Oficial de Partes
Juzgados de Distrito, Tribunales 
Colegiados de Circuito y Centros 
de Justicia Penal Federal.

83. Analista Especializado Áreas Administrativas y Centros 
de Justicia Penal Federal.

84. Técnico de Videograbación Centros de Justicia Penal Federal.

85. Técnico en Seguridad Coordinación de Seguridad del 
Poder Judicial de la Federación.

86. Niñera
Dirección General de Servicios 
al Personal en los Centros de 
Desarrollo Infantil. 

87. Cocinera CENDI
Dirección General de Servicios 
al Personal en los Centros de 
Desarrollo Infantil.

88. Secretaria Ejecutiva A Áreas Administrativas.

89. Chofer de Funcionario

Órganos Jurisdiccionales y Áreas 
Administrativas (máximo una 
plaza de este tipo de puesto, ads
crita directamente al titular).

90. Chofer de Servicios Áreas Administrativas.

91. Oficial de Seguridad Coordinación de Seguridad del 
Poder Judicial de la Federación.

92. Técnico Operativo* Dirección General de Archivo y 
Documentación.

93. Analista A

Dirección General de Servicios 
Generales, comedores, (sólo para 
los servidores públicos con nom
bramiento autorizado por el Pleno 
del Consejo.

94. Analista Áreas Administrativas y Centros 
de Justicia Penal Federal.

95. Secretaria A Áreas Administrativas.



2811SEXTA PARTE NORMATIVA Y ACUERDOS RELEVANTES  •  Sec. 2a. CJF

96. Técnico Especializado Áreas Administrativas.

97. Técnico Administrativo Áreas Administrativas.

98. Analista Administrativo Áreas Administrativas.

99. Auxiliar de Servicios Generales
Áreas Administrativas y Centros 
de Justicia Penal Federal.

100. Cocinera

Comedor Ejecutivo de las admi-
nistraciones de los edificios sede 
adscritos a la Dirección General 
de Servicios Generales.

101. Chofer
Dirección General de Archivo y 
Documentación.

102.
Oficial de Servicios y 
Mantenimiento

Órganos Jurisdiccionales y Áreas 
Administrativas.

103. Oficial de Servicios
Dirección General de Archivo y 
Documentación y Coordinación 
de Administración Regional.

APÉNDICE:

Anexo 1. Glosario, donde se definen diversos términos usados en este 
documento.

Anexo 2. Registro de actualizaciones, donde se identifican los prin
cipales cambios entre la versión anterior y la actual que conforman este 
catálogo.

Anexo 1. Glosario

Áreas administrativas.- A las unidades administrativas y a los órga-
nos auxiliares del Consejo de la Judicatura Federal.

(*) Este puesto puede ser de Tipo Confianza y/o Base.
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Catálogo General de Puestos.- Al documento que contiene la clasi-
ficación de los puestos autorizados en el Consejo de la Judicatura Federal, 
según su tipo, grupo y rama.

Centro de Justicia Penal Federal.- A los órganos jurisdiccionales es
pecializados encargados del proceso penal acusatorio de naturaleza oral.

Centro Nacional de Justicia Especializado en Control de Téc­
nicas de Investigación, Arraigo e Intervención de Comunicaciones.- Al 
órgano jurisdiccional especializado encargado del proceso penal acusa
torio en materia de técnicas de investigación, arraigo e intervención de 
comunicaciones.

Descripción de puesto.- A la definición de las operaciones, cualidades, 
responsabilidades y condiciones de una unidad de trabajo en el Consejo de 
la Judicatura Federal, se incluyen como genérica o específica; dentro del Ma-
nual General de Puestos o en el Manual de Organización y de Puestos de los 
Centros de Justicia Penal Federal o en el Manual Específico de Organización 
y de Puestos de las Áreas Administrativas.

Dictamen técnico organizacional.- Al documento mediante el cual 
la Dirección General de Innovación, Planeación y Desarrollo Institucio
nal, determina la viabilidad técnica administrativa desde el punto de vista 
organizacional de la modificación de las estructuras orgánicas, creación de 
puestos, niveles tabulares y movimientos de plazas, solicitados por las áreas 
administrativas.

Función.- Al grupo de actividades permanentes, afines y coordinadas, 
necesarias para alcanzar el objetivo común de un todo unitario.

Manual de Organización General.- Al documento que contiene la in
formación detallada sobre antecedentes, marco jurídico, referencia a atribu-
ciones, organigrama general, estructura orgánica, objetivo y funciones de los 
órganos jurisdiccionales y áreas administrativas del Consejo de la Judicatura 
Federal.

Manual Específico de Organización y de Puestos.- Al documento 
normativo administrativo en el que se detalla el objetivo y las funciones de las 
áreas internas que conforman un área administrativa; así como las descrip-
ciones de cada puesto específico.
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Manual General de Puestos.- Al documento que contiene las des
cripciones de puestos que administra el Consejo de la Judicatura Federal, en 
donde se establece el propósito, funciones, requisitos y responsabilidades 
de cada uno de los puestos vigentes en el Tabulador General de Sueldos del 
propio Consejo.

Movimientos de plazas.- A las modificaciones que se realicen a las 
plazas de la plantilla autorizada para cada área administrativa y/u órgano ju-
risdiccional, así como las previsiones para nuevas necesidades de creación, 
cancelación, conversión, prórroga, renivelación, retabulación, reubicación y 
transferencia.

Nivel salarial.- A la escala de sueldos relativa a cada uno de los pues-
tos contenidos en el Tabulador General de Sueldos del Consejo de la Judica-
tura Federal, la cual está integrado por dígitos que parten del 2 al 33, donde el 
2 representa el mayor y el 33 el menor.

Objetivo del Puesto.- A la descripción del propósito genérico o espe-
cífico que se fija cualitativa o cuantitativamente y que permite orientar los 
esfuerzos y el desarrollo de las acciones hacia un fin determinado que se 
espera obtener de un programa, un plan o una unidad de trabajo.

Órganos Auxiliares.- Al Instituto de la Judicatura Federal, la Visitadu-
ría Judicial, la Contraloría del Poder Judicial de la Federación, el Instituto 
Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles, el Instituto Federal de 
Defensoría Pública y la Unidad General de Investigación de Responsabilida-
des Administrativas.

Órganos Jurisdiccionales.- A los Tribunales de Circuito, Juzgados 
de Distrito, Centros de Justicia Penal Federal, así como al Centro Nacional de 
Justicia Especializado en Control de Técnicas de Investigación, Arraigo e In-
tervención de Comunicaciones.

Plantilla de plazas.- A la relación analítica de plazas por tipo de puesto, 
nivel y rango salarial, adscritas a un área administrativa y órgano jurisdiccio-
nal, autorizadas de manera definitiva o temporal, por la instancia superior 
competente.

Plaza.- A la posición individual de trabajo vinculada a un puesto auto-
rizado en el Tabulador General de Sueldos, que no puede ser ocupada por 
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más de un servidor público a la vez y que cuenta con asignación presupuestal 
correspondiente.

Plaza definitiva.- A la que se adscribe para el ejercicio de las 
atribuciones que deben desarrollarse por un tiempo indefinido y en forma 
permanente.

Plaza de nueva creación.- A la plaza que se adscribe en forma defini-
tiva o temporal a un área administrativa u órgano jurisdiccional, por necesi-
dad de la operación para el cumplimiento de los programas de trabajo y el 
logro de objetivos o con motivo de su creación.

Plaza temporal.- A la que se adscribe por un tiempo fijo o para desa-
rrollar una obra determinada atendiendo a las necesidades del servicio.

Plaza vacante.- A la plaza que no está ocupada desde su creación 
o en virtud de que la ya existente queda sin titular en forma temporal o 
permanente.

Puesto.- A la unidad impersonal de trabajo que identifica las tareas 
y deberes específicos, por medio del cual se le asignan responsabilidades y 
tienen una denominación genérica, una clave para su clasificación según su 
Tipo, Grupo y Rama, así como un Nivel y Rango salarial.

Rango.- Al límite salarial que se asigna a cada puesto en el Tabulador 
General de Sueldos y Prestaciones, pudiendo ser: Único, Máximo (MX), Medio 
(MD) o Mínimo (MN).

Responsabilidades.- A la descripción de las principales obligaciones 
inherentes a la ejecución de las funciones del puesto.

Tabulador General de Sueldos.- Al instrumento técnico en el que se 
fijan y ordenan por nivel salarial las percepciones ordinarias, para los puestos 
genéricos del Consejo de la Judicatura Federal.

Unidades administrativas.- A las señaladas en el Acuerdo General 
del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organiza-
ción y funcionamiento del propio Consejo.

Anexo 2. Registro de Actualizaciones.
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Cons. Autorización Motivo Descripción

1. Comisión de Admi
nistración, Acuer-
do generado en la 
vigésimo sexta 
sesión ordinaria 
celebrada el 12 de 
julio de 2006.

Aprobación del 
Catálogo General 
de Puestos del 
Consejo de la Ju-
dicatura Federal en 
su primera versión 
ejecutiva.

El presente documento representa la com
pactación de 91 puestos que se tenían 
hasta el año de 2005, quedando confor-
mado por 65 puestos, los cuales fueron 
del mismo nivel salarial y naturaleza 
semejante.

Estos puestos se encuentran clasificados 
en 3 tipos, 5 grupos y 7 ramas, los cuales 
fueron autorizados por el Pleno del Con
sejo en sus sesiones ordinarias del 9 y 29 
de noviembre de 2005, con vigencia y 
aplicación a partir del 1° de enero de 2006.

Es importante destacar que se incluyó el 
puesto de Representante del Sindicato 
de Trabajadores del PJF ante la Comisión 
Substanciadora, autorizado por la Comi
sión de Administración en su vigésimo 
segunda Sesión Ordinaria del 14 de junio 
de 2006, con vigencia a partir del 17 de 
abril del mismo año.

Se autorizó el cambio de clasificación del 
puesto de Secretario Técnico A al grupo 
01- Mandos Superiores, rama 01- Direc-
ción del Consejo con la clave de puesto 
CF10108, manteniendo el mismo nivel y 
rango salarial. Asimismo, se autorizó el 
cambio de denominación y clasificación 
del puesto de Secretario de Apoyo A por 
el puesto de Coordinador de Áreas en el 
grupo 3- Mandos Medios rama 05- Admi
nistrativa con la clave CF30506 mante-
niendo el mismo nivel y rango salarial.

2. Pleno del Conse-
jo, presentado por 
la Comisión de 
Administración.

Aprobación de la 
actualización del 
Catálogo General 
de Puestos del 
Consejo de la Ju-
dicatura Federal, 
Febrero 2009 y que 
la vigencia de su 
aplicación inicie a 
partir de la fecha 
de su aprobación 
y su difusión a

Este documento actualizado muestra la 
adición de 6 nuevos puestos para que-
dar constituido por 72 puestos del Tabu-
lador General de Sueldos y Prestaciones 
del Consejo de la Judicatura Federal, 
dichas adiciones constan de los siguien
tes: Secretario de la Comisión Substan-
ciadora Única del PJF, aprobado por el 
Pleno del Consejo en su sesión ordina-
ria del 16 de enero de 2008; Secretario 
Particular de Magistrado de Circuito y 
Secretario Particular de Juez de Distrito



2816 ENERO 2020

través de la apli-
cación informáti-
ca denominada 
Administración 
de Documentos 
Normativo Admi-
n i s t r a t i v o s 
(ADNA).

con motivo de la retabulación autoriza-
da por la Comisión de Administración 
en su décimo tercera sesión ordinaria 
del 10 de abril de 2008. Así también, los 
puestos de Jefe de Oficina de Corres-
pondencia Común A, Jefe de Oficina de 
Correspondencia Común B y Técnico 
de Enlace Administrativo OCC, con mo-
tivo de la renivelación de plazas del per-
sonal de las oficinas de correspondencia 
común aprobado por la Comisión de 
Administración en su trigésimo cuarta 
sesión ordinaria del 9 de octubre de 2008.

Adicionalmente, se realizó el cambio de 
la clave, nivel y rango del puesto, motiva
do por la retabulación de los siguientes 
puestos: Secretario de Tribunal, Secre-
tario de Juzgado y Actuario Judicial; con 
motivo de la retabulación autorizada 
por la Comisión de Administración en 
su décimo tercera sesión ordinaria del 
10 de abril de 2008.

Se realizó la modificación de código, nivel 
y rango de 6 puestos por su recategori-
zación: Delegado, Evaluador, Supervisor, 
Defensor Público y Asesor Jurídico; así 
como por la alineación del nivel tabular 
de Secretario de Juzgado, a razón de la 
autorización por parte del Pleno del Con
sejo, según SEPLE./GEN./006/2763/2009 
del 1 de abril de 2009.

Mediante SEPLE./ADM./007/3862/2009 
de fecha 3 de junio de 2009, se comunicó 
que el Pleno del Consejo, tuvo por reci-
bido el punto para acuerdo presentado 
por la Comisión de Administración y en 
términos de la documentación analizada 
en sesión, autorizó el Tabulador General 
del Sueldos y Prestaciones del Consejo de 
la Judicatura Federal, con efectos a par-
tir del 1 de abril de 2009.

En agosto de 2009, mediante SEPLE./
ADM./001/6780/2009, se autoriza la in-
corporación del puesto de Asesor Espe-
cializado SPS puesto de Confianza grupo 
4- Homólogos a Mandos Medios, Rama 
04- Apoyo y Asesoría a SPS.
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3. Pleno del Conse-
jo, presentado por 
la Secretaría Ejecu
tiva de Finanzas.

Autorización de la 
actualización del 
Catálogo General 
de Puestos del 
Consejo de la Ju-
dicatura Federal 
Febrero 2011.

Con motivo del acuerdo de la Comisión 
de Administración celebrada el 25 de 
marzo de 2010; y de la normatividad vi-
gente se revisaron las disposiciones 
emitidas a partir de su última actualiza-
ción a la fecha.

En donde, el acuerdo en mención auto-
rizó el Tabulador General de Sueldos y 
Prestaciones del Consejo de la Judica-
tura Federal para el ejercicio 2010, se 
incluyeron los ajustes por los cambios 
de clave de puesto, renivelación tabular 
y recategorización de 6 puestos (Conse-
jero – ingreso a partir del 1 de enero de 
2010, Titular de Órgano Auxiliar, Vocal, 
Secretario Ejecutivo, Contralor del Poder 
Judicial de la Federación y Secretario 
Técnico de Ponencia de Consejero).

Asimismo, se incorporaron tres puestos 
correspondientes a: Secretario Técnico 
Coordinador de Ponencia de Consejero, 
puesto de nueva creación incluido en la 
autorización del Tabulador mencionado 
en el párrafo anterior; Coordinador de 
Seguridad, aprobado por el Pleno del Con
sejo con el SEPLE./ADM./014/3001/2010 
con fecha del 23 de junio de 2010; y Coor
dinador General aprobado por el Pleno 
del Consejo con el SEPLE./ADM./
009/398/2011, el 26 de enero de 2011.

En sesión ordinaria celebrada el 9 de 
marzo de 2011, el Pleno del Consejo 
con el SEPLE./ADM./002/1045/2011, 
autorizó la actualización del Catálogo 
General de Puestos del Consejo de la 
Judicatura Federal, febrero 2011, con 75 
puestos clasificados en 3 tipos, 5 gru-
pos y 7 ramas, así como el objetivo ge-
nérico de los puestos, las políticas que 
se aplican para la creación y término 
de vigencia de puestos así como, las 
restricciones para su asignación.

El Pleno del Consejo mediante el 
SEPLE./ADM./003/1585/2011 con fecha 
13 de abril de 2011, autorizó las modifi-
caciones al Catálogo General de Puestos 
del Consejo de la Judicatura Federal.
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4. Pleno del Con
sejo, presentado 
por la Secretaría 
Ejecutiva de Fi-
nanzas y Servi-
cios Personales.

Autorización de la 
actualización del 
Catálogo General 
de Puestos del 
Consejo de la Ju-
dicatura Federal, 
Octubre 2017.

Conforme lo estipulado por el Pleno 
del Consejo en su oficio SEPLE./ADM./
012/2411/2011 del 8 de junio de 2011, se 
aprobó la transformación de forma in-
mediata de la Dirección General de Ad-
ministración Regional por Coordinación 
de Administración Regional, razón por 
la cual se lleva a cabo la creación del 
puesto de Coordinador de Administra-
ción Regional.

De conformidad con el SEPLE./ADM./
007/3569/2011 del 31 de agosto de 2011, 
se lleva a cabo la renivelación de los 
puestos adscritos a los Consultorios 
Médicos, Centros de Desarrollo Infantil 
y Estancia Infantil de la Dirección Gene-
ral de Servicios Médicos y Desarrollo 
Infantil, que a continuación se mencio-
nan: Enfermera Especializada nivel 29A 
y Educadora nivel 30 por nivel 27; los 
puestos de Niñera y Cocinera nivel 32 
por el nivel 28.

De conformidad con el SEPLE./ADM./
001/984/2012 del 29 de febrero de 2012, 
el Pleno del Consejo, autorizó el forta
lecimiento de la estructura de la Coordi-
nación de Seguridad el Poder Judicial de 
la Federación, la creación del puesto 
de Jefe de Seguridad Regional y la reni-
velación de los puestos de Jefe de Grupo 
de Seguridad y Oficial de Seguridad.

A través del SEPLE./ADM./004/2132/2012 
con fecha 9 de mayo de 2012, el Pleno 
del Consejo autorizó la renivelación del 
puesto de Secretario Técnico AA de 
Comisión Permanente nivel 10 de con-
fianza por el nivel 9C rango MN y aprueba 
la creación del rango MD para el puesto 
en mención nivel 9C.

Asimismo, conforme lo dispuesto en el 
SEPLE./ADM./005/2133/2012 de la misma 
fecha el Pleno del Consejo autorizó mo-
dificar el techo presupuestal de la plan-
tilla tipo de Ponencia de Consejero, así 
como renivelar el puesto de Secretario 
Técnico de Ponencia de Consejero, nivel 
10B de confianza, a nivel 9B, rango MN y 
aprueba la creación del rango MD para 
el nuevo nivel.
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La Comisión de Administración en se-
sión celebrada el 3 de marzo de 2011, 
autorizó el Tabulador General de Sueldos 
y Prestaciones del Consejo de la Judica-
tura Federal para el ejercicio 2011.

De acuerdo al SEPLE./ADM./003/2808/ 
2012, en la sesión ordinaria celebrada 
el 20 de junio de 2012, el Pleno del Con-
sejo aprueba la creación del rango MN 
para el puesto de Coordinador de Áreas, 
nivel 12 de confianza.

El Pleno del Consejo en sesión ordina-
ria celebrada el 5 de septiembre de 
2012, con oficio SEPLE./ADM./006/ 
4281/2012 autorizó la renivelación del 
puesto de Contralor del Poder Judicial 
de la Federación de nivel 6B, con el fin de 
homologar sus percepcio nes salariales 
al de sus similares de Titular de Órgano 
Auxiliar nivel 3.

Con oficio SEPLE./ADM./009/3800/2013 
del 7 de agosto de 2013, se autoriza la 
creación del puesto de Coordinador Téc
nico Administrativo nivel 24, rangos MX, 
MD y MN.

El Catálogo se conforma por 79 puestos, 
los cuales se encuentran clasificados en 
3 tipos, 5 grupos y 7 ramas. El Pleno del 
Consejo mediante oficio SEA/DGRH/
DCPG/SCP/32600/2014 de fecha 7 de julio 
de 2014, menciona que la Comisión de 
Administración en sesión celebrada el 
18 de junio del 2014, autorizó la estruc-
tura salarial del Consejo de la Judicatura 
Federal contenida en el Tabulador Ge-
neral de Sueldos y Prestaciones del pro-
pio Consejo, con efecto a partir del 1 de 
julio de 2014.

El Pleno del Consejo aprobó el Acuerdo 
General 36/2014 que regula a los Cen-
tros de Justicia Penal Federal.

El Pleno del Consejo mediante oficio 
SEPLE./ADM./010/3064/2016 de fecha 
13 de abril de 2016, instruye a la Secre-
taría Ejecutiva de Administración para
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que a través de las Direcciones Gene
rales de Programación y Presupuesto y 
de Innovación, Planeación y Desarrollo 
Institucional realicen los trámites con-
ducentes con la finalidad de incluir el 
nuevo puesto de Analista A nivel 29A en 
el Catálogo General de Puestos del Con-
sejo de la Judicatura Federal, así como 
en el Tabulador General de Sueldos y 
Prestaciones del propio Consejo.

El Pleno del Consejo el 5 de abril de 2017 
aprobó el Acuerdo General 3/2017, por 
el que se crea el Centro Nacional de 
Justicia Especializado en Control de Téc
nicas de Investigación, Arraigo e Inter-
vención de Comunicaciones.

El Pleno del Consejo aprobó la baja de 
los puestos, Coordinador Técnico Admi
nistrativo de Órgano Jurisdiccional y el 
Auxiliar Itinerante.

El Pleno del Consejo aprobó la creación 
de los puestos de Asistente de Constan-
cias y Registro de Tribunal de Alzada, 
Asistente de Constancias y Registro de 
Juez de Control o Juez de Enjuiciamiento, 
Auxiliar de Gestión Judicial, Auxiliar de 
Sala y Técnico de Videograbación, para 
los centros de justicia penal federal.

En sesión ordinaria celebrada el 25 de 
octubre de 2017, el Pleno del Consejo 
con el SEPLE./ADM./007/5350/2017, 
autorizó la actualización del Catálogo 
General de Puestos del Consejo de la 
Judicatura Federal, octubre 2017, con  84 
puestos clasificados en 3 tipos, 5 gru-
pos y 7 ramas.

5. Decreto del Con
greso de los Es
tados Unidos 
Mexicanos

Transmisión de los 
archivos de los tri
bunales federales 
bajo resguardo de 
la Suprema Corte 
de Justicia de la 
Nación al Conse-
jo de la Judicatu-
ra Federal.

Los recursos humanos, materiales y fi-
nancieros que la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación destine al uso de la 
administración y resguardo de los ar-
chivos de los órganos jurisdiccionales 
federales, se transferirán al Consejo de 
la Judicatura Federal, dentro de los seis 
meses siguientes a la entrada en vigor 
del Decreto por el que reforma los
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que a través de las Direcciones Gene
rales de Programación y Presupuesto y 
de Innovación, Planeación y Desarrollo 
Institucional realicen los trámites con-
ducentes con la finalidad de incluir el 
nuevo puesto de Analista A nivel 29A en 
el Catálogo General de Puestos del Con-
sejo de la Judicatura Federal, así como 
en el Tabulador General de Sueldos y 
Prestaciones del propio Consejo.

El Pleno del Consejo el 5 de abril de 2017 
aprobó el Acuerdo General 3/2017, por 
el que se crea el Centro Nacional de 
Justicia Especializado en Control de Téc
nicas de Investigación, Arraigo e Inter-
vención de Comunicaciones.

El Pleno del Consejo aprobó la baja de 
los puestos, Coordinador Técnico Admi
nistrativo de Órgano Jurisdiccional y el 
Auxiliar Itinerante.

El Pleno del Consejo aprobó la creación 
de los puestos de Asistente de Constan-
cias y Registro de Tribunal de Alzada, 
Asistente de Constancias y Registro de 
Juez de Control o Juez de Enjuiciamiento, 
Auxiliar de Gestión Judicial, Auxiliar de 
Sala y Técnico de Videograbación, para 
los centros de justicia penal federal.

En sesión ordinaria celebrada el 25 de 
octubre de 2017, el Pleno del Consejo 
con el SEPLE./ADM./007/5350/2017, 
autorizó la actualización del Catálogo 
General de Puestos del Consejo de la 
Judicatura Federal, octubre 2017, con  84 
puestos clasificados en 3 tipos, 5 gru-
pos y 7 ramas.

5. Decreto del Con
greso de los Es
tados Unidos 
Mexicanos

Transmisión de los 
archivos de los tri
bunales federales 
bajo resguardo de 
la Suprema Corte 
de Justicia de la 
Nación al Conse-
jo de la Judicatu-
ra Federal.

Los recursos humanos, materiales y fi-
nancieros que la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación destine al uso de la 
administración y resguardo de los ar-
chivos de los órganos jurisdiccionales 
federales, se transferirán al Consejo de 
la Judicatura Federal, dentro de los seis 
meses siguientes a la entrada en vigor 
del Decreto por el que reforma los

artículos 11, fracción xix y 81 fracciones 
xviii y xxxiv de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación publicado el 
26 de enero de 2018.

Para la transferencia de los recursos 
humanos del citado Decreto, se crea-
ron los siguientes puestos: Responsable 
de Archivos Judiciales, Coordinador de 
Administración y Resguardo de Archivos 
Judiciales, Coordinador de Organización 
de Archivos Judiciales, Coordinador de 
Mantenimiento del Centro Archivístico 
Judicial, Coordinador de Protección Civil, 
Profesional Operativo, Secretaria, Téc-
nico en Seguridad, Técnico en Protec-
ción Civil, Técnico Operativo, Chofer y 
Oficial de Servicios.

Nota: Estos puestos fueron creados 
de forma transitoria y deberán ser 
cancelados en el momento que los 
actuales ocupantes causen baja por 
cualquier motivo, siendo convertidos 
éstos por aquellos que correspondan 
de acuerdo con el Catálogo General de 
Puestos del Consejo de la Judicatura 
Federal.

6. Pleno del Consejo, 
presentado por la 
Dirección General 
de la Presidencia.

Creación de la 
Unidad de Imple
mentación de la 
Reforma en Ma-
teria de Justicia 
Laboral.

En la sesión ordinaria celebrada el 7 de 
marzo de 2018, el Pleno del Consejo con 
el oficio SEPLE./GEN./022/1572/2018, 
aprobó la creación de la Unidad de Im-
plementación de la Reforma en Materia 
de Justicia Laboral. El titular de la uni-
dad administrativa ocupará el cargo de 
Titular de Unidad.

7. Pleno del Consejo 
de la Judicatura 
Federal.

Transformación 
de la Dirección 
General de la 
Presidencia.

En la sesión ordinaria celebrada el 16 de 
enero de 2019, el Pleno del Consejo con 
oficio SEPLE./PLE./004/272/2019 aprobó 
la transformación de la Dirección Gene-
ral de la Presidencia, en Secretaría Ge-
neral de la Presidencia del Consejo de 
la Judicatura Federal. El nombramiento 
del Director General de la Presidencia 
cambia a Secretario General de la 
Presidencia.
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8. Pleno del Consejo 
de la Judicatura 
Federal.

Creación de la 
Coordinación de 
Asesores de la 
Presidencia del 
Consejo de la Ju-
dicatura Federal.

En la sesión ordinaria celebrada el 27 
de febrero de 2019, el Pleno del Consejo 
con el oficio SEPLE./PLE./004/1111/2019 
aprobó la creación de la Coordinación 
de Asesores de la Presidencia del Con-
sejo de la Judicatura Federal. El titular 
de la Unidad Administrativa ocupará el 
cargo de Coordinador de Asesores de 
la Presidencia.

9. Pleno del Consejo 
de la Judicatura 
Federal.

Cambio en la clasi
ficación de la rama 
de los puestos de: 
Jefe de Correspon
dencia Común A 
y B y el puesto de 
Técnico de Enlace 
OCC.

De conformidad al Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Fe-
deral que establece las disposiciones en 
materia de actividad administrativa de 
los órganos jurisdiccionales, en su artículo 
xxiv dice: "Las oficinas de corresponden­
cia común son unidades administrativas 
encargadas de la recepción, registro y 
turno de los asuntos y promociones de la 
competencia de los órganos jurisdicciona­
les, que dependen administrativamente 
de la Dirección General de Estadística 
Judicial".

Al respecto se hizo el cambio en la cla-
sificación de la rama de jurisdiccional a 
administrativa de los siguientes puestos:
Jefe de Oficina de Correspondencia 
Común A y B con nivel 21 y 24 con los 
rangos MX, MD y MN respectivamente; y 
el puesto de Técnico de Enlace Adminis
trativo OCC con nivel 25, rango Único.

10 Creación de los si
guientes puestos:
CF40412 Coordina
dor Especializado
CF40413 Coordi-
nador de Gestión
CF40414 Coordina
dor Especializado 
de Proyectos
CF50709 Chofer de 
Servicios

Considerando lo previsto en las Líneas 
Generales de Trabajo 2019-2022 del Mi-
nistro Presidente, particularmente en el 
Capítulo VI denominado "Una Nueva 
Forma de Administrar", se plantea la nece
sidad de impulsar un cambio integral 
de la cultura organizacional y una 
trasformación profunda de nuestras 
prácticas, normas y procedimientos 
administrativos, en el que todos los 
programas, proyectos y actividades ins-
titucionales se orienten en torno a un 
sólo objetivo:

"Transformar la administración hacia 
un nuevo modelo de gestión integral 
y moderno que responda de manera
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. ágil y eficaz a las necesidades institu-
cionales y que fomente el aprendizaje 
y la mejora continua."

En tal sentido y derivado de los recien-
tes cambios a la organización del Con-
sejo de la Judicatura Federal, para lo cual 
se han revisado las estructuras, atribu-
ciones y puestos, se considera necesa-
rio crear los siguientes puestos, con el fin 
de tener adecuados tramos de control, 
cargas de trabajo equilibradas y estruc-
turas orgánicas congruentes con la rea-
lidad operativa:
-Coordinador Especializado;
-Coordinador de Gestión;
-Coordinador Especializado de Proyec-
tos y
Chofer de Servicios.

11. Cambio en la de-
nominación de los 
s i g u i e n t e s 
puestos:
CF40408 Asesor 
E s p e c i a l i z a d o 
SPS
CF40402 Secreta-
rio Particular de 
SPS
CF40403 Asesor 
SPS
CF40405 Coordi-
nador Técnico de 
SPS
CF50501 Secreta-
ría Ejecutiva de 
SPS

De conformidad con la reorganización 
que se está llevando a cabo en el Con-
sejo de la Judicatura Federal, en algunos 
puestos fue necesario realizar cambios 
en su denominación y se actualizaron 
las cédulas de descripción de puesto con 
el propósito de que hagan referencia de 
forma clara las funciones que desem-
peñan y son los siguientes puestos:
-Asesor Especializado SPS cambia a 
CF40415 Asesor Especializado.
-Secretario Particular de SPS cambia a 
CF40416 Secretario Particular.
-Asesor SPS cambia a CF40417 Asesor.
-Coordinador Técnico de SPS cambia a 
CF40418 Coordinador Técnico.
-Secretaría Ejecutiva de SPS cambia a 
CF50509 Asistente Administrativo.

12. Cambio en la de-
nominación de la 
rama en la clasi
ficación de los 
puestos:
Rama: 04 Apoyo y 
Asesoría de SPS

Debido a las mejoras administrativas en 
el Consejo de la Judicatura Federal, para 
tener una mejor distribución en el tra-
bajo, la denominación de la rama Apoyo 
y Asesoría de SPS cambia a la de Apoyo y 
Asesoría.
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EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO 
EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL,

CERTIFICA:

Que este Catálogo General de Puestos del Consejo de la Judicatura Fede
ral, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria de 27 de 
noviembre de 2019, por unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presi
dente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Antonio Cruz Ramos, Eva 
Verónica de Gyvés Zárate, Alejandro Sergio González Bernabé y Loretta Ortiz 
Ahlf.—Ciudad de México, a 13 de enero de 2020 (D.O.F. DE 21 DE ENERO DE 2020).

Este catálogo se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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CIÓN EMITIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL 
BANCARIA Y DE VALORES EN LA QUE COMUNICA 
A UN SOLICITANTE QUE NO APROBÓ LA EVA
LUACIÓN PARA OBTENER LA CERTIFICACIÓN EN 
MATERIA DE PREVENCIÓN DE OPERACIONES 
CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA Y FI
NANCIAMIENTO AL TERRORISMO. 		 2a./J. 160/2019 (10a.)	 893

ACUMULACIÓN DE JUICIOS EN MATERIA LABO-
RAL. CUANDO EL JUICIO ACUMULANTE SE INICIÓ 
EN LA VÍA ORDINARIA POR RECLAMARSE PRES
TACIONES QUE DEBEN RESOLVERSE DE ESA 
FORMA Y EL ACUMULADO EN LA ESPECIAL, EL PRO
CEDIMIENTO DEBE SUSTANCIARSE CONFORME A 
LAS REGLAS PREVISTAS PARA LA PRIMERA, AL 
SER MÁS GARANTISTA.	 VII.2o.T.259 L (10a.)	 2441
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AGRAVIOS EN EL RECURSO DE APELACIÓN EN EL 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO. EN SU FORMULA-
CIÓN EL TRIBUNAL DE ALZADA NO DEBE EXIGIR 
LA SATISFACCIÓN DE TECNICISMOS LÓGICO JURÍ
DICOS, COMO CONDICIÓN NECESARIA PARA 
ANALIZAR EL FALLO RECURRIDO.	 XI.P.36 P (10a.)	 2442

ALEGATOS EN EL AMPARO DIRECTO. DEBEN TE
NERSE POR NO FORMULADOS CUANDO SE RECI-
BAN TRANSCURRIDO EL PLAZO PREVISTO POR 
EL ARTÍCULO 181 DE LA LEY DE LA MATERIA, SIN 
QUE SE HAYAN PRESENTADO EN LA OFICINA 
PÚBLICA DE COMUNICACIONES DEL LUGAR DE 
RESIDENCIA DEL INTERESADO O BIEN EN FOR-
MA ELECTRÓNICA A TRAVÉS DEL USO DE LA FIRMA 
ELECTRÓNICA.	 XV.4o.10 K (10a.)	 2443

ALEGATOS EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
DEBEN ATENDERSE CUANDO LA QUEJOSA LOS 
HACE VALER Y ESTÁN ENCAMINADOS A CONTRO-
VERTIR LAS CONSIDERACIONES PROPUESTAS EN 
EL PROYECTO DE SENTENCIA EN EL QUE SE ABOR
DAN TEMAS DE CONTROL CONSTITUCIONAL Y 
CONVENCIONAL, DERIVADAS DE LA PUBLICIDAD 
DADA A DICHO PROYECTO.	 I.16o.T.19 K (10a.)	 2444

AMPARO ADHESIVO. EL TERCERO INTERESADO 
CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO, 
SI LA SENTENCIA DEFINITIVA, LAUDO O RESOLU
CIÓN RECLAMADA RESULTA DE ALGÚN MODO 
ADVERSA A SUS INTERESES.
	 I.12o.C.35 K (10a.)	 2445

AMPARO ADHESIVO Y FORMULACIÓN DE ALEGA
TOS. SUS FORMALIDADES, MATERIA Y ALCANCES 
SON DISTINTOS. 	
	 1a. V/2020 (10a.)	 647

AMPARO INDIRECTO. LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL 
DE ACORDAR UNA PETICIÓN FORMULADA POR 
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EL JUSTICIABLE RECLAMADA EN EL JUICIO RELA-
TIVO, NO CONFIGURA UNA CAUSA MANIFIESTA E 
INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO. 	 PC.III.P. J/21 P (10a.)	 1256

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL 
ACUERDO DICTADO EN UN JUICIO CIVIL QUE AD
MITE LA PRUEBA DE INFORME DE INSTITUCIÓN 
MÉDICA OFRECIDA POR LA CONTRAPARTE DEL 
QUEJOSO, PARA QUE AQUÉLLA REMITA COPIA 
DEL EXPEDIENTE CLÍNICO DEL HIJO FINADO DE 
ÉSTE, AL CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN.	 V.3o.C.T.10 K (10a.)	 2445

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA OMI-
SIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA PETICIÓN 
DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL 
EN EL QUE EXISTE UNA ABIERTA DILACIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO O SU PARALIZACIÓN TOTAL, AL 
ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO 
DE DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁ
RRAFO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL ARTÍCULO 61 
DE LA LEY DE AMPARO.	 PC.III.P. J/22 P (10a.)	 1257

AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LAS 
DILACIONES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS EN 
EL DICTADO DE PROVEÍDOS, LAUDOS O EN LA REA-
LIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA DILIGENCIA, EN 
JUICIOS BUROCRÁTICOS SUSTANCIADOS AL 
TENOR DE LA LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLI-
COS DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. 
PROCEDE SI TRANSCURREN MÁS DE 22 DÍAS 
HÁBILES DESDE LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ 
EL PLAZO EN EL QUE LEGALMENTE DEBIERON 
PRONUNCIARSE O DILIGENCIARSE LOS ACTOS PRO
CESALES RESPECTIVOS [INAPLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 33/2019 (10a.)].
	 III.3o.T. J/8 L (10a.)	 2272

AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DE
RECHO DE PETICIÓN. SI EL QUEJOSO OPTÓ POR 
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AMPLIAR SU DEMANDA EN CONTRA DE LA RES-
PUESTA EMITIDA POR LA AUTORIDAD RESPONSA
BLE DURANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO, ES INNE
CESARIO AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 
RESPECTO DE DICHO ACTO. 		 P./J. 15/2019 (10a.)	 5

AMPLIACIÓN DEL TÉRMINO CONSTITUCIONAL. LA 
INADMISIÓN DE DATOS DE PRUEBA AL MINISTE
RIO PÚBLICO DENTRO DE DICHO PLAZO NO VUL
NERA LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD PROCESAL 
NI DE CONTRADICCIÓN, PUES SU PRÓRROGA SE 
TRADUCE EN UN DERECHO EN FAVOR DE LA 
DEFENSA Y EL IMPUTADO QUE NO PUEDE OPE
RAR EN PERJUICIO DE ÉSTOS. 		 XXII.P.A.64 P (10a.)	 2447

APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY EN BENEFI-
CIO. ACORDE CON ESTE PRINCIPIO, LAS CIRCUNS
TANCIAS AGRAVANTES DE UN ILÍCITO NO PUEDEN 
SER OBJETO DE VALORACIÓN PARA INDIVIDUALI
ZAR LA PENA, CUANDO HAYAN SIDO SUPRIMIDAS 
DE LA NORMA SUSTANTIVA PENAL, COMO ES EL 
CASO DE LA CALIFICATIVA "A BORDO DE VEHÍCULO" 
EN EL DELITO DE SECUESTRO.	 I.9o.P.263 P (10a.)	 2448

APODERADO QUE COMPARECE EN REPRESEN-
TACIÓN DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL (IMSS) AL PROCEDIMIENTO LABORAL. 
PARA TENER POR DEMOSTRADA SU PERSONA
LIDAD, NO ES NECESARIO QUE ACREDITE SER 
TITULAR DE LA JEFATURA DE SERVICIOS JURÍDI
COS O ESTAR ADSCRITO A ÉSTA.	 PC.IV.L. J/20 L (10a.)	 1312

ARRESTO ADMINISTRATIVO COMO SANCIÓN POR 
CONDUCIR EN ESTADO DE EBRIEDAD. AL PRE-
TENDER IMPONERLO EL JUEZ CALIFICADOR DEBE 
RESPETAR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA 
DEL PROBABLE INFRACTOR. 		 P./J.  19/2019 (10a.)	 6
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ARRESTO COMO CORRECTIVO DISCIPLINARIO 
EN EL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. 
ES INNECESARIO OTORGAR EL DERECHO DE 
AUDIENCIA PREVIA AL IMPONERLO, DADO EL 
RÉGIMEN DE SUJECIÓN ESPECIAL AL QUE SE 
ENCUENTRAN SUJETOS LOS INTEGRANTES DE LAS 
FUERZAS ARMADAS.	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

AUTOCORRECCIÓN EN MATERIA FISCAL. EL 
EJERCICIO DE ESA PRERROGATIVA NO ESTÁ 
CONDICIONADO A QUE SE ENTREGUE A LA AUTO
RIDAD COPIA DE LA DECLARACIÓN CORRES
PONDIENTE, SINO A QUE ÉSTA SE PRESENTE 
OPORTUNAMENTE.	 I.1o.A.228 A (10a.)	 2450

AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL JUICIO DE AM
PARO. PREVIAMENTE A DECLARAR SU INEXIS-
TENCIA DERIVADA DE SU INCORRECTA DENOMI
NACIÓN, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE REQUERIR 
AL QUEJOSO PARA QUE, DE ESTIMARLO CONVE-
NIENTE, LA PRECISE, CORRIJA O ACLARE.	 PC.I.P. J/64 P (10a.)	 1354

AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DE 
LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. NO 
TIENE ESE CARÁCTER EL MÉDICO PRIVADO A 
QUIEN SE LE IMPUTA LA OMISIÓN DE ENTREGAR 
A UN PACIENTE SU EXPEDIENTE CLÍNICO DE FORMA 
DETALLADA Y COMPLETA.	 XXX.3o.13 K (10a.)	 2481

AUTORIDADES RESPONSABLES PARA EFECTOS 
DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. 
LO SON LAS AUTORIDADES TRADICIONALES DE LOS 
PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS DEL ES
TADO DE JALISCO.	 III.5o.A.18 K (10a.)	 2482

AYUNTAMIENTOS CONSTITUCIONALES DEL ES
TADO DE VERACRUZ. EL CABILDO, COMO ÓRGANO 
MÁXIMO DE AUTORIDAD EN EL MUNICIPIO, ESTÁ 
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FACULTADO PARA OTORGAR PODERES EN FAVOR 
DE TERCEROS PARA QUE LOS REPRESENTEN EN 
LOS JUICIOS LABORALES EN QUE SEAN PARTE.	 VII.2o.T.269 L (10a.)	 2483

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA O PERENCIÓN. LA 
FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 373 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, PARA SER 
CONFORME CON EL ARTÍCULO 17 DE LA CONS
TITUCIÓN FEDERAL, EN CUANTO AL DERECHO 
A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA –EN SU 
VERTIENTE DE ACCESO A LA JUSTICIA–, DEBE 
INTERPRETARSE EN EL SENTIDO DE QUE EL ÓR-
GANO JURISDICCIONAL, PREVIO A LA CONCLU-
SIÓN DEL LAPSO AHÍ ESTABLECIDO, DEBERÁ PRE
VENIR AL INTERESADO PARA QUE EN UN PLAZO 
QUE CONSIDERE PRUDENTE CUMPLA CON SU 
CARGA PROCESAL, CON EL APERCIBIMIENTO DE 
QUE, EN CASO DE INCUMPLIMIENTO, SE DE
CRETARÁ AQUÉLLA.	 I.3o.C.361 C (10a.)	 2541

CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HIPOTECA
RIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR COMO REQUI-
SITO PREVIO PARA LA PROCEDENCIA DE LA 
ACCIÓN HIPOTECARIA, NO PUEDE REALIZARLA UN 
CORREDOR PÚBLICO, AL CARECER DE FACULTA
DES PARA EFECTUARLA.	 PC.I.C. J/98 C (10a.)	 1384

COHABITACIÓN EN UNA RELACIÓN DE PAREJA. 
PUEDE CONFIGURAR UNA PRESUNCIÓN HUMANA 
DE QUE SE TRATA DE UNA UNIÓN DE HECHO 
SUSCEPTIBLE DE GENERAR DERECHOS Y OBLIGA
CIONES ENTRE LAS PARTES (OTORGAR ALIMEN-
TOS) Y MÁS AÚN SI SE PROCREARON HIJOS 
EN COMÚN, NO OBSTANTE SU ESTADO CIVIL.	 I.10o.C.22 C (10a.)	 2542

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 
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DE 2019, AL ESTABLECER LA MECÁNICA RESPEC-
TIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE CONFIANZA 
LEGÍTIMA DE LOS CONTRIBUYENTES. 		 2a. II/2020 (10a.)	 1071

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVI
DAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. 		 2a./J. 5/2020 (10a.)	 865

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, QUE ESTABLECE LA MECÁNICA RESPEC
TIVA, NO SE RIGE POR LOS PRINCIPIOS TRIBU
TARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD. 	 2a./J. 6/2020 (10a.)	 866

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD. 	 2a./J. 7/2020 (10a.)	 868

COMPETENCIA EN MATERIA CIVIL. CUANDO SE 
RECLAMA LA DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD 
DE DINERO QUE EL DEMANDADO RETIRÓ DE SU 
SUBCUENTA DE VIVIENDA, CORRESPONDE A LA 
AUTORIDAD LABORAL DILUCIDAR LA ACCIÓN 
INTENTADA (ENRIQUECIMIENTO ILEGÍTIMO) Y NO 
A LA CIVIL.	 I.3o.C.380 C (10a.)	 2543

COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN HECHO 
CONSIDERADO COMO DELITO POR RAZÓN DE 
SEGURIDAD. EL ARTÍCULO 30, PÁRRAFO SEGUN
DO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
PARA EL ESTADO DE MÉXICO ABROGADO QUE LA 
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REGULA, APLICA ENTRE JUECES DE LA PROPIA 
ENTIDAD FEDERATIVA, POR LO QUE NO PUEDE 
INVOCARSE PARA FINCÁRSELA A UNO DE DIS
TINTO ESTADO.	 II.3o.P.69 P (10a.)	 2545

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE 
AMPARO CONTRA EL REQUERIMIENTO DE INFOR
MACIÓN Y DOCUMENTACIÓN DERIVADO DE UNA 
REVISIÓN DE ESCRITORIO O GABINETE. RECAE 
EN EL JUEZ DE DISTRITO QUE TENGA JURISDIC
CIÓN EN EL DOMICILIO DE LA AUTORIDAD FISCAL 
ANTE LA CUAL DEBAN PROPORCIONARSE.	 I.1o.A.230 A (10a.)	 2546

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. LA SUMISIÓN EXPRESA 
DE LAS PARTES PARA SOMETERSE A LA JURISDIC
CIÓN DE UN TERRITORIO, NO COMPRENDE TAM
BIÉN A LA DE ÍNDOLE CONSTITUCIONAL.	 III.3o.P.3 K (10a.)	 2546

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONO
CER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO INTER-
PUESTO CONTRA LA ORDEN DE APREHENSIÓN, 
CUANDO POR NO HABERSE DESAHOGADO LA 
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO SE HAN IMPUG
NADO LOS INFORMES JUSTIFICADOS Y, POR 
TANTO, NO HA DESAPARECIDO LA POSIBILIDAD 
DE QUE SE EJECUTE EN MÁS DE UN DISTRITO. 
EN TÉRMINOS DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL AR-
TÍCULO 37 DE LA LEY DE AMPARO SE SURTE A 
FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO ANTE QUIEN SE 
PRESENTE LA DEMANDA.	 I.10o.P.34 P (10a.)	 2547

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER 
DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO POR VIO
LACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN, EN EL QUE SE 
RECLAMA LA RESPUESTA INCONGRUENTE DE LA 
AUTORIDAD MINISTERIAL CON LO SOLICITADO, 
EN RELACIÓN CON LA DEVOLUCIÓN DE UN IN
MUEBLE ASEGURADO. AL TRATARSE DE UN ACTO 
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DE NATURALEZA POSITIVA SIN EJECUCIÓN MATE
RIAL, SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO EN 
CUYA JURISDICCIÓN SE PRESENTÓ LA DEMANDA.	 I.9o.P.260 P (10a.)	 2548

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER 
DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA 
UNA ORDEN DE DETENCIÓN Y/O APREHENSIÓN. 
SI TODAS LAS AUTORIDADES NIEGAN LA EXIS
TENCIA DEL ACTO RECLAMADO Y NO SE DESVIR
TÚAN LOS INFORMES JUSTIFICADOS ANTES DE 
CELEBRADA LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, 
SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO CON 
JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DONDE SE PRE
SENTÓ LA DEMANDA.	 XIII.1o.P.T.9 P (10a.)	 2549

CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL 
ORDEN JURÍDICO MEXICANO RESPECTO DE ACTOS 
LEGISLATIVOS. 		 2a./J. 4/2020 (10a.)	 869

CONFLICTO COMPETENCIAL. ES INEXISTENTE EL 
PLANTEADO ENTRE UNA AUTORIDAD ADMINIS
TRATIVA Y UN ÓRGANO JURISDICCIONAL.	 I.5o.A.11 K (10a.)	 2550

CONFLICTO COMPETENCIAL SUSCITADO ENTRE 
TRIBUNALES, JUNTAS O SALAS LABORALES DE 
DISTINTA JURISDICCIÓN. CORRESPONDE DIRI
MIRLO AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE 
TENGA JURISDICCIÓN SOBRE LA AUTORIDAD 
QUE PREVINO EN EL CONOCIMIENTO DEL JUICIO.	 XIII.1o.P.T. J/3 L (10a.)	 2278

CONSENTIMIENTO EXPRESO O POR MANIFESTA-
CIONES DE VOLUNTAD QUE LO ENTRAÑEN. SE 
ACTUALIZA EN EL JUICIO DE AMPARO ESA CAU
SAL DE IMPROCEDENCIA CUANDO EL PATRÓN 
CELEBRA UN CONVENIO CON EL QUE CUMPLE 
EN SU INTEGRIDAD CON EL LAUDO RECLAMADO.	 VI.1o.T.42 L (10a.)	 2551
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CONTRATO DE SEGURO DE GASTOS MÉDICOS. 
CUANDO NO EXISTE UN MEDICAMENTO ESPECÍ
FICO PARA TRATAR AL ASEGURADO Y EL RECE
TADO POR SU MÉDICO TRATANTE ES DE PATENTE 
Y AUTORIZADO PARA TRATAR UNA ENFERMEDAD 
DE ORIGEN SIMILAR A LA SUYA, DICHA SITUACIÓN 
NO PUEDE GENERAR LA PROCEDENCIA DE LA 
CLÁUSULA DE EXCLUSIÓN DE PADECIMIENTOS 
NI DE TRATAMIENTOS.	 I.8o.C.79 C (10a.)	 2551

CONTRATO DE SEGURO DE VIDA. EL PLAZO APLI-
CABLE PARA LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
PARA RECLAMAR EL PAGO DE LA COBERTURA 
RELATIVA, ES EL ESTABLECIDO EN LA LEY VI
GENTE AL MOMENTO DEL FALLECIMIENTO DEL 
ASEGURADO, AL SER ÉSTE EL QUE MARCA EL SUR
GIMIENTO DE ESA ACCIÓN.	 I.2o.C.26 C (10a.)	 2553

CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN. AL NO 
SER UNA ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER 
JUDICIAL FEDERAL DEJÓ DE SER OPTATIVA LA IM
PUGNACIÓN DE LEYES CONFORME A LA FRAC
CIÓN XIV, TERCER PÁRRAFO, DEL ARTÍCULO 61 DE 
LA LEY DE AMPARO.	 VII.2o.C.69 K  (10a.)	 2554

COSA JUZGADA. LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
ACTUALIZA, EXCEPCIONALMENTE, DICHA INSTI
TUCIÓN JURÍDICA.	 VII.2o.C.68 K (10a.)	 2555

COSTAS. EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 55, PÁ-
RRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIEN
TOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICA
BLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, LAS PARTES 
NO PUEDEN CONVENIR PARA ALTERAR, MODIFI
CAR O RENUNCIAR A LAS NORMAS DEL PROCE
DIMIENTO, ENTRE ELLAS, LOS SUPUESTOS DE 
PROCEDENCIA PARA EL PAGO DE AQUÉLLAS.	 I.3o.C.409 C (10a.)	 2555

CRÉDITOS PREFERENTES. SE CONSIDERAN ASÍ 
LOS PAGOS DE VACACIONES Y PRIMA DE ANTI-
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GÜEDAD EN FAVOR DE LOS TRABAJADORES, EN 
TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 123, APARTADO A, 
FRACCIÓN XXIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL 
Y 113 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 		 2a./J. 163/2019 (10a.)	 927

DECLARACIÓN DE PERIODISTAS EN CALIDAD DE 
TESTIGOS EN UN PROCESO PENAL. ALCANCES 
DE SU DERECHO A NO RENDIRLA, PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 243 BIS, FRACCIÓN III, DEL CÓ
DIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
ABROGADO.	 I.7o.P.131 P (10a.)	 2557

DEFINITIVIDAD. SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN 
A ESE PRINCIPIO RESPECTO DE LA LEY DE JUS
TICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE 
SINALOA, AL PREVER UN PLAZO MAYOR AL ESTA-
BLECIDO EN LA LEY DE AMPARO PARA EL OTOR
GAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL. 	
	 2a./J. 169/2019 (10a.)	 949

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EL CÓMPU
TO DEL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN CON
TRA LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN LA 
AUDIENCIA DEL JUICIO ORAL CIVIL, INICIA EL DÍA 
SIGUIENTE A SU CELEBRACIÓN (LEGISLACIÓN DEL 
DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO).	 PC.I.C. J/99 C (10a.)	 1412

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. PROCEDE DESE
CHARLA POR EXTEMPORÁNEA, A PESAR DE QUE 
EN ELLA SE RECLAME LA INCONSTITUCIONALI-
DAD DEL ARTÍCULO 81 DEL CÓDIGO DE PROCE
DIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE VERA-
CRUZ, RESPECTO A LA ORDEN DE NOTIFICACIÓN 
POR LISTA DE ACUERDOS, DE LA SENTENCIA RE-
CLAMADA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDEN-
CIA PC.VII.C. J/6 K (10a.)].	 PC.VII.C. J/10 C (10a.)	 2197

DEMANDA DE AMPARO INTERPUESTA CONTRA 
LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL EMITIDA 
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ORALMENTE EN LA AUDIENCIA DEL RECURSO 
INNOMINADO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENA-
LES. AL TENERSE EN ESTE ACTO POR NOTIFICA-
DAS LAS PARTES, EL PLAZO PARA SU PRESEN
TACIÓN ES EL GENÉRICO DE QUINCE DÍAS.	 I.9o.P.262 P (10a.)	 2558

DEMANDA EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO 
EN EL ESTADO DE JALISCO. FORMAS QUE CON-
LLEVA LA RATIFICACIÓN DE SU ACLARACIÓN, MO
DIFICACIÓN SUSTANCIAL O AMPLIACIÓN (INTER-
PRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA 
LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ES
TADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y APLICA
CIÓN SUPLETORIA DE LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO).	 III.4o.T.55 L (10a.)	 2559

DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA RELACIÓN 
CON SUS LÍMITES CONSTITUCIONALES NO DEBE 
PLANTEARSE EN TÉRMINOS ABSOLUTOS. 		 P. II/2019 (10a.)	 561

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO PUEDE ALE
GARSE EL CARÁCTER DE "RESERVADO" DE LAS 
AVERIGUACIONES PREVIAS CUANDO LA INVESTI-
GACIÓN VERSE SOBRE VIOLACIONES GRAVES DE 
DERECHOS FUNDAMENTALES O DELITOS DE LESA 
HUMANIDAD. 		 P. I/2019 (10a.)	 562

DERECHO A SER JUZGADO EN UN PLAZO RAZO-
NABLE. SE VIOLA SI AL DESECHAR POR SE
GUNDA OCASIÓN UNA DEMANDA SE ADUCEN 
RAZONES DISTINTAS, CUANDO ÉSTAS SE PUDIE
RON HABER ADVERTIDO DESDE LA PRIMERA 
DETERMINACIÓN.	 VII.2o.C.71 K (10a.)	 2560

DERECHO HUMANO A LA CULTURA FÍSICA Y A 
LA PRÁCTICA DEL DEPORTE. CORRESPONDE AL 
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ESTADO VELAR POR QUE SE DESARROLLE CON-
FORME A LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y 
LEGALES.	 XVII.2o.C.T.2 CS (10a.)	 2562

DERECHO HUMANO A LA CULTURA FÍSICA Y A 
LA PRÁCTICA DEL DEPORTE. EN SU EJERCICIO 
DEBEN OBSERVARSE BASES ÉTICAS, EN PRO DE 
LA DIGNIDAD, INTEGRIDAD, IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN.	 XVII.2o.C.T.1 CS (10a.)	 2563

DERECHO HUMANO A LA CULTURA FÍSICA Y A LA 
PRÁCTICA DEL DEPORTE. SI LA EXPEDICIÓN 
DE LA REGLAMENTACIÓN TÉCNICA-DEPORTIVA 
IMPLICA DISCRIMINACIÓN U OPACIDAD QUE 
LO IMPIDA, COBRAN VIGENCIA LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES EN LAS RELACIONES ENTRE 
PARTICULARES EN SU EJERCICIO.	 XVII.2o.C.T.3 CS (10a.)	 2564

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA 
DE AMPARO PRESENTADA EN SU CONTRA, SE 
SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO ANTE 
QUIEN SE PROMUEVE. 		 1a./J. 83/2019 (10a.)	 617

DESISTIMIENTO DE LA ACCIÓN LABORAL EN EL 
PROCEDIMIENTO BUROCRÁTICO. NO REQUIERE 
LA RATIFICACIÓN DEL PODERDANTE NI DEL MAN
DATARIO LEGALMENTE FACULTADO PARA ELLO 
(LEY ESTATAL DEL SERVICIO CIVIL DE VERACRUZ).	 VII.2o.T.260 L (10a.)	 2564

DESPIDO DE UNA TRABAJADORA EMBARAZADA 
AL SERVICIO DEL ESTADO. AUN CUANDO TENGA 
EL CARÁCTER DE CONFIANZA Y POR ELLO NO 
TENGA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO, DEBE PRE-
SUMIRSE QUE AQUÉL FUE CON MOTIVO DE SU 
EMBARAZO, SALVO PRUEBA FEHACIENTE EN 
CONTRARIO.	 I.16o.T.52 L (10a.)	 2565

REPUBLICADA 
POR CORRECCIÓN 

EN EL TEXTO
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DISCRIMINACIÓN INDIRECTA. MÉTODO PARA DE
TERMINAR SI LA APLICACIÓN DE UNA NORMA 
JURÍDICA LA GENERA EN PERJUICIO DEL MATRI
MONIO DE PERSONAS DEL MISMO SEXO.	 I.9o.A.3 CS (10a.)	 2566

EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO LABORAL. SI EN 
AMPARO INDIRECTO SE IMPUGNA SU ILEGALI-
DAD O AUSENCIA ASÍ COMO EL LAUDO RESPEC
TIVO, OSTENTÁNDOSE EL QUEJOSO COMO PER
SONA EXTRAÑA POR EQUIPARACIÓN, Y EL JUEZ 
DE DISTRITO DESECHA LA DEMANDA POR ES
TIMAR QUE NO TIENE ESE CARÁCTER, SÓLO 
PROCEDE LA ESCISIÓN DE LA DEMANDA SI EN 
ELLA SE EXPRESARON CONCEPTOS DE VIO
LACIÓN CONTRA EL LAUDO, O POR VIOLACIONES 
PROCESALES.	 I.11o.T.28 L (10a.)	 2569

EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS AL TERCERO IN-
TERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
DEBE ORDENARSE SU PUBLICACIÓN CON CARGO 
AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL SI EL 
QUEJOSO ES EL TRABAJADOR EN EL JUICIO DE 
ORIGEN Y, BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, 
MANIFIESTA SU IMPOSIBILIDAD PARA PAGAR SU 
PUBLICACIÓN, AL OPERAR EN SU FAVOR LA PRE-
SUNCIÓN DE INSOLVENCIA ECONÓMICA.	 VII.2o.T.67 K (10a.)	 2570

EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS. LA MANIFESTA-
CIÓN DE IGNORAR EL DOMICILIO CORRECTO DEL 
DEMANDADO BAJO PROTESTA DE DECIR VER-
DAD, ES UN REQUISITO INDISPENSABLE PARA 
ORDENARLO DE ESA FORMA, CON INDEPENDEN-
CIA DE QUE SE HAGA AL MOMENTO DE PRE
SENTAR LA DEMANDA O DESPUÉS DE AGOTAR 
LOS MEDIOS DE LOCALIZACIÓN PERTINENTES 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).	 VI.2o.C.77 C (10a.)	 2571

ENDOSO DE TÍTULOS DE CRÉDITO. SU ANTEFIRMA 
DEBE OBSERVARSE COMO FUNCIÓN Y NO UN 
LUGAR EN ESPECIFÍCO EN EL DOCUMENTO.	 VII.2o.C.220 C (10a.)	 2572
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EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN 
EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 
171, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATE-
RIA QUE LA ESTABLECE POR CONDICIONES DE 
POBREZA O MARGINACIÓN, ES ACORDE CON LAS 
BASES CONSTITUCIONALES QUE RIGEN EL JUICIO 
DE AMPARO Y RAZONABLE DENTRO DEL PARÁ
METRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL.	 1a. IX/2020 (10a.)	 648

EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN 
EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 171, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA 
QUE LA ESTABLECE POR CONDICIONES DE PO-
BREZA O MARGINACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE IGUALDAD PROCESAL DE LAS PARTES. 		 1a. VIII/2020 (10a.)	 649

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS EN EL PROCESO LEGIS-
LATIVO. LOS DOCUMENTOS QUE SE HAYAN TENIDO 
EN CUENTA POR EL LEGISLADOR EN SU ELABORA
CIÓN, ÚNICAMENTE TIENEN UN EFECTO ORIENTA
DOR Y, POR ENDE, NO CONSTITUYEN UNA CONDI
CIÓN DE SU CONSTITUCIONALIDAD. 		 1a. VI/2020 (10a.)	 650

EXTRADICIÓN. EN EL AMPARO PROMOVIDO CON-
TRA LA ORDEN RELATIVA PROCEDE CONCEDER LA 
PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL AL SUJETO RE-
CLAMADO A EFECTO DE REPONER EL PROCE
DIMIENTO, AUN CUANDO ÉSTE NO HAYA OPUESTO 
EXCEPCIONES, SI EL ÓRGANO JURISDICCIONAL 
ADVIERTE UN RIESGO REAL Y PROBABLE DE UNA 
INMINENTE VIOLACIÓN AL DERECHO FUNDAMEN
TAL NON BIS IN IDEM EN SUS DOS VERTIENTES 
(SUSTANTIVA Y ADJETIVA).	 I.3o.P.72 P (10a.)	 2573

FACULTADES DE VERIFICACIÓN DE LA SECRETA-
RÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. EL ARTÍCULO 125 
DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIONES, 
ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR 
PÚBLICO, AL PREVER QUE DICHA DEPENDENCIA 
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PODRÁ INICIAR "EN CUALQUIER TIEMPO" INTER
VENCIONES DE OFICIO, VIOLA EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA. 		 2a. LXXIX/2019 (10a.)	 1072

FILIACIÓN. ELEMENTOS PARA SU DEMOSTRACIÓN 
(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO).	 I.3o.C.411 C (10a.)	 2575

GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. 
ES INADMISIBLE OTORGARLA POR LA POSIBLE 
DISCRIMINACIÓN QUE PUEDA SUFRIR ÉSTE POR 
LA ACTIVIDAD LABORAL DE SU MADRE.	 VII.2o.C.216 C (10a.)	 2577

GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. 
LA EXCLUSIÓN DE UNO DE LOS PROGENITORES 
PARA EJERCERLA, POR EL SOLO HECHO DE DEDI
CARSE A UN TRABAJO SEXUAL, VIOLA LOS PRIN
CIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN.	 VII.2o.C.217 C (10a.)	 2578

GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. SU 
OTORGAMIENTO SE BASA EN LA IDONEIDAD DEL 
PROGENITOR, SIENDO IRRELEVANTE EL TRABAJO 
QUE ÉSTE DESEMPEÑE.	 VII.2o.C.218 C (10a.)	 2578

HONORARIOS PROFESIONALES. AUNQUE LA 
ACTORA POR SU CONDICIÓN DE GÉNERO (INDÍ
GENA) ARGUMENTE QUE SU CLIENTE NO LE HAYA 
CUBIERTO LA CONTRAPRESTACIÓN PACTADA POR 
SU ACTIVIDAD PROFESIONAL DESARROLLADA, LA 
AUTORIDAD JUDICIAL PUEDE REDUCIR OFICIO
SAMENTE EL IMPORTE DE AQUÉLLOS, AL CONSI
DERARLOS UNA EXPLOTACIÓN DEL HOMBRE POR 
EL HOMBRE.	 I.3o.C.410 C (10a.)	 2581

HORAS EXTRAS DE LOS TRABAJADORES AL SER-
VICIO DEL ESTADO DE VERACRUZ. DEBEN EXCLUIR
SE DE SU CONDENA LOS PERIODOS VACACIO
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NALES Y LOS DÍAS DE DESCANSO OBLIGATORIO 
O FESTIVOS, CUANDO NO EXISTA CONTROVERSIA 
RESPECTO DE QUE NO SE LABORARON.	 VII.2o.T.263 L (10a.)	 2581

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO POR NO 
AGOTAR EL RECURSO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES. NO SE ACTUALIZA SI LOS ACTOS DE 
OMISIÓN O DECISIONES RECLAMADAS DEL MINIS
TERIO PÚBLICO, EMANAN DEL TRÁMITE DE UNA 
AVERIGUACIÓN PREVIA QUE DEBA LLEVARSE CON
FORME AL PROCEDIMIENTO ANTERIOR, Y NO DE 
UNA CARPETA DE INVESTIGACIÓN.	 II.2o.P.88 P (10a.)	 2583

IMPUESTO PARA EL FOMENTO DE LA EDUCACIÓN 
PÚBLICA EN EL ESTADO DE DURANGO. LOS AR
TÍCULOS 13 A 18 DE LA LEY DE HACIENDA DE LA 
ENTIDAD, AL ESTABLECER COMO BASE GRAVA
BLE EL IMPORTE DE LOS PAGOS DE OTRAS CON
TRIBUCIONES LOCALES, VIOLAN EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA Y, EN CON-
SECUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE RESPECTO DE SU ACTO DE APLICA
CIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DEL SEGUNDO O 
ULTERIOR [APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDEN
CIA TEMÁTICA 2a./J. 126/2013 (10a.)].	 XXV.3o.4 A (10a.)	 2584

IMPUESTO PARA LA MODERNIZACIÓN DE LOS 
REGISTROS PÚBLICOS DEL ESTADO DE DURANGO. 
EL ARTÍCULO 44 BIS DE LA LEY DE HACIENDA 
DE LA ENTIDAD, AL GRAVAR CONTRIBUCIONES 
EXCLUSIVAS DE LA HACIENDA MUNICIPAL LOCAL, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA Y LIBRE 
ADMINISTRACIÓN DE ÉSTA Y, EN CONSECUENCIA, 
OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE 
RESPECTO DE SU ACTO DE APLICACIÓN (APLICABI
LIDAD DE LA JURISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 
105/2008).	 XXV.3o.6 A (10a.)	 2585

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRAC
CIÓN I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO 
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DE GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO 
FISCAL 2019, AL CONTENER UNA TABLA PARA 
SU CÁLCULO QUE PERMITE QUE AL AUMENTAR EN 
UNA UNIDAD EL LÍMITE SUPERIOR DE UN RANGO, 
LOS CONTRIBUYENTES QUEDEN COMPRENDIDOS 
EN EL SIGUIENTE, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS TRI
BUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD.	 III.1o.A. J/4 A (10a.)	 2315

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, 
DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUA
DALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 
2019, AL ESTABLECER UNA REDUCCIÓN EN SU 
PAGO A LOS PREDIOS RÚSTICOS DESTINADOS 
A FINES AGROPECUARIOS O LOS QUE TENGAN 
USO HABITACIONAL POR PARTE DE SUS PROPIE
TARIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA.	 III.1o.A. J/3 A (10a.)	 2345

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, 
PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE INGRESOS 
DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO, 
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER 
UNA SOBRETASA PARA SU PAGO TRATÁNDOSE DE 
PREDIOS BALDÍOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUI
DAD TRIBUTARIA.	 III.1o.A.52 A (10a.)	 2587

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. EL PROCEDIMIENTO 
PARA CALCULAR EL MONTO SUSCEPTIBLE DE 
DEDUCIR POR INVERSIONES EN ACTIVOS INTAN
GIBLES QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIE-
NES DE DOMINIO PÚBLICO NO VULNERA EL PRIN
CIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.	 1a. III/2020 (10a.)	 650

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS 
PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGINAL DE IN
VERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PER
MITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO 
PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE LEGA
LIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 		 1a. II/2020 (10a.)	 651
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IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS 
PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGINAL DE IN
VERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PER
MITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO 
PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS TRIBU
TARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD. 	
	 1a. I/2020 (10a.)	 652

INCIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA DEL ESCRITO 
ACLARATORIO DE LA DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO. DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE 
EL AUTO QUE RECAE A LA PROMOCIÓN POR LA 
QUE EL PROMOVENTE, ANTES DEL VENCIMIENTO 
DEL PLAZO OTORGADO, PRETENDE DESAHOGAR 
LA PREVENCIÓN PARA EL OFRECIMIENTO DE LA 
PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPIA, SIN CUM
PLIR CON LOS REQUISITOS RESPECTIVOS.	 XVII.1o.C.T.46 K (10a.)	 2588

INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN 
ASUNTOS COLECTIVOS TRAMITADOS ANTE LA 
AUTORIDAD LABORAL. AL NO ACTUAR ÉSTA COMO 
ENTE JURISDICCIONAL EN UN PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO, SINO COMO ÓRGANO ADMINISTRA
TIVO Y REGISTRAL, ES INNECESARIO AGOTARLO 
PREVIO A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.	 VII.2o.T.282 L (10a.)	 2589

INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES 
EN MATERIA LABORAL. SU PROMOCIÓN NO SUS-
PENDE EL PROCEDIMIENTO.	 (XI Región)1o.7 L (10a.)	 2590

INCIDENTE PARA HACER EFECTIVA LA GARANTÍA 
OTORGADA PARA LA SUSPENSIÓN DEL ACTO 
RECLAMADO. SUPUESTO EN QUE EXISTE COSA 
JUZGADA.	 I.8o.C.25 K (10a.)	 2591

INDEMNIZACIONES DERIVADAS DE LA INSUMISIÓN 
AL ARBITRAJE. SE ENTIENDEN PAGADAS DESDE 
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EL MOMENTO EN QUE LA DEMANDADA PONE A 
DISPOSICIÓN DEL TRABAJADOR, A TRAVÉS DE 
LOS MEDIOS LEGALES PERMITIDOS, LAS CANTI
DADES ADEUDADAS.	 I.11o.T.31 L (10a.)	 2592

INDUSTRIA ELÉCTRICA. EL ARTÍCULO 161 DE LA 
LEY RELATIVA, AL DISPONER LA PUBLICACIÓN EN 
INTERNET DE DETERMINADA INFORMACIÓN, TIENE 
UN FIN CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDO.	 2a. LXXVII/2019 (10a.)	 1072

INFORME JUSTIFICADO EN AMPARO DIRECTO. EL 
PLAZO DE CINCO DÍAS QUE LA AUTORIDAD RES
PONSABLE TIENE PARA RENDIRLO, COMIENZA A 
PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL DE LA PRESENTA
CIÓN DE LA DEMANDA. 		 P./J. 18/2019 (10a.)	 8

INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. NO LO ACRE-
DITA LA ACEPTACIÓN DE LA EXISTENCIA DEL ACTO 
RECLAMADO POR LA AUTORIDAD RESPONSA-
BLE, CUANDO ÉSTE SE HACE CONSISTIR EN EL 
LANZAMIENTO DECRETADO EN LA CAUSA DE 
ORIGEN RESPECTO DE LA CUAL EL QUEJOSO 
ES TERCERO EXTRAÑO.	 VI.2o.C. J/34 C (10a.)	 2357

INTERÉS JURÍDICO O LEGÍTIMO PARA RECLAMAR 
EN EL JUICIO DE AMPARO LOS ACTOS DE FISCALI
ZACIÓN DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ES
TADO DE JALISCO. NO LO TIENE EL PARTICULAR 
A QUIEN SE LE FINCA UN CRÉDITO FISCAL DERI
VADO DE ÉSTOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA 
EL 31 DE DICIEMBRE DE 2017).	 III.6o.A.26 A (10a.)	 2592

INTERÉS LEGÍTIMO. NO PUEDE ADUCIRSE PARA 
IDENTIFICAR AL TERCERO INTERESADO EN EL JUI
CIO DE AMPARO.	 P./J. 17/2019 (10a.)	 9

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. DICHO PRINCI-
PIO NO PUEDE SERVIR DE MEDIDA IDÓNEA PARA 
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RESTRINGIR A LA MADRE LA GUARDA Y CUSTO-
DIA, POR DEDICARSE COMO FORMA DE TRABAJO 
A LA PROSTITUCIÓN.	 VII.2o.C.219 C (10a.)	 2593

INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRI-
VADAS. DENTRO DE ÉSTAS NO SE UBICAN LAS 
REALIZADAS A TRAVÉS DE TELÉFONOS PÚBLICOS, 
POR LO QUE LA INFORMACIÓN OBTENIDA DE 
ÉSTOS, CON MOTIVO DE LA INVESTIGACIÓN DE UN 
DELITO, NO ES VIOLATORIA DE ESE DERECHO 
HUMANO.	 I.9o.P.261 P (10a.)	 2594

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN 
PRELIMINAR QUE CONTIENE LA PRESUNCIÓN DE 
INEXISTENCIA DE OPERACIONES DEL CONTRIBU
YENTE, A QUE SE REFIERE EL PRIMER PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, DADO QUE NO CAUSA AGRAVIO 
EN MATERIA FISCAL. 		 2a./J. 154/2019 (10a.)	 966

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA LEY 
DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
PARA EL ESTADO DE OAXACA, ESTABLECE MAYO
RES REQUISITOS QUE LOS SEÑALADOS EN LA 
LEY DE AMPARO PARA CONCEDER LA SUSPEN
SIÓN DEL ACTO RECLAMADO, POR LO QUE NO 
DEBE DESECHARSE LA DEMANDA DE AMPARO 
O SU AMPLIACIÓN EN EL AUTO INICIAL, CON EL 
ARGUMENTO DE QUE PREVIAMENTE DEBE AGO
TARSE AQUÉL.	 XIII.2o.C.A. J/1 A (10a.)	 2368

JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESO-
LUCIÓN DICTADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE 
LESIVIDAD. ES IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO 
POR LA AUTORIDAD DEMANDANTE.	 VII.2o.A.6 A (10a.)	 2597

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. AL EXISTIR EN 
ÉSTE UNA ETAPA PROBATORIA, ES LA VÍA IDÓNEA 
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PARA RECLAMAR TANTO EL ILEGAL EMPLAZA-
MIENTO COMO LA FALSEDAD DE LA COMPARE
CENCIA DEL DEMANDADO AL JUICIO NATURAL.	 VII.2o.T.68 K (10a.)	 2598

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CON
TRA ACTOS DICTADOS DESPUÉS DE CONCLUIDO 
EL JUICIO, QUE POR SU NATURALEZA NO ESTÁN 
VINCULADOS CON EL PROCEDIMIENTO DE 
EJECUCIÓN.	 III.5o.T.3 K (10a.)	 2599

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CON-
TRA LA NEGATIVA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL A PRESTAR EL SERVICIO MÉDICO 
A UNA TRABAJADORA DURANTE SU EMBARAZO, 
BAJO EL ARGUMENTO DE QUE FUE DADA DE BAJA 
POR SU PATRÓN, CON LA FINALIDAD DE QUE 
AQUÉL SE EXTIENDA PARA EL CASO DE URGENCIA 
Y, SEGÚN EL GRADO DE GRAVIDEZ PRESENTADO, 
SE LE CANALICE A UNA INSTITUCIÓN DE SALUD 
PÚBLICA DIVERSA EN LA QUE SE CONTINÚE SU 
ATENCIÓN.	 V.1o.P.A.8 A (10a.)	 2599

JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN 
AL DERECHO DE PETICIÓN. NO PROCEDE ANALI
ZAR SI LA RESPUESTA DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) A UNA SOLICITUD 
QUE SE LE FORMULÓ COMO ENTE ASEGURA
DOR, ES CONGRUENTE O NO CON LO SOLICI
TADO [APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
66/2016 (10a.)].	 VI.1o.A.54 K (10a.)	 2601

JUICIO DE CONVIVENCIAS. SI SE DESAHOGA LA 
PRUEBA PERICIAL EN PSICOLOGÍA RESPECTO 
DE UN MENOR Y SE ORDENA LLEVAR A CABO UN 
PROCESO TERAPÉUTICO CON SUS FAMILIARES, 
DEBE REALIZARSE UN JUICIO DE PONDERA
CIÓN ENTRE LAS PARTICULARIDADES DEL CASO 
CONCRETO Y LOS DERECHOS EN JUEGO PARA 
VERIFICAR LA VIABILIDAD O NO DE LA PRÁCTICA 
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DE UNA NUEVA VALORACIÓN, SIN QUE ELLO 
IMPLIQUE LA REVICTIMIZACIÓN EN EL MENOR.	 XVII.2o.C.T.15 C (10a.)	 2602

JUICIO DE INTERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA 
DILACIÓN INEXCUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO SE 
TRATA DE ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE 
DECRETAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON 
EFECTOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS.	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602

JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SI A LA DEMANDA 
SE ANEXA UN TÍTULO DE CRÉDITO QUE NO CON-
CUERDE CON LOS HECHOS PRECISADOS EN ÉSTA, 
EL JUEZ NO TIENE LA FACULTAD DE REQUERIR AL 
ACTOR PARA QUE CORRIJA ESA IRREGULARIDAD.	 PC.XVI.C. J/3 C (10a.)	 1454

JUICIO ORAL MERCANTIL. LA VÍA PROCEDENTE 
PARA EJERCER LA ACCIÓN PERSONAL DE COBRO 
DE UN CRÉDITO REFACCIONARIO CON GARANTÍA 
REAL, ES LA ESPECIAL, CON INDEPENDENCIA DE 
LA CUANTÍA DEL NEGOCIO.	 XV.4o.5 C (10a.)	 2603

JUICIO SUCESORIO. EL AUTO MEDIANTE EL CUAL 
SE ADMITE PARCIALMENTE EL ESCRITO INICIAL DE 
DEMANDA, NO CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN SUS
TANTIVA CONTRA LA CUAL PROCEDA EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO, PUES NO DA POR CON-
CLUIDA NINGUNA DE LAS ETAPAS QUE CONFOR-
MAN AQUÉL.	 VII.2o.C.70 K (10a.)	 2604

LOTERÍA NACIONAL PARA LA ASISTENCIA PÚ
BLICA. LAS PRESTACIONES DE BONOS DE APRO
VISIONAMIENTO (VALES DE DESPENSA) Y SERVI-
CIO MÉDICO PREVISTAS EN EL MEMORÁNDUM 
1088 DE TREINTA Y UNO DE JULIO DE MIL NOVE
CIENTOS OCHENTA Y CUATRO, REQUIERE QUE EL 
EX EMPLEADO QUE LAS SOLICITE TENGA LA CALI
DAD DE TRABAJADOR JUBILADO. 		 PC.I.L. J/58 L (10a.)	 1491
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MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS EN MATERIA CIVIL. SI UNA DE LAS 
PARTES NO ACUDE A ELLOS A PESAR DE HABER 
SIDO NOTIFICADA DE SU INICIACIÓN, ESTO NO SIG
NIFICA LA PÉRDIDA DEL DERECHO DE ACUDIR A 
LA JUSTICIA FORMAL.	 I.3o.C.427 C (10a.)	 2607

MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS EN MATERIA DE PROTECCIÓN 
AL CONSUMIDOR. SI LAS PARTES PACTAN QUE 
DEBEN AGOTARSE ANTES DE ACUDIR A LOS TRI
BUNALES COMPETENTES, DEBE PREVALECER EL 
ACUERDO DE VOLUNTADES.	 I.3o.C.426 C (10a.)	 2608

MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN ADS-
CRITO A LA AUTORIDAD DE AMPARO. CARECE DE 
LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO 
DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA QUE CON-
CEDE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL PARA QUE 
EL JUEZ DE CONTROL CALIFIQUE LA DETERMINA-
CIÓN DE ABSTENCIÓN DE INVESTIGAR, AL NO AFEC
TAR EL INTERÉS ESPECÍFICO QUE REPRESENTA.	 II.3o.P.70 P (10a.)	 2609

MULTAS POR INFRACCIONES FORMALES DESCU
BIERTAS EN EL EJERCICIO DE LAS FACULTADES 
DE COMPROBACIÓN. LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE 
ABSTENERSE DE IMPONERLAS, CONFORME AL 
ARTÍCULO 20-A DE LA LEY DEL SERVICIO DE ADMI
NISTRACIÓN TRIBUTARIA.	 IX.2o.C.A.3 A (10a.)	 2610

NACIONALIDAD MEXICANA POR NACIMIENTO. EL 
ARTÍCULO 30, INCISO A, FRACCIÓN II, DE LA CONS
TITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS NO ES EXTENSIVO A SUPUESTOS NO 
PREVISTOS EXPRESAMENTE.	 2a./J. 167/2019 (10a.)	 995

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. LA REGLA 2.2.7. 
DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 
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2017, AL PERMITIR ESA FORMA DE COMUNICA-
CIÓN DE LAS RESOLUCIONES DE LA AUTORI
DAD CUANDO EL CONTRIBUYENTE NO REGISTRE 
ALGÚN CORREO ELECTRÓNICO PARA REALIZAR-
LA MEDIANTE BUZÓN TRIBUTARIO, NO VIOLA LOS 
PRINCIPIOS DE RESERVA Y DE PRIMACÍA DE 
LA LEY.	 VII.2o.A.4 A (10a.)	 2613

NOTIFICACIONES PERSONALES AL DEMANDADO 
EN EL JUICIO LABORAL. DEBEN REALIZARSE POR 
BOLETÍN O POR ESTRADOS SI OMITIÓ SEÑALAR 
DOMICILIO PARA TAL EFECTO (LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019).	 PC.XIX. J/12 L (10a.)	 1549

NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL JUICIO DE 
AMPARO AL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD 
EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN QUE IMPLIQUEN EL 
DESAHOGO DE PREVENCIONES O REQUERIMIEN
TOS. A FIN DE GARANTIZAR SU DERECHO A UNA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, DEBEN CONSIDERAR
SE EFECTUADAS DESDE EL MOMENTO EN QUE 
QUEDE LEGALMENTE ENTERADO SU DEFENSOR.	 I.9o.P.257 P (10a.)	 2614

NULIDAD DE CONVENIO DE TERMINACIÓN DE LA 
RELACIÓN LABORAL POR VICIOS DEL CONSEN
TIMIENTO. PROCEDE AUN CUANDO PREVIAMENTE 
HAYA SIDO SANCIONADO POR UNA JUNTA DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE [INAPLICABILIDAD 
DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 17/2015 (10a.)].	 I.11o.T.29 L (10a.)	 2615

NULIDAD DE NOTIFICACIONES. DEBE INTERPO-
NERSE EL INCIDENTE RELATIVO CUANDO SE RE
CLAME LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 
81 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
PARA EL ESTADO DE VERACRUZ.	 VII.2o.C.215 C (10a.)	 2616
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OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SU CALIFICATIVA TRA
TÁNDOSE DE ADULTOS MAYORES COMO GRUPO 
VULNERABLE.	 I.16o.T.36 L (10a.)	 2619

OPERACIÓN DE MERCADOS MÓVILES EN LA MO
DALIDAD DE TIANGUIS, BAZARES Y COMPLEMEN
TARIOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO. EL ARTÍCULO 
10, NUMERAL 29 Y SEGUNDO PÁRRAFO, DE LOS 
LINEAMIENTOS RELATIVOS, AL ESTABLECER COMO 
UNO DE LOS GIROS COMERCIALES LAS MASCOTAS 
DOMÉSTICAS Y ACUARIOS, VIOLA EL PRINCIPIO 
DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.	 I.5o.A.16 A (10a.)	 2620

ORDEN DE EXTRADICIÓN. NO SE ACTUALIZA 
LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA POR CONSEN
TIMIENTO EXPRESO DEL ACTO RECLAMADO, SI 
DURANTE EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO EL 
QUEJOSO MANIFIESTA SU VOLUNTAD DE SER 
EXTRADITADO AL ESTADO REQUIRENTE SIN HA
BERSE EMITIDO AQUEL ACTO POR LA SECRETARÍA 
DE RELACIONES EXTERIORES.	 I.3o.P.71 P (10a.)	 2621

PENA IMPUESTA EN EL PROCEDIMIENTO ABRE
VIADO. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO NO 
PUEDE IMPUGNAR SU PROPORCIONALIDAD EN 
AMPARO DIRECTO. 		 1a. IV/2020 (10a.)	 653

PENSIÓN COMPENSATORIA. PROCEDE DEMAN-
DARLA EN JUICIO AUTÓNOMO AL DE DIVORCIO 
CUANDO NO EXISTE COSA JUZGADA.	 VII.2o.C.213 C (10a.)	 2623

PENSIÓN COMPENSATORIA. SU ANÁLISIS DEBE 
CIRCUNSCRIBIRSE AL MOMENTO EN EL CUAL 
SE DECRETÓ EL DIVORCIO, AUN CUANDO SE 
DEMANDE SU PAGO EN JUICIO AUTÓNOMO.	 VII.2o.C.214 C (10a.)	 2624

PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
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INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 
DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL CIR-
CUNSCRIBIR EL DERECHO A ESE BENEFICIO A 
LOS DEPENDIENTES ECONÓMICOS QUE SEAN 
ASCENDIENTES DISTINTOS DEL PADRE Y/O DE LA 
MADRE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO FALLE
CIDO, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL A 
LA IGUALDAD JURÍDICA.	 I.7o.A.174 A (10a.)	 2624

PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA-
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL NO 
CONSIDERAR PARA TENER DERECHO A ESE 
BENEFICIO A FAMILIARES SUSCEPTIBLES DE PRO-
TECCIÓN QUE HUBIESEN DEPENDIDO ECONÓMI-
CAMENTE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO 
FALLECIDO, DISTINTOS DE SUS ASCENDIENTES, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE 
SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL.	 I.7o.A.175 A (10a.)	 2626

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN EN MATERIA DE 
SEGUROS. SU PLAZO SE INTERRUMPE POR EL 
PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO ANTE LA COMI-
SIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA 
DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS Y 
SE REINICIA CUANDO SE DEJAN A SALVO LOS 
DERECHOS DE LAS PARTES EN LA AUDIENCIA 
RESPECTIVA.	 I.10o.C.23 C (10a.)	 2627

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR 
UN LAUDO. LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLA
MADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO 
TIENE EL ALCANCE DE INTERRUMPIR EL PLAZO 
RESPECTIVO.	 VII.2o.T.262 L (10a.)	 2628

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. EL CÓMPUTO 
DEL PLAZO PARA QUE OPERE SE INTERRUMPE 
POR EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL, QUE 
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DA INICIO SÓLO EN CUALQUIERA DE LAS HIPÓTE-
SIS DEFINIDAS EN EL ARTÍCULO 211 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y NO 
CON LA SOLICITUD DE AUDIENCIA PARA DIRIMIR 
LA COMPETENCIA DEL JUEZ DE CONTROL.	 VI.2o.P.62 P (10a.)	 2629

PRESCRIPCIÓN NEGATIVA ENTRE COPROPIETA-
RIOS. NO LA IMPIDE EL ARTÍCULO 1167, FRACCIÓN 
IV, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
AHORA CIUDAD DE MÉXICO.	 I.8o.C.83 C (10a.)	 2630

PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE MALA FE. LOS VICIOS 
CONTENIDOS EN EL DOCUMENTO QUE ACREDITA 
LA CAUSA GENERADORA DE LA POSESIÓN SON 
MENOS TRASCENDENTES PARA LA PROCEDEN-
CIA DE DICHA ACCIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE VERACRUZ).	 VII.2o.C.222 C (10a.)	 2631

PRESUNCIÓN DE INGRESOS POR DEPÓSITOS EN 
LA CUENTA BANCARIA DEL CONTRIBUYENTE. PARA 
DESVIRTUARLA CON UN CONTRATO DE MUTUO 
SIMPLE O CON INTERÉS DEBE PROBARSE SU 
MATERIALIDAD, ENTRE OTROS MEDIOS, CON LOS 
RECIBOS O ESTADOS DE CUENTA DEL MUTUANTE.	 XVI.1o.A. J/55 A (10a.)	 2394

PRESUNCIÓN DE MUERTE DEL ASEGURADO BAJO 
LA DOBLE COBERTURA "PROTECCIÓN POR FALLE
CIMIENTO" E "INDEMNIZACIÓN POR MUERTE 
ACCIDENTAL". LA RESOLUCIÓN QUE LA DECLARA, 
A CAUSA DE SECUESTRO O DE PRIVACIÓN ILEGAL 
DE LA LIBERTAD, RESULTA APTA NO SÓLO PARA 
DAR POR CIERTO, PARA LOS EFECTOS DE LA 
COBERTURA POR FALLECIMIENTO INCLUIDA EN 
EL SEGURO DE VIDA, QUE EL ASEGURADO MURIÓ, 
SINO TAMBIÉN PARA DETERMINAR QUE ESA 
MUERTE FUE ACCIDENTAL, POR LAS CARACTERÍS
TICAS EXTERNAS, VIOLENTAS, SÚBITAS Y FORTUI-
TAS, DE LAS QUE SE DISTINGUEN AQUELLOS 
DELITOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).	 III.2o.C.110 C (10a.)	 2632
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PRESUNCIÓN LEGAL Y HUMANA EN MATERIA CIVIL. 
CUANDO LAS REGLAS DE LA LÓGICA SE ROMPEN 
Y EN SU LUGAR SE EXPONEN ARGUMENTOS 
FALACES O INCONGRUENTES, AQUÉLLA DESAPA
RECE (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO).	 I.3o.C.417 C (10a.)	 2634

PREVENCIÓN PARA ACLARAR LA DEMANDA EN 
UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. PARA SU REGU-
LACIÓN DEBE ACUDIRSE SUPLETORIAMENTE AL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
Y NO A LAS DISPOSICIONES QUE REGULAN EL 
JUICIO ORAL MERCANTIL (CÓDIGO DE COMERCIO).	 PC.VII.C. J/9 C (10a.)	 1585

PRIMA DEL SEGURO DE RIESGOS DE TRABAJO. 
LOS ACCIDENTES QUE OCURRAN A LOS TRABAJA
DORES EN EL TRASLADO A UNA COMISIÓN, NO 
DEBEN TOMARSE EN CUENTA PARA SU CÁLCULO.	 I.4o.A.182 A (10a.)	 2635

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SOLUCIÓN 
DE CONTROVERSIAS ANTE EL CONSEJO DE VIGI-
LANCIA ELECTORAL DEPORTIVA (COVED). PROCE-
DE CONTRA LA CELEBRACIÓN DE UNA ASAMBLEA 
EXTRAORDINARIA LLEVADA A CABO POR UNA 
ASOCIACIÓN DEPORTIVA NACIONAL EN PRESUN
TA VIOLACIÓN DE SUS ESTATUTOS, EN LA CUAL SE 
ACUERDA ALGÚN CAMBIO EN SU ESTRUCTURA 
ORGÁNICA O DE REPRESENTACIÓN, PREVIO A 
INTERPONER EL RECURSO DE APELACIÓN ANTE 
LA COMISIÓN DE APELACIÓN Y ARBITRAJE DEL 
DEPORTE (CAAD).	 I.4o.A.184 A (10a.)	 2635

PROCEDIMIENTO DE ENAJENACIÓN DE VEHÍCU-
LOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA DECLARADOS 
PROPIEDAD DEL FISCO FEDERAL. NO VULNERA 
EL DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA. 		 2a. I/2020 (10a.)	 1074

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMI
NISTRATIVA CONTRA ELEMENTOS OPERATIVOS 
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DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL. DEBE CE
ÑIRSE A LAS FORMALIDADES DE LA LEY DEL SIS-
TEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO 
DE JALISCO, AUN CUANDO SE TRATE DE ACTOS U 
OMISIONES PREVISTOS EN UN REGLAMENTO MU-
NICIPAL EN LA MATERIA. 		 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SEGUIDOS 
EN FORMA DE JUICIO. LOS DOCUMENTOS QUE 
CONTIENEN EL RESULTADO DE LA VALORACIÓN 
PRACTICADA POR ESPECIALISTAS ADSCRITOS 
A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA QUE DAN SUS-
TENTO AL DICTADO DEL AUTO DE INICIO O A LA 
EMISIÓN DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA CORRES
PONDIENTE, NO SON ACTOS DE AUTORIDAD.	 I.1o.A.229 A (10a.)	 2636

"PROTOCOLO PARA LA LEGITIMACIÓN DE CON-
TRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO EXISTENTES". 
ES IMPROCEDENTE LA SUSPENSIÓN PROVISIO-
NAL QUE SE SOLICITE EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA.	 I.16o.T.61 L (10a.)	 2637

PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO LABORAL. 
POR REGLA GENERAL, NO ES IDÓNEA PARA ACRE-
DITAR LAS SEMANAS COTIZADAS NI EL SALARIO 
PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE 
COTIZACIÓN PARA LA OBTENCIÓN Y CUANTIFICA-
CIÓN DE LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ 
Y CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, EXCEPTO 
CUANDO DE SU DESAHOGO SE ADVIERTE INFOR
MACIÓN APTA Y SUFICIENTE QUE DEMUESTRE 
ESOS ELEMENTOS [INTERRUPCIÓN DE LA JURIS
PRUDENCIA VII.2o.T. J/9 (10a.)].	 VII.2o.T.258 L (10a.)	 2638

PRUEBA PERICIAL EN EL SISTEMA PENAL ACUSA
TORIO. DEBE VALORARSE CON BASE EN LO MA
NIFESTADO POR EL PERITO EN LA AUDIENCIA DE 
JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL INTERROGATORIO 
Y CONTRAINTERROGATORIO QUE REALICEN LAS 
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PARTES, Y NO CON LA VERSIÓN ESCRITA DEL DIC-
TAMEN RESPECTIVO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE CHIHUAHUA).	 XVII.2o.6 P (10a.)	 2640

PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA MOLECULAR. LA 
CONDUCTA EVASIVA DEL DEMANDADO PARA 
SU DESAHOGO, CONTRARÍA EL PRINCIPIO DE 
LEALTAD PROCESAL Y VULNERA EL DERECHO 
DEL MENOR DE EDAD PARA CONOCER SU IDEN
TIDAD PARENTAL.	 I.3o.C.413 C (10a.)	 2641

PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA MOLECULAR. 
SI EN SU DESAHOGO EL DEMANDADO OBSTACU-
LIZA QUE SE RINDA EL PERITAJE DE RECONO
CIMIENTO DE PATERNIDAD, NO OBSTANTE EL 
EMPLEO DE MEDIDAS DE APREMIO, EL JUZGA-
DOR DEBE ANALIZAR LAS CONSTANCIAS DEL 
LITIGIO Y DETERMINAR SI SE JUSTIFICA ESA 
CONDUCTA (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO).	 I.3o.C.412 C (10a.)	 2642

PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GENÉTICA 
(ADN). EL ARTÍCULO 130 DEL CÓDIGO DE PROCE-
DIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, 
AL PREVER LA TOMA DE MUESTRAS BIOLÓGICAS, 
LA CUAL TIENE COMO FIN EXCLUSIVO EL DE 
CONSTATAR O REVELAR HECHOS QUE SIRVEN 
DE FUENTE O MEDIO DE PRUEBA EN UN PRO
CESO JUDICIAL, NO VIOLA LOS DERECHOS FUN-
DAMENTALES A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN Y A 
LA INTIMIDAD PERSONAL, NI GENERA UN ACTO DE 
MOLESTIA A QUIEN SE DIRIGE.	 XVII.1o.P.A.97 P (10a.)	 2643

PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO. OPORTU
NIDAD DE SU OFRECIMIENTO CUANDO EL 
ACTO RECLAMADO ES NEGADO POR LA AUTO
RIDAD RESPONSABLE.	 XXVII.1o.7 K (10a.)	 2644

PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 
885, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL 
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TRABAJO, AL ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU 
DESISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS 
PARTES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA VISTA 
OTORGADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN 
DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN PRUE-
BAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DERECHOS 
HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA TUTELA 
JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A LA REFOR
MA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FE
DERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019). 		 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

PRUEBAS EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA 
QUE PUEDAN VALORARSE DEBEN ESTAR RELA-
CIONADAS CON LOS HECHOS A COMPROBAR, 
EXPRESADOS POR LAS PARTES EN LA DEMANDA 
O EN SU CONTESTACIÓN, SIN QUE SEA SUFI
CIENTE LA CIRCUNSTANCIA DE QUE OBREN EN 
EL EXPEDIENTE.	 VII.2o.T.267 L (10a.)	 2645

PUBLICIDAD DE RESOLUCIONES DE LOS TRIBU-
NALES COLEGIADOS DE CIRCUITO SOBRE CONS-
TITUCIONALIDAD O CONVENCIONALIDAD DE UNA 
NORMA GENERAL. ES INNECESARIA CUANDO 
EN RELACIÓN CON EL TEMA DE QUE SE TRATE 
EXISTA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN QUE LO DE
FINA, Y EL TRIBUNAL DEBA APLICARLA AL CASO 
CONCRETO.	 I.11o.T.5 K (10a.)	 2646

RECLASIFICACIÓN DE LOS HECHOS MATERIA DE 
LA IMPUTACIÓN MINISTERIAL. ANTES DE RESOL-
VER LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL IMPUTADO, EL 
JUEZ DE CONTROL DEBE PERMITIRLE EJERCER 
SU DERECHO DE DEFENSA ADECUADA RESPECTO 
A ÉSTA (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL AR
TÍCULO 316, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES).	 I.9o.P.265 P (10a.)	 2649

RECONVENCIÓN EN LA VÍA ESPECIAL HIPOTECA-
RIA. PROCEDE CUANDO EXISTA CONEXIDAD 
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ENTRE LAS PRESTACIONES RECLAMADAS EN LO 
PRINCIPAL Y EN VÍA DE RECONVENCIÓN, EN TÉRMI
NOS DEL ARTÍCULO 470 DEL CÓDIGO DE PROCE-
DIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE TAMAULIPAS. 	 PC.XIX. J/13 C (10a.)	 1759

RECURSO DE APELACIÓN EN EL SISTEMA DE 
JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. SI EL TRIBUNAL 
DE ALZADA REVOCA LA SENTENCIA ABSOLUTO-
RIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR ACREDI
TADOS EL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL 
DEL PROCESADO, DEBE REASUMIR JURISDIC-
CIÓN PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUALI
ZACIÓN DE LAS SANCIONES Y LA REPARACIÓN 
DEL DAÑO, SIEMPRE QUE ANTE EL ÓRGANO DE 
ENJUICIAMIENTO SE HUBIEREN DESAHOGADO 
LOS MEDIOS DE PRUEBA RELATIVOS.	 I.9o.P.267 P (10a.)	 2650

RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL AR
TÍCULO 626 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. ES OPTA
TIVO AGOTARLO PREVIO A PROMOVER EL JUICIO 
DE AMPARO DIRECTO, CONTRA LAS SENTENCIAS 
DICTADAS EN JUICIOS DERIVADOS DE LA ACCIÓN 
ESPECIAL DE DESOCUPACIÓN DE INMUEBLES 
EN ARRENDAMIENTO SI EL NEGOCIO ES ESTIMA
BLE PECUNIARIAMENTE.	 XVII.2o.C.T.13 C (10a.)	 2651

RECURSO DE APELACIÓN. PROCEDE POR REGLA 
GENERAL, CONTRA RESOLUCIONES QUE OMITAN 
ACORDAR UNA CUESTIÓN JURÍDICA, SALVO 
EN LOS CASOS EN QUE LA LEY O LA JURISPRU-
DENCIA EXENTEN DE SU INTERPOSICIÓN (LEGIS-
LACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE 
PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 		 PC.I.C. J/100 C (10a.)	 1790

RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO IN
DIRECTO. LA AUTORIDAD RESPONSABLE CARECE 
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DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO CONTRA 
LAS MULTAS IMPUESTAS EN EL PROCEDIMIENTO 
DE EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA PROTECTORA, 
SI NO SE DIRIGIERON A ELLA, SINO A SERVIDORES 
PÚBLICOS QUE LA ANTECEDIERON Y QUE YA NO 
EJERCEN LOS CARGOS QUE LAS ORIGINARON.	 II.3o.P.18 K (10a.)	 2652

RECURSO DE QUEJA EN AMPARO DIRECTO IN
TERPUESTO POR EL TERCERO INTERESADO. PRO-
CEDE CONTRA EL ACUERDO DE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE EN EL QUE NIEGA DEJAR SIN 
EFECTOS LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO 
PARA PROCEDER A SU EJECUCIÓN.	 P./J. 16/2019 (10a.)	 11

RECURSO DE QUEJA EN EL JUICIO DE AMPARO. 
EL TERCERO INTERESADO TIENE LEGITIMACIÓN 
PARA INTERPONERLO CONTRA LA INTERLOCUTO
RIA QUE RESOLVIÓ FUNDADO EL INCIDENTE POR 
EXCESO O DEFECTO EN EL CUMPLIMIENTO DE LA 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL.	 III.6o.A.12 K (10a.)	 2652

RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
EL ACUERDO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE DETER
MINA NO DESAHOGAR UNA PRUEBA TESTIMO-
NIAL A CARGO DE UN MENOR DE EDAD.	 VII.2o.C.72 K (10a.)	 2653

RECURSO DE QUEJA. POR REGLA GENERAL, ES 
IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE 
LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO, CON
TRA LA OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE ACOR
DAR SOBRE LAS PRUEBAS OFRECIDAS, AL NO 
TRATARSE DE UN ACTO TRASCENDENTAL Y GRAVE 
QUE PUEDA CAUSARLE PERJUICIO NO REPARA
BLE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA, SALVO QUE SE 
ESTÉ ANTE UNA "ABIERTA OPORTUNIDAD PARA 
PROVEER".	 III.1o.C.9 K (10a.)	 2654

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE AMPARO. 
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ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO DEL 
JUEZ DE DISTRITO QUE REQUIERE AL QUEJOSO 
PARA QUE COMPAREZCA A RATIFICAR DETER
MINADO ESCRITO, CUANDO SE RECLAME UNA 
ORDEN DE APREHENSIÓN O MANDAMIENTO PRI
VATIVO DE LA LIBERTAD.	 PC.I.P. J/65 P (10a.)	 1834

RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO 
EN EL QUE EL JUEZ SE INHIBE DE CONOCER DE 
LA DEMANDA POR RAZÓN DE TERRITORIO Y DEJA 
A DISPOSICIÓN DEL ACTOR LOS DOCUMENTOS 
EXHIBIDOS CON ÉSTA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO).	 II.4o.C.32 C (10a.)	 2655

RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL 
AUTO POR EL QUE EL JUEZ DE DISTRITO NIEGA 
AL QUEJOSO LA PUBLICACIÓN DE LOS EDICTOS 
CON CARGO AL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL PARA EMPLAZAR AL TERCERO INTERE
SADO, AL NO ESTAR DEMOSTRADA SU INSOL-
VENCIA ECONÓMICA.	 VII.2o.T.66 K (10a.)	 2656

RECURSO DE RECLAMACIÓN EN EL JUICIO DE 
AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONTRA ACUERDOS 
MERAMENTE INSTRUMENTALES DEL PRESIDENTE 
DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO.	 VII.2o.T.65 K (10a.)	 2657

RECURSO DE RECLAMACIÓN. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA EL ACUERDO DEL PRESIDENTE DEL TRI
BUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE REQUIE-
RE A LA AUTORIDAD RESPONSABLE EL CUM
PLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DICTADA EN EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 		 P./J. 14/2019 (10a.)	 12

RECURSO DE RECONSIDERACIÓN PREVISTO EN 
EL REGLAMENTO DE QUEJAS MÉDICAS Y SOLI
CITUDES DE REEMBOLSO DEL INSTITUTO DE 
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SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRA-
BAJADORES DEL ESTADO, VIGENTE HASTA EL 28 
DE ABRIL DE 2017. CONTRA SU RESOLUCIÓN PRO-
CEDE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL.	 VII.2o.A.5 A (10a.)	 2658

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. PROCEDE CON-
TRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE DECLAREN LA 
NULIDAD DE UNA RESOLUCIÓN DICTADA POR 
EL CONSEJO NACIONAL PARA PREVENIR LA DIS-
CRIMINACIÓN, EN LA QUE DETERMINÓ QUE EL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL INCU
RRIÓ EN DISCRIMINACIÓN INDIRECTA EN PER
JUICIO DE UN MATRIMONIO DE PERSONAS DEL 
MISMO SEXO, AL NEGAR LA PENSIÓN DE VIUDEZ.	 I.9o.A.120 A (10a.)	 2659

RECURSO DE REVOCACIÓN. ES OPORTUNO, AUN 
CUANDO SE INTERPONGA ANTES DE QUE SE 
NOTIFIQUE EL AUTO RECURRIDO (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE OAXACA).	 XIII.2o.C.A.2 C (10a.)	 2660

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 
DEBE AGOTARSE ANTES DE PROMOVER EL JUI-
CIO DE AMPARO DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA 
EL PRIMER PROVEÍDO DICTADO EN UN JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL EN EL CUAL EL JUZGA-
DOR, DE OFICIO, SE DECLARA INCOMPETENTE POR 
RAZÓN DE LA MATERIA PARA CONOCER DE LA 
DEMANDA, ORDENA SU ARCHIVO Y DEJA A SALVO 
LOS DERECHOS DEL ACTOR.	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884

RÉGIMEN TRANSITORIO DEL SISTEMA DE PEN-
SIONES ENTRE LAS LEYES DEL SEGURO SOCIAL 
DEROGADA DE 1973 Y VIGENTE. EL LÍMITE SUPE-
RIOR QUE SE DEBE APLICAR AL SALARIO PRO-
MEDIO DE LAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN QUE 



2863NOVENA PARTE ÍNDICES  •  Índice General Alfabético

Número de identificación	 Pág.

SIRVE DE BASE PARA CUANTIFICAR LAS PENSIO-
NES DE LOS ASEGURADOS DEL RÉGIMEN TRAN-
SITORIO, QUE OPTARON POR EL ESQUEMA PENSIO
NARIO DE LA DEROGADA LEY DE 1973. 		 2a./J. 164/2019 (10a.)	 1022

REMATE. LA EXCEPCIÓN A LA REGLA CONTENIDA 
EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN IV, ÚLTIMO PÁ-
RRAFO, DE LA LEY DE AMPARO, NO SE ACTUA
LIZA CUANDO QUIEN SE OSTENTA COMO QUE
JOSA, NO ES PARTE PROCESAL DEL JUICIO DE 
ORIGEN Y SÓLO SE APERSONÓ A ÉL, EN AQUELLA 
ETAPA, A DEDUCIR SU DERECHO DEL TANTO O 
COMO ACREEDOR [ALCANCES DE LA JURISPRU
DENCIA 1a./J. 13/2016 (10a.)].	 IV.2o.C.15 C (10a.)	 2661

REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. EN LOS 
JUICIOS DE NULIDAD EN LOS QUE SE IMPUGNA LA 
VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA, 
EL SEÑALAMIENTO DEL ACTOR ES INSUFICIENTE 
PARA TENER A UNA PERSONA COMO REPRE
SENTANTE DE LOS TRABAJADORES TERCEROS 
INTERESADOS. 		 2a./J. 171/2019 (10a.)	 1049

REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. FORMA DE 
EMPLAZAMIENTO AL REPRESENTANTE DE LOS TRA-
BAJADORES TERCEROS INTERESADOS EN LOS 
JUICIOS DE NULIDAD EN LOS QUE SE IMPUGNA 
LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA. 	 2a./J. 170/2019 (10a.)	 1050

RESOLUCIÓN "DE MERO TRÁMITE" EN EL PRO
CESO PENAL ACUSATORIO. NO LA CONSTITUYE 
LA DETERMINACIÓN DEL TRIBUNAL DE ALZADA 
DE SUSPENDER EL TRÁMITE DEL RECURSO DE 
APELACIÓN POR HABERSE DECRETADO EN LA 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN LA SUSPENSIÓN 
CONDICIONAL DEL PROCESO COMO FORMA DE 
SOLUCIÓN ALTERNA.	 I.9o.P.264 P (10a.)	 2662

RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL JUEZ DE CONTROL 
EN EL RECURSO INNOMINADO PREVISTO EN EL 
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ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE
DIMIENTOS PENALES. EN SU CONTRA ES INNE-
CESARIO AGOTAR MEDIO DE DEFENSA ALGUNO, 
PREVIO A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.	 I.10o.P.33 P (10a.)	 2663

RESPONSABILIDAD CIVIL SUBJETIVA EXTRACON-
TRACTUAL POR ACTUACIONES MÉDICAS. SI QUIEN 
LA RECLAMA FORMA PARTE DE UN GRUPO VUL-
NERABLE, PARA PROBAR EL NEXO CAUSAL ENTRE 
LA ACTUACIÓN Y EL DAÑO MATERIAL O MORAL, 
DEBE APLICARSE LA TÉCNICA PROBATORIA DE
NOMINADA "OPORTUNIDAD PERDIDA".	 III.1o.C.32 C (10a.)	 2663

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 29 DE LA LEY FEDE-
RAL RELATIVA, LA INSTITUCIÓN DE SALUD PÚBLICA 
Y EL PACIENTE SON CORRESPONSABLES, CUANDO 
EL DAÑO RECLAMADO DERIVÓ DE QUE AQUÉLLA 
NO OTORGÓ EL TRATAMIENTO A UNA ENFERME-
DAD CRÓNICO DEGENERATIVA QUE DIAGNOSTICÓ 
Y ÉSTE OMITIÓ SOLICITAR LA ATENCIÓN MÉDICA 
OPORTUNAMENTE.	 I.4o.A.183 A (10a.)	 2665

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
NO SE ACTUALIZA POR LA PROHIBICIÓN DE REIN
CORPORAR AL SERVICIO A LOS MIEMBROS DE 
LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.	 I.4o.A.179 A (10a.)	 2665

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 37, SEXTO 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABRO-
GADA), NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONA
LIDAD EN LA IMPOSICIÓN DE LAS SANCIONES.	 2a. LXXVIII/2019 (10a.)	 1075

RETENCIÓN DE BIENES. LOS INTEGRANTES DEL 
SISTEMA BANCARIO MEXICANO DEBEN OTORGAR 
GARANTÍA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1175, 
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FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, PARA 
RESPONDER DE LOS POSIBLES DAÑOS Y PERJUI
CIOS QUE DICHA MEDIDA PRECAUTORIA PUEDA 
OCASIONAR AL DEUDOR.	 PC.I.C. J/101 C (10a.)	 1933

ROPA DE TRABAJO Y UNIFORMES. AL TRATARSE 
DE UNA PRESTACIÓN EXTRALEGAL QUE SE EN-
TREGA A LOS TRABAJADORES EN SERVICIO ACTIVO, 
NO INCREMENTA EL SALARIO NI PROCEDE SU 
PAGO RETROACTIVO COMO PRESTACIÓN AUTÓ
NOMA O EN CONCEPTO DE SALARIOS CAÍDOS, 
CUANDO SE DECRETA LA REINSTALACIÓN DEL 
TRABAJADOR SEPARADO INDEBIDAMENTE DE SU 
EMPLEO.	 VII.2o.T.265 L (10a.)	 2666

SALARIOS CAÍDOS DERIVADOS DE LA INSU
MISIÓN AL ARBITRAJE. SE GENERAN HASTA QUE 
SE PAGAN LAS INDEMNIZACIONES PRINCIPALES, 
INDEPENDIENTEMENTE DE QUE EN DICHO PAGO 
NO SE INCLUYAN OTROS CONCEPTOS ACCESO-
RIOS QUE SE GENERAN CON MOTIVO DE LA MORA 
EN QUE INCURRA EL DEUDOR (LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO VIGENTE HASTA EL 30 DE NOVIEMBRE 
DE 2012).	 I.11o.T.30 L (10a.)	 2669

SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR EL 
COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIARIO 
RELACIONADAS CON LAS CONDICIONES DE IN-
TERNAMIENTO. EL ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO 
DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA LA PRO-
CEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA, 
DEBE REALIZARSE CON BASE EN EL RECURSO DE 
REVISIÓN ANTE EL JUEZ DE EJECUCIÓN.	 II.4o.P.13 P (10a.)	 2670

SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR 
EL COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIARIO. 
SON IMPUGNABLES ANTE EL JUEZ DE EJECU
CIÓN A TRAVÉS DEL RECURSO DE REVISIÓN Y NO 
MEDIANTE LA PETICIÓN ADMINISTRATIVA ANTE 
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EL DIRECTOR DEL CENTRO, AUN CUANDO AQUÉ
LLAS PUDIERAN RELACIONARSE CON LAS CON
DICIONES DE INTERNAMIENTO.	 II.4o.P.12 P (10a.)	 2671

SANCIONES IMPUESTAS POR EL COMITÉ TÉCNICO 
DEL CENTRO PENITENCIARIO. SE REGULAN BAJO 
EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO PREVISTO EN LA LEY 
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, AUN CUANDO 
PUDIERAN RELACIONARSE CON LAS CONDICIO-
NES DE INTERNAMIENTO.	 II.4o.P.11 P (10a.)	 2672

SEGURO DE VIDA INSTITUCIONAL PARA SERVIDO
RES PÚBLICOS. ES INNECESARIO QUE EL ASEGU-
RADO CUENTE CON UN FORMATO ESPECÍFICO DE 
BAJA DE LA DEPENDENCIA PARA LA QUE LABO-
RABA Y PROCEDA SU PAGO, YA QUE NO ES UN 
REQUISITO NECESARIO PARA QUE PROSPERE LA 
INDEMNIZACIÓN NI, POR ENDE, PARA QUE INICIE 
A PARTIR DE LA FECHA DE SU ENTREGA A AQUÉL, 
EL TÉRMINO DE LA PRESCRIPCIÓN.	 I.8o.C.80 C (10a.)	 2673

SENTENCIA DE AMPARO. CUANDO SE TRATA DEL 
CUMPLIMIENTO DE UN CONVENIO EN CANTIDAD 
LÍQUIDA, NO PUEDE DECLARARSE CUMPLIDA 
CON PAGOS PARCIALES.	 VI.1o.T.12 K (10a.)	 2674

SENTENCIA DE AMPARO POR VIOLACIÓN AL DE-
RECHO DE PETICIÓN. FORMA EN QUE DEBE PRO-
CEDER EL JUZGADOR PARA LOGRAR SU CUM
PLIMIENTO CUANDO LA RESPONSABLE ALEGUE 
IMPOSIBILIDAD POR CASO FORTUITO.	 I.20o.A.40 A (10a.)	 2674

SENTENCIA DEFINITIVA PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
LA CONSTITUYE LA RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL 
DE ALZADA QUE DECIDE EN DEFINITIVA SOBRE LA 
ACREDITACIÓN DEL DELITO Y LA RESPONSABI
LIDAD PENAL, AUN CUANDO NO CONTENGA 
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PRONUNCIAMIENTO RESPECTO A LA INDIVIDUA-
LIZACIÓN DE LAS SANCIONES Y REPARACIÓN 
DEL DAÑO.	 I.9o.P.266 P (10a.)	 2675

SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. LA DICTADA EN 
PRIMERA INSTANCIA ADMITE EJECUCIÓN FOR-
ZOSA Y PROVISIONAL, POR TRATARSE DE UNA RE
SOLUCIÓN CAUTELAR, AUNQUE EN SU CONTRA 
SE INTERPONGA RECURSO DE APELACIÓN (LEGIS
LACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO). 		 XXI.3o.C.T.7 C (10a.)	 2689

SENTENCIAS DE AMPARO DICTADAS POR TRIBU-
NALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. DEBEN CUM
PLIR CON EL PRINCIPIO DE CONGRUENCIA, ÚNI
CAMENTE EN RELACIÓN CON LOS CONCEPTOS 
DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS FORMULADOS RES
PECTO DE LA CONCESIÓN, NEGATIVA O SOBRE
SEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO.	 (IV Región)1o.1 K (10a.)	 2690

SEPARACIÓN DE PROCESOS PREVISTA EN EL AR-
TÍCULO 35 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE
DIMIENTOS PENALES. DEBE SOLICITARSE ANTES 
DEL AUTO DE APERTURA A JUICIO, Y DECRETARSE 
HASTA ANTES DE LA AUDIENCIA DE JUICIO.	 I.4o.P.34 P (10a.)	 2691

SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJADORA DE 
CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA 
POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. AL CONS
TITUIR UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE 
GÉNERO, DA LUGAR A LA INDEMNIZACIÓN COMO 
MEDIDA DE REPARACIÓN.	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691

SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJADORA DE 
CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA 
POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. CONSTITUYE 
UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO, 
QUE ORIGINA LA REPARACIÓN INTEGRAL A LA 
VÍCTIMA.	 I.16o.T.49 L (10a.)	 2692
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SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJE-
ROS EN LA CIUDAD DE MÉXICO. AUNQUE PARA 
SU PRESTACIÓN SE DEBE CONTAR CON EL TÍTULO 
DE CONCESIÓN RESPECTIVO, EL HECHO DE NO 
PORTAR ESE DOCUMENTO A BORDO DE LA UNI-
DAD, EN TODO MOMENTO, NO ES CAUSA DE 
INFRACCIÓN.	 I.1o.A.226 A (10a.)	 2693

SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EN EL ESTA-
DO DE PUEBLA. EL ANÁLISIS DE LA FECHA EN 
QUE SE EMITE EL TÍTULO DE CONCESIÓN ES UNA 
CUESTIÓN DE FONDO Y NO DE PROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 		 PC.VI.A. J/15 A (10a.)	 2020

SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EN EL ES
TADO DE PUEBLA. LA CALIDAD DE CONCESIO
NARIO NACE CON LA EXPEDICIÓN DEL TÍTULO DE 
CONCESIÓN QUE LO ACREDITA COMO TAL Y NO 
SÓLO CON LA RESOLUCIÓN DE PROCEDENCIA DE 
CONCESIÓN EN LA QUE RESULTÓ BENEFICIARIO. 	
	 PC.VI.A. J/16 A (10a.)	 2021

SISTEMA DE ATENCIÓN MÉDICA DE URGENCIAS 
(SAMU) EN EL ESTADO DE JALISCO. LA OMISIÓN 
DE ESTABLECER PROTOCOLOS, POLÍTICAS PÚBLI
CAS Y CONTROLES PARA GARANTIZAR QUE LA 
COMUNICACIÓN CON EL PERSONAL MÉDICO SEA 
DESDE EL LUGAR DEL EVENTO, INFRINGE LA LEX 
ARTIS MÉDICA PARA HERIDOS POR ARMA DE 
FUEGO, LO QUE PUEDE GENERAR RESPONSABI
LIDAD CIVIL SUBJETIVA EXTRACONTRACTUAL.	 III.1o.C.30 C (10a.)	 2694

SISTEMA DE PAGOS ELECTRÓNICOS INTERBAN-
CARIOS (SPEI). LOS DEPÓSITOS REALIZADOS 
MEDIANTE EL USO DE ESA HERRAMIENTA TEC-
NOLÓGICA NO DEBEN CONSIDERARSE COMO 
INGRESOS GRAVABLES, SI SE ACREDITA QUE EL 
ORIGEN DE LOS RECURSOS MONETARIOS ES OTRA 
CUENTA DEL PROPIO CONTRIBUYENTE.	 I.1o.A.227 A (10a.)	 2695
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SISTEMA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LAS DE-
TERMINACIONES Y RESOLUCIONES DICTADAS EN 
RECURSOS QUE INCIDAN EN EL TEMA DE LA PER-
SONALIDAD, EMITIDAS DENTRO DE LA AUDIENCIA 
INICIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AM
PARO INDIRECTO, AL NO CONSTITUIR ACTOS DE 
IMPOSIBLE REPARACIÓN.	 I.10o.P.35 P (10a.)	 2696

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN IV, DE LA 
LEY DE LA MATERIA. ES INNECESARIO DAR AL QUE-
JOSO LA VISTA RESPECTO DE LA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA ADVERTIDA CONFORME AL AR-
TÍCULO 64, SEGUNDO PÁRRAFO, SI LA INSUBSIS-
TENCIA DEL ACTO RECLAMADO QUE MOTIVÓ QUE 
SE DECRETARA AQUÉL, FORMA PARTE DE LOS 
EFECTOS PARA LOS CUALES SE CONCEDIÓ LA 
PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL EN UN DIVERSO 
JUICIO DE AMPARO CUYA MATERIA ES IDÉNTICA.	 II.3o.P.19 K (10a.)	 2697

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO 
FUERA DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. ES 
IMPROCEDENTE DECRETARLO A PARTIR DE QUE 
LAS AUTORIDADES RESPONSABLES RINDEN SU 
INFORME JUSTIFICADO, SI EL QUEJOSO, QUIEN 
SE OSTENTÓ COMO TERCERO EXTRAÑO POR EQUI-
PARACIÓN, NO CONOCE PLENAMENTE LAS ACTUA
CIONES DE LAS QUE DERIVA EL ACTO RECLAMADO, 
NI JUSTIFICA SU FALSEDAD.	 VI.2o.C.27 K (10a.)	 2698

SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO 
DE LA DEMANDA DE AMPARO COMO DEL RE-
CURSO DE REVISIÓN Y RATIFICADO JUDICIAL-
MENTE. PARA DECRETARLO ES INNECESARIO 
OTORGAR AL QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE 
EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
DE LA MATERIA.	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

SUCESIÓN DE DERECHOS AGRARIOS. EL CÓDIGO 
CIVIL FEDERAL ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE 
A LA LEY AGRARIA PARA RESOLVER SOBRE LA 
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VALIDEZ DE LA VOLUNTAD DEL EJIDATARIO PLAS
MADA EN LA LISTA RELATIVA, CUANDO SE CON
SIDERE VICIADA.	 XXIX.3o.2 A (10a.)	 2699

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO EN REVISIÓN. OPERA 
RESPECTO DEL ACTO DE APLICACIÓN DEL PRE-
CEPTO CUYA INCONSTITUCIONALIDAD SE RECLA-
MA, CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIR-
CUITO DETERMINA QUE UNA JURISPRUDENCIA 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
QUE DECLARA INCONSTITUCIONAL UNA DISPO-
SICIÓN QUE CONTIENE EL MISMO SUPUESTO 
NORMATIVO QUE AQUÉL, ES TEMÁTICA [INTERPRE
TACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 98/2019 (10a.)].	 XXV.3o.5 K (10a.)	 2699

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATE-
RIA LABORAL. OPERA EN FAVOR DE QUIEN SE 
OSTENTA COMO BENEFICIARIO DEL TRABAJADOR 
FALLECIDO, AUN CUANDO EN EL LAUDO SE HAYA 
DETERMINADO QUE NO TIENE ESA CALIDAD.	 VII.2o.T. J/60 L (10a.)	 2417

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATE-
RIAS CIVIL, MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. EL AR
TÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO 
QUE ESTABLECE SU PROCEDENCIA ÚNICAMENTE 
ANTE VIOLACIONES EVIDENTES DE LA LEY QUE 
HAYAN DEJADO SIN DEFENSA AL QUEJOSO, NO 
VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 	
	 1a. VII/2020 (10a.)	 654

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. 
ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA 
APLICACIÓN Y EFECTOS DEL ARTÍCULO 25, FRAC-
CIÓN VI, INCISOS A) Y B), DE LA LEY DE INGRE
SOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2019. 		 2a./J. 165/2019 (10a.)	 1067

SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. SI LA CONSECUEN-
CIA PROCESAL DEL DESECHAMIENTO DE UN 
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RECURSO ES LA FIRMEZA DE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA, ENTONCES EN LOS CASOS EN QUE 
ESTA ÚLTIMA TENGA ALGUNA CONSECUENCIA 
DE EJECUCIÓN, DEBE CONCEDERSE AQUÉLLA.	 I.8o.C.26 K (10a.)	 2701

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO DIREC
TO EN MATERIA LABORAL. PARA CALCULAR EL 
MONTO QUE GARANTICE LA SUBSISTENCIA 
DEL TRABAJADOR Y DECIDIR SOBRE SU CONCE-
SIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 190 DE LA LEY 
DE LA MATERIA, DEBE CONSIDERARSE EL SALA
RIO QUE TUVO POR ACREDITADO LA AUTORIDAD 
EN EL LAUDO RECLAMADO. 		 PC.I.L. J/59 L (10a.)	 2226

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADI
CIONAN Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRA
BAJO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON 
ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES 
PARTICIPEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN 
Y REVISIÓN DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS 
DE TRABAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR 
CONTRA LA INMUNIDAD O FUERO DE LOS SINDI
CATOS Y SUS DIRIGENTES.	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AM-
PARO. PROCEDE CONTRA LA DETERMINACIÓN 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL ESTADO DE 
JALISCO QUE DEJA SIN EFECTOS LA LISTA DE RE
SERVA ESTRATÉGICA PARA OCUPAR EL CARGO 
DE JUECES DE PRIMERA INSTANCIA.	 PC.III.A. J/79 A (10a.)	 2068

TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO. 
NO OBSTANTE QUE EL ACTO RECLAMADO DERIVE 
DE UN JUICIO DE NATURALEZA CIVIL, CUANDO 
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EXISTA LA POSIBILIDAD DE QUE EL BIEN CON-
TROVERTIDO PERTENEZCA A UNA COMUNIDAD 
AGRARIA, DEBE LLAMARSE A JUICIO A ÉSTA POR 
CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE LEGAL CON 
AQUEL CARÁCTER.	 XIII.2o.C.A.1 K (10a.)	 2705

TRABAJADORA EMBARAZADA. CUANDO ADUCE 
QUE LA RAZÓN DE SU DESPIDO FUE POR ENCON
TRARSE EN ESE ESTADO DE GRAVIDEZ, LA AUTO
RIDAD DEBE RELEVARLA DE LA CARGA DE ACRE
DITARLO, A FIN DE DESVIRTUAR, EN SU CASO, LA 
RENUNCIA PRESENTADA POR EL PATRÓN, RECA
BANDO PRUEBAS AL RESPECTO.	 VII.2o.T.261 L (10a.)	 2705

TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO 
DEL ESTADO DESPEDIDAS CON MOTIVO DE SU 
EMBARAZO. ELEMENTOS QUE CONFORMAN LA 
INDEMNIZACIÓN RESPECTIVA, COMO REPARA
CIÓN INTEGRAL A QUE TIENEN DERECHO.	 I.16o.T.53 L (10a.)	 2707

TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO 
DEL ESTADO DESPEDIDAS CON MOTIVO DE SU 
EMBARAZO. FORMA DE DISTRIBUIR LA CARGA 
DE LA PRUEBA PARA ACREDITAR LA DISCRIMI
NACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO.	 I.16o.T.54 L (10a.)	 2708

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA 
NOTIFICACIÓN DEL ACUERDO POR EL QUE SE 
CITA A LAS PARTES A LA AUDIENCIA DE PRUEBAS, 
ALEGATOS Y RESOLUCIÓN, DEBE HACERSE POR 
ESTRADOS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 142 DE 
LA LEY RELATIVA.	 I.9o.T.70 L (10a.)	 2708

TRABAJADORES DE BASE AL SERVICIO DEL ES
TADO. CUANDO NO PROSPERE LA ACCIÓN DEL 
CESE DE SU NOMBRAMIENTO Y SE ENCUENTREN 
SUSPENDIDOS POR RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, ÉSTE 
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DEBE PRONUNCIARSE EN EL MISMO LAUDO RES
PECTO DE LA REINCORPORACIÓN EN EL CARGO 
Y EL PAGO DE LOS SALARIOS CAÍDOS, INDEPEN-
DIENTEMENTE DE QUE AQUÉLLOS NO LOS HUBIE
SEN RECLAMADO EN SU CONTESTACIÓN.	 I.11o.T.37 L (10a.)	 2709

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DE 
LOS TRES PODERES DEL ESTADO DE DURANGO. 
AL DETERMINAR LA LEY RESPECTIVA CUÁLES SON 
LOS FUNCIONARIOS QUE TIENEN ESA CALIDAD, 
ES INAPLICABLE SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 
5o. DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES 
AL SERVICIO DEL ESTADO, QUE PREVÉ UN CATÁ
LOGO DE PUESTOS QUE TIENEN ESE CARÁCTER 
A NIVEL FEDERAL.	 XXV.3o.4 L (10a.)	 2710

TRABAJADORES DE CONFIANZA DEL PODER JUDI
CIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CONFORME 
A LAS CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO, 
TIENEN DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL 
EMPLEO.	 XVI.2o.T.10 L (10a.)	 2711

TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO 
DE GUANAJUATO. LOS ACTUARIOS DE ESA INSTI-
TUCIÓN TIENEN LA CATEGORÍA DE CONFIANZA.	 XVI.2o.T.9 L (10a.)	 2713

TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL DEL ES
TADO DE GUANAJUATO. LOS MEDIADORES Y 
CONCILIADORES ADSCRITOS AL CENTRO DE JUS
TICIA ALTERNATIVA, TIENEN LA CATEGORÍA DE 
CONFIANZA.	 XVI.2o.T.11 L (10a.)	 2714

TRANSACCIONES REALIZADAS POR EL DISPOSI-
TIVO TERMINAL PUNTO DE VENTA. EL PLAZO PARA 
CUALQUIER RECLAMO O ACLARACIÓN DEBE 
COMPUTARSE A PARTIR DE GENERADO EL DEPÓ-
SITO DERIVADO DE CADA TRANSACCIÓN EN LA 
"CUENTA CONCENTRADORA" DEL BANCO, ES 
DECIR, CUANDO EL USUARIO GENERA MEDIANTE 



2874

Número de identificación	 Pág.

ENERO 2020

EL USO DE SU TARJETA EL PAGO DE MERCANCÍAS 
Y/O SERVICIOS BRINDADOS POR EL AFILIADO.	 XXII.3o.A.C.7 C (10a.)	 2714

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 
CUANDO ALGUNA DE SUS SALAS MANIFIESTA 
EXPRESAMENTE EN UNA SENTENCIA QUE EXIS
TEN ASPECTOS TÉCNICOS QUE "ESCAPAN DE SU 
CONOCIMIENTO" PARA PRONUNCIARSE, EN EL 
JUICIO DE AMPARO QUE SE PROMUEVA EN SU 
CONTRA, DEBE ORDENARSE LA REPOSICIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO PARA QUE SE ALLEGUE DE 
LAS PRUEBAS PERICIALES QUE LE PERMITAN 
FIJAR ADECUADAMENTE LA LITIS SOMETIDA A 
SU CONSIDERACIÓN Y RESOLVER EL FONDO DEL 
ASUNTO.	 I.4o.A.180 A (10a.)	 2716

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. DIFERENCIAS 
ENTRE EL DERECHO A RECURRIR UN FALLO ANTE 
UNA INSTANCIA SUPERIOR Y EL DE ACCEDER 
A UN RECURSO ADECUADO Y EFECTIVO.	 1a./J. 8/2020 (10a.)	 589

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. NO SE GARAN
TIZA ESTE DERECHO AL QUEJOSO PRIVADO DE 
LA LIBERTAD, POR EL HECHO DE QUE EL PRESI-
DENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, 
AL CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN, LE NOM
BRE UN DEFENSOR POR NO TENER UN LICENCIADO 
EN DERECHO QUE LO REPRESENTE, SI EN EL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO NO SE LE DESIGNÓ 
A UNO OFICIOSAMENTE, POR LO QUE DEBE RE
VOCARSE LA SENTENCIA RECURRIDA Y ORDE-
NARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO.	 I.9o.P.258 P (10a.)	 2727

UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO. 
EL CONCEPTO "DIFERENCIA DE AUMENTO" QUE SE 
OTORGA A SUS TRABAJADORES CON MOTIVO DEL 
INCREMENTO ANUAL QUE SE PACTA CONFORME 
A LA REVISIÓN CONTRACTUAL, INTEGRA EL SA-
LARIO PARA EL PAGO DE LA GRATIFICACIÓN POR 
JUBILACIÓN.	 I.13o.T.216  L (10a.)	 2729

REPUBLICADA  
POR MODIFICACIÓN  

EN EL PRECEDENTE
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USUCAPIÓN. LA RATIFICACIÓN DEL ALLANAMIENTO 
A LAS PRESTACIONES DEL ACTOR NO TIENE COMO 
ALCANCE UN RECONOCIMIENTO PROPIO ACERCA 
DE QUE LA POSESIÓN SE HAYA DESARROLLADO 
EN FORMA PACÍFICA, CONTINUA Y PÚBLICA –INTE
RRUPCIÓN DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA TESIS 
AISLADA II.2o.C.258 C– (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO).	 II.2o.C.26 C (10a.)	 2730

VALOR AGREGADO. LA ENAJENACIÓN DE ACEITE 
DE GALLINA, GRASA, HARINA DE PLUMA Y SAN-
GRE, HARINA DE CARNE Y HUESO, HARINA DE 
CARNE Y GRASA ANIMAL O SEBO, DE DIVERSOS 
TIPOS DE ANIMALES DE GRANJA, QUE SON EM-
PLEADOS COMO COMPONENTES PARA LA ELABO
RACIÓN DE ALIMENTO PARA GANADO, DEBE GRA
VARSE CONFORME A LA TASA GENERAL DEL 16%. 	
	 PC.III.A. J/77 A (10a.)	 2159

VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL 
AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL AUTO DE FOR-
MAL PRISIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO EL JUEZ 
DE LA CAUSA, SIN PREVIO AVISO Y AUTORIZA-
CIÓN DEL DE DISTRITO, SE PRONUNCIA EN RE
LACIÓN CON CUALQUIER PETICIÓN CONCERNIEN
TE A LA LIBERTAD PERSONAL DEL QUEJOSO, SI 
SE CONCEDIÓ PARA EL EFECTO DE QUE QUEDARA 
A DISPOSICIÓN DE ÉSTE POR CUANTO HACE A 
DICHO TÓPICO, Y DE LA AUTORIDAD QUE DEBÍA 
JUZGARLO PARA LA CONTINUACIÓN DEL PROCESO.	 I.9o.P.259 P (10a.)	 2733

VISTA A QUE SE REFIERE EL SEGUNDO PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE AMPARO. ES IN-
NECESARIO QUE SE OTORGUE SI LA IMPRO
CEDENCIA PARCIAL DEL JUICIO NO IMPIDE EL 
ANALISIS INTEGRAL DE LA LITIS CONSTITUCIONAL 
PLANTEADA.	 I.11o.T.4 K (10a.)	 2734
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Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa.—Ministro Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Relativa a las tesis 2a./J. 171/2019 (10a.) 
y 2a./J. 170/2019 (10a.), de títulos y subtítulos: "REPARTO 
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ADICIONAL DE UTILIDADES. EN LOS JUICIOS DE NULIDAD EN 
LOS QUE SE IMPUGNA LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO 
ORDENA, EL SEÑALAMIENTO DEL ACTOR ES INSUFICIENTE 
PARA TENER A UNA PERSONA COMO REPRESENTANTE DE LOS 
TRABAJADORES TERCEROS INTERESADOS." y "REPARTO ADI-
CIONAL DE UTILIDADES. FORMA DE EMPLAZAMIENTO AL RE-
PRESENTANTE DE LOS TRABAJADORES TERCEROS INTERESA
DOS EN LOS JUICIOS DE NULIDAD EN LOS QUE SE IMPUGNA 
LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA." .................	 2a.	 1023

Contradicción de tesis 309/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu
nales Colegiados Segundo en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito y Primero en Materia Administrativa del Primer Circui-
to.—Ministro Ponente: Javier Laynez Potisek. Relativa a la tesis 
2a./J. 165/2019 (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN DEFI-
NITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CON-
CEDERLA CONTRA LA APLICACIÓN Y EFECTOS DEL ARTÍCULO 
25, FRACCIÓN VI, INCISOS A) Y B), DE LA LEY DE INGRESOS DE 
LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019." ...........	 2a.	 1052

Contradicción de tesis 6/2018 y su acumulada 7/2018.—Entre las sus-
tentadas por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Ter-
cero, todos en Materia Penal del Tercer Circuito.—Magistrado 
Ponente: José Guadalupe Hernández Torres. Relativa a las tesis 
PC.III.P. J/21 P (10a.) y PC.III.P. J/22 P (10a.), de títulos y subtítulos: 
"AMPARO INDIRECTO. LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACOR
DAR UNA PETICIÓN FORMULADA POR EL JUSTICIABLE RE
CLAMADA EN EL JUICIO RELATIVO, NO CONFIGURA UNA CAUSA 
MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO." 
y "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DEL 
JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA PETICIÓN DENTRO DE UN 
PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL EN EL QUE EXISTE UNA 
ABIERTA DILACIÓN DEL PROCEDIMIENTO O SU PARALIZACIÓN 
TOTAL, AL ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA 
FRACCIÓN XVIII DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO." ......	 PC.	 1159

Contradicción de tesis 1/2019.—Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y 
el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
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Primera Región, con residencia en la Ciudad de México, en apoyo 
al Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto 
Circuito.—Magistrado Ponente: Sergio Ibarra Valencia. Relativa 
a la tesis PC.IV.L. J/20 L (10a.), de título y subtítulo: "APODERADO 
QUE COMPARECE EN REPRESENTACIÓN DEL INSTITUTO MEXI
CANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) AL PROCEDIMIENTO LABO
RAL. PARA TENER POR DEMOSTRADA SU PERSONALIDAD, NO 
ES NECESARIO QUE ACREDITE SER TITULAR DE LA JEFATURA 
DE SERVICIOS JURÍDICOS O ESTAR ADSCRITO A ÉSTA." ..........	 PC.	 1259

Contradicción de tesis 3/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu
nales Colegiados Sexto y Séptimo, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito.—Magistrado Ponente: Miguel Enrique Sánchez 
Frías. Relativa a la tesis PC.I.P. J/64 P (10a.), de título y subtítulo: 
"AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL JUICIO DE AMPARO. PRE-
VIAMENTE A DECLARAR SU INEXISTENCIA DERIVADA DE SU 
INCORRECTA DENOMINACIÓN, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE 
REQUERIR AL QUEJOSO PARA QUE, DE ESTIMARLO CONVE
NIENTE, LA PRECISE, CORRIJA O ACLARE." ................................	 PC.	 1314

Contradicción de tesis 18/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu-
nales Colegiados Segundo, Tercero y Quinto, todos en Materia 
Civil del Primer Circuito.—Magistrada Ponente: Martha Gabriela 
Sánchez Alonso. Relativa a la tesis PC.I.C. J/98 C (10a.), de título 
y subtítulo: "CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HIPOTECA
RIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR COMO REQUISITO PREVIO 
PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA, NO 
PUEDE REALIZARLA UN CORREDOR PÚBLICO, AL CARECER 
DE FACULTADES PARA EFECTUARLA." .........................................	 PC.	 1356

Contradicción de tesis 5/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu-
nales Colegiados Noveno y Décimo Segundo, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito.—Magistrado Ponente: Manuel Ernesto 
Saloma Vera. Relativa a la tesis PC.I.C. J/99 C (10a.), de título y 
subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EL CÓMPUTO 
DEL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN CONTRA LA SENTEN
CIA DEFINITIVA DICTADA EN LA AUDIENCIA DEL JUICIO 
ORAL CIVIL, INICIA EL DÍA SIGUIENTE A SU CELEBRACIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO)." ....................................................................	 PC.	 1386
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Contradicción de tesis 2/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu-
nales Colegiados Primero y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Décimo Sexto Circuito.—Magistrado Ponente: José Morales Con
treras. Relativa a la tesis PC.XVI.C. J/3 C (10a.), de título y sub
título: "JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SI A LA DEMANDA SE 
ANEXA UN TÍTULO DE CRÉDITO QUE NO CONCUERDE CON 
LOS HECHOS PRECISADOS EN ÉSTA, EL JUEZ NO TIENE LA 
FACULTAD DE REQUERIR AL ACTOR PARA QUE CORRIJA ESA 
IRREGULARIDAD." ...........................................................................	 PC.	 1414

Contradicción de tesis 15/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu-
nales Colegiados Cuarto, Décimo Cuarto y Primero, todos en 
Materia de Trabajo del Primer Circuito.—Magistrado Ponente: 
Noé Herrera Perea. Relativa a la tesis PC.I.L. J/58 L (10a.), de título 
y subtítulo: "LOTERÍA NACIONAL PARA LA ASISTENCIA PÚBLI
CA. LAS PRESTACIONES DE BONOS DE APROVISIONAMIENTO 
(VALES DE DESPENSA) Y SERVICIO MÉDICO PREVISTAS EN EL 
MEMORÁNDUM 1088 DE TREINTA Y UNO DE JULIO DE MIL 
NOVECIENTOS OCHENTA Y CUATRO, REQUIERE QUE EL EX 
EMPLEADO QUE LAS SOLICITE TENGA LA CALIDAD DE TRABA-
JADOR JUBILADO." .........................................................................	 PC.	 1455

Contradicción de tesis 3/2019.—Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila y el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Noveno Circuito.—Magistrado Ponente: 
Guillermo Cuautle Vargas. Relativa a la tesis PC.XIX. J/12 L (10a.), 
de título y subtítulo: "NOTIFICACIONES PERSONALES AL DEMAN
DADO EN EL JUICIO LABORAL. DEBEN REALIZARSE POR 
BOLETÍN O POR ESTRADOS SI OMITIÓ SEÑALAR DOMICILIO 
PARA TAL EFECTO (LEY FEDERAL DEL TRABAJO EN SU TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)." ............................	 PC.	 1493

Contradicción de tesis 2/2019.—Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Ter-
cer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, en apoyo del citado 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Cir
cuito.—Magistrado Ponente: José Manuel De Alba De Alba. 
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Relativa a la tesis PC.VII.C. J/9 C (10a.), de título y subtítulo: "PRE-
VENCIÓN PARA ACLARAR LA DEMANDA EN UN JUICIO EJE
CUTIVO MERCANTIL. PARA SU REGULACIÓN DEBE ACUDIRSE 
SUPLETORIAMENTE AL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIEN
TOS CIVILES Y NO A LAS DISPOSICIONES QUE REGULAN EL 
JUICIO ORAL MERCANTIL (CÓDIGO DE COMERCIO)." ...............	 PC.	 1551

Contradicción de tesis 10/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu-
nales Colegiados Tercero, Quinto y Séptimo, todos en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito.—Magistrado Ponente: Roberto 
Charcas León. Relativa a la tesis PC.III.A. J/78 A (10a.), de título y 
subtítulo: "PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINIS-
TRATIVA CONTRA ELEMENTOS OPERATIVOS DE SEGURIDAD 
PÚBLICA MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDADES 
DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL 
ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO SE TRATE DE ACTOS U 
OMISIONES PREVISTOS EN UN REGLAMENTO MUNICIPAL EN 
LA MATERIA." ....................................................................................	 PC.	 1587

Contradicción de tesis 1/2019.—Entre las sustentadas por el Tercer y 
el Cuarto Tribunales Colegiados, ambos en Materia de Trabajo del 
Tercer Circuito.—Magistrado Ponente: Francisco Javier Rodríguez 
Huezo. Relativa a la tesis PC.III.L. J/33 L (10a.), de título y subtítulo: 
"PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 885, PRIMER 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL ESTABLECER 
LA SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMI-
SIÓN DE LAS PARTES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA 
VISTA OTORGADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN DEL SE
CRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN PRUEBAS POR DESAHO
GAR, NO VIOLA LOS DERECHOS HUMANOS AL DEBIDO PRO-
CESO Y A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A 
LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)." .................................................	 PC.	 1632

Contradicción de tesis 4/2019.—Entre las sustentadas por el Primer y 
el Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materias Adminis-
trativa y Civil del Décimo Noveno Circuito.—Magistrado Ponente: 
Daniel Ricardo Flores López. Relativa a la tesis PC.XIX. J/13 C 
(10a.), de título y subtítulo: "RECONVENCIÓN EN LA VÍA ESPE-
CIAL HIPOTECARIA. PROCEDE CUANDO EXISTA CONEXIDAD 
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ENTRE LAS PRESTACIONES RECLAMADAS EN LO PRINCIPAL 
Y EN VÍA DE RECONVENCIÓN, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
470 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO 
DE TAMAULIPAS." ............................................................................	 PC.	 1727

Contradicción de tesis 15/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu-
nales Colegiados Octavo y Décimo Segundo, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito.—Magistrada Ponente: Fortunata Floren
tina Silva Vásquez. Relativa a la tesis PC.I.C. J/100 C (10a.), de título 
y subtítulo: "RECURSO DE APELACIÓN. PROCEDE POR REGLA 
GENERAL, CONTRA RESOLUCIONES QUE OMITAN ACORDAR 
UNA CUESTIÓN JURÍDICA, SALVO EN LOS CASOS EN QUE LA 
LEY O LA JURISPRUDENCIA EXENTEN DE SU INTERPOSICIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO)." ....................................................................	 PC.	 1761

Contradicción de tesis 4/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu-
nales Colegiados Noveno y Décimo, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito.—Magistrado Ponente: Francisco Javier Sarabia 
Ascencio. Relativa a la tesis PC.I.P. J/65 P (10a.), de título y sub
título: "RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, 
FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE AMPARO. ES IMPROCE-
DENTE CONTRA EL ACUERDO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE 
REQUIERE AL QUEJOSO PARA QUE COMPAREZCA A RATIFI-
CAR DETERMINADO ESCRITO, CUANDO SE RECLAME UNA 
ORDEN DE APREHENSIÓN O MANDAMIENTO PRIVATIVO DE 
LA LIBERTAD." ..................................................................................	 PC.	 1791

Contradicción de tesis 4/2019.—Entre las sustentadas por el Primer y 
el Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materias Adminis-
trativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito.—Magistrado Ponen
te: Germán Tena Campero. Relativa a la tesis PC.XXII. J/22 C 
(10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE REVOCACIÓN PRE-
VISTO EN EL ARTÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. DEBE 
AGOTARSE ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA EL PRIMER PROVEÍDO DIC-
TADO EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL EN EL CUAL EL 
JUZGADOR, DE OFICIO, SE DECLARA INCOMPETENTE POR 
RAZÓN DE LA MATERIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA, 
ORDENA SU ARCHIVO Y DEJA A SALVO LOS DERECHOS DEL 
ACTOR." .............................................................................................	 PC.	 1837
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Contradicción de tesis 9/2019.—Entre las sustentadas por los Tribuna
les Colegiados Décimo Cuarto y Décimo Quinto, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito.—Magistrado Ponente: José Rigoberto 
Dueñas Calderón. Relativa a la tesis PC.I.C. J/101 C (10a.), de 
título y subtítulo: "RETENCIÓN DE BIENES. LOS INTEGRANTES 
DEL SISTEMA BANCARIO MEXICANO DEBEN OTORGAR GA
RANTÍA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1175, FRACCIÓN V, DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO, PARA RESPONDER DE LOS POSIBLES 
DAÑOS Y PERJUICIOS QUE DICHA MEDIDA PRECAUTORIA 
PUEDA OCASIONAR AL DEUDOR." ...............................................	 PC.	 1886

Contradicción de tesis 2/2019.—Entre las sustentadas por el Primer, 
el Segundo y el Tercer Tribunales Colegiados, todos en Materia 
Administrativa del Sexto Circuito.—Magistrado Ponente: Manuel 
Rojas Fonseca. Relativa a las tesis PC.VI.A. J/15 A (10a.) y PC.
VI.A. J/16 A (10a.), de títulos y subtítulos: "SERVICIO PÚBLICO 
DE TRANSPORTE EN EL ESTADO DE PUEBLA. EL ANÁLISIS DE 
LA FECHA EN QUE SE EMITE EL TÍTULO DE CONCESIÓN ES 
UNA CUESTIÓN DE FONDO Y NO DE PROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO." y "SERVICIO PÚBLICO DE TRANS-
PORTE EN EL ESTADO DE PUEBLA. LA CALIDAD DE CON
CESIONARIO NACE CON LA EXPEDICIÓN DEL TÍTULO DE 
CONCESIÓN QUE LO ACREDITA COMO TAL Y NO SÓLO CON 
LA RESOLUCIÓN DE PROCEDENCIA DE CONCESIÓN EN LA 
QUE RESULTÓ BENEFICIARIO." .....................................................	 PC.	 1935

Contradicción de tesis 18/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu-
nales Colegiados Primero, Cuarto y Quinto, todos en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito.—Magistrada Ponente: Clau-
dia Alejandra Alvarado Medinilla. Relativa a la tesis PC.III.A. J/79 A 
(10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL 
JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CONTRA LA DETERMINACIÓN 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL ESTADO DE JALISCO 
QUE DEJA SIN EFECTOS LA LISTA DE RESERVA ESTRATÉ
GICA PARA OCUPAR EL CARGO DE JUECES DE PRIMERA 
INSTANCIA." ......................................................................................	 PC.	 2023

Contradicción de tesis 12/2019.—Entre las sustentadas por los Tribu
nales Colegiados Primero, Sexto y Séptimo, todos en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, así como el sustentado por el 
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Sexto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Ter-
cera Región, con residencia en Morelia, Michoacán.—Magistrada 
Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Relativa a la tesis PC.III.A. 
J/77 A (10a.), de título y subtítulo: "VALOR AGREGADO. LA ENAJE
NACIÓN DE ACEITE DE GALLINA, GRASA, HARINA DE PLUMA 
Y SANGRE, HARINA DE CARNE Y HUESO, HARINA DE CARNE Y 
GRASA ANIMAL O SEBO, DE DIVERSOS TIPOS DE ANIMALES 
DE GRANJA, QUE SON EMPLEADOS COMO COMPONEN
TES PARA LA ELABORACIÓN DE ALIMENTO PARA GANADO, 
DEBE GRAVARSE CONFORME A LA TASA GENERAL DEL 16%." .....	 PC.	 2070

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 1/2019.—Magistrados inte-
grantes del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sép-
timo Circuito.—Magistrado Ponente: Alfredo Sánchez Castelán. 
Relativa a la tesis PC.VII.C. J/10 C (10a.), de título y subtítulo: 
"DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. PROCEDE DESECHARLA 
POR EXTEMPORÁNEA, A PESAR DE QUE EN ELLA SE RECLAME 
LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 81 DEL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE VERA-
CRUZ, RESPECTO A LA ORDEN DE NOTIFICACIÓN POR LISTA 
DE ACUERDOS, DE LA SENTENCIA RECLAMADA [SUSTITU-
CIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.VII.C. J/6 K (10a.)]." ..............	 PC.	 2161

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 1/2019.—Magistrados del 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Cir
cuito.—Magistrado Ponente: Casimiro Barrón Torres. Relativa a 
la tesis PC.I.L. J/59 L (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN 
EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO EN MATERIA LABORAL. 
PARA CALCULAR EL MONTO QUE GARANTICE LA SUBSISTEN-
CIA DEL TRABAJADOR Y DECIDIR SOBRE SU CONCESIÓN 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 190 DE LA LEY DE LA MATERIA, 
DEBE CONSIDERARSE EL SALARIO QUE TUVO POR ACREDI
TADO LA AUTORIDAD EN EL LAUDO RECLAMADO." .................	 PC.	 2199

Amparo directo 201/2019.—Magistrado Ponente: Juan Carlos Moreno 
Correa. Relativo a la tesis VII.2o.T. J/54 L (10a.), de título y subtítulo: 
"ACTA DE DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO LA
BORAL. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE LOS INTEGRAN-
TES DEL TRIBUNAL DE TRABAJO O DEL SECRETARIO QUE 
AUTORIZA Y DA FE, NO DA LUGAR A ANALIZARLA DE OFICIO 
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EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CUANDO EL QUEJOSO 
NO FORMULA CONCEPTO DE VIOLACIÓN Y NO SE TRATA DEL 
TRABAJADOR O SUS BENEFICIARIOS (INAPLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 147/2007)." .............................................	 TC.	 2233

Queja 75/2019.—Magistrada Ponente: Gabriela Guadalupe Huízar 
Flores. Relativa a la tesis III.3o.T. J/8 L (10a.), de título y subtítulo: 
"AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LAS DILACIONES 
PRESUNTAMENTE EXCESIVAS EN EL DICTADO DE PROVEÍ-
DOS, LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA 
DILIGENCIA, EN JUICIOS BUROCRÁTICOS SUSTANCIADOS AL 
TENOR DE LA LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL 
ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. PROCEDE SI TRANS-
CURREN MÁS DE 22 DÍAS HÁBILES DESDE LA FECHA EN LA 
QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE LEGALMENTE DEBIE-
RON PRONUNCIARSE O DILIGENCIARSE LOS ACTOS PRO
CESALES RESPECTIVOS [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRU-
DENCIA 2a./J. 33/2019 (10a.)]." .......................................................	 TC.	 2250

Conflicto competencial 3/2019.—Suscitado entre la Junta de Arbitraje 
para los Empleados al Servicio de los Poderes del Estado de 
Oaxaca y la Octava Sala del Tribunal Federal de Conciliación y 
Arbitraje, con residencia en la Ciudad de México.—Magistrado 
Ponente: David Gustavo León Hernández. Relativo a la tesis 
XIII.1o.P.T. J/3 L (10a.), de título y subtítulo: "CONFLICTO COMPE-
TENCIAL SUSCITADO ENTRE TRIBUNALES, JUNTAS O SALAS 
LABORALES DE DISTINTA JURISDICCIÓN. CORRESPONDE DI
RIMIRLO AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE TENGA 
JURISDICCIÓN SOBRE LA AUTORIDAD QUE PREVINO EN EL 
CONOCIMIENTO DEL JUICIO." ........................................................	 TC.	 2274

Amparo en revisión 314/2019.—Alimentos Rápidos de Occidente, S. de 
R.L. de C.V.—Magistrada Ponente: Gloria Avecia Solano. Relativo 
a la tesis III.1o.A. J/4 A (10a.), de título y subtítulo: "IMPUESTO 
PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE INGRE-
SOS DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL 
EJERCICIO FISCAL 2019, AL CONTENER UNA TABLA PARA SU 
CÁLCULO QUE PERMITE QUE AL AUMENTAR EN UNA UNIDAD 
EL LÍMITE SUPERIOR DE UN RANGO, LOS CONTRIBUYENTES 
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QUEDEN COMPRENDIDOS EN EL SIGUIENTE, NO VIOLA 
LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y 
EQUIDAD." ........................................................................................	 TC.	 2280

Amparo en revisión 322/2019.—Eduardo Martínez González.—Magis-
trado Ponente: René Olvera Gamboa. Relativo a la tesis III.1o.A. J/3 A 
(10a.), de título y subtítulo: "IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 
22, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE 
GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL 
ESTABLECER UNA REDUCCIÓN EN SU PAGO A LOS PREDIOS 
RÚSTICOS DESTINADOS A FINES AGROPECUARIOS O LOS QUE 
TENGAN USO HABITACIONAL POR PARTE DE SUS PROPIETA
RIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA." .....	 TC.	 2316

Amparo en revisión 268/2019.—Magistrada Ponente: Emma Herlinda 
Villagómez Ordóñez. Relativo a la tesis VI.2o.C. J/34 C (10a.), de 
título y subtítulo: "INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. NO LO 
ACREDITA LA ACEPTACIÓN DE LA EXISTENCIA DEL ACTO RE-
CLAMADO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE, CUANDO 
ÉSTE SE HACE CONSISTIR EN EL LANZAMIENTO DECRETADO EN 
LA CAUSA DE ORIGEN RESPECTO DE LA CUAL EL QUEJOSO 
ES TERCERO EXTRAÑO." .................................................................	 TC.	 2346

Queja 2/2019.—Magistrada Ponente: Luz Idalia Osorio Rojas. Relativa 
a la tesis XIII.2o.C.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA LEY DE PROCEDIMIENTO 
Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE OAXACA, 
ESTABLECE MAYORES REQUISITOS QUE LOS SEÑALADOS EN 
LA LEY DE AMPARO PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO, POR LO QUE NO DEBE DESECHARSE LA 
DEMANDA DE AMPARO O SU AMPLIACIÓN EN EL AUTO INI-
CIAL, CON EL ARGUMENTO DE QUE PREVIAMENTE DEBE 
AGOTARSE AQUÉL." .........................................................................	 TC.	 2358

Amparo directo 179/2018.—Magistrado Ponente: Ariel Alberto Rojas 
Caballero. Relativo a la tesis XVI.1o.A. J/55 A (10a.), de título y 
subtítulo: "PRESUNCIÓN DE INGRESOS POR DEPÓSITOS EN 
LA CUENTA BANCARIA DEL CONTRIBUYENTE. PARA DES
VIRTUARLA CON UN CONTRATO DE MUTUO SIMPLE O CON 
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INTERÉS DEBE PROBARSE SU MATERIALIDAD, ENTRE OTROS 
MEDIOS, CON LOS RECIBOS O ESTADOS DE CUENTA DEL 
MUTUANTE." .....................................................................................	 TC.	 2369

Amparo en revisión 334/2019.—Magistrado Ponente: Martín Soto 
Ortiz. Relativo a la tesis VII.1o.P. J/2 K (10a.), de título y subtítulo: 
"SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE LA DE
MANDA DE AMPARO COMO DEL RECURSO DE REVISIÓN Y 
RATIFICADO JUDICIALMENTE. PARA DECRETARLO ES INNECE-
SARIO OTORGAR AL QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE 
EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA 
MATERIA." .........................................................................................	 TC.	 2395

Amparo directo 973/2018.—Magistrado Ponente: Juan Carlos More-
no Correa. Relativo a la tesis VII.2o.T. J/60 L (10a.), de título y 
subtítulo: "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA 
LABORAL. OPERA EN FAVOR DE QUIEN SE OSTENTA COMO 
BENEFICIARIO DEL TRABAJADOR FALLECIDO, AUN CUANDO 
EN EL LAUDO SE HAYA DETERMINADO QUE NO TIENE ESA 
CALIDAD." .........................................................................................	 TC.	 2404

Amparo en revisión 129/2018.—Magistrado Ponente: Jorge Sebastián 
Martínez García. Relativo a la tesis VII.2o.T.258 L (10a.), de título y 
subtítulo: "PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO LABORAL. 
POR REGLA GENERAL, NO ES IDÓNEA PARA ACREDITAR LAS 
SEMANAS COTIZADAS NI EL SALARIO PROMEDIO DE LAS ÚL-
TIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN PARA LA OBTENCIÓN Y 
CUANTIFICACIÓN DE LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ 
Y CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, EXCEPTO CUANDO DE SU 
DESAHOGO SE ADVIERTE INFORMACIÓN APTA Y SUFICIENTE 
QUE DEMUESTRE ESOS ELEMENTOS [INTERRUPCIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA VII.2o.T. J/9 (10a.)]." .........................................	 TC.	 2419

Amparo en revisión 337/2019.—Magistrado Ponente: Silverio Rodrí-
guez Carrillo. Relativo a la tesis XXX.3o.13 K (10a.), de título y 
subtítulo: "AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DE 
LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. NO TIENE ESE 
CARÁCTER EL MÉDICO PRIVADO A QUIEN SE LE IMPUTA LA 
OMISIÓN DE ENTREGAR A UN PACIENTE SU EXPEDIENTE CLÍ-
NICO DE FORMA DETALLADA Y COMPLETA." ..............................	 TC.	 2451
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Amparo directo 403/2018.—Ponente: Carlos Ortiz Toro, secretario de 
tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Con-
sejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de 
Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Relativo a la tesis 
I.3o.C.361 C (10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD DE LA INS
TANCIA O PERENCIÓN. LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 373 
DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, PARA 
SER CONFORME CON EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL, EN CUANTO AL DERECHO A LA TUTELA JURISDIC-
CIONAL EFECTIVA –EN SU VERTIENTE DE ACCESO A LA JUS
TICIA–, DEBE INTERPRETARSE EN EL SENTIDO DE QUE EL 
ÓRGANO JURISDICCIONAL, PREVIO A LA CONCLUSIÓN 
DEL LAPSO AHÍ ESTABLECIDO, DEBERÁ PREVENIR AL INTERE-
SADO PARA QUE EN UN PLAZO QUE CONSIDERE PRUDENTE 
CUMPLA CON SU CARGA PROCESAL, CON EL APERCIBIMIENTO 
DE QUE, EN CASO DE INCUMPLIMIENTO, SE DECRETARÁ 
AQUÉLLA." ........................................................................................	 TC.	 2485

Amparo en revisión 68/2019.—Magistrado Ponente: Alejandro Vargas 
Enzástegui. Relativo a la tesis XXI.3o.C.T.7 C (10a.), de título y 
subtítulo: "SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. LA DICTADA EN 
PRIMERA INSTANCIA ADMITE EJECUCIÓN FORZOSA Y PROVI-
SIONAL, POR TRATARSE DE UNA RESOLUCIÓN CAUTELAR, 
AUNQUE EN SU CONTRA SE INTERPONGA RECURSO DE APE
LACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO)." .............	 TC.	 2676

Amparo en revisión 199/2019.—Magistrada Ponente: Emma Meza Fon
seca. Relativo a la tesis I.9o.P.258 P (10a.), de título y subtítulo: 
"TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. NO SE GARANTIZA ESTE 
DERECHO AL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD, POR EL 
HECHO DE QUE EL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO, AL CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN, LE 
NOMBRE UN DEFENSOR POR NO TENER UN LICENCIADO EN 
DERECHO QUE LO REPRESENTE, SI EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO NO SE LE DESIGNÓ A UNO OFICIOSAMENTE, POR 
LO QUE DEBE REVOCARSE LA SENTENCIA RECURRIDA Y 
ORDENARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO." .............	 TC.	 2717
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Ministro José Fernando Franco González Salas.—Acción de incons
titucionalidad 91/2016 y sus acumuladas 93/2016 y 95/2016.—
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales, Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos e Instituto Veracruzano de Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales. Relativo a la ejecutoria de temas 
síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. El director general de 
Asuntos Jurídicos del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
a la información y Protección de Datos Personales tiene legitima
ción para promoverla cuando se controvierte una norma general 
por vulnerar los derechos de transparencia, acceso a la infor
mación pública y protección de datos personales en posesión de 
sujetos obligados (Ley Número 875 de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave).", "Acción de inconstitucionalidad. El secretario eje-
cutivo del Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales tiene legitimación para pro
moverla cuando se controvierte una norma general por vulnerar 
los derechos de transparencia, acceso a la información pública 
y protección de datos personales en posesión de sujetos obli
gados (Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave).", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sobreseimiento por cesación de 
efectos derivado de un nuevo acto legislativo [Artículos 15, frac-
ción LIII, 76, fracción IV, 85, fracción II, 101, fracciones I y XXXII, 
140, fracción III y párrafo penúltimo, 161, fracción I, 192, fracción 
III, inciso a), 195, 196, 246, fracción III y 249, párrafo segundo, de la 
Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, así como 
la omisión legislativa consistente en que el referido artículo 140, 
fracción III, no estableció expresamente las consecuencias que 
se generan frente a la presentación de una solicitud con datos 
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parciales].", "Acción de inconstitucionalidad. Sobreseimiento por 
cesación de efectos de la norma general impugnada, derivado 
de su reforma (Artículo 192, fracción II, de la Ley Número 875 de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado 
de Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Acción de inconstituciona-
lidad. Improcedencia contra actos omisivos concretos y deter
minados (Omisión legislativa consistente en que el Ejecutivo y el 
Congreso locales asignaran recursos económicos adicionales 
al Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales para desempeñar sus funciones).", "Acción de 
inconstitucionalidad. Procedencia contra una omisión legislativa 
parcial resultado de una deficiente regulación de las normas res-
pectivas (Omisión legislativa consistente en que la Ley Número 
875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave no instrumentó los meca
nismos necesarios para el buen funcionamiento del organismo 
garante de la entidad federativa para el desarrollo de sus fun
ciones, mediante la periódica y suficiente asignación de recursos 
económicos, en términos del artículo 40 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública).", "Transparen-
cia y acceso a la información pública. Las entidades federativas 
carecen de competencia para ampliar los criterios de excepción 
al principio de máxima publicidad previstos en la ley general de 
la materia (Invalidez del artículo 68, fracción X, de la Ley Número 
875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Transparencia y 
acceso a la información pública. La ley local, que establece como 
información reservada la ‘contenida en las revisiones y auditorías 
realizadas directa o indirectamente por los órganos de control o 
de fiscalización estatales, hasta en tanto se presenten ante la auto
ridad competente las conclusiones respectivas y haya definitividad 
en los procedimientos consecuentes’, reduce injustificadamente 
el ámbito de protección del derecho de acceso a la información 
pública (Invalidez del artículo 68, fracción X, de la Ley Número 
875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Transparencia y 
acceso a la información pública. Las entidades federativas tienen 
competencia para regular este derecho en sus leyes locales, armo
nizándolas con las directrices, principios y bases de la ley gene-
ral de la materia, sin que deba replicarse ésta en dichas leyes ni se 
impida a los Estados construir sus propios sistemas para ampliar, 
perfeccionar o maximizar su ejercicio (Omisión legislativa con-
sistente en que la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a 
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la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave no instrumentó los mecanismos necesarios para el buen 
funcionamiento del organismo garante de la entidad federativa 
para el desarrollo de sus funciones, mediante la periódica y sufi-
ciente asignación de recursos económicos, en términos del ar
tículo 40 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública).", y "Acción de inconstitucionalidad. Sentencia 
de invalidez que surte efectos a partir de la notificación de sus 
puntos resolutivos (Invalidez del artículo 68, fracción X, de la 
Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave)." .......	 72

Ministro Eduardo Medina Mora I.—Acción de inconstitucionalidad 
91/2016 y sus acumuladas 93/2016 y 95/2016.—Instituto Nacio-
nal de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales, Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
e Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales. Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: 
""Acción de inconstitucionalidad. El director general de Asun
tos Jurídicos del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
información y Protección de Datos Personales tiene legitimación 
para promoverla cuando se controvierte una norma general por 
vulnerar los derechos de transparencia, acceso a la información 
pública y protección de datos personales en posesión de sujetos 
obligados (Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave).", 
"Acción de inconstitucionalidad. El secretario ejecutivo del Insti-
tuto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales tiene legitimación para promoverla cuando se con-
trovierte una norma general por vulnerar los derechos de trans-
parencia, acceso a la información pública y protección de datos 
personales en posesión de sujetos obligados (Ley Número 875 de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado 
de Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Acción de inconstituciona-
lidad. Sobreseimiento por cesación de efectos derivado de un 
nuevo acto legislativo [Artículos 15, fracción LIII, 76, fracción IV, 
85, fracción II, 101, fracciones I y XXXII, 140, fracción III y párrafo 
penúltimo, 161, fracción I, 192, fracción III, inciso a), 195, 196, 246, 
fracción III y 249, párrafo segundo, de la Ley Número 875 de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado 
de Veracruz de Ignacio de la Llave, así como la omisión legisla
tiva consistente en que el referido artículo 140, fracción III, no 
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estableció expresamente las consecuencias que se generan frente 
a la presentación de una solicitud con datos parciales].", "Acción 
de inconstitucionalidad. Sobreseimiento por cesación de efec
tos de la norma general impugnada, derivado de su reforma (Ar-
tículo 192, fracción II, de la Ley Número 875 de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave).", "Acción de inconstitucionalidad. Improce-
dencia contra actos omisivos concretos y determinados (Omisión 
legislativa consistente en que el Ejecutivo y el Congreso locales 
asignaran recursos económicos adicionales al Instituto Vera
cruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos Per-
sonales para desempeñar sus funciones).", "Acción de inconsti-
tucionalidad. Procedencia contra una omisión legislativa parcial 
resultado de una deficiente regulación de las normas respecti-
vas (Omisión legislativa consistente en que la Ley Número 875 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Es
tado de Veracruz de Ignacio de la Llave no instrumentó los meca-
nismos necesarios para el buen funcionamiento del organismo 
garante de la entidad federativa para el desarrollo de sus fun
ciones, mediante la periódica y suficiente asignación de recursos 
económicos, en términos del artículo 40 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública).", "Transparen-
cia y acceso a la información pública. Las entidades federativas 
carecen de competencia para ampliar los criterios de excepción 
al principio de máxima publicidad previstos en la ley general de la 
materia (Invalidez del artículo 68, fracción X, de la Ley Número 
875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Transparencia y 
acceso a la información pública. La ley local, que establece como 
información reservada la ‘contenida en las revisiones y auditorías 
realizadas directa o indirectamente por los órganos de control 
o de fiscalización estatales, hasta en tanto se presenten ante la 
autoridad competente las conclusiones respectivas y haya defi-
nitividad en los procedimientos consecuentes’, reduce injustifica
damente el ámbito de protección del derecho de acceso a la in-
formación pública (Invalidez del artículo 68, fracción X, de la Ley 
Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Transparen-
cia y acceso a la información pública. Las entidades federativas 
tienen competencia para regular este derecho en sus leyes locales, 
armonizándolas con las directrices, principios y bases de la ley 
general de la materia, sin que deba replicarse ésta en dichas leyes 
ni se impida a los Estados construir sus propios sistemas para 
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ampliar, perfeccionar o maximizar su ejercicio (Omisión legis
lativa consistente en que la Ley Número 875 de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave no instrumentó los mecanismos necesarios 
para el buen funcionamiento del organismo garante de la entidad 
federativa para el desarrollo de sus funciones, mediante la perió-
dica y suficiente asignación de recursos económicos, en términos 
del artículo 40 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública).", y "Acción de inconstitucionalidad. Sen-
tencia de invalidez que surte efectos a partir de la notificación 
de sus puntos resolutivos (Invalidez del artículo 68, fracción X, de 
la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave)." .......	 74

Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.—Acción de inconstituciona
lidad 91/2016 y sus acumuladas 93/2016 y 95/2016.—Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protec-
ción de Datos Personales, Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos e Instituto Veracruzano de Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales. Relativo a la ejecutoria de temas 
síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. El director general de 
Asuntos Jurídicos del Instituto Nacional de Transparencia, Acce-
so a la información y Protección de Datos Personales tiene legi-
timación para promoverla cuando se controvierte una norma 
general por vulnerar los derechos de transparencia, acceso a la 
información pública y protección de datos personales en posesión 
de sujetos obligados (Ley Número 875 de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave).", "Acción de inconstitucionalidad. El secretario eje-
cutivo del Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales tiene legitimación para promo-
verla cuando se controvierte una norma general por vulnerar los 
derechos de transparencia, acceso a la información pública y pro
tección de datos personales en posesión de sujetos obligados 
(Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave).", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sobreseimiento por cesación 
de efectos derivado de un nuevo acto legislativo [Artículos 15, 
fracción LIII, 76, fracción IV, 85, fracción II, 101, fracciones I y 
XXXII, 140, fracción III y párrafo penúltimo, 161, fracción I, 192, 
fracción III, inciso a), 195, 196, 246, fracción III y 249, párrafo 
segundo, de la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la 
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Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de 
la Llave, así como la omisión legislativa consistente en que el 
referido artículo 140, fracción III, no estableció expresamente las 
consecuencias que se generan frente a la presentación de una 
solicitud con datos parciales].", "Acción de inconstitucionali
dad. Sobreseimiento por cesación de efectos de la norma general 
impugnada, derivado de su reforma (Artículo 192, fracción II, de 
la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave).", 
"Acción de inconstitucionalidad. Improcedencia contra actos omi
sivos concretos y determinados (Omisión legislativa consistente 
en que el Ejecutivo y el Congreso locales asignaran recursos eco
nómicos adicionales al Instituto Veracruzano de Acceso a la In-
formación y Protección de Datos Personales para desempeñar 
sus funciones).", "Acción de inconstitucionalidad. Procedencia 
contra una omisión legislativa parcial resultado de una deficiente 
regulación de las normas respectivas (Omisión legislativa con-
sistente en que la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave no instrumentó los mecanismos necesarios para el buen 
funcionamiento del organismo garante de la entidad federativa 
para el desarrollo de sus funciones, mediante la periódica y su
ficiente asignación de recursos económicos, en términos del 
artículo 40 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública).", "Transparencia y acceso a la información 
pública. Las entidades federativas carecen de competencia 
para ampliar los criterios de excepción al principio de máxima 
publicidad previstos en la ley general de la materia (Invalidez del 
artículo 68, fracción X, de la Ley Número 875 de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave).", "Transparencia y acceso a la información 
pública. La ley local, que establece como información reservada 
la ‘contenida en las revisiones y auditorías realizadas directa o 
indirectamente por los órganos de control o de fiscalización esta
tales, hasta en tanto se presenten ante la autoridad competente 
las conclusiones respectivas y haya definitividad en los proce
dimientos consecuentes’, reduce injustificadamente el ámbito 
de protección del derecho de acceso a la información pública 
(Invalidez del artículo 68, fracción X, de la Ley Número 875 de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado 
de Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Transparencia y acceso a 
la información pública. Las entidades federativas tienen compe-
tencia para regular este derecho en sus leyes locales, armonizán
dolas con las directrices, principios y bases de la ley general de 
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la materia, sin que deba replicarse ésta en dichas leyes ni se 
impida a los Estados construir sus propios sistemas para ampliar, 
perfeccionar o maximizar su ejercicio (Omisión legislativa con-
sistente en que la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave no instrumentó los mecanismos necesarios para el 
buen funcionamiento del organismo garante de la entidad fede-
rativa para el desarrollo de sus funciones, mediante la periódica 
y suficiente asignación de recursos económicos, en términos 
del artículo 40 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública).", y "Acción de inconstitucionalidad. Sen-
tencia de invalidez que surte efectos a partir de la notificación 
de sus puntos resolutivos (Invalidez del artículo 68, fracción X, de 
la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave)." .......	 74

Ministro Javier Laynez Potisek.—Acción de inconstitucionalidad 91/2016 
y sus acumuladas 93/2016 y 95/2016.—Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales, Comisión Nacional de los Derechos Humanos e Ins-
tituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales. Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: 
"Acción de inconstitucionalidad. El director general de Asuntos 
Jurídicos del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
información y Protección de Datos Personales tiene legitimación 
para promoverla cuando se controvierte una norma general por 
vulnerar los derechos de transparencia, acceso a la información 
pública y protección de datos personales en posesión de sujetos 
obligados (Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la In
formación Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave).", "Acción de inconstitucionalidad. El secretario ejecutivo del 
Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales tiene legitimación para promoverla cuando se 
controvierte una norma general por vulnerar los derechos de trans
parencia, acceso a la información pública y protección de datos 
personales en posesión de sujetos obligados (Ley Número 875 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Acción de inconsti-
tucionalidad. Sobreseimiento por cesación de efectos derivado 
de un nuevo acto legislativo [Artículos 15, fracción LIII, 76, frac-
ción IV, 85, fracción II, 101, fracciones I y XXXII, 140, fracción III y 
párrafo penúltimo, 161, fracción I, 192, fracción III, inciso a), 195, 
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196, 246, fracción III y 249, párrafo segundo, de la Ley Número 
875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, así como la omisión 
legislativa consistente en que el referido artículo 140, fracción III, 
no estableció expresamente las consecuencias que se generan 
frente a la presentación de una solicitud con datos parciales].", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sobreseimiento por cesación de 
efectos de la norma general impugnada, derivado de su reforma 
(Artículo 192, fracción II, de la Ley Número 875 de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave).", "Acción de inconstitucionalidad. Improce
dencia contra actos omisivos concretos y determinados (Omisión 
legislativa consistente en que el Ejecutivo y el Congreso locales 
asignaran recursos económicos adicionales al Instituto Veracru-
zano de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 
para desempeñar sus funciones).", "Acción de inconstitucionali-
dad. Procedencia contra una omisión legislativa parcial resultado 
de una deficiente regulación de las normas respectivas (Omisión 
legislativa consistente en que la Ley Número 875 de Transparen-
cia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz 
de Ignacio de la Llave no instrumentó los mecanismos necesarios 
para el buen funcionamiento del organismo garante de la entidad 
federativa para el desarrollo de sus funciones, mediante la perió-
dica y suficiente asignación de recursos económicos, en términos 
del artículo 40 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública).", "Transparencia y acceso a la información 
pública. Las entidades federativas carecen de competencia para 
ampliar los criterios de excepción al principio de máxima publi-
cidad previstos en la ley general de la materia (Invalidez del ar
tículo 68, fracción X, de la Ley Número 875 de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave).", "Transparencia y acceso a la información 
pública. La ley local, que establece como información reservada 
la ‘contenida en las revisiones y auditorías realizadas directa o 
indirectamente por los órganos de control o de fiscalización esta
tales, hasta en tanto se presenten ante la autoridad competente 
las conclusiones respectivas y haya definitividad en los proce
dimientos consecuentes’, reduce injustificadamente el ámbito 
de protección del derecho de acceso a la información pública 
(Invalidez del artículo 68, fracción X, de la Ley Número 875 de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado 
de Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Transparencia y acceso a 
la información pública. Las entidades federativas tienen compe-
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tencia para regular este derecho en sus leyes locales, armonizán
dolas con las directrices, principios y bases de la ley general de la 
materia, sin que deba replicarse ésta en dichas leyes ni se impida 
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mación Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave 
no instrumentó los mecanismos necesarios para el buen fun
cionamiento del organismo garante de la entidad federativa para 
el desarrollo de sus funciones, mediante la periódica y suficiente 
asignación de recursos económicos, en términos del artículo 
40 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública).", y "Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de inva-
lidez que surte efectos a partir de la notificación de sus puntos 
resolutivos (Invalidez del artículo 68, fracción X, de la Ley Número 
875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave)."...................................	 82

Ministro José Fernando Franco González Salas.—Acción de inconsti-
tucionalidad 143/2017.—Procuraduría General de la República. 
Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconstitu-
cionalidad. El subprocurador Jurídico y de Asuntos Internaciona
les de la Procuraduría General de la República tiene legitimación 
para promoverla ante la ausencia absoluta del titular de dicho 
órgano.", "Acción de inconstitucionalidad. Lineamientos mínimos 
requeridos para considerar que la norma general impugnada 
constituye un nuevo acto legislativo.", "Acción de inconstitucio-
nalidad. No se actualiza la causa de improcedencia por cesación 
de efectos cuando se impugna una norma de naturaleza penal 
que ha sido reformada, ante la eventual declaratoria de invalidez que 
puede surtir efectos retroactivos.", "Legislación procesal penal. 
Las Legislaturas Locales carecen de facultades para expedirla.", 
"Legislación procesal penal. La regulación de los supuestos de 
procedencia de la prisión preventiva oficiosa en una entidad 
federativa no constituye legislación complementaria necesaria 
para la implementación del Código Nacional de Procedimientos 
Penales (Invalidez del artículo 9 del Código Penal del Estado de 
Coahuila de Zaragoza).", "Legislación procesal penal. Las Legis
laturas Locales carecen de facultades para regular los supuestos 
de procedencia de la prisión preventiva oficiosa (Invalidez del ar
tículo 9 del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza).", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez que surte 
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efectos con motivo de la notificación de sus puntos resolutivos 
(Invalidez del artículo 9 del Código Penal para el Estado de Coahuila 
de Zaragoza).", "Acción de inconstitucionalidad. Los efectos de 
la declaración de invalidez de una norma deben extenderse a 
todas aquellas que contengan el mismo vicio de inconstituciona-
lidad, aun cuando se encuentren en cuerpos normativos distintos 
(Invalidez de los artículos 9 bis, 13 –publicado mediante decreto 
990 en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza– y 
13, apartado A, fracción I –publicado mediante decreto 242 en el 
mismo Periódico Oficial–, del Código Penal del Estado de Coahuila 
de Zaragoza)." y "Acción de inconstitucionalidad. La declaración 
de invalidez de una norma penal produce efectos a partir de la 
fecha en que entró en vigor, correspondiendo a los operadores 
jurídicos competentes decidir y resolver en cada caso concreto 
de acuerdo a los principios generales y disposiciones legales apli
cables en materia penal (Invalidez de los artículos 9 bis, 13 –pu-
blicado mediante decreto 990 en el Periódico Oficial del Estado 
de Coahuila de Zaragoza– y 13, apartado A, fracción I –publicado 
mediante decreto 242 en el mismo Periódico Oficial–, del Código 
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143/2017.—Procuraduría General de la República. Relativo a la 
ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. El sub-
procurador Jurídico y de Asuntos Internacionales de la Procura-
duría General de la República tiene legitimación para promover-
la ante la ausencia absoluta del titular de dicho órgano.", "Acción 
de inconstitucionalidad. Lineamientos mínimos requeridos para 
considerar que la norma general impugnada constituye un nuevo 
acto legislativo.", "Acción de inconstitucionalidad. No se actua
liza la causa de improcedencia por cesación de efectos cuando 
se impugna una norma de naturaleza penal que ha sido reformada, 
ante la eventual declaratoria de invalidez que puede surtir efec-
tos retroactivos.", "Legislación procesal penal. Las Legislaturas 
Locales carecen de facultades para expedirla.", "Legislación pro-
cesal penal. La regulación de los supuestos de procedencia de la 
prisión preventiva oficiosa en una entidad federativa no consti
tuye legislación complementaria necesaria para la implementa-
ción del Código Nacional de Procedimientos Penales (Invalidez del 
artículo 9 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza).", 
"Legislación procesal penal. Las Legislaturas Locales carecen de 
facultades para regular los supuestos de procedencia de la pri-
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sión preventiva oficiosa (Invalidez del artículo 9 del Código Penal 
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9 del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza).", 
"Acción de inconstitucionalidad. Los efectos de la declaración de 
invalidez de una norma deben extenderse a todas aquellas que 
contengan el mismo vicio de inconstitucionalidad, aun cuando 
se encuentren en cuerpos normativos distintos (Invalidez de los 
artículos 9 bis, 13 –publicado mediante decreto 990 en el Perió-
dico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza– y 13, apartado A, 
fracción I –publicado mediante decreto 242 en el mismo Periódico 
Oficial–, del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza)." 
y "Acción de inconstitucionalidad. La declaración de invalidez 
de una norma penal produce efectos a partir de la fecha en que 
entró en vigor, correspondiendo a los operadores jurídicos com-
petentes decidir y resolver en cada caso concreto de acuerdo a 
los principios generales y disposiciones legales aplicables en 
materia penal (Invalidez de los artículos 9 bis, 13 –publicado me-
diante decreto 990 en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila 
de Zaragoza– y 13, apartado A, fracción I –publicado mediante de
creto 242 en el mismo Periódico Oficial–, del Código Penal del 
Estado de Coahuila de Zaragoza)." .................................................	 132

Ministro Javier Laynez Potisek.—Acción de inconstitucionalidad 
143/2017.—Procuraduría General de la República. Relativo a la 
ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. 
El subprocurador Jurídico y de Asuntos Internacionales de la 
Procuraduría General de la República tiene legitimación para pro
moverla ante la ausencia absoluta del titular de dicho órgano.", 
"Acción de inconstitucionalidad. Lineamientos mínimos requeri-
dos para considerar que la norma general impugnada constituye 
un nuevo acto legislativo.", "Acción de inconstitucionalidad. No se 
actualiza la causa de improcedencia por cesación de efectos 
cuando se impugna una norma de naturaleza penal que ha sido 
reformada, ante la eventual declaratoria de invalidez que puede 
surtir efectos retroactivos.", "Legislación procesal penal. Las Legis
laturas Locales carecen de facultades para expedirla.", "Legislación 
procesal penal. La regulación de los supuestos de procedencia de 
la prisión preventiva oficiosa en una entidad federativa no cons-
tituye legislación complementaria necesaria para la implementa
ción del Código Nacional de Procedimientos Penales (Invalidez 
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del artículo 9 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zarago-
za).", "Legislación procesal penal. Las Legislaturas Locales care-
cen de facultades para regular los supuestos de procedencia de 
la prisión preventiva oficiosa (Invalidez del artículo 9 del Código 
Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza).", "Acción de in-
constitucionalidad. Sentencia de invalidez que surte efectos con 
motivo de la notificación de sus puntos resolutivos (Invalidez del 
artículo 9 del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zara-
goza).", "Acción de inconstitucionalidad. Los efectos de la decla
ración de invalidez de una norma deben extenderse a todas 
aquellas que contengan el mismo vicio de inconstitucionalidad, 
aun cuando se encuentren en cuerpos normativos distintos (In-
validez de los artículos 9 bis, 13 –publicado mediante decreto 
990 en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza– 
y 13, apartado A, fracción I –publicado mediante decreto 242 en 
el mismo Periódico Oficial–, del Código Penal del Estado de 
Coahuila de Zaragoza)." y "Acción de inconstitucionalidad. La 
declaración de invalidez de una norma penal produce efectos a 
partir de la fecha en que entró en vigor, correspondiendo a los 
operadores jurídicos competentes decidir y resolver en cada caso 
concreto de acuerdo a los principios generales y disposiciones 
legales aplicables en materia penal (Invalidez de los artículos 9 
bis, 13 –publicado mediante decreto 990 en el Periódico Oficial 
del Estado de Coahuila de Zaragoza– y 13, apartado A, fracción I 
–publicado mediante decreto 242 en el mismo Periódico Oficial–, 
del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza)." .............	 146

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.—Acción de in
constitucionalidad 27/2019.—Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de 
inconstitucionalidad. La Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos tiene legitimación para promoverla cuando considere que 
una norma general viola derechos humanos.", "Acción de incons
titucionalidad. La legitimación del Instituto Nacional de Transpa-
rencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Persona-
les no excluye a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
para promover aquélla por una violación al derecho humano de 
acceso a la información.", "Acceso a la información. Sus dimen-
siones individual y social, y su relación con el principio de gra
tuidad.", "Transparencia y acceso a la información pública. Cuotas 
excesivas y desproporcionadas por la reproducción de la infor-
mación pública en disco compacto que no atienden a los costos 
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de los materiales utilizados y, por ende, vulneran el principio de 
gratuidad de este derecho (Invalidez de los artículos 23, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Teopantlán; 23, frac-
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepanco de López; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepango 
de Rodríguez; 22, fracción III, de la Ley de Ingresos del Munici
pio de Tepeyahualco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tepeyahualco de Cuauhtémoc; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Teteles de Ávila Castillo; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tianguisma-
nalco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tilapa; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlacotepec 
de Benito Juárez; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Muni-
cipio de Tlachichuca; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tlahuapan; 24, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tlaltenango; 23, fracción III, de la Ley de In
gresos del Municipio de Tlanepantla; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tlaola; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tlapanalá; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Tlaxco; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tochimilco; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Totoltepec de Guerrero; 24, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Venustiano Carranza; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Vicente 
Guerrero; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Xicotlán; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Xochiltepec; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Zacapala; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Zapotitlán; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Zapotitlán de Méndez; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Zinacatepec; y 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Zoquitlán; todas del Estado de Puebla para el 
Ejercicio Fiscal del año 2019).", "Acceso a la información. El legis-
lador tiene la carga de demostrar que el cobro que establece 
por la entrega de información en determinado medio, atiende 
únicamente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada 
(Invalidez de los artículos 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Teopantlán; 23, fracción III, de la Ley de Ingre-
sos del Municipio de Tepanco de López; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Tepango de Rodríguez; 22, frac
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepeyahualco; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepeyahualco 
de Cuauhtémoc; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Muni-
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cipio de Teteles de Ávila Castillo; 23, fracción III, de la Ley de In-
gresos del Municipio de Tianguismanalco; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tilapa; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Tlacotepec de Benito Juárez; 23, frac
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlachichuca; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlahuapan; 
24, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlaltenan-
go; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tla
nepantla; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tlaola; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlapa
nalá; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlaxco; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tochimil-
co; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Totoltepec 
de Guerrero; 24, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Venustiano Carranza; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Vicente Guerrero; 23, fracción III, de la Ley de Ingre-
sos del Municipio de Xicotlán; 23, fracción III, de la Ley de In
gresos del Municipio de Xochiltepec; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Zacapala; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Zapotitlán; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Zapotitlán de Méndez; 23, fracción III, 
de la Ley de Ingresos del Municipio de Zinacatepec; y 23, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquitlán; todas del 
Estado de Puebla para el Ejercicio Fiscal del año 2019).", "Acción 
de inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez que surte efec
tos con motivo de la notificación de sus puntos resolutivos (Inva-
lidez de los artículos 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Teopantlán; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tepanco de López; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tepango de Rodríguez; 22, fracción III, 
de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepeyahualco; 23, frac
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepeyahualco de 
Cuauhtémoc; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Teteles de Ávila Castillo; 23, fracción III, de la Ley de Ingre
sos del Municipio de Tianguismanalco; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Tilapa; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tlacotepec de Benito Juárez; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlachichuca; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlahua
pan; 24, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlal-
tenango; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tlanepantla; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tlaola; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
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Tlapanalá; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tlaxco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tochimilco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Totoltepec de Guerrero; 24, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Venustiano Carranza; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Vicente Guerrero; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Xicotlán; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Xochiltepec; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Zacapala; 23, fracción III, de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán; 23, fracción III, 
de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán de Méndez; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zinacatepec; y 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquitlán; 
todas del Estado de Puebla para el Ejercicio Fiscal del año 
2019)." y "Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez 
que vincula a un Congreso Local para que no incurra en el mismo 
vicio de constitucionalidad el próximo año fiscal (Invalidez de los 
artículos 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Teopantlán; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tepanco de López; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tepango de Rodríguez; 22, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tepeyahualco; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tepeyahualco de Cuauhtémoc; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Teteles de 
Ávila Castillo; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tianguismanalco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Muni
cipio de Tilapa; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Munici-
pio de Tlacotepec de Benito Juárez; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tlachichuca; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Tlahuapan; 24, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tlaltenango; 23, fracción III, de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Tlanepantla; 23, fracción III, 
de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlaola; 23, fracción III, de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Tlapanalá; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tlaxco; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Tochimilco; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Totoltepec de Guerrero; 24, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Venustiano 
Carranza; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Vicente Guerrero; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Mu
nicipio de Xicotlán; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Xochiltepec; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Zacapala; 23, fracción III, de la Ley de Ingre
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sos del Municipio de Zapotitlán; 23, fracción III, de la Ley de In-
gresos del Municipio de Zapotitlán de Méndez; 23, fracción III, de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Zinacatepec; y 23, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquitlán; todas del 
Estado de Puebla para el Ejercicio Fiscal del año 2019)."  ............	 193

Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.—Acción de inconstituciona
lidad 23/2019.—Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconsti
tucionalidad. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
tiene legitimación para promoverla cuando considere que una 
norma general viola derechos humanos.", "Acción de inconstitu-
cionalidad. Lineamientos mínimos requeridos para considerar 
que la norma general impugnada constituye un nuevo acto legis-
lativo [Artículos 12, en la porción normativa que indica ‘Registro 
de nacimiento extemporáneo (...) 1.5’, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Minatitlán, y 20, fracción II, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tuxpan, ambas del Estado de Veracruz de Igna-
cio de la Llave, correspondientes al ejercicio fiscal del año 2019].", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sobreseimiento por cesación 
de efectos al concluir la vigencia de la norma impugnada, al haber 
sido reformada por un nuevo acto legislativo [Artículos 12, en la 
porción normativa que indica ‘Registro de nacimiento extem
poráneo (...) 1.5’, de la Ley de Ingresos del Municipio de Minat
itlán, y 20, fracción II, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tuxpan, ambas del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 
correspondientes al ejercicio fiscal del año 2019].", "Gratuidad 
de la inscripción en el registro civil y de la primera copia certifi-
cada del acta de nacimiento. El Congreso Local, al eliminar las 
cuotas de cobro para el registro de nacimiento previstas en las dis
posiciones que remiten a las normas impugnadas, cumple con 
este principio (Artículos 4 de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Cosoleacaque, en relación con el artículo 245, fracción II, del 
código hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Munici-
pio de Córdoba, en relación con el artículo 246, fracción II, del 
código hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Coatepec, en relación con el artículo 247, fracción II, del código 
hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Coatzacoalcos, en relación con el artículo 245, fracción II, del có
digo hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tierra Blanca, en relación con el artículo 246, fracción II, del 
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código hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Munici-
pio de Medellín de Bravo, en relación con el artículo 246, fracción 
II, del código hacendario municipal; y 4 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Veracruz, en relación con el artículo 245, fracción II, 
del código hacendario municipal; todos del Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave, correspondientes al ejercicio fiscal del año 
2019)." y "Acción de inconstitucionalidad. No se actualiza la impro
cedencia por cesación de efectos cuando las normas impugna-
das remiten a otras diversas que han sido reformadas (Artículos 
4 de la Ley de Ingresos del Municipio de Cosoleacaque, en relación 
con el artículo 245, fracción II, del código hacendario municipal; 
4 de la Ley de Ingresos del Municipio de Córdoba, en relación con 
el artículo 246, fracción II, del código hacendario municipal; 4 
de la Ley de Ingresos del Municipio de Coatepec, en relación con el 
artículo 247, fracción II, del código hacendario municipal; 4 de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Coatzacoalcos, en relación 
con el artículo 245, fracción II, del código hacendario munici
pal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio de Tierra Blanca, en 
relación con el artículo 246, fracción II, del código hacendario 
municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio de Medellín de 
Bravo, en relación con el artículo 246, fracción II, del código hacen
dario municipal; y 4 de la Ley de Ingresos del Municipio de Veracruz, 
en relación con el artículo 245, fracción II, del código hacendario 
municipal; todos del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 
correspondientes al ejercicio fiscal del año 2019)." ......................	 219

Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.—Acción de inconstituciona
lidad 23/2019.—Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconsti
tucionalidad. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
tiene legitimación para promoverla cuando considere que una 
norma general viola derechos humanos.", "Acción de inconstitu-
cionalidad. Lineamientos mínimos requeridos para considerar que 
la norma general impugnada constituye un nuevo acto legisla
tivo [Artículos 12, en la porción normativa que indica ‘Registro 
de nacimiento extemporáneo (...) 1.5’, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Minatitlán, y 20, fracción II, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tuxpan, ambas del Estado de Veracruz de Ig
nacio de la Llave, correspondientes al ejercicio fiscal del año 
2019].", "Acción de inconstitucionalidad. Sobreseimiento por 
cesación de efectos al concluir la vigencia de la norma impug
nada, al haber sido reformada por un nuevo acto legislativo 
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[Artículos 12, en la porción normativa que indica ‘Registro de 
nacimiento extemporáneo (...) 1.5’, de la Ley de Ingresos del Mu-
nicipio de Minatitlán, y 20, fracción II, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tuxpan, ambas del Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave, correspondientes al ejercicio fiscal del año 2019].", "Gra
tuidad de la inscripción en el registro civil y de la primera copia 
certificada del acta de nacimiento. El Congreso Local, al eliminar 
las cuotas de cobro para el registro de nacimiento previstas en las 
disposiciones que remiten a las normas impugnadas, cumple 
con este principio (Artículos 4 de la Ley de Ingresos del Munici-
pio de Cosoleacaque, en relación con el artículo 245, fracción II, 
del código hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Córdoba, en relación con el artículo 246, fracción 
II, del código hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Muni
cipio de Coatepec, en relación con el artículo 247, fracción II, del 
código hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Muni
cipio de Coatzacoalcos, en relación con el artículo 245, fracción 
II, del código hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tierra Blanca, en relación con el artículo 246, frac-
ción II, del código hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Medellín de Bravo, en relación con el artículo 
246, fracción II, del código hacendario municipal; y 4 de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Veracruz, en relación con el artículo 
245, fracción II, del código hacendario municipal; todos del Es
tado de Veracruz de Ignacio de la Llave, correspondientes al 
ejercicio fiscal del año 2019)." y "Acción de inconstitucionalidad. 
No se actualiza la improcedencia por cesación de efectos cuando 
las normas impugnadas remiten a otras diversas que han sido 
reformadas (Artículos 4 de la Ley de Ingresos del Municipio de Coso
leacaque, en relación con el artículo 245, fracción II, del código 
hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Córdoba, en relación con el artículo 246, fracción II, del código 
hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio de Coa
tepec, en relación con el artículo 247, fracción II, del código hacen
dario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio de Coatza-
coalcos, en relación con el artículo 245, fracción II, del código 
hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tierra Blanca, en relación con el artículo 246, fracción II, del có-
digo hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Medellín de Bravo, en relación con el artículo 246, fracción 
II, del código hacendario municipal; y 4 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Veracruz, en relación con el artículo 245, frac
ción II, del código hacendario municipal; todos del Estado de 
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Veracruz de Ignacio de la Llave, correspondientes al ejercicio fis-
cal del año 2019)." .............................................................................	 220

Ministro José Fernando Franco González Salas.—Acción de incons
titucionalidad 30/2017.—Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de 
inconstitucionalidad. La Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos tiene legitimación para promoverla cuando considere que 
una norma general viola derechos humanos.", "Acción de in-
constitucionalidad. No se actualiza la causa de improcedencia 
por cesación de efectos cuando se impugna una norma de natu-
raleza penal que ha sido reformada, ante la eventual declaratoria 
de invalidez que puede surtir efectos retroactivos.", "Acción de 
inconstitucionalidad. No se actualiza el sobreseimiento por ce-
sación de efectos cuando se impugna una norma procedimental 
penal que ha sido derogada pero afecta aspectos de derechos 
sustantivos.", "Legislación procesal penal. Las legislaturas locales 
carecen de facultades para expedirla.", "Legislación procesal penal. 
Las Legislaturas Locales carecen de facultades para regular los 
supuestos de procedencia de la prisión preventiva oficiosa (Inva-
lidez del artículo 22 del Código Penal para el Estado de Tamauli-
pas).", "Legislación procesal penal. La regulación de los supuestos 
de procedencia de la prisión preventiva oficiosa en una entidad 
federativa no constituye legislación complementaria necesaria 
para la implementación del Código Nacional de Procedimientos 
Penales (Invalidez del artículo 22 del Código Penal para el Es
tado de Tamaulipas).", "Acción de inconstitucionalidad. La decla-
ración de invalidez de una norma penal produce efectos a partir 
de la fecha en que entró en vigor, correspondiendo a los opera-
dores jurídicos competentes decidir y resolver en cada caso 
concreto de acuerdo a los principios generales y disposiciones 
legales aplicables en materia penal (Invalidez del artículo 22 
del Código Penal para el Estado de Tamaulipas)." y "Acción de 
inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez que surte efectos con 
motivo de la notificación de sus puntos resolutivos (Invalidez del 
artículo 22 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas)." .....	 258

Ministro Luis María Aguilar Morales.—Acción de inconstitucionalidad 
30/2017.—Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Rela
tivo a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconstitucio
nalidad. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tiene 
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legitimación para promoverla cuando considere que una norma 
general viola derechos humanos.", "Acción de inconstitucionali-
dad. No se actualiza la causa de improcedencia por cesación 
de efectos cuando se impugna una norma de naturaleza penal 
que ha sido reformada, ante la eventual declaratoria de inva
lidez que puede surtir efectos retroactivos.", "Acción de inconsti-
tucionalidad. No se actualiza el sobreseimiento por cesación de 
efectos cuando se impugna una norma procedimental penal que 
ha sido derogada pero afecta aspectos de derechos sustantivos.", 
"Legislación procesal penal. Las legislaturas locales carecen de 
facultades para expedirla.", "Legislación procesal penal. Las Legis
laturas Locales carecen de facultades para regular los supues-
tos de procedencia de la prisión preventiva oficiosa (Invalidez 
del artículo 22 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas).", 
"Legislación procesal penal. La regulación de los supuestos de 
procedencia de la prisión preventiva oficiosa en una entidad fe-
derativa no constituye legislación complementaria necesaria para 
la implementación del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(Invalidez del artículo 22 del Código Penal para el Estado de Tamau
lipas).", "Acción de inconstitucionalidad. La declaración de inva-
lidez de una norma penal produce efectos a partir de la fecha en 
que entró en vigor, correspondiendo a los operadores jurídicos 
competentes decidir y resolver en cada caso concreto de acuerdo 
a los principios generales y disposiciones legales aplicables en 
materia penal (Invalidez del artículo 22 del Código Penal para el 
Estado de Tamaulipas)." y "Acción de inconstitucionalidad. Sen-
tencia de invalidez que surte efectos con motivo de la notificación 
de sus puntos resolutivos (Invalidez del artículo 22 del Código 
Penal para el Estado de Tamaulipas)." ............................................	 262

Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.—Acción de inconstituciona
lidad 30/2017.—Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconstitu-
cionalidad. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tiene 
legitimación para promoverla cuando considere que una norma 
general viola derechos humanos.", "Acción de inconstitucionali-
dad. No se actualiza la causa de improcedencia por cesación de 
efectos cuando se impugna una norma de naturaleza penal que ha 
sido reformada, ante la eventual declaratoria de invalidez que 
puede surtir efectos retroactivos.", "Acción de inconstituciona
lidad. No se actualiza el sobreseimiento por cesación de efectos 
cuando se impugna una norma procedimental penal que ha sido 
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derogada pero afecta aspectos de derechos sustantivos.", "Legis-
lación procesal penal. Las legislaturas locales carecen de faculta
des para expedirla.", "Legislación procesal penal. Las Legislaturas 
Locales carecen de facultades para regular los supuestos de pro
cedencia de la prisión preventiva oficiosa (Invalidez del artículo 
22 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas).", "Legislación 
procesal penal. La regulación de los supuestos de procedencia de 
la prisión preventiva oficiosa en una entidad federativa no cons-
tituye legislación complementaria necesaria para la implemen-
tación del Código Nacional de Procedimientos Penales (Invalidez 
del artículo 22 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas).", 
"Acción de inconstitucionalidad. La declaración de invalidez de una 
norma penal produce efectos a partir de la fecha en que entró en 
vigor, correspondiendo a los operadores jurídicos competentes 
decidir y resolver en cada caso concreto de acuerdo a los princi-
pios generales y disposiciones legales aplicables en materia 
penal (Invalidez del artículo 22 del Código Penal para el Estado 
de Tamaulipas)." y "Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de 
invalidez que surte efectos con motivo de la notificación de sus 
puntos resolutivos (Invalidez del artículo 22 del Código Penal para 
el Estado de Tamaulipas)." ...............................................................	 263

Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.—Acción de inconstitucionali-
dad 103/2016.—Comisión Estatal de los Derechos Humanos de 
Michoacán de Ocampo. Relativo a la ejecutoria de temas sínte-
sis: "Acción de inconstitucionalidad. La legitimación de la Comisión 
Estatal de los Derechos Humanos para promoverla está supedi-
tada a que haga valer violaciones a derechos humanos.", "Proceso 
legislativo en el Estado de Michoacán de Ocampo. Contexto nor-
mativo que lo rige.", "Procedimiento legislativo. El que dio origen 
a la norma impugnada no vulnera los principios de debido pro
ceso, legalidad, y seguridad jurídica, democracia representativa 
y deliberación parlamentaria (Decreto Número 153 por el que se 
reformó el artículo 94, párrafo segundo, de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, publicado 
en el Periódico Oficial de dicha entidad el veinticuatro de octubre 
de dos mil dieciséis).", "Principio de progresividad de los derechos 
humanos. Alcances y dimensiones en el marco constitucional 
en materia de derechos humanos.", "Principio de progresividad 
de los derechos humanos. En materia de derechos humanos el 
Estado Mexicano puede excepcionalmente incurrir en la adopción 
de medidas regresivas siempre y cuando tengan como finalidad 
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esencial incrementar el grado de tutela de un derecho humano y 
generar un equilibrio razonable entre los derechos fundamen
tales en juego, sin afectar de manera desmedida la eficacia de 
alguno de ellos.", "Pena inusitada. Su acepción constitucional.", 
"Principio de proporcionalidad de las penas. En términos del ar-
tículo 22 constitucional, la gravedad de la pena debe ser propor-
cional a la del hecho antijurídico y a la del grado de afectación al 
bien jurídico protegido, de manera que las penas más graves deben 
dirigirse a los tipos penales que protegen los bienes jurídicos 
más importantes.", "Proporcionalidad de las penas y proporcio-
nalidad en materia de derechos humanos. La primera está rela-
cionada con la penalidad en abstracto, mientras que la segunda 
puede vincularse con la individualización en el caso concreto.", 
"Reinserción social. Alcances de este principio establecido en 
el artículo 18, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.", "Pena de prisión máxima. El incre-
mento hasta en cincuenta años de la pena de prisión para los 
delitos del fuero común en el Estado de Michoacán y que podrá 
contemplarse como máxima para delitos calificados como graves 
por la ley aplicable y, también, en el caso de concursos, no con-
traviene el principio de progresividad en su vertiente de no regre-
sividad. (Decreto Número 153 por el que se reformó el artículo 
94, párrafo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Michoacán de Ocampo, publicado en el Periódico 
Oficial de dicha entidad el veinticuatro de octubre de dos mil 
dieciséis).", "Pena de prisión máxima. Al no prever un tipo penal 
sino el establecimiento de un plazo máximo de las penas priva
tivas de la libertad, no puede analizarse si éste resulta excesivo 
o desproporcionado, incluso carente de razonabilidad, ya que para 
ello es necesario examinar las leyes que prevén los tipos penales 
en los que se pudiera haber considerado como plazo máximo de la 
pena privativa de la libertad el contenido en la reforma de la Cons
titución Local (Artículo 94, párrafo segundo, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo)." 
y "Pena de prisión máxima. Su incremento hasta en cincuenta 
años no contraviene los principios del nuevo sistema de jus
ticia penal acusatorio y oral (Artículo 94, párrafo segundo, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán 
de Ocampo)." ....................................................................................	 312

Ministro Luis María Aguilar Morales.—Acción de inconstitucionalidad 
103/2016.—Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Mi-
choacán de Ocampo. Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: 
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"Acción de inconstitucionalidad. La legitimación de la Comisión 
Estatal de los Derechos Humanos para promoverla está supedi-
tada a que haga valer violaciones a derechos humanos.", "Pro
ceso legislativo en el Estado de Michoacán de Ocampo. Contexto 
normativo que lo rige.", "Procedimiento legislativo. El que dio ori-
gen a la norma impugnada no vulnera los principios de debido 
proceso, legalidad, y seguridad jurídica, democracia representa-
tiva y deliberación parlamentaria (Decreto Número 153 por el que 
se reformó el artículo 94, párrafo segundo, de la Constitución Polí
tica del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, pu-
blicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el veinticuatro 
de octubre de dos mil dieciséis).", "Principio de progresividad de 
los derechos humanos. Alcances y dimensiones en el marco 
constitucional en materia de derechos humanos.", "Principio de 
progresividad de los derechos humanos. En materia de derechos 
humanos el Estado Mexicano puede excepcionalmente incurrir 
en la adopción de medidas regresivas siempre y cuando tengan 
como finalidad esencial incrementar el grado de tutela de un 
derecho humano y generar un equilibrio razonable entre los dere
chos fundamentales en juego, sin afectar de manera desmedida 
la eficacia de alguno de ellos.", "Pena inusitada. Su acepción cons
titucional.", "Principio de proporcionalidad de las penas. En tér-
minos del artículo 22 constitucional, la gravedad de la pena debe 
ser proporcional a la del hecho antijurídico y a la del grado de 
afectación al bien jurídico protegido, de manera que las penas 
más graves deben dirigirse a los tipos penales que protegen los 
bienes jurídicos más importantes.", "Proporcionalidad de las penas 
y proporcionalidad en materia de derechos humanos. La primera 
está relacionada con la penalidad en abstracto, mientras que la 
segunda puede vincularse con la individualización en el caso con
creto.", "Reinserción social. Alcances de este principio establecido 
en el artículo 18, párrafo segundo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos.", "Pena de prisión máxima. El in-
cremento hasta en cincuenta años de la pena de prisión para los 
delitos del fuero común en el Estado de Michoacán y que podrá 
contemplarse como máxima para delitos calificados como graves 
por la ley aplicable y, también, en el caso de concursos, no con-
traviene el principio de progresividad en su vertiente de no regre-
sividad. (Decreto Número 153 por el que se reformó el artículo 
94, párrafo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Michoacán de Ocampo, publicado en el Periódico 
Oficial de dicha entidad el veinticuatro de octubre de dos mil 
dieciséis).", "Pena de prisión máxima. Al no prever un tipo penal 
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sino el establecimiento de un plazo máximo de las penas priva
tivas de la libertad, no puede analizarse si éste resulta excesivo 
o desproporcionado, incluso carente de razonabilidad, ya que para 
ello es necesario examinar las leyes que prevén los tipos penales 
en los que se pudiera haber considerado como plazo máximo 
de la pena privativa de la libertad el contenido en la reforma de la 
Constitución Local (Artículo 94, párrafo segundo, de la Consti
tución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo)." y "Pena de prisión máxima. Su incremento hasta en 
cincuenta años no contraviene los principios del nuevo sistema 
de justicia penal acusatorio y oral (Artículo 94, párrafo se
gundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Michoacán de Ocampo)." ................................................................	 316

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.—Acción de incons-
titucionalidad 103/2016.—Comisión Estatal de los Derechos Hu-
manos de Michoacán de Ocampo. Relativo a la ejecutoria de temas 
síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. La legitimación de la 
Comisión Estatal de los Derechos Humanos para promoverla está 
supeditada a que haga valer violaciones a derechos humanos.", 
"Proceso legislativo en el Estado de Michoacán de Ocampo. Con-
texto normativo que lo rige.", "Procedimiento legislativo. El que dio 
origen a la norma impugnada no vulnera los principios de debido 
proceso, legalidad, y seguridad jurídica, democracia representa-
tiva y deliberación parlamentaria (Decreto Número 153 por el que 
se reformó el artículo 94, párrafo segundo, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, 
publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el veinticua
tro de octubre de dos mil dieciséis).", "Principio de progresividad 
de los derechos humanos. Alcances y dimensiones en el marco 
constitucional en materia de derechos humanos.", "Principio de 
progresividad de los derechos humanos. En materia de derechos 
humanos el Estado Mexicano puede excepcionalmente incurrir 
en la adopción de medidas regresivas siempre y cuando tengan 
como finalidad esencial incrementar el grado de tutela de un 
derecho humano y generar un equilibrio razonable entre los dere
chos fundamentales en juego, sin afectar de manera desmedida 
la eficacia de alguno de ellos.", "Pena inusitada. Su acepción cons
titucional.", "Principio de proporcionalidad de las penas. En tér-
minos del artículo 22 constitucional, la gravedad de la pena debe 
ser proporcional a la del hecho antijurídico y a la del grado de afec
tación al bien jurídico protegido, de manera que las penas más 
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graves deben dirigirse a los tipos penales que protegen los bie-
nes jurídicos más importantes.", "Proporcionalidad de las penas 
y proporcionalidad en materia de derechos humanos. La primera 
está relacionada con la penalidad en abstracto, mientras que la 
segunda puede vincularse con la individualización en el caso con
creto.", "Reinserción social. Alcances de este principio estable
cido en el artículo 18, párrafo segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.", "Pena de prisión máxima. 
El incremento hasta en cincuenta años de la pena de prisión 
para los delitos del fuero común en el Estado de Michoacán y 
que podrá contemplarse como máxima para delitos calificados 
como graves por la ley aplicable y, también, en el caso de con
cursos, no contraviene el principio de progresividad en su ver-
tiente de no regresividad. (Decreto Número 153 por el que se re-
formó el artículo 94, párrafo segundo, de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, publicado 
en el Periódico Oficial de dicha entidad el veinticuatro de octubre 
de dos mil dieciséis).", "Pena de prisión máxima. Al no prever un 
tipo penal sino el establecimiento de un plazo máximo de las 
penas privativas de la libertad, no puede analizarse si éste resulta 
excesivo o desproporcionado, incluso carente de razonabilidad, 
ya que para ello es necesario examinar las leyes que prevén los 
tipos penales en los que se pudiera haber considerado como 
plazo máximo de la pena privativa de la libertad el contenido en 
la reforma de la Constitución Local (Artículo 94, párrafo segundo, 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoa
cán de Ocampo)." y "Pena de prisión máxima. Su incremento 
hasta en cincuenta años no contraviene los principios del nuevo 
sistema de justicia penal acusatorio y oral (Artículo 94, párrafo 
segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Michoacán de Ocampo)." ................................................................	 320

Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.—Acción de inconstitucionali-
dad 103/2016.—Comisión Estatal de los Derechos Humanos de 
Michoacán de Ocampo. Relativo a la ejecutoria de temas sínte-
sis: "Acción de inconstitucionalidad. La legitimación de la Co
misión Estatal de los Derechos Humanos para promoverla está 
supeditada a que haga valer violaciones a derechos humanos.", 
"Proceso legislativo en el Estado de Michoacán de Ocampo. Con-
texto normativo que lo rige.", "Procedimiento legislativo. El que dio 
origen a la norma impugnada no vulnera los principios de debido 
proceso, legalidad, y seguridad jurídica, democracia representa-
tiva y deliberación parlamentaria (Decreto Número 153 por el que 
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se reformó el artículo 94, párrafo segundo, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, 
publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el veinticuatro 
de octubre de dos mil dieciséis).", "Principio de progresividad de 
los derechos humanos. Alcances y dimensiones en el marco 
constitucional en materia de derechos humanos.", "Principio de 
progresividad de los derechos humanos. En materia de derechos 
humanos el Estado Mexicano puede excepcionalmente incurrir 
en la adopción de medidas regresivas siempre y cuando tengan 
como finalidad esencial incrementar el grado de tutela de un 
derecho humano y generar un equilibrio razonable entre los dere
chos fundamentales en juego, sin afectar de manera desmedida 
la eficacia de alguno de ellos.", "Pena inusitada. Su acepción 
constitucional.", "Principio de proporcionalidad de las penas. 
En términos del artículo 22 constitucional, la gravedad de la 
pena debe ser proporcional a la del hecho antijurídico y a la del 
grado de afectación al bien jurídico protegido, de manera que 
las penas más graves deben dirigirse a los tipos penales que pro
tegen los bienes jurídicos más importantes.", "Proporcionalidad de 
las penas y proporcionalidad en materia de derechos humanos. 
La primera está relacionada con la penalidad en abstracto, mien-
tras que la segunda puede vincularse con la individualización 
en el caso concreto.", "Reinserción social. Alcances de este prin-
cipio establecido en el artículo 18, párrafo segundo, de la Cons
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.", "Pena de 
prisión máxima. El incremento hasta en cincuenta años de la 
pena de prisión para los delitos del fuero común en el Estado de 
Michoacán y que podrá contemplarse como máxima para delitos 
calificados como graves por la ley aplicable y, también, en el caso 
de concursos, no contraviene el principio de progresividad en 
su vertiente de no regresividad. (Decreto Número 153 por el que se 
reformó el artículo 94, párrafo segundo, de la Constitución Polí
tica del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, 
publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el veinticuatro 
de octubre de dos mil dieciséis).", "Pena de prisión máxima. Al no 
prever un tipo penal sino el establecimiento de un plazo máximo 
de las penas privativas de la libertad, no puede analizarse si éste 
resulta excesivo o desproporcionado, incluso carente de razonabi
lidad, ya que para ello es necesario examinar las leyes que pre-
vén los tipos penales en los que se pudiera haber considerado 
como plazo máximo de la pena privativa de la libertad el conte
nido en la reforma de la Constitución Local (Artículo 94, párrafo 
segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
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de Michoacán de Ocampo)." y "Pena de prisión máxima. Su incre
mento hasta en cincuenta años no contraviene los principios del 
nuevo sistema de justicia penal acusatorio y oral (Artículo 94, 
párrafo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Michoacán de Ocampo)." ..........................................	 322

Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.—Acción de inconstituciona
lidad 68/2016.—Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Morelos. Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de 
inconstitucionalidad. La legitimación de las comisiones de dere-
chos humanos de los Estados se surte cuando en su demanda 
aduzcan una violación a derechos humanos.", "Acción de incons
titucionalidad. Es procedente para impugnar Constituciones 
Locales, al ser éstas normas de carácter general y estar subordi-
nadas a la Constitución Federal.", "Acción de inconstitucionali-
dad. La impugnación de cualquier mecanismo de participación 
ciudadana debe entenderse referida en forma general, con inde-
pendencia de la denominación, alusión o referencia específica 
a alguno de éstos (Artículo 23, fracción V, párrafo octavo, de la 
Constitución Política del Estado de Morelos).", "Acción de inconsti
tucionalidad. El cómputo del plazo para la promovida por un ór-
gano del Estado de Morelos debe atender a la publicación de la 
norma impugnada en el Periódico Oficial de esa entidad, por 
tratarse del medio de difusión al cual se refiere la Constitución 
Local (Artículos 19 Bis, párrafo primero, 23, fracción V, párrafos 
octavo y noveno y 40, fracción LIV, de la Constitución Política del 
Estado de Morelos).", "Acción de inconstitucionalidad. Sobre
seimiento por extemporaneidad derivado de la impugnación de 
una norma reformada en diverso decreto anterior (Artículo 147, 
fracción II, de la Constitución Política del Estado de Morelos).", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sobreseimiento por cesación de 
efectos al concluir la vigencia de la norma impugnada, al haber 
sido reformada por un nuevo acto legislativo (Artículos 19 Bis, 
párrafo primero, y 23, fracción V, párrafos octavo y noveno, de la 
Constitución Política del Estado de Morelos).", "Procedimiento 
legislativo. Principios que rigen el ejercicio de la evaluación del 
potencial invalidatorio de las irregularidades acontecidas en aquél 
(Procedimiento legislativo del Decreto Número 758, por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Cons
titución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos en mate-
ria de participación ciudadana).", "Procedimiento legislativo del 
Estado de Morelos. Fases que lo componen.", "Procedimiento 
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legislativo del Estado de Morelos. Validez del que culminó con 
la reforma de diversas disposiciones de la Constitución Política 
de dicha entidad federativa en materia de participación ciuda
dana (Procedimiento legislativo del Decreto Número 758, por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 
en materia de participación ciudadana).", "Mecanismos de par
ticipación ciudadana en el Estado de Morelos. La facultad del 
Congreso Local para solicitar al Instituto Morelense de Procesos 
Electorales y Participación Ciudadana su realización y desarro-
llo, no viola la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (Artículo 40, fracción LIV, de la Constitución Política del 
Estado de Morelos).", "Mecanismos de participación ciudadana. 
No existe una regla en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos que establezca que aquéllos sólo podrán ser 
ejercidos en forma directa por la ciudadanía y ante consejos 
ciudadanos.", "Mecanismos de participación ciudadana en el 
Estado de Morelos. El hecho de que la solicitud respectiva, por 
parte del Congreso Local, se realice ante el Instituto Morelense 
de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, y no ante los 
anteriores Consejo Estatal de Participación Ciudadana y Orga-
nismo Público Electoral de Morelos, no es contrario a lo previsto 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(Artículo 40, fracción LIV, de la Constitución Política del Estado 
de Morelos).", "Mecanismos de participación ciudadana en el Es-
tado de Morelos. El hecho de que la calificación de su proce
dencia o improcedencia corra a cargo de los organismos públicos 
locales electorales, no hace nugatorio el derecho de la ciudadanía 
para evaluar el desempeño de las autoridades y participar en la 
toma de decisiones a través de aquéllos (Artículo 40, fracción 
LIV, de la Constitución Política del Estado de Morelos).", "Mecanis
mos de participación ciudadana en el Estado de Morelos. No existe 
obligación constitucional para que las entidades federativas im-
plementen alguno en específico, salvo la iniciativa ciudadana, por 
estar expresamente prevista en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos).", "Mecanismos de participación ciu-
dadana. Las entidades federativas tienen libertad configurativa para 
regular aquella materia, conforme a las reglas y procedimientos 
que consideren adecuados.", "Mecanismos de participación ciu-
dadana en el Estado de Morelos. La extinción del Consejo de 
Participación Ciudadana y el otorgamiento de facultades al Con-
greso de ese Estado para iniciar aquéllos, son actos que se realizan 
en ejercicio de su libertad de configuración (Artículo 40, fracción 
LIV, de la Constitución Política del Estado de Morelos)." ..............	 405
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Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.—Acción de inconstituciona
lidad 63/2018 y su acumulada 64/2018.—Procuraduría General 
de la República y Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconstitu-
cionalidad. Legitimación de la Procuraduría General de la Repú-
blica para promoverla en tanto no se emita la declaratoria de 
entrada en vigor de la autonomía constitucional de la Fiscalía 
General de la República.", "Acción de inconstitucionalidad. El sub
procurador jurídico y de asuntos internacionales de la Procura-
duría General de la República tiene legitimación para promover-
la ante la ausencia absoluta del titular de dicho órgano.", "Acción 
de inconstitucionalidad. La Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos tiene legitimación para promoverla cuando considere 
que una norma general viola derechos humanos.", "Legislación 
procesal penal. Las legislaturas locales carecen de facultades para 
expedirla.", "Legislación procesal penal. Las legislaturas locales 
carecen de facultades para regular los supuestos de procedencia 
de la prisión preventiva oficiosa (Invalidez del artículo 75-A, frac-
ciones XII y XIII, del Código Penal del Estado de Aguascalientes).", 
"Legislación procesal penal. La regulación de los supuestos de 
procedencia de la prisión preventiva oficiosa en una entidad fe-
derativa no constituye legislación complementaria necesaria para 
la implementación del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(Invalidez del artículo 75-A, fracciones XII y XIII, del Código Penal 
del Estado de Aguascalientes).", "Acción de inconstitucionalidad. 
La declaración de invalidez de una norma penal produce efectos 
a partir de la fecha en que entró en vigor, correspondiendo a los 
operadores jurídicos competentes decidir y resolver en cada caso 
concreto de acuerdo a los principios generales y disposiciones 
legales aplicables en materia penal (Invalidez del artículo 75-A, 
fracciones XII y XIII, del Código Penal del Estado de Aguascalien-
tes)." y "Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez 
que surte efectos con motivo de la notificación de sus puntos 
resolutivos (Invalidez del artículo 75-A, fracciones XII y XIII, del 
Código Penal del Estado de Aguascalientes)." ..............................	 458

Ministro José Fernando Franco González Salas.—Acción de inconsti-
tucionalidad 63/2018 y su acumulada 64/2018.—Procuraduría 
General de la República y Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de 
inconstitucionalidad. Legitimación de la Procuraduría General 
de la República para promoverla en tanto no se emita la declara-



2922

Pág.

ENERO 2020

toria de entrada en vigor de la autonomía constitucional de la 
Fiscalía General de la República.", "Acción de inconstitucionali-
dad. El subprocurador Jurídico y de Asuntos Internacionales de 
la Procuraduría General de la República tiene legitimación para 
promoverla ante la ausencia absoluta del titular de dicho órgano.", 
"Acción de inconstitucionalidad. La Comisión Nacional de los Dere
chos Humanos tiene legitimación para promoverla cuando consi
dere que una norma general viola derechos humanos.", "Legislación 
procesal penal. Las legislaturas locales carecen de facultades para 
expedirla.", "Legislación procesal penal. Las legislaturas locales 
carecen de facultades para regular los supuestos de procedencia 
de la prisión preventiva oficiosa (Invalidez del artículo 75-A, fraccio
nes XII y XIII, del Código Penal del Estado de Aguascalientes).", 
"Legislación procesal penal. La regulación de los supuestos de 
procedencia de la prisión preventiva oficiosa en una entidad 
federativa no constituye legislación complementaria necesaria 
para la implementación del Código Nacional de Procedimientos 
Penales (Invalidez del artículo 75-A, fracciones XII y XIII, del Có-
digo Penal del Estado de Aguascalientes).", "Acción de incons
titucionalidad. La declaración de invalidez de una norma penal 
produce efectos a partir de la fecha en que entró en vigor, corres-
pondiendo a los operadores jurídicos competentes decidir y resol-
ver en cada caso concreto de acuerdo a los principios generales 
y disposiciones legales aplicables en materia penal (Invalidez del 
artículo 75-A, fracciones XII y XIII, del Código Penal del Estado de 
Aguascalientes)." y "Acción de inconstitucionalidad. Sentencia 
de invalidez que surte efectos con motivo de la notificación de sus 
puntos resolutivos (Invalidez del artículo 75-A, fracciones XII y 
XIII, del Código Penal del Estado de Aguascalientes)." .................	 473

Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.—Acción de inconstituciona
lidad 88/2016.—Procuradora General de la República. Relativo a 
la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. 
No se actualiza la causa de improcedencia por cesación de efec-
tos cuando se impugna una norma de naturaleza penal que ha 
sido reformada, por seguir surtiendo efectos respecto de aquellos 
casos en que el delito fue cometido durante su vigencia.", "Prin-
cipio de taxatividad. Constituye una exigencia de racionalidad 
lingüística que exige al legislador la emisión de normas claras, 
precisas y exactas respecto de la conducta típica y sus con
secuencias jurídicas.", "Delito de imprudencia que cause homi
cidio o lesiones. La sanción consistente en la suspensión de la 
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licencia para conducir vehículos automotores, sin prever el límite 
mínimo y máximo de duración, viola el principio de exacta aplica-
ción de la ley en su vertiente de taxatividad (Invalidez del artículo 
85 Bis, párrafo segundo, en las porciones normativas ‘suspensión 
o’ y ‘la duración de la suspensión será señalada en sentencia y 
comenzará conforme la fracción II del artículo 64 de este código’, 
del Código Penal del Estado de Puebla).", "Delito de imprudencia. 
No es válido contemplar la posibilidad de imponer al que lo cometa 
la suspensión de licencia para conducir vehículos automotores 
como pena autónoma a título de sanción (Invalidez del artículo 
85 Bis, párrafo segundo, en las porciones normativas ‘suspensión 
o’ y ‘la duración de la suspensión será señalada en sentencia y 
comenzará conforme la fracción II del artículo 64 de este códi-
go’, del Código Penal del Estado de Puebla).", "Acción de incons-
titucionalidad. Declaración de invalidez de una norma penal con 
efectos retroactivos al momento de su entrada en vigor (Invalidez 
del artículo 85 Bis, párrafo segundo, en las porciones norma
tivas ‘suspensión o’ y ‘la duración de la suspensión será señalada 
en sentencia y comenzará conforme la fracción II del artículo 64 de 
este código’, del Código Penal del Estado de Puebla).", "Acción 
de inconstitucionalidad. Declaración de invalidez de una norma 
general en vía de consecuencia (Invalidez del artículo 85 Bis, 
párrafo segundo, en las porciones normativas ‘además se sancio
nará con la’ y ‘cancelación definitiva de la licencia para conducir 
vehículos automotores expedida por cualquier instancia’, del Có-
digo Penal del Estado de Puebla)." y "Acción de inconstituciona-
lidad. Sentencia de invalidez que surte efectos con motivo de la 
notificación de sus puntos resolutivos (Invalidez del artículo 85 Bis, 
párrafo segundo, del Código Penal del Estado de Puebla)." ........	 557

Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.—Controversia constitucional 
57/2015.—Poder Judicial del Estado de Sonora. Relativo a la eje-
cutoria de temas síntesis: "Controversia constitucional. Debe 
reconocerse legitimación pasiva al órgano constitucional autó-
nomo local encargado de aplicar las normas impugnadas (Ar
tículos 9 de la Ley que crea la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos del Estado de Sonora y 17 del Reglamento Interior de 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora).", "Contro-
versia constitucional. Es improcedente contra un segundo o 
ulterior acto de aplicación de la norma general impugnada (Ar
tículos 9 de la Ley que crea la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos del Estado de Sonora y 17 del Reglamento Interior de 
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la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora).", "Orga
nismos de protección de los derechos humanos. No son compe
tentes tratándose de actos de cualquier naturaleza provenientes 
del Poder Judicial de la Federación, ni de asuntos electorales ni 
jurisdiccionales (Invalidez de las recomendaciones 16/2015, 17/2015, 
18/2015, 19/2015 y 20/2015, emitidas por la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Sonora).", "Mecanismo no jurisdiccio
nal de protección de derechos humanos. Las excepciones a su 
tutela previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos no incluyen los actos administrativos de los Poderes 
Judiciales locales (Invalidez de las recomendaciones 16/2015, 
17/2015, 18/2015, 19/2015 y 20/2015, emitidas por la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Sonora).", "Mecanismo no juris
diccional de protección de derechos humanos. La modificación 
de su ámbito de tutela, así como de sus excepciones, corres
ponde de manera exclusiva al Constituyente Permanente (Invali-
dez de las recomendaciones 16/2015, 17/2015, 18/2015, 19/2015 
y 20/2015, emitidas por la Comisión Estatal de Derechos Huma
nos de Sonora).", "Poderes Judiciales Locales. Pueden realizar 
funciones jurisdiccionales propiamente hablando y funciones 
materialmente administrativas.", "Responsabilidad patrimonial del 
Estado. La labor jurisdiccional propiamente dicha no se incluye 
dentro de los actos que son susceptibles de dar lugar a aquélla.", 
"Función jurisdiccional. Su definición se identifica aproximativa
mente a partir de ciertas propiedades constitucionales relevan
tes.", "Función jurisdiccional. Los actos positivos o negativos de 
la autoridad jurisdiccional, inmersos en la tramitación y resolu-
ción de las controversias sometidas a su potestad, deben encua
drarse dentro de aquélla para todos los efectos (Invalidez de las 
recomendaciones 16/2015, 17/2015, 18/2015, 19/2015 y 20/2015, 
emitidas por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Sonora).", "Función jurisdiccional. El cumplimiento de los plazos 
legales para la tramitación y resolución de los recursos de ape
lación es una cuestión que pertenece al ejercicio normal de 
aquélla, por lo que no integra el ámbito competencial de los orga
nismos locales de protección de derechos humanos (Invalidez 
de las recomendaciones 16/2015, 17/2015, 18/2015, 19/2015 y 
20/2015, emitidas por la Comisión Estatal de Derechos Huma
nos de Sonora)." y "Mecanismo no jurisdiccional de protección 
de derechos humanos. Declaración de invalidez de una reco
mendación emitida por la Comisión Estatal de Derechos Huma-
nos de Sonora, al exceder las facultades que le fueron conferidas 
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conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos (Invalidez de las recomendaciones 16/2015, 17/2015, 18/2015, 
19/2015 y 20/2015, emitidas por la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Sonora)."......................................................................	 728

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.—Controversia cons
titucional 276/2017.—Municipio de la Heroica Ciudad de Tlaxiaco, 
Estado de Oaxaca. Relativo a la ejecutoria de temas síntesis: 
"Controversia constitucional. Sobreseimiento por inexistencia de 
los actos impugnados (La orden verbal o escrita para destituir 
a los integrantes de la Comisión de Hacienda del Ayuntamiento 
de Tlaxiaco, Estado de Oaxaca).", "Controversia constitucional. 
Cuando se trate de omisiones, la oportunidad para su impug
nación se actualiza día con día, mientras aquéllas subsistan.", 
"Controversia constitucional. El plazo para su promoción cuando 
se impugnan descuentos, pagos parciales, intereses por des
cuento o pagos parciales y negativa de entrega de recursos, es el 
de treinta días hábiles previsto en el artículo 21, fracción I, de la ley 
reglamentaria de la materia (Omisión de pago de recursos al 
Municipio de la Heroica Ciudad de Tlaxiaco por parte del Poder 
Ejecutivo del Estado de Oaxaca).", "Controversia constitucional. 
Sobreseimiento por extemporaneidad al tener conocimiento del 
acto reclamado con anterioridad (Omisión de pago de recursos 
al Municipio de la Heroica Ciudad de Tlaxiaco por parte del Poder 
Ejecutivo del Estado de Oaxaca).", "Controversia constitucional. 
Legitimación del síndico municipal para promover la demanda 
relativa.", "Controversia constitucional. Sobreseimiento por cesa-
ción de efectos del acto impugnado, al haberse declarado su 
invalidez por el Tribunal Electoral Local y confirmado por la Sala 
Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(Omisión por parte del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca de 
reconocer la validez de las determinaciones del cabildo en las 
actas de cinco de enero y diez de marzo, ambas de dos mil dieci
ocho).", "Controversia constitucional. Sobreseimiento por falta de 
legitimación procesal activa de quienes promueven la amplia-
ción de la demanda en su carácter de síndico procurador y síndico 
hacendario, al haberse declarado la invalidez de las actas de 
Cabildo que aprobaron los cambios de titulares de las sindicatu-
ras y regidurías del Ayuntamiento (Omisión de pago de recursos 
al Municipio de la Heroica Ciudad de Tlaxiaco por parte del Poder 
Ejecutivo del Estado de Oaxaca).", "Hacienda municipal. Princi-
pios, derechos y facultades previstos en el artículo 115 de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.", "Apor-
taciones y participaciones federales. Sus diferencias (Omisión 
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Ventas Finales de Gasolina y Diésel (FOGADI) por los meses de 
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Estado de Oaxaca].", "Aportaciones y participaciones federales. 
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por parte del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca).", "Controver
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Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca)." y "Controversia constitu-
cional. Declaración de invalidez del pago extemporáneo de par
ticipaciones y aportaciones respecto del Poder Ejecutivo estatal 
que lo vincula para que en un plazo de noventa días hábiles con-
tados a partir del día siguiente de la notificación del fallo, realice 
el pago de los intereses que resulten sobre el saldo insoluto (Omi
sión de pago de recursos al Municipio de la Heroica Ciudad de 
Tlaxiaco por parte del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca)."....	 789
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por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Cuarto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Cen
tro Auxiliar de la Primera Región, con Residencia en la Ciudad de 
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Carlos Ortiz Toro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de 
Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desem
peñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, 
fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
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DEL ARTÍCULO 373 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIEN-
TOS CIVILES, PARA SER CONFORME CON EL ARTÍCULO 17 DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, EN CUANTO AL DERECHO A LA 
TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA –EN SU VERTIENTE DE 
ACCESO A LA JUSTICIA–, DEBE INTERPRETARSE EN EL SEN
TIDO DE QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL, PREVIO A LA 
CONCLUSIÓN DEL LAPSO AHÍ ESTABLECIDO, DEBERÁ PRE
VENIR AL INTERESADO PARA QUE EN UN PLAZO QUE CON
SIDERE PRUDENTE CUMPLA CON SU CARGA PROCESAL, CON 
EL APERCIBIMIENTO DE QUE, EN CASO DE INCUMPLIMIENTO, 
SE DECRETARÁ AQUÉLLA.".............................................................	 2540

Magistrada Gabriela Elena Ortiz González.—Amparo en revisión 
68/2019. Relativo a la ejecutoria en la que se sustentó la tesis 
XXI.3o.C.T.7 C (10a.), de título y subtítulo: "SENTENCIA SOBRE 
ALIMENTOS. LA DICTADA EN PRIMERA INSTANCIA ADMITE 
EJECUCIÓN FORZOSA Y PROVISIONAL, POR TRATARSE DE UNA 
RESOLUCIÓN CAUTELAR, AUNQUE EN SU CONTRA SE INTER
PONGA RECURSO DE APELACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE GUERRERO)."...............................................................................	 2686

Magistrada Irma Rivero Ortiz de Alcántara.—Amparo en revisión 
199/2019. Relativo a la ejecutoria en la que se sustentó la tesis 
I.9o.P.258 P (10a.), de título y subtítulo: "TUTELA JURISDICCIO-
NAL EFECTIVA. NO SE GARANTIZA ESTE DERECHO AL QUEJOSO 
PRIVADO DE LA LIBERTAD, POR EL HECHO DE QUE EL PRESI
DENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, AL CONO
CER DEL RECURSO DE REVISIÓN, LE NOMBRE UN DEFENSOR 
POR NO TENER UN LICENCIADO EN DERECHO QUE LO REPRE
SENTE, SI EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO SE LE 
DESIGNÓ A UNO OFICIOSAMENTE, POR LO QUE DEBE REVO-
CARSE LA SENTENCIA RECURRIDA Y ORDENARSE LA REPOSI
CIÓN DEL PROCEDIMIENTO.".........................................................	 2725

	



2935

Índice de Acciones de Inconstitucionalidad 
y Controversias Constitucionales

Acción de inconstitucionalidad 91/2016 y sus acumu
ladas 93/2016 y 95/2016.—Instituto Nacional de Trans
parencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales, Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos e Instituto Veracruzano de Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales.—
Ministro Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Rela
tiva a los temas síntesis: "Acción de inconstitucio
nalidad. El director general de Asuntos Jurídicos del 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la in
formación y Protección de Datos Personales tiene 
legitimación para promoverla cuando se controvierte 
una norma general por vulnerar los derechos de trans
parencia, acceso a la información pública y protec-
ción de datos personales en posesión de sujetos 
obligados (Ley Número 875 de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Acción de incons
titucionalidad. El secretario ejecutivo del Instituto 
Veracruzano de Acceso a la Información y Protec
ción de Datos Personales tiene legitimación para 
promoverla cuando se controvierte una norma gene
ral por vulnerar los derechos de transparencia, 
acceso a la información pública y protección de 
datos personales en posesión de sujetos obligados 
(Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública para el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave).", "Acción de inconstitucionali-
dad. Sobreseimiento por cesación de efectos derivado 
de un nuevo acto legislativo [Artículos 15, fracción 
LIII, 76, fracción IV, 85, fracción II, 101, fracciones I y 
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XXXII, 140, fracción III y párrafo penúltimo, 161, frac-
ción I, 192, fracción III, inciso a), 195, 196, 246, fracción 
III y 249, párrafo segundo, de la Ley Número 875 de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública 
para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 
así como la omisión legislativa consistente en que 
el referido artículo 140, fracción III, no estableció 
expresamente las consecuencias que se generan 
frente a la presentación de una solicitud con datos 
parciales].", "Acción de inconstitucionalidad. Sobre-
seimiento por cesación de efectos de la norma gene
ral impugnada, derivado de su reforma (Artículo 192, 
fracción II, de la Ley Número 875 de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Acción de incons
titucionalidad. Improcedencia contra actos omisivos 
concretos y determinados (Omisión legislativa con-
sistente en que el Ejecutivo y el Congreso locales 
asignaran recursos económicos adicionales al Ins-
tituto Veracruzano de Acceso a la Información y Pro
tección de Datos Personales para desempeñar sus 
funciones).", "Acción de inconstitucionalidad. Proce
dencia contra una omisión legislativa parcial resul-
tado de una deficiente regulación de las normas 
respectivas (Omisión legislativa consistente en que 
la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública para el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave no instrumentó los mecanismos 
necesarios para el buen funcionamiento del orga
nismo garante de la entidad federativa para el de
sarrollo de sus funciones, mediante la periódica y 
suficiente asignación de recursos económicos, en 
términos del artículo 40 de la Ley General de Transpa
rencia y Acceso a la Información Pública).", "Trans-
parencia y acceso a la información pública. Las 
entidades federativas carecen de competencia para 
ampliar los criterios de excepción al principio de 
máxima publicidad previstos en la ley general de la ma
teria (Invalidez del artículo 68, fracción X, de la Ley 
Número 875 de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave).", "Transparencia y acceso a la información 
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pública. La ley local, que establece como información 
reservada la ‘contenida en las revisiones y audito-
rías realizadas directa o indirectamente por los ór
ganos de control o de fiscalización estatales, hasta 
en tanto se presenten ante la autoridad competente 
las conclusiones respectivas y haya definitividad 
en los procedimientos consecuentes’, reduce injus-
tificadamente el ámbito de protección del derecho 
de acceso a la información pública (Invalidez del 
artículo 68, fracción X, de la Ley Número 875 de Trans
parencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave).", "Trans-
parencia y acceso a la información pública. Las enti
dades federativas tienen competencia para regular 
este derecho en sus leyes locales, armonizándolas 
con las directrices, principios y bases de la ley gene-
ral de la materia, sin que deba replicarse ésta en 
dichas leyes ni se impida a los Estados construir 
sus propios sistemas para ampliar, perfeccionar o 
maximizar su ejercicio (Omisión legislativa consis-
tente en que la Ley Número 875 de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave no instrumentó los 
mecanismos necesarios para el buen funcionamien
to del organismo garante de la entidad federativa 
para el desarrollo de sus funciones, mediante la perió
dica y suficiente asignación de recursos económi-
cos, en términos del artículo 40 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública).", 
y "Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de 
invalidez que surte efectos a partir de la notificación 
de sus puntos resolutivos (Invalidez del artículo 68, 
fracción X, de la Ley Número 875 de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave)."	 P.	 15

Acción de inconstitucionalidad 143/2017.—Procu-
raduría General de la República.—Ministro Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Relativa a 
los temas síntesis: Acción de inconstitucionalidad. 
El subprocurador Jurídico y de Asuntos Internacio-
nales de la Procuraduría General de la República 



2938 ENERO 2020

tiene legitimación para promoverla ante la ausencia 
absoluta del titular de dicho órgano.", "Acción de in-
constitucionalidad. Lineamientos mínimos reque
ridos para considerar que la norma general impug
nada constituye un nuevo acto legislativo.", "Acción 
de inconstitucionalidad. No se actualiza la causa de 
improcedencia por cesación de efectos cuando se im
pugna una norma de naturaleza penal que ha sido 
reformada, ante la eventual declaratoria de invali-
dez que puede surtir efectos retroactivos.", "Legisla-
ción procesal penal. Las Legislaturas Locales carecen 
de facultades para expedirla.", "Legislación procesal 
penal. La regulación de los supuestos de proceden-
cia de la prisión preventiva oficiosa en una entidad 
federativa no constituye legislación complementaria 
necesaria para la implementación del Código Nacio
nal de Procedimientos Penales (Invalidez del artículo 
9 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zara-
goza).", "Legislación procesal penal. Las Legislaturas 
Locales carecen de facultades para regular los su
puestos de procedencia de la prisión preventiva ofi
ciosa (Invalidez del artículo 9 del Código Penal para 
el Estado de Coahuila de Zaragoza).", "Acción de 
inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez que surte 
efectos con motivo de la notificación de sus puntos 
resolutivos (Invalidez del artículo 9 del Código Penal 
para el Estado de Coahuila de Zaragoza).", "Acción 
de inconstitucionalidad. Los efectos de la declara
ción de invalidez de una norma deben extenderse a 
todas aquellas que contengan el mismo vicio de in-
constitucionalidad, aun cuando se encuentren en cuer
pos normativos distintos (Invalidez de los artículos 9 
bis, 13 –publicado mediante decreto 990 en el Perió-
dico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza– y 
13, apartado A, fracción I –publicado mediante 
decreto 242 en el mismo Periódico Oficial–, del Có
digo Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza)." 
y "Acción de inconstitucionalidad. La declaración 
de invalidez de una norma penal produce efectos a 
partir de la fecha en que entró en vigor, correspon-
diendo a los operadores jurídicos competentes decidir 
y resolver en cada caso concreto de acuerdo a los 
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principios generales y disposiciones legales aplica-
bles en materia penal (Invalidez de los artículos 9 
bis, 13 –publicado mediante decreto 990 en el Perió-
dico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza– y 13, 
apartado A, fracción I –publicado mediante decreto 
242 en el mismo Periódico Oficial–, del Código Penal 
del Estado de Coahuila de Zaragoza)."	 P.	 84

Acción de inconstitucionalidad 27/2019.—Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos.—Ministro Po
nente: José Fernando Franco González Salas. Relativa 
a los temas síntesis: "Acción de inconstitucionali-
dad. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
tiene legitimación para promoverla cuando consi-
dere que una norma general viola derechos huma-
nos.", "Acción de inconstitucionalidad. La legitimación 
del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales no 
excluye a la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos para promover aquélla por una violación 
al derecho humano de acceso a la información.", 
"Acceso a la información. Sus dimensiones indivi-
dual y social, y su relación con el principio de gra
tuidad.", "Transparencia y acceso a la información 
pública. Cuotas excesivas y desproporcionadas por 
la reproducción de la información pública en disco 
compacto que no atienden a los costos de los mate
riales utilizados y, por ende, vulneran el principio de 
gratuidad de este derecho (Invalidez de los artículos 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Teopantlán; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tepanco de López; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tepango de Rodrí-
guez; 22, fracción III, de la Ley de Ingresos del Muni-
cipio de Tepeyahualco; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Tepeyahualco de 
Cuauhtémoc; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Teteles de Ávila Castillo; 23, frac-
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tian
guismanalco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tilapa; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tlacotepec de Benito 

Instancia	 Pág.
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Juárez; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Mu-
nicipio de Tlachichuca; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tlahuapan; 24, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlaltenango; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tlanepantla; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tlaola; 23, fracción III, de la Ley de In
gresos del Municipio de Tlapanalá; 23, fracción III, 
de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlaxco; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tochimilco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Totoltepec de Guerrero; 24, frac-
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Venus
tiano Carranza; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Vicente Guerrero; 23, fracción III, de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Xicotlán; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Xochiltepec; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Zacapala; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Zapotitlán; 23, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán 
de Méndez; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Zinacatepec; y 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Zoquitlán; todas 
del Estado de Puebla para el ejercicio fiscal del año 
2019).", "Acceso a la información. El legislador tiene 
la carga de demostrar que el cobro que establece 
por la entrega de información en determinado medio, 
atiende únicamente a la modalidad de reproducción 
y entrega solicitada (Invalidez de los artículos 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Teopantlán; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tepanco de López; 23, fracción III, de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Tepango de Ro
dríguez; 22, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tepeyahualco; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tepeyahualco de 
Cuauhtémoc; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Teteles de Ávila Castillo; 23, frac-
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tian-
guismanalco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tilapa; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tlacotepec de Benito 
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Juárez; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Mu-
nicipio de Tlachichuca; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tlahuapan; 24, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlaltenango; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tlanepantla; 23, fracción III, de la Ley de Ingre
sos del Municipio de Tlaola; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Tlapanalá; 23, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlaxco; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tochimilco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Totoltepec de Guerrero; 24, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Venustia-
no Carranza; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Vicente Guerrero; 23, fracción III, de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Xicotlán; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Xochiltepec; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Zacapala; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Zapotitlán; 23, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán 
de Méndez; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Zinacatepec; y 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Zoquitlán; todas del 
Estado de Puebla para el ejercicio fiscal del año 
2019).", "Acción de inconstitucionalidad. Sentencia 
de invalidez que surte efectos con motivo de la noti
ficación de sus puntos resolutivos (Invalidez de los 
artículos 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Teopantlán; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Tepanco de López; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tepango de Rodríguez; 22, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Tepeyahualco; 23, frac-
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepe
yahualco de Cuauhtémoc; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Teteles de Ávila Castillo; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tianguismanalco; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tilapa; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tlacotepec de 
Benito Juárez; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tlachichuca; 23, fracción III, de la 
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Ley de Ingresos del Municipio de Tlahuapan; 24, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tlaltenango; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tlanepantla; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tlaola; 23, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlapanalá; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tlaxco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tochimilco; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Totoltepec de Guerrero; 
24, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Venustiano Carranza; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Vicente Guerrero; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Xicotlán; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Xochiltepec; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Zacapala; 23, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Zapotitlán de Méndez; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Zinacatepec; y 23, frac-
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoqui
tlán; todas del Estado de Puebla para el ejercicio 
fiscal del año 2019)." y "Acción de inconstitucionali-
dad. Sentencia de invalidez que vincula a un Congreso 
Local para que no incurra en el mismo vicio de cons
titucionalidad el próximo año fiscal (Invalidez de 
los artículos 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Teopantlán; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tepanco de López; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tepango de Rodríguez; 22, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tepeyahualco; 23, frac
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepe
yahualco de Cuauhtémoc; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Teteles de Ávila Castillo; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tianguismanalco; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tilapa; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tlacotepec de 
Benito Juárez; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tlachichuca; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tlahuapan; 24, 
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fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tlaltenango; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Tlanepantla; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tlaola; 23, fracción 
III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlapanalá; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Tlaxco; 23, fracción III, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tochimilco; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Totoltepec de Guerrero; 
24, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Venustiano Carranza; 23, fracción III, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Vicente Guerrero; 23, frac
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xicotlán; 
23, fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Xochiltepec; 23, fracción III, de la Ley de Ingre
sos del Municipio de Zacapala; 23, fracción III, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán; 23, 
fracción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Zapotitlán de Méndez; 23, fracción III, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Zinacatepec; y 23, frac
ción III, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoqui
tlán; todas del Estado de Puebla para el ejercicio 
fiscal del año 2019)."	 P.	 150

Acción de inconstitucionalidad 23/2019.—Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos.—Ministro 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Relativa a los 
temas síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. 
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
tiene legitimación para promoverla cuando consi-
dere que una norma general viola derechos huma-
nos.", "Acción de inconstitucionalidad. Lineamientos 
mínimos requeridos para considerar que la norma 
general impugnada constituye un nuevo acto legis
lativo [Artículos 12, en la porción normativa que 
indica ‘Registro de nacimiento extemporáneo (...) 
1.5’, de la Ley de Ingresos del Municipio de Minati
tlán, y 20, fracción II, de la Ley de Ingresos del Muni
cipio de Tuxpan, ambas del Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave, correspondientes al ejercicio 
fiscal del año 2019].", "Acción de inconstitucionalidad. 
Sobreseimiento por cesación de efectos al concluir 
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la vigencia de la norma impugnada, al haber sido 
reformada por un nuevo acto legislativo [Artículos 12, 
en la porción normativa que indica ‘Registro de na-
cimiento extemporáneo (...) 1.5’, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Minatitlán, y 20, fracción II, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Tuxpan, ambas del 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, correspon
dientes al ejercicio fiscal del año 2019].", "Gratuidad 
de la inscripción en el registro civil y de la primera 
copia certificada del acta de nacimiento. El Congreso 
Local, al eliminar las cuotas de cobro para el registro 
de nacimiento previstas en las disposiciones que 
remiten a las normas impugnadas, cumple con este 
principio (Artículos 4 de la Ley de Ingresos del Muni
cipio de Cosoleacaque, en relación con el artículo 
245, fracción II, del código hacendario municipal; 4 de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Córdoba, en rela
ción con el artículo 246, fracción II, del código 
hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Coatepec, en relación con el artículo 
247, fracción II, del código hacendario municipal; 4 de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Coatzacoalcos, 
en relación con el artículo 245, fracción II, del código 
hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tierra Blanca, en relación con el artículo 
246, fracción II, del código hacendario municipal; 4 
de la Ley de Ingresos del Municipio de Medellín de 
Bravo, en relación con el artículo 246, fracción II, 
del código hacendario municipal; y 4 de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Veracruz, en relación con 
el artículo 245, fracción II, del código hacendario 
municipal; todos del Estado de Veracruz de Ignacio de 
la Llave, correspondientes al ejercicio fiscal del año 
2019)." y "Acción de inconstitucionalidad. No se ac
tualiza la improcedencia por cesación de efectos 
cuando las normas impugnadas remiten a otras 
diversas que han sido reformadas (Artículos 4 de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Cosoleacaque, en 
relación con el artículo 245, fracción II, del código 
hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Córdoba, en relación con el artículo 
246, fracción II, del código hacendario municipal; 4 
de la Ley de Ingresos del Municipio de Coatepec, en 
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relación con el artículo 247, fracción II, del código 
hacendario municipal; 4 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Coatzacoalcos, en relación con el ar
tículo 245, fracción II, del código hacendario muni-
cipal; 4 de la Ley de Ingresos del Municipio de Tierra 
Blanca, en relación con el artículo 246, fracción II, 
del código hacendario municipal; 4 de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Medellín de Bravo, en 
relación con el artículo 246, fracción II, del código 
hacendario municipal; y 4 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Veracruz, en relación con el artículo 
245, fracción II, del código hacendario municipal; 
todos del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 
correspondientes al ejercicio fiscal del año 2019)."	 P.	 194

Acción de inconstitucionalidad 30/2017.—Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos.—Ministro 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Relativa a 
los temas síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. 
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
tiene legitimación para promoverla cuando considere 
que una norma general viola derechos humanos.", 
"Acción de inconstitucionalidad. No se actualiza la 
causa de improcedencia por cesación de efectos 
cuando se impugna una norma de naturaleza penal 
que ha sido reformada, ante la eventual declaratoria 
de invalidez que puede surtir efectos retroactivos.", 
"Acción de inconstitucionalidad. No se actualiza el 
sobreseimiento por cesación de efectos cuando se 
impugna una norma procedimental penal que ha sido 
derogada pero afecta aspectos de derechos sustan-
tivos.", "Legislación procesal penal. Las legislaturas 
locales carecen de facultades para expedirla.", "Legis
lación procesal penal. Las Legislaturas Locales care
cen de facultades para regular los supuestos de 
procedencia de la prisión preventiva oficiosa (Invali-
dez del artículo 22 del Código Penal para el Estado de 
Tamaulipas).", "Legislación procesal penal. La regu-
lación de los supuestos de procedencia de la pri
sión preventiva oficiosa en una entidad federativa 
no constituye legislación complementaria necesaria 
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para la implementación del Código Nacional de 
Procedimientos Penales (Invalidez del artículo 22 
del Código Penal para el Estado de Tamaulipas).", 
"Acción de inconstitucionalidad. La declaración de 
invalidez de una norma penal produce efectos a partir 
de la fecha en que entró en vigor, correspondiendo 
a los operadores jurídicos competentes decidir y resol
ver en cada caso concreto de acuerdo a los princi-
pios generales y disposiciones legales aplicables en 
materia penal (Invalidez del artículo 22 del Código 
Penal para el Estado de Tamaulipas)." y "Acción de 
inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez que surte 
efectos con motivo de la notificación de sus puntos 
resolutivos (Invalidez del artículo 22 del Código Penal 
para el Estado de Tamaulipas)." 	 P.	 223

Acción de inconstitucionalidad 103/2016.—Comi-
sión Estatal de los Derechos Humanos de Michoa-
cán de Ocampo.—Ministra Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Relativa a los temas síntesis: "Acción 
de inconstitucionalidad. La legitimación de la Comi-
sión Estatal de los Derechos Humanos para promo-
verla está supeditada a que haga valer violaciones a 
derechos humanos.", "Proceso legislativo en el Es
tado de Michoacán de Ocampo. Contexto normativo 
que lo rige.", "Procedimiento legislativo. El que dio 
origen a la norma impugnada no vulnera los princi-
pios de debido proceso, legalidad, y seguridad jurí-
dica, democracia representativa y deliberación par-
lamentaria (Decreto Número 153 por el que se 
reformó el artículo 94, párrafo segundo, de la Cons-
titución Política del Estado Libre y Soberano de Mi-
choacán de Ocampo, publicado en el Periódico Ofi-
cial de dicha entidad el veinticuatro de octubre de 
dos mil dieciséis).", "Principio de progresividad de los 
derechos humanos. Alcances y dimensiones en el 
marco constitucional en materia de derechos huma
nos.", "Principio de progresividad de los derechos 
humanos. En materia de derechos humanos el Es-
tado Mexicano puede excepcionalmente incurrir en 
la adopción de medidas regresivas siempre y cuando 
tengan como finalidad esencial incrementar el 
grado de tutela de un derecho humano y generar un 
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equilibrio razonable entre los derechos fundamen-
tales en juego, sin afectar de manera desmedida la 
eficacia de alguno de ellos.", "Pena inusitada. Su acep
ción constitucional.", "Principio de proporcionalidad 
de las penas. En términos del artículo 22 constitu-
cional, la gravedad de la pena debe ser proporcional 
a la del hecho antijurídico y a la del grado de afecta-
ción al bien jurídico protegido, de manera que las 
penas más graves deben dirigirse a los tipos pena-
les que protegen los bienes jurídicos más impor
tantes.", "Proporcionalidad de las penas y proporcio-
nalidad en materia de derechos humanos. La primera 
está relacionada con la penalidad en abstracto, 
mientras que la segunda puede vincularse con la 
individualización en el caso concreto.", "Reinserción 
social. Alcances de este principio establecido en el 
artículo 18, párrafo segundo, de la Constitución Polí
tica de los Estados Unidos Mexicanos.", "Pena de 
prisión máxima. El incremento hasta en cincuenta 
años de la pena de prisión para los delitos del fuero 
común en el Estado de Michoacán y que podrá con-
templarse como máxima para delitos calificados 
como graves por la ley aplicable y, también, en el 
caso de concursos, no contraviene el principio de 
progresividad en su vertiente de no regresividad. 
(Decreto Número 153 por el que se reformó el ar
tículo 94, párrafo segundo, de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo, publicado en el Periódico Oficial de dicha 
entidad el veinticuatro de octubre de dos mil dieci-
séis).", "Pena de prisión máxima. Al no prever un tipo 
penal sino el establecimiento de un plazo máximo 
de las penas privativas de la libertad, no puede ana-
lizarse si éste resulta excesivo o desproporcionado, 
incluso carente de razonabilidad, ya que para ello 
es necesario examinar las leyes que prevén los tipos 
penales en los que se pudiera haber considerado 
como plazo máximo de la pena privativa de la libertad 
el contenido en la reforma de la Constitución Local 
(Artículo 94, párrafo segundo, de la Constitución Polí
tica del Estado Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo)." y "Pena de prisión máxima. Su incremento 
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hasta en cincuenta años no contraviene los princi-
pios del nuevo sistema de justicia penal acusatorio 
y oral (Artículo 94, párrafo segundo, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán 
de Ocampo)."	 P.	 280

Acción de inconstitucionalidad 68/2016.—Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Morelos.—
Ministro Ponente: Javier Laynez Potisek. Relativa a 
los temas síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. 
La legitimación de las comisiones de derechos huma
nos de los Estados se surte cuando en su demanda 
aduzcan una violación a derechos humanos.", "Acción 
de inconstitucionalidad. Es procedente para impug
nar Constituciones Locales, al ser éstas normas de 
carácter general y estar subordinadas a la Cons
titución Federal.", "Acción de inconstitucionalidad. 
La impugnación de cualquier mecanismo de parti-
cipación ciudadana debe entenderse referida en 
forma general, con independencia de la denomina-
ción, alusión o referencia específica a alguno de 
éstos (Artículo 23, fracción V, párrafo octavo, de la 
Constitución Política del Estado de Morelos).", "Acción 
de inconstitucionalidad. El cómputo del plazo para 
la promovida por un órgano del Estado de Morelos 
debe atender a la publicación de la norma impug-
nada en el Periódico Oficial de esa entidad, por tra
tarse del medio de difusión al cual se refiere la 
Constitución Local (Artículos 19 Bis, párrafo prime-
ro, 23, fracción V, párrafos octavo y noveno y 40, 
fracción LIV, de la Constitución Política del Estado 
de Morelos).", "Acción de inconstitucionalidad. Sobre
seimiento por extemporaneidad derivado de la im-
pugnación de una norma reformada en diverso 
decreto anterior (Artículo 147, fracción II, de la 
Constitución Política del Estado de Morelos).", "Acción 
de inconstitucionalidad. Sobreseimiento por cesa-
ción de efectos al concluir la vigencia de la norma 
impugnada, al haber sido reformada por un nuevo 
acto legislativo (Artículos 19 Bis, párrafo primero, y 
23, fracción V, párrafos octavo y noveno, de la Cons-
titución Política del Estado de Morelos).", "Proce
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dimiento legislativo. Principios que rigen el ejercicio 
de la evaluación del potencial invalidatorio de las irre
gularidades acontecidas en aquél (Procedimiento 
legislativo del Decreto Número 758, por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposicio-
nes de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos en materia de participación 
ciudadana).", "Procedimiento legislativo del Estado de 
Morelos. Fases que lo componen.", "Procedimiento 
legislativo del Estado de Morelos. Validez del que 
culminó con la reforma de diversas disposiciones 
de la Constitución Política de dicha entidad federa-
tiva en materia de participación ciudadana (Proce-
dimiento legislativo del Decreto Número 758, por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-
posiciones de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos en materia de partici-
pación ciudadana).", "Mecanismos de participación 
ciudadana en el Estado de Morelos. La facultad del 
Congreso Local para solicitar al Instituto Morelense 
de Procesos Electorales y Participación Ciudadana 
su realización y desarrollo, no viola la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (Artículo 
40, fracción LIV, de la Constitución Política del Estado 
de Morelos).", "Mecanismos de participación ciuda-
dana. No existe una regla en la Constitución Polí
tica de los Estados Unidos Mexicanos que establez
ca que aquéllos sólo podrán ser ejercidos en forma 
directa por la ciudadanía y ante consejos ciudada-
nos.", "Mecanismos de participación ciudadana en 
el Estado de Morelos. El hecho de que la solicitud 
respectiva, por parte del Congreso Local, se realice 
ante el Instituto Morelense de Procesos Electorales 
y Participación Ciudadana, y no ante los anterio
res Consejo Estatal de Participación Ciudadana y 
Organismo Público Electoral de Morelos, no es con-
trario a lo previsto en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (Artículo 40, fracción LIV, 
de la Constitución Política del Estado de Morelos).", 
"Mecanismos de participación ciudadana en el Es-
tado de Morelos. El hecho de que la calificación de su 
procedencia o improcedencia corra a cargo de los 
organismos públicos locales electorales, no hace 
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nugatorio el derecho de la ciudadanía para evaluar 
el desempeño de las autoridades y participar en la 
toma de decisiones a través de aquéllos (Artículo 
40, fracción LIV, de la Constitución Política del Estado 
de Morelos).", "Mecanismos de participación ciuda-
dana en el Estado de Morelos. No existe obligación 
constitucional para que las entidades federativas 
implementen alguno en específico, salvo la inicia
tiva ciudadana, por estar expresamente prevista en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos).", "Mecanismos de participación ciudadana. 
Las entidades federativas tienen libertad configu
rativa para regular aquella materia, conforme a las 
reglas y procedimientos que consideren adecuados.", 
"Mecanismos de participación ciudadana en el Es-
tado de Morelos. La extinción del Consejo de Partici-
pación Ciudadana y el otorgamiento de facultades 
al Congreso de ese Estado para iniciar aquéllos, son 
actos que se realizan en ejercicio de su libertad de 
configuración (Artículo 40, fracción LIV, de la Cons-
titución Política del Estado de Morelos)."	 P.	 327

Acción de inconstitucionalidad 63/2018 y su acumu
lada 64/2018.—Procuraduría General de la República 
y Comisión Nacional de los Derechos Humanos.—
Ministro Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Relativa a los temas síntesis: "Acción de inconstitu-
cionalidad. Legitimación de la Procuraduría General 
de la República para promoverla en tanto no se emita 
la declaratoria de entrada en vigor de la autonomía 
constitucional de la Fiscalía General de la Repú
blica.", "Acción de inconstitucionalidad. El subpro-
curador jurídico y de asuntos internacionales de la 
Procuraduría General de la República tiene legiti-
mación para promoverla ante la ausencia absoluta 
del titular de dicho órgano.", "Acción de inconstitu-
cionalidad. La Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos tiene legitimación para promoverla cuando 
considere que una norma general viola derechos 
humanos.", "Legislación procesal penal. Las legislatu
ras locales carecen de facultades para expedirla.", 
"Legislación procesal penal. Las legislaturas locales 
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carecen de facultades para regular los supuestos 
de procedencia de la prisión preventiva oficiosa (In-
validez del artículo 75-A, fracciones XII y XIII, del 
Código Penal del Estado de Aguascalientes).", "Legis
lación procesal penal. La regulación de los supues-
tos de procedencia de la prisión preventiva oficiosa 
en una entidad federativa no constituye legislación 
complementaria necesaria para la implemen
tación del Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales (Invalidez del artículo 75-A, fracciones XII y 
XIII, del Código Penal del Estado de Aguascalien-
tes).", "Acción de inconstitucionalidad. La declara-
ción de invalidez de una norma penal produce efectos 
a partir de la fecha en que entró en vigor, correspon-
diendo a los operadores jurídicos competentes decidir 
y resolver en cada caso concreto de acuerdo a los 
principios generales y disposiciones legales aplica-
bles en materia penal (Invalidez del artículo 75-A, 
fracciones XII y XIII, del Código Penal del Estado de 
Aguascalientes)." y "Acción de inconstitucionalidad. 
Sentencia de invalidez que surte efectos con motivo 
de la notificación de sus puntos resolutivos (Inva
lidez del artículo 75-A, fracciones XII y XIII, del Código 
Penal del Estado de Aguascalientes)."	 P.	 409

Acción de inconstitucionalidad 92/2016.—Procurador 
General de la República.—Ministro Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Relativa a los temas síntesis: "Acción 
de inconstitucionalidad. Legitimación de la Procu
raduría General de la República para promoverla en 
tanto no se emita la declaratoria de entrada en vigor 
de la autonomía constitucional de la Fiscalía Gene-
ral de la República.", "Acción de inconstitucionali-
dad. No se actualiza la causa de improcedencia por 
cesación de efectos cuando se impugna una norma 
de naturaleza penal que ha sido reformada, ante la 
eventual declaratoria de invalidez que puede surtir 
efectos retroactivos.", "Desindexación del salario míni
mo. Finalidad de la reforma constitucional en la ma-
teria.", "Desindexación del salario mínimo. La previ-
sión legal que establece una sanción pecuniaria por 
concepto de reparación del daño moral utilizando 
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dicho salario como unidad de medida para calcular 
su cuantía, vulnera la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (Invalidez del artículo 43 
bis, párrafo tercero, del Código Penal del Estado de 
Chihuahua).", "Desindexación del salario mínimo. 
Inexistencia de una vacatio legis que permita a los 
Poderes Legislativos Locales abstenerse de adecuar 
y armonizar en el plazo de un año su legislación con 
la reforma constitucional en la materia (Invalidez del 
artículo 43 bis, párrafo tercero, del Código Penal 
del Estado de Chihuahua).", "Acción de inconstitucio
nalidad. La expedición, promulgación y publicación 
de una ley dejan de producir efectos conjuntamente 
ante la declaración de su invalidez, al ser actos que 
concurren para que tenga vigencia y pueda ser apli-
cada (Invalidez del artículo 43 bis, párrafo tercero, 
del Código Penal del Estado de Chihuahua).", 
"Acción de inconstitucionalidad. Declaración de in-
validez de una norma penal que no produce efectos 
retroactivos, a fin de no comprometer los derechos de 
las víctimas del delito respectivo (Invalidez del ar
tículo 43 bis, párrafo tercero, del Código Penal del 
Estado de Chihuahua)." y "Acción de inconstituciona
lidad. Sentencia de invalidez que surte efectos con 
motivo de la notificación de sus puntos resolutivos 
(Invalidez del artículo 43 bis, párrafo tercero, del 
Código Penal del Estado de Chihuahua)."	 P.	 478

Acción de inconstitucionalidad 78/2016.—Procura-
dora General de la República.—Ministro Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Relativa a los temas síntesis: 
"Acción de inconstitucionalidad. Legitimación de la 
Procuraduría General de la República para promo-
verla en tanto no se emita la declaratoria de entrada 
en vigor de la autonomía constitucional de la Fiscalía 
General de la República.", "Desindexación del salario 
mínimo. Finalidad de la reforma constitucional en la 
materia.", "Desindexación del salario mínimo. La pre
visión legal que establece un cálculo de valor para 
el delito de robo, así como de la sanción pecuniaria 
correspondiente a dicho tipo penal, utilizando aquel 
salario como unidad de medida para determinar su 
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cuantía, vulnera la Constitución Política de los Es
tados Unidos Mexicanos (Invalidez del artículo 206 
Ter del Código Penal para el Estado de Veracruz).", 
"Desindexación del salario mínimo. Inexistencia de 
una vacatio legis que permita a los Poderes Legisla-
tivos Locales abstenerse de adecuar y armonizar 
en el plazo de un año su legislación con la reforma 
constitucional en la materia (Invalidez del artículo 
206 Ter del Código Penal para el Estado de Veracruz).", 
"Acción de inconstitucionalidad. La declaración de 
invalidez de una norma penal produce efectos a 
partir de la fecha en que entró en vigor, correspon-
diendo a los operadores jurídicos competentes 
decidir y resolver en cada caso concreto de acuerdo 
a los principios generales y disposiciones legales apli
cables en materia penal (Invalidez del artículo 206 
Ter del Código Penal para el Estado de Veracruz).", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de inva-
lidez que surte efectos con motivo de la notificación 
de sus puntos resolutivos (Invalidez del artículo 206 
Ter del Código Penal para el Estado de Veracruz)." 
y "Acción de inconstitucionalidad. Los efectos de la 
declaración de invalidez de una norma penal no se 
ven afectados por su reforma con posterioridad a su 
impugnación en ese medio de control, atendiendo a 
la obligación de aplicarla en el momento en que 
se cometió el delito (Invalidez del artículo 206 Ter del 
Código Penal para el Estado de Veracruz)."	 P.	 512

Acción de inconstitucionalidad 88/2016.—Procura-
dora General de la República.—Ministra Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Relativa a los temas síntesis: 
"Acción de inconstitucionalidad. No se actualiza la 
causa de improcedencia por cesación de efectos 
cuando se impugna una norma de naturaleza penal 
que ha sido reformada, por seguir surtiendo efectos 
respecto de aquellos casos en que el delito fue come
tido durante su vigencia.", "Principio de taxatividad. 
Constituye una exigencia de racionalidad lingüística 
que exige al legislador la emisión de normas claras, 
precisas y exactas respecto de la conducta típica y 
sus consecuencias jurídicas.", "Delito de imprudencia 
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que cause homicidio o lesiones. La sanción consis-
tente en la suspensión de la licencia para conducir 
vehículos automotores, sin prever el límite mínimo y 
máximo de duración, viola el principio de exacta 
aplicación de la ley en su vertiente de taxatividad 
(Invalidez del artículo 85 Bis, párrafo segundo, en las 
porciones normativas ‘suspensión o’ y ‘la duración 
de la suspensión será señalada en sentencia y co-
menzará conforme la fracción II del artículo 64 
de este código’, del Código Penal del Estado de Pue-
bla).", "Delito de imprudencia. No es válido contem-
plar la posibilidad de imponer al que lo cometa la 
suspensión de licencia para conducir vehículos 
automotores como pena autónoma a título de san-
ción (Invalidez del artículo 85 Bis, párrafo segundo, 
en las porciones normativas ‘suspensión o’ y ‘la dura
ción de la suspensión será señalada en sentencia y 
comenzará conforme la fracción II del artículo 64 de 
este código’, del Código Penal del Estado de Puebla).", 
"Acción de inconstitucionalidad. Declaración de in-
validez de una norma penal con efectos retroactivos 
al momento de su entrada en vigor (Invalidez del 
artículo 85 Bis, párrafo segundo, en las porciones 
normativas ‘suspensión o’ y ‘la duración de la sus-
pensión será señalada en sentencia y comenzará 
conforme la fracción II del artículo 64 de este código’, 
del Código Penal del Estado de Puebla).", "Acción de 
inconstitucionalidad. Declaración de invalidez de una 
norma general en vía de consecuencia (Invalidez 
del artículo 85 Bis, párrafo segundo, en las porciones 
normativas ‘además se sancionará con la’ y ‘cance-
lación definitiva de la licencia para conducir vehícu-
los automotores expedida por cualquier instancia’, 
del Código Penal del Estado de Puebla)." y "Acción de 
inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez que sur-
te efectos con motivo de la notificación de sus pun-
tos resolutivos (Invalidez del artículo 85 Bis, párrafo 
segundo, del Código Penal del Estado de Puebla)."
	 P.	 541

Controversia constitucional 118/2017.—Municipio de 
Uruapan, Michoacán de Ocampo.—Ministro Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Relativa a los temas 
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síntesis: "Controversia Constitucional. Cuando se 
trate de omisiones, la oportunidad para su impug-
nación se actualiza día con día, mientras aquéllas 
subsistan.", "Controversia constitucional. Legitima-
ción del síndico municipal para promover la demanda 
relativa.", "Hacienda municipal. Principios, derechos 
y facultades previstos en el artículo 115 de la Consti
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.", 
"Aportaciones y participaciones federales. Sus dife-
rencias (Omisión de pago de recursos al Municipio 
de Uruapan por parte del Poder Ejecutivo del Es
tado de Michoacán de Ocampo).", "Aportaciones y 
participaciones federales. El principio de integridad 
de los recursos federales destinados a los Munici
pios, implica el derecho de éstos a la recepción pun
tual, efectiva y completa de aquéllos, por lo que su 
entrega extemporánea de las autoridades estata
les al Ayuntamiento genera intereses (Omisión de 
pago de recursos al Municipio de Uruapan por par-
te del Poder Ejecutivo del Estado de Michoacán de 
Ocampo).", "Aportaciones y participaciones federa-
les. Se configura la omisión de pago si la parte de-
mandada en la controversia constitucional no acre-
dita en autos que realizó la entrega de las cantidades 
adeudadas por aquel concepto (Omisión de pago de 
recursos al Municipio de Uruapan por parte del Poder 
Ejecutivo del Estado de Michoacán de Ocampo).", 
"Omisión de pago de aportaciones y participaciones 
federales. Transgrede los principios de integridad y 
ejercicio directo de los recursos municipales y, por 
tanto, viola el artículo 115, fracción IV, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(Omisión de pago de recursos al Municipio de Urua-
pan por parte del Poder Ejecutivo del Estado de Mi-
choacán de Ocampo).", "Aportaciones y participacio
nes federales. Conforme al principio de integridad 
de sus recursos económicos, la entrega extempo
ránea de aquéllos genera intereses (Omisión de 
pago de recursos al Municipio de Uruapan por par-
te del Poder Ejecutivo del Estado de Michoacán de 
Ocampo).", "Controversia constitucional. Efectos de la 
sentencia que declara la omisión de pago de apor-
taciones y participaciones federales de un Estado a 
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un Municipio (Omisión de pago de recursos al Mu
nicipio de Uruapan por parte del Poder Ejecutivo del 
Estado de Michoacán de Ocampo)." y "Controversia 
constitucional. Declaración de invalidez de la omi-
sión de entrega de participaciones y aportaciones 
respecto del Poder Ejecutivo Estatal que lo vincula 
para que en un plazo de noventa días hábiles con
tados a partir del día siguiente de la notificación del 
fallo, entregue las cantidades adeudadas y los intere
ses que se hayan generado y, en caso de los entera-
dos extemporáneamente, quede incólume la condena 
del pago de intereses (Omisión de pago de recursos 
al Municipio de Uruapan por parte del Poder Ejecu-
tivo del Estado de Michoacán de Ocampo)."	 1a. 	 657

Controversia constitucional 57/2015.—Poder Judi-
cial del Estado de Sonora.—Ministro Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Relativa a los temas sínte-
sis: "Controversia constitucional. Debe reconocerse 
legitimación pasiva al órgano constitucional autó-
nomo local encargado de aplicar las normas impug-
nadas (Artículos 9 de la Ley que crea la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos del Estado de Sonora 
y 17 del Reglamento Interior de la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Sonora).", "Controversia 
constitucional. Es improcedente contra un segundo 
o ulterior acto de aplicación de la norma general im-
pugnada (Artículos 9 de la Ley que crea la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos del Estado de Sonora 
y 17 del Reglamento Interior de la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Sonora).", "Organismos de 
protección de los derechos humanos. No son com-
petentes tratándose de actos de cualquier natura
leza provenientes del Poder Judicial de la Federación, 
ni de asuntos electorales ni jurisdiccionales (Invalidez 
de las recomendaciones 16/2015, 17/2015, 18/2015, 
19/2015 y 20/2015, emitidas por la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Sonora).", "Mecanismo no 
jurisdiccional de protección de derechos humanos. 
Las excepciones a su tutela previstas en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos no 
incluyen los actos administrativos de los Poderes 
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Judiciales locales (Invalidez de las recomendacio
nes 16/2015, 17/2015, 18/2015, 19/2015 y 20/2015, 
emitidas por la Comisión Estatal de Derechos Huma
nos de Sonora).", "Mecanismo no jurisdiccional de 
protección de derechos humanos. La modificación 
de su ámbito de tutela, así como de sus excepciones, 
corresponde de manera exclusiva al Constituyente 
Permanente (Invalidez de las recomendaciones 
16/2015, 17/2015, 18/2015, 19/2015 y 20/2015, emiti-
das por la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
de Sonora).", "Poderes Judiciales Locales. Pueden 
realizar funciones jurisdiccionales propiamente 
hablando y funciones materialmente administrati-
vas.", "Responsabilidad patrimonial del Estado. La labor 
jurisdiccional propiamente dicha no se incluye den-
tro de los actos que son susceptibles de dar lugar a 
aquélla.", "Función jurisdiccional. Su definición se 
identifica aproximativamente a partir de ciertas pro-
piedades constitucionales relevantes.", "Función juris
diccional. Los actos positivos o negativos de la auto-
ridad jurisdiccional, inmersos en la tramitación y 
resolución de las controversias sometidas a su 
potestad, deben encuadrarse dentro de aquélla para 
todos los efectos (Invalidez de las recomendaciones 
16/2015, 17/2015, 18/2015, 19/2015 y 20/2015, emiti-
das por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Sonora).", "Función jurisdiccional. El cumplimiento 
de los plazos legales para la tramitación y resolu-
ción de los recursos de apelación es una cuestión 
que pertenece al ejercicio normal de aquélla, por 
lo que no integra el ámbito competencial de los orga
nismos locales de protección de derechos humanos 
(Invalidez de las recomendaciones 16/2015, 17/2015, 
18/2015, 19/2015 y 20/2015, emitidas por la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Sonora)." y "Meca-
nismo no jurisdiccional de protección de derechos 
humanos. Declaración de invalidez de una recomen
dación emitida por la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Sonora, al exceder las facultades que 
le fueron conferidas conforme a la Constitución Polí
tica de los Estados Unidos Mexicanos (Invalidez de 
las recomendaciones 16/2015, 17/2015, 18/2015, 
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19/2015 y 20/2015, emitidas por la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Sonora)."	 1a. 	 688

Controversia constitucional 276/2017.—Municipio 
de la Heroica Ciudad de Tlaxiaco, Estado de Oaxaca.—
Ministro Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Relativa a los temas síntesis: "Controver-
sia constitucional. Sobreseimiento por inexistencia 
de los actos impugnados (La orden verbal o escrita 
para destituir a los integrantes de la Comisión de 
Hacienda del Ayuntamiento de Tlaxiaco, Estado 
de Oaxaca).", "Controversia constitucional. Cuando se 
trate de omisiones, la oportunidad para su impug-
nación se actualiza día con día, mientras aquéllas 
subsistan.", "Controversia constitucional. El plazo 
para su promoción cuando se impugnan descuen-
tos, pagos parciales, intereses por descuento o 
pagos parciales y negativa de entrega de recursos, 
es el de treinta días hábiles previsto en el artículo 
21, fracción I, de la ley reglamentaria de la materia 
(Omisión de pago de recursos al Municipio de la 
Heroica Ciudad de Tlaxiaco por parte del Poder Eje-
cutivo del Estado de Oaxaca).", "Controversia consti-
tucional. Sobreseimiento por extemporaneidad al 
tener conocimiento del acto reclamado con anterio-
ridad (Omisión de pago de recursos al Municipio de 
la Heroica Ciudad de Tlaxiaco por parte del Poder 
Ejecutivo del Estado de Oaxaca).", "Controversia 
constitucional. Legitimación del síndico municipal 
para promover la demanda relativa.", "Controversia 
constitucional. Sobreseimiento por cesación de efec
tos del acto impugnado, al haberse declarado su 
invalidez por el Tribunal Electoral Local y confirmado 
por la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación (Omisión por parte del 
Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca de reconocer 
la validez de las determinaciones del cabildo en las 
actas de cinco de enero y diez de marzo, ambas de 
dos mil dieciocho).", "Controversia constitucional. 
Sobreseimiento por falta de legitimación procesal 
activa de quienes promueven la ampliación de la 
demanda en su carácter de síndico procurador y 
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síndico hacendario, al haberse declarado la invali-
dez de las actas de Cabildo que aprobaron los cam-
bios de titulares de las sindicaturas y regidurías del 
Ayuntamiento (Omisión de pago de recursos al Mu-
nicipio de la Heroica Ciudad de Tlaxiaco por parte del 
Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca).", "Hacienda 
municipal. Principios, derechos y facultades previs-
tos en el artículo 115 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.", "Aportaciones y 
participaciones federales. Sus diferencias (Omisión 
de pago de recursos al Municipio de la Heroica Ciu-
dad de Tlaxiaco por parte del Poder Ejecutivo del 
Estado de Oaxaca).", "Aportaciones y participaciones 
federales. El principio de integridad de los recursos 
federales destinados a los Municipios, implica el 
derecho de éstos a la recepción puntual, efectiva y 
completa de aquéllos, por lo que su entrega extem-
poránea de las autoridades estatales al Ayuntamien
to genera intereses (Omisión de pago de recursos al 
Municipio de la Heroica Ciudad de Tlaxiaco por parte 
del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca).", "Apor-
taciones y participaciones federales. Se configura 
su entrega extemporánea si el Poder Ejecutivo Local 
no la realizó al Ayuntamiento dentro de la fecha lí-
mite de pago prevista en el calendario respectivo 
[Omisión de pago de recursos provenientes del Fondo 
de Compensación (FC) y del Fondo Municipal del Im
puesto a las Ventas Finales de Gasolina y Diésel 
(FOGADI) por los meses de agosto y septiembre de 
dos mil diecisiete al Municipio de la Heroica Ciudad 
de Tlaxiaco por parte del Poder Ejecutivo del Estado de 
Oaxaca].", "Aportaciones y participaciones federa-
les. Conforme al principio de integridad de sus 
recursos económicos, la entrega extemporánea de 
aquéllos genera intereses (Omisión de pago de recur
sos al Municipio de la Heroica Ciudad de Tlaxiaco 
por parte del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca).", 
"Controversia constitucional. Efectos de la senten-
cia que declara la entrega extemporánea del pago 
de aportaciones y participaciones federales de un 
Estado a un Municipio (Omisión de pago de recur-
sos al Municipio de la Heroica Ciudad de Tlaxiaco por 
parte del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca)." 
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y "Controversia constitucional. Declaración de inva-
lidez del pago extemporáneo de participaciones y 
aportaciones respecto del Poder Ejecutivo estatal que 
lo vincula para que en un plazo de noventa días hábi
les contados a partir del día siguiente de la notifica-
ción del fallo, realice el pago de los intereses que 
resulten sobre el saldo insoluto (Omisión de pago 
de recursos al Municipio de la Heroica Ciudad de 
Tlaxiaco por parte del Poder Ejecutivo del Estado 
de Oaxaca)."	 1a. 	 732

Controversia constitucional 285/2017.—Municipio 
de Mérida, Estado de Yucatán.—Ministro Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Relativa a los temas síntesis: 
"Controversia constitucional. La representación del 
Ayuntamiento de Mérida, Estado de Yucatán, recae 
en el presidente municipal (Artículo 55, fracción I, 
de la Ley de Gobierno de los Municipios del Estado de 
Yucatán).", "Controversia constitucional. Si se hace 
valer una causa de improcedencia que involucra el 
estudio de fondo, debe desestimarse.", "Controversia 
constitucional. Debe desestimarse la causa de im-
procedencia relativa al consentimiento por parte del 
Municipio actor de la Ley de Gobierno de los Muni-
cipios, al no haberse impugnado una norma gene-
ral (Acuerdos dictados por el Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Yucatán en los expe-
dientes 199/2013, 8/2016, 21/2017, 27/2017, 86/2017, 
90/2017, 93/2017, 94/2017 y 95/2017)." y "Controversia 
constitucional. El Tribunal de Justicia Administrativa 
del Estado de Yucatán es competente para resolver 
las controversias de carácter administrativo y fiscal 
suscitadas entre la administración pública local y 
municipal y los particulares, en términos del artículo 
116, fracción V, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos (Acuerdos dictados por el 
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 
Yucatán en los expedientes 199/2013, 8/2016, 21/2017, 
27/2017, 86/2017, 90/2017, 93/2017, 94/2017 y 95/2017)."	 2a.	 1077

Controversia constitucional 83/2018.—Municipio de 
Mérida, Estado de Yucatán.—Ministro Ponente: 
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Eduardo Medina Mora I. Relativa a los temas sínte-
sis: "Controversia Constitucional. Legitimación del 
presidente municipal interino electo por mayoría sim
ple de votos entre los integrantes de cabildo para 
acudir a aquélla en representación del Ayuntamiento 
de Mérida, Estado de Yucatán, ante la licencia otor-
gada al presidente municipal (Artículo 64 G de la 
Ley de Gobierno de los Municipios del Estado de 
Yucatán).", "Controversia Constitucional. Si se hace 
valer una causa de improcedencia que involucra el 
estudio de fondo, debe desestimarse.", "Controversia 
constitucional. Debe desestimarse la causa de im-
procedencia relativa al consentimiento de una norma 
por parte del Municipio actor, al no haberse impug-
nado ésta (Acuerdos dictados por el Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán en los 
expedientes 144/2017, 1/2018, 2/2018, 136/2018 y 
137/2018)." y "Controversias de carácter administra-
tivo y fiscal suscitadas entre la administración pú-
blica local y municipal y los particulares en el Estado 
de Yucatán. El Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado es competente para resolverlas, en términos 
del artículo 116, fracción V, de la Constitución Polí
tica de los Estados Unidos Mexicanos (Acuerdos de 
siete de febrero de dos mil dieciocho dictados en 
los expedientes 114/2017, 1/2018, 2/2018, 136/2018 y 
137/2018, por el Tribunal de Justicia Administrativa 
del Estado de Yucatán)."	 2a.	 1119
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APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY EN BENEFI-
CIO. ACORDE CON ESTE PRINCIPIO, LAS CIRCUNS
TANCIAS AGRAVANTES DE UN ILÍCITO NO PUEDEN 
SER OBJETO DE VALORACIÓN PARA INDIVIDUALI-
ZAR LA PENA, CUANDO HAYAN SIDO SUPRIMIDAS 
DE LA NORMA SUSTANTIVA PENAL, COMO ES EL 
CASO DE LA CALIFICATIVA "A BORDO DE VEHÍCULO" 
EN EL DELITO DE SECUESTRO.	 I.9o.P.263 P (10a.)	 2448

ARRESTO ADMINISTRATIVO COMO SANCIÓN POR 
CONDUCIR EN ESTADO DE EBRIEDAD. AL PRETEN-
DER IMPONERLO EL JUEZ CALIFICADOR DEBE 
RESPETAR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA 
DEL PROBABLE INFRACTOR.	 P./J. 19/2019 (10a.)	 6

ARRESTO COMO CORRECTIVO DISCIPLINARIO EN 
EL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. ES INNE
CESARIO OTORGAR EL DERECHO DE AUDIENCIA 
PREVIA AL IMPONERLO, DADO EL RÉGIMEN DE 
SUJECIÓN ESPECIAL AL QUE SE ENCUENTRAN SU
JETOS LOS INTEGRANTES DE LAS FUERZAS AR-
MADAS.	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA O PERENCIÓN. LA 
FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 373 DEL CÓDIGO FE
DERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, PARA SER 
CONFORME CON EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTI-
TUCIÓN FEDERAL, EN CUANTO AL DERECHO A 
LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA –EN SU 
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VERTIENTE DE ACCESO A LA JUSTICIA–, DEBE IN-
TERPRETARSE EN EL SENTIDO DE QUE EL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL, PREVIO A LA CONCLUSIÓN DEL 
LAPSO AHÍ ESTABLECIDO, DEBERÁ PREVENIR AL 
INTERESADO PARA QUE EN UN PLAZO QUE CON-
SIDERE PRUDENTE CUMPLA CON SU CARGA PRO-
CESAL, CON EL APERCIBIMIENTO DE QUE, EN CASO 
DE INCUMPLIMIENTO, SE DECRETARÁ AQUÉLLA.	 I.3o.C.361 C (10a.)	 2541

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, AL ESTABLECER LA MECÁNICA RESPECTIVA, 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA 
DE LOS CONTRIBUYENTES.	 2a. II/2020 (10a.)	 1071

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCU-
LO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE 
LOS DERECHOS HUMANOS.	 2a./J. 5/2020 (10a.)	 865

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCU
LO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, 
QUE ESTABLECE LA MECÁNICA RESPECTIVA, NO 
SE RIGE POR LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE 
EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD. 	 2a./J. 6/2020 (10a.)	 866

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCU
LO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, 
SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD.	 2a./J. 7/2020 (10a.)	 868

CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL OR-
DEN JURÍDICO MEXICANO RESPECTO DE ACTOS 
LEGISLATIVOS. 	 2a./J. 4/2020 (10a.)	 869
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DEFINITIVIDAD. SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A 
ESE PRINCIPIO RESPECTO DE LA LEY DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE SINALOA, 
AL PREVER UN PLAZO MAYOR AL ESTABLECIDO 
EN LA LEY DE AMPARO PARA EL OTORGAMIENTO 
DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL.	 2a./J. 169/2019 (10a.)	 949

DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA RELACIÓN CON 
SUS LÍMITES CONSTITUCIONALES NO DEBE PLAN
TEARSE EN TÉRMINOS ABSOLUTOS.	 P. II/2019 (10a.)	 561

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO PUEDE ALEGAR
SE EL CARÁCTER DE "RESERVADO" DE LAS AVE
RIGUACIONES PREVIAS CUANDO LA INVESTIGA-
CIÓN VERSE SOBRE VIOLACIONES GRAVES DE 
DERECHOS FUNDAMENTALES O DELITOS DE LESA 
HUMANIDAD.	 P. I/2019 (10a.)	 562

DERECHO A SER JUZGADO EN UN PLAZO RAZO-
NABLE. SE VIOLA SI AL DESECHAR POR SEGUNDA 
OCASIÓN UNA DEMANDA SE ADUCEN RAZONES 
DISTINTAS, CUANDO ÉSTAS SE PUDIERON HABER 
ADVERTIDO DESDE LA PRIMERA DETERMINACIÓN.	 VII.2o.C.71 K (10a.)	 2560

DERECHO HUMANO A LA CULTURA FÍSICA Y A 
LA PRÁCTICA DEL DEPORTE. CORRESPONDE AL 
ESTADO VELAR POR QUE SE DESARROLLE CON-
FORME A LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y 
LEGALES.	 XVII.2o.C.T.2 CS (10a.)	 2562

DERECHO HUMANO A LA CULTURA FÍSICA Y A LA 
PRÁCTICA DEL DEPORTE. EN SU EJERCICIO DE-
BEN OBSERVARSE BASES ÉTICAS, EN PRO DE LA 
DIGNIDAD, INTEGRIDAD, IGUALDAD Y NO DISCRI-
MINACIÓN.	 XVII.2o.C.T.1 CS (10a.)	 2563

DERECHO HUMANO A LA CULTURA FÍSICA Y A LA 
PRÁCTICA DEL DEPORTE. SI LA EXPEDICIÓN DE 
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LA REGLAMENTACIÓN TÉCNICA-DEPORTIVA IMPLI
CA DISCRIMINACIÓN U OPACIDAD QUE LO IMPIDA, 
COBRAN VIGENCIA LOS DERECHOS FUNDAMEN-
TALES EN LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES 
EN SU EJERCICIO.	 XVII.2o.C.T.3 CS (10a.)	 2564

DISCRIMINACIÓN INDIRECTA. MÉTODO PARA DE-
TERMINAR SI LA APLICACIÓN DE UNA NORMA 
JURÍDICA LA GENERA EN PERJUICIO DEL MATRI-
MONIO DE PERSONAS DEL MISMO SEXO.	 I.9o.A.3 CS (10a.)	 2566

EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN 
EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 171, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA 
QUE LA ESTABLECE POR CONDICIONES DE PO-
BREZA O MARGINACIÓN, ES ACORDE CON LAS 
BASES CONSTITUCIONALES QUE RIGEN EL JUICIO 
DE AMPARO Y RAZONABLE DENTRO DEL PARÁ-
METRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL.	 1a. IX/2020 (10a.)	 648

EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN 
EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 171, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA 
QUE LA ESTABLECE POR CONDICIONES DE PO-
BREZA O MARGINACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE IGUALDAD PROCESAL DE LAS PARTES.	 1a. VIII/2020 (10a.)	 649

FACULTADES DE VERIFICACIÓN DE LA SECRETA-
RÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. EL ARTÍCULO 125 
DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIONES, 
ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR 
PÚBLICO, AL PREVER QUE DICHA DEPENDENCIA 
PODRÁ INICIAR –EN CUALQUIER TIEMPO– INTER-
VENCIONES DE OFICIO, VIOLA EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA.	 2a. LXXIX/2019 (10a.)	 1072

GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. 
LA EXCLUSIÓN DE UNO DE LOS PROGENITORES 
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PARA EJERCERLA, POR EL SOLO HECHO DE DEDI
CARSE A UN TRABAJO SEXUAL, VIOLA LOS PRIN-
CIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN.	 VII.2o.C.217 C (10a.)	 2578

HONORARIOS PROFESIONALES. AUNQUE LA 
ACTORA POR SU CONDICIÓN DE GÉNERO (INDÍ-
GENA) ARGUMENTE QUE SU CLIENTE NO LE HAYA 
CUBIERTO LA CONTRAPRESTACIÓN PACTADA POR 
SU ACTIVIDAD PROFESIONAL DESARROLLADA, LA 
AUTORIDAD JUDICIAL PUEDE REDUCIR OFICIO-
SAMENTE EL IMPORTE DE AQUÉLLOS, AL CONSI-
DERARLOS UNA EXPLOTACIÓN DEL HOMBRE POR 
EL HOMBRE.	 I.3o.C.410 C (10a.)	 2581

IMPUESTO PARA EL FOMENTO DE LA EDUCACIÓN 
PÚBLICA EN EL ESTADO DE DURANGO. LOS AR
TÍCULOS 13 A 18 DE LA LEY DE HACIENDA DE LA 
ENTIDAD, AL ESTABLECER COMO BASE GRAVA-
BLE EL IMPORTE DE LOS PAGOS DE OTRAS CON-
TRIBUCIONES LOCALES, VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA Y, EN CONSE-
CUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE RESPECTO DE SU ACTO DE APLICA-
CIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DEL SEGUNDO O 
ULTERIOR [APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDEN-
CIA TEMÁTICA 2a./J. 126/2013 (10a.)].	 XXV.3o.4 A (10a.)	 2584

IMPUESTO PARA LA MODERNIZACIÓN DE LOS RE
GISTROS PÚBLICOS DEL ESTADO DE DURANGO. 
EL ARTÍCULO 44 BIS DE LA LEY DE HACIENDA DE LA 
ENTIDAD, AL GRAVAR CONTRIBUCIONES EXCLU-
SIVAS DE LA HACIENDA MUNICIPAL LOCAL, VIOLA 
LOS PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA Y LIBRE ADMI-
NISTRACIÓN DE ÉSTA Y, EN CONSECUENCIA, OPE-
RA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE RES-
PECTO DE SU ACTO DE APLICACIÓN (APLICABILIDAD 
DE LA JURISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 105/2008).	 XXV.3o.6 A (10a.)	 2585

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, 
DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUA-
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DALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 
2019, AL CONTENER UNA TABLA PARA SU CÁLCU-
LO QUE PERMITE QUE AL AUMENTAR EN UNA 
UNIDAD EL LÍMITE SUPERIOR DE UN RANGO, LOS 
CONTRIBUYENTES QUEDEN COMPRENDIDOS EN 
EL SIGUIENTE, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS TRIBU-
TARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD.	 III.1o.A. J/4 A (10a.)	 2315

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, 
DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUA-
DALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 
2019, AL ESTABLECER UNA REDUCCIÓN EN SU 
PAGO A LOS PREDIOS RÚSTICOS DESTINADOS A 
FINES AGROPECUARIOS O LOS QUE TENGAN USO 
HABITACIONAL POR PARTE DE SUS PROPIETA-
RIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRI-
BUTARIA.	 III.1o.A. J/3 A (10a.)	 2345

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, 
PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE INGRESOS 
DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO, PARA 
EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER UNA 
SOBRETASA PARA SU PAGO TRATÁNDOSE DE 
PREDIOS BALDÍOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUI-
DAD TRIBUTARIA.	 III.1o.A.52 A (10a.)	 2587

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. EL PROCEDIMIENTO 
PARA CALCULAR EL MONTO SUSCEPTIBLE DE 
DEDUCIR POR INVERSIONES EN ACTIVOS INTAN-
GIBLES QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIE-
NES DE DOMINIO PÚBLICO NO VULNERA EL PRIN
CIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.	 1a. III/2020 (10a.)	 650

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS 
PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGINAL DE IN-
VERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PER-
MITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO 
PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE LEGA
LIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA.	 1a. II/2020 (10a.)	 651
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IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS 
PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGINAL DE IN-
VERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PER-
MITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO 
PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS TRIBU-
TARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD.	 1a. I/2020 (10a.)	 652

INDUSTRIA ELÉCTRICA. EL ARTÍCULO 161 DE LA 
LEY RELATIVA, AL DISPONER LA PUBLICACIÓN 
EN INTERNET DE DETERMINADA INFORMACIÓN, 
TIENE UN FIN CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDO.	 2a. LXXVII/2019 (10a.)	 1072

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. DICHO PRINCI-
PIO NO PUEDE SERVIR DE MEDIDA IDÓNEA PARA 
RESTRINGIR A LA MADRE LA GUARDA Y CUSTO-
DIA, POR DEDICARSE COMO FORMA DE TRABAJO 
A LA PROSTITUCIÓN.	 VII.2o.C.219 C (10a.)	 2593

INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRI-
VADAS. DENTRO DE ÉSTAS NO SE UBICAN LAS 
REALIZADAS A TRAVÉS DE TELÉFONOS PÚBLICOS, 
POR LO QUE LA INFORMACIÓN OBTENIDA DE 
ÉSTOS, CON MOTIVO DE LA INVESTIGACIÓN DE UN 
DELITO, NO ES VIOLATORIA DE ESE DERECHO 
HUMANO.	 I.9o.P.261 P (10a.)	 2594

JUICIO DE CONVIVENCIAS. SI SE DESAHOGA LA 
PRUEBA PERICIAL EN PSICOLOGÍA RESPECTO DE 
UN MENOR Y SE ORDENA LLEVAR A CABO UN PRO
CESO TERAPÉUTICO CON SUS FAMILIARES, DEBE 
REALIZARSE UN JUICIO DE PONDERACIÓN ENTRE 
LAS PARTICULARIDADES DEL CASO CONCRETO 
Y LOS DERECHOS EN JUEGO PARA VERIFICAR LA 
VIABILIDAD O NO DE LA PRÁCTICA DE UNA NUEVA 
VALORACIÓN, SIN QUE ELLO IMPLIQUE LA REVIC-
TIMIZACIÓN EN EL MENOR.	 XVII.2o.C.T.15 C (10a.)	 2602

MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS EN MATERIA CIVIL. SI UNA DE LAS 
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PARTES NO ACUDE A ELLOS A PESAR DE HABER 
SIDO NOTIFICADA DE SU INICIACIÓN, ESTO NO SIG
NIFICA LA PÉRDIDA DEL DERECHO DE ACUDIR A 
LA JUSTICIA FORMAL.	 I.3o.C.427 C (10a.)	 2607

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. LA REGLA 2.2.7. 
DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 
2017, AL PERMITIR ESA FORMA DE COMUNICACIÓN 
DE LAS RESOLUCIONES DE LA AUTORIDAD CUAN-
DO EL CONTRIBUYENTE NO REGISTRE ALGÚN CO-
RREO ELECTRÓNICO PARA REALIZARLA MEDIANTE 
BUZÓN TRIBUTARIO, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE 
RESERVA Y DE PRIMACÍA DE LA LEY.	 VII.2o.A.4 A (10a.)	 2613

OPERACIÓN DE MERCADOS MÓVILES EN LA MO-
DALIDAD DE TIANGUIS, BAZARES Y COMPLEMEN
TARIOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO. EL ARTÍCULO 
10, NUMERAL 29 Y SEGUNDO PÁRRAFO, DE LOS 
LINEAMIENTOS RELATIVOS, AL ESTABLECER COMO 
UNO DE LOS GIROS COMERCIALES LAS MASCO-
TAS DOMÉSTICAS Y ACUARIOS, VIOLA EL PRINCI-
PIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.	 I.5o.A.16 A (10a.)	 2620

PENA IMPUESTA EN EL PROCEDIMIENTO ABRE-
VIADO. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO NO 
PUEDE IMPUGNAR SU PROPORCIONALIDAD EN 
AMPARO DIRECTO.	 1a. IV/2020 (10a.)	 653

PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 
DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL CIRCUNS
CRIBIR EL DERECHO A ESE BENEFICIO A LOS DE-
PENDIENTES ECONÓMICOS QUE SEAN ASCEN-
DIENTES DISTINTOS DEL PADRE Y/O DE LA MADRE 
DEL TRABAJADOR O PENSIONADO FALLECIDO, NO 
VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUAL-
DAD JURÍDICA.	 I.7o.A.174 A (10a.)	 2624
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PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA-
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL NO 
CONSIDERAR PARA TENER DERECHO A ESE BE-
NEFICIO A FAMILIARES SUSCEPTIBLES DE PRO-
TECCIÓN QUE HUBIESEN DEPENDIDO ECONÓ
MICAMENTE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO 
FALLECIDO, DISTINTOS DE SUS ASCENDIENTES, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE 
SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL.	 I.7o.A.175 A (10a.)	 2626

PROCEDIMIENTO DE ENAJENACIÓN DE VEHÍCU-
LOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA DECLARADOS 
PROPIEDAD DEL FISCO FEDERAL. NO VULNERA EL 
DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA.	 2a. I/2020 (10a.)	 1074

PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA MOLECULAR. LA 
CONDUCTA EVASIVA DEL DEMANDADO PARA SU 
DESAHOGO, CONTRARÍA EL PRINCIPIO DE LEAL-
TAD PROCESAL Y VULNERA EL DERECHO DEL ME-
NOR DE EDAD PARA CONOCER SU IDENTIDAD 
PARENTAL.	 I.3o.C.413 C (10a.)	 2641

PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GENÉTICA (ADN). 
EL ARTÍCULO 130 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIEN-
TOS PENALES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, AL 
PREVER LA TOMA DE MUESTRAS BIOLÓGICAS, 
LA CUAL TIENE COMO FIN EXCLUSIVO EL DE CONS
TATAR O REVELAR HECHOS QUE SIRVEN DE FUENTE 
O MEDIO DE PRUEBA EN UN PROCESO JUDICIAL, 
NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A 
LA NO AUTOINCRIMINACIÓN Y A LA INTIMIDAD 
PERSONAL, NI GENERA UN ACTO DE MOLESTIA 
A QUIEN SE DIRIGE.	 XVII.1o.P.A.97 P (10a.)	 2643

PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 
885, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, AL ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU DE
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SISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS 
PARTES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA 
VISTA OTORGADA CON MOTIVO DE LA CERTIFI
CACIÓN DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUE-
DAN PRUEBAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS 
DERECHOS HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A 
LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR 
A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019). 	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

RECLASIFICACIÓN DE LOS HECHOS MATERIA DE 
LA IMPUTACIÓN MINISTERIAL. ANTES DE RESOL-
VER LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL IMPUTADO, EL 
JUEZ DE CONTROL DEBE PERMITIRLE EJERCER SU 
DERECHO DE DEFENSA ADECUADA RESPECTO A 
ÉSTA (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCU-
LO 316, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO NACIO-
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES).	 I.9o.P.265 P (10a.)	 2649

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
NO SE ACTUALIZA POR LA PROHIBICIÓN DE REIN
CORPORAR AL SERVICIO A LOS MIEMBROS DE 
LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.	 I.4o.A.179 A (10a.)	 2665

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 37, SEXTO 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABRO-
GADA), NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONA
LIDAD EN LA IMPOSICIÓN DE LAS SANCIONES.	 2a. LXXVIII/2019 (10a.)	 1075

SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJADORA DE 
CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA 
POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. CONSTITUYE 
UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO, 
QUE ORIGINA LA REPARACIÓN INTEGRAL A LA 
VÍCTIMA.	 I.16o.T.49 L (10a.)	 2692
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATE-
RIAS CIVIL, MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. EL AR
TÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO 
QUE ESTABLECE SU PROCEDENCIA ÚNICAMENTE 
ANTE VIOLACIONES EVIDENTES DE LA LEY QUE 
HAYAN DEJADO SIN DEFENSA AL QUEJOSO, NO 
VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.	 1a. VII/2020 (10a.)	 654

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. DIFERENCIAS 
ENTRE EL DERECHO A RECURRIR UN FALLO ANTE 
UNA INSTANCIA SUPERIOR Y EL DE ACCEDER A UN 
RECURSO ADECUADO Y EFECTIVO.	 1a./J. 8/2020 (10a.)	 589

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. NO SE GARAN-
TIZA ESTE DERECHO AL QUEJOSO PRIVADO DE LA 
LIBERTAD, POR EL HECHO DE QUE EL PRESIDEN-
TE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, AL 
CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN, LE NOM-
BRE UN DEFENSOR POR NO TENER UN LICENCIA-
DO EN DERECHO QUE LO REPRESENTE, SI EN EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO SE LE DESIGNÓ 
A UNO OFICIOSAMENTE, POR LO QUE DEBE REVO-
CARSE LA SENTENCIA RECURRIDA Y ORDENARSE 
LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO.	 I.9o.P.258 P (10a.)	 2727
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AGRAVIOS EN EL RECURSO DE APELACIÓN EN 
EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. EN SU FORMU-
LACIÓN EL TRIBUNAL DE ALZADA NO DEBE 
EXIGIR LA SATISFACCIÓN DE TECNICISMOS LÓ
GICO JURÍDICOS, COMO CONDICIÓN NECESARIA 
PARA ANALIZAR EL FALLO RECURRIDO.	 XI.P.36 P (10a.)	 2442

AMPARO INDIRECTO. LA OMISIÓN DEL JUEZ PE
NAL DE ACORDAR UNA PETICIÓN FORMULADA 
POR EL JUSTICIABLE RECLAMADA EN EL JUICIO 
RELATIVO, NO CONFIGURA UNA CAUSA MANI-
FIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL 
JUICIO. 	 PC.III.P. J/21 P (10a.)	 1256

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA 
OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA PE
TICIÓN DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO JURIS-
DICCIONAL EN EL QUE EXISTE UNA ABIERTA DI-
LACIÓN DEL PROCEDIMIENTO O SU PARALIZACIÓN 
TOTAL, AL ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN AL PRIN-
CIPIO DE DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL ÚLTIMO 
PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL ARTÍCULO 
61 DE LA LEY DE AMPARO.	 PC.III.P. J/22 P (10a.)	 1257

AMPLIACIÓN DEL TÉRMINO CONSTITUCIONAL. 
LA INADMISIÓN DE DATOS DE PRUEBA AL MI
NISTERIO PÚBLICO DENTRO DE DICHO PLAZO 
NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD 
PROCESAL NI DE CONTRADICCIÓN, PUES SU 
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PRÓRROGA SE TRADUCE EN UN DERECHO EN 
FAVOR DE LA DEFENSA Y EL IMPUTADO QUE NO 
PUEDE OPERAR EN PERJUICIO DE ÉSTOS. 	 XXII.P.A.64 P (10a.)	 2447

APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY EN BENEFI-
CIO. ACORDE CON ESTE PRINCIPIO, LAS CIR-
CUNSTANCIAS AGRAVANTES DE UN ILÍCITO NO 
PUEDEN SER OBJETO DE VALORACIÓN PARA IN-
DIVIDUALIZAR LA PENA, CUANDO HAYAN SIDO 
SUPRIMIDAS DE LA NORMA SUSTANTIVA PENAL, 
COMO ES EL CASO DE LA CALIFICATIVA "A BORDO 
DE VEHÍCULO" EN EL DELITO DE SECUESTRO.	 I.9o.P.263 P (10a.)	 2448

COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN HECHO 
CONSIDERADO COMO DELITO POR RAZÓN DE 
SEGURIDAD. EL ARTÍCULO 30, PÁRRAFO SEGUN-
DO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
PARA EL ESTADO DE MÉXICO ABROGADO QUE LA 
REGULA, APLICA ENTRE JUECES DE LA PROPIA 
ENTIDAD FEDERATIVA, POR LO QUE NO PUEDE 
INVOCARSE PARA FINCÁRSELA A UNO DE DIS-
TINTO ESTADO.	 II.3o.P.69 P (10a.)	 2545

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONO-
CER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO INTER-
PUESTO CONTRA LA ORDEN DE APREHENSIÓN, 
CUANDO POR NO HABERSE DESAHOGADO LA 
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO SE HAN IMPUG
NADO LOS INFORMES JUSTIFICADOS Y, POR 
TANTO, NO HA DESAPARECIDO LA POSIBILIDAD 
DE QUE SE EJECUTE EN MÁS DE UN DISTRITO. 
EN TÉRMINOS DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL AR-
TÍCULO 37 DE LA LEY DE AMPARO SE SURTE A 
FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO ANTE QUIEN SE 
PRESENTE LA DEMANDA.	 I.10o.P.34 P (10a.)	 2547

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER 
DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO POR VIO-
LACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN, EN EL QUE 
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SE RECLAMA LA RESPUESTA INCONGRUENTE DE 
LA AUTORIDAD MINISTERIAL CON LO SOLICITADO, 
EN RELACIÓN CON LA DEVOLUCIÓN DE UN IN
MUEBLE ASEGURADO. AL TRATARSE DE UN ACTO 
DE NATURALEZA POSITIVA SIN EJECUCIÓN MA
TERIAL, SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DIS
TRITO EN CUYA JURISDICCIÓN SE PRESENTÓ LA 
DEMANDA.	 I.9o.P.260 P (10a.)	 2548

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER 
DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA 
UNA ORDEN DE DETENCIÓN Y/O APREHENSIÓN. 
SI TODAS LAS AUTORIDADES NIEGAN LA EXIS-
TENCIA DEL ACTO RECLAMADO Y NO SE DESVIR-
TÚAN LOS INFORMES JUSTIFICADOS ANTES DE 
CELEBRADA LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, SE 
SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO CON 
JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DONDE SE PRE-
SENTÓ LA DEMANDA.	 XIII.1o.P.T.9 P (10a.)	 2549

DECLARACIÓN DE PERIODISTAS EN CALIDAD DE 
TESTIGOS EN UN PROCESO PENAL. ALCANCES 
DE SU DERECHO A NO RENDIRLA, PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 243 BIS, FRACCIÓN III, DEL CÓ-
DIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
ABROGADO.	 I.7o.P.131 P (10a.)	 2557

DEMANDA DE AMPARO INTERPUESTA CONTRA 
LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL EMITIDA 
ORALMENTE EN LA AUDIENCIA DEL RECURSO 
INNOMINADO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES. AL TENERSE EN ESTE ACTO POR NOTI
FICADAS LAS PARTES, EL PLAZO PARA SU PRE-
SENTACIÓN ES EL GENÉRICO DE QUINCE DÍAS.	 I.9o.P.262 P (10a.)	 2558

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO PUEDE ALE-
GARSE EL CARÁCTER DE "RESERVADO" DE LAS 



2980

	 Número de identificación	 Pág.

ENERO 2020

AVERIGUACIONES PREVIAS CUANDO LA INVESTI-
GACIÓN VERSE SOBRE VIOLACIONES GRAVES DE 
DERECHOS FUNDAMENTALES O DELITOS DE LESA 
HUMANIDAD. 	 P. I/2019 (10a.)	 562

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA COM
PETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA DE 
AMPARO PRESENTADA EN SU CONTRA, SE SURTE 
A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO ANTE QUIEN 
SE PROMUEVE. 	 1a./J. 83/2019 (10a.)	 617

EXTRADICIÓN. EN EL AMPARO PROMOVIDO CON-
TRA LA ORDEN RELATIVA PROCEDE CONCEDER 
LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL AL SUJETO RE
CLAMADO A EFECTO DE REPONER EL PROCE
DIMIENTO, AUN CUANDO ÉSTE NO HAYA OPUESTO 
EXCEPCIONES, SI EL ÓRGANO JURISDICCIONAL 
ADVIERTE UN RIESGO REAL Y PROBABLE DE UNA 
INMINENTE VIOLACIÓN AL DERECHO FUNDAMEN
TAL NON BIS IN IDEM EN SUS DOS VERTIENTES 
(SUSTANTIVA Y ADJETIVA).	 I.3o.P.72 P (10a.)	 2573

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO POR 
NO AGOTAR EL RECURSO PREVISTO EN EL AR
TÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE
DIMIENTOS PENALES. NO SE ACTUALIZA SI LOS 
ACTOS DE OMISIÓN O DECISIONES RECLAMA
DAS DEL MINISTERIO PÚBLICO, EMANAN DEL TRÁ
MITE DE UNA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE DEBA 
LLEVARSE CONFORME AL PROCEDIMIENTO ANTE
RIOR, Y NO DE UNA CARPETA DE INVESTIGACIÓN.	 II.2o.P.88 P (10a.)	 2583

INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRI-
VADAS. DENTRO DE ÉSTAS NO SE UBICAN LAS 
REALIZADAS A TRAVÉS DE TELÉFONOS PÚBLI-
COS, POR LO QUE LA INFORMACIÓN OBTENIDA 
DE ÉSTOS, CON MOTIVO DE LA INVESTIGACIÓN 
DE UN DELITO, NO ES VIOLATORIA DE ESE DERECHO 
HUMANO.	 I.9o.P.261 P (10a.)	 2594

REPUBLICADA  
POR CORRECCIÓN  

EN EL TEXTO
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MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN ADS-
CRITO A LA AUTORIDAD DE AMPARO. CARECE DE 
LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO 
DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA QUE CON-
CEDE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL PARA 
QUE EL JUEZ DE CONTROL CALIFIQUE LA DE
TERMINACIÓN DE ABSTENCIÓN DE INVESTIGAR, 
AL NO AFECTAR EL INTERÉS ESPECÍFICO QUE 
REPRESENTA.	 II.3o.P.70 P (10a.)	 2609

NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL JUICIO DE 
AMPARO AL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBER
TAD EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN QUE IM
PLIQUEN EL DESAHOGO DE PREVENCIONES O 
REQUERIMIENTOS. A FIN DE GARANTIZAR SU 
DERECHO A UNA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, DE-
BEN CONSIDERARSE EFECTUADAS DESDE EL 
MOMENTO EN QUE QUEDE LEGALMENTE ENTE-
RADO SU DEFENSOR.	 I.9o.P.257 P (10a.)	 2614

ORDEN DE EXTRADICIÓN. NO SE ACTUALIZA LA 
CAUSAL DE IMPROCEDENCIA POR CONSENTIMIEN
TO EXPRESO DEL ACTO RECLAMADO, SI DURANTE 
EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO EL QUEJOSO 
MANIFIESTA SU VOLUNTAD DE SER EXTRADITADO 
AL ESTADO REQUIRENTE SIN HABERSE EMI
TIDO AQUEL ACTO POR LA SECRETARÍA DE RELA-
CIONES EXTERIORES.	 I.3o.P.71 P (10a.)	 2621

PENA IMPUESTA EN EL PROCEDIMIENTO ABRE-
VIADO. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO NO 
PUEDE IMPUGNAR SU PROPORCIONALIDAD EN 
AMPARO DIRECTO. 	 1a. IV/2020 (10a.)	 653

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. EL CÓMPUTO 
DEL PLAZO PARA QUE OPERE SE INTERRUMPE 
POR EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL, QUE DA 
INICIO SÓLO EN CUALQUIERA DE LAS HIPÓTESIS 
DEFINIDAS EN EL ARTÍCULO 211 DEL CÓDIGO 
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NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y NO 
CON LA SOLICITUD DE AUDIENCIA PARA DIRIMIR 
LA COMPETENCIA DEL JUEZ DE CONTROL.	 VI.2o.P.62 P (10a.)	 2629

PRUEBA PERICIAL EN EL SISTEMA PENAL ACU
SATORIO. DEBE VALORARSE CON BASE EN LO 
MANIFESTADO POR EL PERITO EN LA AUDIENCIA 
DE JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL INTERROGATO-
RIO Y CONTRAINTERROGATORIO QUE REALICEN 
LAS PARTES, Y NO CON LA VERSIÓN ESCRITA DEL 
DICTAMEN RESPECTIVO (LEGISLACIÓN DEL ES
TADO DE CHIHUAHUA).	 XVII.2o.6 P (10a.)	 2640

PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GENÉTICA (ADN). 
EL ARTÍCULO 130 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIEN-
TOS PENALES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, AL 
PREVER LA TOMA DE MUESTRAS BIOLÓGICAS, 
LA CUAL TIENE COMO FIN EXCLUSIVO EL DE CONS
TATAR O REVELAR HECHOS QUE SIRVEN DE 
FUENTE O MEDIO DE PRUEBA EN UN PROCESO 
JUDICIAL, NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDA
MENTALES A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN Y A LA 
INTIMIDAD PERSONAL, NI GENERA UN ACTO DE 
MOLESTIA A QUIEN SE DIRIGE.	 XVII.1o.P.A.97 P (10a.)	 2643

RECLASIFICACIÓN DE LOS HECHOS MATERIA DE 
LA IMPUTACIÓN MINISTERIAL. ANTES DE RESOL-
VER LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL IMPUTADO, EL 
JUEZ DE CONTROL DEBE PERMITIRLE EJERCER 
SU DERECHO DE DEFENSA ADECUADA RESPECTO 
A ÉSTA (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL AR
TÍCULO 316, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES).	 I.9o.P.265 P (10a.)	 2649

RECURSO DE APELACIÓN EN EL SISTEMA DE 
JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. SI EL TRIBUNAL 
DE ALZADA REVOCA LA SENTENCIA ABSOLUTO
RIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR ACREDI
TADOS EL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL 
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DEL PROCESADO, DEBE REASUMIR JURISDIC-
CIÓN PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUALI
ZACIÓN DE LAS SANCIONES Y LA REPARACIÓN 
DEL DAÑO, SIEMPRE QUE ANTE EL ÓRGANO DE 
ENJUICIAMIENTO SE HUBIEREN DESAHOGADO 
LOS MEDIOS DE PRUEBA RELATIVOS.	 I.9o.P.267 P (10a.)	 2650

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE AM
PARO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO 
DEL JUEZ DE DISTRITO QUE REQUIERE AL QUE-
JOSO PARA QUE COMPAREZCA A RATIFICAR 
DETERMINADO ESCRITO, CUANDO SE RECLAME 
UNA ORDEN DE APREHENSIÓN O MANDAMIENTO 
PRIVATIVO DE LA LIBERTAD.	 PC.I.P. J/65 P (10a.)	 1834

RESOLUCIÓN "DE MERO TRÁMITE" EN EL PRO
CESO PENAL ACUSATORIO. NO LA CONSTITUYE 
LA DETERMINACIÓN DEL TRIBUNAL DE ALZADA 
DE SUSPENDER EL TRÁMITE DEL RECURSO DE 
APELACIÓN POR HABERSE DECRETADO EN LA 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN LA SUSPENSIÓN 
CONDICIONAL DEL PROCESO COMO FORMA DE 
SOLUCIÓN ALTERNA.	 I.9o.P.264 P (10a.)	 2662

RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL JUEZ DE CONTROL 
EN EL RECURSO INNOMINADO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE
DIMIENTOS PENALES. EN SU CONTRA ES INNE-
CESARIO AGOTAR MEDIO DE DEFENSA ALGUNO, 
PREVIO A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.	 I.10o.P.33 P (10a.)	 2663

SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR EL 
COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIARIO 
RELACIONADAS CON LAS CONDICIONES DE 
INTERNAMIENTO. EL ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO 
DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN SU 
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CONTRA, DEBE REALIZARSE CON BASE EN EL RE-
CURSO DE REVISIÓN ANTE EL JUEZ DE EJECUCIÓN.	 II.4o.P.13 P (10a.)	 2670

SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR EL 
COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIARIO. 
SON IMPUGNABLES ANTE EL JUEZ DE EJECUCIÓN 
A TRAVÉS DEL RECURSO DE REVISIÓN Y NO 
MEDIANTE LA PETICIÓN ADMINISTRATIVA ANTE 
EL DIRECTOR DEL CENTRO, AUN CUANDO AQUÉ
LLAS PUDIERAN RELACIONARSE CON LAS CON
DICIONES DE INTERNAMIENTO.	 II.4o.P.12 P (10a.)	 2671

SANCIONES IMPUESTAS POR EL COMITÉ TÉCNICO 
DEL CENTRO PENITENCIARIO. SE REGULAN BAJO 
EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO PREVISTO EN LA LEY 
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, AUN CUANDO 
PUDIERAN RELACIONARSE CON LAS CONDICIO
NES DE INTERNAMIENTO.	 II.4o.P.11 P (10a.)	 2672

SENTENCIA DEFINITIVA PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
LA CONSTITUYE LA RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL 
DE ALZADA QUE DECIDE EN DEFINITIVA SOBRE 
LA ACREDITACIÓN DEL DELITO Y LA RESPONSABI
LIDAD PENAL, AUN CUANDO NO CONTENGA PRO
NUNCIAMIENTO RESPECTO A LA INDIVIDUALIZA-
CIÓN DE LAS SANCIONES Y REPARACIÓN DEL 
DAÑO.	 I.9o.P.266 P (10a.)	 2675

SEPARACIÓN DE PROCESOS PREVISTA EN EL AR-
TÍCULO 35 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE
DIMIENTOS PENALES. DEBE SOLICITARSE ANTES 
DEL AUTO DE APERTURA A JUICIO, Y DECRETARSE 
HASTA ANTES DE LA AUDIENCIA DE JUICIO.	 I.4o.P.34 P (10a.)	 2691

SISTEMA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LAS DE-
TERMINACIONES Y RESOLUCIONES DICTADAS 
EN RECURSOS QUE INCIDAN EN EL TEMA DE LA 
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PERSONALIDAD, EMITIDAS DENTRO DE LA AUDIEN
CIA INICIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, AL NO CONSTITUIR ACTOS 
DE IMPOSIBLE REPARACIÓN.	 I.10o.P.35 P (10a.)	 2696

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. NO SE GA
RANTIZA ESTE DERECHO AL QUEJOSO PRIVADO 
DE LA LIBERTAD, POR EL HECHO DE QUE EL PRE-
SIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIR
CUITO, AL CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN, 
LE NOMBRE UN DEFENSOR POR NO TENER UN 
LICENCIADO EN DERECHO QUE LO REPRE
SENTE, SI EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
NO SE LE DESIGNÓ A UNO OFICIOSAMENTE, POR 
LO QUE DEBE REVOCARSE LA SENTENCIA RE
CURRIDA Y ORDENARSE LA REPOSICIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO.	 I.9o.P.258 P (10a.)	 2727

VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL 
AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL AUTO DE FOR-
MAL PRISIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO EL JUEZ 
DE LA CAUSA, SIN PREVIO AVISO Y AUTORIZA-
CIÓN DEL DE DISTRITO, SE PRONUNCIA EN RE
LACIÓN CON CUALQUIER PETICIÓN CONCERNIEN-
TE A LA LIBERTAD PERSONAL DEL QUEJOSO, SI SE 
CONCEDIÓ PARA EL EFECTO DE QUE QUEDARA A 
DISPOSICIÓN DE ÉSTE POR CUANTO HACE A DICHO 
TÓPICO, Y DE LA AUTORIDAD QUE DEBÍA JUZ-
GARLO PARA LA CONTINUACIÓN DEL PROCESO.	 I.9o.P.259 P (10a.)	 2733
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ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO 
DE AMPARO. TIENE ESE CARÁCTER LA RESOLU-
CIÓN EMITIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL BAN
CARIA Y DE VALORES EN LA QUE COMUNICA A UN 
SOLICITANTE QUE NO APROBÓ LA EVALUACIÓN 
PARA OBTENER LA CERTIFICACIÓN EN MATERIA 
DE PREVENCIÓN DE OPERACIONES CON RECUR-
SOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA Y FINANCIAMIEN-
TO AL TERRORISMO.	 2a./J. 160/2019 (10a.)	 893

ARRESTO ADMINISTRATIVO COMO SANCIÓN POR 
CONDUCIR EN ESTADO DE EBRIEDAD. AL PRETEN
DER IMPONERLO EL JUEZ CALIFICADOR DEBE 
RESPETAR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA 
DEL PROBABLE INFRACTOR.	 P./J.  19/2019 (10a.)	 6

ARRESTO COMO CORRECTIVO DISCIPLINARIO 
EN EL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. 
ES INNECESARIO OTORGAR EL DERECHO DE 
AUDIENCIA PREVIA AL IMPONERLO, DADO EL RÉ-
GIMEN DE SUJECIÓN ESPECIAL AL QUE SE EN-
CUENTRAN SUJETOS LOS INTEGRANTES DE LAS 
FUERZAS ARMADAS.	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

AUTOCORRECCIÓN EN MATERIA FISCAL. EL EJER-
CICIO DE ESA PRERROGATIVA NO ESTÁ CONDICIO-
NADO A QUE SE ENTREGUE A LA AUTORIDAD 
COPIA DE LA DECLARACIÓN CORRESPONDIENTE, 
SINO A QUE ÉSTA SE PRESENTE OPORTUNA-
MENTE.	 I.1o.A.228 A (10a.)	 2450
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COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, AL ESTABLECER LA MECÁNICA RESPECTI-
VA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍ-
TIMA DE LOS CONTRIBUYENTES.	 2a. II/2020 (10a.)	 1071

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 
DE 2019, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVI-
DAD DE LOS DERECHOS HUMANOS.	 2a./J. 5/2020 (10a.)	 865

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, QUE ESTABLECE LA MECÁNICA RESPECTI-
VA, NO SE RIGE POR LOS PRINCIPIOS TRIBUTA-
RIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD.	 2a./J. 6/2020 (10a.)	 866

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD.	 2a./J. 7/2020 (10a.)	 868

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE 
AMPARO CONTRA EL REQUERIMIENTO DE INFOR-
MACIÓN Y DOCUMENTACIÓN DERIVADO DE UNA 
REVISIÓN DE ESCRITORIO O GABINETE. RECAE 
EN EL JUEZ DE DISTRITO QUE TENGA JURISDIC-
CIÓN EN EL DOMICILIO DE LA AUTORIDAD FISCAL 
ANTE LA CUAL DEBAN PROPORCIONARSE.	 I.1o.A.230 A (10a.)	 2546

CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL OR-
DEN JURÍDICO MEXICANO RESPECTO DE ACTOS 
LEGISLATIVOS.	 2a./J. 4/2020 (10a.)	 869
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CONFLICTO COMPETENCIAL. ES INEXISTENTE EL 
PLANTEADO ENTRE UNA AUTORIDAD ADMINIS-
TRATIVA Y UN ÓRGANO JURISDICCIONAL.	 I.5o.A.11 K (10a.)	 2550

DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA RELACIÓN CON 
SUS LÍMITES CONSTITUCIONALES NO DEBE PLAN
TEARSE EN TÉRMINOS ABSOLUTOS.	 P. II/2019 (10a.)	 561

FACULTADES DE VERIFICACIÓN DE LA SECRETA-
RÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. EL ARTÍCULO 125 
DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIONES, 
ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR 
PÚBLICO, AL PREVER QUE DICHA DEPENDENCIA 
PODRÁ INICIAR –EN CUALQUIER TIEMPO– INTER-
VENCIONES DE OFICIO, VIOLA EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA.	 2a. LXXIX/2019 (10a.)	 1072

IMPUESTO PARA EL FOMENTO DE LA EDUCACIÓN 
PÚBLICA EN EL ESTADO DE DURANGO. LOS AR
TÍCULOS 13 A 18 DE LA LEY DE HACIENDA DE LA 
ENTIDAD, AL ESTABLECER COMO BASE GRAVA-
BLE EL IMPORTE DE LOS PAGOS DE OTRAS CON-
TRIBUCIONES LOCALES, VIOLAN EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA Y, EN CON-
SECUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE RESPECTO DE SU ACTO DE APLICA-
CIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DEL SEGUNDO O 
ULTERIOR [APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDEN-
CIA TEMÁTICA 2a./J. 126/2013 (10a.)].	 XXV.3o.4 A (10a.)	 2584

IMPUESTO PARA LA MODERNIZACIÓN DE LOS 
REGISTROS PÚBLICOS DEL ESTADO DE DURANGO. 
EL ARTÍCULO 44 BIS DE LA LEY DE HACIENDA DE LA 
ENTIDAD, AL GRAVAR CONTRIBUCIONES EXCLU-
SIVAS DE LA HACIENDA MUNICIPAL LOCAL, VIO-
LA LOS PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA Y LIBRE 
ADMINISTRACIÓN DE ÉSTA Y, EN CONSECUENCIA, 
OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE 
RESPECTO DE SU ACTO DE APLICACIÓN (APLI
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CABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA TEMÁTICA 
2a./J. 105/2008).	 XXV.3o.6 A (10a.)	 2585

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN 
I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE 
GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO 
FISCAL 2019, AL CONTENER UNA TABLA PARA SU 
CÁLCULO QUE PERMITE QUE AL AUMENTAR EN 
UNA UNIDAD EL LÍMITE SUPERIOR DE UN RANGO, 
LOS CONTRIBUYENTES QUEDEN COMPRENDIDOS 
EN EL SIGUIENTE, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS TRI-
BUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD.	 III.1o.A. J/4 A (10a.)	 2315

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN 
I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE 
GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO 
FISCAL 2019, AL ESTABLECER UNA REDUCCIÓN 
EN SU PAGO A LOS PREDIOS RÚSTICOS DESTINA-
DOS A FINES AGROPECUARIOS O LOS QUE TEN-
GAN USO HABITACIONAL POR PARTE DE SUS 
PROPIETARIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUI-
DAD TRIBUTARIA.	 III.1o.A. J/3 A (10a.)	 2345

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN 
I, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE INGRESOS 
DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO, PARA 
EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER UNA 
SOBRETASA PARA SU PAGO TRATÁNDOSE DE PRE
DIOS BALDÍOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA.	 III.1o.A.52 A (10a.)	 2587

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. EL PROCEDIMIENTO 
PARA CALCULAR EL MONTO SUSCEPTIBLE DE 
DEDUCIR POR INVERSIONES EN ACTIVOS INTAN-
GIBLES QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIE-
NES DE DOMINIO PÚBLICO NO VULNERA EL PRIN-
CIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.	 1a. III/2020 (10a.)	 650
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IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS 
PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGINAL DE IN-
VERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PER-
MITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO 
PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE LE-
GALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA.	 1a. II/2020 (10a.)	 651

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS 
PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGINAL DE IN-
VERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PER-
MITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO 
PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS TRIBU-
TARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD.	 1a. I/2020 (10a.)	 652

INDUSTRIA ELÉCTRICA. EL ARTÍCULO 161 DE LA 
LEY RELATIVA, AL DISPONER LA PUBLICACIÓN EN 
INTERNET DE DETERMINADA INFORMACIÓN, TIENE 
UN FIN CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDO.	 2a. LXXVII/2019 (10a.)	 1072

INTERÉS JURÍDICO O LEGÍTIMO PARA RECLAMAR 
EN EL JUICIO DE AMPARO LOS ACTOS DE FISCALI
ZACIÓN DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO 
DE JALISCO. NO LO TIENE EL PARTICULAR A QUIEN 
SE LE FINCA UN CRÉDITO FISCAL DERIVADO 
DE ÉSTOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2017).	 III.6o.A.26 A (10a.)	 2592

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN PRE
LIMINAR QUE CONTIENE LA PRESUNCIÓN DE 
INEXISTENCIA DE OPERACIONES DEL CONTRIBU-
YENTE, A QUE SE REFIERE EL PRIMER PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, DADO QUE NO CAUSA AGRAVIO 
EN MATERIA FISCAL.	 2a./J. 154/2019 (10a.)	 966

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA LEY 
DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
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PARA EL ESTADO DE OAXACA, ESTABLECE MAYO-
RES REQUISITOS QUE LOS SEÑALADOS EN LA 
LEY DE AMPARO PARA CONCEDER LA SUSPEN-
SIÓN DEL ACTO RECLAMADO, POR LO QUE NO 
DEBE DESECHARSE LA DEMANDA DE AMPARO 
O SU AMPLIACIÓN EN EL AUTO INICIAL, CON EL 
ARGUMENTO DE QUE PREVIAMENTE DEBE AGO-
TARSE AQUÉL.	 XIII.2o.C.A. J/1 A (10a.)	 2368

JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESO-
LUCIÓN DICTADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE LESI-
VIDAD. ES IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR 
LA AUTORIDAD DEMANDANTE.	 VII.2o.A.6 A (10a.)	 2597

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CON-
TRA LA NEGATIVA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL A PRESTAR EL SERVICIO MÉDICO 
A UNA TRABAJADORA DURANTE SU EMBARAZO, 
BAJO EL ARGUMENTO DE QUE FUE DADA DE BAJA 
POR SU PATRÓN, CON LA FINALIDAD DE QUE 
AQUÉL SE EXTIENDA PARA EL CASO DE URGENCIA 
Y, SEGÚN EL GRADO DE GRAVIDEZ PRESENTADO, 
SE LE CANALICE A UNA INSTITUCIÓN DE SALUD 
PÚBLICA DIVERSA EN LA QUE SE CONTINÚE SU 
ATENCIÓN.	 V.1o.P.A.8 A (10a.)	 2599

MULTAS POR INFRACCIONES FORMALES DESCU-
BIERTAS EN EL EJERCICIO DE LAS FACULTADES 
DE COMPROBACIÓN. LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE 
ABSTENERSE DE IMPONERLAS, CONFORME AL 
ARTÍCULO 20-A DE LA LEY DEL SERVICIO DE ADMI
NISTRACIÓN TRIBUTARIA.	 IX.2o.C.A.3 A (10a.)	 2610

NACIONALIDAD MEXICANA POR NACIMIENTO. 
EL ARTÍCULO 30, INCISO A, FRACCIÓN II, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS NO ES EXTENSIVO A SUPUESTOS NO 
PREVISTOS EXPRESAMENTE.	 2a./J. 167/2019 (10a.)	 995
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NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. LA REGLA 2.2.7. 
DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 
2017, AL PERMITIR ESA FORMA DE COMUNICA-
CIÓN DE LAS RESOLUCIONES DE LA AUTORIDAD 
CUANDO EL CONTRIBUYENTE NO REGISTRE AL-
GÚN CORREO ELECTRÓNICO PARA REALIZARLA 
MEDIANTE BUZÓN TRIBUTARIO, NO VIOLA LOS 
PRINCIPIOS DE RESERVA Y DE PRIMACÍA DE LA 
LEY.	 VII.2o.A.4 A (10a.)	 2613

OPERACIÓN DE MERCADOS MÓVILES EN LA MO-
DALIDAD DE TIANGUIS, BAZARES Y COMPLEMEN-
TARIOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO. EL ARTÍCULO 
10, NUMERAL 29 Y SEGUNDO PÁRRAFO, DE LOS 
LINEAMIENTOS RELATIVOS, AL ESTABLECER COMO 
UNO DE LOS GIROS COMERCIALES LAS MASCO-
TAS DOMÉSTICAS Y ACUARIOS, VIOLA EL PRINCI-
PIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.	 I.5o.A.16 A (10a.)	 2620

PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 
DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL CIR-
CUNSCRIBIR EL DERECHO A ESE BENEFICIO A 
LOS DEPENDIENTES ECONÓMICOS QUE SEAN 
ASCENDIENTES DISTINTOS DEL PADRE Y/O DE LA 
MADRE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO FALLE
CIDO, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL A 
LA IGUALDAD JURÍDICA.	 I.7o.A.174 A (10a.)	 2624

PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA-
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL NO 
CONSIDERAR PARA TENER DERECHO A ESE BE-
NEFICIO A FAMILIARES SUSCEPTIBLES DE PRO-
TECCIÓN QUE HUBIESEN DEPENDIDO ECONÓMI-
CAMENTE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO 
FALLECIDO, DISTINTOS DE SUS ASCENDIENTES, 
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VIOLA LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE 
SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL.	 I.7o.A.175 A (10a.)	 2626

PRESUNCIÓN DE INGRESOS POR DEPÓSITOS EN 
LA CUENTA BANCARIA DEL CONTRIBUYENTE. PARA 
DESVIRTUARLA CON UN CONTRATO DE MUTUO 
SIMPLE O CON INTERÉS DEBE PROBARSE SU MA
TERIALIDAD, ENTRE OTROS MEDIOS, CON LOS 
RECIBOS O ESTADOS DE CUENTA DEL MUTUANTE.	 XVI.1o.A. J/55 A (10a.)	 2394

PRIMA DEL SEGURO DE RIESGOS DE TRABAJO. 
LOS ACCIDENTES QUE OCURRAN A LOS TRABA-
JADORES EN EL TRASLADO A UNA COMISIÓN, NO 
DEBEN TOMARSE EN CUENTA PARA SU CÁLCULO.	 I.4o.A.182 A (10a.)	 2635

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SOLUCIÓN 
DE CONTROVERSIAS ANTE EL CONSEJO DE VIGI-
LANCIA ELECTORAL DEPORTIVA (COVED). PROCE
DE CONTRA LA CELEBRACIÓN DE UNA ASAMBLEA 
EXTRAORDINARIA LLEVADA A CABO POR UNA 
ASOCIACIÓN DEPORTIVA NACIONAL EN PRESUN-
TA VIOLACIÓN DE SUS ESTATUTOS, EN LA CUAL SE 
ACUERDA ALGÚN CAMBIO EN SU ESTRUCTURA 
ORGÁNICA O DE REPRESENTACIÓN, PREVIO A IN-
TERPONER EL RECURSO DE APELACIÓN ANTE LA 
COMISIÓN DE APELACIÓN Y ARBITRAJE DEL DE-
PORTE (CAAD).	 I.4o.A.184 A (10a.)	 2635

PROCEDIMIENTO DE ENAJENACIÓN DE VEHÍCU-
LOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA DECLARADOS 
PROPIEDAD DEL FISCO FEDERAL. NO VULNERA 
EL DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA.	 2a. I/2020 (10a.)	 1074

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMI-
NISTRATIVA CONTRA ELEMENTOS OPERATIVOS 
DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL. DEBE CE-
ÑIRSE A LAS FORMALIDADES DE LA LEY DEL SIS-
TEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO 
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DE JALISCO, AUN CUANDO SE TRATE DE ACTOS U 
OMISIONES PREVISTOS EN UN REGLAMENTO MU
NICIPAL EN LA MATERIA.	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SEGUIDOS 
EN FORMA DE JUICIO. LOS DOCUMENTOS QUE 
CONTIENEN EL RESULTADO DE LA VALORACIÓN 
PRACTICADA POR ESPECIALISTAS ADSCRITOS A 
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA QUE DAN SUS-
TENTO AL DICTADO DEL AUTO DE INICIO O A LA 
EMISIÓN DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA CORRES-
PONDIENTE, NO SON ACTOS DE AUTORIDAD.	 I.1o.A.229 A (10a.)	 2636

RECURSO DE RECONSIDERACIÓN PREVISTO EN 
EL REGLAMENTO DE QUEJAS MÉDICAS Y SOLICI-
TUDES DE REEMBOLSO DEL INSTITUTO DE SEGU-
RIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJA-
DORES DEL ESTADO, VIGENTE HASTA EL 28 DE 
ABRIL DE 2017. CONTRA SU RESOLUCIÓN PRO-
CEDE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL.	 VII.2o.A.5 A (10a.)	 2658

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. PROCEDE CON-
TRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE DECLAREN LA NU
LIDAD DE UNA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL 
CONSEJO NACIONAL PARA PREVENIR LA DISCRI-
MINACIÓN, EN LA QUE DETERMINÓ QUE EL INSTI-
TUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL INCURRIÓ 
EN DISCRIMINACIÓN INDIRECTA EN PERJUICIO DE 
UN MATRIMONIO DE PERSONAS DEL MISMO SEXO, 
AL NEGAR LA PENSIÓN DE VIUDEZ.	 I.9o.A.120 A (10a.)	 2659

REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. EN LOS JUI
CIOS DE NULIDAD EN LOS QUE SE IMPUGNA LA 
VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA, 
EL SEÑALAMIENTO DEL ACTOR ES INSUFICIENTE 
PARA TENER A UNA PERSONA COMO REPRESEN-
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TANTE DE LOS TRABAJADORES TERCEROS INTE-
RESADOS.	 2a./J. 171/2019 (10a.)	 1049

REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. FORMA DE 
EMPLAZAMIENTO AL REPRESENTANTE DE LOS TRA
BAJADORES TERCEROS INTERESADOS EN LOS 
JUICIOS DE NULIDAD EN LOS QUE SE IMPUGNA 
LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA.	 2a./J. 170/2019 (10a.)	 1050

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 29 DE LA LEY FEDE-
RAL RELATIVA, LA INSTITUCIÓN DE SALUD PÚBLICA 
Y EL PACIENTE SON CORRESPONSABLES, CUAN-
DO EL DAÑO RECLAMADO DERIVÓ DE QUE AQUÉ
LLA NO OTORGÓ EL TRATAMIENTO A UNA ENFERME
DAD CRÓNICO DEGENERATIVA QUE DIAGNOSTICÓ 
Y ÉSTE OMITIÓ SOLICITAR LA ATENCIÓN MÉDICA 
OPORTUNAMENTE.	 I.4o.A.183 A (10a.)	 2665

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
NO SE ACTUALIZA POR LA PROHIBICIÓN DE RE-
INCORPORAR AL SERVICIO A LOS MIEMBROS DE 
LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.	 I.4o.A.179 A (10a.)	 2665

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 37, SEXTO 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABRO-
GADA), NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONA
LIDAD EN LA IMPOSICIÓN DE LAS SANCIONES.	 2a. LXXVIII/2019 (10a.)	 1075

SENTENCIA DE AMPARO POR VIOLACIÓN AL DE-
RECHO DE PETICIÓN. FORMA EN QUE DEBE PRO-
CEDER EL JUZGADOR PARA LOGRAR SU CUM
PLIMIENTO CUANDO LA RESPONSABLE ALEGUE 
IMPOSIBILIDAD POR CASO FORTUITO.	 I.20o.A.40 A (10a.)	 2674
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SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJE-
ROS EN LA CIUDAD DE MÉXICO. AUNQUE PARA SU 
PRESTACIÓN SE DEBE CONTAR CON EL TÍTULO 
DE CONCESIÓN RESPECTIVO, EL HECHO DE NO 
PORTAR ESE DOCUMENTO A BORDO DE LA UNI-
DAD, EN TODO MOMENTO, NO ES CAUSA DE 
INFRACCIÓN.	 I.1o.A.226 A (10a.)	 2693

SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EN EL ESTADO 
DE PUEBLA. EL ANÁLISIS DE LA FECHA EN QUE 
SE EMITE EL TÍTULO DE CONCESIÓN ES UNA CUES-
TIÓN DE FONDO Y NO DE PROCEDENCIA DEL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO.	 PC.VI.A. J/15 A (10a.)	 2020

SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EN EL ESTADO 
DE PUEBLA. LA CALIDAD DE CONCESIONARIO 
NACE CON LA EXPEDICIÓN DEL TÍTULO DE CON-
CESIÓN QUE LO ACREDITA COMO TAL Y NO SÓLO 
CON LA RESOLUCIÓN DE PROCEDENCIA DE CONCE
SIÓN EN LA QUE RESULTÓ BENEFICIARIO.	 PC.VI.A. J/16 A (10a.)	 2021

SISTEMA DE PAGOS ELECTRÓNICOS INTERBAN-
CARIOS (SPEI). LOS DEPÓSITOS REALIZADOS ME-
DIANTE EL USO DE ESA HERRAMIENTA TECNOLÓGI
CA NO DEBEN CONSIDERARSE COMO INGRESOS 
GRAVABLES, SI SE ACREDITA QUE EL ORIGEN DE 
LOS RECURSOS MONETARIOS ES OTRA CUENTA 
DEL PROPIO CONTRIBUYENTE.	 I.1o.A.227 A (10a.)	 2695

SUCESIÓN DE DERECHOS AGRARIOS. EL CÓDI-
GO CIVIL FEDERAL ES APLICABLE SUPLETORIA-
MENTE A LA LEY AGRARIA PARA RESOLVER SOBRE 
LA VALIDEZ DE LA VOLUNTAD DEL EJIDATARIO PLAS
MADA EN LA LISTA RELATIVA, CUANDO SE CON
SIDERE VICIADA.	 XXIX.3o.2 A (10a.)	 2699

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE 
AMPARO. PROCEDE CONTRA LA DETERMINACIÓN 
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DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL ESTADO DE 
JALISCO QUE DEJA SIN EFECTOS LA LISTA DE RE-
SERVA ESTRATÉGICA PARA OCUPAR EL CARGO 
DE JUECES DE PRIMERA INSTANCIA.	 PC.III.A. J/79 A (10a.)	 2068

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATI-
VA. CUANDO ALGUNA DE SUS SALAS MANIFIESTA 
EXPRESAMENTE EN UNA SENTENCIA QUE EXIS-
TEN ASPECTOS TÉCNICOS QUE “ESCAPAN DE SU 
CONOCIMIENTO” PARA PRONUNCIARSE, EN EL 
JUICIO DE AMPARO QUE SE PROMUEVA EN SU 
CONTRA, DEBE ORDENARSE LA REPOSICIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO PARA QUE SE ALLEGUE DE LAS 
PRUEBAS PERICIALES QUE LE PERMITAN FIJAR 
ADECUADAMENTE LA LITIS SOMETIDA A SU CON-
SIDERACIÓN Y RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO.	 I.4o.A.180 A (10a.)	 2716

VALOR AGREGADO. LA ENAJENACIÓN DE ACEITE 
DE GALLINA, GRASA, HARINA DE PLUMA Y SANGRE, 
HARINA DE CARNE Y HUESO, HARINA DE CARNE 
Y GRASA ANIMAL O SEBO, DE DIVERSOS TIPOS DE 
ANIMALES DE GRANJA, QUE SON EMPLEADOS 
COMO COMPONENTES PARA LA ELABORACIÓN 
DE ALIMENTO PARA GANADO, DEBE GRAVARSE 
CONFORME A LA TASA GENERAL DEL 16%.	 PC.III.A. J/77 A (10a.)	 2159
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CADUCIDAD DE LA INSTANCIA O PERENCIÓN. LA 
FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 373 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, PARA SER 
CONFORME CON EL ARTÍCULO 17 DE LA CONS
TITUCIÓN FEDERAL, EN CUANTO AL DERECHO A 
LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA –EN SU 
VERTIENTE DE ACCESO A LA JUSTICIA–, DEBE 
INTERPRETARSE EN EL SENTIDO DE QUE EL ÓR-
GANO JURISDICCIONAL, PREVIO A LA CONCLU
SIÓN DEL LAPSO AHÍ ESTABLECIDO, DEBERÁ 
PREVENIR AL INTERESADO PARA QUE EN UN 
PLAZO QUE CONSIDERE PRUDENTE CUMPLA 
CON SU CARGA PROCESAL, CON EL APERCIBI-
MIENTO DE QUE, EN CASO DE INCUMPLIMIENTO, 
SE DECRETARÁ AQUÉLLA.	 I.3o.C.361 C (10a.)	 2541

CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HIPOTE-
CARIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR COMO 
REQUISITO PREVIO PARA LA PROCEDENCIA DE 
LA ACCIÓN HIPOTECARIA, NO PUEDE REALIZARLA 
UN CORREDOR PÚBLICO, AL CARECER DE FACUL
TADES PARA EFECTUARLA.	 PC.I.C. J/98 C (10a.)	 1384

COHABITACIÓN EN UNA RELACIÓN DE PAREJA. 
PUEDE CONFIGURAR UNA PRESUNCIÓN HUMANA 
DE QUE SE TRATA DE UNA UNIÓN DE HECHO 
SUSCEPTIBLE DE GENERAR DERECHOS Y OBLIGA
CIONES ENTRE LAS PARTES (OTORGAR ALIMENTOS) 
Y MÁS AÚN SI SE PROCREARON HIJOS EN COMÚN, 
NO OBSTANTE SU ESTADO CIVIL.	 I.10o.C.22 C (10a.)	 2542



3000

	 Número de identificación	 Pág.

ENERO 2020

COMPETENCIA EN MATERIA CIVIL. CUANDO SE 
RECLAMA LA DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD 
DE DINERO QUE EL DEMANDADO RETIRÓ DE SU 
SUBCUENTA DE VIVIENDA, CORRESPONDE A LA 
AUTORIDAD LABORAL DILUCIDAR LA ACCIÓN 
INTENTADA (ENRIQUECIMIENTO ILEGÍTIMO) Y NO 
A LA CIVIL.	 I.3o.C.380 C (10a.)	 2543

CONTRATO DE SEGURO DE GASTOS MÉDICOS. 
CUANDO NO EXISTE UN MEDICAMENTO ESPECÍ-
FICO PARA TRATAR AL ASEGURADO Y EL RECETADO 
POR SU MÉDICO TRATANTE ES DE PATENTE Y 
AUTORIZADO PARA TRATAR UNA ENFERMEDAD 
DE ORIGEN SIMILAR A LA SUYA, DICHA SITUACIÓN 
NO PUEDE GENERAR LA PROCEDENCIA DE LA 
CLÁUSULA DE EXCLUSIÓN DE PADECIMIENTOS 
NI DE TRATAMIENTOS.	 I.8o.C.79 C (10a.)	 2551

CONTRATO DE SEGURO DE VIDA. EL PLAZO APLI-
CABLE PARA LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
PARA RECLAMAR EL PAGO DE LA COBERTURA 
RELATIVA, ES EL ESTABLECIDO EN LA LEY VIGENTE 
AL MOMENTO DEL FALLECIMIENTO DEL ASEGU-
RADO, AL SER ÉSTE EL QUE MARCA EL SUR
GIMIENTO DE ESA ACCIÓN.	 I.2o.C.26 C (10a.)	 2553

COSA JUZGADA. LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
ACTUALIZA, EXCEPCIONALMENTE, DICHA INSTI
TUCIÓN JURÍDICA.	 VII.2o.C.68 K (10a.)	 2555

COSTAS. EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 55, PÁ-
RRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIEN
TOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICA-
BLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, LAS PARTES 
NO PUEDEN CONVENIR PARA ALTERAR, MODIFI-
CAR O RENUNCIAR A LAS NORMAS DEL PROCE
DIMIENTO, ENTRE ELLAS, LOS SUPUESTOS DE 
PROCEDENCIA PARA EL PAGO DE AQUÉLLAS.	 I.3o.C.409 C (10a.)	 2555
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DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EL CÓMPUTO DEL 
PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN CONTRA LA SEN
TENCIA DEFINITIVA DICTADA EN LA AUDIENCIA 
DEL JUICIO ORAL CIVIL, INICIA EL DÍA SIGUIENTE A 
SU CELEBRACIÓN (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).	 PC.I.C. J/99 C (10a.)	 1412

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. PROCEDE DESE
CHARLA POR EXTEMPORÁNEA, A PESAR DE QUE 
EN ELLA SE RECLAME LA INCONSTITUCIONALI-
DAD DEL ARTÍCULO 81 DEL CÓDIGO DE PROCE
DIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE VERA-
CRUZ, RESPECTO A LA ORDEN DE NOTIFICACIÓN 
POR LISTA DE ACUERDOS, DE LA SENTENCIA RE-
CLAMADA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
PC.VII.C. J/6 K (10a.)].	 PC.VII.C. J/10 C (10a.)	 2197

EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS. LA MANIFESTA-
CIÓN DE IGNORAR EL DOMICILIO CORRECTO DEL 
DEMANDADO BAJO PROTESTA DE DECIR VER-
DAD, ES UN REQUISITO INDISPENSABLE PARA 
ORDENARLO DE ESA FORMA, CON INDEPENDEN-
CIA DE QUE SE HAGA AL MOMENTO DE PRESENTAR 
LA DEMANDA O DESPUÉS DE AGOTAR LOS ME-
DIOS DE LOCALIZACIÓN PERTINENTES (LEGISLA-
CIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).	 VI.2o.C.77 C (10a.)	 2571

ENDOSO DE TÍTULOS DE CRÉDITO. SU ANTEFIRMA 
DEBE OBSERVARSE COMO FUNCIÓN Y NO UN 
LUGAR EN ESPECIFÍCO EN EL DOCUMENTO.	 VII.2o.C.220 C (10a.)	 2572

FILIACIÓN. ELEMENTOS PARA SU DEMOSTRACIÓN 
(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO).	 I.3o.C.411 C (10a.)	 2575

GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. 
ES INADMISIBLE OTORGARLA POR LA POSIBLE 
DISCRIMINACIÓN QUE PUEDA SUFRIR ÉSTE POR 
LA ACTIVIDAD LABORAL DE SU MADRE.	 VII.2o.C.216 C (10a.)	 2577
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GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. 
LA EXCLUSIÓN DE UNO DE LOS PROGENITORES 
PARA EJERCERLA, POR EL SOLO HECHO DE DEDI
CARSE A UN TRABAJO SEXUAL, VIOLA LOS PRIN-
CIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN.	 VII.2o.C.217 C (10a.)	 2578

GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. 
SU OTORGAMIENTO SE BASA EN LA IDONEIDAD 
DEL PROGENITOR, SIENDO IRRELEVANTE EL TRA
BAJO QUE ÉSTE DESEMPEÑE.	 VII.2o.C.218 C (10a.)	 2578

HONORARIOS PROFESIONALES. AUNQUE LA 
ACTORA POR SU CONDICIÓN DE GÉNERO (INDÍ-
GENA) ARGUMENTE QUE SU CLIENTE NO LE HAYA 
CUBIERTO LA CONTRAPRESTACIÓN PACTADA POR 
SU ACTIVIDAD PROFESIONAL DESARROLLADA, 
LA AUTORIDAD JUDICIAL PUEDE REDUCIR OFICIO
SAMENTE EL IMPORTE DE AQUÉLLOS, AL CONSI
DERARLOS UNA EXPLOTACIÓN DEL HOMBRE POR 
EL HOMBRE.	 I.3o.C.410 C (10a.)	 2581

INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. NO LO ACRE-
DITA LA ACEPTACIÓN DE LA EXISTENCIA DEL ACTO 
RECLAMADO POR LA AUTORIDAD RESPONSA-
BLE, CUANDO ÉSTE SE HACE CONSISTIR EN EL 
LANZAMIENTO DECRETADO EN LA CAUSA DE 
ORIGEN RESPECTO DE LA CUAL EL QUEJOSO ES 
TERCERO EXTRAÑO.	 VI.2o.C. J/34 C (10a.)	 2357

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. DICHO PRIN
CIPIO NO PUEDE SERVIR DE MEDIDA IDÓNEA 
PARA RESTRINGIR A LA MADRE LA GUARDA Y 
CUSTODIA, POR DEDICARSE COMO FORMA DE 
TRABAJO A LA PROSTITUCIÓN.	 VII.2o.C.219 C (10a.)	 2593

JUICIO DE CONVIVENCIAS. SI SE DESAHOGA LA 
PRUEBA PERICIAL EN PSICOLOGÍA RESPECTO 
DE UN MENOR Y SE ORDENA LLEVAR A CABO UN 



3003

	 Número de identificación	 Pág.

NOVENA PARTE ÍNDICES  •  Índice en Materia Civil 

PROCESO TERAPÉUTICO CON SUS FAMILIARES, 
DEBE REALIZARSE UN JUICIO DE PONDERA
CIÓN ENTRE LAS PARTICULARIDADES DEL CASO 
CONCRETO Y LOS DERECHOS EN JUEGO PARA 
VERIFICAR LA VIABILIDAD O NO DE LA PRÁCTICA 
DE UNA NUEVA VALORACIÓN, SIN QUE ELLO IM
PLIQUE LA REVICTIMIZACIÓN EN EL MENOR.	 XVII.2o.C.T.15 C (10a.)	 2602

JUICIO DE INTERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA 
DILACIÓN INEXCUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO SE 
TRATA DE ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE 
DECRETAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON 
EFECTOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS.	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602

JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SI A LA DEMANDA 
SE ANEXA UN TÍTULO DE CRÉDITO QUE NO CON-
CUERDE CON LOS HECHOS PRECISADOS EN ÉSTA, 
EL JUEZ NO TIENE LA FACULTAD DE REQUERIR AL 
ACTOR PARA QUE CORRIJA ESA IRREGULARIDAD.	 PC.XVI.C. J/3 C (10a.)	 1454

JUICIO ORAL MERCANTIL. LA VÍA PROCEDENTE 
PARA EJERCER LA ACCIÓN PERSONAL DE COBRO 
DE UN CRÉDITO REFACCIONARIO CON GARANTÍA 
REAL, ES LA ESPECIAL, CON INDEPENDENCIA DE 
LA CUANTÍA DEL NEGOCIO.	 XV.4o.5 C (10a.)	 2603

MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS EN MATERIA CIVIL. SI UNA DE LAS 
PARTES NO ACUDE A ELLOS A PESAR DE HABER 
SIDO NOTIFICADA DE SU INICIACIÓN, ESTO NO SIG
NIFICA LA PÉRDIDA DEL DERECHO DE ACUDIR A 
LA JUSTICIA FORMAL.	 I.3o.C.427 C (10a.)	 2607

MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS EN MATERIA DE PROTECCIÓN 
AL CONSUMIDOR. SI LAS PARTES PACTAN QUE 
DEBEN AGOTARSE ANTES DE ACUDIR A LOS TRI-
BUNALES COMPETENTES, DEBE PREVALECER EL 
ACUERDO DE VOLUNTADES.	 I.3o.C.426 C (10a.)	 2608
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NULIDAD DE NOTIFICACIONES. DEBE INTERPO
NERSE EL INCIDENTE RELATIVO CUANDO SE RE
CLAME LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 
81 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
PARA EL ESTADO DE VERACRUZ.	 VII.2o.C.215 C (10a.)	 2616

PENSIÓN COMPENSATORIA. PROCEDE DEMAN
DARLA EN JUICIO AUTÓNOMO AL DE DIVORCIO 
CUANDO NO EXISTE COSA JUZGADA.	 VII.2o.C.213 C (10a.)	 2623

PENSIÓN COMPENSATORIA. SU ANÁLISIS DEBE 
CIRCUNSCRIBIRSE AL MOMENTO EN EL CUAL 
SE DECRETÓ EL DIVORCIO, AUN CUANDO SE 
DEMANDE SU PAGO EN JUICIO AUTÓNOMO.	 VII.2o.C.214 C (10a.)	 2624

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN EN MATERIA DE 
SEGUROS. SU PLAZO SE INTERRUMPE POR EL 
PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO ANTE LA COMI-
SIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA 
DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS Y 
SE REINICIA CUANDO SE DEJAN A SALVO LOS 
DERECHOS DE LAS PARTES EN LA AUDIENCIA 
RESPECTIVA.	 I.10o.C.23 C (10a.)	 2627

PRESCRIPCIÓN NEGATIVA ENTRE COPROPIETA-
RIOS. NO LA IMPIDE EL ARTÍCULO 1167, FRAC-
CIÓN IV, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, AHORA CIUDAD DE MÉXICO.	 I.8o.C.83 C (10a.)	 2630

PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE MALA FE. LOS VICIOS 
CONTENIDOS EN EL DOCUMENTO QUE ACREDITA 
LA CAUSA GENERADORA DE LA POSESIÓN SON 
MENOS TRASCENDENTES PARA LA PROCEDENCIA 
DE DICHA ACCIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
VERACRUZ).	 VII.2o.C.222 C (10a.)	 2631

PRESUNCIÓN DE MUERTE DEL ASEGURADO 
BAJO LA DOBLE COBERTURA "PROTECCIÓN POR 
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FALLECIMIENTO" E "INDEMNIZACIÓN POR MUERTE 
ACCIDENTAL". LA RESOLUCIÓN QUE LA DECLARA, 
A CAUSA DE SECUESTRO O DE PRIVACIÓN ILEGAL 
DE LA LIBERTAD, RESULTA APTA NO SÓLO PARA 
DAR POR CIERTO, PARA LOS EFECTOS DE LA 
COBERTURA POR FALLECIMIENTO INCLUIDA EN 
EL SEGURO DE VIDA, QUE EL ASEGURADO MURIÓ, 
SINO TAMBIÉN PARA DETERMINAR QUE ESA 
MUERTE FUE ACCIDENTAL, POR LAS CARACTERÍS
TICAS EXTERNAS, VIOLENTAS, SÚBITAS Y FOR
TUITAS, DE LAS QUE SE DISTINGUEN AQUELLOS 
DELITOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).	 III.2o.C.110 C (10a.)	 2632

PRESUNCIÓN LEGAL Y HUMANA EN MATERIA CIVIL. 
CUANDO LAS REGLAS DE LA LÓGICA SE ROMPEN 
Y EN SU LUGAR SE EXPONEN ARGUMENTOS 
FALACES O INCONGRUENTES, AQUÉLLA DESAPA-
RECE (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO).	 I.3o.C.417 C (10a.)	 2634

PREVENCIÓN PARA ACLARAR LA DEMANDA EN 
UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. PARA SU REGU
LACIÓN DEBE ACUDIRSE SUPLETORIAMENTE AL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
Y NO A LAS DISPOSICIONES QUE REGULAN EL JUI
CIO ORAL MERCANTIL (CÓDIGO DE COMERCIO).	 PC.VII.C. J/9 C (10a.)	 1585

PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA MOLECULAR. LA 
CONDUCTA EVASIVA DEL DEMANDADO PARA SU 
DESAHOGO, CONTRARÍA EL PRINCIPIO DE LEAL-
TAD PROCESAL Y VULNERA EL DERECHO DEL 
MENOR DE EDAD PARA CONOCER SU IDENTIDAD 
PARENTAL.	 I.3o.C.413 C (10a.)	 2641

PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA MOLECULAR. SI 
EN SU DESAHOGO EL DEMANDADO OBSTACULIZA 
QUE SE RINDA EL PERITAJE DE RECONOCIMIENTO 
DE PATERNIDAD, NO OBSTANTE EL EMPLEO DE 
MEDIDAS DE APREMIO, EL JUZGADOR DEBE 
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ANALIZAR LAS CONSTANCIAS DEL LITIGIO Y DETER
MINAR SI SE JUSTIFICA ESA CONDUCTA (LEGISLA
CIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).	 I.3o.C.412 C (10a.)	 2642

RECONVENCIÓN EN LA VÍA ESPECIAL HIPOTECA-
RIA. PROCEDE CUANDO EXISTA CONEXIDAD ENTRE 
LAS PRESTACIONES RECLAMADAS EN LO PRIN-
CIPAL Y EN VÍA DE RECONVENCIÓN, EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 470 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIEN
TOS CIVILES DEL ESTADO DE TAMAULIPAS. 	 PC.XIX. J/13 C (10a.)	 1759

RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL AR
TÍCULO 626 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. ES OPTA
TIVO AGOTARLO PREVIO A PROMOVER EL JUICIO 
DE AMPARO DIRECTO, CONTRA LAS SENTENCIAS 
DICTADAS EN JUICIOS DERIVADOS DE LA ACCIÓN 
ESPECIAL DE DESOCUPACIÓN DE INMUEBLES 
EN ARRENDAMIENTO SI EL NEGOCIO ES ESTIMA
BLE PECUNIARIAMENTE.	 XVII.2o.C.T.13 C (10a.)	 2651

RECURSO DE APELACIÓN. PROCEDE POR REGLA 
GENERAL, CONTRA RESOLUCIONES QUE OMITAN 
ACORDAR UNA CUESTIÓN JURÍDICA, SALVO EN 
LOS CASOS EN QUE LA LEY O LA JURISPRUDENCIA 
EXENTEN DE SU INTERPOSICIÓN (LEGISLACIÓN 
DEL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIU
DAD DE MÉXICO). 	 PC.I.C. J/100 C (10a.)	 1790

RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO 
EN EL QUE EL JUEZ SE INHIBE DE CONOCER DE 
LA DEMANDA POR RAZÓN DE TERRITORIO Y DEJA 
A DISPOSICIÓN DEL ACTOR LOS DOCUMENTOS 
EXHIBIDOS CON ÉSTA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO).	 II.4o.C.32 C (10a.)	 2655

RECURSO DE REVOCACIÓN. ES OPORTUNO, AUN 
CUANDO SE INTERPONGA ANTES DE QUE SE 
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NOTIFIQUE EL AUTO RECURRIDO (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE OAXACA).	 XIII.2o.C.A.2 C (10a.)	 2660

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL AR-
TÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. DEBE 
AGOTARSE ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA EL PRI
MER PROVEÍDO DICTADO EN UN JUICIO EJECU
TIVO MERCANTIL EN EL CUAL EL JUZGADOR, DE 
OFICIO, SE DECLARA INCOMPETENTE POR RAZÓN 
DE LA MATERIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA, 
ORDENA SU ARCHIVO Y DEJA A SALVO LOS DE
RECHOS DEL ACTOR.	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884

REMATE. LA EXCEPCIÓN A LA REGLA CONTENIDA 
EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN IV, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO, NO SE ACTUA-
LIZA CUANDO QUIEN SE OSTENTA COMO QUE
JOSA, NO ES PARTE PROCESAL DEL JUICIO DE 
ORIGEN Y SÓLO SE APERSONÓ A ÉL, EN AQUELLA 
ETAPA, A DEDUCIR SU DERECHO DEL TANTO O 
COMO ACREEDOR [ALCANCES DE LA JURISPRU
DENCIA 1a./J. 13/2016 (10a.)].	 IV.2o.C.15 C (10a.)	 2661

RESPONSABILIDAD CIVIL SUBJETIVA EXTRACON-
TRACTUAL POR ACTUACIONES MÉDICAS. SI QUIEN 
LA RECLAMA FORMA PARTE DE UN GRUPO VUL-
NERABLE, PARA PROBAR EL NEXO CAUSAL 
ENTRE LA ACTUACIÓN Y EL DAÑO MATERIAL O 
MORAL, DEBE APLICARSE LA TÉCNICA PROBATO-
RIA DENOMINADA "OPORTUNIDAD PERDIDA".	 III.1o.C.32 C (10a.)	 2663

RETENCIÓN DE BIENES. LOS INTEGRANTES DEL 
SISTEMA BANCARIO MEXICANO DEBEN OTOR-
GAR GARANTÍA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1175, 
FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, PARA 
RESPONDER DE LOS POSIBLES DAÑOS Y PERJUI
CIOS QUE DICHA MEDIDA PRECAUTORIA PUEDA 
OCASIONAR AL DEUDOR.	 PC.I.C. J/101 C (10a.)	 1933
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SEGURO DE VIDA INSTITUCIONAL PARA SERVI-
DORES PÚBLICOS. ES INNECESARIO QUE EL ASE-
GURADO CUENTE CON UN FORMATO ESPECÍFICO 
DE BAJA DE LA DEPENDENCIA PARA LA QUE 
LABORABA Y PROCEDA SU PAGO, YA QUE NO ES 
UN REQUISITO NECESARIO PARA QUE PROSPERE 
LA INDEMNIZACIÓN NI, POR ENDE, PARA QUE 
INICIE A PARTIR DE LA FECHA DE SU ENTREGA A 
AQUÉL, EL TÉRMINO DE LA PRESCRIPCIÓN.	 I.8o.C.80 C (10a.)	 2673

SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. LA DICTADA EN 
PRIMERA INSTANCIA ADMITE EJECUCIÓN FOR-
ZOSA Y PROVISIONAL, POR TRATARSE DE UNA 
RESOLUCIÓN CAUTELAR, AUNQUE EN SU CONTRA 
SE INTERPONGA RECURSO DE APELACIÓN (LEGIS
LACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO). 	 XXI.3o.C.T.7 C (10a.)	 2689

SISTEMA DE ATENCIÓN MÉDICA DE URGENCIAS 
(SAMU) EN EL ESTADO DE JALISCO. LA OMISIÓN 
DE ESTABLECER PROTOCOLOS, POLÍTICAS PÚBLI
CAS Y CONTROLES PARA GARANTIZAR QUE LA 
COMUNICACIÓN CON EL PERSONAL MÉDICO SEA 
DESDE EL LUGAR DEL EVENTO, INFRINGE LA LEX 
ARTIS MÉDICA PARA HERIDOS POR ARMA DE 
FUEGO, LO QUE PUEDE GENERAR RESPONSABI
LIDAD CIVIL SUBJETIVA EXTRACONTRACTUAL.	 III.1o.C.30 C (10a.)	 2694

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATE-
RIAS CIVIL, MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. EL AR-
TÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO 
QUE ESTABLECE SU PROCEDENCIA ÚNICAMENTE 
ANTE VIOLACIONES EVIDENTES DE LA LEY QUE 
HAYAN DEJADO SIN DEFENSA AL QUEJOSO, NO 
VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 	 1a. VII/2020 (10a.)	 654

TRANSACCIONES REALIZADAS POR EL DISPOSI-
TIVO TERMINAL PUNTO DE VENTA. EL PLAZO PARA 
CUALQUIER RECLAMO O ACLARACIÓN DEBE 
COMPUTARSE A PARTIR DE GENERADO EL DEPÓ-
SITO DERIVADO DE CADA TRANSACCIÓN EN LA 



3009

	 Número de identificación	 Pág.

NOVENA PARTE ÍNDICES  •  Índice en Materia Civil 

"CUENTA CONCENTRADORA" DEL BANCO, ES 
DECIR, CUANDO EL USUARIO GENERA MEDIANTE 
EL USO DE SU TARJETA EL PAGO DE MERCANCÍAS 
Y/O SERVICIOS BRINDADOS POR EL AFILIADO.	 XXII.3o.A.C.7 C (10a.)	 2714

USUCAPIÓN. LA RATIFICACIÓN DEL ALLANAMIENTO 
A LAS PRESTACIONES DEL ACTOR NO TIENE COMO 
ALCANCE UN RECONOCIMIENTO PROPIO ACERCA 
DE QUE LA POSESIÓN SE HAYA DESARROLLADO 
EN FORMA PACÍFICA, CONTINUA Y PÚBLICA –INTE
RRUPCIÓN DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA TESIS 
AISLADA II.2o.C.258 C– (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO).	 II.2o.C.26 C (10a.)	 2730
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ACTA DE DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN EL PROCE-
DIMIENTO LABORAL. LA FALTA DE FIRMA DE AL-
GUNO DE LOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL DE 
TRABAJO O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA Y 
DA FE, NO DA LUGAR A ANALIZARLA DE OFICIO 
EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CUANDO EL 
QUEJOSO NO FORMULA CONCEPTO DE VIOLA-
CIÓN Y NO SE TRATA DEL TRABAJADOR O SUS 
BENEFICIARIOS (INAPLICABILIDAD DE LA JURIS-
PRUDENCIA 2a./J. 147/2007).	 VII.2o.T. J/54 L (10a.)	 2249

ACUMULACIÓN DE JUICIOS EN MATERIA LABO-
RAL. CUANDO EL JUICIO ACUMULANTE SE INICIÓ 
EN LA VÍA ORDINARIA POR RECLAMARSE PRES-
TACIONES QUE DEBEN RESOLVERSE DE ESA 
FORMA Y EL ACUMULADO EN LA ESPECIAL, EL 
PROCEDIMIENTO DEBE SUSTANCIARSE CON-
FORME A LAS REGLAS PREVISTAS PARA LA PRI-
MERA, AL SER MÁS GARANTISTA.	 VII.2o.T.259 L (10a.)	 2441

AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LAS 
DILACIONES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS EN EL 
DICTADO DE PROVEÍDOS, LAUDOS O EN LA REA-
LIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA DILIGENCIA, EN 
JUICIOS BUROCRÁTICOS SUSTANCIADOS AL 
TENOR DE LA LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLI-
COS DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. 
PROCEDE SI TRANSCURREN MÁS DE 22 DÍAS 
HÁBILES DESDE LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ 
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EL PLAZO EN EL QUE LEGALMENTE DEBIERON PRO-
NUNCIARSE O DILIGENCIARSE LOS ACTOS PROCE-
SALES RESPECTIVOS [INAPLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 33/2019 (10a.)].	 III.3o.T. J/8 L (10a.)	 2272

APODERADO QUE COMPARECE EN REPRESEN-
TACIÓN DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL (IMSS) AL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA 
TENER POR DEMOSTRADA SU PERSONALIDAD, 
NO ES NECESARIO QUE ACREDITE SER TITULAR 
DE LA JEFATURA DE SERVICIOS JURÍDICOS O ES-
TAR ADSCRITO A ÉSTA.	 PC.IV.L. J/20 L (10a.)	 1312

AYUNTAMIENTOS CONSTITUCIONALES DEL ESTA-
DO DE VERACRUZ. EL CABILDO, COMO ÓRGANO 
MÁXIMO DE AUTORIDAD EN EL MUNICIPIO, ESTÁ 
FACULTADO PARA OTORGAR PODERES EN FAVOR 
DE TERCEROS PARA QUE LOS REPRESENTEN EN 
LOS JUICIOS LABORALES EN QUE SEAN PARTE.	 VII.2o.T.269 L (10a.)	 2483

COMPETENCIA EN MATERIA CIVIL. CUANDO SE 
RECLAMA LA DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD DE 
DINERO QUE EL DEMANDADO RETIRÓ DE SU 
SUBCUENTA DE VIVIENDA, CORRESPONDE A LA 
AUTORIDAD LABORAL DILUCIDAR LA ACCIÓN IN-
TENTADA (ENRIQUECIMIENTO ILEGÍTIMO) Y NO A 
LA CIVIL.	 I.3o.C.380 C (10a.)	 2543

CONFLICTO COMPETENCIAL SUSCITADO ENTRE 
TRIBUNALES, JUNTAS O SALAS LABORALES DE 
DISTINTA JURISDICCIÓN. CORRESPONDE DIRIMIR-
LO AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE 
TENGA JURISDICCIÓN SOBRE LA AUTORIDAD 
QUE PREVINO EN EL CONOCIMIENTO DEL JUICIO.	 XIII.1o.P.T. J/3 L (10a.)	 2278

CONSENTIMIENTO EXPRESO O POR MANIFESTA-
CIONES DE VOLUNTAD QUE LO ENTRAÑEN. SE AC-
TUALIZA EN EL JUICIO DE AMPARO ESA CAUSAL 
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DE IMPROCEDENCIA CUANDO EL PATRÓN CELE-
BRA UN CONVENIO CON EL QUE CUMPLE EN SU 
INTEGRIDAD CON EL LAUDO RECLAMADO.	 VI.1o.T.42 L (10a.)	 2551

CRÉDITOS PREFERENTES. SE CONSIDERAN ASÍ 
LOS PAGOS DE VACACIONES Y PRIMA DE ANTI-
GÜEDAD EN FAVOR DE LOS TRABAJADORES, EN 
TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 123, APARTADO A, 
FRACCIÓN XXIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL 
Y 113 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 	 2a./J. 163/2019 (10a.)	 927

DEMANDA EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO 
EN EL ESTADO DE JALISCO. FORMAS QUE CON-
LLEVA LA RATIFICACIÓN DE SU ACLARACIÓN, MO-
DIFICACIÓN SUSTANCIAL O AMPLIACIÓN (INTER-
PRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA 
LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTA-
DO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y APLICACIÓN 
SUPLETORIA DE LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO).	 III.4o.T.55 L (10a.)	 2559

DESISTIMIENTO DE LA ACCIÓN LABORAL EN EL 
PROCEDIMIENTO BUROCRÁTICO. NO REQUIERE 
LA RATIFICACIÓN DEL PODERDANTE NI DEL MAN-
DATARIO LEGALMENTE FACULTADO PARA ELLO 
(LEY ESTATAL DEL SERVICIO CIVIL DE VERACRUZ).	 VII.2o.T.260 L (10a.)	 2564

DESPIDO DE UNA TRABAJADORA EMBARAZADA 
AL SERVICIO DEL ESTADO. AUN CUANDO TENGA 
EL CARÁCTER DE CONFIANZA Y POR ELLO NO 
TENGA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO, DEBE PRE-
SUMIRSE QUE AQUÉL FUE CON MOTIVO DE SU 
EMBARAZO, SALVO PRUEBA FEHACIENTE EN 
CONTRARIO.	 I.16o.T.52 L (10a.)	 2565

EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO LABORAL. SI EN 
AMPARO INDIRECTO SE IMPUGNA SU ILEGALIDAD 
O AUSENCIA ASÍ COMO EL LAUDO RESPECTIVO, 
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OSTENTÁNDOSE EL QUEJOSO COMO PERSONA 
EXTRAÑA POR EQUIPARACIÓN, Y EL JUEZ DE DIS-
TRITO DESECHA LA DEMANDA POR ESTIMAR 
QUE NO TIENE ESE CARÁCTER, SÓLO PROCEDE 
LA ESCISIÓN DE LA DEMANDA SI EN ELLA SE EX-
PRESARON CONCEPTOS DE VIOLACIÓN CONTRA 
EL LAUDO, O POR VIOLACIONES PROCESALES.	 I.11o.T.28 L (10a.)	 2569

HORAS EXTRAS DE LOS TRABAJADORES AL SERVI-
CIO DEL ESTADO DE VERACRUZ. DEBEN EXCLUIR-
SE DE SU CONDENA LOS PERIODOS VACACIONA-
LES Y LOS DÍAS DE DESCANSO OBLIGATORIO O 
FESTIVOS, CUANDO NO EXISTA CONTROVERSIA 
RESPECTO DE QUE NO SE LABORARON.	 VII.2o.T.263 L (10a.)	 2581

INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN 
ASUNTOS COLECTIVOS TRAMITADOS ANTE LA 
AUTORIDAD LABORAL. AL NO ACTUAR ÉSTA COMO 
ENTE JURISDICCIONAL EN UN PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO, SINO COMO ÓRGANO ADMINIS-
TRATIVO Y REGISTRAL, ES INNECESARIO AGOTAR-
LO PREVIO A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AM-
PARO INDIRECTO.	 VII.2o.T.282 L (10a.)	 2589

INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN 
MATERIA LABORAL. SU PROMOCIÓN NO SUSPEN-
DE EL PROCEDIMIENTO.	 (XI Región)1o.7 L (10a.)	 2590

INDEMNIZACIONES DERIVADAS DE LA INSUMI-
SIÓN AL ARBITRAJE. SE ENTIENDEN PAGADAS 
DESDE EL MOMENTO EN QUE LA DEMANDADA 
PONE A DISPOSICIÓN DEL TRABAJADOR, A TRA-
VÉS DE LOS MEDIOS LEGALES PERMITIDOS, LAS 
CANTIDADES ADEUDADAS.	 I.11o.T.31 L (10a.)	 2592

LOTERÍA NACIONAL PARA LA ASISTENCIA PÚBLI-
CA. LAS PRESTACIONES DE BONOS DE APROVI-
SIONAMIENTO (VALES DE DESPENSA) Y SERVICIO 
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MÉDICO PREVISTAS EN EL MEMORÁNDUM 1088 
DE TREINTA Y UNO DE JULIO DE MIL NOVECIEN-
TOS OCHENTA Y CUATRO, REQUIERE QUE EL EX 
EMPLEADO QUE LAS SOLICITE TENGA LA CALI-
DAD DE TRABAJADOR JUBILADO. 	 PC.I.L. J/58 L (10a.)	 1491

NOTIFICACIONES PERSONALES AL DEMANDADO 
EN EL JUICIO LABORAL. DEBEN REALIZARSE POR 
BOLETÍN O POR ESTRADOS SI OMITIÓ SEÑALAR 
DOMICILIO PARA TAL EFECTO (LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFOR-
MA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FE-
DERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019).	 PC.XIX. J/12 L (10a.)	 1549

NULIDAD DE CONVENIO DE TERMINACIÓN DE LA 
RELACIÓN LABORAL POR VICIOS DEL CONSENTI-
MIENTO. PROCEDE AUN CUANDO PREVIAMENTE 
HAYA SIDO SANCIONADO POR UNA JUNTA DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE [INAPLICABILIDAD 
DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 17/2015 (10a.)].	 I.11o.T.29 L (10a.)	 2615

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SU CALIFICATIVA 
TRATÁNDOSE DE ADULTOS MAYORES COMO 
GRUPO VULNERABLE.	 I.16o.T.36 L (10a.)	 2619

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR 
UN LAUDO. LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLA-
MADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO 
TIENE EL ALCANCE DE INTERRUMPIR EL PLAZO 
RESPECTIVO.	 VII.2o.T.262 L (10a.)	 2628

PRIMA DEL SEGURO DE RIESGOS DE TRABAJO. 
LOS ACCIDENTES QUE OCURRAN A LOS TRABA-
JADORES EN EL TRASLADO A UNA COMISIÓN, NO 
DEBEN TOMARSE EN CUENTA PARA SU CÁLCULO.	 I.4o.A.182 A (10a.)	 2635

"PROTOCOLO PARA LA LEGITIMACIÓN DE CON-
TRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO EXISTENTES". 
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ES IMPROCEDENTE LA SUSPENSIÓN PROVISIO-
NAL QUE SE SOLICITE EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA.	 I.16o.T.61 L (10a.)	 2637

PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO LABORAL. 
POR REGLA GENERAL, NO ES IDÓNEA PARA ACRE-
DITAR LAS SEMANAS COTIZADAS NI EL SALARIO 
PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE 
COTIZACIÓN PARA LA OBTENCIÓN Y CUANTIFICA-
CIÓN DE LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ 
Y CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, EXCEPTO 
CUANDO DE SU DESAHOGO SE ADVIERTE INFOR-
MACIÓN APTA Y SUFICIENTE QUE DEMUESTRE 
ESOS ELEMENTOS [INTERRUPCIÓN DE LA JURIS-
PRUDENCIA VII.2o.T. J/9 (10a.)].	 VII.2o.T.258 L (10a.)	 2638

PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 
885, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, AL ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU 
DESISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE 
LAS PARTES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA 
VISTA OTORGADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICA-
CIÓN DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN 
PRUEBAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DE-
RECHOS HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A 
LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019). 	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

PRUEBAS EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA 
QUE PUEDAN VALORARSE DEBEN ESTAR RELA-
CIONADAS CON LOS HECHOS A COMPROBAR, 
EXPRESADOS POR LAS PARTES EN LA DEMANDA 
O EN SU CONTESTACIÓN, SIN QUE SEA SUFICIEN-
TE LA CIRCUNSTANCIA DE QUE OBREN EN EL EX-
PEDIENTE.	 VII.2o.T.267 L (10a.)	 2645

RÉGIMEN TRANSITORIO DEL SISTEMA DE PEN-
SIONES ENTRE LAS LEYES DEL SEGURO SOCIAL 



3017

	 Número de identificación	 Pág.

NOVENA PARTE ÍNDICES  •  Índice en Materia Laboral 

DEROGADA DE 1973 Y VIGENTE. EL LÍMITE SUPE-
RIOR QUE SE DEBE APLICAR AL SALARIO PRO-
MEDIO DE LAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN 
QUE SIRVE DE BASE PARA CUANTIFICAR LAS 
PENSIONES DE LOS ASEGURADOS DEL RÉGIMEN 
TRANSITORIO, QUE OPTARON POR EL ESQUEMA 
PENSIONARIO DE LA DEROGADA LEY DE 1973. 	 2a./J. 164/2019 (10a.)	 1022

ROPA DE TRABAJO Y UNIFORMES. AL TRATARSE 
DE UNA PRESTACIÓN EXTRALEGAL QUE SE EN-
TREGA A LOS TRABAJADORES EN SERVICIO ACTI-
VO, NO INCREMENTA EL SALARIO NI PROCEDE 
SU PAGO RETROACTIVO COMO PRESTACIÓN AU-
TÓNOMA O EN CONCEPTO DE SALARIOS CAÍDOS, 
CUANDO SE DECRETA LA REINSTALACIÓN DEL 
TRABAJADOR SEPARADO INDEBIDAMENTE DE SU 
EMPLEO.	 VII.2o.T.265 L (10a.)	 2666

SALARIOS CAÍDOS DERIVADOS DE LA INSUMI-
SIÓN AL ARBITRAJE. SE GENERAN HASTA QUE SE 
PAGAN LAS INDEMNIZACIONES PRINCIPALES, 
INDEPENDIENTEMENTE DE QUE EN DICHO PAGO 
NO SE INCLUYAN OTROS CONCEPTOS ACCESO-
RIOS QUE SE GENERAN CON MOTIVO DE LA 
MORA EN QUE INCURRA EL DEUDOR (LEY FEDE-
RAL DEL TRABAJO VIGENTE HASTA EL 30 DE NO-
VIEMBRE DE 2012).	 I.11o.T.30 L (10a.)	 2669

SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJADORA DE 
CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA 
POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. AL CONSTI-
TUIR UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉ-
NERO, DA LUGAR A LA INDEMNIZACIÓN COMO 
MEDIDA DE REPARACIÓN.	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691

SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJADORA DE 
CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA 
POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. CONSTITUYE 
UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO, 
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QUE ORIGINA LA REPARACIÓN INTEGRAL A LA 
VÍCTIMA.	 I.16o.T.49 L (10a.)	 2692

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATE-
RIA LABORAL. OPERA EN FAVOR DE QUIEN SE 
OSTENTA COMO BENEFICIARIO DEL TRABAJA-
DOR FALLECIDO, AUN CUANDO EN EL LAUDO SE 
HAYA DETERMINADO QUE NO TIENE ESA CALI-
DAD.	 VII.2o.T. J/60 L (10a.)	 2417

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO 
EN MATERIA LABORAL. PARA CALCULAR EL MON-
TO QUE GARANTICE LA SUBSISTENCIA DEL TRA-
BAJADOR Y DECIDIR SOBRE SU CONCESIÓN EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 190 DE LA LEY DE LA 
MATERIA, DEBE CONSIDERARSE EL SALARIO QUE 
TUVO POR ACREDITADO LA AUTORIDAD EN EL 
LAUDO RECLAMADO. 	 PC.I.L. J/59 L (10a.)	 2226

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AM-
PARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADI-
CIONAN Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABA-
JO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FE-
DERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON 
ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES 
PARTICIPEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y 
REVISIÓN DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE 
TRABAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR 
CONTRA LA INMUNIDAD O FUERO DE LOS SINDI-
CATOS Y SUS DIRIGENTES.	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

TRABAJADORA EMBARAZADA. CUANDO ADUCE 
QUE LA RAZÓN DE SU DESPIDO FUE POR EN-
CONTRARSE EN ESE ESTADO DE GRAVIDEZ, LA 
AUTORIDAD DEBE RELEVARLA DE LA CARGA DE 
ACREDITARLO, A FIN DE DESVIRTUAR, EN SU 
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CASO, LA RENUNCIA PRESENTADA POR EL PA-
TRÓN, RECABANDO PRUEBAS AL RESPECTO.	 VII.2o.T.261 L (10a.)	 2705

TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO 
DEL ESTADO DESPEDIDAS CON MOTIVO DE SU 
EMBARAZO. ELEMENTOS QUE CONFORMAN LA 
INDEMNIZACIÓN RESPECTIVA, COMO REPARA-
CIÓN INTEGRAL A QUE TIENEN DERECHO.	 I.16o.T.53 L (10a.)	 2707

TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO 
DEL ESTADO DESPEDIDAS CON MOTIVO DE SU 
EMBARAZO. FORMA DE DISTRIBUIR LA CARGA 
DE LA PRUEBA PARA ACREDITAR LA DISCRIMI-
NACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO.	 I.16o.T.54 L (10a.)	 2708

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA NO-
TIFICACIÓN DEL ACUERDO POR EL QUE SE CITA A 
LAS PARTES A LA AUDIENCIA DE PRUEBAS, ALE-
GATOS Y RESOLUCIÓN, DEBE HACERSE POR ES-
TRADOS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 142 DE LA 
LEY RELATIVA.	 I.9o.T.70 L (10a.)	 2708

TRABAJADORES DE BASE AL SERVICIO DEL ESTA-
DO. CUANDO NO PROSPERE LA ACCIÓN DEL 
CESE DE SU NOMBRAMIENTO Y SE ENCUENTREN 
SUSPENDIDOS POR RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, ÉSTE 
DEBE PRONUNCIARSE EN EL MISMO LAUDO RES-
PECTO DE LA REINCORPORACIÓN EN EL CARGO 
Y EL PAGO DE LOS SALARIOS CAÍDOS, INDEPEN-
DIENTEMENTE DE QUE AQUÉLLOS NO LOS HU-
BIESEN RECLAMADO EN SU CONTESTACIÓN.	 I.11o.T.37 L (10a.)	 2709

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DE 
LOS TRES PODERES DEL ESTADO DE DURANGO. 
AL DETERMINAR LA LEY RESPECTIVA CUÁLES 
SON LOS FUNCIONARIOS QUE TIENEN ESA CA-
LIDAD, ES INAPLICABLE SUPLETORIAMENTE EL 
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ARTÍCULO 5o. DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABA-
JADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, QUE PREVÉ 
UN CATÁLOGO DE PUESTOS QUE TIENEN ESE CA-
RÁCTER A NIVEL FEDERAL.	 XXV.3o.4 L (10a.)	 2710

TRABAJADORES DE CONFIANZA DEL PODER JU-
DICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CONFOR-
ME A LAS CONDICIONES GENERALES DE TRABA-
JO, TIENEN DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL 
EMPLEO.	 XVI.2o.T.10 L (10a.)	 2711

TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL DEL ESTA-
DO DE GUANAJUATO. LOS ACTUARIOS DE ESA 
INSTITUCIÓN TIENEN LA CATEGORÍA DE CON-
FIANZA.	 XVI.2o.T.9 L (10a.)	 2713

TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL DEL ESTA-
DO DE GUANAJUATO. LOS MEDIADORES Y CON-
CILIADORES ADSCRITOS AL CENTRO DE JUSTICIA 
ALTERNATIVA, TIENEN LA CATEGORÍA DE CON-
FIANZA.	 XVI.2o.T.11 L (10a.)	 2714

UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXI-
CO. EL CONCEPTO "DIFERENCIA DE AUMENTO" 
QUE SE OTORGA A SUS TRABAJADORES CON 
MOTIVO DEL INCREMENTO ANUAL QUE SE PACTA 
CONFORME A LA REVISIÓN CONTRACTUAL, INTE-
GRA EL SALARIO PARA EL PAGO DE LA GRATIFI-
CACIÓN POR JUBILACIÓN.	 I.13o.T.216  L (10a.)	 2729
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ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO 
DE AMPARO. TIENE ESE CARÁCTER LA RESOLU-
CIÓN EMITIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL 
BANCARIA Y DE VALORES EN LA QUE COMUNICA 
A UN SOLICITANTE QUE NO APROBÓ LA EVA
LUACIÓN PARA OBTENER LA CERTIFICACIÓN EN 
MATERIA DE PREVENCIÓN DE OPERACIONES 
CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA Y FI-
NANCIAMIENTO AL TERRORISMO. 	 2a./J. 160/2019 (10a.)	 893

ALEGATOS EN EL AMPARO DIRECTO. DEBEN TENER
SE POR NO FORMULADOS CUANDO SE RECIBAN 
TRANSCURRIDO EL PLAZO PREVISTO POR EL AR-
TÍCULO 181 DE LA LEY DE LA MATERIA, SIN QUE SE 
HAYAN PRESENTADO EN LA OFICINA PÚBLICA DE 
COMUNICACIONES DEL LUGAR DE RESIDENCIA 
DEL INTERESADO O BIEN EN FORMA ELECTRÓNI-
CA A TRAVÉS DEL USO DE LA FIRMA ELECTRÓNICA.	 XV.4o.10 K (10a.)	 2443

ALEGATOS EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
DEBEN ATENDERSE CUANDO LA QUEJOSA LOS 
HACE VALER Y ESTÁN ENCAMINADOS A CONTRO-
VERTIR LAS CONSIDERACIONES PROPUESTAS EN 
EL PROYECTO DE SENTENCIA EN EL QUE SE ABOR
DAN TEMAS DE CONTROL CONSTITUCIONAL Y 
CONVENCIONAL, DERIVADAS DE LA PUBLICIDAD 
DADA A DICHO PROYECTO.	 I.16o.T.19 K (10a.)	 2444

AMPARO ADHESIVO. EL TERCERO INTERESADO 
CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO, 
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SI LA SENTENCIA DEFINITIVA, LAUDO O RESOLU­
CIÓN RECLAMADA RESULTA DE ALGÚN MODO 
ADVERSA A SUS INTERESES.	 I.12o.C.35 K (10a.)	 2445

AMPARO ADHESIVO Y FORMULACIÓN DE ALEGA­
TOS. SUS FORMALIDADES, MATERIA Y ALCANCES 
SON DISTINTOS.	 1a. V/2020 (10a.)	 647

AMPARO INDIRECTO. LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL 
DE ACORDAR UNA PETICIÓN FORMULADA POR 
EL JUSTICIABLE RECLAMADA EN EL JUICIO RELA­
TIVO, NO CONFIGURA UNA CAUSA MANIFIESTA E 
INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO.	 PC.III.P. J/21 P (10a.)	 1256

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL ACUER­
DO DICTADO EN UN JUICIO CIVIL QUE ADMITE LA 
PRUEBA DE INFORME DE INSTITUCIÓN MÉDICA 
OFRECIDA POR LA CONTRAPARTE DEL QUEJOSO, 
PARA QUE AQUÉLLA REMITA COPIA DEL EXPEDIEN­
TE CLÍNICO DEL HIJO FINADO DE ÉSTE, AL CONS­
TITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN.	 V.3o.C.T.10 K (10a.)	 2445

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA OMI­
SIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA PETICIÓN 
DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO JURISDICCIO­
NAL EN EL QUE EXISTE UNA ABIERTA DILACIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO O SU PARALIZACIÓN TOTAL, AL 
ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRA­
FO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL ARTÍCULO 61 DE LA 
LEY DE AMPARO.	 PC.III.P. J/22 P (10a.)	 1257

AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERE­
CHO DE PETICIÓN. SI EL QUEJOSO OPTÓ POR AM­
PLIAR SU DEMANDA EN CONTRA DE LA RESPUES­
TA EMITIDA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE 



3023

	 Número de identificación	 Pág.

NOVENA PARTE ÍNDICES  •  Índice en Materia Común 

DURANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO, ES INNECESARIO 
AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD RES­
PECTO DE DICHO ACTO.	 P./J. 15/2019 (10a.)	 5

AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL JUICIO DE AM­
PARO. PREVIAMENTE A DECLARAR SU INEXIS­
TENCIA DERIVADA DE SU INCORRECTA DENOMI­
NACIÓN, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE REQUERIR 
AL QUEJOSO PARA QUE, DE ESTIMARLO CONVE­
NIENTE, LA PRECISE, CORRIJA O ACLARE.	 PC.I.P. J/64 P (10a.)	 1354

AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. NO TIENE 
ESE CARÁCTER EL MÉDICO PRIVADO A QUIEN SE 
LE IMPUTA LA OMISIÓN DE ENTREGAR A UN PA­
CIENTE SU EXPEDIENTE CLÍNICO DE FORMA DE­
TALLADA Y COMPLETA.	 XXX.3o.13 K (10a.)	 2481

AUTORIDADES RESPONSABLES PARA EFECTOS 
DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. LO 
SON LAS AUTORIDADES TRADICIONALES DE LOS 
PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS DEL ES­
TADO DE JALISCO.	 III.5o.A.18 K (10a.)	 2482

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE 
AMPARO CONTRA EL REQUERIMIENTO DE INFOR­
MACIÓN Y DOCUMENTACIÓN DERIVADO DE UNA 
REVISIÓN DE ESCRITORIO O GABINETE. RECAE 
EN EL JUEZ DE DISTRITO QUE TENGA JURISDIC­
CIÓN EN EL DOMICILIO DE LA AUTORIDAD FISCAL 
ANTE LA CUAL DEBAN PROPORCIONARSE.	 I.1o.A.230 A (10a.)	 2546

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AM­
PARO INDIRECTO. LA SUMISIÓN EXPRESA DE LAS 
PARTES PARA SOMETERSE A LA JURISDICCIÓN 
DE UN TERRITORIO, NO COMPRENDE TAMBIÉN A 
LA DE ÍNDOLE CONSTITUCIONAL.	 III.3o.P.3 K (10a.)	 2546
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COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER 
DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO INTERPUES­
TO CONTRA LA ORDEN DE APREHENSIÓN, CUAN­
DO POR NO HABERSE DESAHOGADO LA AUDIEN­
CIA CONSTITUCIONAL, NO SE HAN IMPUGNADO 
LOS INFORMES JUSTIFICADOS Y, POR TANTO, NO 
HA DESAPARECIDO LA POSIBILIDAD DE QUE SE 
EJECUTE EN MÁS DE UN DISTRITO. EN TÉRMINOS 
DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 37 DE LA 
LEY DE AMPARO SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE 
DISTRITO ANTE QUIEN SE PRESENTE LA DEMANDA.	 I.10o.P.34 P (10a.)	 2547

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER 
DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO POR VIOLA­
CIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN, EN EL QUE SE 
RECLAMA LA RESPUESTA INCONGRUENTE DE LA 
AUTORIDAD MINISTERIAL CON LO SOLICITADO, 
EN RELACIÓN CON LA DEVOLUCIÓN DE UN IN­
MUEBLE ASEGURADO. AL TRATARSE DE UN ACTO 
DE NATURALEZA POSITIVA SIN EJECUCIÓN MATE­
RIAL, SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO 
EN CUYA JURISDICCIÓN SE PRESENTÓ LA DE­
MANDA.	 I.9o.P.260 P (10a.)	 2548

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER 
DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA 
UNA ORDEN DE DETENCIÓN Y/O APREHENSIÓN. 
SI TODAS LAS AUTORIDADES NIEGAN LA EXIS­
TENCIA DEL ACTO RECLAMADO Y NO SE DESVIR­
TÚAN LOS INFORMES JUSTIFICADOS ANTES DE 
CELEBRADA LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, 
SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO CON 
JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DONDE SE PRESEN­
TÓ LA DEMANDA.	 XIII.1o.P.T.9 P (10a.)	 2549

CONFLICTO COMPETENCIAL. ES INEXISTENTE EL 
PLANTEADO ENTRE UNA AUTORIDAD ADMINIS­
TRATIVA Y UN ÓRGANO JURISDICCIONAL.	 I.5o.A.11 K (10a.)	 2550
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CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN. AL NO 
SER UNA ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER 
JUDICIAL FEDERAL DEJÓ DE SER OPTATIVA LA IM­
PUGNACIÓN DE LEYES CONFORME A LA FRAC­
CIÓN XIV, TERCER PÁRRAFO, DEL ARTÍCULO 61 DE 
LA LEY DE AMPARO.	 VII.2o.C.69 K  (10a.)	 2554

COSA JUZGADA. LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
ACTUALIZA, EXCEPCIONALMENTE, DICHA INSTI­
TUCIÓN JURÍDICA.	 VII.2o.C.68 K (10a.)	 2555

DEFINITIVIDAD. SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A 
ESE PRINCIPIO RESPECTO DE LA LEY DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE SINALOA, AL 
PREVER UN PLAZO MAYOR AL ESTABLECIDO EN 
LA LEY DE AMPARO PARA EL OTORGAMIENTO 
DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL.	 2a./J. 169/2019 (10a.)	 949

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EL CÓMPU­
TO DEL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN CONTRA 
LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN LA AU­
DIENCIA DEL JUICIO ORAL CIVIL, INICIA EL DÍA 
SIGUIENTE A SU CELEBRACIÓN (LEGISLACIÓN DEL 
DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO).	 PC.I.C. J/99 C (10a.)	 1412

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. PROCEDE DESE­
CHARLA POR EXTEMPORÁNEA, A PESAR DE QUE 
EN ELLA SE RECLAME LA INCONSTITUCIONALI­
DAD DEL ARTÍCULO 81 DEL CÓDIGO DE PROCE­
DIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE VERA­
CRUZ, RESPECTO A LA ORDEN DE NOTIFICACIÓN 
POR LISTA DE ACUERDOS, DE LA SENTENCIA RE­
CLAMADA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDEN­
CIA PC.VII.C. J/6 K (10a.)].	 PC.VII.C. J/10 C (10a.)	 2197

DEMANDA DE AMPARO INTERPUESTA CONTRA 
LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL EMITIDA 
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ORALMENTE EN LA AUDIENCIA DEL RECURSO IN­
NOMINADO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENA­
LES. AL TENERSE EN ESTE ACTO POR NOTIFICADAS 
LAS PARTES, EL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN 
ES EL GENÉRICO DE QUINCE DÍAS.	 I.9o.P.262 P (10a.)	 2558

DERECHO A SER JUZGADO EN UN PLAZO RAZO­
NABLE. SE VIOLA SI AL DESECHAR POR SEGUN­
DA OCASIÓN UNA DEMANDA SE ADUCEN RAZO­
NES DISTINTAS, CUANDO ÉSTAS SE PUDIERON 
HABER ADVERTIDO DESDE LA PRIMERA DETER­
MINACIÓN.	 VII.2o.C.71 K (10a.)	 2560

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA COM­
PETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA DE 
AMPARO PRESENTADA EN SU CONTRA, SE SUR­
TE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO ANTE QUIEN 
SE PROMUEVE.	 1a./J. 83/2019 (10a.)	 617

EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO LABORAL. SI EN 
AMPARO INDIRECTO SE IMPUGNA SU ILEGALI­
DAD O AUSENCIA ASÍ COMO EL LAUDO RESPEC­
TIVO, OSTENTÁNDOSE EL QUEJOSO COMO PER­
SONA EXTRAÑA POR EQUIPARACIÓN, Y EL JUEZ 
DE DISTRITO DESECHA LA DEMANDA POR ESTI­
MAR QUE NO TIENE ESE CARÁCTER, SÓLO PRO­
CEDE LA ESCISIÓN DE LA DEMANDA SI EN ELLA 
SE EXPRESARON CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
CONTRA EL LAUDO, O POR VIOLACIONES PRO­
CESALES.	 I.11o.T.28 L (10a.)	 2569

EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS AL TERCERO IN­
TERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO. DEBE ORDENARSE SU PUBLICACIÓN CON 
CARGO AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDE­
RAL SI EL QUEJOSO ES EL TRABAJADOR EN EL 
JUICIO DE ORIGEN Y, BAJO PROTESTA DE DECIR 
VERDAD, MANIFIESTA SU IMPOSIBILIDAD PARA 

REPUBLICADA POR 
CORRECCIÓN EN 

EL TEXTO



3027

	 Número de identificación	 Pág.

NOVENA PARTE ÍNDICES  •  Índice en Materia Común 

PAGAR SU PUBLICACIÓN, AL OPERAR EN SU 
FAVOR LA PRESUNCIÓN DE INSOLVENCIA ECO­
NÓMICA.	 VII.2o.T.67 K (10a.)	 2570

EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN 
EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 171, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA 
QUE LA ESTABLECE POR CONDICIONES DE PO­
BREZA O MARGINACIÓN, ES ACORDE CON LAS 
BASES CONSTITUCIONALES QUE RIGEN EL JUI­
CIO DE AMPARO Y RAZONABLE DENTRO DEL PA­
RÁMETRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL.	 1a. IX/2020 (10a.)	 648

EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN 
EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 
171, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATE­
RIA QUE LA ESTABLECE POR CONDICIONES DE 
POBREZA O MARGINACIÓN, NO VIOLA EL PRINCI­
PIO DE IGUALDAD PROCESAL DE LAS PARTES.	 1a. VIII/2020 (10a.)	 649

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS EN EL PROCESO LEGIS­
LATIVO. LOS DOCUMENTOS QUE SE HAYAN TE­
NIDO EN CUENTA POR EL LEGISLADOR EN SU 
ELABORACIÓN, ÚNICAMENTE TIENEN UN EFEC­
TO ORIENTADOR Y, POR ENDE, NO CONSTITUYEN 
UNA CONDICIÓN DE SU CONSTITUCIONALIDAD.	 1a. VI/2020 (10a.)	 650

EXTRADICIÓN. EN EL AMPARO PROMOVIDO CON­
TRA LA ORDEN RELATIVA PROCEDE CONCEDER 
LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL AL SUJETO 
RECLAMADO A EFECTO DE REPONER EL PROCE­
DIMIENTO, AUN CUANDO ÉSTE NO HAYA OPUES­
TO EXCEPCIONES, SI EL ÓRGANO JURISDICCIO­
NAL ADVIERTE UN RIESGO REAL Y PROBABLE DE 
UNA INMINENTE VIOLACIÓN AL DERECHO FUNDA­
MENTAL NON BIS IN IDEM EN SUS DOS VERTIEN­
TES (SUSTANTIVA Y ADJETIVA).	 I.3o.P.72 P (10a.)	 2573
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IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO POR NO 
AGOTAR EL RECURSO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES. NO SE ACTUALIZA SI LOS ACTOS DE 
OMISIÓN O DECISIONES RECLAMADAS DEL MI­
NISTERIO PÚBLICO, EMANAN DEL TRÁMITE DE 
UNA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE DEBA LLEVAR­
SE CONFORME AL PROCEDIMIENTO ANTERIOR, Y 
NO DE UNA CARPETA DE INVESTIGACIÓN.	 II.2o.P.88 P (10a.)	 2583

IMPUESTO PARA EL FOMENTO DE LA EDUCA­
CIÓN PÚBLICA EN EL ESTADO DE DURANGO. LOS 
ARTÍCULOS 13 A 18 DE LA LEY DE HACIENDA DE 
LA ENTIDAD, AL ESTABLECER COMO BASE GRA­
VABLE EL IMPORTE DE LOS PAGOS DE OTRAS 
CONTRIBUCIONES LOCALES, VIOLAN EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA Y, EN CON­
SECUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE RESPECTO DE SU ACTO DE APLICA­
CIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DEL SEGUNDO O 
ULTERIOR [APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDEN­
CIA TEMÁTICA 2a./J. 126/2013 (10a.)].	 XXV.3o.4 A (10a.)	 2584

IMPUESTO PARA LA MODERNIZACIÓN DE LOS 
REGISTROS PÚBLICOS DEL ESTADO DE DURAN­
GO. EL ARTÍCULO 44 BIS DE LA LEY DE HACIENDA 
DE LA ENTIDAD, AL GRAVAR CONTRIBUCIONES 
EXCLUSIVAS DE LA HACIENDA MUNICIPAL LOCAL, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA Y LIBRE 
ADMINISTRACIÓN DE ÉSTA Y, EN CONSECUENCIA, 
OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE 
RESPECTO DE SU ACTO DE APLICACIÓN (APLICA­
BILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 
105/2008).	 XXV.3o.6 A (10a.)	 2585

INCIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA DEL ESCRI­
TO ACLARATORIO DE LA DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO. DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE 
EL AUTO QUE RECAE A LA PROMOCIÓN POR LA 
QUE EL PROMOVENTE, ANTES DEL VENCIMIENTO 
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DEL PLAZO OTORGADO, PRETENDE DESAHOGAR 
LA PREVENCIÓN PARA EL OFRECIMIENTO DE LA 
PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPIA, SIN CUM­
PLIR CON LOS REQUISITOS RESPECTIVOS.	 XVII.1o.C.T.46 K (10a.)	 2588

INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN 
ASUNTOS COLECTIVOS TRAMITADOS ANTE LA 
AUTORIDAD LABORAL. AL NO ACTUAR ÉSTA COMO 
ENTE JURISDICCIONAL EN UN PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO, SINO COMO ÓRGANO ADMINIS­
TRATIVO Y REGISTRAL, ES INNECESARIO AGOTAR­
LO PREVIO A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AM­
PARO INDIRECTO.	 VII.2o.T.282 L (10a.)	 2589

INCIDENTE PARA HACER EFECTIVA LA GARANTÍA 
OTORGADA PARA LA SUSPENSIÓN DEL ACTO 
RECLAMADO. SUPUESTO EN QUE EXISTE COSA 
JUZGADA.	 I.8o.C.25 K (10a.)	 2591

INFORME JUSTIFICADO EN AMPARO DIRECTO. EL 
PLAZO DE CINCO DÍAS QUE LA AUTORIDAD RES­
PONSABLE TIENE PARA RENDIRLO, COMIENZA 
A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL DE LA PRESEN­
TACIÓN DE LA DEMANDA.	 P./J. 18/2019 (10a.)	 8

INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. NO LO ACRE­
DITA LA ACEPTACIÓN DE LA EXISTENCIA DEL ACTO 
RECLAMADO POR LA AUTORIDAD RESPONSA­
BLE, CUANDO ÉSTE SE HACE CONSISTIR EN EL 
LANZAMIENTO DECRETADO EN LA CAUSA DE 
ORIGEN RESPECTO DE LA CUAL EL QUEJOSO ES 
TERCERO EXTRAÑO.	 VI.2o.C. J/34 C (10a.)	 2357

INTERÉS JURÍDICO O LEGÍTIMO PARA RECLAMAR 
EN EL JUICIO DE AMPARO LOS ACTOS DE FISCA­
LIZACIÓN DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ES­
TADO DE JALISCO. NO LO TIENE EL PARTICULAR A 
QUIEN SE LE FINCA UN CRÉDITO FISCAL DERIVADO 
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DE ÉSTOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2017).	 III.6o.A.26 A (10a.)	 2592

INTERÉS LEGÍTIMO. NO PUEDE ADUCIRSE PARA 
IDENTIFICAR AL TERCERO INTERESADO EN EL JUI­
CIO DE AMPARO.	 P./J. 17/2019 (10a.)	 9

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA LEY 
DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
PARA EL ESTADO DE OAXACA, ESTABLECE MAYO­
RES REQUISITOS QUE LOS SEÑALADOS EN LA 
LEY DE AMPARO PARA CONCEDER LA SUSPEN­
SIÓN DEL ACTO RECLAMADO, POR LO QUE NO 
DEBE DESECHARSE LA DEMANDA DE AMPARO 
O SU AMPLIACIÓN EN EL AUTO INICIAL, CON EL 
ARGUMENTO DE QUE PREVIAMENTE DEBE AGO­
TARSE AQUÉL.	 XIII.2o.C.A. J/1 A (10a.)	 2368

JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESO­
LUCIÓN DICTADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE LESI­
VIDAD. ES IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR 
LA AUTORIDAD DEMANDANTE.	 VII.2o.A.6 A (10a.)	 2597

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. AL EXISTIR EN 
ÉSTE UNA ETAPA PROBATORIA, ES LA VÍA IDÓNEA 
PARA RECLAMAR TANTO EL ILEGAL EMPLAZAMIEN­
TO COMO LA FALSEDAD DE LA COMPARECENCIA 
DEL DEMANDADO AL JUICIO NATURAL.	 VII.2o.T.68 K (10a.)	 2598

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CON­
TRA ACTOS DICTADOS DESPUÉS DE CONCLUIDO 
EL JUICIO, QUE POR SU NATURALEZA NO ESTÁN 
VINCULADOS CON EL PROCEDIMIENTO DE EJE­
CUCIÓN.	 III.5o.T.3 K (10a.)	 2599

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CON­
TRA LA NEGATIVA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
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SEGURO SOCIAL A PRESTAR EL SERVICIO MÉDI­
CO A UNA TRABAJADORA DURANTE SU EMBA­
RAZO, BAJO EL ARGUMENTO DE QUE FUE DADA 
DE BAJA POR SU PATRÓN, CON LA FINALIDAD DE 
QUE AQUÉL SE EXTIENDA PARA EL CASO DE UR­
GENCIA Y, SEGÚN EL GRADO DE GRAVIDEZ PRE­
SENTADO, SE LE CANALICE A UNA INSTITUCIÓN DE 
SALUD PÚBLICA DIVERSA EN LA QUE SE CONTI­
NÚE SU ATENCIÓN.	 V.1o.P.A.8 A (10a.)	 2599

JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN 
AL DERECHO DE PETICIÓN. NO PROCEDE ANALI­
ZAR SI LA RESPUESTA DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) A UNA SOLICITUD QUE 
SE LE FORMULÓ COMO ENTE ASEGURADOR, ES 
CONGRUENTE O NO CON LO SOLICITADO [APLICA­
CIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 66/2016 (10a.)].	 VI.1o.A.54 K (10a.)	 2601

JUICIO DE INTERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA 
DILACIÓN INEXCUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO 
SE TRATA DE ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE 
DECRETAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON 
EFECTOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS.	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602

JUICIO SUCESORIO. EL AUTO MEDIANTE EL CUAL 
SE ADMITE PARCIALMENTE EL ESCRITO INICIAL DE 
DEMANDA, NO CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN 
SUSTANTIVA CONTRA LA CUAL PROCEDA EL JUI­
CIO DE AMPARO INDIRECTO, PUES NO DA POR 
CONCLUIDA NINGUNA DE LAS ETAPAS QUE CON­
FORMAN AQUÉL.	 VII.2o.C.70 K (10a.)	 2604

MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN ADS­
CRITO A LA AUTORIDAD DE AMPARO. CARECE DE 
LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO 
DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA QUE CON­
CEDE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL PARA 
QUE EL JUEZ DE CONTROL CALIFIQUE LA DETER­
MINACIÓN DE ABSTENCIÓN DE INVESTIGAR, AL 
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NO AFECTAR EL INTERÉS ESPECÍFICO QUE RE­
PRESENTA.	 II.3o.P.70 P (10a.)	 2609

NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL JUICIO DE 
AMPARO AL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD 
EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN QUE IMPLIQUEN EL 
DESAHOGO DE PREVENCIONES O REQUERIMIEN­
TOS. A FIN DE GARANTIZAR SU DERECHO A UNA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, DEBEN CONSIDERAR­
SE EFECTUADAS DESDE EL MOMENTO EN QUE 
QUEDE LEGALMENTE ENTERADO SU DEFENSOR.	 I.9o.P.257 P (10a.)	 2614

NULIDAD DE NOTIFICACIONES. DEBE INTERPONER­
SE EL INCIDENTE RELATIVO CUANDO SE RECLA­
ME LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 81 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA 
EL ESTADO DE VERACRUZ.	 VII.2o.C.215 C (10a.)	 2616

ORDEN DE EXTRADICIÓN. NO SE ACTUALIZA LA 
CAUSAL DE IMPROCEDENCIA POR CONSENTIMIEN­
TO EXPRESO DEL ACTO RECLAMADO, SI DURAN­
TE EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO EL QUEJOSO 
MANIFIESTA SU VOLUNTAD DE SER EXTRADITA­
DO AL ESTADO REQUIRENTE SIN HABERSE EMI­
TIDO AQUEL ACTO POR LA SECRETARÍA DE RELA­
CIONES EXTERIORES.	 I.3o.P.71 P (10a.)	 2621

PENA IMPUESTA EN EL PROCEDIMIENTO ABRE­
VIADO. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO NO 
PUEDE IMPUGNAR SU PROPORCIONALIDAD EN 
AMPARO DIRECTO.	 1a. IV/2020 (10a.)	 653

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR 
UN LAUDO. LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLA­
MADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO 
TIENE EL ALCANCE DE INTERRUMPIR EL PLAZO 
RESPECTIVO.	 VII.2o.T.262 L (10a.)	 2628
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"PROTOCOLO PARA LA LEGITIMACIÓN DE CON­
TRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO EXISTENTES". 
ES IMPROCEDENTE LA SUSPENSIÓN PROVISIO­
NAL QUE SE SOLICITE EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA.	 I.16o.T.61 L (10a.)	 2637

PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO. OPORTUNI­
DAD DE SU OFRECIMIENTO CUANDO EL ACTO RE­
CLAMADO ES NEGADO POR LA AUTORIDAD RES­
PONSABLE.	 XXVII.1o.7 K (10a.)	 2644

PUBLICIDAD DE RESOLUCIONES DE LOS TRIBU­
NALES COLEGIADOS DE CIRCUITO SOBRE CONS­
TITUCIONALIDAD O CONVENCIONALIDAD DE UNA 
NORMA GENERAL. ES INNECESARIA CUANDO EN 
RELACIÓN CON EL TEMA DE QUE SE TRATE EXIS­
TA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN QUE LO DEFINA, Y EL TRI­
BUNAL DEBA APLICARLA AL CASO CONCRETO.	 I.11o.T.5 K (10a.)	 2646

RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCU­
LO 626 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVI­
LES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. ES OPTATIVO 
AGOTARLO PREVIO A PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, CONTRA LAS SENTENCIAS 
DICTADAS EN JUICIOS DERIVADOS DE LA ACCIÓN 
ESPECIAL DE DESOCUPACIÓN DE INMUEBLES 
EN ARRENDAMIENTO SI EL NEGOCIO ES ESTIMA­
BLE PECUNIARIAMENTE.	 XVII.2o.C.T.13 C (10a.)	 2651

RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO IN­
DIRECTO. LA AUTORIDAD RESPONSABLE CARECE 
DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO CONTRA 
LAS MULTAS IMPUESTAS EN EL PROCEDIMIENTO 
DE EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA PROTECTORA, 
SI NO SE DIRIGIERON A ELLA, SINO A SERVIDORES 
PÚBLICOS QUE LA ANTECEDIERON Y QUE YA NO 
EJERCEN LOS CARGOS QUE LAS ORIGINARON.	 II.3o.P.18 K (10a.)	 2652
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RECURSO DE QUEJA EN AMPARO DIRECTO IN­
TERPUESTO POR EL TERCERO INTERESADO. PRO­
CEDE CONTRA EL ACUERDO DE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE EN EL QUE NIEGA DEJAR SIN 
EFECTOS LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO 
PARA PROCEDER A SU EJECUCIÓN.	 P./J. 16/2019 (10a.)	 11

RECURSO DE QUEJA EN EL JUICIO DE AMPARO. 
EL TERCERO INTERESADO TIENE LEGITIMACIÓN 
PARA INTERPONERLO CONTRA LA INTERLOCUTO­
RIA QUE RESOLVIÓ FUNDADO EL INCIDENTE POR 
EXCESO O DEFECTO EN EL CUMPLIMIENTO DE LA 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL.	 III.6o.A.12 K (10a.)	 2652

RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
EL ACUERDO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE DETER­
MINA NO DESAHOGAR UNA PRUEBA TESTIMO­
NIAL A CARGO DE UN MENOR DE EDAD.	 VII.2o.C.72 K (10a.)	 2653

RECURSO DE QUEJA. POR REGLA GENERAL, ES IM­
PROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE LAS 
PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO, CONTRA LA 
OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE ACORDAR 
SOBRE LAS PRUEBAS OFRECIDAS, AL NO TRA­
TARSE DE UN ACTO TRASCENDENTAL Y GRAVE 
QUE PUEDA CAUSARLE PERJUICIO NO REPARA­
BLE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA, SALVO QUE SE 
ESTÉ ANTE UNA "ABIERTA OPORTUNIDAD PARA 
PROVEER".	 III.1o.C.9 K (10a.)	 2654

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE AMPA­
RO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO 
DEL JUEZ DE DISTRITO QUE REQUIERE AL QUEJO­
SO PARA QUE COMPAREZCA A RATIFICAR DETER­
MINADO ESCRITO, CUANDO SE RECLAME UNA 
ORDEN DE APREHENSIÓN O MANDAMIENTO PRI­
VATIVO DE LA LIBERTAD.	 PC.I.P. J/65 P (10a.)	 1834
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RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO 
EN EL QUE EL JUEZ SE INHIBE DE CONOCER DE 
LA DEMANDA POR RAZÓN DE TERRITORIO Y DEJA 
A DISPOSICIÓN DEL ACTOR LOS DOCUMENTOS 
EXHIBIDOS CON ÉSTA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO).	 II.4o.C.32 C (10a.)	 2655

RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO 
POR EL QUE EL JUEZ DE DISTRITO NIEGA AL QUE­
JOSO LA PUBLICACIÓN DE LOS EDICTOS CON 
CARGO AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDE­
RAL PARA EMPLAZAR AL TERCERO INTERESADO, 
AL NO ESTAR DEMOSTRADA SU INSOLVENCIA 
ECONÓMICA.	 VII.2o.T.66 K (10a.)	 2656

RECURSO DE RECLAMACIÓN EN EL JUICIO DE 
AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONTRA ACUERDOS 
MERAMENTE INSTRUMENTALES DEL PRESIDENTE 
DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO.	 VII.2o.T.65 K (10a.)	 2657

RECURSO DE RECLAMACIÓN. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA EL ACUERDO DEL PRESIDENTE DEL TRI­
BUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE REQUIERE 
A LA AUTORIDAD RESPONSABLE EL CUMPLIMIEN­
TO DE LA EJECUTORIA DICTADA EN EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO.	 P./J. 14/2019 (10a.)	 12

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL AR­
TÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. DEBE 
AGOTARSE ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA EL PRI­
MER PROVEÍDO DICTADO EN UN JUICIO EJECU­
TIVO MERCANTIL EN EL CUAL EL JUZGADOR, DE 
OFICIO, SE DECLARA INCOMPETENTE POR RAZÓN 
DE LA MATERIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA, 
ORDENA SU ARCHIVO Y DEJA A SALVO LOS DE­
RECHOS DEL ACTOR.	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884
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REMATE. LA EXCEPCIÓN A LA REGLA CONTENIDA 
EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN IV, ÚLTIMO PÁ­
RRAFO, DE LA LEY DE AMPARO, NO SE ACTUALI­
ZA CUANDO QUIEN SE OSTENTA COMO QUEJOSA, 
NO ES PARTE PROCESAL DEL JUICIO DE ORIGEN 
Y SÓLO SE APERSONÓ A ÉL, EN AQUELLA ETAPA, 
A DEDUCIR SU DERECHO DEL TANTO O COMO 
ACREEDOR [ALCANCES DE LA JURISPRUDENCIA 
1a./J. 13/2016 (10a.)].	 IV.2o.C.15 C (10a.)	 2661

RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL JUEZ DE CONTROL 
EN EL RECURSO INNOMINADO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PRO­
CEDIMIENTOS PENALES. EN SU CONTRA ES IN­
NECESARIO AGOTAR MEDIO DE DEFENSA ALGU­
NO, PREVIO A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.	 I.10o.P.33 P (10a.)	 2663

SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR EL 
COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIARIO 
RELACIONADAS CON LAS CONDICIONES DE IN­
TERNAMIENTO. EL ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO 
DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA LA PRO­
CEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN SU CON­
TRA, DEBE REALIZARSE CON BASE EN EL RECUR­
SO DE REVISIÓN ANTE EL JUEZ DE EJECUCIÓN.	 II.4o.P.13 P (10a.)	 2670

SENTENCIA DE AMPARO. CUANDO SE TRATA DEL 
CUMPLIMIENTO DE UN CONVENIO EN CANTIDAD 
LÍQUIDA, NO PUEDE DECLARARSE CUMPLIDA 
CON PAGOS PARCIALES.	 VI.1o.T.12 K (10a.)	 2674

SENTENCIA DE AMPARO POR VIOLACIÓN AL DE­
RECHO DE PETICIÓN. FORMA EN QUE DEBE PRO­
CEDER EL JUZGADOR PARA LOGRAR SU CUM­
PLIMIENTO CUANDO LA RESPONSABLE ALEGUE 
IMPOSIBILIDAD POR CASO FORTUITO.	 I.20o.A.40 A (10a.)	 2674
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SENTENCIA DEFINITIVA PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
LA CONSTITUYE LA RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL 
DE ALZADA QUE DECIDE EN DEFINITIVA SOBRE 
LA ACREDITACIÓN DEL DELITO Y LA RESPONSABI­
LIDAD PENAL, AUN CUANDO NO CONTENGA PRO­
NUNCIAMIENTO RESPECTO A LA INDIVIDUALIZA­
CIÓN DE LAS SANCIONES Y REPARACIÓN DEL 
DAÑO.	 I.9o.P.266 P (10a.)	 2675

SENTENCIAS DE AMPARO DICTADAS POR TRIBU­
NALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. DEBEN CUM­
PLIR CON EL PRINCIPIO DE CONGRUENCIA, ÚNI­
CAMENTE EN RELACIÓN CON LOS CONCEPTOS 
DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS FORMULADOS RES­
PECTO DE LA CONCESIÓN, NEGATIVA O SOBRE­
SEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO.	 (IV Región)1o.1 K (10a.)	 2690

SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EN EL ES­
TADO DE PUEBLA. EL ANÁLISIS DE LA FECHA EN 
QUE SE EMITE EL TÍTULO DE CONCESIÓN ES UNA 
CUESTIÓN DE FONDO Y NO DE PROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.	 PC.VI.A. J/15 A (10a.)	 2020

SISTEMA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LAS DE­
TERMINACIONES Y RESOLUCIONES DICTADAS 
EN RECURSOS QUE INCIDAN EN EL TEMA DE LA 
PERSONALIDAD, EMITIDAS DENTRO DE LA AUDIEN­
CIA INICIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, AL NO CONSTITUIR ACTOS 
DE IMPOSIBLE REPARACIÓN.	 I.10o.P.35 P (10a.)	 2696

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN IV, DE LA 
LEY DE LA MATERIA. ES INNECESARIO DAR AL QUE­
JOSO LA VISTA RESPECTO DE LA CAUSAL DE IM­
PROCEDENCIA ADVERTIDA CONFORME AL ARTÍCU­
LO 64, SEGUNDO PÁRRAFO, SI LA INSUBSISTENCIA 
DEL ACTO RECLAMADO QUE MOTIVÓ QUE SE 
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DECRETARA AQUÉL, FORMA PARTE DE LOS EFEC­
TOS PARA LOS CUALES SE CONCEDIÓ LA PRO­
TECCIÓN CONSTITUCIONAL EN UN DIVERSO JUI­
CIO DE AMPARO CUYA MATERIA ES IDÉNTICA.	 II.3o.P.19 K (10a.)	 2697

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO FUE­
RA DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. ES IM­
PROCEDENTE DECRETARLO A PARTIR DE QUE LAS 
AUTORIDADES RESPONSABLES RINDEN SU IN­
FORME JUSTIFICADO, SI EL QUEJOSO, QUIEN SE 
OSTENTÓ COMO TERCERO EXTRAÑO POR EQUI­
PARACIÓN, NO CONOCE PLENAMENTE LAS AC­
TUACIONES DE LAS QUE DERIVA EL ACTO RECLA­
MADO, NI JUSTIFICA SU FALSEDAD.	 VI.2o.C.27 K (10a.)	 2698

SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE 
LA DEMANDA DE AMPARO COMO DEL RECUR­
SO DE REVISIÓN Y RATIFICADO JUDICIALMENTE. 
PARA DECRETARLO ES INNECESARIO OTORGAR 
AL QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE EL AR­
TÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA 
MATERIA.	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUI­
CIO DE AMPARO INDIRECTO EN REVISIÓN. OPERA 
RESPECTO DEL ACTO DE APLICACIÓN DEL PRE­
CEPTO CUYA INCONSTITUCIONALIDAD SE RECLA­
MA, CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIR­
CUITO DETERMINA QUE UNA JURISPRUDENCIA 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NA­
CIÓN QUE DECLARA INCONSTITUCIONAL UNA 
DISPOSICIÓN QUE CONTIENE EL MISMO SUPUES­
TO NORMATIVO QUE AQUÉL, ES TEMÁTICA [IN­
TERPRETACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
98/2019 (10a.)].	 XXV.3o.5 K (10a.)	 2699

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA 
LABORAL. OPERA EN FAVOR DE QUIEN SE OS­
TENTA COMO BENEFICIARIO DEL TRABAJADOR 
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FALLECIDO, AUN CUANDO EN EL LAUDO SE HAYA 
DETERMINADO QUE NO TIENE ESA CALIDAD.	 VII.2o.T. J/60 L (10a.)	 2417

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATE­
RIAS CIVIL, MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. EL 
ARTÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPA­
RO QUE ESTABLECE SU PROCEDENCIA ÚNICA­
MENTE ANTE VIOLACIONES EVIDENTES DE LA LEY 
QUE HAYAN DEJADO SIN DEFENSA AL QUEJOSO, 
NO VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.	 1a. VII/2020 (10a.)	 654

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPA­
RO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA 
APLICACIÓN Y EFECTOS DEL ARTÍCULO 25, FRAC­
CIÓN VI, INCISOS A) Y B), DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019.	 2a./J. 165/2019 (10a.)	 1067

SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. SI LA CONSECUEN­
CIA PROCESAL DEL DESECHAMIENTO DE UN RE­
CURSO ES LA FIRMEZA DE LA RESOLUCIÓN IM­
PUGNADA, ENTONCES EN LOS CASOS EN QUE 
ESTA ÚLTIMA TENGA ALGUNA CONSECUENCIA 
DE EJECUCIÓN, DEBE CONCEDERSE AQUÉLLA.	 I.8o.C.26 K (10a.)	 2701

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO DIREC­
TO EN MATERIA LABORAL. PARA CALCULAR EL 
MONTO QUE GARANTICE LA SUBSISTENCIA 
DEL TRABAJADOR Y DECIDIR SOBRE SU CONCE­
SIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 190 DE LA LEY 
DE LA MATERIA, DEBE CONSIDERARSE EL SALA­
RIO QUE TUVO POR ACREDITADO LA AUTORIDAD 
EN EL LAUDO RECLAMADO.	 PC.I.L. J/59 L (10a.)	 2226

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AM­
PARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
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Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPOSI­
CIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PU­
BLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO SE 
IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICIPEN 
DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE 
LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN 
QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA INMU­
NIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRI­
GENTES.	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AM­
PARO. PROCEDE CONTRA LA DETERMINACIÓN 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL ESTADO DE 
JALISCO QUE DEJA SIN EFECTOS LA LISTA DE RE­
SERVA ESTRATÉGICA PARA OCUPAR EL CARGO 
DE JUECES DE PRIMERA INSTANCIA.	 PC.III.A. J/79 A (10a.)	 2068

TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPA­
RO. NO OBSTANTE QUE EL ACTO RECLAMADO 
DERIVE DE UN JUICIO DE NATURALEZA CIVIL, 
CUANDO EXISTA LA POSIBILIDAD DE QUE EL BIEN 
CONTROVERTIDO PERTENEZCA A UNA COMUNI­
DAD AGRARIA, DEBE LLAMARSE A JUICIO A ÉSTA 
POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE LEGAL 
CON AQUEL CARÁCTER.	 XIII.2o.C.A.1 K (10a.)	 2705

VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL 
AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL AUTO DE FOR­
MAL PRISIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO EL JUEZ DE 
LA CAUSA, SIN PREVIO AVISO Y AUTORIZACIÓN 
DEL DE DISTRITO, SE PRONUNCIA EN RELA­
CIÓN CON CUALQUIER PETICIÓN CONCERNIEN­
TE A LA LIBERTAD PERSONAL DEL QUEJOSO, SI 
SE CONCEDIÓ PARA EL EFECTO DE QUE QUEDA­
RA A DISPOSICIÓN DE ÉSTE POR CUANTO HACE 
A DICHO TÓPICO, Y DE LA AUTORIDAD QUE DE­
BÍA JUZGARLO PARA LA CONTINUACIÓN DEL 
PROCESO.	 I.9o.P.259 P (10a.)	 2733
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VISTA A QUE SE REFIERE EL SEGUNDO PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE AMPARO. ES IN­
NECESARIO QUE SE OTORGUE SI LA IMPROCE­
DENCIA PARCIAL DEL JUICIO NO IMPIDE EL ANA­
LISIS INTEGRAL DE LA LITIS CONSTITUCIONAL 
PLANTEADA.	 I.11o.T.4 K (10a.)	 2734
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	 2a./J. 160/2019 (10a.)	 893ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL 
JUICIO DE AMPARO. TIENE ESE CARÁCTER 
LA RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA COMISIÓN 
NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES EN LA 
QUE COMUNICA A UN SOLICITANTE QUE NO 
APROBÓ LA EVALUACIÓN PARA OBTENER 
LA CERTIFICACIÓN EN MATERIA DE PREVEN­
CIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA Y FINANCIAMIENTO 
AL TERRORISMO.

Contradicción de tesis 330/2019. Entre las susten
tadas por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residen
cia en Naucalpan de Juárez, Estado de México y el 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito. 16 de octubre de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

 	 PC.III.P. J/21 P (10a.)	 1256AMPARO INDIRECTO. LA OMISIÓN DEL JUEZ 
PENAL DE ACORDAR UNA PETICIÓN FORMU­
LADA POR EL JUSTICIABLE RECLAMADA EN 
EL JUICIO RELATIVO, NO CONFIGURA UNA 
CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IM­
PROCEDENCIA DEL JUICIO.

Contradicción de tesis 6/2018 y su acumulada 7/2018. 
Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
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Primero, Segundo y Tercero, todos en Materia Penal 
del Tercer Circuito. 1 de julio de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Magistrados Germán Martínez 
Cisneros, José Guadalupe Hernández Torres, Abel 
Aureliano Narváez Solís y Antonio Legorreta Se
gundo. Ponente: José Guadalupe Hernández Torres. 
Secretario: Cristian Darío Navarro Murguía.

	 PC.III.P. J/22 P (10a.)	 1257AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA 
OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA 
PETICIÓN DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO 
JURISDICCIONAL EN EL QUE EXISTE UNA 
ABIERTA DILACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
O SU PARALIZACIÓN TOTAL, AL ACTUALI­
ZARSE LA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL ÚLTIMO 
PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL AR­
TÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO.

Contradicción de tesis 6/2018 y su acumulada 7/2018. 
Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero, Segundo y Tercero, todos en Materia Penal 
del Tercer Circuito. 1 de julio de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Magistrados Germán Martínez 
Cisneros, José Guadalupe Hernández Torres, Abel 
Aureliano Narváez Solís y Antonio Legorreta Se
gundo. Ponente: José Guadalupe Hernández Torres. 
Secretario: Cristian Darío Navarro Murguía.

 	 P./J. 15/2019 (10a.)	 5AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL 
DERECHO DE PETICIÓN. SI EL QUEJOSO 
OPTÓ POR AMPLIAR SU DEMANDA EN CON­
TRA DE LA RESPUESTA EMITIDA POR LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE DURANTE EL 
TRÁMITE DEL JUICIO, ES INNECESARIO AGO­
TAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD RES­
PECTO DE DICHO ACTO.

Contradicción de tesis 4/2019. Entre las sustentadas 
por el Séptimo Tribunal Colegiado de Circuito del Cen
tro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en 
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Naucalpan de Juárez, Estado de México y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administra-
tiva del Vigésimo Primer Circuito. 15 de octubre de 
2019. Mayoría de siete votos de los Ministros Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Luis María Aguilar Morales, Norma Lucía 
Piña Hernández, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez 
Dayán y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; votaron en 
contra: Yasmín Esquivel Mossa y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ausente: José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Juan Luis González Alcántara Ca-
rrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.

	 PC.IV.L. J/20 L (10a.)	 1312APODERADO QUE COMPARECE EN REPRE­
SENTACIÓN DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) AL PROCE­
DIMIENTO LABORAL. PARA TENER POR 
DEMOSTRADA SU PERSONALIDAD, NO ES 
NECESARIO QUE ACREDITE SER TITULAR 
DE LA JEFATURA DE SERVICIOS JURÍDICOS 
O ESTAR ADSCRITO A ÉSTA.

Contradicción de tesis 1/2019. Entre las sustentadas 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Cuarto Circuito y el Primer Tribunal Cole-
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera 
Región, con residencia en la Ciudad de México, en 
apoyo al Primer Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Cuarto Circuito. 15 de octubre de 2019. 
Mayoría calificada de dos votos de los Magistrados 
Alejandro Alberto Albores Castañón (Presidente) y 
Eduardo Torres Carrillo. Disidentes: María Isabel Gon
zález Rodríguez y Sergio Ibarra Valencia. Encargado 
del engrose: Eduardo Torres Carrillo. Ponente: Sergio 
Ibarra Valencia. Secretaria: Diana Elena Gutiérrez 
Garza.

	 P./J.  19/2019 (10a.)	 6ARRESTO ADMINISTRATIVO COMO SAN­
CIÓN POR CONDUCIR EN ESTADO DE EBRIE­
DAD. AL PRETENDER IMPONERLO EL JUEZ 
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CALIFICADOR DEBE RESPETAR EL DERECHO 
DE AUDIENCIA PREVIA DEL PROBABLE IN­
FRACTOR.

Contradicción de tesis 171/2019. Entre las sustenta-
das por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, el Cuarto Tribu
nal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito y el Pleno del Decimotercer Circuito. 31 de 
octubre de 2019. Unanimidad de nueve votos de los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis Gon
zález Alcántara Carrancá, José Fernando Franco 
González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Her
nández, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán 
y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ausente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: Juan Luis González Alcán
tara Carrancá. Secretarios: Víctor Manuel Rocha 
Mercado, Fernando Sosa Pastrana y Monserrat Cid 
Cabello.

	 PC.I.P. J/64 P (10a.)	 1354AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL JUICIO 
DE AMPARO. PREVIAMENTE A DECLARAR 
SU INEXISTENCIA DERIVADA DE SU INCO­
RRECTA DENOMINACIÓN, EL JUEZ DE DIS­
TRITO DEBE REQUERIR AL QUEJOSO PARA 
QUE, DE ESTIMARLO CONVENIENTE, LA PRE­
CISE, CORRIJA O ACLARE.

Contradicción de tesis 3/2019. Entre las sustenta-
das por los Tribunales Colegiados Sexto y Séptimo, 
ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 3 de 
septiembre de 2019. Mayoría de nueve votos de los 
Magistrados Emma Meza Fonseca (presidenta), Ale
jandro Gómez Sánchez, Humberto Manuel Román 
Franco, Olga Estrever Escamilla, Juan Wilfrido Gu-
tiérrez Cruz, Fernando Córdova del Valle, Miguel En-
rique Sánchez Frías, Carlos Enrique Rueda Dávila y 
Reynaldo Manuel Reyes Rosas. Disidente: Francisco 
Javier Sarabia Ascencio. Ponente y encargado del 
engrose: Miguel Enrique Sánchez Frías. Secretaria: 
Daisy Oclica Sánchez.
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	 PC.I.C. J/98 C (10a.)	 1384CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA 
HIPOTECARIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEU­
DOR COMO REQUISITO PREVIO PARA LA 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN HIPOTECA­
RIA, NO PUEDE REALIZARLA UN CORREDOR 
PÚBLICO, AL CARECER DE FACULTADES PARA 
EFECTUARLA.

Contradicción de tesis 18/2019. Entre las sustenta-
das por los Tribunales Colegiados Segundo, Tercero 
y Quinto, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 
5 de noviembre de 2019. Mayoría de diez votos de 
los Magistrados María del Carmen Aurora Arroyo 
Moreno, Paula María García Villegas Sánchez Cor-
dero, Eliseo Puga Cervantes, Fortunata Florentina 
Silva Vásquez, Roberto Ramírez Ruiz, María del Re-
fugio González Tamayo, Martha Gabriela Sánchez 
Alonso, Fernando Rangel Ramírez, Manuel Ernesto 
Saloma Vera y Alejandro Sánchez López. Disidentes: 
Jaime Aurelio Serret Álvarez, Ethel Lizette del Carmen 
Rodríguez Arcovedo, Marco Polo Rosas Baqueiro, 
Gonzalo Arredondo Jiménez y José Rigoberto Due-
ñas Calderón. Ponente: Martha Gabriela Sánchez 
Alonso. Secretaria: Alicia Avendaño Santos.

 	 2a./J. 163/2019 (10a.)	 927CRÉDITOS PREFERENTES. SE CONSIDERAN 
ASÍ LOS PAGOS DE VACACIONES Y PRIMA 
DE ANTIGÜEDAD EN FAVOR DE LOS TRABA­
JADORES, EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 
123, APARTADO A, FRACCIÓN XXIII, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 113 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO.

Contradicción de tesis 328/2019. Entre las susten
tadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, el Segundo Tri
bunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Sexto Circuito, el Quinto Tribunal Colegiado de Cir-
cuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en La Paz, Baja California Sur, el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Décima Región, con residencia en Saltillo, 
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Coahuila, el Tribunal Colegiado en Materia de Tra
bajo del Noveno Circuito, el Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Décimo Segundo Circuito, 
el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xala-
pa, Veracruz y el Tercer Tribunal Colegiado en Mate-
rias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito. 
23 de octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: 
Juvenal Carbajal Díaz y Eduardo Romero Tagle.

 	 2a./J. 169/2019 (10a.)	 949DEFINITIVIDAD. SE ACTUALIZA UNA EXCEP­
CIÓN A ESE PRINCIPIO RESPECTO DE LA LEY 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL 
ESTADO DE SINALOA, AL PREVER UN PLA­
ZO MAYOR AL ESTABLECIDO EN LA LEY DE 
AMPARO PARA EL OTORGAMIENTO DE LA 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL.

Contradicción de tesis 399/2019. Entre las susten
tadas por los Tribunales Colegiados Segundo del 
Vigésimo Quinto Circuito y Cuarto del Décimo Se-
gundo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Mate-
ria de Trabajo del Décimo Segundo Circuito. 13 de 
noviembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Se-
cretaria: Diana Cristina Rangel León.

	 PC.I.C. J/99 C (10a.)	 1412DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EL CÓMPU­
TO DEL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN 
CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA DIC­
TADA EN LA AUDIENCIA DEL JUICIO ORAL 
CIVIL, INICIA EL DÍA SIGUIENTE A SU CE­
LEBRACIÓN (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO).

Contradicción de tesis 5/2019. Entre las sustenta-
das por los Tribunales Colegiados Noveno y Décimo 
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Segundo, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 
5 de noviembre de 2019. Mayoría de trece votos de 
los Magistrados Jaime Aurelio Serret Álvarez, Paula 
María García Villegas Sánchez Cordero, Ethel Lizette 
del Carmen Rodríguez Arcovedo, Eliseo Puga Cer-
vantes, Fortunata Florentina Silva Vásquez, María 
del Refugio González Tamayo, Marco Polo Rosas 
Baqueiro, Martha Gabriela Sánchez Alonso, Fer
nando Rangel Ramírez, Gonzalo Arredondo Jiménez, 
José Rigoberto Dueñas Calderón, Manuel Ernesto 
Saloma Vera y Alejandro Sánchez López (presi
dente). Disidentes: María del Carmen Aurora Arroyo 
Moreno y Roberto Ramírez Ruiz. Ponente: Manuel 
Ernesto Saloma Vera. Secretaria: Ileana Hernández 
Castañeda.

 	 1a./J. 83/2019 (10a.)	 617DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. 
LA COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA 
DEMANDA DE AMPARO PRESENTADA EN SU 
CONTRA, SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE 
DISTRITO ANTE QUIEN SE PROMUEVE.

Contradicción de tesis 261/2018. Entre las susten
tadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal Cole-
giado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito. 
13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar 
Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gu-
tiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secre
taria: Úrsula Vianey Gómez Pérez.

 	 P./J. 18/2019 (10a.)	 8INFORME JUSTIFICADO EN AMPARO DIREC­
TO. EL PLAZO DE CINCO DÍAS QUE LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE TIENE PARA 
RENDIRLO, COMIENZA A PARTIR DEL DÍA SI­
GUIENTE AL DE LA PRESENTACIÓN DE LA 
DEMANDA.

Contradicción de tesis 116/2019. Entre las susten
tadas por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 

REPUBLICADA POR 
CORRECCIÓN 
EN EL TEXTO
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Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Cuarto Circuito. 22 de octubre de 2019. Unanimidad 
de nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Yasmín Esquivel Mossa, José Fernando 
Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Her
nández, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán 
y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ausente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

	 P./J. 17/2019 (10a.)	 9INTERÉS LEGÍTIMO. NO PUEDE ADUCIRSE 
PARA IDENTIFICAR AL TERCERO INTERESA­
DO EN EL JUICIO DE AMPARO.

Contradicción de tesis 306/2018. Entre las susten
tadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y el Primer Tribu-
nal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa 
Especializado en Competencia Económica, Radio-
difusión y Telecomunicaciones, con residencia en el 
Distrito Federal y jurisdicción en toda la República. 
29 de octubre de 2019. Unanimidad de nueve votos 
de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, José Fernando 
Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Her
nández, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán 
y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ausente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre
taria: Michelle Lowenberg López.

 	 2a./J. 154/2019 (10a.)	 966JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA 
RESOLUCIÓN PRELIMINAR QUE CONTIENE 
LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPE­
RACIONES DEL CONTRIBUYENTE, A QUE SE 
REFIERE EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCU­
LO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
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RACIÓN, DADO QUE NO CAUSA AGRAVIO EN 
MATERIA FISCAL.

Contradicción de tesis 253/2019. Entre las susten
tadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y el Décimo Octavo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 5 de septiembre de 2019. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon
zález Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Se-
cretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

	 PC.XVI.C. J/3 C (10a.)	 1454JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SI A LA DE­
MANDA SE ANEXA UN TÍTULO DE CRÉDITO 
QUE NO CONCUERDE CON LOS HECHOS PRE­
CISADOS EN ÉSTA, EL JUEZ NO TIENE LA 
FACULTAD DE REQUERIR AL ACTOR PARA 
QUE CORRIJA ESA IRREGULARIDAD.

Contradicción de tesis 2/2019. Entre las sustenta-
das por los Tribunales Colegiados Primero y Tercero, 
ambos en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito. 
7 de noviembre de 2019. Unanimidad de tres votos 
de los Magistrados Juan Manuel Arredondo Elías, 
José Morales Contreras y Juan Solórzano Zavala. 
Ponente: José Morales Contreras. Secretario: José 
Alejandro Gómez del Río.

 	 PC.I.L. J/58 L (10a.)	 1491LOTERÍA NACIONAL PARA LA ASISTENCIA 
PÚBLICA. LAS PRESTACIONES DE BONOS 
DE APROVISIONAMIENTO (VALES DE DES­
PENSA) Y SERVICIO MÉDICO PREVISTAS EN 
EL MEMORÁNDUM 1088 DE TREINTA Y UNO 
DE JULIO DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA 
Y CUATRO, REQUIERE QUE EL EX EMPLEADO 
QUE LAS SOLICITE TENGA LA CALIDAD DE 
TRABAJADOR JUBILADO.

Contradicción de tesis 15/2019. Entre las sustenta-
das por los Tribunales Colegiados Cuarto, Décimo 
Cuarto y Primero, todos en Materia de Trabajo del 
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Primer Circuito. 4 de noviembre de 2019. Mayoría 
de quince votos a favor de los Magistrados Emilio 
González Santander, Casimiro Barrón Torres, Lourdes 
Minerva Cifuentes Bazán, Idalia Peña Cristo, Roberto 
Ruiz Martínez, Genaro Rivera, Laura Serrano Alde
rete, Jorge Farrera Villalobos, Noé Herrera Perea, 
Ángel Ponce Peña, Nelda Gabriela González García, 
Tarsicio Aguilera Troncoso, José Guerrero Láscares, 
Héctor Arturo Mercado López y Guadalupe Madrigal 
Bueno. Disidentes: María de Lourdes Juárez Sierra 
y Felipe Eduardo Aguilar Rosete. Ponente: Noé He-
rrera Perea. Secretario: Rubén González Rico.

	 2a./J. 167/2019 (10a.)	 995NACIONALIDAD MEXICANA POR NACIMIEN­
TO. EL ARTÍCULO 30, INCISO A, FRACCIÓN 
II, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS NO ES EX­
TENSIVO A SUPUESTOS NO PREVISTOS 
EXPRESAMENTE.

Contradicción de tesis 212/2019. Entre las susten
tadas por los Tribunales Colegiados Primero en Ma-
teria Administrativa del Primer Circuito y Segundo 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito. 6 de noviembre de 2019. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu 
Soberón.

	 PC.XIX. J/12 L (10a.)	 1549NOTIFICACIONES PERSONALES AL DEMAN­
DADO EN EL JUICIO LABORAL. DEBEN REA­
LIZARSE POR BOLETÍN O POR ESTRADOS 
SI OMITIÓ SEÑALAR DOMICILIO PARA TAL 
EFECTO (LEY FEDERAL DEL TRABAJO EN 
SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PU­
BLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE­
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019).

Contradicción de tesis 3/2019. Entre las sustenta-
das por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia 
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en Saltillo, Coahuila y el Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Noveno Circuito. 29 de octubre de 
2019. Unanimidad de seis votos de los Magistrados 
Olga Iliana Saldaña Durán, Guillermo Cuautle Var-
gas, José Miguel Trujillo Salceda, Daniel Ricardo 
Flores López, Víctor Antonio Pescador Cano y Arte-
mio Hernández González. Ponente: Guillermo Cuautle 
Vargas. Secretario: Manuel Miranda Castro.

	 PC.VII.C. J/9 C (10a.)	 1585PREVENCIÓN PARA ACLARAR LA DEMANDA 
EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. PARA 
SU REGULACIÓN DEBE ACUDIRSE SUPLE­
TORIAMENTE AL CÓDIGO FEDERAL DE PRO­
CEDIMIENTOS CIVILES Y NO A LAS DISPO­
SICIONES QUE REGULAN EL JUICIO ORAL 
MERCANTIL (CÓDIGO DE COMERCIO).

Contradicción de tesis 2/2019. Entre las sustentadas 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Séptimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa, en apoyo del citado 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sép
timo Circuito. 11 de noviembre de 2019. Mayoría de 
cinco votos de los Magistrados José Luis Vázquez 
Camacho, Alfredo Sánchez Castelán, Clemente 
Gerardo Ochoa Cantú, Ezequiel Neri Osorio y José 
Manuel De Alba De Alba. Disidente: Isidro Pedro 
Alcántara Valdés. Ponente: José Manuel De Alba 
De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely Aguilar Lasserre.

 	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD 
ADMINISTRATIVA CONTRA ELEMENTOS 
OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 
MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMA­
LIDADES DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGU­
RIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE JALIS­
CO, AUN CUANDO SE TRATE DE ACTOS U 
OMISIONES PREVISTOS EN UN REGLAMEN­
TO MUNICIPAL EN LA MATERIA.

Contradicción de tesis 10/2019. Entre las susten
tadas por los Tribunales Colegiados Tercero, Quinto 
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y Séptimo, todos en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito. 21 de octubre de 2019. Unanimidad 
de siete votos de los Magistrados Jesús de Ávila 
Huerta, Filemón Haro Solís, José Manuel Mojica Her
nández, Roberto Charcas León, Oscar Hernández 
Peraza, Silvia Rocío Pérez Alvarado y Claudia Mavel 
Curiel López. Ponente: Roberto Charcas León. Secre
tario: Carlos Abraham Domínguez Montero.

 	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL AR­
TÍCULO 885, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO, AL ESTABLECER LA 
SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO TÁCITO 
ANTE LA OMISIÓN DE LAS PARTES DE PRO­
NUNCIARSE RESPECTO DE LA VISTA OTOR­
GADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN 
DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN 
PRUEBAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA 
LOS DERECHOS HUMANOS AL DEBIDO PRO­
CESO Y A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 
(TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLI­
CADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE­
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019).

Contradicción de tesis 1/2019. Entre las sustenta-
das por el Tercer y el Cuarto Tribunales Colegiados, 
ambos en Materia de Trabajo del Tercer Circuito. 
25 de octubre de 2019. Unanimidad de cinco votos 
de los Magistrados Francisco Javier Rodríguez 
Huezo, Antonio Valdivia Hernández, José de Jesús 
Quesada Sánchez, Armando Ernesto Pérez Hurtado 
y Julio Eduardo Díaz Sánchez. Ponente: Francisco 
Javier Rodríguez Huezo. Secretaria: Yuridia Arias 
Álvarez. 

 	 PC.XIX. J/13 C (10a.)	 1759RECONVENCIÓN EN LA VÍA ESPECIAL HI­
POTECARIA. PROCEDE CUANDO EXISTA 
CONEXIDAD ENTRE LAS PRESTACIONES 
RECLAMADAS EN LO PRINCIPAL Y EN VÍA 
DE RECONVENCIÓN, EN TÉRMINOS DEL 
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ARTÍCULO 470 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIEN­
TOS CIVILES DEL ESTADO DE TAMAULIPAS.

Contradicción de tesis 4/2019. Entre las sustenta-
das por el Primer y el Segundo Tribunales Colegia-
dos, ambos en Materias Administrativa y Civil del 
Décimo Noveno Circuito. 29 de octubre de 2019. 
Unanimidad de seis votos de los Magistrados Olga 
Iliana Saldaña Durán, Guillermo Cuautle Vargas, 
José Miguel Trujillo Salceda, Daniel Ricardo Flores 
López, Víctor Antonio Pescador Cano y Artemio Her-
nández González. Ponente: Daniel Ricardo Flores 
López.

 	 PC.I.C. J/100 C (10a.)	 1790RECURSO DE APELACIÓN. PROCEDE POR RE­
GLA GENERAL, CONTRA RESOLUCIONES QUE 
OMITAN ACORDAR UNA CUESTIÓN JURÍ­
DICA, SALVO EN LOS CASOS EN QUE LA LEY 
O LA JURISPRUDENCIA EXENTEN DE SU IN­
TERPOSICIÓN (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO).

Contradicción de tesis 15/2019. Entre las susten
tadas por los Tribunales Colegiados Octavo y Déci-
mo Segundo, ambos en Materia Civil del Primer 
Circuito. 5 de noviembre de 2019. Mayoría de trece 
votos de los Magistrados María del Carmen Aurora 
Arroyo Moreno, Jaime Aurelio Serret Álvarez, Eliseo 
Puga Cervantes, Fortunata Florentina Silva Vás-
quez, Roberto Ramírez Ruiz, María del Refugio Gon-
zález Tamayo, Marco Polo Rosas Baqueiro, Martha 
Gabriela Sánchez Alonso, Fernando Rangel Ramírez, 
Gonzalo Arredondo Jiménez, José Rigoberto Dueñas 
Calderón, Manuel Ernesto Saloma Vera y Alejandro 
Sánchez López (Presidente). Disidentes: Paula María 
García Villegas Sánchez Cordero (voto particular) y 
Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo (voto 
particular). Ponente: Fortunata Florentina Silva Vás-
quez. Secretario: Alfonso Avianeda Chávez.
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	 P./J. 16/2019 (10a.)	 11RECURSO DE QUEJA EN AMPARO DIRECTO 
INTERPUESTO POR EL TERCERO INTERE­
SADO. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DE 
LA AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL QUE 
NIEGA DEJAR SIN EFECTOS LA SUSPENSIÓN 
DEL ACTO RECLAMADO PARA PROCEDER A 
SU EJECUCIÓN.

Contradicción de tesis 119/2018. Entre las susten
tadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Quinto Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Cir-
cuito. 31 de octubre de 2019. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Juan Luis González Alcántara Ca-
rrancá, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Javier Lay-
nez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea; votaron en contra: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis 
María Aguilar Morales. Secretario: Luis Alberto Trejo 
Osornio.

	 PC.I.P. J/65 P (10a.)	 1834RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL AR­
TÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY 
DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
EL ACUERDO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE 
REQUIERE AL QUEJOSO PARA QUE COM­
PAREZCA A RATIFICAR DETERMINADO ES­
CRITO, CUANDO SE RECLAME UNA ORDEN 
DE APREHENSIÓN O MANDAMIENTO PRIVA­
TIVO DE LA LIBERTAD.

Contradicción de tesis 4/2019. Entre las sustentadas 
por los Tribunales Colegiados Noveno y Décimo, 
ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 3 de 
septiembre de 2019. Mayoría de seis votos de los 
Magistrados Francisco Javier Sarabia Ascencio, Ale
jandro Gómez Sánchez, Humberto Manuel Román 
Franco, Olga Estrever Escamilla, Fernando Córdova 
del Valle y Reynaldo Manuel Reyes Rosas. Disidentes: 
Emma Meza Fonseca (presidenta), Juan Wilfrido 
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Gutiérrez Cruz, Miguel Enrique Sánchez Frías y 
Carlos Enrique Rueda Dávila. Ponente: Francisco 
Javier Sarabia Ascencio. Secretario: Erick Ernesto 
Orozco Urbano.

 	 P./J. 14/2019 (10a.)	 12RECURSO DE RECLAMACIÓN. ES IMPRO­
CEDENTE CONTRA EL ACUERDO DEL PRE­
SIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO QUE REQUIERE A LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE EL CUMPLIMIENTO DE LA 
EJECUTORIA DICTADA EN EL JUICIO DE AM­
PARO DIRECTO.

Contradicción de tesis 19/2019. Entre las susten
tadas por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tri
bunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa 
del Noveno Circuito. 21 de octubre de 2019. Mayo
ría de nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Yasmín Esquivel Mossa, José Fernando Franco Gon-
zález Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Javier 
Laynez Potisek y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; votó 
en contra: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretarios: Monse-
rrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha Mercado.

	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 
DEBE AGOTARSE ANTES DE PROMOVER EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CUANDO SE 
RECLAMA EL PRIMER PROVEÍDO DICTA­
DO EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL EN 
EL CUAL EL JUZGADOR, DE OFICIO, SE DE­
CLARA INCOMPETENTE POR RAZÓN DE LA 
MATERIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA, 
ORDENA SU ARCHIVO Y DEJA A SALVO LOS 
DERECHOS DEL ACTOR.

Contradicción de tesis 4/2019. Entre las sustenta-
das por el Primer y el Segundo Tribunales Cole
giados, ambos en Materias Administrativa y Civil 
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del Vigésimo Segundo Circuito. 29 de octubre de 
2019. Mayoría de tres votos de los Magistrados 
Germán Tena Campero, Carlos Hernández García y 
Leticia Morales García. Disidentes: Mauricio Barajas 
Villa y Ramiro Rodríguez Pérez. Ponente: Germán 
Tena Campero. Secretario: Saúl Camacho Sánchez.

 	 2a./J. 164/2019 (10a.)	 1022RÉGIMEN TRANSITORIO DEL SISTEMA DE 
PENSIONES ENTRE LAS LEYES DEL SEGURO 
SOCIAL DEROGADA DE 1973 Y VIGENTE. EL 
LÍMITE SUPERIOR QUE SE DEBE APLICAR 
AL SALARIO PROMEDIO DE LAS 250 SEMA­
NAS DE COTIZACIÓN QUE SIRVE DE BASE 
PARA CUANTIFICAR LAS PENSIONES DE 
LOS ASEGURADOS DEL RÉGIMEN TRAN­
SITORIO, QUE OPTARON POR EL ESQUEMA 
PENSIONARIO DE LA DEROGADA LEY DE 
1973.

Contradicción de tesis 327/2019. Entre las susten
tadas por el Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y de Trabajo del Octavo Circuito y los Tribunales 
Colegiados Segundo del Tercer Circuito y Décimo 
Sexto del Primer Circuito, ambos en Materia de 
Trabajo. 23 de octubre de 2019. Cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre
taria: N. Montserrat Torres Contreras.

 	 2a./J. 171/2019 (10a.)	 1049REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. EN 
LOS JUICIOS DE NULIDAD EN LOS QUE SE 
IMPUGNA LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN 
QUE LO ORDENA, EL SEÑALAMIENTO DEL 
ACTOR ES INSUFICIENTE PARA TENER A 
UNA PERSONA COMO REPRESENTANTE 
DE LOS TRABAJADORES TERCEROS IN­
TERESADOS.

Contradicción de tesis 369/2019. Entre las sustenta
das por los Tribunales Colegiados Tercero en Materia 
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Administrativa del Segundo Circuito y Tercero de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa. 21 de noviembre 
de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Eduardo Romero 
Tagle.

 	 2a./J. 170/2019 (10a.)	 1050REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. FORMA 
DE EMPLAZAMIENTO AL REPRESENTANTE DE 
LOS TRABAJADORES TERCEROS INTERE­
SADOS EN LOS JUICIOS DE NULIDAD EN LOS 
QUE SE IMPUGNA LA VALIDEZ DE LA RESO­
LUCIÓN QUE LO ORDENA.

Contradicción de tesis 369/2019. Entre las susten
tadas por los Tribunales Colegiados Tercero en Ma-
teria Administrativa del Segundo Circuito y Tercero 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, 
con residencia en Culiacán, Sinaloa. 21 de noviem-
bre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Eduardo 
Romero Tagle.

	 PC.I.C. J/101 C (10a.)	 1933RETENCIÓN DE BIENES. LOS INTEGRANTES 
DEL SISTEMA BANCARIO MEXICANO DEBEN 
OTORGAR GARANTÍA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 1175, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO, PARA RESPONDER DE LOS 
POSIBLES DAÑOS Y PERJUICIOS QUE DICHA 
MEDIDA PRECAUTORIA PUEDA OCASIONAR 
AL DEUDOR.

Contradicción de tesis 9/2019. Entre las sustenta-
das por los Tribunales Colegiados Décimo Cuarto 
y Décimo Quinto, ambos en Materia Civil del Primer 
Circuito. 5 de noviembre de 2019. Mayoría de trece 
votos de los Magistrados María del Carmen Aurora 
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Arroyo Moreno, Jaime Aurelio Serret Álvarez, Ethel 
Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo, Eliseo Puga 
Cervantes, Fortunata Florentina Silva Vásquez, Ro-
berto Ramírez Ruiz, María del Refugio González 
Tamayo, Marco Polo Rosas Baqueiro, Martha Ga-
briela Sánchez Alonso, Fernando Rangel Ramírez, 
Gonzalo Arredondo Jiménez, Manuel Ernesto Saloma 
Vera y Alejandro Sánchez López. Ausente: Paula 
María García Villegas Sánchez Cordero. Disidente 
y Ponente: José Rigoberto Dueñas Calderón. Secre-
tario: Mauricio Omar Sanabria Contreras.

 	 PC.VI.A. J/15 A (10a.)	 2020SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EN EL 
ESTADO DE PUEBLA. EL ANÁLISIS DE LA FE­
CHA EN QUE SE EMITE EL TÍTULO DE CON­
CESIÓN ES UNA CUESTIÓN DE FONDO Y NO 
DE PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.

Contradicción de tesis 2/2019. Entre las sustenta-
das por el Primer, el Segundo y el Tercer Tribunales 
Colegiados, todos en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito. 12 de noviembre de 2019. Unanimi-
dad de tres votos de los Magistrados María Leonor 
Pacheco Figueroa, Jorge Higuera Corona y Manuel 
Rojas Fonseca. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. 
Secretaria: Giovanna Cervantes Callejas.

 	 PC.VI.A. J/16 A (10a.)	 2021SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EN 
EL ESTADO DE PUEBLA. LA CALIDAD DE 
CONCESIONARIO NACE CON LA EXPEDICIÓN 
DEL TÍTULO DE CONCESIÓN QUE LO ACRE­
DITA COMO TAL Y NO SÓLO CON LA RESO­
LUCIÓN DE PROCEDENCIA DE CONCESIÓN 
EN LA QUE RESULTÓ BENEFICIARIO.

Contradicción de tesis 2/2019. Entre las sustenta-
das por el Primer, el Segundo y el Tercer Tribunales 
Colegiados, todos en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito. 12 de noviembre de 2019. Unanimi-
dad de tres votos de los Magistrados María Leonor 
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Pacheco Figueroa, Jorge Higuera Corona y Manuel 
Rojas Fonseca. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. 
Secretaria: Giovanna Cervantes Callejas.

 	 2a./J. 165/2019 (10a.)	 1067SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE 
AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA 
CONTRA LA APLICACIÓN Y EFECTOS DEL 
ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, INCISOS A) Y 
B), DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDE­
RACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019.

Contradicción de tesis 309/2019. Entre las sustenta-
das por los Tribunales Colegiados Segundo en Ma-
teria Administrativa del Segundo Circuito y Primero 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 6 de 
noviembre de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disi-
dente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

	 PC.III.A. J/79 A (10a.)	 2068SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO 
DE AMPARO. PROCEDE CONTRA LA DETER­
MINACIÓN DEL CONSEJO DE LA JUDICA­
TURA DEL ESTADO DE JALISCO QUE DEJA 
SIN EFECTOS LA LISTA DE RESERVA ES­
TRATÉGICA PARA OCUPAR EL CARGO DE 
JUECES DE PRIMERA INSTANCIA.

Contradicción de tesis 18/2019. Entre las susten
tadas por los Tribunales Colegiados Primero, Cuarto 
y Quinto, todos en Materia Administrativa del Ter
cer Circuito. 21 de octubre de 2019. Unanimidad de 
siete votos de los Magistrados Jesús de Ávila 
Huerta, Filemón Haro Solís, José Manuel Mojica Her
nández, Roberto Charcas León, Oscar Hernández 
Peraza, Silvia Rocío Pérez Alvarado y Claudia Mavel 
Curiel López. Votaron con salvedades: Roberto Char
cas León y Silvia Rocío Pérez Alvarado. Ponente: 
Claudia Mavel Curiel López. Secretario: Carlos 
Abraham Domínguez Montero.
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 	 PC.III.A. J/77 A (10a.)	 2159VALOR AGREGADO. LA ENAJENACIÓN DE 
ACEITE DE GALLINA, GRASA, HARINA 
DE PLUMA Y SANGRE, HARINA DE CARNE 
Y HUESO, HARINA DE CARNE Y GRASA ANI­
MAL O SEBO, DE DIVERSOS TIPOS DE 
ANIMALES DE GRANJA, QUE SON EMPLEA­
DOS COMO COMPONENTES PARA LA ELA­
BORACIÓN DE ALIMENTO PARA GANADO, 
DEBE GRAVARSE CONFORME A LA TASA 
GENERAL DEL 16%.

Contradicción de tesis 12/2019. Entre las susten
tadas por los Tribunales Colegiados Primero, Sexto 
y Séptimo, todos en Materia Administrativa del Ter-
cer Circuito, así como el sustentado por el Sexto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Tercera Región, con residencia en Morelia, 
Michoacán. 23 de septiembre de 2019. La votación 
se dividió en dos partes: Unanimidad de siete votos 
por la existencia de la contradicción de tesis, de 
los Magistrados Jesús de Ávila Huerta, Claudia 
Mavel Curiel López, Filemón Haro Solís, José Manuel 
Mojica Hernández y Jorge Héctor Cortés Ortiz, así 
como los Magistrados Roberto Charcas León y Silvia 
Rocío Pérez Alvarado, quienes formularon voto 
concurrente. En cuanto al fondo, mayoría de cuatro 
votos de los Magistrados Claudia Mavel Curiel López, 
Filemón Haro Solís, José Manuel Mojica Hernández 
y Roberto Charcas León, quien formuló voto con
currente. Disidentes: Jesús de Ávila Huerta, Jorge 
Héctor Cortés Ortiz y Silvia Rocío Pérez Alvarado. 
Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretario: 
Bolívar López Flores.
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Acceso a la información, derecho de.—Véase: 
"DECLARACIÓN DE PERIODISTAS EN CALIDAD DE 
TESTIGOS EN UN PROCESO PENAL. ALCANCES 
DE SU DERECHO A NO RENDIRLA, PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 243 BIS, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES ABRO-
GADO."	 I.7o.P.131 P (10a.)	 2557

Acceso a la información, derecho de.—Véase: 
"DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO PUEDE ALE-
GARSE EL CARÁCTER DE ‘RESERVADO’ DE LAS 
AVERIGUACIONES PREVIAS CUANDO LA INVESTI-
GACIÓN VERSE SOBRE VIOLACIONES GRAVES DE 
DERECHOS FUNDAMENTALES O DELITOS DE LESA 
HUMANIDAD."	 P. I/2019 (10a.)	 562

Acceso a la justicia, derecho de.—Véase: "JUICIO 
DE INTERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA DILACIÓN 
INEXCUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO SE TRATA 
DE ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE DECRE
TAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON EFEC-
TOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS."	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602

Acceso a la justicia, derecho de.—Véase: "SUPLEN-
CIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIAS CIVIL, 
MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 
79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO QUE ES-
TABLECE SU PROCEDENCIA ÚNICAMENTE ANTE 
VIOLACIONES EVIDENTES DE LA LEY QUE HAYAN 
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DEJADO SIN DEFENSA AL QUEJOSO, NO VIOLA 
EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA."	 1a. VII/2020 (10a.)	 654

Acceso a la justicia, derecho fundamental de.—
Véase: "RECURSO DE QUEJA EN AMPARO DIRECTO 
INTERPUESTO POR EL TERCERO INTERESADO. 
PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DE LA AUTORI-
DAD RESPONSABLE EN EL QUE NIEGA DEJAR 
SIN EFECTOS LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLA-
MADO PARA PROCEDER A SU EJECUCIÓN."	 P./J. 16/2019 (10a.)	 11

Acceso a la justicia, derecho fundamental de.—
Véase: "RECURSO DE QUEJA. POR REGLA GENE-
RAL, ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR 
UNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO, 
CONTRA LA OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE 
ACORDAR SOBRE LAS PRUEBAS OFRECIDAS, AL 
NO TRATARSE DE UN ACTO TRASCENDENTAL Y 
GRAVE QUE PUEDA CAUSARLE PERJUICIO NO 
REPARABLE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA, SAL-
VO QUE SE ESTÉ ANTE UNA ‘ABIERTA OPORTUNI-
DAD PARA PROVEER’."	 III.1o.C.9 K (10a.)	 2654

Acceso a la justicia en calidad de parte procesal, 
derecho fundamental de.—Véase: "PENA IMPUESTA 
EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA VÍCTIMA 
U OFENDIDO DEL DELITO NO PUEDE IMPUGNAR 
SU PROPORCIONALIDAD EN AMPARO DIRECTO."	 1a. IV/2020 (10a.)	 653

Acceso a la justicia en favor del justiciable, derecho 
humano de.—Véase: "AMPARO INDIRECTO. PRO-
CEDE CONTRA LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE 
ACORDAR UNA PETICIÓN DENTRO DE UN PRO-
CEDIMIENTO JURISDICCIONAL EN EL QUE EXISTE 
UNA ABIERTA DILACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
O SU PARALIZACIÓN TOTAL, AL ACTUALIZARSE 
LA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, 
PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN 
XVIII DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO."	 PC.III.P. J/22 P (10a.)	 1257
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Acceso a la tutela judicial efectiva, en su vertiente 
de congruencia externa, exhaustividad y completitud, 
principio de.—Véase: "RECURSO DE APELACIÓN EN 
EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO.  
SI EL TRIBUNAL DE ALZADA REVOCA LA SENTENCIA 
ABSOLUTORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR 
ACREDITADOS EL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD 
PENAL DEL PROCESADO, DEBE REASUMIR JURIS
DICCIÓN PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUA-
LIZACIÓN DE LAS SANCIONES Y LA REPARACIÓN 
DEL DAÑO, SIEMPRE QUE ANTE EL ÓRGANO DE 
ENJUICIAMIENTO SE HUBIEREN DESAHOGADO 
LOS MEDIOS DE PRUEBA RELATIVOS."	 I.9o.P.267 P (10a.)	 2650

Acceso a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de 
fundamentación y motivación, principio de.—Véase: 
"RECURSO DE APELACIÓN EN EL SISTEMA DE 
JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. SI EL TRIBUNAL 
DE ALZADA REVOCA LA SENTENCIA ABSOLUTO-
RIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR ACREDI
TADOS EL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL 
DEL PROCESADO, DEBE REASUMIR JURISDICCIÓN 
PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUALIZA-
CIÓN DE LAS SANCIONES Y LA REPARACIÓN DEL 
DAÑO, SIEMPRE QUE ANTE EL ÓRGANO DE EN-
JUICIAMIENTO SE HUBIEREN DESAHOGADO LOS 
MEDIOS DE PRUEBA RELATIVOS."	 I.9o.P.267 P (10a.)	 2650

Acceso a los medios alternativos de justicia, derecho 
de.—Véase: "MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SO
LUCIÓN DE CONTROVERSIAS EN MATERIA CIVIL. 
SI UNA DE LAS PARTES NO ACUDE A ELLOS A 
PESAR DE HABER SIDO NOTIFICADA DE SU INI-
CIACIÓN, ESTO NO SIGNIFICA LA PÉRDIDA DEL 
DERECHO DE ACUDIR A LA JUSTICIA FORMAL."	 I.3o.C.427 C (10a.)	 2607

Acceso a los medios alternativos de justicia, derecho 
de.—Véase: "MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SO
LUCIÓN DE CONTROVERSIAS EN MATERIA DE 
PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. SI LAS PARTES 
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PACTAN QUE DEBEN AGOTARSE ANTES DE ACU-
DIR A LOS TRIBUNALES COMPETENTES, DEBE 
PREVALECER EL ACUERDO DE VOLUNTADES."	 I.3o.C.426 C (10a.)	 2608

Acceso a un recurso adecuado y efectivo, derecho 
de.—Véase: "TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. 
DIFERENCIAS ENTRE EL DERECHO A RECURRIR 
UN FALLO ANTE UNA INSTANCIA SUPERIOR Y EL 
DE ACCEDER A UN RECURSO ADECUADO Y EFEC-
TIVO."	 1a./J. 8/2020 (10a.)	 589

Acceso a una justicia completa, principio de.—Véase: 
"ALEGATOS EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
DEBEN ATENDERSE CUANDO LA QUEJOSA LOS 
HACE VALER Y ESTÁN ENCAMINADOS A CONTRO-
VERTIR LAS CONSIDERACIONES PROPUESTAS 
EN EL PROYECTO DE SENTENCIA EN EL QUE SE 
ABORDAN TEMAS DE CONTROL CONSTITUCIONAL 
Y CONVENCIONAL, DERIVADAS DE LA PUBLICIDAD 
DADA A DICHO PROYECTO."	 I.16o.T.19 K (10a.)	 2444

Actos de imposible reparación.—Véase: "SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO. CONTRA LAS DETERMINA-
CIONES Y RESOLUCIONES DICTADAS EN RECUR-
SOS QUE INCIDAN EN EL TEMA DE LA PERSO
NALIDAD, EMITIDAS DENTRO DE LA AUDIENCIA 
INICIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPA-
RO INDIRECTO, AL NO CONSTITUIR ACTOS DE 
IMPOSIBLE REPARACIÓN."	 I.10o.P.35 P (10a.)	 2696

Adquisición procesal, principio de.—Véase: "PRUE-
BAS EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA 
QUE PUEDAN VALORARSE DEBEN ESTAR RELA-
CIONADAS CON LOS HECHOS A COMPROBAR, 
EXPRESADOS POR LAS PARTES EN LA DEMANDA 
O EN SU CONTESTACIÓN, SIN QUE SEA SUFICIEN-
TE LA CIRCUNSTANCIA DE QUE OBREN EN EL 
EXPEDIENTE."	 VII.2o.T.267 L (10a.)	 2645
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Amparo directo, improcedencia del.—Véase: "JUI-
CIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESO
LUCIÓN DICTADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE LESI
VIDAD. ES IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR 
LA AUTORIDAD DEMANDANTE."	 VII.2o.A.6 A (10a.)	 2597

Amparo directo, procedencia del.—Véase: "SENTEN
CIA DEFINITIVA PARA EFECTOS DE LA PROCE-
DENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA 
CONSTITUYE LA RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL DE 
ALZADA QUE DECIDE EN DEFINITIVA SOBRE LA 
ACREDITACIÓN DEL DELITO Y LA RESPONSABILI-
DAD PENAL, AUN CUANDO NO CONTENGA PRO-
NUNCIAMIENTO RESPECTO A LA INDIVIDUALIZA-
CIÓN DE LAS SANCIONES Y REPARACIÓN DEL 
DAÑO."	 I.9o.P.266 P (10a.)	 2675

Amparo indirecto, improcedencia del.—Véase: "AM
PARO INDIRECTO. LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL 
DE ACORDAR UNA PETICIÓN FORMULADA POR 
EL JUSTICIABLE RECLAMADA EN EL JUICIO RELA-
TIVO, NO CONFIGURA UNA CAUSA MANIFIESTA E 
INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO."	 PC.III.P. J/21 P (10a.)	 1256

Amparo indirecto, improcedencia del.—Véase: "SIS-
TEMA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LAS DETER-
MINACIONES Y RESOLUCIONES DICTADAS EN 
RECURSOS QUE INCIDAN EN EL TEMA DE LA PER
SONALIDAD, EMITIDAS DENTRO DE LA AUDIENCIA 
INICIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPA-
RO INDIRECTO, AL NO CONSTITUIR ACTOS DE IM-
POSIBLE REPARACIÓN."	 I.10o.P.35 P (10a.)	 2696

Amparo indirecto, procedencia del.—Véase: "JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA 
NEGATIVA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGU-
RO SOCIAL A PRESTAR EL SERVICIO MÉDICO A 
UNA TRABAJADORA DURANTE SU EMBARAZO, 
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BAJO EL ARGUMENTO DE QUE FUE DADA DE BAJA 
POR SU PATRÓN, CON LA FINALIDAD DE QUE 
AQUÉL SE EXTIENDA PARA EL CASO DE URGEN-
CIA Y, SEGÚN EL GRADO DE GRAVIDEZ PRE
SENTADO, SE LE CANALICE A UNA INSTITUCIÓN 
DE SALUD PÚBLICA DIVERSA EN LA QUE SE 
CONTINÚE SU ATENCIÓN."	 V.1o.P.A.8 A (10a.)	 2599

Audiencia, derecho de.—Véase: "JUICIO DE INTER-
DICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA DILACIÓN INEX-
CUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO SE TRATA DE 
ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE DECRETAR 
LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON EFECTOS 
PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS."	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602

Audiencia, derecho de.—Véase: "PRUEBAS EN EL 
JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 885, PRIMER PÁ-
RRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL 
ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO 
TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS PARTES DE 
PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA VISTA OTOR-
GADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN DEL 
SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN PRUEBAS 
POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DERECHOS HU-
MANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA TUTELA JU-
DICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Audiencia, derecho de.—Véase: "VISTA A QUE SE 
REFIERE EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
64 DE LA LEY DE AMPARO. ES INNECESARIO QUE 
SE OTORGUE SI LA IMPROCEDENCIA PARCIAL DEL 
JUICIO NO IMPIDE EL ANALISIS INTEGRAL DE LA 
LITIS CONSTITUCIONAL PLANTEADA."	 I.11o.T.4 K (10a.)	 2734

Audiencia, derecho humano de.—Véase: "SOBRE-
SEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO EN TÉRMI-
NOS DEL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN IV, DE LA LEY 
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DE LA MATERIA. ES INNECESARIO DAR AL QUEJO
SO LA VISTA RESPECTO DE LA CAUSAL DE IMPRO
CEDENCIA ADVERTIDA CONFORME AL ARTÍCULO 
64, SEGUNDO PÁRRAFO, SI LA INSUBSISTENCIA 
DEL ACTO RECLAMADO QUE MOTIVÓ QUE SE DE-
CRETARA AQUÉL, FORMA PARTE DE LOS EFEC-
TOS PARA LOS CUALES SE CONCEDIÓ LA PROTEC
CIÓN CONSTITUCIONAL EN UN DIVERSO JUICIO 
DE AMPARO CUYA MATERIA ES IDÉNTICA."	 II.3o.P.19 K (10a.)	 2697

Audiencia previa, derecho de.—Véase: "ARRESTO 
ADMINISTRATIVO COMO SANCIÓN POR CONDU-
CIR EN ESTADO DE EBRIEDAD. AL PRETENDER 
IMPONERLO EL JUEZ CALIFICADOR DEBE RESPE-
TAR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA DEL PRO
BABLE INFRACTOR."	 P./J.  19/2019 (10a.)	 6

Audiencia previa, derecho de.—Véase: "ARRESTO 
COMO CORRECTIVO DISCIPLINARIO EN EL EJÉR-
CITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. ES INNE
CESARIO OTORGAR EL DERECHO DE AUDIENCIA 
PREVIA AL IMPONERLO, DADO EL RÉGIMEN DE 
SUJECIÓN ESPECIAL AL QUE SE ENCUENTRAN SU
JETOS LOS INTEGRANTES DE LAS FUERZAS AR-
MADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Autonomía en la administración de la hacienda mu-
nicipal, principio de.—Véase: "IMPUESTO PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS 
DEL ESTADO DE DURANGO. EL ARTÍCULO 44 BIS DE 
LA LEY DE HACIENDA DE LA ENTIDAD, AL GRAVAR 
CONTRIBUCIONES EXCLUSIVAS DE LA HACIENDA 
MUNICIPAL LOCAL, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE 
AUTONOMÍA Y LIBRE ADMINISTRACIÓN DE ÉSTA 
Y, EN CONSECUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA DE 
LA QUEJA DEFICIENTE RESPECTO DE SU ACTO 
DE APLICACIÓN (APLICABILIDAD DE LA JURIS-
PRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 105/2008)."	 XXV.3o.6 A (10a.)	 2585
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Carga de la prueba, principio de.—Véase: "TRABA-
JADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO 
DESPEDIDAS CON MOTIVO DE SU EMBARAZO. 
FORMA DE DISTRIBUIR LA CARGA DE LA PRUEBA 
PARA ACREDITAR LA DISCRIMINACIÓN POR RA-
ZÓN DE GÉNERO."
	 I.16o.T.54 L (10a.)	 2708

Concentración en el proceso penal acusatorio, prin-
cipio de.—Véase: "PRUEBA PERICIAL EN EL SISTE-
MA PENAL ACUSATORIO. DEBE VALORARSE CON 
BASE EN LO MANIFESTADO POR EL PERITO EN LA 
AUDIENCIA DE JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL IN-
TERROGATORIO Y CONTRAINTERROGATORIO QUE 
REALICEN LAS PARTES, Y NO CON LA VERSIÓN 
ESCRITA DEL DICTAMEN RESPECTIVO (LEGISLA-
CIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA)."	 XVII.2o.6 P (10a.)	 2640

Concentración, principio de.—Véase: "AMPARO PRO
MOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETI-
CIÓN. SI EL QUEJOSO OPTÓ POR AMPLIAR SU 
DEMANDA EN CONTRA DE LA RESPUESTA EMITI-
DA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE DURANTE 
EL TRÁMITE DEL JUICIO, ES INNECESARIO AGO-
TAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD RESPECTO 
DE DICHO ACTO."	 P./J. 15/2019 (10a.)	 5

Concentración, principio de.—Véase: "DEMANDA 
EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL ES-
TADO DE JALISCO. FORMAS QUE CONLLEVA LA 
RATIFICACIÓN DE SU ACLARACIÓN, MODIFICA-
CIÓN SUSTANCIAL O AMPLIACIÓN (INTERPRE
TACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA LEY 
PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO 
DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y APLICACIÓN 
SUPLETORIA DE LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO)."	 III.4o.T.55 L (10a.)	 2559

Confianza legítima de los contribuyentes, principio 
de.—Véase: "COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. 
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EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE IN-
GRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2019, AL ESTABLECER LA MECÁNICA 
RESPECTIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE CON-
FIANZA LEGÍTIMA DE LOS CONTRIBUYENTES."	 2a. II/2020 (10a.)	 1071

Continuidad en el proceso penal acusatorio,  princi-
pio de.—Véase: "PRUEBA PERICIAL EN EL SISTE-
MA PENAL ACUSATORIO. DEBE VALORARSE CON 
BASE EN LO MANIFESTADO POR EL PERITO EN LA 
AUDIENCIA DE JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL IN-
TERROGATORIO Y CONTRAINTERROGATORIO QUE 
REALICEN LAS PARTES, Y NO CON LA VERSIÓN 
ESCRITA DEL DICTAMEN RESPECTIVO (LEGISLA-
CIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA)."	 XVII.2o.6 P (10a.)	 2640

Continuidad en el proceso penal acusatorio,  princi-
pio de.—Véase: "SEPARACIÓN DE PROCESOS PRE
VISTA EN EL ARTÍCULO 35 DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES. DEBE SOLICI-
TARSE ANTES DEL AUTO DE APERTURA A JUICIO, 
Y DECRETARSE HASTA ANTES DE LA AUDIENCIA 
DE JUICIO."	 I.4o.P.34 P (10a.)	 2691

Contradicción en el proceso penal acusatorio, prin-
cipio de.—Véase: "PRUEBA PERICIAL EN EL SISTE-
MA PENAL ACUSATORIO. DEBE VALORARSE CON 
BASE EN LO MANIFESTADO POR EL PERITO EN LA 
AUDIENCIA DE JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL IN-
TERROGATORIO Y CONTRAINTERROGATORIO QUE 
REALICEN LAS PARTES, Y NO CON LA VERSIÓN 
ESCRITA DEL DICTAMEN RESPECTIVO (LEGISLA-
CIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA)."	 XVII.2o.6 P (10a.)	 2640

Contradicción, principio de.—Véase: "AMPLIACIÓN 
DEL TÉRMINO CONSTITUCIONAL. LA INADMI-
SIÓN DE DATOS DE PRUEBA AL MINISTERIO PÚ-
BLICO DENTRO DE DICHO PLAZO NO VULNERA 
LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD PROCESAL NI DE 
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CONTRADICCIÓN, PUES SU PRÓRROGA SE TRA-
DUCE EN UN DERECHO EN FAVOR DE LA DE
FENSA Y EL IMPUTADO QUE NO PUEDE OPERAR 
EN PERJUICIO DE ÉSTOS."	 XXII.P.A.64 P (10a.)	 2447

Debido proceso, derecho al.—Véase: "JUICIO DE IN
TERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA DILACIÓN 
INEXCUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO SE TRATA 
DE ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE DECRE
TAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON EFEC-
TOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS."	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602

Debido proceso, derecho al.—Véase: "TUTELA JU-
RISDICCIONAL EFECTIVA. DIFERENCIAS ENTRE EL 
DERECHO A RECURRIR UN FALLO ANTE UNA INS-
TANCIA SUPERIOR Y EL DE ACCEDER A UN RE-
CURSO ADECUADO Y EFECTIVO."	 1a./J. 8/2020 (10a.)	 589

Debido proceso, derecho humano al.—Véase: 
"PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 
885, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, AL ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU 
DESISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS 
PARTES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA 
VISTA OTORGADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICA-
CIÓN DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN 
PRUEBAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DE-
RECHOS HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A 
LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Defensa adecuada, derecho de.—Véase: "PRUEBAS 
EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 885, PRIMER 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL 
ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO 
TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS PARTES DE 
PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA VISTA OTOR-
GADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN DEL 
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SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN PRUEBAS 
POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DERECHOS 
HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA TUTELA 
JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A LA RE-
FORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Defensa adecuada, derecho humano a una.—Véa-
se: "RECLASIFICACIÓN DE LOS HECHOS MATERIA 
DE LA IMPUTACIÓN MINISTERIAL. ANTES DE RE-
SOLVER LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL IMPUTADO, 
EL JUEZ DE CONTROL DEBE PERMITIRLE EJERCER 
SU DERECHO DE DEFENSA ADECUADA RESPEC-
TO A ÉSTA (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL AR
TÍCULO 316, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES)."	 I.9o.P.265 P (10a.)	 2649

Defensa, derecho de.—Véase: "DECLARACIÓN DE 
PERIODISTAS EN CALIDAD DE TESTIGOS EN UN 
PROCESO PENAL. ALCANCES DE SU DERECHO A 
NO RENDIRLA, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 243 BIS, 
FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCE-
DIMIENTOS PENALES ABROGADO."	 I.7o.P.131 P (10a.)	 2557

Defensa, derecho de.—Véase: "VISTA A QUE SE RE-
FIERE EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 64 
DE LA LEY DE AMPARO. ES INNECESARIO QUE SE 
OTORGUE SI LA IMPROCEDENCIA PARCIAL DEL 
JUICIO NO IMPIDE EL ANALISIS INTEGRAL DE LA 
LITIS CONSTITUCIONAL PLANTEADA."	 I.11o.T.4 K (10a.)	 2734

Defensa, derecho fundamental de.—Véase: "RECUR
SO DE QUEJA. POR REGLA GENERAL, ES IMPRO-
CEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE LAS 
PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO, CONTRA LA 
OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE ACORDAR 
SOBRE LAS PRUEBAS OFRECIDAS, AL NO TRA-
TARSE DE UN ACTO TRASCENDENTAL Y GRAVE 
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QUE PUEDA CAUSARLE PERJUICIO NO REPARA-
BLE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA, SALVO QUE SE 
ESTÉ ANTE UNA ‘ABIERTA OPORTUNIDAD PARA 
PROVEER’."	 III.1o.C.9 K (10a.)	 2654

Definitividad en el amparo, excepción al principio  
de.—Véase: "AMPARO PROMOVIDO POR VIOLA-
CIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN. SI EL QUEJOSO 
OPTÓ POR AMPLIAR SU DEMANDA EN CONTRA 
DE LA RESPUESTA EMITIDA POR LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE DURANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO, 
ES INNECESARIO AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFI-
NITIVIDAD RESPECTO DE DICHO ACTO."	 P./J. 15/2019 (10a.)	 5

Definitividad en el amparo, excepción al principio 
de.—Véase: "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CON
TRA LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR 
UNA PETICIÓN DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO 
JURISDICCIONAL EN EL QUE EXISTE UNA ABIER-
TA DILACIÓN DEL PROCEDIMIENTO O SU PARALI-
ZACIÓN TOTAL, AL ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN 
AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL 
ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL AR-
TÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO."	 PC.III.P. J/22 P (10a.)	 1257

Definitividad en el amparo, excepción al principio 
de.—Véase: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRA-
TIVO. LA LEY DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE OAXACA, 
ESTABLECE MAYORES REQUISITOS QUE LOS SE-
ÑALADOS EN LA LEY DE AMPARO PARA CONCE-
DER LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO, POR 
LO QUE NO DEBE DESECHARSE LA DEMANDA DE 
AMPARO O SU AMPLIACIÓN EN EL AUTO INICIAL, 
CON EL ARGUMENTO DE QUE PREVIAMENTE DEBE 
AGOTARSE AQUÉL."	 XIII.2o.C.A. J/1 A (10a.)	 2368

Definitividad en el amparo, excepción al principio 
de.—Véase: "RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN 
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EL ARTÍCULO 626 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIEN-
TOS CIVILES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. ES 
OPTATIVO AGOTARLO PREVIO A PROMOVER EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CONTRA LAS SEN-
TENCIAS DICTADAS EN JUICIOS DERIVADOS DE 
LA ACCIÓN ESPECIAL DE DESOCUPACIÓN DE IN-
MUEBLES EN ARRENDAMIENTO SI EL NEGOCIO 
ES ESTIMABLE PECUNIARIAMENTE."	 XVII.2o.C.T.13 C (10a.)	 2651

Definitividad en el amparo, principio de.—Véase: 
"AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA OMI
SIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA PETICIÓN 
DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO JURISDICCIO-
NAL EN EL QUE EXISTE UNA ABIERTA DILACIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO O SU PARALIZACIÓN TOTAL, 
AL ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRA-
FO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL ARTÍCULO 61 DE LA 
LEY DE AMPARO."	 PC.III.P. J/22 P (10a.)	 1257

Definitividad en el amparo, principio de.—Véase: 
"CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN. AL NO 
SER UNA ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER 
JUDICIAL FEDERAL DEJÓ DE SER OPTATIVA LA IM-
PUGNACIÓN DE LEYES CONFORME A LA FRAC-
CIÓN XIV, TERCER PÁRRAFO, DEL ARTÍCULO 61 DE 
LA LEY DE AMPARO."	 VII.2o.C.69 K  (10a.)	 2554

Definitividad en el amparo, principio de.—Véase: 
"EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO LABORAL. SI EN 
AMPARO INDIRECTO SE IMPUGNA SU ILEGALIDAD 
O AUSENCIA ASÍ COMO EL LAUDO RESPECTIVO, 
OSTENTÁNDOSE EL QUEJOSO COMO PERSONA 
EXTRAÑA POR EQUIPARACIÓN, Y EL JUEZ DE DIS-
TRITO DESECHA LA DEMANDA POR ESTIMAR QUE 
NO TIENE ESE CARÁCTER, SÓLO PROCEDE LA ES-
CISIÓN DE LA DEMANDA SI EN ELLA SE EXPRE-
SARON CONCEPTOS DE VIOLACIÓN CONTRA EL 
LAUDO, O POR VIOLACIONES PROCESALES."	 I.11o.T.28 L (10a.)	 2569
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Definitividad en el amparo, principio de.—Véase: 
"IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO POR 
NO AGOTAR EL RECURSO PREVISTO EN EL ARTÍCU
LO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN
TOS PENALES. NO SE ACTUALIZA SI LOS ACTOS 
DE OMISIÓN O DECISIONES RECLAMADAS DEL 
MINISTERIO PÚBLICO, EMANAN DEL TRÁMITE DE 
UNA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE DEBA LLEVAR-
SE CONFORME AL PROCEDIMIENTO ANTERIOR, Y 
NO DE UNA CARPETA DE INVESTIGACIÓN."	 II.2o.P.88 P (10a.)	 2583

Definitividad en el amparo, principio de.—Véase: 
"JUICIO SUCESORIO. EL AUTO MEDIANTE EL CUAL 
SE ADMITE PARCIALMENTE EL ESCRITO INICIAL DE 
DEMANDA, NO CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN SUS
TANTIVA CONTRA LA CUAL PROCEDA EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO, PUES NO DA POR CON-
CLUIDA NINGUNA DE LAS ETAPAS QUE CONFOR-
MAN AQUÉL."	 VII.2o.C.70 K (10a.)	 2604

Definitividad en el amparo, principio de.—Véase: 
"SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR EL 
COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIARIO 
RELACIONADAS CON LAS CONDICIONES DE IN-
TERNAMIENTO. EL ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO 
DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA LA PRO-
CEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA, 
DEBE REALIZARSE CON BASE EN EL RECURSO DE 
REVISIÓN ANTE EL JUEZ DE EJECUCIÓN."	 II.4o.P.13 P (10a.)	 2670

Definitividad, excepción al principio de.—Véase: 
"RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL AR-
TÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. DEBE 
AGOTARSE ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA EL 
PRIMER PROVEÍDO DICTADO EN UN JUICIO EJE-
CUTIVO MERCANTIL EN EL CUAL EL JUZGADOR, 
DE OFICIO, SE DECLARA INCOMPETENTE POR 
RAZÓN DE LA MATERIA PARA CONOCER DE LA 
DEMANDA, ORDENA SU ARCHIVO Y DEJA A 
SALVO LOS DERECHOS DEL ACTOR."	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884
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Dignidad, derecho fundamental a la.—Véase: "TRA-
BAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL 
ESTADO DESPEDIDAS CON MOTIVO DE SU EMBA-
RAZO. ELEMENTOS QUE CONFORMAN LA INDEM-
NIZACIÓN RESPECTIVA, COMO REPARACIÓN IN-
TEGRAL A QUE TIENEN DERECHO."	 I.16o.T.53 L (10a.)	 2707

Disciplina en el régimen militar, principio de.—Véa-
se: "ARRESTO COMO CORRECTIVO DISCIPLINARIO 
EN EL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. ES 
INNECESARIO OTORGAR EL DERECHO DE AUDIEN
CIA PREVIA AL IMPONERLO, DADO EL RÉGIMEN DE 
SUJECIÓN ESPECIAL AL QUE SE ENCUENTRAN SU-
JETOS LOS INTEGRANTES DE LAS FUERZAS AR-
MADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Economía procesal, principio de.—Véase: "AMPARO 
PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE 
PETICIÓN. SI EL QUEJOSO OPTÓ POR AMPLIAR 
SU DEMANDA EN CONTRA DE LA RESPUESTA 
EMITIDA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE DU-
RANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO, ES INNECESARIO 
AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD RES-
PECTO DE DICHO ACTO."	 P./J. 15/2019 (10a.)	 5

Economía procesal, principio de.—Véase: "DEMAN-
DA EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL 
ESTADO DE JALISCO. FORMAS QUE CONLLEVA 
LA RATIFICACIÓN DE SU ACLARACIÓN, MODIFI-
CACIÓN SUSTANCIAL O AMPLIACIÓN (INTERPRE-
TACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA LEY 
PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO 
DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y APLICACIÓN SU
PLETORIA DE LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO)."	 III.4o.T.55 L (10a.)	 2559

Equidad tributaria, principio de.—Véase: "COMPEN
SACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 25, 
FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
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FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, 
QUE ESTABLECE LA MECÁNICA RESPECTIVA, NO 
SE RIGE POR LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE 
EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD."	 2a./J. 6/2020 (10a.)	 866

Equidad tributaria, principio de.—Véase: "IMPUES-
TO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA 
LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADA
LAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 
2019, AL CONTENER UNA TABLA PARA SU CÁLCU-
LO QUE PERMITE QUE AL AUMENTAR EN UNA 
UNIDAD EL LÍMITE SUPERIOR DE UN RANGO, LOS 
CONTRIBUYENTES QUEDEN COMPRENDIDOS EN 
EL SIGUIENTE, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS TRIBU-
TARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD."	 III.1o.A. J/4 A (10a.)	 2315

Equidad tributaria, principio de.—Véase: "IMPUES-
TO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA 
LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADALA-
JARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, 
AL ESTABLECER UNA REDUCCIÓN EN SU PAGO A 
LOS PREDIOS RÚSTICOS DESTINADOS A FINES 
AGROPECUARIOS O LOS QUE TENGAN USO HA-
BITACIONAL POR PARTE DE SUS PROPIETARIOS, 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA."	 III.1o.A. J/3 A (10a.)	 2345

Equidad tributaria, principio de.—Véase: "IMPUES-
TO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS PARA DE-
TERMINAR EL MONTO ORIGINAL DE INVERSIONES 
EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PERMITEN LA 
EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO PÚBLICO 
NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE 
EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD."	 1a. I/2020 (10a.)	 652

Equidad tributaria, violación al principio de.—Véase: 
"IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN 
I, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE INGRESOS 
DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO, 
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER 
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UNA SOBRETASA PARA SU PAGO TRATÁNDOSE 
DE PREDIOS BALDÍOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA."	 III.1o.A.52 A (10a.)	 2587

Estricto derecho, principio de.—Véase: "ACTA DE 
DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO 
LABORAL. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE 
LOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL DE TRABAJO O 
DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA Y DA FE, NO DA 
LUGAR A ANALIZARLA DE OFICIO EN EL JUICIO 
DE AMPARO DIRECTO, CUANDO EL QUEJOSO NO 
FORMULA CONCEPTO DE VIOLACIÓN Y NO SE 
TRATA DEL TRABAJADOR O SUS BENEFICIARIOS 
(INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
147/2007)."	 VII.2o.T. J/54 L (10a.)	 2249

Estricto derecho, principio de.—Véase: "SUPLENCIA 
DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIAS CIVIL, 
MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 79, 
FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO QUE ESTA-
BLECE SU PROCEDENCIA ÚNICAMENTE ANTE 
VIOLACIONES EVIDENTES DE LA LEY QUE HAYAN 
DEJADO SIN DEFENSA AL QUEJOSO, NO VIOLA 
EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA."	 1a. VII/2020 (10a.)	 654

Formalidades esenciales del procedimiento.—Véa-
se: "PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCU-
LO 885, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO, AL ESTABLECER LA SANCIÓN DE 
SU DESISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMISIÓN 
DE LAS PARTES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE 
LA VISTA OTORGADA CON MOTIVO DE LA CERTIFI-
CACIÓN DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN 
PRUEBAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DE-
RECHOS HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A 
LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Generalidad tributaria, principio de.—Véase: "COM-
PENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 
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25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, 
AL ESTABLECER LA MECÁNICA RESPECTIVA, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA DE 
LOS CONTRIBUYENTES."	 2a. II/2020 (10a.)	 1071

Generalidad tributaria, principio de.—Véase: "CON-
FIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL ORDEN 
JURÍDICO MEXICANO RESPECTO DE ACTOS LE-
GISLATIVOS."	 2a./J. 4/2020 (10a.)	 869

Igualdad entre las partes, principio de.—Véase: 
"AMPLIACIÓN DEL TÉRMINO CONSTITUCIONAL. 
LA INADMISIÓN DE DATOS DE PRUEBA AL MINIS-
TERIO PÚBLICO DENTRO DE DICHO PLAZO NO 
VULNERA LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD PROCE
SAL NI DE CONTRADICCIÓN, PUES SU PRÓRROGA 
SE TRADUCE EN UN DERECHO EN FAVOR DE LA 
DEFENSA Y EL IMPUTADO QUE NO PUEDE OPE-
RAR EN PERJUICIO DE ÉSTOS."	 XXII.P.A.64 P (10a.)	 2447

Igualdad jurídica, derecho fundamental a la.—Véa-
se: "PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCU
LO 131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY 
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SO-
CIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, 
AL CIRCUNSCRIBIR EL DERECHO A ESE BENE
FICIO A LOS DEPENDIENTES ECONÓMICOS QUE 
SEAN ASCENDIENTES DISTINTOS DEL PADRE Y/O 
DE LA MADRE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO 
FALLECIDO, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL 
A LA IGUALDAD JURÍDICA."	 I.7o.A.174 A (10a.)	 2624

Igualdad, principio de.—Véase: "TRABAJADORAS DE 
CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO DESPE
DIDAS CON MOTIVO DE SU EMBARAZO. FORMA 
DE DISTRIBUIR LA CARGA DE LA PRUEBA PARA 
ACREDITAR LA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE 
GÉNERO."	 I.16o.T.54 L (10a.)	 2708
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Igualdad procesal de las partes, principio de.—Véa-
se: "EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 
EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 
171, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATE-
RIA QUE LA ESTABLECE POR CONDICIONES DE 
POBREZA O MARGINACIÓN, NO VIOLA EL PRINCI-
PIO DE IGUALDAD PROCESAL DE LAS PARTES."	 1a. VIII/2020 (10a.)	 649

Igualdad procesal, principio de.—Véase: "RECUR-
SO DE QUEJA EN AMPARO DIRECTO INTERPUES-
TO POR EL TERCERO INTERESADO. PROCEDE 
CONTRA EL ACUERDO DE LA AUTORIDAD RESPON
SABLE EN EL QUE NIEGA DEJAR SIN EFECTOS LA 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO PARA PRO-
CEDER A SU EJECUCIÓN."	 P./J. 16/2019 (10a.)	 11

Igualdad procesal, principio de.—Véase: "RETEN-
CIÓN DE BIENES. LOS INTEGRANTES DEL SISTEMA 
BANCARIO MEXICANO DEBEN OTORGAR GARAN-
TÍA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1175, FRACCIÓN 
V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, PARA RESPONDER 
DE LOS POSIBLES DAÑOS Y PERJUICIOS QUE 
DICHA MEDIDA PRECAUTORIA PUEDA OCASIO-
NAR AL DEUDOR."	 PC.I.C. J/101 C (10a.)	 1933

Igualdad, violación al principio de.—Véase: "GUARDA 
Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. LA EXCLU-
SIÓN DE UNO DE LOS PROGENITORES PARA 
EJERCERLA, POR EL SOLO HECHO DE DEDICARSE 
A UN TRABAJO SEXUAL, VIOLA LOS PRINCIPIOS 
DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN."	 VII.2o.C.217 C (10a.)	 2578

Igualdad y no discriminación, derecho a la.—Véase: 
"JUICIO DE INTERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA 
DILACIÓN INEXCUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO 
SE TRATA DE ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE 
DECRETAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON 
EFECTOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS."	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602
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Impartición de justicia pronta y expedita, derecho a 
la.—Véase: "INFORME JUSTIFICADO EN AMPARO 
DIRECTO. EL PLAZO DE CINCO DÍAS QUE LA AUTO
RIDAD RESPONSABLE TIENE PARA RENDIRLO, 
COMIENZA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL DE 
LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA."	 P./J. 18/2019 (10a.)	 8

Individualización de las sanciones, derecho funda-
mental a la.—Véase: "PENA IMPUESTA EN EL PRO-
CEDIMIENTO ABREVIADO. LA VÍCTIMA U OFEN
DIDO DEL DELITO NO PUEDE IMPUGNAR SU 
PROPORCIONALIDAD EN AMPARO DIRECTO."	 1a. IV/2020 (10a.)	 653

Inmediación en el proceso penal acusatorio, princi-
pio de.—Véase: "PRUEBA PERICIAL EN EL SISTE-
MA PENAL ACUSATORIO. DEBE VALORARSE CON 
BASE EN LO MANIFESTADO POR EL PERITO EN LA 
AUDIENCIA DE JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL INTE
RROGATORIO Y CONTRAINTERROGATORIO QUE 
REALICEN LAS PARTES, Y NO CON LA VERSIÓN 
ESCRITA DEL DICTAMEN RESPECTIVO (LEGISLA-
CIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA)."	 XVII.2o.6 P (10a.)	 2640

Inmediatez, principio de.—Véase: "DEMANDA EN 
EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL ESTADO 
DE JALISCO. FORMAS QUE CONLLEVA LA RATIFI-
CACIÓN DE SU ACLARACIÓN, MODIFICACIÓN SUS
TANCIAL O AMPLIACIÓN (INTERPRETACIÓN DE 
LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA LEY PARA LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO 
Y SUS MUNICIPIOS Y APLICACIÓN SUPLETORIA DE 
LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO)."	 III.4o.T.55 L (10a.)	 2559

Instancia de parte agraviada, principio de.—Véase: 
"SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO 
DE LA DEMANDA DE AMPARO COMO DEL RE-
CURSO DE REVISIÓN Y RATIFICADO JUDICIAL-
MENTE. PARA DECRETARLO ES INNECESARIO 
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OTORGAR AL QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIE-
RE EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
LEY DE LA MATERIA."	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

Interés superior del menor de edad, principio de.—
Véase: "GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE 
EDAD. SU OTORGAMIENTO SE BASA EN LA IDO-
NEIDAD DEL PROGENITOR, SIENDO IRRELEVANTE 
EL TRABAJO QUE ÉSTE DESEMPEÑE."	 VII.2o.C.218 C (10a.)	 2578

Interés superior del menor de edad, principio de.—
Véase: "INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. DICHO 
PRINCIPIO NO PUEDE SERVIR DE MEDIDA IDÓNEA 
PARA RESTRINGIR A LA MADRE LA GUARDA Y 
CUSTODIA, POR DEDICARSE COMO FORMA DE 
TRABAJO A LA PROSTITUCIÓN."	 VII.2o.C.219 C (10a.)	 2593

Interés superior del menor de edad, principio de.—
Véase: "JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE 
CONTRA LA NEGATIVA DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL A PRESTAR EL SERVICIO 
MÉDICO A UNA TRABAJADORA DURANTE SU EM-
BARAZO, BAJO EL ARGUMENTO DE QUE FUE 
DADA DE BAJA POR SU PATRÓN, CON LA FINA
LIDAD DE QUE AQUÉL SE EXTIENDA PARA EL 
CASO DE URGENCIA Y, SEGÚN EL GRADO DE GRA-
VIDEZ PRESENTADO, SE LE CANALICE A UNA INS-
TITUCIÓN DE SALUD PÚBLICA DIVERSA EN LA 
QUE SE CONTINÚE SU ATENCIÓN."	 V.1o.P.A.8 A (10a.)	 2599

Interés superior del niño, principio de.—Véase: 
"GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD. 
ES INADMISIBLE OTORGARLA POR LA POSIBLE 
DISCRIMINACIÓN QUE PUEDA SUFRIR ÉSTE POR 
LA ACTIVIDAD LABORAL DE SU MADRE."	 VII.2o.C.216 C (10a.)	 2577

Intimidad personal, derecho fundamental a la.—Véa-
se: "PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GENÉTICA 
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(ADN). EL ARTÍCULO 130 DEL CÓDIGO DE PROCE-
DIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, 
AL PREVER LA TOMA DE MUESTRAS BIOLÓGICAS, 
LA CUAL TIENE COMO FIN EXCLUSIVO EL DE 
CONSTATAR O REVELAR HECHOS QUE SIRVEN 
DE FUENTE O MEDIO DE PRUEBA EN UN PROCE-
SO JUDICIAL, NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDA-
MENTALES A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN Y A LA 
INTIMIDAD PERSONAL, NI GENERA UN ACTO DE 
MOLESTIA A QUIEN SE DIRIGE."	 XVII.1o.P.A.97 P (10a.)	 2643

Irrenunciabilidad de derechos en materia laboral, 
principio de.—Véase: "NULIDAD DE CONVENIO DE 
TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL POR 
VICIOS DEL CONSENTIMIENTO. PROCEDE AUN 
CUANDO PREVIAMENTE HAYA SIDO SANCIONADO 
POR UNA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
[INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
17/2015 (10a.)]."	 I.11o.T.29 L (10a.)	 2615

Jerarquía en el régimen militar, principio de.—Véase: 
"ARRESTO COMO CORRECTIVO DISCIPLINARIO 
EN EL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. 
ES INNECESARIO OTORGAR EL DERECHO DE 
AUDIENCIA PREVIA AL IMPONERLO, DADO EL RÉ-
GIMEN DE SUJECIÓN ESPECIAL AL QUE SE EN-
CUENTRAN SUJETOS LOS INTEGRANTES DE LAS 
FUERZAS ARMADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Lealtad procesal, violación al principio de.—Véase: 
"JUICIO DE INTERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA 
DILACIÓN INEXCUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO 
SE TRATA DE ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE 
DECRETAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON 
EFECTOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS."	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602

Lealtad procesal, violación al principio de.—Véase: 
"PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA MOLECULAR. LA 
CONDUCTA EVASIVA DEL DEMANDADO PARA SU 
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DESAHOGO, CONTRARÍA EL PRINCIPIO DE LEAL-
TAD PROCESAL Y VULNERA EL DERECHO DEL ME-
NOR DE EDAD PARA CONOCER SU IDENTIDAD 
PARENTAL."	 I.3o.C.413 C (10a.)	 2641

Legalidad, en su vertiente de congruencia externa, 
exhaustividad y completitud, principio de.—Véase: 
"RECURSO DE APELACIÓN EN EL SISTEMA DE JUS
TICIA PENAL ACUSATORIO. SI EL TRIBUNAL DE 
ALZADA REVOCA LA SENTENCIA ABSOLUTORIA 
DE PRIMER GRADO Y TIENE POR ACREDITADOS 
EL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL DEL PRO
CESADO, DEBE REASUMIR JURISDICCIÓN PARA 
RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUALIZACIÓN DE 
LAS SANCIONES Y LA REPARACIÓN DEL DAÑO, 
SIEMPRE QUE ANTE EL ÓRGANO DE ENJUI
CIAMIENTO SE HUBIEREN DESAHOGADO LOS 
MEDIOS DE PRUEBA RELATIVOS."	 I.9o.P.267 P (10a.)	 2650

Legalidad, en su vertiente de fundamentación y mo-
tivación, principio de.—Véase: "RECURSO DE APE-
LACIÓN EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACU-
SATORIO. SI EL TRIBUNAL DE ALZADA REVOCA LA 
SENTENCIA ABSOLUTORIA DE PRIMER GRADO Y 
TIENE POR ACREDITADOS EL DELITO Y LA RES-
PONSABILIDAD PENAL DEL PROCESADO, DEBE 
REASUMIR JURISDICCIÓN PARA RESOLVER SO-
BRE LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES 
Y LA REPARACIÓN DEL DAÑO, SIEMPRE QUE ANTE 
EL ÓRGANO DE ENJUICIAMIENTO SE HUBIEREN 
DESAHOGADO LOS MEDIOS DE PRUEBA RELA
TIVOS."	 I.9o.P.267 P (10a.)	 2650

Legalidad, principio de.—Véase: "IMPUESTO SOBRE 
LA RENTA. LOS ELEMENTOS PARA DETERMINAR EL 
MONTO ORIGINAL DE INVERSIONES EN ACTIVOS 
INTANGIBLES QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN 
DE BIENES DE DOMINIO PÚBLICO NO VULNERAN 
LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD 
JURÍDICA."	 1a. II/2020 (10a.)	 651
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Legalidad, principio de.—Véase: "PRESCRIPCIÓN 
DE LA ACCIÓN PENAL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PARA QUE OPERE SE INTERRUMPE POR EL EJER-
CICIO DE LA ACCIÓN PENAL, QUE DA INICIO 
SÓLO EN CUALQUIERA DE LAS HIPÓTESIS DEFI-
NIDAS EN EL ARTÍCULO 211 DEL CÓDIGO NACIO-
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y NO CON 
LA SOLICITUD DE AUDIENCIA PARA DIRIMIR LA 
COMPETENCIA DEL JUEZ DE CONTROL."	 VI.2o.P.62 P (10a.)	 2629

Libertad de expresión, derecho de.—Véase: "DECLA
RACIÓN DE PERIODISTAS EN CALIDAD DE TESTIGOS 
EN UN PROCESO PENAL. ALCANCES DE SU DE-
RECHO A NO RENDIRLA, PREVISTO EN EL ARTÍCU
LO 243 BIS, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES ABROGADO."	 I.7o.P.131 P (10a.)	 2557

Libertad de prensa, derecho de.—Véase: "DECLA-
RACIÓN DE PERIODISTAS EN CALIDAD DE TESTI-
GOS EN UN PROCESO PENAL. ALCANCES DE SU 
DERECHO A NO RENDIRLA, PREVISTO EN EL AR-
TÍCULO 243 BIS, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FEDE-
RAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES ABROGADO."	 I.7o.P.131 P (10a.)	 2557

Libre administración de la hacienda municipal, 
principio de.—Véase: "IMPUESTO PARA LA MODER
NIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DEL 
ESTADO DE DURANGO. EL ARTÍCULO 44 BIS DE 
LA LEY DE HACIENDA DE LA ENTIDAD, AL GRAVAR 
CONTRIBUCIONES EXCLUSIVAS DE LA HACIENDA 
MUNICIPAL LOCAL, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE 
AUTONOMÍA Y LIBRE ADMINISTRACIÓN DE ÉSTA 
Y, EN CONSECUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA 
DE LA QUEJA DEFICIENTE RESPECTO DE SU 
ACTO DE APLICACIÓN (APLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 105/2008)."	 XXV.3o.6 A (10a.)	 2585

Libre determinación de los pueblos indígenas, dere-
cho a la.—Véase: "AUTORIDADES RESPONSABLES 
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PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO. LO SON LAS AUTORIDADES TRADI-
CIONALES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES 
INDÍGENAS DEL ESTADO DE JALISCO."	 III.5o.A.18 K (10a.)	 2482

No autoincriminación, derecho fundamental a la.—
Véase: "PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GE
NÉTICA (ADN). EL ARTÍCULO 130 DEL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA, AL PREVER LA TOMA DE MUES-
TRAS BIOLÓGICAS, LA CUAL TIENE COMO FIN EX-
CLUSIVO EL DE CONSTATAR O REVELAR HECHOS 
QUE SIRVEN DE FUENTE O MEDIO DE PRUEBA EN 
UN PROCESO JUDICIAL, NO VIOLA LOS DERE-
CHOS FUNDAMENTALES A LA NO AUTOINCRI
MINACIÓN Y A LA INTIMIDAD PERSONAL, NI 
GENERA UN ACTO DE MOLESTIA A QUIEN SE 
DIRIGE."	 XVII.1o.P.A.97 P (10a.)	 2643

No discriminación en su vertiente indirecta, derecho 
humano a la.—Véase: "RECURSO DE REVISIÓN 
FISCAL. PROCEDE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRA
TIVA QUE DECLAREN LA NULIDAD DE UNA RESO-
LUCIÓN DICTADA POR EL CONSEJO NACIONAL 
PARA PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN, EN LA QUE 
DETERMINÓ QUE EL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL INCURRIÓ EN DISCRIMINACIÓN 
INDIRECTA EN PERJUICIO DE UN MATRIMONIO 
DE PERSONAS DEL MISMO SEXO, AL NEGAR LA 
PENSIÓN DE VIUDEZ."	 I.9o.A.120 A (10a.)	 2659

No discriminación por razón de género, principio 
de.—Véase: "TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL 
SERVICIO DEL ESTADO DESPEDIDAS CON MOTIVO 
DE SU EMBARAZO. ELEMENTOS QUE CONFORMAN 
LA INDEMNIZACIÓN RESPECTIVA, COMO REPARA
CIÓN INTEGRAL A QUE TIENEN DERECHO."	 I.16o.T.53 L (10a.)	 2707

No discriminación por razón de género, violación al 
derecho humano de.—Véase: "TRABAJADORAS DE 
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CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO DESPE
DIDAS CON MOTIVO DE SU EMBARAZO. FORMA 
DE DISTRIBUIR LA CARGA DE LA PRUEBA PARA 
ACREDITAR LA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE 
GÉNERO."	 I.16o.T.54 L (10a.)	 2708

No discriminación, principio de.—Véase: "SEPARA-
CIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJADORA DE CON-
FIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA POR 
SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. AL CONSTITUIR 
UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO, 
DA LUGAR A LA INDEMNIZACIÓN COMO MEDIDA 
DE REPARACIÓN."	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691

No discriminación, principio de.—Véase: "SEPA
RACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJADORA DE CON-
FIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA 
POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. CONSTITUYE 
UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO, 
QUE ORIGINA LA REPARACIÓN INTEGRAL A LA 
VÍCTIMA."	 I.16o.T.49 L (10a.)	 2692

No discriminación, violación al principio de.—Véa-
se: "GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE 
EDAD. LA EXCLUSIÓN DE UNO DE LOS PROGENI-
TORES PARA EJERCERLA, POR EL SOLO HECHO 
DE DEDICARSE A UN TRABAJO SEXUAL, VIOLA 
LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMI-
NACIÓN."	 VII.2o.C.217 C (10a.)	 2578

Oralidad, principio de.—Véase: "DEMANDA EN EL 
JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL ESTADO 
DE JALISCO. FORMAS QUE CONLLEVA LA RATIFICA
CIÓN DE SU ACLARACIÓN, MODIFICACIÓN SUS-
TANCIAL O AMPLIACIÓN (INTERPRETACIÓN DE 
LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA LEY PARA LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE JALIS-
CO Y SUS MUNICIPIOS Y APLICACIÓN SUPLETO-
RIA DE LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 DE LA LEY FEDE-
RAL DEL TRABAJO)."	 III.4o.T.55 L (10a.)	 2559
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Petición, derecho de.—Véase: "JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA NEGATIVA 
DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
A PRESTAR EL SERVICIO MÉDICO A UNA TRABA-
JADORA DURANTE SU EMBARAZO, BAJO EL AR-
GUMENTO DE QUE FUE DADA DE BAJA POR SU 
PATRÓN, CON LA FINALIDAD DE QUE AQUÉL SE 
EXTIENDA PARA EL CASO DE URGENCIA Y, SEGÚN 
EL GRADO DE GRAVIDEZ PRESENTADO, SE LE CANA
LICE A UNA INSTITUCIÓN DE SALUD PÚBLICA DI-
VERSA EN LA QUE SE CONTINÚE SU ATENCIÓN."	 V.1o.P.A.8 A (10a.)	 2599

Petición, derecho de.—Véase: "JUICIO DE AMPARO 
PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PE
TICIÓN. NO PROCEDE ANALIZAR SI LA RESPUES-
TA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
(IMSS) A UNA SOLICITUD QUE SE LE FORMULÓ 
COMO ENTE ASEGURADOR, ES CONGRUENTE O 
NO CON LO SOLICITADO [APLICACIÓN DE LA JU-
RISPRUDENCIA 2a./J. 66/2016 (10a.)]."	 VI.1o.A.54 K (10a.)	 2601

Petición, violación al derecho de.—Véase: "AMPA-
RO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE 
PETICIÓN. SI EL QUEJOSO OPTÓ POR AMPLIAR 
SU DEMANDA EN CONTRA DE LA RESPUESTA 
EMITIDA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE DU-
RANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO, ES INNECESARIO 
AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD RES-
PECTO DE DICHO ACTO."	 P./J. 15/2019 (10a.)	 5

Petición, violación al derecho de.—Véase: "COMPE-
TENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO POR VIOLACIÓN 
AL DERECHO DE PETICIÓN, EN EL QUE SE RECLA-
MA LA RESPUESTA INCONGRUENTE DE LA AUTO-
RIDAD MINISTERIAL CON LO SOLICITADO, EN RE-
LACIÓN CON LA DEVOLUCIÓN DE UN INMUEBLE 
ASEGURADO. AL TRATARSE DE UN ACTO DE NA-
TURALEZA POSITIVA SIN EJECUCIÓN MATERIAL, 
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SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO EN 
CUYA JURISDICCIÓN SE PRESENTÓ LA DEMANDA."	 I.9o.P.260 P (10a.)	 2548

Petición, violación al derecho de.—Véase: "SENTEN-
CIA DE AMPARO POR VIOLACIÓN AL DERECHO 
DE PETICIÓN. FORMA EN QUE DEBE PROCEDER 
EL JUZGADOR PARA LOGRAR SU CUMPLIMIENTO 
CUANDO LA RESPONSABLE ALEGUE IMPOSIBILI-
DAD POR CASO FORTUITO."	 I.20o.A.40 A (10a.)	 2674

Práctica del deporte, derecho humano a la.—Véase: 
"DERECHO HUMANO A LA CULTURA FÍSICA Y A LA 
PRÁCTICA DEL DEPORTE. SI LA EXPEDICIÓN DE 
LA REGLAMENTACIÓN TÉCNICA-DEPORTIVA IM-
PLICA DISCRIMINACIÓN U OPACIDAD QUE LO 
IMPIDA, COBRAN VIGENCIA LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES EN LAS RELACIONES ENTRE 
PARTICULARES EN SU EJERCICIO."	 XVII.2o.C.T.3 CS (10a.)	 2564

Previsión social, violación al principio de.—Véase: 
"PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA-
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL 
NO CONSIDERAR PARA TENER DERECHO A ESE 
BENEFICIO A FAMILIARES SUSCEPTIBLES DE 
PROTECCIÓN QUE HUBIESEN DEPENDIDO ECO-
NÓMICAMENTE DEL TRABAJADOR O PENSIONA-
DO FALLECIDO, DISTINTOS DE SUS ASCENDIEN-
TES, VIOLA LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES 
DE SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL."	 I.7o.A.175 A (10a.)	 2626

Primacía de la ley, principio de.—Véase: "NOTIFICA-
CIÓN POR ESTRADOS. LA REGLA 2.2.7. DE LA RE-
SOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017, AL 
PERMITIR ESA FORMA DE COMUNICACIÓN DE 
LAS RESOLUCIONES DE LA AUTORIDAD CUAN-
DO EL CONTRIBUYENTE NO REGISTRE ALGÚN 
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CORREO ELECTRÓNICO PARA REALIZARLA ME-
DIANTE BUZÓN TRIBUTARIO, NO VIOLA LOS PRIN-
CIPIOS DE RESERVA Y DE PRIMACÍA DE LA LEY."	 VII.2o.A.4 A (10a.)	 2613

Privacidad, derecho a la.—Véase: "JUICIO DE INTER
DICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA DILACIÓN INEXCU
SABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO SE TRATA DE ACTOS 
NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE DECRETAR LA 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON EFECTOS PRO-
VISIONALMENTE RESTITUTORIOS."	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602

Progresividad de los derechos humanos, principio 
de.—Véase: "COMPENSACIÓN DE SALDOS A FA-
VOR. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE 
INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCI-
CIO FISCAL DE 2019, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS."	 2a./J. 5/2020 (10a.)	 865

Prohibición a la censura previa, derecho de.—Véa-
se: "DECLARACIÓN DE PERIODISTAS EN CALIDAD 
DE TESTIGOS EN UN PROCESO PENAL. ALCAN-
CES DE SU DERECHO A NO RENDIRLA, PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 243 BIS, FRACCIÓN III, DEL CÓDI-
GO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
ABROGADO."	 I.7o.P.131 P (10a.)	 2557

Propiedad privada, derecho a la.—Véase: "PROCE-
DIMIENTO DE ENAJENACIÓN DE VEHÍCULOS DE 
PROCEDENCIA EXTRANJERA DECLARADOS PRO-
PIEDAD DEL FISCO FEDERAL. NO VULNERA EL 
DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA."	 2a. I/2020 (10a.)	 1074

Proporcionalidad, principio de.—Véase: "RESPONSA
BILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDO-
RES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 37, SEXTO PÁRRAFO, 
DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD EN 
LA IMPOSICIÓN DE LAS SANCIONES."	 2a. LXXVIII/2019 (10a.)	 1075
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Proporcionalidad tributaria, principio de.—Véase: 
"COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, QUE ESTABLECE LA MECÁNICA RESPECTIVA, 
NO SE RIGE POR LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS 
DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD."	 2a./J. 6/2020 (10a.)	 866

Proporcionalidad tributaria, principio de.—Véase: 
"IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN 
I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE 
GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO 
FISCAL 2019, AL CONTENER UNA TABLA PARA SU 
CÁLCULO QUE PERMITE QUE AL AUMENTAR EN 
UNA UNIDAD EL LÍMITE SUPERIOR DE UN RANGO, 
LOS CONTRIBUYENTES QUEDEN COMPRENDIDOS 
EN EL SIGUIENTE, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS TRI-
BUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD."	 III.1o.A. J/4 A (10a.)	 2315

Proporcionalidad tributaria, principio de.—Véase: 
"IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS 
PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGINAL DE IN-
VERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PER-
MITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO 
PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS TRIBU-
TARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD."	 1a. I/2020 (10a.)	 652

Proporcionalidad tributaria, violación al principio 
de.—Véase: "IMPUESTO PARA EL FOMENTO DE LA 
EDUCACIÓN PÚBLICA EN EL ESTADO DE DURAN-
GO. LOS ARTÍCULOS 13 A 18 DE LA LEY DE HA-
CIENDA DE LA ENTIDAD, AL ESTABLECER COMO 
BASE GRAVABLE EL IMPORTE DE LOS PAGOS DE 
OTRAS CONTRIBUCIONES LOCALES, VIOLAN EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
Y, EN CONSECUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA DE 
LA QUEJA DEFICIENTE RESPECTO DE SU ACTO 
DE APLICACIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DEL SE-
GUNDO O ULTERIOR [APLICABILIDAD DE LA JU-
RISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 126/2013 (10a.)]."	 XXV.3o.4 A (10a.)	 2584
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Protección de la familia, derecho fundamental a 
la.—Véase: "PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. 
EL ARTÍCULO 131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE 
LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVI-
CIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTA
DO, AL NO CONSIDERAR PARA TENER DERECHO 
A ESE BENEFICIO A FAMILIARES SUSCEPTIBLES 
DE PROTECCIÓN QUE HUBIESEN DEPENDIDO 
ECONÓMICAMENTE DEL TRABAJADOR O PENSIO
NADO FALLECIDO, DISTINTOS DE SUS ASCENDIEN
TES, VIOLA LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES 
DE SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL."	 I.7o.A.175 A (10a.)	 2626

Protección de la salud, derecho humano a la.—Véa-
se: "JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE 
CONTRA LA NEGATIVA DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL A PRESTAR EL SERVICIO 
MÉDICO A UNA TRABAJADORA DURANTE SU EM-
BARAZO, BAJO EL ARGUMENTO DE QUE FUE DADA 
DE BAJA POR SU PATRÓN, CON LA FINALIDAD DE 
QUE AQUÉL SE EXTIENDA PARA EL CASO DE UR-
GENCIA Y, SEGÚN EL GRADO DE GRAVIDEZ PRE-
SENTADO, SE LE CANALICE A UNA INSTITUCIÓN 
DE SALUD PÚBLICA DIVERSA EN LA QUE SE CON-
TINÚE SU ATENCIÓN."	 V.1o.P.A.8 A (10a.)	 2599

Publicidad en el proceso penal acusatorio, principio 
de.—Véase: "PRUEBA PERICIAL EN EL SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO. DEBE VALORARSE CON BASE 
EN LO MANIFESTADO POR EL PERITO EN LA AU-
DIENCIA DE JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL INTE-
RROGATORIO Y CONTRAINTERROGATORIO QUE 
REALICEN LAS PARTES, Y NO CON LA VERSIÓN 
ESCRITA DEL DICTAMEN RESPECTIVO (LEGISLA-
CIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA)."	 XVII.2o.6 P (10a.)	 2640

Recurso, derecho a un.—Véase: "TUTELA JURIS-
DICCIONAL EFECTIVA. DIFERENCIAS ENTRE EL 
DERECHO A RECURRIR UN FALLO ANTE UNA INS-
TANCIA SUPERIOR Y EL DE ACCEDER A UN RE-
CURSO ADECUADO Y EFECTIVO."	 1a./J. 8/2020 (10a.)	 589
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Recurso judicial efectivo, derecho fundamental a 
un.—Véase: "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CON
TRA LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR 
UNA PETICIÓN DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO 
JURISDICCIONAL EN EL QUE EXISTE UNA ABIER-
TA DILACIÓN DEL PROCEDIMIENTO O SU PARALI-
ZACIÓN TOTAL, AL ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN 
AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL 
ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL AR-
TÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO."	 PC.III.P. J/22 P (10a.)	 1257

Recurso judicial efectivo, derecho fundamental a 
un.—Véase: "RECURSO DE QUEJA. POR REGLA GE
NERAL, ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR 
UNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO, 
CONTRA LA OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE 
ACORDAR SOBRE LAS PRUEBAS OFRECIDAS, AL 
NO TRATARSE DE UN ACTO TRASCENDENTAL Y 
GRAVE QUE PUEDA CAUSARLE PERJUICIO NO 
REPARABLE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA, SAL-
VO QUE SE ESTÉ ANTE UNA ‘ABIERTA OPORTUNI-
DAD PARA PROVEER’."	 III.1o.C.9 K (10a.)	 2654

Reparación del daño, derecho fundamental a la.—
Véase: "PENA IMPUESTA EN EL PROCEDIMIENTO 
ABREVIADO. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELI-
TO NO PUEDE IMPUGNAR SU PROPORCIONA
LIDAD EN AMPARO DIRECTO."	 1a. IV/2020 (10a.)	 653

Reserva de ley, principio de.—Véase: "NOTIFICA-
CIÓN POR ESTRADOS. LA REGLA 2.2.7. DE LA RE-
SOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017, AL 
PERMITIR ESA FORMA DE COMUNICACIÓN DE 
LAS RESOLUCIONES DE LA AUTORIDAD CUANDO 
EL CONTRIBUYENTE NO REGISTRE ALGÚN CO-
RREO ELECTRÓNICO PARA REALIZARLA MEDIAN-
TE BUZÓN TRIBUTARIO, NO VIOLA LOS PRINCI-
PIOS DE RESERVA Y DE PRIMACÍA DE LA LEY."	 VII.2o.A.4 A (10a.)	 2613

Retroactividad de la ley en beneficio, principio de.—
Véase: "APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY EN 
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BENEFICIO. ACORDE CON ESTE PRINCIPIO, LAS 
CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES DE UN ILÍCITO 
NO PUEDEN SER OBJETO DE VALORACIÓN PARA 
INDIVIDUALIZAR LA PENA, CUANDO HAYAN SIDO 
SUPRIMIDAS DE LA NORMA SUSTANTIVA PENAL, 
COMO ES EL CASO DE LA CALIFICATIVA ‘A BORDO 
DE VEHÍCULO’ EN EL DELITO DE SECUESTRO."	 I.9o.P.263 P (10a.)	 2448

Salud, derecho a la.—Véase: "SEPARACIÓN ILEGAL 
DE UNA TRABAJADORA DE CONFIANZA AL SERVI
CIO DEL ESTADO MOTIVADA POR SU CONDICIÓN 
DE EMBARAZO. AL CONSTITUIR UNA DISCRIMI-
NACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO, DA LUGAR A 
LA INDEMNIZACIÓN COMO MEDIDA DE REPA
RACIÓN."	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691

Seguridad jurídica, derecho a la.—Véase: "COM-
PENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 
25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, 
AL ESTABLECER LA MECÁNICA RESPECTIVA, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA DE 
LOS CONTRIBUYENTES."	 2a. II/2020 (10a.)	 1071

Seguridad jurídica, derecho humano a la.—Véase: 
"PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. EL CÓMPU
TO DEL PLAZO PARA QUE OPERE SE INTERRUM-
PE POR EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL, QUE 
DA INICIO SÓLO EN CUALQUIERA DE LAS HIPÓTE-
SIS DEFINIDAS EN EL ARTÍCULO 211 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y NO 
CON LA SOLICITUD DE AUDIENCIA PARA DIRIMIR 
LA COMPETENCIA DEL JUEZ DE CONTROL."	 VI.2o.P.62 P (10a.)	 2629

Seguridad jurídica, principio de.—Véase: "IMPUES-
TO SOBRE LA RENTA. EL PROCEDIMIENTO PARA 
CALCULAR EL MONTO SUSCEPTIBLE DE DEDUCIR 
POR INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES 
QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE 
DOMINIO PÚBLICO NO VULNERA EL PRINCIPIO 
DE SEGURIDAD JURÍDICA."	 1a. III/2020 (10a.)	 650
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Seguridad jurídica, principio de.—Véase: "IMPUES-
TO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS PARA DE-
TERMINAR EL MONTO ORIGINAL DE INVERSIONES 
EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PERMITEN LA EX-
PLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO PÚBLICO 
NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y 
SEGURIDAD JURÍDICA."	 1a. II/2020 (10a.)	 651

Seguridad jurídica, violación al derecho a la.—Véa-
se: "FACULTADES DE VERIFICACIÓN DE LA SECRE-
TARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. EL ARTÍCULO 125 
DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIONES, 
ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR 
PÚBLICO, AL PREVER QUE DICHA DEPENDENCIA 
PODRÁ INICIAR ‘EN CUALQUIER TIEMPO’ INTER-
VENCIONES DE OFICIO, VIOLA EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA."	 2a. LXXIX/2019 (10a.)	 1072

Seguridad social, derecho a la.—Véase: "TRABAJA-
DORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO 
DESPEDIDAS CON MOTIVO DE SU EMBARAZO. 
ELEMENTOS QUE CONFORMAN LA INDEMNIZA-
CIÓN RESPECTIVA, COMO REPARACIÓN INTEGRAL 
A QUE TIENEN DERECHO."	 I.16o.T.53 L (10a.)	 2707

Seguridad social, violación al principio de.—Véase: 
"PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA-
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL NO 
CONSIDERAR PARA TENER DERECHO A ESE BE-
NEFICIO A FAMILIARES SUSCEPTIBLES DE PRO-
TECCIÓN QUE HUBIESEN DEPENDIDO ECONÓMI-
CAMENTE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO 
FALLECIDO, DISTINTOS DE SUS ASCENDIENTES, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE 
SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL."	 I.7o.A.175 A (10a.)	 2626

Sencillez procesal, principio de.—Véase: "DEMAN-
DA EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL 
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ESTADO DE JALISCO. FORMAS QUE CONLLEVA 
LA RATIFICACIÓN DE SU ACLARACIÓN, MODIFI-
CACIÓN SUSTANCIAL O AMPLIACIÓN (INTERPRE-
TACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA LEY 
PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO 
DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y APLICACIÓN 
SUPLETORIA DE LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO)."	 III.4o.T.55 L (10a.)	 2559

Subordinación jerárquica, violación al principio 
de.—Véase: "OPERACIÓN DE MERCADOS MÓVI-
LES EN LA MODALIDAD DE TIANGUIS, BAZARES Y 
COMPLEMENTARIOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
EL ARTÍCULO 10, NUMERAL 29 Y SEGUNDO PÁ-
RRAFO, DE LOS LINEAMIENTOS RELATIVOS, AL 
ESTABLECER COMO UNO DE LOS GIROS COMER-
CIALES LAS MASCOTAS DOMÉSTICAS Y ACUA-
RIOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN 
JERÁRQUICA."	 I.5o.A.16 A (10a.)	 2620

Trabajo, violación al derecho fundamental al.—Véa-
se: "TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO 
DEL ESTADO DESPEDIDAS CON MOTIVO DE SU 
EMBARAZO. ELEMENTOS QUE CONFORMAN LA 
INDEMNIZACIÓN RESPECTIVA, COMO REPARA-
CIÓN INTEGRAL A QUE TIENEN DERECHO."	 I.16o.T.53 L (10a.)	 2707

Tutela judicial efectiva, derecho a la.—Véase: "DE-
RECHO A SER JUZGADO EN UN PLAZO RAZONA-
BLE. SE VIOLA SI AL DESECHAR POR SEGUNDA 
OCASIÓN UNA DEMANDA SE ADUCEN RAZO
NES DISTINTAS, CUANDO ÉSTAS SE PUDIERON 
HABER ADVERTIDO DESDE LA PRIMERA DETER-
MINACIÓN."	 VII.2o.C.71 K (10a.)	 2560

Tutela judicial efectiva, derecho a la.—Véase: "NOTI-
FICACIONES PERSONALES EN EL JUICIO DE AM-
PARO AL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD EN 
UN CENTRO DE RECLUSIÓN QUE IMPLIQUEN EL 
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DESAHOGO DE PREVENCIONES O REQUERIMIEN
TOS. A FIN DE GARANTIZAR SU DERECHO A UNA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, DEBEN CONSIDERAR
SE EFECTUADAS DESDE EL MOMENTO EN QUE 
QUEDE LEGALMENTE ENTERADO SU DEFENSOR."	 I.9o.P.257 P (10a.)	 2614

Tutela judicial efectiva, derecho fundamental a la.—
Véase: "RECURSO DE QUEJA EN AMPARO DIRECTO 
INTERPUESTO POR EL TERCERO INTERESADO. 
PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DE LA AUTORI-
DAD RESPONSABLE EN EL QUE NIEGA DEJAR 
SIN EFECTOS LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLA-
MADO PARA PROCEDER A SU EJECUCIÓN."	 P./J. 16/2019 (10a.)	 11

Tutela judicial efectiva, derecho humano a la.—Véa-
se: "PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 
885, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, AL ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU 
DESISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE 
LAS PARTES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA 
VISTA OTORGADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICA-
CIÓN DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN 
PRUEBAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DE-
RECHOS HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A 
LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Tutela jurisdiccional efectiva, derecho a la.—Véase: 
"TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. NO SE GA-
RANTIZA ESTE DERECHO AL QUEJOSO PRIVADO 
DE LA LIBERTAD, POR EL HECHO DE QUE EL PRE-
SIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUI-
TO, AL CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN, LE 
NOMBRE UN DEFENSOR POR NO TENER UN LI-
CENCIADO EN DERECHO QUE LO REPRESENTE, 
SI EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO SE 
LE DESIGNÓ A UNO OFICIOSAMENTE, POR LO 
QUE DEBE REVOCARSE LA SENTENCIA RECURRI-
DA Y ORDENARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCE
DIMIENTO."	 I.9o.P.258 P (10a.)	 2727
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Vida, derecho a la.—Véase: "SEPARACIÓN ILEGAL 
DE UNA TRABAJADORA DE CONFIANZA AL SERVI
CIO DEL ESTADO MOTIVADA POR SU CONDICIÓN 
DE EMBARAZO. AL CONSTITUIR UNA DISCRIMI-
NACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO, DA LUGAR A 
LA INDEMNIZACIÓN COMO MEDIDA DE REPA
RACIÓN."	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691

Vida independiente, derecho a una.—Véase: "JUI-
CIO DE INTERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA DI-
LACIÓN INEXCUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO SE 
TRATA DE ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE 
DECRETAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON 
EFECTOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS."	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602
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Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo 
de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determi-
nación de los asuntos que el Pleno conservará para 
su resolución, y el envío de los de su competencia 
originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados 
de Circuito, punto cuarto, fracción II.—Véase: "CON-
FLICTO COMPETENCIAL SUSCITADO ENTRE TRIBU
NALES, JUNTAS O SALAS LABORALES DE DISTIN-
TA JURISDICCIÓN. CORRESPONDE DIRIMIRLO AL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE TENGA 
JURISDICCIÓN SOBRE LA AUTORIDAD QUE PRE-
VINO EN EL CONOCIMIENTO DEL JUICIO."	 XIII.1o.P.T. J/3 L (10a.)	 2278

Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo 
de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determi-
nación de los asuntos que el Pleno conservará para 
su resolución, y el envío de los de su competencia 
originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados 
de Circuito, punto cuarto, fracción II.—Véase: "CON-
FLICTO COMPETENCIAL. ES INEXISTENTE EL PLAN
TEADO ENTRE UNA AUTORIDAD ADMINISTRATI-
VA Y UN ÓRGANO JURISDICCIONAL."	 I.5o.A.11 K (10a.)	 2550

Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo 
de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determi-
nación de los asuntos que el Pleno conservará para 
su resolución, y el envío de los de su competencia 
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originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados 
de Circuito, punto octavo, fracción II.—Véase: "CON­
FLICTO COMPETENCIAL SUSCITADO ENTRE TRI­
BUNALES, JUNTAS O SALAS LABORALES DE DIS­
TINTA JURISDICCIÓN. CORRESPONDE DIRIMIRLO 
AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE TENGA 
JURISDICCIÓN SOBRE LA AUTORIDAD QUE PRE­
VINO EN EL CONOCIMIENTO DEL JUICIO."	 XIII.1o.P.T. J/3 L (10a.)	 2278

Código Civil de Jalisco, artículo 146.—Véase: "PRE­
SUNCIÓN DE MUERTE DEL ASEGURADO BAJO LA 
DOBLE COBERTURA ‘PROTECCIÓN POR FALLE­
CIMIENTO’ E ‘INDEMNIZACIÓN POR MUERTE ACCI­
DENTAL’. LA RESOLUCIÓN QUE LA DECLARA, A 
CAUSA DE SECUESTRO O DE PRIVACIÓN ILEGAL 
DE LA LIBERTAD, RESULTA APTA NO SÓLO PARA 
DAR POR CIERTO, PARA LOS EFECTOS DE LA CO­
BERTURA POR FALLECIMIENTO INCLUIDA EN EL 
SEGURO DE VIDA, QUE EL ASEGURADO MURIÓ, 
SINO TAMBIÉN PARA DETERMINAR QUE ESA 
MUERTE FUE ACCIDENTAL, POR LAS CARACTE­
RÍSTICAS EXTERNAS, VIOLENTAS, SÚBITAS Y FOR­
TUITAS, DE LAS QUE SE DISTINGUEN AQUELLOS 
DELITOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO)."	 III.2o.C.110 C (10a.)	 2632

Código Civil del Distrito Federal, artículo 341.—Véa­
se: "FILIACIÓN. ELEMENTOS PARA SU DEMOSTRA­
CIÓN (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO)."	 I.3o.C.411 C (10a.)	 2575

Código Civil del Distrito Federal, artículo 343.—Véa­
se: "FILIACIÓN. ELEMENTOS PARA SU DEMOSTRA­
CIÓN (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO)."	 I.3o.C.411 C (10a.)	 2575

Código Civil del Distrito Federal, artículo 369.—Véa­
se: "FILIACIÓN. ELEMENTOS PARA SU DEMOSTRA­
CIÓN (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO)."	 I.3o.C.411 C (10a.)	 2575
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Código Civil del Distrito Federal, artículo 382.—Véa-
se: "PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA MOLECULAR. 
SI EN SU DESAHOGO EL DEMANDADO OBSTACU-
LIZA QUE SE RINDA EL PERITAJE DE RECONO
CIMIENTO DE PATERNIDAD, NO OBSTANTE EL EM
PLEO DE MEDIDAS DE APREMIO, EL JUZGADOR 
DEBE ANALIZAR LAS CONSTANCIAS DEL LITIGIO Y 
DETERMINAR SI SE JUSTIFICA ESA CONDUCTA 
(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO)."	 I.3o.C.412 C (10a.)	 2642

Código Civil del Distrito Federal, artículo 1144.—
Véase: "PRESCRIPCIÓN NEGATIVA ENTRE COPRO-
PIETARIOS. NO LA IMPIDE EL ARTÍCULO 1167, FRAC
CIÓN IV, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, AHORA CIUDAD DE MÉXICO."	 I.8o.C.83 C (10a.)	 2630

Código Civil del Distrito Federal, artículo 1167, frac-
ción IV.—Véase: "PRESCRIPCIÓN NEGATIVA ENTRE 
COPROPIETARIOS. NO LA IMPIDE EL ARTÍCULO 
1167, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DIS
TRITO FEDERAL, AHORA CIUDAD DE MÉXICO."	 I.8o.C.83 C (10a.)	 2630

Código Civil del Distrito Federal, artículo 2036.—
Véase: "CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HI-
POTECARIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR COMO 
REQUISITO PREVIO PARA LA PROCEDENCIA DE 
LA ACCIÓN HIPOTECARIA, NO PUEDE REALIZARLA 
UN CORREDOR PÚBLICO, AL CARECER DE FACUL
TADES PARA EFECTUARLA."	 PC.I.C. J/98 C (10a.)	 1384

Código Civil del Distrito Federal, artículo 2926.—
Véase: "CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HI-
POTECARIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR COMO 
REQUISITO PREVIO PARA LA PROCEDENCIA DE 
LA ACCIÓN HIPOTECARIA, NO PUEDE REALIZARLA 
UN CORREDOR PÚBLICO, AL CARECER DE FACUL
TADES PARA EFECTUARLA."	 PC.I.C. J/98 C (10a.)	 1384



3104

	 Número de identificación	 Pág.

ENERO 2020

Código Civil del Estado de México, artículo 1.3.—
Véase: "USUCAPIÓN. LA RATIFICACIÓN DEL ALLA-
NAMIENTO A LAS PRESTACIONES DEL ACTOR NO 
TIENE COMO ALCANCE UN RECONOCIMIENTO PRO
PIO ACERCA DE QUE LA POSESIÓN SE HAYA DE-
SARROLLADO EN FORMA PACÍFICA, CONTINUA Y 
PÚBLICA –INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO SOSTE-
NIDO EN LA TESIS AISLADA II.2o.C.258 C– (LEGIS-
LACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO)."	 II.2o.C.26 C (10a.)	 2730

Código Civil del Estado de México, artículo 5.139.—
Véase: "USUCAPIÓN. LA RATIFICACIÓN DEL ALLA-
NAMIENTO A LAS PRESTACIONES DEL ACTOR NO 
TIENE COMO ALCANCE UN RECONOCIMIENTO 
PROPIO ACERCA DE QUE LA POSESIÓN SE HAYA 
DESARROLLADO EN FORMA PACÍFICA, CONTINUA 
Y PÚBLICA –INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO SOS-
TENIDO EN LA TESIS AISLADA II.2o.C.258 C– (LE-
GISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO)."	 II.2o.C.26 C (10a.)	 2730

Código Civil del Estado de México, artículos 5.127 a 
5.130.—Véase: "USUCAPIÓN. LA RATIFICACIÓN DEL 
ALLANAMIENTO A LAS PRESTACIONES DEL ACTOR 
NO TIENE COMO ALCANCE UN RECONOCIMIEN-
TO PROPIO ACERCA DE QUE LA POSESIÓN SE HAYA 
DESARROLLADO EN FORMA PACÍFICA, CONTINUA 
Y PÚBLICA –INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO SOS-
TENIDO EN LA TESIS AISLADA II.2o.C.258 C– (LE-
GISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO)."	 II.2o.C.26 C (10a.)	 2730

Código Civil del Estado de México, artículos 5.59 a 
5.61.—Véase: "USUCAPIÓN. LA RATIFICACIÓN DEL 
ALLANAMIENTO A LAS PRESTACIONES DEL ACTOR 
NO TIENE COMO ALCANCE UN RECONOCIMIENTO 
PROPIO ACERCA DE QUE LA POSESIÓN SE HAYA 
DESARROLLADO EN FORMA PACÍFICA, CONTINUA 
Y PÚBLICA –INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO SOS-
TENIDO EN LA TESIS AISLADA II.2o.C.258 C– (LE-
GISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO)."	 II.2o.C.26 C (10a.)	 2730
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Código Civil Federal, artículo 1795, fracción II.—
Véase: "SUCESIÓN DE DERECHOS AGRARIOS. EL 
CÓDIGO CIVIL FEDERAL ES APLICABLE SUPLETO-
RIAMENTE A LA LEY AGRARIA PARA RESOLVER 
SOBRE LA VALIDEZ DE LA VOLUNTAD DEL EJIDA-
TARIO PLASMADA EN LA LISTA RELATIVA, CUANDO 
SE CONSIDERE VICIADA."	 XXIX.3o.2 A (10a.)	 2699

Código Civil Federal, artículo 1812.—Véase: "SUCE-
SIÓN DE DERECHOS AGRARIOS. EL CÓDIGO CIVIL 
FEDERAL ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE A LA 
LEY AGRARIA PARA RESOLVER SOBRE LA VALIDEZ 
DE LA VOLUNTAD DEL EJIDATARIO PLASMADA EN 
LA LISTA RELATIVA, CUANDO SE CONSIDERE VI-
CIADA."	 XXIX.3o.2 A (10a.)	 2699

Código de Comercio, artículo 75, fracciones XIV y 
XXI.—Véase: "CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARAN-
TÍA HIPOTECARIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR 
COMO REQUISITO PREVIO PARA LA PROCEDENCIA 
DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA, NO PUEDE REALI-
ZARLA UN CORREDOR PÚBLICO, AL CARECER DE 
FACULTADES PARA EFECTUARLA."	 PC.I.C. J/98 C (10a.)	 1384

Código de Comercio, artículo 1051.—Véase: "CESIÓN 
DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HIPOTECARIA. LA 
NOTIFICACIÓN AL DEUDOR COMO REQUISITO PRE
VIO PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN HIPO-
TECARIA, NO PUEDE REALIZARLA UN CORREDOR 
PÚBLICO, AL CARECER DE FACULTADES PARA 
EFECTUARLA."	 PC.I.C. J/98 C (10a.)	 1384

Código de Comercio, artículo 1054.—Véase: "COSTAS. 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 55, PÁRRAFO PRI-
MERO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO, LAS PARTES NO PUEDEN CON
VENIR PARA ALTERAR, MODIFICAR O RENUNCIAR 
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A LAS NORMAS DEL PROCEDIMIENTO, ENTRE 
ELLAS, LOS SUPUESTOS DE PROCEDENCIA PARA EL 
PAGO DE AQUÉLLAS."	 I.3o.C.409 C (10a.)	 2555

Código de Comercio, artículo 1054.—Véase: "PRE-
VENCIÓN PARA ACLARAR LA DEMANDA EN UN 
JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. PARA SU REGU-
LACIÓN DEBE ACUDIRSE SUPLETORIAMENTE AL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y 
NO A LAS DISPOSICIONES QUE REGULAN EL JUI-
CIO ORAL MERCANTIL (CÓDIGO DE COMERCIO)."	 PC.VII.C. J/9 C (10a.)	 1585

Código de Comercio, artículo 1055 bis.—Véase: "JUI
CIO ORAL MERCANTIL. LA VÍA PROCEDENTE PARA 
EJERCER LA ACCIÓN PERSONAL DE COBRO DE 
UN CRÉDITO REFACCIONARIO CON GARANTÍA 
REAL, ES LA ESPECIAL, CON INDEPENDENCIA DE 
LA CUANTÍA DEL NEGOCIO."	 XV.4o.5 C (10a.)	 2603

Código de Comercio, artículo 1061.—Véase: "JUI-
CIO EJECUTIVO MERCANTIL. SI A LA DEMANDA 
SE ANEXA UN TÍTULO DE CRÉDITO QUE NO CON-
CUERDE CON LOS HECHOS PRECISADOS EN 
ÉSTA, EL JUEZ NO TIENE LA FACULTAD DE REQUE-
RIR AL ACTOR PARA QUE CORRIJA ESA IRREGU-
LARIDAD."	 PC.XVI.C. J/3 C (10a.)	 1454

Código de Comercio, artículo 1114, fracción V.—
Véase: "RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 
DEBE AGOTARSE ANTES DE PROMOVER EL JUI-
CIO DE AMPARO DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA 
EL PRIMER PROVEÍDO DICTADO EN UN JUICIO EJE
CUTIVO MERCANTIL EN EL CUAL EL JUZGADOR, 
DE OFICIO, SE DECLARA INCOMPETENTE POR RA-
ZÓN DE LA MATERIA PARA CONOCER DE LA DE-
MANDA, ORDENA SU ARCHIVO Y DEJA A SALVO 
LOS DERECHOS DEL ACTOR."	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884
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Código de Comercio, artículo 1115.—Véase: "RECUR
SO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO EN EL 
QUE EL JUEZ SE INHIBE DE CONOCER DE LA DE-
MANDA POR RAZÓN DE TERRITORIO Y DEJA A 
DISPOSICIÓN DEL ACTOR LOS DOCUMENTOS 
EXHIBIDOS CON ÉSTA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO)."	 II.4o.C.32 C (10a.)	 2655

Código de Comercio, artículo 1115.—Véase: "RE-
CURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCU
LO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. DEBE AGOTAR
SE ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA EL PRIMER PRO
VEÍDO DICTADO EN UN JUICIO EJECUTIVO MER-
CANTIL EN EL CUAL EL JUZGADOR, DE OFICIO, SE 
DECLARA INCOMPETENTE POR RAZÓN DE LA 
MATERIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA, OR-
DENA SU ARCHIVO Y DEJA A SALVO LOS DERE-
CHOS DEL ACTOR."	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884

Código de Comercio, artículo 1175, fracción V.—
Véase: "RETENCIÓN DE BIENES. LOS INTEGRAN-
TES DEL SISTEMA BANCARIO MEXICANO DEBEN 
OTORGAR GARANTÍA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCU-
LO 1175, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
PARA RESPONDER DE LOS POSIBLES DAÑOS Y 
PERJUICIOS QUE DICHA MEDIDA PRECAUTO
RIA PUEDA OCASIONAR AL DEUDOR."	 PC.I.C. J/101 C (10a.)	 1933

Código de Comercio, artículo 1334.—Véase: "RE-
CURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL AR
TÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. DEBE 
AGOTARSE ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA EL 
PRIMER PROVEÍDO DICTADO EN UN JUICIO EJE-
CUTIVO MERCANTIL EN EL CUAL EL JUZGADOR, 
DE OFICIO, SE DECLARA INCOMPETENTE POR RA-
ZÓN DE LA MATERIA PARA CONOCER DE LA DE-
MANDA, ORDENA SU ARCHIVO Y DEJA A SALVO 
LOS DERECHOS DEL ACTOR."	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884
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Código de Comercio, artículo 1339.—Véase: "RECUR
SO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. DEBE AGOTAR-
SE ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA EL PRIMER PRO
VEÍDO DICTADO EN UN JUICIO EJECUTIVO MER-
CANTIL EN EL CUAL EL JUZGADOR, DE OFICIO, SE 
DECLARA INCOMPETENTE POR RAZÓN DE LA 
MATERIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA, OR-
DENA SU ARCHIVO Y DEJA A SALVO LOS DERE-
CHOS DEL ACTOR."	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884

Código de Comercio, artículo 1378.—Véase: "JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL. SI A LA DEMANDA SE 
ANEXA UN TÍTULO DE CRÉDITO QUE NO CONCUER
DE CON LOS HECHOS PRECISADOS EN ÉSTA, EL 
JUEZ NO TIENE LA FACULTAD DE REQUERIR AL 
ACTOR PARA QUE CORRIJA ESA IRREGULARI-
DAD."	 PC.XVI.C. J/3 C (10a.)	 1454

Código de Comercio, artículo 1380.—Véase: "JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL. SI A LA DEMANDA SE ANE-
XA UN TÍTULO DE CRÉDITO QUE NO CONCUERDE 
CON LOS HECHOS PRECISADOS EN ÉSTA, EL 
JUEZ NO TIENE LA FACULTAD DE REQUERIR AL 
ACTOR PARA QUE CORRIJA ESA IRREGULARI-
DAD."	 PC.XVI.C. J/3 C (10a.)	 1454

Código de Comercio, artículo 1390 Bis 12.—Véase: 
"PREVENCIÓN PARA ACLARAR LA DEMANDA EN 
UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. PARA SU RE-
GULACIÓN DEBE ACUDIRSE SUPLETORIAMENTE 
AL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
Y NO A LAS DISPOSICIONES QUE REGULAN EL 
JUICIO ORAL MERCANTIL (CÓDIGO DE COMERCIO)."	 PC.VII.C. J/9 C (10a.)	 1585

Código de Comercio, artículo 1414.—Véase: "PRE-
VENCIÓN PARA ACLARAR LA DEMANDA EN UN JUI
CIO EJECUTIVO MERCANTIL. PARA SU REGULACIÓN 
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DEBE ACUDIRSE SUPLETORIAMENTE AL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y NO A 
LAS DISPOSICIONES QUE REGULAN EL JUICIO ORAL 
MERCANTIL (CÓDIGO DE COMERCIO)."	 PC.VII.C. J/9 C (10a.)	 1585

Código de Comercio, artículos 1053 y 1054.—Véase: 
"CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HIPOTE-
CARIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR COMO RE-
QUISITO PREVIO PARA LA PROCEDENCIA DE LA 
ACCIÓN HIPOTECARIA, NO PUEDE REALIZAR
LA UN CORREDOR PÚBLICO, AL CARECER DE FA-
CULTADES PARA EFECTUARLA."	 PC.I.C. J/98 C (10a.)	 1384

Código de Comercio, artículos 1116 y 1117.—Véase: 
"RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL AR-
TÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. DEBE 
AGOTARSE ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA EL PRI
MER PROVEÍDO DICTADO EN UN JUICIO EJECU
TIVO MERCANTIL EN EL CUAL EL JUZGADOR, DE 
OFICIO, SE DECLARA INCOMPETENTE POR RA-
ZÓN DE LA MATERIA PARA CONOCER DE LA DE-
MANDA, ORDENA SU ARCHIVO Y DEJA A SALVO 
LOS DERECHOS DEL ACTOR."	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884

Código de Procedimientos Civiles de Chihuahua, ar
tículo 626.—Véase: "RECURSO DE APELACIÓN PRE
VISTO EN EL ARTÍCULO 626 DEL CÓDIGO DE PRO-
CEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. 
ES OPTATIVO AGOTARLO PREVIO A PROMOVER EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CONTRA LAS SEN-
TENCIAS DICTADAS EN JUICIOS DERIVADOS DE 
LA ACCIÓN ESPECIAL DE DESOCUPACIÓN DE IN-
MUEBLES EN ARRENDAMIENTO SI EL NEGOCIO 
ES ESTIMABLE PECUNIARIAMENTE."	 XVII.2o.C.T.13 C (10a.)	 2651

Código de Procedimientos Civiles de Chihuahua, 
artículos 168 y 169.—Véase: "RECURSO DE APELA-
CIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 626 DEL CÓDIGO 
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DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA. ES OPTATIVO AGOTARLO PREVIO A 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CON
TRA LAS SENTENCIAS DICTADAS EN JUICIOS DE-
RIVADOS DE LA ACCIÓN ESPECIAL DE DESOCU-
PACIÓN DE INMUEBLES EN ARRENDAMIENTO SI 
EL NEGOCIO ES ESTIMABLE PECUNIARIAMENTE."	 XVII.2o.C.T.13 C (10a.)	 2651

Código de Procedimientos Civiles de Guanajuato, 
artículo 68.—Véase: "TRABAJADORES DEL PODER 
JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. LOS AC-
TUARIOS DE ESA INSTITUCIÓN TIENEN LA CATE-
GORÍA DE CONFIANZA."	 XVI.2o.T.9 L (10a.)	 2713

Código de Procedimientos Civiles de Guanajuato, 
artículo 322.—Véase: "TRABAJADORES DEL PODER 
JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. LOS AC-
TUARIOS DE ESA INSTITUCIÓN TIENEN LA CATE-
GORÍA DE CONFIANZA."	 XVI.2o.T.9 L (10a.)	 2713

Código de Procedimientos Civiles de Guanajuato, 
artículo 480.—Véase: "TRABAJADORES DEL PODER 
JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. LOS AC-
TUARIOS DE ESA INSTITUCIÓN TIENEN LA CATE-
GORÍA DE CONFIANZA."	 XVI.2o.T.9 L (10a.)	 2713

Código de Procedimientos Civiles de Guanajuato, 
artículos 319 y 320.—Véase: "TRABAJADORES DEL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. 
LOS ACTUARIOS DE ESA INSTITUCIÓN TIENEN LA 
CATEGORÍA DE CONFIANZA."	 XVI.2o.T.9 L (10a.)	 2713

Código de Procedimientos Civiles de Guanajuato, 
artículos 473 y 474.—Véase: "TRABAJADORES DEL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. 
LOS ACTUARIOS DE ESA INSTITUCIÓN TIENEN LA 
CATEGORÍA DE CONFIANZA."	 XVI.2o.T.9 L (10a.)	 2713
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Código de Procedimientos Civiles de Oaxaca, ar
tículo 73.—Véase: "RECURSO DE REVOCACIÓN. ES 
OPORTUNO, AUN CUANDO SE INTERPONGA AN-
TES DE QUE SE NOTIFIQUE EL AUTO RECURRIDO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA)."	 XIII.2o.C.A.2 C (10a.)	 2660

Código de Procedimientos Civiles de Oaxaca, ar
tículo 667.—Véase: "RECURSO DE REVOCACIÓN. 
ES OPORTUNO, AUN CUANDO SE INTERPONGA 
ANTES DE QUE SE NOTIFIQUE EL AUTO RECURRI-
DO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA)."	 XIII.2o.C.A.2 C (10a.)	 2660

Código de Procedimientos Civiles de Puebla, artícu-
lo 62.—Véase: "EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS. 
LA MANIFESTACIÓN DE IGNORAR EL DOMICILIO 
CORRECTO DEL DEMANDADO BAJO PROTESTA 
DE DECIR VERDAD, ES UN REQUISITO INDISPEN-
SABLE PARA ORDENARLO DE ESA FORMA, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE SE HAGA AL MOMENTO 
DE PRESENTAR LA DEMANDA O DESPUÉS DE 
AGOTAR LOS MEDIOS DE LOCALIZACIÓN PERTI-
NENTES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA)."	 VI.2o.C.77 C (10a.)	 2571

Código de Procedimientos Civiles de Tamaulipas, 
artículo 471.—Véase: "RECONVENCIÓN EN LA VÍA 
ESPECIAL HIPOTECARIA. PROCEDE CUANDO EXIS
TA CONEXIDAD ENTRE LAS PRESTACIONES RECLA
MADAS EN LO PRINCIPAL Y EN VÍA DE RECON-
VENCIÓN, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 470 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO 
DE TAMAULIPAS. "	 PC.XIX. J/13 C (10a.)	 1759

Código de Procedimientos Civiles de Tamaulipas, 
artículo 530.—Véase: "RECONVENCIÓN EN LA VÍA 
ESPECIAL HIPOTECARIA. PROCEDE CUANDO EXIS-
TA CONEXIDAD ENTRE LAS PRESTACIONES RECLA
MADAS EN LO PRINCIPAL Y EN VÍA DE RECON-
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VENCIÓN, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 470 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO 
DE TAMAULIPAS. "	 PC.XIX. J/13 C (10a.)	 1759

Código de Procedimientos Civiles de Tamaulipas, 
artículo 536.—Véase: "RECONVENCIÓN EN LA VÍA 
ESPECIAL HIPOTECARIA. PROCEDE CUANDO EXIS-
TA CONEXIDAD ENTRE LAS PRESTACIONES RECLA
MADAS EN LO PRINCIPAL Y EN VÍA DE RECON
VENCIÓN, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 470 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO 
DE TAMAULIPAS. "	 PC.XIX. J/13 C (10a.)	 1759

Código de Procedimientos Civiles de Tamaulipas, 
artículo 539.—Véase: "RECONVENCIÓN EN LA VÍA 
ESPECIAL HIPOTECARIA. PROCEDE CUANDO EXIS-
TA CONEXIDAD ENTRE LAS PRESTACIONES RECLA
MADAS EN LO PRINCIPAL Y EN VÍA DE RECON-
VENCIÓN, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 470 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO 
DE TAMAULIPAS. "	 PC.XIX. J/13 C (10a.)	 1759

Código de Procedimientos Civiles de Tamaulipas, 
artículo 470, fracciones V, VII y VIII.—Véase: "RECON
VENCIÓN EN LA VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA. PRO
CEDE CUANDO EXISTA CONEXIDAD ENTRE LAS 
PRESTACIONES RECLAMADAS EN LO PRINCIPAL 
Y EN VÍA DE RECONVENCIÓN, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 470 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIEN-
TOS CIVILES DEL ESTADO DE TAMAULIPAS. "	 PC.XIX. J/13 C (10a.)	 1759

Código de Procedimientos Civiles de Veracruz, ar
tículo 81.—Véase: "DEMANDA DE AMPARO DIREC-
TO. PROCEDE DESECHARLA POR EXTEMPORÁNEA, 
A PESAR DE QUE EN ELLA SE RECLAME LA IN-
CONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 81 DEL CÓ-
DIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL 
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ESTADO DE VERACRUZ, RESPECTO A LA ORDEN DE 
NOTIFICACIÓN POR LISTA DE ACUERDOS, DE LA 
SENTENCIA RECLAMADA [SUSTITUCIÓN DE LA JU
RISPRUDENCIA PC.VII.C. J/6 K (10a.)]."	 PC.VII.C. J/10 C (10a.)	 2197

Código de Procedimientos Civiles de Veracruz, ar
tículo 81.—Véase: "NULIDAD DE NOTIFICACIONES. 
DEBE INTERPONERSE EL INCIDENTE RELATIVO 
CUANDO SE RECLAME LA INCONSTITUCIONALI-
DAD DEL ARTÍCULO 81 DEL CÓDIGO DE PROCE
DIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE VERA-
CRUZ."	 VII.2o.C.215 C (10a.)	 2616

Código de Procedimientos Civiles del Distrito Fede-
ral, artículo 55.—Véase: "COSTAS. EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 55, PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, 
LAS PARTES NO PUEDEN CONVENIR PARA ALTE-
RAR, MODIFICAR O RENUNCIAR A LAS NORMAS 
DEL PROCEDIMIENTO, ENTRE ELLAS, LOS SUPUES
TOS DE PROCEDENCIA PARA EL PAGO DE AQUÉ-
LLAS."	 I.3o.C.409 C (10a.)	 2555

Código de Procedimientos Civiles del Distrito Fede-
ral, artículo 165.—Véase: "RECURSO DE QUEJA. PRO
CEDE CONTRA EL AUTO EN EL QUE EL JUEZ SE 
INHIBE DE CONOCER DE LA DEMANDA POR RA-
ZÓN DE TERRITORIO Y DEJA A DISPOSICIÓN DEL 
ACTOR LOS DOCUMENTOS EXHIBIDOS CON ÉSTA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO)."	 II.4o.C.32 C (10a.)	 2655

Código de Procedimientos Civiles del Distrito Fede-
ral, artículo 402.—Véase: "PRESUNCIÓN LEGAL Y 
HUMANA EN MATERIA CIVIL. CUANDO LAS RE
GLAS DE LA LÓGICA SE ROMPEN Y EN SU LUGAR 
SE EXPONEN ARGUMENTOS FALACES O INCON-
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GRUENTES, AQUÉLLA DESAPARECE (LEGISLACIÓN 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO)."	 I.3o.C.417 C (10a.)	 2634

Código de Procedimientos Civiles del Distrito Fede-
ral, artículo 990.—Véase: "DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA SU PRE
SENTACIÓN CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA 
DICTADA EN LA AUDIENCIA DEL JUICIO ORAL CI-
VIL, INICIA EL DÍA SIGUIENTE A SU CELEBRACIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL, APLICA-
BLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO)."	 PC.I.C. J/99 C (10a.)	 1412

Código de Procedimientos Civiles del Distrito Fede-
ral, artículo 1007.—Véase: "DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA SU PRE
SENTACIÓN CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA 
DICTADA EN LA AUDIENCIA DEL JUICIO ORAL CI-
VIL, INICIA EL DÍA SIGUIENTE A SU CELEBRACIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL, APLICA-
BLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO)."	 PC.I.C. J/99 C (10a.)	 1412

Código de Procedimientos Civiles del Distrito Fede-
ral, artículos 379 a 383.—Véase: "PRESUNCIÓN LE-
GAL Y HUMANA EN MATERIA CIVIL. CUANDO LAS 
REGLAS DE LA LÓGICA SE ROMPEN Y EN SU LU-
GAR SE EXPONEN ARGUMENTOS FALACES O IN-
CONGRUENTES, AQUÉLLA DESAPARECE (LEGISLA
CIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO)."	 I.3o.C.417 C (10a.)	 2634

Código de Procedimientos Civiles del Distrito Fede-
ral, artículos 688 y 689.—Véase: "RECURSO DE APE
LACIÓN. PROCEDE POR REGLA GENERAL, CONTRA 
RESOLUCIONES QUE OMITAN ACORDAR UNA 
CUESTIÓN JURÍDICA, SALVO EN LOS CASOS EN 
QUE LA LEY O LA JURISPRUDENCIA EXENTEN DE 
SU INTERPOSICIÓN (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FE
DERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO)."	 PC.I.C. J/100 C (10a.)	 1790
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Código de Procedimientos Civiles del Estado de México, 
artículo 1.51.—Véase: "RECURSO DE QUEJA. PRO-
CEDE CONTRA EL AUTO EN EL QUE EL JUEZ SE 
INHIBE DE CONOCER DE LA DEMANDA POR RA-
ZÓN DE TERRITORIO Y DEJA A DISPOSICIÓN DEL 
ACTOR LOS DOCUMENTOS EXHIBIDOS CON ÉSTA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO)."	 II.4o.C.32 C (10a.)	 2655

Código de Procedimientos Civiles del Estado de México, 
artículo 1.393.—Véase: "RECURSO DE QUEJA. PRO
CEDE CONTRA EL AUTO EN EL QUE EL JUEZ SE 
INHIBE DE CONOCER DE LA DEMANDA POR RA-
ZÓN DE TERRITORIO Y DEJA A DISPOSICIÓN DEL 
ACTOR LOS DOCUMENTOS EXHIBIDOS CON ÉSTA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO)."	 II.4o.C.32 C (10a.)	 2655

Código de Procedimientos Penales de Chihuahua, ar
tículo 130 (aplicable hasta el 12 de junio de 2016).—
Véase: "PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GE
NÉTICA (ADN). EL ARTÍCULO 130 DEL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA, AL PREVER LA TOMA DE MUES-
TRAS BIOLÓGICAS, LA CUAL TIENE COMO FIN EX-
CLUSIVO EL DE CONSTATAR O REVELAR HECHOS 
QUE SIRVEN DE FUENTE O MEDIO DE PRUEBA EN 
UN PROCESO JUDICIAL, NO VIOLA LOS DERE-
CHOS FUNDAMENTALES A LA NO AUTOINCRIMI-
NACIÓN Y A LA INTIMIDAD PERSONAL, NI GENE-
RA UN ACTO DE MOLESTIA A QUIEN SE DIRIGE."	 XVII.1o.P.A.97 P (10a.)	 2643

Código de Procedimientos Penales de Chihuahua, 
artículo 297 (aplicable hasta el 12 de junio de 
2016).—Véase: "PRUEBA PERICIAL EN EL SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO. DEBE VALORARSE CON BASE 
EN LO MANIFESTADO POR EL PERITO EN LA AU-
DIENCIA DE JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL INTE-
RROGATORIO Y CONTRAINTERROGATORIO QUE 
REALICEN LAS PARTES, Y NO CON LA VERSIÓN 
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ESCRITA DEL DICTAMEN RESPECTIVO (LEGISLA-
CIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA)."	 XVII.2o.6 P (10a.)	 2640

Código de Procedimientos Penales de Chihuahua, 
artículo 361 (aplicable hasta el 12 de junio de 2016).—
Véase: "PRUEBA PERICIAL EN EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO. DEBE VALORARSE CON BASE EN 
LO MANIFESTADO POR EL PERITO EN LA AUDIEN-
CIA DE JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL INTERRO-
GATORIO Y CONTRAINTERROGATORIO QUE REALI
CEN LAS PARTES, Y NO CON LA VERSIÓN ESCRITA 
DEL DICTAMEN RESPECTIVO (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE CHIHUAHUA)."	 XVII.2o.6 P (10a.)	 2640

Código de Procedimientos Penales de Jalisco, ar
tículo 339 (abrogado).—Véase: "AMPARO INDIRECTO. 
PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL 
DE ACORDAR UNA PETICIÓN DENTRO DE UN PRO
CEDIMIENTO JURISDICCIONAL EN EL QUE EXISTE 
UNA ABIERTA DILACIÓN DEL PROCEDIMIENTO O 
SU PARALIZACIÓN TOTAL, AL ACTUALIZARSE LA 
EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, 
PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA FRAC-
CIÓN XVIII DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO."	 PC.III.P. J/22 P (10a.)	 1257

Código de Procedimientos Penales del Estado de 
México, artículo 30 (abrogado).—Véase: "COMPETEN
CIA PARA CONOCER DE UN HECHO CONSIDERA-
DO COMO DELITO POR RAZÓN DE SEGURIDAD. 
EL ARTÍCULO 30, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDI-
GO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ES-
TADO DE MÉXICO ABROGADO QUE LA REGULA, 
APLICA ENTRE JUECES DE LA PROPIA ENTIDAD 
FEDERATIVA, POR LO QUE NO PUEDE INVOCARSE 
PARA FINCÁRSELA A UNO DE DISTINTO ESTADO."	 II.3o.P.69 P (10a.)	 2545

Código Federal de Procedimientos Civiles, artículo 
35.—Véase: "CONFLICTO COMPETENCIAL. ES IN



3117

	 Número de identificación	 Pág.

NOVENA PARTE ÍNDICES  •  Índice de Ordenamientos

EXISTENTE EL PLANTEADO ENTRE UNA AUTORI-
DAD ADMINISTRATIVA Y UN ÓRGANO JURISDIC-
CIONAL."	 I.5o.A.11 K (10a.)	 2550

Código Federal de Procedimientos Civiles, artículo 
325.—Véase: "PREVENCIÓN PARA ACLARAR LA 
DEMANDA EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCAN-
TIL. PARA SU REGULACIÓN DEBE ACUDIRSE SU-
PLETORIAMENTE AL CÓDIGO FEDERAL DE PRO-
CEDIMIENTOS CIVILES Y NO A LAS DISPOSICIONES 
QUE REGULAN EL JUICIO ORAL MERCANTIL (CÓ-
DIGO DE COMERCIO)."	 PC.VII.C. J/9 C (10a.)	 1585

Código Federal de Procedimientos Civiles, artículo 
373, fracción IV.—Véase: "CADUCIDAD DE LA INS-
TANCIA O PERENCIÓN. LA FRACCIÓN IV DEL AR
TÍCULO 373 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCE
DIMIENTOS CIVILES, PARA SER CONFORME CON 
EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, 
EN CUANTO AL DERECHO A LA TUTELA JURISDIC-
CIONAL EFECTIVA –EN SU VERTIENTE DE ACCESO 
A LA JUSTICIA–, DEBE INTERPRETARSE EN EL SEN
TIDO DE QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL, PRE-
VIO A LA CONCLUSIÓN DEL LAPSO AHÍ ESTABLE-
CIDO, DEBERÁ PREVENIR AL INTERESADO PARA 
QUE EN UN PLAZO QUE CONSIDERE PRUDENTE 
CUMPLA CON SU CARGA PROCESAL, CON EL 
APERCIBIMIENTO DE QUE, EN CASO DE INCUM-
PLIMIENTO, SE DECRETARÁ AQUÉLLA."	 I.3o.C.361 C (10a.)	 2541

Código Federal de Procedimientos Penales, artículo 
243 Bis, fracción III (abrogado).—Véase: "DECLA-
RACIÓN DE PERIODISTAS EN CALIDAD DE TESTI-
GOS EN UN PROCESO PENAL. ALCANCES DE SU 
DERECHO A NO RENDIRLA, PREVISTO EN EL AR-
TÍCULO 243 BIS, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FEDE-
RAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES ABROGADO."	 I.7o.P.131 P (10a.)	 2557
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Código Fiscal de la Federación, artículo 17-K.—Véa-
se: "NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. LA REGLA 
2.2.7. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA 2017, AL PERMITIR ESA FORMA DE COMU-
NICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES DE LA AUTO-
RIDAD CUANDO EL CONTRIBUYENTE NO REGISTRE 
ALGÚN CORREO ELECTRÓNICO PARA REALIZAR-
LA MEDIANTE BUZÓN TRIBUTARIO, NO VIOLA LOS 
PRINCIPIOS DE RESERVA Y DE PRIMACÍA DE LA 
LEY."	 VII.2o.A.4 A (10a.)	 2613

Código Fiscal de la Federación, artículo 42, fracción 
II—Véase: "COMPETENCIA PARA CONOCER DEL 
JUICIO DE AMPARO CONTRA EL REQUERIMIENTO 
DE INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN DERIVA
DO DE UNA REVISIÓN DE ESCRITORIO O GABINE-
TE. RECAE EN EL JUEZ DE DISTRITO QUE TENGA 
JURISDICCIÓN EN EL DOMICILIO DE LA AUTORI-
DAD FISCAL ANTE LA CUAL DEBAN PROPORCIO-
NARSE."	 I.1o.A.230 A (10a.)	 2546

Código Fiscal de la Federación, artículo 48, fracción 
II.—Véase: "COMPETENCIA PARA CONOCER DEL 
JUICIO DE AMPARO CONTRA EL REQUERIMIENTO DE 
INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN DERIVADO 
DE UNA REVISIÓN DE ESCRITORIO O GABINETE. 
RECAE EN EL JUEZ DE DISTRITO QUE TENGA JU-
RISDICCIÓN EN EL DOMICILIO DE LA AUTORIDAD 
FISCAL ANTE LA CUAL DEBAN PROPORCIONARSE."	 I.1o.A.230 A (10a.)	 2546

Código Fiscal de la Federación, artículo 69-B.—Véa-
se: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDE
RAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN 
PRELIMINAR QUE CONTIENE LA PRESUNCIÓN DE 
INEXISTENCIA DE OPERACIONES DEL CONTRIBU-
YENTE, A QUE SE REFIERE EL PRIMER PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
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FEDERACIÓN, DADO QUE NO CAUSA AGRAVIO 
EN MATERIA FISCAL. "	 2a./J. 154/2019 (10a.)	 966

Código Fiscal de la Federación, artículo 69-B.—Véa-
se: "NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. LA REGLA 
2.2.7. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA 2017, AL PERMITIR ESA FORMA DE COMU-
NICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES DE LA AUTO-
RIDAD CUANDO EL CONTRIBUYENTE NO REGISTRE 
ALGÚN CORREO ELECTRÓNICO PARA REALIZAR-
LA MEDIANTE BUZÓN TRIBUTARIO, NO VIOLA LOS 
PRINCIPIOS DE RESERVA Y DE PRIMACÍA DE LA 
LEY."	 VII.2o.A.4 A (10a.)	 2613

Código Fiscal de la Federación, artículo 134, frac-
ción III.—Véase: "NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. 
LA REGLA 2.2.7. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA 
FISCAL PARA 2017, AL PERMITIR ESA FORMA DE 
COMUNICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES DE LA 
AUTORIDAD CUANDO EL CONTRIBUYENTE NO RE
GISTRE ALGÚN CORREO ELECTRÓNICO PARA REA
LIZARLA MEDIANTE BUZÓN TRIBUTARIO, NO VIO-
LA LOS PRINCIPIOS DE RESERVA Y DE PRIMACÍA 
DE LA LEY."	 VII.2o.A.4 A (10a.)	 2613

Código Nacional de Procedimientos Penales, ar
tículo 11.—Véase: "AMPLIACIÓN DEL TÉRMINO 
CONSTITUCIONAL. LA INADMISIÓN DE DATOS DE 
PRUEBA AL MINISTERIO PÚBLICO DENTRO DE DI-
CHO PLAZO NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE 
IGUALDAD PROCESAL NI DE CONTRADICCIÓN, 
PUES SU PRÓRROGA SE TRADUCE EN UN DERE-
CHO EN FAVOR DE LA DEFENSA Y EL IMPUTADO 
QUE NO PUEDE OPERAR EN PERJUICIO DE ÉSTOS."	 XXII.P.A.64 P (10a.)	 2447

Código Nacional de Procedimientos Penales, ar
tículo 16.—Véase: "RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL 
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JUEZ DE CONTROL EN EL RECURSO INNOMINA-
DO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. EN 
SU CONTRA ES INNECESARIO AGOTAR MEDIO DE 
DEFENSA ALGUNO, PREVIO A PROMOVER EL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO."	 I.10o.P.33 P (10a.)	 2663

Código Nacional de Procedimientos Penales, ar
tículo 35.—Véase: "SEPARACIÓN DE PROCESOS 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 35 DEL CÓDIGO NA-
CIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. DEBE 
SOLICITARSE ANTES DEL AUTO DE APERTURA A 
JUICIO, Y DECRETARSE HASTA ANTES DE LA AU-
DIENCIA DE JUICIO."	 I.4o.P.34 P (10a.)	 2691

Código Nacional de Procedimientos Penales, ar
tículo 82, fracción I.—Véase: "DEMANDA DE AMPA-
RO INTERPUESTA CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL 
JUEZ DE CONTROL EMITIDA ORALMENTE EN LA 
AUDIENCIA DEL RECURSO INNOMINADO PRE-
VISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIO-
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. AL TENER-
SE EN ESTE ACTO POR NOTIFICADAS LAS PARTES, 
EL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN ES EL GENÉ-
RICO DE QUINCE DÍAS."	 I.9o.P.262 P (10a.)	 2558

Código Nacional de Procedimientos Penales, ar
tículo 134, fracción I.—Véase: "AMPLIACIÓN DEL 
TÉRMINO CONSTITUCIONAL. LA INADMISIÓN DE 
DATOS DE PRUEBA AL MINISTERIO PÚBLICO DEN
TRO DE DICHO PLAZO NO VULNERA LOS PRINCI-
PIOS DE IGUALDAD PROCESAL NI DE CONTRA-
DICCIÓN, PUES SU PRÓRROGA SE TRADUCE EN 
UN DERECHO EN FAVOR DE LA DEFENSA Y EL 
IMPUTADO QUE NO PUEDE OPERAR EN PERJUI-
CIO DE ÉSTOS."	 XXII.P.A.64 P (10a.)	 2447

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
191.—Véase: "RESOLUCIÓN ‘DE MERO TRÁMITE’		
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EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. NO LA 
CONSTITUYE LA DETERMINACIÓN DEL TRIBUNAL 
DE ALZADA DE SUSPENDER EL TRÁMITE DEL RE-
CURSO DE APELACIÓN POR HABERSE DECRETADO 
EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN LA SUSPEN-
SIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO COMO FORMA 
DE SOLUCIÓN ALTERNA."	 I.9o.P.264 P (10a.)	 2662

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
204.—Véase: "PENA IMPUESTA EN EL PROCEDIMIEN
TO ABREVIADO. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL 
DELITO NO PUEDE IMPUGNAR SU PROPORCIO
NALIDAD EN AMPARO DIRECTO."	 1a. IV/2020 (10a.)	 653

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
206.—Véase: "PENA IMPUESTA EN EL PROCEDIMIEN
TO ABREVIADO. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL 
DELITO NO PUEDE IMPUGNAR SU PROPORCIONA
LIDAD EN AMPARO DIRECTO."	 1a. IV/2020 (10a.)	 653

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
211.—Véase: "PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PE
NAL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE 
SE INTERRUMPE POR EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN 
PENAL, QUE DA INICIO SÓLO EN CUALQUIERA DE 
LAS HIPÓTESIS DEFINIDAS EN EL ARTÍCULO 211 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES Y NO CON LA SOLICITUD DE AUDIENCIA 
PARA DIRIMIR LA COMPETENCIA DEL JUEZ DE 
CONTROL."	 VI.2o.P.62 P (10a.)	 2629

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
211, fracción II.—Véase: "SEPARACIÓN DE PROCE
SOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 35 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. DEBE 
SOLICITARSE ANTES DEL AUTO DE APERTURA A 
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JUICIO, Y DECRETARSE HASTA ANTES DE LA 
AUDIENCIA DE JUICIO."	 I.4o.P.34 P (10a.)	 2691

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
219.—Véase: "AMPLIACIÓN DEL TÉRMINO CONSTI
TUCIONAL. LA INADMISIÓN DE DATOS DE PRUEBA 
AL MINISTERIO PÚBLICO DENTRO DE DICHO 
PLAZO NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE IGUAL-
DAD PROCESAL NI DE CONTRADICCIÓN, PUES SU 
PRÓRROGA SE TRADUCE EN UN DERECHO EN 
FAVOR DE LA DEFENSA Y EL IMPUTADO QUE 
NO PUEDE OPERAR EN PERJUICIO DE ÉSTOS."	 XXII.P.A.64 P (10a.)	 2447

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
258.—Véase: "DEMANDA DE AMPARO INTERPUES
TA CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CON-
TROL EMITIDA ORALMENTE EN LA AUDIENCIA DEL 
RECURSO INNOMINADO PREVISTO EN EL AR
TÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE
DIMIENTOS PENALES. AL TENERSE EN ESTE ACTO 
POR NOTIFICADAS LAS PARTES, EL PLAZO PARA 
SU PRESENTACIÓN ES EL GENÉRICO DE QUINCE 
DÍAS."	 I.9o.P.262 P (10a.)	 2558

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
258.—Véase: "IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO POR NO AGOTAR EL RECURSO PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. NO SE ACTUALIZA 
SI LOS ACTOS DE OMISIÓN O DECISIONES RE
CLAMADAS DEL MINISTERIO PÚBLICO, EMA-
NAN DEL TRÁMITE DE UNA AVERIGUACIÓN PREVIA 
QUE DEBA LLEVARSE CONFORME AL PROCE
DIMIENTO ANTERIOR, Y NO DE UNA CARPETA DE 
INVESTIGACIÓN."	 II.2o.P.88 P (10a.)	 2583

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
258.—Véase: "RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL JUEZ 
DE CONTROL EN EL RECURSO INNOMINADO 
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PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIO
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. EN SU CON
TRA ES INNECESARIO AGOTAR MEDIO DE DEFEN-
SA ALGUNO, PREVIO A PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO."	 I.10o.P.33 P (10a.)	 2663

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
314.—Véase: "AMPLIACIÓN DEL TÉRMINO CONS
TITUCIONAL. LA INADMISIÓN DE DATOS DE PRUE-
BA AL MINISTERIO PÚBLICO DENTRO DE DICHO 
PLAZO NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE IGUAL-
DAD PROCESAL NI DE CONTRADICCIÓN, PUES 
SU PRÓRROGA SE TRADUCE EN UN DERECHO EN 
FAVOR DE LA DEFENSA Y EL IMPUTADO QUE 
NO PUEDE OPERAR EN PERJUICIO DE ÉSTOS."	 XXII.P.A.64 P (10a.)	 2447

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
316.—Véase: "RECLASIFICACIÓN DE LOS HECHOS 
MATERIA DE LA IMPUTACIÓN MINISTERIAL. ANTES 
DE RESOLVER LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL IMPU
TADO, EL JUEZ DE CONTROL DEBE PERMITIRLE 
EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA ADECUADA 
RESPECTO A ÉSTA (INTERPRETACIÓN CONFORME 
DEL ARTÍCULO 316, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓ
DIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES)."	 I.9o.P.265 P (10a.)	 2649

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
327, fracción VI.—Véase: "PRESCRIPCIÓN DE LA 
ACCIÓN PENAL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA 
QUE OPERE SE INTERRUMPE POR EL EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN PENAL, QUE DA INICIO SÓLO EN 
CUALQUIERA DE LAS HIPÓTESIS DEFINIDAS EN EL 
ARTÍCULO 211 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PRO-
CEDIMIENTOS PENALES Y NO CON LA SOLICITUD 
DE AUDIENCIA PARA DIRIMIR LA COMPETEN
CIA DEL JUEZ DE CONTROL."	 VI.2o.P.62 P (10a.)	 2629

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
337.—Véase: "AMPLIACIÓN DEL TÉRMINO CONS-
TITUCIONAL. LA INADMISIÓN DE DATOS DE PRUEBA 
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AL MINISTERIO PÚBLICO DENTRO DE DICHO PLAZO 
NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD 
PROCESAL NI DE CONTRADICCIÓN, PUES SU PRÓ
RROGA SE TRADUCE EN UN DERECHO EN FAVOR 
DE LA DEFENSA Y EL IMPUTADO QUE NO PUEDE 
OPERAR EN PERJUICIO DE ÉSTOS."	 XXII.P.A.64 P (10a.)	 2447

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
344.—Véase: "SEPARACIÓN DE PROCESOS PRE-
VISTA EN EL ARTÍCULO 35 DEL CÓDIGO NACIO-
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. DEBE 
SOLICITARSE ANTES DEL AUTO DE APERTURA A 
JUICIO, Y DECRETARSE HASTA ANTES DE LA AU-
DIENCIA DE JUICIO."	 I.4o.P.34 P (10a.)	 2691

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
403, fracción IX.—Véase: "RECURSO DE APELACIÓN 
EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATO-
RIO. SI EL TRIBUNAL DE ALZADA REVOCA LA SEN-
TENCIA ABSOLUTORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE 
POR ACREDITADOS EL DELITO Y LA RESPONSABI-
LIDAD PENAL DEL PROCESADO, DEBE REASUMIR 
JURISDICCIÓN PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVI
DUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES Y LA REPARA-
CIÓN DEL DAÑO, SIEMPRE QUE ANTE EL ÓRGANO 
DE ENJUICIAMIENTO SE HUBIEREN DESAHOGADO 
LOS MEDIOS DE PRUEBA RELATIVOS."	 I.9o.P.267 P (10a.)	 2650

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
485, fracción VII.—Véase: "PRESCRIPCIÓN DE LA 
ACCIÓN PENAL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA 
QUE OPERE SE INTERRUMPE POR EL EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN PENAL, QUE DA INICIO SÓLO EN 
CUALQUIERA DE LAS HIPÓTESIS DEFINIDAS EN EL 
ARTÍCULO 211 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PRO-
CEDIMIENTOS PENALES Y NO CON LA SOLICITUD 
DE AUDIENCIA PARA DIRIMIR LA COMPETEN
CIA DEL JUEZ DE CONTROL."	 VI.2o.P.62 P (10a.)	 2629

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 
485, fracción X.—Véase: "RESOLUCIÓN ‘DE MERO 
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TRÁMITE’ EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. 
NO LA CONSTITUYE LA DETERMINACIÓN DEL TRI-
BUNAL DE ALZADA DE SUSPENDER EL TRÁMITE 
DEL RECURSO DE APELACIÓN POR HABERSE DE-
CRETADO EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN LA 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO COMO 
FORMA DE SOLUCIÓN ALTERNA."	 I.9o.P.264 P (10a.)	 2662

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículos 
20 a 29.—Véase: "PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
PENAL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE 
SE INTERRUMPE POR EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN 
PENAL, QUE DA INICIO SÓLO EN CUALQUIERA DE 
LAS HIPÓTESIS DEFINIDAS EN EL ARTÍCULO 211 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PE
NALES Y NO CON LA SOLICITUD DE AUDIENCIA 
PARA DIRIMIR LA COMPETENCIA DEL JUEZ DE 
CONTROL."	 VI.2o.P.62 P (10a.)	 2629

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículos 
32 y 33.—Véase: "SEPARACIÓN DE PROCESOS PRE
VISTA EN EL ARTÍCULO 35 DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES. DEBE SOLICI
TARSE ANTES DEL AUTO DE APERTURA A JUICIO, Y 
DECRETARSE HASTA ANTES DE LA AUDIENCIA DE 
JUICIO."	 I.4o.P.34 P (10a.)	 2691

Código Nacional de Procedimientos Penales, artículos 
465 y 466.—Véase: "RESOLUCIÓN ‘DE MERO TRÁ
MITE’ EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. NO 
LA CONSTITUYE LA DETERMINACIÓN DEL TRIBU-
NAL DE ALZADA DE SUSPENDER EL TRÁMITE DEL 
RECURSO DE APELACIÓN POR HABERSE DECRE-
TADO EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN LA SUS
PENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO COMO 
FORMA DE SOLUCIÓN ALTERNA."	 I.9o.P.264 P (10a.)	 2662

Código Procesal Civil de Guerrero, artículo 392, frac
ción III.—Véase: "SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. 



3126

	 Número de identificación	 Pág.

ENERO 2020

LA DICTADA EN PRIMERA INSTANCIA ADMITE 
EJECUCIÓN FORZOSA Y PROVISIONAL, POR TRA
TARSE DE UNA RESOLUCIÓN CAUTELAR, AUN
QUE EN SU CONTRA SE INTERPONGA RECURSO 
DE APELACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
GUERRERO)."	 XXI.3o.C.T.7 C (10a.)	 2689

Código Procesal Civil de Guerrero, artículo 416, frac-
ción II.—Véase: "SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. 
LA DICTADA EN PRIMERA INSTANCIA ADMITE EJE
CUCIÓN FORZOSA Y PROVISIONAL, POR TRATARSE 
DE UNA RESOLUCIÓN CAUTELAR, AUNQUE EN SU 
CONTRA SE INTERPONGA RECURSO DE APELA-
CIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO)."	 XXI.3o.C.T.7 C (10a.)	 2689

Código Procesal Civil de Guerrero, artículo 417, frac-
ción I.—Véase: "SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. LA 
DICTADA EN PRIMERA INSTANCIA ADMITE EJE-
CUCIÓN FORZOSA Y PROVISIONAL, POR TRATARSE 
DE UNA RESOLUCIÓN CAUTELAR, AUNQUE EN SU 
CONTRA SE INTERPONGA RECURSO DE APELA-
CIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO)."	 XXI.3o.C.T.7 C (10a.)	 2689

Código Procesal Civil de Guerrero, artículo 418.—
Véase: "SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. LA DIC-
TADA EN PRIMERA INSTANCIA ADMITE EJECUCIÓN 
FORZOSA Y PROVISIONAL, POR TRATARSE DE 
UNA RESOLUCIÓN CAUTELAR, AUNQUE EN SU 
CONTRA SE INTERPONGA RECURSO DE APELA-
CIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO)."	 XXI.3o.C.T.7 C (10a.)	 2689

Código Procesal Civil de Guerrero, artículo 566.—
Véase: "SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. LA DIC
TADA EN PRIMERA INSTANCIA ADMITE EJECU-
CIÓN FORZOSA Y PROVISIONAL, POR TRATARSE 
DE UNA RESOLUCIÓN CAUTELAR, AUNQUE EN SU 
CONTRA SE INTERPONGA RECURSO DE APELA-
CIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO)."	 XXI.3o.C.T.7 C (10a.)	 2689
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Código Procesal Civil de Guerrero, artículos 367 y 
368.—Véase: "SENTENCIA SOBRE ALIMENTOS. LA 
DICTADA EN PRIMERA INSTANCIA ADMITE EJE-
CUCIÓN FORZOSA Y PROVISIONAL, POR TRATARSE 
DE UNA RESOLUCIÓN CAUTELAR, AUNQUE EN 
SU CONTRA SE INTERPONGA RECURSO DE APELA
CIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO)."	 XXI.3o.C.T.7 C (10a.)	 2689

Condiciones Generales de Trabajo del Poder Judicial 
de Guanajuato, artículo 2.—Véase: "TRABAJADO-
RES DE CONFIANZA DEL PODER JUDICIAL DEL 
ESTADO DE GUANAJUATO. CONFORME A LAS 
CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO, TIENEN 
DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO."	 XVI.2o.T.10 L (10a.)	 2711

Condiciones Generales de Trabajo del Poder Judicial 
de Guanajuato, artículo 6.—Véase: "TRABAJADO
RES DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE GUA-
NAJUATO. LOS MEDIADORES Y CONCILIADORES 
ADSCRITOS AL CENTRO DE JUSTICIA ALTERNATIVA, 
TIENEN LA CATEGORÍA DE CONFIANZA."	 XVI.2o.T.11 L (10a.)	 2714

Condiciones Generales de Trabajo del Poder Judicial 
de Guanajuato, artículos 5 y 6.—Véase: "TRABA-
JADORES DE CONFIANZA DEL PODER JUDICIAL 
DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CONFORME A LAS 
CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO, TIENEN 
DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO."	 XVI.2o.T.10 L (10a.)	 2711

Condiciones Generales de Trabajo del Poder Judicial 
de Guanajuato, artículos 19 y 20.—Véase: "TRABA-
JADORES DE CONFIANZA DEL PODER JUDICIAL 
DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CONFORME A LAS 
CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO, TIENEN 
DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO."	 XVI.2o.T.10 L (10a.)	 2711

Condiciones Generales de Trabajo del Poder Judicial 
de Guanajuato, artículos 38 y 39.—Véase: "TRABA-
JADORES DE CONFIANZA DEL PODER JUDICIAL 
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DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CONFORME A LAS 
CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO, TIENEN 
DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO."	 XVI.2o.T.10 L (10a.)	 2711

Constitución Política de la Ciudad de México, artículo 
13, apartado B.—Véase: "OPERACIÓN DE MERCA-
DOS MÓVILES EN LA MODALIDAD DE TIANGUIS, 
BAZARES Y COMPLEMENTARIOS EN LA CIUDAD 
DE MÉXICO. EL ARTÍCULO 10, NUMERAL 29 Y SE
GUNDO PÁRRAFO, DE LOS LINEAMIENTOS RELA-
TIVOS, AL ESTABLECER COMO UNO DE LOS GIROS 
COMERCIALES LAS MASCOTAS DOMÉSTICAS Y 
ACUARIOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE SUBORDINA-
CIÓN JERÁRQUICA."	 I.5o.A.16 A (10a.)	 2620

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 1o.—Véase: "INFORME JUSTIFICADO 
EN AMPARO DIRECTO. EL PLAZO DE CINCO DÍAS 
QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE TIENE PARA 
RENDIRLO, COMIENZA A PARTIR DEL DÍA SIGUIEN-
TE AL DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA."	 P./J. 18/2019 (10a.)	 8

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 1o.—Véase: "RETENCIÓN DE BIENES. LOS 
INTEGRANTES DEL SISTEMA BANCARIO MEXICANO 
DEBEN OTORGAR GARANTÍA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 1175, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE CO
MERCIO, PARA RESPONDER DE LOS POSIBLES 
DAÑOS Y PERJUICIOS QUE DICHA MEDIDA PRE-
CAUTORIA PUEDA OCASIONAR AL DEUDOR."	 PC.I.C. J/101 C (10a.)	 1933

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica
nos, artículo 1o.—Véase: "SEPARACIÓN ILEGAL DE 
UNA TRABAJADORA DE CONFIANZA AL SERVICIO 
DEL ESTADO MOTIVADA POR SU CONDICIÓN DE 
EMBARAZO. AL CONSTITUIR UNA DISCRIMINACIÓN 
POR RAZÓN DE GÉNERO, DA LUGAR A LA INDEM
NIZACIÓN COMO MEDIDA DE REPARACIÓN."	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 2o., apartado A, fracción II.—Véase: 
"AUTORIDADES RESPONSABLES PARA EFECTOS 
DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. 
LO SON LAS AUTORIDADES TRADICIONALES 
DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS DEL 
ESTADO DE JALISCO."	 III.5o.A.18 K (10a.)	 2482

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 4o.—Véase: "DERECHO HUMANO A LA 
CULTURA FÍSICA Y A LA PRÁCTICA DEL DEPORTE. 
EN SU EJERCICIO DEBEN OBSERVARSE BASES 
ÉTICAS, EN PRO DE LA DIGNIDAD, INTEGRIDAD, 
IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN."	 XVII.2o.C.T.1 CS (10a.)	 2563

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 4o.—Véase: "INTERÉS SUPERIOR DEL 
MENOR. DICHO PRINCIPIO NO PUEDE SERVIR 
DE MEDIDA IDÓNEA PARA RESTRINGIR A LA 
MADRE LA GUARDA Y CUSTODIA, POR DEDICARSE 
COMO FORMA DE TRABAJO A LA PROSTITUCIÓN."	 VII.2o.C.219 C (10a.)	 2593

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 4o.—Véase: "JUICIO DE AMPARO IN
DIRECTO. PROCEDE CONTRA LA NEGATIVA DEL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL A 
PRESTAR EL SERVICIO MÉDICO A UNA TRABAJA-
DORA DURANTE SU EMBARAZO, BAJO EL AR
GUMENTO DE QUE FUE DADA DE BAJA POR 
SU PATRÓN, CON LA FINALIDAD DE QUE AQUÉL SE 
EXTIENDA PARA EL CASO DE URGENCIA Y, SEGÚN 
EL GRADO DE GRAVIDEZ PRESENTADO, SE LE CA
NALICE A UNA INSTITUCIÓN DE SALUD PÚBLICA 
DIVERSA EN LA QUE SE CONTINÚE SU ATENCIÓN."	 V.1o.P.A.8 A (10a.)	 2599

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 4o.—Véase: "PENSIÓN COMPENSA
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TORIA. PROCEDE DEMANDARLA EN JUICIO AUTÓ
NOMO AL DE DIVORCIO CUANDO NO EXISTE 
COSA JUZGADA."	 VII.2o.C.213 C (10a.)	 2623

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 4o.—Véase: "PENSIÓN POR CAUSA DE 
MUERTE. EL ARTÍCULO 131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA 
PARTE, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD 
Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 
DEL ESTADO, AL NO CONSIDERAR PARA TENER DE
RECHO A ESE BENEFICIO A FAMILIARES SUSCEP-
TIBLES DE PROTECCIÓN QUE HUBIESEN DEPEN-
DIDO ECONÓMICAMENTE DEL TRABAJADOR O 
PENSIONADO FALLECIDO, DISTINTOS DE SUS 
ASCENDIENTES, VIOLA LOS PRINCIPIOS CONSTITU
CIONALES DE SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL."	 I.7o.A.175 A (10a.)	 2626

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 4o.—Véase: "SISTEMA DE ATENCIÓN 
MÉDICA DE URGENCIAS (SAMU) EN EL ESTADO 
DE JALISCO. LA OMISIÓN DE ESTABLECER PRO-
TOCOLOS, POLÍTICAS PÚBLICAS Y CONTROLES 
PARA GARANTIZAR QUE LA COMUNICACIÓN CON 
EL PERSONAL MÉDICO SEA DESDE EL LUGAR DEL 
EVENTO, INFRINGE LA LEX ARTIS MÉDICA PARA 
HERIDOS POR ARMA DE FUEGO, LO QUE PUEDE 
GENERAR RESPONSABILIDAD CIVIL SUBJETIVA 
EXTRACONTRACTUAL."	 III.1o.C.30 C (10a.)	 2694

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 6o.—Véase: "AMPARO INDIRECTO. 
PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DICTADO EN UN 
JUICIO CIVIL QUE ADMITE LA PRUEBA DE INFOR
ME DE INSTITUCIÓN MÉDICA OFRECIDA POR LA 
CONTRAPARTE DEL QUEJOSO, PARA QUE AQUÉ-
LLA REMITA COPIA DEL EXPEDIENTE CLÍNICO DEL 
HIJO FINADO DE ÉSTE, AL CONSTITUIR UN ACTO 
DE IMPOSIBLE REPARACIÓN."	 V.3o.C.T.10 K (10a.)	 2445

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 6o.—Véase: "DERECHO A LA INFOR-
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MACIÓN. LA RELACIÓN CON SUS LÍMITES CONSTI
TUCIONALES NO DEBE PLANTEARSE EN TÉRMINOS 
ABSOLUTOS."	 P. II/2019 (10a.)	 561

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 6o.—Véase: "INDUSTRIA ELÉCTRICA. EL 
ARTÍCULO 161 DE LA LEY RELATIVA, AL DISPONER 
LA PUBLICACIÓN EN INTERNET DE DETERMINADA 
INFORMACIÓN, TIENE UN FIN CONSTITUCIONAL
MENTE VÁLIDO."	 2a. LXXVII/2019 (10a.)	 1072

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 8o.—Véase: "AMPARO INDIRECTO. LA 
OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA PE-
TICIÓN FORMULADA POR EL JUSTICIABLE RECLA-
MADA EN EL JUICIO RELATIVO, NO CONFIGURA 
UNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPRO
CEDENCIA DEL JUICIO."	 PC.III.P. J/21 P (10a.)	 1256

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 8o.—Véase: "COMPETENCIA POR TERRI
TORIO PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PE
TICIÓN, EN EL QUE SE RECLAMA LA RESPUESTA 
INCONGRUENTE DE LA AUTORIDAD MINISTERIAL 
CON LO SOLICITADO, EN RELACIÓN CON LA DEVO
LUCIÓN DE UN INMUEBLE ASEGURADO. AL TRA-
TARSE DE UN ACTO DE NATURALEZA POSITIVA 
SIN EJECUCIÓN MATERIAL, SE SURTE A FAVOR 
DEL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA JURISDICCIÓN 
SE PRESENTÓ LA DEMANDA."	 I.9o.P.260 P (10a.)	 2548

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 8o.—Véase: "JUICIO DE AMPARO PRO
MOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETI-
CIÓN. NO PROCEDE ANALIZAR SI LA RESPUESTA 
DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
(IMSS) A UNA SOLICITUD QUE SE LE FORMULÓ 
COMO ENTE ASEGURADOR, ES CONGRUENTE O 
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NO CON LO SOLICITADO [APLICACIÓN DE LA JURIS
PRUDENCIA 2a./J. 66/2016 (10a.)]."	 VI.1o.A.54 K (10a.)	 2601

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 8o.—Véase: "SENTENCIA DE AMPARO 
POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN. FORMA 
EN QUE DEBE PROCEDER EL JUZGADOR PARA 
LOGRAR SU CUMPLIMIENTO CUANDO LA RES
PONSABLE ALEGUE IMPOSIBILIDAD POR CASO 
FORTUITO."	 I.20o.A.40 A (10a.)	 2674

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 13.—Véase: "ARRESTO COMO CORREC
TIVO DISCIPLINARIO EN EL EJÉRCITO Y FUERZA 
AÉREA MEXICANOS. ES INNECESARIO OTORGAR 
EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA AL IMPO
NERLO, DADO EL RÉGIMEN DE SUJECIÓN ESPE-
CIAL AL QUE SE ENCUENTRAN SUJETOS LOS 
INTEGRANTES DE LAS FUERZAS ARMADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 14.—Véase: "AMPARO INDIRECTO. LA 
OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA 
PETICIÓN FORMULADA POR EL JUSTICIABLE RE-
CLAMADA EN EL JUICIO RELATIVO, NO CONFI
GURA UNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO."	 PC.III.P. J/21 P (10a.)	 1256

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 14.—Véase: "APLICACIÓN RETROAC-
TIVA DE LA LEY EN BENEFICIO. ACORDE CON ESTE 
PRINCIPIO, LAS CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES 
DE UN ILÍCITO NO PUEDEN SER OBJETO DE VALO-
RACIÓN PARA INDIVIDUALIZAR LA PENA, CUANDO 
HAYAN SIDO SUPRIMIDAS DE LA NORMA SUS-
TANTIVA PENAL, COMO ES EL CASO DE LA CALIFI-
CATIVA ‘A BORDO DE VEHÍCULO’ EN EL DELITO DE 
SECUESTRO."	 I.9o.P.263 P (10a.)	 2448
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 14.—Véase: "ARRESTO ADMINISTRA-
TIVO COMO SANCIÓN POR CONDUCIR EN ES
TADO DE EBRIEDAD. AL PRETENDER IMPONERLO 
EL JUEZ CALIFICADOR DEBE RESPETAR EL DE
RECHO DE AUDIENCIA PREVIA DEL PROBABLE 
INFRACTOR."	 P./J.  19/2019 (10a.)	 6

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 14.—Véase: "CONFIANZA LEGÍTIMA. SU 
APLICACIÓN EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO 
RESPECTO DE ACTOS LEGISLATIVOS."	 2a./J. 4/2020 (10a.)	 869

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 14.—Véase: "COSA JUZGADA. LA PRES
CRIPCIÓN DE LA ACCIÓN ACTUALIZA, EXCEPCIO-
NALMENTE, DICHA INSTITUCIÓN JURÍDICA."	 VII.2o.C.68 K (10a.)	 2555

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 14.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA ELE-
MENTOS OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 
MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDADES 
DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA 
PARA EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO SE 
TRATE DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN 
UN REGLAMENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 14.—Véase: "PRUEBAS EN EL JUICIO 
LABORAL. EL ARTÍCULO 885, PRIMER PÁRRAFO, 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL ESTABLE-
CER LA SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO TÁCITO 
ANTE LA OMISIÓN DE LAS PARTES DE PRONUN-
CIARSE RESPECTO DE LA VISTA OTORGADA CON 
MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN DEL SECRETARIO DE 
QUE YA NO QUEDAN PRUEBAS POR DESAHOGAR, 
NO VIOLA LOS DERECHOS HUMANOS AL DEBIDO 
PROCESO Y A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 
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(TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE 
MAYO DE 2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 16.—Véase: "AMPARO INDIRECTO. 
PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DICTADO EN UN 
JUICIO CIVIL QUE ADMITE LA PRUEBA DE INFOR-
ME DE INSTITUCIÓN MÉDICA OFRECIDA POR LA 
CONTRAPARTE DEL QUEJOSO, PARA QUE AQUÉ-
LLA REMITA COPIA DEL EXPEDIENTE CLÍNICO DEL 
HIJO FINADO DE ÉSTE, AL CONSTITUIR UN ACTO 
DE IMPOSIBLE REPARACIÓN."	 V.3o.C.T.10 K (10a.)	 2445

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 16.—Véase: "FACULTADES DE VERI
FICACIÓN DE LA SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN 
PÚBLICA. EL ARTÍCULO 125 DEL REGLAMENTO DE 
LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y 
SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO, AL PREVER QUE 
DICHA DEPENDENCIA PODRÁ INICIAR ‘EN CUAL
QUIER TIEMPO’ INTERVENCIONES DE OFICIO, VIOLA 
EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA."	 2a. LXXIX/2019 (10a.)	 1072

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 16.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE RES
PONSABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA ELE-
MENTOS OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 
MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDADES 
DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA 
PARA EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO SE 
TRATE DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN 
UN REGLAMENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "ALEGATOS EN EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO. DEBEN ATENDERSE CUANDO 
LA QUEJOSA LOS HACE VALER Y ESTÁN ENCAMI-
NADOS A CONTROVERTIR LAS CONSIDERACIONES 
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PROPUESTAS EN EL PROYECTO DE SENTENCIA 
EN EL QUE SE ABORDAN TEMAS DE CONTROL 
CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL, DERIVA-
DAS DE LA PUBLICIDAD DADA A DICHO PROYEC-
TO."	 I.16o.T.19 K (10a.)	 2444

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "AMPARO INDIRECTO. LA 
OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA PE-
TICIÓN FORMULADA POR EL JUSTICIABLE RECLA
MADA EN EL JUICIO RELATIVO, NO CONFIGURA 
UNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPRO
CEDENCIA DEL JUICIO."	 PC.III.P. J/21 P (10a.)	 1256

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "AMPARO PROMOVIDO 
POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN. SI EL 
QUEJOSO OPTÓ POR AMPLIAR SU DEMANDA 
EN CONTRA DE LA RESPUESTA EMITIDA POR LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE DURANTE EL TRÁMITE 
DEL JUICIO, ES INNECESARIO AGOTAR EL PRINCI-
PIO DE DEFINITIVIDAD RESPECTO DE DICHO ACTO."	 P./J. 15/2019 (10a.)	 5

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "CADUCIDAD DE LA INSTAN
CIA O PERENCIÓN. LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 
373 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES, PARA SER CONFORME CON EL ARTÍCULO 
17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, EN CUANTO 
AL DERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFEC
TIVA –EN SU VERTIENTE DE ACCESO A LA JUSTI-
CIA–, DEBE INTERPRETARSE EN EL SENTIDO DE 
QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL, PREVIO A LA 
CONCLUSIÓN DEL LAPSO AHÍ ESTABLECIDO, 
DEBERÁ PREVENIR AL INTERESADO PARA QUE 
EN UN PLAZO QUE CONSIDERE PRUDENTE CUM-
PLA CON SU CARGA PROCESAL, CON EL APERCI-
BIMIENTO DE QUE, EN CASO DE INCUMPLIMIENTO, 
SE DECRETARÁ AQUÉLLA."	 I.3o.C.361 C (10a.)	 2541
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "EXCEPCIÓN AL PRINCI
PIO DE DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO. EL ARTÍCULO 171, PÁRRAFO SEGUNDO, 
DE LA LEY DE LA MATERIA QUE LA ESTABLECE 
POR CONDICIONES DE POBREZA O MARGINA-
CIÓN, ES ACORDE CON LAS BASES CONSTITUCIO
NALES QUE RIGEN EL JUICIO DE AMPARO Y 
RAZONABLE DENTRO DEL PARÁMETRO DE REGU
LARIDAD CONSTITUCIONAL."	 1a. IX/2020 (10a.)	 648

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "INFORME JUSTIFICADO 
EN AMPARO DIRECTO. EL PLAZO DE CINCO DÍAS 
QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE TIENE PARA 
RENDIRLO, COMIENZA A PARTIR DEL DÍA SIGUIEN
TE AL DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA."	 P./J. 18/2019 (10a.)	 8

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "INTERÉS LEGÍTIMO. NO 
PUEDE ADUCIRSE PARA IDENTIFICAR AL TERCERO 
INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO."	 P./J. 17/2019 (10a.)	 9

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "RESOLUCIÓN EMITIDA 
POR EL JUEZ DE CONTROL EN EL RECURSO INNO
MINADO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓ-
DIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 
EN SU CONTRA ES INNECESARIO AGOTAR MEDIO 
DE DEFENSA ALGUNO, PREVIO A PROMOVER EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO."	 I.10o.P.33 P (10a.)	 2663

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "RETENCIÓN DE BIENES. LOS 
INTEGRANTES DEL SISTEMA BANCARIO MEXI
CANO DEBEN OTORGAR GARANTÍA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 1175, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, PARA RESPONDER DE LOS POSIBLES 
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DAÑOS Y PERJUICIOS QUE DICHA MEDIDA PRE-
CAUTORIA PUEDA OCASIONAR AL DEUDOR."	 PC.I.C. J/101 C (10a.)	 1933

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "SEPARACIÓN DE PRO-
CESOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 35 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. DEBE 
SOLICITARSE ANTES DEL AUTO DE APERTURA 
A JUICIO, Y DECRETARSE HASTA ANTES DE LA 
AUDIENCIA DE JUICIO."	 I.4o.P.34 P (10a.)	 2691

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "SOBRESEIMIENTO POR 
DESISTIMIENTO TANTO DE LA DEMANDA DE AM-
PARO COMO DEL RECURSO DE REVISIÓN Y RATI-
FICADO JUDICIALMENTE. PARA DECRETARLO ES 
INNECESARIO OTORGAR AL QUEJOSO LA VISTA 
A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA."	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17.—Véase: "TUTELA JURISDICCIONAL 
EFECTIVA. DIFERENCIAS ENTRE EL DERECHO A 
RECURRIR UN FALLO ANTE UNA INSTANCIA SU
PERIOR Y EL DE ACCEDER A UN RECURSO ADE
CUADO Y EFECTIVO."	 1a./J. 8/2020 (10a.)	 589

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17 (D.O.F. 18-VI-2008).—Véase: "INCI-
DENTE DE FALSEDAD DE FIRMA DEL ESCRITO 
ACLARATORIO DE LA DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO. DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE 
EL AUTO QUE RECAE A LA PROMOCIÓN POR LA 
QUE EL PROMOVENTE, ANTES DEL VENCIMIENTO 
DEL PLAZO OTORGADO, PRETENDE DESAHOGAR 
LA PREVENCIÓN PARA EL OFRECIMIENTO DE LA 
PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPIA, SIN CUM-
PLIR CON LOS REQUISITOS RESPECTIVOS."	 XVII.1o.C.T.46 K (10a.)	 2588
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17 (D.O.F. 18-VI-2008).—Véase: "INCI-
DENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN MA
TERIA LABORAL. SU PROMOCIÓN NO SUSPENDE 
EL PROCEDIMIENTO."	 (XI Región)1o.7 L (10a.)	 2590

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17 (D.O.F. 18-VI-2008).—Véase: "JUICIO 
DE INTERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA DILA-
CIÓN INEXCUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO SE 
TRATA DE ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE 
DECRETAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON 
EFECTOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS."	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17 (D.O.F. 18-VI-2008).—Véase: "ME
CANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CON-
TROVERSIAS EN MATERIA CIVIL. SI UNA DE LAS 
PARTES NO ACUDE A ELLOS A PESAR DE HABER 
SIDO NOTIFICADA DE SU INICIACIÓN, ESTO NO SIG
NIFICA LA PÉRDIDA DEL DERECHO DE ACUDIR A 
LA JUSTICIA FORMAL."	 I.3o.C.427 C (10a.)	 2607

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 17 (D.O.F. 18-VI-2008).—Véase: "ME
CANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CON-
TROVERSIAS EN MATERIA DE PROTECCIÓN AL 
CONSUMIDOR. SI LAS PARTES PACTAN QUE 
DEBEN AGOTARSE ANTES DE ACUDIR A LOS TRI
BUNALES COMPETENTES, DEBE PREVALECER EL 
ACUERDO DE VOLUNTADES."	 I.3o.C.426 C (10a.)	 2608

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 19.—Véase: "AMPLIACIÓN DEL TÉR-
MINO CONSTITUCIONAL. LA INADMISIÓN DE 
DATOS DE PRUEBA AL MINISTERIO PÚBLICO 
DENTRO DE DICHO PLAZO NO VULNERA LOS 
PRINCIPIOS DE IGUALDAD PROCESAL NI DE CON-
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TRADICCIÓN, PUES SU PRÓRROGA SE TRADUCE 
EN UN DERECHO EN FAVOR DE LA DEFENSA Y EL 
IMPUTADO QUE NO PUEDE OPERAR EN PERJUI-
CIO DE ÉSTOS."	 XXII.P.A.64 P (10a.)	 2447

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 20.—Véase: "PRUEBA PERICIAL EN EL 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO. DEBE VALORARSE 
CON BASE EN LO MANIFESTADO POR EL PERITO 
EN LA AUDIENCIA DE JUICIO ORAL, PRODUCTO DEL 
INTERROGATORIO Y CONTRAINTERROGATORIO 
QUE REALICEN LAS PARTES, Y NO CON LA VER-
SIÓN ESCRITA DEL DICTAMEN RESPECTIVO (LEGIS
LACIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA)."	 XVII.2o.6 P (10a.)	 2640

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 20, apartado C.—Véase: "PENA IM
PUESTA EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA 
VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO NO PUEDE 
IMPUGNAR SU PROPORCIONALIDAD EN AM
PARO DIRECTO."	 1a. IV/2020 (10a.)	 653

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 20, apartado C, fracción VII.—Véase: 
"IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO POR 
NO AGOTAR EL RECURSO PREVISTO EN EL AR
TÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE
DIMIENTOS PENALES. NO SE ACTUALIZA SI LOS 
ACTOS DE OMISIÓN O DECISIONES RECLAMA-
DAS DEL MINISTERIO PÚBLICO, EMANAN DEL TRÁ
MITE DE UNA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE DEBA 
LLEVARSE CONFORME AL PROCEDIMIENTO ANTE
RIOR, Y NO DE UNA CARPETA DE INVESTIGACIÓN."	 II.2o.P.88 P (10a.)	 2583

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 21.—Véase: "ARRESTO ADMINISTRA-
TIVO COMO SANCIÓN POR CONDUCIR EN ESTADO 
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DE EBRIEDAD. AL PRETENDER IMPONERLO EL JUEZ 
CALIFICADOR DEBE RESPETAR EL DERECHO DE 
AUDIENCIA PREVIA DEL PROBABLE INFRACTOR."	 P./J.  19/2019 (10a.)	 6

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 21.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA 
ELEMENTOS OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚ
BLICA MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMA-
LIDADES DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD 
PÚBLICA PARA EL ESTADO DE JALISCO, AUN 
CUANDO SE TRATE DE ACTOS U OMISIONES PRE
VISTOS EN UN REGLAMENTO MUNICIPAL EN LA 
MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 25.—Véase: "IMPUESTO PREDIAL. EL 
ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, PENÚLTIMO PÁRRAFO, 
DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUA-
DALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 
2019, AL ESTABLECER UNA SOBRETASA PARA SU 
PAGO TRATÁNDOSE DE PREDIOS BALDÍOS, VIOLA 
EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA."	 III.1o.A.52 A (10a.)	 2587

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 30, inciso A, fracción II.—Véase: "NA-
CIONALIDAD MEXICANA POR NACIMIENTO. EL 
ARTÍCULO 30, INCISO A, FRACCIÓN II, DE LA CONS-
TITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS NO ES EXTENSIVO A SUPUESTOS NO 
PREVISTOS EXPRESAMENTE."	 2a./J. 167/2019 (10a.)	 995

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 31, fracción IV.—Véase: "COMPENSA-
CIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 25, 
FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, 
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NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE 
LOS DERECHOS HUMANOS."	 2a./J. 5/2020 (10a.)	 865

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 31, fracción IV.—Véase: "IMPUESTO 
PARA EL FOMENTO DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA 
EN EL ESTADO DE DURANGO. LOS ARTÍCULOS 13 
A 18 DE LA LEY DE HACIENDA DE LA ENTIDAD, AL 
ESTABLECER COMO BASE GRAVABLE EL IMPOR-
TE DE LOS PAGOS DE OTRAS CONTRIBUCIONES 
LOCALES, VIOLAN EL PRINCIPIO DE PROPORCIO-
NALIDAD TRIBUTARIA Y, EN CONSECUENCIA, OPERA 
LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE RES-
PECTO DE SU ACTO DE APLICACIÓN, AUN CUANDO 
SE TRATE DEL SEGUNDO O ULTERIOR [APLICABI-
LIDAD DE LA JURISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 
126/2013 (10a.)]."	 XXV.3o.4 A (10a.)	 2584

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 31, fracción IV.—Véase: "IMPUESTO 
PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, 
JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL 
CONTENER UNA TABLA PARA SU CÁLCULO QUE 
PERMITE QUE AL AUMENTAR EN UNA UNIDAD EL 
LÍMITE SUPERIOR DE UN RANGO, LOS CONTRI
BUYENTES QUEDEN COMPRENDIDOS EN EL SI-
GUIENTE, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS 
DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD."	 III.1o.A. J/4 A (10a.)	 2315

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 31, fracción IV.—Véase: "IMPUESTO 
PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA 
LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADA
LAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 
2019, AL ESTABLECER UNA REDUCCIÓN EN SU 
PAGO A LOS PREDIOS RÚSTICOS DESTINADOS 
A FINES AGROPECUARIOS O LOS QUE TENGAN 
USO HABITACIONAL POR PARTE DE SUS PRO
PIETARIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA."	 III.1o.A. J/3 A (10a.)	 2345
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 31, fracción IV.—Véase: "IMPUESTO 
PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, PENÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICI-
PIO DE GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL EJER-
CICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER UNA SOBRE-
TASA PARA SU PAGO TRATÁNDOSE DE PREDIOS 
BALDÍOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA."	 III.1o.A.52 A (10a.)	 2587

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 106.—Véase: "CONFLICTO COMPE-
TENCIAL SUSCITADO ENTRE TRIBUNALES, JUNTAS 
O SALAS LABORALES DE DISTINTA JURISDICCIÓN. 
CORRESPONDE DIRIMIRLO AL TRIBUNAL COLE-
GIADO DE CIRCUITO QUE TENGA JURISDICCIÓN 
SOBRE LA AUTORIDAD QUE PREVINO EN EL CONO
CIMIENTO DEL JUICIO."	 XIII.1o.P.T. J/3 L (10a.)	 2278

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 106.—Véase: "CONFLICTO COMPE-
TENCIAL. ES INEXISTENTE EL PLANTEADO ENTRE 
UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA Y UN ÓRGANO 
JURISDICCIONAL."	 I.5o.A.11 K (10a.)	 2550

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 107.—Véase: "EXCEPCIÓN AL PRINCI
PIO DE DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO. EL ARTÍCULO 171, PÁRRAFO SEGUNDO, 
DE LA LEY DE LA MATERIA QUE LA ESTABLECE POR 
CONDICIONES DE POBREZA O MARGINACIÓN, ES 
ACORDE CON LAS BASES CONSTITUCIONALES 
QUE RIGEN EL JUICIO DE AMPARO Y RAZONABLE 
DENTRO DEL PARÁMETRO DE REGULARIDAD 
CONSTITUCIONAL."	 1a. IX/2020 (10a.)	 648

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 107, fracción I.—Véase: "INTERÉS LE
GÍTIMO. NO PUEDE ADUCIRSE PARA IDENTIFICAR 
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AL TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AM-
PARO."	 P./J. 17/2019 (10a.)	 9

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 107, fracción III.—Véase: "EMPLA-
ZAMIENTO EN EL JUICIO LABORAL. SI EN AM
PARO INDIRECTO SE IMPUGNA SU ILEGALIDAD O 
AUSENCIA ASÍ COMO EL LAUDO RESPECTIVO, 
OSTENTÁNDOSE EL QUEJOSO COMO PERSONA 
EXTRAÑA POR EQUIPARACIÓN, Y EL JUEZ DE DIS-
TRITO DESECHA LA DEMANDA POR ESTIMAR QUE 
NO TIENE ESE CARÁCTER, SÓLO PROCEDE LA ES-
CISIÓN DE LA DEMANDA SI EN ELLA SE EXPRE-
SARON CONCEPTOS DE VIOLACIÓN CONTRA EL 
LAUDO, O POR VIOLACIONES PROCESALES."	 I.11o.T.28 L (10a.)	 2569

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 107, fracción IV.—Véase: "DEFINITIVI
DAD. SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A ESE 
PRINCIPIO RESPECTO DE LA LEY DE JUSTICIA AD-
MINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE SINALOA, AL 
PREVER UN PLAZO MAYOR AL ESTABLECIDO EN 
LA LEY DE AMPARO PARA EL OTORGAMIENTO 
DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL."	 2a./J. 169/2019 (10a.)	 949

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 107, fracción XVI.—Véase: "RECURSO 
DE RECLAMACIÓN. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
EL ACUERDO DEL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO QUE REQUIERE A LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE EL CUMPLIMIENTO 
DE LA EJECUTORIA DICTADA EN EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO."	 P./J. 14/2019 (10a.)	 12

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 107, fracciones I y IV.—Véase: "SO-
BRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE 
LA DEMANDA DE AMPARO COMO DEL RECURSO 
DE REVISIÓN Y RATIFICADO JUDICIALMENTE. 
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PARA DECRETARLO ES INNECESARIO OTORGAR 
AL QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE EL AR-
TÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA 
MATERIA."	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 107, fracciones III y IV.—Véase: 
"CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN. AL NO 
SER UNA ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER 
JUDICIAL FEDERAL DEJÓ DE SER OPTATIVA LA IM-
PUGNACIÓN DE LEYES CONFORME A LA FRAC-
CIÓN XIV, TERCER PÁRRAFO, DEL ARTÍCULO 61 DE 
LA LEY DE AMPARO."	 VII.2o.C.69 K  (10a.)	 2554

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 113 (texto anterior a la reforma pu
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de 
mayo de 2015).—Véase: "RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLI-
COS. EL ARTÍCULO 37, SEXTO PÁRRAFO, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD EN LA IMPO-
SICIÓN DE LAS SANCIONES."	 2a. LXXVIII/2019 (10a.)	 1075

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 115, fracción IV.—Véase: "IMPUES-
TO PARA LA MODERNIZACIÓN DE LOS REGIS-
TROS PÚBLICOS DEL ESTADO DE DURANGO. EL 
ARTÍCULO 44 BIS DE LA LEY DE HACIENDA DE LA 
ENTIDAD, AL GRAVAR CONTRIBUCIONES EXCLU-
SIVAS DE LA HACIENDA MUNICIPAL LOCAL, VIOLA 
LOS PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA Y LIBRE ADMI-
NISTRACIÓN DE ÉSTA Y, EN CONSECUENCIA, 
OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE 
RESPECTO DE SU ACTO DE APLICACIÓN (APLICABI
LIDAD DE LA JURISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 
105/2008)."	 XXV.3o.6 A (10a.)	 2585
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 116, fracción VI.—Véase: "TRABAJA-
DORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DE LOS TRES 
PODERES DEL ESTADO DE DURANGO. AL DETER-
MINAR LA LEY RESPECTIVA CUÁLES SON LOS 
FUNCIONARIOS QUE TIENEN ESA CALIDAD, ES 
INAPLICABLE SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 
5o. DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES 
AL SERVICIO DEL ESTADO, QUE PREVÉ UN CATÁ-
LOGO DE PUESTOS QUE TIENEN ESE CARÁCTER 
A NIVEL FEDERAL."	 XXV.3o.4 L (10a.)	 2710

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 121.—Véase: "COMPETENCIA PARA CO
NOCER DE UN HECHO CONSIDERADO COMO 
DELITO POR RAZÓN DE SEGURIDAD. EL ARTÍCU-
LO 30, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO DE PRO
CEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE 
MÉXICO ABROGADO QUE LA REGULA, APLICA EN
TRE JUECES DE LA PROPIA ENTIDAD FEDERATI-
VA, POR LO QUE NO PUEDE INVOCARSE PARA 
FINCÁRSELA A UNO DE DISTINTO ESTADO."	 II.3o.P.69 P (10a.)	 2545

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123.—Véase: "COMPETENCIA EN 
MATERIA CIVIL. CUANDO SE RECLAMA LA DEVO
LUCIÓN DE LA CANTIDAD DE DINERO QUE EL 
DEMANDADO RETIRÓ DE SU SUBCUENTA DE 
VIVIENDA, CORRESPONDE A LA AUTORIDAD LA-
BORAL DILUCIDAR LA ACCIÓN INTENTADA (ENRI-
QUECIMIENTO ILEGÍTIMO) Y NO A LA CIVIL."	 I.3o.C.380 C (10a.)	 2543

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado A, fracción V.—Véase: 
"TRABAJADORA EMBARAZADA. CUANDO ADUCE 
QUE LA RAZÓN DE SU DESPIDO FUE POR EN-
CONTRARSE EN ESE ESTADO DE GRAVIDEZ, LA 
AUTORIDAD DEBE RELEVARLA DE LA CARGA DE 
ACREDITARLO, A FIN DE DESVIRTUAR, EN SU 
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CASO, LA RENUNCIA PRESENTADA POR EL PA-
TRÓN, RECABANDO PRUEBAS AL RESPECTO."	 VII.2o.T.261 L (10a.)	 2705

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado A, fracción XXII Bis.—
Véase: "‘PROTOCOLO PARA LA LEGITIMACIÓN DE 
CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO EXISTEN-
TES’. ES IMPROCEDENTE LA SUSPENSIÓN PROVI-
SIONAL QUE SE SOLICITE EN EL JUICIO DE AMPA-
RO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA."	 I.16o.T.61 L (10a.)	 2637

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado A, fracción XXIII.—
Véase: "CRÉDITOS PREFERENTES. SE CONSIDE-
RAN ASÍ LOS PAGOS DE VACACIONES Y PRIMA 
DE ANTIGÜEDAD EN FAVOR DE LOS TRABAJADO-
RES, EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 123, 
APARTADO A, FRACCIÓN XXIII, DE LA CONSTITU-
CIÓN FEDERAL Y 113 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO."	 2a./J. 163/2019 (10a.)	 927

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado A, fracción XXVII.—
Véase: "NULIDAD DE CONVENIO DE TERMINA-
CIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL POR VICIOS DEL 
CONSENTIMIENTO. PROCEDE AUN CUANDO PRE-
VIAMENTE HAYA SIDO SANCIONADO POR UNA 
JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE [INAPLICA
BILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 17/2015 
(10a.)]."	 I.11o.T.29 L (10a.)	 2615

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado A, fracciones V y XV.—
Véase: "SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJA-
DORA DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO 
MOTIVADA POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. 
AL CONSTITUIR UNA DISCRIMINACIÓN POR RA-
ZÓN DE GÉNERO, DA LUGAR A LA INDEMNIZACIÓN 
COMO MEDIDA DE REPARACIÓN."	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado A, fracciones XVIII, XX 
y XXII Bis.—Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPRO-
CEDENTE CONTRA EL DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN, ENTRE 
OTRAS, DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO, PUBLICADO EN EL DIA-
RIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO 
DE 2019, PUES CON ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS 
TRABAJADORES PARTICIPEN DIRECTAMENTE EN 
LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE LOS CONTRATOS 
COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN QUE ELLO IMPLI-
QUE ATENTAR CONTRA LA INMUNIDAD O FUERO 
DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado B, fracción VI.—Véase: 
"SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJADORA DE 
CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA 
POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. AL CONSTI-
TUIR UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉ-
NERO, DA LUGAR A LA INDEMNIZACIÓN COMO 
MEDIDA DE REPARACIÓN."	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado B, fracción XI.—Véase: 
"PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA-
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL NO 
CONSIDERAR PARA TENER DERECHO A ESE BE-
NEFICIO A FAMILIARES SUSCEPTIBLES DE PRO-
TECCIÓN QUE HUBIESEN DEPENDIDO ECONÓMI-
CAMENTE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO 
FALLECIDO, DISTINTOS DE SUS ASCENDIENTES, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE 
SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL."	 I.7o.A.175 A (10a.)	 2626
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado B, fracción XIII.—Véase: 
"PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMI-
NISTRATIVA CONTRA ELEMENTOS OPERATIVOS 
DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL. DEBE CE-
ÑIRSE A LAS FORMALIDADES DE LA LEY DEL SIS-
TEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO 
DE JALISCO, AUN CUANDO SE TRATE DE ACTOS U 
OMISIONES PREVISTOS EN UN REGLAMENTO 
MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado B, fracción XIII.—Véase: 
"RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
NO SE ACTUALIZA POR LA PROHIBICIÓN DE RE-
INCORPORAR AL SERVICIO A LOS MIEMBROS DE 
LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL."	 I.4o.A.179 A (10a.)	 2665

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado B, fracción XIV.—Véase: 
"DESPIDO DE UNA TRABAJADORA EMBARAZA-
DA AL SERVICIO DEL ESTADO. AUN CUANDO TEN-
GA EL CARÁCTER DE CONFIANZA Y POR ELLO 
NO TENGA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO, DEBE 
PRESUMIRSE QUE AQUÉL FUE CON MOTIVO DE 
SU EMBARAZO, SALVO PRUEBA FEHACIENTE EN 
CONTRARIO."	 I.16o.T.52 L (10a.)	 2565

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado B, fracción XIV.—Véase: 
"TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL 
ESTADO DESPEDIDAS CON MOTIVO DE SU EMBA-
RAZO. ELEMENTOS QUE CONFORMAN LA INDEM-
NIZACIÓN RESPECTIVA, COMO REPARACIÓN IN-
TEGRAL A QUE TIENEN DERECHO."	 I.16o.T.53 L (10a.)	 2707



3149

	 Número de identificación	 Pág.

NOVENA PARTE ÍNDICES  •  Índice de Ordenamientos

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículo 123, apartado B, fracción XIV.—Véa-
se: "TRABAJADORES DE CONFIANZA DEL PODER 
JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CON-
FORME A LAS CONDICIONES GENERALES DE 
TRABAJO, TIENEN DERECHO A LA ESTABILIDAD 
EN EL EMPLEO."	 XVI.2o.T.10 L (10a.)	 2711

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, artículos 16 y 17.—Véase: "PRUEBAS EN EL 
JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 885, PRIMER PÁ-
RRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL 
ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO 
TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS PARTES DE 
PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA VISTA OTOR-
GADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN DEL 
SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN PRUEBAS 
POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DERECHOS 
HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA TUTELA 
JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A LA RE-
FORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículo 1.—Véase: "SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA 
TRABAJADORA DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL 
ESTADO MOTIVADA POR SU CONDICIÓN DE EM-
BARAZO. AL CONSTITUIR UNA DISCRIMINACIÓN 
POR RAZÓN DE GÉNERO, DA LUGAR A LA INDEM-
NIZACIÓN COMO MEDIDA DE REPARACIÓN."	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículo 1, numeral 1.—Véase: "SEPARACIÓN ILE-
GAL DE UNA TRABAJADORA DE CONFIANZA AL 
SERVICIO DEL ESTADO MOTIVADA POR SU CON-
DICIÓN DE EMBARAZO. CONSTITUYE UNA DIS-
CRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO, QUE ORI-
GINA LA REPARACIÓN INTEGRAL A LA VÍCTIMA."	 I.16o.T.49 L (10a.)	 2692
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Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículo 2.—Véase: "GUARDA Y CUSTODIA DE UN 
MENOR DE EDAD. ES INADMISIBLE OTORGARLA 
POR LA POSIBLE DISCRIMINACIÓN QUE PUEDA 
SUFRIR ÉSTE POR LA ACTIVIDAD LABORAL DE SU 
MADRE."	 VII.2o.C.216 C (10a.)	 2577

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículo 8.—Véase: "TUTELA JURISDICCIONAL 
EFECTIVA. DIFERENCIAS ENTRE EL DERECHO A 
RECURRIR UN FALLO ANTE UNA INSTANCIA SU-
PERIOR Y EL DE ACCEDER A UN RECURSO ADE-
CUADO Y EFECTIVO."	 1a./J. 8/2020 (10a.)	 589

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículo 8, numeral 1.—Véase: "DERECHO A SER 
JUZGADO EN UN PLAZO RAZONABLE. SE VIOLA 
SI AL DESECHAR POR SEGUNDA OCASIÓN UNA 
DEMANDA SE ADUCEN RAZONES DISTINTAS, 
CUANDO ÉSTAS SE PUDIERON HABER ADVER
TIDO DESDE LA PRIMERA DETERMINACIÓN."	 VII.2o.C.71 K (10a.)	 2560

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículo 17, numeral 4.—Véase: "PENSIÓN COMPEN
SATORIA. PROCEDE DEMANDARLA EN JUICIO 
AUTÓNOMO AL DE DIVORCIO CUANDO NO EXIS-
TE COSA JUZGADA."	 VII.2o.C.213 C (10a.)	 2623

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículo 19.—Véase: "INTERÉS SUPERIOR DEL ME-
NOR. DICHO PRINCIPIO NO PUEDE SERVIR DE 
MEDIDA IDÓNEA PARA RESTRINGIR A LA MADRE 
LA GUARDA Y CUSTODIA, POR DEDICARSE COMO 
FORMA DE TRABAJO A LA PROSTITUCIÓN."	 VII.2o.C.219 C (10a.)	 2593

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículo 25.—Véase: "DERECHO A SER JUZGADO EN 
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UN PLAZO RAZONABLE. SE VIOLA SI AL DESECHAR 
POR SEGUNDA OCASIÓN UNA DEMANDA SE 
ADUCEN RAZONES DISTINTAS, CUANDO ÉSTAS 
SE PUDIERON HABER ADVERTIDO DESDE LA PRI-
MERA DETERMINACIÓN."	 VII.2o.C.71 K (10a.)	 2560

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículo 25.—Véase: "TUTELA JURISDICCIONAL 
EFECTIVA. DIFERENCIAS ENTRE EL DERECHO A RE
CURRIR UN FALLO ANTE UNA INSTANCIA SUPERIOR 
Y EL DE ACCEDER A UN RECURSO ADECUADO Y 
EFECTIVO."	 1a./J. 8/2020 (10a.)	 589

Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer, artículo 11, 
numeral 2.—Véase: "SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA 
TRABAJADORA DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL 
ESTADO MOTIVADA POR SU CONDICIÓN DE EM-
BARAZO. AL CONSTITUIR UNA DISCRIMINACIÓN 
POR RAZÓN DE GÉNERO, DA LUGAR A LA INDEM-
NIZACIÓN COMO MEDIDA DE REPARACIÓN."	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691

Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer, artículo 11, 
numeral 2.—Véase: "SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA 
TRABAJADORA DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL 
ESTADO MOTIVADA POR SU CONDICIÓN DE EM-
BARAZO. CONSTITUYE UNA DISCRIMINACIÓN POR 
RAZÓN DE GÉNERO, QUE ORIGINA LA REPARA-
CIÓN INTEGRAL A LA VÍCTIMA."	 I.16o.T.49 L (10a.)	 2692

Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer, artículo 11, 
numerales 1 y 2.—Véase: "TRABAJADORA EMBA-
RAZADA. CUANDO ADUCE QUE LA RAZÓN DE SU 
DESPIDO FUE POR ENCONTRARSE EN ESE ES
TADO DE GRAVIDEZ, LA AUTORIDAD DEBE RELE-
VARLA DE LA CARGA DE ACREDITARLO, A FIN 
DE DESVIRTUAR, EN SU CASO, LA RENUNCIA 
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PRESENTADA POR EL PATRÓN, RECABANDO PRUE
BAS AL RESPECTO."	 VII.2o.T.261 L (10a.)	 2705

Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer, artículo 16, 
numeral 1.—Véase: "PENSIÓN COMPENSATORIA. 
PROCEDE DEMANDARLA EN JUICIO AUTÓNOMO 
AL DE DIVORCIO CUANDO NO EXISTE COSA JUZ-
GADA."	 VII.2o.C.213 C (10a.)	 2623

Convenio Número 111 Relativo a la Discriminación 
en Materia de Empleo y Ocupación, artículo 1.—
Véase: "SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJA-
DORA DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO 
MOTIVADA POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. 
AL CONSTITUIR UNA DISCRIMINACIÓN POR RA-
ZÓN DE GÉNERO, DA LUGAR A LA INDEMNIZACIÓN 
COMO MEDIDA DE REPARACIÓN."	 I.16o.T.50 L (10a.)	 2691

Convenio Número 111 Relativo a la Discriminación 
en Materia de Empleo y Ocupación, artículo 1.—
Véase: "SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA TRABAJA-
DORA DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO 
MOTIVADA POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO. 
CONSTITUYE UNA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN 
DE GÉNERO, QUE ORIGINA LA REPARACIÓN INTE-
GRAL A LA VÍCTIMA."	 I.16o.T.49 L (10a.)	 2692

Declaración de Lisboa de la Asociación Médica 
Mundial sobre los Derechos del Paciente, principio 
9.—Véase: "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL 
ESTADO. EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 29 DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, LA INSTITUCIÓN DE SALUD 
PÚBLICA Y EL PACIENTE SON CORRESPONSABLES, 
CUANDO EL DAÑO RECLAMADO DERIVÓ DE QUE 
AQUÉLLA NO OTORGÓ EL TRATAMIENTO A UNA 
ENFERMEDAD CRÓNICO DEGENERATIVA QUE DIAG
NOSTICÓ Y ÉSTE OMITIÓ SOLICITAR LA ATENCIÓN 
MÉDICA OPORTUNAMENTE."	 I.4o.A.183 A (10a.)	 2665
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Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
artículo 16, numeral 1.—Véase: "PENSIÓN COM-
PENSATORIA. PROCEDE DEMANDARLA EN JUI-
CIO AUTÓNOMO AL DE DIVORCIO CUANDO NO 
EXISTE COSA JUZGADA."	 VII.2o.C.213 C (10a.)	 2623

Decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones del Código Nacional de 
Procedimientos Penales; del Código Penal Federal; 
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública; de la Ley Federal para la Protección a 
Personas que Intervienen en el Procedimiento Pe-
nal; de la Ley General para Prevenir y Sancionar los 
Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de 
la Fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la 
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación, de la Ley Federal de Defensoría Públi-
ca, del Código Fiscal de la Federación y de la Ley de 
Instituciones de Crédito, artículo quinto transitorio 
(D.O.F. 17-VI- 2016).—Véase: "VIOLACIÓN A LA SUS-
PENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO PROMO
VIDO CONTRA EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN. SE 
ACTUALIZA CUANDO EL JUEZ DE LA CAUSA, SIN 
PREVIO AVISO Y AUTORIZACIÓN DEL DE DIS
TRITO, SE PRONUNCIA EN RELACIÓN CON CUAL-
QUIER PETICIÓN CONCERNIENTE A LA LIBERTAD 
PERSONAL DEL QUEJOSO, SI SE CONCEDIÓ PARA 
EL EFECTO DE QUE QUEDARA A DISPOSICIÓN DE 
ÉSTE POR CUANTO HACE A DICHO TÓPICO, Y 
DE LA AUTORIDAD QUE DEBÍA JUZGARLO PARA 
LA CONTINUACIÓN DEL PROCESO."	 I.9o.P.259 P (10a.)	 2733

Decreto por el que se reforman y adicionan diver
sas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, artículo cuarto transito-
rio (D.O.F. 18-VI-2008).—Véase: "IMPROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO POR NO AGOTAR EL RE-
CURSO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO 
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NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. NO SE 
ACTUALIZA SI LOS ACTOS DE OMISIÓN O DECISIO
NES RECLAMADAS DEL MINISTERIO PÚBLICO, 
EMANAN DEL TRÁMITE DE UNA AVERIGUACIÓN 
PREVIA QUE DEBA LLEVARSE CONFORME AL PRO
CEDIMIENTO ANTERIOR, Y NO DE UNA CARPETA 
DE INVESTIGACIÓN."	 II.2o.P.88 P (10a.)	 2583

Ley Agraria, artículo 2o.—Véase: "SUCESIÓN DE 
DERECHOS AGRARIOS. EL CÓDIGO CIVIL FEDERAL 
ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE A LA LEY 
AGRARIA PARA RESOLVER SOBRE LA VALIDEZ 
DE LA VOLUNTAD DEL EJIDATARIO PLASMADA 
EN LA LISTA RELATIVA, CUANDO SE CONSIDERE 
VICIADA."	 XXIX.3o.2 A (10a.)	 2699

Ley Agraria, artículo 17.—Véase: "SUCESIÓN DE 
DERECHOS AGRARIOS. EL CÓDIGO CIVIL FEDERAL 
ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE A LA LEY 
AGRARIA PARA RESOLVER SOBRE LA VALIDEZ 
DE LA VOLUNTAD DEL EJIDATARIO PLASMADA 
EN LA LISTA RELATIVA, CUANDO SE CONSIDERE 
VICIADA."	 XXIX.3o.2 A (10a.)	 2699

Ley de Amparo, artículo 1o.—Véase: "SUPLENCIA 
DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIAS CIVIL, 
MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 79, 
FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO QUE ESTA-
BLECE SU PROCEDENCIA ÚNICAMENTE ANTE 
VIOLACIONES EVIDENTES DE LA LEY QUE HAYAN 
DEJADO SIN DEFENSA AL QUEJOSO, NO VIOLA 
EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA."	 1a. VII/2020 (10a.)	 654

Ley de Amparo, artículo 5o., fracción II.—Véase: 
"AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DE 
LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. NO 
TIENE ESE CARÁCTER EL MÉDICO PRIVADO A 
QUIEN SE LE IMPUTA LA OMISIÓN DE ENTREGAR 
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A UN PACIENTE SU EXPEDIENTE CLÍNICO DE FOR-
MA DETALLADA Y COMPLETA."	 XXX.3o.13 K (10a.)	 2481

Ley de Amparo, artículo 5o., fracción III.—Véase: 
"INTERÉS LEGÍTIMO. NO PUEDE ADUCIRSE PARA 
IDENTIFICAR AL TERCERO INTERESADO EN EL 
JUICIO DE AMPARO."	 P./J. 17/2019 (10a.)	 9

Ley de Amparo, artículo 5o., fracción III.—Véase: 
"TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPA-
RO. NO OBSTANTE QUE EL ACTO RECLAMADO 
DERIVE DE UN JUICIO DE NATURALEZA CIVIL, 
CUANDO EXISTA LA POSIBILIDAD DE QUE EL 
BIEN CONTROVERTIDO PERTENEZCA A UNA CO-
MUNIDAD AGRARIA, DEBE LLAMARSE A JUICIO A 
ÉSTA POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE 
LEGAL CON AQUEL CARÁCTER."	 XIII.2o.C.A.1 K (10a.)	 2705

Ley de Amparo, artículo 5o., fracción IV.—Véase: 
"MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN 
ADSCRITO A LA AUTORIDAD DE AMPARO. CARE-
CE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL 
RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA 
QUE CONCEDE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL 
PARA QUE EL JUEZ DE CONTROL CALIFIQUE LA 
DETERMINACIÓN DE ABSTENCIÓN DE INVESTI-
GAR, AL NO AFECTAR EL INTERÉS ESPECÍFICO 
QUE REPRESENTA."	 II.3o.P.70 P (10a.)	 2609

Ley de Amparo, artículo 6o.—Véase: "RECURSO DE 
QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN 
I, INCISO E), DE LA LEY DE AMPARO. ES IMPRO
CEDENTE CONTRA EL ACUERDO DEL JUEZ DE 
DISTRITO QUE REQUIERE AL QUEJOSO PARA QUE 
COMPAREZCA A RATIFICAR DETERMINADO 
ESCRITO, CUANDO SE RECLAME UNA ORDEN 
DE APREHENSIÓN O MANDAMIENTO PRIVATI-
VO DE LA LIBERTAD."	 PC.I.P. J/65 P (10a.)	 1834
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Ley de Amparo, artículo 7o.—Véase: "JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DIC-
TADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE LESIVIDAD. ES 
IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR LA AUTORI-
DAD DEMANDANTE."	 VII.2o.A.6 A (10a.)	 2597

Ley de Amparo, artículo 14.—Véase: "RECURSO DE 
QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN 
I, INCISO E), DE LA LEY DE AMPARO. ES IMPROCE-
DENTE CONTRA EL ACUERDO DEL JUEZ DE DIS-
TRITO QUE REQUIERE AL QUEJOSO PARA QUE 
COMPAREZCA A RATIFICAR DETERMINADO ES-
CRITO, CUANDO SE RECLAME UNA ORDEN DE 
APREHENSIÓN O MANDAMIENTO PRIVATIVO 
DE LA LIBERTAD."	 PC.I.P. J/65 P (10a.)	 1834

Ley de Amparo, artículo 17.—Véase: "DEMANDA DE 
AMPARO DIRECTO. PROCEDE DESECHARLA POR 
EXTEMPORÁNEA, A PESAR DE QUE EN ELLA SE 
RECLAME LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL AR
TÍCULO 81 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES PARA EL ESTADO DE VERACRUZ, RES-
PECTO A LA ORDEN DE NOTIFICACIÓN POR LISTA 
DE ACUERDOS, DE LA SENTENCIA RECLAMADA 
[SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.VII.C. 
J/6 K (10a.)]."	 PC.VII.C. J/10 C (10a.)	 2197

Ley de Amparo, artículo 17.—Véase: "DEMANDA DE 
AMPARO INTERPUESTA CONTRA LA RESOLUCIÓN 
DEL JUEZ DE CONTROL EMITIDA ORALMENTE EN 
LA AUDIENCIA DEL RECURSO INNOMINADO PRE-
VISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIO-
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. AL TENERSE 
EN ESTE ACTO POR NOTIFICADAS LAS PARTES, EL 
PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN ES EL GENÉRI-
CO DE QUINCE DÍAS."	 I.9o.P.262 P (10a.)	 2558
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Ley de Amparo, artículo 18.—Véase: "DEMANDA DE 
AMPARO DIRECTO. EL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PARA SU PRESENTACIÓN CONTRA LA SENTEN-
CIA DEFINITIVA DICTADA EN LA AUDIENCIA DEL 
JUICIO ORAL CIVIL, INICIA EL DÍA SIGUIENTE A 
SU CELEBRACIÓN (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO)."	 PC.I.C. J/99 C (10a.)	 1412

Ley de Amparo, artículo 18.—Véase: "SOBRESEIMIEN
TO EN EL JUICIO DE AMPARO FUERA DE LA 
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. ES IMPROCEDEN-
TE DECRETARLO A PARTIR DE QUE LAS AUTORI
DADES RESPONSABLES RINDEN SU INFORME 
JUSTIFICADO, SI EL QUEJOSO, QUIEN SE OSTENTÓ 
COMO TERCERO EXTRAÑO POR EQUIPARACIÓN, 
NO CONOCE PLENAMENTE LAS ACTUACIONES DE 
LAS QUE DERIVA EL ACTO RECLAMADO, NI JUSTI-
FICA SU FALSEDAD."	 VI.2o.C.27 K (10a.)	 2698

Ley de Amparo, artículo 23.—Véase: "ALEGATOS EN 
EL AMPARO DIRECTO. DEBEN TENERSE POR NO 
FORMULADOS CUANDO SE RECIBAN TRANSCU-
RRIDO EL PLAZO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 181 
DE LA LEY DE LA MATERIA, SIN QUE SE HAYAN 
PRESENTADO EN LA OFICINA PÚBLICA DE CO-
MUNICACIONES DEL LUGAR DE RESIDENCIA DEL 
INTERESADO O BIEN EN FORMA ELECTRÓNICA A 
TRAVÉS DEL USO DE LA FIRMA ELECTRÓNICA."	 XV.4o.10 K (10a.)	 2443

Ley de Amparo, artículo 26, fracción I.—Véase: "IN-
CIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA DEL ESCRITO 
ACLARATORIO DE LA DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO. DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE 
EL AUTO QUE RECAE A LA PROMOCIÓN POR LA 
QUE EL PROMOVENTE, ANTES DEL VENCIMIENTO 
DEL PLAZO OTORGADO, PRETENDE DESAHOGAR 
LA PREVENCIÓN PARA EL OFRECIMIENTO DE LA 
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PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPIA, SIN CUM-
PLIR CON LOS REQUISITOS RESPECTIVOS."	 XVII.1o.C.T.46 K (10a.)	 2588

Ley de Amparo, artículo 27, fracción III.—Véase: 
"EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS AL TERCERO 
INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIREC-
TO. DEBE ORDENARSE SU PUBLICACIÓN CON 
CARGO AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDE-
RAL SI EL QUEJOSO ES EL TRABAJADOR EN EL 
JUICIO DE ORIGEN Y, BAJO PROTESTA DE DECIR 
VERDAD, MANIFIESTA SU IMPOSIBILIDAD PARA 
PAGAR SU PUBLICACIÓN, AL OPERAR EN SU 
FAVOR LA PRESUNCIÓN DE INSOLVENCIA ECO-
NÓMICA."	 VII.2o.T.67 K (10a.)	 2570

Ley de Amparo, artículo 37.—Véase: "COMPETEN-
CIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
CONTRA EL REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN 
Y DOCUMENTACIÓN DERIVADO DE UNA REVI-
SIÓN DE ESCRITORIO O GABINETE. RECAE EN EL 
JUEZ DE DISTRITO QUE TENGA JURISDICCIÓN 
EN EL DOMICILIO DE LA AUTORIDAD FISCAL ANTE 
LA CUAL DEBAN PROPORCIONARSE."	 I.1o.A.230 A (10a.)	 2546

Ley de Amparo, artículo 37.—Véase: "COMPETEN-
CIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO IN-
DIRECTO. LA SUMISIÓN EXPRESA DE LAS PARTES 
PARA SOMETERSE A LA JURISDICCIÓN DE UN 
TERRITORIO, NO COMPRENDE TAMBIÉN A LA DE 
ÍNDOLE CONSTITUCIONAL."	 III.3o.P.3 K (10a.)	 2546

Ley de Amparo, artículo 37.—Véase: "COMPETEN-
CIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO INTERPUESTO CONTRA 
LA ORDEN DE APREHENSIÓN, CUANDO POR 
NO HABERSE DESAHOGADO LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL, NO SE HAN IMPUGNADO LOS 
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INFORMES JUSTIFICADOS Y, POR TANTO, NO HA 
DESAPARECIDO LA POSIBILIDAD DE QUE SE 
EJECUTE EN MÁS DE UN DISTRITO. EN TÉRMI-
NOS DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 37 
DE LA LEY DE AMPARO SE SURTE A FAVOR DEL 
JUEZ DE DISTRITO ANTE QUIEN SE PRESENTE LA 
DEMANDA."	 I.10o.P.34 P (10a.)	 2547

Ley de Amparo, artículo 37.—Véase: "COMPETEN-
CIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO POR VIOLACIÓN AL DERE
CHO DE PETICIÓN, EN EL QUE SE RECLAMA LA 
RESPUESTA INCONGRUENTE DE LA AUTORIDAD 
MINISTERIAL CON LO SOLICITADO, EN RELACIÓN 
CON LA DEVOLUCIÓN DE UN INMUEBLE ASEGU-
RADO. AL TRATARSE DE UN ACTO DE NATURALE-
ZA POSITIVA SIN EJECUCIÓN MATERIAL, SE SURTE 
A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA JURIS-
DICCIÓN SE PRESENTÓ LA DEMANDA."	 I.9o.P.260 P (10a.)	 2548

Ley de Amparo, artículo 37.—Véase: "COMPETEN-
CIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL JUICIO 
DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA UNA ORDEN DE 
DETENCIÓN Y/O APREHENSIÓN. SI TODAS LAS 
AUTORIDADES NIEGAN LA EXISTENCIA DEL ACTO 
RECLAMADO Y NO SE DESVIRTÚAN LOS IN
FORMES JUSTIFICADOS ANTES DE CELEBRADA 
LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, SE SURTE A 
FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO CON JURISDIC-
CIÓN EN EL LUGAR DONDE SE PRESENTÓ LA DE-
MANDA."	 XIII.1o.P.T.9 P (10a.)	 2549

Ley de Amparo, artículo 37.—Véase: "DESAPARI-
CIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA COMPETENCIA 
PARA CONOCER DE LA DEMANDA DE AMPARO 
PRESENTADA EN SU CONTRA, SE SURTE A FAVOR 
DEL JUEZ DE DISTRITO ANTE QUIEN SE PRO-
MUEVE."	 1a./J. 83/2019 (10a.)	 617

REPUBLICADA POR 
CORRECCIÓN EN 

EL TEXTO
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Ley de Amparo, artículo 61, fracción XIII.—Véase: 
"CONSENTIMIENTO EXPRESO O POR MANIFES
TACIONES DE VOLUNTAD QUE LO ENTRAÑEN. 
SE ACTUALIZA EN EL JUICIO DE AMPARO ESA 
CAUSAL DE IMPROCEDENCIA CUANDO EL PA-
TRÓN CELEBRA UN CONVENIO CON EL QUE 
CUMPLE EN SU INTEGRIDAD CON EL LAUDO RE-
CLAMADO."	 VI.1o.T.42 L (10a.)	 2551

Ley de Amparo, artículo 61, fracción XIII.—Véase: 
"ORDEN DE EXTRADICIÓN. NO SE ACTUALIZA LA 
CAUSAL DE IMPROCEDENCIA POR CONSEN
TIMIENTO EXPRESO DEL ACTO RECLAMADO, SI 
DURANTE EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO EL 
QUEJOSO MANIFIESTA SU VOLUNTAD DE SER 
EXTRADITADO AL ESTADO REQUIRENTE SIN HA-
BERSE EMITIDO AQUEL ACTO POR LA SECRETA-
RÍA DE RELACIONES EXTERIORES."	 I.3o.P.71 P (10a.)	 2621

Ley de Amparo, artículo 61, fracción XIV.—Véase: "DE
MANDA DE AMPARO DIRECTO. PROCEDE DESE
CHARLA POR EXTEMPORÁNEA, A PESAR DE QUE 
EN ELLA SE RECLAME LA INCONSTITUCIONALI-
DAD DEL ARTÍCULO 81 DEL CÓDIGO DE PROCE
DIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE VERA-
CRUZ, RESPECTO A LA ORDEN DE NOTIFICACIÓN 
POR LISTA DE ACUERDOS, DE LA SENTENCIA RE-
CLAMADA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
PC.VII.C. J/6 K (10a.)]."	 PC.VII.C. J/10 C (10a.)	 2197

Ley de Amparo, artículo 61, fracción XVIII.—Véase: 
"AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA 
OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA 
PETICIÓN DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO JU
RISDICCIONAL EN EL QUE EXISTE UNA ABIERTA 
DILACIÓN DEL PROCEDIMIENTO O SU PARALI
ZACIÓN TOTAL, AL ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN 
AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL 
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ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL AR-
TÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO."	 PC.III.P. J/22 P (10a.)	 1257

Ley de Amparo, artículo 61, fracción XVIII.—Véase: 
"RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL AR-
TÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. DEBE 
AGOTARSE ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, CUANDO SE RECLAMA EL 
PRIMER PROVEÍDO DICTADO EN UN JUICIO EJE-
CUTIVO MERCANTIL EN EL CUAL EL JUZGADOR, 
DE OFICIO, SE DECLARA INCOMPETENTE POR 
RAZÓN DE LA MATERIA PARA CONOCER DE LA 
DEMANDA, ORDENA SU ARCHIVO Y DEJA A SAL-
VO LOS DERECHOS DEL ACTOR."	 PC.XXII. J/22 C (10a.)	 1884

Ley de Amparo, artículo 61, fracción XX.—Véase: 
"JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA LEY 
DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
PARA EL ESTADO DE OAXACA, ESTABLECE MAYO-
RES REQUISITOS QUE LOS SEÑALADOS EN LA 
LEY DE AMPARO PARA CONCEDER LA SUSPEN-
SIÓN DEL ACTO RECLAMADO, POR LO QUE NO 
DEBE DESECHARSE LA DEMANDA DE AMPARO 
O SU AMPLIACIÓN EN EL AUTO INICIAL, CON EL 
ARGUMENTO DE QUE PREVIAMENTE DEBE AGO-
TARSE AQUÉL."	 XIII.2o.C.A. J/1 A (10a.)	 2368

Ley de Amparo, artículo 61, fracción XX.—Véase: 
"SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR 
EL COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIA-
RIO RELACIONADAS CON LAS CONDICIONES DE 
INTERNAMIENTO. EL ANÁLISIS DEL CUMPLIMIEN-
TO DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN SU 
CONTRA, DEBE REALIZARSE CON BASE EN EL 
RECURSO DE REVISIÓN ANTE EL JUEZ DE EJE
CUCIÓN."	 II.4o.P.13 P (10a.)	 2670
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Ley de Amparo, artículo 61, fracción XXIII.—Véase: 
"AMPARO ADHESIVO. EL TERCERO INTERESADO 
CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO, 
SI LA SENTENCIA DEFINITIVA, LAUDO O RESOLU-
CIÓN RECLAMADA RESULTA DE ALGÚN MODO 
ADVERSA A SUS INTERESES."	 I.12o.C.35 K (10a.)	 2445

Ley de Amparo, artículo 61, fracciones XIV, XIX y 
XX.—Véase: "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITU-
CIÓN. AL NO SER UNA ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA 
DEL PODER JUDICIAL FEDERAL DEJÓ DE SER OP-
TATIVA LA IMPUGNACIÓN DE LEYES CONFORME 
A LA FRACCIÓN XIV, TERCER PÁRRAFO, DEL AR
TÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO."	 VII.2o.C.69 K  (10a.)	 2554

Ley de Amparo, artículo 63, fracción II.—Véase: "RE-
CURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO 
POR EL QUE EL JUEZ DE DISTRITO NIEGA AL QUE-
JOSO LA PUBLICACIÓN DE LOS EDICTOS CON 
CARGO AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDE-
RAL PARA EMPLAZAR AL TERCERO INTERESADO, 
AL NO ESTAR DEMOSTRADA SU INSOLVENCIA 
ECONÓMICA."	 VII.2o.T.66 K (10a.)	 2656

Ley de Amparo, artículo 63, fracción IV.—Véase: 
"SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN IV, DE 
LA LEY DE LA MATERIA. ES INNECESARIO DAR AL 
QUEJOSO LA VISTA RESPECTO DE LA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA ADVERTIDA CONFORME AL AR-
TÍCULO 64, SEGUNDO PÁRRAFO, SI LA INSUBSIS-
TENCIA DEL ACTO RECLAMADO QUE MOTIVÓ 
QUE SE DECRETARA AQUÉL, FORMA PARTE DE 
LOS EFECTOS PARA LOS CUALES SE CONCEDIÓ 
LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL EN UN DI
VERSO JUICIO DE AMPARO CUYA MATERIA ES 
IDÉNTICA."	 II.3o.P.19 K (10a.)	 2697
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Ley de Amparo, artículo 64.—Véase: "SOBRE
SEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO EN TÉRMI-
NOS DEL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN IV, DE LA LEY 
DE LA MATERIA. ES INNECESARIO DAR AL QUE-
JOSO LA VISTA RESPECTO DE LA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA ADVERTIDA CONFORME AL AR-
TÍCULO 64, SEGUNDO PÁRRAFO, SI LA INSUB
SISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO QUE MOTIVÓ 
QUE SE DECRETARA AQUÉL, FORMA PARTE DE 
LOS EFECTOS PARA LOS CUALES SE CONCEDIÓ 
LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL EN UN DIVER-
SO JUICIO DE AMPARO CUYA MATERIA ES IDÉN
TICA."	 II.3o.P.19 K (10a.)	 2697

Ley de Amparo, artículo 64.—Véase: "SOBRE
SEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE LA 
DEMANDA DE AMPARO COMO DEL RECURSO 
DE REVISIÓN Y RATIFICADO JUDICIALMENTE. 
PARA DECRETARLO ES INNECESARIO OTORGAR 
AL QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE EL AR-
TÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA 
MATERIA."	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

Ley de Amparo, artículo 64.—Véase: "VISTA A QUE 
SE REFIERE EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCU-
LO 64 DE LA LEY DE AMPARO. ES INNECESARIO 
QUE SE OTORGUE SI LA IMPROCEDENCIA PARCIAL 
DEL JUICIO NO IMPIDE EL ANALISIS INTEGRAL DE 
LA LITIS CONSTITUCIONAL PLANTEADA."	 I.11o.T.4 K (10a.)	 2734

Ley de Amparo, artículo 73.—Véase: "ALEGATOS 
EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. DEBEN 
ATENDERSE CUANDO LA QUEJOSA LOS HACE 
VALER Y ESTÁN ENCAMINADOS A CONTROVER-
TIR LAS CONSIDERACIONES PROPUESTAS EN EL 
PROYECTO DE SENTENCIA EN EL QUE SE ABOR-
DAN TEMAS DE CONTROL CONSTITUCIONAL Y 
CONVENCIONAL, DERIVADAS DE LA PUBLICIDAD 
DADA A DICHO PROYECTO."	 I.16o.T.19 K (10a.)	 2444
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Ley de Amparo, artículo 73.—Véase: "PUBLICIDAD 
DE RESOLUCIONES DE LOS TRIBUNALES COLE-
GIADOS DE CIRCUITO SOBRE CONSTITUCIONA-
LIDAD O CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA 
GENERAL. ES INNECESARIA CUANDO EN RELA-
CIÓN CON EL TEMA DE QUE SE TRATE EXISTA JU-
RISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUS-
TICIA DE LA NACIÓN QUE LO DEFINA, Y EL TRIBUNAL 
DEBA APLICARLA AL CASO CONCRETO."	 I.11o.T.5 K (10a.)	 2646

Ley de Amparo, artículo 74, fracción IV.—Véase: 
"SENTENCIAS DE AMPARO DICTADAS POR TRIBU-
NALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. DEBEN CUM-
PLIR CON EL PRINCIPIO DE CONGRUENCIA, ÚNICA-
MENTE EN RELACIÓN CON LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN O AGRAVIOS FORMULADOS RESPECTO 
DE LA CONCESIÓN, NEGATIVA O SOBRESEIMIEN-
TO EN EL JUICIO DE AMPARO."	 (IV Región)1o.1 K (10a.)	 2690

Ley de Amparo, artículo 75.—Véase: "JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. AL EXISTIR EN ÉSTE UNA 
ETAPA PROBATORIA, ES LA VÍA IDÓNEA PARA RE-
CLAMAR TANTO EL ILEGAL EMPLAZAMIENTO COMO 
LA FALSEDAD DE LA COMPARECENCIA DEL DEMAN-
DADO AL JUICIO NATURAL."	 VII.2o.T.68 K (10a.)	 2598

Ley de Amparo, artículo 79, fracción I.—Véase: 
"SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO EN REVISIÓN. OPERA 
RESPECTO DEL ACTO DE APLICACIÓN DEL PRE-
CEPTO CUYA INCONSTITUCIONALIDAD SE RECLA-
MA, CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIR-
CUITO DETERMINA QUE UNA JURISPRUDENCIA 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NA-
CIÓN QUE DECLARA INCONSTITUCIONAL UNA DIS-
POSICIÓN QUE CONTIENE EL MISMO SUPUESTO 
NORMATIVO QUE AQUÉL, ES TEMÁTICA [INTERPRE-
TACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 98/2019 
(10a.)]."	 XXV.3o.5 K (10a.)	 2699
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Ley de Amparo, artículo 79, fracción III.—Véase: 
"TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. NO SE GA-
RANTIZA ESTE DERECHO AL QUEJOSO PRIVADO 
DE LA LIBERTAD, POR EL HECHO DE QUE EL PRE-
SIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUI-
TO, AL CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN, LE 
NOMBRE UN DEFENSOR POR NO TENER UN LICEN-
CIADO EN DERECHO QUE LO REPRESENTE, SI EN 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO SE LE DE-
SIGNÓ A UNO OFICIOSAMENTE, POR LO QUE DEBE 
REVOCARSE LA SENTENCIA RECURRIDA Y ORDE-
NARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO."	 I.9o.P.258 P (10a.)	 2727

Ley de Amparo, artículo 79, fracción VI.—Véase: 
"SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATE-
RIAS CIVIL, MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. EL AR-
TÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO 
QUE ESTABLECE SU PROCEDENCIA ÚNICAMEN-
TE ANTE VIOLACIONES EVIDENTES DE LA LEY QUE 
HAYAN DEJADO SIN DEFENSA AL QUEJOSO, NO 
VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA."	 1a. VII/2020 (10a.)	 654

Ley de Amparo, artículo 79, fracciones I, V y VII.—
Véase: "ACTA DE DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN EL 
PROCEDIMIENTO LABORAL. LA FALTA DE FIRMA 
DE ALGUNO DE LOS INTEGRANTES DEL TRIBU-
NAL DE TRABAJO O DEL SECRETARIO QUE AUTO-
RIZA Y DA FE, NO DA LUGAR A ANALIZARLA DE 
OFICIO EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, 
CUANDO EL QUEJOSO NO FORMULA CONCEPTO 
DE VIOLACIÓN Y NO SE TRATA DEL TRABAJADOR 
O SUS BENEFICIARIOS (INAPLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 147/2007)."	 VII.2o.T. J/54 L (10a.)	 2249

Ley de Amparo, artículo 81.—Véase: "RECURSO DE 
QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO POR EL QUE 
EL JUEZ DE DISTRITO NIEGA AL QUEJOSO LA PU-
BLICACIÓN DE LOS EDICTOS CON CARGO AL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL PARA 
EMPLAZAR AL TERCERO INTERESADO, AL NO 
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ESTAR DEMOSTRADA SU INSOLVENCIA ECONÓ-
MICA."	 VII.2o.T.66 K (10a.)	 2656

Ley de Amparo, artículo 82.—Véase: "SOBRESEIMIEN-
TO POR DESISTIMIENTO TANTO DE LA DEMANDA 
DE AMPARO COMO DEL RECURSO DE REVISIÓN 
Y RATIFICADO JUDICIALMENTE. PARA DECRETAR-
LO ES INNECESARIO OTORGAR AL QUEJOSO LA 
VISTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 64, PÁRRA-
FO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA."	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

Ley de Amparo, artículo 86.—Véase: "SOBRESEIMIEN-
TO POR DESISTIMIENTO TANTO DE LA DEMANDA 
DE AMPARO COMO DEL RECURSO DE REVISIÓN 
Y RATIFICADO JUDICIALMENTE. PARA DECRETAR-
LO ES INNECESARIO OTORGAR AL QUEJOSO LA 
VISTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 64, PÁ-
RRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA."	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

Ley de Amparo, artículo 93, fracción V.—Véase: 
"SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE 
LA DEMANDA DE AMPARO COMO DEL RECURSO 
DE REVISIÓN Y RATIFICADO JUDICIALMENTE. 
PARA DECRETARLO ES INNECESARIO OTORGAR 
AL QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE EL AR-
TÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA 
MATERIA."	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

Ley de Amparo, artículo 97, fracción I.—Véase: 
"RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CON-
TRA EL ACUERDO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE 
DETERMINA NO DESAHOGAR UNA PRUEBA TES-
TIMONIAL A CARGO DE UN MENOR DE EDAD."	 VII.2o.C.72 K (10a.)	 2653

Ley de Amparo, artículo 97, fracción I.—Véase: 
"RECURSO DE QUEJA. POR REGLA GENERAL, ES 
IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE 
LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO, CONTRA 
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LA OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE ACORDAR 
SOBRE LAS PRUEBAS OFRECIDAS, AL NO TRA-
TARSE DE UN ACTO TRASCENDENTAL Y GRAVE 
QUE PUEDA CAUSARLE PERJUICIO NO REPARA-
BLE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA, SALVO QUE SE 
ESTÉ ANTE UNA ‘ABIERTA OPORTUNIDAD PARA 
PROVEER’."	 III.1o.C.9 K (10a.)	 2654

Ley de Amparo, artículo 97, fracción I.—Véase: 
"RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE AMPA-
RO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO 
DEL JUEZ DE DISTRITO QUE REQUIERE AL QUE-
JOSO PARA QUE COMPAREZCA A RATIFICAR 
DETERMINADO ESCRITO, CUANDO SE RECLAME 
UNA ORDEN DE APREHENSIÓN O MANDAMIEN-
TO PRIVATIVO DE LA LIBERTAD."	 PC.I.P. J/65 P (10a.)	 1834

Ley de Amparo, artículo 97, fracción I.—Véase: 
"RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO 
POR EL QUE EL JUEZ DE DISTRITO NIEGA AL QUE-
JOSO LA PUBLICACIÓN DE LOS EDICTOS CON 
CARGO AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDE-
RAL PARA EMPLAZAR AL TERCERO INTERESADO, 
AL NO ESTAR DEMOSTRADA SU INSOLVENCIA 
ECONÓMICA."	 VII.2o.T.66 K (10a.)	 2656

Ley de Amparo, artículo 97, fracción II.—Véase: 
"RECURSO DE QUEJA EN AMPARO DIRECTO IN-
TERPUESTO POR EL TERCERO INTERESADO. PRO-
CEDE CONTRA EL ACUERDO DE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE EN EL QUE NIEGA DEJAR SIN 
EFECTOS LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMA-
DO PARA PROCEDER A SU EJECUCIÓN."	 P./J. 16/2019 (10a.)	 11

Ley de Amparo, artículo 104.—Véase: "RECURSO 
DE RECLAMACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. 
ES IMPROCEDENTE CONTRA ACUERDOS MERA-
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MENTE INSTRUMENTALES DEL PRESIDENTE DEL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO."	 VII.2o.T.65 K (10a.)	 2657

Ley de Amparo, artículo 104.—Véase: "RECURSO 
DE RECLAMACIÓN. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
EL ACUERDO DEL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO QUE REQUIERE A LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE EL CUMPLIMIENTO 
DE LA EJECUTORIA DICTADA EN EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO. "	 P./J. 14/2019 (10a.)	 12

Ley de Amparo, artículo 107, fracción IV.—Véase: 
"JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CON-
TRA ACTOS DICTADOS DESPUÉS DE CONCLUIDO 
EL JUICIO, QUE POR SU NATURALEZA NO ESTÁN 
VINCULADOS CON EL PROCEDIMIENTO DE EJE-
CUCIÓN."	 III.5o.T.3 K (10a.)	 2599

Ley de Amparo, artículo 107, fracción IV.—Véase: 
"REMATE. LA EXCEPCIÓN A LA REGLA CONTENI-
DA EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN IV, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO, NO SE ACTUA-
LIZA CUANDO QUIEN SE OSTENTA COMO QUE-
JOSA, NO ES PARTE PROCESAL DEL JUICIO DE 
ORIGEN Y SÓLO SE APERSONÓ A ÉL, EN AQUELLA 
ETAPA, A DEDUCIR SU DERECHO DEL TANTO O 
COMO ACREEDOR [ALCANCES DE LA JURISPRU-
DENCIA 1a./J. 13/2016 (10a.)]."	 IV.2o.C.15 C (10a.)	 2661

Ley de Amparo, artículo 107, fracción V.—Véase: 
"AMPARO INDIRECTO. LA OMISIÓN DEL JUEZ 
PENAL DE ACORDAR UNA PETICIÓN FORMULA-
DA POR EL JUSTICIABLE RECLAMADA EN EL JUI-
CIO RELATIVO, NO CONFIGURA UNA CAUSA MA-
NIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL 
JUICIO. "	 PC.III.P. J/21 P (10a.)	 1256

Ley de Amparo, artículo 107, fracción V.—Véase: 
"AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL 
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ACUERDO DICTADO EN UN JUICIO CIVIL QUE AD-
MITE LA PRUEBA DE INFORME DE INSTITUCIÓN 
MÉDICA OFRECIDA POR LA CONTRAPARTE DEL 
QUEJOSO, PARA QUE AQUÉLLA REMITA COPIA 
DEL EXPEDIENTE CLÍNICO DEL HIJO FINADO DE 
ÉSTE, AL CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN."	 V.3o.C.T.10 K (10a.)	 2445

Ley de Amparo, artículo 107, fracción V.—Véase: 
"SISTEMA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LAS DE-
TERMINACIONES Y RESOLUCIONES DICTADAS 
EN RECURSOS QUE INCIDAN EN EL TEMA DE LA 
PERSONALIDAD, EMITIDAS DENTRO DE LA AUDIEN-
CIA INICIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, AL NO CONSTITUIR ACTOS 
DE IMPOSIBLE REPARACIÓN."	 I.10o.P.35 P (10a.)	 2696

Ley de Amparo, artículo 113.—Véase: "AMPARO IN-
DIRECTO. LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACOR-
DAR UNA PETICIÓN FORMULADA POR EL JUSTI-
CIABLE RECLAMADA EN EL JUICIO RELATIVO, NO 
CONFIGURA UNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDA-
BLE DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO. "	 PC.III.P. J/21 P (10a.)	 1256

Ley de Amparo, artículo 113.—Véase: "JUICIO CON-
TENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA LEY DE PROCE-
DIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL 
ESTADO DE OAXACA, ESTABLECE MAYORES RE-
QUISITOS QUE LOS SEÑALADOS EN LA LEY DE 
AMPARO PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO, POR LO QUE NO DEBE DESE
CHARSE LA DEMANDA DE AMPARO O SU AM-
PLIACIÓN EN EL AUTO INICIAL, CON EL ARGU-
MENTO DE QUE PREVIAMENTE DEBE AGOTARSE 
AQUÉL."	 XIII.2o.C.A. J/1 A (10a.)	 2368

Ley de Amparo, artículo 119.—Véase: "INCIDENTE 
DE FALSEDAD DE FIRMA DEL ESCRITO ACLARA-
TORIO DE LA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. 
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DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE EL AUTO 
QUE RECAE A LA PROMOCIÓN POR LA QUE EL PRO-
MOVENTE, ANTES DEL VENCIMIENTO DEL PLAZO 
OTORGADO, PRETENDE DESAHOGAR LA PREVEN-
CIÓN PARA EL OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA PE-
RICIAL EN GRAFOSCOPIA, SIN CUMPLIR CON LOS 
REQUISITOS RESPECTIVOS."	 XVII.1o.C.T.46 K (10a.)	 2588

Ley de Amparo, artículo 119.—Véase: "JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. AL EXISTIR EN ÉSTE UNA 
ETAPA PROBATORIA, ES LA VÍA IDÓNEA PARA RE-
CLAMAR TANTO EL ILEGAL EMPLAZAMIENTO COMO 
LA FALSEDAD DE LA COMPARECENCIA DEL DE-
MANDADO AL JUICIO NATURAL."	 VII.2o.T.68 K (10a.)	 2598

Ley de Amparo, artículo 119.—Véase: "PRUEBAS 
EN EL JUICIO DE AMPARO. OPORTUNIDAD DE SU 
OFRECIMIENTO CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
ES NEGADO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE."	 XXVII.1o.7 K (10a.)	 2644

Ley de Amparo, artículo 122.—Véase: "SOBRE-
SEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO FUERA DE 
LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. ES IMPROCE-
DENTE DECRETARLO A PARTIR DE QUE LAS AU-
TORIDADES RESPONSABLES RINDEN SU INFORME 
JUSTIFICADO, SI EL QUEJOSO, QUIEN SE OSTEN-
TÓ COMO TERCERO EXTRAÑO POR EQUIPARA-
CIÓN, NO CONOCE PLENAMENTE LAS ACTUACIO-
NES DE LAS QUE DERIVA EL ACTO RECLAMADO, 
NI JUSTIFICA SU FALSEDAD."	 VI.2o.C.27 K (10a.)	 2698

Ley de Amparo, artículo 128.—Véase: "JUICIO CON-
TENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA LEY DE PROCE-
DIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL 
ESTADO DE OAXACA, ESTABLECE MAYORES RE-
QUISITOS QUE LOS SEÑALADOS EN LA LEY DE 
AMPARO PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO, POR LO QUE NO DEBE 
DESECHARSE LA DEMANDA DE AMPARO O SU 



3171

	 Número de identificación	 Pág.

NOVENA PARTE ÍNDICES  •  Índice de Ordenamientos

AMPLIACIÓN EN EL AUTO INICIAL, CON EL ARGU-
MENTO DE QUE PREVIAMENTE DEBE AGOTARSE 
AQUÉL."	 XIII.2o.C.A. J/1 A (10a.)	 2368

Ley de Amparo, artículo 128.—Véase: "PRESCRIPCIÓN 
DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR UN LAUDO. LA 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO NO TIENE EL ALCANCE DE 
INTERRUMPIR EL PLAZO RESPECTIVO."	 VII.2o.T.262 L (10a.)	 2628

Ley de Amparo, artículo 128.—Véase: "‘PROTOCOLO 
PARA LA LEGITIMACIÓN DE CONTRATOS COLEC-
TIVOS DE TRABAJO EXISTENTES’. ES IMPROCE-
DENTE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL QUE SE 
SOLICITE EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO EN SU CONTRA."	 I.16o.T.61 L (10a.)	 2637

Ley de Amparo, artículo 129, fracción III.—Véase: 
"SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AM-
PARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CON-
TRA LA APLICACIÓN Y EFECTOS DEL ARTÍCULO 
25, FRACCIÓN VI, INCISOS A) Y B), DE LA LEY DE 
INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCI-
CIO FISCAL DE 2019. "	 2a./J. 165/2019 (10a.)	 1067

Ley de Amparo, artículo 139.—Véase: "PRESCRIPCIÓN 
DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR UN LAUDO. LA 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN EL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO NO TIENE EL ALCAN-
CE DE INTERRUMPIR EL PLAZO RESPECTIVO."	 VII.2o.T.262 L (10a.)	 2628

Ley de Amparo, artículo 140.—Véase: "SUSPENSIÓN 
EN EL AMPARO. SI LA CONSECUENCIA PROCE-
SAL DEL DESECHAMIENTO DE UN RECURSO ES 
LA FIRMEZA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, 
ENTONCES EN LOS CASOS EN QUE ESTA ÚLTIMA 
TENGA ALGUNA CONSECUENCIA DE EJECUCIÓN, 
DEBE CONCEDERSE AQUÉLLA."	 I.8o.C.26 K (10a.)	 2701
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Ley de Amparo, artículo 143.—Véase: "SUSPENSIÓN 
EN EL AMPARO. SI LA CONSECUENCIA PROCESAL 
DEL DESECHAMIENTO DE UN RECURSO ES LA 
FIRMEZA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, EN-
TONCES EN LOS CASOS EN QUE ESTA ÚLTIMA 
TENGA ALGUNA CONSECUENCIA DE EJECUCIÓN, 
DEBE CONCEDERSE AQUÉLLA."	 I.8o.C.26 K (10a.)	 2701

Ley de Amparo, artículo 147.—Véase: "JUICIO DE 
INTERDICCIÓN. SI SE RECLAMA UNA DILACIÓN 
INEXCUSABLE EN ÉSTE, AUN CUANDO SE TRATA 
DE ACTOS NEGATIVOS, RESULTA FACTIBLE DE-
CRETAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON EFEC-
TOS PROVISIONALMENTE RESTITUTORIOS."	 XVII.2o.C.T.14 C (10a.)	 2602

Ley de Amparo, artículo 147.—Véase: "PRESCRIPCIÓN 
DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR UN LAUDO. LA 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN EL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO NO TIENE EL ALCAN-
CE DE INTERRUMPIR EL PLAZO RESPECTIVO."	 VII.2o.T.262 L (10a.)	 2628

Ley de Amparo, artículo 157.—Véase: "PRESCRIPCIÓN 
DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR UN LAUDO. LA 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN EL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO NO TIENE EL ALCAN-
CE DE INTERRUMPIR EL PLAZO RESPECTIVO."	 VII.2o.T.262 L (10a.)	 2628

Ley de Amparo, artículo 170, fracción I.—Véase: 
"SENTENCIA DEFINITIVA PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DIREC-
TO. LA CONSTITUYE LA RESOLUCIÓN DEL TRIBU-
NAL DE ALZADA QUE DECIDE EN DEFINITIVA 
SOBRE LA ACREDITACIÓN DEL DELITO Y LA RES-
PONSABILIDAD PENAL, AUN CUANDO NO CON-
TENGA PRONUNCIAMIENTO RESPECTO A LA INDI-
VIDUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES Y REPARACIÓN 
DEL DAÑO."	 I.9o.P.266 P (10a.)	 2675

Ley de Amparo, artículo 171.—Véase: "EXCEPCIÓN 
AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE 
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AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 171, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA QUE LA ES-
TABLECE POR CONDICIONES DE POBREZA O 
MARGINACIÓN, ES ACORDE CON LAS BASES 
CONSTITUCIONALES QUE RIGEN EL JUICIO DE 
AMPARO Y RAZONABLE DENTRO DEL PARÁME-
TRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL."	 1a. IX/2020 (10a.)	 648

Ley de Amparo, artículo 171.—Véase: "EXCEPCIÓN 
AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 171, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA QUE LA 
ESTABLECE POR CONDICIONES DE POBREZA O 
MARGINACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUAL-
DAD PROCESAL DE LAS PARTES. "	 1a. VIII/2020 (10a.)	 649

Ley de Amparo, artículo 172, fracción I.—Véase: 
"JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. AL EXISTIR EN 
ÉSTE UNA ETAPA PROBATORIA, ES LA VÍA IDÓ-
NEA PARA RECLAMAR TANTO EL ILEGAL EMPLA-
ZAMIENTO COMO LA FALSEDAD DE LA COMPARE-
CENCIA DEL DEMANDADO AL JUICIO NATURAL."	 VII.2o.T.68 K (10a.)	 2598

Ley de Amparo, artículo 175.—Véase: "RECURSO DE 
QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUER-
DO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE DETERMINA NO 
DESAHOGAR UNA PRUEBA TESTIMONIAL A CAR-
GO DE UN MENOR DE EDAD."	 VII.2o.C.72 K (10a.)	 2653

Ley de Amparo, artículo 178.—Véase: "INFORME 
JUSTIFICADO EN AMPARO DIRECTO. EL PLAZO 
DE CINCO DÍAS QUE LA AUTORIDAD RESPONSA-
BLE TIENE PARA RENDIRLO, COMIENZA A PARTIR 
DEL DÍA SIGUIENTE AL DE LA PRESENTACIÓN DE 
LA DEMANDA. "	 P./J. 18/2019 (10a.)	 8

Ley de Amparo, artículo 181.—Véase: "ALEGATOS 
EN EL AMPARO DIRECTO. DEBEN TENERSE POR 
NO FORMULADOS CUANDO SE RECIBAN TRANS-



3174

	 Número de identificación	 Pág.

ENERO 2020

CURRIDO EL PLAZO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 
181 DE LA LEY DE LA MATERIA, SIN QUE SE HA-
YAN PRESENTADO EN LA OFICINA PÚBLICA DE 
COMUNICACIONES DEL LUGAR DE RESIDENCIA 
DEL INTERESADO O BIEN EN FORMA ELECTRÓNI-
CA A TRAVÉS DEL USO DE LA FIRMA ELECTRÓNICA."	 XV.4o.10 K (10a.)	 2443

Ley de Amparo, artículo 181.—Véase: "AMPARO 
ADHESIVO Y FORMULACIÓN DE ALEGATOS. SUS 
FORMALIDADES, MATERIA Y ALCANCES SON DIS-
TINTOS. "	 1a. V/2020 (10a.)	 647

Ley de Amparo, artículo 182.—Véase: "AMPARO 
ADHESIVO. EL TERCERO INTERESADO CARECE DE 
LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO, SI LA SEN-
TENCIA DEFINITIVA, LAUDO O RESOLUCIÓN RE-
CLAMADA RESULTA DE ALGÚN MODO ADVERSA 
A SUS INTERESES."	 I.12o.C.35 K (10a.)	 2445

Ley de Amparo, artículo 190.—Véase: "SUSPENSIÓN 
EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO EN MATERIA 
LABORAL. PARA CALCULAR EL MONTO QUE GA-
RANTICE LA SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR 
Y DECIDIR SOBRE SU CONCESIÓN EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 190 DE LA LEY DE LA MATERIA, DEBE 
CONSIDERARSE EL SALARIO QUE TUVO POR ACRE
DITADO LA AUTORIDAD EN EL LAUDO RECLA
MADO."	 PC.I.L. J/59 L (10a.)	 2226

Ley de Amparo, artículo 196.—Véase: "SENTENCIA 
DE AMPARO. CUANDO SE TRATA DEL CUMPLIMIEN-
TO DE UN CONVENIO EN CANTIDAD LÍQUIDA, NO 
PUEDE DECLARARSE CUMPLIDA CON PAGOS 
PARCIALES."	 VI.1o.T.12 K (10a.)	 2674

Ley de Amparo, artículo 209.—Véase: "VIOLACIÓN 
A LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO 
PROMOVIDO CONTRA EL AUTO DE FORMAL PRI-
SIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO EL JUEZ DE LA 
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CAUSA, SIN PREVIO AVISO Y AUTORIZACIÓN DEL 
DE DISTRITO, SE PRONUNCIA EN RELACIÓN CON 
CUALQUIER PETICIÓN CONCERNIENTE A LA LI-
BERTAD PERSONAL DEL QUEJOSO, SI SE CONCE-
DIÓ PARA EL EFECTO DE QUE QUEDARA A DISPO-
SICIÓN DE ÉSTE POR CUANTO HACE A DICHO 
TÓPICO, Y DE LA AUTORIDAD QUE DEBÍA JUZ-
GARLO PARA LA CONTINUACIÓN DEL PROCESO."	 I.9o.P.259 P (10a.)	 2733

Ley de Amparo, artículo 217.—Véase: "PUBLICIDAD 
DE RESOLUCIONES DE LOS TRIBUNALES COLE-
GIADOS DE CIRCUITO SOBRE CONSTITUCIONALI-
DAD O CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA 
GENERAL. ES INNECESARIA CUANDO EN RELA-
CIÓN CON EL TEMA DE QUE SE TRATE EXISTA JU-
RISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN QUE LO DEFINA, Y EL TRI-
BUNAL DEBA APLICARLA AL CASO CONCRETO."	 I.11o.T.5 K (10a.)	 2646

Ley de Amparo, artículo 260, fracción IV.—Véase: 
"INFORME JUSTIFICADO EN AMPARO DIRECTO. 
EL PLAZO DE CINCO DÍAS QUE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE TIENE PARA RENDIRLO, COMIEN-
ZA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL DE LA PRE-
SENTACIÓN DE LA DEMANDA. "	 P./J. 18/2019 (10a.)	 8

Ley de Amparo, artículos 5o. y 6o.—Véase: "SOBRE-
SEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE LA 
DEMANDA DE AMPARO COMO DEL RECURSO DE 
REVISIÓN Y RATIFICADO JUDICIALMENTE. PARA 
DECRETARLO ES INNECESARIO OTORGAR AL 
QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCU-
LO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MA-
TERIA."	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

Ley de Amparo, artículos 88 y 89.—Véase: "SOBRE-
SEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE LA 
DEMANDA DE AMPARO COMO DEL RECURSO DE 
REVISIÓN Y RATIFICADO JUDICIALMENTE. PARA 
DECRETARLO ES INNECESARIO OTORGAR AL 
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QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCU-
LO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MA-
TERIA."	 VII.1o.P. J/2 K (10a.)	 2402

Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexica-
nos, artículo 4o.—Véase: "ARRESTO COMO CORREC-
TIVO DISCIPLINARIO EN EL EJÉRCITO Y FUERZA 
AÉREA MEXICANOS. ES INNECESARIO OTORGAR 
EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA AL IMPO-
NERLO, DADO EL RÉGIMEN DE SUJECIÓN ESPE-
CIAL AL QUE SE ENCUENTRAN SUJETOS LOS IN-
TEGRANTES DE LAS FUERZAS ARMADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexica-
nos, artículo 25.—Véase: "ARRESTO COMO CORREC-
TIVO DISCIPLINARIO EN EL EJÉRCITO Y FUERZA 
AÉREA MEXICANOS. ES INNECESARIO OTORGAR 
EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA AL IMPO-
NERLO, DADO EL RÉGIMEN DE SUJECIÓN ESPE-
CIAL AL QUE SE ENCUENTRAN SUJETOS LOS IN-
TEGRANTES DE LAS FUERZAS ARMADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexica-
nos, artículo 28.—Véase: "ARRESTO COMO CORREC-
TIVO DISCIPLINARIO EN EL EJÉRCITO Y FUERZA 
AÉREA MEXICANOS. ES INNECESARIO OTORGAR 
EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA AL IMPO-
NERLO, DADO EL RÉGIMEN DE SUJECIÓN ESPE-
CIAL AL QUE SE ENCUENTRAN SUJETOS LOS IN-
TEGRANTES DE LAS FUERZAS ARMADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexica-
nos, artículos 3o. y 3 Bis.—Véase: "ARRESTO COMO 
CORRECTIVO DISCIPLINARIO EN EL EJÉRCITO Y 
FUERZA AÉREA MEXICANOS. ES INNECESARIO 
OTORGAR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA 
AL IMPONERLO, DADO EL RÉGIMEN DE SUJE-
CIÓN ESPECIAL AL QUE SE ENCUENTRAN SU-
JETOS LOS INTEGRANTES DE LAS FUERZAS AR-
MADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449
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Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexica-
nos, artículos 24 Ter y 24 Quáter.—Véase: "ARRESTO 
COMO CORRECTIVO DISCIPLINARIO EN EL EJÉR-
CITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. ES INNECE-
SARIO OTORGAR EL DERECHO DE AUDIENCIA 
PREVIA AL IMPONERLO, DADO EL RÉGIMEN DE 
SUJECIÓN ESPECIAL AL QUE SE ENCUENTRAN 
SUJETOS LOS INTEGRANTES DE LAS FUERZAS 
ARMADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexica-
nos, artículos 33 a 33 Ter.—Véase: "ARRESTO COMO 
CORRECTIVO DISCIPLINARIO EN EL EJÉRCITO Y 
FUERZA AÉREA MEXICANOS. ES INNECESARIO 
OTORGAR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA 
AL IMPONERLO, DADO EL RÉGIMEN DE SUJECIÓN 
ESPECIAL AL QUE SE ENCUENTRAN SUJETOS 
LOS INTEGRANTES DE LAS FUERZAS ARMADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Ley de Extradición Internacional, artículo 7, fracción 
I.—Véase: "EXTRADICIÓN. EN EL AMPARO PRO-
MOVIDO CONTRA LA ORDEN RELATIVA PROCEDE 
CONCEDER LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL 
AL SUJETO RECLAMADO A EFECTO DE REPONER 
EL PROCEDIMIENTO, AUN CUANDO ÉSTE NO HAYA 
OPUESTO EXCEPCIONES, SI EL ÓRGANO JURIS-
DICCIONAL ADVIERTE UN RIESGO REAL Y PROBA-
BLE DE UNA INMINENTE VIOLACIÓN AL DERE-
CHO FUNDAMENTAL NON BIS IN IDEM EN SUS 
DOS VERTIENTES (SUSTANTIVA Y ADJETIVA)."	 I.3o.P.72 P (10a.)	 2573

Ley de Extradición Internacional, artículo 25.—Véa-
se: "EXTRADICIÓN. EN EL AMPARO PROMOVIDO 
CONTRA LA ORDEN RELATIVA PROCEDE CONCE-
DER LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL AL SU-
JETO RECLAMADO A EFECTO DE REPONER EL 
PROCEDIMIENTO, AUN CUANDO ÉSTE NO HAYA 
OPUESTO EXCEPCIONES, SI EL ÓRGANO JURIS-
DICCIONAL ADVIERTE UN RIESGO REAL Y PROBA-
BLE DE UNA INMINENTE VIOLACIÓN AL DERE-
CHO FUNDAMENTAL NON BIS IN IDEM EN SUS 
DOS VERTIENTES (SUSTANTIVA Y ADJETIVA)."	 I.3o.P.72 P (10a.)	 2573
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Ley de Extradición Internacional, artículo 27.—Véa-
se: "EXTRADICIÓN. EN EL AMPARO PROMOVIDO 
CONTRA LA ORDEN RELATIVA PROCEDE CONCE-
DER LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL AL SU-
JETO RECLAMADO A EFECTO DE REPONER EL 
PROCEDIMIENTO, AUN CUANDO ÉSTE NO HAYA 
OPUESTO EXCEPCIONES, SI EL ÓRGANO JURIS-
DICCIONAL ADVIERTE UN RIESGO REAL Y PROBA-
BLE DE UNA INMINENTE VIOLACIÓN AL DERE-
CHO FUNDAMENTAL NON BIS IN IDEM EN SUS 
DOS VERTIENTES (SUSTANTIVA Y ADJETIVA)."	 I.3o.P.72 P (10a.)	 2573

Ley de Fiscalización Superior y Auditoría Pública de 
Jalisco y sus Municipios, artículo 10 (vigente hasta 
el 31 de diciembre de 2017).—Véase: "INTERÉS JU-
RÍDICO O LEGÍTIMO PARA RECLAMAR EN EL JUI-
CIO DE AMPARO LOS ACTOS DE FISCALIZACIÓN 
DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE JA-
LISCO. NO LO TIENE EL PARTICULAR A QUIEN SE 
LE FINCA UN CRÉDITO FISCAL DERIVADO DE ÉS-
TOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DI-
CIEMBRE DE 2017)."	 III.6o.A.26 A (10a.)	 2592

Ley de Fiscalización Superior y Auditoría Pública de 
Jalisco y sus Municipios, artículos 83 y 84 (vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2017).—Véase: "INTE-
RÉS JURÍDICO O LEGÍTIMO PARA RECLAMAR EN 
EL JUICIO DE AMPARO LOS ACTOS DE FISCALIZA-
CIÓN DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO 
DE JALISCO. NO LO TIENE EL PARTICULAR A 
QUIEN SE LE FINCA UN CRÉDITO FISCAL DERIVA-
DO DE ÉSTOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 
31 DE DICIEMBRE DE 2017)."	 III.6o.A.26 A (10a.)	 2592

Ley de Hacienda de Durango, artículo 44 bis.—Véa-
se: "IMPUESTO PARA LA MODERNIZACIÓN DE LOS 
REGISTROS PÚBLICOS DEL ESTADO DE DURAN-
GO. EL ARTÍCULO 44 BIS DE LA LEY DE HACIENDA 
DE LA ENTIDAD, AL GRAVAR CONTRIBUCIONES 
EXCLUSIVAS DE LA HACIENDA MUNICIPAL LO-
CAL, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA Y 
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LIBRE ADMINISTRACIÓN DE ÉSTA Y, EN CONSE-
CUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE RESPECTO DE SU ACTO DE APLICA-
CIÓN (APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 
TEMÁTICA 2a./J. 105/2008)."	 XXV.3o.6 A (10a.)	 2585

Ley de Hacienda de Durango, artículos 13 a 18.—
Véase: "IMPUESTO PARA EL FOMENTO DE LA EDU-
CACIÓN PÚBLICA EN EL ESTADO DE DURANGO. 
LOS ARTÍCULOS 13 A 18 DE LA LEY DE HACIENDA 
DE LA ENTIDAD, AL ESTABLECER COMO BASE 
GRAVABLE EL IMPORTE DE LOS PAGOS DE OTRAS 
CONTRIBUCIONES LOCALES, VIOLAN EL PRINCI-
PIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA Y, EN 
CONSECUENCIA, OPERA LA SUPLENCIA DE LA 
QUEJA DEFICIENTE RESPECTO DE SU ACTO DE 
APLICACIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DEL SE-
GUNDO O ULTERIOR [APLICABILIDAD DE LA JU-
RISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 126/2013 (10a.)]."	 XXV.3o.4 A (10a.)	 2584

Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio 
fiscal de 2019, artículo 25, fracción VI.—Véase: 
"COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR-
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, AL ESTABLECER LA MECÁNICA RESPECTI-
VA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍ-
TIMA DE LOS CONTRIBUYENTES."	 2a. II/2020 (10a.)	 1071

Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio 
fiscal de 2019, artículo 25, fracción VI.—Véase: 
"COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR-
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVI-
DAD DE LOS DERECHOS HUMANOS."	 2a./J. 5/2020 (10a.)	 865

Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio 
fiscal de 2019, artículo 25, fracción VI.—Véase: 
"COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 



3180

	 Número de identificación	 Pág.

ENERO 2020

DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, QUE ESTABLECE LA MECÁNICA RESPECTI-
VA, NO SE RIGE POR LOS PRINCIPIOS TRIBUTA-
RIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD."	 2a./J. 6/2020 (10a.)	 866

Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio 
fiscal de 2019, artículo 25, fracción VI.—Véase: 
"COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL AR-
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD."	 2a./J. 7/2020 (10a.)	 868

Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio 
fiscal 2019, artículo 25, fracción VI.—Véase: "SUS-
PENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. 
ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA 
APLICACIÓN Y EFECTOS DEL ARTÍCULO 25, FRAC-
CIÓN VI, INCISOS A) Y B), DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2019."	 2a./J. 165/2019 (10a.)	 1067

Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara, Jalis-
co, para el ejercicio fiscal 2019, artículo 22, fracción 
I.—Véase: "IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNI-
CIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL EJER-
CICIO FISCAL 2019, AL CONTENER UNA TABLA 
PARA SU CÁLCULO QUE PERMITE QUE AL AU-
MENTAR EN UNA UNIDAD EL LÍMITE SUPERIOR 
DE UN RANGO, LOS CONTRIBUYENTES QUEDEN 
COMPRENDIDOS EN EL SIGUIENTE, NO VIOLA 
LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE PROPORCIO-
NALIDAD Y EQUIDAD."	 III.1o.A. J/4 A (10a.)	 2315

Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara, Jalis-
co, para el ejercicio fiscal 2019, artículo 22, fracción 
I.—Véase: "IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNI-
CIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL 
EJERCICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER UNA RE-
DUCCIÓN EN SU PAGO A LOS PREDIOS RÚSTICOS 
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DESTINADOS A FINES AGROPECUARIOS O LOS 
QUE TENGAN USO HABITACIONAL POR PARTE DE 
SUS PROPIETARIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA."	 III.1o.A. J/3 A (10a.)	 2345

Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara, Jalis-
co, para el ejercicio fiscal 2019, artículo 22, fracción 
I.—Véase: "IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, 
FRACCIÓN I, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE 
INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, 
JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL 
ESTABLECER UNA SOBRETASA PARA SU PAGO 
TRATÁNDOSE DE PREDIOS BALDÍOS, VIOLA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA."	 III.1o.A.52 A (10a.)	 2587

Ley de Instituciones de Crédito, artículo 86.—Véase: 
"RETENCIÓN DE BIENES. LOS INTEGRANTES DEL 
SISTEMA BANCARIO MEXICANO DEBEN OTORGAR 
GARANTÍA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1175, 
FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, PARA 
RESPONDER DE LOS POSIBLES DAÑOS Y PERJUI-
CIOS QUE DICHA MEDIDA PRECAUTORIA PUEDA 
OCASIONAR AL DEUDOR."	 PC.I.C. J/101 C (10a.)	 1933

Ley de Justicia Administrativa de Sinaloa, artículo 
49.—Véase: "DEFINITIVIDAD. SE ACTUALIZA UNA 
EXCEPCIÓN A ESE PRINCIPIO RESPECTO DE LA 
LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO 
DE SINALOA, AL PREVER UN PLAZO MAYOR AL ES
TABLECIDO EN LA LEY DE AMPARO PARA EL OTOR
GAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL. "	 2a./J. 169/2019 (10a.)	 949

Ley de Justicia Administrativa de Sinaloa, artículo 
68.—Véase: "DEFINITIVIDAD. SE ACTUALIZA UNA 
EXCEPCIÓN A ESE PRINCIPIO RESPECTO DE LA 
LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO 
DE SINALOA, AL PREVER UN PLAZO MAYOR AL ES
TABLECIDO EN LA LEY DE AMPARO PARA EL OTOR
GAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL. "	 2a./J. 169/2019 (10a.)	 949
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Ley de la Industria Eléctrica, artículo 161.—Véase: 
"INDUSTRIA ELÉCTRICA. EL ARTÍCULO 161 DE LA 
LEY RELATIVA, AL DISPONER LA PUBLICACIÓN EN 
INTERNET DE DETERMINADA INFORMACIÓN, 
TIENE UN FIN CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDO."	 2a. LXXVII/2019 (10a.)	 1072

Ley de los Trabajadores al Servicio de los Tres Pode-
res de Durango, artículo 7o.—Véase: "TRABAJADO-
RES DE CONFIANZA AL SERVICIO DE LOS TRES 
PODERES DEL ESTADO DE DURANGO. AL DETER-
MINAR LA LEY RESPECTIVA CUÁLES SON LOS 
FUNCIONARIOS QUE TIENEN ESA CALIDAD, ES 
INAPLICABLE SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 
5o. DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES 
AL SERVICIO DEL ESTADO, QUE PREVÉ UN CATÁ-
LOGO DE PUESTOS QUE TIENEN ESE CARÁCTER 
A NIVEL FEDERAL."	 XXV.3o.4 L (10a.)	 2710

Ley de los Trabajadores al Servicio de los Tres Pode-
res de Durango, artículo 9o.—Véase: "TRABAJADO-
RES DE CONFIANZA AL SERVICIO DE LOS TRES 
PODERES DEL ESTADO DE DURANGO. AL DETER-
MINAR LA LEY RESPECTIVA CUÁLES SON LOS 
FUNCIONARIOS QUE TIENEN ESA CALIDAD, ES 
INAPLICABLE SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 
5o. DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES 
AL SERVICIO DEL ESTADO, QUE PREVÉ UN CATÁ-
LOGO DE PUESTOS QUE TIENEN ESE CARÁCTER 
A NIVEL FEDERAL."	 XXV.3o.4 L (10a.)	 2710

Ley de los Trabajadores al Servicio de los Tres Pode-
res de Durango, artículo 17.—Véase: "TRABAJADO-
RES DE CONFIANZA AL SERVICIO DE LOS TRES 
PODERES DEL ESTADO DE DURANGO. AL DETER-
MINAR LA LEY RESPECTIVA CUÁLES SON LOS 
FUNCIONARIOS QUE TIENEN ESA CALIDAD, ES 
INAPLICABLE SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 
5o. DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES 
AL SERVICIO DEL ESTADO, QUE PREVÉ UN CATÁ-
LOGO DE PUESTOS QUE TIENEN ESE CARÁCTER 
A NIVEL FEDERAL."	 XXV.3o.4 L (10a.)	 2710
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Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa de 
Oaxaca, artículo 215, fracción III.—Véase: "JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA LEY DE PRO-
CEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA 
EL ESTADO DE OAXACA, ESTABLECE MAYORES 
REQUISITOS QUE LOS SEÑALADOS EN LA LEY DE 
AMPARO PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO, POR LO QUE NO DEBE DESE
CHARSE LA DEMANDA DE AMPARO O SU AM-
PLIACIÓN EN EL AUTO INICIAL, CON EL ARGU-
MENTO DE QUE PREVIAMENTE DEBE AGOTARSE 
AQUÉL."	 XIII.2o.C.A. J/1 A (10a.)	 2368

Ley de Protección a los Animales de la Ciudad de 
México, artículo 25, fracciones V y XXI.—Véase: 
"OPERACIÓN DE MERCADOS MÓVILES EN LA MO-
DALIDAD DE TIANGUIS, BAZARES Y COMPLE-
MENTARIOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO. EL AR-
TÍCULO 10, NUMERAL 29 Y SEGUNDO PÁRRAFO, 
DE LOS LINEAMIENTOS RELATIVOS, AL ESTABLE-
CER COMO UNO DE LOS GIROS COMERCIALES 
LAS MASCOTAS DOMÉSTICAS Y ACUARIOS, VIOLA 
EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA."	 I.5o.A.16 A (10a.)	 2620

Ley de Protección a los Animales de la Ciudad de 
México, artículo 28.—Véase: "OPERACIÓN DE MER-
CADOS MÓVILES EN LA MODALIDAD DE TIAN-
GUIS, BAZARES Y COMPLEMENTARIOS EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO. EL ARTÍCULO 10, NUMERAL 
29 Y SEGUNDO PÁRRAFO, DE LOS LINEAMIEN-
TOS RELATIVOS, AL ESTABLECER COMO UNO DE 
LOS GIROS COMERCIALES LAS MASCOTAS DO-
MÉSTICAS Y ACUARIOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE 
SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA."	 I.5o.A.16 A (10a.)	 2620

Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
Financieros, artículo 60.—Véase: "PRESCRIPCIÓN 
DE LA ACCIÓN EN MATERIA DE SEGUROS. SU 
PLAZO SE INTERRUMPE POR EL PROCEDIMIENTO 
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CONCILIATORIO ANTE LA COMISIÓN NACIONAL 
PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS USUA-
RIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS Y SE REINICIA 
CUANDO SE DEJAN A SALVO LOS DERECHOS DE 
LAS PARTES EN LA AUDIENCIA RESPECTIVA."	 I.10o.C.23 C (10a.)	 2627

Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
Financieros, artículo 63.—Véase: "PRESCRIPCIÓN 
DE LA ACCIÓN EN MATERIA DE SEGUROS. SU 
PLAZO SE INTERRUMPE POR EL PROCEDIMIEN-
TO CONCILIATORIO ANTE LA COMISIÓN NACIO-
NAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS 
USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS Y SE 
REINICIA CUANDO SE DEJAN A SALVO LOS DE-
RECHOS DE LAS PARTES EN LA AUDIENCIA RES-
PECTIVA."	 I.10o.C.23 C (10a.)	 2627

Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
Financieros, artículos 67 y 68.—Véase: "PRESCRIP-
CIÓN DE LA ACCIÓN EN MATERIA DE SEGUROS. 
SU PLAZO SE INTERRUMPE POR EL PROCEDIMIEN-
TO CONCILIATORIO ANTE LA COMISIÓN NACIO-
NAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS 
USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS Y SE REI-
NICIA CUANDO SE DEJAN A SALVO LOS DERE-
CHOS DE LAS PARTES EN LA AUDIENCIA RES-
PECTIVA."	 I.10o.C.23 C (10a.)	 2627

Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
Financieros, artículos 68 Bis y 68 Bis 1.—Véase: "PRES
CRIPCIÓN DE LA ACCIÓN EN MATERIA DE SEGU-
ROS. SU PLAZO SE INTERRUMPE POR EL PRO
CEDIMIENTO CONCILIATORIO ANTE LA COMISIÓN 
NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE 
LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS Y 
SE REINICIA CUANDO SE DEJAN A SALVO LOS 
DERECHOS DE LAS PARTES EN LA AUDIENCIA 
RESPECTIVA."	 I.10o.C.23 C (10a.)	 2627
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Ley del Impuesto al Valor Agregado, artículo 2o.-A, 
fracción I.—Véase: "VALOR AGREGADO. LA ENAJE-
NACIÓN DE ACEITE DE GALLINA, GRASA, HARINA 
DE PLUMA Y SANGRE, HARINA DE CARNE Y HUESO, 
HARINA DE CARNE Y GRASA ANIMAL O SEBO, DE 
DIVERSOS TIPOS DE ANIMALES DE GRANJA, QUE 
SON EMPLEADOS COMO COMPONENTES PARA 
LA ELABORACIÓN DE ALIMENTO PARA GANADO, 
DEBE GRAVARSE CONFORME A LA TASA GENE-
RAL DEL 16%."	 PC.III.A. J/77 A (10a.)	 2159

Ley del Impuesto sobre la Renta, artículo 25, frac-
ción IV.—Véase: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. EL 
PROCEDIMIENTO PARA CALCULAR EL MONTO SUS
CEPTIBLE DE DEDUCIR POR INVERSIONES EN 
ACTIVOS INTANGIBLES QUE PERMITEN LA EXPLO-
TACIÓN DE BIENES DE DOMINIO PÚBLICO NO VUL
NERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA."	 1a. III/2020 (10a.)	 650

Ley del Impuesto sobre la Renta, artículo 25, frac-
ción IV.—Véase: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS 
ELEMENTOS PARA DETERMINAR EL MONTO ORI-
GINAL DE INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES 
QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE 
DOMINIO PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCI-
PIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA."	 1a. II/2020 (10a.)	 651

Ley del Impuesto sobre la Renta, artículo 25, frac-
ción IV.—Véase: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS 
ELEMENTOS PARA DETERMINAR EL MONTO ORI-
GINAL DE INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES 
QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE 
DOMINIO PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCI-
PIOS TRIBUTARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIO-
NALIDAD."	 1a. I/2020 (10a.)	 652

Ley del Impuesto sobre la Renta, artículo 33, frac-
ción IV.—Véase: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. EL 
PROCEDIMIENTO PARA CALCULAR EL MONTO SUS
CEPTIBLE DE DEDUCIR POR INVERSIONES EN 
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ACTIVOS INTANGIBLES QUE PERMITEN LA EXPLO-
TACIÓN DE BIENES DE DOMINIO PÚBLICO NO VUL
NERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA."	 1a. III/2020 (10a.)	 650

Ley del Impuesto sobre la Renta, artículo 33, frac-
ción IV.—Véase: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS 
ELEMENTOS PARA DETERMINAR EL MONTO ORI-
GINAL DE INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES 
QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE 
DOMINIO PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCI-
PIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA."	 1a. II/2020 (10a.)	 651

Ley del Impuesto sobre la Renta, artículo 33, frac-
ción IV.—Véase: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS 
ELEMENTOS PARA DETERMINAR EL MONTO ORI-
GINAL DE INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES 
QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE 
DOMINIO PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCI-
PIOS TRIBUTARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIO-
NALIDAD."	 1a. I/2020 (10a.)	 652

Ley del Impuesto sobre la Renta, artículos 31 y 32.—
Véase: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. EL PROCE
DIMIENTO PARA CALCULAR EL MONTO SUS-
CEPTIBLE DE DEDUCIR POR INVERSIONES EN 
ACTIVOS INTANGIBLES QUE PERMITEN LA EXPLO-
TACIÓN DE BIENES DE DOMINIO PÚBLICO NO VUL
NERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA."	 1a. III/2020 (10a.)	 650

Ley del Impuesto sobre la Renta, artículos 31 y 32.—
Véase: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELE-
MENTOS PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGI-
NAL DE INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES 
QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE 
DOMINIO PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCI-
PIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA."	 1a. II/2020 (10a.)	 651
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Ley del Impuesto sobre la Renta, artículos 31 y 32.—
Véase: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELE-
MENTOS PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGI-
NAL DE INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES 
QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE 
DOMINIO PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCI-
PIOS TRIBUTARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIO-
NALIDAD."	 1a. I/2020 (10a.)	 652

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado, artículo 131.—Véase: 
"PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 
DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL CIRCUNS
CRIBIR EL DERECHO A ESE BENEFICIO A LOS 
DEPENDIENTES ECONÓMICOS QUE SEAN ASCEN
DIENTES DISTINTOS DEL PADRE Y/O DE LA MADRE 
DEL TRABAJADOR O PENSIONADO FALLECIDO, 
NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUAL
DAD JURÍDICA."	 I.7o.A.174 A (10a.)	 2624

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado, artículo 131.—Véase: 
"PENSIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 
131, FRACCIÓN III, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA-
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL NO 
CONSIDERAR PARA TENER DERECHO A ESE BE-
NEFICIO A FAMILIARES SUSCEPTIBLES DE PRO-
TECCIÓN QUE HUBIESEN DEPENDIDO ECONÓ
MICAMENTE DEL TRABAJADOR O PENSIONADO 
FALLECIDO, DISTINTOS DE SUS ASCENDIENTES, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE 
SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL."	 I.7o.A.175 A (10a.)	 2626

Ley del Seguro Social, artículo 33 (derogada).—
Véase: "RÉGIMEN TRANSITORIO DEL SISTEMA DE 
PENSIONES ENTRE LAS LEYES DEL SEGURO SOCIAL 
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DEROGADA DE 1973 Y VIGENTE. EL LÍMITE SUPE-
RIOR QUE SE DEBE APLICAR AL SALARIO PRO-
MEDIO DE LAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN QUE 
SIRVE DE BASE PARA CUANTIFICAR LAS PENSIO-
NES DE LOS ASEGURADOS DEL RÉGIMEN TRANSI
TORIO, QUE OPTARON POR EL ESQUEMA PEN-
SIONARIO DE LA DEROGADA LEY DE 1973."	 2a./J. 164/2019 (10a.)	 1022

Ley del Seguro Social, artículo 72.—Véase: "PRIMA 
DEL SEGURO DE RIESGOS DE TRABAJO. LOS 
ACCIDENTES QUE OCURRAN A LOS TRABAJADO-
RES EN EL TRASLADO A UNA COMISIÓN, NO DE-
BEN TOMARSE EN CUENTA PARA SU CÁLCULO."	 I.4o.A.182 A (10a.)	 2635

Ley del Seguro Social, artículo 111 A.—Véase: 
"AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL 
ACUERDO DICTADO EN UN JUICIO CIVIL QUE AD-
MITE LA PRUEBA DE INFORME DE INSTITUCIÓN 
MÉDICA OFRECIDA POR LA CONTRAPARTE DEL 
QUEJOSO, PARA QUE AQUÉLLA REMITA COPIA 
DEL EXPEDIENTE CLÍNICO DEL HIJO FINADO DE 
ÉSTE, AL CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN."	 V.3o.C.T.10 K (10a.)	 2445

Ley del Seguro Social, artículo 132, fracción I.—Véase: 
"RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. PROCEDE CON-
TRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE DECLAREN LA 
NULIDAD DE UNA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL 
CONSEJO NACIONAL PARA PREVENIR LA DISCRI-
MINACIÓN, EN LA QUE DETERMINÓ QUE EL INSTI-
TUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL INCURRIÓ 
EN DISCRIMINACIÓN INDIRECTA EN PERJUICIO 
DE UN MATRIMONIO DE PERSONAS DEL MISMO 
SEXO, AL NEGAR LA PENSIÓN DE VIUDEZ."	 I.9o.A.120 A (10a.)	 2659

Ley del Seguro Social, artículo 154, fracción III (de-
rogada).—Véase: "RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. 
PROCEDE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBU-
NAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE 
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DECLAREN LA NULIDAD DE UNA RESOLUCIÓN 
DICTADA POR EL CONSEJO NACIONAL PARA PRE
VENIR LA DISCRIMINACIÓN, EN LA QUE DETER
MINÓ QUE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL INCURRIÓ EN DISCRIMINACIÓN INDIRECTA 
EN PERJUICIO DE UN MATRIMONIO DE PERSONAS 
DEL MISMO SEXO, AL NEGAR LA PENSIÓN DE 
VIUDEZ."	 I.9o.A.120 A (10a.)	 2659

Ley del Seguro Social, artículos 41 y 42.—Véase: 
"PRIMA DEL SEGURO DE RIESGOS DE TRABAJO. 
LOS ACCIDENTES QUE OCURRAN A LOS TRABAJA
DORES EN EL TRASLADO A UNA COMISIÓN, NO 
DEBEN TOMARSE EN CUENTA PARA SU CÁLCULO."	 I.4o.A.182 A (10a.)	 2635

Ley del Servicio de Administración Tributaria, artículo 
20-A.—Véase: "MULTAS POR INFRACCIONES FOR-
MALES DESCUBIERTAS EN EL EJERCICIO DE LAS 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN. LA AUTORIDAD 
FISCAL PUEDE ABSTENERSE DE IMPONERLAS, 
CONFORME AL ARTÍCULO 20-A DE LA LEY DEL SER
VICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA."	 IX.2o.C.A.3 A (10a.)	 2610

Ley del Sistema de Seguridad Pública de Jalisco, 
artículo 1o.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE RESPON
SABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA ELEMENTOS 
OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL. 
DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDADES DE LA 
LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA 
EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO SE TRATE 
DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN UN REGLA
MENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley del Sistema de Seguridad Pública de Jalisco, 
artículo 4o.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE RESPON
SABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA ELEMENTOS 
OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL. 
DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDADES DE LA 
LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA 
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EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO SE TRATE 
DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN UN REGLA
MENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley del Sistema de Seguridad Pública de Jalisco, 
artículo 103.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE RESPON
SABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA ELEMENTOS 
OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL. 
DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDADES DE LA 
LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA 
EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO SE TRATE 
DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN UN REGLA
MENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley del Sistema de Seguridad Pública de Jalisco, ar
tículo octavo transitorio.—Véase: "PROCEDIMIENTO 
DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA 
ELEMENTOS OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 
MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDA-
DES DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚ-
BLICA PARA EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO 
SE TRATE DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN 
UN REGLAMENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley del Sistema de Seguridad Pública de Jalisco, 
artículo décimo segundo transitorio.—Véase: "PRO-
CEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINIS-
TRATIVA CONTRA ELEMENTOS OPERATIVOS DE 
SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE 
A LAS FORMALIDADES DE LA LEY DEL SISTEMA 
DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE 
JALISCO, AUN CUANDO SE TRATE DE ACTOS U OMI
SIONES PREVISTOS EN UN REGLAMENTO MUNI-
CIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley del Sistema de Seguridad Pública de Jalisco, 
artículos 26 y 27.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE RES
PONSABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA ELE-
MENTOS OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 
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MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDA-
DES DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚ-
BLICA PARA EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO 
SE TRATE DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN 
UN REGLAMENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley del Sistema de Seguridad Pública de Jalisco, 
artículos 95 y 96.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE RES
PONSABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA ELE-
MENTOS OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 
MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDADES 
DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA 
PARA EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO SE 
TRATE DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN UN 
REGLAMENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley del Sistema de Seguridad Pública de Jalisco, 
artículos 118 a 128.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA ELE
MENTOS OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 
MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDA-
DES DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚ-
BLICA PARA EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO 
SE TRATE DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN 
UN REGLAMENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley del Sistema de Seguridad Pública de Jalisco, 
artículos primero a tercero transitorios.—Véase: "PRO
CEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINIS-
TRATIVA CONTRA ELEMENTOS OPERATIVOS DE 
SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE 
A LAS FORMALIDADES DE LA LEY DEL SISTEMA 
DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE 
JALISCO, AUN CUANDO SE TRATE DE ACTOS U 
OMISIONES PREVISTOS EN UN REGLAMENTO 
MUNICIPAL EN LA MATERIA."	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servi-
cio del Estado y de los Municipios de Guanajuato, 
artículo 4.—Véase: "TRABAJADORES DEL PODER 
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JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. LOS ME-
DIADORES Y CONCILIADORES ADSCRITOS AL 
CENTRO DE JUSTICIA ALTERNATIVA, TIENEN LA 
CATEGORÍA DE CONFIANZA."	 XVI.2o.T.11 L (10a.)	 2714

Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servi-
cio del Estado y de los Municipios de Guanajuato, 
artículo 8.—Véase: "TRABAJADORES DE CONFIANZA 
DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANA-
JUATO. CONFORME A LAS CONDICIONES GENE-
RALES DE TRABAJO, TIENEN DERECHO A LA 
ESTABILIDAD EN EL EMPLEO."	 XVI.2o.T.10 L (10a.)	 2711

Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servi-
cio del Estado y de los Municipios de Guanajuato, 
artículos 6 y 7.—Véase: "TRABAJADORES DEL PODER 
JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. LOS 
MEDIADORES Y CONCILIADORES ADSCRITOS AL 
CENTRO DE JUSTICIA ALTERNATIVA, TIENEN LA 
CATEGORÍA DE CONFIANZA."	 XVI.2o.T.11 L (10a.)	 2714

Ley del Transporte de Puebla, artículo 82.—Véase: 
"SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EN EL ES-
TADO DE PUEBLA. EL ANÁLISIS DE LA FECHA EN 
QUE SE EMITE EL TÍTULO DE CONCESIÓN ES UNA 
CUESTIÓN DE FONDO Y NO DE PROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO."	 PC.VI.A. J/15 A (10a.)	 2020

Ley del Transporte de Puebla, artículos 63 y 64.—
Véase: "SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EN EL 
ESTADO DE PUEBLA. EL ANÁLISIS DE LA FECHA 
EN QUE SE EMITE EL TÍTULO DE CONCESIÓN ES 
UNA CUESTIÓN DE FONDO Y NO DE PROCEDEN-
CIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO."	 PC.VI.A. J/15 A (10a.)	 2020

Ley Federal de Correduría Pública, artículo 6o., frac-
ción V.—Véase: "CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARAN
TÍA HIPOTECARIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR 
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COMO REQUISITO PREVIO PARA LA PROCEDENCIA 
DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA, NO PUEDE REALI-
ZARLA UN CORREDOR PÚBLICO, AL CARECER DE 
FACULTADES PARA EFECTUARLA."	 PC.I.C. J/98 C (10a.)	 1384

Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, ar
tículo 15.—Véase: "AUTOCORRECCIÓN EN MATERIA 
FISCAL. EL EJERCICIO DE ESA PRERROGATIVA 
NO ESTÁ CONDICIONADO A QUE SE ENTREGUE 
A LA AUTORIDAD COPIA DE LA DECLARACIÓN 
CORRESPONDIENTE, SINO A QUE ÉSTA SE PRE-
SENTE OPORTUNAMENTE."	 I.1o.A.228 A (10a.)	 2450

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Esta-
do, artículo 5o.—Véase: "TRABAJADORES DE CON-
FIANZA AL SERVICIO DE LOS TRES PODERES DEL 
ESTADO DE DURANGO. AL DETERMINAR LA LEY 
RESPECTIVA CUÁLES SON LOS FUNCIONARIOS 
QUE TIENEN ESA CALIDAD, ES INAPLICABLE SUPLE
TORIAMENTE EL ARTÍCULO 5o. DE LA LEY FEDE-
RAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
ESTADO, QUE PREVÉ UN CATÁLOGO DE PUESTOS 
QUE TIENEN ESE CARÁCTER A NIVEL FEDERAL."	 XXV.3o.4 L (10a.)	 2710

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
artículo 46.—Véase: "SEPARACIÓN ILEGAL DE UNA 
TRABAJADORA DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL 
ESTADO MOTIVADA POR SU CONDICIÓN DE EM
BARAZO. CONSTITUYE UNA DISCRIMINACIÓN POR 
RAZÓN DE GÉNERO, QUE ORIGINA LA REPARA-
CIÓN INTEGRAL A LA VÍCTIMA."	 I.16o.T.49 L (10a.)	 2692

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
artículo 46, fracción V.—Véase: "TRABAJADORES 
DE BASE AL SERVICIO DEL ESTADO. CUANDO NO 
PROSPERE LA ACCIÓN DEL CESE DE SU NOM-
BRAMIENTO Y SE ENCUENTREN SUSPENDIDOS 
POR RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, ÉSTE DEBE PRONUN
CIARSE EN EL MISMO LAUDO RESPECTO DE LA 
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REINCORPORACIÓN EN EL CARGO Y EL PAGO DE 
LOS SALARIOS CAÍDOS, INDEPENDIENTEMENTE DE 
QUE AQUÉLLOS NO LOS HUBIESEN RECLAMADO 
EN SU CONTESTACIÓN."	 I.11o.T.37 L (10a.)	 2709

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
artículo 127 BIS.—Véase: "TRABAJADORES DE BASE 
AL SERVICIO DEL ESTADO. CUANDO NO PROS
PERE LA ACCIÓN DEL CESE DE SU NOMBRAMIENTO 
Y SE ENCUENTREN SUSPENDIDOS POR RESOLU-
CIÓN DEL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN 
Y ARBITRAJE, ÉSTE DEBE PRONUNCIARSE EN EL 
MISMO LAUDO RESPECTO DE LA REINCORPO
RACIÓN EN EL CARGO Y EL PAGO DE LOS SALA-
RIOS CAÍDOS, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE 
AQUÉLLOS NO LOS HUBIESEN RECLAMADO EN 
SU CONTESTACIÓN."	 I.11o.T.37 L (10a.)	 2709

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
artículo 131.—Véase: "TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL ESTADO. LA NOTIFICACIÓN DEL ACUERDO POR 
EL QUE SE CITA A LAS PARTES A LA AUDIENCIA 
DE PRUEBAS, ALEGATOS Y RESOLUCIÓN, DEBE 
HACERSE POR ESTRADOS, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 142 DE LA LEY RELATIVA."	 I.9o.T.70 L (10a.)	 2708

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
artículo 142.—Véase: "TRABAJADORES AL SERVI-
CIO DEL ESTADO. LA NOTIFICACIÓN DEL ACUERDO 
POR EL QUE SE CITA A LAS PARTES A LA AUDIEN-
CIA DE PRUEBAS, ALEGATOS Y RESOLUCIÓN, DEBE 
HACERSE POR ESTRADOS, EN TÉRMINOS DEL AR
TÍCULO 142 DE LA LEY RELATIVA."	 I.9o.T.70 L (10a.)	 2708

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, artículo 3o., fracción II.—Véase: "JUICIO 
DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN 
DICTADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
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ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE LESIVIDAD. ES 
IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR LA AUTORI-
DAD DEMANDANTE."	 VII.2o.A.6 A (10a.)	 2597

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis
trativo, artículo 3o., fracción III.—Véase: "REPARTO 
ADICIONAL DE UTILIDADES. EN LOS JUICIOS DE 
NULIDAD EN LOS QUE SE IMPUGNA LA VALIDEZ 
DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA, EL SEÑA-
LAMIENTO DEL ACTOR ES INSUFICIENTE PARA 
TENER A UNA PERSONA COMO REPRESENTANTE 
DE LOS TRABAJADORES TERCEROS INTERESADOS."	 2a./J. 171/2019 (10a.)	 1049

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, artículo 13, fracción III.—Véase: "JUICIO 
DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN 
DICTADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE LESIVIDAD. ES 
IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR LA AUTORI-
DAD DEMANDANTE."	 VII.2o.A.6 A (10a.)	 2597

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis
trativo, artículo 14, fracción VII.—Véase: "REPARTO 
ADICIONAL DE UTILIDADES. EN LOS JUICIOS DE 
NULIDAD EN LOS QUE SE IMPUGNA LA VALIDEZ 
DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA, EL SEÑA-
LAMIENTO DEL ACTOR ES INSUFICIENTE PARA 
TENER A UNA PERSONA COMO REPRESENTANTE 
DE LOS TRABAJADORES TERCEROS INTERESADOS."	 2a./J. 171/2019 (10a.)	 1049

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis
trativo, artículo 14, fracción VII.—Véase: "REPARTO 
ADICIONAL DE UTILIDADES. FORMA DE EMPLA-
ZAMIENTO AL REPRESENTANTE DE LOS TRABA-
JADORES TERCEROS INTERESADOS EN LOS JUI-
CIOS DE NULIDAD EN LOS QUE SE IMPUGNA LA 
VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA."	 2a./J. 170/2019 (10a.)	 1050

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis
trativo, artículo 18.—Véase: "REPARTO ADICIONAL 
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DE UTILIDADES. EN LOS JUICIOS DE NULIDAD EN 
LOS QUE SE IMPUGNA LA VALIDEZ DE LA RESO-
LUCIÓN QUE LO ORDENA, EL SEÑALAMIENTO 
DEL ACTOR ES INSUFICIENTE PARA TENER A UNA 
PERSONA COMO REPRESENTANTE DE LOS TRA-
BAJADORES TERCEROS INTERESADOS."	 2a./J. 171/2019 (10a.)	 1049

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis
trativo, artículo 18.—Véase: "REPARTO ADICIONAL 
DE UTILIDADES. FORMA DE EMPLAZAMIENTO 
AL REPRESENTANTE DE LOS TRABAJADORES TER
CEROS INTERESADOS EN LOS JUICIOS DE NULI-
DAD EN LOS QUE SE IMPUGNA LA VALIDEZ DE LA 
RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA."	 2a./J. 170/2019 (10a.)	 1050

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis
trativo, artículo 41.—Véase: "TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA. CUANDO ALGUNA 
DE SUS SALAS MANIFIESTA EXPRESAMENTE 
EN UNA SENTENCIA QUE EXISTEN ASPECTOS TÉC
NICOS QUE ‘ESCAPAN DE SU CONOCIMIENTO’ 
PARA PRONUNCIARSE, EN EL JUICIO DE AMPARO 
QUE SE PROMUEVA EN SU CONTRA, DEBE ORDE-
NARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
PARA QUE SE ALLEGUE DE LAS PRUEBAS PERI-
CIALES QUE LE PERMITAN FIJAR ADECUADAMENTE 
LA LITIS SOMETIDA A SU CONSIDERACIÓN Y RE-
SOLVER EL FONDO DEL ASUNTO."	 I.4o.A.180 A (10a.)	 2716

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis
trativo, artículo 63, fracción II.—Véase: "RECURSO 
DE REVISIÓN FISCAL. PROCEDE CONTRA LAS SEN
TENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA QUE DECLAREN LA NULIDAD 
DE UNA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL CONSEJO 
NACIONAL PARA PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN, 
EN LA QUE DETERMINÓ QUE EL INSTITUTO MEXI-
CANO DEL SEGURO SOCIAL INCURRIÓ EN DIS-
CRIMINACIÓN INDIRECTA EN PERJUICIO DE UN 
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MATRIMONIO DE PERSONAS DEL MISMO SEXO, 
AL NEGAR LA PENSIÓN DE VIUDEZ."	 I.9o.A.120 A (10a.)	 2659

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis
trativo, artículo 67, fracción I.—Véase: "JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DIC-
TADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE LESIVIDAD. ES 
IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR LA AUTORI-
DAD DEMANDANTE."	 VII.2o.A.6 A (10a.)	 2597

Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del 
Estado, artículo 29.—Véase: "RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO. EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 29 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, LA 
INSTITUCIÓN DE SALUD PÚBLICA Y EL PACIENTE 
SON CORRESPONSABLES, CUANDO EL DAÑO RE
CLAMADO DERIVÓ DE QUE AQUÉLLA NO OTORGÓ 
EL TRATAMIENTO A UNA ENFERMEDAD CRÓNICO 
DEGENERATIVA QUE DIAGNOSTICÓ Y ÉSTE OMITIÓ 
SOLICITAR LA ATENCIÓN MÉDICA OPORTUNA-
MENTE."	 I.4o.A.183 A (10a.)	 2665

Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de 
los Servidores Públicos, artículo 14 (abrogada).—
Véase: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATI
VAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCU
LO 37, SEXTO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA (ABROGADA), NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD EN LA IMPOSICIÓN DE 
LAS SANCIONES."	 2a. LXXVIII/2019 (10a.)	 1075

Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de 
los Servidores Públicos, artículo 21 (abrogada).—
Véase: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATI
VAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCU-
LO 37, SEXTO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA (ABROGADA), NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD EN LA IMPOSICIÓN DE 
LAS SANCIONES."	 2a. LXXVIII/2019 (10a.)	 1075
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Ley Federal de Responsabilidades Administrativas 
de los Servidores Públicos, artículo 37 (abrogada).—
Véase: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATI
VAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCU-
LO 37, SEXTO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA (ABROGADA), NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD EN LA IMPOSICIÓN DE 
LAS SANCIONES."	 2a. LXXVIII/2019 (10a.)	 1075

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor
mación Pública Gubernamental, artículo 14 (abro-
gada) .—Véase: "DERECHO A LA INFORMACIÓN. 
NO PUEDE ALEGARSE EL CARÁCTER DE ‘RESER-
VADO’ DE LAS AVERIGUACIONES PREVIAS CUANDO 
LA INVESTIGACIÓN VERSE SOBRE VIOLACIONES 
GRAVES DE DERECHOS FUNDAMENTALES O DE-
LITOS DE LESA HUMANIDAD."	 P. I/2019 (10a.)	 562

Ley Federal del Trabajo, artículo 5o.—Véase: "NU
LIDAD DE CONVENIO DE TERMINACIÓN DE LA 
RELACIÓN LABORAL POR VICIOS DEL CONSEN
TIMIENTO. PROCEDE AUN CUANDO PREVIAMENTE 
HAYA SIDO SANCIONADO POR UNA JUNTA DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE [INAPLICABILIDAD 
DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 17/2015 (10a.)]."	 I.11o.T.29 L (10a.)	 2615

Ley Federal del Trabajo, artículo 47, fracción X.—
Véase: "PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA MOLECU
LAR. LA CONDUCTA EVASIVA DEL DEMANDADO 
PARA SU DESAHOGO, CONTRARÍA EL PRINCIPIO DE 
LEALTAD PROCESAL Y VULNERA EL DERECHO DEL 
MENOR DE EDAD PARA CONOCER SU IDENTIDAD 
PARENTAL."	 I.3o.C.413 C (10a.)	 2641

Ley Federal del Trabajo, artículo 50.—Véase: "INDEM
NIZACIONES DERIVADAS DE LA INSUMISIÓN AL 
ARBITRAJE. SE ENTIENDEN PAGADAS DESDE EL 
MOMENTO EN QUE LA DEMANDADA PONE A DIS-
POSICIÓN DEL TRABAJADOR, A TRAVÉS DE LOS 
MEDIOS LEGALES PERMITIDOS, LAS CANTIDADES 
ADEUDADAS."	 I.11o.T.31 L (10a.)	 2592
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Ley Federal del Trabajo, artículo 50 (vigente hasta 
el 30 de noviembre de 2012).—Véase: "SALARIOS 
CAÍDOS DERIVADOS DE LA INSUMISIÓN AL ARBI-
TRAJE. SE GENERAN HASTA QUE SE PAGAN LAS 
INDEMNIZACIONES PRINCIPALES, INDEPENDIEN
TEMENTE DE QUE EN DICHO PAGO NO SE INCLU-
YAN OTROS CONCEPTOS ACCESORIOS QUE SE 
GENERAN CON MOTIVO DE LA MORA EN QUE IN-
CURRA EL DEUDOR (LEY FEDERAL DEL TRABAJO 
VIGENTE HASTA EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2012)."	 I.11o.T.30 L (10a.)	 2669

Ley Federal del Trabajo, artículo 84.—Véase: "CRÉ
DITOS PREFERENTES. SE CONSIDERAN ASÍ LOS 
PAGOS DE VACACIONES Y PRIMA DE ANTIGÜEDAD 
EN FAVOR DE LOS TRABAJADORES, EN TÉRMI-
NOS DE LOS ARTÍCULOS 123, APARTADO A, FRAC-
CIÓN XXIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 113 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO."	 2a./J. 163/2019 (10a.)	 927

Ley Federal del Trabajo, artículo 110, fracción VI.—
Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, 
ADICIONAN Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRA
BAJO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON 
ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES 
PARTICIPEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y 
REVISIÓN DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRA
BAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CON-
TRA LA INMUNIDAD O FUERO DE LOS SINDICA-
TOS Y SUS DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 113.—Véase: "CRÉ-
DITOS PREFERENTES. SE CONSIDERAN ASÍ LOS 
PAGOS DE VACACIONES Y PRIMA DE ANTIGÜE-
DAD EN FAVOR DE LOS TRABAJADORES, EN TÉR-
MINOS DE LOS ARTÍCULOS 123, APARTADO A, 
FRACCIÓN XXIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL 
Y 113 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO."	 2a./J. 163/2019 (10a.)	 927
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Ley Federal del Trabajo, artículo 245 Bis.—Véase: 
"SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AM
PARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADI
CIONAN Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRA
BAJO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON 
ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES 
PARTICIPEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN 
Y REVISIÓN DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS 
DE TRABAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR 
CONTRA LA INMUNIDAD O FUERO DE LOS SINDI-
CATOS Y SUS DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 360.—Véase: "SUS-
PENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL DE-
CRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPO
SICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PU-
BLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA-
CIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO SE 
IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICIPEN 
DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE 
LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN 
QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA INMU-
NIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRI-
GENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 364.—Véase: "SUS-
PENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL DE-
CRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPO
SICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PU-
BLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA-
CIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO SE 
IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICIPEN 
DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE 
LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN 
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QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA INMU-
NIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRI-
GENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 369.—Véase: "SUS-
PENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL DE-
CRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PU-
BLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA-
CIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO SE 
IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICIPEN 
DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE 
LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN 
QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA INMU-
NIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRI-
GENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 371, fracción IX.—
Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, 
ADICIONAN Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO 
SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTI
CIPEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y RE
VISIÓN DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE 
TRABAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR 
CONTRA LA INMUNIDAD O FUERO DE LOS SINDI-
CATOS Y SUS DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 371 Bis.—Véase: 
"SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AM
PARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADI
CIONAN Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRA
BAJO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
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FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON 
ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES 
PARTICIPEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y 
REVISIÓN DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRA
BAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CON-
TRA LA INMUNIDAD O FUERO DE LOS SINDICA-
TOS Y SUS DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 373.—Véase: "SUS-
PENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL DE-
CRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PUBLI
CADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO SE IMPE-
DIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICIPEN DI-
RECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE 
LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN 
QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA INMU-
NIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRI-
GENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 390 Ter.—Véase: 
"SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AM
PARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPO-
SICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO 
SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICI-
PEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN 
DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, 
SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA 
INMUNIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y SUS 
DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 399 Ter.—Véase: 
"SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AM
PARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL 
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DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PUBLI
CADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO SE IMPE-
DIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICIPEN DI-
RECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE 
LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN 
QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA INMU-
NIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRI-
GENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 400 Bis.—Véase: 
"SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AM
PARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPO
SICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO 
SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTI
CIPEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVI-
SIÓN DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRA-
BAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA 
LA INMUNIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y 
SUS DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 519, fracción II.—
Véase: "PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA EJE-
CUTAR UN LAUDO. LA SUSPENSIÓN DEL ACTO 
RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIREC-
TO NO TIENE EL ALCANCE DE INTERRUMPIR EL 
PLAZO RESPECTIVO."	 VII.2o.T.262 L (10a.)	 2628

Ley Federal del Trabajo, artículo 521.—Véase: "PRES
CRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR UN 
LAUDO. LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO TIENE 
EL ALCANCE DE INTERRUMPIR EL PLAZO RES-
PECTIVO."	 VII.2o.T.262 L (10a.)	 2628
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Ley Federal del Trabajo, artículo 590 D.—Véase: "SUS
PENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL DE-
CRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PU-
BLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA-
CIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO SE 
IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICIPEN 
DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE 
LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN 
QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA INMU-
NIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRI-
GENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 685.—Véase: "APO-
DERADO QUE COMPARECE EN REPRESENTACIÓN 
DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
(IMSS) AL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA TENER 
POR DEMOSTRADA SU PERSONALIDAD, NO ES 
NECESARIO QUE ACREDITE SER TITULAR DE LA 
JEFATURA DE SERVICIOS JURÍDICOS O ESTAR 
ADSCRITO A ÉSTA."	 PC.IV.L. J/20 L (10a.)	 1312

Ley Federal del Trabajo, artículo 685.—Véase: "DE-
MANDA EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO 
EN EL ESTADO DE JALISCO. FORMAS QUE CON-
LLEVA LA RATIFICACIÓN DE SU ACLARACIÓN, MO
DIFICACIÓN SUSTANCIAL O AMPLIACIÓN (INTER-
PRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA 
LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ES
TADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y APLICA-
CIÓN SUPLETORIA DE LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO)."	 III.4o.T.55 L (10a.)	 2559

Ley Federal del Trabajo, artículo 687.—Véase: "APODE
RADO QUE COMPARECE EN REPRESENTACIÓN DEL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) 
AL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA TENER POR 
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DEMOSTRADA SU PERSONALIDAD, NO ES NECE-
SARIO QUE ACREDITE SER TITULAR DE LA JEFA-
TURA DE SERVICIOS JURÍDICOS O ESTAR ADS-
CRITO A ÉSTA."	 PC.IV.L. J/20 L (10a.)	 1312

Ley Federal del Trabajo, artículo 687.—Véase: "DE-
MANDA EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN 
EL ESTADO DE JALISCO. FORMAS QUE CONLLEVA 
LA RATIFICACIÓN DE SU ACLARACIÓN, MODIFI
CACIÓN SUSTANCIAL O AMPLIACIÓN (INTERPRETA-
CIÓN DE LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA LEY 
PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO 
DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y APLICACIÓN SU
PLETORIA DE LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO)."	 III.4o.T.55 L (10a.)	 2559

Ley Federal del Trabajo, artículo 692, fracción III.—
Véase: "APODERADO QUE COMPARECE EN RE-
PRESENTACIÓN DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL (IMSS) AL PROCEDIMIENTO 
LABORAL. PARA TENER POR DEMOSTRADA SU 
PERSONALIDAD, NO ES NECESARIO QUE ACRE-
DITE SER TITULAR DE LA JEFATURA DE SERVICIOS 
JURÍDICOS O ESTAR ADSCRITO A ÉSTA."	 PC.IV.L. J/20 L (10a.)	 1312

Ley Federal del Trabajo, artículo 725 (vigente hasta 
el 4 de enero de 1980).—Véase: "INCIDENTE DE 
NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN MATERIA LA-
BORAL. SU PROMOCIÓN NO SUSPENDE EL PRO-
CEDIMIENTO."	 (XI Región)1o.7 L (10a.)	 2590

Ley Federal del Trabajo, artículo 739.—Véase: "NOTI-
FICACIONES PERSONALES AL DEMANDADO EN 
EL JUICIO LABORAL. DEBEN REALIZARSE POR 
BOLETÍN O POR ESTRADOS SI OMITIÓ SEÑALAR 
DOMICILIO PARA TAL EFECTO (LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.XIX. J/12 L (10a.)	 1549
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Ley Federal del Trabajo, artículo 762, fracción I.—
Véase: "INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICA
CIONES EN ASUNTOS COLECTIVOS TRAMITADOS 
ANTE LA AUTORIDAD LABORAL. AL NO ACTUAR 
ÉSTA COMO ENTE JURISDICCIONAL EN UN PRO-
CEDIMIENTO CONTENCIOSO, SINO COMO ÓRGA-
NO ADMINISTRATIVO Y REGISTRAL, ES INNECE-
SARIO AGOTARLO PREVIO A LA PROMOCIÓN DEL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO."	 VII.2o.T.282 L (10a.)	 2589

Ley Federal del Trabajo, artículo 772.—Véase: "AM-
PARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LAS DI-
LACIONES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS EN EL 
DICTADO DE PROVEÍDOS, LAUDOS O EN LA REA-
LIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA DILIGENCIA, EN 
JUICIOS BUROCRÁTICOS SUSTANCIADOS AL TENOR 
DE LA LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL 
ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. PROCEDE 
SI TRANSCURREN MÁS DE 22 DÍAS HÁBILES DES-
DE LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN 
EL QUE LEGALMENTE DEBIERON PRONUNCIARSE 
O DILIGENCIARSE LOS ACTOS PROCESALES RES-
PECTIVOS [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRU-
DENCIA 2a./J. 33/2019 (10a.)]."	 III.3o.T. J/8 L (10a.)	 2272

Ley Federal del Trabajo, artículo 782.—Véase: 
"TRABAJADORA EMBARAZADA. CUANDO ADUCE 
QUE LA RAZÓN DE SU DESPIDO FUE POR ENCON
TRARSE EN ESE ESTADO DE GRAVIDEZ, LA AUTO-
RIDAD DEBE RELEVARLA DE LA CARGA DE ACRE-
DITARLO, A FIN DE DESVIRTUAR, EN SU CASO, LA 
RENUNCIA PRESENTADA POR EL PATRÓN, RECA-
BANDO PRUEBAS AL RESPECTO."	 VII.2o.T.261 L (10a.)	 2705

Ley Federal del Trabajo, artículo 784.—Véase: "TRA-
BAJADORA EMBARAZADA. CUANDO ADUCE QUE 
LA RAZÓN DE SU DESPIDO FUE POR ENCON-
TRARSE EN ESE ESTADO DE GRAVIDEZ, LA AUTO-
RIDAD DEBE RELEVARLA DE LA CARGA DE ACRE-
DITARLO, A FIN DE DESVIRTUAR, EN SU CASO, LA 
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RENUNCIA PRESENTADA POR EL PATRÓN, RECA-
BANDO PRUEBAS AL RESPECTO."	 VII.2o.T.261 L (10a.)	 2705

Ley Federal del Trabajo, artículo 839.—Véase: 
"ACTA DE DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN EL PROCE-
DIMIENTO LABORAL. LA FALTA DE FIRMA DE AL-
GUNO DE LOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL DE 
TRABAJO O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA Y 
DA FE, NO DA LUGAR A ANALIZARLA DE OFICIO 
EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CUANDO EL 
QUEJOSO NO FORMULA CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
Y NO SE TRATA DEL TRABAJADOR O SUS BENE
FICIARIOS (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRU-
DENCIA 2a./J. 147/2007)."	 VII.2o.T. J/54 L (10a.)	 2249

Ley Federal del Trabajo, artículo 841.—Véase: "PRUE
BAS EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA QUE 
PUEDAN VALORARSE DEBEN ESTAR RELACIO
NADAS CON LOS HECHOS A COMPROBAR, EX-
PRESADOS POR LAS PARTES EN LA DEMANDA 
O EN SU CONTESTACIÓN, SIN QUE SEA SUFICIEN-
TE LA CIRCUNSTANCIA DE QUE OBREN EN EL 
EXPEDIENTE."	 VII.2o.T.267 L (10a.)	 2645

Ley Federal del Trabajo, artículo 873 (texto anterior 
a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 1 de mayo de 2019).—Véase: "PRUEBAS 
EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 885, PRIMER 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL 
ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO 
TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS PARTES DE 
PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA VISTA OTOR-
GADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN DEL 
SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN PRUEBAS 
POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DERECHOS 
HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA TUTELA 
JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A LA RE-
FORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725
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Ley Federal del Trabajo, artículo 878, fracciones III 
y IV.—Véase: "NOTIFICACIONES PERSONALES AL 
DEMANDADO EN EL JUICIO LABORAL. DEBEN REA
LIZARSE POR BOLETÍN O POR ESTRADOS SI OMI-
TIÓ SEÑALAR DOMICILIO PARA TAL EFECTO (LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO EN SU TEXTO ANTERIOR 
A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFI-
CIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.XIX. J/12 L (10a.)	 1549

Ley Federal del Trabajo, artículo 883 (texto anterior a 
la reforma publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 1 de mayo de 2019).—Véase: "PRUEBAS 
EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 885, PRIMER 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL 
ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO 
TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS PARTES DE 
PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA VISTA OTOR-
GADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN DEL 
SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN PRUEBAS 
POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DERECHOS 
HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA TUTELA 
JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A LA RE-
FORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019). "	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Ley Federal del Trabajo, artículo 884, fracción V.—
Véase: "ACUMULACIÓN DE JUICIOS EN MATERIA 
LABORAL. CUANDO EL JUICIO ACUMULANTE SE 
INICIÓ EN LA VÍA ORDINARIA POR RECLAMARSE 
PRESTACIONES QUE DEBEN RESOLVERSE DE ESA 
FORMA Y EL ACUMULADO EN LA ESPECIAL, EL PRO
CEDIMIENTO DEBE SUSTANCIARSE CONFORME 
A LAS REGLAS PREVISTAS PARA LA PRIMERA, AL 
SER MÁS GARANTISTA."	 VII.2o.T.259 L (10a.)	 2441

Ley Federal del Trabajo, artículo 888 (texto anterior a 
la reforma publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 1 de mayo de 2019).—Véase: "PRUEBAS EN 
EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 885, PRIMER 
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PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL 
ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO 
TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS PARTES DE PRO
NUNCIARSE RESPECTO DE LA VISTA OTORGADA 
CON MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN DEL SECRE-
TARIO DE QUE YA NO QUEDAN PRUEBAS POR 
DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DERECHOS HUMA-
NOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA TUTELA JUDI-
CIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019). "	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Ley Federal del Trabajo, artículo 889-A.—Véase: 
"COMPETENCIA EN MATERIA CIVIL. CUANDO SE 
RECLAMA LA DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD 
DE DINERO QUE EL DEMANDADO RETIRÓ DE SU 
SUBCUENTA DE VIVIENDA, CORRESPONDE A LA 
AUTORIDAD LABORAL DILUCIDAR LA ACCIÓN 
INTENTADA (ENRIQUECIMIENTO ILEGÍTIMO) Y NO 
A LA CIVIL."	 I.3o.C.380 C (10a.)	 2543

Ley Federal del Trabajo, artículo 891 (texto anterior 
a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 1 de mayo de 2019).—Véase: "PRUEBAS 
EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 885, PRIMER 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL 
ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO 
TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS PARTES DE PRO-
NUNCIARSE RESPECTO DE LA VISTA OTORGADA 
CON MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN DEL SECRE-
TARIO DE QUE YA NO QUEDAN PRUEBAS POR 
DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DERECHOS HUMA-
NOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA TUTELA JUDI-
CIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019). "	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Ley Federal del Trabajo, artículo 897 F.—Véase: "SUS
PENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL DE-
CRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
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Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PUBLI
CADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO SE IM
PEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICIPEN 
DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE 
LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN 
QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA INMU-
NIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRI-
GENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 923.—Véase: "SUS-
PENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL DE-
CRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN 
Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPO
SICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO 
SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTI
CIPEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y RE
VISIÓN DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRA-
BAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA 
LA INMUNIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y 
SUS DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo 927, fracción V.—
Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CON
TRA EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, 
ADICIONAN Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVER-
SAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES 
CON ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADO-
RES PARTICIPEN DIRECTAMENTE EN LA CREA-
CIÓN Y REVISIÓN DE LOS CONTRATOS COLEC
TIVOS DE TRABAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE 
ATENTAR CONTRA LA INMUNIDAD O FUERO DE 
LOS SINDICATOS Y SUS DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701
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Ley Federal del Trabajo, artículo 947.—Véase: "IN-
DEMNIZACIONES DERIVADAS DE LA INSUMISIÓN 
AL ARBITRAJE. SE ENTIENDEN PAGADAS DESDE 
EL MOMENTO EN QUE LA DEMANDADA PONE A 
DISPOSICIÓN DEL TRABAJADOR, A TRAVÉS DE 
LOS MEDIOS LEGALES PERMITIDOS, LAS CANTI-
DADES ADEUDADAS."	 I.11o.T.31 L (10a.)	 2592

Ley Federal del Trabajo, artículo 947 (vigente hasta 
el 30 de noviembre de 2012).—Véase: "SALARIOS 
CAÍDOS DERIVADOS DE LA INSUMISIÓN AL AR
BITRAJE. SE GENERAN HASTA QUE SE PAGAN 
LAS INDEMNIZACIONES PRINCIPALES, INDEPEN-
DIENTEMENTE DE QUE EN DICHO PAGO NO SE 
INCLUYAN OTROS CONCEPTOS ACCESORIOS QUE 
SE GENERAN CON MOTIVO DE LA MORA EN 
QUE INCURRA EL DEUDOR (LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO VIGENTE HASTA EL 30 DE NOVIEMBRE 
DE 2012)."	 I.11o.T.30 L (10a.)	 2669

Ley Federal del Trabajo, artículo décimo primero 
transitorio (D.O.F. 1-V-2019).—Véase: "‘PROTOCOLO 
PARA LA LEGITIMACIÓN DE CONTRATOS COLEC-
TIVOS DE TRABAJO EXISTENTES’. ES IMPROCE-
DENTE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL QUE SE 
SOLICITE EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO EN SU CONTRA."	 I.16o.T.61 L (10a.)	 2637

Ley Federal del Trabajo, artículo décimo primero 
transitorio (D.O.F. 1-V-2019).—Véase: "SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO INDIREC
TO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL DECRETO POR 
EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN, 
ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPOSICIONES DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO 
DE 2019, PUES CON ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS 
TRABAJADORES PARTICIPEN DIRECTAMENTE EN 
LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE LOS CONTRATOS 
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COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN QUE ELLO IMPLI-
QUE ATENTAR CONTRA LA INMUNIDAD O FUERO 
DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículo vigésimo séptimo 
transitorio (D.O.F. 1-V-2019).—Véase: "SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO INDIREC
TO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL DECRETO POR 
EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN, 
ENTRE OTRAS, DIVERSAS DISPOSICIONES DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO 
DE 2019, PUES CON ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS 
TRABAJADORES PARTICIPEN DIRECTAMENTE EN 
LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE LOS CONTRATOS 
COLECTIVOS DE TRABAJO, SIN QUE ELLO IMPLI-
QUE ATENTAR CONTRA LA INMUNIDAD O FUERO 
DE LOS SINDICATOS Y SUS DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701

Ley Federal del Trabajo, artículos 20 y 21.—Véase: 
"COMPETENCIA EN MATERIA CIVIL. CUANDO SE 
RECLAMA LA DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD DE 
DINERO QUE EL DEMANDADO RETIRÓ DE SU SUB
CUENTA DE VIVIENDA, CORRESPONDE A LA AUTO
RIDAD LABORAL DILUCIDAR LA ACCIÓN INTENTADA 
(ENRIQUECIMIENTO ILEGÍTIMO) Y NO A LA CIVIL."	 I.3o.C.380 C (10a.)	 2543

Ley Federal del Trabajo, artículos 761 a 763.—Véase: 
"INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES 
EN MATERIA LABORAL. SU PROMOCIÓN NO SUS-
PENDE EL PROCEDIMIENTO."	 (XI Región)1o.7 L (10a.)	 2590

Ley Federal del Trabajo, artículos 875 y 876 (texto 
anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 1 de mayo de 2019).—Véase: 
"PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 
885, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, AL ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU 
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DESISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE 
LAS PARTES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA 
VISTA OTORGADA CON MOTIVO DE LA CERTIFI-
CACIÓN DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUE-
DAN PRUEBAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS 
DERECHOS HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y 
A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTE-
RIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 
2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Ley Federal del Trabajo, artículos 878 a 880 (texto 
anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 1 de mayo de 2019).—Véase: 
"PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 
885, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, AL ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU 
DESISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE 
LAS PARTES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA 
VISTA OTORGADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICA-
CIÓN DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN 
PRUEBAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DE-
RECHOS HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A 
LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Ley Federal del Trabajo, artículos 885 a 887.—Véase: 
"ACUMULACIÓN DE JUICIOS EN MATERIA LABORAL. 
CUANDO EL JUICIO ACUMULANTE SE INICIÓ EN 
LA VÍA ORDINARIA POR RECLAMARSE PRESTACIO
NES QUE DEBEN RESOLVERSE DE ESA FORMA Y EL 
ACUMULADO EN LA ESPECIAL, EL PROCEDIMIENTO 
DEBE SUSTANCIARSE CONFORME A LAS REGLAS 
PREVISTAS PARA LA PRIMERA, AL SER MÁS GA-
RANTISTA."	 VII.2o.T.259 L (10a.)	 2441

Ley Federal del Trabajo, artículos 885 y 886 (texto 
anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 1 de mayo de 2019).—Véase: 
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"PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 
885, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, AL ESTABLECER LA SANCIÓN DE SU 
DESISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS 
PARTES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA VIS-
TA OTORGADA CON MOTIVO DE LA CERTIFICA-
CIÓN DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUEDAN 
PRUEBAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DE-
RECHOS HUMANOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO ANTERIOR A 
LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019)."	 PC.III.L. J/33 L (10a.)	 1725

Ley Federal del Trabajo, artículos 888 y 889.—Véase: 
"ACTA DE DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN EL PRO
CEDIMIENTO LABORAL. LA FALTA DE FIRMA DE 
ALGUNO DE LOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL 
DE TRABAJO O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA 
Y DA FE, NO DA LUGAR A ANALIZARLA DE OFICIO 
EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CUANDO EL 
QUEJOSO NO FORMULA CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
Y NO SE TRATA DEL TRABAJADOR O SUS BENE
FICIARIOS (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRU-
DENCIA 2a./J. 147/2007)."	 VII.2o.T. J/54 L (10a.)	 2249

Ley Federal del Trabajo, artículos vigésimo segundo 
y vigésimo tercero transitorios (D.O.F. 1-V-2019).—
Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUI
CIO DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, 
ADICIONAN Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO 
SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES PARTICI-
PEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN 
DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, 
SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA IN-
MUNIDAD O FUERO DE LOS SINDICATOS Y SUS 
DIRIGENTES."	 I.16o.T.62 L (10a.)	 2701
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Ley Federal para la Administración y Enajenación 
de Bienes del Sector Público, artículo 1.—Véase: 
"PROCEDIMIENTO DE ENAJENACIÓN DE VEHÍCU-
LOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA DECLARADOS 
PROPIEDAD DEL FISCO FEDERAL. NO VULNERA EL 
DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA. "	 2a. I/2020 (10a.)	 1074

Ley Federal para la Administración y Enajenación 
de Bienes del Sector Público, artículo 27.—Véase: 
"PROCEDIMIENTO DE ENAJENACIÓN DE VEHÍCU-
LOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA DECLARADOS 
PROPIEDAD DEL FISCO FEDERAL. NO VULNERA EL 
DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA. "	 2a. I/2020 (10a.)	 1074

Ley Federal para la Administración y Enajenación 
de Bienes del Sector Público, artículo 36.—Véase: 
"PROCEDIMIENTO DE ENAJENACIÓN DE VEHÍCU-
LOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA DECLARADOS 
PROPIEDAD DEL FISCO FEDERAL. NO VULNERA 
EL DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA. "	 2a. I/2020 (10a.)	 1074

Ley General de Cultura Física y Deporte, artículo 
59.—Véase: "PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS ANTE EL CON
SEJO DE VIGILANCIA ELECTORAL DEPORTIVA 
(COVED). PROCEDE CONTRA LA CELEBRACIÓN DE 
UNA ASAMBLEA EXTRAORDINARIA LLEVADA A 
CABO POR UNA ASOCIACIÓN DEPORTIVA NACIO-
NAL EN PRESUNTA VIOLACIÓN DE SUS ESTATUTOS, 
EN LA CUAL SE ACUERDA ALGÚN CAMBIO EN SU 
ESTRUCTURA ORGÁNICA O DE REPRESENTACIÓN, 
PREVIO A INTERPONER EL RECURSO DE APELA-
CIÓN ANTE LA COMISIÓN DE APELACIÓN Y ARBI-
TRAJE DEL DEPORTE (CAAD)."	 I.4o.A.184 A (10a.)	 2635

Ley General de Salud, artículo 77 Bis 38, fracciones 
IV y X.—Véase: "RESPONSABILIDAD PATRIMO
NIAL DEL ESTADO. EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
29 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, LA INSTITUCIÓN 
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DE SALUD PÚBLICA Y EL PACIENTE SON CORRES-
PONSABLES, CUANDO EL DAÑO RECLAMADO 
DERIVÓ DE QUE AQUÉLLA NO OTORGÓ EL TRA
TAMIENTO A UNA ENFERMEDAD CRÓNICO DEGE-
NERATIVA QUE DIAGNOSTICÓ Y ÉSTE OMITIÓ SOLI-
CITAR LA ATENCIÓN MÉDICA OPORTUNAMENTE."	 I.4o.A.183 A (10a.)	 2665

Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, ar-
tículos 29 a 32.—Véase: "ENDOSO DE TÍTULOS 
DE CRÉDITO. SU ANTEFIRMA DEBE OBSERVARSE 
COMO FUNCIÓN Y NO UN LUGAR EN ESPECIFÍCO 
EN EL DOCUMENTO."	 VII.2o.C.220 C (10a.)	 2572

Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, ar-
tículos 38 y 39.—Véase: "ENDOSO DE TÍTULOS 
DE CRÉDITO. SU ANTEFIRMA DEBE OBSERVARSE 
COMO FUNCIÓN Y NO UN LUGAR EN ESPECIFÍCO 
EN EL DOCUMENTO."	 VII.2o.C.220 C (10a.)	 2572

Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, artículo 1o.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA ELE-
MENTOS OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 
MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDADES 
DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA 
PARA EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO SE 
TRATE DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN 
UN REGLAMENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA. "	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, artículo 33.—Véase: "PROCEDIMIENTO DE 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA CONTRA ELE-
MENTOS OPERATIVOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 
MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE A LAS FORMALIDADES 
DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA 
PARA EL ESTADO DE JALISCO, AUN CUANDO SE 
TRATE DE ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN 
UN REGLAMENTO MUNICIPAL EN LA MATERIA. "	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630
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Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, artículo quinto transitorio.—Véase: "PRO-
CEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINIS-
TRATIVA CONTRA ELEMENTOS OPERATIVOS DE 
SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL. DEBE CEÑIRSE 
A LAS FORMALIDADES DE LA LEY DEL SISTEMA 
DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE 
JALISCO, AUN CUANDO SE TRATE DE ACTOS U 
OMISIONES PREVISTOS EN UN REGLAMENTO MU
NICIPAL EN LA MATERIA. "	 PC.III.A. J/78 A (10a.)	 1630

Ley Nacional de Ejecución Penal, artículo 48.—Véase: 
"SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR EL 
COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIARIO 
RELACIONADAS CON LAS CONDICIONES DE IN-
TERNAMIENTO. EL ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO 
DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA LA PRO-
CEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA, 
DEBE REALIZARSE CON BASE EN EL RECURSO DE 
REVISIÓN ANTE EL JUEZ DE EJECUCIÓN."	 II.4o.P.13 P (10a.)	 2670

Ley Nacional de Ejecución Penal, artículo 48.—Véase: 
"SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR 
EL COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIA-
RIO. SON IMPUGNABLES ANTE EL JUEZ DE EJE-
CUCIÓN A TRAVÉS DEL RECURSO DE REVISIÓN 
Y NO MEDIANTE LA PETICIÓN ADMINISTRATIVA 
ANTE EL DIRECTOR DEL CENTRO, AUN CUANDO 
AQUÉLLAS PUDIERAN RELACIONARSE CON LAS 
CONDICIONES DE INTERNAMIENTO."	 II.4o.P.12 P (10a.)	 2671

Ley Nacional de Ejecución Penal, artículo 107.—
Véase: "SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS 
POR EL COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITEN-
CIARIO RELACIONADAS CON LAS CONDICIONES DE 
INTERNAMIENTO. EL ANÁLISIS DEL CUMPLIMIEN-
TO DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN SU 
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CONTRA, DEBE REALIZARSE CON BASE EN EL 
RECURSO DE REVISIÓN ANTE EL JUEZ DE EJE
CUCIÓN."	 II.4o.P.13 P (10a.)	 2670

Ley Nacional de Ejecución Penal, artículo 107.—
Véase: "SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS 
POR EL COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENIT
ENCIARIO. SON IMPUGNABLES ANTE EL JUEZ DE 
EJECUCIÓN A TRAVÉS DEL RECURSO DE REVISIÓN 
Y NO MEDIANTE LA PETICIÓN ADMINISTRATIVA 
ANTE EL DIRECTOR DEL CENTRO, AUN CUANDO 
AQUÉLLAS PUDIERAN RELACIONARSE CON LAS 
CONDICIONES DE INTERNAMIENTO."	 II.4o.P.12 P (10a.)	 2671

Ley Nacional de Ejecución Penal, artículos 38 a 48.—
Véase: "SANCIONES IMPUESTAS POR EL COMITÉ 
TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIARIO. SE REGU-
LAN BAJO EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO PREVISTO 
EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, AUN 
CUANDO PUDIERAN RELACIONARSE CON LAS 
CONDICIONES DE INTERNAMIENTO."	 II.4o.P.11 P (10a.)	 2672

Ley Nacional de Ejecución Penal, artículos 107 a 117.—
Véase: "SANCIONES IMPUESTAS POR EL COMITÉ 
TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIARIO. SE REGU-
LAN BAJO EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO PREVISTO 
EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, AUN 
CUANDO PUDIERAN RELACIONARSE CON LAS 
CONDICIONES DE INTERNAMIENTO."	 II.4o.P.11 P (10a.)	 2672

Ley Número 9 Orgánica del Municipio Libre de Ve
racruz, artículo 18.—Véase: "AYUNTAMIENTOS 
CONSTITUCIONALES DEL ESTADO DE VERACRUZ. 
EL CABILDO, COMO ÓRGANO MÁXIMO DE AUTO-
RIDAD EN EL MUNICIPIO, ESTÁ FACULTADO PARA 
OTORGAR PODERES EN FAVOR DE TERCEROS 
PARA QUE LOS REPRESENTEN EN LOS JUICIOS 
LABORALES EN QUE SEAN PARTE."	 VII.2o.T.269 L (10a.)	 2483
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Ley Número 9 Orgánica del Municipio Libre de Ve
racruz, artículo 28.—Véase: "AYUNTAMIENTOS 
CONSTITUCIONALES DEL ESTADO DE VERACRUZ. 
EL CABILDO, COMO ÓRGANO MÁXIMO DE AUTO-
RIDAD EN EL MUNICIPIO, ESTÁ FACULTADO PARA 
OTORGAR PODERES EN FAVOR DE TERCEROS 
PARA QUE LOS REPRESENTEN EN LOS JUICIOS 
LABORALES EN QUE SEAN PARTE."	 VII.2o.T.269 L (10a.)	 2483

Ley Número 9 Orgánica del Municipio Libre de Vera-
cruz, artículo 37, fracción I.—Véase: "AYUNTAMIEN-
TOS CONSTITUCIONALES DEL ESTADO DE VERA-
CRUZ. EL CABILDO, COMO ÓRGANO MÁXIMO DE 
AUTORIDAD EN EL MUNICIPIO, ESTÁ FACULTADO 
PARA OTORGAR PODERES EN FAVOR DE TER
CEROS PARA QUE LOS REPRESENTEN EN LOS 
JUICIOS LABORALES EN QUE SEAN PARTE."	 VII.2o.T.269 L (10a.)	 2483

Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Vera-
cruz, artículo 52.—Véase: "HORAS EXTRAS DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE 
VERACRUZ. DEBEN EXCLUIRSE DE SU CONDENA 
LOS PERIODOS VACACIONALES Y LOS DÍAS DE 
DESCANSO OBLIGATORIO O FESTIVOS, CUANDO 
NO EXISTA CONTROVERSIA RESPECTO DE QUE NO 
SE LABORARON."	 VII.2o.T.263 L (10a.)	 2581

Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato, ar
tículos 134 a 136.—Véase: "TRABAJADORES DEL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO. 
LOS ACTUARIOS DE ESA INSTITUCIÓN TIENEN LA 
CATEGORÍA DE CONFIANZA."	 XVI.2o.T.9 L (10a.)	 2713

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
artículo 21, fracción VI.—Véase: "CONFLICTO COMPE
TENCIAL SUSCITADO ENTRE TRIBUNALES, JUNTAS 
O SALAS LABORALES DE DISTINTA JURISDICCIÓN. 
CORRESPONDE DIRIMIRLO AL TRIBUNAL COLE-
GIADO DE CIRCUITO QUE TENGA JURISDICCIÓN 
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SOBRE LA AUTORIDAD QUE PREVINO EN EL 
CONOCIMIENTO DEL JUICIO."	 XIII.1o.P.T. J/3 L (10a.)	 2278

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
artículo 21, fracciones VI y VII.—Véase: "CONFLICTO 
COMPETENCIAL. ES INEXISTENTE EL PLANTEADO 
ENTRE UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA Y UN 
ÓRGANO JURISDICCIONAL."	 I.5o.A.11 K (10a.)	 2550

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
artículo 37, fracción VI.—Véase: "CONFLICTO COM-
PETENCIAL. ES INEXISTENTE EL PLANTEADO EN-
TRE UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA Y UN ÓR-
GANO JURISDICCIONAL."	 I.5o.A.11 K (10a.)	 2550

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
artículo 37, fracción IX.—Véase: "CONFLICTO COMPE
TENCIAL SUSCITADO ENTRE TRIBUNALES, JUNTAS 
O SALAS LABORALES DE DISTINTA JURISDICCIÓN. 
CORRESPONDE DIRIMIRLO AL TRIBUNAL COLE-
GIADO DE CIRCUITO QUE TENGA JURISDICCIÓN 
SOBRE LA AUTORIDAD QUE PREVINO EN EL CO-
NOCIMIENTO DEL JUICIO."	 XIII.1o.P.T. J/3 L (10a.)	 2278

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, artículo 3.—Véase: "JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA POR 
EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINIS-
TRATIVA EN UN JUICIO DE LESIVIDAD. ES IM
PROCEDENTE EL PROMOVIDO POR LA AUTORIDAD 
DEMANDANTE."	 VII.2o.A.6 A (10a.)	 2597

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, artículo 3, fracción V.—Véase: "JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES 
IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN PRE
LIMINAR QUE CONTIENE LA PRESUNCIÓN DE 
INEXISTENCIA DE OPERACIONES DEL CONTRIBU-
YENTE, A QUE SE REFIERE EL PRIMER PÁRRAFO 
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DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, DADO QUE NO CAUSA AGRAVIO EN 
MATERIA FISCAL."	 2a./J. 154/2019 (10a.)	 966

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, artículo 3, fracción XII.—Véase: "RECUR-
SO DE RECONSIDERACIÓN PREVISTO EN EL RE-
GLAMENTO DE QUEJAS MÉDICAS Y SOLICITUDES 
DE REEMBOLSO DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD 
Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 
DEL ESTADO, VIGENTE HASTA EL 28 DE ABRIL DE 
2017. CONTRA SU RESOLUCIÓN PROCEDE EL JUI-
CIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL."	 VII.2o.A.5 A (10a.)	 2658

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, artículo 34.—Véase: "JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA POR 
EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINIS-
TRATIVA EN UN JUICIO DE LESIVIDAD. ES IMPRO-
CEDENTE EL PROMOVIDO POR LA AUTORIDAD 
DEMANDANTE."	 VII.2o.A.6 A (10a.)	 2597

Ley para los Servidores Públicos de Jalisco y sus 
Municipios, artículo 135.—Véase: "AMPARO IN
DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LAS DILACIONES 
PRESUNTAMENTE EXCESIVAS EN EL DICTADO 
DE PROVEÍDOS, LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE 
CUALQUIER OTRA DILIGENCIA, EN JUICIOS BURO
CRÁTICOS SUSTANCIADOS AL TENOR DE LA LEY 
PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO 
DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. PROCEDE SI 
TRANSCURREN MÁS DE 22 DÍAS HÁBILES DESDE 
LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL 
QUE LEGALMENTE DEBIERON PRONUNCIARSE 
O DILIGENCIARSE LOS ACTOS PROCESALES RES-
PECTIVOS [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDEN
CIA 2a./J. 33/2019 (10a.)]."	 III.3o.T. J/8 L (10a.)	 2272

Ley para los Servidores Públicos de Jalisco y sus 
Municipios, artículos 128 a 132.—Véase: "DEMANDA 
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EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL ES-
TADO DE JALISCO. FORMAS QUE CONLLEVA LA 
RATIFICACIÓN DE SU ACLARACIÓN, MODIFICA-
CIÓN SUSTANCIAL O AMPLIACIÓN (INTERPRE
TACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 128 A 132 DE LA LEY 
PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO 
DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y APLICACIÓN 
SUPLETORIA DE LOS ARTÍCULOS 685 Y 687 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO)."	 III.4o.T.55 L (10a.)	 2559

Ley sobre el Contrato de Seguro, artículo 81.—
Véase: "CONTRATO DE SEGURO DE VIDA. EL PLAZO 
APLICABLE PARA LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
PARA RECLAMAR EL PAGO DE LA COBERTURA 
RELATIVA, ES EL ESTABLECIDO EN LA LEY VIGENTE 
AL MOMENTO DEL FALLECIMIENTO DEL ASEGU-
RADO, AL SER ÉSTE EL QUE MARCA EL SURGIMIEN
TO DE ESA ACCIÓN."	 I.2o.C.26 C (10a.)	 2553

Ley sobre el Contrato de Seguro, artículo 81 (vigente 
hasta el 6 de mayo de 2009).—Véase: "CONTRATO 
DE SEGURO DE VIDA. EL PLAZO APLICABLE PARA 
LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA RECLA-
MAR EL PAGO DE LA COBERTURA RELATIVA, ES EL 
ESTABLECIDO EN LA LEY VIGENTE AL MOMENTO 
DEL FALLECIMIENTO DEL ASEGURADO, AL SER ÉSTE 
EL QUE MARCA EL SURGIMIENTO DE ESA ACCIÓN."	 I.2o.C.26 C (10a.)	 2553

Ley sobre los Derechos y el Desarrollo de los Pue-
blos y las Comunidades Indígenas de Jalisco, ar
tículo 7.—Véase: "AUTORIDADES RESPONSABLES 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO. LO SON LAS AUTORIDADES TRA
DICIONALES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES 
INDÍGENAS DEL ESTADO DE JALISCO."	 III.5o.A.18 K (10a.)	 2482

Ley sobre los Derechos y el Desarrollo de los Pue-
blos y las Comunidades Indígenas de Jalisco, ar
tículo 9.—Véase: "AUTORIDADES RESPONSABLES 
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PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO. LO SON LAS AUTORIDADES TRA
DICIONALES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES 
INDÍGENAS DEL ESTADO DE JALISCO."	 III.5o.A.18 K (10a.)	 2482

Ley sobre los Derechos y el Desarrollo de los Pue-
blos y las Comunidades Indígenas de Jalisco, ar
tículo 11.—Véase: "AUTORIDADES RESPONSABLES 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO. LO SON LAS AUTORIDADES TRA
DICIONALES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES 
INDÍGENAS DEL ESTADO DE JALISCO."	 III.5o.A.18 K (10a.)	 2482

Ley sobre los Derechos y el Desarrollo de los Pue-
blos y las Comunidades Indígenas de Jalisco, ar
tículo 14.—Véase: "AUTORIDADES RESPONSABLES 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO. LO SON LAS AUTORIDADES TRADI-
CIONALES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES 
INDÍGENAS DEL ESTADO DE JALISCO."	 III.5o.A.18 K (10a.)	 2482

Ley sobre los Derechos y el Desarrollo de los Pue-
blos y las Comunidades Indígenas de Jalisco, ar
tículo 16.—Véase: "AUTORIDADES RESPONSABLES 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO. LO SON LAS AUTORIDADES TRADI-
CIONALES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES 
INDÍGENAS DEL ESTADO DE JALISCO."	 III.5o.A.18 K (10a.)	 2482

Lineamientos de Operación de Mercados Móviles 
en la Modalidad de Tianguis, Bazares y Complemen
tarios en la Ciudad de México, artículo 10, numeral 
29 (G.O. 9-VII-2019).—Véase: "OPERACIÓN DE MER-
CADOS MÓVILES EN LA MODALIDAD DE TIANGUIS, 
BAZARES Y COMPLEMENTARIOS EN LA CIUDAD 
DE MÉXICO. EL ARTÍCULO 10, NUMERAL 29 Y SE-
GUNDO PÁRRAFO, DE LOS LINEAMIENTOS RELA-
TIVOS, AL ESTABLECER COMO UNO DE LOS GIROS 
COMERCIALES LAS MASCOTAS DOMÉSTICAS Y 
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ACUARIOS, VIOLA EL PRINCIPIO DE SUBORDINA-
CIÓN JERÁRQUICA."	 I.5o.A.16 A (10a.)	 2620

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
artículo 23, numeral 4.—Véase: "PENSIÓN COM-
PENSATORIA. PROCEDE DEMANDARLA EN JUICIO 
AUTÓNOMO AL DE DIVORCIO CUANDO NO EXISTE 
COSA JUZGADA."	 VII.2o.C.213 C (10a.)	 2623

Reglamento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamien
tos y Servicios del Sector Público, artículo 125.—
Véase: "FACULTADES DE VERIFICACIÓN DE LA SE-
CRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. EL ARTÍCULO 
125 DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIO-
NES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR 
PÚBLICO, AL PREVER QUE DICHA DEPENDENCIA 
PODRÁ INICIAR ‘EN CUALQUIER TIEMPO’ INTER-
VENCIONES DE OFICIO, VIOLA EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA."	 2a. LXXIX/2019 (10a.)	 1072

Reglamento de la Ley del Transporte de Puebla, ar
tículo 100.—Véase: "SERVICIO PÚBLICO DE TRANS
PORTE EN EL ESTADO DE PUEBLA. EL ANÁLISIS 
DE LA FECHA EN QUE SE EMITE EL TÍTULO DE 
CONCESIÓN ES UNA CUESTIÓN DE FONDO Y NO 
DE PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO IN
DIRECTO."	 PC.VI.A. J/15 A (10a.)	 2020

Reglamento de la Ley del Transporte de Puebla, ar
tículos 96 y 97.—Véase: "SERVICIO PÚBLICO DE 
TRANSPORTE EN EL ESTADO DE PUEBLA. EL ANÁ
LISIS DE LA FECHA EN QUE SE EMITE EL TÍTULO 
DE CONCESIÓN ES UNA CUESTIÓN DE FONDO Y 
NO DE PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO."	 PC.VI.A. J/15 A (10a.)	 2020

Reglamento de la Ley Federal de Correduría Pública, 
artículo 53.—Véase: "CESIÓN DE CRÉDITOS CON 
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GARANTÍA HIPOTECARIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEU
DOR COMO REQUISITO PREVIO PARA LA PROCE-
DENCIA DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA, NO PUEDE 
REALIZARLA UN CORREDOR PÚBLICO, AL CARECER 
DE FACULTADES PARA EFECTUARLA."	 PC.I.C. J/98 C (10a.)	 1384

Reglamento de la Ley General de Cultura Física y 
Deporte, artículo 58.—Véase: "PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE SOLUCIÓN DE CONTROVER-
SIAS ANTE EL CONSEJO DE VIGILANCIA ELEC
TORAL DEPORTIVA (COVED). PROCEDE CONTRA 
LA CELEBRACIÓN DE UNA ASAMBLEA EXTRAOR-
DINARIA LLEVADA A CABO POR UNA ASOCIA-
CIÓN DEPORTIVA NACIONAL EN PRESUNTA VIO-
LACIÓN DE SUS ESTATUTOS, EN LA CUAL SE 
ACUERDA ALGÚN CAMBIO EN SU ESTRUCTURA 
ORGÁNICA O DE REPRESENTACIÓN, PREVIO A 
INTERPONER EL RECURSO DE APELACIÓN ANTE 
LA COMISIÓN DE APELACIÓN Y ARBITRAJE DEL 
DEPORTE (CAAD)."	 I.4o.A.184 A (10a.)	 2635

Reglamento de la Ley General de Cultura Física y 
Deporte, artículo 59, fracción IX.—Véase: "PRO
CEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SOLUCIÓN DE 
CONTROVERSIAS ANTE EL CONSEJO DE VIGI
LANCIA ELECTORAL DEPORTIVA (COVED). PROCE
DE CONTRA LA CELEBRACIÓN DE UNA ASAMBLEA 
EXTRAORDINARIA LLEVADA A CABO POR UNA 
ASOCIACIÓN DEPORTIVA NACIONAL EN PRESUN-
TA VIOLACIÓN DE SUS ESTATUTOS, EN LA CUAL SE 
ACUERDA ALGÚN CAMBIO EN SU ESTRUCTURA 
ORGÁNICA O DE REPRESENTACIÓN, PREVIO A 
INTERPONER EL RECURSO DE APELACIÓN ANTE 
LA COMISIÓN DE APELACIÓN Y ARBITRAJE DEL 
DEPORTE (CAAD)."	 I.4o.A.184 A (10a.)	 2635

Reglamento de Quejas Médicas y Solicitudes de Reem
bolso del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado, artículo 11 (vigente 
hasta el 28 de abril de 2017).—Véase: "RECURSO 
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DE RECONSIDERACIÓN PREVISTO EN EL REGLA-
MENTO DE QUEJAS MÉDICAS Y SOLICITUDES DE 
REEMBOLSO DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 
DEL ESTADO, VIGENTE HASTA EL 28 DE ABRIL DE 
2017. CONTRA SU RESOLUCIÓN PROCEDE EL JUI-
CIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL."	 VII.2o.A.5 A (10a.)	 2658

Reglamento General de Deberes Militares, artículo 
57.—Véase: "ARRESTO COMO CORRECTIVO DIS
CIPLINARIO EN EL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA 
MEXICANOS. ES INNECESARIO OTORGAR EL DE-
RECHO DE AUDIENCIA PREVIA AL IMPONERLO, 
DADO EL RÉGIMEN DE SUJECIÓN ESPECIAL AL 
QUE SE ENCUENTRAN SUJETOS LOS INTEGRAN-
TES DE LAS FUERZAS ARMADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Reglamento General de Deberes Militares, artículos 
49 y 50.—Véase: "ARRESTO COMO CORRECTIVO 
DISCIPLINARIO EN EL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA 
MEXICANOS. ES INNECESARIO OTORGAR EL DE-
RECHO DE AUDIENCIA PREVIA AL IMPONERLO, 
DADO EL RÉGIMEN DE SUJECIÓN ESPECIAL AL 
QUE SE ENCUENTRAN SUJETOS LOS INTEGRAN-
TES DE LAS FUERZAS ARMADAS."	 I.4o.A.181 A (10a.)	 2449

Reglamento Interior del Instituto Mexicano del Se-
guro Social, artículo 144, fracción I.—Véase: "APODE
RADO QUE COMPARECE EN REPRESENTACIÓN 
DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
(IMSS) AL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA TENER 
POR DEMOSTRADA SU PERSONALIDAD, NO ES 
NECESARIO QUE ACREDITE SER TITULAR DE LA 
JEFATURA DE SERVICIOS JURÍDICOS O ESTAR ADS
CRITO A ÉSTA."	 PC.IV.L. J/20 L (10a.)	 1312

Resolución Miscelánea Fiscal para 2017, regla 
2.2.7. (D.O.F. 23-XII-2016).—Véase: "NOTIFICACIÓN 
POR ESTRADOS. LA REGLA 2.2.7. DE LA RESOLU-
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CIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017, AL PER
MITIR ESA FORMA DE COMUNICACIÓN DE LAS 
RESOLUCIONES DE LA AUTORIDAD CUANDO EL 
CONTRIBUYENTE NO REGISTRE ALGÚN CORREO 
ELECTRÓNICO PARA REALIZARLA MEDIANTE 
BUZÓN TRIBUTARIO, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS 
DE RESERVA Y DE PRIMACÍA DE LA LEY."	 VII.2o.A.4 A (10a.)	 2613

	

	





La compilación y formación editorial de esta Gaceta es­
tuvieron al cuidado de la Dirección General de la Coordi­
nación de Compilación y Sistematización de Tesis de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. Se utilizaron tipos 
Gothic 720 Bt y Gothic 720 Lt Bt de 8, 10 y 14 puntos. 
Se terminó de editar el 31 de enero de 2020. Se publicó 
en la página de internet https://www.scjn.gob.mx de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación.
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